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          § 1
          REAL DECRETO DE 14 DE SEPTIEMBRE DE 1882, APROBATORIO
        

        
				
        
          («Gaceta» núms. 260 a 283, de 17 de septiembre a 10 de octubre de 1882)
        

        
				
        
          Teniendo presente lo dispuesto en la Ley sancionada en 11 de febrero de 1881 y promulgada en virtud del Real Decreto de 22 de junio de 1882, por el cual se autorizó a mi Gobierno para que, con sujeción a las reglas en la misma comprendidas, oyendo, como lo ha efectuado, a la Sección correspondiente de la Comisión general de Codificación, y tomando por base la Compilación general de 16 de octubre de 1879, redactara y publicara una Ley de Enjuiciamiento Criminal; conformándome con lo propuesto por el Ministro de Gracia y Justicia, de acuerdo con el parecer de mi Consejo de Ministros.
        

        
				
        
          Vengo en decretar lo siguiente:
        

        
				
        
          Artículo 1.
          Se aprueba el adjunto proyecto de Código de Enjuiciamiento Criminal redactado con arreglo a la autorización concedida al Gobierno por la Ley sancionada en 11 de febrero de 1881 y publicada en virtud del Real Decreto de 22 de junio de 1882.
        

        
				
        
          Art. 2.
          El nuevo Código de Enjuiciamiento Criminal comenzará a regir en el tiempo y de la manera que establecen las reglas siguientes:
        

        
				
        
          1.ª Se aplicará y regirá en su totalidad desde el día siguiente al en que se constituyan los tribunales de que habla la Ley sancionada en 15 de junio de 1882 y promulgada por virtud del Real Decreto de 22 de junio del propio año.
        

        
				
        
          2.ª Se aplicará y regirá desde el 15 de octubre próximo en la parte referente a la formación de los sumarios, comprendida desde el título IV del libro II hasta el artículo 622 del título XI del mismo libro.
        

        
				
        
          3.ª Las causas por delitos cometidos con anterioridad al 15 de octubre próximo continuarán sustanciándose con arreglo a las disposiciones del procedimiento vigente en la actualidad.
        

        
				
        
          4.ª Si las causas a que se refiere la regla anterior no hubieren llegado al período de calificación, podrán sustanciarse con arreglo a las disposiciones del nuevo Código si todos los procesados en cada una de ellas optan por el nuevo procedimiento.
        

        
				
        
          Para ello, el juez que estuviese conociendo del sumario en 15 de octubre próximo hará comparecer a su presencia a todos los procesados, acompañados de sus defensores. Si aún no los tuvieren, se les nombrará de oficio para la comparecencia. Ésta se hará constar en la causa por medio de acta.
        

        
				
        
          5.ª Cuando las causas por delitos cometidos con posterioridad al 15 de octubre próximo, y las que se refiere la regla anterior, alcancen el estado de conclusión del sumario antes de que se hayan constituido las nuevas Audiencias de lo criminal, se suspenderán en tal estado en los Juzgados que de ellas entiendan, debiendo remitirlas a dichas Audiencias en el mismo día en que éstas se constituyan.
        

        
				
        
          6.ª Las Salas de lo Criminal de las actuales Audiencias conocerán, en tanto que se constituyan las nuevas, de los recursos que se entablen en los sumarios instruidos o continuados con sujeción a los preceptos de la nueva Ley.
        

        
				
        
          Los jueces de primera instancia se considerarán desde luego como jueces instructores en las causas que se ajusten al nuevo procedimiento.
        

        
				
        
          Art. 3.
          Un Real Decreto fijará, con la debida anticipación, el día en que han de constituirse los nuevos tribunales.
        

        
				
        
          Art. 4.
          Desde que cesen en sus cargos los actuales promotores, desempeñarán las funciones del Ministerio público durante la primera instancia, en las causas que se sigan sustanciando con arreglo al procedimiento vigente en la actualidad, los fiscales municipales que sean letrados y, a falta de éstos, los que designen los fiscales de las Audiencias Territoriales.
        

        
				
        
          Art. 5.
          Las Salas de Gobierno del Tribunal Supremo y de las Audiencias y, en su día, los nuevos tribunales consultarán directamente con el Ministerio de Gracia y Justicia, para su resolución, las dudas que puedan originarse en la inteligencia y aplicación de este Real Decreto.
        

        
				
        
          LEY DE ENJUICIAMIENTO CRIMINAL
        

        
				
        
          promulgada por Real Decreto de 14 de septiembre de 1882
        

        
				
        
          («Gaceta» núms. 260 a 283, del 17 de septiembre al 10 de octubre de 1882)
        

        
				
        
          Señor: La ejecución de las dos Leyes promulgadas en virtud de Reales Decretos de 22 de junio de este año presupone un nuevo Código de Enjuiciamiento penal, una modificación profunda en la Ley orgánica del Poder judicial de 15 de septiembre de 1870, la determinación del número y residencia de los tribunales colegiados que han de conocer en única instancia y en juicio oral y público de los delitos que se cometan dentro de su respectivo territorio y, por último, la formación de los cuadros de personal de esos mismos tribunales, cuyos Presidentes deben estar adornados de condiciones especiales de capacidad para la dirección y resumen de los debates.
        

        
				
        
          Basta la mera enumeración de estos trabajos preparatorios para comprender que, ni por su índole y naturaleza, ni por su extensión y excepcional importancia, podían terminarse en breve plazo. Cábele, sin embargo, al infrascrito la satisfacción de anunciar hoy a V. M. que todos ellos pueden darse por ultimados, gracias al patriótico concurso que han prestado al Gobierno hombres eminentes, no sólo en la ciencia de Derecho, sino también en el conocimiento especial de la topografía, censo de población, vías de comunicación y estadística criminal del territorio de la Península e islas adyacentes.
        

        
				
        
          El Gobierno de V. M. no se propone publicar todos estos trabajos a la vez; antes al contrario cree conveniente anticipar la promulgación del Código de Enjuiciamiento para que, mientras se instalan las Audiencias de lo criminal, puedan estudiarle y conocerle los magistrados, jueces, fiscales, letrados y demás personas que por modo más o menos directo y eficaz han de concurrir a su planteamiento y aplicación.
        

        
				
        
          No será su estudio muy difícil ni prolijo, porque al cabo el proyecto que el Ministro que suscribe somete hoy a la aprobación de V. M. está basado en la Compilación general de 16 de octubre de 1879, de conformidad con lo preceptuado en la autorización votada por las Cortes; pero así y todo, son tan radicales las reformas en él introducidas, que bien podían pasar por un Código completamente nuevo y de carácter tan liberal y progresivo como el más adelantado de los Códigos de procedimiento criminal del continente europeo.
        

        
				
        
          Entre esas reformas son, sin duda, las menos importantes aquellas que, sugeridas por la experiencia, tienen por objeto, ya aclarar varios preceptos más o menos oscuros y dudosos de la Compilación vigente, ya uniformar la jurisprudencia, o ya, en fin, facilitar la sustanciación de algunos recursos, y muy especialmente el de casación, acerca del cual ha hecho observaciones muy oportunas y discretas el Tribunal Supremo, que, naturalmente, han sido acogidas con el respeto que merece una Corporación que está a la cabeza de la Magistratura española y que es, por la ley, intérprete y guardián de la doctrina jurídica.
        

        
				
        
          Las de verdadera importancia y trascendencia son aquellas otras que se encaminan a suplir, como en las cuestiones prejudiciales, algún vacío sustancial por donde era frecuente el arbitrio un tanto desmedido y, más que desmedido, contradictorio de la jurisprudencia, a corregir los vicios crónicos de nuestro sistema de enjuiciar tradicional y a rodear al ciudadano de las garantías necesarias para que en ningún caso sean sacrificados los derechos individuales al interés mal entendido del Estado.
        

        
				
        
          Sin desconocer que la Constitución de 1812, el Reglamento provisional para la Administración de Justicia de 1835 y otras disposiciones posteriores mejoraron considerablemente el procedimiento criminal, sería temerario negar que aun bajo la legislación vigente no es raro que un sumario dure ocho o más años, y es frecuente que no dure menos de dos, prolongándose en ocasiones por todo este tiempo la prisión preventiva de los acusados; y aún podría añadirse, para completar el cuadro, que tan escandalosos procesos solían no ha mucho terminar por una absolución de la instancia, sin que nadie indemnizara en este caso a los procesados de la vejaciones sufridas en tan dilatado período, y lo que es más, dejándoles por todo el resto de su vida en situación incómoda y deshonrosa, bajo la amenaza perenne de abrir de nuevo el procedimiento el día que por mal querencia se prestaba a declarar contra ellos cualquier vecino rencoroso y vengativo. Esta práctica abusiva y atentadora a los derechos del individuo pugna todavía por mantenerse, con este o el otro disfraz, en nuestras costumbres judiciales; y es menester que cese para siempre, porque el ciudadano de un pueblo libre no debe expiar faltas que no son suya ni ser víctima de la impotencia o del egoísmo del Estado.
        

        
				
        
          Con ser estos dos vicios tan capitales, no son, sin embargo, los únicos ni acaso los más graves de nuestro procedimiento. Lo peor de todo es que en él no se da intervención alguna al inculpado en el sumario; que el juez que instruye éste es el mismo que pronuncia la sentencia, con todas las preocupaciones y prejuicios que ha hecho nacer en su ánimo la instrucción; que, confundido lo civil con lo criminal y abrumados los jueces de primera instancia por el cúmulo de sus múltiples y variadas atenciones, delegan frecuentemente la práctica de muchas diligencias en el escribano, quien, a solas con el procesado y los testigos, no siempre interpreta bien el pensamiento ni retrata con perfecta fidelidad las impresiones de cada uno, por grande que sea su celo y recta su voluntad; que, por la naturaleza misma de las cosas y la lógica del sistema, nuestros jueces y magistrados han adquirido el hábito de dar escasa importancia a las pruebas del plenario, formando su juicio por el resultado de las diligencias sumariales y no parando mientes en la ratificación de los testigos, convertida en vana formalidad; que, en ausencia del inculpado y su defensor, los funcionarios que intervienen en la instrucción del sumario, animados de un espíritu receloso hostil que se engendra en su mismo patriótico celo por la causa de la sociedad que representan, recogen con preferencia los datos adversos al procesado, descuidando a las veces consignar los que pueden favorecerle; y que, en fin, de este conjunto de errores, anejos a nuestros sistema de enjuiciar y no imputable, por tanto, a los funcionarios del orden judicial y fiscal, resultan dos cosas a cual más funestas al ciudadano: una, que al compás que adelanta el sumario se va fabricando inadvertidamente una verdad de artificio que más tarde se convierte en verdad legal, pero que es contraria a la realidad de los hechos y subleva la conciencia del procesado; y otra que, cuando éste, llegado el plenario, quiere defenderse, no hace más que forcejear inúltilmente, porque entra en el palenque ya vencido o por lo menos desarmado. Hay, pues, que restablecer la igualdad de condiciones en esta contienda jurídica, hasta donde lo consientan los fines esenciales de la sociedad humana.
        

        
				
        
          Quizá se tache de exagerada e injusta esta crítica de la organización de nuestra justicia criminal. ¡Ojalá que lo fuera! Pero el Ministro que suscribe no manda en su razón y está obligado a decir a V. M. la verdad tal como la siente: que las llagas sociales no se curan ocultándolas, sino al revés, midiendo su extensión y profundidad y estudiando su origen y naturaleza para aplicar el oportuno remedio. En sentir del que suscribe, sólo por la costumbre se puede explicar que el pueblo español, tan civilizado y culto y que tantos progresos ha hecho en lo que va de siglo, en la Ciencia, en el Arte, en la Industria y en su educación política, se resigne a un sistema semejante, mostrándose indiferente o desconociendo sus vicios y peligros, como no los aprecia ni mide el que, habituado a respirar en atmósfera malsana, llega hasta la asfixia sin sentirla. El extranjero que estudie la organización de nuestra justicia criminal, al vernos apegados a un sistema ya caduco y desacreditado en Europa y en América, tiene por necesidad que formar una idea injusta y falsa de la civilización y cultura españolas.
        

        
				
        
          Lo que hay que examinar, por tanto, es si el adjunto proyecto de Código remedia, si no todos, al menos los más capitales defectos de que adolece la vigente organización de la justicia criminal. Es preciso en primer término sustituir la marcha perezosa y lenta del actual procedimiento por un sistema que, dando amplitud a la defensa y garantías de acierto al fallo, asegure, sin embargo, la celeridad del juicio para la realización de dos fines a cual más importante: uno, que la suerte del ciudadano no esté indefinidamente en lo incierto ni se le causen más vejaciones que las absolutamente indispensables para la averiguación del delito y el descubrimiento del verdadero delincuente; y otro, que la pena siga de cerca a la culpa para su debida eficacia y ejemplaridad.
        

        
				
        
          Pues bien, Señor, he aquí el conjunto de medios que el nuevo sistema ofrece para el logro de resultado tan trascendental: La sustitución de los dos grados de jurisdicción por la instancia única; la oralidad del juicio; la separación de lo civil y lo criminal en cuanto al Tribunal sentenciador; igual separación en cuanto a los jueces instructores en ciertas ciudades populosas en donde hay más de un juez de primera instancia y es mucha la criminalidad; un alivio considerable de trabajo en cuanto a los demás jueces, a quienes se descarga del plenario y del pronunciamiento y motivación de la sentencia, ya que razones indeclinables de economía no permiten extender a ellos dicha separación; multitud de reglas de detalle, esparcidas aquí y allá en el adjunto Código y singularmente en sus dos primeros libros, para que los jueces instructores, en el examen de los testigos y en la práctica de los demás medios de investigación, se ciñan a sólo lo que sea útil y pertinente; y, por último, la intervención del procesado en todas las diligencias del sumario tan pronto como el juez estime que la publicidad de las actuaciones no compromete la causa pública ni estorba el descubrimiento de la verdad. Por regla general nadie tiene más interés que el procesado en activar el procedimiento; y si alguna vez su propósito fuera prolongarlo se lo impediría el juez, y sobre todo el fiscal, a quien se da el derecho de pedir la terminación del sumario y la apertura del juicio oral ante el tribunal colegiado. Concurrirá también al propio fin la inspección, continua y sistemáticamente organizada en la Ley, de la Audiencia de lo criminal y del Ministerio público sobre la marcha de los procesos en el período de la Instrucción y la conducta de los jueces instructores. No es, finalmente, para echado en el olvido, cuando de la brevedad del juicio se trata, el libro 4.º, donde se establecen procedimientos especiales y sumarios para los delitos
          in fraganti,
          para los de injuria y calumnia y para los cometidos por medio de la imprenta.
        

        
				
        
          Podrá ser que ni la Comisión de Códigos ni el gobierno hayan acertado en la elección de los medios en este punto tan interesante de la ciencia procesal; pero la verdad es que no han encontrado otros ni se los ha sugerido el examen de los Códigos modernos atentamente estudiados con tal fin.
        

        
				
        
          La Ley de 11 de febrero, en la base referente a la prisión preventiva, permite, por la flexibilidad de sus términos, mejorar considerablemente esta parte de nuestra legislación sin necesidad de pedir su reforma a las Cortes. El texto legal bien analizado resulta tan elástico que lo mismo se presta al desenvolvimiento de la base en un sentido tirante y restrictivo que en otro más amplio, expansivo y liberal.
        

        
				
        
          Ocioso parece añadir que el Gobierno de V. M. se ha decidido por lo último, toda vez que podía hacerlo sin cometer una transgresión de la Ley; como en la materia de fianzas, tan íntimamente ligada con todo lo referente a la prisión preventiva, ha procurado armonizar los fines de la justicia con los derechos del procesado, poniendo coto a la posible arbitrariedad judicial y estableciendo reglas equitativas y prudentes que permitan mayor amplitud que hasta ahora, así en los medios y formas de las fianzas como en la entidad de ellas.
        

        
				
        
          Es igualmente inútil decir que la absolución de la instancia, esta corruptela que hacía del ciudadano a quien el Estado no había podido convencer de culpable una especie de liberto de por vida, verdadero siervo de la curia, marcado con el estigma del deshonor, está proscrita y expresamente prohibida por el nuevo Código, como había sido antes condenada por la ciencia, por la Ley de 1872 y por la Compilación vigente. De esperar es que las disposiciones de la nueva Ley sean bastante eficaces para impedir que semejante práctica vuelva de nuevo a injerirse en forma más o menos disimulada en nuestras costumbres judiciales.
        

        
				
        
          Los demás vicios del enjuiciamiento vigente quedarán sin duda corregidos con el planteamiento del juicio oral y público y la introducción del sistema acusatorio en la Ley procesal.
        

        
				
        
          El Reglamento provisional de 26 de septiembre de 1835, y las disposiciones posteriores publicadas durante el reinado de la Augusta Madre de V. M. introdujeron, como ya se ha dicho, evidentes mejoras en el procedimiento criminal, pero no alteraron su índole esencialmente inquisitiva. Las Leyes de 15 de septiembre de 1870 y 22 de diciembre de 1872, inspirándose en las ideas de libertad proclamadas por la revolución de 1868, realizaron una reforma radical en nuestro sistema de enjuiciar con el establecimiento del juicio oral y público; pero mantuvieron el principio
          inquisitivo
          y el carácter
          secreto
          del procedimiento en el período de instrucción, siguiendo el ejemplo de Francia, Bélgica y otras naciones del continente europeo.
        

        
				
        
          El Ministro que suscribe, de acuerdo con sus colegas, no ha vacilado en aconsejar a V. M. que dé un paso más en el camino del progreso, llevando en cierta medida el sistema
          acusatorio
          al sumario mismo, que es, después de todo, la piedra angular del juicio y la sentencia. En adelante, el juez instructor, por su propia iniciativa y de oficio, podrá o, mejor dicho, deberá acordar que se comuniquen los autos al procesado desde el momento en que la publicidad y la contradicción no sean un peligro para la sociedad interesada en el descubrimiento de los delitos y en el castigo de los culpables. Si no se hace espontáneamente en el plazo de dos meses, contados desde que se incoó la causa, la Ley da al acusado el derecho de solicitarlo, ya para preparar los elementos de su defensa, ya también para impedir con su vigilante intervención y el empleo de los recursos legales la prolongación indefinida del sumario. En todo caso, antes y después de los dos meses, el que tenga la inmensa desgracia de verse sometido a un procedimiento criminal gozará en absoluto de dos derechos preciosos, que no pueden menos de ser grandemente estimados donde quiera que se rinda culto a la personalidad humana: uno, el de nombrar defensor que le asista con sus consejos y su inteligente dirección desde el instante en que se dicte el auto de procesamiento; y otro, el de concurrir, por sí o debidamente representado, a todo reconocimiento judicial, a toda inspección ocular, a las autopsias, a los análisis químicos y, en suma, a la práctica de todas las diligencias periciales que se decreten y puedan influir así sobre la determinación de la índole y gravedad del delito como sobre los indicios de su presunta culpabilidad.
        

        
				
        
          Subsiste, pues, el secreto del sumario; pero sólo en cuanto es necesario para impedir que desaparezcan las huellas del delito, para recoger e inventariar los datos que basten a comprobar su existencia y reunir los elementos que más tarde han de utilizarse y depurarse en el crisol de la contradicción durante los solemnes debates del juicio oral y público. Y a tal punto lleva la nueva Ley su espíritu favorable a los fueros sagrados de la defensa, que proscribe y condena una preocupación hasta ahora muy extendida, que, si pudo ser excusable cuando el procedimiento inquisitivo estaba en su auge, implicaría hoy el desconocimiento de la índole y naturaleza del sistema acusatorio con el cual es incompatible. Alude el infrascrito a la costumbre, tan arraigada de nuestros jueces y Tribunales, de dar escaso o ningún valor a las pruebas del plenario, buscando principal o casi exclusivamente la verdad en las diligencias sumariales practicadas a espaldas del acusado. No: de hoy más las investigaciones del juez instructor no serán sino una simple preparación del juicio. El juicio verdadero no comienza sino con la calificación provisional y la apertura de los debates delante del tribunal, que, extraño a la instrucción, va a juzgar imparcialmente y a dar el triunfo a aquel de los contendientes que tenga la razón y la justicia de su parte. La calificación jurídica provisional del hecho justiciable y de la persona del delincuente, hecha por el acusador y el acusado una vez concluso el sumario, es en el procedimiento criminal lo que en el civil la demanda y su contestación, la acción y las excepciones. Al formularlas empieza realmente la contienda jurídica, y ya entonces sería indisculpable que la Ley no estableciera la perfecta igualdad de condiciones entre el acusador y el acusado. Están enfrente uno de otro, el ciudadano y el Estado. Sagrada es, sin duda, la causa de la sociedad; pero no lo son menos los derechos individuales. En los pueblos verdaderamente libres, el ciudadano debe tener en su mano medios eficaces de defender y conservar su vida, su libertad, su fortuna, su dignidad, su honor; y si el interés de los habitantes del territorio es ayudar al Estado para que ejerza libérrimamente una de sus funciones más esenciales, cual es la de castigar la infracción de la ley penal para restablecer, allí donde se turbe, la armonía del derecho, no por esto deben sacrificarse jamás los fueros de la inocencia, porque al cabo el orden social bien entendido no es más que el mantenimiento de la libertad de todos y el respeto recíproco de los derechos individuales.
        

        
				
        
          Mirando las cosas por este prisma y aceptada la idea fundamental de que en el juicio oral y público es donde ha de desarrollarse con amplitud la prueba, donde las partes deben hacer valer en igualdad de condiciones los elementos de cargo y descargo, y donde los magistrados han de formar su convicción para pronunciar su veredicto con abstracción de la parte del sumario susceptible de ser reproducida en el juicio, surgía, natural y lógicamente, una cuestión por todo extremo grave y delicada; es a saber: la de si la contradicción de un testigo entre su declaración en el juicio oral y las dadas ante el juez instructor en el sumario sería por sí sola fundamento suficiente para someterle a un procedimiento criminal por el delito de falso testimonio. El Gobierno, después de madura deliberación, ha optado por la negativa. Al adoptar esta solución ha cedido en primer término a las exigencias de la lógica, que no permite atribuir a los datos recogidos en el sumario para la preparación del juicio, una validez y eficacia incompatibles con la índole y naturaleza del sistema acusatorio. No es esto, ciertamente, autorizar, ni menos santificar el engaño y la mentira en el período de la instrucción; esa misma contradicción en las declaraciones testificales podrá ser libremente apreciada por los jueces y penetrar en el santuario de su conciencia como un elemento de convicción, si llega el caso de juzgar el perjurio del testigo; lo que únicamente quiere la Ley es que éste no sea procesado como autor de falso testimonio por la sola razón de aparecer en contradicción con sus declaraciones sumariales, debiendo serlo no más cuando haya motivos para presumir que faltó a la verdad en el acto del juicio; porque, siendo éste el arsenal donde el acusador y el acusado deben tomar sus armas de combate y de defensa, y el tribunal los fundamentos de su veredicto, claro es que, en definitiva, sólo en este trámite puede el testigo favorecer o perjudicar injustamente al procesado y ser leal o traidor a la sociedad y a sus deberes de ciudadano. A esta razón puramente lógica agrégase otra de mayor trascendencia, cual es la de facilitar la investigación de la verdad y asegurar el acierto de los fallos.
        

        
				
        
          Inútil sería rendir culto a los progresos de la ciencia, rompiendo con el procedimiento escrito, inquisitivo y secreto, para sustituirle por los principios tutelares de libertad, contradicción, igualdad de condiciones entre las partes contendientes, publicidad y oralidad, si el testigo, cuyas primeras impresiones ha recogido calladamente el juez instructor trasladándolas a los autos con más o menos fidelidad, se presentara en el acto del juicio delante del Tribunal sentenciador y del público que asiste a los debates cohibido y maniatado por el recuerdo o la lectura de sus declaraciones sumariales. Medroso de la responsabilidad criminal que podría exigírsele a la menor contradicción, en vez de contestar con soltura y perfecta tranquilidad a las preguntas del presidente, del Ministerio público y de los defensores, limitaríase a ratificar pura y simplemente sus declaraciones, convirtiéndose entonces su examen en el acto solemne del juicio en vana formalidad. Si no han faltado escritores distinguidos y jurisconsultos eminentes que, al analizar las condiciones del procedimiento inquisitivo, han censurado acerbamente que se obligara a los testigos del sumario a ratificarse en el plenario con la seguridad de ser castigados como perjuros en caso de apartarse en la diligencia de ratificación de lo que antes habían declarado; si esta fundadísima crítica iba dirigida a un sistema en el que el sumario era el alma de todo el organismo procesal, por no decir el proceso entero, tratándose en la hora presente de un método de enjuiciar en el cual el sumario es una mera preparación del juicio, siendo en éste donde deben esclarecerse todos los hechos y discutirse todas las cuestiones que jueguen en la causa, no es posible sostener aquella antigua legislación, tan inflexible y rigurosa, que, sobre anular la libertad y espontaneidad de los testigos, expuestos a una persecución originada en una traducción infiel de su pensamiento, pugnaría hoy abiertamente con la índole del sistema acusatorio y con la esencia y los altos fines del juicio público oral.
        

        
				
        
          Todas estas concesiones al principio de libertad, que a una parte de nuestros jueces y magistrados parecerán sin duda exorbitantes, no contentarán aún, probablemente, a ciertas escuelas radicales que intentan extender al sumario, desde el momento mismo en que se inicia, las reglas de publicidad, contradicción e igualdad que el proyecto de Código establece desde que se abre el juicio hasta que se dicta la sentencia firme. No niega el infrascrito que insignes escritores mantienen esta tesis con ardor y con fe; pero hasta ahora no puede considerársela más que como un ideal de la ciencia, al cual tiende a acercarse progresivamente la legislación positiva de los pueblos modernos. ¿Se realizará algún día por completo? El Ministro que suscribe lo duda mucho. Es difícil establecer la igualdad absoluta de condiciones jurídicas entre el individuo y el Estado en el comienzo mismo del procedimiento, por la desigualdad real que en momento tan crítico existe entre uno y otro; desigualdad calculadamente introducida por el criminal y de que éste sólo es responsable. Desde que surge en su mente la idea del delito, o por lo menos desde que, pervertida su conciencia, forma el propósito deliberado de cometerle, estudia cauteloso un conjunto de precauciones para sustraerse a la acción de la justicia y coloca al Poder público en una posición análoga a la de la víctima, la cual sufre el golpe por sorpresa, indefensa y desprevenida. Para restablecer, pues, la igualdad en las condiciones de la lucha, ya que se pretende por los aludidos escritores que el procedimiento criminal no debe ser más que un duelo noblemente sostenido por ambos combatientes, menester es que el Estado tenga alguna ventaja en los primeros momentos siquiera para recoger los vestigios del crimen y los indicios de la culpabilidad de su autor. Pero sea de esto lo que quiera, la verdad es que sólo el porvenir puede resolver el problema de si llegará o no a realizarse aquel ideal. Entre tanto, los que tienen la honra de dirigir los destinos de un pueblo están obligados a ser prudentes y a no dar carta de naturaleza en los Códigos a ideas que están todavía en el período de propaganda, que no han madurado en la opinión ni menos encarnado en las costumbres, ni se han probado en la piedra de toque de la experiencia.
        

        
				
        
          El Gobierno de V. M. cree ser consecuente con el espíritu liberal que informa su política introduciendo, dentro de ciertos límites racionales, el sistema acusatorio en el sumario, lo cual constituye un gran progreso sobre la Ley de 22 de diciembre de 1872. No hay tampoco una sola nación en el continente europeo que vaya en esto más allá que el adjunto proyecto de Código, ni siquiera la Alemania en cuyas leyes procesales quedó impreso como en roca de granito el sello característico del individualismo germánico, sin que hayan alcanzado a borrarle ni la autoridad prepotente de sus Monarcas, ni sus grandes glorias militares, ni su reciente y portentoso engrandecimiento territorial.
        

        
				
        
          Con idéntico criterio resuelve el nuevo Código las demás cuestiones fundamentales del Enjuiciamiento. En materia penal hay siempre dos intereses rivales y contrapuestos: el de la sociedad, que tiene el derecho de castigar, y el del acusado, que tiene el derecho de defenderse. El carácter individualista del derecho se ostenta en el sistema acusatorio, en el cual se encarna el respeto a la personalidad del hombre y a la libertad de la conciencia, mientras que el procedimiento de oficio e inquisitivo representa el principio social y se encamina preferentemente a la restauración del orden jurídico perturbado por el delito, apaciguando al propio tiempo la alarma popular. Por lo tanto, el problema de la organización de la justicia criminal no se resuelve bien sino definiendo claramente los derechos de la acusación y de la defensa, sin sacrificar ninguno de los dos, ni subordinar el uno al otro, antes bien, armonizándolos en una síntesis superior.
        

        
				
        
          Formado de oficio o a instancia de parte el sumario por un funcionario independiente del Tribunal que ha de sentenciar; obligado por la Ley este instructor a recoger así los datos adversos como los favorables al procesado bajo la inspección inmediata del fiscal, del acusador particular y, hasta donde es posible, del acusado o su letrado defensor; otorgada una acción pública y popular para acusar, en vez de limitarla al ofendido y sus herederos; reconocida y sancionada la existencia del Ministerio Fiscal, a quien se encomienda la misión de promover la averiguación de los delitos y el castigo de los culpables, sin dejar por esto de defender a la vez al inculpado inocente, resulta que puede, sin peligro de los intereses públicos y particulares, ceñirse el tribunal al ejercicio de una sola atribución, la de fallar como juez imparcial del campo sin sujetarse a una prueba tasada de antemano por la Ley; antes bien, siguiendo libremente las inspiraciones de su conciencia, exento de las pasiones que enciende siempre la lucha en el ánimo de los contendientes y sin el aguijón del amor propio excitado en el juez instructor por las estratagemas que en ocasiones emplean el acusado y el acusador privado para burlar sus investigaciones y, aun sin esto, por las mismas dificultades inherentes de ordinario a la instrucción.
        

        
				
        
          Para mantener al Tribunal en esta serena y elevada esfera y no desvirtuar el principio acusatorio que informa el nuevo Código, ha creído el que suscribe que únicamente al Ministerio Fiscal o al acusador particular, si le hubiere, corresponde formular el acta de acusación comprensiva de los puntos sobre que en adelante deben girar los debates, siguiendo en esto al código de instrucción criminal austriaco, que es acaso, de los actualmente vigentes en la Europa continental, el que ha desarrollado con más lógica y extensión el sistema acusatorio. Así es como se logra que la cuestión criminal que en el proceso se agita o discute vaya intacta al Tribunal a quien corresponde decidirla; así es como las partes pueden preparar con perfecto conocimiento de causa los respectivos elementos de cargo y descargo y hacer sus acusaciones o defensas con fe y libertad completa, sin la coacción, siquiera sea moral, que no puede menos de existir cuando el que ha de fallar prejuzga en cierto modo el fallo, formulando de oficio el acta de acusación, lo cual lleva, naturalmente, el desaliento al ánimo de aquel de los contendientes a quien perjudica la calificación jurídica hecha prematuramente, aunque con carácter provisorio, por el tribunal. Ni son éstos los únicos inconvenientes que acarrea la admisión del acta de acusación de oficio, pues una vez formulada ésta, o se obliga al Ministerio Fiscal a sostenerla contra sus convicciones, poniendo en tortura su conciencia, o se le deja en libertad para combatirla, en cuyo caso ya no son las partes quienes contienden entre sí, sino que se discute únicamente el pensamiento, la opinión, el juicio formulado por el Tribunal, que de este modo desciende a la arena del combate para convertirse en acusador, con el riesgo inminente de que la excitación del amor propio de los jueces ofusque o perturbe su inteligencia. No; los magistrados deben permanecer durante la discusión pasivos, retraídos, neutrales, a semejanza de los jueces de los antiguos torneos, limitándose a dirigir con ánimo sereno los debates. Por esto, entre las obligaciones impuestas al Ministerio Fiscal en Francia y Alemania de formular un acta de acusación cuando así lo ha acordado el respectivo tribunal, y la libertad que a dicho Ministerio otorga la Ley austríaca, ha optado el que suscribe por la última solución, que respeta más los fueros de la conciencia, los derechos individuales, y está más en consonancia con el principio fundamental en que descansa el sistema acusatorio.
        

        
				
        
          Este principio aplicado en absoluto adolece, sin embargo, de un vicio, que han puesto en relieve insignes magistrados encanecidos en la Administración de Justicia. Proscrita para siempre la
          absolución de la instancia
          y rigiendo sin excepción la máxima
          non bis in idem,
          evidente es que el error del fiscal en la calificación jurídica del hecho justiciable produce la impunidad del delincuente. Está bien que en los procesos civiles el Tribunal tenga la obligación de absolver o condenar, así como también la de ajustar estrictamente su fallo a los términos en que las partes hayan planteado el problema litigioso, o sea, la acción ejercitada por el demandante, y a las excepciones formuladas por el demandado; porque las cuestiones que en esos procesos se ventilan son de mero interés privado, y porque, además, no es raro que pueda subsanarse total o parcialmente en un nuevo proceso el error padecido al entablar la acción, para lo cual suelen hacerse reservas de derecho en la sentencia en favor del condenado; pero en los procesos criminales, que pueden incoarse de oficio, están siempre en litigio el interés social y la paz pública; y teniendo el Tribunal la obligación de condenar o absolver libremente, sin reserva alguna y sin que le sea lícito abrir un nuevo procedimiento sobre el mismo hecho ya juzgado, es violento torturar la conciencia de los magistrados que le forman hasta el punto de colocarles en la dura alternativa de condenar al acusado a sabiendas de que faltan a la Ley o cometen una nulidad, o absolverle con la convicción de que es criminal, dejando que insulte con su presencia y aire de triunfo a la víctima y su familia tan sólo porque el Ministerio Público no ha sabido o no ha querido calificar el delito con arreglo a su naturaleza y a las prescripciones del Código Penal. De todas suertes, es innegable que, llevados a tal exageración el sistema acusatorio y la pasividad de los tribunales, éstos abdican en el fiscal, en cuyas manos queda toda entera la justicia. De su buena o mala fe, que no sólo de su pericia, dependería exclusivamente en lo futuro la suerte de los acusados.
        

        
				
        
          Y suponiendo que algún día el legislador, echándose en brazos de la lógica, llegase hasta este último límite del sistema acusatorio, el Gobierno de V. M. ha creído que la transición era demasiado brusca para este país, en que los jueces han sido hasta ahora omnipotentes, persiguiendo los delitos por su propia y espontánea iniciativa, instruyendo las causas los mismos que habían de fallarlas, ejerciendo la facultad omnímoda de separarse de los dictámenes fiscales, así durante la sustanciación como en la sentencia definitiva, calificando según su propio juicio el delito y designando la pena, sin consideración a las conclusiones de la acusación y la defensa, y empleando, por último, la fórmula de la absolución de la instancia, o, lo que es lo mismo, dejando indefinidamente abierto el procedimiento cuando, faltos de pruebas para condenar, infundían en su mente las diligencias sumariales livianas sospechas contra el acusado. La sociedad debe marchar como la naturaleza, gradualmente y no a saltos: los progresos jurídicos deben irse eslabonando, si han de encarnar en las costumbres del país. Por esto, el Gobierno propone a V. M. la solución contenida en el artículo 733, que no altera en rigor la virtualidad del principio acusatorio. Según la estructura de la adjunta Ley, concluso el sumario, las partes hacen la calificación provisional del hecho justiciable. Sobre sus conclusiones versan las pruebas que se practican durante todo el juicio; y al término de éste, cuando ya no faltan más que los informes del fiscal y del defensor del acusado, autorizase a uno y otro para confirmar, rectificar o variar, en vista de las pruebas, su primera calificación. Al llegar a este trámite, todo, en rigor, está acabado; los jueces han oído al reo y los testigos; han examinado las demás piezas de convicción y están en condiciones de apreciar con amplitud y acierto la naturaleza del hecho que es materia del juicio. Si en tal momento les asalta una duda grave sobre su verdadera calificación jurídica, ¿qué dificultad puede haber en que, hipotéticamente, sin prejuzgar el fallo definitivo y sólo por vía de ilustración, invite el Presidente del Tribunal al Ministerio Público y defensor del procesado para que en sus informes discutan una tesis más? El principio acusatorio quedaría quebrantado si ésta no hubiera de discutirse y resolverse con arreglo a las pruebas ya practicadas, dando lugar a que se abriese de nuevo o se prorrogase el juicio; pero como éste está ya terminado y no es permitido volver sobre él, todo lo que puede suceder es que el fiscal o el letrado necesiten veinticuatro horas para razonar sobre la hipótesis del Tribunal con la conveniente preparación.
        

        
				
        
          Con ser tan modesta y estar tan ceñida esta facultad, declara, sin embargo, la Ley que no se extiende a los delitos privados o que sólo pueden perseguirse a instancia de parte, ni a la calificación de las circunstancias atenuantes o agravantes, ni a la de la participación respectiva de los procesados en la ejecución del crimen, quedando reducida a la satisfacción de una necesidad apremiante originada en un interés público y de orden social. Aun encerrada en tan estrechos límites, el Ministro que suscribe hubiera renunciado a ella y mantenídose en el rigorismo del principio acusatorio, si los códigos más progresivos y liberales de la Europa continental le hubieran alentado con su ejemplo; pero no hay ninguno que no dé mayor amplitud a la intervención del tribunal en el juicio. En Francia y Alemania ya se ha visto que el Ministerio Fiscal tiene la obligación de formular el acta de acusación cuando así lo acuerda el Tribunal respectivo, y, además, la misma ley alemana y austríaca dejan a éste en libertad de apreciar el hecho justiciable sin sujetarse a la calificación que de él hubieren hecho las partes y sin tomar la precaución de someter a éstas la nueva faz de la cuestión, a fin de que la discutan ampliamente antes de que recaiga el veredicto. Precediendo este solemne debate, no ampliándose ni reformándose en ningún caso las piezas de convicción, no puede, en rigor, acusarse de incongruencia al fallo, puesto que la Ley, en suma, se limita a establecer un medio de suplir la omisión del fiscal, cuyo deber es hacerse cargo de todas las calificaciones probables que autorice la prueba practicada y que pueda aceptar el Tribunal, redactando al efecto, cuando fuere necesario, la pretensión alternativa de que habla el artículo 732. El Tribunal propone, hipotéticamente y sobre la base de una prueba inalterable, un tema de discusión momentos antes de pronunciar su veredicto, cuando cada magistrado tiene ya formado su juicio definitivo sobre el voto que se va a dar. Mejor es, por tanto, que lo emita después de un debate que puede iluminar su mente y rectificar su juicio, que no autorizarle para que en el fallo se separe de las condiciones debatidas por las partes y siga sus propias inspiraciones, no contrastadas en el crisol de la contradicción, como le autorizan los Códigos austríaco y alemán, a pesar de ser los más adelantados de la Europa continental.
        

        
				
        
          Tales son, Señor, prescindiendo de otras muchas reformas de menor importancia, aunque sustanciales y de evidentes mejoras de detalle en el método y la redacción, las novedades de más bulto que el proyecto adjunto introduce en nuestro procedimiento criminal.
        

        
				
        
          No desconoce el Ministro que suscribe que la aplicación y cumplimiento de la nueva Ley, singularmente en los primeros años, tropezará con graves dificultades, siendo la mayor de todas ellas la falta de costumbres adecuadas al sistema acusatorio y al juicio oral y público. Educados los españoles durante siglos en el procedimiento escrito, secreto e inquisitorial, lejos de haber adquirido confianza en la Justicia y de coadyuvar activamente a su recta administración, haciendo, como el ciudadano inglés, inútil la institución del Ministerio Público para el descubrimiento y castigo de los delitos, han formado ideas falsas sobre la Policía Judicial y se han desviado cada vez más de los tribunales, mirando con lamentable recelo a magistrados, jueces, escribanos y alguaciles, y repugnando figurar como testigos en los procesos. Pero este mal será mayor cuanto más tiempo pase; y como lo actual no puede seguir sin desdoro de la Nación y de los Poderes que la gobiernan, lo mejor es decidirse, que alguna vez se ha de empezar, si la España no ha de ser una excepción entre los pueblos cultos de Europa y América.
        

        
				
        
          El Gobierno de V. M. tiene tal confianza en la aptitud especial y las condiciones privilegiadas de nuestra raza, que espera será breve el aprendizaje, no tan sólo en la aplicación de esta ley, sino en la obra aún más delicada de compartir con los jueces la misión augusta de administrar justicia como Jurado; y que muy pronto el ciudadano español demostrará que es digno de gozar de las mismas ventajas que poseen los extranjeros.
        

        
				
        
          Al logro de fin tan importante y trascendental coadyuvarán, sin duda, el celo e ilustración de la Magistratura y del Ministerio Público; que no es posible, Señor, montar una máquina delicada y hacerla funcionar con éxito sino contando con el asentimiento, el entusiasmo, la fe y el patriotismo de los que han de manejarla.
        

        
				
        
          En vista de las razones expuestas, el Ministro que suscribe tiene la honra de someter a la aprobación de V. M. el adjunto proyecto de Decreto.
        

        
				
        
          LIBRO PRIMERO
        

        
				
        
          Disposiciones generales
        

        
				
        
          TÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Preliminares
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Reglas generales
        

        
				
        
          1.
          
            No se impondrá pena alguna por consecuencia de actos punibles cuya represión incumba a la jurisdicción ordinaria, sino de conformidad con las disposiciones del presente Código o de leyes especiales y en virtud de sentencia dictada por juez competente
            [1].
          
        

        
				
        
          2.
          
            Todas las autoridades y funcionarios que intervengan en el procedimiento penal cuidarán, dentro de los límites de su respectiva competencia, de consignar y apreciar las circunstancias así adversas como favorables al presunto reo, y estarán obligados, a falta de disposición expresa, a instruir a éste de sus derechos y de los recursos que pueda ejercitar mientras no se hallare asistido de defensor
            [2].
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          
            Cuestiones prejudiciales
            [3]
          
        

        
				
        
          3.
          
            Por regla general, la competencia de los Tribunales encargados de la justicia penal se extiende a resolver, para sólo el efecto de la represión, las cuestiones civiles y administrativas prejudiciales propuestas con motivo de los hechos perseguidos, cuando tales cuestiones aparezcan tan íntimamente ligadas al hecho punible que sea racionalmente imposible su separación
            [4].
          
        

        
				
        
          4.
          Sin embargo, si la cuestión prejudicial fuese determinante de la culpabilidad o de la inocencia, el Tribunal de lo criminal suspenderá el procedimiento hasta la resolución de aquélla por quien corresponda; pero puede fijar un plazo, que no exceda de dos meses, para que las partes acudan al juez o Tribunal civil o contencioso-administrativo competente.
        

        
				
        
          
            Pasado el plazo sin que el interesado acredite haberlo utilizado, el Secretario judicial, mediante diligencia, alzará la suspensión y continuará el procedimiento
            [5].
          
        

        
				
        
          En estos juicios será parte el Ministerio Fiscal.
        

        
				
        
          5.
          
            No obstante lo dispuesto en los dos artículos anteriores, las cuestiones civiles prejudiciales, referentes a la validez de un matrimonio o a la supresión de estado civil, se deferirán siempre al juez o tribunal que deba entender de las mismas, y su decisión servirá de base a la del Tribunal de lo criminal
            [6].
          
        

        
				
        
          6.
          Si la cuestión civil prejudicial se refiere al derecho de propiedad sobre un inmueble o a otro derecho real, el Tribunal de lo criminal podrá resolver acerca de ella cuando tales derechos aparezcan fundados en un título auténtico o en actos indubitados de posesión.
        

        
				
        
          7.
          El Tribunal de lo criminal se atemperará, respectivamente, a las reglas del Derecho civil o administrativo, en las cuestiones prejudiciales que, con arreglo a los artículos anteriores, deba resolver.
        

        
				
        
          TÍTULO II
        

        
				
        
          
            De la competencia de los jueces y Tribunales en lo criminal
            [7]
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          De las reglas por donde se determina la competencia
        

        
				
        
          8.
          
            La jurisdicción criminal es siempre improrrogable
            [8].
          
        

        
				
        
          9.
          
            Los jueces y Tribunales que tengan competencia para conocer de una causa determinada, la tendrán también para todas sus incidencias, para llevar a efecto las providencias de tramitación y para la ejecución de las sentencias, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 801
            [9].
          
        

        
				
        
          10.
          
            Corresponderá a la jurisdicción ordinaria el conocimiento de las causas y juicios criminales, con excepción de los casos reservados por las leyes al Senado, a los Tribunales de Guerra y Marina y a las autoridades administrativas o de policía
            [10].
          
        

        
				
        
          11.
          El conocimiento de las causas por delitos en que aparezcan a la vez culpables personas sujetas a la jurisdicción ordinaria y otras aforadas corresponderá a la ordinaria, salvo las excepciones consignadas expresamente en las Leyes respecto a la competencia de otra jurisdicción.
        

        
				
        
          12.
          Sin embargo, de lo dispuesto en el artículo anterior, la jurisdicción ordinaria será siempre competente para prevenir las causas por delitos que cometan los aforados.
        

        
				
        
          Esta competencia se limitará a instruir las primeras diligencias, concluidas las cuales la jurisdicción ordinaria remitirá las actuaciones al juez o Tribunal que deba conocer de la causa con arreglo a las leyes, y pondrá a su disposición a los detenidos y los efectos ocupados.
        

        
				
        
          La jurisdicción ordinaria cesará en las primeras diligencias tan luego como conste que la especial competente instruye causa sobre el mismo delito.
        

        
				
        
          Los autos de inhibición de esta clase que pronuncien los jueces instructores de la jurisdicción ordinaria son apelables ante la respectiva Audiencia.
        

        
				
        
          
            Entre tanto que se sustancia y decide el recurso de apelación, se cumplirá lo dispuesto en el artículo 22, párrafo segundo, a cuyo efecto y para la sustanciación del recurso se remitirá el correspondiente testimonio
            [11].
          
        

        
				
        
          13.
          
            Se consideran como primeras diligencias la de consignar las pruebas del delito que puedan desaparecer, la de recoger y poner en custodia cuanto conduzca a su comprobación y a la identificación del delincuente, la de detener, en su caso, a los presuntos responsables del delito, y la de proteger a los ofendidos o perjudicados por el mismo, a sus familiares o a otras personas, pudiendo acordarse, a tal efecto, las medidas cautelares a las que se refiere el artículo 544 bis o la orden de protección prevista en el artículo 544 ter de esta Ley
            [12].
          
        

        
				
        
          14.
          Fuera de los casos que expresa y limitadamente atribuyen la Constitución y las leyes a jueces y Tribunales determinados, serán competentes:
        

        
				
        
          1. Para el conocimiento y fallo de los juicios de faltas, el Juez de Instrucción, salvo que la competencia corresponda al Juez de Violencia sobre la Mujer de conformidad con el número quinto de este artículo. Sin embargo, conocerá de los juicios por faltas tipificadas en los artículos 626, 630, 632 y 633 del Código Penal, el Juez de Paz del lugar en que se hubieran cometido. También conocerán los Jueces de Paz de los juicios por faltas tipificadas en el artículo 620.1.º y 2.º, del Código Penal, excepto cuando el ofendido fuere alguna de las personas a que se refiere el artículo 173.2 del mismo Código.
        

        
				
        
          2. Para la instrucción de las causas, el Juez de Instrucción del partido en que el delito se hubiere cometido, o el Juez de Violencia sobre la Mujer, o el Juez Central de Instrucción respecto de los delitos que la Ley determine.
        

        
				
        
          3. Para el conocimiento y fallo de las causas por delitos a los que la Ley señale pena privativa de libertad de duración no superior a cinco años o pena de multa cualquiera que sea su cuantía, o cualesquiera otras de distinta naturaleza, bien sean únicas, conjuntas o alternativas, siempre que la duración de éstas no exceda de diez años, así como por faltas, sean o no incidentales, imputables a los autores de estos delitos o a otras personas, cuando la comisión de la falta o su prueba estuviesen relacionadas con aquéllos, el Juez de lo Penal de la circunscripción donde el delito fue cometido, o el Juez de lo Penal correspondiente a la circunscripción del Juzgado de Violencia sobre la Mujer en su caso, o el Juez Central de lo Penal en el ámbito que le es propio, sin perjuicio de la competencia del Juez de Instrucción de Guardia del lugar de comisión del delito para dictar sentencia de conformidad, o del Juez de Violencia sobre la Mujer competente en su caso, en los términos establecidos en el artículo 801.
        

        
				
        
          No obstante, en los supuestos de competencia del Juez de lo Penal, si el delito fuere de los atribuidos al tribunal del Jurado, el conocimiento y fallo corresponderá a éste.
        

        
				
        
          4. Para el conocimiento y fallo de las causas en los demás casos la Audiencia Provincial de la circunscripción donde el delito se haya cometido, o la Audiencia Provincial correspondiente a la circunscripción del Juzgado de Violencia sobre la Mujer en su caso, o la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional.
        

        
				
        
          No obstante, en los supuestos de competencia de la Audiencia Provincial, si el delito fuere de los atribuidos al Tribunal de Jurado, el conocimiento y fallo corresponderá a éste.
        

        
				
        
          5. Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer serán competentes en las siguientes materias, en todo caso de conformidad con los procedimientos y recursos previstos en esta Ley:
        

        
				
        
          a)
          De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por los delitos recogidos en los títulos del Código Penal relativos a homicidio, aborto, lesiones, lesiones al feto, delitos contra la libertad, delitos contra la integridad moral, contra la libertad e indemnidad sexuales o cualquier otro delito cometido con violencia o intimidación, siempre que se hubiesen cometido contra quien sea o haya sido su esposa, o mujer que esté o haya estado ligada al autor por análoga relación de afectividad, aun sin convivencia, así como de los cometidos sobre los descendientes, propios o de la esposa o conviviente, o sobre los menores o incapaces que con él convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho de la esposa o conviviente, cuando también se haya producido un acto de violencia de género.
        

        
				
        
          b)
          De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por cualquier delito contra los derechos y deberes familiares, cuando la víctima sea alguna de las personas señaladas como tales en la letra anterior.
        

        
				
        
          c)
          De la adopción de las correspondientes órdenes de protección a las víctimas, sin perjuicio de las competencias atribuidas al Juez de Guardia.
        

        
				
        
          d)
          Del conocimiento y fallo de las faltas contenidas en los títulos I y II del libro III del Código Penal, cuando la víctima sea alguna de las personas señaladas como tales en la letra
          a)
          
            de este apartado
            [13].
          
        

        
				
        
          15.
          Cuando no conste el lugar en que se haya cometido una falta o delito, serán Jueces y Tribunales competentes en su caso para conocer de la causa o juicio:
        

        
				
        
          1.º El del término municipal, partido o circunscripción en que se hayan descubierto pruebas materiales del delito.
        

        
				
        
          2.º El del término municipal, partido o circunscripción en que el presunto reo haya sido aprehendido.
        

        
				
        
          3.º El de la residencia del reo presunto.
        

        
				
        
          4.º Cualquiera que hubiese tenido noticia del delito.
        

        
				
        
          Si se suscitase competencia entre estos Jueces o Tribunales, se decidirá dando la preferencia por el orden con que están expresados en los números que preceden.
        

        
				
        
          
            Tan luego como conste el lugar en que se hubiese cometido el delito, el Juez o Tribunal que estuviere conociendo de la causa acordará la inhibición en favor del competente, poniendo en su caso los detenidos a disposición del mismo y acordando remitir, en la misma resolución las diligencias y efectos ocupados
            [14].
          
        

        
				
        
          15 bis.
          
            En el caso de que se trate de algunos de los delitos o faltas cuya instrucción o conocimiento corresponda al Juez de Violencia sobre la Mujer, la competencia territorial vendrá determinada por el lugar del domicilio de la víctima, sin perjuicio de la adopción de la orden de protección, o de medidas urgentes del artículo 13 de la presente Ley que pudiera adoptar el Juez del lugar de comisión de los hechos
            [15].
          
        

        
				
        
          16.
          La jurisdicción ordinaria será la competente para juzgar a los reos de delitos conexos, siempre que alguno esté sujeto a ella, aun cuando los demás sean aforados.
        

        
				
        
          Lo dispuesto en el párrafo anterior se entiende sin perjuicio de las excepciones expresamente consignadas en este Código o en leyes especiales, y singularmente en las leyes penales de Guerra y Marina, respecto a determinados delitos.
        

        
				
        
          17.
          
            Considéranse delitos conexos
            [16]:
          
        

        
				
        
          1.º Los cometidos simultáneamente por dos o más personas reunidas, siempre que éstas vengan sujetas a diversos Jueces o Tribunales ordinarios o especiales, o que puedan estarlo por la índole del delito.
        

        
				
        
          2.º Los cometidos por dos o más personas en distintos lugares o tiempos si hubiera precedido concierto para ello.
        

        
				
        
          3.º Los cometidos como medio para perpetrar otros, o facilitar su ejecución.
        

        
				
        
          4.º Los cometidos para procurar la impunidad de otros delitos.
        

        
				
        
          5.º Los diversos delitos que se imputen a una persona al incoarse contra la misma causa por cualquiera de ellos, si tuvieren analogía o relación entre sí, a juicio del tribunal, y no hubiesen sido hasta entonces sentenciados.
        

        
				
        
          17 bis.
          
            La competencia de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer se extenderá a la instrucción y conocimiento de los delitos y faltas conexas siempre que la conexión tenga su origen en alguno de los supuestos previstos en los números 3.º y 4.º del artículo 17 de la presente Ley
            [17].
          
        

        
				
        
          18.
          
            1. Son Jueces y Tribunales competentes, por su orden, para conocer de las causas por delitos conexos
            [18]:
          
        

        
				
        
          1.º El del territorio en que se haya cometido el delito a que esté señalada pena mayor.
        

        
				
        
          2.º El que primero comenzare la causa en el caso de que a los delitos esté señalada igual pena.
        

        
				
        
          3.º El que la Audiencia
          de lo criminal
          o el Tribunal Supremo en sus casos respectivos designen, cuando las causas hubieren empezado al mismo tiempo, o no conste cuál comenzó primero.
        

        
				
        
          
            2. No obstante lo anterior, será competente para conocer de los delitos conexos cometidos por dos o más personas en distintos lugares, si hubiera precedido concierto para ello, con preferencia a los indicados en el apartado anterior, el Juez o Tribunal del partido judicial sede de la correspondiente Audiencia provincial, siempre que los distintos delitos se hubieren cometido en el territorio de una misma provincia y al menos uno de ellos se hubiera perpetrado dentro del partido judicial sede de la correspondiente Audiencia provincial
            [19].
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          
            De las cuestiones de competencia entre los jueces y Tribunales ordinarios
            [20]
          
        

        
				
        
          19.
          Podrán promover y sostener competencia:
        

        
				
        
          1.º Los Jueces
          
            municipales
            [21]
          
          en cualquier estado del juicio, y las partes desde la citación hasta el acto de la comparecencia.
        

        
				
        
          2.º Los Jueces de Instrucción durante el sumario.
        

        
				
        
          3.º Las Audiencias
          
            de lo Criminal
            [22]
          
          durante la sustanciación del juicio.
        

        
				
        
          4.º El Ministerio Fiscal en cualquier estado de la causa.
        

        
				
        
          5.º El acusador particular antes de formular su primera petición después de personado en la causa.
        

        
				
        
          6.º El procesado y la parte civil, ya figure como actora, ya aparezca como responsable, dentro de los tres días siguientes al en que se les comunique la causa para calificación.
        

        
				
        
          20.
          Son superiores jerárquicos para resolver sobre las cuestiones de competencia, en la forma que determinarán los artículos siguientes:
        

        
				
        
          1.º De los Jueces
          Municipales
          del mismo partido, el de instrucción.
        

        
				
        
          2.º De los Jueces de Instrucción de una misma circunscripción, la Audiencia
          de lo Criminal.
        

        
				
        
          3.º De las Audiencias
          de lo Criminal
          
            del mismo territorio, la Audiencia territorial en pleno
            [23].
          
        

        
				
        
          4.º De las
          Audiencias Territoriales,
          o cuando la competencia sea entre una Audiencia
          de lo Criminal
          y la Sala de lo Criminal de una
          Territorial
          , el Tribunal Supremo.
        

        
				
        
          Cuando cualquiera de los Jueces o Tribunales mencionados en los números 1.º, 2.º y 3.º no tengan superior inmediato común, decidirá la competencia el que lo sea en el orden jerárquico, y, a falta de éste, el Tribunal Supremo.
        

        
				
        
          21.
          El Tribunal Supremo no podrá formar ni promover competencias y ningún Juez, Tribunal o parte podrá promoverlas contra él.
        

        
				
        
          Cuando algún Juez o Tribunal viniere entendiendo en asunto cuyo conocimiento estuviere reservado al Tribunal Supremo, ordenará éste a aquél, de oficio, a excitación del Ministerio Fiscal o a solicitud de parte, que se abstenga de todo procedimiento y remita los antecedentes en el término de segundo día, para en su vista, resolver.
        

        
				
        
          El Tribunal Supremo podrá, sin embargo, autorizar, en la misma orden y entre tanto que resuelve la competencia, la continuación de aquellas diligencias cuya urgencia o necesidad fueren manifiestas.
        

        
				
        
          Contra la decisión del Tribunal Supremo no se da recurso alguno.
        

        
				
        
          22.
          Cuando dos o más Jueces de Instrucción se reputen competentes para actuar en un asunto, si a la primera comunicación no se pusieren de acuerdo sobre la competencia, darán cuenta con remisión de testimonio al superior competente; y éste, en su vista, decidirá de plano y sin ulterior recurso cuál de los Jueces instructores debe actuar.
        

        
				
        
          
            Mientras no recaiga decisión, cada uno de los Jueces instructores seguirá practicando las diligencias necesarias para comprobar el delito y aquellas otras que considere de reconocida urgencia
            [24].
          
        

        
				
        
          
            Dirimido el conflicto por el superior a quien competa, el Secretario judicial del Juzgado de Instrucción que deje de actuar remitirá las diligencias practicadas y los objetos recogidos al declarado competente, dentro del segundo día, a contar desde aquél en que reciba la orden del superior para que deje de conocer
            [25].
          
        

        
				
        
          23.
          Si durante el sumario o en cualquier fase de instrucción de un proceso penal el Ministerio Fiscal o cualquiera de las partes entendieran que el Juez instructor no tiene competencia para actuar en la causa, podrán reclamar ante el Tribunal superior a quien corresponda, el cual, previos los informes que estime necesarios, resolverá de plano y sin ulterior recurso.
        

        
				
        
          
            En todo caso, se cumplirá lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo anterior
            [26].
          
        

        
				
        
          24.
          Terminado el sumario, toda cuestión de competencia que se promueva suspenderá los procedimientos hasta la decisión de ella.
        

        
				
        
          25.
          
            El Juez o Tribunal que se considere competente deberá promover la competencia
            [27].
          
        

        
				
        
          También acordará la inhibición a favor del Juez o Tribunal competente cuando considere que el conocimiento de la causa no le corresponde, aunque sobre ello no haya precedido reclamación de los interesados ni del Ministerio fiscal.
        

        
				
        
          Entretanto no recaiga decisión judicial firme resolviendo definitivamente la cuestión promovida o aceptando la competencia, el Juez de instrucción que acuerde la inhibición a favor de otro de la misma clase seguirá practicando todas las diligencias necesarias para comprobar el delito, averiguar e identificar a los posibles culpables y proteger a los ofendidos o perjudicados por el mismo. A tal efecto, la resolución que inicialmente acuerde la inhibición expresará esta circunstancia, y a ella se acompañará únicamente testimonio de las actuaciones. Dirimida la cuestión o aceptada la competencia por resolución firme, el Secretario judicial remitirá los autos originales y las piezas de convicción al Juez que resulte competente.
        

        
				
        
          Los autos que los Jueces
          Municipales
          
            o de Instrucción dicten inhibiéndose a favor de otro Juez o jurisdicción serán apelables, observándose en este caso lo dispuesto en el último párrafo del artículo 12. Contra los de las Audiencias podrá interponerse el recurso de casación
            [28].
          
        

        
				
        
          26.
          El Ministerio Fiscal y las partes promoverán las competencias por inhibitoria o por declinatoria.
        

        
				
        
          El uso de uno de estos medios excluye absolutamente el del otro, así durante la sustanciación de la competencia como una vez que ésta se halle determinada.
        

        
				
        
          La inhibitoria se propondrá ante el Juez o Tribunal que se repute competente.
        

        
				
        
          La declinatoria, ante el Juez o Tribunal que se repute incompetente.
        

        
				
        
          27.
          El Juez
          Municipal
          ante quien se proponga la inhibitoria, oyendo al Fiscal cuando éste no la hubiera propuesto, resolverá en término de segundo día si procede o no el requerimiento de inhibición.
        

        
				
        
          El auto denegatorio de requerimiento es apelable en ambos efectos para ante el Juez de instrucción respectivo.
        

        
				
        
          28.
          Si el Juez
          Municipal
          estimare que procede el requerimiento de inhibición, lo mandará practicar por medio de oficio, en el cual consignará los fundamentos de su auto.
        

        
				
        
          El oficio se remitirá dentro de veinticuatro horas precisamente.
        

        
				
        
          29.
          El Juez
          Municipal
          requerido de inhibición, oyendo al Fiscal, resolverá en término de segundo día si desiste de conocer o mantiene su competencia.
        

        
				
        
          En el primer caso remitirá, dentro de las veinticuatro horas siguientes, las diligencias practicadas al Juez requirente.
        

        
				
        
          Si mantiene su competencia, se lo comunicará dentro del mismo plazo, exponiendo los fundamentos de su resolución.
        

        
				
        
          30.
          Recibidos los autos por el Juez requirente, declarará, sin más trámites, y dentro de veinticuatro horas, si insiste en la competencia o se aparta de ella.
        

        
				
        
          En el primer caso lo participará en el mismo día al Juez requerido para que remita las diligencias al Juez o Tribunal que deba resolver la competencia, a tenor de lo dispuesto en el artículo 20, haciendo él la remisión de las suyas dentro de las veinticuatro horas siguientes.
        

        
				
        
          En el segundo caso, lo participará en el mismo plazo al juez requerido para que éste pueda continuar conociendo.
        

        
				
        
          Los autos que los jueces requeridos dicten accediendo a la inhibición serán apelables para ante el respectivo juez de instrucción. También lo serán los que dicten los requirentes desistiendo de la inhibición.
        

        
				
        
          31.
          Recibidas las diligencias en el Juzgado o Tribunal llamado a resolver la competencia y oído el fiscal por término de segundo día, la decidirá dentro de los tres siguientes al en que el Ministerio Fiscal evacue el traslado.
        

        
				
        
          Contra lo resuelto por el Juzgado o Audiencia procederá el recurso de casación.
        

        
				
        
          Contra la resolución del Supremo no se da recurso alguno.
        

        
				
        
          32.
          Cuando se proponga declinatoria ante un Juez
          Municipal,
          resolverá éste en término de segundo día, oyendo previamente al Fiscal sobre si procede o no acordar la inhibición.
        

        
				
        
          El auto en que se deniegue la inhibición es apelable en ambos efectos para ante el Juzgado a quien corresponda resolver la competencia, el cual sustanciará el recurso en la forma prevenida en el párrafo primero del artículo anterior.
        

        
				
        
          
            Contra la resolución del Juzgado procederá el recurso de casación
            [29].
          
        

        
				
        
          33.
          La inhibición ante los Tribunales de lo Criminal se propondrá en escrito con firma de letrado.
        

        
				
        
          En el escrito expresará el que la proponga que no ha empleado la declinatoria. Si resultase lo contrario, será condenado en costas, aunque se decida en su favor la competencia o aunque la abandone en lo sucesivo.
        

        
				
        
          34.
          
            El Secretario del Tribunal ante quien se proponga la inhibitoria dará traslado por término de uno o dos días, según el volumen de la causa, al Ministerio Fiscal, cuando éste no lo haya propuesto, así como a las demás partes que figuren en la causa de que pudiera a la vez estar conociendo el Tribunal a quien se haya instado para que haga el requerimiento y, en su vista, el Tribunal mandará, dentro de los dos días siguientes, librar oficio inhibitorio, o declarará no haber lugar a ello
            [30].
          
        

        
				
        
          35.
          Contra el auto en que se deniegue el requerimiento de inhibición sólo habrá lugar al recurso de casación.
        

        
				
        
          36.
          Con el oficio de inhibición se acompañará testimonio: Del escrito en que se haya pedido, de lo expuesto por el Ministerio Fiscal y por las partes, en su caso, del auto que se haya dictado y de lo demás que el Tribunal estime conducente para fundar su competencia.
        

        
				
        
          El testimonio se extenderá y remitirá en el plazo improrrogable de uno a tres días, según el volumen de la causa.
        

        
				
        
          37.
          El Secretario del Tribunal requerido acusará inmediatamente recibo y dará traslado al Ministerio Fiscal, al acusador particular, si lo hubiere, a los referidos en los artículos 118 y 520 que se hubieren personado y a los que figuren como parte civil, por un plazo que no podrá exceder de veinticuatro horas a cada uno, tras lo cual el Tribunal dictará auto inhibiéndose o declarando que no ha lugar a hacerlo.
        

        
				
        
          
            Contra el auto en que el Tribunal se inhibiera no se dará otro recurso que el de casación
            [31].
          
        

        
				
        
          38.
          
            Consentido o ejecutoriado el auto en que el Tribunal se hubiese inhibido, el Secretario judicial remitirá la causa, dentro del plazo de tres días, al Tribunal que hubiera propuesto la inhibitoria, con emplazamiento de las partes y poniendo a disposición de aquél los procesados, las pruebas materiales del delito y los bienes embargados
            [32].
          
        

        
				
        
          39.
          Si se denegare la inhibición se comunicará el auto al tribunal requirente, con testimonio de lo expuesto por el Ministerio Fiscal y por las partes y de todo lo demás que se crea conducente.
        

        
				
        
          El testimonio se expedirá y remitirá dentro de tres días.
        

        
				
        
          En el oficio de remisión se exigirá que el Tribunal requirente conteste inmediatamente para continuar actuando si no insiste en la inhibición, o que en otro caso remita la causa a quien corresponda para que decida la competencia.
        

        
				
        
          40.
          Recibido el oficio que expresa el artículo anterior, el Tribunal que hubiere propuesto la inhibitoria dictará sin más trámites auto en término de segundo día.
        

        
				
        
          Contra el auto desistiendo de la inhibición sólo procederá el recurso de casación.
        

        
				
        
          41.
          Consentido o ejecutoriado el auto en que el Tribunal desista de la inhibitoria, lo comunicará en el término de veinticuatro horas al requerido de inhibición, remitiéndole al propio tiempo todo lo actuado para su unión a la causa.
        

        
				
        
          42.
          Si el Tribunal requirente mantiene su competencia, lo comunicará en el término de veinticuatro horas al requerido de inhibición para que remita la causa al tribunal a quien corresponda la resolución, haciéndolo él de lo actuado ante el mismo.
        

        
				
        
          43.
          Las competencias se decidirán por el Tribunal dentro de los tres días siguientes al en que el Ministerio Fiscal hubiese emitido dictamen, que evacuará en el término de segundo día.
        

        
				
        
          Contra estos autos, cuando procedan de las
          Audiencias Territoriales,
          habrá lugar al recurso de casación.
        

        
				
        
          Contra los pronunciados por el Tribunal Supremo no se da recurso alguno.
        

        
				
        
          44.
          El Tribunal que resuelva la competencia podrá condenar al pago de las costas causadas en la inhibitoria a las partes que la hubieren sostenido o impugnado con notoria temeridad, determinando en su caso la proporción en que deban pagarlas.
        

        
				
        
          Cuando no hiciere especial condenación de costas, se entenderán de oficio las causadas en la competencia.
        

        
				
        
          
            En el caso de que un Tribunal sin causa legítima debidamente justificada, se hubiese extralimitado de los términos establecidos en el presente título para la sustanciación y decisión de las competencias, será corregido prudencial y disciplinariamente según la gravedad del caso
            [33]
          
          .
        

        
				
        
          45.
          
            Las declinatorias se sustanciarán como artículos de previo pronunciamiento
            [34].
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          
            De las competencias negativas y de las que se promueven con jueces o Tribunales especiales, y de los recursos de queja contra las autoridades administrativas
            [35]
          
        

        
				
        
          46.
          Cuando la cuestión de competencia empeñada entre dos o más Jueces o Tribunales fuere negativa por rehusar todos entender en la causa, la decidirá el Juez o Tribunal superior y, en su caso, el Supremo, siguiendo para ello los mismos trámites prescritos para las demás competencias.
        

        
				
        
          47.
          En el caso de competencia negativa entre la jurisdicción ordinaria y otra privilegiada, la ordinaria empezará o continuará la causa.
        

        
				
        
          48 a 50.
          [.......]
          [36].
        

        
				
        
          51.
           
           
          [.......]
          [37].
        

        
				
        
          TÍTULO III
        

        
				
        
          De las recusaciones y excusas de los magistrados, jueces, asesores y auxiliares de los Juzgados y Tribunales y de la abstención del Ministerio Fiscal
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          
            Disposiciones generales
            [38]
          
        

        
				
        
          52.
          Los magistrados, jueces y
          
            asesores
            [39], cualesquiera que sean su grado y jerarquía, sólo podrán ser recusados por causa legítima.
        

        
				
        
          53.
          Podrán únicamente recusar en los negocios criminales:
        

        
				
        
          El representante del Ministerio Fiscal.
        

        
				
        
          El acusador particular o los que legalmente representen sus acciones y derechos.
        

        
				
        
          Las personas que se encuentren en la situación de los artículos 118 y 520.
        

        
				
        
          
            Los responsables civilmente por delito o falta
            [40].
          
        

        
				
        
          54.
          
            La abstención y la recusación se regirán, en cuanto a sus causas, por la Ley Orgánica del Poder Judicial, y en cuanto al procedimiento, por lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Civil
            [41].
          
        

        
				
        
          55.
          Los magistrados y jueces comprendidos en cualquiera de los casos que expresa el artículo anterior se inhibirán del conocimiento del asunto sin esperar a que se les recuse. Contra esta inhibición no habrá recurso alguno.
        

        
				
        
          
            De igual manera se inhibirán, sin recurso alguno, cuando al ser recusados en cualquier forma estimasen procedente la causa alegada. En uno y otro caso mandarán pasar las diligencias a quien deba reemplazarles
            [42].
          
        

        
				
        
          56.
          La recusación deberá proponerse tan luego como se tenga conocimiento de la causa en que se funde, pues, en otro caso, no se admitirá a trámite. Concretamente, se inadmitirán las recusaciones:
        

        
				
        
          1.º Cuando no se propongan al comparecer o intervenir por vez primera en el proceso, en cualquiera de sus fases, si el conocimiento de la concurrencia de la causa de recusación fuese anterior a aquél.
        

        
				
        
          
            2.º Cuando se propusieren iniciado ya el proceso, si la causa de recusación se conociese con anterioridad al momento procesal en que la recusación se proponga
            [43].
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          
            De la sustanciación de las recusaciones de los Jueces de Instrucción y de los magistrados
            [44]
          
        

        
				
        
          57.
          La recusación se hará en escrito firmado por letrado, por procurador y por el recusante si supiere firmar y estuviere en el lugar de la causa. El último deberá ratificarse ante el Juez o Tribunal.
        

        
				
        
          Cuando el recusante no estuviese presente, firmarán sólo el letrado y el procurador. En todo caso se expresará en el escrito concreta y claramente la causa de la recusación.
        

        
				
        
          58.
          No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, podrá el procesado, si estuviere en incomunicación, proponer verbalmente la recusación en el acto de recibírsele declaración o podrá llamar al Juez por conducto del alcaide de la cárcel para recusarle.
        

        
				
        
          En este caso, deberá el Juez de Instrucción presentarse acompañado del secretario, que hará constar por diligencia la petición de recusación y la causa en que se funde.
        

        
				
        
          Cuando fuese denegada la recusación, se le advertirá que podrá reproducirla una vez alzada la incomunicación.
        

        
				
        
          59.
          El auto admitiendo o denegando la recusación será fundado y bastará notificarlo al procurador del recusante, aunque éste se halle en el pueblo en que se siga la causa y haya firmado el escrito de recusación.
        

        
				
        
          60.
          Cuando el recusado no se inhibiere por no considerarse comprendido en la causa alegada para la recusación, se mandará formar pieza separada.
        

        
				
        
          Ésta contendrá el escrito original de recusación y el auto denegatorio de la inhibición, quedando nota expresiva de uno y otro en el proceso.
        

        
				
        
          61.
          Durante la sustanciación de la pieza separada no podrá intervenir el recusado en la causa ni en el incidente de recusación y será sustituido por aquel a quien corresponda con arreglo a la Ley.
        

        
				
        
          Si el recusado fuese un Juez de Instrucción, deberá éste, no obstante, bajo su responsabilidad, practicar aquellas diligencias urgentes que no puedan dilatarse mientras su sucesor se encargue de continuar la instrucción.
        

        
				
        
          62.
          La recusación no detendrá el curso de la causa. Exceptúase el caso en que el incidente de recusación no se hubiese decidido cuando sean citadas las partes para la vista de alguna cuestión o incidente o para la celebración del juicio oral.
        

        
				
        
          63.
          
            Instruirán los incidentes de recusación
            [45]:
          
        

        
				
        
          a)
          Cuando el recusado sea el Presidente o uno o más magistrados de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo, de la Sala de lo Penal de los Tribunales Superiores de Justicia o de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional, un magistrado de la Sala a la que pertenezca el recusado, designado en virtud de un turno establecido por orden de antigüedad.
        

        
				
        
          b)
          Cuando el recusado sea el Presidente o uno o más magistrados de una Audiencia Provincial, un magistrado de una Sección distinta a la que pertenezca el recusado, designado en virtud de un turno establecido por orden de antigüedad. Si sólo existiere una Sección, se procederá del modo que se establece en el apartado segundo del artículo 107 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
        

        
				
        
          c)
          Cuando se recusare a todos los magistrados de una Sala de Justicia, el magistrado que corresponda por turno de antigüedad de los que integren el Tribunal correspondiente, siempre que no estuviere afectado por la recusación, y si se recusare a todos los magistrados que integran la Sala del Tribunal correspondiente, un magistrado designado por sorteo entre todos los integrantes de Tribunales del mismo ámbito territorial pertenecientes al resto de órdenes jurisdiccionales.
        

        
				
        
          d)
          Cuando se recusare a un Juez Central de lo Penal o a un Juez Central de Instrucción, un magistrado de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional, designado en virtud de un turno establecido por orden de antigüedad.
        

        
				
        
          e)
          Cuando el recusado sea un Juez de Instrucción o un Juez de lo Penal, un magistrado de la Audiencia Provincial correspondiente, designado en virtud de un turno establecido por orden de antigüedad.
        

        
				
        
          f)
          
            Cuando el recusado fuere un Juez de Paz, el Juez de Instrucción del partido correspondiente o, si hubiere en él varios Juzgados de Instrucción, el Juez titular designado en virtud de un turno establecido por orden de antigüedad
            [46].
          
        

        
				
        
          64.
          Formada la pieza separada, se oirá a la otra u otras partes que hubiese en la causa, por término de tres días a cada una, que sólo podrá prorrogarse por otros dos cuando a juicio del Tribunal hubiese justa causa para ello.
        

        
				
        
          65.
          
            Transcurrido el término señalado en el artículo anterior, con la prórroga en su caso, y recogida la causa sin necesidad de petición por parte del recusante, se recibirá a prueba el incidente de recusación, cuando la cuestión fuese de hecho, por ocho días, durante los cuales se practicará la que hubiere sido solicitada por las partes y admitida como pertinente
            [47].
          
        

        
				
        
          66.
          Contra el auto en que las Audiencias o el Tribunal Supremo admitieren o denegaren la prueba, no se dará ulterior recurso.
        

        
				
        
          67.
          Cuando por ser la cuestión de derecho no se hubiere recibido a prueba el incidente de recusación, o hubiese transcurrido el término concedido en el artículo 65, se mandará citar a las partes señalando día para la vista.
        

        
				
        
          68.
          
            Decidirán los incidentes de recusación
            [48]:
          
        

        
				
        
          a)
          
            La Sala prevista en el artículo 61 de la Ley Orgánica del Poder Judicial
            [49]
            cuando el recusado sea el Presidente del Tribunal Supremo o el Presidente de la Sala de lo Penal o dos o más de los magistrados de dicha Sala.
          
        

        
				
        
          b)
          La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo, cuando se recuse a uno de los magistrados que la integran.
        

        
				
        
          c)
          La Sala a que se refiere el artículo 77 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, cuando se hubiera recusado al Presidente del Tribunal Superior de Justicia, al Presidente de la Sala de lo Civil y Penal de dicho tribunal Superior o al Presidente de Audiencia Provincial con sede en la comunidad autónoma o a dos o más magistrados de una Sala o Sección o de una Audiencia Provincial.
        

        
				
        
          d)
          La Sala a que se refiere el artículo 69 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, cuando se hubiera recusado al Presidente de la Audiencia Nacional, al Presidente de su Sala de lo Penal o a más de dos magistrados de una Sección de dicha Sala.
        

        
				
        
          e)
          La Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional, cuando se recusare a uno o dos de los magistrados.
        

        
				
        
          f)
          La Sala de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia, cuando se recusara a uno de sus magistrados.
        

        
				
        
          g)
          Cuando el recusado sea magistrado de una Audiencia Provincial, la Audiencia Provincial en pleno o, si ésta se compusiere de dos o más Secciones, la Sección en la que no se encuentre integrado el recusado o la Sección que siga en orden numérico a aquella de la que el recusado forme parte.
        

        
				
        
          h)
          Cuando se recusara a un Juez Central, decidirá la recusación la Sección de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional a la que corresponda por turno, establecido por la Sala de Gobierno de dicha Audiencia, excluyendo la Sección a la que corresponda conocer de los recursos que dicte el Juzgado del que sea titular el recusado.
        

        
				
        
          i)
          Cuando el recusado sea un Juez de lo Penal o de Instrucción, la Audiencia Provincial o, si ésta se compusiere de dos o más Secciones, la Sección Segunda.
        

        
				
        
          j)
          
            Cuando el recusado sea un Juez de Paz, resolverá el mismo juez instructor del incidente de recusación
            [50].
          
        

        
				
        
          69.
          Los autos en que se declare haber o no lugar a la recusación serán siempre fundados.
        

        
				
        
          Contra el auto que dictaren las Audiencias sólo procederá el recurso de casación.
        

        
				
        
          
            Contra el que dictare el Tribunal Supremo no habrá recurso alguno
            [51].
          
        

        
				
        
          70.
          En los autos en que se deniegue la recusación se condenará en las costas al que la hubiere promovido. Cuando se apreciare que obró con temeridad o mala fe se le impondrá, además, una multa de 200 a 2.000 pesetas, cuando el recusado fuere juez de instrucción; de 500 a 2.500, cuando fuese magistrado de Audiencia, y de 1.000 a 5.000, si lo fuere del Tribunal Supremo.
        

        
				
        
          
            Se exceptúa de la imposición de las costas y de la multa al Ministerio Fiscal
            [52].
          
        

        
				
        
          71.
          
            Cuando no se hicieren efectivas las multas respectivamente señaladas en el artículo anterior, el multado quedará sujeto a la responsabilidad personal subsidiaria correspondiente, por vía de sustitución y apremio, en los términos que para las causas por delitos establece el Código Penal
            [53].
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          De la sustanciación de las recusaciones de los Jueces
          
            Municipales
            [54]
          
        

        
				
        
          72.
          En los juicios de faltas se propondrá la recusación en el mismo acto de la comparecencia.
        

        
				
        
          73.
          En vista de la recusación, si la causa alegada fuese de las expresadas en el artículo 54 y cierta, el Juez
          Municipal
          se dará por recusado, pasando el conocimiento de la falta a su suplente.
        

        
				
        
          74.
          Cuando el recusado no considerare legítima la recusación, pasará el conocimiento del incidente a su suplente, haciéndolo constar en el acta.
        

        
				
        
          Ni en este caso ni en el del artículo anterior se da recurso alguno contra lo resuelto por el Juez
          Municipal
          .
        

        
				
        
          75.
          El Juez
          Municipal
          recusado no podrá intervenir en la sustanciación de la pieza de recusación y se suspenderá la celebración del juicio de faltas hasta que aquélla se decida.
        

        
				
        
          76.
          El Juez suplente encargado de la sustanciación de la pieza de recusación hará comparecer a las partes a su presencia, y en el mismo acto recibirá las pruebas que ofrezcan y conceptúe pertinentes cuando la cuestión verse sobre algún hecho.
        

        
				
        
          
            Contra el auto denegatorio de la prueba podrá pedirse reposición en el acto de hacerse saber a las partes
            [55].
          
        

        
				
        
          77.
          Recibida la prueba o cuando por tratarse de cuestión de derecho no fuera necesaria, el Juez
          Municipal
          suplente resolverá si ha o no lugar a la recusación en auto fundado y en el mismo acto si es posible. En ningún caso dejará de hacerlo dentro de segundo día. De lo actuado y del auto se hará mención en el acta que se extienda.
        

        
				
        
          Si desestimare la recusación, impondrá al recusante las costas y una multa de 25 a 100 pesetas con la responsabilidad personal subsidiaria establecida en el artículo 71.
        

        
				
        
          
            Será aplicable a la sanción de multa, en este caso, lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 70
            [56].
          
        

        
				
        
          78.
          Contra el auto del Juez suplente declarando haber lugar a la recusación, no se dará recurso alguno.
        

        
				
        
          Contra el auto en que la denegare, habrá apelación para ante el Juez de Instrucción.
        

        
				
        
          79.
          La apelación se interpondrá verbalmente en el acto de la comparecencia ante el mismo Juez
          Municipal
          suplente, si éste resolviese en el momento.
        

        
				
        
          Si para resolver utilizare el término de segundo día, se interpondrá la apelación en el acto mismo de la notificación siempre que sea personal, y si no dentro de las veinticuatro horas siguientes a ella. La apelación en este caso se interpondrá también verbalmente ante el secretario del Juzgado y se hará constar por diligencia.
        

        
				
        
          80.
          Cuando no se apelase dentro de los términos señalados en el artículo anterior, el auto del Juez suplente será firme.
        

        
				
        
          Interpuesta apelación en tiempo, se remitirán los antecedentes al Juez de Instrucción respectivo con citación de las partes y a expensas del apelante.
        

        
				
        
          81.
          En el Juzgado de Instrucción se dará cuenta inmediatamente por el secretario, sin admitir escritos, y se citará a las partes a una comparecencia dentro del término de segundo día.
        

        
				
        
          Los interesados o sus apoderados podrán hacer en ella verbalmente las observaciones que estimen, previa la venia del Juez de Instrucción.
        

        
				
        
          Éste pronunciará auto en el mismo día o en el siguiente, y contra lo que decida no habrá ulterior recurso.
        

        
				
        
          Si el Juez instructor entendiese que el
          municipal
          suplente debió reponer el auto denegatorio de la prueba a que se refiere el párrafo segundo del artículo 76, lo declarará así, absteniéndose de pronunciar sobre el fondo, y mandará devolver las diligencias al Juzgado
          Municipal
          de que procedan para que se practique la prueba propuesta y se dicte nuevo auto.
        

        
				
        
          Serán aplicables a éste las disposiciones de los artículos 68 a 81.
        

        
				
        
          82.
          Cuando el auto sea confirmatorio, se condenará en costas al apelante.
        

        
				
        
          83.
          Declarada procedente la recusación por auto firme, entenderá el suplente en el juicio.
        

        
				
        
          Declarada improcedente, el juez recusado volverá a entender en el conocimiento de la falta.
        

        
				
        
          CAPÍTULO IV
        

        
				
        
          
            De la recusación de los auxiliares de los Juzgados y Tribunales
            [57]
          
        

        
				
        
          84.
          Los secretarios de los Juzgados
          Municipales,
          de los de instrucción, de las Audiencias y del Tribunal Supremo serán recusables.
        

        
				
        
          Lo serán también los
          Oficiales de Sala.
        

        
				
        
          85.
          Son aplicables a los secretarios y
          Oficiales de Sala
          las prescripciones de este título, con las modificaciones que establecen los artículos siguientes.
        

        
				
        
          86.
          Cuando los recusados fueren auxiliares de los Juzgados de Instrucción, de las Audiencias o del Tribunal Supremo, la pieza de recusación se instruirá por el juez instructor respectivo o magistrado más moderno, y se fallará por el mismo juez o por el Tribunal correspondiente.
        

        
				
        
          El juez o magistrado instructor podrá delegar la práctica de las diligencias que no pudiere ejecutar por sí mismo en el Juez
          Municipal
          o en uno de los jueces de instrucción de la respectiva circunscripción.
        

        
				
        
          87.
          Los auxiliares recusados no podrán actuar en la causa en que lo fueren ni en la pieza de recusación, reemplazándoles aquellos a quienes correspondería si la recusación fuese admitida.
        

        
				
        
          88.
          En las recusaciones de secretarios de Juzgados
          Municipales
          instruirá y fallará la pieza de recusación el Juez
          Municipal
          donde sólo hubiere uno.
        

        
				
        
          Si hubiere dos, el del Juzgado a que no pertenezca el recusado, y si tres o más, el de mayor edad.
        

        
				
        
          89.
          Cuando se desestimare la recusación se condenará en costas al recusante.
        

        
				
        
          90.
          Cuando sea firme el auto en que se admita recusación, quedará el recusado separado de toda intervención en la causa, continuando en su reemplazo el que le haya sustituido durante la sustanciación del incidente; y si fuere secretario de Juzgado
          Municipal
          
            o de Instrucción, no percibirá derechos de ninguna clase desde que se hubiese solicitado la recusación o desde que, siéndole conocido el motivo alegado, no se separó del conocimiento del asunto
            [58].
          
        

        
				
        
          91.
          Cuando se desestimase la recusación por auto firme, volverá el auxiliar recusado a ejercer sus funciones; y si fuese éste secretario de Juzgado
          Municipal
          o de Instrucción, le abonará el recusante los derechos correspondientes a las actuaciones practicadas en la causa, haciendo igual abono al que haya sustituido al recusado.
        

        
				
        
          92.
          No podrán los auxiliares ser recusados después de citadas las partes para sentencia, ni durante la práctica de alguna diligencia de que estuvieren encargados, ni después de comenzada la celebración del juicio oral.
        

        
				
        
          93.
          Es aplicable a los actuales
          relatores
          y
          escribanos de Cámara:
          1.º, lo dispuesto en los artículos anteriores respecto a las recusaciones de los secretarios de Sala, y 2.º, lo prevenido en los artículos 90 y 91 referente al abono de derechos.
        

        
				
        
          CAPÍTULO V
        

        
				
        
          
            De las excusas y recusaciones de los asesores
            [59]
          
        

        
				
        
          94.
          Los asesores de los Jueces Municipales cuando éstos desempeñen accidentalmente funciones de jueces de instrucción, se excusarán si concurrieren en ellos algunas de las causas enumeradas en el artículo 54 de esta Ley.
        

        
				
        
          El mismo Juez Municipal apreciará la excusa para admitirla o desestimarla. Si la desestimase, podrá el asesor recurrir en queja a la respectiva Audiencia, y ésta, pidiendo informes y antecedentes, resolverá de plano sin ulterior recurso lo que sea procedente.
        

        
				
        
          95.
          Los que sean parte en una causa podrán recusar al asesor por cualquiera de los motivos señalados en el artículo 54.
        

        
				
        
          La recusación se hará por medio de escrito dirigido al Juez Municipal.
        

        
				
        
          Contra las decisiones del Juzgado Municipal desestimando la recusación, procederá igualmente el recurso de queja ante la Audiencia respectiva.
        

        
				
        
          CAPÍTULO VI
        

        
				
        
          
            De la abstención del Ministerio Fiscal
            [60]
          
        

        
				
        
          96.
          Los representantes del Ministerio Fiscal no podrán ser recusados, pero se abstendrán de intervenir en los actos judiciales cuando concurra en ellos alguna de las causas señaladas en el artículo 54 de esta Ley.
        

        
				
        
          97.
          Si concurriese en el Fiscal del Tribunal Supremo o en los Fiscales de las Audiencias alguna de las causas por razón de las cuales deban abstenerse de conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior, designarán para que los reemplacen al Teniente Fiscal, y en su defecto a los Abogados Fiscales por el orden de categoría y antigüedad.
        

        
				
        
          Lo dispuesto en el párrafo anterior es aplicable a los Tenientes o Abogados Fiscales cuando ejerzan las funciones de su jefe respectivo.
        

        
				
        
          98.
          Los Tenientes y Abogados Fiscales del Tribunal Supremo y de las Audiencias harán presente su excusa al superior respectivo, quien les relevará de intervenir en los actos judiciales y elegirá para sustituirles al que tenga por conveniente entre sus subordinados.
        

        
				
        
          99.
          Cuando los representantes del Ministerio Fiscal no se excusaren a pesar de comprenderles alguna de las causas expresadas en el artículo 54, podrán los que se consideren agraviados acudir en queja al superior inmediato.
        

        
				
        
          Éste oirá al subordinado que hubiese sido objeto de la queja y, encontrándola fundada, decidirá su sustitución. Si no la encontrare fundada, podrá acordar que intervenga en el proceso. Contra esta determinación no se da recurso alguno.
        

        
				
        
          Los fiscales de las
          Audiencias Territoriales
          decidirán las quejas que se les dirijan contra los fiscales de las Audiencias
          de lo Criminal.
        

        
				
        
          Si fuere el Fiscal del Tribunal Supremo el que diera motivo a la queja, deberá ésta dirigirse al Ministro de
          Gracia
          y Justicia por conducto del Presidente del mismo Tribunal. El Ministro de
          Gracia
          y Justicia, oída la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo si lo considera oportuno, resolverá lo que estime procedente.
        

        
				
        
          TÍTULO IV
        

        
				
        
          De las personas a quienes corresponde el ejercicio de las acciones que nacen de los delitos y faltas
        

        
				
        
          100.
          
            De todo delito o falta nace acción penal para el castigo del culpable, y puede nacer también acción civil para la restitución de la cosa, la reparación del daño y la indemnización de perjuicios causados por el hecho punible
            [61].
          
        

        
				
        
          101.
          La acción penal es pública.
        

        
				
        
          
            Todos los ciudadanos españoles podrán ejercitarla con arreglo a las prescripciones de la Ley
            [62].
          
        

        
				
        
          102.
          Sin embargo de lo dispuesto en el artículo anterior, no podrán ejercitar la acción penal:
        

        
				
        
          1.º El que no goce de la plenitud de los derechos civiles.
        

        
				
        
          
            2.º El que hubiera sido condenado dos veces por sentencia firme como reo del delito de denuncia o querella calumniosas
            [63].
          
        

        
				
        
          3.º El juez o magistrado.
        

        
				
        
          Los comprendidos en los números anteriores podrán, sin embargo, ejercitar la acción penal por delito o falta cometidos contra sus personas o bienes o contra las personas o bienes de sus cónyuges, ascendientes, descendientes, hermanos consanguíneos o uterinos y afines.
        

        
				
        
          Los comprendidos en los números 2.º y 3.º podrán ejercitar también la acción penal por el delito o falta cometidos contra las personas o bienes de los que estuviesen bajo su guarda legal.
        

        
				
        
          103.
          Tampoco podrán ejercitar acciones penales entre sí:
        

        
				
        
          
            1.º Los cónyuges, a no ser por delito o falta cometidos por el uno contra la persona del otro o la de sus hijos, y por el delito de bigamia
            [64].
          
        

        
				
        
          
            2.º Los ascendientes, descendientes y hermanos por naturaleza, por la adopción o por afinidad, a no ser por delito o falta cometidos por los unos contra las personas de los otros
            [65].
          
        

        
				
        
          104.
          Las acciones penales que nacen de los delitos de
          estupro,
          
            calumnia e injuria tampoco podrán ser ejercitadas por otras personas ni en manera distinta que las prescritas en los respectivos artículos del Código Penal
            [66].
          
        

        
				
        
          
            Las faltas consistentes en el anuncio por medio de la imprenta de hechos falsos o relativos a la vida privada, con el que se perjudique u ofenda a particulares, y en injurias leves sólo podrán ser perseguidas por los ofendidos o por sus legítimos representantes
            [67].
          
        

        
				
        
          105.
          
            Los funcionarios del Ministerio Fiscal tendrán la obligación de ejercitar, con arreglo a las disposiciones de la Ley, todas las acciones penales que consideren procedentes, haya o no acusador particular en las causas, menos aquellas que el Código Penal reserva exclusivamente a la querella privada. También deberán ejercitarlas en las causas por los delitos contra la honestidad que, con arreglo a las prescripciones del Código Penal, deben denunciarse previamente por los interesados o cuando el Ministerio Fiscal deba, a su vez, denunciarlos por recaer dichos delitos sobre personas desvalidas o faltas de personalidad
            [68].
          
        

        
				
        
          106.
          La acción penal por delito o falta que dé lugar al procedimiento de oficio no se extingue por la renuncia de la persona ofendida.
        

        
				
        
          
            Pero se extinguen por esta causa las que nacen de delito o falta que no puedan ser perseguidos sino a instancia de parte, y las civiles, cualquiera que sea el delito o falta de que procedan
            [69].
          
        

        
				
        
          107.
          
            La renuncia de la acción civil o de la penal renunciable no perjudicará más que al renunciante; pudiendo continuar el ejercicio de la penal en el estado en que se halle la causa, o ejercitarla nuevamente los demás a quienes también correspondiere
            [70].
          
        

        
				
        
          108.
          La acción civil ha de entablarse juntamente con la penal por el Ministerio Fiscal, haya o no en el proceso acusador particular; pero si el ofendido renunciare expresamente su derecho de restitución, reparación o indemnización, el Ministerio Fiscal se limitará a pedir el castigo de los culpables.
        

        
				
        
          109.
          En el acto de recibirse declaración por el Juez al ofendido que tuviese la capacidad legal necesaria, el Secretario judicial le instruirá del derecho que le asiste para mostrarse parte en el proceso y renunciar o no a la restitución de la cosa, reparación del daño e indemnización del perjuicio causado por el hecho punible. Asimismo le informará de la posibilidad y procedimiento para solicitar las ayudas que conforme a la legislación vigente puedan corresponderle.
        

        
				
        
          Si no tuviese capacidad legal, se practicará igual diligencia con su representante.
        

        
				
        
          Fuera de los casos previstos en los dos párrafos anteriores, no se hará a los interesados en las acciones civiles o penales notificación alguna que prolongue o detenga el curso de la causa, lo cual no obsta para que el Secretario judicial procure instruir de aquel derecho al ofendido ausente.
        

        
				
        
          
            En cualquier caso, en los procesos que se sigan por delitos comprendidos en el artículo 57 del Código Penal, el juez asegurará la comunicación a la víctima de los actos procesales que puedan afectar a su seguridad
            [71].
          
        

        
				
        
          110.
          Los perjudicados por un delito o falta que no hubieren renunciado a su derecho podrán mostrarse parte en la causa si lo hicieran antes del trámite de calificación del delito, y ejercitar las acciones civiles y penales que procedan o solamente unas u otras, según les conviniere, sin que por ello se retroceda en el curso de las actuaciones.
        

        
				
        
          Aun cuando los perjudicados no se muestren parte en la causa, no por esto se entiende que renuncian al derecho de restitución, reparación o indemnización que a su favor puede acordarse en sentencia firme, siendo menester que la renuncia de este derecho se haga en su caso de una manera expresa y terminante.
        

        
				
        
          
            Cuando el delito o falta cometida tenga por finalidad impedir u obstaculizar a los miembros de las corporaciones locales el ejercicio de sus funciones públicas, podrá también personarse en la causa la Administración local en cuyo territorio se hubiere cometido el hecho punible
            [72].
          
        

        
				
        
          111.
          
            Las acciones que nacen de un delito o falta podrán ejercitarse junta o separadamente; pero mientras estuviese pendiente la acción penal no se ejercitará la civil con separación hasta que aquélla haya sido resuelta en sentencia firme, salvo siempre lo dispuesto en los artículos 4, 5 y 6 de este Código
            [73].
          
        

        
				
        
          112.
          Ejercitada sólo la acción penal, se entenderá utilizada también la civil, a no ser que el dañado o perjudicado la renunciase o la reservase expresamente para ejercitarla después de terminado el juicio criminal, si a ello hubiere lugar.
        

        
				
        
          
            Si se ejercitase sólo la civil que nace de un delito de los que no pueden perseguirse sino en virtud de querella particular, se considerará extinguida desde luego la acción penal
            [74].
          
        

        
				
        
          113.
          Podrán ejercitarse expresamente las dos acciones por una misma persona o por varias; pero siempre que sean dos o más las personas por quienes se utilicen las acciones derivadas de un delito o falta lo verificarán en un solo proceso y, si fuere posible, bajo una misma dirección y representación, a juicio del Tribunal.
        

        
				
        
          114.
          Promovido juicio criminal en averiguación de un delito o falta, no podrá seguirse pleito sobre el mismo hecho; suspendiéndole si le hubiese, en el estado en que se hallare, hasta que recaiga sentencia firme en la causa criminal.
        

        
				
        
          No será necesario para el ejercicio de la acción penal que haya precedido el de la civil originada del mismo delito o falta.
        

        
				
        
          
            Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjuicio de lo establecido en el capítulo II, título I de este libro, respecto a las cuestiones prejudiciales
            [75].
          
        

        
				
        
          115.
          
            La acción penal se extingue por la muerte del culpable; pero en este caso subsiste la civil contra sus herederos y causahabientes, que sólo podrá ejercitarse ante la jurisdicción y por la vía de lo civil
            [76].
          
        

        
				
        
          116.
          La extinción de la acción penal no lleva consigo la de la civil, a no ser que la extinción proceda de haberse declarado por sentencia firme que no existió el hecho de que la civil hubiese podido nacer.
        

        
				
        
          
            En los demás casos, la persona a quien corresponda la acción civil podrá ejercitarla, ante la jurisdicción y por la vía de lo civil que proceda, contra quien estuviere obligado a la restitución de la cosa, reparación del daño o indemnización del perjuicio sufrido
            [77].
          
        

        
				
        
          117.
          La extinción de la acción civil tampoco lleva consigo la de la penal que nazca del mismo delito o falta.
        

        
				
        
          La sentencia firme absolutoria dictada en el pleito promovido por el ejercicio de la acción civil, no será obstáculo para el ejercicio de la acción penal correspondiente.
        

        
				
        
          
            Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjuicio de lo que establece el capítulo II del título I de este libro
            [78]
            y los artículos 106, 107, 110 y párrafo segundo del 112.
          
        

        
				
        
          TÍTULO V
        

        
				
        
          
            Del derecho de defensa y de la asistencia jurídica gratuita en los juicios criminales
            [79]
          
        

        
				
        
          118.
          Toda persona a quien se impute un acto punible podrá ejercitar el derecho de defensa, actuando en el procedimiento, cualquiera que éste sea, desde que se le comunique su existencia, haya sido objeto de detención o de cualquiera otra medida cautelar o se haya acordado su procesamiento, a cuyo efecto se le instruirá de este derecho.
        

        
				
        
          La admisión de denuncia o querella y cualquier actuación procesal de la que resulte la imputación de un delito contra persona o personas determinadas, será puesta inmediatamente en conocimiento de los presuntamente inculpados.
        

        
				
        
          Para ejercitar el derecho concedido en el párrafo primero, las personas interesadas deberán ser representadas por procurador y defendidas por letrado, designándoseles de oficio cuando no los hubiesen nombrado por sí mismos y lo solicitaren, y, en todo caso, cuando no tuvieran aptitud legal para verificarlo.
        

        
				
        
          
            Si no hubiesen designado procurador o letrado, se les requerirá para que lo verifiquen o se les nombrará de oficio si, requeridos, no los nombrasen, cuando la causa llegue a estado en que se necesite el consejo de aquéllos o haya de intentar algún recurso que hiciese indispensable su actuación
            [80].
          
        

        
				
        
          118 bis.
          
            Del mismo modo que en el artículo anterior se procederá cuando se impute un acto punible contra un diputado o senador, los cuales podrán ejercitar su derecho de defensa en los términos previstos en el artículo anterior, y todo ello sin perjuicio de lo previsto en el artículo 71.2 y 3 de la Constitución española
            [81].
          
        

        
				
        
          119 y 120.
          [.......]
          [82].
        

        
				
        
          121.
          Todos los que sean parte en una causa, si no se les hubiere reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita, tendrán obligación de satisfacer los derechos de los procuradores que les representen, los honorarios de los abogados que les defiendan, los de los peritos que informen a su instancia y las indemnizaciones de los testigos que presentaren, cuando los peritos y testigos, al declarar, hubiesen formulado su reclamación y el juez o tribunal la estimaren.
        

        
				
        
          Ni durante la causa ni después de terminada tendrán la obligación de satisfacer las demás costas procesales, a no ser que a ello fueren condenados.
        

        
				
        
          
            El procurador que, nombrado por los que fueren parte en una causa, haya aceptado su representación tendrá la obligación de pagar los honorarios a los letrados de que se valiesen los clientes para su defensa
            [83]
          
          .
        

        
				
        
          
            Los que tuvieren reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita, podrán valerse de abogado y procurador de su elección; pero en este caso estarán obligados a abonarles su honorarios y derechos, como se dispone respecto de los que no tengan reconocido dicho derecho, salvo que los profesionales de libre elección renunciaran a la percepción de honorarios o derechos en los términos previstos en el artículo 27 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita
            [84].
          
        

        
				
        
          122.
          
            Se usará papel de oficio en los juicios sobre faltas y en las causas criminales, sin perjuicio del correspondiente reintegro si hubiere condenación de costas
            [85].
          
        

        
				
        
          123 a 140.
          [.......]
          [86].
        

        
				
        
          TÍTULO VI
        

        
				
        
          
            De la forma de dictar resoluciones y del modo de dirimir las discordias
            [87]
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          De las resoluciones procesales
        

        
				
        
          141.
          Las resoluciones de carácter judicial que dicten los Juzgados y Tribunales se denominarán:
        

        
				
        
          Providencias, cuando resuelvan cuestiones procesales reservadas al Juez y que no requieran legalmente la forma de auto.
        

        
				
        
          Autos, cuando decidan incidentes o puntos esenciales que afecten de una manera directa a los imputados o procesados, responsables civiles, acusadores particulares o actores civiles; cuando decidan la competencia del Juzgado o Tribunal, la procedencia o improcedencia de la recusación, cuando decidan recursos contra providencias o decretos, la prisión o libertad provisional, la admisión o denegación de prueba o del derecho de justicia gratuita o afecten a un derecho fundamental y, finalmente, los demás que según las Leyes deben fundarse.
        

        
				
        
          Sentencias, cuando decidan definitivamente la cuestión criminal.
        

        
				
        
          
            Sentencias firmes, cuando no quepa contra ellas recurso alguno ordinario ni extraordinario, salvo los de revisión y rehabilitación
            [88].
          
        

        
				
        
          Llámase ejecutoria el documento público y solemne en que se consigna una sentencia firme.
        

        
				
        
          La fórmula de las providencias se limitará a la determinación de lo mandado y del Juez o Tribunal que las disponga, sin más fundamento ni adiciones que la fecha en que se acuerde, la firma o rúbrica del Juez o del Presidente y la firma del Secretario judicial. No obstante, podrán ser sucintamente motivadas sin sujeción a requisito alguno cuando se estime conveniente.
        

        
				
        
          Los autos serán siempre fundados y contendrán en párrafos separados y numerados los antecedentes de hecho y los fundamentos de derecho y, por último, la parte dispositiva. Serán firmados por el Juez, Magistrado o Magistrados que los dicten.
        

        
				
        
          
            Todas las resoluciones incluirán la mención del lugar y fecha en que se adopten, y si la misma es firme o si cabe algún recurso contra ella, con expresión, en este último caso, del recurso que proceda, del órgano ante el que debe interponerse y del plazo para recurrir
            [89].
          
        

        
				
        
          142.
          
            Las sentencias se redactarán con sujeción a las reglas siguientes
            [90]:
          
        

        
				
        
          1.ª Se principiarán expresando: El lugar y la fecha en que se dictaren, los hechos que hubieren dado lugar a la formación de la causa, los nombres y apellidos de los actores particulares, si los hubiere, y de los procesados, los sobrenombres o apodos con que sean conocidos, su edad, estado, naturaleza, domicilio, oficio o profesión, y, en su defecto, todas las demás circunstancias con que hubieren figurado en la causa, y además el nombre y apellido del magistrado ponente.
        

        
				
        
          2.ª Se consignarán en
          Resultandos
          
            numerados los hechos que estuvieren enlazados con las cuestiones que hayan de resolverse en el fallo, haciendo declaración expresa y terminante de los que se estimen probados
            [91].
          
        

        
				
        
          3.ª Se consignarán las conclusiones definitivas de la acusación y de la defensa y la que, en su caso, hubiese propuesto el tribunal, en virtud de lo dispuesto en el artículo 733.
        

        
				
        
          4.ª Se consignarán también en párrafos numerados, que empezarán con la palabra
          
            Considerandos
            [92]
          
        

        
				
        
          Primero. Los fundamentos doctrinales y legales de la calificación de los hechos que se hubiesen estimado probados.
        

        
				
        
          Segundo. Los fundamentos doctrinales y legales determinantes de la participación que en los referidos hechos hubiese tenido cada uno de los procesados.
        

        
				
        
          Tercero. Los fundamentos doctrinales y legales de la calificación de las circunstancias atenuantes, agravantes o eximentes de responsabilidad criminal, en caso de haber concurrido.
        

        
				
        
          Cuarto. Los fundamentos doctrinales y legales de la calificación de los hechos que se hubiesen estimado probados con relación a la responsabilidad civil en que hubiesen incurrido los procesados o las personas sujetas a ella a quienes se hubiere oído en la causa, y los correspondientes a las resoluciones que hubieren de dictarse sobre costas, y, en su caso, a la declaración de querella calumniosa.
        

        
				
        
          
            Quinto. La cita de las disposiciones legales que se consideren aplicables, pronunciándose por último el fallo, en el que se condenará o absolverá no sólo por el delito principal y sus conexos
            [93], sino también por las faltas incidentales de que se hubiere conocido en la causa, reputándose faltas incidentales las que los procesados hubiesen cometido antes, al tiempo o después del delito como medio de perpetrarlo o encubrirlo.
          
        

        
				
        
          También se resolverán en la sentencia todas las cuestiones referentes a la responsabilidad civil que hubieren sido objeto del juicio, y se declarará calumniosa la querella cuando procediere.
        

        
				
        
          143.
          
            Las ejecutorias se encabezarán en nombre del Rey
            [94].
          
        

        
				
        
          144.
          
            La absolución se entenderá libre en todos los casos
            [95].
          
        

        
				
        
          144 bis.
          Las resoluciones de los Secretarios judiciales se denominarán diligencias y decretos.
        

        
				
        
          Salvo que la Ley disponga otra cosa, se dictará diligencia de ordenación cuando la resolución tenga por objeto dar a los autos el curso que la Ley establezca. Se dictarán diligencias de constancia, comunicación o ejecución a efectos de reflejar en autos hechos o actos con trascendencia procesal.
        

        
				
        
          Se llamará decreto a la resolución que dicte el Secretario judicial cuando sea preciso o conveniente razonar su decisión.
        

        
				
        
          Las diligencias se limitarán a la expresión de lo que se disponga, el lugar, la fecha y el nombre y la firma del Secretario judicial que las dicte. Las diligencias de ordenación incluirán además una sucinta motivación cuando así lo disponga la Ley o cuando el Secretario judicial lo estime conveniente.
        

        
				
        
          Los decretos serán siempre motivados y contendrán, en párrafos separados y numerados, los antecedentes de hecho y los fundamentos de derecho en los que se base la subsiguiente parte dispositiva. Expresarán el lugar, la fecha y el nombre del Secretario judicial que los dicte, con extensión de su firma.
        

        
				
        
          
            Todas las resoluciones del Secretario judicial incluirán la mención de si son firmes o si cabe algún recurso contra ellas, con expresión, en este último caso, del recurso que proceda, del órgano ante el que debe interponerse y del plazo para recurrir
            [96].
          
        

        
				
        
          145.
          
            Para dictar autos en los asuntos de que conozca el Tribunal Supremo bastarán tres Magistrados y para el dictado de sentencias serán necesarios siete, salvo que la Ley disponga otra cosa
            [97].
          
        

        
				
        
          Para dictar autos y sentencias en las Audiencias Provinciales, la Audiencia Nacional y los Tribunales Superiores de Justicia bastarán tres Magistrados.
        

        
				
        
          Cuando no asistieren Magistrados en número suficiente para constituir Sala, se estará a lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial.
        

        
				
        
          
            Para dictar providencias en unos y otros Tribunales, bastarán dos Magistrados, si estuviesen conformes
            [98].
          
        

        
				
        
          146.
          En cada causa habrá un magistrado ponente.
        

        
				
        
          Turnarán en este cargo los magistrados del Tribunal, a excepción del que le presida.
        

        
				
        
          
            Cuando los tribunales o salas se compongan sólo de un Presidente con dos magistrados, turnará también el primero en las Ponencias, correspondiéndole una de cinco
            [99].
          
        

        
				
        
          147.
          
            Corresponderá a los ponentes
            [100]:
          
        

        
				
        
          1.º Informar al Tribunal sobre las solicitudes de las partes.
        

        
				
        
          2.º Examinar todo lo referente a las pruebas que se propongan e informar al Tribunal acerca de su procedencia o improcedencia.
        

        
				
        
          3.º Recibir las declaraciones de los testigos y practicar cualesquiera diligencias de prueba, cuando según la Ley no deban o puedan practicarse ante el Tribunal que las ordena, o se hagan fuera del pueblo en que éste se halle constituido y no se dé comisión a los Jueces de Instrucción o
          Municipales
          para que las practiquen.
        

        
				
        
          4.º Proponer los autos o sentencias que hayan de someterse a discusión del Tribunal y redactarlos definitivamente en los términos que se acuerden.
        

        
				
        
          Cuando el ponente no se conformase con el voto de la mayoría, se encargará otro magistrado de la redacción de la sentencia; pero en este caso estará aquél obligado a formular voto particular.
        

        
				
        
          5.º Leer en audiencia pública la sentencia.
        

        
				
        
          148.
          Si por cualquier circunstancia no pudiere fallarse alguna causa en el día correspondiente, esto no será obstáculo a que se decidan o sentencien otras que hayan sido vistas con posterioridad, sin que por ello se altere el orden más que en lo absolutamente indispensable.
        

        
				
        
          149.
          
            Inmediatamente después de celebrado el juicio oral o en el siguiente día, antes de las horas de despacho, el tribunal discutirá y votará todas las cuestiones de hecho y de derecho que hayan sido objeto del juicio. La sentencia que resulte aprobada se redactará y firmará dentro del término señalado en el artículo 203
            [101].
          
        

        
				
        
          150.
          
            La discusión y votación de las sentencias se verificará en todos los Tribunales a puerta cerrada y antes o después de las horas señaladas para el despacho ordinario
            [102].
          
        

        
				
        
          151.
          
            Discutida la sentencia propuesta por el ponente, votará éste primero, y después de él los demás magistrados, por orden inverso de su antigüedad
            [103].
          
        

        
				
        
          152.
          Cuando la importancia de la discusión lo exija, deberá el que presida hacer un breve resumen de ella, antes de la votación.
        

        
				
        
          153.
          
            Las providencias, los autos y las sentencias se dictarán por mayoría absoluta de votos, excepto en los casos en que la Ley exigiese expresamente mayor número
            [104].
          
        

        
				
        
          154.
          Si después de la vista y antes de la votación algún magistrado se imposibilitare y no pudiere asistir al acto, dará su voto fundado y firmado y lo remitirá directamente al Presidente. Si no pudiere escribir ni firmar, se valdrá del secretario.
        

        
				
        
          El voto así emitido se conservará rubricado por el que presida en el libro de sentencias.
        

        
				
        
          Cuando el magistrado no pudiere votar ni aun de este modo, se votará la causa por los no impedidos que hubiesen asistido a la vista y, si hubiere los necesarios para formar mayoría, éstos dictarán sentencia.
        

        
				
        
          
            Cuando no resulte mayoría, se estará a lo que la Ley ordena respecto de las discordias
            [105].
          
        

        
				
        
          155.
          
            Cuando fuere trasladado, jubilado, separado o suspenso algún magistrado, votará las causas a cuya vista hubiere asistido y que aún no se hubiesen fallado
            [106].
          
        

        
				
        
          156.
          Comenzada la votación de una sentencia, no podrá interrumpirse sino por algún impedimento insuperable.
        

        
				
        
          Todo el que tome parte en la votación de una providencia, auto o sentencia firmará lo acordado, aunque hubiese disentido de la mayoría; pero podrá en este caso salvar su voto, que se insertará con su firma al pie en el libro de
          votos reservados,
          
            dentro de las veinticuatro horas siguientes
            [107].
          
        

        
				
        
          157.
          En las certificaciones o testimonios de sentencias que expidieren los Tribunales no se insertarán los votos reservados; pero se remitirán al Tribunal Supremo y se harán públicos cuando se interponga y admita el recurso de casación.
        

        
				
        
          158.
          
            Las sentencias se firmarán por todos los magistrados no impedidos
            [108].
          
        

        
				
        
          159.
          
            En cada Juzgado o Tribunal, bajo la responsabilidad y custodia del Secretario judicial, se llevará un libro de sentencias, en el cual se incluirán firmadas todas las definitivas, autos de igual carácter, así como los votos particulares que se hubieren formulado, que serán ordenados correlativamente según su fecha de publicación
            [109].
          
        

        
				
        
          160.
          Las sentencias definitivas se leerán y notificarán a las partes y a sus procuradores en todo juicio oral el mismo día en que se firmen, o a lo más en el siguiente.
        

        
				
        
          Si por cualquier circunstancia o accidente no se encontrare a las partes al ir a hacerles la notificación, se hará constar por diligencia y bastará en tal caso con la notificación hecha a sus procuradores.
        

        
				
        
          Los autos que resuelvan incidentes se notificarán únicamente a los procuradores.
        

        
				
        
          
            Cuando la instrucción de la causa hubiera correspondido a un juzgado de Violencia sobre la Mujer, la sentencia será remitida al mismo por testimonio de forma inmediata, con indicación de si la misma es o no firme
            [110].
          
        

        
				
        
          161.
          Los Tribunales no podrán variar las resoluciones que pronuncien después de firmadas, pero sí aclarar algún concepto oscuro y rectificar cualquier error material de que adolezcan.
        

        
				
        
          Las aclaraciones a que se refiere el párrafo anterior podrán hacerse de oficio, por el Tribunal o Secretario judicial, según corresponda, dentro de los dos días hábiles siguientes al de la publicación de la resolución, o a petición de parte o del Ministerio Fiscal formulada dentro del mismo plazo, siendo en este caso resuelta por quien hubiera dictado la resolución de que se trate dentro de los tres días siguientes al de la presentación del escrito en que se solicite la aclaración.
        

        
				
        
          Los errores materiales manifiestos y los aritméticos en que incurran las resoluciones de los Tribunales y Secretarios judiciales podrán ser rectificados en cualquier momento.
        

        
				
        
          Las omisiones o defectos de que pudieren adolecer sentencias y autos y que fuere necesario remediar para llevar plenamente a efecto dichas resoluciones, podrán ser subsanados, mediante auto, en los mismos plazos y por el mismo procedimiento establecidos en los párrafos anteriores.
        

        
				
        
          Si se tratase de sentencias o autos que hubieren omitido manifiestamente pronunciamientos relativos a pretensiones oportunamente deducidas y sustanciadas en el proceso, el Tribunal, a solicitud escrita de parte en el plazo de cinco días a contar desde la notificación de la resolución, previo traslado por el Secretario judicial de dicha solicitud a las demás partes, para alegaciones escritas por otros cinco días, dictará auto por el que resolverá completar la resolución con el pronunciamiento omitido o no haber lugar a completarla.
        

        
				
        
          Si el Tribunal advirtiese en sentencias o autos que dictara las omisiones a que se refiere el párrafo anterior, podrá, en el plazo de cinco días a contar desde la fecha en que se dicta, proceder de oficio, mediante auto, a completar su resolución, pero sin modificar ni rectificar lo que hubiere acordado.
        

        
				
        
          Del mismo modo al establecido en los párrafos anteriores se procederá por el Secretario judicial cuando se precise subsanar o completar los decretos que hubiere dictado.
        

        
				
        

      
			
      

    
	
  

          No cabrá recurso alguno contra las resoluciones en que se resuelva acerca de la aclaración, rectificación, subsanación o complemento a que se refieren los párrafos anteriores de este artículo, sin perjuicio de los recursos que procedan, en su caso, contra la resolución a que se refiriera la solicitud o la actuación de oficio del Tribunal o Secretario judicial.
        

        
				
        
          
            Los plazos para los recursos que procedan contra la resolución de que se trate se interrumpirán desde que se solicite su aclaración, rectificación, subsanación o complemento y, en todo caso, comenzarán a computarse desde el día siguiente a la notificación de la resolución que reconociera o negase la omisión de pronunciamiento y acordase o denegara remediarla
            [111].
          
        

        
				
        
          162.
          Los tribunales conservarán metódicamente coleccionadas las minutas de los autos que resuelvan incidentes y sentencias que dictaren, haciendo referencia a cada una en el asiento correspondiente de los libros de autos y sentencias del tribunal.
        

        
				
        
          
            Las hojas de los libros de autos y de sentencias de los tribunales estarán numeradas y selladas, rubricándolas el Presidente respectivo
            [112].
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          
            Del modo de dirimir las discordias
            [113]                  

        
				
  
          163.
          Cuando en la votación de una sentencia definitiva, auto o providencia no resultase mayoría de votos sobre cualquiera de los pronunciamientos de hecho o de derecho que deban hacerse o sobre la decisión que haya de dictarse, volverán a discutirse y a votarse los puntos en que hayan disentido los votantes.
        

        
				
        
          164.
          Si en la siguiente votación insistieren los discordantes en sus respectivos pareceres, se someterán a nueva deliberación tan sólo los dos votos más favorables al procesado, y entre éstos optarán precisamente todos los votantes, de modo que resulte aprobado cualquiera de ambos.
        

        
				
        
          En este caso, pondrán en lugar oportuno de la sentencia las siguientes palabras: «Visto el resultado de la votación, la ley decide:...».
        

        
				
        
          La determinación de cuáles sean los dos pareceres más favorables al procesado se hará a pluralidad de votos.
        

        
				
        
          
            Lo dispuesto en este artículo y en el anterior no es aplicable al caso a que se refiere el párrafo segundo del artículo 153
            [114].
          
        

        
				
        
          165.
          En las sentencias que pronuncie el Tribunal Supremo en los recursos de casación o en los de revisión no habrá discordia, quedando al efecto desechados los
          resultandos
          y
          considerandos
          que no reúnan mayoría absoluta de votos.
        

        
				
        
          TÍTULO VII
        

        
				
        
          
            De las notificaciones, citaciones y emplazamientos
            [115]
          
        

        
				
        
          166.
          Los actos de comunicación se realizarán bajo la dirección del Secretario judicial.
        

        
				
        
          Las notificaciones, citaciones y emplazamientos que se practiquen fuera de los estrados del Juzgado o Tribunal se harán por el funcionario correspondiente. Cuando el Secretario judicial lo estime conveniente, podrán hacerse por correo certificado con acuse de recibo, dando fe el Secretario en los autos del contenido del sobre remitido y uniéndose el acuse de recibo.
        

        
				
        
          Las notificaciones, citaciones y emplazamientos se practicarán en la forma prevista en el capítulo V del título V del libro I de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
        

        
				
        
          Las notificaciones, citaciones y emplazamientos por correo se entenderán practicados en la fecha en que el destinatario haga constar su recepción en el acuse de recibo.
        

        
				
        
          Los certificados enviados conforme a lo establecido en los párrafos precedentes gozarán de franquicia postal; su importe no se incluirá en la tasación de costas.
        

        
				
        
          
            Los que tuvieren lugar en los estrados, se practicarán leyendo íntegramente la resolución a la persona a quien se notifiquen, dándole en el acto copia de ella, aunque no la pidiere, y haciendo mérito de uno y otro en la diligencia que se extienda, que suscribirá el Secretario judicial o el funcionario que la realice
            [116].
          
        

        
				
        
          167.
          Para la práctica de las notificaciones, el secretario que interviniere en la causa extenderá una cédula, que contendrá:
        

        
				
        
          1.º La expresión del objeto de dicha causa y los nombres y apellidos de los que en ellas fueren parte.
        

        
				
        
          2.º La copia literal de la resolución que hubiere de notificarse.
        

        
				
        
          3.º El nombre y apellidos de la persona o personas que han de ser notificadas.
        

        
				
        
          4.º La fecha en que la cédula se expidiere.
        

        
				
        
          
            5.º La firma del secretario
            [117].
          
        

        
				
        
          168.
          Se harán constar en los autos por nota sucinta la expedición de la cédula y el oficial de Sala o alguacil a quien se encargare su cumplimiento.
        

        
				
        
          169.
          El que recibiere la cédula sacará y autorizará con su firma tantas copias cuantas sean las personas a quienes hubiere de notificar.
        

        
				
        
          170.
          La notificación consistirá en la lectura íntegra de la resolución que deba ser notificada, entregando la copia de la cédula a quien se notifique y haciendo constar la entrega por diligencia sucinta al pie de la cédula original.
        

        
				
        
          171.
          En la diligencia se anotará el día y hora de la entrega, y será firmada por la persona a quien ésta se hiciere y por el funcionario que practique la notificación.
        

        
				
        
          
            Si la persona a quien se haga la entrega no supiere firmar, lo hará otra a su ruego; y si no quisiere, firmarán dos testigos buscados al efecto. Estos testigos no podrán negarse a serlo, bajo la multa de 25 a 100 pesetas
            [118].
          
        

        
				
        
          172.
          Cuando a la primera diligencia en busca no fuere hallado en su habitación el que haya de ser notificado, cualquiera que fuere la causa y el tiempo de su ausencia, se entregará la cédula al pariente, familiar o criado, mayor de catorce años, que se halle en dicha habitación.
        

        
				
        
          
            Si no hubiere nadie, se hará la entrega a uno de los vecinos más próximos
            [119].
          
        

        
				
        
          173.
          
            En la diligencia de entrega se hará constar la obligación del que recibiere la copia de la cédula de entregarla al que deba ser notificado inmediatamente que regrese a su domicilio, bajo la multa de 25 a 200 pesetas si deja de entregarla
            [120].
          
        

        
				
        
          174.
          Cuando no se pueda practicar una notificación por haber cambiado de habitación el que deba ser notificado y no ser posible averiguar la nueva, o por cualquier otra causa, se hará constar en la cédula original.
        

        
				
        
          175.
          Las citaciones y emplazamientos se practicarán en la forma establecida para las notificaciones, con las siguientes diferencias:
        

        
				
        
          La cédula de citación contendrá:
        

        
				
        
          1. Expresión del Juez, Tribunal o Secretario judicial que hubiere dictado la resolución, de la fecha de ésta y de la causa en que haya recaído.
        

        
				
        
          2. Los nombres y apellidos de los que debieren ser citados y las señas de sus habitaciones; y si éstas fuesen ignoradas, cualesquiera otras circunstancias por las que pueda descubrirse el lugar en que se hallaren.
        

        
				
        
          3. El objeto de la citación, y calidad en la que se es citado.
        

        
				
        
          4. El lugar, día y hora en que haya de concurrir el citado.
        

        
				
        
          
            5. La obligación, si la hubiere, de concurrir al primer llamamiento, bajo la multa de 200 a 5.000 euros o si fuese ya el segundo el que se hiciere, la de concurrir bajo apercibimiento de ser perseguido como reo del delito de obstrucción a la justicia tipificado en el artículo 463.1 del Código Penal
            [121].
          
        

        
				
        
          La cédula del emplazamiento contendrá los requisitos 1), 2) y 3) anteriormente mencionados para la de la citación y, además, los siguientes:
        

        
				
        
          1. El término dentro del cual ha de comparecer el emplazado.
        

        
				
        
          2. El lugar en que haya de comparecer y el Juez o Tribunal ante quien deba hacerlo.
        

        
				
        
          
            3. La prevención de que, si no compareciere, le pararán los perjuicios a que hubiere lugar en derecho
            [122].
          
        

        
				
        
          176.
          Cuando el citado no comparezca en el lugar, día y hora que se le hubiesen señalado, el que haya practicado la citación volverá a constituirse en el domicilio de quien hubiese recibido la copia de la cédula, haciendo constar por diligencia en la original, la causa de no haberse efectuado la comparecencia. Si esta causa no fuere legítima, se procederá inmediatamente por el juez o tribunal que hubiere acordado la citación, a llevar a efecto la prevención que corresponda, entre las establecidas en el número 5.º del artículo anterior.
        

        
				
        
          177.
          
            Cuando las notificaciones, citaciones o emplazamientos hubieren de practicarse en territorio de otra Autoridad judicial española, se expedirá suplicatorio, exhorto o mandamiento, según corresponda
            [123], insertando en ellos los requisitos que deba contener la cédula.
          
        

        
				
        
          
            Si hubiere de practicarse en el extranjero, se observarán para ello los trámites prescritos en los tratados, si los hubiese, y, en su defecto, se estará al principio de reciprocidad
            [124].
          
        

        
				
        
          178.
          
            Si el que haya de ser notificado, citado o emplazado no tuviere domicilio conocido, el Juez instructor ordenará lo conveniente para la averiguación del mismo. En este caso el Secretario judicial se dirigirá a la Policía Judicial, Registros oficiales, colegios profesionales, entidad o empresas en el que el interesado ejerza su actividad interesando dicha averiguación
            [125].
          
        

        
				
        
          179.
          Practicada la notificación, citación o emplazamiento o hecho constar el motivo que lo hubiese impedido, se unirá a los autos la cédula original o el suplicatorio, exhorto o mandamiento expedidos.
        

        
				
        
          180.
          Serán nulas las notificaciones, citaciones y emplazamientos que no se practicaren con arreglo a lo dispuesto en este capítulo.
        

        
				
        
          Sin embargo, cuando la persona notificada, citada o emplazada se hubiere dado por enterada en el juicio, surtirá desde entonces la diligencia todos sus efectos, como si se hubiese hecho con arreglo a las disposiciones de la ley; no por esto quedará relevado el auxiliar o subalterno de la corrección disciplinaria establecida en el artículo siguiente.
        

        
				
        
          181.
          
            El auxiliar o subalterno que incurriere en morosidad en el desempeño de las funciones que por este capítulo le correspondan, o faltare a alguna de las formalidades en el mismo establecidas, será corregido disciplinariamente por el juez o tribunal de quien dependa, con multa de 50 a 500 pesetas
            [126].
          
        

        
				
        
          182.
          Las notificaciones, citaciones y emplazamientos podrán hacerse a los procuradores de las partes.
        

        
				
        
          Se exceptúan:
        

        
				
        
          1.º Las citaciones que por disposición expresa de la Ley deban hacerse a los mismos interesados en persona.
        

        
				
        
          2.º Las citaciones que tengan por objeto la comparecencia obligatoria de éstos.
        

        
				
        
          TÍTULO VIII
        

        
				
        
          
            De los suplicatorios, exhortos y mandamientos
            [127]
          
        

        
				
        
          183.
          Los jueces y tribunales se auxiliarán mutuamente para la práctica de todas las diligencias que fueren necesarias en la sustanciación de las causas criminales.
        

        
				
        
          184.
          Cuando una diligencia judicial hubiere de ser ejecutada por un juez o tribunal distinto del que la haya ordenado, éste encomendará su cumplimiento por medio de suplicatorio, exhorto o mandamiento.
        

        
				
        
          Empleará la forma del suplicatorio cuando se dirija a un juez o tribunal superior en grado; la de exhorto, cuando se dirija a uno de igual grado, y la de mandamiento o carta-orden, cuando se dirija a un subordinado suyo.
        

        
				
        
          185.
          El juez o tribunal que haya ordenado la práctica de una diligencia judicial no podrá dirigirse a Jueces o Tribunales de categoría o grado inferior que no le estuvieren subordinados, debiendo entenderse directamente con el superior de éstos que ejerza la jurisdicción en el mismo grado que él.
        

        
				
        
          
            Se exceptúan los casos en que expresamente se disponga otra cosa en la Ley
            [128].
          
        

        
				
        
          186.
          Para ordenar el libramiento de certificación o testimonio y la práctica de cualquier diligencia judicial, cuya ejecución corresponda a registradores de la propiedad, notarios, auxiliares o subalternos de juzgados o tribunales y funcionarios de policía judicial que estén a las órdenes de los mismos, se empleará la forma de mandamiento.
        

        
				
        
          187.
          Cuando los jueces o tribunales tengan que dirigirse a autoridades o funcionarios de otro orden, usarán la forma de oficios o exposiciones, según el caso requiera.
        

        
				
        
          188.
          Los suplicatorios, exhortos o mandamientos en causas en que se persigan delitos que no sean de los que sólo por querella privada pueden ser perseguidos, se expedirán de oficio y se cursarán directamente para su cumplimiento por el juez o tribunal que los hubiere librado.
        

        
				
        
          Los que procedan de causas por delitos que sólo pueden ser perseguidos en virtud de querella particular, podrán entregarse bajo recibo al interesado o a su representante a cuya instancia se libraren, fijándole término para presentarlos a quien deba cumplirlos.
        

        
				
        
          Se exceptuarán los casos en que expresamente se disponga otra cosa en la Ley.
        

        
				
        
          189.
          La persona que reciba los documentos los presentará, en el término que se le hubiese fijado, al juez o tribunal a quien se haya encomendado el cumplimiento, dando aviso, acto continuo, de haberlo hecho así, al juez o tribunal de quien procedan.
        

        
				
        
          Al verificar la presentación, el funcionario correspondiente extenderá diligencia a continuación del suplicatorio, exhorto o carta-orden, expresando la fecha de su entrega y la persona que lo hubiese presentado, a la que dará recibo, firmando ambos la diligencia. Dicho funcionario dará además cuenta al juez o tribunal en el mismo día, y si no fuere posible, en el siguiente.
        

        
				
        
          190.
          Cuando hubiesen sido remitidos de oficio, el juez o tribunal que los reciba acusará inmediatamente recibo al remitente.
        

        
				
        
          191.
          El juez o tribunal que reciba, o a quien sea presentado un suplicatorio, exhorto o carta-orden, acordará su cumplimiento, sin perjuicio de reclamar la competencia que estimare corresponderle, disponiendo lo conducente para que se practiquen las diligencias dentro del plazo, si se hubiere fijado en el exhorto, o lo más pronto posible en otro caso.
        

        
				
        
          Una vez cumplimentado, lo devolverá sin demora en la misma forma en que lo hubiese recibido o en que se le hubiese presentado.
        

        
				
        
          192.
          Cuando se demorare el cumplimiento de un suplicatorio más tiempo del absolutamente necesario para ello, atendidas la distancia y la índole de la diligencia que haya de practicarse, el Juez o tribunal que lo hubiese expedido remitirá de oficio o a instancia de parte, según los casos, un recuerdo al Juez o tribunal suplicado.
        

        
				
        
          Si la demora en el cumplimiento se refiriese a un exhorto, en vez de recuerdo dirigirá suplicatorio al superior inmediato del exhortado, dándole conocimiento de la demora,
          
            y el superior apremiará al moroso con corrección disciplinaria, sin perjuicio de la mayor responsabilidad en que pueda incurrir
            [129]
          
          .
        

        
				
        
          Del mismo apremio se valdrá el que haya expedido una carta-orden, para obligar a su inferior moroso a que la devuelva cumplimentada.
        

        
				
        
          193.
          Los exhortos a tribunales extranjeros se dirigirán por la vía diplomática, en la forma establecida en los tratados, y a falta de éstos, en la que determinen las disposiciones generales del Gobierno.
        

        
				
        
          
            En cualquier otro caso se estará al principio de reciprocidad
            [130].
          
        

        
				
        
          194.
          
            Las mismas reglas establecidas en el artículo anterior se observarán para dar cumplimiento en España a los exhortos de tribunales extranjeros, por los que se requiera la práctica de alguna diligencia judicial
            [131].
          
        

        
				
        
          195.
          Con las autoridades, funcionarios, agentes y jefes de fuerza armada que no estuvieren a las órdenes inmediatas de los jueces y tribunales se comunicarán éstos por medio de atentos oficios, a no ser que la urgencia del caso exija verificarlo verbalmente, haciéndolo constar en la causa.
        

        
				
        
          196.
          Los jueces y tribunales se dirigirán en forma de exposición, por conducto del Ministerio de
          Gracia y
          
            Justicia, a los Cuerpos Colegisladores y a los Ministros de la Corona, tanto para que auxilien a la Administración de Justicia en sus propias funciones como para que obliguen a las autoridades, sus subordinadas, a que suministren los datos o presten los servicios que se les hubieren pedido
            [132].
          
        

        
				
        
          TÍTULO IX
        

        
				
        
          
            De los términos judiciales
            [133]
          
        

        
				
        
          197.
          
            Las resoluciones de Jueces, Tribunales y Secretarios Judiciales, y las diligencias judiciales, se dictarán y practicarán dentro de los términos señalados para cada una de ellas
            [134].
          
        

        
				
        
          198.
          Cuando no se fije término, se entenderá que han de dictarse y practicarse sin dilación.
        

        
				
        
          
            La infracción de lo dispuesto en este artículo y en el anterior será corregida disciplinariamente, según la gravedad del caso, sin perjuicio del derecho de la parte agraviada para reclamar la indemnización de daños y perjuicios y demás responsabilidades que procedan
            [135]
          
          .
        

        
				
        
          199.
          Los jueces y tribunales impondrán, en su caso, dicha corrección disciplinaria a sus auxiliares y subalternos, sin necesidad de petición de parte; y si no lo hicieren, incurrirán a su vez en responsabilidad.
        

        
				
        
          200.
          Los que se consideren perjudicados por dilaciones injustificadas de los términos judiciales podrán deducir queja ante el Ministerio de
          Gracia y
          Justicia,
           
          que, si la estima fundada, la remitirá al fiscal a quien corresponda, para que entable de oficio el recurso de responsabilidad que proceda con arreglo a la Ley
          
            o promueva la corrección disciplinaria a que hubiere lugar
            [136]
          
          .
        

        
				
        
          201.
          
            Todos los días y horas del año serán hábiles para la instruccion de las causas criminales, sin necesidad de habilitación especial
            [137].
          
        

        
				
        
          202.
          Serán improrrogables los términos judiciales cuando la Ley no disponga expresamente lo contrario.
        

        
				
        
          Pero podrán suspenderse o abrirse de nuevo, si fuere posible sin retroceder el juicio del estado en que se halle cuando hubiere causa justa y probada.
        

        
				
        
          Se reputará causa justa la que hubiere hecho imposible dictar la resolución o practicar la diligencia judicial, independientemente de la voluntad de quienes hubiesen debido hacerlo.
        

        
				
        
          203.
          
            Las sentencias se dictarán y firmarán dentro de los tres días siguientes al en que se hubiese celebrado la vista del incidente o se hubiese terminado el juicio
            [138].
          
        

        
				
        
          Se exceptúan las sentencias en los juicios sobre faltas, las cuales habrán de dictarse en el mismo día o al siguiente.
        

        
				
        
          204.
          Los autos y decretos se dictarán y firmarán en el día siguiente al en que se hubiesen entablado las pretensiones que por ellos se hayan de resolver, o hubieren llegado las actuaciones a estado de que aquéllos sean dictados.
        

        
				
        
          
            Las providencias y diligencias se dictarán y firmarán inmediatamente que resulte de las actuaciones la necesidad de dictarlas, o en el mismo día o en el siguiente al en que se hayan presentado las pretensiones sobre que recaigan
            [139].
          
        

        
				
        
          205.
          
            Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo anterior los autos, decretos, providencias y diligencias que deban dictarse en más corto término para no interrumpir el curso del juicio público, o para no infringir con el retraso alguna disposición legal
            [140].
          
        

        
				
        
          206.
          El secretario dará cuenta al Juez o tribunal de todas las pretensiones escritas en el mismo día en que le fueren entregadas, si esto sucediese antes de las horas de audiencia o durante ella, y al día siguiente si se le entregaren después.
        

        
				
        
          
            En todo caso, pondrá al pie de la pretensión, en el acto de recibirla y a presencia de quien se la entregase, una breve nota consignando el día y hora de la entrega, y facilitará al interesado que lo pidiere documento bastante para acreditarlo
            [141].
          
        

        
				
        
          207.
          
            Las notificaciones, citaciones y emplazamientos que hubieren de hacerse en la capital del juzgado o tribunal, se practicarán lo más tarde al siguiente día de dictada la resolución que deba ser notificada o en virtud de la cual se haya de hacer la citación o emplazamiento
            [142].
          
        

        
				
        
          208.
          Si las mencionadas diligencias hubieren de practicarse fuera de la capital, el secretario entregará al oficial de sala o subalterno la cédula, o remitirá de oficio o entregará a la parte, según corresponda, el suplicatorio, exhorto o mandamiento al siguiente día de dictada la resolución.
        

        
				
        
          209.
          Las diligencias de que habla el artículo anterior se practicarán en un término que no exceda de un día por cada 20 kilómetros de distancia entre la capital y el punto en que deban tener lugar.
        

        
				
        
          210.
          
            Las demás diligencias judiciales se practicarán en los términos que se fijen para ello al dictar la resolución en que se ordenen
            [143].
          
        

        
				
        
          211.
          Los recursos de reforma o de súplica contra las resoluciones de los Jueces y Tribunales se interpondrán en el plazo de los tres días siguientes a su notificación a los que sean parte en el juicio.
        

        
				
        
          
            En el mismo plazo se interpondrán los recursos de reposición y de revisión contra las resoluciones de los Secretarios judiciales
            [144].
          
        

        
				
        
          212.
          El recurso de apelación se entablará dentro de cinco días, a contar desde el siguiente al de la última notificación de la resolución judicial que fuere su objeto, hecha a los que expresa el artículo anterior.
        

        
				
        
          La preparación del recurso de casación se hará dentro de los cinco días siguientes al de la última notificación de la sentencia o auto contra que se intente entablarlo.
        

        
				
        
          
            Se exceptúa el recurso de apelación contra la sentencia dictada en juicio sobre faltas. Para este recurso, el término será el primer día siguiente al en que se hubiere practicado la última notificación
            [145].
          
        

        
				
        
          213.
          El recurso de queja para cuya interposición no señale término la Ley podrá interponerse en cualquier tiempo, mientras estuviese pendiente la causa.
        

        
				
        
          214.
          
            Los secretarios tendrán obligación de poner, sin la menor demora y bajo su responsabilidad, en conocimiento del juez o tribunal el vencimiento de los términos judiciales, consignándolo así por medio de diligencia
            [146].
          
        

        
				
        
          215.
          Transcurrido el término señalado por la Ley o por el juez o tribunal, según los casos, se continuará de oficio el curso de los procedimientos en el estado en que se hallaren.
        

        
				
        
          Si el proceso estuviere en poder de alguna persona, se recogerá sin necesidad de providencia, bajo la responsabilidad del secretario, con imposición de multa de 25 a 250 pesetas a quien diere lugar a la recogida, si no lo entregare en el acto o lo entregare sin despachar cuando estuviere obligado a formular algún dictamen o pretensión. En este segundo supuesto, se le señalará por el Juez o Tribunal un segundo término prudencial, y si, transcurrido, tampoco devolviese el proceso despachado, la persona a que se refiere este artículo será procesada como culpable de desobediencia.
        

        
				
        
          
            También será procesado en este concepto el que, ni aun después de apremiado con la multa, devolviere el expediente
            [147].
          
        

        
				
        
          TÍTULO X
        

        
				
        
          
            De los recursos contra las resoluciones procesales
            [148]
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO
          I
        

        
				
        
          
            De los recursos contra las resoluciones de los Jueces y Tribunales
            [149]
          
        

        
				
        
          216.
          Contra las resoluciones del juez de Instrucción podrán ejercitarse los recursos de reforma, apelación y queja.
        

        
				
        
          217.
          El recurso de reforma podrá interponerse contra todos los autos del juez de Instrucción. El de apelación podrá interponerse únicamente en los casos determinados en la Ley, y se admitirá en ambos efectos tan sólo cuando la misma lo disponga expresamente.
        

        
				
        
          218.
          El recurso de queja podrá interponerse contra todos los autos no apelables del juez y contra las resoluciones en que se denegare la admisión de un recurso de apelación.
        

        
				
        
          219.
          Los recursos de reforma y apelación se interpondrán ante el mismo juez que hubiere dictado el auto.
        

        
				
        
          El de queja se producirá ante el Tribunal superior competente.
        

        
				
        
          220.
          Será juez competente para conocer del recurso de reforma el mismo ante quien se hubiese interpuesto, con arreglo al artículo anterior.
        

        
				
        
          Será Tribunal competente para conocer del recurso de apelación aquel a quien correspondiese el conocimiento de la causa en juicio oral.
        

        
				
        
          Este mismo será el competente para conocer de la apelación contra el auto de no admisión de una querella.
        

        
				
        
          Será juez o tribunal competente para conocer del recurso de queja el mismo ante quien se hubiese interpuesto, con arreglo al párrafo segundo del artículo 219.
        

        
				
        
          221.
          Los recursos de reforma, apelación y queja se interpondrán siempre en escrito autorizado con firma de letrado.
        

        
				
        
          222.
          El recurso de apelación no podrá interponerse sino después de haberse ejercitado el de reforma; pero podrán interponerse ambos en un mismo escrito, en cuyo caso el de apelación se propondrá subsidiariamente, por si fuere desestimado el de reforma.
        

        
				
        
          El que interpusiere el recurso de reforma presentará con el escrito tantas copias del mismo cuantas sean las demás partes, a las cuales habrán de ser entregadas dichas copias.
        

        
				
        
          El juez resolverá el recurso al segundo día de entregadas las copias, hubiesen o no presentado escrito las demás partes.
        

        
				
        
          223.
          
            Interpuesto el recurso de apelación, el juez lo admitirá, en uno o en ambos efectos, según sea procedente
            [150].
          
        

        
				
        
          224.
          
            Si se admitiere el recurso en ambos efectos, el Secretario judicial remitirá los autos originales al Tribunal que hubiere de conocer de la apelación, y emplazará a las partes para que se personen ante éste en el término de quince si el Tribunal fuere el Supremo o diez días, si fuere el Tribunal Superior de Justicia o la Audiencia
            [151].
          
        

        
				
        
          225.
          Si el recurso no fuere admisible más que en un solo efecto, el juez, en la misma resolución en que así lo declare en cumplimiento del artículo 223, mandará sacar testimonio del auto primeramente recurrido, de los escritos referentes al recurso de reforma, del auto apelado y de cuantos otros particulares considere necesario incluir, fijando el término dentro del cual ha de quedar expedido el testimonio, término que se contará desde la fecha siguiente a la de la resolución en que se fije.
        

        
				
        
          Dentro de los dos días siguientes al de serles notificada esta providencia, sin necesidad de ninguna otra, el Ministerio fiscal y el apelante podrán pedir al juez que sean incluidos en el testimonio los particulares que crean procede incluir, y el juez acordará sobre lo solicitado, dentro del siguiente día, sin ulterior recurso, teniendo siempre presente el carácter reservado del sumario. Cuando varias partes solicitasen testimonio de un mismo particular, sólo se insertará éste una vez, y será desestimada la nueva inserción de los que ya haya acordado el juez incluir.
        

        
				
        
          
            El término que, según lo expresado en el primer párrafo de este artículo ha de fijar el juez para expedir el testimonio no excederá nunca de quince días, pudiendo ser prorrogado a instancia del actuario hasta este límite si se otorgase por menor tiempo; pero si antes de expirar los quince días el actuario exhibiera al juez más de cien folios escritos del testimonio, sin que éste estuviera terminado, el juez podrá acordar la prórroga por un término prudencial, que en ningún caso excederá de diez días. La exhibición de los folios escritos en número mayor de cien, antes de expirar el primer término, se hará constar mediante diligencia, que firmarán el juez y el actuario, en el lugar al cual alcance el testimonio al ser exhibido, teniendo las partes derecho a que se les exhiba esta diligencia al serles notificada la providencia de prórroga
            [152].
          
        

        
				
        
          226.
          Para el señalamiento de los particulares que hayan de testimoniarse no podrá darse vista al apelante de los autos que para él tuvieren carácter de reservados.
        

        
				
        
          227.
          
            Puesto el testimonio, se emplazará a las partes para que, dentro del término fijado en el artículo 224, se personen en el tribunal que hubiere de conocer del recurso
            [153].
          
        

        
				
        
          228.
          Recibidos los autos en el Tribunal superior, si en el término del emplazamiento no se hubiere personado el apelante, el Secretario judicial mediante decreto declarará de oficio, desierto el recurso, comunicándolo inmediatamente por certificación al Juez, y devolviendo los autos originales si el recurso se hubiese admitido en ambos efectos. Contra este decreto cabrá recurso directo de revisión.
        

        
				
        
          
            En el mismo día en que sea recibido por el Tribunal superior el testimonio para sustanciar una apelación, o en el siguiente, el Secretario judicial acusará recibo al Juez instructor, que se unirá al sumario. Si el recibo no le fuere remitido, el Secretario judicial lo reclamará al Secretario del Tribunal a quien competa conocer de la apelación; y si aun así no lo recibiera, lo pondrá directamente en conocimiento del Secretario de Gobierno, a los efectos procedentes
            [154].
          
        

        
				
        
          229.
          Si el apelante se hubiese personado, el Secretario judicial le dará vista de los autos por término de tres días para instrucción.
        

        
				
        
          Después de él seguirá la vista, por igual término, a las demás partes personadas, y por último al Fiscal, si la causa fuese por delito de los que dan lugar a procedimiento de oficio, o de aquellos que puedan perseguirse previa denuncia de los interesados.
        

        
				
        
          
            Sin embargo, de lo dispuesto en los párrafos anteriores, no se dará vista a las partes de lo que fuese para ellas de carácter reservado, tal como lo hubiera acordado el Juez o Tribunal
            [155].
          
        

        
				
        
          230.
          Devueltos los autos por el Fiscal, o si éste no fuere parte en la causa, por la última de las personas a quien se hubiesen entregado, el Secretario judicial señalará día para la vista, en la que el Fiscal, si fuese parte, y los defensores de las demás, podrán informar lo que tuvieren por conveniente a su derecho.
        

        
				
        
          La vista se celebrará el día señalado, asistan o no las partes, sin que entre el día en que se haga el señalamiento y el de la vista medien más de diez días. Será obligatoria la asistencia del Ministerio Fiscal en todas las causas en que éste interviniere. Y no podrá acordarse la suspensión por motivo alguno, siendo rechazadas de plano, sin ulterior recurso, cuantas pretensiones de suspensión se formulen.
        

        
				
        
          
            El Secretario judicial competente cuidará, bajo su responsabilidad, de que el recurso sea sustanciado en el término más breve posible, sin que en caso alguno transcurran más de dos meses entre el día de ingreso en la Audiencia del testimonio para la apelación, o del sumario, en su caso y el del día de la vista
            [156].
          
        

        
				
        
          231.
          Las partes podrán presentar, antes del día de la vista, los documentos que tuvieren por conveniente en justificación de sus pretensiones.
        

        
				
        
          No será admisible otro medio de prueba.
        

        
				
        
          232.
          Cuando fuere firme el auto dictado, el Secretario del Tribunal lo comunicará al Juez para su cumplimiento, devolviéndole el proceso si la apelación hubiese sido en ambos efectos.
        

        
				
        
          
            El Secretario del Tribunal que haya conocido de la apelación cuidará, bajo su responsabilidad, de que en ningún caso dejen de ser devueltos los autos al Juez instructor, o deje de comunicársele la resolución recaída dentro de los tres días siguientes al de ser firme ésta, cuando el sumario no haya sido aún terminado. El Secretario judicial competente acusará inmediatamente recibo, y si no lo hiciere le será éste reclamado por el Secretario del Tribunal, con el apercibimiento de que, de no hacerlo, pondrá los hechos en conocimiento del Secretario de Gobierno
            [157].
          
        

        
				
        
          233.
          Cuando se interpusiere el recurso de queja, el tribunal ordenará al juez que informe en el corto término que al efecto le señale.
        

        
				
        
          234.
          
            Recibido dicho informe, el Secretario judicial lo pasará al Fiscal, si la causa fuere por delito en que tenga que intervenir, para que emita dictamen por escrito en el término de tres días
            [158].
          
        

        
				
        
          235.
          Con vista a este dictamen, si le hubiere, y del informe del juez, el tribunal resolverá lo que estime justo.
        

        
				
        
          El auto que se dicte no podrá afectar al estado que tuviere la causa cuando el recurso se haya interpuesto fuera del término ordinario de las apelaciones, sin perjuicio de lo que el tribunal acuerde en su día cuando llegue a conocer de aquélla.
        

        
				
        
          236.
          
            Contra los autos de los Tribunales de lo criminal podrá interponerse el recurso de súplica ante el mismo que los hubiese dictado y de apelación únicamente en aquellos casos expresamente previstos en la Ley
            [159].
          
        

        
				
        
          237.
          Se exceptúan aquellos contra los cuales se otorgue expresamente otro recurso en la Ley.
        

        
				
        
          238.
          El recurso de súplica contra un auto de cualquier tribunal se sustanciará por el procedimiento señalado para el recurso de reforma que se entable contra cualquier resolución de un juez de instrucción.
        

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          
            Del recurso de revisión contra las resoluciones de los Secretarios Judiciales
            [160]
          
        

        
				
        
          238 bis.
          Contra todas las diligencias de ordenación dictadas por los Secretarios judiciales podrá ejercitarse ante ellos mismos recurso de reposición.
        

        
				
        
          También podrá interponerse recurso de reposición contra los decretos de los Secretarios judiciales, excepto en aquellos supuestos en que proceda la interposición directa de recurso de revisión por así preverlo expresamente la Ley.
        

        
				
        
          El recurso de reposición, que se interpondrá siempre por escrito autorizado con firma de Letrado y acompañado de tantas copias cuantas sean las demás partes personadas, expresará la infracción en que la resolución hubiere incurrido a juicio del recurrente y en ningún caso tendrá efectos suspensivos.
        

        
				
        
          Admitido a trámite el recurso de reposición, por el Secretario judicial se concederá al Ministerio Fiscal y a las demás partes personadas un plazo común de dos días para presentar por escrito sus alegaciones, transcurrido el cual resolverá sin más trámite.
        

        
				
        
          Contra el decreto del Secretario judicial que resuelva el recurso de reposición no cabrá interponer recurso alguno.
        

        
				
        
          238 ter.
          El recurso de revisión se interpondrá ante el Juez o Tribunal con competencia funcional en la fase del proceso en la que haya recaído el decreto del Secretario judicial que se impugna, mediante escrito en el que deberá citarse la infracción en que ésta hubiere incurrido, autorizado con firma de Letrado y del que deberán presentarse tantas copias cuantas sean las demás partes personadas.
        

        
				
        
          Admitido a trámite el recurso de revisión, por el Secretario judicial se concederá al Ministerio Fiscal y a las demás partes personadas un plazo común de dos días para que presenten sus alegaciones por escrito, transcurrido el cual el Juez o Tribunal resolverá sin más trámite. Contra el auto resolutorio del recurso de revisión no cabrá interponer recurso alguno.
        

        
				
        
          El régimen de recursos frente a las resoluciones de los Secretarios judiciales dictadas para la ejecución de los pronunciamientos civiles de la sentencia y para la realización de la medida cautelar real de embargo prevista en los artículos 589 y 615 de esta Ley, será el previsto en la Ley de Enjuiciamiento Civil.
        

        
				
        
          TÍTULO XI
        

        
				
        
          
            De las costas procesales
            [161]
          
        

        
				
        
          239.
          En los autos o sentencias que pongan término a la causa o a cualquiera de los incidentes deberá resolverse sobre el pago de las costas procesales.
        

        
				
        
          240.
          Esta resolución podrá consistir:
        

        
				
        
          1.º En declarar las costas de oficio.
        

        
				
        
          2.º En condenar a su pago a los procesados, señalando la parte proporcional de que cada uno de ellos deba responder, si fuesen varios.
        

        
				
        
          No se impondrán nunca las costas a los procesados que fueren absueltos.
        

        
				
        
          3.º En condenar a su pago al querellante particular o actor civil.
        

        
				
        
          Serán éstos condenados al pago de las costas cuando resultare de las actuaciones que han obrado con temeridad o mala fe.
        

        
				
        
          241.
          Las costas consistirán:
        

        
				
        
          1.º En el reintegro del papel sellado empleado en la causa.
        

        
				
        
          2.º En el pago de los derechos de arancel.
        

        
				
        
          3.º En el de los honorarios devengados por los abogados y peritos.
        

        
				
        
          
            4.º En el de las indemnizaciones correspondientes a los testigos que las hubiesen reclamado, si fueren de abono, y en los demás gastos que se hubiesen ocasionado en la instrucción de la causa
            [162].
          
        

        
				
        
          242.
          Cuando se declaren de oficio las costas no habrá lugar al pago de las cantidades a que se refiere los números 1 y 2 del artículo anterior.
        

        
				
        
          Los Procuradores y Abogados que hubiesen representado y defendido a cualquiera de las partes, y los Peritos y testigos que hubiesen declarado a su instancia, podrán exigir de aquélla, si no se le hubiere reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita, el abono de los derechos, honorarios e indemnizaciones que les correspondieren, reclamándolos del Juez o Tribunal que conociese de la causa.
        

        
				
        
          Se procederá a su exacción por la vía de apremio si, presentadas las respectivas reclamaciones y hechas saber a las partes, no pagasen éstas en el término prudencial que el Secretario judicial señale, ni tacharen aquéllas de indebidas o excesivas. En este último caso se procederá con arreglo a lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Civil.
        

        
				
        
          
            El Secretario judicial que interviniere en la ejecución de la sentencia hará la tasación de las costas de que habla el número 1 y 2 del artículo anterior. Los honorarios de los Abogados y Peritos se acreditarán por minutas firmadas por los que los hubiesen devengado. Las indemnizaciones de los testigos se computarán por la cantidad que oportunamente se hubiese fijado en la causa. Los demás gastos serán regulados por el Secretario judicial, con vista de los justificantes
            [163].
          
        

        
				
        
          243.
          
            Hechas la tasación y regulación de costas, se dará vista al Ministerio Fiscal y a la parte condenada al pago, para que manifiesten lo que tengan por conveniente en el término de tres días
            [164].
          
        

        
				
        
          244.
          
            Transcurrido el plazo establecido en el artículo anterior sin haber sido impugnada la tasación de costas practicada, o tachadas de indebidas o excesivas alguna de las partidas de honorarios, se procederá con arreglo a lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Civil
            [165].
          
        

        
				
        
          245.
          
            Aprobadas o reformadas la tasación y regulación, se procederá a hacer efectivas las costas por la vía de apremio establecida en la Ley de Enjuiciamiento Civil con los bienes de los que hubiesen sido condenados a su pago
            [166].
          
        

        
				
        
          246.
          
            Si los bienes del penado no fuesen bastantes para cubrir todas las responsabilidades pecuniarias, se procederá, para el orden y preferencia de pago, con arreglo a lo establecido en los artículos respectivos del Código Penal
            [167].
          
        

        
				
        
          TÍTULO XII
        

        
				
        
          De las obligaciones de los jueces y tribunales relativas a la estadística judicial
        

        
				
        
          247.
          Los Jueces
          municipales
          tendrán obligación de remitir cada mes al Presidente de la
          Audiencia Territorial
          respectiva un estado de los juicios sobre faltas que durante el mes anterior se hubiesen celebrado.
        

        
				
        
          248.
          Los Jueces de Instrucción remitirán mensualmente al Presidente de la respectiva Sala o Audiencia
          de lo criminal
          un estado de los sumarios principiados, pendientes y conclusos durante el mes anterior.
        

        
				
        
          249.
          Los Presidentes de las expresadas Salas o Audiencias remitirán al Presidente de la
          Audiencia Territorial,
          cada trimestre, un estado-resumen de los que hubieren recibido mensualmente de los Jueces de Instrucción, y otro de las causas pendientes y terminadas ante su tribunal durante el trimestre.
        

        
				
        
          Los trimestres se formarán contando desde el comienzo del año judicial.
        

        
				
        
          250.
          Los Presidentes de las
          Audiencias Territoriales
          remitirán al Ministerio de
          Gracia y
          Justicia, en el primer mes de cada trimestre, estados en resumen de los que hubieren recibido de los jueces
          municipales
          y de los tribunales de lo criminal.
        

        
				
        
          251.
          Las Salas Segunda y
          Tercera
          del Tribunal Supremo remitirán al Ministerio de
          Gracia y
          Justicia un estado de los recursos de casación ante ellas pendientes y por ellas fallados durante el trimestre.
        

        
				
        
          Cuando la Sala de lo criminal de cualquier
          Audiencia Territorial
          o la
          Tercera
          del Tribunal Supremo, o éste constituido en pleno, principiaren o fallaren alguna causa criminal que especialmente les estuviese encomendada, lo pondrán inmediatamente en conocimiento del Ministro de
          Gracia y
          Justicia, remitiendo, en su caso, testimonio de la sentencia.
        

        
				
        
          252.
          Los tribunales remitirán directamente al Registro Central de Procesados y Penados, establecido en el Ministerio de
          Gracia y
          
            Justicia, notas autorizadas de las sentencias firmes en las que se imponga alguna pena por delito y de los autos en que se declare la rebeldía de los procesados, con arreglo a los modelos que se les envíen al efecto
            [168].
          
        

        
				
        
          253.
          El tribunal que dicte sentencia firme condenatoria en cualquiera causa criminal remitirá testimonio de la parte dispositiva de la misma al Juez de Instrucción del lugar en que se hubiere formado el sumario.
        

        
				
        
          254.
          
            Cada Juez de Instrucción llevará un libro que se titulará Registro de penados
            [169].
          
        

        
				
        
          Las hojas de este libro serán numeradas, selladas y rubricadas por el Juez de Instrucción y su secretario de gobierno.
        

        
				
        
          En dicho libro se extractarán las certificaciones expresadas en el artículo anterior.
        

        
				
        
          255.
          
            Llevará también cada Juez de Instrucción otro libro titulado «Registro de procesados en rebeldía» con las formalidades prescritas para el de penados
            [170].
          
        

        
				
        
          En este libro se anotarán todas las causas cuyos procesados hayan sido declarados rebeldes, y se hará en el asiento de cada uno la anotación correspondiente cuando el rebelde fuere habido.
        

        
				
        
          256.
          Las Audiencias o Salas de lo criminal llevarán un libro igual al expresado en el artículo anterior para anotar los procesados declarados rebeldes después de la conclusión del sumario.
        

        
				
        
          257.
          Sin perjuicio de lo dispuesto en este título, el Ministerio de
          Gracia y
          
            Justicia establecerá, por medio de los correspondientes Reglamentos, el servicio de la estadística criminal que debe organizarse en dicho Centro y las reglas que en consonancia con él han de observar los jueces y tribunales
            [171].
          
        

        
				
        
          TÍTULO XIII
        

        
				
        
          De las correcciones disciplinarias
        

        
				
        
          258.
          Sin perjuicio de las correcciones especiales que establece esta Ley para casos determinados son también aplicables las
          disposiciones contenidas en el título XIII del libro I de la Ley de Enjuiciamiento Civil
          a cuantas personas, sean o no funcionarios, asistan o de cualquier modo intervengan en los juicios criminales, siendo los jueces m
          unicipales,
          
            los Jueces de Instrucción, los tribunales de lo criminal y el Supremo quienes, respectivamente, en su caso, podrán imponer las correcciones disciplinarias correspondientes
            [172].
          
        

        
				
        
          LIBRO II
        

        
				
        
          Del sumario
        

        
				
        
          TÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          De la denuncia
        

        
				
        
          259.
          El que presenciare la perpetración de cualquier delito público está obligado a ponerlo inmediatamente en conocimiento del Juez de Instrucción, de paz,
          Comarcal o Municipal
          
            o funcionario fiscal más próximo al sitio en que se hallare, bajo la multa de 25 a 250 pesetas
            [173].
          
        

        
				
        
          260.
          La obligación establecida en el artículo anterior no comprende a los impúberes ni a los que no gozaren del pleno uso de su razón.
        

        
				
        
          261.
          Tampoco estarán obligados a denunciar:
        

        
				
        
          1.º
           
          El cónyuge del delincuente.
        

        
				
        
          2.º
           
          Los ascendientes y descendientes consanguíneos o afines del delincuente y sus colaterales consanguíneos o uterinos y afines hasta el segundo grado inclusive.
        

        
				
        
          3.º Los hijos
          
            naturales
            [174]
          
          
            respecto de la madre en todo caso, y respecto del padre cuando estuvieren reconocidos, así como la madre y el padre en iguales casos
            [175].
          
        

        
				
        
          262.
          Los que por razón de sus cargos, profesiones u oficios tuvieren noticia de algún delito público, estarán obligados a denunciarlo inmediatamente al Ministerio Fiscal, al tribunal competente, al Juez de Instrucción y, en su defecto, al
          Municipal
          
            o al funcionario de policía más próximo al sitio si se tratare de un delito flagrante
            [176].
          
        

        
				
        
          Los que no cumpliesen esta obligación incurrirán en la multa señalada en el artículo 259, que se impondrá disciplinariamente.
        

        
				
        
          
            Si la omisión en dar parte fuere de un profesor en Medicina, Cirugía o Farmacia y tuviese relación con el ejercicio de sus actividades profesionales, la multa no podrá ser inferior a 125 pesetas ni superior a 250
            [177].
          
        

        
				
        
          Si el que hubiese incurrido en la omisión fuere empleado público, se pondrá además en conocimiento de su superior inmediato para los efectos a que hubiere lugar en el orden administrativo.
        

        
				
        
          Lo dispuesto en este artículo se entiende cuando la omisión no produjere responsabilidad con arreglo a las Leyes.
        

        
				
        
          263.
          
            La obligación impuesta en el párrafo primero del artículo anterior no comprenderá a los abogados ni a los procuradores respecto de las instrucciones o explicaciones que recibieren de sus clientes. Tampoco comprenderá a los eclesiásticos y ministros de cultos disidentes respecto de las noticias que se les hubieren revelado en el ejercicio de las funciones de su ministerio
            [178].
          
        

        
				
        
          263 bis.
          1. El juez de instrucción competente y el Ministerio Fiscal, así como los jefes de las unidades orgánicas de Policía Judicial, centrales o de ámbito provincial, y sus mandos superiores podrán autorizar la circulación o entrega vigilada de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, así como de otras sustancias prohibidas. Esta medida deberá acordarse por resolución fundada, en la que se determine explícitamente, en cuanto sea posible, el objeto de autorización o entrega vigilada, así como el tipo y cantidad de la sustancia de que se trate. Para adoptar estas medidas se tendrá en cuenta su necesidad a los fines de investigación en relación con la importancia del delito y con las posibilidades de vigilancia. El juez que dicte la resolución dará traslado de copia de la misma al Juzgado Decano de su jurisdicción, el cual tendrá custodiado un registro de dichas resoluciones.
        

        
				
        
          
            También podrá ser autorizada la circulación o entrega vigilada de los equipos, materiales y sustancias a los que se refiere el artículo 371 del Código Penal, de los bienes y ganancias a que se hace referencia en el artículo 301 de dicho Código en todos los supuestos previstos en el mismo, así como de los bienes, materiales, objetos y especies animales y vegetales a los que se refieren los artículos 332, 334, 386, 399 bis, 566, 568 y 569 del Código Penal
            [179].
          
        

        
				
        
          2. Se entenderá por circulación o entrega vigilada la técnica consistente en permitir que remesas ilícitas o sospechosas de drogas tóxicas, sustancias psicotrópicas u otras sustancias prohibidas, los equipos, materiales y sustancias a que se refiere el apartado anterior, las sustancias por las que se hayan sustituido las anteriormente mencionadas, así como los bienes y ganancias procedentes de las actividades delictivas tipificadas en los artículos 301 a 304 y 368 a 373 del Código Penal, circulen por territorio español o salgan o entren en él sin interferencia obstativa de la autoridad o sus agentes y bajo su vigilancia, con el fin de descubrir o identificar a las personas involucradas en la comisión de algún delito relativo a dichas drogas, sustancias, equipos, materiales, bienes y ganancias, así como también prestar auxilio a autoridades extranjeras en esos mismos fines.
        

        
				
        
          3. El recurso a la entrega vigilada se hará caso por caso y, en el plano internacional, se adecuará a lo dispuesto en los tratados internacionales.
        

        
				
        
          Los jefes de las unidades orgánicas de la Policía Judicial centrales o de ámbito provincial o sus mandos superiores darán cuenta inmediata al Ministerio Fiscal sobre las autorizaciones que hubiesen otorgado de conformidad con el apartado 1 de este artículo y, si existiese procedimiento judicial abierto, al Juez de Instrucción competente.
        

        
				
        
          
            4. La interceptación y apertura de envíos postales sospechosos de contener estupefacientes y, en su caso, la posterior sustitución de la droga que hubiese en su interior se llevarán a cabo respetando en todo momento las garantías judiciales establecidas en el ordenamiento jurídico, con excepción de lo previsto en el artículo 584 de la presente Ley
            [180].
          
        

        
				
        
          264.
          El que por cualquier medio diferente de los mencionados tuviere conocimiento de la perpetración de algún delito de los que deben perseguirse de oficio, deberá denunciarlo al Ministerio Fiscal, al Tribunal competente o al Juez de Instrucción o
          Municipal,
          o funcionario de policía, sin que se entienda obligado por esto a probar los hechos denunciados ni a formalizar querella.
        

        
				
        
          
            El denunciador no contraerá en ningún caso otra responsabilidad que la correspondiente a los delitos que hubiese cometido por medio de la denuncia, o con su ocasión
            [181].
          
        

        
				
        
          265.
          Las denuncias podrán hacerse por escrito o de palabra, personalmente o por medio de mandatario con poder especial.
        

        
				
        
          266.
          La denuncia que se hiciere por escrito deberá estar firmada por el denunciador; y si no pudiere hacerlo, por otra persona a su ruego. La autoridad o funcionario que la recibiere rubricará y sellará todas las hojas a presencia del que la presentare, quien podrá también rubricarla por sí o por medio de otra persona a su ruego.
        

        
				
        
          267.
          Cuando la denuncia sea verbal, se extenderá un acta por la autoridad o funcionario que la recibiere, en la que, en forma de declaración, se expresarán cuantas noticias tenga el denunciante relativas al hecho denunciado y a sus circunstancias, firmándola ambos a continuación. Si el denunciante no pudiere firmar, lo hará otra persona a su ruego.
        

        
				
        
          268.
          El Juez, Tribunal, autoridad o funcionario que recibieren una denuncia verbal o escrita harán constar por la
          cédula personal
          
             
            [182]
            o por otros medios que reputen suficientes, la identidad de la persona del denunciador.
          
        

        
				
        
          Si éste lo exigiere, le darán un resguardo de haber formalizado la denuncia.
        

        
				
        
          269.
          Formalizada que sea la denuncia, se procederá o mandará proceder inmediatamente por el juez o funcionario a quien se hiciese a la comprobación del hecho denunciado, salvo que éste no revistiere carácter de delito, o que la denuncia fuere manifiestamente falsa. En cualquiera de estos dos casos, el Tribunal o funcionario se abstendrán de todo procedimiento, sin perjuicio de la responsabilidad en que incurran si desestimasen aquélla indebidamente.
        

        
				
        
          TÍTULO II
        

        
				
        
          De la querella
        

        
				
        
          270.
          
            Todos los ciudadanos españoles, hayan sido o no ofendidos por el delito, pueden querellarse, ejercitando la acción popular establecida en el artículo 101 de esta Ley
            [183].
          
        

        
				
        
          También pueden querellarse los extranjeros por los delitos cometidos contra sus personas o bienes o las personas o bienes de sus representados, previo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 280, si no estuvieren comprendidos en el último párrafo del 281.
        

        
				
        
          271.
          
            Los funcionarios del Ministerio Fiscal ejercitarán también, en forma de querella, las acciones penales en los casos en que estuvieren obligados con arreglo a lo dispuesto en el artículo 105
            [184].
          
        

        
				
        
          272.
          La querella se interpondrá ante el Juez de Instrucción competente.
        

        
				
        
          
            Si el querellado estuviere sometido por disposición especial de la Ley a determinado Tribunal, ante éste se interpondrá la querella
            [185].
          
        

        
				
        
          
            Lo mismo se hará cuando fueren varios los querellados por un mismo delito o por dos o más conexos
            [186]
            y alguno de aquéllos estuviere sometido excepcionalmente a un Tribunal que no fuere el llamado a conocer, por regla general, del delito.
          
        

        
				
        
          273.
          
            En los casos del artículo anterior, cuando se trate de un delito in fraganti
            [187]
            o de los que no dejan señales permanentes de su perpetración, o en que fuere de temer fundadamente la ocultación o fuga del presunto culpable, el particular que intentare querellarse del delito podrá acudir desde luego al Juez de Instrucción o
          
          Municipal
          
            que estuviere más próximo o a cualquier funcionario de policía, a fin de que se practiquen las primeras diligencias necesarias para hacer constar la verdad de los hechos y para detener al delincuente
            [188].
          
        

        
				
        
          274.
          El particular querellante, cualquiera que sea su fuero, quedará sometido, para todos los efectos del juicio por él promovido, al Juez de Instrucción o Tribunal competente para conocer del delito objeto de la querella.
        

        
				
        
          Pero podrá apartarse de la querella en cualquier tiempo, quedando, sin embargo, sujeto a las responsabilidades que pudieran resultarle por sus actos anteriores.
        

        
				
        
          275.
          Si la querella fuese por delito que no pueda ser perseguido sino a instancia de parte, se entenderá abandonada por el que la hubiere interpuesto cuando dejare de instar el procedimiento dentro de los diez días siguientes a la notificación del auto en que el Juez o el Tribunal así lo hubiese acordado.
        

        
				
        
          Al efecto, a los diez días de haberse practicado las últimas diligencias pedidas por el querellante, o de estar paralizada la causa por falta de instancia del mismo, mandará de oficio el Juez o Tribunal que conociere de los autos que aquél pida lo que convenga a su derecho en el término fijado en el párrafo anterior.
        

        
				
        
          276.
          Se tendrá también por abandonada la querella cuando, por muerte o por haberse incapacitado el querellante para continuar la acción, no compareciere ninguno de sus herederos o representantes legales a sostenerla dentro de los treinta días siguientes a la citación que al efecto se les hará dándoles conocimiento de la querella.
        

        
				
        
          277.
          
            La querella se presentará siempre por medio de procurador con poder bastante y suscrita por letrado
            [189].
          
        

        
				
        
          Se extenderá en papel de oficio, y en ella se expresará:
        

        
				
        
          1.º El Juez o Tribunal ante quien se presente.
        

        
				
        
          2.º El nombre, apellidos y vecindad del querellante.
        

        
				
        
          3.º El nombre, apellidos y vecindad del querellado.
        

        
				
        
          En el caso de ignorarse estas circunstancias, se deberá hacer la designación del querellado por las señas que mejor pudieran darle a conocer.
        

        
				
        
          4.º La relación circunstanciada del hecho, con expresión del lugar, año, mes, día y hora en que se ejecutó, si se supieren.
        

        
				
        
          5.º Expresión de las diligencias que se deberán practicar para la comprobación del hecho.
        

        
				
        
          6.º La petición de que se admita la querella, se practiquen las diligencias indicadas en el número anterior, se proceda a la detención y prisión del presunto culpable o a exigirle la fianza de libertad provisional, y se acuerde el embargo de sus bienes en la cantidad necesaria en los casos en que así proceda.
        

        
				
        
          7.º La firma del querellante o la de otra persona a su ruego si no supiere o no pudiere firmar cuando el procurador no tuviese poder especial para formular la querella.
        

        
				
        
          278.
          Si la querella tuviere por objeto algún delito de los que solamente pueden perseguirse a instancia de parte, excepto el de violación o rapto, acompañará también la certificación que acredite haberse celebrado o intentado el acto de conciliación entre querellante y querellado.
        

        
				
        
          
            Podrán, sin embargo, practicarse sin este requisito las diligencias de carácter urgente para la comprobación de los hechos o para la detención del delincuente, suspendiendo después el curso de los autos hasta que se acredite el cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior
            [190].
          
        

        
				
        
          279.
          
            En los delitos de calumnia o injuria causadas en juicio se presentará además la licencia del Juez o Tribunal que hubiese conocido de aquél, con arreglo a lo dispuesto en el Código Penal
            [191].
          
        

        
				
        
          280.
          
            El particular querellante prestará fianza de la clase y en la cuantía que fijare el Juez o Tribunal para responder de las resultas del juicio
            [192].
          
        

        
				
        
          281.
          Quedan exentos de cumplir lo dispuesto en el artículo anterior:
        

        
				
        
          1.º El ofendido y sus herederos o representantes legales.
        

        
				
        
          2.º En los delitos de asesinato o de homicidio, el viudo o viuda, los ascendientes y descendientes consanguíneos o afines, los colaterales consanguíneos o uterinos y afines hasta el segundo grado, los herederos de la víctima y los padres, madres e hijos
          naturales
          a quienes se refiere el número 3.º del artículo 261.
        

        
				
        
          La exención de fianza no es aplicable a los extranjeros si no les correspondiese en virtud de tratados internacionales o por el principio de reciprocidad.
        

        
				
        
          TÍTULO III
        

        
				
        
          
            De la Policía judicial
            [193]
          
        

        
				
        
          282.
          La Policía judicial tiene por objeto, y será obligación de todos los que la componen, averiguar los delitos públicos que se cometieren en su territorio o demarcación; practicar, según sus atribuciones, las diligencias necesarias para comprobarlos y descubrir a los delincuentes, y recoger todos los efectos, instrumentos o pruebas del delito de cuya desaparición hubiere peligro, poniéndolos a disposición de la Autoridad judicial.
        

        
				
        
          
            Si el delito fuere de los que sólo pueden perseguirse a instancia de parte legítima, tendrá la misma obligación expresada en el párrafo anterior si se les requiriere al efecto. La ausencia de denuncia no impedirá la práctica de las primeras diligencias de prevención y aseguramiento de los delitos relativos a la propiedad intelectual e industrial
            [194].
          
        

        
				
        
          282 bis.
          1. A los fines previstos en el artículo anterior y cuando se trate de investigaciones que afecten a actividades propias de la delincuencia organizada, el Juez de Instrucción competente o el Ministerio Fiscal, dando cuenta inmediata al Juez, podrán autorizar a funcionarios de la Policía judicial, mediante resolución fundada y teniendo en cuenta su necesidad a los fines de la investigación, a actuar bajo identidad supuesta y a adquirir y transportar los objetos, efectos e instrumentos del delito y diferir la incautación de los mismos. La identidad supuesta será otorgada por el Ministerio del Interior por el plazo de seis meses prorrogables por períodos de igual duración, quedando legítimamente habilitados para actuar en todo lo relacionado con la investigación concreta y a participar en el tráfico jurídico y social bajo tal identidad.
        

        
				
        
          La resolución por la que se acuerde deberá consignar el nombre verdadero del agente y la identidad supuesta con la que actuará en el caso concreto. La resolución será reservada y deberá conservarse fuera de las actuaciones con la debida seguridad.
        

        
				
        
          La información que vaya obteniendo el agente encubierto deberá ser puesta a la mayor brevedad posible en conocimiento de quien autorizó la investigación. Asimismo, dicha información deberá aportarse al proceso en su integridad y se valorará en conciencia por el órgano judicial competente.
        

        
				
        
          
            2. Los funcionarios de la Policía Judicial que hubieran actuado en una investigación con identidad falsa de conformidad a lo previsto en el apartado 1, podrán mantener dicha identidad cuando testifiquen en el proceso que pudiera derivarse de los hechos en que hubieran intervenido, y siempre que así se acuerde mediante resolución judicial motivada, siéndole también de aplicación lo previsto en la Ley Orgánica 19/1994, de 23 de diciembre
            [195].
          
        

        
				
        
          Ningún funcionario de la Policía Judicial podrá ser obligado a actuar como agente encubierto.
        

        
				
        
          3. Cuando las actuaciones de investigación puedan afectar a los derechos fundamentales, el agente encubierto deberá solicitar del órgano judicial competente las autorizaciones que, al respecto, establezca la Constitución y la Ley, así como cumplir las demás previsiones legales aplicables.
        

        
				
        
          4. A los efectos señalados en el apartado 1 de este artículo, se considerará como delincuencia organizada la asociación de tres o más personas para realizar, de forma permanente o reiterada, conductas que tengan como fin cometer alguno o algunos de los delitos siguientes:
        

        
				
        
          a)
          Delitos de obtención, trafico ilícito de órganos humanos y trasplante de los mismos, previstos en el artículo 156 bis del Código Penal.
        

        
				
        
          b)
          Delito de secuestro de personas previsto en los artículos 164 a 166 del Código Penal.
        

        
				
        
          c)
          Delito de trata de seres humanos previsto en el artículo 177 bis del Código Penal.
        

        
				
        
          d)
          Delitos relativos a la prostitución previstos en los artículos 187 a 189 del Código Penal.
        

        
				
        
          e)
          Delitos contra el patrimonio y contra el orden socioeconómico previstos en los artículos 237, 243, 244, 248 y 301 del Código Penal.
        

        
				
        
          f)
          Delitos relativos a la propiedad intelectual e industrial previstos en los artículos 270 a 277 del Código Penal.
        

        
				
        
          g)
          Delitos contra el derecho de los trabajadores previstos en los artículos 312 y 313 del Código Penal.
        

        
				
        
          h)
          Delitos contra los derechos de los ciudadanos extranjeros previstos en el artículo 318 bis del Código Penal.
        

        
				
        
          i)
          Delitos de tráfico de especies de flora o fauna amenazada previstos en los artículos 332 y 334 del Código Penal.
        

        
				
        
          j)
          Delito de tráfico de material nuclear y radiactivo previsto en el artículo 345 del Código Penal.
        

        
				
        
          k)
          Delitos contra la salud pública previstos en los artículos 368 a 373 del Código Penal.
        

        
				
        
          l)
          Delitos de falsificación de moneda, previstos en el artículo 386 del Código Penal, y de falsificación de tarjetas de crédito o débito o cheques de viaje, previsto en el artículo 399 bis del Codigo Penal.
        

        
				
        
          m)
          Delito de tráfico y depósito de armas, municiones o explosivos previsto en los artículos 566 a 568 del Código Penal.
        

        
				
        
          n)
          Delitos de terrorismo previstos en los artículos 572 a 578 del Código Penal.
        

        
				
        
          o)
          
            Delitos contra el patrimonio histórico previstos en el artículo 2.1.e de la Ley Orgánica 12/1995, de 12 de diciembre, de represión del contrabando
            [196].
          
        

        
				
        
          5. El agente encubierto estará exento de responsabilidad criminal por aquellas actuaciones que sean consecuencia necesaria del desarrollo de la investigación, siempre que guarden la debida proporcionalidad con la finalidad de la misma y no constituyan una provocación al delito.
        

        
				
        
          
            Para poder proceder penalmente contra el mismo por las actuaciones realizadas a los fines de la investigación, el juez competente para conocer la causa deberá, tan pronto tenga conocimiento de la actuación de algún agente encubierto en la misma, requerir informe relativo a tal circunstancia de quien hubiere autorizado la identidad supuesta, en atención al cual resolverá lo que a su criterio proceda
            [197].
          
        

        
				
        
          283.
          
            Constituirán la Policía Judicial y serán auxiliares de los Jueces y Tribunales competentes en materia penal y del Ministerio Fiscal, quedando obligados a seguir las instrucciones que de aquellas autoridades reciban a efectos de la investigación de los delitos y persecución de los delincuentes
            [198]:
          
        

        
				
        
          Primero. Las autoridades administrativas encargadas de la seguridad pública y de la persecución de todos los delitos o de algunos especiales.
        

        
				
        
          Segundo. Los empleados o subalternos de la Policía de Seguridad, cualquiera que sea su denominación.
        

        
				
        
          Tercero. Los alcaldes, tenientes de alcalde y alcaldes de barrio.
        

        
				
        
          Cuarto. Los jefes, oficiales e individuos de la Guardia Civil o de cualquier otra fuerza destinada a la persecución de malhechores.
        

        
				
        
          Quinto. Los serenos, celadores y cualesquiera otros agentes municipales de policía urbana o rural.
        

        
				
        
          Sexto. Los guardas de montes, campos y sembrados, jurados o confirmados por la Administración.
        

        
				
        
          Séptimo. Los funcionarios del Cuerpo
          especial de Prisiones.
        

        
				
        
          Octavo. Los agentes judiciales y los subalternos de los Tribunales y Juzgados.
        

        
				
        
          Noveno. El personal dependiente de la Jefatura Central de Tráfico, encargado de la investigación técnica de los accidentes.
        

        
				
        
          284.
          Inmediatamente que los funcionarios de Policía Judicial tuvieren conocimiento de un delito público o fueren requeridos para prevenir la instrucción de diligencias por razón de algún delito privado, lo participarán a la Autoridad judicial o al representante del Ministerio Fiscal, si pudieren hacerlo sin cesar en la práctica de las diligencias de prevención.
        

        
				
        
          En otro caso, lo harán así que las hubieren terminado.
        

        
				
        
          285.
          Si concurriere algún funcionario de Policía Judicial de categoría superior a la del que estuviese actuando, deberá éste darle conocimiento de cuanto hubiese practicado, poniéndose desde luego a su disposición.
        

        
				
        
          286.
          Cuando el Juez de Instrucción o el
          Municipal
          se presentaren a formar el sumario, cesarán las diligencias de prevención que estuviere practicando cualquier Autoridad o agente de policía; debiendo éstos entregarlas en el acto a dicho juez, así como los efectos relativos al delito que se hubiesen recogido, y poniendo a su disposición a los detenidos, si los hubiese.
        

        
				
        
          287.
          Los funcionarios que constituyen la Policía Judicial practicarán sin dilación, según sus atribuciones respectivas, las diligencias que los funcionarios del Ministerio Fiscal les encomienden para la comprobación del delito y averiguación de los delincuentes y todas las demás que durante el curso de la causa les encargaren los Jueces de Instrucción y
          Municipales
          .
        

        
				
        
          288.
          El Ministerio Fiscal, los Jueces de Instrucción y los
          Municipales
          
            podrán entenderse directamente con los funcionarios de Policía Judicial, cualquiera que sea su categoría, para todos los efectos de este título; pero si el servicio que de ellos exigiesen admitiese espera, deberán acudir al superior respectivo del funcionario de Policía Judicial, mientras no necesitasen del inmediato auxilio de éste
            [199].
          
        

        
				
        
          289.
          El funcionario de Policía Judicial que por cualquier causa no pueda cumplir el requerimiento o la orden que hubiese recibido del Ministerio Fiscal, del Juez de Instrucción, del juez
          Municipal,
          
            o de la autoridad o agente que hubiese prevenido las primeras diligencias, lo pondrá inmediatamente en conocimiento del que haya hecho el requerimiento o dado la orden para que provea de otro modo a su ejecución
            [200].
          
        

        
				
        
          290.
          Si la causa no fuere legítima, el que hubiese dado la orden o hecho el requerimiento lo pondrá en conocimiento del superior jerárquico del que se excuse para que le corrija disciplinariamente, a no ser que hubiere incurrido en mayor responsabilidad con arreglo a las leyes.
        

        
				
        
          El superior jerárquico comunicará a la autoridad o funcionario que le hubiere dado la queja la resolución que adopte respecto de su subordinado.
        

        
				
        
          291.
          El jefe de cualquier fuerza pública que no pudiere prestar el auxilio que por los Jueces de Instrucción o
          Municipales
          o por un funcionario de Policía Judicial le fuere pedido se atendrá también a lo dispuesto en el artículo 289.
        

        
				
        
          El que hubiere hecho el requerimiento lo pondrá en conocimiento del jefe superior inmediato del que se excusare en la forma y para el objeto expresado en los párrafos del artículo anterior.
        

        
				
        
          292.
          Los funcionarios de Policía Judicial extenderán, bien en papel sellado, bien en papel común, un atestado de las diligencias que practiquen, en el cual especificarán con la mayor exactitud los hechos por ellos averiguados, insertando las declaraciones e informes recibidos y anotando todas las circunstancias que hubiesen observado y pudiesen ser prueba o indicio del delito.
        

        
				
        
          
            La Policía Judicial remitirá con el atestado un informe dando cuenta de las detenciones anteriores y de la existencia de requisitorias para su llamamiento y busca cuando así conste en sus bases de datos
            [201].
          
        

        
				
        
          293.
          El atestado será firmado por el que lo haya extendido, y si usare sello lo estampará con su rúbrica en todas las hojas.
        

        
				
        
          Las personas presentes, peritos y testigos que hubieren intervenido en las diligencias relacionadas en el atestado serán invitadas a firmarlo en la parte a ellos referente. Si no lo hicieren, se expresará la razón.
        

        
				
        
          294.
          Si no pudiere redactar el atestado el funcionario a quien correspondiese hacerlo, se sustituirá por una relación verbal circunstanciada, que reducirá a escrito de un modo fehaciente el funcionario del Ministerio Fiscal, el Juez de Instrucción o el
          Municipal
          a quien deba presentarse el atestado, manifestándose el motivo de no haberse redactado en la forma ordinaria.
        

        
				
        
          295.
          En ningún caso, salvo el de fuerza mayor, los funcionarios de Policía Judicial podrán dejar transcurrir más de veinticuatro horas sin dar conocimiento a la Autoridad judicial o al Ministerio Fiscal de las diligencias que hubieren practicado.
        

        
				
        
          Los que infrinjan esta disposición serán corregidos disciplinariamente con multa de 250 a 1.000 pesetas, si la omisión no mereciere la calificación de delito, y al propio tiempo será considerada dicha infracción como falta grave la primera vez y como falta muy grave las siguientes.
        

        
				
        
          
            Los que, sin exceder el tiempo de las veinticuatro horas, demorasen más de lo necesario el dar conocimiento, serán corregidos disciplinariamente con una multa de 100 a 350 pesetas, y además esta infracción constituirá a efectos del expediente personal del interesado, falta leve la primera vez, grave las dos siguientes y muy grave las restantes
            [202].
          
        

        
				
        
          296.
          Cuando hubieren practicado diligencias por orden o requerimiento de la Autoridad judicial o del Ministerio Fiscal, comunicarán el resultado obtenido en los plazos que en la orden o en el requerimiento se hubiesen fijado.
        

        
				
        
          297.
          Los atestados que redactaren y las manifestaciones que hicieren los funcionarios de Policía Judicial, a consecuencia de las averiguaciones que hubiesen practicado, se considerarán denuncias para los efectos legales.
        

        
				
        
          
            Las demás declaraciones que prestaren deberán ser firmadas, y tendrán el valor de declaraciones testificales en cuanto se refieran a hechos de conocimiento propio
            [203].
          
        

        
				
        
          En todo caso, los funcionarios de Policía Judicial están obligados a observar estrictamente las formalidades legales en cuantas diligencias practiquen, y se abstendrán bajo su responsabilidad de usar medios de averiguación que la Ley no autorice.
        

        
				
        
          298.
          Los jueces de instrucción y los fiscales calificarán en un registro reservado el comportamiento de los funcionarios que bajo su inspección prestan servicios de Policía Judicial; y cada semestre, con referencia a dicho registro, comunicarán a los superiores de cada uno de aquéllos, para los efectos a que hubiere lugar, la calificación razonada de su comportamiento.
        

        
				
        
          
            Cuando los funcionarios de Policía Judicial que hubieren de ser corregidos disciplinariamente con arreglo a esta Ley fuesen de categoría superior a la de la Autoridad judicial o fiscal que entendiesen en las diligencias en que se hubiere cometido la falta, se abstendrán éstos de imponer por sí mismos la corrección, limitándose a poner lo ocurrido en conocimiento del jefe inmediato del que debiere ser corregido
            [204].
          
        

        
				
        
          TÍTULO IV
        

        
				
        
          De la instrucción
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Del sumario y de las autoridades competentes para instruirlo
        

        
				
        
          299.
          Constituyen el sumario las actuaciones encaminadas a preparar el juicio y practicadas para averiguar y hacer constar la perpetración de los delitos con todas las circunstancias que puedan influir en su calificación y la culpabilidad de los delincuentes, asegurando sus personas y las responsabilidades pecuniarias de los mismos.
        

        
				
        
          300.
          
            Cada delito de que conozca la Autoridad judicial será objeto de un sumario. Los delitos conexos se comprenderán, sin embargo, en un solo proceso
            [205].
          
        

        
				
        
          301.
          Las diligencias del sumario serán secretas hasta que se abra el juicio oral, con las excepciones determinadas en la presente Ley.
        

        
				
        
          
            El abogado o procurador de cualquiera de las partes que revelare indebidamente el secreto del sumario será corregido con multa de 250 a 2.500 pesetas
            [206].
          
        

        
				
        
          En la misma multa incurrirá cualquier otra persona que no siendo funcionario público cometa la misma falta.
        

        
				
        
          
            El funcionario público, en el caso de los párrafos anteriores, incurrirá en la responsabilidad que el Código Penal señale en su lugar respectivo
            [207].
          
        

        
				
        
          302.
          Las partes personadas podrán tomar conocimiento de las actuaciones e intervenir en todas las diligencias del procedimiento.
        

        
				
        
          
            Sin embargo, de lo dispuesto en el párrafo anterior, si el delito fuere público, podrá el Juez de Instrucción, a propuesta del Ministerio Fiscal, de cualquiera de las partes personadas o de oficio, declararlo, mediante auto, total o parcialmente secreto para todas las partes personadas, por tiempo no superior a un mes y debiendo alzarse necesariamente el secreto con diez días de antelación a la conclusión del sumario
            [208].
          
        

        
				
        
          303.
          La formación del sumario, ya empiece de oficio, ya a instancia de parte, corresponderá a los Jueces de Instrucción por los delitos que se cometan dentro de su partido o demarcación respectiva y, en su defecto, a los demás de la misma ciudad o población, cuando en ella hubiere más de uno, y a prevención con ellos o por su delegación, a los jueces
          
            municipales
            [209]
          
          .
        

        
				
        
          
            Esta disposición no es aplicable a las causas encomendadas especialmente por la Ley orgánica a determinados Tribunales, pues para ellas podrán éstos nombrar un juez instructor especial, o autorizar al ordinario para el seguimiento del sumario
            [210].
          
        

        
				
        
          El nombramiento de juez instructor únicamente podrá recaer en un magistrado del mismo Tribunal, o en un funcionario del orden judicial en activo servicio de los existentes dentro del territorio de dicho Tribunal. Una vez designado, obrará con jurisdicción propia e independiente.
        

        
				
        
          Cuando el instructor fuese un magistrado, podrá delegar sus funciones, en caso de imprescindible necesidad, en el Juez de Instrucción del punto donde hayan de practicarse las diligencias.
        

        
				
        
          
            Cuando el delito fuese por su naturaleza de aquellos que solamente pueden cometerse por autoridades o funcionarios sujetos a un fuero superior, los Jueces de Instrucción ordinarios, en casos urgentes, podrán acordar las medidas de precaución necesarias para evitar su ocultación; pero remitirán las diligencias en el término más breve posible, que en ningún caso podrá exceder de tres días, al Tribunal competente, el cual resolverá sobre la incoación del sumario, y, en su día, sobre si ha o no lugar al procesamiento de la autoridad o funcionario inculpados
            [211].
          
        

        
				
        
          304.
          Las Salas de gobierno de las
          Audiencias territoriales
          podrán nombrar también un juez instructor especial cuando las causas versen sobre delitos cuyas extraordinarias circunstancias, o las de lugar y tiempo de su ejecución, o de las personas que en ellos hubiesen intervenido como ofensores u ofendidos motivaren fundadamente el nombramiento de aquél para la más acertada investigación o para la más segura comprobación de los hechos.
        

        
				
        
          Las facultades de las Salas de gobierno serán extensivas a las causas procedentes de las Audiencias comprendidas dentro de su demarcación, y los nombramientos deberán recaer en los mismos funcionarios expresados en el artículo anterior de entre los existentes en el territorio, prefiriendo, a ser posible, uno de los magistrados de la misma, cuando no fuere autorizado el juez instructor ordinario para el seguimiento del sumario.
        

        
				
        
          Lo mismo las Salas de gobierno que los Tribunales, cuando hagan uso de la facultad expresada en éste y en el precedente artículo, darán cuenta motivada al Ministerio de
          Gracia
          y Justicia.
        

        
				
        
          Igual facultad tendrá la Sala de gobierno del Tribunal Supremo para designar cuando proceda juez especial que conozca de delito o delitos cometidos en lugares pertenecientes a la jurisdicción de más de una
          Audiencia territorial
          o en aquellos casos en que por las circunstancias del hecho lo estimare conveniente la mencionada Sala, debiendo recaer el nombramiento en cualquier funcionario del servicio activo de la carrera judicial.
        

        
				
        
          
            La competencia para la respectiva Audiencia a que deba el proceso ser sometido después de concluido el sumario, se atribuirá por las reglas del artículo 18 de esta Ley
            [212].
          
        

        
				
        
          305.
          El nombramiento de jueces especiales de instrucción que se haga conforme a los artículos anteriores será y habrá de entenderse sólo para la instrucción del sumario con todas sus incidencias. Terminado éste, se remitirá por el juez especial al Tribunal a quien, según las disposiciones vigentes, corresponda el conocimiento de la causa, para que la prosiga y falle con arreglo a derecho.
        

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          De la formación del sumario
        

        
				
        
          306.
          Conforme a lo dispuesto en el capítulo anterior, los Jueces de Instrucción formarán los sumarios de los delitos públicos bajo la inspección directa del fiscal del Tribunal competente.
        

        
				
        
          La inspección será ejercida, bien constituyéndose el fiscal por sí o por medio de sus auxiliares al lado del juez instructor, bien por medio de testimonios en relación, suficientemente expresivos, que le remitirá el juez instructor periódicamente y cuantas veces se los reclame, pudiendo en este caso el fiscal hacer presente sus observaciones en atenta comunicación y formular sus pretensiones por requerimientos igualmente atentos. También podrá delegar sus funciones en los fiscales
          
            municipales
            [213]
          
          .
        

        
				
        
          
            Tan pronto como se ordene la incoación del procedimiento para las causas ante el Tribunal del Jurado, se pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal quien comparecerá e intervendrá en cuantas actuaciones se lleven a cabo ante aquél
            [214].
          
        

        
				
        
          
            Cuando en los órganos judiciales existan los medios técnicos precisos, el fiscal podrá intervenir en las actuaciones de cualquier procedimiento penal, incluida la comparecencia del artículo 505, mediante videoconferencia u otro sistema similar que permita la comunicación bidireccional y simultánea de la imagen y el sonido
            [215].
          
        

        
				
        
          307.
          En el caso de que el Juez
          Municipal
          comenzare a instruir las primeras diligencias del sumario, practicadas que sean las más urgentes y todas las que el Juez de Instrucción le hubiere prevenido, le remitirá la causa, que nunca podrá retener más de tres días.
        

        
				
        
          308.
          Inmediatamente que los Jueces de instrucción o de Paz, en su caso, tuvieren noticia de la perpetración de un delito, el Secretario judicial lo pondrá en conocimiento del Fiscal de la respectiva Audiencia, y dará, además, parte al Presidente de ésta de la formación del sumario, en relación sucinta, suficientemente expresiva del hecho, de sus circunstancias y de su autor, dentro de los dos días siguientes al en que hubieren principiado a instruirle.
        

        
				
        
          
            Los Jueces de Paz darán cuenta inmediata de la prevención de las diligencias al de Instrucción a quien corresponda
            [216].
          
        

        
				
        
          309.
          
            Si la persona contra quien resultaren cargos fuere alguna de las sometidas en virtud de disposición especial de la Ley Orgánica a un Tribunal excepcional, practicadas las primeras diligencias y antes de dirigir el procedimiento contra aquélla, esperará las órdenes del Tribunal competente a los efectos de lo prevenido en el párrafo segundo y última parte del quinto del artículo 303 de esta Ley
            [217].
          
        

        
				
        
          
            Si el delito fuere de los que dan motivo a la prisión preventiva con arreglo a lo dispuesto en esta Ley y el presunto culpable hubiese sido sorprendido in fraganti, podrá ser desde luego detenido y preso, si fuere necesario, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo precedente
            [218].
          
        

        
				
        
          309 bis.
          
            Cuando de los términos de la denuncia o de la relación circunstanciada del hecho en la querella, así como cuando de cualquier actuación procesal, resulte contra persona o personas determinadas la imputación de un delito, cuyo enjuiciamiento venga atribuido al Tribunal del Jurado
            [219], procederá el juez a la incoación del procedimiento previsto en su ley reguladora, en el que, en la forma que en ella se establece, se pondrá inmediatamente aquella imputación en conocimiento de los presuntamente inculpados.
          
        

        
				
        
          
            El Ministerio Fiscal, demás partes personadas, y el imputado en todo caso, podrán instarlo así, debiendo el juez resolver en plazo de una audiencia. Si no lo hiciere, o desestimare la petición, las partes podrán recurrir directamente en queja ante la Audiencia provincial que resolverá antes de ocho días, recabando el informe del instructor por el medio más rápido
            [220].
          
        

        
				
        
          310.
          Los Jueces de Instrucción podrán delegar en los
          Municipales
          
            la práctica de todos los actos y diligencias que esta Ley no reserve exclusivamente a los primeros cuando alguna causa justificada les impida practicarlos por sí. Pero procurarán hacer uso moderado de esta facultad, y el Tribunal inmediato superior cuidará de impedir y corregir la frecuencia injustificada de estas delegaciones
            [221].
          
        

        
				
        
          311.
          El juez que instruya el sumario practicará las diligencias que le propusieran el Ministerio Fiscal o cualquiera de las partes personadas si no las considera inútiles o perjudiciales.
        

        
				
        
          Contra el auto denegatorio de las diligencias pedidas podrá interponerse recurso de apelación, que será admitido en un solo efecto para ante la respectiva Audiencia o Tribunal competente.
        

        
				
        
          
            Cuando el fiscal no estuviere en la misma localidad que el Juez de Instrucción, en vez de apelar, recurrirá en queja al tribunal competente, acompañando al efecto testimonio de las diligencias sumariales que conceptúe necesarias, cuyo testimonio deberá facilitarle el Juez de Instrucción, y, previo informe del mismo, acordará el Tribunal lo que estime procedente
            [222].
          
        

        
				
        
          312.
          
            Cuando se presentare querella, el Juez de Instrucción, después de admitirla si fuere procedente, mandará practicar las diligencias que en ella se propusieren, salvo las que considere contrarias a las leyes o innecesarias o perjudiciales para el objeto de la querella, las cuales denegará en resolución motivada
            [223].
          
        

        
				
        
          313.
          Desestimará en la misma forma la querella cuando los hechos en que se funde no constituyan delito, o cuando no se considere competente para instruir el sumario objeto de la misma.
        

        
				
        
          
            Contra el auto a que se refiere este artículo procederá el recurso de apelación, que será admisible en ambos efectos
            [224].
          
        

        
				
        
          314.
          Las diligencias pedidas y denegadas en el sumario podrán ser propuestas de nuevo en el juicio oral.
        

        
				
        
          315.
          El juez hará constar cuantas diligencias se practicaren a instancia de parte.
        

        
				
        
          
            De las ordenadas de oficio solamente constarán en el sumario aquellas cuyo resultado fuere conducente al objeto del mismo
            [225].
          
        

        
				
        
          
            316. [.......]
            [226]
          
          .
        

        
				
        
          317.
          El Juez
          Municipal
          tendrá las mismas facultades que el de Instrucción para no comunicar al querellante particular las actuaciones que practicare.
        

        
				
        
          318.
          Sin embargo, del deber impuesto a los Jueces
          Municipales
          de instruir en su caso las primeras diligencias de los sumarios, cuando el Juez de Instrucción tuviere noticia de algún delito que revista carácter de gravedad, o cuya comprobación fuere difícil por circunstancias especiales, o que hubiese causado alarma, se trasladará inmediatamente al lugar del delito y procederá a formar el sumario, haciéndose cargo de las actuaciones que hubiese practicado el Juez
          Municipal,
          
            y recibiendo las averiguaciones y datos que le suministren los funcionarios de la Policía Judicial. Permanecerá en dicho lugar el tiempo necesario para practicar todas las diligencias cuya dilación pudiera ofrecer inconvenientes
            [227].
          
        

        
				
        
          319.
          
            Cuando el fiscal de la respectiva Audiencia tuviere conocimiento de la perpetración de alguno de los delitos expresados en el artículo anterior, deberá trasladarse personalmente, o acordar que se traslade al lugar del suceso alguno de sus subordinados para contribuir con el Juez de Instrucción al mejor y más pronto esclarecimiento de los hechos, si otras ocupaciones tanto o más graves no lo impidieren, sin perjuicio de proceder de igual manera en cualquier otro caso en que lo conceptuare conveniente
            [228].
          
        

        
				
        
          320.
          
            La intervención del actor civil en el sumario se limitará a procurar la práctica de aquellas diligencias que puedan conducir al mejor éxito de su acción, apreciadas discrecionalmente por el juez instructor
            [229].
          
        

        
				
        
          321.
          Los Jueces de Instrucción formarán el sumario ante sus secretarios.
        

        
				
        
          
            En casos urgentes y extraordinarios, faltando éstos, podrán proceder con la intervención de un notario o de dos hombres buenos mayores de edad, que sepan leer y escribir, los cuales jurarán guardar fidelidad y secreto
            [230].
          
        

        
				
        
          322.
          Las diligencias del sumario que hayan de practicarse fuera de la circunscripción del Juez de Instrucción o del término del Juez
          Municipal
          
            que las ordenaren tendrán lugar en la forma que determina el título VIII del libro I
            [231], y serán reservadas para todos los que no deban intervenir en ellas.
          
        

        
				
        
          323.
          
            Sin embargo, de lo dispuesto en el artículo anterior, cuando el lugar en que se hubiere de practicar alguna diligencia del sumario estuviese fuera de la jurisdicción del juez instructor, pero en lugar próximo al punto en que éste se hallare, y hubiese peligro en demorar aquélla, podrá ejecutarla por sí mismo, dando inmediato aviso al juez competente
            [232].
          
        

        
				
        
          324.
          
            Cuando al mes de haberse incoado un sumario no se hubiere terminado, el Secretario judicial dará parte cada semana a los mismos a quienes lo haya dado al principiarse aquél, de las causas que hubiesen impedido su conclusión
            [233].
          
        

        
				
        
          Con vista de cada uno de estos partes, los Presidentes a quienes se hubiesen remitido y el Tribunal competente acordarán, según sus respectivas atribuciones, lo que consideren oportuno para la más pronta terminación del sumario.
        

        
				
        
          Sin perjuicio de lo dispuesto en este artículo, los Jueces de Instrucción están obligados a dar a los fiscales de las Audiencias cuantas noticias les pidieren, fuera de estos términos, sobre el estado y adelantos de los sumarios.
        

        
				
        
          325.
          
            El juez, de oficio o a instancia de parte, por razones de utilidad, seguridad o de orden público, así como en aquellos supuestos en que la comparecencia de quien haya de intervenir en cualquier tipo de procedimiento penal como imputado, testigo, perito, o en otra condición resulte particularmente gravosa o perjudicial, podrá acordar que la comparecencia se realice a través de videoconferencia u otro sistema similar que permita la comunicación bidireccional y simultánea de la imagen y el sonido, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial
            [234].
          
        

        
				
        
          TÍTULO V
        

        
				
        
          De la comprobación del delito y averiguación del delincuente
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          
            De la inspección ocular
            [235]
          
        

        
				
        
          326.
          
            Cuando el delito que se persiga haya dejado vestigios o pruebas materiales de su perpetración, el Juez instructor o el que haga sus veces ordenará que se recojan y conserven para el juicio oral si fuere posible, procediendo al efecto a la inspección ocular y a la descripción de todo aquello que pueda tener relación con la existencia y naturaleza del hecho
            [236].
          
        

        
				
        
          A este fin, hará consignar en los autos la descripción del lugar del delito, el sitio y estado en que se hallen los objetos que en él se encuentren, los accidentes del terreno o situación de las habitaciones y todos los demás detalles que puedan utilizarse, tanto para la acusación como para la defensa.
        

        
				
        
          
            Cuando se pusiera de manifiesto la existencia de huellas o vestigios cuyo análisis biológico pudiera contribuir al esclarecimiento del hecho investigado, el Juez de Instrucción adoptará u ordenará a la Policía Judicial o al médico forense que adopte las medidas necesarias para que la recogida, custodia y examen de aquellas muestras se verifique en condiciones que garanticen su autenticidad, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 282
            [237].
          
        

        
				
        
          327.
          Cuando fuere conveniente para mayor claridad o comprobación de los hechos, se levantará el plano del lugar suficientemente detallado, o se hará el retrato de las personas que hubiesen sido objeto del delito, o la copia o diseño de los efectos o instrumentos del mismo que se hubiesen hallado.
        

        
				
        
          328.
          
            Si se tratare de un robo o de cualquier otro delito cometido con fractura, escalamiento o violencia, el juez instructor deberá describir los vestigios que haya dejado y consultará el parecer de peritos sobre la manera, instrumentos, medios o tiempo de la ejecución del delito
            [238].
          
        

        
				
        
          329.
          
            Para llevar a efecto lo dispuesto en los artículos anteriores, podrá ordenar el juez instructor que no se ausenten durante la diligencia de descripción las personas que hubieren sido halladas en el lugar del delito y que comparezcan, además, inmediatamente las que se encontraren en cualquier otro sitio próximo, recibiendo a todas separadamente la oportuna declaración
            [239].
          
        

        
				
        
          330.
          Cuando no hayan quedado huellas o vestigios del delito que hubiese dado ocasión al sumario, el juez instructor averiguará y hará constar, siendo posible, si la desaparición de las pruebas materiales ha ocurrido natural, casual o intencionadamente, y las causas de la misma o los medios que para ello se hubieren empleado, procediendo seguidamente a recoger y consignar en el sumario las pruebas de cualquier clase que se puedan adquirir acerca de la perpetración del delito.
        

        
				
        
          331.
          Cuando el delito fuere de los que no dejan huellas de su perpetración, el juez instructor procurará hacer constar por declaraciones de testigos y por los demás medios de comprobación la ejecución del delito y sus circunstancias, así como la preexistencia de la cosa cuando el delito hubiese tenido por objeto la sustracción de la misma.
        

        
				
        
          332.
          Todas las diligencias comprendidas en este capítulo se extenderán por escrito en el acto mismo de la inspección ocular, y serán firmadas por el juez instructor, el fiscal, si asistiere al acto, el secretario y las personas que se hallaren presentes.
        

        
				
        
          333.
          Cuando al practicarse las diligencias enumeradas en los artículos anteriores hubiese alguna persona declarada procesada como presunta autora del hecho punible, podrá presenciarlas, ya sola, ya asistida del defensor que eligiese o le fuese nombrado de oficio, si así lo solicitara; uno y otro podrán hacer en el acto las observaciones que estimen pertinentes, las cuales se consignarán por diligencia si no fuesen aceptadas.
        

        
				
        
          
            Al efecto el Secretario judicial pondrá en conocimiento del procesado el acuerdo relativo a la práctica de la diligencia con la anticipación que permita su índole y no se suspenderá por la falta de comparecencia del procesado o de su defensor. Igual derecho asiste a quien se halle privado de libertad en razón de estas diligencias
            [240].
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          Del cuerpo del delito
        

        
				
        
          334.
          
            El Juez instructor ordenará recoger en los primeros momentos las armas, instrumentos o efectos de cualquiera clase que puedan tener relación con el delito y se hallen en el lugar en que éste se cometió, o en sus inmediaciones, o en poder del reo, o en otra parte conocida. El Secretario judicial extenderá diligencia expresiva del lugar, tiempo y ocasión en que se encontraren, describiéndolos minuciosamente para que se pueda formar idea cabal de los mismos y de las circunstancias de su hallazgo
            [241].
          
        

        
				
        
          
            La diligencia será firmada por la persona en cuyo poder fueren hallados, notificándose a la misma el auto en que se mande recogerlos
            [242].
          
        

        
				
        
          335.
          Siendo habida la persona o cosa objeto del delito, el juez instructor describirá detalladamente su estado y circunstancias, y especialmente todas las que tuviesen relación con el hecho punible.
        

        
				
        
          
            Si por tratarse de delito de falsificación cometida en documentos o efectos existentes en dependencias de las Administraciones Públicas hubiere imprescindible necesidad de tenerlos a la vista para su reconocimiento pericial y examen por parte del Juez o Tribunal, el Secretario judicial los reclamará a las correspondientes Autoridades, sin perjuicio de devolverlos a los respectivos Centros oficiales después de terminada la causa
            [243].
          
        

        
				
        
          336.
          En los casos de los dos artículos anteriores ordenará también el juez el reconocimiento por peritos, siempre que esté indicado para apreciar mejor la relación con el delito, de los lugares, armas, instrumentos y efectos a que dichos artículos se refieren, haciéndose constar por diligencia el reconocimiento y el informe pericial.
        

        
				
        
          A esta diligencia podrán asistir también el procesado y su defensor en los términos expresados en el artículo 333.
        

        
				
        
          337.
          
            Cuando en el acto de describir la persona o cosa objeto del delito y los lugares, armas, instrumentos o efectos relacionados con el mismo, estuvieren presentes o fueren conocidas personas que puedan declarar acerca del modo y forma con que aquél hubiese sido cometido, y de las causas de las alteraciones que se observaren en dichos lugares, armas, instrumentos o efectos, o acerca de su estado anterior, serán examinadas inmediatamente después de la descripción, y sus declaraciones se considerarán como complemento de ésta
            [244].
          
        

        
				
        
          338.
          
            Sin perjuicio de lo establecido en el Capítulo II bis del presente título, los instrumentos, armas y efectos a que se refiere el artículo 334 se recogerán de tal forma que se garantice su integridad y el Juez acordará su retención, conservación o envío al organismo adecuado para su depósito
            [245].
          
        

        
				
        
          339.
          
            Si fuere conveniente recibir algún informe pericial sobre los medios empleados para la desaparición del cuerpo del delito, o sobre las pruebas de cualquier clase que en su defecto se hubiesen recogido, el juez lo ordenará inmediatamente del modo prevenido en el capítulo VII de este mismo título
            [246].
          
        

        
				
        
          340.
          
            Si la instrucción tuviere lugar por causa de muerte violenta o sospechosa de criminalidad, antes de proceder al enterramiento del cadáver o inmediatamente después de su exhumación, hecha la descripción ordenada en el artículo 335, se identificará por medio de testigos que, a la vista del mismo, den razón satisfactoria de su conocimiento
            [247].
          
        

        
				
        
          341.
          No habiendo testigos de conocimiento, si el estado del cadáver lo permitiere, se expondrá al público antes de practicarse la autopsia, por tiempo a lo menos de veinticuatro horas, expresando en un cartel, que se fijará a la puerta del depósito de cadáveres, el sitio, hora y día en que aquél se hubiese hallado y el juez que estuviese instruyendo el sumario, a fin de que quien tenga algún dato que pueda contribuir al reconocimiento del cadáver o al esclarecimiento del delito y de sus circunstancias lo comunique al juez instructor.
        

        
				
        
          342.
          
            Cuando a pesar de tales prevenciones no fuere el cadáver reconocido, ordenará el Juez que se recojan todos los efectos personales con que se le hubiere encontrado, a fin de que puedan servir oportunamente para hacer la identificación
            [248].
          
        

        
				
        
          343.
          
            En los sumarios a que se refiere el artículo 340, aun cuando por la inspección exterior pueda presumirse la causa de la muerte, se procederá a la autopsia del cadáver por los médicos forenses o, en su caso, por los que el juez designe, los cuales, después de describir exactamente dicha operación, informarán sobre el origen del fallecimiento y sus circunstancias
            [249].
          
        

        
				
        
          
            Para practicar la autopsia se observará lo dispuesto en el artículo 353
            [250].
          
        

        
				
        
          344.
          
            Con el nombre de médico forense habrá en cada Juzgado de instrucción un facultativo encargado de auxiliar a la administración de justicia en todos los casos y actuaciones en que sea necesaria o conveniente la intervención y servicios de su profesión en cualquier punto de la demarcación judicial
            [251].
          
        

        
				
        
          345.
          El médico forense residirá en la capital del Juzgado para que haya sido nombrado, y no podrá ausentarse de ella sin licencia del juez, del Presidente de la Audiencia
          de lo criminal
          o del Ministro de
          Gracia y
          Justicia, según que sea por ocho días a lo más, en el primer caso, veinte en el segundo y por el tiempo que el Ministro estime conveniente en el tercero.
        

        
				
        
          346.
          En las ausencias, enfermedades y vacantes sustituirá al médico forense otro profesor que desempeñe igual cargo en la misma población, y, si no lo hubiese, el que el juez designe, dando cuenta de ella al Presidente de la Audiencia
          de lo criminal.
        

        
				
        
          
            Lo mismo sucederá cuando por cualquier otro motivo no pudiese valerse el juez instructor del médico forense. Los que se negaren al cumplimiento de este deber, o lo eludieren, incurrirán en multa de 125 a 500 pesetas
            [252].
          
        

        
				
        
          347.
          El médico forense está obligado a practicar todo acto o diligencia propios de su profesión e instituto con el celo, esmero y prontitud que la naturaleza del caso exija y la administración de justicia requiera.
        

        
				
        
          348.
          Cuando en algún caso, además de la intervención del médico forense, el juez estimase necesaria la cooperación de uno o más facultativos, hará el oportuno nombramiento.
        

        
				
        
          Lo establecido en el párrafo anterior tendrá también lugar cuando por la gravedad del caso el médico forense crea necesaria la cooperación de uno o más coprofesores y el juez lo estimare así.
        

        
				
        
          349.
          Siempre que sea compatible con la buena administración de justicia, el juez podrá conceder prudencialmente un término al médico forense para que preste sus declaraciones, evacue los informes y consultas y redacte otros documentos que sean necesarios, permitiéndole, asimismo, designar las horas que tenga por más oportunas para practicar las autopsias y exhumaciones de los cadáveres.
        

        
				
        
          350.
          En los casos de envenenamiento, heridas u otras lesiones cualesquiera, quedará el médico forense encargado de la asistencia facultativa del paciente, a no ser que éste o su familia prefieran la de uno o más profesores de su elección, en cuyo caso conservará aquél la inspección y vigilancia que le incumbe para llenar el correspondiente servicio médico forense.
        

        
				
        
          El procesado tendrá derecho a designar un profesor que, con los nombrados por el juez instructor o el designado por la parte acusadora, intervenga en la asistencia del paciente.
        

        
				
        
          351.
          Cuando el médico forense o, en su defecto, el designado o designados por el juez instructor no estuvieran conformes con el tratamiento o plan curativo empleado por los facultativos que el paciente o su familia hubiesen nombrado, darán parte a dicho juez instructor a los efectos que en justicia procedan. Lo mismo podrá hacer, en su caso, el facultativo designado por el procesado.
        

        
				
        
          El juez instructor, cuando tal discordia resultare, designará mayor número de profesores para que manifiesten su parecer, y, consignados todos los datos necesarios, se tendrán presentes para cuando en su día haya de fallarse la causa.
        

        
				
        
          352.
          Lo dispuesto en los artículos anteriores es aplicable cuando el paciente ingrese en la cárcel, hospital u otro establecimiento, y sea asistido por los facultativos de los mismos.
        

        
				
        
          353.
          Las autopsias se harán en un local público que en cada pueblo o partido tendrá destinado la Administración para el objeto y para depósito de cadáveres. Podrá, sin embargo, el Juez de Instrucción, disponer, cuando lo considere conveniente, que la operación se practique en otro lugar o en el domicilio del difunto, si su familia lo pidiere, y esto no perjudicase al éxito del sumario.
        

        
				
        
          
            Si el Juez de Instrucción no pudiere asistir a la operación anatómica, delegará en un funcionario de Policía Judicial, dando fe de su asistencia, así como de lo que en aquélla ocurriere, el secretario de la causa
            [253].
          
        

        
				
        

          354.
          Cuando la muerte sobreviniere por consecuencia de algún accidente ocurrido en las vías férreas yendo un tren en marcha, únicamente se detendrá éste el tiempo preciso para separar el cadáver o cadáveres de la vía, haciéndose constar previamente su situación y estado, bien por la autoridad o funcionario de Policía Judicial que inmediatamente se presente en el lugar del siniestro, bien por los que accidentalmente se hallen en el mismo tren, bien, en defecto de estas personas, por el empleado de mayor categoría a cuyo cargo vaya, debiendo ser preferidos para el caso los empleados o agentes del Gobierno.
        

        
				
        
          Se dispondrá, asimismo, lo conveniente para que, sin perjuicio de seguir el tren su marcha, sea avisada la Autoridad que deba instruir las primeras diligencias y acordar el levantamiento de los cadáveres; y las personas antedichas recogerán en el acto con prontitud los datos y antecedentes precisos, que comunicarán a la mayor brevedad a la Autoridad competente para la instrucción de las primeras diligencias con el fin de que pueda esclarecerse el motivo del siniestro.
        

        
				
        
          355.
          
            Si el hecho criminal que motivare la formación de una causa cualquiera consistiese en lesiones, los médicos que asistieren al herido estarán obligados a dar parte de su estado y adelantos en los períodos que se les señalen, e inmediatamente que ocurra cualquier novedad que merezca ser puesta en conocimiento del juez instructor
            [254].
          
        

        
				
        
          356.
          Las operaciones de análisis químico que exija la sustanciación de los procesos criminales se practicarán por Doctores en Medicina, en Farmacia, en Ciencias físico-químicas, o por ingenieros que se hayan dedicado a la especialidad química. Si no hubiere doctores en aquellas ciencias, podrán ser nombrados licenciados que tengan los conocimientos y práctica suficientes para hacer dichas operaciones.
        

        
				
        
          Los Jueces de Instrucción designarán, entre los comprendidos en el párrafo anterior, los peritos que han de hacer el análisis de las sustancias que en cada caso exija la administración de justicia.
        

        
				
        
          Cuando en el partido judicial donde se instruya el proceso no haya ninguno de los peritos a quienes se refiere el párrafo primero, o estén imposibilitados legal o físicamente de practicar el análisis los que en aquél residieren, el juez instructor lo pondrá en conocimiento del Presidente de la Sala o Audiencia
          de lo criminal,
          y éste nombrará el perito o peritos que hayan de practicar dicho servicio entre las personas que designa el párrafo primero domiciliadas en el territorio. Al mismo tiempo comunicará el nombramiento de peritos al juez instructor para que ponga a su disposición, con las debidas precauciones y formalidades, las sustancias que hayan de ser analizadas.
        

        
				
        
          El procesado o procesados tendrán derecho a nombrar un perito que concurra con los designados por el juez.
        

        
				
        
          357.
          Los indicados profesores prestarán este servicio en el concepto de peritos titulares, y no podrán negarse a efectuarlo sin justa causa, siéndoles aplicable en otro caso lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 346.
        

        
				
        
          358.
          
            Cada uno de los citados profesores que informe como perito en virtud de orden judicial, percibirá por sus honorarios e indemnización de los gastos que el desempeño de este servicio le ocasione, la cantidad que se fije en los reglamentos, no estando obligado a trabajar más de tres horas por día, excepto en casos urgentes o extraordinarios, lo que se hará constar en los autos
            [255].
          
        

        
				
        
          359.
          Concluido el análisis y firmada la declaración correspondiente, los profesores pasarán al juez instructor o al Presidente de la Sala o Audiencia
          de lo criminal,
          en su caso, una nota firmada de los objetos o sustancias analizados y de los honorarios que les correspondan a tenor de lo dispuesto en el artículo anterior.
        

        
				
        
          El Juzgado dirigirá esta nota, con las observaciones que crea justas, al Presidente de la Audiencia
          de lo criminal,
          quien la cursará elevándola al Ministerio de
          Gracia
          y Justicia, a no encontrar excesivo el número de horas que se supongan empleadas en cualquier análisis, en cuyo caso acordará que informen tres coprofesores del que lo haya verificado; y en vista de su dictamen, confirmará o rebajará los honorarios reclamados a lo que fuere justo, remitiendo todo con su informe al expresado Ministerio.
        

        
				
        
          Otro tanto hará el Presidente de la Audiencia cuando el análisis se hubiere practicado durante el juicio oral.
        

        
				
        
          360.
          El Ministro de
          Gracia
          y Justicia, si conceptuare excesivos los honorarios, podrá también, antes de decretar su pago, pedir informe y, en su caso, nueva tasación de los mismos a la Academia de Ciencias Exactas, Físicas y Naturales, y en vista de lo que esta Corporación expusiere o de la nueva tasación que practicare, se confirmarán los honorarios o se reducirán a lo que resultare justo, decretándose su pago.
        

        
				
        
          361.
          Para verificar éste se incluirá por el Ministro de
          Gracia
          y Justicia en los presupuestos de cada año la cantidad que se conceptúe necesaria.
        

        
				
        
          362.
          Los profesores mencionados no podrán reclamar otros honorarios que los anteriormente fijados por virtud de este servicio, ni exigir que el Juez o Tribunal les facilite los medios materiales de laboratorio o reactivos, ni tampoco auxiliares subalternos para llenar su cometido.
        

        
				
        
          Cuando por falta de peritos, laboratorio o reactivos no sea posible practicar el análisis en la circunscripción de la Audiencia
          de lo criminal,
          
            se practicará en la capital de provincia, y en el último extremo en la del Reino
            [256].
          
        

        
				
        
          363.
          Los Juzgados y Tribunales ordenarán la práctica de los análisis químicos únicamente en los casos en que consideren absolutamente indispensables para la necesaria investigación judicial y la recta administración de justicia.
        

        
				
        
          
            Siempre que concurran acreditadas razones que lo justifiquen, el Juez de Instrucción podrá acordar, en resolución motivada, la obtención de muestras biológicas del sospechoso que resulten indispensables para la determinación de su perfil de ADN. A tal fin, podrá decidir la práctica de aquellos actos de inspección, reconocimiento o intervención corporal que resulten adecuados a los principios de proporcionalidad y razonabilidad
            [257].
          
        

        
				
        
          364.
          
            En los delitos de robo, hurto, estafa y en cualquiera otro en que deba hacerse constar la preexistencia de las cosas robadas, hurtadas o estafadas, si no hubiere testigos presenciales del hecho, se recibirá información sobre los antecedentes del que se presentare como agraviado, y sobre todas las circunstancias que ofrecieren indicios de hallarse éste poseyendo aquéllas al tiempo en que resulte cometido el delito
            [258].
          
        

        
				
        
          365.
          
            Cuando para la calificación del delito o de sus circunstancias fuere necesario estimar el valor de la cosa que hubiere sido su objeto o el importe del perjuicio causado o que hubiera podido causarse, el Juez oirá sobre ello al dueño o perjudicado, y acordará después el reconocimiento pericial en la forma determinada en el capítulo VII de este mismo título
            [259]. El Secretario judicial facilitará a los peritos nombrados las cosas y elementos directos de apreciación sobre que hubiere de recaer el informe. Si tales efectos no estuvieren a disposición del órgano judicial, el Secretario judicial les suministrará los datos oportunos que se pudieren reunir, a fin de que, en tal caso, hagan la tasación y regulación de perjuicios de un modo prudente, con arreglo a los datos suministrados.
          
        

        
				
        
          
            La valoración de las mercancías sustraídas en establecimientos comerciales se fijará atendiendo a su precio de venta al público
            [260].
          
        

        
				
        
          366.
          Las diligencias prevenidas en este capítulo y en el anterior se practicarán con preferencia a las demás del sumario, no suspendiéndose su ejecución sino para asegurar la persona del presunto culpable o para dar el auxilio necesario a los agraviados por el delito.
        

        
				
        
          367.
          
            En ningún caso admitirá el Juez durante el sumario reclamaciones ni tercerías que tengan por objeto la devolución de los efectos que constituyen el cuerpo del delito, cualquiera que sea su clase y la persona que los reclame
            [261].
          
        

        
				
        
          
            CAPÍTULO II BIS
            [262]
          
        

        
				
        
          De la destrucción y la realización anticipada de los efectos judiciales
        

        
				
        
          367 bis.
          Tendrán la consideración de efectos judiciales, en el orden penal, todos aquellos bienes puestos a disposición judicial, embargados, incautados o aprehendidos en el curso de un procedimiento penal.
        

        
				
        
          367 ter.
          1. Podrá decretarse la destrucción, dejando muestras suficientes, cuando resultare necesaria o conveniente por la propia naturaleza de los efectos intervenidos o por el peligro real o potencial que comporte su almacenamiento o custodia, previa audiencia al Ministerio Fiscal y al propietario, si fuere conocido, o a la persona en cuyo poder fueron hallados los efectos cuya destrucción se pretende. Cuando se trate de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, el Juez instructor, previa audiencia del Ministerio Fiscal y de las partes, ordenará su inmediata destrucción conservando muestras suficientes de dichas sustancias para garantizar ulteriores comprobaciones o investigaciones, todo ello sin perjuicio de que, de forma motivada, el órgano judicial considere necesario la conservación de la totalidad. Lo conservado estará siempre bajo la custodia del Secretario judicial competente.
        

        
				
        
          2. En todo caso, el Secretario judicial extenderá la oportuna diligencia y, si se hubiera acordado la destrucción, deberá quedar constancia en los autos de la naturaleza, calidad, cantidad, peso y medida de los efectos destruidos. Si no hubiese tasación anterior, también se dejará constancia de su valor cuando su fijación fuere imposible después de la destrucción.
        

        
				
        
          3. Lo dispuesto en los dos apartados anteriores será también aplicable a los efectos intervenidos en relación con la comisión de delitos contra la propiedad intelectual e industrial, una vez que tales efectos hayan sido examinados pericialmente.
        

        
				
        
          
            4. Si los objetos no pudieren, por su naturaleza, conservarse en su forma primitiva, el Juez resolverá lo que estime conveniente para conservarlos del mejor modo posible
            [263].
          
        

        
				
        
          367 quáter.
          1. Podrán realizarse los efectos judiciales de lícito comercio, sin esperar al pronunciamiento o firmeza del fallo, y siempre que no se trate de piezas de convicción o que deben quedar a expensas del procedimiento, en cualquiera de los casos siguientes:
        

        
				
        
          a)
          Cuando sean perecederos.
        

        
				
        
          b)
          Cuando su propietario haga expreso abandono de ellos.
        

        
				
        
          c)
          Cuando los gastos de conservación y depósito sean superiores al valor del objeto en sí.
        

        
				
        
          d)
          Cuando su conservación pueda resultar peligrosa para la salud o seguridad pública, o pueda dar lugar a una disminución importante de su valor, o pueda afectar gravemente a su uso y funcionamiento habituales.
        

        
				
        
          e)
          Cuando se trate de efectos que, sin sufrir deterioro material, se deprecien sustancialmente por el transcurso del tiempo.
        

        
				
        
          f)
          Cuando, debidamente requerido el propietario sobre el destino del efecto judicial, no haga manifestación alguna.
        

        
				
        
          2. Cuando concurra alguno de los supuestos previstos en el apartado anterior, el Juez, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o de las partes, y previa audiencia del interesado, podrá acordar la realización de los efectos judiciales. Cuando se solicite la realización a instancia del Ministerio Fiscal o del Abogado del Estado, el Juez deberá acordarla, salvo que aprecie motivadamente que la petición es infundada o que, de acceder a ella, se causarán perjuicios irreparables.
        

        
				
        
          3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, cuando el bien de que se trate esté embargado en ejecución de un acuerdo adoptado por una autoridad judicial extranjera en aplicación de la Ley para la eficacia en la Unión Europea de las resoluciones de embargo y de aseguramiento de pruebas en procedimientos penales, su realización no podrá llevarse a cabo sin obtener previamente la autorización de la autoridad judicial extranjera.
        

        
				
        
          367 quinquies.
          1. La realización de los efectos judiciales podrá consistir en:
        

        
				
        
          a)
          La entrega a entidades sin ánimo de lucro o a las Administraciones públicas.
        

        
				
        
          b)
          La realización por medio de persona o entidad especializada.
        

        
				
        
          c)
          La subasta pública.
        

        
				
        
          2. Podrá entregarse el efecto judicial a entidades sin ánimo de lucro o a las Administraciones públicas cuando sea de ínfimo valor o se prevea que la realización por medio de persona o entidad especializada o por medio de subasta pública será antieconómica.
        

        
				
        
          3. La realización por medio de entidad o persona especializada o mediante subasta pública se podrá llevar a cabo en todos los demás supuestos y se efectuará conforme a las normas que sobre esta materia se contienen en la Ley de Enjuiciamiento Civil. No obstante lo anterior, previamente a acordarla se recabará el informe del Ministerio Fiscal y de los interesados.
        

        
				
        
          El producto de la venta se ingresará en la cuenta de consignaciones del Juzgado o Tribunal y quedará afecto al pago de las responsabilidades civiles y costas que se declaren, en su caso, en el procedimiento, una vez deducidos los gastos de cualquier naturaleza que se hayan producido.
        

        
				
        
          En el caso de venta de un bien embargado por orden de una autoridad judicial extranjera, el producto, una vez deducidos los gastos de cualquier naturaleza que se hayan producido, se ingresará igualmente en la cuenta de consignaciones del Juzgado y quedará a su disposición, circunstancia que le será comunicada sin dilación.
        

        
				
        
          367 sexies.
          Lo expresado en el artículo 338 y en este capítulo se entiende sin perjuicio de lo que se establezca en normas especiales, particularmente en lo previsto por el artículo 374 del Código Penal y por la Ley 17/2003, de 29 de mayo, por la que se regula el Fondo de bienes decomisados por tráfico ilícito de drogas y otros delitos relacionados y en su normativa de desarrollo.
        

        
				
        
          367 septies.
          El Juez o Tribunal, a instancia del Ministerio Fiscal, podrá encomendar la localización, conservación, administración y realización de los efectos, bienes, instrumentos y ganancias procedentes de actividades delictivas cometidas en el marco de una organización criminal a una Oficina de Recuperación de Activos.
        

        
				
        Dicha Oficina tendrá la consideración de Policía Judicial, y su organización y funcionamiento, así como sus facultades para desempeñar por sí o con la colaboración de otras entidades o personas las funciones de conservación, administración y realización mencionadas en el párrafo anterior, se regularán reglamentariamente.

        
				
        Asimismo, la autoridad judicial podrá acordar que, con las debidas garantías para su conservación y mientras se sustancia el procedimiento, el objeto del decomiso, si fuese de lícito comercio, pueda ser utilizado provisionalmente por la Oficina de Recuperación de Activos o, a través de ella, por cualquier otra unidad de la Policía Judicial encargada de la represión de la criminalidad organizada.

        
				
        El producto de la realización de los efectos, bienes, instrumentos y ganancias a los que se refiere este apartado podrá asignarse total o parcialmente de manera definitiva, en los términos y por el procedimiento que reglamentariamente se establezcan, a la Oficina de Recuperación de Activos y a los órganos del Ministerio Fiscal encargados de la represión de las actividades de las organizaciones criminales.

        
				
        
          El Plan Nacional sobre Drogas actuará como oficina de recuperación de activos en el ámbito de su competencia, de acuerdo con lo dispuesto en esta Ley, en el Código Penal y en las demás disposiciones legales y reglamentarias que lo regulan
          [264].
        

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          De la identidad del delincuente y de sus circunstancias personales
        

        
				
        
          368.
          Cuantos dirijan cargo a determinada persona deberán reconocerla judicialmente, si el juez instructor, los acusadores o el mismo inculpado conceptúan fundamentalmente precisa la diligencia para la identificación de este último, con relación a los designantes, a fin de que no ofrezca duda quién es la persona a que aquellos se refieren.
        

        
				
        
          369.
          La diligencia de reconocimiento se practicará poniendo a la vista del que hubiere de verificarlo la persona que haya de ser reconocida, haciéndola comparecer en unión con otras de circunstancias exteriores semejantes. A presencia de todas ellas, o desde un punto en que no pudiere ser visto, según al juez pareciere más conveniente, el que deba practicar el reconocimiento manifestará si se encuentra en la rueda o grupo la persona a quien hubiese hecho referencia en sus declaraciones, designándola, en caso afirmativo, clara y determinadamente.
        

        
				
        
          En la diligencia que se extienda se harán constar todas las circunstancias del acto, así como los nombres de todos los que hubiesen formado la rueda o grupo.
        

        
				
        
          370.
          Cuando fueren varios los que hubieren de reconocer a una persona, la diligencia expresada en el artículo anterior deberá practicarse separadamente con cada uno de ellos, sin que puedan comunicarse entre sí hasta que se haya efectuado el último reconocimiento.
        

        
				
        
          Cuando fueren varios los que hubieren de ser reconocidos por una misma persona, podrá hacerse el reconocimiento de todos en un solo acto.
        

        
				
        
          371.
          El que detuviere o prendiere a algún presunto culpable tomará las precauciones necesarias para que el detenido o preso no haga en su persona o traje alteración alguna que pueda dificultar su reconocimiento por quien corresponda.
        

        
				
        
          372.
          
            Análogas precauciones deberán tomar los alcaides de las cárceles y los jefes de los depósitos de detenidos; y si en los establecimientos de su cargo hubiere traje reglamentario, conservarán cuidadosamente el que lleven los presos o detenidos al ingresar en el establecimiento, a fin de que puedan vestirlo cuantas veces fuere conveniente para diligencias de reconocimiento
            [265].
          
        

        
				
        
          373.
          Si se originase alguna duda sobre la identidad del procesado, se procurará acreditar ésta por cuantos medios fueren conducentes al objeto.
        

        
				
        
          374.
          El juez hará constar, con la minuciosidad posible, las señas personales del procesado, a fin de que la diligencia pueda servir de prueba de su identidad.
        

        
				
        
          375.
          Para acreditar la edad del procesado y comprobar la identidad de su persona, el Secretario judicial traerá al sumario certificación de su inscripción de nacimiento en el Registro civil o de su partida de bautismo, si no estuviere inscrito en el Registro.
        

        
				
        
          
            En todo caso, cuando no fuere posible averiguar el Registro civil o parroquia en que deba constar el nacimiento o el bautismo del procesado, o no existiesen su inscripción y partida; y cuando por manifestar el procesado haber nacido en punto lejano hubiere necesidad de emplear mucho tiempo en traer a la causa la certificación oportuna, no se detendrá el sumario, y se suplirá el documento del artículo anterior
            [266]
            por informes que acerca de la edad del procesado, y previo su examen físico, dieren los médicos forenses o los nombrados por el juez
            [267].
          
        

        
				
        
          376.
          
            Cuando no ofreciere duda la identidad del procesado, y conocidamente tuviese la edad que el Código Penal requiere para poderle exigir la responsabilidad criminal en toda su extensión
            [268], podrá prescindirse de la justificación expresada en el artículo anterior, si su práctica ofreciese alguna dificultad u ocasionase dilaciones extraordinarias.
          
        

        
				
        
          En las actuaciones sucesivas y durante el juicio, el procesado será designado con el nombre con que fuere conocido o con el que él mismo dijere tener.
        

        
				
        
          377.
          Si el juez instructor lo considerase conveniente, podrá pedir informes sobre el procesado a las alcaldías o a los correspondientes funcionarios de policía del pueblo o pueblos en que hubiese residido.
        

        
				
        
          Estos informes serán fundados, y si no fuere posible fundarlos, se manifestará la causa que lo impidiere.
        

        
				
        
          
            Los que los dieren no contraerán responsabilidad alguna, salvo en el caso de dolo o negligencia grave
            [269].
          
        

        
				
        
          378.
          Podrá además el juez recibir declaración acerca de la conducta del procesado a todas las personas que por el conocimiento que tuvieren de éste puedan ilustrarle sobre ello.
        

        
				
        
          379.
          Se traerán a la causa los antecedentes penales del procesado, pidiendo los anteriores a la creación del Registro Central de Penados de 2 de octubre de 1878, a los Juzgados donde se presuma que puedan en su caso constar, y los posteriores exclusivamente al Ministerio de
          Gracia
          y Justicia.
        

        
				
        
          El Jefe del Registro en el Ministerio está obligado a dar los antecedentes que se le reclamen, o certificación negativa, en su caso, en el improrrogable término de tres días, a contar desde aquel en que se reciba la petición, justificando, si así no lo hiciere, la causa legítima que lo hubiese impedido.
        

        
				
        
          En los Juzgados se atenderá también preferentemente al cumplimiento de este servicio, debiendo ser corregidos disciplinariamente los funcionarios que lo posterguen.
        

        
				
        
          380.
          
            Si el procesado fuere mayor de nueve años y menor de quince, el juez recibirá información acerca del criterio del mismo, y especialmente de su aptitud para apreciar la criminalidad del hecho que hubiese dado motivo a la causa
            [270].
          
        

        
				
        
          En esta información serán oídas las personas que puedan deponer con acierto por sus circunstancias personales y por las relaciones que hayan tenido con el procesado antes y después de haberse ejecutado el hecho. En su defecto se nombrarán dos profesores de instrucción primaria para que, en unión del médico forense o del que haga sus veces, examinen al procesado y emitan su dictamen.
        

        
				
        
          381.
          Si el juez advirtiese en el procesado indicios de enajenación mental, le someterá inmediatamente a la observación de los médicos forenses en el establecimiento en que estuviese preso, o en otro público si fuere más a propósito o estuviese en libertad.
        

        
				
        
          
            Los médicos darán en tal caso su informe del modo expresado en el capítulo VII de este título
            [271].
          
        

        
				
        
          382.
          Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el juez recibirá información acerca de la enajenación mental del procesado, en la forma prevenida en el artículo 380.
        

        
				
        
          383.
          
            Si la demencia sobreviniera después de cometido el delito, concluso que sea el sumario se mandará archivar la causa por el Tribunal competente hasta que el procesado recobre la salud, disponiéndose además respecto de éste lo que el Código Penal prescribe para los que ejecutan el hecho en estado de demencia
            [272].
          
        

        
				
        
          Si hubiese algún otro procesado por razón del mismo delito que no se encontrase en el caso del anterior, continuará la causa solamente en cuanto al mismo.
        

        
				
        
          384.
          
            Desde que resultare del sumario algún indicio racional de criminalidad contra determinada persona, se dictará auto declarándola procesada y mandando que se entiendan con ella las diligencias en la forma y del modo dispuesto en este título y en los demás de esta Ley
            [273].
          
        

        
				
        
          El procesado podrá, desde el momento de serlo, aconsejarse de letrado, mientras no estuviere incomunicado, y valerse de él, bien para instar la pronta terminación del sumario, bien para solicitar la práctica de diligencias que le interesen, y para formular pretensiones que afecten a su situación. En el primer caso podrán recurrir en queja a la Audiencia, y en los otros dos apelar para ante la misma si el juez instructor no accediese a sus deseos.
        

        
				
        
          Estas apelaciones no serán admisibles más que en un solo efecto.
        

        
				
        
          Para cumplir lo determinado en este artículo, el juez instructor dispondrá que el procesado menor de edad sea habilitado de procurador y abogado, a no ser que él mismo o su representante legal designen personas que merezcan su confianza para dicha representación y defensa.
        

        
				
        
          Contra los autos que dicten los Jueces de Instrucción, decretando el procesamiento de alguna persona, podrá utilizarse, por la representación de ésta, recurso de reforma dentro de los tres días siguientes al de haberle sido notificada la resolución; y contra los autos denegatorios de la reforma podrá ser interpuesto recurso de apelación en un efecto dentro de los cinco días siguientes al de la notificación del auto denegatorio a la representación recurrente. También podrá ser interpuesto el recurso de apelación en un efecto subsidiariamente con el de reforma, en cuyo caso el juez instructor declarará admitido aquél al denegar éste. Si se diera lugar a la reforma, quedando sin efecto los procesamientos antes acordados, se estará a lo preceptuado en el párrafo siguiente, en cuanto a la reproducción de la solicitud de procesamiento ante la Audiencia.
        

        
				
        
          Contra los autos denegatorios de procesamiento, sólo se concederá a quien haya solicitado éstos el recurso de reforma, utilizado dentro de los tres días siguientes al de la notificación. Contra los autos denegatorios de la reforma así pretendida, no se podrá utilizar recurso de apelación ni ningún otro recurso; pero podrá reproducirse ante la Audiencia correspondiente la petición de procesamiento formulada por la parte a quien le haya sido denegada, cuando, personada ante dicho Tribunal, si hace uso de tal derecho, evacue el traslado a que se refiere el artículo 627 de esta misma Ley, precisamente dentro del término por el cual le haya sido conferido dicho traslado. El Tribunal, en tales casos, al dictar el auto que ordena el artículo 630, resolverá fundadamente lo que proceda; y sin que pueda dejar al criterio del instructor la resolución, cuando estime procedentes las declaraciones de procesamiento solicitadas, mandará al juez instructor que las haga. Los procesados a quienes estas resoluciones del instructor se refieran podrán utilizar directamente el recurso de apelación en un efecto, sin necesidad de que utilicen previamente el de reforma.
        

        
				
        
          
            Cuando la resolución del recurso de reforma interpuesto contra un auto denegatorio de procesamiento sea favorable al recurrente y, por tanto, se acuerde el procesamiento primeramente solicitado contra la resolución en que así se declara, podrán las representaciones de los procesados a quienes afecte utilizar los mismos recursos de reforma y apelación otorgados a los procesados directamente en este mismo artículo
            [274].
          
        

        
				
        
          384 bis.
          
            Firme un auto de procesamiento y decretada la prisión provisional por delito cometido por persona integrada o relacionada con bandas armadas o individuos terroristas o rebeldes, el procesado que estuviere ostentando función o cargo público quedará automáticamente suspendido en el ejercicio del mismo mientras dure la situación de prisión
            [275].
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO IV
        

        
				
        
          De las declaraciones de los procesados
        

        
				
        
          385.
          
            El juez, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o del querellante particular, hará que los procesados presten cuantas declaraciones considere convenientes para la averiguación de los hechos, sin que ni el acusador privado ni el actor civil puedan estar presentes al interrogatorio cuando así lo disponga el juez instructor
            [276].
          
        

        
				
        
          386.
          Si el procesado estuviere detenido, se le recibirá la primera declaración dentro del término de veinticuatro horas.
        

        
				
        
          Este plazo podrá prorrogarse por otras cuarenta y ocho, si mediare causa grave, la cual se expresará en la providencia en que se acordase la prórroga.
        

        
				
        
          387.
          
            No se exigirá juramento a los procesados, exhortándoles solamente a decir verdad y advirtiéndoles el Juez de Instrucción que deben responder de una manera precisa, clara y conforme a la verdad a las preguntas que les fueren hechas
            [277].
          
        

        
				
        
          388.
          En la primera declaración será preguntado el procesado por su nombre, apellidos paterno y materno, apodo, si lo tuviere, edad, naturaleza, vecindad, estado, profesión, arte, oficio o modo de vivir, si tiene hijos, si fue procesado anteriormente, por qué delito, ante qué juez o tribunal, qué pena se le impuso, si la cumplió, si sabe leer y escribir y si conoce el motivo por que se le ha procesado.
        

        
				
        
          389.
          Las preguntas que se le hagan en todas las declaraciones que hubiere de prestar se dirigirán a la averiguación de los hechos y a la participación en ellos del procesado y de las demás personas que hubieren contribuido a ejecutarlos o encubrirlos.
        

        
				
        
          Las preguntas serán directas, sin que por ningún concepto puedan hacérsele de un modo capcioso o sugestivo.
        

        
				
        
          Tampoco se podrá emplear con el procesado género alguno de coacción o amenaza.
        

        
				
        
          390.
          Las relaciones que hagan los procesados o respuestas que den serán orales. Sin embargo, el Juez de Instrucción, teniendo siempre en cuenta las circunstancias de aquéllos y la naturaleza de la causa, podrá permitirles que redacten a su presencia una contestación escrita sobre puntos difíciles de explicar, o que también consulten a su presencia apuntes o notas.
        

        
				
        
          391.
          Se pondrán de manifiesto al procesado todos los objetos que constituyen el cuerpo del delito o los que el juez considere conveniente, a fin de que los reconozca.
        

        
				
        
          Se le interrogará sobre la procedencia de dichos objetos, su destino y la razón de haberlos encontrado en su poder y, en general, será siempre interrogado sobre cualquier otra circunstancia que conduzca al esclarecimiento de la verdad.
        

        
				
        
          El juez podrá ordenar al procesado, pero sin emplear ningún género de coacción, que escriba a su presencia algunas palabras o frases, cuando esta medida la considere útil para desvanecer las dudas que surjan sobre la legitimidad de un escrito que se le atribuya.
        

        
				
        
          392.
          Cuando el procesado rehúse contestar o se finja loco, sordo o mudo, el juez instructor le advertirá que, no obstante su silencio y su simulada enfermedad, se continuará la instrucción del proceso.
        

        
				
        
          De estas circunstancias se tomará razón por el secretario, y el juez instructor procederá a investigar la verdad de la enfermedad que aparente el procesado observando a este efecto lo dispuesto en los respectivos artículos de los capítulos II y VII de este mismo título.
        

        
				
        
          393.
          Cuando el examen del procesado se prolongue mucho tiempo o el número de preguntas que se le hayan hecho sea tan considerable que hubiese perdido la serenidad de juicio necesaria para contestar a lo demás que deba preguntársele, se suspenderá el examen, concediendo al procesado el tiempo necesario para descansar y recuperar la calma. Siempre se hará constar en la declaración misma el tiempo que se haya invertido en el interrogatorio.
        

        
				
        
          394.
          
            [.......]
            [278].
          
        

        
				
        
          395.
          
            El procesado no podrá, a pretexto de incompetencia del juez, excusarse de contestar a las preguntas que se le dirijan, si bien podrá protestar la incompetencia, consignándose así en los autos
            [279].
          
        

        
				
        
          396.
          Se permitirá al procesado manifestar cuanto tenga por conveniente para su exculpación o para la explicación de los hechos, evacuándose con urgencia las citas que hiciere y las demás diligencias que propusiere, si el juez las estima conducentes para la comprobación de sus manifestaciones.
        

        
				
        
          En ningún caso podrán hacerse al procesado cargos ni reconvenciones, ni se le leerá parte alguna del sumario más que sus declaraciones anteriores si lo pidiere, a no ser que el juez hubiese autorizado la publicidad de aquél en todo o en parte.
        

        
				
        
          397.
          
            El procesado podrá dictar por sí mismo las declaraciones. Si no lo hiciere, lo hará el Secretario judicial procurando, en cuanto fuere posible, consignar las mismas palabras de que aquél se hubiese valido
            [280].
          
        

        
				
        
          398.
          
            Si el procesado no supiere el idioma español o fuere sordomudo, se observará lo dispuesto en los artículos 440, 441 y 442
            [281].
          
        

        
				
        
          399.
          Cuando el juez considere conveniente el examen del procesado en el lugar de los hechos acerca de los cuales deba ser examinado o ante las personas o cosas con ellos relacionadas, se observará lo dispuesto en el artículo 438.
        

        
				
        
          400.
          El procesado podrá declarar cuantas veces quisiere, y el juez le recibirá inmediatamente la declaración si tuviese relación con la causa.
        

        
				
        
          401.
          En la declaración se consignarán íntegramente las preguntas y las contestaciones.
        

        
				
        
          402.
          El procesado podrá leer la declaración, y el juez le enterará de que le asiste este derecho.
        

        
				
        
          Si no usare de él, la leerá el secretario a su presencia.
        

        
				
        
          403.
          Se observará lo dispuesto en el artículo 450 respecto a tachaduras o enmiendas.
        

        
				
        
          404.
          La diligencia se firmará por todos los que hubiesen intervenido en el acto y se autorizará por el secretario.
        

        
				
        
          405.
          Si en las declaraciones posteriores se pusiere el procesado en contradicción con sus declaraciones primeras o retractare sus confesiones anteriores, deberá ser interrogado sobre el móvil de sus contradicciones y sobre las causas de su retractación.
        

        
				
        
          406.
          La confesión del procesado no dispensará al Juez de Instrucción de practicar todas las diligencias necesarias a fin de adquirir el convencimiento de la verdad de la confesión y de la existencia del delito.
        

        
				
        
          Con este objeto, el juez instructor interrogará al procesado confeso para que explique todas las circunstancias del delito y cuanto pueda contribuir a comprobar su confesión, si fue autor o cómplice y si conoce a algunas personas que fueren testigos o tuvieren conocimiento del hecho.
        

        
				
        
          407.
          
            Respecto a la incomunicación de los procesados, se observará lo dispuesto en los artículos 506 a 511
            [282].
          
        

        
				
        
          408.
          No se leerán al procesado los fundamentos del auto de incomunicación cuando le fuere notificado, ni se le dará copia de ellos.
        

        
				
        
          409.
          Para recibir declaración al procesado menor de edad no habrá necesidad de nombrarle curador.
        

        
				
        
          CAPÍTULO V
        

        
				
        
          De las declaraciones de los testigos
        

        
				
        
          410.
          
            Todos los que residan en territorio español, nacionales o extranjeros, que no estén impedidos, tendrán obligación de concurrir al llamamiento judicial para declarar cuanto supieren sobre lo que les fuere preguntado si para ello se les cita con las formalidades prescritas en la Ley
            [283].
          
        

        
				
        
          411.
          Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo anterior: el Rey, la Reina, sus respectivos consortes, el Príncipe heredero y los Regentes del Reino.
        

        
				
        
          
            También están exentos del deber de declarar los Agentes Diplomáticos acreditados en España, en todo caso, y el personal administrativo, técnico o de servicio de las misiones diplomáticas, así como sus familiares, si concurren en ellos los requisitos exigidos en los tratados
            [284].
          
        

        
				
        
          412.
          1.
           
          
            Estarán exentas también de concurrir al llamamiento del juez, pero no de declarar, pudiendo hacerlo por escrito, las demás personas de la Familia Real
            [285].
          
        

        
				
        
          2.
           
          
            Están exentos de concurrir al llamamiento del juez, pero no de declarar, pudiendo informar por escrito sobre los hechos de que tengan conocimiento por razón de su cargo
            [286]:
          
        

        
				
        
          1.º El Presidente y los demás miembros del Gobierno.
        

        
				
        
          2.º Los Presidentes del Congreso de los diputados y del Senado.
        

        
				
        
          3.º El Presidente del Tribunal Constitucional.
        

        
				
        
          4.º El Presidente del Consejo General del Poder Judicial.
        

        
				
        
          5.º El Fiscal General del Estado.
        

        
				
        
          6.º Los Presidentes de las Comunidades Autónomas.
        

        
				
        
          
            3. Si fuera conveniente recibir declaración a alguna de las personas a las que se refiere el apartado 2 anterior sobre cuestiones de las que no haya tenido conocimiento por razón de su cargo, se tomará la misma en su domicilio o despacho oficial
            [287].
          
        

        
				
        
          4. Quienes hubiesen desempeñado los cargos a que se refiere el apartado 2 del presente artículo estarán igualmente exentos de concurrir al llamamiento del juez, pero no de declarar, pudiendo informar por escrito sobre los hechos de que hubieren tenido conocimiento por razón de su cargo.
        

        
				
        
          5.
           
          
            Estarán exentos también de concurrir al llamamiento del juez, pero no de declarar, pudiendo hacerlo en su despacho oficial o en la sede del órgano del que sean miembros
            [288]:
          
        

        
				
        
          1.º Los diputados o senadores.
        

        
				
        
          2.º Los Magistrados del Tribunal Constitucional y los Vocales del Consejo General del Poder Judicial.
        

        
				
        
          3.º Los Fiscales de Sala del Tribunal Supremo.
        

        
				
        
          4.º El Defensor del Pueblo.
        

        
				
        
          5.º Las autoridades judiciales de cualquier orden jurisdiccional de categoría superior a la del que recibiere la declaración.
        

        
				
        
          6.º Los Presidentes de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas.
        

        
				
        
          7.º El Presidente y los Consejeros Permanentes del Consejo de Estado.
        

        
				
        
          8.º El Presidente y los Consejeros del Tribunal de Cuentas.
        

        
				
        
          9.º Los miembros de los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas.
        

        
				
        
          10.
           
          Los Secretarios de Estado, los Subsecretarios y asimilados, los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas y en Ceuta y Melilla, los
          Gobernadores civiles
          y los Delegados de Hacienda.
        

        
				
        
          6. Si se trata de cargos cuya competencia esté limitada territorialmente, sólo será aplicable la exención correspondiente respecto de las declaraciones que hubieren de recibirse en su territorio, excepción hecha de los Presidentes de las Comunidades Autónomas y de sus Asambleas Legislativas.
        

        
				
        
          7.
           
          
            En cuanto a los miembros de las Oficinas Consulares, se estará a lo dispuesto en los Convenios Internacionales en vigor
            [289].
          
        

        
				
        
          413.
          Para recibir la declaración a que se refiere el apartado 3 del artículo anterior, el juez pasará al domicilio o despacho oficial de la persona concernida, previo aviso, señalándole día y hora.
        

        
				
        
          
            El juez procederá de igual modo para recibir la declaración de alguna de las personas a que se refiere el apartado 5 del artículo anterior, cuando la misma fuere a tener lugar en su despacho oficial o en la sede del órgano del que sean miembros
            [290].
          
        

        
				
        
          414.
          La resistencia de cualquiera de las personas a que se refieren los apartados 3 y 5 del artículo 412 a recibir en su domicilio o residencia oficial al juez, o a declarar cuanto supieren sobre lo que les fuere preguntado respecto a los hechos del sumario, se pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal para los efectos que procedan.
        

        
				
        
          
            Si las personas mencionadas en el apartado 7 de dicho artículo incurrieren en la resistencia expresada, el juez lo comunicará inmediatamente al Ministerio de Justicia, remitiendo testimonio instructivo, y se abstendrá de todo procedimiento respecto a ellas, hasta que el Ministro le comunique la resolución que sobre el caso se dictare
            [291].
          
        

        
				
        
          415.
          
            Serán invitadas a prestar su declaración por escrito las personas mencionadas en el párrafo segundo del artículo 411 y en el apartado 7 del artículo 412, remitiéndose al efecto al Ministerio de Justicia, con atenta comunicación para el de Asuntos Exteriores, un interrogatorio que comprenda todos los extremos a que deban contestar, a fin de que puedan hacerlo por vía diplomática
            [292].
          
        

        
				
        
          416.
          Están dispensados de la obligación de declarar:
        

        
				
        
          
            1. Los parientes del procesado en líneas directa ascendente y descendente, su cónyuge o persona unida por relación de hecho análoga a la matrimonial, sus hermanos consanguíneos o uterinos y los colaterales consanguíneos hasta el segundo grado civil, así como los parientes a que se refiere el número 3 del artículo 261
            [293].
          
        

        
				
        
          El Juez instructor advertirá al testigo que se halle comprendido en el párrafo anterior que no tiene obligación de declarar en contra del procesado; pero que puede hacer las manifestaciones que considere oportunas, y el Secretario judicial consignará la contestación que diere a esta advertencia.
        

        
				
        
          
            2. El Abogado del procesado respecto a los hechos que éste le hubiese confiado en su calidad de defensor
            [294].
          
        

        
				
        
          
            Si alguno de los testigos se encontrase en las relaciones indicadas en los párrafos precedentes con uno o varios de los procesados, estará obligado a declarar respecto a los demás, a no ser que su declaración pudiera comprometer a su pariente o defendido
            [295].
          
        

        
				
        
          417.
          
            No podrán ser obligados a declarar como testigos
            [296]:
          
        

        
				
        
          
            1.º Los eclesiásticos y ministros de los cultos disidentes, sobre los hechos que les fueren revelados en el ejercicio de las funciones de su ministerio
            [297].
          
        

        
				
        
          2.º Los funcionarios públicos, tanto civiles como militares, de cualquiera clase que sean, cuando no pudieren declarar sin violar el secreto que por razón de sus cargos estuviesen obligados a guardar, o cuando, procediendo en virtud de obediencia debida, no fueren autorizados por su superior jerárquico para prestar la declaración que se les pida.
        

        
				
        
          3.º Los incapacitados física o moralmente.
        

        
				
        
          418.
          Ningún testigo podrá ser obligado a declarar acerca de una pregunta cuya contestación pueda perjudicar material o moralmente y de una manera directa e importante, ya a la persona, ya a la fortuna de alguno de los parientes a que se refiere el artículo 416.
        

        
				
        
          
            Se exceptúa el caso en que el delito revista suma gravedad por atentar a la seguridad del Estado, a la tranquilidad pública o a la sagrada persona del Rey o de su sucesor
            [298].
          
        

        
				
        
          419.
          Si el testigo estuviere físicamente impedido de acudir al llamamiento judicial, el juez instructor que hubiere de recibirle la declaración se constituirá en su domicilio, siempre que el interrogatorio no haya de poner en peligro la vida del enfermo.
        

        
				
        
          420.
          
            El que sin estar impedido no concurriere al primer llamamiento judicial, excepto las personas mencionadas en el artículo 412, o se resistiere a declarar lo que supiese acerca de los hechos sobre que fuere preguntado, a no estar comprendido en las exenciones de los artículos anteriores, incurrirá en la multa de 200 a 5.000 euros, y si persistiere en su resistencia será conducido en el primer caso a la presencia del juez instructor por los agentes de la autoridad, y perseguido por el delito de obstrucción a la justicia tipificado en el artículo 463.1 del Código Penal, y en el segundo caso será también perseguido por el de desobediencia grave a la autoridad
            [299].
          
        

        
				
        
          
            La multa será impuesta en el acto de notarse o cometerse la falta
            [300].
          
        

        
				
        
          421.
          El Juez de Instrucción o
          Municipal
          en su caso, hará concurrir a su presencia y examinará a los testigos citados en la denuncia o en la querella, o en cualesquiera otras declaraciones o diligencias, y a todos los demás que supieren hechos o circunstancias, o poseyeren datos convenientes para la comprobación o averiguación del delito y del delincuente.
        

        
				
        
          Se procurará, no obstante, omitir la evacuación de citas impertinentes o inútiles.
        

        
				
        
          422.
          Si el testigo residiere fuera del partido o término municipal del juez que instruyese el sumario, éste se abstendrá de mandarle comparecer a su presencia, a no ser que lo considere absolutamente necesario para la comprobación del delito o para el reconocimiento de la persona del delincuente, ordenándolo en este caso por auto motivado.
        

        
				
        
          También deberá evitar la comparecencia de los empleados de vigilancia pública que tengan su residencia en punto distinto de la capital del juzgado, de los jefes de estación, maquinistas, fogoneros, conductores, telegrafistas, factores, recaudadores, guardagujas u otros agentes que desempeñen funciones análogas, a los cuales citará por conducto de sus jefes inmediatos cuando sea absolutamente indispensable su comparecencia.
        

        
				
        
          423.
          En el caso de la regla general comprendida en el párrafo primero del artículo anterior, así como en el del segundo, cuando la urgencia de la declaración fuese tal que no permitiera la dilación consiguiente a la citación del testigo por conducto de sus jefes inmediatos, y el empleado de que se trate no pudiera abandonar el servicio que presta sin grave peligro o extorsión para el público, el juez instructor de la causa comisionará para recibir la declaración al que lo fuera del término municipal o del partido en que se hallare el testigo.
        

        
				
        
          424.
          Si el testigo residiere en el extranjero, se dirigirá suplicatorio por la vía diplomática y por conducto del Ministerio de
          Gracia
          y Justicia al juez extranjero competente para recibir la declaración. El suplicatorio debe contener los antecedentes necesarios e indicar las preguntas que se han de hacer al testigo, sin perjuicio de que dicho juez las amplíe según le sugieran su discreción y prudencia.
        

        
				
        
          Si la comparecencia del testigo ante el juez instructor o Tribunal fuere indispensable y no se presentase voluntariamente, se pondrá en conocimiento del Ministerio de
          Gracia
          y Justicia para que adopte la resolución que estime oportuna.
        

        
				
        
          425.
          Si la persona llamada a declarar ejerce funciones o cargo público, se dará aviso, al mismo tiempo que se practique la citación, a su superior inmediato para que le nombre sustituto durante su ausencia, si lo exigiere así el interés o la seguridad pública.
        

        
				
        
          426.
          
            Los testigos serán citados en la forma establecida en el título VII del libro primero de este Código
            [301].
          
        

        
				
        
          427.
          Cuando el testigo no hubiere de comparecer ante el juez instructor para prestar la declaración, se harán constar en el suplicatorio, exhorto o mandamiento que se expida las circunstancias precisas para la designación del testigo y las preguntas a que deba contestar, sin perjuicio de las que el Juez o Tribunal que le recibiere la declaración considere conveniente hacerle para el mayor esclarecimiento de los hechos.
        

        
				
        
          428.
          El secretario del juez comisionado que haya de autorizar la declaración expedirá la cédula prevenida en el artículo 175, con todas las circunstancias expresadas en el mismo, y la de haberse de recibir la declaración en virtud de suplicatorio, exhorto o mandamiento.
        

        
				
        
          429.
          Los testigos que dependan de la jurisdicción militar podrán, según el Juez de Instrucción lo estime oportuno, ser examinados por él mismo, como los demás testigos, o por el juez militar competente. En el primer caso, el Juez de Instrucción deberá mandar que la citación hecha al testigo se ponga en conocimiento del Jefe del Cuerpo a que perteneciere. En el segundo caso, se observará lo dispuesto en los dos artículos anteriores.
        

        
				
        
          Si algún testigo dependiente de la jurisdicción militar rehusare comparecer ante el Juez de Instrucción, o se negare a prestar juramento o a contestar al interrogatorio que se le hiciere, el Juez de Instrucción se dirigirá al superior del testigo desobediente, cuyo superior, además de corregir al testigo, de lo cual dará inmediato conocimiento al juez instructor, le hará comparecer ante éste para declarar.
        

        
				
        
          430.
          Los testigos podrán ser citados personalmente donde fueren habidos.
        

        
				
        
          Cuando sea urgente el examen de un testigo, podrá citársele verbalmente para que comparezca en el acto, sin esperar a la expedición de la cédula prescrita en el artículo 175, haciendo constar, sin embargo, en los autos el motivo de la urgencia.
        

        
				
        
          También podrá en igual caso constituirse el juez instructor en el domicilio de un testigo o en el lugar en que se encuentre para recibirle declaración.
        

        
				
        
          431.
          El juez instructor podrá habilitar a los agentes de policía para practicar las diligencias de citación verbal o escrita si lo considera conveniente.
        

        
				
        
          432.
          
            Si el testigo no tuviere domicilio conocido o se ignorare su paradero, el Juez instructor ordenará lo conveniente para la averiguación del mismo. En este caso el Secretario judicial se dirigirá a la Policía Judicial, Registros oficiales, colegios profesionales, entidad o empresas en el que el interesado ejerza su actividad interesando dicha averiguación
            [302].
          
        

        
				
        
          433.
          Al presentarse a declarar, los testigos entregarán al secretario la copia de la cédula de citación.
        

        
				
        
          Los testigos mayores de edad penal prestarán juramento o promesa de decir todo lo que supieren respecto a lo que les fuere preguntado, estando el juez obligado a informarles, en un lenguaje claro y comprensible, de la obligación que tienen de ser veraces y de la posibilidad de incurrir en un delito de falso testimonio en causa criminal.
        

        
				
        
          
            Toda declaración de un menor podrá realizarse ante expertos y siempre en presencia del Ministerio Fiscal. Quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda del menor podrán estar presentes, salvo que sean imputados o el juez, excepcionalmente y de forma motivada, acuerde lo contrario. El juez podrá acordar la grabación de la declaración
            [303].
          
        

        
				
        
          434.
          El juramento se prestará en nombre de Dios.
        

        
				
        
          
            Los testigos prestarán el juramento con arreglo a su religión
            [304].
          
        

        
				
        
          435.
          Los testigos declararán separada y secretamente a presencia del juez instructor y del secretario.
          
            Si lo hicieren en otra forma, salvo los casos especiales señalados en esta Ley, será corregido disciplinariamente el juez instructor, a no ser que incurra en responsabilidad criminal por la falta
            [305]
          
          .
        

        
				
        
          436.
          
            El testigo manifestará primeramente su nombre, apellidos paterno y materno, edad, estado y profesión, si conoce o no al procesado y a las demás partes, y si tiene con ellos parentesco, amistad o relaciones de cualquier otra clase, si ha estado procesado y la pena que se le impuso. Si el testigo fuera miembro de las fuerzas y cuerpos de seguridad en el ejercicio de sus funciones, será suficiente para su identificación el número de su registro personal y la unidad administrativa a la que está adscrito
            [306].
          
        

        
				
        
          El juez dejará al testigo narrar sin interrupción los hechos sobre los cuales declare, y solamente le exigirá las explicaciones complementarias que sean conducentes a desvanecer los conceptos oscuros o contradictorios. Después le dirigirá las preguntas que estime oportunas para el esclarecimiento de los hechos.
        

        
				
        
          437.
          Los testigos declararán de viva voz, sin que les sea permitido leer declaración ni respuesta alguna que lleven escrita.
        

        
				
        
          Podrán, sin embargo, consultar algún apunte o memoria que contenga datos difíciles de recordar.
        

        
				
        
          El testigo podrá dictar las contestaciones por sí mismo.
        

        
				
        
          438.
          El juez instructor podrá mandar que se conduzca al testigo al lugar en que hubieren ocurrido los hechos, y examinarle allí o poner a su presencia los objetos sobre que hubiere de versar la declaración.
        

        
				
        
          
            En este último caso podrá el juez instructor poner a presencia del testigo dichos objetos, solos o mezclados con otros semejantes, adoptando, además, todas las medidas que su prudencia le sugiera para la mayor exactitud de la declaración
            [307].
          
        

        
				
        
          439.
          
            No se harán al testigo preguntas capciosas ni sugestivas, ni se empleará coacción, engaño, promesa ni artificio alguno para obligarle o inducirle a declarar en determinado sentido
            [308]
          
        

        
				
        
          440.
          
            Si el testigo no entendiere o no hablare el idioma español, se nombrará un intérprete, que prestará a su presencia juramento de conducirse bien y fielmente en el desempeño de su cargo
            [309].
          
        

        
				
        
          Por este medio se harán al testigo las preguntas y se recibirán sus contestaciones, que éste podrá dictar por su conducto.
        

        
				
        
          
            En este caso, la declaración deberá consignarse en el proceso en el idioma empleado por el testigo y traducido a continuación al español
            [310].
          
        

        
				
        
          441.
          El intérprete será elegido entre los que tengan título de tales, si los hubiere en el pueblo. En su defecto será nombrado un maestro del correspondiente idioma, y, si tampoco lo hubiere, cualquier persona que lo sepa.
        

        
				
        
          Si ni aun de esta manera pudiera obtenerse la traducción, y las revelaciones que se esperasen del testigo fueren importantes, se redactará el pliego de preguntas que hayan de dirigírsele, y se remitirá a la Oficina de Interpretación de Lenguas del Ministerio de
          Estado
          para que, con preferencia a todo otro trabajo, sean traducidas al idioma que hable el testigo.
        

        
				
        
          El interrogatorio ya traducido se entregará al testigo para que, a presencia del juez, se entere de su contenido y redacte por escrito en su idioma las oportunas contestaciones, las cuales se remitirán del mismo modo que las preguntas a la Interpretación de Lenguas.
        

        
				
        
          
            Estas diligencias las practicarán los jueces con la mayor actividad
            [311].
          
        

        
				
        
          442.
          Si el testigo fuere sordo, se nombrará un intérprete de lengua de signos adecuado, por cuyo conducto se le harán las preguntas y se recibirán sus contestaciones.
        

        
				
        
          
            El nombrado prestará juramento a presencia del sordo antes de comenzar a desempeñar el cargo
            [312].
          
        

        
				
        
          443.
          El testigo podrá leer por sí mismo la diligencia de su declaración; si no pudiere, por hallarse en alguno de los casos comprendidos en los artículos 440 y 442, se la leerá el intérprete, y en los demás casos el secretario.
        

        
				
        
          El juez advertirá siempre a los interesados el derecho que tienen de leer por sí mismos sus declaraciones.
        

        
				
        
          444.
          Éstas serán firmadas por el juez y por todos los que en ellas hubiesen intervenido, si supieren y pudieren hacerlo, autorizándolas el secretario.
        

        
				
        
          445.
          No se consignarán en los autos las declaraciones de los testigos que, según el juez, fuesen manifiestamente inconducentes para la comprobación de los hechos objeto del sumario. Tampoco se consignarán en cada declaración las manifestaciones del testigo que se hallen en el mismo caso; pero se consignará siempre todo lo que pueda servir así de cargo como de descargo.
        

        
				
        
          En el primer caso se hará expresión por medio de diligencia de la comparecencia del testigo y del motivo de no escribirse su declaración.
        

        
				
        
          446.
          Terminada la declaración, el Secretario judicial hará saber al testigo la obligación de comparecer para declarar de nuevo ante el Tribunal competente cuando se le cite para ello, así como la de poner en conocimiento de la Oficina judicial los cambios de domicilio que hiciere hasta ser citado para el juicio oral, bajo apercibimiento si no lo cumple de ser castigado con una multa de 200 a 1.000 euros, a no ser que incurriere en responsabilidad criminal por la falta.
        

        
				
        
          
            Estas prevenciones se harán constar al final de la misma diligencia de la declaración
            [313].
          
        

        
				
        
          447.
          El Secretario judicial, al remitir el sumario al Tribunal competente, pondrá en su conocimiento los cambios de domicilio que los testigos hubiesen comunicado.
        

        
				
        
          
            Lo mismo hará respecto de los cambios comunicados después que hubiese remitido el sumario, hasta la terminación de la causa
            [314].
          
        

        
				
        
          448.
          
            Si el testigo manifestare, al hacerle la prevención referida en el artículo 446, la imposibilidad de concurrir por haber de ausentarse del territorio nacional, y también en el caso en que hubiere motivo racionalmente bastante para temer su muerte o incapacidad física o intelectual antes de la apertura del juicio oral, el Juez instructor mandará practicar inmediatamente la declaración, asegurando en todo caso la posibilidad de contradicción de las partes. Para ello, el Secretario judicial hará saber al reo que nombre Abogado en el término de veinticuatro horas, si aún no lo tuviere, o de lo contrario, que se le nombrará de oficio, para que le aconseje en el acto de recibir la declaración del testigo. Transcurrido dicho término, el Juez recibirá juramento
            [315]
            y volverá a examinar a éste, a presencia del procesado y de su Abogado defensor y a presencia, asimismo, del Fiscal y del querellante, si quisieren asistir al acto, permitiendo a éstos hacerle cuantas repreguntas tengan por conveniente, excepto las que el Juez desestime como manifiestamente impertinentes.
          
        

        
				
        
          Por el Secretario judicial se consignarán las contestaciones a estas preguntas, y esta diligencia será firmada por todos los asistentes.
        

        
				
        
          
            La declaración de los testigos menores de edad se llevará a cabo evitando la confrontación visual de los mismos con el inculpado, utilizando para ello cualquier medio técnico que haga posible la práctica de esta prueba
            [316].
          
        

        
				
        
          449.
          En caso de inminente peligro de muerte del testigo, se procederá, con toda urgencia, a recibirle declaración en la forma expresada en el artículo anterior, aunque el procesado no pudiese ser asistido de letrado.
        

        
				
        
          450.
          
            No se harán tachaduras, enmiendas ni entrerrenglonaduras en las diligencias del sumario. A su final se consignarán las equivocaciones que se hubieren cometido
            [317].
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO VI
        

        
				
        
          
            Del careo de los testigos y procesados
            [318]
          
        

        
				
        
          451.
          Cuando los testigos o los procesados entre sí o aquéllos con éstos discordaren acerca de algún hecho o de alguna circunstancia que interese en el sumario, podrá el juez celebrar careo entre los que estuvieren discordes, sin que esta diligencia deba tener lugar, por regla general, más que entre dos personas a la vez.
        

        
				
        
          452.
          El careo se verificará ante el juez, leyendo el secretario a los procesados o testigos entre quienes tenga lugar el acto las declaraciones que hubiesen prestado y preguntando el primero a los testigos, después de recordarles su juramento y las penas de falso testimonio, si se ratifican en ellas o tienen alguna variación que hacer.
        

        
				
        
          El juez manifestará en seguida las contradicciones que resulten en dichas declaraciones, e invitará a los careados para que se pongan de acuerdo entre sí.
        

        
				
        
          453.
          El secretario dará fe de todo lo que ocurriere en el acto del careo y de las preguntas, contestaciones y reconvenciones que mutuamente se hicieren los careados, así como de lo que se observare en su actitud durante el acto; y firmará la diligencia con todos los concurrentes, expresando, si alguno no lo hiciere, la razón que para ello alegue.
        

        
				
        
          454.
          
            El juez no permitirá que los careados se insulten o amenacen
            [319].
          
        

        
				
        
          455.
          No se practicarán careos sino cuando no fuere conocido otro modo de comprobar la existencia del delito o la culpabilidad de alguno de los procesados.
        

        
				
        
          
            No se practicarán careos con testigos que sean menores de edad, salvo que el juez lo considere imprescindible y no lesivo para el interés de dichos testigos, previo informe pericial
            [320].
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO
          VII
        

        
				
        
          
            Del informe pericial
            [321]
          
        

        
				
        
          456.
          El juez acordará el informe pericial cuando, para conocer o apreciar algún hecho o circunstancia importante en el sumario, fuesen necesarios o convenientes conocimientos científicos o artísticos.
        

        
				
        
          457.
          Los peritos pueden ser o no titulares.
        

        
				
        
          Son peritos titulares los que tienen título oficial de una ciencia o arte cuyo ejercicio esté reglamentado por la Administración.
        

        
				
        
          Son peritos no titulares los que, careciendo de título oficial, tienen, sin embargo, conocimiento o prácticas especiales en alguna ciencia o arte.
        

        
				
        
          458.
          El juez se valdrá de peritos titulares con preferencia a los que no tuviesen título.
        

        
				
        
          459.
          Todo reconocimiento pericial se hará por dos peritos.
        

        
				
        
          Se exceptúa el caso en que no hubiese más de uno en el lugar y no fuere posible esperar la llegada de otro sin graves inconvenientes para el curso del sumario.
        

        
				
        
          460.
          El nombramiento se hará saber a los peritos por medio de oficio, que les será entregado por alguacil o portero del juzgado, con las formalidades prevenidas para la citación de los testigos, reemplazándose la cédula original, para los efectos del artículo 175, por un atestado que extenderá el alguacil o portero encargado de la entrega.
        

        
				
        
          461.
          Si la urgencia del caso lo exige, podrá hacerse el llamamiento verbalmente de orden del juez, haciéndolo constar así en los autos; pero extendiendo siempre el atestado prevenido en el artículo anterior el encargado del cumplimiento de la orden de llamamiento.
        

        
				
        
          462.
          Nadie podrá negarse a acudir al llamamiento del juez para desempeñar un servicio pericial, si no estuviese legítimamente impedido.
        

        
				
        
          En este caso deberá ponerlo en conocimiento del juez en el acto de recibir el nombramiento, para que se provea a lo que haya lugar.
        

        
				
        
          463.
          El perito que sin alegar excusa fundada deje de acudir al llamamiento del juez o se niegue a prestar el informe incurrirá en las responsabilidades señaladas para los testigos en el artículo 420.
        

        
				
        
          464.
          No podrán prestar informe pericial acerca del delito, cualquiera que sea la persona ofendida, los que según el artículo 416 no están obligados a declarar como testigos.
        

        
				
        
          
            El perito que, hallándose comprendido en alguno de los casos de dicho artículo, preste el informe sin poner antes esta circunstancia en conocimiento del juez que le hubiese nombrado incurrirá en la multa de 200 a 5.000 euros, a no ser que el hecho diere lugar a responsabilidad criminal
            [322].
          
        

        
				
        
          465.
          
            Los que presten informe como peritos en virtud de orden judicial tendrán derecho a reclamar los honorarios e indemnizaciones que sean justas, si no tuvieren, en concepto de tales peritos, retribución fija satisfecha por el Estado, por la provincia o por el municipio
            [323].
          
        

        
				
        
          466.
          
            Hecho el nombramiento de peritos, el Secretario judicial lo notificará inmediatamente al Ministerio Fiscal, al actor particular, si lo hubiere, como al procesado, si estuviere a disposición del Juez o se encontrare en el mismo lugar de la instrucción, o a su representante si lo tuviere
            [324].
          
        

        
				
        
          467.
          Si el reconocimiento e informe periciales pudieren tener lugar de nuevo en el juicio oral, los peritos nombrados no podrán ser recusados por las partes.
        

        
				
        
          
            Si no pudiere reproducirse en el juicio oral, habrá lugar a la recusación
            [325].
          
        

        
				
        
          468.
          
            Son causa de recusación de los peritos
            [326]:
          
        

        
				
        
          1.º El parentesco de consanguinidad o de afinidad dentro del cuarto grado con el querellante o con el reo.
        

        
				
        
          2.º El interés directo o indirecto en la causa o en otra semejante.
        

        
				
        
          
            3.º La amistad íntima o la enemistad manifiesta
            [327].
          
        

        
				
        
          469.
          El actor o el procesado que intente recusar al perito o peritos nombrados por el juez deberá hacerlo por escrito antes de empezar la diligencia pericial, expresando la causa de la recusación y la prueba testifical que ofrezca, y acompañando la documental o designando el lugar en que ésta se halle si no la tuviere a su disposición.
        

        
				
        
          
            Para la presentación de este escrito no estará obligado a valerse de procurador
            [328].
          
        

        
				
        
          470.
          El juez, sin levantar mano, examinará los documentos que produzca el recusante y oirá a los testigos que presente en el acto, resolviendo lo que estime justo respecto de la recusación.
        

        
				
        
          Si hubiere lugar a ella, suspenderá el acto pericial por el tiempo estrictamente necesario para nombrar el perito que haya de sustituir al recusado, hacérselo saber y constituirse el nombrado en el lugar correspondiente.
        

        
				
        
          Si no la admitiere, se procederá como si no se hubiese usado de la facultad de recusar.
        

        
				
        
          
            Cuando el recusante no produjese los documentos, pero designare el archivo o lugar en que se encuentren, se reclamarán por el Secretario judicial, y el Juez instructor los examinará una vez recibidos sin detener por esto el curso de las actuaciones; y si de ellos resultase justificada la causa de la recusación, anulará el informe pericial que se hubiese dado, mandando que se practique de nuevo esta diligencia
            [329].
          
        

        
				
        
          471.
          En el caso del párrafo segundo del artículo 467, el querellante tendrá derecho a nombrar a su costa un perito que intervenga en el acto pericial.
        

        
				
        
          El mismo derecho tendrá el procesado.
        

        
				
        
          Si los querellantes o los procesados fuesen varios, se pondrán, respectivamente, de acuerdo entre sí para hacer el nombramiento.
        

        
				
        
          Estos peritos deberán ser titulares, a no ser que no los hubiere de esta clase en el partido o demarcación, en cuyo caso podrán ser nombrados sin título.
        

        
				
        
          Si la práctica de la diligencia pericial no admitiere espera, se procederá como las circunstancias lo permitan para que el actor y el procesado puedan intervenir en ella.
        

        
				
        
          472.
          Si las partes hicieren uso de la facultad que se les concede en el artículo anterior, manifestarán al juez el nombre del perito y ofrecerán al hacer esta manifestación los comprobantes de tener la cualidad de tal perito la persona designada.
        

        
				
        
          En ningún caso podrán hacer uso de dicha facultad después de empezada la operación de reconocimiento.
        

        
				
        
          473.
          El juez resolverá sobre la admisión de dichos peritos en la forma determinada en el artículo 470 para las recusaciones.
        

        
				
        
          474.
          
            Antes de darse principio al acto pericial, todos los peritos, así los nombrados por el juez como los que lo hubieren sido por las partes, prestarán juramento, conforme al artículo 434, de proceder bien y fielmente en sus operaciones y de no proponerse otro fin más que el de descubrir y declarar la verdad
            [330].
          
        

        
				
        
          475.
          El juez manifestará clara y determinadamente a los peritos el objeto de su informe.
        

        
				
        
          476.
          Al acto pericial podrán concurrir, en el caso del párrafo segundo del artículo 467, el querellante, si lo hubiere, con su representación, y el procesado con la suya, aun cuando estuviere preso, en cuyo caso adoptará el juez las precauciones oportunas.
        

        
				
        
          477.
          El acto pericial será presidido por el juez instructor o, en virtud de su delegación, por el Juez
          Municipal.
          Podrá también delegar, en el caso del artículo 353, en un funcionario de Policía Judicial.
        

        
				
        
          Asistirá siempre el secretario que actúe en la causa.
        

        
				
        
          478.
          El informe pericial comprenderá, si fuere posible:
        

        
				
        
          1.º Descripción de la persona o cosa que sea objeto del mismo en el estado o del modo en que se halle.
        

        
				
        
          El secretario extenderá esta descripción, dictándola los peritos y suscribiéndola todos los concurrentes.
        

        
				
        
          2.º Relación detallada de todas las operaciones practicadas por los peritos y de su resultado, extendida y autorizada en la misma forma que la anterior.
        

        
				
        
          3.º Las conclusiones que en vista de tales datos formulen los peritos conforme a los principios y reglas de su ciencia o arte.
        

        
				
        
          479.
          
            Si los peritos tuvieren necesidad de destruir o alterar los objetos que analicen, deberá conservarse, a ser posible, parte de ellos a disposición del Juez, para que, en caso necesario, pueda hacerse nuevo análisis
            [331].
          
        

        
				
        
          480.
          Las partes que asistieren a las operaciones o reconocimientos podrán someter a los peritos las observaciones que estimen convenientes, haciéndose constar todas en la diligencia.
        

        
				
        
          481.
          Hecho el reconocimiento, podrán los peritos, si lo pidieren, retirarse por el tiempo absolutamente preciso al sitio que el juez les señale para deliberar y redactar las conclusiones.
        

        
				
        
          482.
          Si los peritos necesitaren descanso, el juez o el funcionario que le represente podrá concederles para ello el tiempo necesario.
        

        
				
        
          También podrá suspender la diligencia hasta otra hora u otro día cuando lo exigiere su naturaleza.
        

        
				
        
          En este caso, el juez o quien lo represente adoptará las precauciones convenientes para evitar cualquier alteración en la materia de la diligencia pericial.
        

        
				
        
          483.
          El juez podrá, por su propia iniciativa o por reclamación de las partes presentes o de sus defensores, hacer a los peritos, cuando produzcan sus conclusiones, las preguntas que estime pertinentes y pedirles las aclaraciones necesarias.
        

        
				
        
          Las contestaciones de los peritos se considerarán como parte de su informe.
        

        
				
        
          484.
          Si los peritos estuviesen discordes y su número fuere par, nombrará otro el juez.
        

        
				
        
          Con intervención del nuevamente nombrado se repetirán, si fuere posible, las operaciones que hubiesen practicado aquéllos, y se ejecutarán las demás que parecieren oportunas.
        

        
				
        
          Si no fuere posible la repetición de las operaciones ni la práctica de otras nuevas, la intervención del perito últimamente nombrado se limitará a deliberar con los demás, con vista de las diligencias de reconocimiento practicadas, y a formular luego con quien estuviere conforme, o separadamente si no lo estuviese con ninguno, sus conclusiones motivadas.
        

        
				
        
          485.
          El juez facilitará a los peritos los medios materiales necesarios para practicar la diligencia que les encomiende, reclamándolos de la Administración pública, o dirigiendo a la autoridad correspondiente un aviso previo si existieren preparados para tal objeto, salvo lo dispuesto especialmente en el artículo 362.
        

        
				
        
          TÍTULO VI
        

        
				
        
          De la citación, de la detención y de la prisión provisional
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          De la citación
        

        
				
        
          486.
          La persona a quien se le impute un acto punible deberá ser citada sólo para ser oída, a no ser que la Ley disponga lo contrario, o que desde luego proceda su detención.
        

        
				
        
          487.
          
            Si el citado, con arreglo a lo prevenido en el artículo anterior, no compareciere ni justificare causa legítima que se lo impida, la orden de comparecencia podrá convertirse en orden de detención
            [332].
          
        

        
				
        
          488.
          Durante la instrucción de la causa, el juez instructor podrá mandar comparecer a cuantas personas convenga oír por resultar contra ellas algunas indicaciones fundadas de culpabilidad.
        

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          
            De la detención
            [333]
          
        

        
				
        
          489.
          Ningún español ni extranjero podrá ser detenido sino en los casos y en la forma que las Leyes prescriban.
        

        
				
        
          490.
          
            Cualquier persona puede detener
            [334]:
          
        

        
				
        
          1.º Al que intentare cometer un delito en el momento de ir a cometerlo.
        

        
				
        
          
            2.º Al delincuente in fraganti
            [335].
          
        

        
				
        
          3.º Al que se fugare del establecimiento penal en que se halle extinguiendo condena.
        

        
				
        
          4.º Al que se fugare de la cárcel en que estuviere esperando su traslación al establecimiento penal o lugar en que deba cumplir la condena que se le hubiese impuesto por sentencia firme.
        

        
				
        
          5.º Al que se fugare al ser conducido al establecimiento o lugar mencionado en el número anterior.
        

        
				
        
          6.º Al que se fugare estando detenido o preso por causa pendiente.
        

        
				
        
          7.º Al procesado o condenado que estuviere en rebeldía.
        

        
				
        
          491.
          
            El particular que detuviere a otro justificará, si éste lo exigiere, haber obrado en virtud de motivos racionalmente suficientes para creer que el detenido se hallaba comprendido en alguno de los casos del artículo anterior
            [336].
          
        

        
				
        
          492.
          
            La Autoridad o agente de Policía Judicial tendrá obligación de detener
            [337]:
          
        

        
				
        
          1.º A cualquiera que se halle en alguno de los casos del artículo 490.
        

        
				
        
          2.º Al que estuviere procesado por delito que tenga señalada en el Código pena superior a la de prisión
          
            correccional
            [338]
          
          .
        

        
				
        
          3.º Al procesado por delito a que esté señalada pena inferior, si sus antecedentes o las circunstancias del hecho hicieren presumir que no comparecerá cuando fuere llamado por la Autoridad judicial.
        

        
				
        
          
            Se exceptúa de lo dispuesto en el párrafo anterior al procesado que preste en el acto fianza bastante, a juicio de la Autoridad o agente que intente detenerlo, para presumir racionalmente que comparecerá cuando le llame el Juez o Tribunal competente
            [339].
          
        

        
				
        
          4.º Al que estuviere en el caso del número anterior, aunque todavía no se hallase procesado, con tal que concurran las dos circunstancias siguientes: 1.ª Que la Autoridad o agente tenga motivos racionalmente bastantes para creer en la existencia de un hecho que presente los caracteres de delito. 2.ª Que los tenga también bastantes para creer que la persona a quien intente detener tuvo participación en él.
        

        
				
        
          493.
          La Autoridad o agente de Policía Judicial tomará nota del nombre, apellido, domicilio y demás circunstancias bastantes para la averiguación e identificación de la persona del procesado o del delincuente a quienes no detuviere por no estar comprendidos en ninguno de los casos del artículo anterior.
        

        
				
        
          Esta nota será oportunamente entregada al Juez o Tribunal que conozca o deba conocer de la causa.
        

        
				
        
          494.
          Dicho Juez o Tribunal acordará también la detención de los comprendidos en el artículo 492, a prevención con las Autoridades y agentes de Policía Judicial.
        

        
				
        
          495.
          No se podrá detener por simples faltas, a no ser que el presunto reo no tuviese domicilio conocido ni diese fianza bastante, a juicio de la Autoridad o agente que intente detenerle.
        

        
				
        
          496.
          El particular, Autoridad o agente de Policía Judicial que detuviere a una persona en virtud de lo dispuesto en los precedentes artículos deberá ponerla en libertad o entregarla al juez más próximo al lugar en que hubiere hecho la detención dentro de las veinticuatro horas siguientes al acto de la misma.
        

        
				
        
          
            Si demorare la entrega, incurrirá en la responsabilidad que establece el Código Penal, si la dilación hubiere excedido de veinticuatro horas
            [340].
          
        

        
				
        
          497.
          Si el Juez o Tribunal a quien se hiciese la entrega fuere el propio de la causa y la detención se hubiese hecho según lo dispuesto en los números 1.º, 2.º y 6.º, y caso referente al procesado del 7.º del artículo 490, y 2.º, 3.º y 4.º del artículo 492, elevará la detención a prisión, o la dejará sin efecto, en el término de setenta y dos horas, a contar desde que el detenido le hubiese sido entregado.
        

        
				
        
          Lo propio, y en idéntico plazo, hará el Juez o Tribunal respecto de la persona cuya detención hubiere él mismo acordado.
        

        
				
        
          498.
          Si el detenido, en virtud de lo dispuesto en el número 6.º y primer caso del 7.º del artículo 490 y 2.º y 3.º del artículo 492, hubiese sido entregado a un juez distinto del Juez o Tribunal que conozca de la causa, extenderá el primero una diligencia expresiva de la persona que hubiere hecho la detención, de su domicilio y demás circunstancias bastantes para buscarla e identificarla, de los motivos que ésta manifestase haber tenido para la detención y del nombre, apellidos y circunstancias del detenido.
        

        
				
        
          Esta diligencia será firmada por el juez, el secretario, la persona que hubiese ejecutado la detención y las demás concurrentes. Por el que no lo hiciere firmarán dos testigos.
        

        
				
        
          Inmediatamente después serán remitidas estas diligencias y la persona del detenido a disposición del Juez o Tribunal que conociese de la causa.
        

        
				
        
          499.
          Si el detenido lo fuese por estar comprendido en los números 1.º y 2.º del artículo 490, y en el 4.º del 492, el Juez de Instrucción a quien se entregue practicará las primeras diligencias y elevará la detención a prisión, o decretará la libertad del detenido, según proceda, en el término señalado en el artículo 497.
        

        
				
        
          Hecho esto, cuando él no fuese juez competente, remitirá a quien lo sea las diligencias y la persona del preso, si lo hubiere.
        

        
				
        
          500.
          Cuando el detenido lo sea en virtud de las causas 3.ª, 4.ª y 5.ª, y caso referente al condenado de la 7.ª del artículo 490, el juez a quien se entregue o que haya acordado la detención dispondrá que inmediatamente sea remitido al establecimiento o lugar donde debiere cumplir su condena.
        

        
				
        
          501.
          
            El auto elevando la detención a prisión o dejándola sin efecto se pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal y se notificará al querellante particular, si lo hubiere, y al procesado, al cual se le hará saber, asimismo, el derecho que le asiste para pedir de palabra o por escrito la reposición del auto, consignándose en la notificación las manifestaciones que hiciere
            [341].
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          
            De la prisión provisional
            [342]
          
        

        
				
        
          502.
          1. Podrá decretar la prisión provisional el juez o magistrado instructor, el juez que forme las primeras diligencias, así como el Juez de lo Penal o Tribunal que conozca de la causa.
        

        
				
        
          2. La prisión provisional sólo se adoptará cuando objetivamente sea necesaria, de conformidad con lo establecido en los artículos siguientes, y cuando no existan otras medidas menos gravosas para el derecho a la libertad a través de las cuales puedan alcanzarse los mismos fines que con la prisión provisional.
        

        
				
        
          3. El Juez o Tribunal tendrá en cuenta para adoptar la prisión provisional la repercusión que esta medida pueda tener en el imputado, considerando sus circunstancias y las del hecho objeto de las actuaciones, así como la entidad de la pena que pudiera ser impuesta.
        

        
				
        
          
            4. No se adoptará en ningún caso la prisión provisional cuando de las investigaciones practicadas se infiera racionalmente que el hecho no es constitutivo de delito o que el mismo se cometió concurriendo una causa de justificación
            [343].
          
        

        
				
        
          503.
          1. La prisión provisional sólo podrá ser decretada cuando concurran los siguientes requisitos:
        

        
				
        
          1.º Que conste en la causa la existencia de uno o varios hechos que presenten caracteres de delito sancionado con pena cuyo máximo sea igual o superior a dos años de prisión, o bien con pena privativa de libertad de duración inferior si el imputado tuviere antecedentes penales no cancelados ni susceptibles de cancelación, derivados de condena por delito doloso.
        

        
				
        
          Si fueran varios los hechos imputados se estará a lo previsto en las reglas especiales para la aplicación de las penas, conforme a lo dispuesto en la sección 2.ª del capítulo II del título III del libro I del Código Penal.
        

        
				
        
          2.º Que aparezcan en la causa motivos bastantes para creer responsable criminalmente del delito a la persona contra quien se haya de dictar el auto de prisión.
        

        
				
        
          3.º Que mediante la prisión provisional se persiga alguno de los siguientes fines:
        

        
				
        
          a)
          Asegurar la presencia del imputado en el proceso cuando pueda inferirse racionalmente un riesgo de fuga.
        

        
				
        
          
            Para valorar la existencia de este peligro se atenderá conjuntamente a la naturaleza del hecho, a la gravedad de la pena que pudiera imponerse al imputado, a la situación familiar, laboral y económica de éste, así como a la inminencia de la celebración del juicio oral, en particular en aquellos supuestos en los que procede incoar el procedimiento para el enjuiciamiento rápido regulado en el título III del libro IV de esta ley
            [344].
          
        

        
				
        
          Procederá acordar por esta causa la prisión provisional de la persona imputada cuando, a la vista de los antecedentes que resulten de las actuaciones, hubieran sido dictadas al menos dos requisitorias para su llamamiento y busca por cualquier órgano judicial en los dos años anteriores. En estos supuestos no será aplicable el límite que respecto de la pena establece el ordinal 1.º de este apartado.
        

        
				
        
          b)
           
          Evitar la ocultación, alteración o destrucción de las fuentes de prueba relevantes para el enjuiciamiento en los casos en que exista un peligro fundado y concreto.
        

        
				
        
          No procederá acordar la prisión provisional por esta causa cuando pretenda inferirse dicho peligro únicamente del ejercicio del derecho de defensa o de falta de colaboración del imputado en el curso de la investigación.
        

        
				
        
          Para valorar la existencia de este peligro se atenderá a la capacidad del imputado para acceder por sí o a través de terceros a las fuentes de prueba o para influir sobre otros imputados, testigos o peritos o quienes pudieran serlo.
        

        
				
        
          c)
          Evitar que el imputado pueda actuar contra bienes jurídicos de la víctima, especialmente cuando ésta sea alguna de las personas a las que se refiere el artículo 173.2 del Código Penal. En estos casos, no será aplicable el límite que respecto de la pena establece el ordinal 1.º de este apartado.
        

        
				
        
          2. También podrá acordarse la prisión provisional, concurriendo los requisitos establecidos en los ordinales 1.º y 2.º del apartado anterior, para evitar el riesgo de que el imputado cometa otros hechos delictivos.
        

        
				
        
          Para valorar la existencia de este riesgo se atenderá a las circunstancias del hecho, así como a la gravedad de los delitos que se pudieran cometer.
        

        
				
        
          
            Sólo podrá acordarse la prisión provisional por esta causa cuando el hecho delictivo imputado sea doloso. No obstante, el límite previsto en el ordinal 1.º del apartado anterior no será aplicable cuando de los antecedentes del imputado y demás datos o circunstancias que aporte la Policía Judicial o resulten de las actuaciones, pueda racionalmente inferirse que el imputado viene actuando concertadamente con otra u otras personas de forma organizada para la comisión de hechos delictivos o realiza sus actividades delictivas con habitualidad
            [345].
          
        

        
				
        
          504.
          1. La prisión provisional durará el tiempo imprescindible para alcanzar cualquiera de los fines previstos en el artículo anterior y en tanto subsistan los motivos que justificaron su adopción.
        

        
				
        
          2. Cuando la prisión provisional se hubiera decretado en virtud de lo previsto en los párrafos
          a)
          o
          c)
          
            del apartado 1.3.º o en el apartado 2 del artículo anterior, su duración no podrá exceder de un año si el delito tuviere señalada pena privativa de libertad igual o inferior a tres años, o de dos años si la pena privativa de libertad señalada para el delito fuera superior a tres años. No obstante, cuando concurrieren circunstancias que hicieran prever que la causa no podrá ser juzgada en aquellos plazos, el juez o tribunal podrá, en los términos previstos en el artículo 505, acordar mediante auto una sola prórroga de hasta dos años si el delito tuviera señalada pena privativa de libertad superior a tres años, o de hasta seis meses si el delito tuviera señalada pena igual o inferior a tres años
            [346].
          
        

        
				
        
          Si fuere condenado el imputado, la prisión provisional podrá prorrogarse hasta el límite de la mitad de la pena efectivamente impuesta en la sentencia, cuando ésta hubiere sido recurrida.
        

        
				
        
          3. Cuando la prisión provisional se hubiere acordado en virtud de lo previsto en el apartado 1.3.º
          b)
          del artículo anterior, su duración no podrá exceder de seis meses.
        

        
				
        
          No obstante, cuando se hubiere decretado la prisión incomunicada o el secreto del sumario, si antes del plazo establecido en el párrafo anterior se levantare la incomunicación o el secreto, el Juez o Tribunal habrá de motivar la subsistencia del presupuesto de la prisión provisional.
        

        
				
        
          4. La concesión de la libertad por el transcurso de los plazos máximos para la prisión provisional no impedirá que ésta se acuerde en el caso de que el imputado, sin motivo legítimo, dejare de comparecer a cualquier llamamiento del Juez o Tribunal.
        

        
				
        
          5. Para el cómputo de los plazos establecidos en este artículo se tendrá en cuenta el tiempo que el imputado hubiere estado detenido o sometido a prisión provisional por la misma causa.
        

        
				
        
          Se excluirá, sin embargo, de aquel cómputo el tiempo en que la causa sufriere dilaciones no imputables a la Administración de Justicia.        

        
				

          
            6. Cuando la medida de prisión provisional acordada exceda de las dos terceras partes de su duración máxima, el Juez o Tribunal que conozca de la causa y el Ministerio Fiscal comunicarán respectivamente esta circunstancia al presidente de la Sala de gobierno y al Fiscal-Jefe del Tribunal correspondiente, con la finalidad de que se adopten las medidas precisas para imprimir a las actuaciones la máxima celeridad. A estos efectos, la tramitación del procedimiento gozará de preferencia respecto de todos los demás
            [347].
          
        

        
				
        
          504 bis.
          
            [.......]
            [348].
          
        

        
				
        
          504 bis.2.
          
            [.......]
            [349].
          
        

        
				
        
          505.
          1. Cuando el detenido fuere puesto a disposición del Juez de Instrucción o Tribunal que deba conocer de la causa, éste, salvo que decretare su libertad provisional sin fianza, convocará a una audiencia en la que el Ministerio Fiscal o las partes acusadoras podrán interesar que se decrete la prisión provisional del imputado o su libertad provisional con fianza.
        

        
				
        
          En los supuestos del procedimiento regulado en el título III del libro IV de esta ley, este trámite se sustanciará con arreglo a lo establecido en el artículo 798, salvo que la audiencia se hubiera celebrado con anterioridad.
        

        
				
        
          2. La audiencia prevista en el apartado anterior deberá celebrarse en el plazo más breve posible dentro de las 72 horas siguientes a la puesta del detenido a disposición judicial y a ella se citará al imputado, que deberá estar asistido de letrado por él elegido o designado de oficio, al Ministerio Fiscal y a las demás partes personadas. La audiencia habrá de celebrarse también para solicitar y decretar, en su caso, la prisión provisional del imputado no detenido o su libertad provisional con fianza.
        

        
				
        
          3. En dicha audiencia, si el Ministerio Fiscal o alguna parte acusadora solicitare que se decrete la prisión provisional del imputado o su libertad provisional con fianza, podrán quienes concurrieren realizar alegaciones y proponer los medios de prueba que puedan practicarse en el acto o dentro de las 72 horas antes indicadas en el apartado anterior.
        

        
				
        
          4. El Juez o Tribunal decidirá sobre la procedencia o no de la prisión o de la imposición de la fianza. Si ninguna de las partes las instare, acordará necesariamente la inmediata puesta en libertad del imputado que estuviere detenido.
        

        
				
        
          5. Si por cualquier razón la audiencia no pudiere celebrarse, el Juez o Tribunal podrá acordar la prisión provisional, si concurrieren los presupuestos del artículo 503, o la libertad provisional con fianza. No obstante, dentro de las siguientes 72 horas, el Juez o Tribunal convocará una nueva audiencia, adoptando las medidas a que hubiere lugar por la falta de celebración de la primera audiencia.
        

        
				
        
          
            6. Cuando el detenido fuere puesto a disposición de juez distinto del Juez o Tribunal que conociere o hubiere de conocer de la causa, y el detenido no pudiere ser puesto a disposición de este último en el plazo de 72 horas, procederá el primero de acuerdo con lo previsto en los apartados anteriores. No obstante, una vez que el Juez o Tribunal de la causa reciba las diligencias, oirá al imputado, asistido de su abogado, tan pronto como le fuera posible y dictará la resolución que proceda
            [350].
          
        

        
				
        
          506.
          1. Las resoluciones que se dicten sobre la situación personal del imputado adoptarán la forma de auto. El auto que acuerde la prisión provisional o disponga su prolongación expresará los motivos por los que la medida se considera necesaria y proporcionada respecto de los fines que justifican su adopción.
        

        
				
        
          2. Si la causa hubiere sido declarado secreta, en el auto de prisión se expresarán los particulares del mismo que, para preservar la finalidad del secreto, hayan de ser omitidos de la copia que haya de notificarse. En ningún caso se omitirá en la notificación una sucinta descripción del hecho imputado y de cuál o cuáles de los fines previstos en el artículo 503 se pretende conseguir con la prisión. Cuando se alce el secreto del sumario, se notificará de inmediato el auto íntegro al imputado.
        

        
				
        
          
            3. Los autos relativos a la situación personal del imputado se pondrán en conocimiento de los directamente ofendidos y perjudicados por el delito cuya seguridad pudiera verse afectada por la resolución
            [351].
          
        

        
				
        
          507.
          1. Contra los autos que decreten, prorroguen o denieguen la prisión provisional o acuerden la libertad del imputado podrá ejercitarse el recurso de apelación en los términos previstos en el artículo 766, que gozará de tramitación preferente. El recurso contra el auto de prisión deberá resolverse en un plazo máximo de 30 días.
        

        
				
        
          
            2. Cuando en virtud de lo dispuesto en el apartado 2 del artículo anterior no se hubiere notificado íntegramente el auto de prisión al imputado, éste también podrá recurrir el auto íntegro cuando le sea notificado, de conformidad con lo dispuesto en el apartado anterior
            [352].
          
        

        
				
        
          508.
          1. El Juez o Tribunal podrá acordar la sustitución de la prisión provisional del imputado por su arresto domiciliario cuando por razón de enfermedad el internamiento entrañe grave peligro para su salud. El arresto domiciliario se acordará con la vigilancia que resulte necesaria. El Juez o Tribunal podrá autorizar que el imputado salga de su domicilio durante las horas necesarias para el tratamiento de su enfermedad, siempre con la vigilancia precisa.
        

        
				
        
          
            2. En los casos en los que el imputado se hallara sometido a tratamiento de desintoxicación o deshabituación a sustancias estupefacientes y el ingreso en prisión pudiera frustrar el resultado de dicho tratamiento, la medida de prisión provisional podrá ser sustituida por el ingreso en un centro oficial o de una organización legalmente reconocida para continuación del tratamiento, siempre que los hechos objeto del procedimiento sean anteriores a su inicio. En este caso el imputado no podrá salir del centro sin la autorización del Juez o Tribunal que hubiera acordado la medida
            [353].
          
        

        
				
        
          509.
          1. El Juez de Instrucción o Tribunal podrá acordar excepcionalmente la detención o prisión incomunicadas para evitar que se sustraigan a la acción de la justicia personas supuestamente implicadas en los hechos investigados, que éstas puedan actuar contra bienes jurídicos de la víctima, que se oculten, alteren o destruyan pruebas relacionadas con su comisión, o que se cometan nuevos hechos delictivos.
        

        
				
        
          2. La incomunicación durará el tiempo estrictamente necesario para practicar con urgencia diligencias tendentes a evitar los peligros a que se refiere el apartado anterior. La incomunicación no podrá extenderse más allá de cinco días. En los casos en que la prisión se acuerde en causa por alguno de los delitos a que se refiere el artículo 384 bis u otros delitos cometidos concertadamente y de forma organizada por dos o más personas, la incomunicación podrá prorrogarse por otro plazo no superior a cinco días. No obstante, en estos mismos casos, el Juez o Tribunal que conozca de la causa podrá mandar que vuelva a quedar incomunicado el preso, aun después de haber sido puesto en comunicación, siempre que el desenvolvimiento ulterior de la investigación o de la causa ofreciese méritos para ello. Esta segunda incomunicación no excederá en ningún caso de tres días.
        

        
				
        
          
            3. El auto en el que sea acordada la incomunicación o, en su caso, su prórroga deberá expresar los motivos por los que haya sido adoptada la medida
            [354].
          
        

        
				
        
          510.
          1. El incomunicado podrá asistir con las precauciones debidas a las diligencias en que le dé intervención esta ley cuando su presencia no pueda desvirtuar el objeto de la incomunicación.
        

        
				
        
          2. Se permitirá al preso contar con los efectos que él se proporcione siempre y cuando a juicio de Juez o Tribunal no frustren los fines de la incomunicación.
        

        
				
        
          3. El preso no podrá realizar ni recibir comunicación alguna. No obstante, el Juez o Tribunal podrá autorizar comunicaciones que no frustren la finalidad de la prisión incomunicada y adoptará, en su caso, las medidas oportunas.
        

        
				
        
          
            4. El preso sometido a incomunicación que así lo solicite tendrá derecho a ser reconocido por un segundo médico forense designado por el Juez o Tribunal competente para conocer de los hechos
            [355].
          
        

        
				
        
          511.
          1. Para llevar a efecto el auto de prisión se expedirán dos mandamientos: uno a la Policía Judicial o agente judicial, en su caso, que haya de ejecutarlo, y otro al director del establecimiento que deba recibir al preso.
        

        
				
        
          
            En el mandamiento se consignarán los datos personales que consten del imputado, el delito que dé lugar al procedimiento y si la prisión ha de ser con comunicación o sin ella
            [356].
          
        

        
				
        
          
            2. Los directores de los establecimientos no recibirán a ninguna persona en condición de preso sin que se les entregue mandamiento de prisión
            [357].
          
        

        
				
        
          
            3. Una vez dictado auto por el que se acuerde la libertad del preso, inmediatamente se expedirá mandamiento al director del establecimiento
            [358].
          
        

        
				
        
          512.
          
            Si el presunto reo no fuere habido en su domicilio y se ignorase su paradero, el Juez acordará que sea buscado por requisitorias que se enviarán a los Jueces de Instrucción en cuyo territorio hubiese motivo para sospechar que aquél se halle, expidiéndose por el Secretario judicial los oficios oportunos; y en todo caso se publicarán aquéllas en el Boletín Oficial del Estado y el diario oficial de la Comunidad Autónoma respectiva, fijándose también copias autorizadas, en forma de edicto, en la Oficina del Juzgado o Tribunal que conociere de la causa y en la de los Jueces de instrucción a quienes se hubiese requerido
            [359].
          
        

        
				
        
          513.
          
            En la requisitoria se expresarán el nombre y apellidos, cargo, profesión u oficio, si constaren, del procesado rebelde, y las señas en virtud de las que pueda ser identificado, el delito por que se le procesa, el territorio donde sea de presumir que se encuentra y la cárcel adonde deba ser conducido
            [360].
          
        

        
				
        
          514.
          La requisitoria original y un ejemplar de cada periódico en que se hubiese publicado se unirán a la causa.
        

        
				
        
          515.
          El Juez o Tribunal que hubiese acordado la prisión del procesado rebelde y los Jueces de Instrucción a quienes se enviaren las requisitorias pondrán en conocimiento de las Autoridades y agentes de Policía Judicial de sus respectivos territorios las circunstancias mencionadas en el artículo 513.
        

        
				
        
          516.
          
            En la resolución por la que se acuerde buscar por requisitorias, el Juez designará los particulares de la causa que fueren precisos para poder resolver acerca de la situación personal del requisitoriado una vez sea habido. Testimoniados la resolución judicial y los particulares por el Secretario judicial, se remitirán al Juzgado de Guardia o se incluirán en el sistema informático que al efecto exista, donde quedarán registrados
            [361].
          
        

        
				
        
          517.
          
            Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 505.6, presentado el requisitoriado ante un Juzgado de Guardia, el Juez, si fuera necesario para resolver, podrá solicitar el auxilio del órgano judicial que hubiera dictado la requisitoria o, en su defecto, del que se hallare de guardia en este último partido judicial, a fin de que le facilite la documentación e información a que se refiere el artículo anterior
            [362].
          
        

        
				
        
          518.
          Los autos en que se decrete o deniegue la prisión o excarcelación serán apelables sólo en el efecto devolutivo.
        

        
				
        
          
            La tramitación se ajustará a lo dispuesto en el título X del libro I de esta Ley
            [363]
          
          .
        

        
				
        
          519.
          Todas las diligencias de prisión provisional se sustanciarán en pieza separada.
        

        
				
        
          CAPÍTULO IV
        

        
				
        
          
            Del ejercicio del derecho de defensa, de la asistencia de abogado y del tratamiento de los detenidos y presos
            [364]
          
        

        
				
        
          520.
          1. La detención y la prisión provisional deberán practicarse en la forma que menos perjudique al detenido o preso en su persona, reputación y patrimonio.
        

        
				
        
          La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos. Dentro de los plazos establecidos en la presente Ley, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la Autoridad judicial.
        

        
				
        
          
            2. Toda persona detenida o presa será informada, de modo que le sea comprensible, y de forma inmediata, de los hechos que se le imputan y las razones motivadoras de su privación de libertad
            [365], así como de los derechos que le asisten, y especialmente de los siguientes:
          
        

        
				
        
          a)
           
          
            Derecho a guardar silencio, no declarando si no quiere, a no contestar alguna o algunas de las preguntas que le formulen o a manifestar que sólo declarará ante el juez
            [366].
          
        

        
				
        
          b)
           
          
            Derecho a no declarar contra sí mismo y a no confesarse culpable
            [367].
          
        

        
				
        
          c)
           
          
            Derecho a designar abogado y a solicitar su presencia para que asista a las diligencias policiales y judiciales de declaración e intervenga en todo reconocimiento de identidad de que sea objeto. Si el detenido o preso no designara abogado, se procederá a la designación de oficio
            [368].
          
        

        
				
        
          d)
           
          
            Derecho a que se ponga en el conocimiento del familiar, o persona que desee, el hecho de la detención y el lugar de custodia en que se halle en cada momento
            [369]. Los extranjeros tendrán derecho a que las circunstancias anteriores se comuniquen a la Oficina consular de su país
            [370].
          
        

        
				
        
          e)
           
          Derecho a ser asistido gratuitamente por un intérprete, cuando se trate de extranjero que no comprenda o no hable el castellano.
        

        
				
        
          f)
          Derecho a ser reconocido por el médico forense o su sustituto legal y, en su defecto, por el de la Institución en que se encuentre, o por cualquier otro dependiente del Estado o de otras Administraciones públicas.
        

        
				
        
          3.
           
          Si se tratare de un menor de edad o incapacitado, la autoridad bajo cuya custodia se encuentre el detenido o preso notificará las circunstancias del apartado 2.
          d)
          
            a quienes ejerzan la patria potestad, la tutela o la guarda de hecho del mismo, y, si no fueran halladas, se dará cuenta inmediatamente al Ministerio Fiscal. Si el detenido menor o incapacitado fuera extranjero, el hecho de la detención se notificará de oficio al Cónsul de su país
            [371].
          
        

        
				
        
          4.
           
          
            La Autoridad judicial y los funcionarios bajo cuya custodia se encuentre el detenido o preso se abstendrán de hacerle recomendaciones sobre la elección de abogado y comunicarán en forma que permita su constancia al Colegio de Abogados el nombre del abogado elegido por aquél para su asistencia o petición de que se le designe de oficio. El Colegio de Abogados notificará al designado dicha elección, a fin de que manifieste su aceptación o renuncia. En caso de que el designado no aceptare el referido encargo, no fuere hallado o no compareciere, el Colegio de Abogados procederá al nombramiento de un abogado de oficio
            [372]. El abogado designado acudirá al centro de detención a la mayor brevedad y, en todo caso, en el plazo máximo de ocho horas, contadas desde el momento de la comunicación al referido Colegio.
          
        

        
				
        
          Si transcurrido el plazo de ocho horas de la comunicación realizada al Colegio de Abogados no compareciese injustificadamente letrado alguno en el lugar donde el detenido o preso se encuentre, podrá procederse a la práctica de la declaración o del reconocimiento de aquél, si lo consintiere, sin perjuicio de las responsabilidades contraídas en caso de incumplimiento de sus obligaciones por parte de los abogados designados.
        

        
				
        
          
            5. No obstante, el detenido o preso podrá renunciar a la preceptiva asistencia de letrado si su detención lo fuere por hechos susceptibles de ser tipificados, exclusivamente, como delitos contra la seguridad del tráfico
            [373].
          
        

        
				
        
          6. La asistencia del abogado consistirá en:
        

        
				
        
          a)
          Solicitar, en su caso, que se informe al detenido o preso de los derechos establecidos en el número 2 de este artículo y que se proceda al reconocimiento médico señalado en su párrafo
          f).
        

        
				
        
          b)
          Solicitar de la Autoridad judicial o funcionario que hubiese practicado la diligencia en que el abogado haya intervenido, una vez terminada ésta, la declaración o ampliación de los extremos que considere convenientes, así como la consignación en el acta de cualquier incidencia que haya tenido lugar durante su práctica.
        

        
				
        
          c)
          
            Entrevistarse reservadamente con el detenido al término de la práctica de la diligencia en que hubiere intervenido
            [374].
          
        

        
				
        
          520 bis.
          1. Toda persona detenida como presunto partícipe de alguno de los delitos a que se refiere el artículo 384 bis será puesta a disposición del juez competente dentro de las setenta y dos horas siguientes a la detención. No obstante, podrá prolongarse la detención el tiempo necesario para los fines investigadores, hasta un límite máximo de otras cuarenta y ocho horas, siempre que, solicitada tal prórroga mediante comunicación motivada dentro de las primeras cuarenta y ocho horas desde la detención, sea autorizada por el juez en las veinticuatro horas siguientes. Tanto la autorización cuanto la denegación de la prórroga se adoptarán en resolución motivada.
        

        
				
        
          2. Detenida una persona por los motivos expresados en el número anterior, podrá solicitarse del juez que decrete su incomunicación, el cual deberá pronunciarse sobre la misma, en resolución motivada, en el plazo de veinticuatro horas. Solicitada la incomunicación, el detenido quedará en todo caso incomunicado, sin perjuicio del derecho de defensa que le asiste y de lo establecido en los artículos 520 y 527, hasta que el juez hubiere dictado la resolución pertinente.
        

        
				
        
          
            3. Durante la detención, el juez podrá en todo momento requerir información y conocer, personalmente o mediante delegación en el Juez de Instrucción del partido o demarcación donde se encuentre el detenido, la situación de éste
            [375].
          
        

        
				
        
          521.
          Los detenidos estarán, a ser posible, separados los unos de los otros.
        

        
				
        
          Si la separación no fuese posible, el Juez instructor o Tribunal cuidará de que no se reúnan personas de diferente sexo ni los correos en una misma prisión, y de que los jóvenes y los no reincidentes se hallen separados de los de edad madura y de los reincidentes.
        

        
				
        
          
            Para esta separación se tendrá en cuenta el grado de educación del detenido, su edad y la naturaleza del delito que se le impute
            [376].
          
        

        
				
        
          522.
          
            Todo detenido o preso puede procurarse a sus expensas las comodidades u ocupaciones compatibles con el objeto de su detención y el régimen del establecimiento en que esté custodiado, siempre que no comprometan su seguridad o la reserva del sumario
            [377].
          
        

        
				
        
          523.
          Cuando el detenido o preso deseare ser visitado por un ministro de su religión, por un médico, por sus parientes o personas con quienes esté en relación de intereses, o por las que puedan darle sus consejos, deberá permitírsele, con las condiciones prescritas en el reglamento de cárceles, si no afectasen al secreto y éxito del sumario. La relación con el abogado defensor no podrá impedírsele mientras estuviere en comunicación
          [378].
        

        
				
        
          524.
          El juez instructor autorizará, en cuanto no se perjudique el éxito de la instrucción, los medios de correspondencia y comunicación de que pueda hacer uso el detenido o preso.
        

        
				
        
          
            Pero en ningún caso debe impedirse a los detenidos o presos la libertad de escribir a los funcionarios superiores del orden judicial
            [379].
          
        

        
				
        
          525.
          No se adoptará contra el detenido o preso ninguna medida extraordinaria de seguridad sino en caso de desobediencia, de violencia o de rebelión, o cuando haya intentado o hecho preparativos para fugarse.
        

        
				
        
          
            Esta medida deberá ser temporal, y sólo subsistirá el tiempo estrictamente necesario
            [380].
          
        

        
				
        
          526.
          El juez instructor visitará una vez por semana, sin previo aviso ni día determinado, las prisiones de la localidad, acompañado de un individuo del Ministerio Fiscal, que podrá ser el Fiscal
          Municipal
          delegado al efecto por el fiscal de la respectiva Audiencia; y donde exista este Tribunal harán la visita el Presidente del mismo o el de la Sala de lo Criminal y un magistrado, con un individuo del Ministerio Fiscal y con asistencia del juez instructor.
        

        
				
        
          
            En la visita se enterarán de todo lo concerniente a la situación de los presos o detenidos y adoptarán las medidas que quepan dentro de sus atribuciones para corregir los abusos que notaren
            [381].
          
        

        
				
        
          527.
          El detenido o preso, mientras se halle incomunicado, no podrá disfrutar de los derechos expresados en el presente capítulo, con excepción de los establecidos en el artículo 520, con las siguientes modificaciones:
        

        
				
        
          a)
          En todo caso, su abogado será designado de oficio.
        

        
				
        
          b)
          No tendrá derecho a la comunicación prevista en el apartado
          d)
          del número 2.
        

        
				
        
          c)
          Tampoco tendrá derecho a la entrevista con su abogado, prevista en el apartado
          c)
          
            del número 6
            [382].
          
        

        
				
        
          TÍTULO VII
        

        
				
        
          De la libertad provisional del procesado
        

        
				
        

          528.
          La prisión provisional sólo durará lo que subsistan los motivos que la hayan ocasionado.
        

        
				
        
          El detenido o preso será puesto en libertad en cualquier estado de la causa en que resulte su inocencia.
        

        
				
        
          
            Todas las autoridades que intervengan en un proceso estarán obligadas a dilatar lo menos posible la detención y la prisión provisional de los inculpados o procesados
            [383].
          
        

        
				
        
          529.
          Cuando no se hubiere acordado la prisión provisional del imputado, el Juez o Tribunal decretará, con arreglo a lo previsto en el artículo 505, si el imputado ha de dar o no fianza para continuar en libertad provisional.
        

        
				
        
          
            En el mismo auto, si el Juez o Tribunal decretare la fianza, fijará la calidad y cantidad de la que hubiere de prestar
            [384].
          
        

        
				
        
          
            Este auto se notificará al imputado, al Ministerio Fiscal y a las demás partes personadas y será recurrible de acuerdo con lo previsto en el artículo 507
            [385].
          
        

        
				
        
          529 bis.
          
            Cuando se decrete el procesamiento de persona autorizada para conducir vehículos de motor por delito cometido con motivo de su conducción, si el procesado ha de estar en libertad, el Juez, discrecionalmente, podrá privarle provisionalmente de usar el permiso, mandando que se recoja e incorpore al proceso el documento en el que conste. El Secretario judicial lo comunicará al organismo administrativo que lo haya expedido
            [386].
          
        

        
				
        
          530.
          
            El imputado que hubiere de estar en libertad provisional, con o sin fianza, constituirá apud acta obligación de comparecer en los días que le fueren señalados en el auto respectivo, y además cuantas veces fuere llamado ante el Juez o Tribunal que conozca de la causa. Para garantizar el cumplimiento de esta obligación, el Juez o Tribunal podrá acordar motivadamente la retención de su pasaporte
            [387].
          
        

        
				
        
          531.
          Para determinar la calidad y cantidad de la fianza, se tomarán en cuenta la naturaleza del delito, el estado social y antecedentes del procesado y las demás circunstancias que pudieren influir en el mayor o menor interés de éste para ponerse fuera del alcance de la Autoridad judicial.
        

        
				
        
          532.
          
            La fianza se destinará a responder de la comparecencia del procesado cuando fuere llamado por el Juez o Tribunal que conozca de la causa. Su importe servirá para satisfacer las costas causadas en el ramo separado formado para su constitución, y el resto se adjudicará al Estado
            [388].
          
        

        
				
        
          533.
          Es aplicable a las fianzas que se ofrezcan para obtener la libertad provisional de un procesado todo cuanto a su naturaleza, manera de constituirse, de ser admitidas y calificadas y de sustituirse se determina en los artículos 591 y siguientes hasta el 596 inclusive del título IX de este libro.
        

        
				
        
          534.
          
            Si al primer llamamiento judicial no compareciere el acusado o no justificare la imposibilidad de hacerlo, el Secretario judicial señalará al fiador personal o al dueño de los bienes de cualquier clase dados en fianza el término de diez días para que presente al rebelde
            [389].
          
        

        
				
        
          535.
          
            Si el fiador personal o dueño de los bienes de la fianza no presentare al rebelde en el término fijado, se procederá a hacer ésta efectiva, declarándose adjudicada al Estado y haciendo entrega de ella a la Administración más próxima de Rentas, con deducción de las costas indicadas al final del artículo 532
            [390].
          
        

        
				
        
          536.
          Para realizar toda fianza el Secretario judicial procederá por la vía de apremio de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo IV, Título IV, del Libro III de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
        

        
				
        
          
            Si se tratare de una fianza personal, se procederá también por la vía de apremio contra los bienes del fiador hasta hacer efectiva la cantidad que se haya fijado al admitir la referida fianza
            [391].
          
        

        
				
        
          537.
          Cuando los bienes de la fianza fueren del dominio del procesado, se realizará y adjudicará ésta al Estado inmediatamente que aquél dejare de comparecer al llamamiento judicial o de justificar la imposibilidad de hacerlo.
        

        
				
        
          538.
          En todas las diligencias de enajenación de bienes de las fianzas y de la entrega de su importe en las Administraciones de Hacienda Pública intervendrá el Ministerio Fiscal.
        

        
				
        
          El fiscal de la Audiencia podrá delegar su intervención en el Fiscal
          Municipal
          donde se encuentre el Juez de Instrucción, o bien reclamar que se le remita el expediente cuando tenga estado, procurando, a ser posible, deducir sus pretensiones en un solo dictamen.
        

        
				
        
          539.
          Los autos de prisión y libertad provisionales y de fianza serán reformables durante todo el curso de la causa.
        

        
				
        
          En su consecuencia, el imputado podrá ser preso y puesto en libertad cuantas veces sea procedente, y la fianza podrá ser modificada en lo que resulte necesario para asegurar las consecuencias del juicio.
        

        
				
        
          Para acordar la prisión o la libertad provisional con fianza de quien estuviere en libertad o agravar las condiciones de la libertad provisional ya acordada sustituyéndola por la de prisión o libertad provisional con fianza, se requerirá solicitud del Ministerio Fiscal o de alguna parte acusadora, resolviéndose previa celebración de la comparecencia a que se refiere el artículo 505.
        

        
				
        
          
            No obstante, si a juicio del Juez o Tribunal concurrieren los presupuestos del artículo 503, procederá a dictar auto de reforma de la medida cautelar, o incluso de prisión, si el imputado se encontrase en libertad, pero debiendo convocar, para dentro de las 72 horas siguientes, a la indicada comparecencia
            [392].
          
        

        
				
        
          
            Siempre que el Juez o Tribunal entienda que procede la libertad o la modificación de la libertad provisional en términos más favorables al sometido a la medida, podrá acordarla, en cualquier momento, de oficio y sin someterse a la petición de parte
            [393].
          
        

        
				
        
          540.
          Si el procesado no presenta o amplía la fianza en el término que se le señale, será reducido a prisión.
        

        
				
        
          541.
          Se cancelará la fianza:
        

        
				
        
          1.º Cuando el fiador lo pidiere, presentando a la vez al procesado.
        

        
				
        
          2.º Cuando éste fuere reducido a prisión.
        

        
				
        
          3.º Cuando se dictare auto firme de sobreseimiento o sentencia firme absolutoria o, cuando siendo condenatoria, se presentare el reo para cumplir la condena.
        

        
				
        
          4.º Por muerte del procesado estando pendiente la causa.
        

        
				
        
          542.
          Si se hubiere dictado sentencia firme condenatoria y el procesado no compareciere al primer llamamiento o no justificare la imposibilidad de hacerlo, se adjudicará la fianza al Estado en los términos establecidos en el artículo 535.
        

        
				
        
          543.
          Una vez adjudicada la fianza no tendrá acción el fiador para pedir la devolución, quedándole a salvo su derecho para reclamar la indemnización contra el procesado o sus causahabientes.
        

        
				
        
          544.
          
            Las diligencias de prisión y libertad provisionales y fianzas se sustanciarán en pieza separada
            [394].
          
        

        
				
        
          544 bis.
          
            En los casos en los que se investigue un delito de los mencionados en el artículo 57 del Código Penal
            [395], el Juez o Tribunal podrá, de forma motivada y cuando resulte estrictamente necesario al fin de protección de la víctima, imponer cautelarmente al inculpado la prohibición de residir en un determinado lugar, barrio, municipio, provincia u otra entidad local, o comunidad autónoma.
          
        

        
				
        
          En las mismas condiciones podrá imponerle cautelarmente la prohibición de acudir a determinados lugares, barrios, municipios, provincias u otras entidades locales, o comunidades autónomas, o de aproximarse o comunicarse, con la graduación que sea precisa, a determinadas personas.
        

        
				
        
          Para la adopción de estas medidas se tendrá en cuenta la situación económica del inculpado y los requerimientos de su salud, situación familiar y actividad laboral. Se atenderá especialmente a la posibilidad de continuidad de esta última, tanto durante la vigencia de la medida como tras su finalización.
        

        
				
        
          
            En caso de incumplimiento por parte del inculpado de la medida acordada por el Juez o Tribunal, éste convocará la comparecencia regulada en el artículo 505 para la adopción de la prisión provisional en los términos del artículo 503, de la orden de protección prevista en el artículo 544 ter o de otra medida cautelar que implique una mayor limitación de su libertad personal, para lo cual se tendrán en cuenta la incidencia del incumplimiento, sus motivos, gravedad y circunstancias, sin perjuicio de las responsabilidades que del incumplimiento pudieran resultar
            [396].
          
        

        
				
        
          544 ter.
          1. El Juez de Instrucción dictará orden de protección para las víctimas de violencia doméstica en los casos en que, existiendo indicios fundados de la comisión de un delito o falta contra la vida, integridad física o moral, libertad sexual, libertad o seguridad de alguna de las personas mencionadas en el artículo 173.2 del Código Penal, resulte una situación objetiva de riesgo para la víctima que requiera la adopción de alguna de las medidas de protección reguladas en este artículo.
        

        
				
        
          2. La orden de protección será acordada por el juez de oficio o a instancia de la víctima o persona que tenga con ella alguna de las relaciones indicadas en el apartado anterior, o del Ministerio Fiscal.
        

        
				
        
          Sin perjuicio del deber general de denuncia previsto en el artículo 262 de esta ley, las entidades u organismos asistenciales, públicos o privados, que tuvieran conocimiento de alguno de los hechos mencionados en el apartado anterior deberán ponerlos inmediatamente en conocimiento del juez de guardia o del Ministerio Fiscal con el fin de que se pueda incoar o instar el procedimiento para la adopción de la orden de protección.
        

        
				
        
          3. La orden de protección podrá solicitarse directamente ante la autoridad judicial o el Ministerio Fiscal, o bien ante las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, las oficinas de atención a la víctima o los servicios sociales o instituciones asistenciales dependientes de las Administraciones públicas. Dicha solicitud habrá de ser remitida de forma inmediata al juez competente. En caso de suscitarse dudas acerca de la competencia territorial del juez, deberá iniciar y resolver el procedimiento para la adopción de la orden de protección el juez ante el que se haya solicitado ésta, sin perjuicio de remitir con posterioridad las actuaciones a aquel que resulte competente.
        

        
				
        
          
            Los servicios sociales y las instituciones referidas anteriormente facilitarán a las víctimas de la violencia doméstica a las que hubieran de prestar asistencia la solicitud de la orden de protección, poniendo a su disposición con esta finalidad información, formularios y, en su caso, canales de comunicación telemáticos con la Administración de Justicia y el Ministerio Fiscal
            [397].
          
        

        
				
        
          4. Recibida la solicitud de orden de protección, el Juez de guardia, en los supuestos mencionados en el apartado 1 de este artículo, convocará a una audiencia urgente a la víctima o su representante legal, al solicitante y al presunto agresor, asistido, en su caso, de Abogado. Asimismo será convocado el Ministerio Fiscal.
        

        
				
        
          Esta audiencia se podrá sustanciar simultáneamente con la prevista en el artículo 505 cuando su convocatoria fuera procedente, con la audiencia regulada en el artículo 798 en aquellas causas que se tramiten conforme al procedimiento previsto en el Título III del Libro IV de esta Ley o, en su caso, con el acto del juicio de faltas. Cuando excepcionalmente no fuese posible celebrar la audiencia durante el servicio de guardia, el Juez ante el que hubiera sido formulada la solicitud la convocará en el plazo más breve posible. En cualquier caso la audiencia habrá de celebrarse en un plazo máximo de setenta y dos horas desde la presentación de la solicitud.
        

        
				
        
          Durante la audiencia, el Juez de guardia adoptará las medidas oportunas para evitar la confrontación entre el presunto agresor y la víctima, sus hijos y los restantes miembros de la familia. A estos efectos dispondrá que su declaración en esta audiencia se realice por separado.
        

        
				
        
          Celebrada la audiencia, el Juez de guardia resolverá mediante auto lo que proceda sobre la solicitud de la orden de protección, así como sobre el contenido y vigencia de las medidas que incorpore. Sin perjuicio de ello, el Juez de instrucción podrá adoptar en cualquier momento de la tramitación de la causa las medidas previstas en el artículo 544 bis.
        

        
				
        
          5. La orden de protección confiere a la víctima de los hechos mencionados en el apartado 1 un estatuto integral de protección que comprenderá las medidas cautelares de orden civil y penal contempladas en este artículo y aquellas otras medidas de asistencia y protección social establecidas en el ordenamiento jurídico.
        

        
				
        
          La orden de protección podrá hacerse valer ante cualquier autoridad y Administración Pública.
        

        
				
        
          6. Las medidas cautelares de carácter penal podrán consistir en cualesquiera de las previstas en la legislación procesal criminal. Sus requisitos, contenido y vigencia serán los establecidos con carácter general en esta ley. Se adoptarán por el Juez de Instrucción atendiendo a la necesidad de protección integral e inmediata de la víctima.
        

        
				
        
          7. Las medidas de naturaleza civil deberán ser solicitadas por la víctima o su representante legal, o bien por el Ministerio Fiscal, cuando existan hijos menores o incapaces, siempre que no hubieran sido previamente acordadas por un órgano del orden jurisdiccional civil, y sin perjuicio de las medidas previstas en el artículo 158 del Código Civil. Estas medidas podrán consistir en la atribución del uso y disfrute de la vivienda familiar, determinar el régimen de custodia, visitas, comunicación y estancia con los hijos, el régimen de prestación de alimentos, así como cualquier disposición que se considere oportuna a fin de apartar al menor de un peligro o de evitarle perjuicios.
        

        
				
        
          Las medidas de carácter civil contenidas en la orden de protección tendrán una vigencia temporal de 30 días. Si dentro de este plazo fuese incoado a instancia de la víctima o de su representante legal un proceso de familia ante la jurisdicción civil las medidas adoptadas permanecerán en vigor durante los treinta días siguientes a la presentación de la demanda. En este término las medidas deberán ser ratificadas, modificadas o dejadas sin efecto por el juez de primera instancia que resulte competente.
        

        
				
        
          8. La orden de protección será notificada a las partes, y comunicada por el Secretario judicial inmediatamente, mediante testimonio íntegro, a la víctima y a las Administraciones públicas competentes para la adopción de medidas de protección, sean éstas de seguridad o de asistencia social, jurídica, sanitaria, psicológica o de cualquier otra índole. A estos efectos se establecerá reglamentariamente un sistema integrado de coordinación administrativa que garantice la agilidad de estas comunicaciones.
        

        
				
        
          9. La orden de protección implicará el deber de informar permanentemente a la víctima sobre la situación procesal del imputado así como sobre el alcance y vigencia de las medidas cautelares adoptadas. En particular, la víctima será informada en todo momento de la situación penitenciaria del presunto agresor. A estos efectos se dará cuenta de la orden de protección a la Administración penitenciaria.
        

        
				
        
          
            10. La orden de protección será inscrita en el Registro Central para la Protección de las Víctimas de la Violencia Doméstica y de Género
            [398].
          
        

        
				
        
          
            11. En aquellos casos en que durante la tramitación de un procedimiento penal en curso surja una situación de riesgo para alguna de las personas vinculadas con el imputado por alguna de las relaciones indicadas en el apartado 1 de este artículo, el Juez o Tribunal que conozca de la causa podrá acordar la orden de protección de la víctima con arreglo a lo establecido en los apartados anteriores
            [399].
          
        

        
				
        
          TÍTULO VIII
        

        
				
        
          
            De la entrada y registro en lugar cerrado, del de libros y papeles y de la detención y apertura de la correspondencia escrita y telegráfica
            [400]
          
        

        
				
        
          545.
          
            Nadie podrá entrar en el domicilio
            [401]
            de un español o extranjero residente en España sin su consentimiento, excepto en los casos y en la forma expresamente previstos en las Leyes
            [402].
          
        

        
				
        
          546.
          
            El Juez o Tribunal que conociere de la causa podrá decretar la entrada y registro, de día o de noche, en todos los edificios y lugares públicos, sea cualquiera el territorio en que radiquen, cuando hubiere indicios de encontrarse allí el procesado o efectos o instrumentos del delito, o libros, papeles u otros objetos que puedan servir para su descubrimiento y comprobación
            [403].
          
        

        
				
        
          547.
          
            Se reputarán edificios o lugares públicos para la observancia de lo dispuesto en este capítulo
            [404]:
          
        

        
				
        
          1.º Los que estuvieren destinados a cualquier servicio oficial, militar o civil del Estado, de la provincia o del municipio, aunque habiten allí los encargados de dicho servicio o los de la conservación y custodia del edificio o lugar.
        

        
				
        
          2.º Los que estuvieren destinados a cualquier establecimiento de reunión o recreo, fueren o no lícitos.
        

        
				
        
          3.º Cualesquiera otros edificios o lugares cerrados que no constituyeren domicilio de un particular con arreglo a lo dispuesto en el artículo 554.
        

        
				
        
          4.º Los buques del Estado.
        

        
				
        
          548.
          
            El juez necesitará para la entrada y registro en el Palacio de cualquiera de los Cuerpos Colegisladores la autorización del Presidente respectivo
            [405].                  


          549.
          
            Para la entrada y registro en los templos y demás lugares religiosos, bastará pasar recado de atención a las personas a cuyo cargo estuvieren
            [406].
          
        

        
				
        
          550.
          
            Podrá, asimismo, el juez instructor ordenar en los casos indicados en el artículo 546 la entrada y registro, de día o de noche, si la urgencia lo hiciere necesario, en cualquier edificio o lugar cerrado o parte de él, que constituya domicilio de cualquier español o extranjero residente en España, pero precediendo siempre el consentimiento del interesado conforme se previene en el artículo 6 de la Constitución
            [407], o a falta de consentimiento, en virtud de auto motivado, que se notificará a la persona interesada inmediatamente, o lo más tarde dentro de las veinticuatro horas de haberse dictado.
          
        

        
				
        
          551.
          Se entenderá que presta su consentimiento aquel que, requerido por quien hubiere de efectuar la entrada y registro para que los permita, ejecuta por su parte los actos necesarios que de él dependan para que puedan tener efecto, sin invocar la inviolabilidad que reconoce al domicilio el artículo 6 de la Constitución del Estado.
        

        
				
        
          552.
          
            Al practicar los registros deberán evitarse las inspecciones inútiles, procurando no perjudicar ni importunar al interesado más de lo necesario, y se adoptarán todo género de precauciones para no comprometer su reputación, respetando sus secretos si no interesaren a la instrucción
            [408].
          
        

        
				
        
          553.
          
            Los agentes de Policía podrán, asimismo, proceder de propia autoridad a la inmediata detención de las personas cuando haya mandamiento de prisión contra ellas, cuando sean sorprendidas en flagrante delito
            [409], cuando un delincuente, inmediatamente perseguido por los agentes de la Autoridad, se oculte o refugie en alguna casa o, en casos de excepcional o urgente necesidad, cuando se trate de presuntos responsables de las acciones a que se refiere el artículo 384 bis, cualquiera que fuese el lugar o domicilio donde se ocultasen o refugiasen, así como al registro que, con ocasión de aquélla, se efectúe en dichos lugares y a la ocupación de los efectos e instrumentos que en ellos se hallasen y que pudieran guardar relación con el delito perseguido
            [410].
          
        

        
				
        
          
            Del registro efectuado, conforme a lo establecido en el párrafo anterior, se dará cuenta inmediata al juez competente, con indicación de las causas que lo motivaron y de los resultados obtenidos en el mismo, con especial referencia a las detenciones que, en su caso, se hubieran practicado. Asimismo, se indicarán las personas que hayan intervenido y los incidentes ocurridos
            [411].
          
        

        
				
        
          554.
          
            Se reputan domicilio, para los efectos de los artículos anteriores
            [412]:
          
        

        
				
        
          1.º Los Palacios Reales, estén o no habitados por el Monarca al tiempo de la entrada o registro.
        

        
				
        
          2.º El edificio o lugar cerrado, o la parte de él destinada principalmente a la habitación de cualquier español o extranjero residente en España y de su familia.
        

        
				
        
          3.º Los buques nacionales mercantes.
        

        
				
        
          555.
          
            Para registrar en el Palacio en que se halle residiendo el Monarca, solicitará el juez real licencia por conducto del Mayordomo Mayor de Su Majestad
            [413].
          
        

        
				
        
          556.
          En los Sitios Reales en que no se hallare el Monarca al tiempo del registro, será necesaria la licencia del Jefe o empleado del servicio de Su Majestad que tuviere a su cargo la custodia del edificio, o la del que haga sus veces cuando se solicitare, si estuviere ausente.
        

        
				
        
          557.
          
            Las tabernas, casas de comidas, posadas y fondas no se reputarán como domicilio de los que se encuentren o residan en ellas accidental o temporalmente; y lo serán tan sólo de los taberneros, hosteleros, posaderos y fondistas que se hallen a su frente y habiten allí con sus familias en la parte del edificio a este servicio destinada
            [414]
          
          .
        

        
				
        
          558.
          
            El auto de entrada y registro en el domicilio de un particular será siempre fundado, y el juez expresará en él concretamente el edificio o lugar cerrado en que haya de verificarse, si tendrá lugar tan sólo de día y la autoridad o funcionario que los haya de practicar
            [415].
          
        

        
				
        
          559.
          Para la entrada y registro en los edificios destinados a la habitación u oficina de los representantes de naciones extranjeras acreditados cerca del Gobierno de España, les pedirá su venia el juez, por medio de atento oficio, en el que les rogará que contesten en el término de doce horas.
        

        
				
        
          560.
          Si transcurriese este término sin haberlo hecho, o si el representante extranjero denegare la venia, el juez lo comunicará inmediatamente al Ministerio de
          Gracia
          y Justicia, empleando para ello el telégrafo, si lo hubiere. Entre tanto que el Ministro no le comunique su resolución, se abstendrá de entrar y registrar en el edificio; pero adoptará las medidas de vigilancia a que se refiere el artículo 567.
        

        
				
        
          561.
          Tampoco podrá entrar y registrar en los buques mercantes extranjeros sin la autorización del capitán, o, si éste la denegare, sin la del Cónsul de su nación.
        

        
				
        
          En los buques extranjeros de guerra, la falta de autorización del Comandante se suplirá por la del Embajador o Ministro de la nación a que pertenezcan.
        

        
				
        
          562.
          
            Se podrá entrar en las habitaciones de los Cónsules extranjeros y en sus oficinas pasándoles previamente recado de atención y observando las formalidades prescritas en la Constitución del Estado y en las Leyes
            [416].
          
        

        
				
        
          563.
          Si el edificio o lugar cerrado estuviese en el territorio propio del juez instructor, podrá encomendar la entrada y registro al Juez
          Municipal
          del territorio en que el edificio o lugar cerrado radiquen, o a cualquier Autoridad o agente de Policía Judicial. Si el que lo hubiese ordenado fuere el Juez
          Municipal
          , podrá encomendarlo también a dichas autoridades o agentes de Policía Judicial.
        

        
				
        
          
            Cuando el edificio o lugar cerrado estuviere fuera del territorio del juez, encomendará éste la práctica de las operaciones al juez de su propia categoría del territorio en que aquéllos radiquen, el cual, a su vez, podrá encomendarlas a las autoridades o agentes de Policía Judicial
            [417].
          
        

        
				
        
          564.
          Si se tratare de un edificio o lugar público comprendido en los números 1.º y 3.º del artículo 547, el juez oficiará a la Autoridad o Jefe de que aquéllos dependan en la misma población.
        

        
				
        
          Si éste no contestare en el término que se le fije en el oficio, se notificará el auto en que se disponga la entrada y registro al encargado de la conservación o custodia del edificio o lugar en que se hubiere de entrar y registrar.
        

        
				
        
          
            Si se tratare de buques del Estado, las comunicaciones se dirigirán a los Comandantes respectivos
            [418].
          
        

        
				
        
          565.
          Cuando el edificio o lugar fueren de los comprendidos en el número 2.º del artículo 547, la notificación se hará a la persona que se halle al frente del establecimiento de reunión o recreo, o a quien haga sus veces si aquél estuviere ausente.
        

        
				
        
          566.
          Si la entrada y registro se hubieren de hacer en el domicilio de un particular, se notificará el auto a éste; y si no fuere habido a la primera diligencia en busca, a su encargado.
        

        
				
        
          Si no fuere tampoco habido el encargado, se hará la notificación a cualquier otra persona mayor de edad que se hallare en el domicilio, prefiriendo para esto a los individuos de la familia del interesado.
        

        
				
        
          Si no se halla a nadie, se hará constar por diligencia, que se extenderá con asistencia de dos vecinos, los cuales deberán firmarla.
        

        
				
        
          567.
          
            Desde el momento en que el juez acuerde la entrada y registro en cualquier edificio o lugar cerrado adoptará las medidas de vigilancia convenientes para evitar la fuga del procesado o la sustracción de los instrumentos, efectos del delito, libros, papeles o cualesquiera otras cosas que hayan de ser objeto del registro
            [419].
          
        

        
				
        
          568.
          Practicadas las diligencias que se establecen en los artículos anteriores, se procederá a la entrada y registro, empleando para ello, si fuere necesario, el auxilio de la fuerza.
        

        
				
        
          569.
          El registro se hará a presencia del interesado o de la persona que legítimamente le represente.
        

        
				
        
          Si aquél no fuere habido o no quisiese concurrir ni nombrar representante, se practicará a presencia de un individuo de su familia mayor de edad.
        

        
				
        
          Si no le hubiere, se hará a presencia de dos testigos, vecinos del mismo pueblo.
        

        
				
        
          
            El registro se practicará siempre en presencia del secretario del Juzgado o Tribunal que lo hubiera autorizado, o del secretario del servicio de guardia que le sustituya, quien levantará acta del resultado, de la diligencia y de sus incidencias y que será firmada por todos los asistentes. No obstante, en caso de necesidad, el secretario judicial podrá ser sustituido en la forma prevista en la Ley Orgánica del Poder Judicial
            [420].
          
        

        
				
        
          La resistencia del interesado, de su representante, de los individuos de la familia y de los testigos a presenciar el registro producirá la responsabilidad declarada en el Código Penal a los reos del delito de desobediencia grave a la Autoridad, sin perjuicio de que la diligencia se practique.
        

        
				
        
          
            Si no se encontrasen las personas u objetos que se busquen ni apareciesen indicios sospechosos, se expedirá una certificación del acta a la parte interesada si la reclamare
            [421].
          
        

        
				
        
          570.
          Cuando el registro se practique en el domicilio de un particular y expire el día sin haberse terminado, el que lo haga requerirá al interesado o a su representante, si estuviere presente, para que permita la continuación durante la noche. Si se opusiere, se suspenderá la diligencia, salvo lo dispuesto en los artículos 546 y 550, cerrando y sellando el local o los muebles en que hubiere de continuarse, en cuanto esta precaución se considere necesaria para evitar la fuga de la persona o la sustracción de las cosas que se buscaren.
        

        
				
        
          
            Prevendrá, asimismo, el que practique el registro a los que se hallen en el edificio o lugar de la diligencia que no levanten los sellos, ni violenten las cerraduras, ni permitan que lo hagan otras personas, bajo la responsabilidad establecida en el Código Penal
            [422].
          
        

        
				
        
          571.
          El registro no se suspenderá sino por el tiempo en que no fuere posible continuarle, y se adoptarán, durante la suspensión, las medidas de vigilancia a que se refiere el artículo 567.
        

        
				
        
          572.
          En la diligencia de entrada y registro en lugar cerrado, se expresarán los nombres del juez, o de su delegado, que la practique, y de las demás personas que intervengan, los incidentes ocurridos, la hora en que se hubiese principiado y concluido la diligencia, y la relación del registro por el orden con que se haga, así como los resultados obtenidos.
        

        
				
        
          573.
          No se ordenará el registro de los libros y papeles de contabilidad del procesado o de otra persona sino cuando hubiere indicios graves de que de esta diligencia resultará el descubrimiento o la comprobación de algún hecho o circunstancia importante de la causa.
        

        
				
        
          574.
          El Juez ordenará recoger los instrumentos y efectos del delito y también los libros, papeles o cualesquiera otras cosas que se hubiesen encontrado, si esto fuere necesario para el resultado del sumario.
        

        
				
        
          
            Los libros y papeles que se recojan serán foliados, sellados y rubricados en todas sus hojas por el Secretario judicial, bajo su responsabilidad
            [423].
          
        

        
				
        
          575.
          Todos están obligados a exhibir los objetos y papeles que se sospeche puedan tener relación con la causa.
        

        
				
        
          
            Si el que los retenga se negare a su exhibición, será corregido con multa de 125 a 500 pesetas; y cuando insistiera en su negativa, si el objeto o papel fueren de importancia y la índole del delito lo aconseje, será procesado como autor del de desobediencia a la Autoridad, salvo si mereciera la calificación legal de encubridor o receptador
            [424].
          
        

        
				
        
          576.
          Será aplicable al registro de papeles y efectos lo establecido en los artículos 552 y 569.
        

        
				
        
          577.
          
            Si para determinar sobre la necesidad de recoger las cosas que se hubiesen encontrado en el registro fuere necesario algún reconocimiento pericial, se acordará en el acto por el juez, en la forma establecida en el capítulo VII del título V
            [425].
          
        

        
				
        
          578.
          
            Si el libro que haya de ser objeto del registro fuere el protocolo de un Notario, se procederá con arreglo a lo dispuesto en la Ley del Notariado
            [426].
          
        

        
				
        
          
            Si se tratare de un libro del Registro de la Propiedad, se estará a lo ordenado en la Ley Hipotecaria
            [427].
          
        

        
				
        
          
            Si se tratare de un libro del Registro Civil o Mercantil se estará a lo que se disponga en la Ley y Reglamentos relativos a estos servicios
            [428].
          
        

        
				
        
          579.
          
            1. Podrá el juez acordar la detención de la correspondencia privada, postal y telegráfica que el procesado remitiere o recibiere y su apertura y examen, si hubiere indicios de obtener por estos medios el descubrimiento o la comprobación de algún hecho o circunstancia importante de la causa
            [429].
          
        

        
				
        
          
            2. Asimismo, el juez podrá acordar, en resolución motivada, la intervención de las comunicaciones telefónicas del procesado, si hubiere indicios de obtener por estos medios el descubrimiento o la comprobación de algún hecho o circunstancia importante de la causa
            [430].
          
        

        
				
        
          3. De igual forma, el juez podrá acordar, en resolución motivada, por un plazo de hasta tres meses, prorrogable por iguales períodos, la observación de las comunicaciones postales, telegráficas o telefónicas de las personas sobre las que existan indicios de responsabilidad criminal, así como de las comunicaciones de las que se sirvan para la realización de sus fines delictivos.
        

        
				
        
          4. En caso de urgencia, cuando las investigaciones se realicen para la averiguación de delitos relacionados con la actuación de bandas armadas o elementos terroristas o rebeldes, la medida prevista en el número 3 de este artículo podrá ordenarla el Ministro del Interior o, en su defecto, el
          
            Director de la Seguridad del Estado
            [431]
          
          
            , comunicándolo inmediatamente por escrito motivado al juez competente, quien, también de forma motivada, revocará o confirmará tal resolución en un plazo máximo de setenta y dos horas desde que fue ordenada la observación
            [432].
          
        

        
				
        
          580.
          Es aplicable a la detención de la correspondencia lo dispuesto en los artículos 563 y 564.
        

        
				
        
          Podrá también encomendarse la práctica de esta operación al administrador de Correos y Telégrafos o jefe de la oficina en que la correspondencia deba hallarse.
        

        
				
        
          581.
          El empleado que haga la detención remitirá inmediatamente la correspondencia detenida al juez instructor de la causa.
        

        
				
        
          582.
          
            Podrá asimismo el juez ordenar que por cualquier Administración de Telégrafos se le faciliten copias de los telegramas por ella transmitidos, si pudieran contribuir al esclarecimiento de los hechos de la causa
            [433].
          
        

        
				
        
          583.
          El auto motivado acordando la detención y registro de la correspondencia o la entrega de copias de telegramas transmitidos determinará la correspondencia que haya de ser detenida o registrada, o los telegramas cuyas copias hayan de ser entregadas, por medio de la designación de las personas a cuyo nombre se hubieran expedido, o por otras circunstancias igualmente concretas.
        

        
				
        
          584.
          Para la apertura y registro de la correspondencia postal, será citado el interesado.
        

        
				
        
          Éste o la persona que designe podrá presenciar la operación
          [434].
        

        
				
        
          585.
          Si el procesado estuviere en rebeldía, o si citado para la apertura no quisiere presenciarla ni nombrar persona para que lo haga en su nombre, el juez instructor procederá, sin embargo, a la apertura de dicha correspondencia.
        

        
				
        
          586.
          La operación se practicará abriendo el juez por sí mismo la correspondencia, y después de leerla para sí apartará la que haga referencia a los hechos de la causa y cuya conservación considere necesaria.
        

        
				
        
          
            Los sobres y hojas de esta correspondencia, después de haber tomado el mismo Juez las notas necesarias para la práctica de otras diligencias de investigación a que la correspondencia diere motivo, se rubricarán por el Secretario judicial y se sellarán con el sello del Juzgado, encerrándolo todo después en otro sobre, al que se pondrá el rótulo necesario, conservándose durante el sumario, también bajo responsabilidad del Secretario judicial
            [435].
          
        

        
				
        
          Este pliego podrá abrirse cuantas veces el juez lo considere preciso, citando previamente al interesado.
        

        
				
        
          587.
          La correspondencia que no se relacione con la causa será entregada en el acto al procesado o a su representante.
        

        
				
        
          Si aquél estuviere en rebeldía, se entregará cerrada a un individuo de su familia mayor de edad.
        

        
				
        
          
            Si no fuere conocido ningún pariente del procesado, se conservará dicho pliego cerrado bajo la responsabilidad del Secretario judicial hasta que haya persona a quien entregarlo, según lo dispuesto en este artículo
            [436].
          
        

        
				
        
          588.
          La apertura de la correspondencia se hará constar por diligencia, en la que se referirá cuanto en aquélla hubiese ocurrido.
        

        
				
        
          Esta diligencia será firmada por el juez instructor, el secretario y demás asistentes.
        

        
				
        
          TÍTULO IX
        

        
				
        
          
            De las fianzas y embargos
            [437]
          
        

        
				
        
          589.
          Cuando del sumario resulten indicios de criminalidad contra una persona, se mandará por el juez que preste fianza bastante para asegurar las responsabilidades pecuniarias que en definitiva puedan declararse procedentes, decretándose en el mismo auto el embargo de bienes suficientes para cubrir dichas responsabilidades si no prestare la fianza.
        

        
				
        
          
            La cantidad de ésta se fijará en el mismo auto y no podrá bajar de la tercera parte más de todo el importe probable de las responsabilidades pecuniarias
            [438].
          
        

        
				
        
          590.
          Todas las diligencias sobre fianzas y embargos se instruirán en pieza separada.
        

        
				
        
          591.
          
            La fianza podrá ser personal, pignoraticia o hipotecaria, o mediante caución que podrá constituirse en dinero efectivo, mediante aval solidario de duración indefinida y pagadero a primer requerimiento emitido por entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o por cualquier medio que, a juicio del Juez o Tribunal, garantice la inmediata disponibilidad, en su caso, de la cantidad de que se trate
            [439].
          
        

        
				
        
          592.
          
            Podrá ser fiador personal todo español de buena conducta y avecindado dentro del territorio del Tribunal que esté en el pleno goce de los derechos civiles y políticos y venga pagando con tres años de anticipación una contribución que, a juicio del instructor, corresponda a la propiedad de bienes o al ejercicio de industria, suficientes para acreditar su arraigo y su solvencia para el pago de las responsabilidades que eventualmente puedan exigirse
            [440].
          
        

        
				
        
          No se admitirá como fiador al que lo sea o hubiese sido de otro hasta que esté cancelada la primera fianza, a no ser que tenga, a juicio del Juez o Tribunal, responsabilidad notoria para ambas.
        

        
				
        
          
            Cuando se declare bastante la fianza personal, se fijará también la cantidad de que el fiador ha de responder
            [441].
          
        

        
				
        
          593.
          La fianza hipotecaria podrá sustituirse por otra en metálico, efectos públicos, o valores y demás muebles de los enumerados en el artículo 591, en la siguiente proporción: El valor de los bienes de la hipoteca será doble que el del metálico señalado para la fianza, y una cuarta parte más que éste el de los efectos o valores al precio de cotización. Si la sustitución se hiciere por cualesquiera otros muebles dados en prenda, deberá ser el valor de éstos doble que el de la fianza constituida en metálico.
        

        
				
        
          594.
          Los bienes de las fianzas hipotecaria y pignoraticia serán tasados por dos peritos nombrados por el juez instructor o Tribunal que conozca de la causa, y los títulos de propiedad relativos a las fincas ofrecidas en hipoteca se examinarán por el Ministerio Fiscal, debiendo declararse suficientes por el mismo Juez o Tribunal cuando así proceda.
        

        
				
        
          595.
          La fianza hipotecaria podrá otorgarse por escritura pública o «apud acta», librándose en este último caso el correspondiente mandamiento para su inscripción en el Registro de la Propiedad.
        

        
				
        
          Devuelto el mandamiento por el registrador, se unirá a la causa.
        

        
				
        
          También se unirá a ella el resguardo que acredite el depósito del metálico, así como el de los efectos públicos y demás valores en los casos en que se constituya de esta manera la fianza.
        

        
				
        
          596.
          
            Contra los autos que el juez dicte calificando la suficiencia de las fianzas procederá el recurso de apelación
            [442].
          
        

        
				
        
          597.
          Si en el día siguiente al de la notificación del auto dictado con arreglo a lo dispuesto en el artículo 589 no se prestase la fianza, se procederá al embargo de bienes del procesado, requiriéndole para que señale los suficientes a cubrir la cantidad que se hubiese fijado para las responsabilidades pecuniarias.
        

        
				
        
          598.
          Cuando el procesado no fuere habido, se hará el requerimiento a su mujer, hijos, apoderado, criados o personas que se encuentren en su domicilio.
        

        
				
        
          
            Si no se encontrare ninguna, o si las que se encontraren, o el procesado o apoderado en su caso no quisieren señalar bienes, se procederá a embargar los que se reputen de la pertenencia del procesado, guardándose el orden establecido en el artículo 592 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, bajo la prohibición contenida en los artículos 605 y 606 de la misma, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 584 de la citada Ley
            [443].
          
        

        
				
        
          599.
          Cuando señalaren bienes y el alguacil encargado de hacer el embargo creyese que los señalados no son suficientes, embargará además los que considere necesarios, sujetándose a lo prescrito en el artículo anterior.
        

        
				
        
          600.
          
            Las demás actuaciones que se practiquen en ejecución del auto a que se refiere el artículo 589 se regirán por los artículos 738.2 y 738.3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, con la especialidad establecida en el artículo 597 de la presente Ley respecto al requerimiento al procesado para que señale bienes
            [444].
          
        

        
				
        
          601 a 610
          .
          
            [.......]
            [445]
          
        

        
				
        
          611.
          Si durante el curso del juicio sobrevinieren motivos bastantes para creer que las responsabilidades pecuniarias que en definitiva puedan exigirse excederán de la cantidad prefijada para asegurarlas, se mandará por auto ampliar la fianza o embargo.
        

        
				
        
          612.
          También se dictará auto mandando reducir la fianza y el embargo a menor cantidad que la prefijada si resultasen motivos bastantes para creer que la cantidad mandada afianzar es superior a las responsabilidades pecuniarias que en definitiva pudieran imponerse al procesado.
        

        
				
        
          613.
          Cuando llegue el caso de tener que hacer efectivas las responsabilidades pecuniarias a que se refiere este título, se procederá de la manera prescrita en el artículo 536.
        

        
				
        
          614.
          
            En todo lo que no esté previsto en este título, los jueces y tribunales aplicarán lo dispuesto en la legislación civil sobre fianzas y embargos
            [446].
          
        

        
				
        
          TÍTULO X
        

        
				
        
          De la responsabilidad civil de terceras personas
        

        
				
        
          615.
          
            Cuando en la instrucción del sumario aparezca indicada la existencia de la responsabilidad civil de un tercero con arreglo a los artículos respectivos del Código Penal
            [447], o por haber participado alguno por titulo lucrativo de los efectos del delito, el Juez, a instancia del actor civil, exigirá fianza a la persona contra quien resulte la responsabilidad. Si no se prestase, el Secretario judicial embargará con arreglo a lo dispuesto en el Título IX de este libro los bienes que sean necesarios
            [448].
          
        

        
				
        
          616.
          La persona a quien se exigiere la fianza o cuyos bienes fueren embargados podrá, durante el sumario, manifestar por escrito las razones que tenga para que no se la considere civilmente responsable y las pruebas que pueda ofrecer para el mismo objeto.
        

        
				
        
          617.
          
            El Secretario judicial dará vista del escrito a la parte a quien interese, y ésta lo evacuará en el término de tres días, proponiendo también las pruebas que deban practicarse en apoyo de su pretensión
            [449].
          
        

        
				
        
          618.
          Seguidamente, el juez decretará la práctica de las pruebas propuestas y resolverá sobre las pretensiones formuladas, siempre que pudiere hacerlo sin retraso ni perjuicio del objeto principal de la instrucción.
        

        
				
        
          619.
          
            Para todo lo relativo a la responsabilidad civil de un tercero y a los incidentes a que diere lugar la ocupación y en su día la restitución de cosas que se hallaren en su poder, se formará pieza separada, pero sin que por ningún motivo se entorpezca ni suspenda el curso de la instrucción
            [450].
          
        

        
				
        
          620.
          Lo dispuesto en los artículos anteriores se observará también respecto a cualquier pretensión que tuviere por objeto la restitución a su dueño de alguno de los efectos e instrumentos del delito que se hallaren en poder de un tercero.
        

        
				
        
          
            La restitución a su dueño de los instrumentos y objetos del delito no podrá verificarse en ningún caso hasta después que se haya celebrado el juicio oral, excepto en el previsto en el artículo 844 de esta Ley
            [451].
          
        

        
				
        
          621.
          Los autos dictados en estos incidentes se llevarán a efecto, sin perjuicio de que las partes a quienes perjudiquen puedan reproducir sus pretensiones en el juicio oral, o de la acción civil correspondiente, que podrán entablar en otro caso.
        

        
				
        
          TÍTULO XI
        

        
				
        
          De la conclusión del sumario y del sobreseimiento
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          De la conclusión del sumario
        

        
				
        
          622.
          
            Practicadas las diligencias decretadas de oficio o a instancia de parte por el juez instructor, si éste considerase terminado el sumario, lo declarará así, mandando remitir los autos y las piezas de convicción al Tribunal competente para conocer del delito
            [452].
          
        

        
				
        
          Cuando no haya acusador privado y el Ministerio Fiscal considere que en el sumario se han reunido los suficientes elementos para hacer la calificación de los hechos y poder entrar en el trámite del juicio oral, lo hará presente al Juez de Instrucción para que, sin más dilaciones, se remita lo actuado al Tribunal competente.
        

        
				
        
          
            La sustanciación de los recursos de apelación admitidos sólo en un efecto no impedirá nunca la terminación del sumario, después de haber el juez instructor cumplido lo que preceptúa el artículo 227 de esta Ley, y habérsele participado por el Tribunal superior el recibo del testimonio correspondiente
            [453].
          
        

        
				
        
          
            En tales casos, al hacer el Secretario judicial la remisión del sumario a la Audiencia, cuidará de expresar los recursos de apelación en un efecto que haya pendientes. En la Audiencia quedará en suspenso la aplicación de los artículos 627 y siguientes hasta que sean resueltas las apelaciones pendientes. Si éstas fueran desestimadas, en cuanto la resolución en que así se acuerde sea firme, continuará la sustanciación de la causa conforme a los artículos citados; y si se diera lugar a alguna apelación, se revocará sin más trámite el auto del Juez declarando concluso el sumario y el Secretario judicial le devolverá éste con testimonio del auto resolutorio de la apelación, para la práctica de las diligencias que sean consecuencia de tal resolución
            [454].
          
        

        
				
        
          623.
          Tanto en uno como en otro caso se notificará el auto de conclusión del sumario al querellante particular, si lo hubiere, aun cuando sólo tenga el carácter de actor civil, al procesado y a las demás personas contra quienes resulte responsabilidad civil, emplazándoles para que comparezcan ante la respectiva Audiencia en el término de diez días, o en el de quince si el emplazamiento fuese ante el Supremo. A la vez se pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal cuando la causa verse sobre delito en que tenga intervención por razón de su cargo.
        

        
				
        
          624.
          Si el juez instructor reputare falta el hecho que hubiese dado lugar al sumario, mandará remitir el proceso al Juez
          Municipal,
          consultando el auto en que así lo acuerde con el Tribunal superior competente.
        

        
				
        
          625.
          Así que sea firme el auto por haberlo aprobado dicho superior Tribunal, o por haberse desestimado el recurso de casación que, en su caso, haya podido interponerse, se emplazará a las partes para que en el término de cinco días comparezcan ante el Juez
          Municipal
          a quien corresponda su conocimiento.
        

        
				
        
          Recibidos los autos por el Juez
          Municipal,
          
            se sustanciará el juicio con arreglo a lo dispuesto en el libro VI de esta Ley
            [455].
          
        

        
				
        
          626.
          Recibidos en el Tribunal los autos y piezas de convicción, el Secretario judicial designará al Magistrado ponente que por turno corresponda.
        

        
				
        
          Fuera de los casos previstos en los dos artículos anteriores, y durante el tiempo que falte para cumplir el término del emplazamiento, el Magistrado ponente abrirá los pliegos y demás objetos cerrados y sellados que hubiere remitido el Juez de instrucción.
        

        
				
        
          
            De la apertura se extenderá acta por el Secretario judicial, en la cual se hará constar el estado en que se hallaren
            [456].
          
        

        
				
        
          627.
          Transcurrido dicho término, el Secretario judicial pasará los autos para instrucción por otro, que no bajará de tres días ni excederá de diez, según el volumen del proceso, al Ministerio Fiscal, si la causa versa sobre delito en que deba tener intervención, después al Procurador del querellante, si se hubiere personado, y por último a la defensa del procesado o procesados.
        

        
				
        
          Si la causa excediere de mil folios, el Secretario judicial podrá prorrogar el término, sin que en ningún caso pueda exceder la prórroga de otro tanto más.
        

        
				
        
          Al ser devuelta, se acompañará escrito conformándose con el auto del inferior que haya declarado terminado el sumario, o pidiendo la práctica de nuevas diligencias.
        

        
				
        
          
            En el mismo escrito, si la opinión fuera de conformidad con el auto de terminación del sumario, se solicitará por el Ministerio Fiscal, cuando intervenga, por el Procurador del querellante, si lo hubiere, y por la defensa del procesado o procesados, lo que estimen conveniente a su derecho, respecto a la apertura del juicio oral o sobreseimiento de cualquier clase
            [457].
          
        

        
				
        
          628.
          
            Devuelta la causa o recogida de poder del último que la hubiere recibido, el Secretario judicial la pasará inmediatamente al ponente, con los escritos presentados, por término de tres días
            [458].
          
        

        
				
        
          629.
          
            El Secretario judicial, al entregar la causa, dispondrá lo que considere conveniente para que el Fiscal, el querellante y el procesado o procesados en su caso puedan examinar la correspondencia, libros, papeles y demás piezas de convicción sin peligro de alteración en su estado
            [459].
          
        

        
				
        
          630.
          
            Transcurrido el plazo del artículo 628, el Tribunal dictará auto, confirmando o revocando el del Juez de Instrucción
            [460].
          
        

        
				
        
          631.
          Si se revocare dicho auto, se mandará devolver el proceso al juez que lo hubiere remitido, expresando las diligencias que hayan de practicarse.
        

        
				
        
          Se devolverán también las piezas de convicción que el Tribunal considere necesarias para la práctica de las nuevas diligencias.
        

        
				
        
          632.
          
            Si fuere confirmado el auto declarando terminado el sumario, el Tribunal resolverá, dentro del tercer día, respecto a la solicitud del juicio oral o de sobreseimiento
            [461].
          
        

        
				
        
          633.
          
            En el auto en que el Tribunal acuerde la apertura del juicio oral se dispondrá el traslado al que se refiere el artículo 649, sin perjuicio de lo determinado en el capítulo II de este título
            [462].
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          Del sobreseimiento
        

        
				
        
          634.
          El sobreseimiento puede ser libre o provisional, total o parcial.
        

        
				
        
          Si fuere el sobreseimiento parcial, se mandará abrir el juicio oral respecto de los procesados a quienes no favorezca.
        

        
				
        
          
            Si fuere total, se mandará que se archiven la causa y piezas de convicción que no tengan dueño conocido, después de haberse practicado las diligencias necesarias para la ejecución de lo mandado
            [463].
          
        

        
				
        
          635.
          Las piezas de convicción cuyo dueño fuere conocido continuarán retenidas si un tercero lo solicitare, hasta que se resuelva la acción civil que se propusiere entablar.
        

        
				
        
          En este caso, si el Tribunal accediere a la retención, fijará el plazo dentro del cual habrá de acreditarse que la acción se ha entablado.
        

        
				
        
          Transcurrido el plazo que se fije según lo dispuesto en el párrafo anterior sin haberse acreditado el ejercicio de la acción civil, o si nadie hubiere reclamado que continúe la retención de las piezas de convicción, serán devueltas éstas a sus dueños.
        

        
				
        
          Se reputará dueño el que estuviere poseyendo la cosa al tiempo de incautarse de ella el Juez de Instrucción.
        

        
				
        
          
            No obstante lo dispuesto en los párrafos anteriores, cuando las piezas de convicción entrañen, por su naturaleza, algún peligro grave para los intereses sociales o individuales, así respecto de las personas como de sus bienes, los tribunales en prevención de aquél, acordarán darles el destino que dispongan los Reglamentos o, en su caso, las inutilizarán previa la correspondiente indemnización, si procediera
            [464].
          
        

        
				
        
          636.
          Contra los autos de sobreseimiento sólo procederá, en su caso, el recurso de casación.
        

        
				
        
          637.
          
            Procederá el sobreseimiento libre
            [465]:
          
        

        
				
        
          1.º Cuando no existan indicios racionales de haberse perpetrado el hecho que hubiere dado motivo a la formación de la causa.
        

        
				
        
          
            2.º Cuando el hecho no sea constitutivo de delito
            [466].
          
        

        
				
        
          
            3.º Cuando aparezcan exentos de responsabilidad criminal los procesados como autores, cómplices o encubridores
            [467].
          
        

        
				
        
          638.
          En los casos 1.º y 2.º del artículo anterior podrá declararse, al decretar el sobreseimiento, que la formación de la causa no perjudica a la reputación de los procesados.
        

        
				
        
          Podrá también, a instancia del procesado, reservarse a éste su derecho de perseguir al querellante como calumniador.
        

        
				
        
          
            El Tribunal podrá igualmente mandar proceder de oficio contra el querellante, con arreglo a lo dispuesto en el Código Penal
            [468].
          
        

        
				
        
          639.
          En el caso 2.º del artículo 637, si resultare que el hecho constituye una falta, se mandará remitir la causa al Juez
          Municipal
          competente para la celebración del juicio que corresponda.
        

        
				
        
          640.
          En el caso 3.º del artículo 637 se limitará el sobreseimiento a los autores, cómplices o encubridores que aparezcan indudablemente exentos de responsabilidad criminal, continuándose la causa respecto a los demás que no se hallen en igual caso. Es aplicable a los procesados a quienes se declare exentos de responsabilidad lo dispuesto en el artículo 638.
        

        
				
        
          641.
          
            Procederá el sobreseimiento provisional
            [469]:
          
        

        
				
        
          1.º Cuando no resulte debidamente justificada la perpetración del delito que haya dado motivo a la formación de la causa.
        

        
				
        
          
            2.º Cuando resulte del sumario haberse cometido un delito y no haya motivos suficientes para acusar a determinada o determinadas personas como autores, cómplices o encubridores
            [470].
          
        

        
				
        
          642.
          Cuando el Ministerio Fiscal pida el sobreseimiento de conformidad con lo dispuesto en los artículos 637 y 641, y no se hubiere presentado en la causa querellante particular dispuesto a sostener la acusación, podrá el Tribunal acordar que se haga saber la pretensión del Ministerio Fiscal a los interesados en el ejercicio de la acción penal, para que dentro del término prudencial que se les señale comparezcan a defender su acción si lo consideran oportuno.
        

        
				
        
          Si no comparecieren en el término fijado, el Tribunal acordará el sobreseimiento solicitado por el Ministerio Fiscal.
        

        
				
        
          643.
          Cuando en el caso a que se refiere el artículo anterior fuere desconocido el paradero de los interesados en el ejercicio de la acción penal, se les llamará por edictos que se publicarán a las puertas del Tribunal mismo, en los periódicos de la localidad o en los de la capital de la provincia, y podrán publicarse también en la
          Gaceta de Madrid.
        

        
				
        
          Transcurrido el término de emplazamiento sin comparecer los interesados, se procederá como previene el artículo anterior.
        

        
				
        
          644.
          Cuando el Tribunal conceptúe improcedente la petición del Ministerio Fiscal relativa al sobreseimiento y no hubiere querellante particular que sostenga la acción, antes de acceder al sobreseimiento podrá determinar que se remita la causa al fiscal de la
          Audiencia Territorial
          respectiva si se sigue en una Audiencia
          de lo criminal,
          o al del Supremo si se sustancia ante una
          Audiencia Territorial,
          para que, con conocimiento de su resultado, resuelvan uno u otro funcionario si procede o no sostener la acusación. El fiscal consultado pondrá la resolución en conocimiento del Tribunal consultante, con devolución de la causa.
        

        
				
        
          645.
          Si se presentare querellante particular a sostener la acción, o cuando el Ministerio Fiscal opine que procede la apertura del juicio oral, podrá el Tribunal, esto no obstante, acordar el sobreseimiento a que se refiere el número 2.º del artículo 637 si así lo estima procedente.
        

        
				
        
          En cualquier otro caso no podrá prescindir de la apertura del juicio.
        

        
				
        
          TÍTULO XII
        

        
				
        
          Disposiciones generales referentes a los anteriores títulos
        

        
				
        
          646.
          
            Además de los testimonios de adelantos de las causas que el Secretario judicial está obligado a dirigir al Fiscal de la respectiva Audiencia, deberá remitirle también testimonio especial de todas las providencias o autos apelables, o que se refieran a diligencias periciales o de reconocimiento que le interese conocer para el ejercicio de su derecho como parte acusadora, cuando no pueda notificárselos directamente, sin que por esto se suspenda la práctica de dichas diligencias, a no ser que el Fiscal se hubiese reservado anticipadamente el derecho de intervenir en ellas, y no se irrogase perjuicio de la suspensión
            [471].
          
        

        
				
        
          647.
          El término de la apelación para el fiscal que no esté en el mismo lugar que el juez instructor empezará a contarse desde el siguiente día al en que reciba el testimonio de la providencia o auto apelables. El recurso se interpondrá por medio de escrito dirigido al juez con atenta comunicación.
        

        
				
        
          
            De todos modos acusará recibo de los testimonios de esta clase en el mismo día que los recibiere
            [472].
          
        

        
				
        
          648.
          
            Los Fiscales llevarán un registro para anotar los partes de formación de causa que reciban, los testimonios de adelantos más notables que se les remitan por los Secretarios judiciales, especialmente los que expresa el artículo 646, y las contestaciones que a su vez emitan, o recursos que interpongan
            [473].
          
        

        
				
                LIBRO III        

        
				
  
          
            Del juicio oral
            [474]
          
        

        
				
        
          TÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          De la calificación del delito
        

        
				
        
          649.
          Cuando se mande abrir el juicio oral, el Secretario judicial comunicará la causa al Fiscal, o al acusador privado si versa sobre delito que no pueda ser perseguido de oficio, para que en el término de cinco días califiquen por escrito los hechos.
        

        
				
        
          Dictada que sea esta resolución, serán públicos todos los actos del proceso
          [475].
        

        
				
        
          650.
          El escrito de calificación se limitará a determinar en conclusiones precisas y numeradas
          [476]:
        

        
				
        1.º Los hechos punibles que resulten del sumario.

        
				
        2.º La calificación legal de los mismos hechos, determinando el delito que constituyan.

        
				
        3.º La participación que en ellos hubieren tenido el procesado o procesados, si fueren varios.

        
				
        4.º Los hechos que resulten del sumario y que constituyan circunstancias atenuantes o agravantes del delito o eximentes de responsabilidad criminal.

        
				
        5.º Las penas en que hayan incurrido el procesado o procesados, si fueren varios, por razón de su respectiva participación en el delito.

        
				
        El acusador privado, en su caso, y el Ministerio Fiscal cuando sostenga la acción civil, expresarán además:

        
				
        1.º La cantidad en que aprecien los daños y perjuicios causados por el delito, o la cosa que haya de ser restituida.

        
				
        2.º La persona o personas que aparezcan responsables de los daños y perjuicios o de la restitución de la cosa, y el hecho en virtud del cual hubieren contraído esta responsabilidad.

        
				
        
          651.
          Devuelta la causa por el Fiscal, el Secretario judicial la pasará por igual término y con el mismo objeto al acusador particular, si lo hubiere, quien presentará el escrito de calificación, firmado por su Abogado y Procurador en la forma anteriormente indicada
          [477].
        

        
				
        Si hubiere actor civil, se le pasará la causa en cuanto sea devuelta por el fiscal o acusador particular para que, a su vez, en término igual al fijado en los artículos anteriores y con idéntica formalidad, presente conclusiones numeradas acerca de los dos últimos puntos del artículo precedente.

        
				
        
          652.
          Seguidamente el Secretario judicial comunicará la causa a los procesados y a las terceras personas civilmente responsables, para que en igual término y por su orden manifiesten también, por conclusiones numeradas y correlativas a las de la calificación que a ellos se refiera, si están o no conformes con cada una, o en otro caso consignen los puntos de divergencia.
        

        
				
        
          Por el Secretario judicial se interesará la designación al efecto de Abogado y Procurador, si no los tuviesen
          [478].
        

        
				
        
          653.
          Las partes podrán presentar, sobre cada uno de los puntos que han de ser objeto de la calificación, dos o más conclusiones en forma alternativa, para que si no resultare del juicio la procedencia de la primera, pueda estimarse cualquiera de las demás en la sentencia
          [479].
        

        
				
        
          654.
          El Secretario judicial, al dar traslado de la causa a las partes en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos anteriores, dispondrá lo que considere conveniente para que éstas puedan examinar la correspondencia, libros, papeles y demás piezas de convicción, sin peligro de alteración en su estado
          [480].
        

        
				
        
          655.
          Si la pena pedida por las partes acusadoras fuese de carácter
          
            correccional
            [481]
          
          , al evacuar la representación del procesado el traslado de calificación podrá manifestar su conformidad absoluta con aquella que más gravemente hubiere calificado, si hubiere más de una, y con la pena que se le pida; expresándose además por el letrado defensor si, esto no obstante, conceptúa necesaria la continuación del juicio.
        

        
				
        Si no la conceptúa necesaria, el Tribunal, previa ratificación del procesado, dictará sin más trámites la sentencia que proceda según la calificación mutuamente aceptada, sin que pueda imponer pena mayor que la solicitada.

        
				
        Si ésta no fuese la procedente según dicha calificación, sino otra mayor, acordará el Tribunal la continuación del juicio.

        
				
        También continuará el juicio si fuesen varios los procesados y no todos manifestaren igual conformidad.

        
				
        
          Cuando el procesado o procesados disintiesen únicamente respecto de la responsabilidad civil, se limitará el juicio a la prueba y discusión de los puntos relativos a dicha responsabilidad
          [482].
        

        
				
        
          656.
          El Ministerio Fiscal y las partes manifestarán en sus respectivos escritos de calificación las pruebas de que intenten valerse, presentando listas de peritos y testigos que hayan de declarar a su instancia.
        

        
				
        En las listas de peritos y testigos se expresarán sus nombres y apellidos, el apodo, si por él fueren conocidos, y su domicilio o residencia; manifestando además la parte que los presente si los peritos y testigos han de ser citados judicialmente o si se encarga de hacerles concurrir.

        
				
        
          657.
          Cada parte presentará tantas copias de las listas de peritos y testigos cuantas sean las demás personadas en la causa, a cada una de las cuales se entregará una de dichas copias en el mismo día en que fueren presentadas.
        

        
				
        Las listas originales se unirán a la causa.

        
				
        
          Podrán pedir además las partes que se practiquen desde luego aquellas diligencias de prueba que por cualquier causa fuera de temer que no se puedan practicar en el juicio oral, o que pudieran motivar su suspensión
          [483].
        

        
				
        
          658.
          Presentados los escritos de calificación, o recogida la causa de poder de quien la tuviere después de transcurrido el término señalado en el artículo 649, el Secretario judicial dictará diligencia teniendo por hecha la calificación, y acordará pasar la causa al ponente, por término de tercer día, para el examen de las pruebas propuestas
          [484].
        

        
				
        
          659.
          Devuelta que sea la causa por el Ponente, el Tribunal examinará las pruebas propuestas e inmediatamente dictará auto, admitiendo las que considere pertinentes y rechazando las demás.
        

        
				
        Para rechazar las propuestas por el acusador privado, habrá de ser oído el fiscal si interviniere en la causa.

        
				
        Contra la parte del auto admitiendo las pruebas o mandando practicar la que se hallare en el caso del párrafo tercero del artículo 657 no procederá recurso alguno.

        
				
        
          Contra la en que fuere rechazada o denegada la práctica de las diligencias de prueba podrá interponerse en su día el recurso de casación, si se prepara oportunamente con la correspondiente protesta
          [485].
        

        
				
        A la vista de este Auto, el Secretario judicial establecerá el día y hora en que deban comenzar las sesiones del juicio oral, con sujeción a lo establecido en el artículo 182 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

        
				
        Los criterios generales y las concretas y específicas instrucciones que fijen los Presidentes de Sala o Sección, con arreglo a los cuales se realizará el señalamiento, tendrán asimismo en cuenta:

        
				
        1.º La prisión del acusado;

        
				
        2.º El aseguramiento de su presencia a disposición judicial;

        
				
        3.º Las demás medidas cautelares personales adoptadas;

        
				
        4.º La prioridad de otras causas;

        
				
        5.º La complejidad de la prueba propuesta o cualquier circunstancia modificativa, según hayan podido determinar una vez estudiado el asunto o pleito de que se trate.

        
				
        
          En todo caso, aunque no sea parte en el proceso ni deba intervenir, el Secretario judicial deberá informar a la víctima por escrito de la fecha y lugar de celebración del juicio
          [486].
        

        
				
        
          660.
          El Secretario judicial expedirá los exhortos o mandamientos necesarios para la citación de los peritos y testigos que la parte hubiese designado con este objeto.
        

        
				
        Los exhortos o mandamientos serán remitidos de oficio para su cumplimiento, a no ser que la parte pida que se le entreguen.

        
				
        
          En este caso, el Secretario judicial señalará un plazo dentro del cual habrá de devolverlos cumplimentados
          [487].
        

        
				
        
          661.
          Las citaciones de peritos y testigos se practicarán en la forma establecida en el título VII del libro I
          [488].
        

        
				
        Los peritos y testigos citados que no comparezcan, sin causa legítima que se lo impida, incurrirán en la multa señalada en el número 5.º del artículo 175.

        
				
        
          Si vueltos a citar dejaren también de comparecer, serán procesados por el delito de obstrucción a la justicia, tipificado en el artículo 463.1 del Código Penal
          [489].
        

        
				
        
          662.
          Las partes podrán recusar a los peritos expresados en las listas por cualquiera de las causas mencionadas en el artículo 468.
        

        
				
        
          La recusación se hará dentro de los tres días siguientes al de la entrega al recusante de la lista que contenga el nombre del recusado
          [490].
        

        
				
        Alegada la recusación, el Secretario judicial dará traslado del escrito por igual término a la parte que intente valerse del perito recusado.

        
				
        Transcurrido el término y devueltos o recogidos los autos, se recibirán a prueba por seis días, durante los cuales cada una de las partes practicará la que le convenga.

        
				
        Transcurrido el término de prueba, el Secretario judicial señalará día para la vista, a la que podrán asistir las partes y sus defensores, y dentro del término legal el Tribunal resolverá el incidente.

        
				
        
          Contra el auto no se dará recurso alguno
          [491].
        

        
				
        
          663.
          El perito que no sea recusado en el término fijado en el artículo anterior no podrá serlo después, a no ser que incurriera con posterioridad en alguna de las causas de recusación
          [492].
        

        
				
        
          664.
          El Tribunal dispondrá también que los procesados que se hallen presos sean inmediatamente conducidos a la cárcel de la población en que haya de continuarse el juicio, citándoles el Secretario judicial para el mismo, así como a los que estuvieren en libertad provisional para que se presenten en el día señalado, e igualmente notificará el auto a los fiadores o dueños de los bienes dados en fianza, expidiéndose para todo ello los exhortos y mandamientos necesarios
          [493].
        

        
				
        La falta de la citación expresada en el párrafo anterior será motivo de casación, si la parte que no hubiere sido citada no comparece en el juicio.

        
				
        
          665.
          Cuando presentados los escritos de calificación y examinadas las pruebas propuestas entendiere el Presidente de la Audiencia o Sala de lo Criminal que procede constituir una sección en determinada localidad para la celebración del juicio, lo acordará así, poniéndolo en conocimiento del Ministerio de
          Gracia
          y Justicia
          [494].
        

        
				
        
          TÍTULO II
        

        
				
        
          De los artículos de previo pronunciamiento
        

        
				
        
          666.
          Serán tan sólo objeto de artículos de previo pronunciamiento las cuestiones o excepciones siguientes
          [495]:
        

        
				
        
          1.ª La de declinatoria de jurisdicción
          [496].
        

        
				
        2.ª La de cosa juzgada.

        
				
        
          3.ª La de prescripción del delito
          [497].
        

        
				
        
          4.ª La de amnistía o indulto
          [498].
        

        
				
        
          5.ª La falta de autorización administrativa para procesar en los casos en que sea necesaria, con arreglo a la Constitución y a Leyes especiales
          [499].
        

        
				
        
          667.
          Las cuestiones expresadas en el artículo anterior podrán proponerse en el término de tres días, a contar desde el de la entrega de los autos para la calificación de los hechos.
        

        
				
        
          668.
          El que haga la pretensión acompañará al escrito los documentos justificativos de los hechos en que la funde, y si no los tuviere a su disposición, designará clara y determinadamente el archivo u oficina donde se encuentren, pidiendo que el Tribunal los reclame a quien corresponda, originales o por compulsa, según proceda.
        

        
				
        Presentará también tantas copias del escrito y de los documentos cuantos sean los representantes de las partes personadas. Dichas copias se entregarán a las mismas en el día de la presentación, haciéndolo así constar el secretario por diligencia.

        
				
        
          669.
          Los representantes de las partes a quienes se hayan entregado las referidas copias contestarán en el término de tres días, acompañando también los documentos en que funden sus pretensiones, si los tuviesen en su poder, o designando el archivo u oficina en que se hallen, pidiendo en este caso que el Tribunal los reclame en los términos expresados en el artículo precedente.
        

        
				
        
          670.
          Transcurrido el término de los tres días, el Tribunal estimará o denegará la reclamación de documentos, según que los considere o no necesarios para el fallo del artículo.
        

        
				
        Si no se presentaren los documentos, o no se hiciere la designación del lugar en que se encuentren, no producirá efectos suspensivos la excepción alegada.

        
				
        
          671.
          Si el Tribunal accede a la reclamación de documentos, recibirá el artículo a prueba por el término necesario, que no podrá exceder de ocho días.
        

        
				
        El Tribunal mandará en el mismo auto dirigir las comunicaciones convenientes a los Jefes o encargados de los archivos u oficinas en que los documentos se hallen, determinando si han de remitir los originales o por compulsa.

        
				
        
          672.
          Cuando los documentos hubieren de ser remitidos por compulsa, se advertirá a las partes el derecho que les asiste para personarse en el archivo u oficina, a fin de señalar la parte del documento que haya de compulsarse, si no les fuere necesaria la compulsa de todo él, y para presenciar el cotejo.
        

        
				
        En los artículos de previo pronunciamiento no se admitirá prueba testifical.

        
				
        
          673.
          Transcurrido el término de prueba, el Secretario judicial señalará inmediatamente día para la vista, en la que podrán informar lo que convenga a su derecho los defensores de las partes si éstas lo pidiesen
          [500].
        

        
				
        
          674.
          En el día siguiente al de la vista, el Tribunal dictará auto resolviendo sobre las cuestiones propuestas.
        

        
				
        Si una de ellas fuere la de declinatoria de jurisdicción, el Tribunal la resolverá antes que las demás.

        
				
        Cuando la estime procedente, mandará remitir los autos al Tribunal o juez que considere competente, y se abstendrá de resolver sobre las demás.

        
				
        
          675.
          Cuando se declare haber lugar a cualquiera de las excepciones comprendidas en los números 2.º, 3.º y 4.º del artículo 666, se sobreseerá libremente, mandando que se ponga en libertad al procesado o procesados que no estén presos por otra causa.
        

        
				
        
          676.
          Si el Tribunal no estimare suficientemente justificada la declinatoria, declarará no haber lugar a ella, confirmando su competencia para conocer del delito.
        

        
				
        Si no estima justificada cualquier otra, declarará simplemente no haber lugar a su admisión, mandando en consecuencia continuar la causa según su estado.

        
				
        
          Contra el auto resolutorio de la declinatoria y contra el que admita las excepciones 2.ª, 3.ª y 4.ª del artículo 666, procede el recurso de apelación. Contra el que las desestime, no se da recurso alguno salvo el que proceda contra la sentencia sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 678
          [501].
        

        
				
        
          677.
          Si el Tribunal estima procedente el artículo por falta de autorización para procesar, mandará subsanar inmediatamente este defecto, quedando entre tanto en suspenso la causa, que se continuará según su estado, una vez concedida la autorización.
        

        
				
        Si solicitada ésta se denegare, quedará nulo todo lo actuado y se sobreseerá libremente la causa.

        
				
        Contra el auto en que se desestime esta excepción no se dará recurso alguno, y se observará lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo anterior.

        
				
        
          678.
          Las partes podrán reproducir en el juicio oral, como medios de defensa, las cuestiones previas que se hubiesen desestimado, excepto la de declinatoria.
        

        
				
        
          Lo anterior no será de aplicación en las causas competencia del Tribunal del Jurado sin perjuicio de lo que pueda alegarse al recurrir contra la sentencia
          [502].
        

        
				
        
          679.
          Siendo desestimadas las cuestiones propuestas, se comunicará nuevamente la causa por término de tres días a la parte que las hubiere alegado para el objeto prescrito en el artículo 649.
        

        
				
        
          TÍTULO III
        

        
				
        
          De la celebración del juicio oral
        

        
				
        
          CAPÍTULO
          PRIMERO
        

        
				
        
          De la publicidad de los debates
        

        
				
        
          680.
          Los debates del juicio oral serán públicos, bajo pena de nulidad.
        

        
				
        Podrá, no obstante, el Presidente mandar que las sesiones se celebren a puerta cerrada cuando así lo exijan razones de moralidad o de orden público, o el respeto debido a la persona ofendida por el delito o a su familia.

        
				
        
          Para adoptar esta resolución, el Presidente, ya de oficio, ya a petición de los acusadores, consultará al Tribunal, el cual deliberará en secreto, consignando su acuerdo en auto motivado, contra el que no se dará recurso alguno
          [503].
        

        
				
        
          681.
          Después de la lectura de esta decisión, todos los concurrentes despejarán el local.
        

        
				
        Se exceptúan las personas lesionadas por el delito, los procesados, el acusador privado, el actor civil y los respectivos defensores.

        
				
        
          682.
          El secreto de los debates podrá ser acordado antes de comenzar el juicio o en cualquier estado del mismo.
        

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          
            De las facultades del Presidente del Tribunal
            [504]
          
        

        
				
        
          683.
          El Presidente dirigirá los debates cuidando de impedir las discusiones impertinentes y que no conduzcan al esclarecimiento de la verdad, sin coartar por esto a los defensores la libertad necesaria para la defensa.
        

        
				
        
          684.
          El Presidente tendrá todas las facultades necesarias para conservar o restablecer el orden en las sesiones y mantener el respeto debido al Tribunal y a los demás poderes públicos, pudiendo corregir en el acto con multa de 5.000 a 25.000 pesetas las infracciones que no constituyan delito, o que no tengan señalada en la Ley una corrección especial
          [505].
        

        
				
        
          El Presidente llamará al orden a todas las personas que lo alteren, y podrá hacerlas salir del local si lo considerare oportuno, sin perjuicio de la multa a que se refiere el artículo anterior
          [506].
        

        
				
        
          Podrá también acordar que se detenga en el acto a cualquiera que delinquiere durante la sesión, poniéndole a disposición del Juzgado competente
          [507].
        

        
				
        Todos los concurrentes al juicio oral, cualquiera que sea la clase a que pertenezcan, sin excluir a los militares, quedan sometidos a la jurisdicción disciplinaria del Presidente. Si turbaren el orden con un acto que constituya delito, serán expulsados del local y entregados a la Autoridad competente.

        
				
        
          685.
          Toda persona interrogada o que dirija la palabra al Tribunal deberá hablar de pie.
        

        
				
        Se exceptúan el Ministerio Fiscal, los defensores de las partes y las personas a quienes el Presidente dispense de esta obligación por razones especiales.

        
				
        
          686.
          Se prohíben las muestras de aprobación o desaprobación
          [508].
        

        
				
        
          687.
          Cuando el acusado altere el orden con una conducta inconveniente y persista en ella a pesar de las advertencias del Presidente y del apercibimiento de hacerle abandonar el local, el Tribunal podrá decidir que sea expulsado por cierto tiempo o por toda la duración de las sesiones, continuando éstas en su ausencia
          [509].
        

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          Del modo de practicar las pruebas durante el juicio oral
        

        
				
        
          Sección 1.ª De la confesión de los procesados y personas civilmente responsables
        

        
				
        
          688.
          En el día señalado para dar principio a las sesiones, el Secretario judicial velará por que se encuentren en el local del Tribunal las piezas de convicción que se hubieren recogido, y el Presidente, en el momento oportuno, declarará abierta la sesión
          [510].
        

        
				
        
          Si la causa que haya de verse fuese por delito para cuyo castigo se pida la imposición de pena
          
            correccional
            [511]
          
          , preguntará el Presidente a cada uno de los acusados si se confiesa reo del delito que se le haya imputado en el escrito de calificación, y responsable civilmente a la restitución de la cosa o al pago de la cantidad fijada en dicho escrito por razón de daños y perjuicios
          [512].
        

        
				
        
          689.
          Si en la causa hubiere, además de la calificación fiscal, otra del querellante particular o diversas calificaciones de querellantes de esta clase, se preguntará al procesado si se confiesa reo del delito, según la calificación más grave, y civilmente responsable por la cantidad mayor que se hubiese fijado.
        

        
				
        
          690.
          Si fueren más de uno los delitos imputados al procesado en el escrito de calificación, se le harán las mismas preguntas respecto de cada cual.
        

        
				
        
          691.
          Si los procesados fueren varios, se preguntará a cada uno sobre la participación que se le haya atribuido.
        

        
				
        
          692.
          Imputándose en la calificación responsabilidad civil a cualquiera otra persona, comparecerá también ante el Tribunal, y declarará si se conforma con las conclusiones de la calificación que le interesen.
        

        
				
        
          693.
          El Presidente hará las preguntas mencionadas en los artículos anteriores con toda claridad y precisión, exigiendo contestación categórica
          [513].
        

        
				
        
          694.
          Si en la causa no hubiere más que un procesado y contestare afirmativamente, el Presidente del Tribunal preguntará al defensor si considera necesaria la continuación del juicio oral. Si éste contestare negativamente, el Tribunal procederá a dictar sentencia en los términos expresados en el artículo 655
          [514].
        

        
				
        
          695.
          Si confesare su responsabilidad criminal, pero no la civil, o aun aceptando ésta, no se conformare con la cantidad fijada en la calificación, el Tribunal mandará que continúe el juicio.
        

        
				
        Pero, en este último caso, la discusión y la producción de pruebas se concretarán al extremo relativo a la responsabilidad civil que el procesado no hubiese admitido de conformidad con las conclusiones de la calificación.

        
				
        
          Terminado el acto, el Tribunal dictará sentencia
          [515].
        

        
				
        
          696.
          Si el procesado no se confesare culpable del delito que le fuere atribuido en la calificación, o su defensor considerase necesaria la continuación del juicio, se procederá a la celebración de éste.
        

        
				
        
          697.
          Cuando fueren varios los procesados en una misma causa, se procederá conforme a lo dispuesto en el artículo 694 si todos se confiesan reos del delito o delitos que les hayan sido atribuidos en los escritos de calificación, y reconocen la participación que en las conclusiones se les haya señalado, a no ser que sus defensores consideren necesaria la continuación del juicio.
        

        
				
        Si cualquiera de los procesados no se confiesa reo del delito que se le haya imputado en la calificación, o su defensor considera necesaria la continuación del juicio, se procederá con arreglo a lo dispuesto en el artículo anterior.

        
				
        Si el disentimiento fuere tan sólo respecto de la responsabilidad civil, continuará el juicio en la forma y para los efectos determinados en el artículo 695.

        
				
        
          698.
          Se continuará también el juicio cuando el procesado o procesados no quieran responder a las preguntas que les hiciere el Presidente
          [516].
        

        
				
        
          699.
          De igual modo se procederá si en el sumario no hubiese sido posible hacer constar la existencia del cuerpo del delito cuando, de haberse éste cometido, no pueda menos de existir aquél, aunque hayan prestado su conformidad el procesado o procesados y sus defensores.
        

        
				
        
          700.
          Cuando el procesado o procesados hayan confesado su responsabilidad de acuerdo con las conclusiones de la calificación, y sus defensores no consideren necesaria la continuación del juicio, pero la persona a quien sólo se hubiese atribuido responsabilidad civil no haya comparecido ante el Tribunal, o en su declaración no se conformase con las conclusiones del escrito de calificación a ella referentes, se procederá con arreglo a lo dispuesto en el artículo 695.
        

        
				
        
          Si habiendo comparecido se negase a contestar a las preguntas del Presidente, le apercibirá éste con declararle confeso
          [517].
        

        
				
        Si persistiere en su negativa, se le declarará confeso, y la causa se fallará de conformidad con lo dispuesto en el artículo 694.

        
				
        Lo mismo se hará cuando el procesado, después de haber confesado su responsabilidad criminal, se negare a contestar sobre la civil.

        
				
        
          
            Sección 2.ª Del examen de los testigos
            [518]
          
        

        
				
        
          701.
          Cuando el juicio deba continuar, ya por falta de conformidad de los acusados con la acusación, ya por tratarse de delito para cuyo castigo se haya pedido pena aflictiva
          [519], se procederá del modo siguiente
          [520]:
        

        
				
        Se dará cuenta del hecho que haya motivado la formación del sumario y del día en que éste se comenzó a instruir, expresando además si el procesado está en prisión o en libertad provisional, con o sin fianza.


          Se dará lectura a los escritos de calificación y a las listas de peritos y testigos que se hubiesen presentado oportunamente, haciendo relación de las pruebas propuestas y admitidas
          [521].
        

        
				
        Acto continuo se pasará a la práctica de las diligencias de prueba y al examen de los testigos, empezando por la que hubiere ofrecido el Ministerio Fiscal, continuando con la propuesta por los demás actores, y por último con la de los procesados.

        
				
        Las pruebas de cada parte se practicarán según el orden con que hayan sido propuestas en el escrito correspondiente. Los testigos serán examinados también por el orden con que figuren sus nombres en las listas.

        
				
        El Presidente, sin embargo, podrá alterar este orden a instancia de parte y aun de oficio cuando así lo considere conveniente para el mayor esclarecimiento de los hechos o para el más seguro descubrimiento de la verdad.

        
				
        
          702.
          Todos los que, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 410 a 412, inclusive, están obligados a declarar, lo harán concurriendo ante el Tribunal, sin otra excepción que las personas mencionadas en el apartado 1 del artículo 412, las cuales podrán hacerlo por escrito
          [522].
        

        
				
        
          703.
          Sin embargo de lo dispuesto en el artículo anterior, si las personas mencionadas en el apartado 2 del artículo 412 hubieren tenido conocimiento por razón de su cargo de los hechos de que se trate, podrán consignarlo por medio de informe escrito, de que se dará lectura inmediatamente antes de proceder al examen de los demás testigos.
        

        
				
        
          No obstante lo anterior, tratándose de los supuestos previstos en los apartados 3 y 5 del artículo 412, la citación como testigos de las personas a que los mismos se refieren se hará de manera que no perturbe el adecuado ejercicio de sus cargos
          [523].
        

        
				
        
          704.
          Los testigos que hayan de declarar en el juicio oral permanecerán, hasta que sean llamados a prestar sus declaraciones, en un local a propósito, sin comunicación con los que ya hubiesen declarado ni con otra persona
          [524].
        

        
				
        
          705.
          El Presidente mandará que entren a declarar uno a uno por el orden mencionado en el artículo 701.
        

        
				
        
          706.
          Hallándose presente el testigo mayor de catorce años ante el Tribunal, el Presidente le recibirá juramento en la forma establecida en el artículo 434
          [525].
        

        
				
        
          707.
          Todos los testigos que no se hallen privados del uso de su razón están obligados a declarar lo que supieren sobre lo que les fuere preguntado, con excepción de las personas expresadas en los artículos 416, 417 y 418 en sus respectivos casos.
        

        
				
        
          La declaración de los testigos menores de edad se llevará a cabo evitando la confrontación visual de los mismos con el inculpado, utilizando para ello cualquier medio técnico que haga posible la práctica de esta prueba
          [526].
        

        
				
        
          708.
          El Presidente preguntará al testigo acerca de las circunstancias expresadas en el primer párrafo del artículo 436, después de lo cual la parte que le haya presentado podrá hacerle las preguntas que tenga por conveniente. Las demás partes podrán dirigirle también las preguntas que consideren oportunas y fueren pertinentes en vista de sus contestaciones.
        

        
				
        El Presidente, por sí o a excitación de cualquiera de los miembros del Tribunal, podrá dirigir a los testigos las preguntas que estime conducentes para depurar los hechos sobre los que declaren.

        
				
        
          709.
          El Presidente no permitirá que el testigo conteste a preguntas o repreguntas capciosas, sugestivas o impertinentes.
        

        
				
        
          Contra la resolución que sobre este extremo adopte podrá interponerse en su día el recurso de casación si se hiciere en el acto la correspondiente protesta
          [527].
        

        
				
        
          En este caso, constará en el acta la pregunta o repregunta a que el Presidente haya prohibido contestar
          [528].
        

        
				
        
          710.
          Los testigos expresarán la razón de su dicho y, si fueren de referencia, precisarán el origen de la noticia, designando con su nombre y apellido, o con las señas con que fuere conocida, a la persona que se la hubiere comunicado.
        

        
				
        
          711.
          Los testigos sordomudos o que no conozcan el idioma español serán examinados del modo prescrito en los artículos 440, párrafo primero del 441 y 442
          [529].
        

        
				
        
          712.
          Podrán las partes pedir que el testigo reconozca los instrumentos o efectos del delito o cualquiera otra pieza de convicción.
        

        
				
        
          713.
          En los careos del testigo con los procesados o de los testigos entre sí no permitirá el Presidente que medien insultos ni amenazas, limitándose la diligencia a dirigirse los careados los cargos y a hacerse las observaciones que creyeren convenientes para ponerse de acuerdo y llegar a descubrir la verdad
          [530].
        

        
				
        
          No se practicarán careos con testigos que sean menores de edad salvo que el Juez o Tribunal lo considere imprescindible y no lesivo para el interés de dichos testigos, previo informe pericial
          [531].
        

        
				
        
          714.
          Cuando la declaración del testigo en el juicio oral no sea conforme en lo sustancial con la prestada en el sumario, podrá pedirse la lectura de ésta por cualquiera de las partes.
        

        
				
        
          Después de leída, el presidente invitará al testigo a que explique la diferencia o contradicción que entre sus declaraciones se observe
          [532].
        

        
				
        
          715.
          Siempre que los testigos que hayan declarado en el sumario comparezcan a declarar también sobre los mismos hechos en el juicio oral, sólo habrá lugar a mandar proceder contra ellos como presuntos autores del delito de falso testimonio cuando éste sea dado en dicho juicio.
        

        
				
        
          Fuera del caso previsto en el párrafo anterior, en los demás podrá exigirse a los testigos la responsabilidad en que incurran, con arreglo a las disposiciones del Código Penal
          [533].
        

        
				
        
          716.
          El testigo que se niegue a declarar incurrirá en la multa de 200 a 5.000 euros, que se impondrá en el acto
          [534].
        

        
				
        
          Si a pesar de esto persiste en su negativa, se procederá contra él como autor del delito de desobediencia grave a la Autoridad
          [535].
        

        
				
        
          717.
          Las declaraciones de las autoridades y funcionarios de Policía Judicial tendrán el valor de declaraciones testificales, apreciables como éstas según las reglas del criterio racional
          [536].
        

        
				
        
          718.
          Cuando el testigo no hubiere comparecido por imposibilidad y el Tribunal considere de importancia su declaración para el éxito del juicio, el Presidente designará a uno de los individuos del mismo para que, constituyéndose en la residencia del testigo, si la tuviere en el lugar del juicio, puedan las partes hacerle las preguntas que consideren oportunas.
        

        
				
        
          El secretario extenderá diligencia, haciendo constar las preguntas y repreguntas que se hayan hecho al testigo, las contestaciones de éste y los incidentes que hubieren ocurrido en el acto
          [537].
        

        
				
        
          719.
          Si el testigo imposibilitado de concurrir a la sesión no residiere en el punto en que la misma se celebre, el Secretario judicial librará exhorto o mandamiento para que sea examinado ante el Juez correspondiente, con sujeción a las prescripciones contenidas en esta sección
          [538].
        

        
				
        Cuando la parte o las partes prefieran que en el exhorto o mandamiento se consignen por escrito las preguntas o repreguntas, el Presidente accederá a ello si no fueren capciosas, sugestivas o impertinentes.

        
				
        
          720.
          Lo dispuesto en los artículos anteriores tendrá también aplicación al caso en que el Tribunal ordene que el testigo declare o practique cualquier reconocimiento en un lugar determinado, fuera de aquel en que se celebre la audiencia.
        

        
				
        
          721.
          Cuando se desestime cualquier pregunta por capciosa, sugestiva o impertinente en los casos de los tres artículos anteriores, podrá prepararse el recurso de casación del modo prescrito en el artículo 709
          [539].
        

        
				
        
          722.
          Los testigos que comparezcan a declarar ante el Tribunal tendrán derecho a una indemnización, si la reclamaren.
        

        
				
        
          El Secretario judicial la fijará el mediante decreto, teniendo en cuenta únicamente los gastos del viaje y el importe de los jornales perdidos por el testigo con motivo de su comparecencia para declarar
          [540].
        

        
				
        
          
            Sección 3.ª Del informe pericial
            [541]
          
        

        
				
        
          723.
          Los peritos podrán ser recusados por las causas y en la forma prescrita en los artículos 468, 469 y 470.
        

        
				
        
          La sustanciación de los incidentes de recusación tendrá lugar precisamente en el tiempo que media desde la admisión de las pruebas propuestas por las partes hasta la apertura de las sesiones
          [542].
        

        
				
        
          724.
          Los peritos que no hayan sido recusados serán examinados juntos cuando deban declarar sobre unos mismos hechos, y contestarán a las preguntas y repreguntas que las partes les dirijan
          [543].
        

        
				
        
          725.
          Si para contestarlas considerasen necesaria la práctica de cualquier reconocimiento, harán éste, acto continuo, en el local de la misma audiencia si fuere posible.
        

        
				
        
          En otro caso se suspenderá la sesión por el tiempo necesario, a no ser que puedan continuar practicándose otras diligencias de prueba entre tanto que los peritos verifican el reconocimiento
          [544].
        

        
				
        
          Sección 4.ª De la prueba documental y de la inspección ocular
        

        
				
        
          726.
          El Tribunal examinará por sí mismo los libros, documentos, papeles y demás piezas de convicción que puedan contribuir al esclarecimiento de los hechos o a la más segura investigación de la verdad.
        

        
				
        
          727.
          Para la prueba de inspección ocular que no se haya practicado antes de la apertura de las sesiones, si el lugar que deba ser inspeccionado se hallase en la capital, se constituirá en él el Tribunal con las partes, y el secretario extenderá diligencia expresiva del lugar o cosa inspeccionada, haciendo constar en ella las observaciones de las partes y demás incidentes que ocurran.
        

        
				
        Si el lugar estuviere fuera de la capital, se constituirá en él con las partes el individuo del Tribunal que el Presidente designe, practicándose las diligencias en la forma establecida en el párrafo anterior.

        
				
        
          En todo lo demás se estará, en cuanto fuere necesario, a lo dispuesto en el título V, capítulo I, del libro II
          [545].
        

        
				
        
          Sección 5.ª Disposiciones comunes a las cuatro secciones anteriores
        

        
				
        
          728.
          No podrán practicarse otras diligencias de prueba que las propuestas por las partes, ni ser examinados otros testigos que los comprendidos en las listas presentadas
          [546].
        

        
				
        
          729.
          Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo anterior:
        

        
				
        
          1.º Los careos de los testigos entre sí o con los procesados o entre éstos, que el Presidente acuerde de oficio, o a propuesta de cualquiera de las partes
          [547].
        

        
				
        2.º Las diligencias de prueba no propuestas por ninguna de las partes, que el Tribunal considere necesarias para la comprobación de cualquiera de los hechos que hayan sido objeto de los escritos de calificación.

        
				
        3.º Las diligencias de prueba de cualquiera clase que en el acto ofrezcan las partes para acreditar alguna circunstancia que pueda influir en el valor probatorio de la declaración de un testigo, si el Tribunal las considera admisibles.

        
				
        
          730.
          Podrán también leerse a instancia de cualquiera de las partes las diligencias practicadas en el sumario, que, por causas independientes de la voluntad de aquéllas, no puedan ser reproducidas en el juicio oral
          [548].
        

        
				
        
          731.
          El Tribunal adoptará las disposiciones convenientes para evitar que los procesados que se hallen en libertad provisional se ausenten o dejen de comparecer a las sesiones desde que éstas den principio hasta que se pronuncie la sentencia.
        

        
				
        
          731 bis.
          El Tribunal, de oficio o a instancia de parte, por razones de utilidad, seguridad o de orden público, así como en aquellos supuestos en que la comparecencia de quien haya de intervenir en cualquier tipo de procedimiento penal como imputado, testigo, perito, o en otra condición resulte gravosa o perjudicial, y, especialmente, cuando se trate de un menor, podrá acordar que su actuación se realice a través de videoconferencia u otro sistema similar que permita la comunicación bidireccional y simultánea de la imagen y el sonido, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial
          [549].
        

        
				
        
          CAPÍTULO IV
        

        
				
        
          De la acusación, de la defensa y de la sentencia
        

        
				
        
          732.
          Practicadas las diligencias de la prueba, las partes podrán modificar las conclusiones de los escritos de calificación.
        

        
				
        En este caso formularán por escrito las nuevas conclusiones y las entregarán al Presidente del Tribunal.

        
				
        Las conclusiones podrán formularse en forma alternativa, según lo dispuesto en el artículo 653.

        
				
        
          733.
          Si juzgando por el resultado de las pruebas entendiere el Tribunal que el hecho justiciable ha sido calificado con manifiesto error, podrá el Presidente emplear la siguiente fórmula:
        

        
				
        «Sin que sea visto prejuzgar el fallo definitivo sobre las conclusiones de la acusación y la defensa, el Tribunal desea que el fiscal y los defensores del procesado (o los defensores de las partes cuando fueren varias) le ilustren acerca de si el hecho justiciable constituye el delito de… o si existe la circunstancia eximente de responsabilidad a que se refiere el número… del artículo… del Código Penal.»

        
				
        Esta facultad excepcional, de que el Tribunal usará con moderación, no se extiende a las causas por delitos que sólo pueden perseguirse a instancia de parte, ni tampoco es aplicable a los errores que hayan podido cometerse en los escritos de calificación, así respecto a la apreciación de las circunstancias atenuantes y agravantes como en cuanto a la participación de cada uno de los procesados en la ejecución del delito público que sea materia del juicio.

        
				
        
          Si el fiscal o cualquiera de los defensores de las partes indicaren que no están suficientemente preparados para discutir la cuestión propuesta por el Presidente, se suspenderá la sesión hasta el siguiente día
          [550].
        

        
				
        
          734.
          Llegado el momento de informar, el Presidente concederá la palabra al fiscal, si fuere parte en la causa, y después al defensor del acusador particular si le hubiese.
        

        
				
        
          En sus informes expondrán éstos los hechos que consideren probados en el juicio, su calificación legal, la participación que en ellos hayan tenido los procesados y la responsabilidad civil que hayan contraído los mismos u otras personas, así como las cosas que sean su objeto, o la cantidad en que deban ser reguladas cuando los informantes o sus representados ejerciten también la acción civil
          [551].
        

        
				
        
          735.
          El Presidente concederá después la palabra al defensor del actor civil si lo hubiere, quien limitará su informe a los puntos concernientes a la responsabilidad civil
          [552].
        

        
				
        
          736.
          En seguida dará la palabra a los defensores de los procesados, y después de ellos a los de las personas civilmente responsables, si no se defendieren bajo una sola representación con aquéllos.
        

        
				
        

          737.
          Los informes de los defensores de las partes se acomodarán a las conclusiones que definitivamente hayan formulado, y, en su caso, a la propuesta por el Presidente del Tribunal con arreglo a lo dispuesto en el artículo 733.
        

        
				
        
          738.
          Después de estos informes, sólo será permitido a las partes la rectificación de hechos y conceptos.
        

        
				
        
          739.
          Terminadas la acusación y la defensa, el Presidente preguntará a los procesados si tienen algo que manifestar al Tribunal.
        

        
				
        Al que contestare afirmativamente le será concedida la palabra.

        
				
        El Presidente cuidará de que los procesados, al usarla, no ofendan la moral ni falten al respeto debido al Tribunal ni a las consideraciones correspondientes a todas las personas, y que se ciñan a lo que sea pertinente, retirándoles la palabra en caso necesario.

        
				
        
          740.
          Después de hablar los defensores de las partes y los procesados, en su caso, el Presidente declarará concluso el juicio para sentencia.
        

        
				
        
          741.
          El Tribunal, apreciando según su conciencia las pruebas practicadas en el juicio, las razones expuestas por la acusación y la defensa y lo manifestado por los mismos procesados, dictará sentencia dentro del término fijado en esta Ley.
        

        
				
        
          Siempre que el Tribunal haga uso del libre arbitrio que para la calificación del delito o para la imposición de la pena le otorga el Código Penal, deberá consignar si ha tomado en consideración los elementos de juicio que el precepto aplicable de aquél obligue a tener en cuenta
          [553].
        

        
				
        
          742.
          En la sentencia se resolverán todas las cuestiones que hayan sido objeto de juicio, condenando o absolviendo a los procesados, no sólo por el delito principal y sus conexos
          [554], sino también por las faltas incidentales de que se haya conocido en la causa, sin que pueda el Tribunal emplear en este estado la fórmula del sobreseimiento respecto de los acusados a quienes crea que no debe condenar.
        

        
				
        También se resolverán en la sentencia todas las cuestiones referentes a la responsabilidad civil que hayan sido objeto del juicio.

        
				
        Lo dispuesto en el párrafo quinto del artículo 635 sobre el destino de las piezas de convicción que entrañen, por su naturaleza, algún peligro grave para los intereses que en el mismo se expresan, será aplicable a las sentencias absolutorias.

        
				
        
          El Secretario judicial notificará la sentencia por escrito a los ofendidos y perjudicados por el delito, aunque no se hayan mostrado parte en la causa
          [555].
        

        
				
        
          743.
          1. El desarrollo de las sesiones del juicio oral se registrará en soporte apto para la grabación y reproducción del sonido y de la imagen. El Secretario judicial deberá custodiar el documento electrónico que sirva de soporte a la grabación. Las partes podrán pedir, a su costa, copia de las grabaciones originales.
        

        
				
        2. Siempre que se cuente con los medios tecnológicos necesarios el Secretario judicial garantizará la autenticidad e integridad de lo grabado o reproducido mediante la utilización de la firma electrónica reconocida u otro sistema de seguridad que conforme a la ley ofrezca tales garantías. En este caso, la celebración del acto no requerirá la presencia en la sala del Secretario judicial salvo que lo hubieran solicitado las partes, al menos dos días antes de la celebración de la vista, o que excepcionalmente lo considere necesario el Secretario judicial, atendiendo a la complejidad del asunto, al número y naturaleza de las pruebas a practicar, al número de intervinientes, a la posibilidad de que se produzcan incidencias que no pudieran registrarse, o a la concurrencia de otras circunstancias igualmente excepcionales que lo justifiquen, supuesto en el cual el Secretario judicial extenderá acta sucinta en los términos previstos en el apartado siguiente.

        
				
        3. Si los mecanismos de garantía previstos en el apartado anterior no se pudiesen utilizar el Secretario judicial deberá consignar en el acta, al menos, los siguientes datos: número y clase de procedimiento; lugar y fecha de celebración; tiempo de duración, asistentes al acto; peticiones y propuestas de las partes; en caso de proposición de pruebas, declaración de pertinencia y orden en la práctica de las mismas; resoluciones que adopte el Juez o Tribunal; así como las circunstancias e incidencias que no pudieran constar en aquel soporte.

        
				
        4. Cuando los medios de registro previstos en este artículo no se pudiesen utilizar por cualquier causa, el Secretario judicial extenderá acta de cada sesión, recogiendo en ella, con la extensión y detalle necesarios, el contenido esencial de la prueba practicada, las incidencias y reclamaciones producidas y las resoluciones adoptadas.

        
				
        
          5. El acta prevista en los apartados 3 y 4 de este artículo, se extenderá por procedimientos informáticos, sin que pueda ser manuscrita más que en las ocasiones en que la sala en que se esté celebrando la actuación carezca de medios informáticos. En estos casos, al terminar la sesión el Secretario judicial leerá el acta, haciendo en ella las rectificaciones que las partes reclamen, si las estima procedentes. Este acta se firmará por el Presidente y miembros del Tribunal, por el Fiscal y por los defensores de las partes
          [556].
        

        
				
        
          CAPÍTULO V
        

        
				
        
          De la suspensión del juicio oral
        

        
				
        
          744.
          Abierto el juicio oral, continuará durante todas las sesiones consecutivas que sean necesarias hasta su conclusión
          [557].
        

        
				
        
          745.
          No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, el Presidente del Tribunal podrá suspender la apertura de las sesiones cuando las partes, por motivos independientes de su voluntad, no tuvieren preparadas las pruebas ofrecidas en sus respectivos escritos.
        

        
				
        
          746.
          Procederá además la suspensión del juicio oral en los casos siguientes
          [558]:
        

        
				
        1.º Cuando el Tribunal tuviere que resolver durante los debates alguna cuestión incidental que por cualquier causa fundada no pueda decidirse en el acto.

        
				
        2.º Cuando con arreglo a este Código el Tribunal o alguno de sus individuos tuviere que practicar alguna diligencia fuera del lugar de las sesiones y no pudiere verificarse en el tiempo intermedio entre una y otra sesión.

        
				
        3.º Cuando no comparezcan los testigos de cargo y de descargo ofrecidos por las partes y el Tribunal considere necesaria la declaración de los mismos.

        
				
        Podrá, sin embargo, el Tribunal acordar en este caso la continuación del juicio y la práctica de las demás pruebas; y después que se hayan hecho, suspenderlo hasta que comparezcan los testigos ausentes.

        
				
        Si la no comparecencia del testigo fuere por el motivo expuesto en el artículo 718, se procederá como se determina en el mismo y en los dos siguientes.

        
				
        4.º Cuando algún individuo del Tribunal o el defensor de cualquiera de las partes enfermare repentinamente hasta el punto de que no pueda continuar tomando parte en el juicio ni pueda ser reemplazado el último sin grave inconveniente para la defensa del interesado.

        
				
        Lo dispuesto en este número respecto a los defensores de las partes se entiende aplicable al fiscal.

        
				
        5.º Cuando alguno de los procesados se halle en el caso del número anterior, en términos de que no pueda estar presente en el juicio.

        
				
        La suspensión no se acordará por esta causa sino después de haber oído a los facultativos nombrados de oficio para el reconocimiento del enfermo.

        
				
        6.º Cuando revelaciones o retractaciones inesperadas produzcan alteraciones sustanciales en los juicios, haciendo necesarios nuevos elementos de prueba o alguna sumaria instrucción suplementaria.

        
				
        
          No se suspenderá el juicio por la enfermedad o incomparecencia de alguno de los procesados citados personalmente, siempre que el Tribunal estimare, con audiencia de las partes y haciendo constar en el acta del juicio las razones de la decisión, que existen elementos suficientes para juzgarles con independencia
          [559].
        

        
				
        
          747.
          En los casos 1.º, 2.º, 4.º y 5.º del artículo anterior, el Tribunal podrá decretar de oficio la suspensión. En los demás casos la decretará, siendo procedente, a instancia de parte.
        

        
				
        
          748.
          En los autos de suspensión que se dicten se fijará el tiempo de la suspensión, si fuere posible, y se determinará lo que corresponda para la continuación del juicio.
        

        
				
        Contra estos autos no se dará recurso alguno.

        
				
        
          749.
          Cuando por razón de los casos previstos en los números 4.º y 5.º del artículo 746 haya de prolongarse indefinidamente la suspensión del juicio, o por un tiempo demasiado largo, se declarará sin efecto la parte del juicio celebrada.
        

        
				
        Lo mismo podrá acordar el Tribunal en el caso del número 6.º, si la preparación de los elementos de prueba o la sumaria instrucción suplementaria exigiere algún tiempo.

        
				
        
          En ambos casos, el Secretario judicial señalará día para nuevo juicio cuando desaparezca la causa de la suspensión o puedan ser reemplazadas las personas reemplazables
          [560].
        

        
				
        
          LIBRO IV
        

        
				
        
          De los procedimientos especiales
        

        
				
        
          TÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          
            Del modo de proceder cuando fuere procesado un senador o diputado a Cortes
            [561]
          
        

        
				
        
          750.
          El Juez o Tribunal que encuentre méritos para procesar a un senador o diputado a Cortes por causa de delito, se abstendrá de dirigir el procedimiento contra él si las Cortes estuvieren abiertas, hasta obtener la correspondiente autorización del Cuerpo Colegislador a que pertenezca.
        

        
				
        
          751.
          
            Cuando el senador o diputado a Cortes fuere delincuente in fraganti
            [562], podrá ser detenido y procesado sin la autorización a que se refiere el artículo anterior; pero en las veinticuatro horas siguientes a la detención o procesamiento deberá ponerse lo hecho en conocimiento del Cuerpo Colegislador a que corresponda.
          
        

        
				
        
          Se pondrá también en conocimiento del Cuerpo Colegislador respectivo la causa que existiere pendiente contra el que, estando procesado, hubiese sido elegido senador o diputado a Cortes.
        

        
				
        
          752.
          Si un senador o diputado a Cortes fuese procesado durante un interregno parlamentario, deberá el Juez o Tribunal que conozca de la causa ponerlo inmediatamente en conocimiento del respectivo Cuerpo Colegislador.
        

        
				
        
          Lo mismo se observará cuando haya sido procesado un senador o diputado a Cortes electo antes de reunirse éstas.
        

        
				
        
          753.
          
            En todo caso, se suspenderán por el Secretario judicial los procedimientos desde el día en que se dé conocimiento a las Cortes, estén o no abiertas, permaneciendo las cosas en el estado en que entonces se hallen, hasta que el Cuerpo Colegislador respectivo resuelva lo que tenga por conveniente
            [563].
          
        

        
				
        
          754.
          Si el Senado o el Congreso negasen la autorización pedida, se sobreseerá respecto al senador o diputado a Cortes; pero continuará la causa contra los demás procesados.
        

        
				
        
          755.
          La autorización se pedirá en forma de suplicatorio, remitiendo con éste, y con el carácter de reservado, el testimonio de los cargos que resulten contra el senador o diputado, con inclusión de los dictámenes del fiscal y de las peticiones particulares en que se haya solicitado la autorización.
        

        
				
        
          756.
          El suplicatorio se remitirá por conducto del Ministro de
          Gracia
          y Justicia.
        

        
				
        
          TÍTULO II
        

        
				
        
          
            Del procedimiento abreviado
            [564]
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Disposiciones generales
        

        
				
        
          757.
          
            Sin perjuicio de lo establecido para los procesos especiales, el procedimiento regulado en este Título se aplicará al enjuiciamiento de los delitos castigados con pena privativa de libertad no superior a nueve años, o bien con cualesquiera otras penas de distinta naturaleza bien sean únicas, conjuntas o alternativas, cualquiera que sea su cuantía o duración
            [565].
          
        

        
				
        
          758.
          
            El enjuiciamiento de los delitos enumerados en el artículo anterior se acomodará a las normas comunes de esta Ley, con las modificaciones consignadas en el presente Título
            [566].
          
        

        
				
        
          759.
          En las causas comprendidas en este Título, las cuestiones de competencia que se promuevan entre Juzgados y Tribunales de la jurisdicción ordinaria se sustanciarán según las reglas siguientes:
        

        
				
        
          1.ª Cuando un Tribunal o Juzgado rehusare el conocimiento de una causa o reclamare el conocimiento de la que otro tuviere, y haya duda acerca de cuál de ellos es el competente, si no resulta acuerdo a la primera comunicación que con tal motivo se dirijan, pondrán el hecho, sin dilación, en conocimiento del superior jerárquico, por medio de exposición razonada, para que dicho superior, tras oír al fiscal y a las partes personadas en comparecencia que se celebrará dentro de las veinticuatro horas siguientes, decida en el acto lo que estime procedente, sin ulterior recurso.
        

        
				
        
          Cuando la cuestión surja en la fase de instrucción, cada uno de los Juzgados continuará practicando en todo caso, hasta tanto se dirima definitivamente la controversia, las diligencias conducentes a la comprobación del delito, a la averiguación e identificación de los posibles culpables y a la protección de los ofendidos o perjudicados por el mismo, debiendo remitirse, recíprocamente, ambos juzgados testimonio de lo actuado y comunicarse cuantas diligencias practiquen.
        

        
				
        
          2.ª Ningún Juez de Instrucción, de lo Penal, o Central de Instrucción o de lo Penal, podrá promover cuestiones de competencia a las Audiencias respectivas, sino exponerles, oído el Ministerio Fiscal por plazo de un día, las razones que tenga para creer que le corresponde el conocimiento del asunto.
        

        
				
        
          El Secretario judicial dará vista de la exposición y antecedentes al Ministerio Fiscal y a las partes personadas por plazo de dos días y, luego de oídos todos, el Tribunal, sin más trámites, resolverá dentro del tercer día lo que estime procedente, comunicando esta resolución al Juez que la haya expuesto para su cumplimiento.
        

        
				
        
          
            3.ª Cuando algún Juez de Instrucción, de lo Penal, o Central de Instrucción o de lo Penal, viniere entendiendo de causa atribuida a la competencia de las Audiencias respectivas se limitarán éstas a ordenar a aquél, oídos el Ministerio Fiscal y las partes personadas por plazo de dos días, que se abstenga de conocer y les remita las actuaciones
            [567].
          
        

        
				
        
          760.
          Iniciado un proceso de acuerdo con las normas de este Título, en cuanto aparezca que el hecho no se halla comprendido en alguno de los supuestos del artículo 757, se continuará conforme a las disposiciones generales de esta Ley, sin retroceder en el procedimiento más que en el caso de que resulte necesario practicar diligencias o realizar actuaciones con arreglo a dichos preceptos legales. Por el contrario, iniciado un proceso conforme a las normas comunes de esta Ley, continuará su sustanciación de acuerdo con las del presente Título en cuanto conste que el hecho enjuiciado se halla comprendido en alguno de los supuestos del artículo 757. En ambos casos el cambio de procedimiento no implicará el de instructor.
        

        
				
        
          
            Iniciado un proceso conforme a las normas de esta Ley, en cuanto aparezca que el hecho podría constituir un delito cuyo enjuiciamiento sea competencia del Tribunal del Jurado
            [568], se estará a lo dispuesto en el artículo 309 bis.
          
        

        
				
        
          
            Acordado por el Juez o Tribunal el procedimiento que deba seguirse, el Secretario judicial lo hará saber inmediatamente al Ministerio Fiscal, al imputado y a las partes personadas
            [569].
          
        

        
				
        
          761.
          
            1. El ejercicio por particulares, sean o no ofendidos por el delito, de la acción penal o de la civil derivada del mismo habrá de efectuarse en la forma y con los requisitos señalados en el título II del libro II
            [570], expresando la acción que se ejercite.
          
        

        
				
        
          
            2. Sin perjuicio de lo que se dispone en el apartado anterior, el Secretario judicial instruirá al ofendido o perjudicado por el delito de los derechos que le asisten conforme a lo dispuesto en los artículos 109 y 110 y demás disposiciones, pudiendo mostrarse parte en la causa sin necesidad de formular querella. Asimismo le informará de la posibilidad y procedimiento para solicitar las ayudas que conforme a la legislación vigente puedan corresponderle
            [571].
          
        

        
				
        
          762.
          Los Jueces y Tribunales observarán en la tramitación de las causas a que se refiere este Título las siguientes reglas:
        

        
				
        
          1.ª El Juez o Tribunal que ordene la práctica de cualquier diligencia se entenderá directamente con el juez, Tribunal, autoridad o funcionario encargado de su realización aunque el mismo no le esté inmediatamente subordinado ni sea superior inmediato de aquéllos.
        

        
				
        
          2.ª Para cursar los despachos que se expidan se utilizará siempre el medio más rápido, acreditando por diligencia las peticiones de auxilio que no se hayan solicitado por escrito.
        

        
				
        
          3.ª Si el que hubiere de ser citado no tuviere domicilio conocido o no fuere encontrado por la Policía Judicial en el plazo señalado a ésta, el Juez o Tribunal mandará publicar la correspondiente cédula por el medio que estime más idóneo para que pueda llegar a conocimiento del interesado, y sólo cuando lo considere indispensable acordará su divulgación por los medios de comunicación social.
        

        
				
        
          4.ª Las requisitorias que hayan de expedirse se insertarán en el fichero automatizado correspondiente de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y, cuando se considere oportuno, en los medios de comunicación escrita.
        

        
				
        
          5.ª A todo escrito y a los documentos que se presenten en la causa se acompañarán tantas copias literales de los mismos, realizadas por cualquier medio de reproducción, cuantas sean las otras partes y el fiscal, a quienes se entregarán al notificarles la resolución que haya recaído en el escrito respectivo.
        

        
				
        
          La omisión de las copias sólo dará lugar a su libramiento por el secretario a costa del omitente, si éste no las presenta en el plazo de una audiencia.
        

        
				
        
          
            6.ª Para enjuiciar los delitos conexos comprendidos en este Título
            [572], cuando existan elementos para hacerlo con independencia, y para juzgar a cada uno de los imputados, cuando sean varios, podrá acordar el juez la formación de las piezas separadas que resulten convenientes para simplificar y activar el procedimiento.
          
        

        
				
        
          7.ª En las declaraciones se reseñará el documento nacional de identidad de las personas que las presten, salvo que se tratara de agentes de la autoridad, en cuyo caso bastará la reseña del número de carné profesional. Cuando por tal circunstancia o por cualquier otra no ofreciere duda la identidad del imputado y conocidamente tuviere la edad de dieciocho años, se prescindirá de traer a la causa el certificado de nacimiento. En otro caso, se unirá dicho certificado y la correspondiente ficha dactiloscópica. No se demorará la conclusión de la instrucción por falta del certificado de nacimiento, sin perjuicio de que cuando se reciba se aporte a las actuaciones.
        

        
				
        
          8.ª Cuando los imputados o testigos no hablaren o no entendieren el idioma español, se procederá de conformidad con lo dispuesto en los artículos 398, 440 y 441, sin que sea preciso que el intérprete designado tenga título oficial.
        

        
				
        
          9.ª La información prevenida en el artículo 364 sólo se verificará cuando a juicio del instructor hubiere duda acerca de la preexistencia de la cosa objeto de la sustracción o defraudación.
        

        
				
        
          10.ª Los informes y declaraciones a que se refieren los artículos 377 y 378 únicamente se pedirán y recibirán cuando el juez los considerase imprescindibles.
        

        
				
        
          
            11.ª Cuando los hechos enjuiciados deriven del uso y circulación de vehículos de motor, se reseñará también, en la primera declaración que presten los conductores, los permisos de conducir de éstos y de circulación de aquéllos y el certificado del seguro obligatorio, así como el documento acreditativo de su vigencia. También se reseñará el certificado del seguro obligatorio y el documento que acredite su vigencia en aquellos otros casos en que la actividad se halle cubierta por igual clase de seguro
            [573].
          
        

        
				
        
          763.
          
            El Juez o Tribunal podrá acordar la detención o cualesquiera medidas privativas de libertad o restrictivas de derechos en los casos en que procedan conforme a las reglas generales de esta Ley
            [574]. Las actuaciones que motiven la aplicación de estas medidas se contendrán en pieza separada
            [575].
          
        

        
				
        
          764.
          1. Asimismo, el Juez o Tribunal podrá adoptar medidas cautelares para el aseguramiento de las responsabilidades pecuniarias, incluidas las costas. Tales medidas se acordarán mediante auto y se formalizarán en pieza separada.
        

        
				
        
          
            2. A estos efectos se aplicarán las normas sobre contenido, presupuestos y caución sustitutoria de las medidas cautelares establecidas en la Ley de Enjuiciamiento Civil
            [576]. La prestación de las cauciones que se acuerden se hará en la forma prevista en la Ley de Enjuiciamiento Civil y podrá ser realizada por la entidad en que tenga asegurada la responsabilidad civil la persona contra quien se dirija la medida.
          
        

        
				
        
          
            3. En los supuestos en que las responsabilidades civiles estén total o parcialmente cubiertas por un seguro obligatorio de responsabilidad civil, se requerirá a la entidad aseguradora o al Consorcio de Compensación de Seguros, en su caso, para que, hasta el límite del seguro obligatorio, afiance aquéllas. Si la fianza exigida fuera superior al expresado límite, el responsable directo o subsidiario vendrá obligado a prestar fianza o aval por la diferencia, procediéndose en otro caso al embargo de sus bienes
            [577].
          
        

        
				
        
          La entidad responsable del seguro obligatorio no podrá, en tal concepto, ser parte del proceso, sin perjuicio de su derecho de defensa en relación con la obligación de afianzar, a cuyo efecto se le admitirá el escrito que presentare, resolviéndose sobre su pretensión en la pieza correspondiente.
        

        
				
        
          4. Se podrá acordar la intervención inmediata del vehículo y la retención del permiso de circulación del mismo, por el tiempo indispensable, cuando fuere necesario practicar alguna investigación en aquél o para asegurar las responsabilidades pecuniarias, en tanto no conste acreditada la solvencia del imputado o del tercero responsable civil.
        

        
				
        
          También podrá acordarse la intervención del permiso de conducción requiriendo al imputado para que se abstenga de conducir vehículos de motor, en tanto subsista la medida, con la prevención de lo dispuesto en el artículo 556 del Código Penal.
        

        
				
        
          
            Las medidas anteriores, una vez adoptadas, llevarán consigo la retirada de los documentos respectivos y su comunicación a los organismos administrativos correspondientes
            [578].
          
        

        
				
        
          765.
          
            1. En los procesos relativos a hechos derivados del uso y circulación de vehículos de motor el Juez o Tribunal podrá señalar y ordenar el pago de la pensión provisional que, según las circunstancias, considere necesaria en cuantía y duración para atender a la víctima y a las personas que estuvieren a su cargo. El pago de la pensión se hará anticipadamente en las fechas que discrecionalmente señale el Juez o Tribunal, a cargo del asegurador, si existiere, y hasta el límite del seguro obligatorio, o bien con cargo a la fianza o al Consorcio de Compensación de Seguros, en los supuestos de responsabilidad civil del mismo, conforme a las disposiciones que le son propias. Igual medida podrá acordarse cuando la responsabilidad civil derivada del hecho esté garantizada con cualquier seguro obligatorio. Todo lo relacionado con esta medida se actuará en pieza separada. La interposición de recursos no suspenderá la obligación de pago de la pensión
            [579].
          
        

        
				
        
          
            2. En los procesos relativos a hechos derivados del uso y circulación de vehículos de motor el Juez o Tribunal podrá autorizar, previa audiencia del fiscal, a los imputados que no estén en situación de prisión preventiva y que tuvieran su domicilio o residencia habitual en el extranjero, para ausentarse del territorio español. Para ello será indispensable que dejen suficientemente garantizadas las responsabilidades pecuniarias de todo orden derivadas del hecho punible, designen persona con domicilio fijo en España que reciba las notificaciones, citaciones y emplazamientos que hubiere que hacerles, con la prevención contenida en el artículo 775 en cuanto a la posibilidad de celebrar el juicio en su ausencia, y que presten caución no personal, cuando no esté ya acordada fianza de la misma clase, para garantizar la libertad provisional y su presentación en la fecha o plazo que se les señale. Igual atribución y con las mismas condiciones corresponderá al Juez o Tribunal que haya de conocer de la causa. Si el imputado no compareciese, se adjudicará al Estado el importe de la caución y se le declarará en rebeldía, observándose lo dispuesto en el artículo 843, salvo que se cumplan los requisitos legales para celebrar el juicio en su ausencia
            [580].
          
        

        
				
        
          766.
          
            1. Contra los autos del Juez de Instrucción y del Juez de lo Penal que no estén exceptuados de recurso podrán ejercitarse el de reforma y el de apelación
            [581]. Salvo que la Ley disponga otra cosa, los recursos de reforma y apelación no suspenderán el curso del procedimiento.
          
        

        
				
        
          2. El recurso de apelación podrá interponerse subsidiariamente con el de reforma o por separado. En ningún caso será necesario interponer previamente el de reforma para presentar la apelación.
        

        
				
        
          3. El recurso de apelación se presentará dentro de los cinco días siguientes a la notificación del auto recurrido o del resolutorio del recurso de reforma, mediante escrito en el que se expondrán los motivos del recurso, se señalarán los particulares que hayan de testimoniarse y al que se acompañarán, en su caso, los documentos justificativos de las peticiones formuladas. Admitido a trámite el recurso por el Juez, el Secretario judicial dará traslado a las demás partes personadas por un plazo común de cinco días para que puedan alegar por escrito lo que estimen conveniente, señalar otros particulares que deban ser testimoniados y presentar los documentos justificativos de sus pretensiones. En los dos días siguientes a la finalización del plazo, remitirá testimonio de los particulares señalados a la Audiencia respectiva que, sin más trámites, resolverá dentro de los cinco días siguientes. Excepcionalmente, la Audiencia podrá reclamar las actuaciones para su consulta siempre que con ello no se obstaculice la tramitación de aquéllas; en estos casos, deberán devolverse las actuaciones al Juez en el plazo máximo de tres días.
        

        
				
        
          4. Si el recurso de apelación se hubiere interpuesto subsidiariamente con el de reforma, si éste resulta total o parcialmente desestimatorio, antes de dar traslado a las demás partes personadas, el Secretario judicial dará traslado al recurrente por un plazo de cinco días para que formule alegaciones y pueda presentar, en su caso, los documentos justificativos de sus peticiones.
        

        
				
        
          
            5. Si en el auto recurrido en apelación se acordare la prisión provisional de alguno de los imputados, respecto de dicho pronunciamiento podrá el apelante solicitar en el escrito de interposición del recurso la celebración de vista, que acordará la Audiencia respectiva. Cuando el auto recurrido contenga otros pronunciamientos sobre medidas cautelares, la Audiencia podrá acordar la celebración de vista si lo estima conveniente. El Secretario judicial señalará la vista dentro de los diez siguientes a la recepción de la causa en dicha Audiencia
            [582].
          
        

        
				
        
          767.
          
            Desde la detención o desde que de las actuaciones resultare la imputación de un delito contra persona determinada será necesaria la asistencia letrada. La Policía Judicial, el Ministerio Fiscal o la autoridad judicial recabarán de inmediato del Colegio de Abogados la designación de un abogado de oficio, si no lo hubiere nombrado ya el interesado
            [583].
          
        

        
				
        
          768.
          
            El abogado designado para la defensa tendrá también habilitación legal para la representación de su defendido, no siendo necesaria la intervención de procurador hasta el trámite de apertura del juicio oral. Hasta entonces cumplirá el abogado el deber de señalamiento de domicilio a efectos de notificaciones y traslados de documentos
            [584].
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          
            De las actuaciones de la Policía Judicial
            [585]
            y del Ministerio Fiscal
          
        

        
				
        
          769.
          
            Sin perjuicio de lo establecido en el título III del libro II de esta Ley
            [586], tan pronto como tenga conocimiento de un hecho que revista caracteres de delito, la Policía Judicial observará las reglas establecidas en este capítulo
            [587].
          
        

        
				
        
          770.
          La Policía Judicial acudirá de inmediato al lugar de los hechos y realizará las siguientes diligencias:
        

        
				
        
          
            1.ª Requerirá la presencia de cualquier facultativo o personal sanitario que fuere habido para prestar, si fuere necesario, los oportunos auxilios al ofendido. El requerido, aunque sólo lo fuera verbalmente, que no atienda sin justa causa el requerimiento será sancionado con una multa de 500 a 5.000 euros, sin perjuicio de la responsabilidad criminal en que hubiera podido incurrir
            [588].
          
        

        
				
        
          2.ª Acompañará al acta de constancia fotografías o cualquier otro soporte magnético o de reproducción de la imagen, cuando sea pertinente para el esclarecimiento del hecho punible y exista riesgo de desaparición de sus fuentes de prueba.
        

        
				
        
          3.ª Recogerá y custodiará en todo caso los efectos, instrumentos o pruebas del delito de cuya desaparición hubiere peligro, para ponerlos a disposición de la autoridad judicial.
        

        
				
        
          4.ª Si se hubiere producido la muerte de alguna persona y el cadáver se hallare en la vía pública, en la vía férrea o en otro lugar de tránsito, lo trasladará al lugar próximo que resulte más idóneo dentro de las circunstancias, restableciendo el servicio interrumpido y dando cuenta de inmediato a la autoridad judicial. En las situaciones excepcionales en que haya de adoptarse tal medida de urgencia, se reseñará previamente la posición del interfecto, obteniéndose fotografías y señalando sobre el lugar la situación exacta que ocupaba.
        

        
				
        
          5.ª Tomará los datos personales y dirección de las personas que se encuentren en el lugar en que se cometió el hecho, así como cualquier otro dato que ayude a su identificación y localización, tales como lugar habitual de trabajo, números de teléfono fijo o móvil, número de fax o dirección de correo electrónico.
        

        
				
        
          
            6.ª Intervendrá, de resultar procedente, el vehículo y retendrá el permiso de circulación del mismo y el permiso de conducir de la persona a la que se impute el hecho
            [589].
          
        

        
				
        
          771.
          En el tiempo imprescindible y, en todo caso, durante el tiempo de la detención, si la hubiere, la Policía Judicial practicará las siguientes diligencias:
        

        
				
        
          
            1.ª Cumplirá con los deberes de información a las víctimas que prevé la legislación vigente. En particular, informará al ofendido y al perjudicado por el delito de forma escrita de los derechos que les asisten de acuerdo con lo establecido en los artículos 109 y 110. Se instruirá al ofendido de su derecho a mostrarse parte en la causa sin necesidad de formular querella y, tanto al ofendido como al perjudicado, de su derecho a nombrar abogado o instar el nombramiento de abogado de oficio en caso de ser titulares del derecho a la asistencia jurídica gratuita
            [590], de su derecho a, una vez personados en la causa, tomar conocimiento de lo actuado, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 301 y 302, e instar lo que a su derecho convenga. Asimismo, se les informará de que, de no personarse en la causa y no hacer renuncia ni reserva de acciones civiles, el Ministerio Fiscal las ejercitará si correspondiere
            [591].
          
        

        
				
        
          La información de derechos al ofendido o perjudicado regulada en este artículo, cuando se refiera a los delitos contra la propiedad intelectual o industrial, y, en su caso, su citación o emplazamiento en los distintos trámites del proceso, se realizará a aquellas personas, entidades u organizaciones que ostenten la representación legal de los titulares de dichos derechos.
        

        
				
        
          2.ª Informará en la forma más comprensible al imputado no detenido de cuáles son los hechos que se le atribuyen y de los derechos que le asisten. En particular, le instruirá de los derechos reconocidos en los apartados
          a), b), c)
          y
          e)
          
            del artículo 520.2
            [592].
          
        

        
				
        
          772.
          1. Los miembros de la Policía Judicial requerirán el auxilio de otros miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad cuando fuera necesario para el desempeño de las funciones que por esta Ley se les encomiendan.
        

        
				
        
          
            2. La Policía extenderá el atestado de acuerdo con las normas generales de esta Ley
            [593]
            y lo entregará al Juzgado competente, pondrá a su disposición a los detenidos, si los hubiere, y remitirá copia al Ministerio Fiscal
            [594].
          
        

        
				
        
          773.
          1. El fiscal se constituirá en las actuaciones para el ejercicio de las acciones penal y civil conforme a la Ley. Velará por el respeto de las garantías procesales del imputado y por la protección de los derechos de la víctima y de los perjudicados por el delito.
        

        
				
        
          En este procedimiento corresponde al Ministerio Fiscal, de manera especial, impulsar y simplificar su tramitación sin merma del derecho de defensa de las partes y del carácter contradictorio del mismo, dando a la Policía Judicial instrucciones generales o particulares para el más eficaz cumplimiento de sus funciones, interviniendo en las actuaciones, aportando los medios de prueba de que pueda disponer o solicitando del Juez de Instrucción la práctica de los mismos, así como instar de éste la adopción de medidas cautelares o su levantamiento y la conclusión de la investigación tan pronto como estime que se han practicado las actuaciones necesarias para resolver sobre el ejercicio de la acción penal.
        

        
				
        
          El Fiscal General del Estado impartirá cuantas órdenes e instrucciones estime convenientes respecto a la actuación del fiscal en este procedimiento, y en especial, respecto a la aplicación de lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 780.
        

        
				
        
          
            Tan pronto como el Juez ordene la incoación del procedimiento para las causas ante el Tribunal del Jurado
            [595], el Secretario judicial lo pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal, quien comparecerá e intervendrá en cuantas actuaciones se lleven a cabo ante aquél
            [596].
          
        

        
				
        
          2. Cuando el Ministerio Fiscal tenga noticia de un hecho aparentemente delictivo, bien directamente o por serle presentada una denuncia o atestado, practicará él mismo u ordenará a la Policía Judicial que practique las diligencias que estime pertinentes para la comprobación del hecho o de la responsabilidad de los partícipes en el mismo. El fiscal decretará el archivo de las actuaciones cuando el hecho no revista los caracteres de delito, comunicándolo con expresión de esta circunstancia a quien hubiere alegado ser perjudicado u ofendido, a fin de que pueda reiterar su denuncia ante el Juez de Instrucción. En otro caso instará del Juez de Instrucción la incoación del procedimiento que corresponda con remisión de lo actuado, poniendo a su disposición al detenido, si lo hubiere, y los efectos del delito.
        

        
				
        
          
            El Ministerio Fiscal podrá hacer comparecer ante sí a cualquier persona en los términos establecidos en la Ley para la citación judicial
            [597], a fin de recibirle declaración, en la cual se observarán las mismas garantías señaladas en esta Ley para la prestada ante el Juez o Tribunal.
          
        

        
				
        
          
            Cesará el fiscal en sus diligencias tan pronto como tenga conocimiento de la existencia de un procedimiento judicial sobre los mismos hechos
            [598].
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          De las diligencias previas
        

        
				
        
          774.
          
            Todas las actuaciones judiciales relativas a delitos de los comprendidos en este Título se registrarán como diligencias previas y les será de aplicación lo dispuesto en los artículos 301 y 302
            [599].
          
        

        
				
        
          775.
          En la primera comparecencia el juez informará al imputado, en la forma más comprensible, de los hechos que se le imputan. Previamente, el secretario le informará de sus derechos y le requerirá para que designe un domicilio en España en el que se harán las notificaciones, o una persona que las reciba en su nombre, con la advertencia de que la citación realizada en dicho domicilio o a la persona designada permitirá la celebración del juicio en su ausencia en los supuestos previstos en el artículo 786.
        

        
				
        
          Tanto antes como después de prestar declaración se le permitirá entrevistarse reservadamente con su abogado, sin perjuicio de lo establecido en el apartado
          c)
          
            del artículo 527
            [600].
          
        

        
				
        
          776.
          1. El secretario judicial informará al ofendido y al perjudicado de sus derechos, en los términos previstos en los artículos 109 y 110, cuando previamente no lo hubiera hecho la Policía Judicial. En particular, se instruirá de las medidas de asistencia a las víctimas que prevé la legislación vigente y de los derechos mencionados en la regla 1 del artículo 771.
        

        
				
        
          2. La imposibilidad de practicar esta información por la Policía Judicial o por el secretario judicial en comparecencia no impedirá la continuación del procedimiento, sin perjuicio de que se proceda a realizarla por el medio más rápido posible.
        

        
				
        
          
            3. Los que se personaren podrán desde entonces tomar conocimiento de lo actuado e instar la práctica de diligencias y cuanto a su derecho convenga, acordando el juez lo procedente en orden a la práctica de estas diligencias
            [601].
          
        

        
				
        
          777.
          1. El juez ordenará a la Policía Judicial o practicará por sí las diligencias necesarias encaminadas a determinar la naturaleza y circunstancias del hecho, las personas que en él hayan participado y el órgano competente para el enjuiciamiento, dando cuenta al Ministerio Fiscal de su incoación y de los hechos que la determinen. Se emplearán para ello los medios comunes y ordinarios que establece esta Ley, con las modificaciones establecidas en el presente título.
        

        
				
        
          2. Cuando, por razón del lugar de residencia de un testigo o víctima, o por otro motivo, fuere de temer razonablemente que una prueba no podrá practicarse en el juicio oral, o pudiera motivar su suspensión, el Juez de Instrucción practicará inmediatamente la misma, asegurando en todo caso la posibilidad de contradicción de las partes.
        

        
				
        
          Dicha diligencia deberá documentarse en soporte apto para la grabación y reproducción del sonido y de la imagen o por medio de acta autorizada por el secretario judicial, con expresión de los intervinientes.
        

        
				
        
          
            A efectos de su valoración como prueba en sentencia, la parte a quien interese deberá instar en el juicio oral la reproducción de la grabación o la lectura literal de la diligencia, en los términos del artículo 730
            [602].
          
        

        
				
        
          778.
          1. El informe pericial podrá ser prestado sólo por un perito cuando el juez lo considere suficiente.
        

        
				
        
          2. En los casos de lesiones no será preciso esperar a la sanidad del lesionado cuando fuera procedente el archivo o el sobreseimiento. En cualquier otro supuesto podrá proseguirse la tramitación sin haberse alcanzado tal sanidad, si fuera posible formular escrito de acusación.
        

        
				
        
          
            3. El juez podrá acordar, cuando lo considere necesario, que por el médico forense u otro perito se proceda a la obtención de muestras o vestigios cuyo análisis pudiera facilitar la mejor calificación del hecho, acreditándose en las diligencias su remisión al laboratorio correspondiente
            [603], que enviará el resultado en el plazo que se le señale.
          
        

        
				
        
          4. El juez podrá acordar que no se practique la autopsia cuando por el médico forense o quien haga sus veces se dictaminen cumplidamente la causa y las circunstancias relevantes de la muerte sin necesidad de aquélla.
        

        
				
        
          5. El juez podrá ordenar que se preste la asistencia debida a los heridos, enfermos y cualquier otra persona que con motivo u ocasión de los hechos necesite asistencia facultativa, haciendo constar, en su caso, el lugar de su tratamiento, internamiento u hospitalización.
        

        
				
        
          
            6. El juez podrá autorizar al médico forense que asista en su lugar al levantamiento del cadáver, adjuntándose en este caso a las actuaciones un informe que incorporará una descripción detallada de su estado, identidad y circunstancias, especialmente todas aquellas que tuviesen relación con el hecho punible
            [604].
          
        

        
				
        
          779.
          
            1. Practicadas sin demora las diligencias pertinentes, el juez adoptará mediante auto alguna de las siguientes resoluciones
            [605]:
          
        

        
				
        
          1.ª Si estimare que el hecho no es constitutivo de infracción penal o que no aparece suficientemente justificada su perpetración, acordará el sobreseimiento que corresponda notificando dicha resolución a quienes pudiera causar perjuicio, aunque no se hayan mostrado parte en la causa. Si, aun estimando que el hecho puede ser constitutivo de delito, no hubiere autor conocido, acordará el sobreseimiento provisional y ordenará el archivo.
        

        
				
        
          2.ª Si reputare falta el hecho que hubiere dado lugar a la formación de las diligencias, mandará remitir lo actuado al juez competente, cuando no le corresponda su enjuiciamiento.
        

        
				
        
          
            3.ª Si el hecho estuviese atribuido a la jurisdicción militar, se inhibirá a favor del órgano competente. Si todos los imputados fuesen menores de edad penal, se dará traslado de lo actuado al Fiscal de Menores para que inicie los trámites de la Ley de Responsabilidad Penal del Menor
            [606].
          
        

        
				
        
          4.ª Si el hecho constituyera delito comprendido en el artículo 757, seguirá el procedimiento ordenado en el capítulo siguiente. Esta decisión, que contendrá la determinación de los hechos punibles y la identificación de la persona a la que se le imputan, no podrá adoptarse sin haber tomado declaración a aquélla en los términos previstos en el artículo 775.
        

        
				
        
          5.ª Si, en cualquier momento anterior, el imputado asistido de su abogado hubiere reconocido los hechos a presencia judicial, y estos fueran constitutivos de delito castigado con pena incluida dentro de los límites previstos en el artículo 801, mandará convocar inmediatamente al Ministerio Fiscal y a las partes personadas a fin de que manifiesten si formulan escrito de acusación con la conformidad del acusado. En caso afirmativo, incoará diligencias urgentes y ordenará la continuación de las actuaciones por los trámites previstos en los artículos 800 y 801.
        

        
				
        
          
            2. En los tres primeros supuestos, si no hubiere miembro del Ministerio Fiscal constituido en el Juzgado, ni hubieren interpuesto recurso las partes, se remitirán las diligencias al fiscal de la Audiencia, el que, dentro de los tres días siguientes a su recepción, las devolverá al Juzgado con el escrito de interposición del recurso o con la fórmula de «visto», procediéndose seguidamente en este caso a la ejecución de lo resuelto
            [607].
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO IV
        

        
				
        
          De la preparación del juicio oral
        

        
				
        
          780.
          
            1. Si el Juez de Instrucción acordare que debe seguirse el trámite establecido en este capítulo, en la misma resolución ordenará que se dé traslado de las diligencias previas, originales o mediante fotocopia, al Ministerio Fiscal y a las acusaciones personadas, para que, en el plazo común de diez días, soliciten la apertura del juicio oral formulando escrito de acusación o el sobreseimiento de la causa o, excepcionalmente, la práctica de diligencias complementarias, en el caso del apartado siguiente
            [608].
          
        

        
				
        
          2. Cuando el Ministerio Fiscal manifieste la imposibilidad de formular escrito de acusación por falta de elementos esenciales para la tipificación de los hechos, se podrá instar, con carácter previo, la práctica de aquellas diligencias indispensables para formular acusación, en cuyo caso acordará el juez lo solicitado.
        

        
				
        
          El juez acordará lo que estime procedente cuando tal solicitud sea formulada por la acusación o acusaciones personadas.
        

        
				
        
          
            En todo caso se citará para su práctica al Ministerio Fiscal, a las partes personadas y siempre al imputado, dándose luego nuevo traslado de las actuaciones
            [609].
          
        

        
				
        
          781.
          1. El escrito de acusación comprenderá, además de la solicitud de apertura del juicio oral ante el órgano que se estime competente y de la identificación de la persona o personas contra las que se dirige la acusación, los extremos a que se refiere el artículo 650. La acusación se extenderá a las faltas imputables al acusado del delito o a otras personas, cuando la comisión de la falta o su prueba estuviera relacionada con el delito. También se expresarán la cuantía de las indemnizaciones o se fijarán las bases para su determinación y las personas civilmente responsables, así como los demás pronunciamientos sobre entrega y destino de cosas y efectos e imposición de costas procesales.
        

        
				
        
          En el mismo escrito se propondrán las pruebas cuya práctica se interese en el juicio oral, expresando si la reclamación de documentos o las citaciones de peritos y testigos deben realizarse por medio de la oficina judicial.
        

        
				
        
          En el escrito de acusación se podrá solicitar la práctica anticipada de aquellas pruebas que no puedan llevarse a cabo durante las sesiones del juicio oral, así como la adopción, modificación o suspensión de las medidas a que se refieren los artículos 763, 764 y 765, o cualesquiera otras que resulten procedentes o se hubieren adoptado, así como la cancelación de las tomadas frente a personas contra las que no se dirija acusación.
        

        
				
        
          2. El Ministerio Fiscal, previa información a su superior jerárquico, y las acusaciones personadas podrán solicitar justificadamente la prórroga del plazo establecido en el artículo anterior. El Juez de Instrucción, atendidas las circunstancias, podrá acordar la prórroga de dicho plazo por un máximo de otros diez días.
        

        
				
        
          
            3. Si el Ministerio Fiscal no presentare su escrito en el plazo establecido en el artículo anterior, el Juez de Instrucción requerirá al superior jerárquico del fiscal actuante, para que en el plazo de diez días presente el escrito que proceda, dando razón de los motivos de su falta de presentación en plazo
            [610].
          
        

        
				
        
          782.
          
            1. Si el Ministerio Fiscal y el acusador particular solicitaren el sobreseimiento de la causa por cualquiera de los motivos que prevén los artículos 637 y 641, lo acordará el juez, excepto en los supuestos de los números 1.º, 2.º, 3.º, 5.º y 6.º del artículo 20 del Código Penal, en que devolverá las actuaciones a las acusaciones para calificación, continuando el juicio hasta sentencia, a los efectos de la imposición de medidas de seguridad y del enjuiciamiento de la acción civil, en los supuestos previstos en el Código Penal
            [611].
          
        

        
				
        
          Al acordar el sobreseimiento, el Juez de Instrucción dejará sin efecto la prisión y demás medidas cautelares acordadas.
        

        
				
        
          2. Si el Ministerio Fiscal solicitare el sobreseimiento de la causa y no se hubiere personado en la misma acusador particular dispuesto a sostener la acusación, antes de acordar el sobreseimiento el Juez de Instrucción:
        

        
				
        
          a)
          Podrá acordar que se haga saber la pretensión del Ministerio Fiscal a los directamente ofendidos o perjudicados conocidos, no personados, para que dentro del plazo máximo de quince días comparezcan a defender su acción si lo consideran oportuno. Si no lo hicieren en el plazo fijado, se acordará el sobreseimiento solicitado por el Ministerio Fiscal, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo siguiente.
        

        
				
        
          b)
          
            Podrá remitir la causa al superior jerárquico del fiscal para que resuelva si procede o no sostener la acusación, quien comunicará su decisión al Juez de Instrucción en el plazo de diez días
            [612].
          
        

        
				
        
          783.
          1. Solicitada la apertura del juicio oral por el Ministerio Fiscal o la acusación particular, el Juez de Instrucción la acordará, salvo que estimare que concurre el supuesto del número 2 del artículo 637 o que no existen indicios racionales de criminalidad contra el acusado, en cuyo caso acordará el sobreseimiento que corresponda conforme a los artículos 637 y 641.
        

        
				
        
          
            Cuando el Juez de Instrucción decrete la apertura del juicio oral sólo a instancia del Ministerio Fiscal o de la acusación particular, el Secretario judicial dará nuevo traslado a quien hubiere solicitado el sobreseimiento por plazo de tres días para que formule escrito de acusación, salvo que hubiere renunciado a ello
            [613].
          
        

        
				
        
          2. Al acordar la apertura del juicio oral, resolverá el Juez de Instrucción sobre la adopción, modificación, suspensión o revocación de las medidas interesadas por el Ministerio Fiscal o la acusación particular, tanto en relación con el acusado como respecto de los responsables civiles, a quienes, en su caso, exigirá fianza, si no la prestare el acusado en el plazo que se le señale, así como sobre el alzamiento de las medidas adoptadas frente a quienes no hubieren sido acusados.
        

        
				
        
          En el mismo auto señalará el Juez de Instrucción el órgano competente para el conocimiento y fallo de la causa.
        

        
				
        
          
            3. Contra el auto que acuerde la apertura del juicio oral no se dará recurso alguno, excepto en lo relativo a la situación personal, pudiendo el acusado reproducir ante el órgano de enjuiciamiento las peticiones no atendidas
            [614].
          
        

        
				
        
          784.
          1. Abierto el juicio oral, el Secretario judicial emplazará al imputado, con entrega de copia de los escritos de acusación, para que en el plazo de tres días comparezca en la causa con Abogado que le defienda y Procurador que le represente. Si no ejercitase su derecho a designar Procurador o a solicitar uno de oficio, el Secretario judicial interesará, en todo caso, su nombramiento. Cumplido ese trámite, el Secretario judicial dará traslado de las actuaciones originales, o mediante fotocopia, a los designados como acusados y terceros responsables en los escritos de acusación, para que en plazo común de diez días presenten escrito de defensa frente a las acusaciones formuladas.
        

        
				
        
          
            Si la defensa no presentare su escrito en el plazo señalado, se entenderá que se opone a las acusaciones y seguirá su curso el procedimiento, sin perjuicio de la responsabilidad en que pueda incurrirse de acuerdo con lo previsto en el título V del libro V de la Ley Orgánica del Poder Judicial
            [615].
          
        

        
				
        
          Una vez precluido el trámite para presentar su escrito, la defensa sólo podrá proponer la prueba que aporte en el acto del juicio oral para su práctica en el mismo, sin perjuicio de que, además, pueda interesar previamente que se libren las comunicaciones necesarias, siempre que lo haga con antelación suficiente respecto de la fecha señalada para el juicio, y de lo previsto en el párrafo segundo del apartado 1 del artículo 785. Todo ello se entiende sin perjuicio de que si los afectados consideran que se ha producido indefensión puedan aducirlo de acuerdo con lo previsto en el apartado 2 del artículo 786.
        

        
				
        
          2. En el escrito de defensa se podrá solicitar del órgano judicial que recabe la remisión de documentos o cite a peritos o testigos, a los efectos de la práctica de la correspondiente prueba en las sesiones del juicio oral o, en su caso, de la práctica de prueba anticipada.
        

        
				
        
          3. En su escrito, firmado también por el acusado, la defensa podrá manifestar su conformidad con la acusación en los términos previstos en el artículo 787.
        

        
				
        
          Dicha conformidad podrá ser también prestada con el nuevo escrito de calificación que conjuntamente firmen las partes acusadoras y el acusado junto con su letrado, en cualquier momento anterior a la celebración de las sesiones del juicio oral, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 787.1.
        

        
				
        
          4. Si, abierto el juicio oral, los acusados se hallaren en ignorado paradero y no hubieren hecho la designación de domicilio a que se refiere el artículo 775 y, en cualquier caso, si la pena solicitada excediera de los límites establecidos en el párrafo segundo del apartado 1 del artículo 786, el Juez mandará expedir requisitoria para su llamamiento y busca, declarándolos rebeldes, si no comparecieran o no fueren hallados, con los efectos prevenidos en esta Ley.
        

        
				
        
          
            5. Presentado el escrito de defensa o transcurrido el plazo para hacerlo, el Secretario judicial acordará remitir lo actuado al órgano competente para el enjuiciamiento, notificándoselo a las partes, salvo cuando el enjuiciamiento corresponda al Juez de lo Penal y éste se desplazara periódicamente a la sede del Juzgado Instructor para la celebración de los juicios procedentes del mismo, en cuyo caso permanecerán las actuaciones en la Oficina judicial a disposición del Juez de lo Penal
            [616].
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO V
        

        
				
        
          Del juicio oral y de la sentencia
        

        
				
        
          785.
          1. En cuanto las actuaciones se encontraren a disposición del órgano competente para el enjuiciamiento, el Juez o Tribunal examinará las pruebas propuestas e inmediatamente dictará auto admitiendo las que considere pertinentes y rechazando las demás, y prevendrá lo necesario para la práctica de la prueba anticipada.
        

        
				
        
          
            Contra los autos de admisión o inadmisión de pruebas no cabrá recurso alguno, sin perjuicio de que la parte a la que fue denegada pueda reproducir su petición al inicio de las sesiones del juicio oral, momento hasta el cual podrán incorporarse a la causa los informes, certificaciones y demás documentos que el Ministerio Fiscal y las partes estimen oportuno y el Juez o Tribunal admitan
            [617].
          
        

        
				
        
          2. A la vista de este auto, el Secretario judicial establecerá el día y hora en que deban comenzar las sesiones del juicio oral con sujeción a lo establecido al artículo 182 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
        

        
				
        
          Los criterios generales y las concretas y específicas instrucciones que fijen los Presidentes de Sala o Sección, con arreglo a los cuales se realizará el señalamiento, tendrán asimismo en cuenta:
        

        
				
        
          1.º La prisión del acusado;
        

        
				
        
          2.º El aseguramiento de su presencia a disposición judicial;
        

        
				
        
          3.º Las demás medidas cautelares personales adoptadas;
        

        
				
        
          4.º La prioridad de otras causas;
        

        
				
        
          5.º La complejidad de la prueba propuesta o cualquier circunstancia modificativa, según hayan podido determinar una vez estudiado el asunto o pleito de que se trate.
        

        
				
        
          
            3. En todo caso, aunque no sea parte en el proceso ni deba intervenir, el Secretario judicial deberá informar a la víctima por escrito de la fecha y lugar de celebración del juicio
            [618].
          
        

        
				
        
          786.
          1. La celebración del juicio oral requiere preceptivamente la asistencia del acusado y del abogado defensor. No obstante, si hubiere varios acusados y alguno de ellos deja de comparecer sin motivo legítimo, apreciado por el Juez o Tribunal, podrá éste acordar, oídas las partes, la continuación del juicio para los restantes.
        

        
				
        
          La ausencia injustificada del acusado que hubiera sido citado personalmente, o en el domicilio o en la persona a que se refiere el artículo 775, no será causa de suspensión del juicio oral si el Juez o Tribunal, a solicitud del Ministerio Fiscal o de la parte acusadora, y oída la defensa, estima que existen elementos suficientes para el enjuiciamiento, cuando la pena solicitada no exceda de dos años de privación de libertad o, si fuera de distinta naturaleza, cuando su duración no exceda de seis años.
        

        
				
        
          La ausencia injustificada del tercero responsable civil citado en debida forma no será por sí misma causa de suspensión del juicio.
        

        
				
        
          
            2. El Juicio oral comenzará con la lectura de los escritos de acusación y de defensa. Seguidamente, a instancia de parte, el Juez o Tribunal abrirá un turno de intervenciones para que puedan las partes exponer lo que estimen oportuno acerca de la competencia del órgano judicial, vulneración de algún derecho fundamental, existencia de artículos de previo pronunciamiento, causas de la suspensión de juicio oral, nulidad de actuaciones, así como sobre el contenido y finalidad de la pruebas propuestas o que se propongan para practicarse en el acto. El Juez o Tribunal resolverá en el mismo acto lo procedente sobre las cuestiones planteadas. Frente a la decisión adoptada no cabrá recurso alguno, sin perjuicio de la pertinente protesta y de que la cuestión pueda ser reproducida, en su caso, en el recurso frente a la sentencia
            [619].
          
        

        
				
        
          787.
          1. Antes de iniciarse la práctica de la prueba, la defensa, con la conformidad del acusado presente, podrá pedir al Juez o Tribunal que proceda a dictar sentencia de conformidad con el escrito de acusación que contenga pena de mayor gravedad, o con el que se presentara en ese acto, que no podrá referirse a hecho distinto, ni contener calificación más grave que la del escrito de acusación anterior. Si la pena no excediere de seis años de prisión, el Juez o Tribunal dictará sentencia de conformidad con la manifestada por la defensa, si concurren los requisitos establecidos en los apartados siguientes.
        

        
				
        
          2. Si a partir de la descripción de los hechos aceptada por todas las partes, el Juez o Tribunal entendiere que la calificación aceptada es correcta y que la pena es procedente según dicha calificación, dictará sentencia de conformidad. El Juez o Tribunal habrá oído en todo caso al acusado acerca de si su conformidad ha sido prestada libremente y con conocimiento de sus consecuencias.
        

        
				
        
          3. En caso de que el Juez o Tribunal considerare incorrecta la calificación formulada o entendiere que la pena solicitada no procede legalmente, requerirá a la parte que presentó el escrito de acusación más grave para que manifieste si se ratifica o no en él. Sólo cuando la parte requerida modificare su escrito de acusación en términos tales que la calificación sea correcta y la pena solicitada sea procedente y el acusado preste de nuevo su conformidad, podrá el Juez o Tribunal dictar sentencia de conformidad. En otro caso, ordenará la continuación del juicio.
        

        
				
        
          4. Una vez que la defensa manifieste su conformidad, el Juez o Presidente del Tribunal informará al acusado de sus consecuencias y a continuación le requerirá a fin de que manifieste si presta su conformidad. Cuando el Juez o Tribunal albergue dudas sobre si el acusado ha prestado libremente su conformidad, acordará la continuación del juicio.
        

        
				
        
          También podrá acordar la continuación del juicio cuando, no obstante la conformidad del acusado, su defensor lo considere necesario y el Juez o Tribunal estime fundada su petición.
        

        
				
        
          5. No vinculan al Juez o Tribunal las conformidades sobre la adopción de medidas protectoras en los casos de limitación de la responsabilidad penal.
        

        
				
        
          6. La sentencia de conformidad se dictará oralmente y documentará conforme a lo previsto en el apartado 2 del artículo 789, sin perjuicio de su ulterior redacción. Si el fiscal y las partes, conocido el fallo, expresaran su decisión de no recurrir, el juez, en el mismo acto, declarará oralmente la firmeza de la sentencia, y se pronunciará, previa audiencia de las partes, sobre la suspensión o la sustitución de la pena impuesta.
        

        
				
        
          
            7. Únicamente serán recurribles las sentencias de conformidad cuando no hayan respetado los requisitos o términos de la conformidad, sin que el acusado pueda impugnar por razones de fondo su conformidad libremente prestada
            [620].
          
        

        
				
        
          788.
          1. La práctica de la prueba se realizará concentradamente, en las sesiones consecutivas que sean necesarias.
        

        
				
        
          Excepcionalmente, podrá acordar el Juez o Tribunal la suspensión o aplazamiento de la sesión, hasta el límite máximo de treinta días, en los supuestos del artículo 746, conservando su validez los actos realizados, salvo que se produzca la sustitución del Juez o miembro del Tribunal en el caso del número 4 de dicho artículo. En esos casos siempre que el señalamiento de la reanudación pueda realizarse al mismo tiempo en que se acuerde la suspensión, se hará por el Juez o Presidente, que tendrá en cuenta las necesidades de la agenda programada de señalamientos y las demás circunstancias contenidas en los artículos 182.4 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y 785.2 de la presente Ley.
        

        
				
        
          Del mismo modo se actuará en los casos en que se interrumpa o suspenda un juicio oral ya iniciado y el nuevo señalamiento de vista pueda realizarse al mismo tiempo en que se acuerde la interrupción o suspensión.
        

        
				
        
          En los restantes casos, el señalamiento de fecha para el nuevo juicio oral se hará por el Secretario judicial, para la fecha más inmediata posible, ajustándose a lo previsto en el artículo 785.2 de la presente Ley.
        

        
				
        
          No será causa de suspensión del juicio la falta de acreditación de la sanidad, de la tasación de daños o de la verificación de otra circunstancia de análoga significación, siempre que no sea requisito imprescindible para la calificación de los hechos. En tal caso, la determinación cuantitativa de la responsabilidad civil quedará diferida al trámite de ejecución, fijándose en la sentencia las bases de la misma.
        

        
				
        
          2. El informe pericial podrá ser prestado sólo por un perito.
        

        
				
        
          En el ámbito de este procedimiento, tendrán carácter de prueba documental los informes emitidos por laboratorios oficiales sobre la naturaleza, cantidad y pureza de sustancias estupefacientes cuando en ellos conste que se han realizado siguiendo los protocolos científicos aprobados por las correspondientes normas.
        

        
				
        
          3. Terminada la práctica de la prueba, el juez o Presidente del Tribunal requerirá a la acusación y a la defensa para que manifiesten si ratifican o modifican las conclusiones de los escritos inicialmente presentados y para que expongan oralmente cuanto estimen procedente sobre la valoración de la prueba y la calificación jurídica de los hechos.
        

        
				
        
          El requerimiento podrá extenderse a solicitar del Ministerio Fiscal y de los letrados un mayor esclarecimiento de hechos concretos de la prueba y la valoración jurídica de los hechos, sometiéndoles a debate una o varias preguntas sobre puntos determinados.
        

        
				
        
          4. Cuando, en sus conclusiones definitivas, la acusación cambie la tipificación penal de los hechos o se aprecien un mayor grado de participación o de ejecución o circunstancias de agravación de la pena, el Juez o Tribunal podrá considerar un aplazamiento de la sesión, hasta el límite de diez días, a petición de la defensa, a fin de que ésta pueda preparar adecuadamente sus alegaciones y, en su caso, aportar los elementos probatorios y de descargo que estime convenientes. Tras la práctica de una nueva prueba que pueda solicitar la defensa, las partes acusadoras podrán, a su vez, modificar sus conclusiones definitivas.
        

        
				
        
          5. Cuando todas las acusaciones califiquen los hechos como delitos castigados con pena que exceda de la competencia del Juez de lo Penal, se declarará éste incompetente para juzgar, dará por terminado el juicio y el Secretario judicial remitirá las actuaciones a la Audiencia competente. Fuera del supuesto anterior, el Juez de lo Penal resolverá lo que estime pertinente acerca de la continuación o finalización del juicio, pero en ningún caso podrá imponer una pena superior a la correspondiente a su competencia.
        

        
				
        
          
            6. En cuanto se refiere a la grabación de las sesiones del juicio oral y a su documentación, serán aplicables las disposiciones contenidas en el artículo 743 de la presente Ley
            [621].
          
        

        
				
        
          789.
          1. La sentencia se dictará dentro de los cinco días siguientes a la finalización del juicio oral.
        

        
				
        
          2. El Juez de lo Penal podrá dictar sentencia oralmente en el acto del juicio, documentándose en el acta con expresión del fallo y una sucinta motivación, sin perjuicio de la ulterior redacción de aquélla. Si el Fiscal y las partes, conocido el fallo, expresasen su decisión de no recurrir, el Juez, en el mismo acto, declarará la firmeza de la sentencia, y se pronunciará, previa audiencia de las partes, sobre la suspensión o la sustitución de la pena impuesta.
        

        
				
        
          3. La sentencia no podrá imponer pena más grave de la solicitada por las acusaciones, ni condenar por delito distinto cuando éste conlleve una diversidad de bien jurídico protegido o mutación sustancial del hecho enjuiciado, salvo que alguna de las acusaciones haya asumido el planteamiento previamente expuesto por el Juez o Tribunal dentro del trámite previsto en el párrafo segundo del artículo 788.3.
        

        
				
        
          4. El Secretario judicial notificará la sentencia por escrito a los ofendidos y perjudicados por el delito, aunque no se hayan mostrado parte en la causa.
        

        
				
        
          
            5. Cuando la instrucción de la causa hubiera correspondido a un Juzgado de Violencia sobre la Mujer el Secretario judicial remitirá al mismo la sentencia por testimonio de forma inmediata. Igualmente le remitirá la declaración de firmeza y la sentencia de segunda instancia cuando la misma fuera revocatoria, en todo o en parte, de la sentencia previamente dictada
            [622].
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO VI
        

        
				
        
          De la impugnación de la sentencia
        

        
				
        
          790.
          1. La sentencia dictada por el Juez de lo Penal es apelable ante la Audiencia Provincial correspondiente, y la del Juez Central de lo penal, ante la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional. El recurso podrá ser interpuesto por cualquiera de las partes, dentro de los diez días siguientes a aquel en que se les hubiere notificado la sentencia. Durante este período se hallarán las actuaciones en la Oficina judicial a disposición de las partes, las cuales en el plazo de los tres días siguientes a la notificación de la sentencia podrán solicitar copia de los soportes en los que se hayan grabado las sesiones, con suspensión del plazo para la interposición del recurso. El cómputo del plazo se reanudará una vez hayan sido entregadas las copias solicitadas.
        

        
				
        
          La parte que no hubiera apelado en el plazo señalado podrá adherirse a la apelación en el trámite de alegaciones previsto en el apartado 5, ejercitando las pretensiones y alegando los motivos que a su derecho convengan. En todo caso, este recurso quedará supeditado a que el apelante mantenga el suyo.
        

        
				
        
          Las demás partes podrán impugnar la adhesión, en el plazo de dos días, una vez conferido el traslado previsto en el apartado 6.
        

        
				
        
          2. El escrito de formalización del recurso se presentará ante el órgano que dictó la resolución que se impugne, y en él se expondrán, ordenadamente, las alegaciones sobre quebrantamiento de las normas y garantías procesales, error en la apreciación de las pruebas o infracción de normas del ordenamiento jurídico en las que se base la impugnación. El recurrente también habrá de fijar un domicilio para notificaciones en el lugar donde tenga su sede la Audiencia.
        

        
				
        
          Si en el recurso se pidiera la declaración de nulidad del juicio por infracción de normas o garantías procesales que causaren la indefensión del recurrente, en términos tales que no pueda ser subsanada en la segunda instancia, se citarán las normas legales o constitucionales que se consideren infringidas y se expresarán las razones de la indefensión. Asimismo, deberá acreditarse haberse pedido la subsanación de la falta o infracción en la primera instancia, salvo en el caso de que se hubieren cometido en momento en el que fuere ya imposible la reclamación.
        

        
				
        
          3. En el mismo escrito de formalización podrá pedir el recurrente la práctica de las diligencias de prueba que no pudo proponer en la primera instancia, de las propuestas que le fueron indebidamente denegadas, siempre que hubiere formulado en su momento la oportuna protesta, y de las admitidas que no fueron practicadas por causas que no le sean imputables.
        

        
				
        
          4. Recibido el escrito de formalización, el juez, si reúne los requisitos exigidos, admitirá el recurso. En caso de apreciar la concurrencia de algún defecto subsanable, concederá al recurrente un plazo no superior a tres días para la subsanación.
        

        
				
        
          5. Admitido el recurso, el Secretario judicial dará traslado del escrito de formalización a las demás partes por un plazo común de diez días. Dentro de este plazo habrán de presentarse los escritos de alegaciones de las demás partes, en los que podrá solicitarse la práctica de prueba en los términos establecidos en el apartado 3 y en los que se fijará un domicilio para notificaciones.
        

        
				
        
          
            6. Presentados los escritos de alegaciones o precluido el plazo para hacerlo, el Secretario, en los dos días siguientes, dará traslado de cada uno de ellos a las demás partes y elevará a la Audiencia los autos originales con todos los escritos presentados
        [623].

        
				
  
          791.
          1. Si los escritos de formalización o de alegaciones contienen proposición de prueba o reproducción de la grabada, el Tribunal resolverá en tres días sobre la admisión de la propuesta y acordará, en su caso, que el Secretario judicial señale día para la vista. También podrá celebrarse vista cuando, de oficio o a petición de parte, la estime el Tribunal necesaria para la correcta formación de una convicción fundada.
        

        
				
        
          2. El Secretario judicial señalará la vista dentro de los quince días siguientes y a ella serán citadas todas las partes. La víctima deberá ser informada por el Secretario judicial, aunque no se haya mostrado parte ni sea necesaria su intervención.
        

        
				
        
          La vista se celebrará empezando, en su caso, por la práctica de la prueba y por la reproducción de las grabaciones si hay lugar a ella. A continuación, las partes resumirán oralmente el resultado de la misma y el fundamento de sus pretensiones.
        

        
				
        
          
            3. En cuanto se refiere a la grabación de la vista y a su documentación, serán aplicables las disposiciones contenidas en el artículo 743
            [624].
          
        

        
				
        
          792.
          1. La sentencia de apelación se dictará dentro de los cinco días siguientes a la vista oral, o dentro de los diez días siguientes a la recepción de las actuaciones por la Audiencia, cuando no hubiere resultado procedente su celebración.
        

        
				
        
          2. Cuando la sentencia apelada sea anulada por quebrantamiento de una forma esencial del procedimiento, el Tribunal, sin entrar en el fondo del fallo, ordenará que se reponga el procedimiento al estado en que se encontraba en el momento de cometerse la falta, sin perjuicio de que conserven su validez todos aquellos actos cuyo contenido sería idéntico no obstante la falta cometida.
        

        
				
        
          3. Contra la sentencia dictada en apelación no cabrá recurso alguno, sin perjuicio de lo establecido respecto de la revisión de sentencias firmes y de lo previsto en el artículo siguiente para la impugnación de sentencias firmes dictadas en ausencia del acusado. Los autos se devolverán al Juzgado a efectos de ejecución del fallo.
        

        
				
        
          
            4. La sentencia se notificará a los ofendidos y perjudicados por el delito, aunque no se hayan mostrado parte en la causa
            [625].
          
        

        
				
        
          793.
          1. En cualquier momento en que comparezca o sea habido el que hubiere sido condenado en ausencia conforme a lo dispuesto en el párrafo segundo del apartado 1 del artículo 786, le será notificada la sentencia dictada en primera instancia o en apelación a efectos de cumplimiento de la pena aún no prescrita. Al notificársele la sentencia se le hará saber su derecho a interponer el recurso a que se refiere el apartado siguiente, con indicación del plazo para ello y del órgano competente.
        

        
				
        
          
            2. La sentencia dictada en ausencia, haya sido o no apelada, es susceptible de ser recurrida en anulación por el condenado en el mismo plazo y con iguales requisitos y efectos que los establecidos en el recurso de apelación. El plazo se contará desde el momento en que se acredite que el condenado tuvo conocimiento de la sentencia
            [626].
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO VII
        

        
				
        
          De la ejecución de sentencias
        

        
				
        
          794.
          
            Tan pronto como sea firme la sentencia, se procederá a su ejecución por el Juez o por la Audiencia que la hubiere dictado, conforme a las disposiciones generales de la Ley
            [627], observándose las siguientes reglas:
          
        

        
				
        
          1.ª Si no se hubiere fijado en el fallo la cuantía indemnizatoria, cualquiera de las partes podrá instar, durante la ejecución de la sentencia, la práctica de las pruebas que estime oportunas para su precisa determinación. De esta pretensión el Secretario judicial dará traslado a las demás para que, en el plazo común de diez días, pidan por escrito lo que a su derecho convenga. El Juez o Tribunal rechazará la práctica de pruebas que no se refieran a las bases fijadas en la sentencia.
        

        
				
        
          Practicada la prueba, y oídas las partes por un plazo común de cinco días, se fijará mediante auto, en los cinco días siguientes, la cuantía de la responsabilidad civil. El auto dictado por el Juez de lo Penal será apelable ante la Audiencia respectiva.
        

        
				
        
          
            2.ª En los casos en que se haya impuesto la pena de privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores, el Secretario judicial procederá a la inmediata retirada del permiso y licencia habilitante, si tal medida no estuviera ya acordada, dejando unido el documento a los autos y remitirá mandamiento a la Jefatura Central de Tráfico para que lo deje sin efecto y no expida otro nuevo hasta la extinción de la condena
            [628].
          
        

        
				
        
          TÍTULO III
        

        
				
        
          
            Del procedimiento para el enjuiciamiento rápido de determinados delitos
            [629]
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Ámbito de aplicación
        

        
				
        
          795.
          1. Sin perjuicio de lo establecido para los demás procesos especiales, el procedimiento regulado en este título se aplicará a la instrucción y al enjuiciamiento de delitos castigados con pena privativa de libertad que no exceda de cinco años, o con cualesquiera otras penas, bien sean únicas, conjuntas o alternativas, cuya duración no exceda de diez años, cualquiera que sea su cuantía, siempre que el proceso penal se incoe en virtud de un atestado policial y que la Policía Judicial haya detenido a una persona y la haya puesto a disposición del Juzgado de guardia o que, aun sin detenerla, la haya citado para comparecer ante el Juzgado de guardia por tener la calidad de denunciado en el atestado policial y, además, concurra cualquiera de las circunstancias siguientes:
        

        
				
        
          1.ª Que se trate de delitos flagrantes. A estos efectos, se considerará delito flagrante el que se estuviese cometiendo o se acabare de cometer cuando el delincuente sea sorprendido en el acto. Se entenderá sorprendido en el acto no sólo al delincuente que fuere detenido en el momento de estar cometiendo el delito, sino también al detenido o perseguido inmediatamente después de cometerlo, si la persecución durare o no se suspendiere mientras el delincuente no se ponga fuera del inmediato alcance de los que le persiguen. También se considerará delincuente in fraganti aquel a quien se sorprendiere inmediatamente después de cometido un delito con efectos, instrumentos o vestigios que permitan presumir su participación en él.
        

        
				
        
          2.ª Que se trate de alguno de los siguientes delitos:
        

        
				
        
          a)
          Delitos de lesiones, coacciones, amenazas o violencia física o psíquica habitual, cometidos contra las personas a que se refiere el artículo 173.2 del Código Penal.
        

        
				
        
          b)
          
            Delitos de hurto
            [630].
          
        

        
				
        
          c)
          
            Delitos de robo
            [631].
          
        

        
				
        
          d)
          
            Delitos de hurto y robo de uso de vehículos
            [632].
          
        

        
				
        
          e)
          
            Delitos contra la seguridad del tráfico
            [633].
          
        

        
				
        
          f)
          Delitos de daños referidos en el artículo 263 del Código Penal.
        

        
				
        
          g)
          Delitos contra la salud pública previstos en el artículo 368, inciso segundo, del Código Penal.
        

        
				
        
          h)
          
            Delitos flagrantes relativos a la propiedad intelectual e industrial previstos en los artículos 270, 273, 274 y 275 del Código Penal
            [634].
          
        

        
				
        
          3.ª Que se trate de un hecho punible cuya instrucción sea presumible que será sencilla.
        

        
				
        
          
            2. El procedimiento regulado en este título no será de aplicación a la investigación y enjuiciamiento de aquellos delitos que fueren conexos
            [635]
            con otro u otros delitos no comprendidos en el apartado anterior.
          
        

        
				
        
          3. No se aplicará este procedimiento en aquellos casos en que sea procedente acordar el secreto de las actuaciones conforme a lo establecido en el artículo 302.
        

        
				
        
          
            4. En todo lo no previsto expresamente en el presente título se aplicarán supletoriamente las normas del título II de este mismo libro, relativas al procedimiento abreviado
            [636].
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          
            De las actuaciones de la Policía Judicial
            [637]
          
        

        
				
        
          796.
          
            1. Sin perjuicio de cuanto se establece en el título III del libro II y de las previsiones del capítulo II del título II de este libro
            [638], la Policía Judicial deberá practicar en el tiempo imprescindible y, en todo caso, durante el tiempo de la detención, las siguientes diligencias:
          
        

        
				
        
          1.ª Sin perjuicio de recabar los auxilios a que se refiere el ordinal 1.º del artículo 770, solicitará del facultativo o del personal sanitario que atendiere al ofendido copia del informe relativo a la asistencia prestada para su unión al atestado policial. Asimismo, solicitará la presencia del médico forense cuando la persona que tuviere que ser reconocida no pudiera desplazarse al Juzgado de guardia dentro del plazo previsto en el artículo 799.
        

        
				
        
          
            2.ª Informará a la persona a la que se atribuya el hecho, aun en el caso de no procederse a su detención, del derecho que le asiste de comparecer ante el Juzgado de guardia asistido de abogado. Si el interesado no manifestare expresamente su voluntad de comparecer asistido de abogado, la Policía Judicial recabará del Colegio de Abogados la designación de un letrado de oficio
            [639].
          
        

        
				
        
          3.ª Citará a la persona que resulte denunciada en el atestado policial para comparecer en el Juzgado de guardia en el día y hora que se le señale, cuando no se haya procedido a su detención. El citado será apercibido de las consecuencias de no comparecer a la citación policial ante el Juzgado de guardia.
        

        
				
        
          4.ª Citará también a los testigos para que comparezcan en el Juzgado de guardia en el día y hora que se les indique, apercibiéndoles de las consecuencias de no comparecer a la citación policial en el Juzgado de guardia. No será necesaria la citación de miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que hubieren intervenido en el atestado cuando su declaración conste en el mismo.
        

        
				
        
          
            5.ª Citará para el mismo día y hora a las entidades a que se refiere el artículo 117 del Código Penal, en el caso de que conste su identidad
            [640].
          
        

        
				
        
          
            6.ª Remitirá al Instituto de Toxicología, al Instituto de Medicina Legal o al laboratorio correspondiente las sustancias aprehendidas cuyo análisis resulte pertinente
            [641]. Estas entidades procederán de inmediato al análisis solicitado y remitirán el resultado al Juzgado de guardia por el medio más rápido y, en todo caso, antes del día y hora en que se hayan citado a las personas indicadas en las reglas anteriores. Si no fuera posible la remisión del análisis en dicho plazo, la Policía Judicial podrá practicar por sí misma dicho análisis, sin perjuicio del debido control judicial del mismo.
          
        

        
				
        
          
            7.ª La práctica de las pruebas de alcoholemia se ajustará a lo establecido en la legislación de seguridad vial
            [642].
          
        

        
				
        
          Las pruebas para detectar la presencia de drogas tóxicas, estupefacientes y sustancias psicotrópicas en los conductores de vehículos a motor y ciclomotores serán realizadas por agentes de la policía judicial de tráfico con formación específica y sujeción, asimismo, a lo previsto en las normas de seguridad vial. Cuando el test indiciario salival, al que obligatoriamente deberá someterse el conductor, arroje un resultado positivo o el conductor presente signos de haber consumido las sustancias referidas, estará obligado a facilitar saliva en cantidad suficiente, que será analizada en laboratorios homologados, garantizándose la cadena de custodia.
        

        
				
        
          Todo conductor podrá solicitar prueba de contraste consistente en análisis de sangre, orina u otras análogas. Cuando se practicaren estas pruebas, se requerirá al personal sanitario que lo realice para que remita el resultado al Juzgado de guardia por el medio más rápido y, en todo caso, antes del día y hora de la citación a que se refieren las reglas anteriores.
        

        
				
        
          8.ª Si no fuera posible la remisión al Juzgado de guardia de algún objeto que debiera ser tasado, se solicitará inmediatamente la presencia del perito o servicio correspondiente para que lo examine y emita informe pericial. Este informe podrá ser emitido oralmente ante el Juzgado de guardia.
        

        
				
        
          2. Para la realización de las citaciones a que se refiere el apartado anterior, la Policía Judicial fijará el día y la hora de la comparecencia coordinadamente con el Juzgado de guardia. A estos efectos, el Consejo General del Poder Judicial, de acuerdo con lo establecido en el artículo 110 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, dictará los Reglamentos oportunos para la ordenación de los servicios de guardia de los juzgados de Instrucción en relación con la práctica de estas citaciones, coordinadamente con la Policía Judicial.
        

        
				
        
          3. Si la urgencia lo requiriere, las citaciones podrán hacerse por cualquier medio de comunicación, incluso verbalmente, sin perjuicio de dejar constancia de su contenido en la pertinente acta.
        

        
				
        
          
            4. A los efectos de la aplicación del procedimiento regulado en este título, cuando la Policía Judicial tuviera conocimiento de la comisión de un hecho incardinable en alguna de las circunstancias previstas en el apartado 1 del artículo 795, respecto del cual, no habiendo sido detenido ni localizado el presunto responsable, fuera no obstante previsible su rápida identificación y localización, continuará las investigaciones iniciadas, que se harán constar en un único atestado, el cual se remitirá al Juzgado de guardia tan pronto como el presunto responsable sea detenido o citado de acuerdo con lo previsto en los apartados anteriores y, en cualquier caso, dentro de los cinco días siguientes. En estos casos la instrucción de la causa corresponderá en exclusiva al Juzgado de guardia que haya recibido el atestado. Lo dispuesto en este apartado se entiende sin perjuicio de dar conocimiento inmediatamente al Juez de guardia y al Ministerio Fiscal de la comisión del hecho y de la continuación de las investigaciones para su debida constancia
            [643].
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          De las diligencias urgentes ante el Juzgado de guardia
        

        
				
        
          797.
          
            1. El Juzgado de guardia, tras recibir el atestado policial, junto con los objetos, instrumentos y pruebas que, en su caso, lo acompañen, incoará, si procede, diligencias urgentes. Contra este auto no cabrá recurso alguno. Sin perjuicio de las demás funciones que tiene encomendadas, practicará, cuando resulten pertinentes, las siguientes diligencias, en el orden que considere más conveniente o aconsejen las circunstancias, con la participación activa del Ministerio Fiscal
            [644]:
          
        

        
				
        
          1.ª Recabará por el medio más rápido los antecedentes penales del detenido o persona imputada.
        

        
				
        
          2.ª Si fuere necesario para la calificación jurídica de los hechos imputados:
        

        
				
        
          a)
          Recabará, de no haberlos recibido, los informes periciales solicitados por la Policía Judicial.
        

        
				
        
          b)
          Ordenará, cuando resulte pertinente y proporcionado, que el médico forense, si no lo hubiese hecho con anterioridad, examine a las personas que hayan comparecido a presencia judicial y emita el correspondiente informe pericial.
        

        
				
        
          c)
          Ordenará la práctica por un perito de la tasación de bienes u objetos aprehendidos o intervenidos y puestos a disposición judicial, si no se hubiese hecho con anterioridad.
        

        
				
        
          3.ª Tomará declaración al detenido puesto a disposición judicial o a la persona que, resultando imputada por los términos del atestado, haya comparecido a la citación policial, en los términos previstos en el artículo 775. Ante la falta de comparecencia del imputado a la citación policial ante el Juzgado de guardia, podrá éste aplicar lo previsto en el artículo 487.
        

        
				
        
          4.ª Tomará declaración a los testigos citados por la Policía Judicial que hayan comparecido. Ante la falta de comparecencia de cualquier testigo a la citación policial ante el Juzgado de guardia, podrá éste aplicar lo previsto en el artículo 420.
        

        
				
        
          
            5.ª Llevará a cabo, en su caso, las informaciones previstas en el artículo 776
            [645].
          
        

        
				
        
          6.ª Practicará el reconocimiento en rueda del imputado, de resultar pertinente y haber comparecido el testigo.
        

        
				
        
          
            7.ª Ordenará, de considerarlo necesario, el careo entre testigos, entre testigos e imputados o imputados entre sí
            [646].
          
        

        
				
        
          
            8.ª Ordenará la citación, incluso verbal, de las personas que considere necesario que comparezcan ante él. A estos efectos no procederá la citación de miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que hubieren intervenido en el atestado cuya declaración obre en el mismo, salvo que, excepcionalmente y mediante resolución motivada, considere imprescindible su nueva declaración antes de adoptar alguna de las resoluciones previstas en el artículo siguiente
            [647].
          
        

        
				
        
          9.ª Ordenará la práctica de cualquier diligencia pertinente que pueda llevarse a cabo en el acto o dentro del plazo establecido en el artículo 799.
        

        
				
        
          2. Cuando, por razón del lugar de residencia de un testigo o víctima o por otro motivo, fuere de temer razonablemente que una prueba no podrá practicarse en el juicio oral, o pudiera motivar su suspensión, el Juez de guardia practicará inmediatamente la misma asegurando, en todo caso, la posibilidad de contradicción de las partes.
        

        
				
        
          Dicha diligencia deberá documentarse en soporte apto para la grabación y reproducción del sonido y de la imagen o por medio de acta autorizada por el secretario judicial, con expresión de los intervinientes.
        

        
				
        
          A efectos de su valoración como prueba en sentencia, la parte a quien interese deberá instar en el juicio oral la reproducción de la grabación o la lectura literal de la diligencia, en los términos del artículo 730.
        

        
				
        
          3. El Abogado designado para la defensa tendrá también habilitación legal para la representación de su defendido en todas las actuaciones que se verifiquen ante el Juez de guardia.
        

        
				
        
          
            Para garantizar el ejercicio del derecho de defensa, el Juez, una vez incoadas diligencias urgentes, dispondrá que se le dé traslado de copia del atestado y de cuantas actuaciones se hayan realizado o se realicen en el Juzgado de Guardia
            [648].
          
        

        
				
        
          797 bis.
          1. En el supuesto de que la competencia corresponda al Juzgado de Violencia sobre la Mujer, las diligencias y resoluciones señaladas en los artículos anteriores deberán ser practicadas y adoptadas durante las horas de audiencia.
        

        
				
        
          2. La Policía Judicial habrá de realizar las citaciones a que se refiere el artículo 796, ante el Juzgado de Violencia sobre la Mujer, en el día hábil más próximo, entre aquellos que se fijen reglamentariamente.
        

        
				
        
          No obstante, el detenido, si lo hubiere, habrá de ser puesto a disposición del Juzgado de Instrucción de Guardia, a los solos efectos de regularizar su situación personal, cuando no sea posible la presentación ante el Juzgado de Violencia sobre la Mujer que resulte competente.
        

        
				
        
          
            3. Para la realización de las citaciones antes referidas, la Policía Judicial fijará el día y la hora de la comparecencia coordinadamente con el Juzgado de Violencia sobre la Mujer. A estos efectos el Consejo General del Poder Judicial, de acuerdo con lo establecido en el artículo 110 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, dictará los Reglamentos oportunos para asegurar esta coordinación
            [649].
          
        

        
				
        
          798.
          1. A continuación, el juez oirá a las partes personadas y al Ministerio Fiscal sobre cuál de las resoluciones previstas en el apartado siguiente procede adoptar. Además, las partes acusadoras y el Ministerio Fiscal podrán solicitar cualesquiera medidas cautelares frente al imputado o, en su caso, frente al responsable civil, sin perjuicio de las que se hayan podido adoptar anteriormente.
        

        
				
        
          2. El Juez de guardia dictará resolución con alguno de estos contenidos:
        

        
				
        
          
            1.º En el caso de que considere suficientes las diligencias practicadas, dictará auto en forma oral, que deberá documentarse y no será susceptible de recurso alguno, ordenando seguir el procedimiento del capítulo siguiente, salvo que estime procedente alguna de las decisiones previstas en las reglas 1.ª y 3.ª del apartado 1 del artículo 779, en cuyo caso dictará el correspondiente auto. Si el Juez de guardia reputa falta el hecho que hubiera dado lugar a la formación de las diligencias, procederá a su enjuiciamiento inmediato conforme a lo previsto en el artículo 963
            [650].
          
        

        
				
        
          2.º En el caso de que considere insuficientes las diligencias practicadas, ordenará que el procedimiento continúe como diligencias previas del procedimiento abreviado. El juez deberá señalar motivadamente cuáles son las diligencias cuya práctica resulta necesaria para concluir la instrucción de la causa o las circunstancias que lo hacen imposible.
        

        
				
        
          3. Cuando el Juez de guardia dicte el auto acordando alguna de las decisiones previas en los tres primeros ordinales del apartado 1 del artículo 779, en el mismo acordará lo que proceda sobre la adopción de medidas cautelares frente al imputado y, en su caso, frente al responsable civil. Frente al pronunciamiento del juez sobre medidas cautelares, cabrán los recursos previstos en el artículo 766. Cuando el Juez de guardia dicte auto en forma oral ordenando la continuación del procedimiento, sobre la adopción de medidas cautelares se estará a lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 800.        


          
            4. Asimismo, ordenará, si procede, la devolución de objetos intervenidos
            [651].
          
        

        
				
        
          799.
          1. Las diligencias y resoluciones señaladas en los artículos anteriores deberán ser practicadas y adoptadas durante el servicio de guardia del Juzgado de Instrucción.
        

        
				
        
          
            2. No obstante lo dispuesto, en aquellos partidos judiciales en que el servicio de guardia no sea permanente y tenga una duración superior a veinticuatro horas, el plazo establecido en el apartado anterior podrá prorrogarse por el juez por un período adicional de setenta y dos horas en aquellas actuaciones en las que el atestado se hubiera recibido dentro de las cuarenta y ocho anteriores a la finalización del servicio de guardia
            [652].
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO IV
        

        
				
        
          De la preparación del juicio oral
        

        
				
        
          800.
          
            1. Cuando el Juez de guardia hubiere acordado continuar este procedimiento, en el mismo acto oirá al Ministerio Fiscal y a las partes personadas para que se pronuncien sobre si procede la apertura del juicio oral o el sobreseimiento y para que, en su caso, soliciten o se ratifiquen en lo solicitado respecto de la adopción de medidas cautelares. En todo caso, si el Ministerio Fiscal y el acusador particular, si lo hubiera, solicitaren el sobreseimiento, el juez procederá conforme a lo previsto en el artículo 782. Cuando el Ministerio Fiscal o la acusación particular solicite la apertura del juicio oral, el Juez de guardia procederá conforme a lo previsto en el apartado 1 del artículo 783, resolviendo mediante auto lo que proceda. Cuando se acuerde la apertura del juicio oral, dictará en forma oral auto motivado, que deberá documentarse y no será susceptible de recurso alguno
            [653].
          
        

        
				
        
          2. Abierto el juicio oral, si no se hubiere constituido acusación particular, el Ministerio Fiscal presentará de inmediato su escrito de acusación, o formulará ésta oralmente. El acusado, a la vista de la acusación formulada, podrá en el mismo acto prestar su conformidad con arreglo a lo dispuesto en el artículo siguiente. En otro caso, presentará inmediatamente su escrito de defensa o formulará ésta oralmente, procediendo entonces el Secretario del Juzgado de Guardia sin más trámites a la citación de las partes para la celebración del juicio oral.
        

        
				
        
          Si el acusado solicitara la concesión de un plazo para la presentación de escrito de defensa, el Juez fijará prudencialmente el mismo dentro de los cinco días siguientes, atendidas las circunstancias del hecho imputado y los restantes datos que se hayan puesto de manifiesto en la investigación, procediendo en el acto el Secretario judicial a la citación de las partes para la celebración del juicio oral y al emplazamiento del acusado y, en su caso, del responsable civil para que presenten sus escritos ante el órgano competente para el enjuiciamiento.
        

        
				
        
          3. El Secretario del Juzgado de Guardia hará el señalamiento para la celebración del juicio oral en la fecha más próxima posible y, en cualquier caso, dentro de los quince días siguientes, en los días y horas predeterminados a tal fin en los órganos judiciales enjuiciadores y ajustándose a lo prevenido en el artículo 785.2 de la presente Ley. A estos efectos, el Consejo General del Poder Judicial, de acuerdo con lo establecido en el artículo 110 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, dictará los Reglamentos oportunos para la ordenación, coordinadamente con el Ministerio Fiscal, de los señalamientos de juicios orales que realicen los Juzgados de guardia ante los Juzgados de lo Penal.
        

        
				
        
          También se acordará la práctica de las citaciones propuestas por el Ministerio Fiscal, llevando a cabo en el acto el Secretario judicial las que sean posibles, sin perjuicio de la decisión que sobre la admisión de pruebas adopte el órgano enjuiciador.
        

        
				
        
          4. Si se hubiere constituido acusación particular que hubiere solicitado la apertura del juicio oral y así lo hubiere acordado el Juez de guardia, éste emplazará en el acto a aquélla y al Ministerio Fiscal para que presenten sus escritos dentro de un plazo improrrogable y no superior a dos días. Presentados dichos escritos ante el mismo Juzgado, procederá éste de inmediato conforme a lo dispuesto en el apartado 2.
        

        
				
        
          5. Si el Ministerio Fiscal no presentare su escrito de acusación en el momento establecido en el apartado 2 o en el plazo establecido en el apartado 4, respectivamente, el juez, sin perjuicio de emplazar en todo caso a los directamente ofendidos y perjudicados conocidos, en los términos previstos en el apartado 2 del artículo 782, requerirá inmediatamente al superior jerárquico del fiscal para que, en el plazo de dos días, presente el escrito que proceda. Si el superior jerárquico tampoco presentare dicho escrito en plazo, se entenderá que no pide la apertura de juicio oral y que considera procedente el sobreseimiento libre.
        

        
				
        
          6. Una vez recibido el escrito de defensa o precluido el plazo para su presentación, el órgano enjuiciador procederá conforme a lo previsto en el apartado 1 del artículo 785, salvo en lo previsto para el señalamiento y las citaciones que ya se hubieran practicado.
        

        
				
        
          
            7. En todo caso, las partes podrán solicitar al Juzgado de guardia, que así lo acordará, la citación de testigos o peritos que tengan la intención de proponer para el acto del juicio, sin perjuicio de la decisión que sobre la admisión de pruebas adopte el órgano enjuiciador
            [654].
          
        

        
				
        
          801.
          1. Sin perjuicio de la aplicación en este procedimiento del artículo 787, el acusado podrá prestar su conformidad ante el Juzgado de guardia y dictar éste sentencia de conformidad cuando concurran los siguientes requisitos:
        

        
				
        
          1.º Que no se hubiera constituido acusación particular y el Ministerio Fiscal hubiera solicitado la apertura del juicio oral y, así acordada por el Juez de guardia, aquél hubiera presentado en el acto escrito de acusación.
        

        
				
        
          2.º Que los hechos objeto de acusación hayan sido calificados como delito castigado con pena de hasta tres años de prisión, con pena de multa, cualquiera que sea su cuantía, o con otra pena de distinta naturaleza cuya duración no exceda de diez años.
        

        
				
        
          3.º Que, tratándose de pena privativa de libertad, la pena solicitada o la suma de las penas solicitadas no supere, reducida en un tercio, los dos años de prisión.
        

        
				
        
          2. Dentro del ámbito definido en el apartado anterior, el Juzgado de guardia realizará el control de la conformidad prestada en los términos previstos en el artículo 787 y, en su caso, dictará oralmente sentencia de conformidad que se documentará con arreglo a lo previsto en el apartado 2 del artículo 789, en la que impondrá la pena solicitada reducida en un tercio, aun cuando suponga la imposición de una pena inferior al límite mínimo previsto en el Código Penal. Si el fiscal y las partes personadas expresasen su decisión de no recurrir, el juez, en el mismo acto, declarará oralmente la firmeza de la sentencia y, si la pena impuesta fuera privativa de libertad, resolverá lo procedente sobre su suspensión o sustitución.
        

        
				
        
          3. Para acordar, en su caso, la suspensión de la pena privativa de libertad, bastará, a los efectos de lo dispuesto en el artículo 81.3 del Código Penal, con el compromiso del acusado de satisfacer las responsabilidades civiles que se hubieren originado en el plazo prudencial que el Juzgado de guardia fije. Asimismo, en los casos en que de conformidad con el artículo 87.1.1 del Código Penal sea necesaria una certificación suficiente por centro o servicio público o privado debidamente acreditado u homologado de que el acusado se encuentra deshabituado o sometido a tratamiento para tal fin, bastará para aceptar la conformidad y acordar la suspensión de la pena privativa de libertad el compromiso del acusado de obtener dicha certificación en el plazo prudencial que el Juzgado de guardia fije.
        

        
				
        
          
            4. Dictada sentencia de conformidad y practicadas las actuaciones a que se refiere el apartado 2, el Juez de guardia acordará lo procedente sobre la puesta en libertad o el ingreso en prisión del condenado y realizará los requerimientos que de ella se deriven, remitiendo el Secretario judicial seguidamente las actuaciones junto con la sentencia redactada al Juzgado de lo Penal que corresponda, que continuará su ejecución
            [655].
          
        

        
				
        
          
            5. Si hubiere acusador particular en la causa, el acusado podrá, en su escrito de defensa, prestar su conformidad con la más grave de las acusaciones según lo previsto en los apartados anteriores
            [656].
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO V
        

        
				
        
          Del juicio oral y de la sentencia
        

        
				
        
          802.
          1. El juicio oral se desarrollará en los términos previstos por los artículos 786 a 788.
        

        
				
        
          2. En el caso de que, por motivo justo valorado por el Juez, no pueda celebrarse el juicio oral en el día señalado, o de que no pueda concluirse en un solo acto, señalará fecha para su celebración o continuación el día más inmediato posible y, en todo caso, dentro de los quince siguientes, teniendo en cuenta las necesidades de la agenda programada de señalamientos y las demás circunstancias contenidas en el artículo 182.4 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y artículo 785 de la presente Ley, lo que se hará saber a los interesados.
        

        
				
        
          
            3. La sentencia se dictará dentro de los tres días siguientes a la terminación de la vista, en los términos previstos por el artículo 789
            [657].
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO VI
        

        
				
        
          De la impugnación de la sentencia
        

        
				
        
          803.
          1. Frente a la sentencia dictada por el Juzgado de lo Penal podrá interponerse recurso de apelación, que se sustanciará conforme a lo previsto en los artículos 790 a 792, con las siguientes especialidades:
        

        
				
        
          1.ª El plazo para presentar el escrito de formalización será de cinco días.
        

        
				
        
          2.ª El plazo de las demás partes para presentar escrito de alegaciones será de cinco días.
        

        
				
        
          3.ª La sentencia habrá de dictarse dentro de los tres días siguientes a la celebración de la vista, o bien dentro de los cinco días siguientes a la recepción de las actuaciones, si no se celebrare vista.
        

        
				
        
          4.ª La tramitación y resolución de estos recursos de apelación tendrán carácter preferente.
        

        
				
        
          2. Respecto de las sentencias dictadas en ausencia del acusado se estará a lo dispuesto en el artículo 793.
        

        
				
        
          
            3. Tan pronto como la sentencia sea firme, se procederá a su ejecución, conforme a las reglas generales y a las especiales del artículo 794
            [658].
          
        

        
				
        
          TÍTULO IV
        

        
				
        
          
            Del procedimiento por delitos de injuria y calumnia contra particulares
            [659]
          
        

        
				
        
          804.
          
            No se admitirá querella por injuria o calumnia inferidas a particulares si no se presenta certificación de haber celebrado el querellante acto de conciliación con el querellado, o de haberlo intentado sin efecto
            [660].
          
        

        
				
        
          805.
          Si la querella fuere por injuria o calumnia vertidas en juicio, será necesario acreditar, además, la autorización del Juez o Tribunal ante quien hubiesen sido inferidas.
        

        
				
        
          
            Esta autorización no se estimará prueba bastante de la imputación
            [661].
          
        

        
				
        
          806.
          Si la injuria y calumnia se hubieren inferido por escrito, se presentará, siendo posible, el documento que la contenga.
        

        
				
        
          807.
          
            Cuando se trate de injurias o calumnias inferidas por escrito, reconocido éste por la persona legalmente responsable y comprobado si ha existido o no la publicidad a que se refiere el respectivo artículo del Código Penal, se dará por terminado el sumario, previo el procesamiento del querellado
            [662].
          
        

        
				
        
          808.
          
            Si se tratare de injurias o calumnias inferidas verbalmente, presentada la querella, el Juez instructor mandará convocar a juicio verbal al querellante, al querellado y a los testigos que puedan dar razón de los hechos, señalando el Secretario judicial día y hora para la celebración del juicio
            [663].
          
        

        
				
        
          809.
          El juicio deberá celebrarse dentro de los tres días siguientes al de la presentación de la querella ante el juez instructor a quien corresponda su conocimiento.
        

        
				
        
          Si hubiere causa justa y se hiciere constar por certificación del secretario, podrá ampliarse hasta ocho días el término para la celebración del juicio verbal.
        

        
				
        

          810.
          
            De las reglas establecidas en los tres artículos anteriores se exceptúan las injurias dirigidas contra funcionarios públicos sobre hechos concernientes al ejercicio de sus cargos
            [664], así como también la calumnia, cuando los acusados manifiesten querer probar antes del juicio oral la certeza de la imputación injuriosa o del hecho criminal que hubiesen imputado.
          
        

        
				
        
          En uno y otro caso no podrá darse por terminado el sumario hasta que el querellante determine con toda precisión y claridad los hechos y las circunstancias de la imputación, para que el procesado pueda preparar sus pruebas y suministrarlas en el juicio oral. Si no lo hiciere en el plazo que el juez le señale, se dará por terminado el sumario, teniendo en cuenta su falta u omisión para que no perjudique al acusado.
        

        
				
        
          811.
          El que se querelle por injuria o calumnia deberá acompañar copia de la querella, que se entregará al querellado al tiempo de ser citado para el juicio.
        

        
				
        
          812.
          
            Celebrado el juicio en el día señalado y presentadas por el querellante las pruebas de los hechos que constituyan la injuria o calumnia verbal, el juez acordará lo que corresponda respecto al procesamiento del querellado, dando seguidamente por terminado el sumario
            [665].
          
        

        
				
        
          813.
          No se admitirán testigos de referencia en las causas por injuria o calumnia vertidas de palabra.
        

        
				
        
          814.
          
            La ausencia del querellado no suspenderá la celebración ni la resolución del juicio, siempre que resulte habérsele citado en forma
            [666].
          
        

        
				
        
          815.
          
            Las sesiones del juicio se documentarán en el acta conforme a lo dispuesto en el artículo 743 de esta Ley
            [667].
          
        

        
				
        
          TÍTULO V
        

        
				
        
          
            Del procedimiento por delitos cometidos por medio de la imprenta, el grabado u otro medio mecánico de publicación
            [668]
          
        

        
				
        
          816.
          Inmediatamente que se dé principio a un procedimiento por delito cometido por medio de la imprenta, el grabado u otro medio mecánico de publicación, el Juez o Tribunal acordará el secuestro de los ejemplares del impreso o de la estampa donde quiera que se hallaren y del molde de ésta.
        

        
				
        
          
            Se procederá, asimismo, inmediatamente a averiguar quién haya sido el autor real del escrito o estampa con cuya publicación se hubiese cometido el delito
            [669].
          
        

        
				
        
          817.
          Si el escrito o estampa se hubiese publicado en periódico, bien en el texto del mismo, bien en hoja aparte, se tomará declaración para averiguar quién haya sido el autor al director o redactores de aquél y al jefe o regente del establecimiento tipográfico en que se haya hecho la impresión o grabado.
        

        
				
        
          Para ello se reclamará el original de cualquiera de las personas que lo tenga en su poder, la cual, si no lo pusiere a disposición del juez, manifestará la persona a quien lo haya entregado.
        

        
				
        
          818.
          Si el delito se hubiese cometido por medio de la publicación de un escrito o de una estampa sueltos, se tomará la declaración expresada en el artículo anterior al jefe y dependientes del establecimiento en que se haya hecho la impresión o estampación.
        

        
				
        
          819.
          
            Cuando no pudiere averiguarse quién sea el autor real del escrito o estampa, o cuando por hallarse domiciliado en el extranjero o por cualquier otra causa de las especificadas en el Código Penal no pudiere ser perseguido, se dirigirá el procedimiento contra las personas subsidiariamente responsables, por el orden establecido en el artículo respectivo del expresado Código
            [670].
          
        

        
				
        
          820.
          No será bastante la confesión de un supuesto autor para que se le tenga como tal y para que no se dirija el procedimiento contra otras personas, si de las circunstancias de aquél o de las del delito resultaren indicios bastantes para creer que el confeso no fue el autor real del escrito o estampa publicados.
        

        
				
        
          Pero una vez dictada sentencia firme en contra de los subsidiariamente responsables, no se podrá abrir nuevo procedimiento contra el responsable principal si llegare a ser conocido.
        

        
				
        
          821.
          
            Si durante el curso de la causa apareciere alguna persona que, por el orden establecido en el artículo respectivo del Código Penal, deba responder criminalmente del delito antes que el procesado, se sobreseerá la causa respecto a éste, dirigiéndose el procedimiento contra aquélla
            [671].
          
        

        
				
        
          822.
          No se considerarán como instrumentos o efectos del delito más que los ejemplares impresos del escrito o estampa y el molde de ésta.
        

        
				
        
          823.
          
            Unidos a la causa el impreso, grabado u otro medio mecánico de publicación que haya servido para la comisión del delito, y averiguado el autor o la persona subsidiariamente responsable
            [672], se dará por terminado el sumario.
          
        

        
				
        
          823 bis.
          Las normas del presente título serán también aplicables al enjuiciamiento de los delitos cometidos a través de medios sonoros o fotográficos, difundidos por escrito, radio, televisión, cinematógrafo u otros similares.
        

        
				
        
          
            Los jueces, al iniciar el procedimiento, podrán acordar, según los casos, el secuestro de la publicación o la prohibición de difundir o proyectar el medio a través del cual se produjo la actividad delictiva. Contra dicha resolución podrá interponerse directamente recurso de apelación, que deberá ser resuelto en el plazo de cinco días
            [673].
          
        

        
				
        
          TÍTULO VI
        

        
				
        
          
            Del procedimiento para la extradición
            [674]
          
        

        
				
        
          824.
          Los Fiscales de las Audiencias y el del Tribunal Supremo, cada uno en su caso y lugar, pedirán que el Juez o Tribunal proponga al Gobierno que solicite la extradición de los procesados o condenados por sentencia firme, cuando sea procedente con arreglo a derecho.
        

        
				
        
          825.
          Para que pueda pedirse o proponerse la extradición será requisito necesario que se haya dictado auto motivado de prisión o recaído sentencia firme contra los acusados a que se refiera.
        

        
				
        
          826.
          
            Sólo podrá pedirse o proponerse la extradición
            [675]:
          
        

        
				
        
          1.º De los españoles que habiendo delinquido en España se hayan refugiado en país extranjero.
        

        
				
        
          2.º De los españoles que habiendo atentado en el extranjero contra la seguridad exterior del Estado, se hubiesen refugiado en país distinto del en que delinquieron.
        

        
				
        
          3.º De los extranjeros que debiendo ser juzgados en España se hubiesen refugiado en un país que no sea el suyo.
        

        
				
        
          827.
          Procederá la petición de extradición:
        

        
				
        
          
            1.º En los casos que se determinen en los Tratados vigentes con la potencia en cuyo territorio se hallase el individuo reclamado
            [676].
          
        

        
				
        
          2.º En defecto de Tratado, en los casos en que la extradición proceda según el derecho escrito o consuetudinario vigente en el territorio a cuya nación se pida la extradición.
        

        
				
        
          
            3.º En defecto de los dos casos anteriores, cuando la extradición sea procedente según el principio de reciprocidad
            [677].
          
        

        
				
        
          828.
          El Juez o Tribunal que conozca de la causa en que estuviese procesado el reo ausente en territorio extranjero será el competente para pedir su extradición.
        

        
				
        
          829.
          El Juez o Tribunal que conociere de la causa acordará de oficio o a instancia de parte, en resolución fundada, pedir la extradición desde el momento en que, por el estado del proceso y por su resultado sea procedente con arreglo a cualquiera de los números de los artículos 826 y 827.
        

        
				
        
          830.
          Contra el auto acordando o denegando pedir la extradición podrá interponerse el recurso de apelación, si lo hubiese dictado un Juez de Instrucción.
        

        
				
        
          831.
          
            La petición de extradición se hará en forma de suplicatorio dirigido al Ministro de Gracia y Justicia
            [678].
          
        

        
				
        
          Se exceptúa el caso en que por el Tratado vigente con la nación en cuyo territorio se hallare el procesado pueda pedir directamente la extradición el Juez o Tribunal que conozca de la causa.
        

        
				
        
          832.
          Con el suplicatorio o comunicación que hayan de expedirse, según lo dispuesto en el artículo anterior, se remitirá testimonio en que se inserte literalmente el auto de extradición, y en relación la pretensión o dictamen fiscal en que se haya pedido y todas las diligencias de la causa necesarias para justificar la procedencia de la extradición con arreglo al número correspondiente del artículo 826 en que aquélla se funde.
        

        
				
        
          833.
          
            Cuando la extradición haya de pedirse por conducto del Ministro de Gracia y Justicia, se le remitirá el suplicatorio y testimonio por medio del Presidente de la Audiencia respectiva
            [679].
          
        

        
				
        
          Si el Tribunal que conociere de la causa fuese el Supremo o su Sala Segunda, los documentos mencionados se remitirán por medio del Presidente de dicho Tribunal.
        

        
				
        
          TÍTULO VII
        

        
				
        
          Del procedimiento contra reos ausentes
        

        
				
        
          834.
          Será declarado rebelde el procesado que en el término fijado en las requisitorias no comparezca, o que no fuese habido y presentado ante el Juez o Tribunal que conozca de la causa.
        

        
				
        
          835.
          
            Será llamado y buscado por requisitoria
            [680]:
          
        

        
				
        
          1.º El procesado que al ir a notificársele cualquiera resolución judicial no fuere hallado en su domicilio por haberse ausentado, si se ignorase su paradero; y el que no tuviese domicilio conocido. El que practique la diligencia interrogará sobre el punto en que se hallare el procesado a la persona con quien dicha diligencia deba entenderse con arreglo a lo dispuesto en el artículo 172 de esta Ley.
        

        
				
        
          2.º El que se hubiere fugado del establecimiento en que se hallase detenido o preso.
        

        
				
        
          3.º El que, hallándose en libertad provisional, dejare de concurrir a la presencia judicial el día que le esté señalado o cuando sea llamado.
        

        
				
        
          836.
          
            Inmediatamente que un procesado se halle en cualquiera de los casos del artículo anterior, el Juez o Tribunal que conozca de la causa mandará expedir requisitorias para su llamamiento y busca
            [681].
          
        

        
				
        
          837.
          La requisitoria expresará todas las circunstancias mencionadas en el artículo 513, excepto la última, cuando no se haya decretado la prisión o detención del procesado, y, además, las siguientes:
        

        
				
        
          1.º La del número del artículo 835 que diere lugar a la expedición de la requisitoria.
        

        
				
        
          2.º El término dentro del cual el procesado ausente deberá presentarse, bajo apercibimiento de que en otro caso será declarado rebelde y le parará el perjuicio a que hubiere lugar con arreglo a la Ley.
        

        
				
        
          838.
          La requisitoria se remitirá a los jueces, se publicará en los periódicos y se fijará en los sitios públicos mencionados en el artículo 512, uniéndose a los autos la original y un ejemplar de cada periódico en que se haya publicado.
        

        
				
        
          839.
          Transcurrido el plazo de la requisitoria sin haber comparecido o sin haber sido presentado el ausente, se le declarará rebelde.
        

        
				
        
          840.
          
            Si la causa estuviere en sumario, se continuará hasta que se declare terminado por el Juez o Tribunal competente, suspendiéndose después su curso y archivándose los autos y las piezas de convicción que pudieren conservarse y no fueren de un tercero irresponsable
            [682].
          
        

        
				
        
          841.
          
            Si al ser declarado en rebeldía el procesado se hallare pendiente el juicio oral, se suspenderá éste y se archivarán los autos
            [683].
          
        

        
				
        
          842.
          Si fueren dos o más los procesados y no a todos se les hubiese declarado en rebeldía, se suspenderá el curso de la causa respecto a los rebeldes hasta que sean hallados, y se continuará respecto a los demás.
        

        
				
        
          843.
          
            En cualquiera de los casos de los tres artículos anteriores, se reservará en el auto de suspensión a la parte ofendida por el delito la acción que le corresponda para la restitución de la cosa, la reparación del daño y la indemnización de perjuicios, a fin de que pueda ejercitarla, independientemente de la causa, por la vía civil contra los que fueren responsables, a cuyo efecto no se alzarán los embargos hechos ni se cancelarán las fianzas prestadas
            [684].
          
        

        
				
        
          844.
          Cuando la causa se archive por estar en rebeldía todos los procesados, se mandará devolver a los dueños que no resulten civil ni criminalmente responsables del delito los efectos o instrumentos del mismo o las demás piezas de convicción que hubiesen sido recogidas durante la causa; pero antes de hacerse la devolución, el secretario extenderá diligencia consignando descripción minuciosa de todo lo que se devuelva.
        

        
				
        
          Asimismo se verificará el reconocimiento pericial que habría de practicarse si la causa continuara su curso ordinario.
        

        
				
        
          
            Para la devolución de los efectos y piezas de convicción pertenecientes a un tercero irresponsable, se observará lo que se dispone en los artículos 634 y 635
            [685].
          
        

        
				
        
          845.
          Si el reo se hubiere fugado u ocultado después de notificada la sentencia y estando pendiente recurso de casación, éste se sustanciará hasta definitiva, interesando el Secretario judicial que se nombre al rebelde Abogado y Procurador de oficio.
        

        
				
        
          La sentencia que recaiga será firme.
        

        
				
        
          
            Lo mismo sucederá si habiéndose ausentado u ocultado el reo después de haberle sido notificada la sentencia, se interpusiere el recurso por su representación o por el Ministerio Fiscal después de su ausencia u ocultación
            [686].
          
        

        
				
        
          846.
          
            Cuando el declarado rebelde en los casos de los artículos 840 y 841 se presente o sea habido, el Juez o Tribunal abrirá nuevamente la causa para continuarla según su estado
            [687].
          
        

        
				
        
          LIBRO V
        

        
				
        
          
            De los recursos de apelación, casación y revisión
            [688]
          
        

        
				
        
          TÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          
            Del recurso de apelación contra las sentencias y determinados autos
            [689]
          
        

        
				
        
          846 bis
          a).
           
          Las sentencias dictadas, en el ámbito de la Audiencia provincial y en primera instancia, por el Magistrado-Presidente del Tribunal del Jurado, serán apelables para ante la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia de la correspondiente comunidad autónoma.
        

        
				
        
          Serán también apelables los autos dictados por el Magistrado-Presidente del Tribunal del Jurado que se dicten resolviendo cuestiones a que se refiere el artículo 36 de la Ley Orgánica del Tribunal del Jurado
          [690]
          así como en los casos señalados en el artículo 676 de la presente Ley
          [691].
        

        
				
        La Sala de lo Civil y Penal se compondrá, para conocer de este recurso, de tres magistrados.

        
				
        
          846 bis
          b).
           
          Pueden interponer el recurso tanto el Ministerio Fiscal como el condenado y las demás partes, dentro de los diez días siguientes a la última notificación de la sentencia.
        

        
				
        
          También podrá recurrir el declarado exento de responsabilidad criminal si se le impusiere una medida de seguridad o se declarase su responsabilidad civil conforme a lo dispuesto en el Código Penal
          [692].
        

        
				
        La parte que no haya apelado en el plazo indicado podrá formular apelación en el trámite de impugnación, pero este recurso quedará supeditado a que el apelante principal mantenga el suyo.

        
				
        
          846 bis
          c).
           
          El recurso de apelación deberá fundamentarse en alguno de los motivos siguientes:
        

        
				
        
          a)
          Que en el procedimiento o en la sentencia se ha incurrido en quebrantamiento de las normas y garantías procesales, que causare indefensión, si se hubiere efectuado la oportuna reclamación de subsanación. Esta reclamación no será necesaria si la infracción denunciada implicase la vulneración de un derecho fundamental constitucionalmente garantizado.
        

        
				
        A estos efectos podrán alegarse, sin perjuicio de otros: los relacionados en los artículos 850 y 851, entendiéndose las referencias a los magistrados de los números 5 y 6 de este último como también hechas a los jurados; la existencia de defectos en el veredicto, bien por parcialidad en las instrucciones dadas al Jurado o defecto en la proposición del objeto de aquél, siempre que de ello se derive indefensión, bien por concurrir motivos de los que debieran haber dado lugar a su devolución al Jurado y ésta no hubiera sido ordenada.

        
				
        
          b)
          Que la sentencia ha incurrido en infracción de precepto constitucional o legal en la calificación jurídica de los hechos o en la determinación de la pena, o de las medidas de seguridad o de la responsabilidad civil.
        

        
				
        
          c)
          Que se hubiese solicitado la disolución del Jurado por inexistencia de prueba de cargo, y tal petición se hubiere desestimado indebidamente.
        

        
				
        
          d)
          Que se hubiese acordado la disolución del Jurado y no procediese hacerlo.
        

        
				
        
          e)
          Que se hubiese vulnerado el derecho a la presunción de inocencia porque, atendida la prueba practicada en el juicio, carece de toda base razonable la condena impuesta.
        

        
				
        
          En los supuestos de las letras
          a), c)
          y
          d),
          para que pueda admitirse a trámite el recurso, deberá haberse formulado la oportuna protesta al tiempo de producirse la infracción denunciada
          [693].
        

        
				
        
          846 bis
          d)
          .
          Del escrito interponiendo recurso de apelación el Secretario judicial dará traslado, una vez concluido el término para recurrir, a las demás partes, las que, en término de cinco días, podrán impugnar el recurso o formular recurso supeditado de apelación. Si lo interpusieren se dará traslado a las demás partes.
        

        
				
        Concluido el término de cinco días sin que se impugne o se formule apelación supeditada o, en su caso, efectuado el traslado a las demás partes, el Secretario judicial emplazará a todas ante la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia para que se personen en plazo de diez días.

        
				
        
          Si el apelante principal no se personare o manifestare su renuncia al recurso, se devolverán por el Secretario judicial los autos a la Audiencia Provincial, que declarará firme la sentencia y procederá a su ejecución
          [694].
        

        
				
        
          846 bis
          e)
          .
          Personado el apelante, el Secretario judicial señalará día para la vista del recurso citando a las partes personadas y, en todo caso, al condenado y tercero responsable civil
          [695].
        

        
				
        La vista se celebrará en audiencia pública, comenzando por el uso de la palabra la parte apelante seguido del Ministerio Fiscal, si éste no fuese el que apeló, y demás partes apeladas.

        
				
        Si se hubiese formulado recurso supeditado de apelación, esta parte intervendrá después del apelante principal que, si no renunciase, podrá replicarle.

        
				
        
          846 bis
          f)
          .
          Dentro de los cinco días siguientes a la vista, deberá dictase sentencia, la cual, si estimase el recurso por algunos de los motivos a que se refieren las letras
          a)
          y
          d)
          del artículo 846 bis
          c),
          mandará devolver la causa a la Audiencia para celebración de nuevo juicio
          [696].
        

        
				
        En los demás supuestos dictará la resolución que corresponda.

        
				
        
          TÍTULO II
        

        
				
        
          
            Del recurso de casación
            [697]
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          
            De los recursos de casación por infracción de ley y por quebrantamiento de forma
            [698]
          
        

        
				
        
          Sección 1.ª De la procedencia del recurso
        

        
				
        
          847.
          Procede el recurso de casación por infracción de ley y por quebrantamiento de forma contra:
          a)
          las sentencias dictadas por la Sala de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia en única o en segunda instancia; y
          b)
          las sentencias dictadas por las Audiencias en juicio oral y única instancia
          [699].
        

        
				
        
          848.
          Contra los autos dictados, bien en apelación por las Salas de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia, bien con carácter definitivo por las Audiencias, sólo procede el recurso de casación, y únicamente por infracción de ley, en los casos en que ésta lo autorice de modo expreso.
        

        
				
        
          A los fines de este recurso, los autos de sobreseimiento se reputarán definitivos en el solo caso de que fuere libre el acordado, por entenderse que los hechos sumariales no son constitutivos de delito y alguien se hallare procesado como culpable de los mismos
          [700].
        

        
				
        
          849.
          Se entenderá que ha sido infringida la Ley para el efecto de que pueda interponerse el recurso de casación
          [701]:
        

        
				
        1.º Cuando, dados los hechos que se declaren probados en las resoluciones comprendidas en los dos artículos anteriores, se hubiere infringido un precepto penal de carácter sustantivo u otra norma jurídica del mismo carácter que deba ser observada en la aplicación de la Ley penal.

        
				
        
          2.º Cuando haya existido error en la apreciación de la prueba, basado en documentos que obren en autos, que demuestren la equivocación del juzgador sin resultar contradichos por otros elementos probatorios
          [702].
        

        
				
        
          850.
          El recurso de casación podrá interponerse por quebrantamiento de forma
          [703]:
        

        
				
        1.º Cuando se haya denegado alguna diligencia de prueba que, propuesta en tiempo y forma por las partes, se considere pertinente.

        
				
        2.º Cuando se haya omitido la citación del procesado, la del responsable civil subsidiario, la de la parte acusadora o la del actor civil para su comparecencia en el acto del juicio oral, a no ser que estas partes hubiesen comparecido en tiempo, dándose por citadas.

        
				
        3.º Cuando el Presidente del Tribunal se niegue a que un testigo conteste, ya en audiencia pública, ya en alguna diligencia que se practique fuera de ella, a la pregunta o preguntas que se le dirijan siendo pertinentes y de manifiesta influencia en la causa.

        
				
        4.º Cuando se desestime cualquier pregunta por capciosa, sugestiva o impertinente, no siéndolo en realidad, siempre que tuviese verdadera importancia para el resultado del juicio.

        
				
        5.º Cuando el Tribunal haya decidido no suspender el juicio para los procesados comparecidos, en el caso de no haber concurrido algún acusado, siempre que hubiere causa fundada que se oponga a juzgarles con independencia y no haya recaído declaración de rebeldía.

        
				
        
          851.
          Podrá también interponerse el recurso de casación por la misma causa
          [704]:
        

        
				
        1.º Cuando en la sentencia no se exprese clara y terminantemente cuáles son los hechos que se consideren probados, o resulte manifiesta contradicción entre ellos, o se consignen como hechos probados conceptos que, por su carácter jurídico, impliquen la predeterminación del fallo.

        
				
        
          2.º Cuando en la sentencia sólo se exprese que los hechos alegados por las acusaciones no se han probado, sin hacer expresa relación de los que resultaren probados
          [705].
        

        
				
        3.º Cuando no se resuelva en ella sobre todos los puntos que hayan sido objeto de la acusación y defensa.

        
				
        4.º Cuando se pene un delito más grave que el que haya sido objeto de la acusación, si el Tribunal no hubiere procedido previamente como determina el artículo 733.

        
				
        
          5.º Cuando la sentencia haya sido dictada por menor número de magistrados que el señalado en la Ley o sin la concurrencia de votos conformes que por la misma se exigen
          [706].
        

        
				
        
          6.º Cuando haya concurrido a dictar sentencia algún magistrado cuya recusación, intentada en tiempo y forma, y fundada en causa legal, se hubiese rechazado
          [707].
        

        
				
        
          852.
          En todo caso, el recurso de casación podrá interponerse fundándose en la infracción de precepto constitucional
          [708].
        

        
				
        
          853.
          
            [.......]
            [709].
          
        

        
				
        
          854.
          Podrán interponer el recuso de casación: El Ministerio Fiscal, los que hayan sido parte en los juicios criminales, los que sin haberlo sido resulten condenados en la sentencia y los herederos de unos y otros.
        

        
				
        
          Los actores civiles no podrán interponer el recurso sino en cuanto pueda afectar a las restituciones, reparaciones e indemnizaciones que hayan reclamado
          [710].
        

        
				
        
          Sección 2.ª De la preparación del recurso
        

        
				
        
          855.
          El que se proponga interponer recurso de casación pedirá, ante el Tribunal que haya dictado la resolución definitiva, un testimonio de la misma, y manifestará la clase o clases de recurso que trate de utilizar.
        

        
				
        Cuando el recurrente se proponga fundar el recurso en el número 2.º del artículo 849, deberá designar, sin razonamiento alguno, los particulares del documento que muestren el error en la apreciación de la prueba.

        
				
        
          Si se propusiere utilizar el de quebrantamiento de forma, designará también, sin razonamiento alguno, la falta o faltas que se supongan cometidas, y, en su caso, la reclamación practicada para subsanarlas y su fecha
          [711].
        

        
				
        
          856.
          La petición expresada en el precedente artículo se formulará mediante escrito autorizado por abogado y procurador, dentro de los cinco días siguientes al de la última notificación de la sentencia o auto contra que se intente entablar el recurso
          [712].
        

        
				
        
          857.
          En dicho escrito se consignará la promesa solemne de constituir el depósito que establece el artículo 875 de la presente Ley.
        

        
				
        
          Si la parte que prepare el recurso hubiera sido declarada insolvente, total o parcial, o se le hubiera reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita, pedirá al Tribunal que se haga constar expresamente esta circunstancia en la certificación de la sentencia que deberá librarse, y se obligará además a responder, si llegare a mejor fortuna, del importe del depósito que, según los casos, deba constituir
          [713].
        

        
				
        
          858.
          El Tribunal, dentro de los tres días siguientes, sin oír a las partes, tendrá por preparado el recurso si la resolución reclamada es recurrible en casación y se han cumplido todos los requisitos exigidos en los artículos anteriores, y, en el caso contrario, lo denegará por auto motivado, del que se dará copia certificada en el acto de la notificación a la parte recurrente
          [714].
        

        
				
        
          859.
          En la misma resolución en que se tenga por preparado el recurso se mandará que el Secretario judicial expida, en el plazo de tres días, el testimonio de la sentencia, con los votos particulares si los hubiere y una vez librado, el Secretario judicial emplazará a las partes para que comparezcan ante la Sala Segunda del Tribunal Supremo, dentro del término improrrogable de 15 días, si se refiere a resoluciones dictadas por Tribunales con sede en la Península; de 20 días, si tienen sede en la Comunidad Autónoma de las Illes Balears y de 30, si tienen sede en la Comunidad Autónoma de Canarias o en las ciudades autónomas de Ceuta o Melilla
          [715].
        

        
				
        
          860.
          El recurrente a quien, para su defensa, se hubiera reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita o hubiera sido declarado insolvente, total o parcial, podrá solicitar del Tribunal sentenciador que remita directamente a la Sala Segunda del Supremo el testimonio necesario para la interposición del recurso, o, en su caso, la certificación del auto denegatorio del mismo.
        

        
				
        
          La Sala acordará que el Secretario judicial interese el nombramiento de Abogado y Procurador que puedan interponer el recurso que corresponda, si el recurrente no les hubiera designado. En uno y otro caso, la Sala señalará el plazo dentro del cual haya de interponerse
          [716].
        

        
				
        
          861.
          El Tribunal sentenciador, en el mismo día en que entregue o remita el testimonio de la sentencia o del auto, enviará a la Sala Segunda del Tribunal Supremo certificación de los votos
          
            reservados
            [717]
          
          , si los hubiere, o negativa en su caso, y dispondrá que se notifique a los que hayan sido parte en la causa, además del recurrente, la entrega o remesa del testimonio, emplazándoles para que puedan comparecer ante la referida Sala a hacer valer su derecho dentro de los términos fijados en el artículo 859.
        

        
				
        A la vez que la certificación expresada, el Secretario judicial remitirá otra en la que expresará sucintamente la causa, los nombres de las partes, el delito, la fecha de entrega del testimonio al recurrente y, si el acusado se encuentra en prisión provisional, la fecha en que concluye tal situación, así como la del emplazamiento a las partes.

        
				
        También remitirá la causa o el ramo de ella en que se suponga cometida la falta, o que contenga el documento auténtico, cuando el recurso se haya preparado por quebrantamiento de forma o al amparo del número 2.º del artículo 849.

        
				
        
          La parte que no haya preparado el recurso podrá adherirse a él, en el término del emplazamiento o al instruirse del formulado por la otra, alegando los motivos que le convengan
          [718].
        

        
				
        
          861 bis
          a)
          .
          Las sentencias contra las cuales pueda interponerse recurso de casación no se ejecutarán hasta que transcurra el término señalado para prepararlo.
        

        
				
        Si en dicho término se preparare el recurso, el Tribunal dispondrá, al remitir la causa o ramo, que se contraiga testimonio de resguardo de la resolución recurrida, que conservará con las piezas separadas de la causa para ejecución de aquélla en su caso.

        
				
        También acordará en la misma resolución que continúe o se modifique la situación del reo o reos y lo pertinente en cuanto a responsabilidades pecuniarias, así como adoptará en las mismas piezas los acuerdos procedentes durante la tramitación del recurso para asegurar en todo caso la ejecución de la sentencia que recayere.

        
				
        
          Si la sentencia recurrida fuere absolutoria y el reo estuviere preso, será puesto en libertad
          [719].
        

        
				
        
          861 bis
          b).
           
          Cuando el recurso hubiere sido preparado por uno de los procesados, podrá llevarse a efecto la sentencia desde luego en cuanto a los demás, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 903
          [720].
        

        
				
        
          861 bis
          c).
           
          El desistimiento del recurso podrá hacerse en cualquier estado del procedimiento, previa ratificación del interesado, o presentando su procurador poder suficiente para ello. Si las partes estuvieren citadas para la decisión del recurso, perderá el particular que desista la mitad del depósito, si lo hubiere constituido, y pagará las costas procesales que se hubiesen ocasionado por su culpa
          [721].
        

        
				
        
          Sección 3.ª Del recurso de queja por denegación del testimonio pedido para interponer el de casación
        

        
				
        
          862.
          Si el recurrente se creyere agraviado por el auto denegatorio de que se habla en el artículo 858, podrá acudir en queja a la Sala Segunda del Tribunal Supremo, haciéndolo presente al Tribunal sentenciador, dentro de los dos días siguientes al de la notificación de dicho auto, a los efectos de lo dispuesto en el artículo 863
          [722].
        

        
				
        
          863.
          El Tribunal dispondrá que se remita copia certificada del auto denegatorio a la Sala Segunda del Tribunal Supremo y mandará emplazar a las partes para que comparezcan ante la misma en los términos que previene el artículo 859, según los respectivos casos
          [723].
        

        
				
        
          864.
          En las copias certificadas de los autos denegatorios previstas en los artículos anteriores, el Secretario judicial hará constar también la situación económica de los que intenten la queja en los términos que previene el artículo 858
          [724].
        

        
				
        
          865.
          [.......]
            [725]          
          .        

        
				
  
          866.
          Transcurrido el término del emplazamiento sin que haya comparecido el recurrente en queja, el Secretario judicial dictará decreto declarando desierto el recurso, con las costas, y lo comunicará al Tribunal sentenciador para los efectos que correspondan, y quedará firme y consentido el auto denegatorio. Contra este decreto cabrá recurso directo de revisión
          [726].
        

        
				
        
          867.
          Si el recurrente compareciere en tiempo, al verificarlo formulará, en escrito firmado por abogado y procurador, con la mayor concisión y claridad, los fundamentos de la queja.
        

        
				
        
          De dicho escrito y del auto denegatorio acompañará copias autorizadas para las demás partes personadas en la causa; una de dichas copias se entregará al Ministerio Fiscal, y transcurridos tres días, durante los cuales deberá éste exponer a la Sala lo que estime conveniente sobre la procedencia o improcedencia de la queja, se pasará el rollo al magistrado ponente
          [727].
        

        
				
        
          867 bis.
          Cuando alguna de las partes emplazadas comparezca en forma legal, dentro del término de emplazamiento, se le entregará copia del escrito del recurso y del auto denegatorio para que, si lo estima conducente, pueda impugnarlo en el mismo término de tercero día que se concede al Ministerio Fiscal
          [728].
        

        
				
        
          868.
          Cuando el recurrente fuere insolvente total o parcial o cuando tuviere reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita, y durante el término del emplazamiento compareciere ante la Sala Segunda del Tribunal Supremo en la forma que previene el artículo 874, la sala acordará que el Secretario judicial interese el nombramiento de Abogado y Procurador de oficio para su defensa, y que les entregue la copia certificada del auto denegatorio para que, en el término de tres días, formalicen el recurso de queja, si lo consideraren procedente, o se excuse el Abogado en el caso de no hallar méritos para ello
          [729].
        

        
				
        
          869.
          La Sala Segunda del Tribunal Supremo, previo informe del magistrado ponente, y sin más trámites, dictará, en vista de los escritos presentados, la resolución que proceda
          [730].
        

        
				
        
          870.
          Cuando la Sala estime fundada la queja revocará el auto denegatorio y mandará al Tribunal sentenciador que expida la certificación de la resolución reclamada y practique lo demás que se previene en los artículos 858 y 861.
        

        
				
        Cuando la queja no sea procedente, a juicio de la Sala, la desestimará con las costas y lo comunicará al Tribunal sentenciador para los efectos correspondientes.

        
				
        Cuando resulten falsos los hechos alegados como fundamento de la queja, la sala podrá imponer al particular recurrente, de forma motivada, una multa que podrá oscilar de 180 a 6.000 euros respetando en todo caso el principio de proporcionalidad y teniendo en cuenta las circunstancias del hecho de que se trate, así como los perjuicios que se hubieren podido causar al procedimiento o al resto de partes procesales.

        
				
        
          Ante la falsedad de los hechos alegados en la queja y sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, el Tribunal acordará dar traslado de la actuación realizada contra las normas de la buena fe procesal a los colegios profesionales competentes por si pudiera proceder la imposición de algún tipo de sanción disciplinaria
          [731].
        

        
				
        
          871.
          Contra la decisión de la Sala Segunda del Tribunal Supremo, resolviendo la queja, no se da recurso alguno
          [732].
        

        
				
        
          872.[.......][733]
          
          .        

        
				
  
          Sección 4.ª De la interposición del recurso
        

        
				
        
          873.
          El recurso de casación se interpondrá ante la Sala Segunda del Tribunal Supremo dentro de los términos señalados en el artículo 859. Transcurridos estos términos sin interponerlo, o en su caso el que hubiese concedido la Sala, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 860, el Secretario judicial dictará decreto declarando desierto el recurso, y quedará firme y consentida dicha resolución. Contra este decreto cabrá recurso directo de revisión.
        

        
				
        
          En los mismos términos podrán adherirse al recurso las demás partes, conforme a lo dispuesto en el artículo 861
          [734].
        

        
				
        
          874.
          Este recurso se interpondrá en escrito, firmado por abogado y procurador autorizado con poder bastante, sin que en ningún caso pueda admitirse la protesta de presentarlo. En dicho escrito se consignará, en párrafos numerados, con la mayor concisión y claridad:
        

        
				
        
          1.º El fundamento o los fundamentos doctrinales y legales aducidos como motivos de casación por quebrantamiento de forma, por infracción de ley o por ambas causas, encabezados con un breve extracto de su contenido
          [735].
        

        
				
        2.º El artículo de esta Ley que autorice cada motivo de casación.

        
				
        3.º La reclamación o reclamaciones practicadas para subsanar el quebrantamiento de forma que se suponga cometido y su fecha, si la falta fuese de las que exigen este requisito.

        
				
        Con este escrito se presentará el testimonio a que se refiere el artículo 859, si hubiese sido entregado al recurrente, y copia literal del mismo y del recurso, autorizada por su representación, para cada una de las demás partes emplazadas.

        
				
        La falta de presentación de copias producirá la desestimación del escrito y, en su caso, se considerará comprendida en el número 4.º del artículo 884.

        
				
        La adhesión al recurso se interpondrá en la forma expresada en los párrafos anteriores de este artículo.

        
				
        
          
            Cuando el recurrente pobre o insolvente total o parcial tuviere en su poder el testimonio, podrá presentarlo con un escrito firmado por su procurador y, en su defecto, por él mismo o por otra persona a su ruego, en el cual manifieste su voluntad de interponer el recurso y pida el nombramiento de abogado que se encargue de su defensa y el de procurador que le represente, si tampoco lo tuviere. Esta disposición será aplicable cuando el recurrente sea pobre o declarado insolvente, aunque haya nombrado abogado o procurador. Con la presentación de dichos escritos y testimonio se tendrá por interpuesto el recurso
            [736]
          
          .
        

        
				
        
          875.
          Cuando el recurrente fuese el acusador privado y el delito sea de los que pueden perseguirse de oficio, presentará su procurador, con el escrito de interposición, el documento que acredite haber depositado 12.000 pesetas en el establecimiento público destinado al efecto, debiendo consignarse tantos depósitos como acusadores recurrentes haya, a no ser que todos ellos hubiesen comparecido bajo la misma representación.
        

        
				
        Cuando el delito fuere de los que sólo pueden perseguirse a instancia de parte, el depósito será de 6.000 pesetas.

        
				
        Cuando el recurrente fuese el actor civil, el depósito será de 7.500 pesetas.

        
				
        Cuando el recurso se interponga el último día, se considerará cumplido el requisito del depósito si se acompaña al escrito el importe correspondiente en dinero de curso legal, y en el plazo de las cuarenta y ocho horas siguientes se sustituye por el resguardo acreditativo de haber efectuado el depósito en el establecimiento destinado al efecto.

        
				
        
          Si el recurrente tuviese reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita o apareciese declarado insolvente total o parcial, quedará obligado a responder de la cantidad referida, si viniere a mejor fortuna, en la forma que dispone el artículo 857
          [737].
        

        
				
        
          876.
          Cuando dentro del emplazamiento o al día siguiente de la designación manifieste el Procurador del recurrente su propósito de interponer el recurso, o el Fiscal lo solicitare, se mandará por la Sala abrir el pliego que contenga la certificación de votos reservados y comunicarle con los autos a las partes. En otro caso no se abrirá hasta que el recurso sea interpuesto, y desde el día de su señalamiento para la vista hasta su celebración lo podrán examinar las partes en la Oficina judicial
          [738].
        

        
				
        
          877.
          Los recursos se numerarán correlativamente por el orden de su presentación, y del número que corresponda a cada uno se dará certificación a la parte que lo pidiere.
        

        
				
        
          Se establecerá, además de la general, una numeración separada para los recursos interpuestos contra las resoluciones dimanantes de causas en que los condenados se hallen en prisión
          [739].
        

        
				
        
          878.
          Transcurrido el término de emplazamiento sin que haya comparecido el recurrente en la forma que, según los casos, previene esta Ley, el Secretario judicial dictará sin más trámites decreto declarando desierto el recurso con imposición de las costas al particular recurrente comunicándolo así al Tribunal de instancia para los efectos que procedan. Contra este decreto cabrá recurso directo de revisión
          [740].
        

        
				
        
          879.
          El Ministerio Fiscal se ajustará, para la preparación e interposición del recurso, a los términos y formas prescritos en los artículos 855, 873 y 874, en cuanto le sean aplicables.
        

        
				
        
          Sección 5.ª De la sustanciación del recurso
        

        
				
        
          880.
          Interpuesto el recurso y transcurrido el término del emplazamiento el Secretario judicial designará al Magistrado ponente que por turno corresponda y formará nota autorizada del recurso en término de diez días. Dicha nota contendrá copia literal de la parte dispositiva de la resolución recurrida, del fundamento de hecho de la misma y del extracto de los motivos de casación prevenido en el número primero del artículo 874, y en relación de los antecedentes de la causa y de cualquier otro particular que se considere necesario para la resolución del recurso.
        

        
				
        
          El Secretario judicial entregará a las respectivas partes las copias del recurso
          [741].
        

        
				
        
          881.
          Igualmente, el Secretario judicial interesará el nombramiento de Abogado y Procurador para la defensa del procesado, condenado o absuelto por la sentencia, cuando no fuese el recurrente ni hubiese comparecido
          [742].
        

        
				
        El abogado así nombrado no podrá excusarse de aceptar la defensa del procesado, como no sea por razón de alguna incompatibilidad, en cuyo caso se procederá al nombramiento de otro letrado.

        
				
        
          882.
          Dentro del término señalado para formación de la nota por el artículo 880, el fiscal y las partes se instruirán y podrán impugnar la admisión del recurso o la adhesión al mismo.
        

        
				
        
          Si la impugnaren, acompañarán con el escrito de impugnación tantas copias del mismo cuantas sean las demás partes a quienes el secretario hará inmediatamente entrega para que, dentro del término de tres días, expongan lo que se estime pertinente
          [743].
        

        
				
        
          882 bis.
          En su escrito de interposición, el recurrente podrá solicitar la celebración de vista; la misma solicitud podrán hacer las demás partes al instruirse del recurso
          [744].
        

        
				
        
          883.
          Formada la nota, se unirá al rollo, y pasarán los autos al magistrado ponente para instrucción, por término de diez días.
        

        
				
        
          Previo informe del Ponente, la Sala dictará la resolución que proceda sobre la admisión o inadmisión del recurso
          [745].
        

        
				
        
          884.
          El recurso será inadmisible:
        

        
				
        1.º Cuando se interponga por causas distintas de las expresadas en los artículos 849 a 851.

        
				
        2.º Cuando se interponga contra resoluciones distintas de las comprendidas en los artículos 847 y 848.

        
				
        3.º Cuando no se respeten los hechos que la sentencia declare probados o se hagan alegaciones jurídicas en notoria contradicción o incongruencia con aquéllos, salvo lo dispuesto en el número 2.º del artículo 849.

        
				
        4.º Cuando no se hayan observado los requisitos que la Ley exige para su preparación o interposición.

        
				
        5.º En los casos del artículo 850, cuando la parte que intente interponerlo no hubiese reclamado la subsanación de la falta mediante los recursos procedentes o la oportuna protesta.

        
				
        
          6.º En el caso del número 2.º del artículo 849, cuando el documento o documentos no hubieran figurado en el proceso o no se designen concretamente las declaraciones de aquellos que se opongan a las de la resolución recurrida
          [746].
        

        
				
        
          885.
          Podrá, igualmente, inadmitirse el recurso:
        

        
				
        1.º Cuando carezca manifiestamente de fundamento.

        
				
        2.º Cuando el Tribunal Supremo hubiese ya desestimado en el fondo otros recursos sustancialmente iguales.

        
				
        
          La inadmisión de recurso podrá afectar a todos los motivos aducidos o referirse solamente a algunos de ellos
          [747].
        

        
				
        
          886.
          
            [.......]
            [748]
          
          .
        

        
				
        
          887.
          La resolución se formulará de uno de los dos modos siguientes:
        

        
				
        1.º Admitido y concluso para la vista o fallo.

        
				
        
          2.º No ha lugar a la admisión y comuníquese al Tribunal sentenciador para los efectos correspondientes
          [749].
        

        
				
        
          888.
          La resolución en que se deniegue la admisión del recurso adoptará la forma de auto y se publicará en la «Colección legislativa», expresando el nombre del ponente. La resolución en que se admita no se publicará.
        

        
				
        Los antecedentes de hecho y los fundamentos de derecho de las decisiones se limitarán a los puntos pertinentes a la cuestión resuelta.

        
				
        
          Cuando en una misma resolución se deniegue la admisión del recurso por alguno de sus fundamentos y se admita en cuanto a otros, o cuando se admita el recurso interpuesto por un interesado y se deniegue respecto de otro, deberá fundarse aquélla en cuanto a la parte denegatoria y publicarse en la «Colección legislativa»
          [750].
        

        
				
        
          889.
          Para denegar la admisión del recurso será necesario que el acuerdo se adopte por unanimidad
          [751].
        

        
				
        
          890.
          Cuando la Sala deniegue la admisión del recurso y el recurrente haya constituido depósito, se le condenará a perderlo y se aplicará por la Sala de Gobierno para atender exclusivamente con su importe a las necesidades imprevistas de la Administración de Justicia, de personal y material.
        

        
				
        
          Si el recurrente no hubiere constituido depósito por su pobreza o insolvencia, total o parcial, se dictará la misma resolución para cuando mejore de fortuna
          [752].
        

        
				
        
          891.
          
            [.......]
            [753]
          
          .
        

        
				
        
          892.
          Contra la resolución de la Sala, admitiendo o denegando la admisión del recurso y la adhesión, no se dará ningún otro
          [754].
        

        
				
        
          893.
          Si a juicio de la Sala fuere admisible el recurso y, en su caso, la adhesión al mismo, lo acordará de plano mediante providencia. La providencia en que se acuerde la admisión del recurso dispondrá igualmente que por el Secretario judicial se proceda al señalamiento para la vista, en su caso. De no celebrarse vista, la sala señalará día para el fallo.
        

        
				
        
          Si se decidiera la celebración de vista, el Secretario judicial hará el señalamiento
          [755].
        

        
				
        
          Sección 6.ª De la decisión del recurso
        

        
				
        
          893 bis
          a).
           
          La Sala podrá decidir el fondo del recurso, sin celebración de vista, señalando día para fallo, salvo cuando las partes solicitaran la celebración de aquélla y la duración de la pena impuesta o que pueda imponerse fuese superior a seis años o cuando el Tribunal, de oficio o a instancia de parte, estime necesaria la vista.
        

        
				
        
          El Tribunal acordará en todo caso la vista cuando las circunstancias concurrentes o la trascendencia del asunto hagan aconsejable la publicidad de los debates o cuando, cualquiera que sea la pena, se trate de delitos comprendidos en los títulos I, II, IV o VII del libro II del Código Penal
          [756].
        

        
				
        
          893 bis
          b)
          .
          Si la Sala hiciere uso de la facultad que le otorga el artículo anterior, dictará sentencia en los términos que prescriben los artículos 899 y 900
          [757].
        

        
				
        
          894.
          Admitido el recurso y señalado día para la vista por el Secretario judicial, se verificará ésta en audiencia pública, con asistencia del Ministerio fiscal y de los defensores de las partes.
        

        
				
        La incomparecencia injustificada de estos últimos no será, sin embargo, motivo de suspensión de la vista si la sala así lo estima.

        
				
        
          La sala podrá imponer a los letrados que no concurran las correcciones disciplinarias que estime necesarias, atendida la gravedad e importancia del asunto. En todo caso, la sala acordará que el Secretario judicial comunique dicha inasistencia al Colegio de Abogados correspondiente a efectos de la responsabilidad disciplinaria a la que, en su caso, hubiere lugar
          [758].
        

        
				
        
          895.
          La Sala mandará traer a la vista los recursos por el orden de su admisión, estableciendo turnos especiales de preferencia para los comprendidos en el artículo 877.
        

        
				
        
          Si por cualquier causa no pudiese tener lugar la vista en el día señalado, el Secretario judicial designará otro a la mayor brevedad, cuidando de no alterar en lo posible el orden establecido
          [759].
        

        
				
        
          896.
          La vista comenzará dando cuenta el secretario del asunto de que se trate.
        

        
				
        
          Informará primero el abogado del recurrente; después, el de la parte que se haya adherido al recurso, y, por último, el de la parte recurrida que lo impugnare. Si el Ministerio Fiscal fuere el recurrente, hablará el primero, y si apoyare el recurso, informará a continuación de quien lo hubiere interpuesto
          [760].
        

        
				
        
          897.
          El Ministerio Fiscal y los letrados podrán rectificar brevemente, por el orden mismo en que hayan usado de la palabra.
        

        
				
        El Presidente, por propia iniciativa o a requerimiento de cualquier magistrado, podrá solicitar del Ministerio Fiscal y de los letrados un mayor esclarecimiento de la cuestión debatida, formulando concretamente la tesis que ofrezca duda al Tribunal.

        
				
        
          No permitirá el Presidente discusión alguna sobre la existencia de los hechos consignados en la resolución recurrida, salvo cuando el recurso se hubiere interpuesto por el motivo del párrafo 2.º del artículo 849, y llamará el orden al que intente discutirlos, pudiendo llegar a retirarle la palabra
          [761].
        

        
				
        
          898.
          Constituirán la Sala tres magistrados, salvo cuando la duración de la pena impuesta o la que pudiere imponerse, caso de que prosperasen los motivos articulados por las partes acusadoras, sea superior a doce años, en cuyo caso se formará por cinco
          [762].
        

        
				
        
          899.
          Concluida la audiencia pública, la Sala resolverá el recurso dentro de los diez días siguientes.
        

        
				
        Antes de dictar sentencia, si la Sala lo estimare necesario para la mejor comprensión de los hechos relatados en la resolución recurrida, podrá reclamar del Tribunal sentenciador la remisión de los autos, con suspensión del término fijado en el plazo anterior.

        
				
        
          También podrá el magistrado ponente, al instruirse del recurso, proponer a la Sala que la causa sea reclamada desde luego
          [763].
        

        
				
        
          900.
          Las sentencias se redactarán de la manera siguiente:
        

        
				
        1.º Encabezamiento. Se expresará la fecha, el delito sobre que versa la causa, los nombres de los recurrentes, procesados y acusadores particulares que en ella hayan intervenido; el Tribunal de donde proceda, las demás circunstancias generales que sirvan para determinar el asunto objeto del recurso y el nombre del magistrado ponente.

        
				
        2.º Antecedentes del hecho. Con separación se transcribirán literalmente los hechos declarados probados en la sentencia o auto recurrido, excepto aquellos que sean de manifiesta impertinencia, así como la parte dispositiva de la misma resolución.

        
				
        3.º Motivos de casación. Se relacionarán los motivos de casación alegados por las respectivas partes.

        
				
        4.º Fundamentos de derecho. Separadamente se consignarán los fundamentos de derecho de la resolución.

        
				
        
          5.º El fallo
          [764].
        

        
				
        
          901.
          Cuando la Sala estime cualquiera de los motivos de casación alegados, declarará haber lugar al recurso y casará y anulará la resolución sobre que verse, mandando devolver el depósito al que lo hubiere constituido, y declarando de oficio las costas.
        

        
				
        Si lo desestimare, declarará no haber lugar al recurso y condenará al recurrente en costas y a la pérdida del depósito con destino a las atenciones determinadas en el artículo 890, o satisfacer la cantidad equivalente, si tuviese reconocido el derecho de asistencia jurídica gratuita, para cuando mejore su fortuna.

        
				
        
          Se exceptúa el Ministerio Fiscal de la imposición de costas
          [765].
        

        
				
        
          901 bis
          a)
          .
          Cuando la Sala estime haberse cometido el quebrantamiento de forma en que se funda el recurso, declarará haber lugar a él y ordenará la devolución de la causa al Tribunal de que proceda para que, reponiéndola al estado que tenía cuando se cometió la falta, la sustancie y termine con arreglo a derecho
          [766].
        

        
				
        
          901 bis
          b)
          .
          Si la Sala estima no haberse cometido el quebrantamiento de forma alegado, declarará no haber lugar al mismo y procederá en la propia sentencia a resolver los motivos de casación por infracción de ley.
        

        
				
        
          En todo caso mandará devolver la causa al Tribunal sentenciador
          [767].
        

        
				
        
          902.
          Si la Sala casa la resolución objeto del recurso a virtud de algún motivo fundado en la infracción de la ley, dictará a continuación, pero separadamente, la sentencia que proceda conforme a derecho, sin más limitación que la de no imponer pena superior a la señalada en la sentencia casada o a la que correspondería conforme a las peticiones del recurrente, en el caso de que se solicitase pena mayor.
        

        
				
        
          Cuando la Sala crea indicado proponer el indulto, lo razonará debidamente en la sentencia
          [768].
        

        
				
        
          903.
          Cuando sea recurrente uno de los procesados, la nueva sentencia aprovechará a los demás en lo que les fuere favorable, siempre que se encuentren en la misma situación que el recurrente y les sean aplicables los motivos alegados por los que se declare la casación de la sentencia. Nunca les perjudicará en lo que les fuere adverso
          [769].
        

        
				
        
          904.
          Contra la sentencia de casación y la que se dicte en virtud de la misma, no se dará recurso alguno.
        

        
				
        
          905.
          Las sentencias en que se declare haber o no lugar al recurso de casación se publicarán en la «Colección Legislativa»
          [770].
        

        
				
        
          906.
          Si las sentencias de que se trata en el artículo anterior recayeren en causas seguidas por cualquiera de los delitos contra la libertad e indemnidad sexuales o contra el honor o concurriesen circunstancias especiales a juicio de la sala, se publicarán suprimiendo los nombres propios de las personas, los de los lugares y las circunstancias que puedan dar a conocer a los acusadores y a los acusados y a los Tribunales que hayan fallado el proceso.
        

        
				
        
          Si estimare la sala que la publicación de la sentencia afecta al derecho al honor, a la intimidad personal o familiar o a la propia imagen de la víctima o bien a la seguridad pública, podrá ordenar en la propia sentencia que no se publique total o parcialmente
          [771].
        

        
				
        
          907
          a
          909.
          
            [.......]
            [772]
          
          .
        

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          De los recursos de casación por quebrantamiento de forma
        

        
				
        
          910
          a
          933.
          
            [.......]
            [773]
          
          .
        

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          De la interposición, sustanciación y resolución del recurso de casación por infracción de ley y por quebrantamiento de forma
        

        
				
        
          934
          a
          946.
          
            [.......]
            [774]
          
          .
        

        
				
        
          CAPÍTULO IV
        

        
				
        
          
            Del recurso de casación en las causas de muerte
            [775]
          
        

        
				
        
          947
          a
          953.
          [.......]
          .
        

        
				
        
          TÍTULO III
        

        
				
        
          
            Del recurso de revisión
            [776]
          
        

        
				
        
          954.
          Habrá lugar al recurso de revisión contra las sentencias firmes en los casos siguientes:
        

        
				
        1.º Cuando estén sufriendo condena dos o más personas, en virtud de sentencias contradictorias por un mismo delito que no haya podido ser cometido más que por una sola.

        
				
        2.º Cuando esté sufriendo condena alguno como autor, cómplice o encubridor del homicidio de una persona cuya existencia se acredite después de la condena.

        
				
        
          3.º Cuando esté sufriendo condena alguno en virtud de sentencia cuyo fundamento haya sido un documento o testimonio declarados después falsos por sentencia firme en causa criminal, la confesión del reo arrancada por violencia, o exacción o cualquier hecho punible ejecutado por un tercero, siempre que los tales extremos resulten también declarados por sentencia firme en causa seguida al efecto. A estos fines podrán practicarse todas cuantas pruebas se consideren necesarias para el esclarecimiento de los hechos controvertidos en la causa, anticipándose aquellas que por circunstancias especiales pudieran luego dificultar y hasta hacer imposible la sentencia firme, base de la revisión
          [777].
        

        
				
        
          4.º Cuando después de la sentencia sobrevenga el conocimiento de nuevos hechos o de nuevos elementos de prueba, de tal naturaleza que evidencien la inocencia del condenado
          [778].
        

        
				
        
          955.
          Están legitimados para promover e interponer, en su caso, el recurso de revisión, el penado y, cuando éste haya fallecido, su cónyuge, o quien haya mantenido convivencia como tal, ascendientes y descendientes, con objeto de rehabilitar la memoria del difunto y de que se castigue, en su caso, al verdadero culpable
          [779].
        

        
				
        
          956.
          El Ministerio de
          Gracia
          y Justicia, previa formación de expediente, podrá ordenar al Fiscal del Tribunal Supremo que interponga el recurso, cuando a su juicio hubiese fundamento bastante para ello
          [780].
        

        
				
        
          957.
          La Sala, previa audiencia del Ministerio Fiscal, autorizará o denegará la interposición del recurso. Antes de dictar la resolución, la Sala podrá ordenar, si lo entiende oportuno y dadas las dudas razonables que suscite el caso, la práctica de las diligencias que estime pertinentes, a cuyo efecto podrá solicitar la cooperación judicial necesaria. Los autos en los que se acuerde la autorización o denegación a efectos de la interposición, no son susceptibles de recurso alguno. Autorizado el recurso, el promovente dispondrá de quince días para su interposición
          [781].
        

        
				
        
          958.
          En el caso del número 1.º del artículo 954, la Sala declarará la contradicción entre las sentencias, si en efecto existiere, anulando una y otra, y mandará instruir de nuevo la causa al Tribunal a quien corresponda el conocimiento del delito.
        

        
				
        
          En el caso del número 2.º del mismo artículo, la Sala, comprobada la identidad de la persona cuya
          muerte
          hubiese sido penada, anulará la sentencia firme.
        

        
				
        En el caso del número 3.º del referido artículo, dictará la Sala la misma resolución, con vista de la ejecutoria que declare la falsedad del documento y mandará al Tribunal a quien corresponda el conocimiento del delito instruir de nuevo la causa.

        
				
        
          En el caso del número 4.º del citado artículo, la Sala instruirá una información supletoria, de la que dará vista al fiscal, y si en ella resultare evidenciada la inocencia del condenado, se anulará la sentencia y mandará, en su caso, a quien corresponda el conocimiento del delito, instruir de nuevo la causa
          [782].
        

        
				
        
          959.
          El recurso de revisión se sustanciará oyendo por escrito una sola vez al fiscal y otra a los penados, que deberán ser citados si antes no comparecieren. Cuando pidieren la unión de antecedentes a los autos, la Sala acordará sobre este particular lo que estime más oportuno. Después seguirá el recurso los trámites establecidos para el de casación por infracción de ley, y la Sala, con informe oral o sin él, según acuerde en vista de las circunstancias del caso, dictará sentencia, que será irrevocable.
        

        
				
        
          960.
          Cuando por consecuencia de la sentencia firme anulada hubiese sufrido el condenado alguna pena corporal, si en la nueva sentencia se le impusiere alguna otra, se tendrá en cuenta para el cumplimiento de ésta todo el tiempo de la anteriormente sufrida y su importancia.
        

        
				
        
          Cuando en virtud de recurso de revisión se dicte sentencia absolutoria, los interesados en ella o sus herederos tendrán derecho a las indemnizaciones civiles a que hubiere lugar según el derecho común, las cuales serán satisfechas por el Estado, sin perjuicio del derecho de éste de repetir contra el Juez o Tribunal sentenciador que hubieren incurrido en responsabilidad o contra la persona directamente declarada responsable o sus herederos
          [783].
        

        
				
        
          961.
          El Fiscal General del Estado podrá también interponer el recurso siempre que tenga conocimiento de algún caso en el que proceda y que, a su juicio, haya fundamento bastante para ello, de acuerdo con la información que haya practicado
          [784].
        

        
				
        
          LIBRO VI
        

        
				
        
          
            Del procedimiento para el juicio sobre faltas
            [785]
          
        

        
				
        
          962.
          1. Cuando la Policía Judicial tenga noticia de un hecho que presente los caracteres de falta tipificada en el artículo 617, en el artículo 623.1 cuando sea flagrante o en el artículo 620 del Código Penal, siempre que en este último caso el ofendido sea alguna de las personas a las que se refiere el artículo 173.2 del mismo Código, cuyo enjuiciamiento corresponda al Juzgado de Instrucción al que se debe entregar el atestado o a otro del mismo partido judicial, procederá de forma inmediata a citar ante el Juzgado de guardia a los ofendidos y perjudicados, al denunciante, al denunciado y a los testigos que puedan dar razón de los hechos. Al hacer dicha citación se apercibirá a las personas citadas de las respectivas consecuencias de no comparecer ante el Juzgado de guardia. Asimismo, se las apercibirá de que podrá celebrarse el juicio de faltas de forma inmediata en el Juzgado de guardia, incluso aunque no comparezcan, y de que han de comparecer con los medios de prueba de que intenten valerse. Al denunciante y al ofendido o perjudicado se les informará de sus derechos en los términos previstos en los artículos 109, 110 y 967
          [786].
        

        
				
        
          2. A la persona denunciada se le informará sucintamente de los hechos en que consista la denuncia y del derecho que le asiste de comparecer asistido de abogado. Dicha información se practicará en todo caso por escrito
          [787]
          .
        

        
				
        3. En estos casos, la Policía Judicial hará entrega del atestado al Juzgado de guardia, en el que consten las diligencias y citaciones practicadas y, en su caso, la denuncia del ofendido.

        
				
        
          4. Para la realización de las citaciones a que se refiere este artículo, la Policía Judicial fijará la hora de la comparecencia coordinadamente con el Juzgado de guardia. A estos efectos, el Consejo General del Poder Judicial, de acuerdo con lo establecido en el artículo 110 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, dictará los Reglamentos oportunos para la ordenación de los servicios de guardia de los Juzgados de Instrucción en relación con la práctica de estas citaciones, coordinadamente con la Policía Judicial
          [788]
          .
        

        
				
        5. En el supuesto de que la competencia para conocer corresponda al Juzgado de Violencia sobre la Mujer, la Policía Judicial habrá de realizar las citaciones a que se refiere este artículo ante dicho Juzgado en el día hábil más próximo. Para la realización de las citaciones antes referidas, la Policía Judicial fijará el día y la hora de la comparecencia coordinadamente con el Juzgado de Violencia sobre la Mujer.

        
				
        
          A estos efectos el Consejo General del Poder Judicial, de acuerdo con lo establecido en el artículo 110 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, dictará los Reglamentos oportunos para asegurar esta coordinación
          [789]
          .
        

        
				
        
          963.
          1. Recibido el atestado conforme a lo previsto en el artículo anterior, si el Juez de guardia estima procedente la incoación de juicio de faltas, decidirá la inmediata celebración del juicio en el caso de que hayan comparecido las personas citadas o de que, aun no habiendo comparecido alguna de ellas, el Juzgado reputare innecesaria su presencia. Asimismo, para acordar la inmediata celebración del juicio, el Juzgado de guardia tendrá en cuenta si ha de resultar imposible la práctica de algún medio de prueba que se considere imprescindible.
        

        
				
        
          2. Para acordar la celebración inmediata del juicio de faltas, será necesario que el asunto le corresponda al Juzgado de guardia en virtud de las normas de competencia y de reparto
          [790]
          .
        

        
				
        
          964.
          1. En los supuestos no contemplados por el artículo 962, cuando la Policía Judicial tenga noticia de un hecho que presente los caracteres de falta tipificada en el libro III del Código Penal
          [791]
          o en leyes especiales, formará de manera inmediata el correspondiente atestado, que remitirá sin dilación al
          J
          uzgado de guardia. Dicho atestado recogerá las diligencias practicadas, así como el ofrecimiento de acciones al ofendido o perjudicado practicado conforme a los artículos 109, 110 y 967
          [792].
        

        
				
        2. Recibido el atestado conforme a lo previsto en el párrafo anterior, y en todos aquellos casos en que el procedimiento se hubiere iniciado en virtud de denuncia presentada directamente por el ofendido ante el órgano judicial, el Juzgado de guardia celebrará de forma inmediata el juicio de faltas si, estando identificado el denunciado, fuere posible citar a todas las personas que deban ser convocadas para que comparezcan mientras dure el servicio de guardia y concurran el resto de requisitos exigidos por el artículo 963.

        
				
        
          3. Las citaciones se harán al Ministerio Fiscal, salvo que la falta fuere perseguible sólo a instancia de parte, al querellante o denunciante, si lo hubiere, al denunciado y a los testigos y peritos que puedan dar razón de los hechos. Al practicar las citaciones, se apercibirá a las personas citadas de las respectivas consecuencias de no comparecer ante el Juzgado de guardia, se les informará que podrá celebrarse el juicio aunque no asistan, y se les indicará que han de comparecer con los medios de prueba de que intenten valerse. Asimismo, se practicarán con el denunciado las actuaciones señaladas en el apartado 2 del artículo 962
          [793]
          .
        

        
				
        
          965.
          1. Si no fuere posible la celebración del juicio durante el servicio de guardia, se seguirán las reglas siguientes:
        

        
				
        1.ª Si el Juez estimare que la competencia para el enjuiciamiento corresponde al propio Juzgado de instrucción, el Secretario judicial procederá en todo caso al señalamiento para la celebración del juicio de faltas y a las citaciones procedentes para el día hábil más próximo posible dentro de los predeterminados a tal fin, y en cualquier caso en un plazo no superior a siete días.

        
				
        2.ª Si el Juez estimare que la competencia para el enjuiciamiento corresponde a otro Juzgado, el Secretario judicial le remitirá lo actuado para que se proceda a realizar el señalamiento del juicio y las citaciones con arreglo a lo dispuesto en la regla anterior.

        
				
        
          2. El Consejo General del Poder Judicial, de acuerdo con lo establecido en el artículo 110 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, dictará los reglamentos oportunos para la ordenación, coordinadamente con el Ministerio Fiscal, de los señalamientos de juicios de faltas
          [794]
          .
        

        
				
        
          966.
          Las citaciones para la celebración del juicio de faltas previsto en el artículo anterior se harán al Ministerio Fiscal, salvo en los supuestos a que se refiere el apartado 2 del artículo 969, al querellante o denunciante, si lo hubiere, al denunciado y a los testigos y peritos que puedan dar razón de los hechos
          [795].
        

        
				
        
          967.
          1. En las citaciones que se efectúen al denunciante, al ofendido o perjudicado y al imputado para la celebración del juicio de faltas, se les informará de que pueden ser asistidos por abogado si lo desean y de que deberán acudir al juicio con los medios de prueba de que intenten valerse. A la citación del imputado se acompañará copia de la querella o de la denuncia que se haya presentado.
        

        
				
        
          2. Cuando los citados como partes, los testigos y los peritos no comparezcan ni aleguen justa causa para dejar de hacerlo, podrán ser sancionados con una multa de 200 a 2.000 euros
          [796]
          .
        

        
				
        
          968.
          En el caso de que por motivo justo no pueda celebrarse el juicio oral en el día señalado o de que no pueda concluirse en un solo acto, el Secretario judicial señalará para su celebración o continuación el día más inmediato posible y, en todo caso, dentro de los siete siguientes, haciéndolo saber a los interesados
          [797].
        

        
				
        
          969.
          1. El juicio será público, dando principio por la lectura de la querella o de la denuncia, si las hubiere, siguiendo a esto el examen de los testigos convocados, y practicándose las demás pruebas que propongan el querellante, el denunciante y el fiscal, si asistiere, siempre que el juez las considere admisibles. La querella habrá de reunir los requisitos del artículo 277, salvo que no necesite firma de abogado ni de procurador. Seguidamente, se oirá al acusado, se examinarán los testigos que presente en su descargo y se practicarán las demás pruebas que ofrezca y fueren pertinentes, observándose las prescripciones de esta Ley en cuanto sean aplicables. Acto continuo, expondrán de palabra las partes lo que crean conveniente en apoyo de sus respectivas pretensiones, hablando primero el fiscal, si asistiere, después el querellante particular o el denunciante y, por último, el acusado.
        

        
				
        
          2. El fiscal asistirá a los juicios sobre faltas siempre que a ellos sea citado. Sin embargo, el Fiscal General del Estado impartirá instrucciones sobre los supuestos en los que, en atención al interés público, los fiscales podrían dejar de asistir al juicio, cuando la persecución de la falta exija la denuncia del ofendido o perjudicado. En esos casos, la declaración del denunciante en el juicio afirmando los hechos denunciados tendrá valor de acusación, aunque no los califique ni señale pena
          [798]
          .
        

        
				
        
          970.
          Si el denunciado reside fuera de la demarcación del Juzgado, no tendrá obligación de concurrir al acto del juicio, y podrá dirigir al juez escrito alegando lo que estime conveniente en su defensa, así como apoderar a abogado o procurador que presente en aquel acto las alegaciones y las pruebas de descargo que tuviere
          [799].
        

        
				
        
          971.
          La ausencia injustificada del acusado no suspenderá la celebración ni la resolución del juicio, siempre que conste habérsele citado con las formalidades prescritas en esta Ley, a no ser que el juez, de oficio o a instancia de parte, crea necesaria la declaración de aquél
          [800].
        

        
				
        
          972.
          En cuanto se refiere a la grabación de la vista y a su documentación, serán aplicables las disposiciones contenidas en el artículo 743
          [801].
        

        
				
        
          973.
          1. El juez, en el acto de finalizar el juicio, y a no ser posible dentro de los tres días siguientes, dictará sentencia apreciando, según su conciencia, las pruebas practicadas, las razones expuestas por el fiscal y por las demás partes o sus defensores y lo manifestado por los propios acusados, y siempre que haga uso del libre arbitrio que para la calificación de la falta o para la imposición de la pena le otorga el Código Penal, deberá expresar si ha tomado en consideración los elementos de juicio que el precepto aplicable de aquél obligue a tener en cuenta.
        

        
				
        
          2. La sentencia se notificará a los ofendidos y perjudicados por la falta, aunque no se hayan mostrado parte en el procedimiento. En la notificación se harán constar los recursos procedentes contra la resolución comunicada, así como el plazo para su presentación y órgano judicial ante quien deba interponerse
          [802]
          .
        

        
				
        
          974.
          1. La sentencia se llevará a efecto inmediatamente transcurrido el término fijado en el párrafo tercero del artículo 212, si no hubiere apelado ninguna de las partes y hubiere transcurrido, también, el plazo de impugnación para los ofendidos y perjudicados no comparecidos en el juicio.
        

        
				
        
          2. Si en la sentencia se hubiere condenado al pago de la responsabilidad civil, sin fijar su importe en cantidad líquida, se estará a lo que dispone el artículo 984
          [803]
          .
        

        
				
        
          975.
          Si las partes, conocido el fallo, expresan su decisión de no recurrir, el juez, en el mismo acto, declarará la firmeza de la sentencia
          [804].
        

        
				
        
          976.
          1. La sentencia es apelable en el plazo de los cinco días siguientes al de su notificación. Durante este período se hallarán las actuaciones en secretaría a disposición de las partes.
        

        
				
        2. El recurso se formalizará y tramitará conforme a lo dispuesto en los artículos 790 a 792.

        
				
        
          3. La sentencia de apelación se notificará a los ofendidos y perjudicados por la falta, aunque no se hayan mostrado parte en el procedimiento
          [805]
          .
        

        
				
        
          977.
          Contra la sentencia que se dicte en segunda instancia no habrá lugar a recurso alguno. El órgano que la hubiese dictado mandará devolver al juez los autos originales, con certificación de la sentencia dictada, para que proceda a su ejecución
          [806].
        

        
				
        
          978
          a
          982.
          [.......]
           
          [807].
        

        
				
        
          LIBRO VII
        

        
				
        
          
            De la ejecución de las sentencias
            [808]
          
        

        
				
        
          983.
          Todo procesado absuelto por la sentencia será puesto en libertad inmediatamente, a menos que el ejercicio de un recurso que produzca efectos suspensivos o la existencia de otros motivos legales hagan necesario el aplazamiento de la excarcelación, lo cual se ordenará por auto motivado
          [809].
        

        
				
        
          984.
          La ejecución de la sentencia en los juicios sobre faltas corresponde al órgano que haya conocido del juicio. Cuando no pudiera practicar por sí mismo todas las diligencias necesarias se dirigirá al órgano judicial de la circunscripción en que deban tener efecto, para que las practique.
        

        
				
        El Juez de Instrucción que haya conocido en apelación de un juicio de faltas mandará remitir los autos originales, acompañándolos con certificación de la sentencia firme, al Juez que haya conocido del juicio en primera instancia para los efectos del párrafo anterior.

        
				
        
          Para la ejecución de la sentencia, en cuanto se refiere a la reparación del daño causado e indemnización de perjuicios, se aplicarán las disposiciones establecidas en la Ley de Enjuiciamiento Civil, si bien será en todo caso promovida de oficio por el Juez que la dictó
          [810].
        

        
				
        
          985.
          La ejecución de las sentencias en causas por delito corresponde al Tribunal que haya dictado la que sea firme.
        

        
				
        
          986.
          Sin embargo de lo dispuesto en el artículo anterior, la sentencia dictada a continuación de la de casación por la Sala segunda del Tribunal Supremo se ejecutará por el Tribunal que hubiese pronunciado la sentencia casada, en vista de la certificación que al efecto le remitirá la referida Sala.
        

        
				
        
          987.
          Cuando el Tribunal a quien corresponda la ejecución de la sentencia no pudiere practicar por sí mismo todas las diligencias necesarias, se dirigirá al órgano judicial competente del partido o demarcación en que deban tener efecto para que las practique.
          [811].
        

        
				
        
          988.
          Cuando una sentencia sea firme, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 141 de esta Ley, lo declarará así el Juez o el Tribunal que la hubiera dictado.
        

        
				
        Hecha esta declaración, se procederá a ejecutar la sentencia aunque el reo esté sometido a otra causa, en cuyo caso se le conducirá, cuando sea necesario, desde el establecimiento penal en que se halle cumpliendo la condena al lugar donde se esté instruyendo la causa pendiente.

        
				
        
          Cuando el culpable de varias infracciones penales haya sido condenado en distintos procesos por hechos que pudieron ser objeto de uno solo, conforme a lo previsto en el artículo 17 de esta Ley, el Juez o Tribunal que hubiera dictado la última sentencia, de oficio, a instancia del Ministerio Fiscal o del condenado, procederá a fijar el límite del cumplimiento de las penas impuestas conforme a lo dispuesto en el artículo 76 del Código Penal. Para ello, el Secretario judicial reclamará la hoja histórico-penal del Registro central de penados y rebeldes y testimonio de las sentencias condenatorias y previo dictamen del Ministerio Fiscal, cuando no sea el solicitante, el Juez o Tribunal dictará auto en el que se relacionarán todas las penas impuestas al reo, determinando el máximo de cumplimiento de las mismas. Contra tal auto podrán el Ministerio Fiscal y el condenado interponer recurso de casación por infracción de Ley
          [812].
        

        
				
        
          989.
          1. Los pronunciamientos sobre responsabilidad civil serán susceptibles de ejecución provisional con arreglo a lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Civil.
        

        
				
        2. A efectos de ejecutar la responsabilidad civil derivada del delito o falta y sin perjuicio de la aplicación de las disposiciones de la Ley de Enjuiciamiento Civil, el Secretario judicial podrá encomendar a la Agencia Estatal de Administración Tributaria o, en su caso, a los organismos tributarios de las haciendas forales las actuaciones de investigación patrimonial necesarias para poner de manifiesto las rentas y el patrimonio presente y los que vaya adquiriendo el condenado hasta tanto no se haya satisfecho la responsabilidad civil determinada en sentencia.

        
				
        
          Cuando dichas entidades alegaren razones legales o de respeto a los derechos fundamentales para no realizar la entrega o atender a la colaboración que les hubiese sido requerida por el Secretario judicial, éste dará cuenta al Juez o Tribunal para resolver lo que proceda
          [813].
        

        
				
        
          990.
          Las penas se ejecutarán en la forma y tiempo prescritos en el Código penal y en los reglamentos.
        

        
				
        Corresponde al Juez o Tribunal a quien el presente Código impone el deber de hacer ejecutar la sentencia adoptar sin dilación las medidas necesarias para que el condenado ingrese en el establecimiento penal destinado al efecto, a cuyo fin requerirá el auxilio de las autoridades administrativas, que deberán prestárselo sin excusa ni pretexto alguno.

        
				
        La competencia del Juez o Tribunal para hacer cumplir la sentencia excluye la de cualquier Autoridad gubernativa hasta que el condenado tenga ingreso en el establecimiento penal o se traslade al lugar en donde deba cumplir la condena.

        
				
        Los Tribunales ejercerán además las facultades de inspección que las Leyes y Reglamentos les atribuyan sobre la manera de cumplirse las penas.

        
				
        Corresponde al Secretario judicial impulsar el proceso de ejecución de la sentencia dictando al efecto las diligencias necesarias, sin perjuicio de la competencia del Juez o Tribunal para hacer cumplir la pena.

        
				
        
          El Secretario judicial pondrá en conocimiento de los directamente ofendidos y perjudicados por el delito y, en su caso a los testigos, todas aquellas resoluciones relativas al penado que puedan afectar a su seguridad
          [814].
        

        
				
        
          991.
          Los confinados que se supongan en estado de demencia serán constituidos en observación, instruyéndose al efecto por la Comandancia del presidio en que aquéllos se encuentren un expediente informativo de los hechos y motivos que hayan dado lugar a la sospecha de la demencia, en el que se consigne el primer juicio, o por lo menos la certificación de los facultativos que los hayan examinado y observado.
        

        
				
        
          992.
          Consignada la gravedad de la sospecha, el comandante del presidio dará cuenta inmediatamente, con copia literal del expediente instruido, al Presidente del Tribunal sentenciador de que procedan los confinados, sin perjuicio de ponerlo en conocimiento de la Dirección General de
          
            Establecimientos Penales
            [815]
          
          .
        

        
				
        
          993.
          El Presidente pasará el expediente a que se refiere el artículo anterior al Tribunal sentenciador, el cual, con preferencia, oirá al fiscal y al acusador particular de la causa, si lo hubiere, y dándose intervención y audiencia al defensor del penado, o nombrándosele de oficio para este caso si no lo tuviese, acordará la instrucción más amplia y formal sobre los hechos y el estado físico y moral de los pacientes, por los mismos medios legales de prueba que se hubieran empleado si el incidente hubiese ocurrido durante el seguimiento de la causa, comisionando al efecto al Juez de Instrucción del partido en que se hallen los confinados.
        

        
				
        
          994.
          Sustanciado el incidente a que se refieren los artículos anteriores en juicio contradictorio si hubiese oposición, y en forma ordinaria si no la hubiese, y después de oír las declaraciones juradas de los peritos en el arte de curar, y, en su caso, de la Academia de Medicina y Cirugía, se dictará el fallo que proceda. El fallo se comunicará al comandante del presidio, quien, si se hubiese declarado la demencia, trasladará al penado demente al establecimiento que corresponda, todo sin perjuicio de cumplir con lo que el Código Penal previene si en cualquier tiempo el demente recobrase su juicio.
        

        
				
        
          995.
          
            [.......]
            [816]
          
          .
        

        
				
        
          996.
          Las tercerías de dominio o de mejor derecho que puedan deducirse se sustanciarán y decidirán con sujección a las disposiciones establecidas en la Ley de Enjuiciamiento Civil
          [817].
        

        
				
        
          997.
          El Juez de Instrucción a quien se hubiere cometido la práctica de algunas diligencias para la ejecución de la sentencia dará inmediatamente cuenta del cumplimiento de las mismas al Tribunal sentenciador, con testimonio en relación de las practicadas al intento, el cual se unirá a la causa.
        

        
				
        
          998.
          Las referidas diligencias se archivarán por el Secretario judicial que en ellas haya intervenido
          [818].
        

        
				
        
          DISPOSICIONES ADICIONALES
        

        
				
        
          Primera.
          En los supuestos de amenazas o coacciones previstos en el artículo 572.1.3.º del Código Penal, el
          Juez o
          Tribunal adoptará, al iniciar las primeras diligencias, las medidas necesarias para garantizar la confidencialidad de los datos que figuren en los distintos registros públicos que afecten a la víctima de las amenazas o coacciones, de tal forma que dichos datos no puedan servir como información para la comisión de delitos de terrorismo contra dichas personas
          [819].        

        
				
  
          Segunda.
           
          Las medidas cautelares de prisión provisional, su duración máxima y su cesación, así como las demás medidas cautelares adoptadas en el curso de los procedimientos penales, se anotarán en un registro central, de ámbito nacional, que existirá en el Ministerio de Justicia.
        

        
				
        
          El Gobierno, a propuesta del Ministerio de Justicia, oídos el Consejo General del Poder Judicial y la Agencia de Protección de Datos, dictará las disposiciones reglamentarias oportunas relativas a la organización y competencias de dicho registro central, determinando el momento de su entrada en funcionamiento, así como el régimen de inscripción y cancelación de sus asientos y el acceso a la información contenida en el mismo, asegurando en todo caso su confidencialidad
          [820].
        

        
				
        
          Tercera.
           
          El Gobierno, a propuesta conjunta de los Ministerios de Justicia y de Interior, y previos los informes legalmente procedentes, regulará mediante real decreto la estructura, composición, organización y funcionamiento de la Comisión Nacional sobre el uso forense del ADN
          [821], a la que corresponderá la acreditación de los laboratorios facultados para contrastar perfiles genéticos en la investigación y persecución de delitos y la identificación de cadáveres, el establecimiento de criterios de coordinación entre ellos, la elaboración de los protocolos técnicos oficiales sobre la obtención, conservación y análisis de las muestras, la determinación de las condiciones de seguridad en su custodia y la fijación de todas aquellas medidas que garanticen la estricta confidencialidad y reserva de las muestras, los análisis y los datos que se obtengan de los mismos, de conformidad con lo establecido en las leyes
          [822].
        

        
				
        
          Cuarta.
           
          1. Las referencias que se hacen al Juez de Instrucción y al Juez de Primera Instancia en los apartados 1 y 7 del artículo 544 ter de esta Ley, en la redacción dada por la Ley 27/2003, de 31 de julio, reguladora de la Orden de Protección de las Víctimas de la Violencia Doméstica, se entenderán hechas, en su caso, al Juez de Violencia sobre la Mujer.
        

        
				
        
          2. Las referencias que se hacen al Juez de guardia en el título III del libro IV, y en los artículos 962 a 971 de esta Ley, se entenderán hechas, en su caso, al Juez de Violencia sobre la Mujer
          [823].
        

        
				
        
          DISPOSICIÓN FINAL
        

        
				
        Quedan derogadas todas las Leyes, Reales Decretos, Reglamentos, Órdenes y Fueros anteriores en cuanto contengan reglas de enjuiciamiento criminal para los Jueces y Tribunales del fuero común.

        
				
        
          Se exceptúan de lo dispuesto en el párrafo anterior el Real Decreto de 20 de junio de 1852 y las demás disposiciones vigentes sobre el procedimiento por delitos de contrabando y defraudación
          [824].
        

        
				
        

          
					
          
            
						
            
              [1]
              El artículo 25.1 de la Constitución Española establece:
            

            
						
            
              «1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.»            


              Véanse los artículos 2.1 y 3.1 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [2]
              El artículo 24.1 de la Constitución Española establece:
            

            
						
            
              «1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los Jueces y Tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [3]
              Véase el artículo 10 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
						
            
              Véanse, igualmente, los artículos 40 a 43, 569 y 697 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.
            

            
						
            
              Véase, asimismo, el artículo 4 del texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril, en la redacción dada por la Ley 22/2003, de 9 de julio («BOE» núm. 164, de 10 de julio), Concursal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [4]
              Véase el artículo 4 de la Ley 29/1998, de 13 de julio («BOE» núm. 167, de 14 de julio), reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [5]
              Párrafo redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre), de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [6]
              Véase el artículo 4 de la Ley del Registro Civil, de 8 de junio de 1957 («BOE» núm. 151, de 10 de junio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [7]
              Véanse los artículos 117 y siguientes de la Constitución Española y 9, números 3 y 6, 23, 57, 65, 70.3, 82, 87 y 100 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [8]
              Artículo 9.6 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [9]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [10]
              Véanse los artículos 12 a 15 de la Ley Orgánica 4/1987, de 15 de julio, en la redacción dada por la Ley Orgánica 2/1989, de 13 de abril, de la Competencia y Organización de la Jurisdicción Militar.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [11]
              Véase el último párrafo del artículo 25 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [12]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 27/2003, de 31 de julio («BOE» núm. 183, de 1 de agosto), reguladora de la Orden de protección de las víctimas de la violencia doméstica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [13]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre («BOE» núm. 313, de 29 de diciembre de 2004), de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [14]
              Párrafo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre), de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [15]
              Artículo añadido por la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [16]
              Artículo redactado conforme a la Ley 3/1967, de 8 de abril («BOE» núm. 86, de 11 de abril). Véanse los artículos 73 a 79 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [17]
              Artículo añadido por la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre («BOE» núm. 313, de 29 de diciembre de 2004), de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [18]
              Véanse los artículos 300, 304, último párrafo, y 742 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [19]
              Apartado añadido por la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre), por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal que, también, cambió la numeración del párrafo 1.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [20]
              Véanse los artículos 51 y 52 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [21]
              Adviértase que los Juzgados de Distrito que asumieron las funciones y competencias de los Juzgados Municipales y Comarcales, han quedado suprimidos por la Ley Orgánica del Poder Judicial.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [22]
              Actualmente, Audiencias Provinciales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [23]
              En la actualidad, Tribunales Superiores de Justicia.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [24]
              Véase el último párrafo del artículo 12.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [25]
              Párrafo redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre), de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [26]
              Artículo redactado conforme a la Ley 53/1978, de 4 de diciembre («BOE» núm. 293, de 8 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [27]
              Sobre conflictos de competencia, véanse los artículos 42 a 50 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [28]
              El párrafo tercero, que fue adicionado por la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre), figura redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Adviértase que la citada Ley Orgánica 15/2003 cambió la numeración del párrafo cuarto que, anteriormente, era el tercero.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [29]
              Artículos 847 y siguientes de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [30]
              Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre), de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [31]
              Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre), que dio nueva redacción al párrafo primero, y a la Ley 53/1978 de 4 de diciembre («BOE» núm. 293, de 8 de diciembre), que modificó el párrafo segundo.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [32]
              Artículo redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [33]
              Párrafo derogado por Ley Orgánica 16/1994, de 8 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [34]
              Artículos 666 a 679 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [35]
              Véanse los artículos 42 y siguientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
						
            
              Véase también, el artículo 6 de la Ley Orgánica de Conflictos Jurisdiccionales (§ 12).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [36]
              Artículos derogados por la Ley Orgánica 2/1987, de 18 de mayo, de Conflictos Jurisdiccionales (§ 12).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [37]
              Artículo derogado por la Ley de 17 de julio de 1948.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [38]
              Véanse los artículos 217 y siguientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2), y 21 de la Ley Orgánica del Tribunal del Jurado (§ 15).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [39]
              Téngase en cuenta que, de conformidad con la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, carecen de aplicación los preceptos relacionados con los asesores de los Jueces Municipales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [40]
              Artículo redactado conforme a la Ley 53/1978, de 4 de diciembre («BOE» núm. 293, de 8 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [41]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.
            

            
						
            
              Véanse los artículos 219 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2),
               
              y 102 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
            

            
						
            
              Véanse, asimismo, los artículos 73 y 99 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [42]
              Véase el artículo 221 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [43]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 1/2000, de 7 de enero.
            

            
						
            
              Véase el artículo 223 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [44]
              Véanse los artículos 223 a 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [45]
              Véanse los artículos 61, 69, 76, 77, 82.5.
              b)
              y 224 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [46]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [47]
              Véase el artículo 67 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [48]
              Véanse los artículos 60, 61, 68, 69, 77, 82.5.
              b)
              y 224 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [49]
              Figura como parágrafo 2.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [50]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [51]
              Véase el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [52]
              Artículo redactado conforme a la Ley de 14 de abril de 1955 («BOE» núm. 105, de 15 de abril).
            

            
						
            
              Véase el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
						
            
              Véase, asimismo, el artículo 77, último párrafo, de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [53]
              Véase el artículo 53 del Código Penal.
            

            
						
            
              Véase, asimismo, el artículo 77, último párrafo, de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [54]
              Véase el artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [55]
              Véase el artículo 81, párrafo 4.º, de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [56]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley de 14 de abril de 1955 («BOE» núm. 105, de 15 de abril).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [57]
              Véase el artículo 446.3 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [58]
              Los derechos arancelarios de los secretarios se suprimieron por la Ley Orgánica del Poder Judicial, que establece que los cuerpos de funcionarios al servicio de la Administración de Justicia en ningún caso serán retribuidos por el sistema de arancel.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [59]
              En la actualidad carecen de aplicación los preceptos de este capítulo, a tenor de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [60]
              Véase el artículo 541 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§2). Téngase, también en cuenta que el artículo 28 del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, aprobado por la Ley 50/1981, de 30 de diciembre («BOE» núm. 11, de 13 de enero de 1982), y modificado por la Ley 24/2007, de 9 de octubre («BOE» núm. 243, de 10 de octubre), dispone:
            

            
						
            
              «Los miembros del Ministerio Fiscal no podrán ser recusados. Se abstendrán de intervenir en los pleitos o causas cuando les afecten algunas de las causas de abstención establecidas para los Jueces y Magistrados en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en cuanto les sean de aplicación. Las partes intervinientes en los referidos pleitos o causas podrán acudir al superior jerárquico del Fiscal de que se trate interesando que, en los referidos supuestos, se ordene su no intervención en el proceso.
            

            
						
            
              Cuando se trate del Fiscal General del Estado resolverá la Junta de Fiscales de Sala, presidida por el Teniente Fiscal del Tribunal Supremo.
            

            
						
            
              Contra las decisiones anteriores no cabrá recurso alguno.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [61]
              Véanse los artículos 109 y siguientes del Código Penal y 1.813 del Código Civil.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [62]
              Véase el artículo 19.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2). Véase, también, el artículo 270 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [63]
              Véase el artículo 456 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [64]
              Véanse los artículos 217 y 219 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [65]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 14/1999, de 9 de junio («BOE» núm. 138, de 10 de junio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [66]
              Véanse los artículos 191, 215, 620, 621 y 639 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [67]
              Párrafo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 14/1999, de 9 de junio.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [68]
              Véanse el artículo 124.1 de la Constitución española y el artículo 1 del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, aprobado por Ley 50/1981, de 30 de diciembre («BOE» núm. 11, de 13 de enero de 1982).
            

            
						
            
              Véase, también, el artículo 271 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [69]
              Véanse los artículos 130.4, 191.2, 201.3. 215.3, 218.2, 228, 267, 296
               
              y 639 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [70]
              Véase el artículo 117 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [71]
              Artículo redactado de conformidad con la Ley Orgánica 14/1999, de 9 de junio («BOE» núm. 138, de 10 de junio), que adicionó el último párrafo, y con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre) que dio nueva redacción a los párrafos primero y tercero.
            

            
						
            
              Véanse los artículos 761.2, 771.1.ª y 776.1 de la presente Ley.
            

            
						
            
              Téngase en cuenta que los delitos a que hace referencia el artículo 57 del Código Penal son los de homicidio, aborto, lesiones, contra la libertad, de torturas y contra la integridad moral, la libertad e indemnidad sexuales, la intimidad, el derecho a la propia imagen y la inviolabilidad del domicilio, el honor, el patrimonio y el orden socioeconómico.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [72]
              Artículo redactado de conformidad con la Ley Orgánica 1/2003, de 10 de marzo («BOE» núm. 60, de 11 de marzo), para la garantía de la democracia en los Ayuntamientos y la seguridad de los Concejales.
            

            
						
            
              Véanse los artículos 117, 761.2, 771.1.ª y 776.1 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [73]
              Véanse los artículos 114 y 117 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [74]
              Véase el artículo 117.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [75]
              Artículos 3 a 7.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [76]
              Sobre extinción de la responsabilidad penal, véase el artículo 130 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [77]
              Véanse los artículos 109.2, 116 a 122 y 212 del Código Penal y 1.813 y 1.903 del Código Civil.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [78]
              Artículos 19 a 45.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [79]
              Rúbrica redactada de acuerdo con la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita. Véanse esta Ley y su Reglamento que figuran como paragráfos 18 y 19.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [80]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 53/1978, de 4 de diciembre («BOE» núm. 293, de 8 de diciembre).
            

            
						
            
              Véanse los artículos 37 y 963.2 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [81]
              Artículo adicionado por Ley Orgánica 7/2002, de 5 de julio («BOE» núm. 161, de 6 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [82]
              Derogados por la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita (§ 18).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [83]
              Párrafo suprimido por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [84]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 1/1996, de 10 de enero (§ 2).
            

            
						
            
              Véanse los artículos 44 del Estatuto General de la Abogacía Española, aprobado por Real Decreto 658/2001, de 22 de junio («BOE» núm. 164, de 10 de julio), y 34 del Estatuto General de los Procuradores de los Tribunales, aprobado por Real Decreto 1281/2002, de 5 de diciembre («BOE» núm. 305, de 21 de diciembre); véase, también, el Arancel de Derechos de los Procuradores, regulado por Real Decreto 1373/2003, de 7 de noviembre («BOE» núm. 278, de 20 de noviembre), y modificado por Real Decreto 1/2006, de 13 de enero («BOE» núm. 24, de 28 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [85]
              Por Ley 25/1986, de 24 de diciembre, se suprimieron las tasas judiciales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [86]
              Artículos derogados por la Ley 1/1996, de 10 de enero (§ 18), de Asistencia Jurídica Gratuita. Véase, también, su Reglamento, que figura como § 19.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [87]
              Las rúbricas del título VI y del capítulo I figuran redactadas de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véanse los artículos 244 a 248 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [88]
              Véase el artículo 988 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [89]
              Artículo redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [90]
              Véase el artículo 248 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
						
            
              La Orden de 5 de abril de 1932 («Gaceta» núm. 97, de 6 de abril), interpretando el presente artículo, dispuso:
            

            
						
            
              «Por práctica viciosa incorporada rutinariamente a nuestra técnica judicial vienen interpretando los Tribunales de Justicia el artículo 142 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en términos tan esquemáticos que hace prácticamente imposible el normal desenvolvimiento del recurso de casación. La relación de hechos probados a que se refiere el número 2.º del citado artículo se suele consignar en las sentencia con tal falta de relieves y en tan estrechos límites que la función interpretativa del Tribunal se ve menguada considerablemente, cerrándose con ello la ya de suyo estrecha puerta del recurso de casación.
            

            
						
            
              Los Tribunales de lo criminal deben ofrecer todas las posibilidades de rectificación o de confirmación de su criterio en cuanto a la valoración jurídica de los hechos, ya que no hay sentencia que no produzca consecuencias graves en orden a la vida, la libertad o la honorabilidad de un ser humano. El normal desenvolvimiento de las altas funciones encomendadas al Tribunal Supremo sólo puede lograrse con sentencias que ofrezcan en sus resultandos un relato provisto de los datos indispensables para individualizar en cada caso concreto. Proporcionando el margen necesario para que el recurso de casación se desenvuelva con la amplitud debida, se habrá conseguido garantizar la libertad de los ciudadanos y la tranquilidad de conciencia de los juzgadores.
            

            
						
            
              Por tales razones.
            

            
						
            
              Este Ministerio ha tenido a bien disponer:
            

            
						
            
              1.º Los Tribunales redactarán las sentencias que dicten en las causas criminales, sujetándose con todo rigor a lo preceptuado en el artículo 142 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.            


              2.º Deberá cumplirse exactamente lo determinado en el número 1.º de dicho artículo, en cuanto se refiere a la expresión de los hechos que hubieren dado lugar a la formación de la causa, antecedente necesario que deberá consignarse aunque sea someramente, en vez de la referencia al delito, como, por regla general, se viene haciendo.
            

            
						
            
              3.º Los hechos a que se refiere el número 2.º del artículo 142 se consignarán en uno o varios resultandos con la amplitud suficiente para precisar los antecedentes del caso, los detalles de ejecución, la participación del procesado, el móvil que le guiara, las circunstancias del hecho y, en general, cuantos datos puedan servir para valorar jurídicamente los hechos conseguidos.
            

            
						
            
              4.º En los resultandos a que se contrae el número anterior se prescindirá del empleo de conceptos jurídicos, materia propia de los considerandos, limitándose los Tribunales a consignar con la amplitud necesaria los hechos sobre los cuales puedan después establecerse estos conceptos.
            

            
						
            
              5.º En las sentencias que se dicten en causas por injurias deberán expresarse no sólo las frases injuriosas, sino la forma en que se vertieron los antecedentes del hecho, la ocasión en que se realizó, las circunstancias de ofensor y ofendido y todos aquellos detalles que sean útiles para valorar el grado de la injuria y la intención del procesado.
            

            
						
            
              6.º Cuando se trate de lesiones que hayan producido deformidad, en vez de emplear este concepto se describirá minuciosamente cuál sea la deformidad producida, su grado de visibilidad y sus caracteres de permanencia. Si las lesiones produjeren la inutilidad de un miembro, se especificará concretamente en qué consista ésta y los defectos funcionales que se estimaren constitutivos de ella. Lo mismo se observará cuando el lesionado hubiere quedado impedido para su trabajo habitual, debiendo consignarse claramente qué clase de trabajo era éste, así como los defectos funcionales en que se exteriorice el impedimento.
            

            
						
            
              7.º En los delitos de robo, cuando proceda, en vez de emplear el concepto de casa habitada al relatar los hechos, se describirán con la posible precisión las condiciones del inmueble, con todas las circunstancias, a fin de establecer después en los considerandos el concepto que emana del artículo 523 del Código Penal.
            

            
						
            
              8.º En los delitos de imprudencia se acentuará la minuciosidad en la descripción de los hechos, prescindiendo siempre de emplear conceptos jurídicos y procurando sentar con precisión todas las circunstancias que han de servir para valorar en los considerandos el carácter de la acción u omisión no maliciosa y el grado en que pueda serle imputada al procesado.
            

            
						
            
              9.º No bastará tampoco decir que el procesado obró con abuso o grave abuso de confianza, sino que deberán relatarse los hechos básicos de estos conceptos, expresando las relaciones que mediaran entre procesado y ofendido, su grado de intimidad y, en general, cuanto pueda calificar tanto el grado de la confianza como el del abuso realizado por el culpable.
            

            
						
            
              10. En las injurias vertidas por medio de la Prensa, en vez de reproducir meramente las frases injuriosas, se insertará el texto íntegro del artículo o suelto en que se hayan vertido, a fin de que la intención del procesado y el grado de la injuria puedan ser apreciados a través de la totalidad del escrito.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [91]
              El apartado 3 del artículo 248 de la Ley Orgánica del Poder Judicial sustituye los «resultandos» por «antecedentes de hecho» y «hechos probados».
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [92]
              El apartado 3 del artículo 248 de la Ley Orgánica del Poder Judicial sustituye la palabra «considerando» por «fundamentos de derecho».
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [93]
              Sobre delitos conexos, véase el artículo 17 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [94]
              Véase el artículo 245.4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [95]
              Artículo 742 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [96]
              Artículo adicionado por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véase el artículo 456 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y el 7 del Real Decreto 1608/2005, de 30 de diciembre («BOE» núm. 17, de 20 de enero de 2006), por el que se aprueba el Reglamento Orgánico del Cuerpo de Secretarios Judiciales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [97]
              Véase el artículo 898 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [98]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véanse los artículos 196 a 199 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [99]
              Véanse los artículos 203 a 206 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y 34 a 37 del Acuerdo del Pleno del Consejo General del Poder Judicial, de 15 de septiembre de 2005 («BOE» núm. 231, de 27 de septiembre), por el que se aprueba el Reglamento 1/2005, de los aspectos accesorios de las actuaciones judiciales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [100]
              Véanse los artículos 203 a 206 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [101]
              Artículos 249 a 261 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [102]
              Véase el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [103]
              Artículo 254 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [104]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley de 20 de abril 1888 («Gaceta» núm. 116, de 25 de abril), que suprime el párrafo segundo que figuraba en el original.
            

            
						
            
              Téngase en cuenta que el artículo 255 de la Ley Orgánica del Poder Judicial elimina las referencias a las providencias.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [105]
              Véanse los artículos 257 a 261 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2). Véanse, también, los artículos 163 y siguientes de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [106]
              Artículo 256 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [107]
              Véanse los artículos 254 y 260 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2), que sustituyen los votos reservados por los votos particulares.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [108]
              Artículo 259 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [109]
              Artículo redactado conforme a la Ley13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véase el artículo 265 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [110]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre («BOE» núm. 327, de 29 de diciembre), de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, que añadió el último párrafo. Véanse los artículos 186 y 270 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [111]
              Artículo redactado conforme a la Ley13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véase el artículo 267 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [112]
              Véanse los artículos 265 y 266 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
						
            
              La Real Orden de 27 de septiembre de 1926 («Gaceta» núm. 271, de 28 de septiembre), que dicta normas para el cumplimiento de este artículo, dispuso:
            

            
						
            
              «1.º Que por los Tribunales de lo criminal sea cumplido con todo rigor el precepto del artículo 162 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que les obliga a conservar metódicamente coleccionadas las minutas de los autos que resuelvan incidentes y sentencias que dictaren, redactadas por los Ponentes respectivos.
            

            
						
            
              2.º Que las Salas de lo Civil del Tribunal Supremo y de las Audiencias Territoriales cumplan el mismo precepto.
            

            
						
            
              3.º Que las minutas, metódicamente coleccionadas, sean entregadas al final de cada año por los Presidentes de las Salas al Tribunal respectivo, el cual será responsable del cumplimiento de lo mandado y, por tanto, podrá adoptar durante el año las medidas conducentes a tal fin, y
            

            
						
            
              4.º Que los Presidentes de los Tribunales comuniquen, en la primera quincena de enero de cada año, al Presidente del Consejo Judicial, para que éste pueda acordar lo precedente, tener en su poder las colecciones de minutas ordenadas o las omisiones que se hayan cometido en el cumplimiento de lo dispuesto.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [113] Ténganse en cuenta los artículos 262 y 263 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).            

            
					
        

          
					
    
            
						
            
              [114]
              Téngase en cuenta que el citado párrafo segundo del artículo 153 fue suprimido por Ley de 20 de abril de 1888.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [115]
              Véanse los artículos 270 a 272 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [116]
              Artículo redactado conforme a la Ley13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véanse los artículos 270 y siguientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§2). Véase también el artículo 102 del Reglamento 1/2005, de 15 de septiembre de los aspectos accesorios de las actuaciones judiciales («BOE» núm. 231, de 27 de septiembre), modificado por Acuerdo del Pleno del Consejo General del Poder Judicial de 26 de marzo de 2009 («BOE» núm. 119, de 16 de mayo).
            

            
						
            
              Téngase en cuenta el Real Decreto 84/2007, de 26 de enero («BOE» núm. 38, de 13 de febrero), sobre implantación en la Administración de Justicia del sistema informático de telecomunicaciones Lexnet para la presentación de escritos y documentos, el traslado de copias y la realización de actos de comunicación procesal por medios telemáticos.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [117]
              Véase el artículo 456 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [118]
              Por Ley de 14 de abril de 1955 («BOE» núm. 105, de 15 de abril), fue elevada la cuantía de la multa que originariamente estaba fijada entre 5 y 25 pesetas.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [119]
              Véase el artículo 835.1.º de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [120]
              Por Ley de 14 de abril de 1955 («BOE» núm. 105, de 15 de abril), fue elevada la cuantía de la multa que originariamente era 5 a 50 pesetas.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [121]
              Véase el artículo 661, párrafo tercero de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [122]
              Artículo redactado conforme a la Ley13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véanse los artículos 428, 430 y 460 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [123]
              Véase el artículo 184 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [124]
              Véanse los artículos 273 a 278 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [125]
              Artículo redactado conforme a la Ley13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [126]
              Por la Ley de 14 de abril de 1955 se elevó la cuantía de la multa, que originariamente era de 25 a 100 pesetas.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [127]
              Véanse los artículos 273 a 278 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2), y 64 a 85 del Acuerdo del Pleno del Consejo General del Poder Judicial de 15 de septiembre de 2005 («BOE» núm. 231, de 27 de septiembre), por el que se aprueba el Reglamento 1/2005, de los aspectos accesorios de las actuaciones judiciales.
            

            
						
            
              Véanse, también, el Convenio Europeo de 20 de abril de 1959, de asistencia judicial en materia penal, ratificado por Instrumento de 14 de julio de 1982 («BOE» núm. 223, de 17 de septiembre), y Protocolo adicional al mismo de 17 de marzo de 1978, ratificado por Instrumento de 27 de mayo de 1991 («BOE» núm. 184, de 2 de agosto). Téngase en cuenta el Convenio de asistencia judicial en materia penal entre los Estados miembros de la Unión Europea («BOE» núm. 247, de 15 de octubre de 2003), hecho en Bruselas el 29 de mayo de 2000 cuya entrada en vigor se publicó en «BOE» núm. 258, de 28 de octubre de 2005), que completa las disposiciones contenidas en el Convenio Europeo de 1959 y facilita su aplicación entre los Estados miembros de la Unión Europea; téngase, asimismo, en cuenta su Protocolo, celebrado por el Consejo, de conformidad con el artículo 34 del Tratado de la Unión Europea, cuya aplicación provisional fue publicada en el «Boletín Oficial del Estado» núm. 89, de 14 de abril de 2005, y cuya entrada en vigor se publicó en «BOE» núm. 258, de 28 de octubre de 2005. Finalmente, ténganse en cuenta las Leyes 3/2003, de 14 de marzo, sobre la Orden Europea de Detención y Entrega 16/2006, de 26 de mayo, por la que se regula el Estatuto de miembro Nacional Eurojust y las relaciones con este órgano de la Unión Europea, y 1/2008, de 4 de diciembre («BOE» núm. 293, de 5 de diciembre), para la ejecución de la Unión Europea de Resoluciones que impongan sanciones pecuniarias, que se incluyen en esta obra como parágrafos 24 y 27.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [128]
              Téngase presente el artículo 274.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [129]
              Inciso derogado por Ley Orgánica 16/1994, de 8 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [130]
              Véase el artículo 276 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Véanse también la Ley Orgánica 18/2003, de 10 de diciembre, de Cooperación con la Corte Penal Internacional (§ 25), y las Leyes 3/2003, de 14 de marzo, sobre la Orden Europea de Detención y entrega (§ 24) 16/2006, de 26 de mayo, por la que se regula el estatuto de miembro nacional de EUROJUST y las relaciones de este órgano con la Unión Europea (§ 26) y 1/2008, de 4 de diciembre («BOE» núm. 293, de 5 de diciembre), para la ejecución de la Unión Europea de Resoluciones que impongan sanciones pecuniarias (§ 27).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [131]
              Artículos 277 y 278 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [132]
              Artículo 274 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [133]
              Véanse los artículos 182 a 185 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [134]
              Artículo redactado de conformidad con la Ley13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [135]
              Párrafo derogado por la Ley Orgánica 16/1994, de 8 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [136]
              Inciso derogado por la Ley Orgánica 16/1994, de 8 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [137]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.
            

            
						
            
              Véanse los artículos 182 y 184 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [138]
              Artículos 149 de esta Ley y 259 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [139]
              Artículo redactado conforme a la Ley13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [140]
              Artículo redactado de conformidad con la Ley13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [141]
              Véase el artículo 455 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [142]
              Artículos 270 a 272 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [143]
              Véase el artículo 197 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [144]
              Artículo redactado conforme a la Ley13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [145]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
						
            
              Véase el artículo 974.1 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [146]
              Véanse los artículos 455 a 457 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [147]
              Por Ley de 14 de abril de 1955 fue elevada la cuantía de la multa a que se alude en el párrafo segundo, que originariamente estaba fijada de 5 a 50 pesetas.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [148]
              Rúbrica redactada de conformidad con la Ley13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [149]
              Rúbrica redactada conforme a la Ley13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [150]
              Véase el artículo 217 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [151]
              Artículo redactado conforme a la Ley13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véase el artículo 227 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [152]
              Redactado conforme al Real Decreto-ley de 14 de diciembre de 1925 («BOE» núm. 349, de 15 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [153]
              Véase el párrafo tercero del artículo 622 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [154]
              Artículo redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [155]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [156]
              Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [157]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [158]
              Artículo redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [159]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véase el artículo 211 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [160]
              Este capítulo, así como los artículos 238.bis. y 238.ter que lo integran, ha sido adicionado por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véase el artículo 456 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [161]
              Adviértase que las tasas judiciales fueron suprimidas por la Ley 25/1986, de 24 de diciembre («BOE» núm. 150, de 24 de diciembre), modificada por la Ley 66/1997, de 30 de diciembre («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre), que derogó su disposición adicional segunda.
            

            
						
            
              Véanse los artículos 123, 124 y 126 del Código Penal; 241 a 246 y 394 a 398 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, y 139 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
            

            
						
            
              Véanse, asimismo, el artículo 44 del Estatuto General de la Abogacía Española, aprobado por Real Decreto 658/2001, de 22 de junio («BOE» núm. 164, de 10 de julio), y 34 del Estatuto General de los Procuradores de los Tribunales, aprobado por Real Decreto 1281/2002, de 5 de diciembre («BOE» núm. 305, de 21 de diciembre), el Arancel de los Derechos de los Procuradores, regulado por Real Decreto 1373/2003, de 7 de noviembre («BOE» núm. 278, de 20 de noviembre), y modificado por Real Decreto 1/2006, de 13 de enero («BOE» núm. 24, de 28 de enero).
            

            
						
            
              En relación con la asistencia jurídica gratuita véanse las disposiciones que figuran como paragráfos 18 y 19.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [162]
              Véase el artículo 722 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [163]
              Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véanse los artículos 121, 241 y 722 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [164]
              Sobre tasación de costas, véanse los artículos 241 a 246 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en la redacción dada por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [165]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [166]
              Artículos 634 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [167]
              Véanse los artículos 126 y 378 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [168]
              En la actualidad, Registro Central de Penados, dependiente de la Dirección General de Modernización de la Administración de Justicia, según establece el artículo 6.2
              j)
              del Real Decreto 1125/2008, de 4 de julio, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Justicia.
            

            
						
            
              Véase el Real Decreto 95/2009, de 6 de febrero («BOE» núm. 33, de 7 de febrero), por el que se regula el Sistema de registros administrativos de apoyo a la Administración de Justicia (§7).
            

            
						
            
              Véase, además, el Real Decreto 1176/1992, de 2 de octubre («BOE» núm. 238, de 3 de octubre), por el que se regula el registro de condenas por tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, dictadas por los Tribunales de los países hispano-luso-americanos. Por último véase, también, el Real Decreto 435/1992, de 30 de abril («BOE» núm. 111, de 8 de mayo), sobre comunicación al Registro Central de Penados
              y Rebeldes
              y a la Oficina del Censo Electoral de las condenas que lleven aparejada privación del derecho de sufragio.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [169]
              El artículo 6 del Reglamento Orgánico del Cuerpo de Secretarios judiciales aprobado por Real Decreto 1608/2005, de 30 de diciembre («BOE» núm. 17, de 20 de enero de 2006; corrección de errores en «BOE» núm. 41, de 17 de febrero de 2006), dispone que corresponderá a los Secretarios la llevanza de los libros de registro, atribuyendo al Ministerio de Justicia la determinación de los que han de existir en los Juzgados y Tribunales y el establecimiento de las normas reguladoras de su llevanza, mediante los reglamentos oportunos.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [170]
              Corresponde al secretario la llevanza de dicho libro.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [171]
              Véase el artículo 461 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2). Adviértase que, por Acuerdo del Pleno del Consejo General del Poder Judicial de 9 de julio de 2003 («BOE» núm. 173, de 21 de julio), se aprobó el Reglamento 1/2003, de Estadística Judicial.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [172]
              Véanse los artículos 414 a 427, 468, 469, 546 y 552 a 557 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2) y el Real Decreto 796/2005, de 1 de julio («BOE» núm. 175 de 23 de julio), por el que se aprueba el Reglamento general de régimen disciplinario del personal al servicio de la Administración de Justicia.
            

            
						
            
              Véanse, también, los artículos 149 a 189 del Reglamento Orgánico del Cuerpo de Secretarios judiciales aprobado por Real Decreto 1608/2005, de 30 de diciembre, relativos al régimen disciplinario de los secretarios judiciales; 60 a 70 del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal regulado por Ley 50/1981, de 30 de diciembre («BOE» núm. 11, de 13 de enero de 1982), teniendo en cuenta sus numerosas modificaciones; 80 a 93 del Estatuto General de la Abogacía, aprobado por Real Decreto 658/2001, de 22 de junio («BOE» núm. 164, de 10 de julio) y 59 a 63 del Estatuto General de los Procuradores de los Tribunales, aprobado por Real Decreto 1281/2002, de 5 de diciembre («BOE» núm. 305, de 21 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [173]
              Artículo redactado conforme a la Ley de 14 de abril de 1955 («BOE» núm. 105, de 15 de abril).
            

            
						
            
              Véase el artículo 262, segundo párrafo, de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [174]
              De acuerdo con la redacción vigente del artículo 108 del Código Civil, dada por Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, en la actualidad no cabe hablar de hijos naturales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [175]
              Véanse los artículos 281 y 416 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [176]
              La Ley 23/1992, de 30 de julio («BOE» núm. 186, de 4 de agosto), de Seguridad Privada, en el artículo 19, sobre detectives privados, dispone:
            

            
						
            
              «3. Tampoco podrán realizar investigaciones sobre delitos perseguibles de oficio, debiendo denunciar inmediatamente ante la autoridad competente cualquier hecho de esta naturaleza que llegara a su conocimiento y poniendo a su disposición toda la información y los instrumentos que pudieran haber obtenido.»
            

            
						
            
              Sobre delito flagrante, véase el artículo 795.1.1.ª de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [177]
              Párrafo redactado conforme a la Ley de 14 de abril de 1955 («BOE» núm. 105, de 15 de abril).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [178]
              Véanse los artículos 199 y 466 del Código Penal.
            

            
						
            
              Véanse, también, los artículos 542 y 543 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (parágrafo 2); 32 del Estatuto General de la Abogacía, aprobado por Real Decreto 658/2001, de 22 de junio («BOE» núm. 164, de 10 de julio), y 39.
              e)
              del Estatuto General de los Procuradores, aprobado por Real Decreto 1281/2002, de 5 de diciembre («BOE» núm. 305, de 21 de diciembre), y modificado por Real Decreto 351/2006, de 24 de marzo («BOE» núm. 87, de 12 de abril).
            

            
						
            
              Véanse, por último, el artículo II del Acuerdo con la Santa Sede de 28 de julio de 1976, transcrito en nota al artículo 384, y el artículo 3 de las Leyes 24, 25 y 26/1992, de 10 de noviembre («BOE» núm. 272, de 12 de noviembre), por las que se aprueban los Acuerdos de Cooperación del Estado con la Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de España, con la Federación de Comunidades Israelitas de España y con la Comisión Islámica de España, respectivamente, que establecen que los ministros del culto respectivo no están obligados a declarar sobre hechos que les hayan sido revelados en el ejercicio de funciones de culto o de asistencia religiosa.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [179] Párrafo segundo redactado de conformidad con la Ley Orgánica 5/2010 de 22 de junio (
              «BOE» núm. 152, de 23 de junio), por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal
              .
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [180]
              Este artículo, añadido por la Ley Orgánica 8/1992, de 23 de diciembre, figura redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 5/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [181]
              Véase el artículo 456 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [182]
              Actualmente, documento nacional de identidad. Téngase en cuenta los artículos 9 y 10 de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad ciudadana, así como el Real Decreto 1553/2005, de 23 de diciembre («BOE» núm. 307, de 24 de diciembre), por el que se regula la expedición del documento nacional de identidad y sus certificados de firma electrónica, modificado por el Real Decreto 1586/2009, de 16 de octubre («BOE» núm. 265, de 3 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [183]
              Véanse los artículos 125 de la Constitución española, 19 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2) y 215 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [184]
              Véanse los artículos 124.1 de la Constitución y 3.4 del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, regulado por Ley 50/1981, de 30 de diciembre, y modificado por Ley 14/2003, de 26 de mayo («BOE» núm. 126, de 27 de mayo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [185]
              En las causas contra diputados y senadores será competente la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo (art. 71.3 de la Constitución); la responsabilidad criminal del Presidente y demás miembros del Gobierno será exigible ante la misma Sala (art. 102.1 del texto fundamental).
            

            
						
            
              Véanse los artículos 57 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2); 26 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, y 6.3 y 8.4 de la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, del Defensor del Pueblo.
            

            
						
            
              Ténganse, también, en cuenta los siguientes artículos de los distintos Estatutos de Autonomía: 26.6 y 32.2 (País Vasco); 57.2 y 70 (Cataluña); 11.3 y 18 (Galicia); 100.3 y 118.5 (Andalucía); 26.2 y 35.bis (Principado de Asturias); 11.1 y 20 (Cantabria); 17.7 y 24.4 (La Rioja); 25.2 y 33.7 (Región de Murcia); 23.3 y 31 (Comunitat Valenciana); 38.2 y 55 (Aragón); 24.1 y 40.2 (Extremadura); 44 y 57.5 (Illes Balears); 11.6 y 25 (Comunidad de Madrid); y 22 y 29 (Castilla y León).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [186]
              Sobre delitos conexos, véase el artículo 17 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [187]
              Véase el artículo 795.1.1.ª de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [188]
              Véase el artículo 13 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [189]
              Artículo 969 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [190]
              Véanse los artículos 804 y siguientes de esta Ley y 215 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [191]
              Véanse los artículos 215 del Código Penal y 805 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [192]
              Véase el artículo 20.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
						
            
              Sobre fianzas, véanse los artículos 589 y siguientes de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [193]
              El artículo 126 de la Constitución española establece:
            

            
						
            
              «La Policía judicial depende de los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus funciones de averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente, en los términos que la Ley establezca.»
            

            
						
            
              Véanse los artículos 547 a 550 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2); la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo (§ 10), y el Real Decreto 769/1987, de 19 de junio, sobre regulación de la Policía judicial (§ 11).
            

            
						
            
              Véanse, también, los artículos 769 y siguientes y 796 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [194]
              Párrafo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre).
            

            
						
            
              Respecto a los delitos relativos a la propiedad intelectual e industrial, véanse los artículos 270 a 277 y 287 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [195]
              Figura como parágrafo 14.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [196]
              Apartado redactado conforme a la Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio («BOE» núm. 152, de 23 de junio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [197]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 5/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [198]
              Artículo redactado conforme a la Ley 3/1967, de 8 de abril («BOE» núm. 86, de 11 de abril).
            

            
						
            
              Véase el artículo 1 del Real Decreto 769/1987, de 19 de junio, sobre regulación de la Policía judicial (§ 11).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [199]
              Véase el artículo 3 del Real Decreto 769/1987, de 19 de junio, sobre regulación de la Policía judicial (§ 11).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [200]
              Véase el artículo 291 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [201]
              Párrafo añadido por la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre), por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [202]
              Los párrafos 2.º y 3.º se incluyen conforme a la redacción dada por la Ley de 14 de abril de 1955 («BOE» núm. 105, de 15 de abril).
            

            
						
            
              Véanse los artículos 496 de esta Ley, y 12 del Real Decreto 769/1987,
               
              de 19 de junio (§ 11).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [203]
              Véase el artículo 717 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [204]
              Véanse los artículos 35.
              d)
              de la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y 17 del Real Decreto 769/1987, de 19 de junio (§§ 10 y 11, respectivamente).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [205]
              Véase el artículo 17 de esta Ley, que establece lo que se consideran delitos conexos.
            

            
						
            
              Véase, asimismo, el artículo 5 de la Ley Orgánica del Tribunal del Jurado (§ 15).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [206]
              Por Ley de 14 de abril de 1955 fue elevada la cuantía de la multa a que alude este párrafo segundo y que originariamente estaba comprendida entre 50 y 500 pesetas.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [207]
              La Real Orden de 25 de mayo de 1927 («Gaceta» núm. 146, de 26 de mayo), declaró, interpretando lo dispuesto en este artículo, lo siguiente:
            

            
						
            
              «1.º Que la declaración que el artículo 301 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal hace que las diligencias del sumario serán secretas hasta que se abra el juicio oral, se entienda en el sentido de que, una vez llegado el sumario a ese estado de publicidad, puedan los que tienen el sumario a su cargo expedir testimonio de cualquiera de las diligencias que lo integran.
            

            
						
            
              2.º Que esa posibilidad de expedir testimonios de los particulares de un sumario se entienda que alcanza también a los sumarios declarados conclusos por virtud de auto de sobreseimiento libre o provisional.
            

            
						
            
              3.º Que tales testimonios han de ser interesados por la Autoridad judicial o de otro orden que entienda en el procedimiento o expediente donde deban surtir efecto, y su expedición se acordará precisamente por el Juzgado o Tribunal donde radique el sumario, debiendo los particulares a quienes interesen los testimonios sumariales pedir su aportación a la autoridad competente en cada caso, para que ésta, a su vez, si estima tal aportación pertinente, la interese del juez o Tribunal que guarde el sumario.»
            

            
						
            
              Véanse los artículos 417.2, 771.1.ª y 774 de la presente Ley y 417 del Código Penal.
            

            
						
            
              El Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, regulado por Ley 50/1981, de 30 de diciembre («BOE» núm. 11, de 13 de enero de 1982), en la redacción dada por la Ley 14/2003, de 26 de mayo («BOE» núm. 126, de 27 de mayo), dispone:
            

            
						
            
              «
              Art. 4.
              El Ministerio Fiscal para el ejercicio de las funciones encomendadas en el artículo anterior podrá:
            

            
						
            [.......]

            
						
            
              5.º Informar a la opinión pública de los acontecimientos que se produzcan, siempre en el ámbito de su competencia y con respeto al secreto del sumario y, en general, a los deberes de reserva y sigilo inherentes al cargo y a los derechos de los afectados.
            

            
						
            
              Las autoridades, funcionarios u organismos requeridos por el Ministerio Fiscal en el ejercicio de las facultades que se enumeran en los párrafos precedentes deberán atender inexcusablemente el requerimiento dentro de los límites legales.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [208]
              Artículo redactado conforme a la Ley 53/1978, de 4 de diciembre («BOE» núm. 293, de 8 de diciembre).
            

            
						
            
              Véanse los artículos 771.1.ª y 774 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [209]
              Véase el artículo 87 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [210]
              Véase la nota al párrafo segundo del artículo 272 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [211]
              Véanse los artículos 14 a 18, 272 y 309 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [212]
              Los dos últimos párrafos de este artículo fueron añadidos por la Ley
               
              de 6 de febrero de 1935 («Gaceta» de 16 de febrero).
            

            
						
            
              Véanse los artículos 53 y siguientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [213]
              Véanse las Órdenes de 23 de marzo de 1932 («Gaceta» núm. 84, de 24 de marzo), sobre inspección personal de los sumarios por el fiscal, y de 30 de marzo de 1957 («BOE» núm. 97, de 8 de abril), por la que se dictan normas para tramitación de procesos.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [214]
              Párrafo adicionado por la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo, del Tribunal del Jurado (§ 15).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [215]
              Párrafo añadido por la Ley Orgánica 13/2003, de 24 de octubre («BOE» núm. 257, de 27 de octubre), de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en materia de prisión provisional.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [216]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [217]
              Véanse los artículos 57 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 750 y siguientes de la presente Ley.
            

            
						
            
              Véase, asimismo, la nota al párrafo segundo del artículo 272 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [218]
              Sobre delitos flagrantes, véanse los artículos 503 y 795.1 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [219]
              Véase el artículo 1 de la Ley Orgánica del Tribunal del Jurado (§ 15).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [220]
              Artículo adicionado por la Ley Orgánica del Tribunal del Jurado (§ 15).
            

            
						
            
              Véase el artículo 761, párrafo segundo, de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [221]
              Véase el artículo 100.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [222]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 53/1978, de 4 de diciembre («BOE» núm. 293, de 8 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [223]
              El apartado 13 de la Orden de 21 de marzo de 1932 («Gaceta» núm. 84, de 24 de marzo), dispuso:
            

            
						
            
              «13. En la instrucción de los sumarios rechazarán los Jueces instructores la práctica de las diligencias pedidas por las partes, que no conduzcan de modo directo al esclarecimiento de los hechos. Los Tribunales examinarán minuciosamente las peticiones de revocación de los autos de conclusión de los sumarios para la práctica de nuevas diligencias, rechazando las que no consideren esenciales, y, asimismo, las que sean susceptibles de practicarse en el acto del juicio.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [224] Artículos 222 y siguientes de esta Ley.            

            
					
        

          
					
    
            
						
            
              [225]
              La Orden de 21 de marzo de 1932 («Gaceta» núm. 84, de 24 de marzo) precisa:
            

            
						
            
              «1.º Los Jueces de Instrucción deberán observar en la tramitación de los sumarios lo preceptuado en el párrafo 2.º del artículo 315 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, evitando que se unan a los autos aquellas diligencias que, aun ordenadas de oficio, no sean útiles al esclarecimiento de los hechos. En este caso harán constar en el sumario la razón por la que no se unen las diligencias practicadas sin resultado aprovechable.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [226] Artículo derogado por la Ley 53/1978, de 4 de diciembre («BOE»
               
              núm. 293, de 8 de diciembre).            

            
					
        

          
					
    
            
						
            
              [227]
              Véanse los artículos 268 y 275 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [228]
              A este respecto, la Orden de 23 de marzo de 1932 («Gaceta» núm. 84, de 24 de marzo), sobre inspección por los fiscales, estableció:
            

            
						
            
              «1.º Los funcionarios que integran el Ministerio Fiscal observarán con todo celo lo preceptuado en los artículos 306 y 319 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, procurando realizar personalmente el mayor número de inspecciones posibles, no sólo en los casos indicados en el artículo 318, sino en todos aquellos en que observen retraso injustificado en la instrucción de los sumarios.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [229] Véase el artículo 735 de esta Ley.            

            
					
        

          
					
    
            
						
            
              [230]
              De acuerdo con la Ley de 24 de noviembre de 1910 puede sustituirse el juramento por promesa.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [231]
              Artículos 183 a 196.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [232]
              Véase el artículo 275 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [233]
              Párrafo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [234]
              Redactado conforme a la Ley Orgánica 13/2003, de 24 de octubre («BOE» núm. 257, de 27 de octubre), de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en materia de prisión provisional.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [235]
              Véase el artículo 28.
              a)
              del Real Decreto 769/1987, de 1 de junio (§ 11).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [236]
              Párrafo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [237]
              La Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre), adicionó el último párrafo.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [238]
              Véanse los artículos 364 de esta Ley y 238 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [239]
              Artículo 438 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [240]
              El párrafo primero de este artículo figura redactado de acuerdo con la Ley 53/1978, de 4 de diciembre ( «BOE» núm. 293, de 8 de diciembre; la Ley 13/2009, de 3 de noviembre ( «BOE» núm. 266, de 4 de noviembre), dio nueva redacción a su párrafo segundo. Véase el artículo 336 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [241]
              El párrafo primero de este artículo figura redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre ( «BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véase el artículo 688 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [242]
              Véanse los artículos 127, 128, 374 y 431 del Código Penal y Real Decreto 2783/1976, de 15 de octubre (§ 6).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [243]
              Párrafo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [244]
              Véase el artículo 438 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [245]
              Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véanse los artículos 367 bis a 367 sexies de esta Ley. Véanse, también, los artículos 166, 167 y 169 del Reglamento de Armas, aprobado por Real Decreto 137/1993, de 29 de enero («BOE» núm. 55, de 5 de marzo; corrección de errores en «BOE» núm. 95, de 21 de abril), así como el artículo 2.4.ª B), del Real Decreto 2783/1976, de 15 de octubre (§ 6).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [246]
              Artículos 456 a 485.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [247]
              Véase el Reglamento de Policía Sanitaria Mortuoria, aprobado por Decreto 2263/1974, de 20 de julio («BOE» núm. 107, de 17 de agosto).
            

            
						
            
              El artículo 83 de la Ley del Registro Civil, de 8 de junio de 1957, dispone:
            

            
						
            
              «En tanto no se practique la inscripción no se expedirá la licencia para el entierro, que tendrá lugar transcurridas, al menos, veinticuatro horas desde el momento de la muerte.
            

            
						
            
              Si hubiere indicios de muerte violenta, se suspenderá la licencia hasta que, según el criterio de la autoridad judicial correspondiente, lo permita el estado de las diligencias.»
            

            
						
            
              A su vez, el artículo 274 del Reglamento de la citada Ley, aprobado por Decreto de 14 de noviembre de 1958 («BOE» núm. 296, de 11 de diciembre), establece:
            

            
						
            
              «El facultativo que haya asistido al difunto en su última enfermedad o cualquier otro que reconozca el cadáver enviará inmediatamente al Registro parte de defunción en el que, además del nombre, apellidos, carácter y número de colegiación del que lo suscribe, constará que existen señales inequívocas de muerte, su causa y, con la precisión que la inscripción requiere, fecha, hora y lugar del fallecimiento y menciones de identidad del difunto, indicando si es conocido de ciencia propia o acreditada y, en este supuesto, documentos oficiales examinados o menciones de identidad de persona que afirme los datos, la cual también firmará el parte.
            

            
						
            
              Si hubiere indicios de muerte violenta, se comunicará urgente y especialmente al Encargado.»
            

            
						
            
              Véase el artículo 5 de la Ley 30/1979, de 27 de octubre («BOE» núm. 266, de 6 de noviembre), sobre Extracción y Trasplante de Órganos.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [248]
              Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [249]
              En relación con el procedimiento abreviado, véase el artículo 778.4 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [250]
              Véase el artículo 1 del Reglamento Orgánico del Cuerpo de Médicos Forenses, aprobado por Real Decreto 296/1996, de 23 de febrero («BOE» núm. 53, de 1 de marzo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [251]
              Véanse los artículos 479 y 480 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2) y el Reglamento Orgánico de Médicos Forenses, aprobado por Real Decreto 296/1996, de 23 de febrero («BOE» núm. 53, de 1 de marzo), modificado por Real Decreto 1619/1997, de 24 de octubre («BOE» núm. 260, de 30 de octubre), y derogado en cuanto se le oponga, por Real Decreto 1451/2005, de 7 de diciembre («BOE» núm. 309, de 27 de diciembre), en materia de ingreso, provisión de puestos de trabajo y promoción profesional.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [252]
              La Ley de 14 de abril de 1955 modificó el párrafo 2.º de este artículo, elevando la cuantía de la multa que originariamente era de 25 a 200 pesetas, y suprimiendo un último inciso, que establecía «... y si insistieren en su negativa, serán procesados como reos de desobediencia grave».
            

            
						
            
              Véase el artículo 357 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [253]
              Véanse los artículos 343 y 472 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [254]
              Artículos 147 a 156 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [255]
              Artículo 465 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [256]
              Véase el artículo 485 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [257]
              Párrafo segundo añadido por la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre), por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.
            

            
						
            
              Téngase en cuenta la Ley Orgánica 10/2007, de 8 de octubre («BOE» núm. 242, de 9 de octubre), reguladora de la base de datos policial sobre identificadores obtenidos a partir del ADN, especialmente su artículo 3.1.a), y su disposición adicional tercera, que establecen lo siguiente:
            

            
						
            
              «Artículo 3.
               
              Tipos de identificadores obtenidos a partir del ADN incluidos en la base de datos policial.
            

            
						
            
              1. Se inscribirán en la base de datos policial de identificadores obtenidos a partir del ADN los siguientes datos:
            

            
						
            
              a)
              Los datos identificativos extraídos a partir del ADN de muestras o fluidos que, en el marco de una investigación criminal, hubieran sido hallados u obtenidos a partir del análisis de las muestras biológicas del sospechoso, detenido o imputado, cuando se trate de delitos graves y, en todo caso, los que afecten a la vida, la libertad, la indemnidad o la libertad sexual, la integridad de las personas, el patrimonio siempre que fuesen realizados con fuerza en las cosas, o violencia o intimidación en las personas, así como en los casos de la delincuencia organizada, debiendo entenderse incluida, en todo caso, en el término delincuencia organizada la recogida en el artículo 282 bis, apartado 4 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en relación con los delitos enumerados.»
            

            
						
            
              [.......]
               
            

            
						
            
              «Disposición adicional tercera.
               
              Obtención de muestras biológicas.
            

            
						
            
              Para la investigación de los delitos enumerados en la letra
              a)
              del apartado 1 del artículo 3, la policía judicial procederá a la toma de muestras y fluidos del sospechoso, detenido o imputado, así como del lugar del delito. La toma de muestras que requieran inspecciones, reconocimientos o intervenciones corporales, sin consentimiento del afectado, requerirá en todo caso autorización judicial mediante auto motivado, de acuerdo con lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento Criminal.»
            

            
						
            
              Téngase, además, en cuenta, la Orden JUS/1291/2010, de 13 de mayo («BOE» núm. 122, de 19 de mayo), por la que se aprueban las normas para la preparación y remisión de muestras, por el Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [258]
              La Orden de 21 de marzo de 1932 dispuso:
            

            
						
            
              «4.º La declaración de los testigos de preexistencia a que se refiere el artículo 364 sólo se ordenará en los casos taxativamente previstos por la Ley, o sea, cuando no hubiere testigos presenciales del hecho. También deberá prescindirse de esta diligencia cuando el inculpado hubiere confesado espontáneamente su participación en el delito y a juicio del juez no hubiere motivo para suponer que los efectos sustraídos o apropiados no sean de la pertenencia de la persona que los reclame.»
            

            
						
            
              Véase el artículo 762.9.ª de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [259]
              Artículos 456 y siguientes.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [260]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [261]
              Redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [262]
              Capítulo adicionado por la Ley 18/2006, de 15 de junio («BOE» núm. 134, de 6 de junio), para la eficacia en la Unión Europea de las resoluciones de embargo y de aseguramiento de pruebas en procedimientos penales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [263]
              Este artículo, adicionado por la Ley 18/2006, de 15 de junio ( «BOE» núm. 134, de 6 de junio), figura redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre ( «BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véanse los artículos 127, 128 y 374 del Código Penal.
            

            
						
            
              Sobre destrucción de la droga y conservación de muestras véase la Instrucción 9/1991, de 26 de diciembre de la Fiscalía General del Estado («Boletín de Información del Ministerio de Justicia» núm. 1267, de 25 de febrero. Suplemento), acerca de algunas cuestiones procesales en los delitos de tráfico ilegal de drogas y estupefacientes.
            

            
						
            
              Véase, también, el Real Decreto 2783/1976, de 15 de octubre (§ 6), sobre conservación y depósito de Piezas de Convicción, así como el artículo 4 del Real Decreto 769/1987, de 1 de junio, sobre Regulación de la Policía Judicial (§ 11).
            

            
						
            
              Ténganse, también, en cuenta los artículos 5 y siguientes de la Ley Orgánica 12/1995, de 12 de diciembre («BOE» núm. 297, de 13 de diciembre), de Represión del Contrabando.
            

            
						
            
              Finalmente, véase la Ley 17/2003, de 29 de mayo («BOE» núm. 129, de 30 de mayo), por la que se regula el Fondo de bienes decomisados por tráfico ilícito de drogas y otros delitos relacionados. Adviértase que el Reglamento del citado Fondo fue aprobado por Real Decreto 864/1997, de 6 de junio («BOE» núm. 138, de 10 de junio; corrección de errores en «BOE» núm. 183, de 1 de agosto).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [264] Artículo adicionado por la Ley Orgánica 5/2010 de 22 de junio («BOE» núm.152, de 23 de junio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [265]
              Véase el artículo 18 del Reglamento Penitenciario, aprobado por Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero («BOE» núm. 40, de 15 de febrero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [266]
              Debe querer decir «párrafo anterior».
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [267]
              Este artículo figura redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre) que modificó su párrafo primero.
            

            
						
            
              Téngase en cuenta que en caso de que el detenido pudiera tratarse de un menor, se procederá conforme a lo dispuesto en el artículo 2.10 del Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio («BOE» núm. 209, de 30 de agosto), por el que se aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [268]
              Véase el artículo 19 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [269]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 7/1988, de 28 de diciembre. Véase el artículo 762.10.ª de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [270]
              Téngase en cuenta el artículo 19 del Código Penal y la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores, que se incluye en esta obra como parágrafo 22.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [271]
              Artículos 456 y siguientes.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [272]
              Véanse los artículos 20.1.º, 21.1.º, 60 y 101 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [273]
              Téngase presente el artículo 309 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [274]
              Los tres últimos párrafos de este artículo fueron adicionados por el Real Decreto-ley de 14 de diciembre de 1925 («Gaceta» núm. 349, de 15 de diciembre).
            

            
						
            
              Por Real Orden Circular de 5 de septiembre de 1906 («Gaceta» núm. 251, de 8 de septiembre) se dispuso la motivación de los autos en que se acuerde o deniegue el procesamiento en los siguientes términos:
            

            
						
            
              «1.º Que, como terminantemente previene el artículo 141 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, los autos declarando el procesamiento, dejándole sin efecto o no accediendo a tal declaración, que los Jueces hubieren de acordar en las causas criminales, expresen por medio de resultandos y considerandos los razonamientos de hecho y fundamentos de derecho inductivos en cada caso de la criminalidad presunta del inculpado en el delito motivo del proceso, y que justifiquen la procedencia de declaración tan trascendente para la honra del ciudadano, quien tiene indiscutible derecho a encontrar en los Tribunales de Justicia refugio y seguro amparo contra las malevolencias de la pasión unas veces, y otras, acaso, contra las exaltaciones circunstanciales de las arterias e insidias de las luchas políticas.
            

            
						
            
              2.º Que no pudiendo quedar a merced de una resolución judicial, injusta por lo inmotivada, el respeto a la integridad de los derechos constitucionales que el procesamiento interdice y suspende, cuida V. I. de prevenir a los Jueces del territorio de su jurisdicción que a declaración de tanta gravedad, así como a las resoluciones que la modifiquen o denieguen, preceda siempre un razonamiento detenido, expuesto en la forma rutinaria que la Ley procesal ordena; razonamiento que, dentro de la natural discreción impuesta a los funcionarios judiciales para no quebrantar el sigilo sumarial, permita no sólo abonar la justicia del acuerdo, sino la posibilidad de parte del agraciado
              (sic)
              de ejercitar debidamente los recursos de reforma y apelación contra una resolución que estima lesiva a su derecho.
            

            
						
            
              3.º Que procediendo contra tales autos el recurso de apelación en un solo efecto, y siendo indiscutible que para la viabilidad del recurso, aparte de la motivación de resolución apelada, se requiere el testimonio escrito de aquellos particulares del sumario en los cuales el juez creyó encontrar los hechos inductivos de criminalidad presunta, ordene V. I. que, dentro de los límites discrecionales prevenidos por el artículo 225 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, sean tales testimonios lo suficientemente explícitos y bastantes a la discusión que en el Tribunal Superior habrá de preceder a la confirmación o revocación del auto apelado; y
            

            
						
            
              4.º Que dado el innegable celo de V. I., y a fin de que la Administración de Justicia aparezca en el ejercicio del Ministerio Penal rodeada de aquellos saludables prestigios que le son debidos, espera confiadamente el Ministro que suscribe habrá de coadyuvar el cumplimiento de la presente soberana disposición haciendo que los Tribunales de ese territorio, tanto cuando de modo general conozcan en el trámite procesal correspondiente de los procesos, como cuando en virtud de los recursos de apelación o queja vengan requeridos a resolver, usen de las facultades disciplinarias, si lo que no es de creer, fuesen necesarias, y que les están otorgadas por el artículo 258 de la vigente Ley de Enjuiciamiento Criminal.»
            

            
						
            
              Sobre procesamiento de miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad véase el artículo 8 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo (§ 10).
            

            
						
            
              Respecto del procesamiento de Notarios, el artículo 82 del Reglamento Notarial, aprobado por Decreto de 2 de junio de 1944 («BOE» núm. 8, de 8 de enero de 1945), dispone:
            

            
						
            
              «Art. 82.
              Los Jueces de instrucción al dictar auto de procesamiento contra un Notario, cuando el procesamiento lleva consigo la suspensión de cargo, por haberse dictado auto de prisión consentido o firme, deberán ponerlo en conocimiento de la Dirección General de los Registros y del Notariado y del Decano del Colegio Notarial del territorio donde sirva el Notario, a los efectos procedentes.»
            

            
						
            
              Respecto de senadores y diputados, véanse los artículos 10 a 14 del Reglamento del Congreso y 21 y 22 del Reglamento del Senado, que figuran transcritos en nota al epígrafe que precede al artículo 750 de esta Ley.
            

            
						
            
              En cuanto al procesamiento de clérigos y religiosos, el artículo II del Acuerdo entre España y la Santa Sede, de 28 de julio de 1976, ratificado por Instrumento de 19 de agosto del mismo año («BOE» núm. 230, de 24 de septiembre), dispone:
            

            
						
            
              «Artículo II:
            

            
						
            
              1) Queda derogado el artículo XVI del vigente Concordato.
            

            
						
            
              2) Si un clérigo o religioso es demandado criminalmente, la competente Autoridad lo notificará a su respectivo Ordinario. Si el demandado fuera Obispo o persona a él equiparada en el Derecho Canónico, la notificación se hará a la Santa Sede.
            

            
						
            
              3) En ningún caso, los clérigos y los religiosos podrán ser requeridos por los Jueces u otras Autoridades para dar información sobre personas o materiales de que hayan tenido conocimiento por razón de su ministerio.
            

            
						
            
              El Estado español reconoce y respeta la competencia privativa de los Tribunales de la Iglesia en los delitos que violen exclusivamente una Ley eclesiástica conforme al Derecho Canónico. Contra las sentencias de estos Tribunales no procederá recurso alguno ante las Autoridades civiles.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [275] Artículo adicionado por Ley Orgánica 4/1988, de 25 de mayo
               
              («BOE» núm. 126, de 26 de mayo).            

            
						

              Véanse los artículos 520 bis y 553 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
    
            
						
            
              [276]
              Véanse los artículos 16.2, 17.3 y 24 de la Constitución y 520.2.
              a)
              de
               
              esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [277]
              Téngase en cuenta la nota al artículo 385.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [278]
              Artículo derogado por Ley Orgánica 16/1994, de 8 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [279]
              Véanse los artículos 17.3 y 24 de la Constitución.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [280]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [281]
              Véase el artículo 762.8.ª de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [282]
              En la actualidad, después de la nueva redacción dada a los mencionados artículos por la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, sólo hacen referencia a la incomunicación los artículos 509 y 510.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [283]
              Véase el artículo 702 de esta Ley, así como la Ley Orgánica 19/1994, de 23 de diciembre (§ 14), de protección de testigos y peritos en causas criminales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [284]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 12/1991, de 10 de julio («BOE» núm. 165, de 11 de julio).
            

            
						
            
              Véanse los artículos 102 y 415 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [285]
              Véase el artículo 702 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [286]
              Artículos 702 y 703 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [287]
              Artículos 414 y 703, párrafo segundo, de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [288]
              Véanse los artículos 414 y 703, párrafo segundo, de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [289]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 12/1991, de 10 de julio.
            

            
						
            
              Véase el artículo 400 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [290]
              Redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 12/1991, de 10 de julio.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [291]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 12/1991, de 10 de julio.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [292]
              Este artículo figura redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 12/1991, de 10 de julio.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [293]
              Véase el artículo 418 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [294]
              Véanse los artículos 542.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2) y 466 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [295]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véanse los artículos 464 y 707.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [296]
              Véase el artículo 707 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [297]
              Véase el artículo II del Acuerdo con la Santa Sede, de 28 de julio de 1976, transcrito en nota al artículo 384 de esta Ley.
            

            
						
            
              Véanse, asimismo, los artículos 3.2 de los Acuerdos de Cooperación del Estado español con la Federación de Entidades Religiosas Evangélicas, con la Federación de Comunidades Israelitas y con la Comisión Islámica, aprobados por las Leyes 24, 25 y 26/1992, de 10 de noviembre, respectivamente.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [298]
              Téngase en cuenta el artículo 707 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [299]
              Párrafo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [300]
              Artículos 463 y 797.1.4.ª de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [301]
              Artículos 166 a 182.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [302]
              Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [303]
              Redactado de conformidad con la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre («BOE» núm. 290, de 5 de diciembre), por la que se modifica la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores. Véanse los artículos 458 a 462 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [304]
              La Ley de 24 de noviembre de 1910 («Gaceta» núm. 329, de 25 de noviembre) permite sustituir el juramento por la promesa por su honor. Véase el artículo 706 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [305]
              Inciso derogado por la Ley Orgánica 16/1994, de 8 de noviembre. Véase el artículo 704 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [306]
              Párrafo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [307]
              Véase el artículo 399 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [308]
              Véanse los artículos 173 y siguientes del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [309]
              Artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [310]
              Véanse los artículos 398, 443 y 762.8.ª de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [311]
              El Ministerio de Estado es, en la actualidad, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación.
            

            
						
            
              Véanse los artículos 443 y 762.8.ª de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [312]
              Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309 de 26 de diciembre), de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código Penal. Véanse los artículos 398, 443 y 711 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [313]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [314]
              Artículo redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [315] La Ley de 24 de noviembre de 1910 autoriza sustituir el juramento por la promesa por su honor.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [316]
              Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [317]
              Véase el artículo 403 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [318]
              Artículos 713 y 729.1.º de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [319]
              Véase el artículo 713 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [320]
              Párrafo añadido por Ley Orgánica 14/1999, de 9 de junio.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [321]
              Véanse los artículos 335, 336 y 723 a 725 de esta Ley.
            

            
						
            
              Véase, asimismo, la Ley Orgánica 19/1994, de 23 de diciembre (§ 14), de Protección de Testigos y Peritos en Causas Criminales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [322]
              Párrafo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [323]
              Véanse los artículos 241.3.º, 242 y 722 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [324]
              Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [325]
              Véanse los artículos 471 y 476 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [326]
              Véase el artículo 662 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [327]
              Véanse los artículos 662 y 723 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [328]
              Véase el artículo 723 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [329]
              Párrafo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véanse los artículos 473 y 723 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [330]
              La Ley de 24 de noviembre de 1910 permite sustituir el juramento por la promesa por su honor.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [331]
              Artículo redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [332]
              Véase el artículo 797.1.3.ª de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [333]
              Véanse los artículos 17 y 55 de la Constitución Española; 3 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, adoptada por la Asamblea General de la ONU en 10 de diciembre de 1948; 5 del Convenio de 4 de noviembre de 1950 para la protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, y 9 del Pacto internacional de derechos civiles y políticos de 19 de diciembre de 1966.
            

            
						
            
              Véanse, asimismo, sobre quiénes pueden detener, los artículos 490 a 492 de la presente Ley. Véanse, igualmente, los artículos 11.1.
              g)
              de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad; 20 de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre protección de la seguridad ciudadana, y 16 de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los Estados de Alarma, Excepción y Sitio.
            

            
						
            
              Sobre detenciones ilegales, véanse los artículos 163 y siguientes del Código Penal y la Ley Orgánica 6/1984, de 24 de mayo (§ 8), reguladora del Procedimiento de Hábeas Corpus.
            

            
						
            
              En relación con la orden de detención europea y los procedimientos de entrega entre los Estados miembros, véase la Ley 3/2003, de 14 de marzo, que da cumplimiento. a las obligaciones establecidas en dicha decisión para los Estados miembros (§ 24).
            

            
						
            
              Por lo que respecta a la inmunidad del Rey, véase el artículo 56.3 de la Constitución; en relación con los diputados y senadores y presidente y miembros del Gobierno, los artículos 71 y 102 del texto fundamental.
            

            
						
            
              Véanse, también, los artículos 6 y 8 de la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, del Defensor del Pueblo, y 398 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en relación con los jueces y magistrados.
            

            
						
            
              Asimismo, ténganse en cuenta los siguientes artículos de los distintos Estatutos de Autonomía respecto de los parlamentarios y miembros de los Gobiernos autonómicos: 26.6 y 32.2 (País Vasco); 57.2 y 70 (Cataluña); 11.3 y 18 (Galicia); 101.3 y 118.5 (Andalucía); 26.2 y 35.bis (Principado de Asturias); 11.1 y 20 (Cantabria); 17.7 y 24.4 (La Rioja); 25.2 y 33.7 (Región de Murcia); 23.3 y 31 (Comunitat Valenciana); 38.2 y 55 (Aragón); 10.3 y 17 (Castilla-La Mancha); 10.3 y 19.2 (Canarias); 14.2 y 27 (Navarra); 24.1 y 40.2 (Extremadura); 44 y 57.5 (Illes Balears); 11.6 y 25 (Comunidad de Madrid); y 22 y 29 (Castilla-León).
            

            
						
            
              De acuerdo con el artículo 90 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, ninguna autoridad puede detener a los Presidentes, Vocales e Interventores de las Mesas durante las horas de elección, salvo en caso de flagrante delito.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [334]
              Véanse los artículos 497, 498, 499 y 500 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [335]
              Sobre delitos flagrantes, véase el artículo 795.1.1.ª de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [336]
              Véase el artículo 163.4 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [337]
              Véanse los artículos 497, 498, 499 y 529 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [338]
              De acuerdo con la Circular 2/1996, de 22 de mayo, de la Fiscalía General del Estado, sobre incidencia del nuevo Código Penal en el enjuiciamiento de hechos anteriores, la pena correccional habrá de entenderse como pena que no exceda de seis años.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [339]
              Véase el artículo 529 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [340]
              Véase el artículo 530 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [341]
              Véanse los artículos 166 de esta Ley y 248.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2). Véase también la Real Orden de 13 de marzo de 1895 («Gaceta» núm. 74, de 15 de marzo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [342]
              Véanse los artículos 34.1 y 58 del Código Penal; 5 y 8 de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria, y 96 y siguientes del Reglamento Penitenciario, aprobado por Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [343]
              Redactado conforme a la Ley Orgánica 13/2003 de 24 de octubre («BOE» núm. 257, de 27 de octubre), de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en materia de prisión provisional.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [344]
              Artículos 795 a 803.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [345]
              Redactado conforme a la Ley Orgánica 13/2003, de 24 de octubre, de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en materia de prisión provisional, excepto el párrafo
              c)
              del punto 1, 3.º que figura redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. Véase el artículo 529 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [346]
              Párrafo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [347]
              Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 13/2003, de 24 de octubre («BOE» núm. 257, de 27 de octubre), de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en materia de prisión provisional. El apartado 6 fue añadido por la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre), por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [348]
              Este artículo, adicionado por Ley Orgánica 4/1988, de 25 de mayo, fue declarado inconstitucional y, por tanto, nulo por Sentencia 71/1994, de 3 de marzo (suplemento al «BOE» núm. 71, de 24 de marzo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [349]
              Artículo derogado por la Ley Orgánica 13/2003. de 24 de octubre («BOE» núm. 257, de 27 de octubre), de Reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en materia de prisión provisional.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [350]
              Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 13/2003, de 24 de octubre («BOE» núm. 257, de 27 de octubre), de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en materia de prisión provisional.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [351]
              Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 13/2003.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [352]
              Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 13/2003, de 24 de octubre («BOE» núm. 257, de 27 de octubre), de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en materia de prisión provisional.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [353]
              Redactado conforme a la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre), por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [354]
              Redactado conforme a la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre), por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [355]
              Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 13/2003, de 24 de octubre («BOE» núm. 257, de 27 de octubre), de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en materia de prisión provisional. El apartado 4 fue añadido por la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [356]
              Véase el artículo 407 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [357]
              Respecto del ingreso de detenidos y presos, véanse los artículos 15 y siguientes del Reglamento Penitenciario, aprobado por Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero («BOE» núm. 40, de 15 de febrero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [358]
              Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 13/2003, de 24 de octubre («BOE» núm. 257, de 27 de octubre), de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en materia de prisión provisional.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [359]
              Artículo redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véase el artículo 838 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [360]
              Véase el artículo 837 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [361]
              Este artículo que había quedado sin contenido en virtud de la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo, figura redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [362]
              Este artículo que había sido derogado por la Ley Orgánica 13/2003, de 24 de octubre («BOE» núm. 257, de 27 de octubre), figura redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [363]
              Párrafo derogado por la Ley Orgánica 13/2003, de 24 de octubre («BOE» núm. 257, de 27 de octubre), de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en materia de prisión provisional.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [364]
              Epígrafe redactado conforme a la Ley 53/1978, de 4 de diciembre («BOE» núm. 293, de 8 de diciembre).
            

            
						
            
              Véase el artículo 17.3, de la Constitución, así como la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre («BOE» núm. 239, de 5 de octubre, General Penitenciaria, modificada por las Leyes Orgánicas 13/1995, de 18 de diciembre («BOE» núm. 302, de 19 de diciembre); 5/2003, de 27 de mayo («BOE» núm. 127, de 28 de mayo); 6/2003 y 7/2003, ambas de 30 de junio y publicadas en «BOE» núm. 156, de 1 de julio. Véase también su Reglamento aprobado por Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero («BOE» núm. 40, de 15 de febrero), y modificado por los Reales Decretos 1203/1999, de 9 de julio («BOE» núm. 173, de 21 de julio); 782/2001, de 6 de julio («BOE» núm. 162, de 7 de julio), y 515/2005, de 6 de mayo («BOE» núm. 109, de 7 de mayo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [365]
              Artículo 17.3 de la Constitución. El artículo 32.3 de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de julio, de los Estados de Alarma, Excepción y Sitio, permite suspender el precepto citado en caso de declaración de estado de sitio.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [366]
              Artículo 17.3 de la Constitución.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [367]
              Artículo 24.2 de la Constitución.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [368]
              Artículo 24.2 de la Constitución. Véase el Estatuto General de la Abogacía Española, aprobado por Real Decreto 658/2001, de 22 de junio («BOE» núm. 164, de 10 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [369]
              Véanse los artículos 52.3 de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria, y 41.3 del Reglamento Penitenciario, aprobado por Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [370]
              Artículo 15.5 del Reglamento Penitenciario, aprobado por Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [371]
              Véase el artículo 17 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores, que figura como parágrafo 22.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [372]
              Artículos 45 y 46 del Estatuto General de la Abogacía, aprobado por Real Decreto 658/2001, de 22 de junio.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [373]
              En la actualidad, de conformidad con la Ley Orgánica 15/2007, de 30 de noviembre («BOE» núm. 288, de 1 de diciembre), delitos contra la seguridad vial.Véanse los artículos 379 a 385 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [374]
              Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 14/1983, de 12 de diciembre («BOE» núm. 310, de 28 de diciembre).
            

            
						
            
              Véanse los artículos 37, 53, 527 y 771.2.ª de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [375]
              Este artículo ha sido introducido por la Ley Orgánica 4/1988, de 25 de mayo («BOE» núm. 126, de 26 de mayo), de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [376]
              Véanse los artículos 16 de la Ley Orgánica General Penitenciaria y 99 del Reglamento Penitenciario, aprobado por Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero («BOE» núm. 40, de 15 de febrero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [377]
              Artículo redactado conforme a la Ley 53/1978, de 4 de diciembre («BOE» núm. 293, de 8 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [378]
              Sobre régimen de comunicaciones con abogados, procuradores, autoridades y profesionales, véanse el artículo 51 de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre («BOE» núm. 239, de 5 de octubre), General Penitenciaria, y los artículos 48 y 49 del Reglamento Penitenciario, aprobado por Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero («BOE» núm. 40, de 15 de febrero). En relación con la asistencia religiosa de las personas de confesión evangélica, judía o musulmana internadas en centros penitenciarios, se dicta el Real Decreto 710/2006, de 9 de junio («BOE» núm. 138, de 10 de junio), de desarrollo de los Acuerdos de Cooperación firmados por el Estado con la Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de España, la Federación de Comunidades Judías de España y la Comisión Islámica de España, en el ámbito de la asistencia religiosa penitenciaria.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [379]
              Artículo 46 del Reglamento Penitenciario, aprobado por Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [380]
              Véase el artículo 72 del Reglamento Penitenciario, aprobado por Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero («BOE» núm. 40, de 15 de febrero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [381]
              Véanse los artículos 94 y 95 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
						
            
              Véanse, asimismo, los artículos 76 de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria, y 34, 35, 37, 155, 159 y 196 a 199 del Reglamento Penitenciario, aprobado por Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [382]
              Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 14/1983, de 12 de diciembre («BOE» núm. 310, de 28 de diciembre).
            

            
						
            
              Véase el artículo 775, párrafo segundo, de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [383]
              Véase el artículo 294 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [384]
              Véase el artículo 531 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [385]
              Redactado conforme a la Ley Orgánica 13/2003, de 24 de octubre, de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en materia de prisión provisional («BOE» núm. 257, de 27 de octubre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [386]
              Este artículo que fue adicionado por la Ley de 24 de abril de 1958 («BOE» núm. 99, de 25 de abril), figura redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [387]
              Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 13/2003, de 24 de octubre («BOE» núm. 257, de 27 de octubre), de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en materia de prisión provisional. La Instrucción de la Fiscalía General del Estado de 11 de enero de 1988 (suplemento al «Boletín de Información del Ministerio de Justicia» núm. 1518, de 15 de febrero de 1989), sobre medidas judiciales tendentes a imposibilitar la huida de procesados en libertad provisional, establece que el Ministerio Fiscal cuidará de que se adopten estas medidas:
            

            
						
            
              «a)
              En los autos de libertad provisional se especificará de forma clara la periodicidad de los actos personales de comparecencia ante el órgano jurisdiccional, debiendo estar siempre el número de ellas en función tanto del desvalor social del comportamiento delictivo como de riesgo o peligro potencial de huida, sin que quepa excluir en singulares casos la periodicidad diaria, pues a ello no se opone el artículo 530 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
						
            
              b)
              De igual modo, en los autos que acuerden la libertad se hará constar de modo expreso la prohibición para el imputado de abandonar el territorio nacional, a no ser que mediaren especiales circunstancias, en cuyo caso será precisa una concreta autorización de la Autoridad judicial competente.
            

            
						
            
              c)
              Notificar los autos literalmente a los órganos correspondientes del Ministerio del Interior con el fin de que, llegado el caso, en los controles de Policía instalados en aeropuertos y fronteras se impida la huida con una vigilancia eficaz.
            

            
						
            
              d)
              En todos los casos de incumplimiento total o parcial de lo acordado en los autos que dieron lugar a la libertad provisional procederá su inmediata revocación y la orden de busca y captura para el ingreso en prisión del inculpado.»
            

            
					
          

          
					
          

        
			
      

            
						
            
              [388]
              Véase el artículo 535 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [389]
              Este artículo figura redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [390]
              Véase el artículo 542 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [391]
              Artículo redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véase el artículo 613 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [392]
              Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 13/2003, de 24 de octubre («BOE» núm. 257, de 27 de octubre), de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en materia de prisión provisional.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [393]
              Redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo, del Tribunal del Jurado (§ 15), modificada por Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [394]
              Artículo 519 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [395]
              Dichos delitos son los de homicidio, aborto, lesiones, contra la libertad, de torturas y contra la integridad moral, la libertad e indemnidad sexuales, la intimidad, el derecho a la propia imagen y la inviolabilidad del domicilio, el honor, el patrimonio y el orden socioeconómico.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [396]
              Artículo adicionado por la Ley Orgánica 14/1999, de 9 de junio («BOE» núm 138, de 10 de junio). El último párrafo figura redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre), por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal; téngase en cuenta la Instrucción 2/2005, de 2 de marzo, de la Fiscalía General del Estado, sobre la acreditación por el Ministerio Fiscal de las situaciones de violencia de género y la Circular 4/2005, de 18 de julio, relativa a los criterios de aplicación de la Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [397]
              Por Real Decreto 1452/2005, de 2 de diciembre («BOE» núm. 301, de 17 de diciembre), se regula la ayuda económica establecida en el artículo 27 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, para las víctimas de la violencia de género.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [398]
              Dicho Registro ha sido creado por la disposición adicional primera de la Ley 27/2003, de 31 de julio («BOE» núm. 183, de 1 de agosto; corrección de errores en «BOE» núm. 126, de 25 de mayo de 2004), reguladora de la Orden de Protección de las víctimas de la violencia doméstica. Véase el Real Decreto 95/2009, de 6 de febrero («BOE» núm. 33, de 7 de febrero), por el que se regula el Sistema de registros administrativos de apoyo a la Administración de Justicia (§7). Adviértase, además, que por Orden JUS/2590/2004, de 26 de julio («BOE» núm. 184, de 31 de julio), se regula el Protocolo general de seguridad informática de los Registros de la Administración de Justicia.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [399]
              Artículo adicionado por la Ley 27/2003, de 31 de julio («BOE» núm. 183, de 1 de agosto). Adviértase que el apartado 1 figura redactado de conformidad con la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre), y que los apartados 4, 8, 9 y 10 se incluyen en la redacción de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Téngase en cuenta que en virtud de la disposición adicional cuarta de esta Ley, las referencias al Juez de Instrucción, y al Juez de primera Instancias que se contienen en los apartados 1 y 7, se deben entender hechas al Juez de Violencia sobre la Mujer.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [400]
              Véanse los artículos 534 a 536 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [401]
              Véase el artículo 554 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [402]
              El artículo 18.2 de la Constitución Española establece:
            

            
						
            
              «El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en los casos de flagrante delito.»
            

            
						
            
              Véanse los artículos 11, 17 18 y 22 de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio («BOE» núm. 134, de 5 de junio), de los Estados de Alarma, Excepción y sitio.
            

            
						
            
              Véanse también: los artículos 554 y 570 de la presente Ley; 87.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2); 76.1 del Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 de julio («BOE» núm. 210, de 2 de septiembre), 113 y 142.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre («BOE» núm. 302, de 18 de diciembre), General Tributaria, 90 y 172 del Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio («BOE» núm. 213, de 5 de septiembre), por el que se aprueba el Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria.
            

            
						
            
              Véase, asimismo, la Sentencia 341/1993, de 18 de noviembre (suplemento al «BOE» núm. 295, de 10 de diciembre), que declara inconstitucional el apartado 2 del artículo 21 de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero («BOE» núm. 46, de 22 de febrero), sobre Protección de la Seguridad Ciudadana.
            

            
						
            
              Ténganse en cuenta los artículos 202 y siguientes del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [403]
              Artículos 550 y 570 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [404]
              Véanse los artículos 564 y 565 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [405]
              Artículos 66.3 de la Constitución y 493 y siguientes del Código Penal.
            

            
						
            
              Véanse, también, en relación con los Parlamentos y Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, los siguientes artículos de los distintos Estatutos de Autonomía: 25.2 (País Vasco), 55.3 (Cataluña), 10.2 (Galicia), 100.2 (Andalucía), 23.3 (Comunitat Valenciana), 33.2 (Aragón), 10.3 y 179.3 (Castilla-La Mancha), 1.2 (Canarias), 13.1 (Navarra), 19.1 (Extremadura), 19.2 (Illes Balears), 11.6 y 25 (Comunidad de Madrid), y 20.2 (Castilla-León).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [406]
              Sobre inviolabilidad de lugares de culto y archivos, registro y documentos, véanse el artículo I-5) y 6) del Acuerdo de 3 de enero de 1979 entre la Santa Sede y el Estado español sobre asuntos jurídicos, ratificado por Instrumento de 4 de diciembre de 1979 («BOE» núm. 300, de 15 de diciembre), y el artículo 2 de las Leyes 24, 25 y 26/1992, de 10 de noviembre («BOE» núm. 272, de 12 de noviembre), por las que se aprueban los Acuerdos de Cooperación del Estado con la Federación de Entidades Religiosas Evangélicas, con la Federación de Comunidades Israelitas y con la Comisión Islámica, respectivamente.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [407]
              Se refiere a la Constitución de 30 de junio de 1876. En la actualidad, artículo 18.2 de la Constitución Española de 1978, transcrito en nota al artículo 545 de la presente Ley.
            

            
						
            
              Véase el artículo 570 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [408]
              Véase el artículo 576 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [409]
              Artículo 795.1.1.ª de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [410]
              Artículos 11.1.
              g)
              de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, y 21 de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre protección de la Seguridad Ciudadana, teniendo en cuenta, respecto a este último, la Sentencia del Tribunal Constitucional 341/1993, de 18 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [411]
              Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 4/1988, de 25 de mayo («BOE» núm. 126, de 26 de mayo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [412]
              Véanse los artículos 202 y 490 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [413]
              Véase el artículo 490 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [414]
              Artículo declarado inconstitucional y derogado por Sentencia del Tribunal Constitucional 10/2002, de 17 de enero (Suplemento al «BOE» núm. 34, de 8 de febrero), «por cuanto que excluye expresamente la posibilidad de que las habitaciones de los huéspedes de los hoteles puedan considerarse su domicilio a los efectos de que la entrada y registro en las mismas requieran autorización judicial».
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [415]
              Véase la Real Orden de 13 de marzo de 1895 («Gaceta» núm. 74, de 15 de marzo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [416]
              Respecto de la inviolabilidad de los locales consulares, véanse los artículos 31, 59 y 61 del Convenio de Viena de 24 de abril de 1963, sobre relaciones consulares, al que se adhirió España mediante Instrumento de 3 de febrero de 1970 («BOE» núm. 56, de 6 de marzo).
            

            
						
            
              Asimismo, véase el artículo 30 del Convenio de Viena de 18 de abril de 1961 («BOE» núm. 21, de 24 de enero de 1968) sobre Relaciones Diplomáticas.
            

            
						
            
              Véase también la Convención de 13 de febrero de 1946, sobre privilegios e inmunidades de las Naciones Unidas, a la que España se adhirió mediante Instrumento de 13 de julio de 1974 («BOE» núm. 249, de 17 de octubre), y la Convención de 21 de noviembre de 1947, sobre privilegios e inmunidades de los organismos especializados de las Naciones Unidas, a la que España se adhirió mediante Instrumento de 13 de julio de 1974 («BOE» núm. 282, de 25 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [417]
              Véase el artículo 580 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [418]
              Artículo 580 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [419]
              Véase el artículo 571 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [420]
              Párrafo redactado de acuerdo con la Ley 22/1995, de 17 de julio («BOE» núm. 170, de 18 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [421]
              Véanse los artículos 576 de esta Ley y 556 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [422]
              Artículos 413 a 415 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [423]
              Artículo redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [424]
              Artículo redactado conforme a la Ley de 14 de abril de 1955.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [425]
              Artículos 456 a 485.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [426]
              Artículo 32 de la Ley Orgánica del Notariado de 28 de mayo de 1862 («Gaceta» núm. 14, de 29 de mayo):
            

            
						
            
              «Ni la escritura matriz ni el libro protocolo podrán ser extraídos del edificio en que se custodien, ni aun por derecho judicial u orden superior, salvo para su traslación al archivo correspondiente y en los casos de fuerza mayor.
            

            
						
            
              Podrá, sin embargo, ser desglosada del protocolo la escritura matriz contra la cual aparezcan indicios o méritos bastantes para considerarla cuerpo de un delito, precediendo al efecto providencia del Juzgado que conozca de él, y dejando en todo caso testimonio literal de aquélla, con intervención del Ministerio Fiscal.
            

            
						
            
              Los Notarios no permitirán tampoco sacar de su archivo ningún documento que se halle bajo su custodia por razón de su oficio, ni dejarán examinarlo en todo o en parte, como ni tampoco al protocolo, no precediendo decreto judicial, sino a las partes interesadas con derecho adquirido, sus herederos o causahabientes. En los casos, sin embargo, determinados por las Leyes, y en virtud de mandamiento judicial, pondrán de manifiesto en sus archivos el protocolo o protocolos a fin de extender en su virtud las diligencias que se hallen acordadas.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [427] Véase el artículo 241 de la Ley Hipotecaria.            

            
					
        

          
					
    
            
						
            
              [428]
              Véanse los artículos 31 de la Ley del Registro Civil de 8 de junio de 1957 y 101 de su Reglamento, aprobado por Decreto de 14 de noviembre de 1958.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [429]
              Téngase en cuenta el Real Decreto 1829/1999, de 3 de diciembre («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre; corrección de errores en «BOE» núm. 36, de 11 de febrero de 2000), por el que se aprueba el Reglamento por el que se regula la prestación de los servicios postales, en desarrollo de lo establecido en la Ley 24/1998, de 13 de julio, del Servicio Postal Universal y de Liberalización de los Servicios Postales; adviértase que dicho Real Decreto ha sido modificado por los Reales Decretos 1298/2006, de 6 de noviembre («BOE» núm. 280, de 23 de noviembre), y 503/2007, de 20 de abril («BOE» núm. 111, de 9 de mayo), y por la Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 8 de junio de 2004 («BOE» núm. 191, de 9 de agosto), que derogó parte de su articulado cuando sea aplicable a la admisión y entrega de notificaciones de órganos judiciales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [430]
              La interceptación judicial de comunicaciones electrónicas se desarrolla en los artículos 33 y siguientes de la Ley 32/2003, General de Telecomunicaciones, modificada por la Ley 25/2007, de 18 de octubre («BOE» núm. 251, de 19 de octubre), y por la Ley 25/2009, de 22 de diciembre («BOE» núm. 308, de 23 de diciembre), y 83 a 101 del Real Decreto 424/2005, de 15 de abril («BOE» núm. 102, de 29 de abril), por el que se aprueba el Reglamento sobre las condiciones para la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas, el servicio universal y la protección de los usuarios; deben, también, tenerse en cuenta la Ley Orgánica 2/2002, reguladora del control judicial previo del Servicio Nacional de Inteligencia y la Circular de la Fiscalía General del Estado 1/1999, de 29 de diciembre («Boletín de Información del Ministerio de Justicia», núm. 1863, de 15 de febrero de 2000, suplemento), sobre intervención de las comunidades telemáticas en el seno de los procesos penales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [431]
              En la actualidad, Secretario de Estado de Seguridad.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [432]
              Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 4/1988, de 25 de mayo («BOE» núm. 125, de 26 de mayo), de Reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [433]
              Véase la Real Orden de 16 de septiembre de 1883 («Gaceta» núm. 270, de 27 de septiembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [434]
              Véase el artículo 263 bis.4 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [435]
              Párrafo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [436]
              El último párrafo figura redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [437]
              Sobre embargos, véanse los artículos 584 y siguientes de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [438]
              Véase el artículo 597 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [439]
              Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véase el artículo 593 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [440]
              Párrafo redactado conforme a la Ley de 14 de abril de 1955.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [441]
              Véase el Decreto de 6 de noviembre de 1933 («Gaceta» núm. 312, de 8 de noviembre) respecto del Registro de fiadores personales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [442]
              Artículos 222 y siguientes de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [443]
              Artículo redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre) que modificó su párrafo segundo.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [444]
              Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véanse el artículo 591 de esta Ley, y el Real Decreto 467/2006, de 21 de abril («BOE» núm. 113, de 12 de mayo) que figura en esta obra como parágrafo 13.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [445]
              Los artículos 601 a 610 han quedado sin contenido en virtud de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [446]
              Artículos 605 y siguientes de la Ley 1/2000, de 7 de enero («BOE» núm. 7, de 8 de enero; corrección de errores en «BOE» núm. 90, de 14 de abril y núm. 180, de 28 de julio de 2001), de Enjuiciamiento Civil.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [447]
              Artículos 116 y siguientes del citado texto legal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [448]
              Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [449]
              Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [450]
              Artículo 111 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [451]
              Véanse los artículos 111 y 128 del Código Penal.
            

            
						
            
              Véase, también, el Real Decreto 2783/1976, de 15 de octubre (§ 6).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [452]
              Véase el Real Decreto 2783/1976, de 15 de octubre (§ 6), sobre conservación y destino de piezas de convicción.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [453]
              Párrafo adicionado por el Real Decreto-ley de 14 de diciembre de 1925 («Gaceta» núm. 349, de 15 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [454]
              Este párrafo que fue adicionado por el Real Decreto-ley de 14 de diciembre de 1925 («Gaceta» núm. 349, de 15 de diciembre), figura redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [455]
              Artículos 962 a 977.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [456]
              Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [457]
              Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véanse los artículos 622 último párrafo, y 384, párrafo sexto de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [458]
              Artículo redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véase el artículo 630 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [459]
              Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [460]
              Véase el párrafo sexto del artículo 384 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [461]
              Artículo redactado conforme a la Ley de 24 de junio de 1932 («Gaceta» núm. 186, de 4 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [462]
              Redactado de acuerdo con la Ley de 24 de junio de 1932.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [463]
              Véase el artículo 844 de esta Ley. Sobre conservación y destino de las piezas de convicción, véase, además, el Real Decreto 2783/1976, de 15 de octubre (§ 6).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [464]
              Párrafo adicionado por la Ley 3/1967, de 8 de abril. Véanse los artículos 742 y 844 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [465]
              Véanse los artículos 642 y 783.1 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [466]
              Véanse los artículos 639 y 645 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [467]
              Artículo 640 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [468]
              Véanse los artículos 205 y siguientes y 456 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [469]
              Artículos 642 y 783.1 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [470]
              Artículo 390 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [471]
              Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [472]
              El segundo párrafo está redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [473]
              Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [474] El artículo 120.2 de la Constitución dispone: «El procedimiento será predominantemente oral, sobre todo en materia criminal».
            

            
						
            Véase el artículo 229 de la Ley 6/1985, de 1 de julio, Orgánica del Poder Judicial (§ 2).

            
						
            Véanse también los artículos 785 y siguientes de la presente Ley.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [475] Artículo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véanse los artículos 633, 658 y 679 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [476] Artículo 781.1 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [477] Párrafo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [478] Redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Téngase en cuenta la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita (§18).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [479] Artículo 732 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [480] Artículo redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [481] De acuerdo con la Circular 2/1996, de 22 de mayo, de la Fiscalía General del Estado, sobre incidencia del nuevo Código Penal en el enjuiciamiento de hechos anteriores, la pena correccional habrá de entenderse como pena que no exceda de seis años.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [482] Véase el artículo 694 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [483] Véase el artículo 659, párrafo tercero, de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [484] Artículo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [485] Véase el artículo 850.1.º de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [486] Artículo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre), que modificó el párrafo quinto, y adicionó los párrafos sexto y séptimo.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [487] Artículo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [488] Artículos 166 a 182 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [489] Párrafo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [490] Véase el artículo 4.3 de la Ley 19/1994, de 23 de diciembre (§ 14), de Protección a Testigos y Peritos en Causas Criminales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [491] Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre), que dio nueva redacción a los párrafos tercero y quinto.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [492] Sobre las causas de recusación de los peritos, véase el artículo 468 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [493] Párrafo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véanse los artículos 33 y 34 del Reglamento Penitenciario, aprobado por Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [494] Artículo 269 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [495] Véanse los artículos 675 y 676 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [496] Véanse los artículos 26 y 45 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [497] Artículos 130 a 132 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [498] Véase el artículo 130 del Código Penal y la Ley de 18 de junio de 1870 (§ 3).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [499] Artículos 71.2 y 102.2 de la Constitución y 309 y 750 a 756 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [500] Artículo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [501] Párrafo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo (§ 15), del Tribunal del Jurado. Véase el artículo 846 bis.
              a),
              párrafo segundo, de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [502] Párrafo adicionado por Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo (§ 15). Véase su artículo 1.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [503] Véase el artículo 120.2 de la Constitución Española, transcrito en nota al epígrafe del Libro III de esta Ley (art. 649), y el artículo 232 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [504] Artículos 190 a 195 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [505] La cuantía de la multa ha sido fijada por la Ley 10/1992, de 30 de abril.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [506] Debe querer decir «párrafo anterior».
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [507] Véase el artículo 195 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [508] Artículos 190 a 193 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [509] Artículos 191 y 192 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [510] Párrafo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [511] De acuerdo con la Circular 2/1996, de 22 de mayo, de la Fiscalía General del Estado, sobre incidencia del nuevo Código Penal en el enjuiciamiento de hechos anteriores, la pena correccional ha de entenderse como pena que no exceda de seis años.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [512] Véase el artículo 24.2 de la Constitución.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [513] Artículo 24.2 de la Constitución.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [514] Artículo 697 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [515] Véanse los artículos 697 y 700 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [516] Artículos 24.2 de la Constitución y 392 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [517] Téngase presente el artículo 24.2 de la Constitución.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [518] Véase la Ley Orgánica 19/1994, de 23 de diciembre (§ 14), de Protección a Testigos y Peritos en Causas Criminales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [519] Véase nota al párrafo segundo del artículo 688 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [520] Artículo 705 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [521] La Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre), dio nueva redacción a los párrafos segundo y tercero.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [522] Artículo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 12/1991, de 10 de julio («BOE» núm. 165, de 11 de julio). Ténganse en cuenta, asimismo, los supuestos contemplados en la Ley Orgánica 19/1994, de 23 de diciembre (§ 14), de Protección de Testigos y Peritos en Causas Criminales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [523] Redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 12/1991, de 10 de julio.
            

            
						
            Véase el artículo 415 de la presente Ley.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [524] Véase el artículo 435 de esta Ley en la parte que está vigente.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [525] Véase el artículo 433 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [526] El segundo párrafo figura redactado de conformidad con la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre («BOE» núm. 290, de 5 de diciembre), por la que se modifica la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [527] Véanse los artículos 721 y 850.4.º de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [528] Párrafo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [529] Véase el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [530] Con relación al careo, véanse los artículos 451 a 455 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [531] Párrafo adicionado por Ley Orgánica 14/1999, de 9 de junio («BOE» núm. 138, de 10 de junio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [532] Artículos 443 y 444 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [533] Véanse los artículos 458 y siguientes del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [534] Redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [535] Véase el artículo 556 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [536] Véase el artículo 297 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [537] Véase el artículo 746.3.º de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [538] Párrafo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [539] Véase el artículo 850.4.ª de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [540] Artículo redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre) que modificó su párrafo segundo. Véanse los artículos 241 y 242 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [541] Véase la Ley Orgánica 19/1994, de 23 de diciembre, de Protección a Testigos y Peritos en Causas Criminales, que figura como parágrafo 14.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [542] Véanse los artículos 662 y 663 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [543] Artículos 434, 457, 459 y 474 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [544] Véase el artículo 746 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [545] Artículos 326 a 333.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [546] Véanse los artículos 656, 657, 659, 956 y 969.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [547] Respecto de los careos, véanse los artículos 451 a 455 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [548] Véase el artículo 4.5 de la Ley Orgánica 19/1994, de 23 de diciembre (§ 14), de Protección a Testigos y Peritos en Causas Criminales.
            

            
						
            
              Véanse, asimismo, los artículos 777.2 y 797.2
              in fine
              de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [549] Artículo añadido por la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre («BOE» núm. 290, de 5 de diciembre), por la que se modifica la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [550] Véanse los artículos 142.3.º, 737 y 815.4.º de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [551] Véase el artículo 3 del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, aprobado por Ley 50/1981, de 30 de diciembre («BOE» núm. 11, de 13 de enero de 1982).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [552] Véase el artículo 651 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [553] Adicionado el último párrafo por Real Decreto-ley de 8 de septiembre de 1928. Ahora bien, dicho Real Decreto está reducido a simple precepto reglamentario por Decreto de 31 de mayo de 1931 y, por otra parte, el expresado párrafo se dictó como complemento del Código Penal de 1928, hoy derogado.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [554] Sobre delitos conexos, véase el artículo 17 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [555] El tercer párrafo de este artículo fue adicionado por Ley 3/1967, de 8 de abril. El cuarto párrafo fue introducido por Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [556] Artículo redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véanse los artículos 815 y 972 de esta Ley. Téngase en cuenta que por Orden de 9 de enero de 1932 («Gaceta» núm. 10, de 10 de enero, se dictaron reglas sobre la redacción de las actas de los juicios orales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [557] Véase el artículo 188 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [558] Véase el artículo 749 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [559] Párrafo adicionado por Ley 28/1978, de 26 de mayo («BOE» núm. 128, de 30 de mayo). Véase el artículo 788.1 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [560] Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [561]
              Véase el artículo 71 de la Constitución.
            

            
						
            
              Asimismo, véase el artículo 118 bis de la presente Ley.
            

            
						
            
              Véase, igualmente, la Ley de 9 de febrero de 1912 (§ 5) declarando los Tribunales que han de entender en el conocimiento de las causas contra Senadores y Diputados.
            

            
						
            
              El Reglamento del Congreso de los Diputados, aprobado por la Cámara el 24 de febrero de 1982 («BOE» núm. 55, de 5 de marzo), en sus artículos 10 a 14, establece:
            

            
						
            
              «Art. 10.
              Los Diputados gozarán de inviolabilidad, aun después de haber cesado en su mandato, por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus funciones.
            

            
						
            
              Art. 11.
              Durante el período de su mandato, los Diputados gozarán asimismo de inmunidad y sólo podrán ser detenidos en caso de flagrante delito. No podrán ser inculpados ni procesados sin la previa autorización del Congreso.
            

            
						
            
              Art. 12.
              El Presidente del Congreso, una vez conocida la detención de un Diputado o cualquiera otra actuación judicial o gubernativa que pudiere obstaculizar el ejercicio de su mandato, adoptará de inmediato cuantas medidas sean necesarias para salvaguardar los derechos y prerrogativas de la Cámara y de sus miembros.
            

            
						
            
              Art. 13.
              1. Recibido un suplicatorio, en solicitud de la autorización del Congreso a que se refiere el artículo 11, el Presidente, previo acuerdo adoptado por la Mesa, lo remitirá, en plazo de cinco días, a la Comisión del Estatuto de los Diputados. No serán admitidos los suplicatorios que no fueren cursados y documentados en la forma exigida por las leyes procesales vigentes.
            

            
						
            
              2. La Comisión deberá concluir su trabajo en el plazo máximo de treinta días, tras la audiencia del interesado. La audiencia podrá evacuarse por escrito, en el plazo que la Comisión fije, u oralmente ante la propia Comisión.
            

            
						
            
              3. Concluido el trabajo de la Comisión, la cuestión, debidamente documentada, será sometida al primer Pleno ordinario de la Cámara.
            

            
						
            
              Art. 14.
              1. En el plazo de ocho días, contados a partir del acuerdo del Pleno de la Cámara sobre concesión o denegación de la autorización solicitada, el Presidente del Congreso dará traslado del mismo a la Autoridad judicial, advirtiéndole de la obligación de comunicar a la Cámara los autos y sentencias que se dicten y afecten personalmente al Diputado.
            

            
						
            
              2. El suplicatorio se entenderá denegado si la Cámara no se hubiere pronunciado en el plazo de sesenta días naturales, computados durante el período de sesiones a partir del día siguiente al del recibo del suplicatorio.»
            

            
						
            
              Por su parte, los artículos 21 y 22 del texto refundido del Reglamento del Senado, aprobado por la Cámara el día 3 de mayo de 1994 («BOE» núm. 114, de 13 de mayo), establecen:
            

            
						
            
              «Art. 21.
              Los Senadores gozarán, aun después de haber cesado en su mandato, de inviolabilidad por las opiniones manifestadas en actos parlamentarios y por los votos emitidos en el ejercicio de su cargo.
            

            
						
            
              Art. 22.
              1. Durante el período de su mandato, los Senadores gozarán de inmunidad y no podrán ser retenidos ni detenidos, salvo en caso de flagrante delito. La retención o detención será comunicada inmediatamente a la Presidencia del Senado.
            

            
						
            
              Los Senadores no podrán ser inculpados ni procesados sin la previa autorización del Senado, solicitada a través del correspondiente suplicatorio. Esta autorización será también necesaria en los procedimientos que estuvieren instruyéndose contra personas que, hallándose procesadas o inculpadas, accedan al cargo de Senador.
            

            
						
            
              2. El Presidente del Senado, una vez recibido el suplicatorio, lo remitirá acto seguido a la Comisión de Suplicatorios, la cual, reclamando, en su caso, los antecedentes oportunos y con audiencia del interesado, deberá emitir dictamen en un plazo máximo de treinta días. El debate del dictamen será incluido en el orden del día del primer Pleno ordinario que se celebre.
            

            
						
            
              3. El Senado se reunirá en sesión secreta para ser informado del dictamen sobre el suplicatorio de que se trate. Se podrá abrir debate relativo a la concesión del suplicatorio, con dos turnos a favor y dos en contra de forma alternativa.
            

            
						
            
              4. El Presidente del Senado, en el plazo de ocho días, contados a partir del acuerdo de la Cámara, dará traslado del mismo al Tribunal Supremo, enviándole copia autorizada de la resolución adoptada.
            

            
						
            
              5. El suplicatorio se entenderá denegado si la Cámara no se hubiese pronunciado sobre el mismo en el plazo de sesenta días naturales, computados durante el período de sesiones, a partir del día siguiente al del recibo del suplicatorio.
            

            
						
            
              6. Concedido el suplicatorio y firme el auto de procesamiento, la Cámara podrá acordar por mayoría absoluta de sus miembros, y según la naturaleza de los hechos imputados, la suspensión temporal en la condición de Senador.
            

            
						
            
              La sesión en que la Cámara se pronuncie sobre la procedencia de la suspensión será también secreta, y en ella sólo se admitirán, en forma alternativa, dos turnos a favor y dos en contra, no concediéndose audiencia al Senador interesado.
            

            
						
            
              En el supuesto de suspensión temporal a que este artículo se refiere, la Cámara, en su resolución, podrá acordar la privación de la asignación del Senador implicado hasta su terminación.»
            

            
						
            
              Respecto de los miembros de los Parlamentos y Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, los distintos Estatutos de Autonomía establecen la inviolabilidad de los mismos por los votos y opiniones emitidos en el ejercicio de sus funciones parlamentarias y la prohibición de que pueden ser detenidos o retenidos, salvo en caso de flagrante delito, correspondiendo decidir sobre su inculpación, prisión, procesamiento y juicio al Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma por los actos delictivos cometidos en el ámbito territorial de ésta y a la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo por los realizados fuera de dicho ámbito.
            

            
						
            
              Véanse, en este sentido, los siguientes artículos de los diferentes Estatutos de Autonomía: 26.6 (País Vasco), 57.1 (Cataluña), 11.3 (Galicia), 101.3 (Andalucía), 16.2 (Principado de Asturias), 11.1 (Cantabria), 17.7 (La Rioja), 25.2 (Región de Murcia), 23.3 (Comunitat Valenciana), 38.2 (Aragón), 10.3 (Castilla-La Mancha), 10.3 (Canarias), 14 (Navarra), 24.1 (Extremadura), 44 (Illes Balears), 11.6 (Comunidad de Madrid), y 22.2 (Castilla y León).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [562]
              Véase el artículo 795.1.1.ª de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [563]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [564]
              Título redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre; corrección en «BOE» núm. 281, de 23 de noviembre), de reforma parcial de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, sobre procedimiento para el enjuiciamiento rápido e inmediato de determinados delitos y faltas, y de modificación del procedimiento abreviado.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [565]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre.
            

            
						
            
              Véanse los artículos 760 y 779.1.4.ª de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [566]
              Redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [567]
              Artículo redactado conforme a la Ley 38/2002 de 24 de octubre con la salvedad del apartado 1º que figura redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre), y del párrafo segundo del apartado 2º que está redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [568]
              Véase al respecto el artículo 1 de la Ley Orgánica del Tribunal del Jurado que figura como parágrafo 15.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [569]
              Artículo redactado conforme a la Ley 38/2002 de 24 de octubre excepto el último párrafo que está redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [570]
              Artículos 270 a 281.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [571]
              El párrafo primero de este artículo está redactado conforme a la Ley 38/2002, de 24 de octubre; el párrafo segundo está redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [572]
              Sobre delitos conexos, véase el artículo 17 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [573]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre; corrección de erratas en BOE núm. 281, de 23 de noviembre)
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [574]
              Sobre detención, véanse los artículos 489 y siguientes de esta Ley y notas correspondientes.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [575]
              Redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre.
            

            
						
            
              Véase el artículo 781.1, último párrafo, de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [576]
              Artículos 721 y siguientes.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [577]
              El artículo 7 del Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre («BOE» núm. 267, de 5 de noviembre), por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, en la redacción dada por la Ley 21/2007, de 11 de julio («BOE» núm. 166, de 12 de julio), establece lo siguiente.
            

            
						
            
              «Art. 7.
               
              Obligaciones del asegurador.
              –1. El asegurador, dentro del ámbito del aseguramiento obligatorio y con cargo al seguro de suscripción obligatoria, habrá de satisfacer al perjudicado el importe de los daños sufridos en su persona y en sus bienes. El perjudicado o sus herederos tendrán acción directa para exigir. Únicamente quedará exonerado de esta obligación si prueba que el hecho no da lugar a la exigencia de responsabilidad civil conforme al artículo 1 de la presente Ley. Prescribe por eI transcurso de un año la acción directa para exigir al asegurador la satisfacción al perjudicado del importe de los daños sufridos por éste en su persona y en sus bienes.
            

            
						
            
              2. En el plazo de tres meses desde la recepción de la reclamación del perjudicado, el asegurador deberá presentar una oferta motivada de indemnización si entendiera acreditada la responsabilidad y cuantificado el daño, que cumpla los requisitos del apartado 3. En caso contrario, o si la reclamación hubiera sido rechazada, dará una respuesta motivada que cumpla los requisitos del apartado 4 de este artículo.
            

            
						
            
              El incumplimiento de esta obligación constituirá infracción administrativa grave o leve, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 40.4.
              t)
              y 40.5.
              d)
              del Texto Refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, aprobado por el Real Decreto Legislativa 6/2004, de 29 de octubre.
            

            
						
            
              Trascurrido el plazo de tres meses sin que se haya presentado una oferta motivada de indemnización por una causa no justificada o que le fuera imputable al asegurador, se devengarán intereses de demora, de acuerdo con lo previsto en el artículo 9 de esta Ley. Igualmente se devengarán intereses de demora en el caso de que, habiendo sido aceptada a oferta por el perjudicado, ésta no haya sido satisfecha en el plazo de cinco días, a no se haya consignado para pago la cantidad ofrecida.
            

            
						
            
              El asegurador deberá observar desde el momento en que conozca por cualquier medio la existencia del siniestro una conducta diligente en la cuantificación del daño y la liquidación de la indemnización.
            

            
						
            
              Lo dispuesto en el presente apartado será de aplicación para los accidentes que puedan indemnizarse por el sistema de las oficinas nacionales de seguro de automóviles, en cuyo taso toda referencia al asegurador se entenderá hecha a la Oficina Española de Aseguradores de Automóviles (Ofesauto) y a las entidades corresponsales autorizadas para representar a entidades aseguradoras extranjeras.
            

            
						
            
              [.......]
            

            
						
            
              6. En todo caso, el asegurador deberá afianzar las responsabilidades civiles y abonar las pensiones que por la autoridad judicial fueren exigidas a los presuntos responsables asegurados, de acuerdo con lo establecido en los artículos 764 y 765 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
						
            
              Las pensiones provisionales se calcularán de conformidad con los límites establecidos en el anexo de esta Ley.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [578]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre.
            

            
						
            
              Véase el artículo 781.1 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [579]
              Véase la nota al artículo 764.3 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [580]
              Redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [581]
              Véase el artículo 798.3 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [582]
              Los dos primeros párrafos de este artículo están redactados de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre); los tres últimos han sido redactados de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [583]
              Redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre.
            

            
						
            
              Véanse los artículos 45 y 46 del Estatuto General de la Abogacía, aprobado por Real Decreto 658/2001, de 22 de junio («BOE» núm. 164, de 10 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [584]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [585]
              Véase el Real Decreto 769/1987, de 19 de junio, sobre regulación de la Policía Judicial, que figura como parágrafo 11.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [586]
              Artículos 282 a 298.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [587]
              Redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [588]
              Artículo 196 del Código Penal. Véase el artículo 796.1.1.ª de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [589]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [590]
              Véanse los artículos 2 a 5 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita, que figura como parágrafo 18.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [591]
              Véanse los artículos 776.1, 962.1 y 964 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [592]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [593]
              Artículos 292 y siguientes de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [594]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [595]
              Artículos 24 y siguientes de la Ley Orgánica del Tribunal del Jurado (§ 15).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [596]
              Párrafo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [597]
              Artículos 166 y 175 a 178.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [598]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre, con la salvedad indicada.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [599]
              Redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [600]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre.
            

            
						
            
              Véanse los artículos 765.2, 779.2.4.ª, 784.4, 786.2, párrafo segundo, y 797.1.3.ª de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [601]
              Redactado conforme a la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283 de 26 de noviembre), por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [602]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [603]
              Por Orden de 8 de noviembre de 1996 («BOE» núm. 308, de 23 de diciembre) se aprueban las normas para la preparación y remisión de muestras objeto de análisis por el Instituto de Toxicología.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [604]
              Redactado conforme a la Ley 38/2002, de 24 de octubre; el apartado 6 fue añadido por la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [605]
              Véase el artículo 798.3 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [606]
              Dicha Ley se incluye en esta obra como parágrafo 22.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [607]
              Redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [608]
              Véase el artículo 773.1, párrafo tercero, de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [609]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [610]
              Redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [611]
              Véase el artículo 800.1 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [612]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre.
            

            
						
            
              Véase el artículo 800.5 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [613]
              Párrafo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véase el artículo 800.1 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [614]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre, con la salvedad expresada del apartado 1. Véase el artículo 789.3 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [615]
              Artículos 448 a 453 de la citada Ley, que figura como parágrafo 2.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [616]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre), excepto el párrafo primero del apartado primero, y los apartados cuarto y quinto que están redactados conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [617]
              Véanse los artículos 784.1 y 800.6 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [618]
              Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [619]
              El apartado 1 de este artículo figura redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre); el apartado 2 está redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véanse los artículos 775, 784.1, 793 y 802 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [620]
              Los apartados 1 a 3 de este artículo están redactados conforme a la Ley 38/2002, de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre); la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre), dio nueva redacción al apartado 4, y la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre) modificó el apartado 6 y adicionó el apartado 7. Véanse los artículos 784.3, 801 y 802 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [621]
              Los apartados 1, 5 y 6 de este artículo figuran redactados conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre), los demás apartados están redactados conforme a la Ley 38/2002 de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre), excepto el párrafo segundo del apartado 2 que fue adicionado por la Ley Orgánica 9/2002, de 10 de diciembre («BOE» núm. 296, de 11 de diciembre). Véase el artículo 802 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [622]
              Los apartados 1y 3 figuran redactados conforme a la Ley 38/2002 de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre); los apartados 2 y 4 y el apartado 5 que fue adicionado por la Ley Orgánica 9/2002, de 10 de diciembre («BOE» núm. 296, de 11 de diciembre), están redactados de acuerdo con la Ley13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véase el artículo 802.3 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [623]
              Artículo redactado conforme a la Ley 38/2002 de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre), excepto los apartados 1 y 5 que están redactados de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).Véanse los artículos 803.1 y 976.2 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [624]
              Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [625]
              Redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre.
            

            
						
            
              Véanse los artículos 803.1 y 976.2 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [626]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre.
            

            
						
            
              Véase el artículo 803.2 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [627]
              Artículos 983 y siguientes.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [628]
              Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véase el artículo 803.3 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [629]
              Téngase en cuenta que, de conformidad con la disposición adicional cuarta de esta Ley Orgánica, las referencias que, en este título, aparecen hechas al Juez de Guardia, deben entenderse hechas, en su caso, al Juez de Violencia sobre la Mujer.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [630]
              Artículos 234 a 236 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [631]
              Artículos 237 a 242 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [632]
              Artículo 244 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [633]
              Artículos 379 a 385 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [634]
              Regla segunda redactada conforme a la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre), por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, que añadió los apartados
              f), g)
              y
              h).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [635]
              Sobre delitos conexos, véase el artículo 17 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [636]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre, con las excepciones indicadas. Véase la Circular 1/2003, de 7 de abril, de la Fiscalía General del Estado, sobre procedimiento para el enjuiciamiento rápido e inmediato de determinados delitos y faltas y de modificación del procedimiento abreviado.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [637]
              Véase el Real Decreto 769/1987, de 19 de junio, sobre regulación de la Policía Judicial, que figura como parágrafo 11.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [638]
              Artículos 282 a 198 y 769 a 772, respectivamente.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [639]
              Artículo 45.2 del Estatuto General de la Abogacía, aprobado por Real Decreto 658/2001, de 22 de junio («BOE» núm. 164, de 10 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [640]
              Aseguradores que hubieren asumido el riesgo de las responsabilidades pecuniarias.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [641]
              Por Orden de 8 de noviembre de 1996 («BOE» núm. 308, de 23 de diciembre) se aprueban las normas para la preparación y remisión de muestras objeto de análisis por el Instituto de Toxicología.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [642]
              Artículo 12 del texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial aprobado por Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo, y 20 a 26 del Real Decreto 1428/2003, de 21 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento General de Circulación para la aplicación y desarrollo del texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial. Véase el artículo 383 de la Ley Orgánica 10/1995 del Código Penal, en la redacción dada por la Ley Orgánica 15/2007, de 30 de noviembre («BOE» núm. 288, de 1 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [643]
              Artículo redactado de conformidad con la Ley 38/2002, de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre), excepto las reglas 4.
              a
              y 7.
              a
              del apartado 1 que figuran redactadas de conformidad con las Leyes Orgánicas 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre), y 5/2010, de 22 de junio, («BOE» núm. 152, de 23 de junio). Adviértase, además, que el apartado 4 fue adicionado por la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre), y figura redactado conforme a la misma. Véase el articulo 962 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [644]
              Párrafo redactado conforme a la Ley Orgánica 13/2003, de 24 de octubre («BOE» núm. 257, de 27 de octubre), de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en materia de prisión provisional.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [645]
              Regla redactada conforme a la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [646]
              Véanse los artículos 451 a 455, 713 y 729 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [647]
              Regla redactada conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véanse los artículos 451 a 455, 713 y 729 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [648]
              Este apartado que fue adicionado por la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre) figura redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). El resto del artículo con excepción de lo indicado en el apartado 1, figura redactado de conformidad con la Ley 38/2002, de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [649]
              Artículo añadido por la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, («BOE» núm. 313, de 29 de diciembre de 2004; corrección de errores en «BOE» núm. 87, de 12 de abril de 2005), de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género. Véanse, respecto a los juzgados de Violencia de Género, los siguientes Acuerdos Reglamentarios adoptados por el Pleno del Consejo General del Poder Judicial:
            

            
						
            
              Acuerdo Reglamentario 1/2005, de 27 de abril, del Pleno del Consejo General del Poder Judicial («BOE» núm. 109, de 7 de mayo), por el que se modifica el Reglamento 5/1995, de 7 de junio, de los aspectos accesorios de las actuaciones judiciales, desarrollado por Acuerdo de 22 junio de 2005 («BOE» núm. 153, de 28 de junio), y modificado por Acuerdo de 17 de julio de 2008 («BOE» núm. 182, de 29 de julio).
            

            
						
            
              Acuerdo de 17 de julio de 2008 («BOE» núm. 182, de 29 de julio), del Pleno del Consejo General del Poder Judicial, por el que se modifica el Reglamento 1/2005, de 15 de septiembre, de los aspectos accesorios de las actuaciones judiciales, en materia de servicio de guardia en los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, modificado por Acuerdo de 29 de octubre de 2008 («BOE» núm. 263, de 31 de octubre).
            

            
						
            
              Acuerdo de 26 de noviembre de 2008 («BOE» núm. 299, de 12 de diciembre), del Pleno del Consejo General del Poder Judicial, por el que se aprueba la modificación singular de prestación del servicio de guardia de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, de Madrid capital.
            

            
						
            
              Acuerdo de 17 de diciembre de 2009, del Pleno del Consejo General del Poder Judicial («BOE» núm. 313, de 29 de diciembre), por el que se atribuye a la Sección Vigésimo Segunda de la Audiencia Provincial de Barcelona el conocimiento con carácter exclusivo de los asuntos referentes a Violencia sobre la Mujer, conjuntamente con la sección Vigésima de la misma Audiencia, ya especializada en el conocimiento de la misma materia.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [650]
              Ordinal 1.º redactado según la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre), por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [651]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [652]
              Redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre.
            

            
						
            
              Véase el artículo 976.1.1.ª y 9.ª de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [653]
              Véase el artículo 798.3 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [654]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre), salvo los apartados 2 y 3 que figuran redactados de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véase el artículo 779.2.5.ª de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [655]
              Apartado redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [656]
              Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre), por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, con la excepción indicada en el apartado 4. Véase el artículo 779.1.5.ª de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [657]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, salvo el apartado 2 que figura redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [658]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [659]
              Véanse los artículos 205 y siguientes del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [660]
              Véase el artículo 215 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [661]
              Véanse los artículos 279 de esta Ley y 215.2 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [662]
              Véase el artículo 211 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [663]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [664]
              Véase el artículo 210 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [665]
              Véase el artículo 384 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [666]
              Véase el artículo 971 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [667]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véanse los artículos 743, 788.6 y 972 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [668]
              Véase la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo («BOE» núm. 115, de 14 de mayo), de Protección Civil del Derecho al Honor, a la Intimidad Personal y Familiar y a la Propia Imagen, modificada por Leyes Orgánicas 3/1985, de 29 de mayo («BOE» núm. 129, de 30 de mayo), y 10/1995, de 23 de noviembre («BOE» núm. 281, de 24 de noviembre), del Código Penal, teniendo en cuenta la Sentencia del Tribunal Constitucional 9/1990, de 18 de enero (suplemento al «BOE» núm. 40, de 15 de febrero).
            

            
						
            
              Véase, asimismo, el artículo 4 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero («BOE» núm. 15, de 17 de enero), de Protección Jurídica del Menor, relativo al derecho al honor, a la intimidad y a la propia imagen del menor.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [669]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre) que modificó su párrafo primero. Véase el artículo 30 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [670]
              Véanse los artículos 30 y 31 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [671]
              Artículo 30 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [672]
              Véase el artículo 30 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [673]
              Artículo adicionado por la Ley Orgánica 8/2002, de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [674]
              Téngase en cuenta la Decisión Marco del Consejo de 13 de junio de 2002 («DOCE» L núm. 190, de 18 de julio), que sustituyó al Convenio Europeo de Extradición y sus Protocolos Adicionales, y al Convenio de 27 de septiembre de 1996, en lo referente a los procedimientos de extradición entre los países miembros de la Unión Europea. De conformidad con dicha Decisión Marco se dictó la Ley 3/2003, de 14 de marzo («BOE» núm. 65, de 17 de marzo), sobre la Orden Europea de Detención y Entrega (§ 24).
            

            
						
            
              En materia de extradición pasiva, véase la Ley 4/1985, de 21 de marzo (§ 9), y los artículos 65.4.º y 88 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [675]
              Véase el artículo 829 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [676]
              Véase en nota al artículo 1 de la Ley 4/1985, de 21 de marzo (§ 9), relación de Convenios en materia de extradición de los que España es parte.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [677]
              Véanse los artículos 277 y 278 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [678]
              Véase el artículo 833 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [679]
              Véanse los artículos 276 y 277 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [680]
              Artículo 837.1.º de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [681]
              Artículos 512 a 515 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [682]
              Véanse los artículos 791.4 y 846 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [683]
              Artículos 791.4 y 846 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [684]
              Véase el artículo 765.2, in fine, de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [685]
              Véase el artículo 620 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [686]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre) que modificó su párrafo primero.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [687]
              Artículo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [688] Rúbrica redactada de acuerdo con la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo (§ 13), del Tribunal del Jurado.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [689] Título adicionado por la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo (§ 15), del Tribunal del Jurado. Se incluye con las modificaciones operadas por la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre («BOE» núm. 275, de 17 de noviembre; corrección de erratas en «BOE» núm. 278, de 21 de noviembre), y por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre), según se indica en los lugares correspondientes.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [690] Figura como parágrafo 15.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [691] Párrafo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [692] Párrafo adicionado por la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre, pasando el antiguo párrafo segundo a integrar el tercer párrafo.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [693] Véanse los artículos 49 a 51 y 65 de la Ley del Tribunal del Jurado (parágrafo 15).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [694] Artículo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [695] Párrafo redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [696] Redactado de acuerdo con las modificaciones introducidas por la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [697] Este título que correspondía al título I del libro V, pasa a ser título II de acuerdo con la modificación introducida por la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo (§ 15), del Tribunal del Jurado.
            

            
						
            Véase el artículo 57.1.1.º de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [698] Redactado de acuerdo con la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [699] Artículo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo (apéndice 13), del Tribunal del Jurado, teniendo en cuenta las modificaciones operadas por la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [700] El párrafo primero de este artículo figura redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo, y el segundo de conformidad con la Ley de 16 de julio de 1949.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [701] Artículo 884 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [702] Redactado de acuerdo con la Ley de 16 de julio de 1949. El número 2.º se incluye según la redacción dada por la Ley 6/1985, de 27 de marzo («BOE»
               
              núm. 77, de 30 de marzo).
            

            
						
            Véanse los artículos 855, párrafo segundo, y 861, párrafo tercero, de la presente Ley.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [703] Artículo redactado de acuerdo con la Ley de 16 de julio de 1949. El número 5.º fue adicionado por la Ley 28/1978, de 26 de mayo («BOE» núm. 128,
               
              de 30 de mayo).
            

            
						
            
              Véase el artículo 846 bis.
              c),
              párrafo segundo, de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [704] Véanse los artículos 846 bis.
              c),
              párrafo segundo, y 884 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [705] Véanse los artículos 142 de esta Ley y 248 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [706] Véase el artículo 145 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [707] Artículo redactado conforme a la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
						
            Véase el artículo 884.1.º de la presente Ley.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [708] Artículo redactado de acuerdo con la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [709] Artículo derogado por la Ley de 28 de junio de 1933.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [710] Redactado de acuerdo con la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [711] El primer párrafo del presente artículo se incluye conforme a la redacción dada por la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
						
            
              Los párrafos segundo y tercero figuran conforme a la redacción de la
               
              Ley 21/1988, de 19 de julio («BOE» núm. 173, de 20 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [712] Redactado conforme a la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [713] El primer párrafo de este artículo figura redactado de acuerdo con la Ley de 16 de julio de 1949. El párrafo segundo figura conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [714] Artículo redactado conforme a la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
						
            Véanse los artículos 862, 864 y 870 de la presente Ley.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [715] Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véanse los artículos 861, 863 y 873 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [716] Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [717] Véase el artículo 260 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [718] Artículo redactado de conformidad con la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio), y con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre) que modificó su párrafo segundo. Véanse los artículos 156 y siguientes de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [719] Artículo adicionado por la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
						
            Véase el artículo 893 de la presente Ley.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [720] Adicionado por la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [721] Incorporado por la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
						
            Véanse los artículos 239 y siguientes de la presente Ley.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [722] Artículo redactado de acuerdo con la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [723] Redactado conforme a la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [724] Artículo redactado de conformidad con la 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre) .
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [725] Derogado por la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [726] Artículo redactado de conformidad con la 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [727] Este artículo figura redactado de acuerdo con la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
						
            Véanse los artículos 146 y 147 de la presente Ley.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [728] Artículo adicionado por la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio)
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [729] Artículo redactado de conformidad con la 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véase la Ley 1/1996, de 10 de enero (§18), de Asistencia Jurídica Gratuita.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [730] Artículo redactado de acuerdo con la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [731] Artículo redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre) .
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [732] Redactado de acuerdo con la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
						
            Véanse los artículos 239 y siguientes de la presente Ley.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [733] Derogado por la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [734] El párrafo primero de este artículo está redactado de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre); el párrafo segundo lo está de acuerdo con la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
						
            Véase el artículo 879 de la presente Ley.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [735] Véase el artículo 880 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [736] Artículo redactado de acuerdo con la Ley de 16 de julio de 1949. Su último párrafo ha sido derogado por la Ley 1/1996, de 10 de enero (§ 18), de Asistencia Jurídica Gratuita.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [737] Artículo redactado de acuerdo con la Ley 28/1974, de 24 de julio («BOE» núm. 178, de 26 de julio). La Ley 10/1992, de 30 de abril, suprimió el párrafo cuarto que figuraba en la anterior redacción, y la Ley 1/1996, de 10 de enero (§ 18), dio nueva redacción al último párrafo.
            

            
						
            Véase el Real Decreto de 11 de marzo de 1924 («Gaceta» núm. 73, de 13 de marzo), sobre depósito previo a la casación.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [738] Artículo redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre) . Adviértase que el artículo 260 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§2) sustituye el sistema de votos reservados por el de votos particulares.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [739] Párrafo redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [740] Artículo redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [741] Artículo redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [742] Párrafo redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre) .
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [743] Este artículo figura redactado de acuerdo con la Ley de 16 de julio de 1949.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [744] El presente artículo, adicionado por la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio), se incluye conforme a la redacción dada por la Ley 21/1988, de 19 de julio («BOE» núm. 173, de 20 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [745] Redactado de acuerdo con la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [746] Los apartados 1 a 5 figuran redactados conforme a la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
						
            El apartado 6 se incluye conforme a la redacción dada por la Ley 21/1988, de 19 de julio («BOE» núm. 173, de 20 de julio).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [747] Artículo redactado conforme a la Ley 21/1988, de 19 de julio («BOE» núm. 173, de 20 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [748] Artículo derogado por la Ley de 28 de junio de 1933.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [749] Artículo redactado conforme a la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [750] Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véase el artículo 248 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [751] Artículo redactado conforme a la Ley de 28 de junio de 1933 («Gaceta» núm. 188, de 7 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [752] Redactado de acuerdo con la Ley de 16 de julio de 1949. («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
						
            Véanse los artículos 857 y 875 de la presente Ley.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [753] Artículo derogado por la Ley de 16 de julio de 1949. («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [754] Redactado de acuerdo con la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [755] Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [756] Este artículo, adicionado por la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio), se incluye conforme a la redacción dada por la Ley 21/1988, de 19 de julio («BOE» núm. 173, de 20 de julio).
            

            
						
            Adviértase que, una vez publicado el nuevo Código Penal, las referencias de este artículo han quedado desactualizadas. En principio, y con la necesaria cautela que impone la falta de coincidencia, podrían entenderse hechas a los títulos XIX a XXIV del libro II del Código vigente.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [757] Artículo adicionado por la Ley de 16 de julio de 1949.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [758] Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre)
            

            
						
            Véanse los artículos 258 de la presente Ley, y 442 y 448 a 453 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [759] El párrafo primero de este artículo está redactado de acuerdo con la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio); el párrafo segundo lo está de acuerdo con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [760] Redactado conforme a la Ley de 28 de junio de 1933 («Gaceta» núm. 188, de 7 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [761] Artículo redactado conforme a la Ley de 28 de junio de 1933.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [762] Artículo redactado conforme a la Ley 21/1988, de 19 de julio («BOE» núm. 173, de 20 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [763] Redactado de acuerdo con la Ley de 28 de junio de 1933 (Gaceta núm. 188, de 7 de julio).
            

            
						
            
              Véase el artículo 893 bis.
              b)
              de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [764] Artículo redactado de acuerdo con la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
						
            
              Véase el artículo 893 bis.
              b)
              de la presente Ley. Véase, también, el artículo 248.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [765] Los párrafos primero y tercero de este artículo figuran redactados de acuerdo con la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio). El párrafo segundo está redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véanse los artículos 239 y siguientes de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [766] Adicionado por la Ley de 16 de julio de 1949. («BOE» núm. 198, de 17 de julio). Véase el artículo 951 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [767] Artículo adicionado por la Ley de 16 de julio de 1949 («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [768] Redactado de acuerdo con la Ley de 16 de julio de 1949.
            

            
						
            
              Véanse los artículos 4 y 130.3.º del Código Penal y la Ley de 18 de junio
               
              de 1870, que figura como parágrafo 3.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [769] Véase el artículo 861 bis.
              b)
              de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [770] Artículo redactado de acuerdo con la Ley de 16 de julio de 1949. («BOE» núm. 198, de 17 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [771] Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). Véanse los artículos 178 a 190 y 205 a 216 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [772] Estos artículos han sido derogados por la Ley de 16 de julio de 1949.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [773] Los artículos 910 a 933, que forman este capítulo, han sido derogados por la Ley de 16 de julio de 1949.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [774] Los artículos 934 a 946, que integran este capítulo, han sido derogados por la Ley de 16 de julio de 1949.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [775] Este capítulo ha quedado sin contenido en virtud de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre)
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [776] La numeración de este título se incluye de acuerdo con la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo (§ 15), del Tribunal del Jurado.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [777] Apartado redactado conforme a la Ley de 7 de agosto de 1899 («Gaceta» núm. 227, de 15 de agosto), cuyo artículo 3 estableció: «Cuando en recurso de revisión se dicte sentencia absolutoria, los interesados en ella o sus herederos tendrán derecho a las indemnizaciones civiles a que hubiere lugar, según el derecho común, pudiendo obtener del Estado la indemnización de los perjuicios sufridos por virtud de la sentencia anulada, cuando el Tribunal o Juez sentenciador haya incurrido en responsabilidad y no pueda hacerse efectiva».
            

            
						
            Véanse los artículos 292 a 297 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial (§ 2).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [778] Adicionado este párrafo por Ley de 24 de junio de 1933 («Gaceta» núm. 181, de 30 de junio).
            

            
						
            Véase el artículo 961 de la presente Ley.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [779] Artículo redactado conforme a la Ley 10/1992, de 30 de abril («BOE» núm. 108, de 5 de mayo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [780] En la actualidad, de acuerdo con el artículo 8 del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, la referencia al Fiscal del Tribunal Supremo habrá que entenderla al Fiscal General del Estado.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [781] Redactado de acuerdo con la Ley 10/1992, de 30 de abril («BOE» núm. 108, de 5 de mayo).
            

            
						
            Véase el artículo 57.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [782] Párrafo adicionado por Ley de 24 de junio de 1933 («Gaceta» núm. 181, de 7 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [783] Párrafo adicionado por Ley de 24 de junio de 1933 («Gaceta» núm. 181, de 7 de julio).
            

            
						
            Véanse los artículos 292 a 296 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [784] Artículo redactado de acuerdo con la Ley 10/1992, de 30 de abril.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [785] Véanse los artículos 87.1.b) y 100.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2). Téngase en cuenta que, de conformidad con la disposición adicional cuarta de esta Ley, las referencias que, en los artículos 962 a 971, aparecen hechas al Juez de Guardia, deben entenderse hechas, en su caso, al Juez de Violencia sobre la Mujer.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [786] Apartado 1 redactado conforme a la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre), por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [787] Apartado redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 5/2003, de 27 de mayo («BOE» núm. 127, de 28 de mayo). Véase el artículo 964.3 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [788] Apartados 3 y 4 redactados de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [789] Apartado 5 añadido por la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre («BOE» núm. 313, de 29 de diciembre), de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [790] Redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre. La Ley Orgánica 5/2003, de 27 de mayo («BOE» núm. 127, de 28 de mayo), suprimió el apartado 2 de este precepto, pasando a convertirse el antiguo apartado 3, en el actual 2.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [791] Artículos 617 y siguientes del citado cuerpo legal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [792] Apartado redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 5/2003, de 27 de mayo («BOE» núm. 127, de 28 de mayo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [793] Artículo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [794] El apartado 1 de este artículo figura redactado de conformidad con la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre). El apartado 2 está redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [795] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre), por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [796] Redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre)..
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [797] Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [798] Redactado este artículo de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [799] Artículo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [800] Redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [801] Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [802] Redactado este artículo de conformidad con la Ley 38/2002, de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [803] Redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [804] Artículo redactado de acuerdo con la Ley 10/1992, de 30 de abril («BOE» núm. 108, de 5 de mayo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [805] Artículo redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [806] Este artículo figura redactado de acuerdo con la Ley 10/1992, de 30 de abril («BOE» núm. 108, de 5 de mayo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [807] Artículos dejados sin contenido por la Ley 10/1992, de 30 de abril («BOE» núm. 108, de 5 de mayo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [808] Véase el artículo 18 de la Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial (§ 2).
            

            
						
            Sobre suspensión de la ejecución de las penas privativas de libertad, véanse los artículos 80 y siguientes del Código Penal.

            
						
            Véanse, asimismo, los artículos 17 de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre («BOE» núm. 239, de 5 de octubre), General Penitenciaria, y 22 de su Reglamento, aprobado por Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero («BOE» núm. 40, de 15 de febrero).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [809] Véase el artículo 974 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [810] Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
						
            Véase el artículo 974 de la presente Ley.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [811] Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre) .
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [812] Redactado de acuerdo con la Ley 3/1967, de 8 de abril, excepto el párrafo tercero que está redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre)
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [813] El apartado 1 de este artículo está redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 7/2003, de 30 de junio («BOE» núm. 156, de 1 de julio). El apartado 2 está redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
						
            Sobre ejecución provisional, véanse los artículos 524 y siguientes de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [814] Los dos últimos párrafos de este artículo han sido adicionados por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre) .
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [815] En la actualidad, Dirección General de Instituciones Penitenciarias.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [816] Suprimido por Ley 6/1984, de 31 de marzo («BOE» núm. 80, de 30 de abril).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [817] Artículos 593 y siguientes de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [818] Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre) .
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [819] La disposición adicional de la Ley de Enjuiciamiento Criminal incorporada por la Ley Orgánica 1/2003, de 10 de marzo («BOE» núm. 60, de 11 de marzo), para la garantía de la democracia en los Ayuntamientos y la seguridad de los concejales, pasó a ser la disposición adicional primera por Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre), por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [820] Disposición añadida por la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283, de 26 de noviembre), por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [821] Adviértase que la citada Comisión fue regulada por Real Decreto 1977/2008, de 28 de noviembre («BOE» núm. 298, de 11 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [822] Disposición añadida por la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [823] Disposición añadida por la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre («BOE» núm. 313, de 29 de diciembre; corrección de errores en «BOE» núm. 87, de 12 de abril de 2005), de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [824] En la actualidad, Ley Orgánica 12/1995, de 12 de diciembre («BOE» núm. 297, de 13 de diciembre), de Represión del Contrabando.
            

            
					
          

          
				
        
			

      
			
      
			

      
		
    
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          NORMAS ORGÁNICAS
        

        
				
        
          § 2
          LEY ORGÁNICA 6/1985, DE 1 DE JULIO (JEFATURA DEL ESTADO), DEL PODER JUDICIAL
        

        
				
        («BOE» núm. 157, de 2 de julio de 1985; corrección de errores en «BOE» núm. 264, de 4 de noviembre)

        
				
        
          TÍTULO PRELIMINAR
        

        
				
        
          Del Poder Judicial y del ejercicio de la potestad jurisdiccional
        

        
				
        
          Artículo 1.
          La Justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por jueces y magistrados integrantes del Poder Judicial, independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente a la Constitución y al imperio de la Ley.
        

        
				
        
          Art. 2.
          1. El ejercicio de la potestad jurisdiccional, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados en las Leyes y en los tratados internacionales.
        

        
				
        2. Los Juzgados y Tribunales no ejercerán más funciones que las señaladas en el párrafo anterior, las de Registro Civil y las demás que expresamente les sean atribuidas por Ley en garantía de cualquier derecho.

        
				
        
          Art. 3.
          1. La jurisdicción es única y se ejerce por los Juzgados y Tribunales previstos en esta Ley, sin perjuicio de las potestades jurisdiccionales reconocidas por la Constitución a otros órganos.
        

        
				
        
          2. La competencia de la jurisdicción militar quedará limitada al ámbito estrictamente castrense respecto de los hechos tipificados como delitos militares por el Código Penal Militar
          [1]
          y a los supuestos de estado de sitio, de acuerdo con la declaración de dicho estado y la Ley Orgánica que lo regula
          [2], sin perjuicio de lo que se establece en el artículo 9, apartado 2, de esta Ley.
        

        
				
        
          Art. 4.
          La jurisdicción se extiende a todas las personas, a todas las materias y a todo el territorio español, en la forma establecida en la Constitución y en las Leyes.
        

        
				
        
          Art. 5.
          1. La Constitución es la norma suprema del ordenamiento jurídico, y vincula a todos los Jueces y Tribunales, quienes interpretarán y aplicarán las Leyes y los Reglamentos según los preceptos y principios constitucionales, conforme a la interpretación de los mismos que resulte de las resoluciones dictadas por el Tribunal Constitucional en todo tipo de procesos.
        

        
				
        
          2. Cuando un órgano judicial considere, en algún proceso, que una norma con rango de Ley, aplicable al caso, de cuya validez dependa el fallo, pueda ser contraria a la Constitución, planteará la cuestión ante el Tribunal Constitucional, con arreglo a lo que establece su Ley Orgánica
          [3].
        

        
				
        3. Procederá el planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad cuando por vía interpretativa no sea posible la acomodación de la norma al ordenamiento constitucional.

        
				
        4. En todos los casos en que, según la Ley, proceda recurso de casación, será suficiente para fundamentarlo la infracción de precepto constitucional. En este supuesto, la competencia para decidir el recurso corresponderá siempre al Tribunal Supremo, cualesquiera que sean la materia, el derecho aplicable y el orden jurisdiccional.

        
				
        
          Art. 6.
          Los Jueces y Tribunales no aplicarán los Reglamentos o cualquier otra disposición contrarios a la Constitución, a la Ley o al principio de jerarquía normativa.
        

        
				
        
          Art. 7.
          1. Los derechos y libertades reconocidos en el capítulo segundo del título I de la Constitución vinculan, en su integridad, a todos los Jueces y Tribunales y están garantizados bajo la tutela efectiva de los mismos.
        

        
				
        2. En especial, los derechos enunciados en el artículo 53.2 de la Constitución se reconocerán, en todo caso, de conformidad con su contenido constitucionalmente declarado, sin que las resoluciones judiciales puedan restringir, menoscabar o inaplicar dicho contenido.

        
				
        3. Los Juzgados y Tribunales protegerán los derechos e intereses legítimos, tanto individuales como colectivos, sin que en ningún caso pueda producirse indefensión. Para la defensa de estos últimos se reconocerá la legitimación de las corporaciones, asociaciones y grupos que resulten afectados o que estén legalmente habilitados para su defensa y promoción.

        
				
        
          Art. 8.
          Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, así como el sometimiento de ésta a los fines que la justifican
          [4].
        

        
				
        
          Art. 9.
          1. Los Juzgados y Tribunales ejercerán su jurisdicción exclusivamente en aquellos casos en que les venga atribuida por esta u otra Ley.
        

        
				
        2. Los Tribunales y Juzgados del orden civil conocerán, además de las materias que les son propias, de todas aquellas que no estén atribuidas a otro orden jurisdiccional.

        
				
        En este orden civil, corresponderá a la jurisdicción militar la prevención de los juicios de testamentaría y de abintestato de los miembros de las Fuerzas Armadas que, en tiempo de guerra, fallecieren en campaña o navegación, limitándose a la práctica de la asistencia imprescindible para disponer el sepelio del difunto y la formación del inventario y aseguramiento provisorio de sus bienes, dando siempre cuenta a la autoridad judicial civil competente.

        
				
        
          3. Los del orden jurisdiccional penal tendrán atribuido el conocimiento de las causas y juicios criminales, con excepción de los que correspondan a la jurisdicción militar
          [5].
        

        
				
        
          4. Los del orden contencioso-administrativo conocerán de las pretensiones que se deduzcan en relación con la actuación de las Administraciones públicas sujeta al derecho administrativo, con las disposiciones generales de rango inferior a la ley y con los reales decretos legislativos en los términos previstos en el artículo 82.6 de la Constitución, de conformidad con lo que establezca la Ley de esa jurisdicción. También conocerán de los recursos contra la inactividad de la Administración y contra sus actuaciones materiales que constituyan vía de hecho. Quedan excluidos de su conocimiento los recursos directos o indirectos que se interpongan contra las Normas Forales fiscales de las Juntas Generales de los Territorios Históricos de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, que corresponderán, en exclusiva, al Tribunal Constitucional, en los términos establecidos por la disposición adicional quinta de su Ley Orgánica
          [6].
        

        
				
        5. Los del orden jurisdiccional social conocerán de las pretensiones que se promuevan dentro de la rama social del Derecho, tanto en conflictos individuales como colectivos, así como las reclamaciones en materia de Seguridad Social o contra el Estado cuando le atribuya responsabilidad la legislación laboral.

        
				
        6. La jurisdicción es improrrogable. Los órganos judiciales apreciarán de oficio la falta de jurisdicción y resolverán sobre la misma con audiencia de las partes y del Ministerio Fiscal. En todo caso, esta resolución será fundada y se efectuará indicando siempre el orden jurisdiccional que se estime competente.

        
				
        
          Art. 10.
          1. A los solos efectos prejudiciales, cada orden jurisdiccional podrá conocer de asuntos que no le estén atribuidos privativamente.
        

        
				
        
          2. No obstante, la existencia de una cuestión prejudicial penal de la que no pueda prescindirse para la debida decisión o que condicione directamente el contenido de ésta, determinará la suspensión del procedimiento, mientras aquélla no sea resuelta por los órganos penales a quienes corresponda, salvo las excepciones que la Ley establezca
          [7].
        

        
				
        
          Art. 11.
          1. En todo tipo de procedimiento se respetarán las reglas de la buena fe. No surtirán efecto las pruebas obtenidas, directa o indirectamente, violentando los derechos o libertades fundamentales
          [8].
        

        
				
        
          2. Los Juzgados y Tribunales rechazarán fundamentalmente las peticiones, incidentes y excepciones que se formulen con manifiesto abuso de derecho o entrañen fraude de Ley o procesal
          [9].
        

        
				
        3. Los Juzgados y Tribunales, de conformidad con el principio de tutela efectiva consagrado en el artículo 24 de la Constitución, deberán resolver siempre sobre las pretensiones que se les formulen, y sólo podrán desestimarlas por motivos formales cuando el defecto fuese insubsanable o no se subsanare por el procedimiento establecido en las Leyes.

        
				
        
          Art. 12.
          1. En el ejercicio de la potestad jurisdiccional, los jueces y magistrados son independientes respecto a todos los órganos judiciales y de gobierno del Poder Judicial.
        

        
				
        2. No podrán los Jueces y Tribunales corregir la aplicación o interpretación del ordenamiento jurídico hecha por sus inferiores en el orden jerárquico judicial, sino cuando administren justicia en virtud de los recursos que las Leyes establezcan.

        
				
        3. Tampoco podrán los Jueces y Tribunales, órganos de gobierno de los mismos o el Consejo General del Poder Judicial dictar instrucciones, de carácter general o particular, dirigidas a sus inferiores, sobre la aplicación o interpretación del ordenamiento jurídico que lleven a cabo en el ejercicio de su función jurisdiccional.

        
				
        
          Art. 13.
          Todos están obligados a respetar la independencia de los jueces y magistrados.
        

        
				
        
          Art. 14.
          1. Los jueces y magistrados que se consideren inquietados o perturbados en su independencia lo pondrán en conocimiento del Consejo General del Poder Judicial, dando cuenta de los hechos al Juez o Tribunal competente para seguir el procedimiento adecuado, sin perjuicio de practicar por sí mismos las diligencias estrictamente indispensables para asegurar la acción de la justicia y restaurar el orden jurídico
          [10].
        

        
				
        
          2. El Ministerio Fiscal, por sí o a petición de aquéllos, promoverá las acciones pertinentes en defensa de la independencia judicial
          [11].
        

        
				
        
          Art. 15.
          Los jueces y magistrados no podrán ser separados, suspendidos, trasladados ni jubilados sino por alguna de las causas y con las garantías previstas en esta Ley.
        

        
				
        
          Art. 16.
          1. Los jueces y magistrados responderán penal y civilmente en los casos y en la forma determinada en las Leyes, y disciplinariamente de conformidad con lo establecido en esta Ley
          [12].
        

        
				
        
          2. Se prohíben los Tribunales de Honor en la Administración de Justicia
          [13].
        

        
				
        
          Art. 17.
          1. Todas las personas y entidades públicas y privadas están obligadas a prestar, en la forma que la Ley establezca, la colaboración requerida por los Jueces y Tribunales en el curso del proceso y en la ejecución de lo resuelto, con las excepciones que establezcan la Constitución y las Leyes, y sin perjuicio del resarcimiento de los gastos y del abono de las remuneraciones debidas que procedan conforme a la Ley
          [14].
        

        
				
        2. Las Administraciones Públicas, las autoridades y funcionarios, las Corporaciones y todas las entidades públicas y privadas, y los particulares, respetarán y, en su caso, cumplirán las sentencias y las demás resoluciones judiciales que hayan ganado firmeza o sean ejecutables de acuerdo con las Leyes.

        
				
        
          Art. 18.
          1. Las resoluciones judiciales sólo podrán dejarse sin efecto en virtud de los recursos previstos en las Leyes.
        

        
				
        2. Las sentencias se ejecutarán en sus propios términos. Si la ejecución resultare imposible, el Juez o Tribunal adoptará las medidas necesarias que aseguren la mayor efectividad de la ejecutoria, y fijará en todo caso la indemnización que sea procedente en la parte en que aquélla no pueda ser objeto de cumplimiento pleno. Sólo por causa de utilidad pública o interés social, declarada por el Gobierno, podrán expropiarse los derechos reconocidos frente a la Administración Pública en una sentencia firme, antes de su ejecución. En este caso, el Juez o Tribunal a quien corresponda la ejecución será el único competente para señalar por vía incidental la correspondiente indemnización.

        
				
        
          3. Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjuicio del derecho de gracia, cuyo ejercicio, de acuerdo con la Constitución y las Leyes corresponde al Rey
          [15].
        

        
				
        
          Art. 19.
          1. Los ciudadanos de nacionalidad española podrán ejercer la acción popular, en los casos y formas establecidos en la Ley
          [16].
        

        
				
        
          2. Asimismo, podrán participar en la Administración de Justicia: mediante la institución del Jurado, en la forma y con respecto a aquellos procesos penales que la Ley determine
          [17]; en los Tribunales consuetudinarios y tradicionales y en los demás casos previstos en esta Ley.
        

        
				
        3. Tiene el carácter de Tribunal consuetudinario y tradicional el Tribunal de las Aguas de la Vega Valenciana.

        
				
        
          4. Se reconoce el carácter de Tribunal consuetudinario y tradicional al denominado Consejo de Hombres Buenos de Murcia
          [18].
        

        
				
        
          Art. 20.
          1. La Justicia será gratuita en los supuestos que establezca la Ley.
        

        
				
        
          2. Se regulará por Ley un sistema de justicia gratuita que dé efectividad al derecho declarado en los artículos 24 y 119 de la Constitución, en los casos de insuficiencia de recursos para litigar
          [19].
        

        
				
        3. No podrán exigirse fianzas que por su inadecuación impidan el ejercicio de la acción popular, que será siempre gratuita.

        
				
        
          LIBRO PRIMERO
        

        
				
        
          De la extensión y límites de la jurisdicción y de la planta y organización de los Juzgados y Tribunales
        

        
				
        
          TÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          De la extensión y límites de la jurisdicción
        

        
				
        
          Art. 21.
          1. Los Juzgados y Tribunales españoles conocerán de los juicios que se susciten en territorio español entre españoles, entre extranjeros y entre españoles y extranjeros con arreglo a lo establecido en la presente Ley y en los tratados y convenios internacionales en los que España sea parte.
        

        
				
        2. Se exceptúan los supuestos de inmunidad de jurisdicción y de ejecución establecidos por las normas del Derecho Internacional Público.

        
				
        [.......]

        
				
        
          Art. 23.
          1. En el orden penal corresponderá a la jurisdicción española el conocimiento de las causas por delitos y faltas cometidos en territorio español o cometidos a bordo de buques o aeronaves españoles, sin perjuicio de lo previsto en los tratados internacionales en los que España sea parte.
        

        
				
        2. Asimismo conocerá de los hechos previstos en las Leyes penales españolas como delitos, aunque hayan sido cometidos fuera del territorio nacional, siempre que los criminalmente responsables fueren españoles o extranjeros que hubieren adquirido la nacionalidad española con posterioridad a la comisión del hecho y concurrieren los siguientes requisitos:

        
				
        
          a)
          Que el hecho sea punible en el lugar de ejecución, salvo que, en virtud de un Tratado internacional o de un acto normativo de una Organización internacional de la que España sea parte, no resulte necesario dicho requisito
          [20].
        

        
				
        
          b)
          Que el agraviado o el Ministerio Fiscal denuncien o interpongan querella ante los Tribunales españoles.
        

        
				
        
          c)
          Que el delincuente no haya sido absuelto, indultado o penado en el extranjero, o, en este último caso, no haya cumplido la condena. Si sólo la hubiere cumplido en parte, se le tendrá en cuenta para rebajarle proporcionalmente la que le corresponda.
        

        
				
        3. Conocerá la jurisdicción española de los hechos cometidos por españoles o extranjeros fuera del territorio nacional cuando sean susceptibles de tipificarse, según la Ley penal española, como alguno de los siguientes delitos:

        
				
        
          a)
          De traición y contra la paz o la independencia del Estado.
        

        
				
        
          b)
          Contra el titular de la Corona, su Consorte, su Sucesor o el Regente.
        

        
				
        
          c)
          Rebelión y sedición.
        

        
				
        
          d)
          Falsificación de la firma o estampilla reales, del sello del Estado, de las firmas de los Ministros y de los sellos públicos u oficiales.
        

        
				
        
          e)
          Falsificación de moneda española y su expedición.
        

        
				
        
          f)
          Cualquier otra falsificación que perjudique directamente al crédito o intereses del Estado, e introducción o expedición de lo falsificado.
        

        
				
        
          g)
          Atentado contra autoridades o funcionarios públicos españoles.
        

        
				
        
          h)
          Los perpetrados en el ejercicio de sus funciones por funcionarios públicos españoles residentes en el extranjero y los delitos contra la Administración Pública española.
        

        
				
        
          i)
          Los relativos al control de cambios.
        

        
				
        4. Igualmente, será competente la jurisdicción española para conocer de los hechos cometidos por españoles o extranjeros fuera del territorio nacional susceptibles de tipificarse, según la ley española, como alguno de los siguientes delitos:

        
				
        
          a)
          Genocidio y lesa humanidad.
        

        
				
        
          b)
          Terrorismo.
        

        
				
        
          c)
          Piratería y apoderamiento ilícito de aeronaves.
        

        
				
        
          d)
          Delitos relativos a la prostitución y corrupción de menores e incapaces.
        

        
				
        e) Tráfico ilegal de drogas psicotrópicas, tóxicas y estupefacientes.

        
				
        
          f)
          Tráfico ilegal o inmigración clandestina de personas, sean o no trabajadores.
        

        
				
        
          g)
          Los relativos a la mutilación genital femenina, siempre que los responsables se encuentren en España.
        

        
				
        
          h)
          Cualquier otro que, según los tratados y convenios internacionales, en particular los Convenios de derecho internacional humanitario y de protección de los derechos humanos, deba ser perseguido en España.
        

        
				
        Sin perjuicio de lo que pudieran disponer los tratados y convenios internacionales suscritos por España, para que puedan conocer los Tribunales españoles de los anteriores delitos deberá quedar acreditado que sus presuntos responsables se encuentran en España o que existen víctimas de nacionalidad española, o constatarse algún vínculo de conexión relevante con España y, en todo caso, que en otro país competente o en el seno de un Tribunal internacional no se ha iniciado procedimiento que suponga una investigación y una persecución efectiva, en su caso, de tales hechos punibles.

        
				
        El proceso penal iniciado ante la jurisdicción española se sobreseerá provisionalmente cuando quede constancia del comienzo de otro proceso sobre los hechos denunciados en el país o por el Tribunal a los que se refiere el párrafo anterior.

        
				
        
          5. Si se tramitara causa penal en España por los supuestos regulados en los anteriores apartados 3 y 4, será en todo caso de aplicación lo dispuesto en la letra c) del apartado 2 del presente artículo
          [21].
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          TÍTULO II
        

        
				
        
          De la planta y organización territorial
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          De los Juzgados y Tribunales
        

        
				
        
          Art. 26.
          El ejercicio de la potestad jurisdiccional se atribuye a los siguientes Juzgados y Tribunales:
        

        
				
        Juzgados de Paz.

        
				
        Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, de lo Mercantil, de Violencia sobre la Mujer, de lo Penal, de lo Contencioso-Administrativo, de lo Social, de Menores y de Vigilancia Penitenciaria.

        
				
        Audiencias Provinciales.

        
				
        Tribunales Superiores de Justicia.

        
				
        Audiencia Nacional.

        
				
        
          Tribunal Supremo
          [22].
        

        
				
        
          Art. 27.
          1. En las Salas de los Tribunales en las que existan dos o más Secciones, se designarán por numeración ordinal.
        

        
				
        2. En las poblaciones en que existan dos o más Juzgados del mismo orden jurisdiccional y de la misma clase, se designarán por numeración cardinal.

        
				
        
          Art. 28.
          
            En cada Sala o Sección de los Tribunales habrá una o más Secretarías y una sola en cada Juzgado
            [23]
          
          .
        

        
				
        
          Art. 29.
          1. La Planta de los Juzgados y Tribunales se establecerá por Ley. Será revisada, al menos, cada cinco años, previo informe del Consejo General del Poder Judicial, para adaptarla a las nuevas necesidades.
        

        
				
        
          2. La revisión de la planta de los Juzgados y Tribunales podrá ser instada por las Comunidades Autónomas con competencia en materia de Justicia para adaptarla a las necesidades de su ámbito territorial
          [24].
        

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          De la división territorial en lo judicial
        

        
				
        
          Art. 30.
          El Estado se organiza territorialmente, a efectos judiciales, en municipios, partidos, provincias y Comunidades Autónomas.
        

        
				
        
          Art. 31.
          El municipio se corresponde con la demarcación administrativa del mismo nombre.
        

        
				
        
          Art. 32.
          1. El partido es la unidad territorial integrada por uno o más municipios limítrofes, pertenecientes a una misma provincia.
        

        
				
        2. La modificación de partidos se realizará, en su caso, en función del número de asuntos, de las características de la población, medios de comunicación y comarcas naturales.

        
				
        3. El partido podrá coincidir con la demarcación provincial.

        
				
        
          Art. 33.
          La provincia se ajustará a los límites territoriales de la demarcación administrativa del mismo nombre.
        

        
				
        
          Art. 34.
          La Comunidad Autónoma será el ámbito territorial de los Tribunales Superiores de Justicia.
        

        
				
        
          Art. 35.
          1. La demarcación judicial, que determinará la circunscripción territorial de los órganos judiciales, se establecerá por Ley
          [25].
        

        
				
        2. A tal fin, las Comunidades Autónomas participarán en la organización de la demarcación judicial de sus territorios respectivos, remitiendo al Gobierno, a solicitud de éste, una propuesta de la misma en la que fijarán los partidos judiciales.

        
				
        3. El Ministerio de Justicia, vistas las propuestas de las Comunidades Autónomas, redactará un anteproyecto, que será informado por el Consejo General del Poder Judicial en el plazo de dos meses.

        
				
        4. Emitido el precitado informe, el Gobierno aprobará el oportuno proyecto de Ley, que, en unión de las propuestas de las Comunidades Autónomas y del informe del Consejo General del Poder Judicial, remitirá a las Cortes Generales para su tramitación.

        
				
        5. La demarcación judicial será revisada cada cinco años o antes si las circunstancias lo aconsejan, mediante Ley elaborada conforme al procedimiento anteriormente establecido.

        
				
        
          6. Las Comunidades Autónomas, previo informe del Consejo General del Poder Judicial, determinarán, por Ley, la capitalidad de los partidos judiciales
          [26].
        

        
				
        
          Art. 36.
          La creación de Secciones y Juzgados corresponderá al Gobierno cuando no suponga alteración de la demarcación judicial, oídos preceptivamente la Comunidad Autónoma afectada y el Consejo General del Poder Judicial.
        

        
				
        
          Art. 37.
          1. Corresponde al Ministerio de Justicia o al órgano competente de la Comunidad Autónoma con competencias en materia de Justicia proveer a los Juzgados y Tribunales de los medios precisos para el desarrollo de su función con independencia y eficacia.
        

        
				
        
          2. A tal efecto, el Consejo General del Poder Judicial remitirá anualmente al Ministerio de Justicia o al órgano competente de la Comunidad Autónoma con competencias en materia de Justicia una relación circunstanciada de las necesidades que estime existentes
          [27].
        

        
				
        
          TÍTULO III
        

        
				
        
          De los conflictos de jurisdicción y de los conflictos y cuestiones de competencia
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          De los conflictos de jurisdicción
        

        
				
        
          Art. 38.
          1. Los conflictos de jurisdicción entre los Juzgados o Tribunales y la Administración serán resueltos por un órgano colegiado constituido por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y por cinco vocales, de los que dos serán magistrados de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, designados por el Pleno del Consejo General del Poder Judicial, y los otros tres serán Consejeros Permanentes de Estado, actuando como secretario el de Gobierno del Tribunal Supremo.
        

        
				
        2. El Presidente tendrá siempre voto de calidad en caso de empate.

        
				
        
          Art. 39.
          1. Los conflictos de jurisdicción entre los Juzgados o Tribunales de cualquier orden jurisdiccional de la jurisdicción ordinaria y los órganos judiciales militares, serán resueltos por la Sala de Conflictos de Jurisdicción, compuesta por el Presidente del Tribunal Supremo, que la presidirá, dos magistrados de la Sala del Tribunal Supremo del orden jurisdiccional en conflicto y dos magistrados de la Sala de lo Militar, todos ellos designados por el Pleno del Consejo General del Poder Judicial. Actuará como Secretario de esta Sala el de Gobierno del Tribunal Supremo
          [28].
        

        
				
        2. El Presidente tendrá siempre voto de calidad en caso de empate.

        
				
        
          Art. 40.
          Anualmente se renovarán los componentes de los órganos colegiados decisorios previstos en los dos artículos anteriores.
        

        
				
        
          Art. 41.
          El planteamiento, tramitación y decisión de los conflictos de jurisdicción se ajustará a lo dispuesto en la Ley
          [29].
        

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          De los conflictos de competencia
        

        
				
        
          Art. 42.
          Los conflictos de competencia que puedan producirse entre Juzgados o Tribunales de distinto orden jurisdiccional, integrados en el Poder Judicial, se resolverán por una Sala especial del Tribunal Supremo, presidida por el Presidente y compuesta por dos magistrados, uno por cada orden jurisdiccional en conflicto, que serán designados anualmente por la Sala de Gobierno. Actuará como secretario de esta Sala especial el de Gobierno del Tribunal Supremo.
        

        
				
        
          Art. 43.
          Los conflictos de competencia, tanto positivos como negativos, podrán ser promovidos de oficio o a instancia de parte o del Ministerio Fiscal, mientras el proceso no haya concluido por sentencia firme, salvo que el conflicto se refiera a la ejecución del fallo.
        

        
				
        
          Art. 44.
          El orden jurisdiccional penal es siempre preferente. Ningún Juez o Tribunal podrá plantear conflicto de competencia a los órganos de dicho orden jurisdiccional.
        

        
				
        
          Art. 45.
          Suscitado el conflicto de competencia en escrito razonado, en el que se expresarán los preceptos legales en que se funde, el Juez o Tribunal, oídas las partes y el Ministerio Fiscal por plazo común de diez días, decidirá por medio de auto si procede declinar el conocimiento del asunto o requerir al órgano jurisdiccional que esté conociendo para que deje de hacerlo.
        

        
				
        
          Art. 46.
          1. Al requerimiento de inhibición se acompañará testimonio del auto dictado por el Juez o Tribunal requirente, de los escritos de las partes y del Ministerio Fiscal y de los demás particulares que se estimen conducentes para justificar la competencia de aquél.
        

        
				
        2. El requerido, con audiencia del Ministerio Fiscal y de las partes por plazo común de diez días, dictará auto resolviendo sobre su competencia.

        
				
        
          Art. 47.
          1. Si no se accediere al requerimiento, se comunicará así al requirente y se elevarán por ambos las actuaciones a la Sala de Conflictos, conservando ambos órganos, en su caso, los testimonios necesarios para cumplir lo previsto en el apartado 2 del artículo 48.
        

        
				
        2. La Sala, oído el Ministerio Fiscal por plazo no superior a diez días, dictará auto en los diez siguientes, sin que contra él quepa recurso alguno. El auto que se dicte resolverá definitivamente el conflicto de competencia.

        
				
        
          Art. 48.
          1. Desde que se dicte el auto declinando la competencia o acordando el requerimiento, y desde que se tenga conocimiento de éste por el Juez o Tribunal requerido, se suspenderá el procedimiento en el asunto a que se refiere aquél.
        

        
				
        2. No obstante, la suspensión no alcanzará a las actuaciones preventivas o preparatorias ni a las cautelares, cualesquiera que sean los órdenes jurisdiccionales en eventual conflicto, que tengan carácter urgente o necesario, o que, de no adoptarse, pudieran producir un quebranto irreparable o de difícil reparación. En su caso, los Jueces o Tribunales adoptarán las garantías procedentes para asegurar los derechos o intereses de las partes o de terceros o el interés público.

        
				
        
          Art. 49.
          Las resoluciones recaídas en la tramitación de los conflictos de competencia no serán susceptibles de recurso alguno, ordinario o extraordinario.
        

        
				
        
          Art. 50.
          1. Contra la resolución firme en que el órgano del orden jurisdiccional indicado en la resolución a que se refiere el apartado 6 del artículo 9 declare su falta de jurisdicción en un proceso cuyos sujetos y pretensiones fuesen los mismos, podrá interponerse en el plazo de diez días recurso por defecto de jurisdicción.
        

        
				
        2. El recurso se interpondrá ante el órgano que dictó la resolución, quien, tras oír a las partes personadas, si las hubiere, remitirá las actuaciones a la Sala de Conflictos.

        
				
        3. La Sala reclamará del Juzgado o Tribunal que declaró en primer lugar su falta de jurisdicción que le remita las actuaciones y, oído el Ministerio Fiscal por plazo no superior a diez días, dictará auto dentro de los diez siguientes.

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          De las cuestiones de competencia
        

        
				
        
          Art. 51.
          1. Las cuestiones de competencia entre Juzgados y Tribunales de un mismo orden jurisdiccional se resolverán por el órgano inmediato superior común, conforme a las normas establecidas en las Leyes procesales
          [30].
        

        
				
        2. En la resolución en que se declare la falta de competencia se expresará el órgano que se considere competente.

        
				
        
          Art. 52.
          No podrán suscitarse cuestiones de competencia entre Jueces y Tribunales subordinados entre sí. El Juez o Tribunal superior fijará, en todo caso, y sin ulterior recurso, su propia competencia, oídas las partes y el Ministerio Fiscal por plazo común de diez días. Acordado lo procedente, recabarán las actuaciones del Juez o Tribunal inferior o le remitirán las que se hallare conociendo.
        

        
				
        
          TÍTULO IV
        

        
				
        
          De la composición y atribuciones de los órganos jurisdiccionales
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Del Tribunal Supremo
        

        
				
        
          Art. 53.
          El Tribunal Supremo, con sede en la villa de Madrid, es el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales. Tendrá jurisdicción en toda España y ningún otro podrá tener el título de Supremo.
        

        
				
        
          Art. 54.
          El Tribunal Supremo se compondrá de su Presidente, los Presidentes de Sala y los magistrados que determine la Ley para cada una de las Salas y, en su caso, Secciones en que las mismas puedan articularse.
        

        
				
        
          Art. 55.
          El Tribunal Supremo estará integrado por las siguientes Salas:
        

        
				
        Primera: De lo Civil.

        
				
        Segunda: De lo Penal.

        
				
        Tercera: De lo Contencioso-Administrativo.

        
				
        Cuarta: De lo Social.

        
				
        
          Quinta: De lo Militar, que se regirá por su legislación específica y supletoriamente por la presente Ley y por el ordenamiento común a las demás Salas del Tribunal Supremo
          [31].
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          Art. 57.
          1. La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo conocerá:
        

        
				
        1.º De los recursos de casación, revisión y otros extraordinarios en materia penal que establezca la Ley.

        
				
        2.º De la instrucción y enjuiciamiento de las causas contra el Presidente del Gobierno, Presidentes del Congreso y del Senado, Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, Presidente del Tribunal Constitucional, miembros del Gobierno, diputados y senadores, vocales del Consejo General del Poder Judicial, magistrados del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, Presidente de la Audiencia Nacional y de cualquiera de sus Salas y de los Tribunales Superiores de Justicia, Fiscal General del Estado, fiscales de Sala del Tribunal Supremo, Presidente y consejeros del Tribunal de Cuentas, Presidente y consejeros del Consejo de Estado y Defensor del Pueblo, así como de las causas que, en su caso, determinen los Estatutos de Autonomía.

        
				
        3.º De la instrucción y enjuiciamiento de las causas contra magistrados de la Audiencia Nacional o de un Tribunal Superior de Justicia.

        
				
        
          2. En las causas a que se refieren los números segundo y tercero del párrafo anterior se designará de entre los miembros de la Sala, conforme a un turno preestablecido, un instructor, que no formará parte de la misma para enjuiciarlas
          [32].
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          Art. 60.
          1. Conocerá además cada una de las Salas del Tribunal Supremo de las recusaciones que se interpusieren contra los magistrados que las compongan, y de las cuestiones de competencia entre Juzgados o Tribunales del propio orden jurisdiccional que no tengan otro superior común.
        

        
				
        2. A estos efectos, los magistrados recusados no formarán parte de la Sala.

        
				
        
          Art. 61.
          1. Una Sala formada por el Presidente del Tribunal Supremo, los Presidentes de Sala y el magistrado más antiguo y el más moderno de cada una de ellas conocerá:
        

        
				
        1.º De los recursos de revisión contra las sentencias dictadas en única instancia por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de dicho Tribunal.

        
				
        2.º De los incidentes de recusación del Presidente del Tribunal Supremo, o de los Presidentes de Sala, o de más de dos magistrados de una Sala.

        
				
        En este caso, los afectados directamente por la recusación serán sustituidos por quienes corresponda.

        
				
        3.º De las demandas de responsabilidad civil que se dirijan contra los Presidentes de Sala o contra todos o la mayor parte de los magistrados de una Sala de dicho Tribunal por hechos realizados en el ejercicio de su cargo.

        
				
        4.º De la instrucción y enjuiciamiento de las causas contra los Presidentes de Sala o contra los magistrados de una Sala, cuando sean juzgados todos o la mayor parte de los que la constituyen.

        
				
        5.º Del conocimiento de las pretensiones de declaración de error judicial cuando éste se impute a una Sala del Tribunal Supremo.

        
				
        
          6.
          o
          De los procesos de declaración de ilegalidad y consecuente disolución de los partidos políticos, conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos
          [33].
        

        
				
        
          2. En las causas a que se refiere el núm. 4 del apartado anterior se designará de entre los miembros de la Sala, conforme a un turno preestablecido, un instructor que no formará parte de la misma para enjuiciarlo
          [34].
        

        
				
        
          3. Una Sección, formada por el Presidente del Tribunal Supremo, el de la Sala de lo Contencioso-Administrativo y cinco magistrados de esta misma Sala, que serán los dos más antiguos y los tres más modernos, conocerá del recurso de casación para la unificación de doctrina cuando la contradicción se produzca entre sentencias dictadas en única instancia por Secciones distintas de dicha Sala
          [35].
        

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          De la Audiencia Nacional
        

        
				
        
          Art. 62.
          La Audiencia Nacional, con sede en la villa de Madrid, tiene jurisdicción en toda España.
        

        
				
        
          Art. 63.
          1. La Audiencia Nacional se compondrá de su Presidente, los Presidentes de Sala y los magistrados que determine la Ley para cada una de sus Salas y Secciones.
        

        
				
        
          2. El Presidente de la Audiencia Nacional, que tendrá la consideración de Presidente de Sala del Tribunal Supremo, es el Presidente nato de todas sus Salas
          [36].
        

        
				
        
          Art. 64.
          1. La Audiencia Nacional estará integrada por las siguientes Salas:
        

        
				
        De Apelación.

        
				
        De lo Penal.

        
				
        De lo Contencioso-Administrativo.

        
				
        De lo Social.

        
				
        
          2. En el caso de que el número de asuntos lo aconseje, podrán crearse dos o más Secciones dentro de una Sala
          [37].
        

        
				
        
          Art. 64 bis.
          1. La Sala de Apelación de la Audiencia Nacional conocerá de los recursos de esta clase que establezca la Ley contra las resoluciones de la Sala de lo Penal.
        

        
				
        2. Cuando la sensible y continuada diferencia en el volumen de trabajo lo aconseje, los magistrados de esta Sala, con el acuerdo favorable de la Sala de Gobierno, previa propuesta del Presidente del Tribunal, podrán ser adscritos por el Consejo General del Poder Judicial, total o parcialmente, y sin que ello signifique incremento retributivo alguno, a otra Sala de diferente orden.

        
				
        
          Para la adscripción se valorarán la antigüedad en el escalafón y la especialidad o experiencia de los magistrados afectados y, a ser posible, sus preferencias
          [38].
        

        
				
        
          Art. 65.
          La Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional conocerá:
        

        
				
        1.º Del enjuiciamiento, salvo que corresponda en primera instancia a los Juzgados Centrales de lo Penal, de las causas por los siguientes delitos:

        
				
        
          a)
           
          Delitos contra el titular de la Corona, su Consorte, su Sucesor, altos organismos de la Nación y forma de Gobierno.
        

        
				
        
          b)
          Falsificación de moneda y fabricación de tarjetas de crédito y débito falsas y cheques de viajero falsos, siempre que sean cometidos por organizaciones o grupos criminales.
        

        
				
        
          c)
          Defraudaciones y maquinaciones para alterar el precio de las cosas que produzcan o puedan producir grave repercusión en la seguridad del tráfico mercantil, en la economía nacional o perjuicio patrimonial en una generalidad de personas en el territorio de más de una Audiencia.
        

        
				
        
          d)
          Tráfico de drogas o estupefacientes, fraudes alimentarios y de sustancias farmacéuticas o medicinales, siempre que sean cometidos por bandas o grupos organizados y produzcan efectos en lugares pertenecientes a distintas Audiencias.
        

        
				
        
          e)
          Delitos cometidos fuera del territorio nacional, cuando conforme a las Leyes o a los tratados corresponda su enjuiciamiento a los Tribunales españoles.
        

        
				
        
          En todo caso, la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional extenderá su competencia al conocimiento de los delitos conexos con todos los anteriormente reseñados
          [39].
        

        
				
        
          2.º De los procedimientos penales iniciados en el extranjero, de la ejecución de las sentencias dictadas por Tribunales extranjeros o del cumplimiento de pena de prisión impuesta por Tribunales extranjeros, cuando en virtud de un tratado internacional corresponda a España la continuación de un procedimiento penal iniciado en el extranjero, la ejecución de una sentencia penal extranjera o el cumplimiento de una pena o medida de seguridad privativa de libertad, salvo en aquellos casos en que esta Ley atribuya alguna de estas competencias a otro órgano jurisdiccional penal
          [40].
        

        
				
        
          3.º De las cuestiones de cesión de jurisdicción en materia penal derivadas del cumplimiento de tratados internacionales en los que España sea parte
          [41].
        

        
				
        
          4.º Del procedimiento para la ejecución de las órdenes europeas de detención y entrega y de los procedimientos judiciales de extradición pasiva, sea cual fuere el lugar de residencia o en que hubiese tenido lugar la detención del afectado por el procedimiento
          [42].
        

        
				
        
          5.º De los recursos establecidos en la Ley contra las sentencias y otras resoluciones de los Juzgados Centrales de lo Penal, de los Juzgados Centrales de Instrucción y del Juzgado Central de Menores
          [43].
        

        
				
        
          6.º De los recursos contra las resoluciones dictadas por los Juzgados Centrales de Vigilancia Penitenciaria de conformidad con lo previsto en la disposición adicional quinta
          [44].
        

        
				
        7.º De cualquier otro asunto que le atribuyan las Leyes.

        
				
        [.......]

        
				
        
          Art. 68.
          1. Conocerá además cada una de las Salas de la Audiencia Nacional de las recusaciones que se interpusieren contra los magistrados que las compongan.
        

        
				
        2. A estos efectos, los magistrados recusados no formarán parte de la Sala.

        
				
        
          Art. 69.
          Una Sala formada por el Presidente de la Audiencia Nacional, los Presidentes de las Salas y el magistrado más antiguo y el más moderno de cada una, o aquel que, respectivamente, le sustituya, conocerá de los incidentes de recusación del Presidente, de los Presidentes de Sala o de más de dos magistrados de una Sala.
        

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          De los Tribunales Superiores de Justicia
        

        
				
        
          Art. 70.
          El Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma culminará la organización judicial en el ámbito territorial de aquélla, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo.
        

        
				
        
          Art. 71.
          El Tribunal Superior de Justicia tomará el nombre de la Comunidad Autónoma y extenderá su jurisdicción al ámbito territorial de ésta.
        

        
				
        
          Art. 72.
          1. El Tribunal Superior de Justicia estará integrado por las siguientes Salas: De lo Civil y Penal, de lo Contencioso-Administrativo y de lo Social.
        

        
				
        2. Se compondrá de un Presidente, que lo será también de su Sala de lo Civil y Penal, y tendrá la consideración de magistrado del Tribunal Supremo mientras desempeñe el cargo; de los Presidentes de Sala y de los magistrados que determine la Ley para cada una de las Salas y, en su caso, de las Secciones que puedan dentro de ellas crearse.

        
				
        
          Art. 73.
          1. La Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia conocerá, como Sala de lo Civil:
        

        
				
        [.......]

        
				
        3. Como Sala de lo Penal, corresponde a esta Sala:

        
				
        
          a)
           
          El conocimiento de las causas penales que los Estatutos de Autonomía reservan al conocimiento de los Tribunales Superiores de Justicia.
        

        
				
        
          b)
          La instrucción y el fallo de las causas penales contra Jueces, magistrados y miembros del Ministerio Fiscal por delitos o faltas cometidos en el ejercicio de su cargo en la Comunidad Autónoma, siempre que esta atribución no corresponda al Tribunal Supremo.
        

        
				
        
          c)
          El conocimiento de los recursos de apelación contra las resoluciones dictadas en primera instancia por las Audiencias Provinciales, así como el de todos aquellos previstos por las Leyes.
        

        
				
        
          d)
          La decisión de las cuestiones de competencia entre órganos jurisdiccionales del orden penal con sede en la Comunidad Autónoma que no tengan otro superior común.
        

        
				
        
          4. Para la instrucción de las causas a que se refieren los párrafos
          a)
          y
          b)
          del apartado anterior se designará de entre los miembros de la Sala, conforme a un turno preestablecido, un instructor que no formará parte de la misma para enjuiciarlas.
        

        
				
        5. Le corresponde, igualmente, la decisión de las cuestiones de competencia entre Juzgados de Menores de distintas provincias de la Comunidad Autónoma.

        
				
        
          6. En el caso de que el número de asuntos lo aconseje, podrán crearse una o más secciones e incluso Sala de lo Penal con su propia circunscripción territorial en aquellas capitales que ya sean sedes de otras Salas del Tribunal Superior, a los solos efectos de conocer los recursos de apelación a los que se refiere el párrafo
          c)
          del apartado 3 de este artículo y aquellas otras apelaciones atribuidas por las Leyes al Tribunal Superior. Los nombramientos para magistrados de estas Secciones, a propuesta del Consejo General del Poder Judicial, recaerán en aquellos magistrados que, habiendo permanecido durante los 10 años inmediatamente anteriores en el orden penal, ostenten mayor antigüedad escalafonal
          [45].
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          Art. 76.
          Cada una de las Salas del Tribunal Superior de Justicia conocerá de las recusaciones que se formulen contra sus magistrados cuando la competencia no corresponda a la Sala a que se refiere el artículo siguiente.
        

        
				
        
          Art. 77.
          1. Una Sala constituida por el Presidente del Tribunal Superior de Justicia, los Presidentes de Sala y el magistrado más moderno de cada una de ellas conocerá de las recusaciones formuladas contra el Presidente, los Presidentes de Sala o de Audiencias Provinciales con sede en la Comunidad Autónoma o de dos o más magistrados de una Sala o Sección o de una Audiencia Provincial.
        

        
				
        2. El recusado no podrá formar parte de la Sala, produciéndose, en su caso, su sustitución con arreglo a lo previsto en esta Ley.

        
				
        [.......]

        
				
        
          Art. 79.
          La Ley de planta podrá, en aquellos Tribunales Superiores de Justicia en que el número de asuntos lo justifique, reducir el de magistrados, quedando compuestas las Salas por su respectivo Presidente y por los Presidentes y magistrados, en su caso, que aquélla determine.
        

        
				
        
          CAPÍTULO IV
        

        
				
        
          De las Audiencias Provinciales
        

        
				
        
          Art. 80.
          1. Las Audiencias Provinciales, que tendrán su sede en la capital de la provincia, de la que tomarán su nombre, extenderán su jurisdicción a toda ella, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 82.
        

        
				
        2. Podrán crearse Secciones de la Audiencia Provincial fuera de la capital de la provincia, a las que quedarán adscritos uno o varios partidos judiciales.

        
				
        
          3. En todo caso, y previo informe de la correspondiente Sala de Gobierno, el Consejo General del Poder Judicial podrá acordar que el conocimiento de determinadas clases de asuntos se atribuya en exclusiva a una Sección de la Audiencia Provincial, que extenderá siempre su competencia a todo su ámbito territorial aun cuando existieren Secciones desplazadas. Este acuerdo se publicará en el «Boletín Oficial del Estado»
          [46].
        

        
				
        
          Art. 81.
          1. Las Audiencias Provinciales se compondrán de un Presidente y dos o más magistrados. También podrán estar integradas por dos o más Secciones de la misma composición, en cuyo caso el Presidente de la Audiencia presidirá una de las Secciones que determinará al principio de su mandato.
        

        
				
        2. Cuando el escaso número de asuntos de que conozca una Audiencia Provincial lo aconseje, podrá constar su plantilla de uno a dos magistrados, incluido el Presidente. En este caso, la Audiencia Provincial se completará para el enjuiciamiento y fallo, y cuando la naturaleza de la resolución a dictar lo exija, con el número de magistrados que se precisen del Tribunal Superior de Justicia. A estos efectos, la Sala de Gobierno establecerá un turno para cada año judicial.

        
				
        3. Del mismo modo, cuando así lo aconseje la mejor administración de Justicia, las Secciones de la Audiencia podrán estar formadas por cuatro magistrados.

        
				
        
          4. La adscripción de los magistrados a las distintas Secciones tendrá carácter funcional cuando no estuvieren separadas por orden jurisdiccional o por especialidad. Si lo estuvieren, la adscripción será funcional exclusivamente dentro de las del mismo orden o especialidad
          [47].
        

        
				
        
          Art. 82.
          1. Las Audiencias Provinciales conocerán en el orden penal:
        

        
				
        1.º De las causas por delito, a excepción de los que la Ley atribuye al conocimiento de los Juzgados de lo Penal o de otros Tribunales previstos en esta Ley.

        
				
        2.º De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas por los Juzgados de Instrucción y de lo Penal de la provincia.

        
				
        Para el conocimiento de los recursos contra resoluciones de los Juzgados de Instrucción en juicio de faltas la audiencia se constituirá con un solo Magistrado, mediante un turno de reparto.

        
				
        3.º De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones en materia penal dictadas por los Juzgados de Violencia sobre la Mujer de la provincia. A fin de facilitar el conocimiento de estos recursos, y atendiendo al número de asuntos existentes, deberán especializarse una o varias de sus secciones de conformidad con lo previsto en el artículo 98 de la presente Ley Orgánica. Esta especialización se extenderá a aquellos supuestos en que corresponda a la Audiencia Provincial el enjuiciamiento en primera instancia de asuntos instruidos por los Juzgados de Violencia sobre la Mujer de la provincia.

        
				
        4.º Las Audiencias Provinciales conocerán también de los recursos contra las resoluciones de los Juzgados de Menores con sede en la provincia y de las cuestiones de competencia entre los mismos.

        
				
        5.º De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones de los Juzgados de Vigilancia Penitenciaria, cuando la competencia no corresponda a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional.

        
				
        2. Las Audiencias Provinciales conocerán en el orden civil:

        
				
        1.º De los recursos que establezca la ley contra resoluciones dictadas en primera instancia por los Juzgados de Primera Instancia de la provincia.

        
				
        Para el conocimiento de los recursos contra resoluciones de los Juzgados de Primera Instancia que se sigan por los trámites del juicio verbal por razón de la cuantía, la Audiencia se constituirá con un solo Magistrado, mediante un turno de reparto.

        
				
        2.º De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas en primera instancia por los Juzgados de lo Mercantil, salvo las que se dicten en incidentes concursales que resuelvan cuestiones de materia laboral, debiendo especializarse a tal fin una o varias de sus Secciones, de conformidad con lo previsto en el artículo 98 de la presente Ley Orgánica.

        
				
        3.º Asimismo, la Sección o Secciones de la Audiencia Provincial de Alicante que se especialicen al amparo de lo previsto en el párrafo anterior conocerán, además, en segunda instancia y de forma exclusiva, de todos aquellos recursos a los que se refiere el artículo 101 del Reglamento n.º 40/94, del Consejo de la Unión Europea, de 20 de diciembre de 1993, sobre la marca comunitaria, y el Reglamento 6/2002, del Consejo de la Unión Europea, de 12 de diciembre de 2001, sobre los dibujos y modelos comunitarios. En el ejercicio de esta competencia extenderán su jurisdicción a todo el territorio nacional, y a estos solos efectos se denominarán Tribunales de Marca Comunitaria.

        
				
        4.º Las Audiencias Provinciales también conocerán de los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas en materia civil por los Juzgados de Violencia sobre la Mujer de la provincia. A fin de facilitar el conocimiento de estos recursos, y atendiendo al número de asuntos existentes, podrán especializarse una o varias de sus secciones de conformidad con lo previsto en el artículo 98 de la presente Ley Orgánica.

        
				
        3. Corresponde igualmente a las Audiencias Provinciales el conocimiento:

        
				
        1.º De las cuestiones de competencia en materia civil y penal que se susciten entre juzgados de la provincia que no tengan otro superior común.

        
				
        
          2.º De las recusaciones de sus Magistrados, cuando la competencia no esté atribuida a la Sala especial existente a estos efectos en los Tribunales Superiores de Justicia
          [48].
        

        
				
        
          Art. 83.
          1. El juicio del Jurado se celebrará en el ámbito de la Audiencia Provincial u otros Tribunales y en la forma que establezca la Ley.
        

        
				
        
          2. La composición y competencia del Jurado es la regulada en la Ley Orgánica del Tribunal del Jurado
          [49].
        

        
				
        
          CAPÍTULO V
        

        
				
        
          
            De los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, de lo Mercantil, de lo Penal, de Violencia sobre la Mujer, de lo Contencioso-Administrativo, de lo Social, de Vigilancia Penitenciaria y de Menores
            [50]
          
        

        
				
        
          Art. 84.
          En cada partido habrá uno o más Juzgados de Primera Instancia e Instrucción con sede en la capital de aquél y jurisdicción en todo su ámbito territorial. Tomarán su designación del municipio de su sede.
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          Art. 87.
          1. Los Juzgados de Instrucción conocerán, en el orden penal:
        

        
				
        
          a)
          De la instrucción de las causas por delito cuyo enjuiciamiento corresponda a las Audiencias Provinciales y a los Juzgados de lo Penal, excepto de aquellas causas que sean competencia de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer.
        

        
				
        
          b)
          Les corresponde asimismo dictar sentencia de conformidad con la acusación en los casos establecidos por la Ley.
        

        
				
        
          c)
          Del conocimiento y fallo de los juicios de faltas, salvo los que sean competencia de los Jueces de Paz, o de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer.
        

        
				
        
          d)
          De los procedimientos de hábeas corpus
          [51].
        

        
				
        
          e)
          De los recursos que establezca la Ley contra las resoluciones dictadas por los Juzgados de Paz del partido y de las cuestiones de competencia entre éstos.
        

        
				
        
          f)
          De la adopción de la orden de protección a las víctimas de violencia sobre la mujer cuando esté desarrollando funciones de guardia, siempre que no pueda ser adoptada por el Juzgado de Violencia sobre la Mujer
          [52].
        

        
				
        
          g)
          De la ejecución de las medidas de embargo y aseguramiento de pruebas transmitidas por un órgano judicial de un Estado miembro de la Unión Europea que las haya acordado en un proceso penal, cuando los bienes o los elementos de prueba se encuentren en territorio español
          [53].
        

        
				
        
          2. Asimismo, los juzgados de instrucción conocerán de la autorización del internamiento de extranjeros en los centros de internamiento, así como del control de la estancia de éstos en los mismos y en las salas de inadmisión de fronteras. También conocerán de las peticiones y quejas que planteen los internos en cuanto afecten a sus derechos fundamentales
          [54]
          .        


          Art. 87 bis.
          1. En cada partido habrá uno o más Juzgados de Violencia sobre la Mujer, con sede en la capital de aquél y jurisdicción en todo su ámbito territorial. Tomarán su designación del municipio de su sede.
        

        
				
        2. No obstante lo anterior, podrán establecerse, excepcionalmente, Juzgados de Violencia sobre la Mujer que extiendan su jurisdicción a dos o más partidos dentro de la misma provincia.

        
				
        3. El Consejo General del Poder Judicial podrá acordar, previo informe de las Salas de Gobierno, que, en aquellas circunscripciones donde sea conveniente en función de la carga de trabajo existente, el conocimiento de los asuntos referidos en el artículo 87 ter de la presente Ley Orgánica, corresponda a uno de los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, o de Instrucción en su caso, determinándose en esta situación que uno solo de estos órganos conozca de todos estos asuntos dentro del partido judicial, ya sea de forma exclusiva o conociendo también de otras materias.

        
				
        
          4. En los partidos judiciales en que exista un solo Juzgado de Primera Instancia e Instrucción será éste el que asuma el conocimiento de los asuntos a que se refiere el artículo 87 ter de esta Ley
          [55].
        

        
				
        
          Art. 87 ter.
          1. Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer conocerán, en el orden penal, de conformidad en todo caso con los procedimientos y recursos previstos en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, de los siguientes supuestos:
        

        
				
        
          a)
          De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por los delitos recogidos en los títulos del Código Penal relativos a homicidio, aborto, lesiones, lesiones al feto, delitos contra la libertad, delitos contra la integridad moral, contra la libertad e indemnidad sexuales o cualquier otro delito cometido con violencia o intimidación, siempre que se hubiesen cometido contra quien sea o haya sido su esposa, o mujer que esté o haya estado ligada al autor por análoga relación de afectividad, aun sin convivencia, así como de los cometidos sobre los descendientes, propios o de la esposa o conviviente, o sobre los menores o incapaces que con él convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho de la esposa o conviviente, cuando también se haya producido un acto de violencia de género.
        

        
				
        
          b)
          De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por cualquier delito contra los derechos y deberes familiares, cuando la víctima sea alguna de las personas señaladas como tales en la letra anterior.
        

        
				
        
          c)
          De la adopción de las correspondientes órdenes de protección a las víctimas, sin perjuicio de las competencias atribuidas al Juez de Guardia.
        

        
				
        
          d)
          Del conocimiento y fallo de las faltas contenidas en los títulos I y II del libro III del Código Penal, cuando la víctima sea alguna de las personas señaladas como tales en la letra
          a)
          de este apartado.
        

        
				
        
          e)
          Dictar sentencia de conformidad con la acusación en los casos establecidos por la Ley.
        

        
				
        2. Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer podrán conocer en el orden civil, en todo caso de conformidad con los procedimientos y recursos previstos en la Ley de Enjuiciamiento Civil, de los siguientes asuntos:

        
				
        
          a)
          Los de filiación, maternidad y paternidad.
        

        
				
        
          b)
          Los de nulidad del matrimonio, separación y divorcio.
        

        
				
        
          c)
          Los que versen sobre relaciones paterno filiales.
        

        
				
        
          d)
          Los que tengan por objeto la adopción o modificación de medidas de trascendencia familiar.
        

        
				
        
          e)
          Los que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos e hijas menores o sobre alimentos reclamados por un progenitor contra el otro en nombre de los hijos e hijas menores.
        

        
				
        
          f)
          Los que versen sobre la necesidad de asentimiento en la adopción.
        

        
				
        
          g)
          Los que tengan por objeto la oposición a las resoluciones administrativas en materia de protección de menores.
        

        
				
        3. Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer tendrán de forma exclusiva y excluyente competencia en el orden civil cuando concurran simultáneamente los siguientes requisitos:

        
				
        
          a)
          Que se trate de un proceso civil que tenga por objeto alguna de las materias indicadas en el número 2 del presente artículo.
        

        
				
        
          b)
          Que alguna de las partes del proceso civil sea víctima de los actos de violencia de género, en los términos a que hace referencia el apartado 1.
          a)
          del presente artículo.
        

        
				
        
          c)
          Que alguna de las partes del proceso civil sea imputado como autor, inductor o cooperador necesario en la realización de actos de violencia de género.
        

        
				
        
          d)
          Que se hayan iniciado ante el Juez de Violencia sobre la Mujer actuaciones penales por delito o falta a consecuencia de un acto de violencia sobre la mujer, o se haya adoptado una orden de protección a una víctima de violencia de género
          [56].
        

        
				
        4. Cuando el Juez apreciara que los actos puestos en su conocimiento, de forma notoria, no constituyen expresión de violencia de género, podrá inadmitir la pretensión, remitiéndola al órgano judicial competente.

        
				
        
          5. En todos estos casos está vedada la mediación
          [57].
        

        
				
        
          Art. 88.
          En la villa de Madrid podrá haber uno o más Juzgados Centrales de Instrucción, con jurisdicción en toda España, que instruirán las causas cuyo enjuiciamiento corresponda a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional o, en su caso, a los Juzgados Centrales de lo Penal y que tramitarán los expedientes de ejecución de las órdenes europeas de detención y entrega, y de extradición pasiva, así como las solicitudes de información entre los servicios de seguridad de los Estados miembros de la Unión Europea cuando requieran autorización judicial, en los términos previstos en la Ley
          [58].
        

        
				
        
          Art. 89.
          La Ley de planta y demarcación puede establecer, como órganos distintos, en aquellos partidos en que fuere conveniente, los Juzgados de Primera Instancia y los Juzgados de Instrucción.
        

        
				
        
          Art. 89 bis.
          1. En cada provincia, y con sede en su capital, habrá uno o varios Juzgados de lo Penal. Podrán establecerse Juzgados de lo Penal cuya jurisdicción se extienda a uno o varios partidos de la misma provincia, conforme a lo que disponga la legislación sobre demarcación y planta judicial, que fijará la ciudad donde tendrán su sede. Los Juzgados de lo Penal tomarán su denominación de la población donde tengan su sede.
        

        
				
        2. Los Juzgados de lo Penal enjuiciarán las causas por delito que la Ley determine.

        
				
        A fin de facilitar el conocimiento de los asuntos instruidos por los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, y atendiendo al número de asuntos existentes, deberán especializarse uno o varios juzgados en cada provincia, de conformidad con lo previsto en el artículo 98 de la presente Ley.

        
				
        Corresponde asimismo a los Juzgados de lo Penal la ejecución de las sentencias dictadas en causas por delito por los Juzgados de Instrucción, y el reconocimiento y ejecución de las resoluciones que impongan sanciones pecuniarias transmitidas por las autoridades competentes de otros Estados miembros de la Unión Europea, cuando las mismas deban cumplirse en territorio español.

        
				
        
          3. En la villa de Madrid, con jurisdicción en toda España, habrá uno o varios Juzgados Centrales de lo Penal que conocerán, en los casos en que así lo establezcan las Leyes procesales, de las causas por los delitos a que se refiere el artículo 65 y de los demás asuntos que señalen las Leyes
          [59].
        

        
				
        Corresponde asimismo a los Juzgados Centrales de lo Penal la ejecución de las sentencias dictadas en causas por delito por los Juzgados Centrales de Instrucción.

        
				
        
          4. Corresponde a los Juzgados de lo Penal el reconocimiento y ejecución de las resoluciones de decomiso transmitidas por las autoridades competentes de otros Estados miembros de la Unión Europea, cuando las mismas deban cumplirse en territorio español
          [60].
        

        
				
        
          Art. 94.
          1. En cada provincia, y dentro del orden jurisdiccional penal, habrá uno o varios Juzgados de Vigilancia Penitenciaria, que tendrán las funciones jurisdiccionales previstas en la Ley General Penitenciaria
          [61]
          en materia de ejecución de penas privativas de libertad y medidas de seguridad, control jurisdiccional de la potestad disciplinaria de las autoridades penitenciarias, amparo de los derechos y beneficios de los internos en los establecimientos penitenciarios y demás que señale la Ley.
        

        
				
        2. Podrán establecerse Juzgados de Vigilancia Penitenciaria que extiendan su jurisdicción a dos o más provincias de la misma Comunidad Autónoma.

        
				
        3. También podrán crearse Juzgados de Vigilancia Penitenciaria cuya jurisdicción no se extienda a toda la provincia.

        
				
        
          4. En la villa de Madrid, con jurisdicción en toda España, habrá uno o varios Juzgados Centrales de Vigilancia Penitenciaria que tendrán las funciones jurisdiccionales previstas en la Ley General Penitenciaria, descritas en el apartado 1 de este artículo, y demás que señale la
          L
          ey, en relación con los delitos competencia de la Audiencia Nacional. En todo caso, la competencia de estos Juzgados Centrales será preferente y excluyente cuando el penado cumpla también otras condenas que no hubiesen sido impuestas por la Audiencia Nacional
          [62].
        

        
				
        5. El cargo de Juez de Vigilancia penitenciaria será compatible con el desempeño de un órgano del orden jurisdiccional penal.

        
				
        
          Art. 95.
          1. El número de Juzgados de Vigilancia Penitenciaria se determinará en la Ley de planta, atendiendo principalmente a los establecimientos penitenciarios existentes y a la clase de éstos.
        

        
				
        2. El Gobierno establecerá la sede de estos Juzgados, previa audiencia de la Comunidad Autónoma afectada y del Consejo General del Poder Judicial.

        
				
        
          Art. 96.
          1. En cada provincia, con jurisdicción en toda ella y sede en su capital, habrá uno o más Juzgados de Menores. No obstante, cuando el volumen de trabajo lo aconseje, podrán establecerse Juzgados de Menores cuya jurisdicción se extienda o bien a un partido determinado o agrupación de partidos, o bien a dos o más provincias de la misma Comunidad Autónoma. Tomarán su nombre de la población donde radique su sede.
        

        
				
        
          2. En la villa de Madrid, con jurisdicción en toda España, habrá un Juzgado Central de Menores, que conocerá de las causas que le atribuya la legislación reguladora de la responsabilidad penal de los menores
          [63].
        

        
				
        
          Art. 97.
          Corresponde a los Jueces de Menores el ejercicio de las funciones que establezcan las Leyes para con los menores que hubieren incurrido en conductas tipificadas por la Ley como delito o falta y aquellas otras que, en relación con los menores de edad, les atribuyan las Leyes.
        

        
				
        
          Art. 98.
          1. El Consejo General del Poder Judicial podrá acordar, previo informe de las Salas de Gobierno, que en aquellas circunscripciones donde exista más de un Juzgado de la misma clase, uno o varios de ellos asuman con carácter exclusivo el conocimiento de determinadas clases de asuntos, o de las ejecuciones propias del orden jurisdiccional de que se trate, sin perjuicio de las labores de apoyo que puedan prestar los servicios comunes que al efecto se constituyan.
        

        
				
        2. Este acuerdo se publicará en el «Boletín Oficial del Estado» y producirá efectos desde el inicio del año siguiente a aquel en que se adopte.

        
				
        
          3. Los Juzgados afectados continuarán conociendo de todos los procesos pendientes ante los mismos hasta su conclusión
          [64].
        

        
				
        
          CAPÍTULO VI
        

        
				
        
          De los Juzgados de Paz
        

        
				
        
          Art. 99.
          1. En cada municipio donde no exista Juzgado de Primera Instancia e Instrucción, y con jurisdicción en el término correspondiente, habrá un Juzgado de Paz.
        

        
				
        
          2. Podrá existir una sola Oficina judicial para varios Juzgados
          [65].
        

        
				
        
          Art. 100.
          1. Los Juzgados de Paz conocerán, en el orden civil, de la sustanciación en primera instancia, fallo y ejecución de los procesos que la Ley determine. Cumplirán también funciones de Registro Civil y las demás que la Ley les atribuya.
        

        
				
        
          2. En el orden penal, conocerán en primera instancia de los procesos por faltas que les atribuya la Ley. Podrán intervenir, igualmente, en actuaciones penales de prevención, o por delegación, y en aquellas otras que señalen las Leyes
          [66].
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          LIBRO III
        

        
				
        
          Del régimen de los Juzgados y Tribunales
        

        
				
        
          TÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Del tiempo de las actuaciones judiciales
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Del período ordinario de actividad de los Tribunales
        

        
				
        
          Art. 179.
          El año judicial, período ordinario de actividad de los Tribunales, se extenderá desde el 1 de septiembre, o el siguiente día hábil, hasta el 31 de julio de cada año natural.
        

        
				
        
          Art. 180.
          1. Durante el período en que los Tribunales interrumpan su actividad ordinaria, se formará en los mismos una Sala compuesta por su Presidente y el número de magistrados que determine el Consejo General del Poder Judicial, la cual asumirá las atribuciones de las Salas de gobierno y de Justicia, procurando que haya magistrados de las diversas Salas.
        

        
				
        2. Los magistrados que no formen parte de esta Sala podrán ausentarse, a partir del fin del período ordinario de actividad, una vez ultimados los asuntos señalados.

        
				
        
          Art. 181.
          1. Al inicio del año judicial se celebrará un acto solemne en el Tribunal Supremo.
        

        
				
        2. El Presidente del Consejo General del Poder Judicial y del Tribunal Supremo presentarán en dicho acto la Memoria anual sobre el estado, funcionamiento y actividades de los Juzgados y Tribunales de Justicia.

        
				
        3. El Fiscal General del Estado leerá también en este acto la Memoria anual sobre su actividad, la evolución de la criminalidad, la prevención del delito y las reformas convenientes para una mayor eficacia de la justicia.

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          Del tiempo hábil para las actuaciones judiciales
        

        
				
        
          Art. 182.
          1. Son inhábiles a efectos procesales los sábados y domingos, los días 24 y 31 de diciembre, los días de fiesta nacional y los festivos a efectos laborales en la respectiva Comunidad Autónoma o localidad.
        

        
				
        El Consejo General del Poder Judicial, mediante reglamento, podrá habilitar estos días a efectos de actuaciones judiciales en aquellos casos no previstos expresamente por las Leyes.

        
				
        
          2. Son horas hábiles desde las ocho de la mañana a las ocho de la tarde, salvo que la Ley disponga lo contrario
          [67].
        

        
				
        
          Art. 183.
          Serán inhábiles los días del mes de agosto para todas las actuaciones judiciales, excepto las que se declaren urgentes por las Leyes procesales. No obstante, el Consejo General del Poder Judicial, mediante reglamento, podrá habilitarlos a efectos de otras actuaciones
          [68].
        

        
				
        
          Art. 184.
          1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, todos los días del año y todas las horas serán hábiles para la instrucción de las causas criminales, sin necesidad de habilitación especial.
        

        
				
        
          2. Los días y horas inhábiles podrán habilitarse con sujeción a lo dispuesto en las Leyes procesales
          [69].
        

        
				
        
          Art. 185.
          1. Los plazos procesales se computarán con arreglo a lo dispuesto en el Código Civil
          [70]. En los señalados por días quedarán excluidos los inhábiles.
        

        
				
        2. Si el último día de plazo fuere inhábil, se entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente.

        
				
        
          TÍTULO II
        

        
				
        
          Del modo de constituirse los Juzgados y Tribunales
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          De la audiencia pública
        

        
				
        
          Art. 186.
          Los Juzgados y Tribunales celebrarán audiencia pública todos los días hábiles para la práctica de pruebas, las vistas de los pleitos y causas, la publicación de las sentencias dictadas y demás actos que señale la Ley
          [71].
        

        
				
        
          Art. 187.
          1. En audiencia pública, reuniones del Tribunal y actos solemnes judiciales, los jueces, magistrados, fiscales, secretarios, abogados y procuradores usarán toga y, en su caso, placa y medalla de acuerdo con su rango.
        

        
				
        2. Asimismo, todos ellos, en estrados, se sentarán a la misma altura.

        
				
        
          Art. 188.
          1. Los jueces y los Presidentes de las Audiencias y Tribunales, dentro de los límites fijados por el Consejo General del Poder Judicial, señalarán las horas de audiencia pública que sean necesarias para garantizar que la tramitación de los procesos se produzca sin indebidas dilaciones. Se darán a conocer a través de un edicto fijado ostensiblemente en la parte exterior de las Salas de los Juzgados y Tribunales.
        

        
				
        
          2. Los jueces y magistrados que formen Sala asistirán a la audiencia, de no mediar causa justificada
          [72].
        

        
				
        
          Art. 189.
          Los jueces y magistrados, presidentes, secretarios judiciales y demás personal al servicio de la Administración de Justicia deberán ejercer su actividad respectiva en los términos que exijan las necesidades del servicio, sin perjuicio de respetar el horario establecido
          [73].
        

        
				
        
          Art. 190.
          1. Corresponde al Presidente del Tribunal o al juez mantener el orden en la Sala, a cuyo efecto acordará lo que proceda.
        

        
				
        2. Asimismo ampararán en sus derechos a los presentes.

        
				
        
          3. Estas mismas obligaciones recaerán sobre el secretario en todas aquellas actuaciones que se celebren únicamente ante él en las dependencias de la Oficina judicial
          [74].
        

        
				
        
          Art. 191.
          A los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, los que perturbaren la vista de algún proceso, causa u otro acto judicial, dando señales ostensibles de aprobación o desaprobación, faltando al respeto y consideraciones debidas a los jueces, Tribunales, Ministerio Fiscal, abogados, procuradores, secretarios judiciales, médicos forenses o resto del personal al servicio de la Administración de Justicia, serán amonestados en el acto por quien presida y expulsados de la sala o de las dependencias de la Oficina judicial, si no obedecieren a la primera advertencia, sin perjuicio de la responsabilidad penal en que incurran
          [75].
        

        
				
        
          Art. 192.
          Los que se resistieren a cumplir la orden de expulsión serán, además, sancionados, con multa cuyo máximo será la cuantía de la multa más elevada prevista en el Código Penal como pena correspondiente a las faltas
          [76].
        

        
				
        
          Art. 193.
          1. Con la misma multa serán sancionados los testigos, peritos o cualquier otro que, como parte o representándola, faltaran en las vistas y actos judiciales de palabra, obra o por escrito a la consideración, respeto y obediencia debidos a jueces, fiscales, secretarios judiciales y resto del personal al servicio de la Administración de Justicia, cuando sus actos no constituyan delito.
        

        
				
        
          2. No están comprendidos en esta disposición los abogados y procuradores de las partes, respecto de los cuales se observará lo dispuesto en el título V del libro VII
          [77].
        

        
				
        
          Art. 194.
          1. Se hará constar en el acta el hecho que motiva la sanción, la explicación que, en su caso, dé el sancionado y el acuerdo que se adopte por quien presida el acto.
        

        
				
        
          2. Contra el acuerdo de imposición de sanción podrá interponerse en el plazo de tres días recurso de audiencia en justicia ante el propio juez, Presidente o secretario judicial, que lo resolverá en el siguiente día. Contra el acuerdo resolviendo la audiencia en justicia o contra el de imposición de la sanción, si no se hubiese utilizado aquel recurso, cabrá recurso de alzada, en el plazo de cinco días, ante la Sala de Gobierno, que lo resolverá, previo informe del juez, Presidente o secretario judicial que impuso la sanción, en la primera reunión que se celebre
          [78].
        

        
				
        
          Art. 195.
          Cuando los hechos de que tratan los artículos anteriores llegaren a constituir delito, sus autores serán detenidos en el acto y puestos a disposición del juez competente
          [79].
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          CAPÍTULO V
        

        
				
        
          De la abstención y recusación
        

        
				
        
          Art. 217.
          El juez o magistrado en quien concurra alguna de las causas establecidas legalmente se abstendrá del conocimiento del asunto sin esperar a que se le recuse
          [80].
        

        
				
        
          Art. 218.
          Únicamente podrán recusar:
        

        
				
        1.º En los asuntos civiles, sociales y contencioso-administrativos, las partes; también podrá hacerlo el Ministerio Fiscal siempre que se trate de un proceso en el que, por la naturaleza de los derechos en conflicto, pueda o deba intervenir.

        
				
        
          2.º En los asuntos penales, el Ministerio Fiscal, el acusador popular, particular o privado, el actor civil, el procesado o inculpado, el querellado o denunciado y el tercero responsable civil
          [81].
        

        
				
        
          Art. 219.
          Son causas de abstención y, en su caso, de recusación
          [82]:
        

        
				
        1.ª El vínculo matrimonial o situación de hecho asimilable y el parentesco por consanguinidad o afinidad dentro del cuarto grado con las partes o el representante del Ministerio Fiscal.

        
				
        2.ª El vínculo matrimonial o situación de hecho asimilable y el parentesco por consanguinidad o afinidad dentro del segundo grado con el letrado o el procurador de cualquiera de las partes que intervengan en el pleito o causa.

        
				
        3.ª Ser o haber sido defensor judicial o integrante de los organismos tutelares de cualquiera de las partes, o haber estado bajo el cuidado o tutela de alguna de éstas.

        
				
        4.ª Estar o haber sido denunciado o acusado por alguna de las partes como responsable de algún delito o falta, siempre que la denuncia o acusación hubieran dado lugar a la incoación de procedimiento penal y éste no hubiera terminado por sentencia absolutoria o auto de sobreseimiento.

        
				
        5.ª Haber sido sancionado disciplinariamente en virtud de expediente incoado por denuncia o a iniciativa de alguna de las partes.

        
				
        6.ª Haber sido defensor o representante de alguna de las partes, emitido dictamen sobre el pleito o causa como letrado, o intervenido en él como fiscal, perito o testigo.

        
				
        7.ª Ser o haber sido denunciante o acusador de cualquiera de las partes.

        
				
        8.ª Tener pleito pendiente con alguna de éstas.

        
				
        9.ª Amistad íntima o enemistad manifiesta con cualquiera de las partes.

        
				
        10.ª Tener interés directo o indirecto en el pleito o causa.

        
				
        11.ª Haber participado en la instrucción de la causa penal o haber resuelto el pleito o causa en anterior instancia.

        
				
        12.ª Ser o haber sido una de las partes subordinado del juez que deba resolver la contienda litigiosa.

        
				
        13.ª Haber ocupado cargo público, desempeñado empleo o ejercido profesión con ocasión de los cuales haya participado directa o indirectamente en el asunto objeto del pleito o causa o en otro relacionado con el mismo.

        
				
        14.ª En los procesos en que sea parte la Administración Pública, encontrarse el juez o magistrado con la autoridad o funcionario que hubiese dictado el acto o informado respecto del mismo o realizado el hecho por razón de los cuales se sigue el proceso en alguna de las circunstancias mencionadas en las causas 1.ª a 9.ª, 12.ª, 13.ª y 15.ª de este artículo.

        
				
        15.ª El vínculo matrimonial o situación de hecho asimilable, o el parentesco dentro del segundo grado de consanguinidad o afinidad, con el juez o magistrado que hubiera dictado resolución o practicado actuación a valorar por vía de recurso o en cualquier fase ulterior del proceso.

        
				
        
          16.ª Haber ocupado el juez o magistrado cargo público o administrativo con ocasión del cual haya podido tener conocimiento del objeto del litigio y formar criterio en detrimento de la debida imparcialidad
          [83].
        

        
				
        
          Art. 220.
          
            Será también causa de abstención y, en su caso, de recusación en los procesos en que sea parte la Administración Pública, encontrarse el juez o magistrado con la autoridad o funcionario que hubiese dictado el acto o informado respecto del mismo o realizado el hecho por razón de los cuales se sigue el proceso, en alguna de las circunstancias mencionadas en los números 1.º al 8.º, 11.º y 12.º del artículo anterior
            [84]
          
          .
        

        
				
        
          Art. 221.
          1. El magistrado o juez comunicará la abstención, respectivamente, a la Sección o Sala de la que forme parte o al órgano judicial al que corresponda la competencia funcional para conocer de los recursos contra las sentencias que el juez dicte. La comunicación de la abstención se hará por escrito razonado tan pronto como sea advertida la causa que la motive.
        

        
				
        El órgano competente para resolver sobre la abstención resolverá en el plazo de 10 días.

        
				
        2. La abstención suspenderá el curso del proceso hasta que se resuelva sobre ella o transcurra el plazo previsto para su resolución.

        
				
        3. Si la Sección o Sala o el órgano judicial a que se refiere el apartado 1 de este artículo no estimare justificada la abstención, ordenará al juez o magistrado que continúe el conocimiento del asunto, sin perjuicio del derecho de las partes a hacer valer la recusación. Recibida la orden, el juez o magistrado dictará la providencia poniendo fin a la suspensión del proceso.

        
				
        
          4. Si se estimare justificada la abstención por el órgano competente según el apartado 1, el abstenido dictará auto apartándose definitivamente del asunto y ordenando remitir las actuaciones al que deba sustituirle. Cuando el que se abstenga forme parte de un órgano colegiado, el auto lo dictará la Sala o Sección a que aquél pertenezca. El auto que se pronuncie sobre la abstención no será susceptible de recurso alguno
          [85].
        

        
				
        
          5. En todo caso, la suspensión del proceso terminará cuando el sustituto reciba las actuaciones o se integre en la Sala o Sección a que pertenecía el abstenido
          [86].
        

        
				
        
          Art. 222.
          La abstención y la sustitución del juez o magistrado que se ha abstenido serán comunicadas a las partes, incluyendo el nombre del sustituto
          [87].
        

        
				
        
          Art. 223.
          1. La recusación deberá proponerse tan pronto como se tenga conocimiento de la causa en que se funde, pues, en otro caso, no se admitirá a trámite.
        

        
				
        Concretamente, se inadmitirán las recusaciones:

        
				
        1.º Cuando no se propongan en el plazo de 10 días desde la notificación de la primera resolución por la que se conozca la identidad del juez o magistrado a recusar, si el conocimiento de la concurrencia de la causa de recusación fuese anterior a aquél.

        
				
        2.º Cuando se propusieren, pendiente ya un proceso, si la causa de recusación se conociese con anterioridad al momento procesal en que la recusación se proponga.

        
				
        
          2. La recusación se propondrá por escrito que deberá expresar concreta y claramente la causa legal y los motivos en que se funde, acompañando un principio de prueba sobre los mismos. Este escrito estará firmado por el abogado y por procurador si intervinieran en el pleito, y por el recusante, o por alguien a su ruego, si no supiera firmar. En todo caso, el procurador deberá acompañar poder especial para la recusación de que se trate. Si no intervinieren procurador y abogado, el recusante habrá de ratificar la recusación ante el secretario del Tribunal de que se trate
          [88].
        

        
				
        3. Formulada la recusación, se dará traslado a las demás partes del proceso para que, en el plazo común de tres días, manifiesten si se adhieren o se oponen a la causa de recusación propuesta o si, en aquel momento, conocen alguna otra causa de recusación. La parte que no proponga recusación en dicho plazo, no podrá hacerlo con posterioridad, salvo que acredite cumplidamente que, en aquel momento, no conocía la nueva causa de recusación.

        
				
        
          El día hábil siguiente a la finalización del plazo previsto en el párrafo anterior, el recusado habrá de pronunciarse sobre si admite o no la causa o causas de recusación formuladas
          [89].
        

        
				
        
          Art. 224.
          1. Instruirán los incidentes de recusación:
        

        
				
        1.º Cuando el recusado sea el Presidente o un magistrado del Tribunal Supremo, de la Audiencia Nacional o de un Tribunal Superior de Justicia, un magistrado de la Sala a la que pertenezca el recusado designado en virtud de un turno establecido por orden de antigüedad.

        
				
        2.º Cuando el recusado sea un Presidente de Audiencia Provincial, un magistrado de la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia correspondiente designado en virtud de un turno establecido por orden de antigüedad.

        
				
        3.º Cuando el recusado sea un magistrado de una Audiencia, un magistrado de esa misma Audiencia designado en virtud de un turno establecido por orden de antigüedad, siempre que no pertenezca a la misma Sección que el recusado.

        
				
        4.º Cuando se recusare a todos los magistrados de una Sala de Justicia, un magistrado de los que integren el Tribunal correspondiente designado en virtud de un turno establecido por orden de antigüedad, siempre que no estuviere afectado por la recusación.

        
				
        5.º Cuando el recusado sea un juez o magistrado titular de órgano unipersonal, un magistrado del Órgano Colegiado que conozca de sus recursos, designado en virtud de un turno establecido por orden de antigüedad.

        
				
        6.º Cuando el recusado fuere un juez de Paz, el juez de Primera Instancia del partido correspondiente o, si hubiere varios Juzgados de Primera Instancia, el designado en virtud de un turno establecido por orden de antigüedad.

        
				
        La antigüedad se regirá por el orden de escalafón en la carrera judicial.

        
				
        
          2. En los casos en que no fuere posible cumplir lo prevenido en el apartado anterior, la Sala de Gobierno del Tribunal correspondiente designará al instructor, procurando que sea de mayor categoría o, al menos, de mayor antigüedad que el recusado o recusados
          [90].
        

        
				
        
          Art. 225.
          1. Dentro del mismo día en que finalice el plazo a que se refiere el apartado 3 del artículo 223, o en el siguiente día hábil, pasará el pleito o causa al conocimiento del sustituto, debiendo remitirse al Tribunal al que corresponda instruir el incidente el escrito y los documentos de la recusación.
        

        
				
        También deberá acompañarse un informe del recusado relativo a si admite o no la causa de recusación.

        
				
        2. No se admitirán a trámite las recusaciones en las que no se expresaren los motivos en que se funden, o a las que no se acompañen los documentos a que se refiere el apartado 2 del artículo 223.

        
				
        3. Si el recusado aceptare como cierta la causa de recusación, se resolverá el incidente sin más trámites.

        
				
        En caso contrario, el instructor, si admitiere a trámite la recusación propuesta, ordenará la práctica, en el plazo de 10 días, de la prueba solicitada que sea pertinente y la que estime necesaria y, acto seguido, remitirá lo actuado al Tribunal competente para decidir el incidente.

        
				
        Recibidas las actuaciones por el Tribunal competente para decidir la recusación, se dará traslado de las mismas al Ministerio Fiscal para informe por plazo de tres días. Transcurrido ese plazo, con o sin informe del Ministerio Fiscal, se decidirá el incidente dentro de los cinco días siguientes. Contra dicha resolución no cabrá recurso alguno.

        
				
        
          4. La recusación suspenderá el curso del pleito hasta que se decida el incidente de recusación salvo en el orden jurisdiccional penal, en el que el Juez de Instrucción que legalmente sustituya al recusado continuará con la tramitación de la causa
          [91].
        

        
				
        
          Art. 226.
          1. En los procesos que se sustancien por los cauces del juicio verbal cualquiera que sea el orden jurisdiccional, y en los de faltas, si el juez recusado no aceptare en el acto como cierta la causa de recusación, pasarán las actuaciones al que corresponda instruir el incidente, quedando entretanto en suspenso el asunto principal. El instructor acordará que comparezcan las partes a su presencia el día y hora que fije, dentro de los cinco siguientes, y, oídas las partes y practicada la prueba declarada pertinente, resolverá mediante providencia en el mismo acto sobre si ha o no lugar a la recusación.
        

        
				
        
          2. Para la recusación de jueces o magistrados posterior al señalamiento de vistas, se estará a lo dispuesto en los artículos 190 a 192 de la Ley de Enjuiciamiento Civil
          [92].
        

        
				
        
          Art. 227.
          Decidirán los incidentes de recusación:
        

        
				
        1.º La Sala prevista en el artículo 61 de esta Ley cuando el recusado sea el Presidente del Tribunal Supremo, Presidente de la Sala o dos o más magistrados de una misma Sala.

        
				
        2.º La Sala del Tribunal Supremo de que se trate, cuando se recuse a uno de los magistrados que la integran. A estos efectos, el recusado no formará parte de la Sala.

        
				
        3.º La Sala prevista en el artículo 69 cuando el recusado sea el Presidente de la Audiencia Nacional, Presidentes de Sala o más de dos magistrados de una Sala.

        
				
        4.º La Sala de la Audiencia Nacional de que se trate, cuando se recuse a los magistrados que la integran, de conformidad con lo previsto en el artículo 68 de esta Ley.

        
				
        5.º La Sala a que se refiere el artículo 77 de esta Ley, cuando se hubiera recusado al Presidente del Tribunal Superior de Justicia, al Presidente de cualquiera de sus Salas, al Presidente de la Audiencia Provincial con sede en la Comunidad Autónoma correspondiente o a dos o más magistrados de una misma Sala de los Tribunales Superiores de Justicia o a dos o más magistrados de una misma Sección de una Audiencia Provincial. El recusado no podrá formar parte de la Sala, produciéndose, en su caso, su sustitución con arreglo a lo previsto en esta Ley.

        
				
        6.º La Sala de los Tribunales Superiores de Justicia de que se trate, cuando se recusara a uno de los magistrados que la integran. A estos efectos, el recusado no formará parte de la Sala.

        
				
        7.º Cuando el recusado sea magistrado de una Audiencia Provincial, la Audiencia Provincial, sin que forme parte de ella el recusado; si ésta se compusiere de dos o más Secciones, la Sección en la que no se encuentre integrado el recusado o la Sección que siga en orden numérico a aquella de la que el recusado forme parte.

        
				
        8.º Cuando el recusado sea un juez de Primera Instancia, de Primera Instancia e Instrucción, de lo Mercantil, de Instrucción, de lo Penal, de Menores, de Vigilancia Penitenciaria, de lo Contencioso-Administrativo o de lo Social, la Sección de la Audiencia Provincial o Sala del Tribunal Superior de Justicia o de la Audiencia Nacional respectiva que conozca de los recursos contra sus resoluciones, y, si fueren varias, se establecerá un turno comenzando por la Sección o Sala de número más bajo.

        
				
        
          9.º Cuando el recusado sea un juez de Paz, resolverá el mismo Juez instructor del incidente de recusación
          [93].
        

        
				
        
          Art. 228.
          1. El auto que desestime la recusación acordará devolver al recusado el conocimiento del pleito o causa, en el estado en que se hallare y condenará en las costas al recusante, salvo que concurrieren circunstancias excepcionales que justifiquen otro pronunciamiento. Cuando la resolución que decida el incidente declare expresamente la existencia de mala fe en el recusante, se podrá imponer a éste una multa de 180 a 6.000 euros.
        

        
				
        2. El auto que estime la recusación apartará definitivamente al recusado del conocimiento del pleito o causa. Continuará conociendo de él, hasta su terminación, aquel a quien corresponda sustituirle.

        
				
        
          3. Contra la decisión del incidente de recusación no se dará recurso alguno, sin perjuicio de hacer valer, al recurrir contra la resolución que decida el pleito o causa, la posible nulidad de ésta por concurrir en el juez o magistrado que dictó la resolución recurrida, o que integró la Sala o Sección correspondiente, la causa de recusación alegada
          [94].
        

        
				
        
          TÍTULO III
        

        
				
        
          De las actuaciones judiciales
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          De la oralidad, publicidad y lengua oficial
        

        
				
        
          Art. 229.
          1. Las actuaciones judiciales serán predominantemente orales, sobre todo en materia criminal, sin perjuicio de su documentación.
        

        
				
        2. Las declaraciones, interrogatorios, testimonios, careos, exploraciones, informes, ratificación de los periciales y vistas, se llevarán a efecto ante Juez o Tribunal con presencia o intervención, en su caso, de las partes y en audiencia pública, salvo lo dispuesto en la Ley.

        
				
        
          3. Estas actuaciones podrán realizarse a través de videoconferencia u otro sistema similar que permita la comunicación bidireccional y simultánea de la imagen y el sonido y la interacción visual, auditiva y verbal entre dos personas o grupos de personas geográficamente distantes, asegurando en todo caso la posibilidad de contradicción de las partes y la salvaguarda del derecho de defensa, cuando así lo acuerde el Juez o Tribunal. En estos casos, el secretario judicial del Juzgado o Tribunal que haya acordado la medida acreditará desde la propia sede judicial la identidad de las personas que intervengan a través de la videoconferencia mediante la previa remisión o la exhibición directa de documentación, por conocimiento personal o por cualquier otro medio procesal idóneo
          [95].
        

        
				
        
          Art. 230.
          1. Los Juzgados y Tribunales podrán utilizar cualesquiera medios técnicos, electrónicos, informáticos y telématicos para el desarrollo de su actividad y ejercicio de sus funciones, con las limitaciones que a la utilización de tales medios establece la
          
            Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre
            [96]
          
          , y demás Leyes que resulten de aplicación.
        

        
				
        2. Los documentos emitidos por los medios anteriores, cualquiera que sea su soporte, gozarán de la validez y eficacia de un documento original siempre que quede garantizada su autenticidad, integridad y el cumplimiento de los requisitos exigidos por las Leyes procesales.

        
				
        3. Los procesos que se tramiten con soporte informático garantizarán la identificación y el ejercicio de la función jurisdiccional por el órgano que la ejerce, así como la confidencialidad, privacidad y seguridad de los datos de carácter personal que contengan en los términos que establezca la Ley.

        
				
        4. Las personas que demanden la tutela judicial de sus derechos e intereses podrán relacionarse con la Administración de Justicia a través de los medios técnicos a que se refiere el apartado 1 cuando sean compatibles con los que dispongan los Juzgados y Tribunales y se respeten las garantías y requisitos previstos en el procedimiento que se trate.

        
				
        
          5. Reglamentariamente se determinarán por el Consejo General del Poder Judicial los requisitos y demás condiciones que afecten al establecimiento y gestión de los ficheros automatizados que se encuentren bajo la responsabilidad de los órganos judiciales de forma que se asegure el cumplimiento de las garantías y derechos establecidos en la
          Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, de regulación del tratamiento automatizado de los datos de carácter personal.
        

        
				
        Los programas y aplicaciones informáticos que se utilicen en la Administración de Justicia deberán ser previamente aprobados por el Consejo General del Poder Judicial, quien garantizará su compatibilidad.

        
				
        
          Los sistemas informáticos que se utilicen en la Administración de Justicia deberán ser compatibles entre sí para facilitar su comunicación e integración, en los términos que determine el Consejo General del Poder Judicial
          [97].
        

        
				
        
          Art. 231.
          1. En todas las actuaciones judiciales, los jueces, magistrados, fiscales, secretarios y demás funcionarios de Juzgados y Tribunales usarán el castellano, lengua oficial del Estado.
        

        
				
        2. Los jueces, magistrados, fiscales, secretarios y demás funcionarios de Juzgados y Tribunales podrán usar también la lengua oficial propia de la Comunidad Autónoma, si ninguna de las partes se opusiere, alegando desconocimiento de ella, que pudiere producir indefensión.

        
				
        3. Las partes, sus representantes y quienes les dirijan, así como los testigos y peritos, podrán utilizar la lengua que sea también oficial en la Comunidad Autónoma en cuyo territorio tengan lugar las actuaciones judiciales, tanto en manifestaciones orales como escritas.

        
				
        
          4. Las actuaciones judiciales realizadas y los documentos presentados en el idioma oficial de una Comunidad Autónoma tendrán, sin necesidad de traducción al castellano, plena validez y eficacia. De oficio se procederá a su traducción cuando deban surtir efectos fuera de la jurisdicción de los órganos judiciales sitos en la Comunidad Autónoma, salvo si se trata de Comunidades Autónomas con lengua oficial propia coincidente. También se procederá a su traducción cuando así lo dispongan las Leyes o a instancia de parte que alegue indefensión
          [98].
        

        
				
        
          5. En las actuaciones orales se podrá habilitar como intérprete a cualquier persona conocedora de la lengua empleada, previo juramento o promesa de aquélla
          [99].
        

        
				
        
          Art. 232.
          1. Las actuaciones judiciales serán públicas, con las excepciones que prevean las Leyes de procedimiento
          [100].
        

        
				
        2. Excepcionalmente, por razones de orden público y de protección de los derechos y libertades, los Jueces y Tribunales, mediante resolución motivada, podrán limitar el ámbito de la publicidad y acordar el carácter secreto de todas o parte de las actuaciones.

        
				
        
          Art. 233.
          Las deliberaciones de los Tribunales son secretas. También lo será el resultado de las votaciones, sin perjuicio de lo dispuesto en esta Ley sobre la publicación de los votos particulares.
        

        
				
        
          Art. 234.
          1. Los secretarios y funcionarios competentes de la Oficina judicial facilitarán a los interesados cuanta información soliciten sobre el estado de las actuaciones judiciales, que podrán examinar y conocer, salvo que sean o hubieren sido declaradas secretas conforme a la Ley. También expedirán los testimonios en los términos previstos en esta Ley.
        

        
				
        
          2. Asimismo las partes y cualquier persona que acredite un interés legítimo tendrán derecho a obtener copias simples de escritos y documentos que consten en los autos, no declarados secretos ni reservados
          [101].
        

        
				
        
          Art. 235.
          Los interesados tendrán acceso a los libros, archivos y registros judiciales que no tengan carácter reservado, mediante las formas de exhibición, testimonio o certificación que establezca la Ley
          [102].
        

        
				
        
          Art. 236.
          1. La publicidad de los edictos se entenderá cumplida mediante la inserción, según proceda, en los boletines oficiales que señalen las Leyes procesales.
        

        
				
        
          Cuando expresamente así se prevea, tal publicidad y comunicaciones podrán sustituirse, en los términos que reglamentariamente se determinen, por la utilización de medios telemáticos, informáticos o electrónicos
          [103].
        

        
				
        2. La publicación en cualquier otro medio se podrá acordar a petición y a costa de la parte que lo solicite.

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          Del impulso procesal
        

        
				
        
          Art. 237.
          Salvo que la Ley disponga otra cosa, se dará de oficio al proceso el curso que corresponda, dictándose al efecto las resoluciones necesarias
          [104].
        

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          
            De la nulidad de los actos judiciales
            [105]
          
        

        
				
        
          Art. 238.
          Los actos procesales serán nulos de pleno derecho en los casos siguientes:
        

        
				
        1.º Cuando se produzcan por o ante Tribunal con falta de jurisdicción o de competencia objetiva o funcional.

        
				
        2.º Cuando se realicen bajo violencia o intimidación.

        
				
        3.º Cuando se prescinda de normas esenciales del procedimiento, siempre que, por esa causa, haya podido producirse indefensión.

        
				
        4.º Cuando se realicen sin intervención de abogado, en los casos en que la Ley la establezca como preceptiva.

        
				
        5.º Cuando se celebren vistas sin la preceptiva intervención del secretario judicial.

        
				
        6.º En los demás casos en los que las Leyes procesales así lo establezcan.

        
				
        
          Art. 239.
          1. Los Tribunales cuya actuación se hubiere producido con intimidación o violencia, tan luego como se vean libres de ella, declararán nulo todo lo practicado y promoverán la formación de causa contra los culpables, poniendo los hechos en conocimiento del Ministerio Fiscal.
        

        
				
        2. También se declararán nulos los actos de las partes o de personas que intervengan en el proceso si se acredita que se produjeron bajo intimidación o violencia.

        
				
        La nulidad de estos actos entrañará la de todos los demás relacionados con él o que pudieren haberse visto condicionados o influidos sustancialmente por el acto nulo.

        
				
        
          Art. 240.
          1. La nulidad de pleno derecho, en todo caso, y los defectos de forma en los actos procesales que impliquen ausencia de los requisitos indispensables para alcanzar su fin o determinen efectiva indefensión, se harán valer por medio de los recursos legalmente establecidos contra la resolución de que se trate, o por los demás medios que establezcan las Leyes procesales.
        

        
				
        2. Sin perjuicio de ello, el Juzgado o Tribunal podrá, de oficio o a instancia de parte, antes de que hubiere recaído resolución que ponga fin al proceso, y siempre que no proceda la subsanación, declarar, previa audiencia de las partes, la nulidad de todas las actuaciones o de alguna en particular.

        
				
        En ningún caso podrá el Juzgado o Tribunal, con ocasión de un recurso, decretar de oficio una nulidad de las actuaciones que no haya sido solicitada en dicho recurso, salvo que apreciare falta de jurisdicción o de competencia objetiva o funcional o se hubiese producido violencia o intimidación que afectare a ese Tribunal.

        
				
        
          Art. 241.
          1. No se admitirán con carácter general incidentes de nulidad de actuaciones. Sin embargo, excepcionalmente, quienes sean parte legítima o hubieran debido serlo podrán pedir por escrito que se declare la nulidad de actuaciones fundada en cualquier vulneración de un derecho fundamental de los referidos en el artículo 53.2 de la Constitución, siempre que no haya podido denunciarse antes de recaer resolución que ponga fin al proceso y siempre que dicha resolución no sea susceptible de recurso ordinario ni extraordinario
          [106].
        

        
				
        Será competente para conocer de este incidente el mismo Juzgado o Tribunal que dictó la resolución que hubiere adquirido firmeza. El plazo para pedir la nulidad será de 20 días, desde la notificación de la resolución o, en todo caso, desde que se tuvo conocimiento del defecto causante de indefensión, sin que, en este último caso, pueda solicitarse la nulidad de actuaciones después de transcurridos cinco años desde la notificación de la resolución.

        
				
        El Juzgado o Tribunal inadmitirá a trámite, mediante providencia sucintamente motivada, cualquier incidente en el que se pretenda suscitar otras cuestiones. Contra la resolución por la que se inadmita a trámite el incidente no cabrá recurso alguno.

        
				
        2. Admitido a trámite el escrito en que se pida la nulidad fundada en los vicios a que se refiere el apartado anterior de este artículo, no quedará en suspenso la ejecución y eficacia de la sentencia o resolución irrecurribles, salvo que se acuerde de forma expresa la suspensión para evitar que el incidente pudiera perder su finalidad, y se dará traslado de dicho escrito, junto con copia de los documentos que se acompañasen, en su caso, para acreditar el vicio o defecto en que la petición se funde, a las demás partes, que en el plazo común de cinco días podrán formular por escrito sus alegaciones, a las que acompañarán los documentos que se estimen pertinentes.

        
				
        Si se estimara la nulidad, se repondrán las actuaciones al estado inmediatamente anterior al defecto que la haya originado y se seguirá el procedimiento legalmente establecido. Si se desestimara la solicitud de nulidad, se condenará, por medio de auto, al solicitante en todas las costas del incidente y, en caso de que el Juzgado o Tribunal entienda que se promovió con temeridad, le impondrá, además, una multa de 90 a 600 euros.

        
				
        Contra la resolución que resuelva el incidente no cabrá recurso alguno.

        
				
        
          Art. 242.
          Las actuaciones judiciales realizadas fuera del tiempo establecido sólo podrán anularse si lo impusiere la naturaleza del término o plazo.
        

        
				
        
          Art. 243.
          1. La nulidad de un acto no implicará la de los sucesivos que fueren independientes de aquel ni la de aquéllos cuyo contenido hubiese permanecido invariado aun sin haberse cometido la infracción que dio lugar a la nulidad.
        

        
				
        2. La nulidad parcial de un acto no implicará la de las partes del mismo independientes de la declarada nula.

        
				
        3. El Juzgado o Tribunal cuidará de que puedan ser subsanados los defectos en que incurran los actos procesales de las partes, siempre que en dichos actos se hubiese manifestado la voluntad de cumplir los requisitos exigidos por la Ley.

        
				
        4. Los actos de las partes que carezcan de los requisitos exigidos por la Ley serán subsanables en los casos, condiciones y plazos previstos en las Leyes procesales.

        
				
        
          CAPÍTULO IV
        

        
				
        
          De las resoluciones judiciales
        

        
				
        
          Art. 244.
          1. Las resoluciones de los Tribunales cuando no estén constituidos en Sala de Justicia, las de las Salas de gobierno y las de los Jueces y Presidentes cuando tuvieren carácter gubernativo, se llamarán acuerdos.
        

        
				
        2. La misma denominación se dará a las advertencias y correcciones que por recaer en personas que estén sujetas a la jurisdicción disciplinaria se impongan en las sentencias o en otros actos judiciales.

        
				
        
          Art. 245.
          1. Las resoluciones de los Jueces y Tribunales que tengan carácter jurisdiccional se denominarán:
        

        
				
        
          a)
          Providencias, cuando tengan por objeto la ordenación material del proceso.
        

        
				
        
          b)
          Autos, cuando decidan recursos contra providencias, cuestiones incidentales, presupuestos procesales, nulidad del procedimiento o cuando, a tenor de las Leyes de enjuiciamiento, deban revestir esta forma.
        

        
				
        
          c)
          Sentencias, cuando decidan definitivamente el pleito o causa en cualquier instancia o recurso, o cuando, según las Leyes procesales, deban revestir esta forma.
        

        
				
        2. Las sentencias podrán dictarse de viva voz cuando lo autorice la Ley.

        
				
        3. Son sentencias firmes aquellas contra las que no quepa recurso alguno, salvo el de revisión u otros extraordinarios que establezca la Ley.

        
				
        4. Llámase ejecutoria el documento público y solemne en que se consigna una sentencia firme. Las ejecutorias se encabezarán en nombre del Rey.

        
				
        
          Art. 246.
          En los casos en que la Ley ordene al secretario formular propuesta de resolución, el juez podrá adoptar la modalidad de «conforme» o dictar la resolución que proceda
          [107].
        

        
				
        
          Art. 247.
          Las resoluciones judiciales que se dicten oralmente y deban ser documentadas en acta en los juicios verbales, vistas de los pleitos o causas y demás actos solemnes incluirán la fundamentación que proceda.
        

        
				
        
          Art. 248.
          1. La fórmula de las providencias se limitará a la determinación de lo mandado y del juez o Tribunal que las disponga, sin más fundamento ni adiciones que la fecha en que se acuerden, la firma o rúbrica del juez o Presidente y la firma del secretario. No obstante, podrán ser sucintamente motivadas sin sujeción a requisito alguno cuando se estime conveniente.
        

        
				
        
          2. Los autos serán siempre fundados y contendrán en párrafos separados y numerados los hechos y los razonamientos jurídicos y, por último, la parte dispositiva. Serán firmados por el juez, magistrado o magistrados que los dicten
          [108].
        

        
				
        
          3. Las sentencias se formularán expresando, tras un encabezamiento, en párrafos separados y numerados, los antecedentes de hecho, hechos probados, en su caso, los fundamentos de derecho y, por último, el fallo. Serán firmadas por el juez, magistrado o magistrados que las dicten
          [109].
        

        
				
        
          4. Al notificarse la resolución a las partes se indicará si la misma es o no firme y, en su caso, los recursos que procedan, órgano ante el que deben interponerse y plazo para ello
          [110].
        

        
				
        
          CAPÍTULO V
        

        
				
        
          De la vista, votación y fallo
        

        
				
        
          Art. 249.
          Las vistas de los asuntos se señalarán por el orden de su conclusión, salvo que en la Ley se disponga otra cosa.
        

        
				
        
          Art. 250.
          Corresponderá a los Presidentes de Sala y a los de Sección el señalamiento de las vistas o trámite equivalente y el del comienzo de las sesiones del juicio oral.
        

        
				
        
          Art. 251.
          1. El juez o el ponente tendrán a su disposición los autos para dictar sentencia o resolución decisoria de incidentes o de recursos.
        

        
				
        2. El Presidente y los magistrados podrán examinar los autos en cualquier tiempo.

        
				
        
          Art. 252.
          1. Concluida la vista de los autos, pleitos o causas o desde el día señalado para la votación y fallo, podrá cualquiera de los magistrados pedirlos para su estudio.
        

        
				
        2. Cuando los pidieren varios, fijará el que presida el plazo que haya de tenerlos cada uno, de modo que puedan dictarse las sentencias dentro del tiempo señalado para ello.

        
				
        
          Art. 253.
          Los autos y sentencias se deliberarán y votarán inmediatamente después de las vistas y, cuando así no pudiera hacerse, señalará el Presidente el día en que deban votarse, dentro del plazo señalado para dictar la resolución
          [111].
        

        
				
        
          Art. 254.
          1. La votación, a juicio del Presidente, podrá tener lugar separadamente sobre los distintos pronunciamientos de hecho o de derecho que hayan de hacerse, o parte de la decisión que haya de dictarse.
        

        
				
        
          2. Votará primero el ponente y después los demás magistrados por orden inverso al de su antigüedad. El que presida votará el último
          [112].
        

        
				
        
          3. Empezada la votación, no podrá interrumpirse sino en caso de fuerza mayor
          [113].
        

        
				
        
          Art. 255.
          1. Los autos y sentencias se dictarán por mayoría absoluta de votos, salvo que expresamente la Ley señale una mayor proporción
          [114].
        

        
				
        2. En ningún caso podrá exigirse un número determinado de votos conformes que altere la regla de la mayoría.

        
				
        
          Art. 256.
          Cuando fuere trasladado o jubilado algún juez o magistrado deliberará, votará, redactará y firmará las sentencias, según proceda, en los pleitos a cuya vista hubiere asistido y que aún no se hubieren fallado, salvo que concurriera causa de incompatibilidad o proceda la anulación de aquélla por otro motivo
          [115].
        

        
				
        
          Art. 257.
          1. Si después de la vista y antes de la votación algún magistrado se imposibilitare y no pudiere asistir al acto, dará un voto fundado y firmado y lo remitirá directamente al Presidente.
        

        
				
        2. Si no pudiere escribir ni firmar, lo extenderá ante un secretario de la Sala.

        
				
        3. El voto así emitido se unirá a los demás y se conservará, rubricado por el que presida, con el libro de sentencias.

        
				
        4. Cuando el impedido no pudiere votar ni aun de este modo, se votará el pleito o la causa por los no impedidos que hubieren asistido a la vista y, si hubiere los necesarios para formar mayoría, éstos dictarán sentencia.

        
				
        
          Art. 258.
          Cuando no hubiere votos bastantes para constituir la mayoría que exige el artículo 255, se verá de nuevo el asunto, sustituyéndose el impedido, separado o suspenso en la forma establecida en esta Ley.
        

        
				
        
          Art. 259.
          Las sentencias se firmarán por el juez o por todos los magistrados no impedidos dentro del plazo establecido para dictarlas
          [116].
        

        
				
        
          Art. 260.
          1. Todo el que tome parte en la votación de una sentencia o auto definitivo firmará lo acordado, aunque hubiere disentido de la mayoría; pero podrá, en este caso, anunciándolo en el momento de la votación o en el de la firma, formular voto particular, en forma de sentencia, en la que podrán aceptarse, por remisión, los puntos de hecho y fundamentos de derecho de la dictada por el Tribunal con los que estuviere conforme.
        

        
				
        2. El voto particular, con la firma del autor, se incorporará al libro de sentencias y se notificará a las partes junto con la sentencia aprobada por mayoría. Cuando, de acuerdo con la Ley, sea preceptiva la publicación de la sentencia, el voto particular, si lo hubiere, habrá de publicarse junto a ella.

        
				
        3. También podrá formularse voto particular, con sujeción a lo dispuesto en el párrafo anterior, en lo que resulte aplicable, respecto de los autos decisorios de incidentes.

        
				
        
          Art. 261.
          Cuando, después de fallado un pleito por un Tribunal, se imposibilite algún magistrado de los que votaron y no pudiere firmar, el que hubiere presidido el Tribunal lo hará por él, expresando el nombre de aquel por quien firme y después las palabras «votó en Sala y no pudo firmar».
        

        
				
        
          Art. 262.
          1. Cuando en la votación de una sentencia o auto no resultare mayoría de votos sobre cualquiera de los pronunciamientos de hecho o de derecho que deban hacerse, volverán a discutirse y a votarse los puntos en que hayan disentido los votantes
          [117].
        

        
				
        2. Si no se obtuviere acuerdo, la discordia se resolverá mediante celebración de nueva vista, concurriendo los magistrados que hubieran asistido a la primera, aumentándose dos más, si hubiese sido impar el número de los discordantes, y tres en el caso de haber sido par. Concurrirá para ello, en primer lugar, el Presidente de la Sala, si no hubiere ya asistido; en segundo lugar, los magistrados de la misma Sala que no hayan visto el pleito; en tercer lugar, el Presidente de la Audiencia, y, finalmente, los magistrados de las demás Salas, con preferencia de los del mismo orden jurisdiccional.

        
				
        
          Art. 263.
          1. El que deba presidir la Sala de Discordia hará el señalamiento de las vistas de discordia y designaciones oportunas.
        

        
				
        2. Cuando en la votación de una sentencia o auto por la Sala de Discordia o, en su caso, por el Pleno de la Sala no se reuniere tampoco mayoría sobre los puntos discordados, se procederá a nueva votación, sometiendo sólo a ésta los dos pareceres que hayan obtenido mayor número de votos en la precedente.

        
				
        

      
		
    

    
	
  

          Art. 264.
          1. Los magistrados de las diversas Secciones de una misma Sala se reunirán para la unificación de criterios y la coordinación de prácticas procesales. Las reuniones se convocarán por el Presidente de la Sala, por sí, a petición mayoritaria de los magistrados, así como en los demás casos que establezca la Ley. Serán presididos por el Presidente de Sala.
        

        
				
        2. En todo caso quedará a salvo la independencia de las Secciones para el enjuiciamiento y resolución de los distintos procesos de que conozcan.

        
				
        
          Art. 265.
          En cada Juzgado o Tribunal se llevará, bajo la custodia del secretario respectivo, un libro de sentencias, en el que se incluirán firmadas todas las definitivas, autos de igual carácter, así como los votos particulares que se hubieren formulado, que serán ordenados correlativamente según su fecha
          [118].
        

        
				
        
          Art. 266.
          1. Las sentencias, una vez extendidas y firmadas por el juez o por todos los magistrados que las hubieren dictado, serán depositadas en la Oficina judicial y se permitirá a cualquier interesado el acceso al texto de las mismas.
        

        
				
        El acceso al texto de las sentencias, o a determinados extremos de las mismas, podrá quedar restringido cuando el mismo pudiera afectar al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutela o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda, así como, con carácter general, para evitar que las sentencias puedan ser usadas con fines contrarios a las Leyes.

        
				
        
          2. Los secretarios pondrán en los autos certificación literal de la sentencia
          [119].
        

        
				
        
          Art. 267.
          1. Los Tribunales no podrán variar las resoluciones que pronuncien después de firmadas, pero sí aclarar algún concepto oscuro y rectificar cualquier error material de que adolezcan.
        

        
				
        
          2. Las aclaraciones a que se refiere el apartado anterior podrán hacerse de oficio dentro de los dos días hábiles siguientes al de la publicación de la resolución, o a petición de parte o del Ministerio Fiscal formulada dentro del mismo plazo, siendo en este caso resuelta por el Tribunal dentro de los tres días siguientes al de la presentación del escrito en que se solicite la aclaración
          [120].
        

        
				
        3. Los errores materiales manifiestos y los aritméticos en que incurran las resoluciones judiciales podrán ser rectificados en cualquier momento.

        
				
        4. Las omisiones o defectos de que pudieren adolecer sentencias y autos y que fuere necesario remediar para llevarlas plenamente a efecto podrán ser subsanadas, mediante auto, en los mismos plazos y por el mismo procedimiento establecido en el apartado anterior.

        
				
        5. Si se tratase de sentencias o autos que hubieren omitido manifiestamente pronunciamientos relativos a pretensiones oportunamente deducidas y sustanciadas en el proceso, el Tribunal, a solicitud escrita de parte en el plazo de cinco días a contar desde la notificación de la resolución, previo traslado de dicha solicitud a las demás partes, para alegaciones escritas por otros cinco días, dictará auto por el que resolverá completar la resolución con el pronunciamiento omitido o no haber lugar a completarla.

        
				
        6. Si el Tribunal advirtiese, en las sentencias o autos que dictara, las omisiones a que se refiere el apartado anterior, podrá, en el plazo de cinco días a contar desde la fecha en que se dicten, proceder de oficio, mediante auto, a completar su resolución, pero sin modificar ni rectificar lo que hubiere acordado.

        
				
        7. Del mismo modo al establecido en los apartados anteriores se procederá por el Secretario Judicial cuando se precise aclarar, rectificar, subsanar o completar los decretos que hubiere dictado.

        
				
        8. No cabrá recurso alguno contra los autos o decretos en que se resuelva acerca de la aclaración, rectificación, subsanación o complemento a que se refieren los anteriores apartados de este artículo, sin perjuicio de los recursos que procedan, en su caso, contra la sentencia, auto o decreto a que se refiera la solicitud o actuación de oficio del Tribunal o del Secretario Judicial.

        
				
        
          9. Los plazos para los recursos que procedan contra la resolución de que se trate se interrumpirán desde que se solicite su aclaración, rectificación, subsanación o complemento y, en todo caso, comenzarán a computarse desde el día siguiente a la notificación del auto o decreto que reconociera o negase la omisión del pronunciamiento y acordase o denegara remediarla
          [121].
        

        
				
        
          CAPÍTULO VI
        

        
				
        
          Del lugar en que deben practicarse las actuaciones
        

        
				
        
          Art. 268.
          1. Las actuaciones judiciales deberán practicarse en la sede del órgano jurisdiccional.
        

        
				
        
          2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, los Juzgados y Tribunales podrán constituirse en cualquier lugar del territorio de su jurisdicción para la práctica de aquéllas, cuando fuere necesario o conveniente para la buena administración de justicia
          [122].
        

        
				
        
          Art. 269.
          1. Los Juzgados y Tribunales sólo podrán celebrar juicios o vistas de asuntos fuera de la población de su sede cuando así lo autorice la Ley.
        

        
				
        2. Sin embargo, el Consejo General del Poder Judicial, cuando las circunstancias o el buen servicio de la Administración de Justicia lo aconsejen, y a petición del Tribunal o Juzgado, podrá disponer que los juzgados y las Secciones o Salas de los Tribunales o Audiencias se constituyan en población distinta de su sede para despachar los asuntos correspondientes a un determinado ámbito territorial comprendido en la circunscripción de aquéllos.

        
				
        
          3. Igualmente, las Salas de gobierno de los Tribunales Superiores de Justicia dispondrán que los Jueces de lo Penal, asistidos del secretario, se constituyan para celebrar juicios orales con la periodicidad que se señale en las ciudades donde tengan su sede los Juzgados que hayan instruido las causas de las que les corresponde conocer, siempre que su desplazamiento venga justificado por el número de éstas o por una mejor administración de justicia. Los Juzgados de Instrucción y los funcionarios que en ellos sirvieren prestarán en estos casos cuanta colaboración sea precisa
          [123].
        

        
				
        
          CAPÍTULO VII
        

        
				
        
          
            De las notificaciones
            [124]
          
        

        
				
        
          Art. 270.
          Las resoluciones dictadas por Jueces y Tribunales, así como las que lo sean por secretarios judiciales en el ejercicio de las funciones que le son propias, se notificarán a todos los que sean parte en el pleito, causa o expediente, y también a quienes se refieran o puedan parar perjuicios, cuando así se disponga expresamente en aquellas resoluciones, de conformidad con la Ley
          [125].
        

        
				
        
          Art. 271.
          Las notificaciones podrán practicarse por medio del correo, del telégrafo o de cualquier medio técnico que permita la constancia de su práctica y de las circunstancias esenciales de la misma según determinen las Leyes procesales.
        

        
				
        
          Art. 272.
          Podrá establecerse un local de notificaciones común a los varios Juzgados y Tribunales de una misma población, aunque sean de distinto orden jurisdiccional. En este supuesto, el Colegio de Procuradores organizará un servicio para recibir las notificaciones que no hayan podido hacerse en aquel local común por incomparecencia del procurador que deba ser notificado. La recepción de la notificación por este servicio producirá plenos efectos
          [126].
        

        
				
        
          CAPÍTULO VIII
        

        
				
        
          De la cooperación jurisdiccional
        

        
				
        
          Art. 273.
          Los Jueces y Tribunales cooperarán y se auxiliarán entre sí en el ejercicio de la función jurisdiccional
          [127].
        

        
				
        
          Art. 274.
          1. Se recabará la cooperación judicial cuando debiere practicarse una diligencia fuera de la circunscripción del Juzgado o Tribunal que la hubiere ordenado o ésta fuere de la específica competencia de otro Juzgado o Tribunal.
        

        
				
        2. La petición de cooperación, cualquiera que sea el Juzgado o Tribunal a quien se dirija, se efectuará siempre directamente, sin dar lugar a traslados ni reproducciones a través de órganos intermedios.

        
				
        
          Art. 275.
          No obstante, podrán los jueces realizar cualesquiera diligencias de instrucción penal en lugar no comprendido en el territorio de su jurisdicción, cuando el mismo se hallare próximo y ello resultare conveniente, dando inmediata noticia al juez competente. Los Jueces y Tribunales de otros órdenes jurisdiccionales podrán también practicar diligencias de instrucción o prueba fuera del territorio de su jurisdicción cuando no se perjudique la competencia del Juez correspondiente y venga justificado por razones de economía procesal
          [128].
        

        
				
        
          Art. 276.
          Las peticiones de cooperación internacional serán elevadas por conducto del Presidente del Tribunal Supremo, del Tribunal Superior de Justicia o de la Audiencia al Ministerio de Justicia, el cual las hará llegar a las autoridades competentes del Estado requerido, bien por la vía consular o diplomática o bien directamente si así lo prevén los tratados internacionales
          [129].
        

        
				
        
          Art. 277.
          Los Juzgados y Tribunales españoles prestarán a las Autoridades judiciales extranjeras la cooperación que les soliciten para el desempeño de su función jurisdiccional, de conformidad con lo establecido en los tratados y convenios internacionales en los que España sea parte y, en su defecto, en razón de reciprocidad según lo previsto en el artículo siguiente
          [130].
        

        
				
        
          Art. 278.
          1. Si se acredita la existencia de reciprocidad o se ofrece ésta por la Autoridad judicial extranjera requirente, la prestación de cooperación internacional sólo será denegada por los Juzgados y Tribunales españoles:
        

        
				
        1.º Cuando el proceso de que dimane la solicitud de cooperación sea de la exclusiva competencia de la jurisdicción española.

        
				
        2.º Cuando el contenido del acto a realizar no corresponda a las atribuciones propias de la Autoridad judicial española requerida. En tal caso, ésta remitirá la solicitud a la Autoridad judicial competente, informando de ello a la Autoridad requirente.

        
				
        3.º Cuando la comunicación que contenga la solicitud de cooperación no reúna los requisitos de autenticidad suficiente o se halle redactada en idioma que no sea el castellano.

        
				
        4.º Cuando el objeto de la cooperación solicitada sea manifiestamente contrario al orden público español.

        
				
        2. La determinación de la existencia de reciprocidad con el Estado requirente corresponderá al Gobierno, a través del Ministerio de Justicia.

        
				
        
          TÍTULO IV
        

        
				
        
          
            De la fe pública judicial y de la documentación
            [131]
          
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          TÍTULO V
        

        
				
        
          
            De la responsabilidad patrimonial del Estado por el funcionamiento de la Administración de Justicia
            [132]
          
        

        
				
        
          Art. 292.
          1. Los daños causados en cualesquiera bienes o derechos por error judicial, así como los que sean consecuencia del funcionamiento anormal de la Administración de Justicia darán a todos los perjudicados derecho a una indemnización a cargo del Estado, salvo en los casos de fuerza mayor, con arreglo a lo dispuesto en este título.
        

        
				
        2. En todo caso, el daño alegado habrá de ser efectivo, evaluable económicamente e individualizado con relación a una persona o grupo de personas.

        
				
        3. La mera revocación o anulación de las resoluciones judiciales no presupone por sí sola derecho a indemnización.

        
				
        
          Art. 293.
          1. La reclamación de indemnización por causa de error deberá ir precedida de una decisión judicial que expresamente lo reconozca.
        

        
				
        Esta previa decisión podrá resultar directamente de una sentencia dictada en virtud de recurso de revisión. En cualquier otro caso distinto de éste se aplicarán las reglas siguientes:

        
				
        
          a)
           
          La acción judicial para el reconocimiento del error deberá instarse inexcusablemente en el plazo de tres meses a partir del día en que pudo ejercitarse.
        

        
				
        
          b)
          La pretensión de declaración del error se deducirá ante la Sala del Tribunal Supremo correspondiente al mismo orden jurisdiccional que el órgano a quien se imputa el error, y si éste se atribuyese a una Sala o Sección del Tribunal Supremo la competencia corresponderá a la Sala que se establece en el artículo 61. Cuando se trate de órganos de la jurisdicción militar, la competencia corresponderá a la Sala Quinta de lo Militar del Tribunal Supremo
          [133].
        

        
				
        
          c)
          El procedimiento para sustanciar la pretensión será el propio del recurso de revisión en materia civil, siendo partes, en todo caso, el Ministerio Fiscal y la Administración del Estado.
        

        
				
        
          d)
          El Tribunal dictará sentencia definitiva, sin ulterior recurso, en el plazo de quince días, con informe previo del órgano jurisdiccional a quien se atribuye el error.
        

        
				
        
          e)
          Si el error no fuera apreciado se impondrán las costas al peticionario.
        

        
				
        
          f)
          No procederá la declaración de error contra la resolución judicial a la que se impute mientras no se hubieren agotado previamente los recursos previstos en el ordenamiento.
        

        
				
        
          g)
          La mera solicitud de declaración del error no impedirá la ejecución de la resolución judicial a la que aquél se impute.
        

        
				
        2. Tanto en el supuesto de error judicial declarado como en el de daño causado por el anormal funcionamiento de la Administración de Justicia, el interesado dirigirá su petición indemnizatoria directamente al Ministerio de Justicia, tramitándose la misma con arreglo a las normas reguladoras de la responsabilidad patrimonial del Estado. Contra la resolución cabrá recurso contencioso-administrativo. El derecho a reclamar la indemnización prescribirá al año, a partir del día en que pudo ejercitarse.

        
				
        
          Art. 294.
          1. Tendrán derecho a indemnización quienes, después de haber sufrido prisión preventiva, sean absueltos por inexistencia del hecho imputado o por esta misma causa haya sido dictado auto de sobreseimiento libre, siempre que se le hayan irrogado perjuicios.
        

        
				
        2. La cuantía de la indemnización se fijará en función del tiempo de privación de libertad y de las consecuencias personales y familiares que se hayan producido.

        
				
        3. La petición indemnizatoria se tramitará de acuerdo con lo establecido en el apartado 2 del artículo anterior.

        
				
        
          Art. 295.
          En ningún caso habrá lugar a la indemnización cuando el error judicial o el anormal funcionamiento de los servicios tuviera por causa la conducta dolosa o culposa del perjudicado.
        

        
				
        
          Art. 296.
          El Estado responderá también de los daños que se produzcan por dolo o culpa grave de los jueces y magistrados, sin perjuicio del derecho que le asiste de repetir contra los mismos por los cauces del proceso declarativo que corresponda ante el Tribunal competente. En estos procesos será siempre parte el Ministerio Fiscal.
        

        
				
        
          Art. 297.
          Lo dispuesto en los artículos anteriores no obstará a la exigencia de responsabilidad civil a los jueces y magistrados, por los particulares, con arreglo a lo dispuesto en esta Ley.
        

        
				
        
          LIBRO IV
        

        
				
        
          De los jueces y magistrados
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          TÍTULO II
        

        
				
        
          De la independencia judicial
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          De la inmunidad judicial
        

        
				
        
          Art. 398.
          1. Los jueces y magistrados en servicio activo sólo podrán ser detenidos por orden de Juez competente o en caso de flagrante delito.
        

        
				
        En este último caso se tomarán las medidas de aseguramiento indispensables y se entregará inmediatamente el detenido al Juez de Instrucción más próximo.

        
				
        2. De toda detención se dará cuenta, por el medio más rápido, al Presidente del Tribunal o de la Audiencia de quien dependa el juez o magistrado. Se tomarán por la Autoridad judicial que corresponda las prevenciones que procedan para atender a la sustitución del detenido.

        
				
        
          Art. 399.
          1. Las Autoridades civiles y militares se abstendrán de intimar a los jueces y magistrados y de citarlos para que comparezcan a su presencia
          [134].
        

        
				
        Cuando una Autoridad civil o militar precise de datos o declaraciones que pueda facilitar un juez o magistrado, y que no se refieran a su cargo o función, se solicitarán por escrito o se recibirán en el despacho oficial de aquél, previo aviso.

        
				
        2. Cuando se trate de auxilio o cooperación por razón del cargo o de la función jurisdiccional, se prestarán sin tardanza, salvo que el acto a ejecutar no esté legalmente permitido o se perjudique la competencia propia del Juez o Tribunal. La denegación se comunicará a la Autoridad peticionaria con expresión suficiente de la razón que la justifique.

        
				
        
          Art. 400.
          Cuando en la instrucción de una causa penal fuere necesaria la declaración de un juez o magistrado, y ésta pudiera prestarse legalmente, no podrá excusarse aquél de hacerlo. Si la Autoridad judicial que hubiere de recibir la declaración fuere de categoría inferior, acudirá al despacho oficial del juez o magistrado, previo aviso, señalándose día y hora
          [135].
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          TÍTULO III
        

        
				
        
          De la responsabilidad de los jueces y magistrados
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          De la responsabilidad penal
        

        
				
        
          Art. 405.
          La responsabilidad penal de los jueces y magistrados por delitos o faltas cometidos en el ejercicio de las funciones de su cargo se exigirá conforme a lo dispuesto en esta Ley
          [136].
        

        
				
        
          Art. 406.
          El juicio de responsabilidad penal contra jueces y magistrados podrá incoarse por providencia del Tribunal competente o en virtud de querella del Ministerio Fiscal, o del perjudicado u ofendido, o mediante el ejercicio de la acción popular.
        

        
				
        
          Art. 407.
          Cuando el Tribunal Supremo, por razón de los pleitos o causas de que conozca o por cualquier otro medio, tuviere noticia de algún acto de jueces o magistrados realizado en el ejercicio de su cargo y que pueda calificarse de delito o falta, lo comunicará, oyendo previamente al Ministerio Fiscal, al Tribunal competente, a los efectos de incoación de la causa. Lo mismo harán, en su caso, los Tribunales Superiores de Justicia y Audiencias.
        

        
				
        
          Art. 408.
          Cuando otras Autoridades judiciales tuvieren conocimiento, a través de las actuaciones en que intervinieren, de la posible comisión de un delito o falta por un juez o magistrado en el ejercicio de su cargo, lo comunicarán al Juez o Tribunal competente, oído el Ministerio Fiscal, con remisión de los antecedentes necesarios.
        

        
				
        
          Art. 409.
          Cuando el Consejo General del Poder Judicial, el Gobierno u otro órgano o Autoridad del Estado o de una Comunidad Autónoma considere que un juez o magistrado ha realizado, en el ejercicio de su cargo, un hecho que puede ser constitutivo de delito o falta, lo pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal por si procediere el ejercicio de la acción penal, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 406.
        

        
				
        
          Art. 410.
          En el caso de que alguna de las partes en un proceso, o persona que tuviese interés en él, formulasen querella contra el juez o magistrado que deba resolver en dicho proceso, con carácter previo a la admisión de ésta el órgano competente para su instrucción podrá recabar los antecedentes que considere oportunos a fin de determinar su propia competencia así como la relevancia penal de los hechos objeto de la misma o la verosimilitud de la imputación
          [137].
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          LIBRO V
        

        
				
        
          
            De los Secretarios Judiciales y de la Oficina judicial
            [138]
          
        

        
				
        
          TÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Régimen de organización y funcionamiento de la Administración al servicio de Jueces y Tribunales
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          De la Oficina Judicial
        

        
				
        
          Art. 435.
          1. La Oficina judicial es la organización de carácter instrumental que sirve de soporte y apoyo a la actividad jurisdiccional de Jueces y Tribunales.
        

        
				
        2. La estructura básica de la Oficina judicial, que será homogénea en todo el territorio nacional como consecuencia del carácter único del poder al que sirve, estará basada en los principios de jerarquía, división de funciones y coordinación.

        
				
        3. La Oficina judicial funcionará con criterios de agilidad, eficacia, eficiencia, racionalización del trabajo, responsabilidad por la gestión, coordinación y cooperación entre Administraciones, de manera que los ciudadanos obtengan un servicio próximo y de calidad, con respeto a los principios recogidos en la Carta de Derechos de los Ciudadanos ante la Justicia.

        
				
        4. Los puestos de trabajo de la Oficina judicial sólo podrán ser cubiertos por personal de los Cuerpos de Funcionarios al Servicio de la Administración de Justicia, y se ordenarán de acuerdo con lo establecido en las relaciones de puestos de trabajo.

        
				
        [.......]

        
				
        
          TÍTULO II
        

        
				
        
          
            Del Cuerpo de los Secretarios Judiciales
            [139]
          
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Estatuto Personal
        

        
				
        
          Art. 440.
          Los secretarios judiciales son funcionarios públicos que constituyen un Cuerpo Superior Jurídico, único, de carácter nacional, al servicio de la Administración de Justicia, dependiente del Ministerio de Justicia, y que ejercen sus funciones con el carácter de autoridad.
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          Art. 446.
          1. Los secretarios judiciales deberán abstenerse en los casos establecidos para los Jueces y magistrados y, si no lo hicieran, podrán ser recusados.
        

        
				
        2. La abstención se formulará por escrito motivado dirigido al Juez o Magistrado si se tratare de una unidad de apoyo directo a un órgano judicial unipersonal, al Presidente si se tratare de una unidad de apoyo directo a un órgano judicial colegiado o al Juez o Magistrado que corresponda por turno de reparto si desempeñase sus funciones en un servicio común, quienes decidirán, respectivamente, la cuestión.

        
				
        
          En caso de confirmarse la abstención, el Secretario Judicial que se haya abstenido debe ser reemplazado por su sustituto legal; en caso de denegarse, deberá aquél continuar actuando en el asunto
          [140].
        

        
				
        3. Serán aplicables a la recusación de los secretarios las prescripciones que establece esta Ley para jueces y magistrados con las siguientes excepciones:

        
				
        
          a)
          Los secretarios judiciales no podrán ser recusados durante la práctica de cualquier diligencia o actuación de que estuvieren encargados.
        

        
				
        
          b)
          La pieza de recusación se instruirá y resolverá por los mismos Jueces o magistrados competentes para conocer de la abstención.
        

        
				
        
          c)
          Presentado el escrito de recusación, el secretario judicial recusado informará detalladamente por escrito si reconoce o no como cierta y legítima la causa alegada.
        

        
				
        
          d)
          Cuando el recusado reconozca como cierta la causa de la recusación, el Tribunal dictará auto, sin más trámites y sin ulterior recurso, teniéndolo por recusado, si estima que la causa es legal. Si estima que la causa no es de las tipificadas en la Ley, declarará no haber lugar a la recusación. Contra este auto no se dará recurso alguno.
        

        
				
        Cuando el recusado niegue la certeza de la causa alegada como fundamento de la recusación, se procederá conforme a lo previsto en el apartado 3 del artículo 225 de esta Ley.

        
				
        
          e)
          El secretario judicial recusado, desde el momento en que sea presentado el escrito de recusación, será reemplazado por su sustituto legal.
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          De las funciones de los secretarios judiciales
        

        
				
        
          Art. 452.
          1. Los secretarios judiciales desempeñarán sus funciones con sujeción al principio de legalidad e imparcialidad en todo caso, al de autonomía e independencia en el ejercicio de la fe pública judicial, así como al de unidad de actuación y dependencia jerárquica en todas las demás que les encomienden esta Ley y las normas de procedimiento respectivo, así como su reglamento orgánico. Las funciones de los secretarios judiciales no serán objeto de delegación ni de habilitación, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 451.3.
        

        
				
        2. En el ejercicio de sus funciones, los secretarios judiciales cumplirán y velarán por el cumplimiento de todas las decisiones que adopten los Jueces o Tribunales en el ámbito de sus competencias.

        
				
        3. Los secretarios judiciales colaborarán con las Comunidades Autónomas con competencias asumidas para la efectividad de las funciones que éstas ostentan en materia de medios personales y materiales, dando cumplimiento a las instrucciones que a tal efecto reciban de sus superiores jerárquicos. Para una mejor coordinación podrán constituirse Comisiones Mixtas de Secretarios Judiciales y representantes de las Comunidades Autónomas con competencias asumidas, en sus respectivos ámbitos territoriales.

        
				
        
          Art. 453.
          1. Corresponde a los Secretarios Judiciales, con exclusividad y plenitud, el ejercicio de la fe pública judicial. En el ejercicio de esta función, dejarán constancia fehaciente de la realización de actos procesales en el Tribunal o ante éste y de la producción de hechos con trascendencia procesal mediante las oportunas actas y diligencias.
        

        
				
        
          Cuando se utilicen medios técnicos de grabación o reproducción, las vistas se podrán desarrollar sin la intervención del Secretario Judicial, en los términos previstos en la ley. En todo caso, el Secretario Judicial garantizará la autenticidad e integridad de lo grabado o reproducido
          [141].
        

        
				
        2. Los secretarios judiciales expedirán certificaciones o testimonios de las actuaciones judiciales no declaradas secretas ni reservadas a las partes, con expresión de su destinatario y el fin para el cual se solicitan.

        
				
        3. Autorizarán y documentarán el otorgamiento de poderes para pleitos, en los términos establecidos en las Leyes procesales.

        
				
        4. En el ejercicio de esta función no precisarán de la intervención adicional de testigos.

        
				
        
          Art. 454.
          1. Los secretarios judiciales son responsables de la función de documentación que les es propia, así como de la formación de los autos y expedientes, dejando constancia de las resoluciones que dicten los jueces y magistrados, o ellos mismos cuando así lo autorice la Ley.
        

        
				
        2. Los secretarios judiciales ejercerán competencias de organización, gestión, inspección y dirección del personal en aspectos técnicos procesales, asegurando en todo caso la coordinación con los órganos de gobierno del Poder Judicial y con las Comunidades Autónomas con competencias transferidas.

        
				
        3. Garantizarán que el reparto de asuntos se realiza de conformidad con las normas que a tal efecto aprueben las Salas de Gobierno de los Tribunales de Justicia y serán responsables del buen funcionamiento del registro de recepción de documentos, expidiendo en su caso las certificaciones que en esta materia sean solicitadas por las partes.

        
				
        4. Facilitarán a las partes interesadas y a cuantos manifiesten y justifiquen un interés legítimo y directo, la información que soliciten sobre el estado de las actuaciones judiciales no declaradas secretas ni reservadas.

        
				
        5. Promoverán el empleo de los medios técnicos, audiovisuales e informáticos de documentación con que cuente la unidad donde prestan sus servicios.

        
				
        
          Art. 455.
          Será responsabilidad del secretario judicial la dación de cuenta, que se realizará en los términos establecidos en las Leyes procesales
          [142].
        

        
				
        
          Art. 456.
          1. El secretario judicial impulsará el proceso en los términos que establecen las Leyes procesales.
        

        
				
        2. A tal efecto, dictará las resoluciones necesarias para la tramitación del proceso, salvo aquellas que las Leyes procesales reserven a Jueces o Tribunales. Estas resoluciones se denominarán diligencias, que podrán ser de ordenación, de constancia, de comunicación o de ejecución. Las diligencias de ordenación serán recurribles ante el Juez o el ponente, en los casos y formas previstos en las Leyes procesales.

        
				
        3. Los secretarios judiciales, cuando así lo prevean las Leyes procesales, tendrán competencias en las siguientes materias:

        
				
        
          a)
          La ejecución, salvo aquellas competencias que exceptúen las Leyes procesales por estar reservadas a jueces y magistrados.
        

        
				
        
          b)
          Jurisdicción voluntaria, asumiendo su tramitación y resolución, sin perjuicio de los recursos que quepa interponer.
        

        
				
        
          c)
          Conciliaciones, llevando a cabo la labor mediadora que les sea propia.
        

        
				
        
          d)
          Cualesquiera otras que expresamente se prevean.
        

        
				
        4. Se llamará decreto a la resolución que dicte el secretario judicial, con el fin de poner término al procedimiento del que tenga atribuida exclusiva competencia, o cuando sea preciso o conveniente razonar su decisión. Será siempre motivado y contendrá, en párrafos separados y numerados, los antecedentes de hecho y los fundamentos de derecho en que se basa.

        
				
        
          Art. 457.
          Los secretarios judiciales dirigirán en el aspecto técnico-procesal al personal integrante de la Oficina judicial, ordenando su actividad e impartiendo las órdenes e instrucciones que estime pertinentes en el ejercicio de esta función.
        

        
				
        
          Art. 458.
          1. Los secretarios judiciales serán responsables del Archivo Judicial de Gestión, en el que, de conformidad con la normativa establecida al efecto, se conservarán y custodiarán aquellos autos y expedientes cuya tramitación no esté finalizada, salvo el tiempo en que estuvieren en poder del juez o del magistrado ponente u otros magistrados integrantes del Tribunal.
        

        
				
        
          2. Por real decreto se establecerán las normas reguladoras de la ordenación y archivo de autos y expedientes que no estuviesen pendientes de actuación alguna, así como del expurgo de los archivos judiciales
          [143].
        

        
				
        3. Corresponde al Ministerio de Justicia la determinación de los libros de registro que han de existir en los Juzgados y Tribunales y establecer las normas reguladoras de la llevanza de los mismos mediante los reglamentos oportunos.

        
				
        4. El secretario judicial será responsable de la llevanza de los libros de registro a través de las aplicaciones informáticas correspondientes y, en su defecto, manualmente, impartiendo las oportunas instrucciones al personal de él dependiente.

        
				
        
          Art. 459.
          1. Los secretarios judiciales responderán del depósito de los bienes y objetos afectos a los expedientes judiciales, así como del de las piezas de convicción en las causas penales, en los locales dispuestos a tal fin. Todo ello, sin perjuicio de las excepciones que puedan establecerse reglamentariamente en cuanto al destino que deba darse a éstos en supuestos especiales.
        

        
				
        2. Los secretarios judiciales responderán del debido depósito en las instituciones que se determinen de cuantas cantidades y valores, consignaciones y fianzas se produzcan, siguiendo las instrucciones que, al efecto, se dicten.

        
				
        
          Art. 460.
          Los secretarios judiciales colaborarán con la Administración tributaria en la gestión de los tributos que les sea encomendada en la normativa específica.
        

        
				
        
          Art. 461.
          1. La Estadística Judicial, que se elaborará conforme a los criterios que se establezcan, será responsabilidad de los secretarios judiciales. Los Secretarios de Gobierno respectivos velarán por su cumplimiento contrastando la veracidad de los datos.
        

        
				
        2. La Estadística Judicial constituye un instrumento básico al servicio de las Administraciones públicas y del Consejo General del Poder Judicial para la planificación, desarrollo y ejecución de las políticas públicas relativas a la Administración de Justicia y, en particular, para las siguientes finalidades:

        
				
        
          a)
          El ejercicio de la política legislativa del Estado en materia de justicia.
        

        
				
        
          b)
          La modernización de la organización judicial.
        

        
				
        
          c)
          La planificación y gestión de los recursos humanos y medios materiales al servicio de la Administración de Justicia.
        

        
				
        
          d)
          El ejercicio de la función de inspección sobre los Juzgados y Tribunales.
        

        
				
        La Estadística Judicial asegurará, en el marco de un plan de transparencia, la disponibilidad permanente y en condiciones de igualdad por las Cortes Generales, el Gobierno, las Comunidades Autónomas, el Consejo General del Poder Judicial y la Fiscalía General del Estado de información actualizada, rigurosa y debidamente contrastada sobre la actividad y carga de trabajo de todos los órganos, servicios y oficinas judiciales de España, así como sobre las características estadísticas de los asuntos sometidos a su conocimiento. Los ciudadanos tendrán pleno acceso a la Estadística Judicial.

3. La Comisión Nacional de Estadística Judicial, integrada por el Ministerio de Justicia, una representación de las Comunidades Autónomas con competencias en la materia, el Consejo General del Poder Judicial y la Fiscalía General del Estado, aprobará los planes estadísticos, generales y especiales, de la Administración de Justicia y establecerá criterios uniformes y de obligado cumplimiento para todos sobre la obtención, tratamiento informático, transmisión y explotación de los datos estadísticos del sistema judicial español.

        
				
        La estructura, composición y funciones de la Comisión Nacional de Estadística Judicial será establecida reglamentariamente por el Gobierno, mediante real decreto, previo informe del Consejo General del Poder Judicial, del Fiscal General del Estado, de la Agencia de Protección de Datos y de las Comunidades Autónomas con competencias en la materia.

        
				
        
          4. No obstante, las Administraciones públicas con competencias en materias de Administración de Justicia podrán llevar a cabo las explotaciones de otros datos estadísticos que puedan ser recabados a través de los sistemas informáticos, siempre que se consideren necesarias o útiles para su gestión
          [144].
        

        
				
        
          Art. 462.
          Los secretarios judiciales asumirán todas aquellas otras funciones que legal y reglamentariamente se establezcan.
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          CAPÍTULO IV
        

        
				
        
          De la responsabilidad disciplinaria
        

        
				
        
          Art. 468.
          1. Los secretarios judiciales estarán sujetos a responsabilidad disciplinaria, en los supuestos y de acuerdo con los principios que se establecen en el libro VI de esta Ley orgánica para los funcionarios de los Cuerpos al servicio de la Administración de Justicia y serán objeto de iguales sanciones.
        

        
				
        2. No podrá imponerse sanción por la comisión de una falta grave o muy grave, sino en virtud de expediente disciplinario instruido al efecto, mediante el procedimiento que se establezca en el Reglamento General de Régimen Disciplinario de los funcionarios al servicio de la Administración de Justicia.

        
				
        Para la imposición de sanciones por faltas leves, no será preceptiva la previa instrucción del expediente, salvo el trámite de audiencia al interesado.

        
				
        Además de los autores, serán responsables disciplinariamente los superiores que teniendo conocimiento de los hechos, los consintieren, así como quienes indujeran o encubrieran las faltas muy graves y graves cuando de dichos actos se deriven graves daños para la Administración o los ciudadanos.

        
				
        3. Las Comunidades Autónomas con competencias asumidas podrán promover la responsabilidad disciplinaria de los secretarios judiciales con destino en órganos judiciales radicados en su territorio ante las autoridades competentes para la incoación y tramitación de los expedientes disciplinarios, quienes darán cuenta a aquéllas de las decisiones que se adopten.

        
				
        4. El procedimiento disciplinario que se establezca en desarrollo de esta Ley orgánica deberá garantizar al secretario judicial expedientado, además de los reconocidos por el artículo 35 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, los siguientes derechos:

        
				
        
          a)
          A la presunción de inocencia.
        

        
				
        
          b)
          A ser notificado del nombramiento de instructor y secretario, así como a recusar a los mismos.
        

        
				
        
          c)
          A ser notificado de los hechos imputados, de la infracción que constituyan y de las sanciones que, en su caso, puedan imponerse, así como de la resolución sancionadora.
        

        
				
        
          d)
          A formular alegaciones.
        

        
				
        
          e)
          A proponer cuantas pruebas sean adecuadas para la determinación de los hechos.
        

        
				
        
          f)
          A poder actuar en el procedimiento asistido de letrado o de los representantes sindicales que determine.
        

        
				
        5. Cuando de la instrucción de un procedimiento disciplinario resulte la existencia de indicios fundados de la comisión de una infracción penal, se suspenderá su tramitación, poniéndolo en conocimiento del Ministerio Fiscal.

        
				
        6. La incoación de un procedimiento penal no será obstáculo para la iniciación de un expediente disciplinario por los mismos hechos, pero no se dictará resolución en éste hasta tanto no haya recaído sentencia firme o auto de sobreseimiento en la causa penal.

        
				
        En todo caso, la declaración de hechos probados contenida en la resolución que pone término al procedimiento penal, vinculará a la resolución que se dicte en el expediente disciplinario, sin perjuicio de la distinta calificación jurídica que pueda merecer una y otra vía.

        
				
        Sólo podrá recaer sanción penal y disciplinaria sobre los mismos hechos cuando no hubiere identidad de fundamento jurídico y bien jurídico protegido.

        
				
        
          Art. 469.
          1. Son competentes para la incoación de expedientes disciplinarios a los funcionarios del Cuerpo de Secretarios Judiciales, el Ministerio de Justicia, el Secretario de Gobierno y los Secretarios Coordinadores Provinciales. La tramitación de los mismos corresponde al Ministerio de Justicia.
        

        
				
        2. Las faltas se clasifican en muy graves, graves y leves, de acuerdo con el catálogo previsto en el artículo 536 de esta Ley.

        
				
        3. Para la imposición de las sanciones serán competentes:

        
				
        
          a)
          el Secretario de Gobierno y el Secretario Coordinador Provincial, para la sanción de apercibimiento.
        

        
				
        
          b)
          el Ministro de Justicia, para la de suspensión, traslado forzoso y separación del servicio.
        

        
				
        
          LIBRO VI
        

        
				
        
          
            De los Cuerpos de Funcionarios al servicio de la Administración de Justicia y de otro personal
            [145]
          
        

        
				
        
          TÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Disposiciones comunes
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Del personal de los Cuerpos de Médicos Forenses, de Facultativos del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses, de Gestión Procesal y Administrativa, de Técnicos Especialistas del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses, de Tramitación Procesal y Administrativa y de Auxilio Procesal, de Ayudantes de Laboratorio y de otro personal al servicio de la Administración de Justicia
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          Art. 475.
          Los cuerpos de funcionarios a que se refiere el artículo anterior se clasificarán en:
        

        
				
        
          a)
          Cuerpos Generales, cuando su cometido consista esencialmente en tareas de contenido procesal, sin perjuicio de la realización de funciones administrativas vinculadas a las anteriores.
        

        
				
        Son Cuerpos Generales:

        
				
        El Cuerpo de Gestión Procesal y Administrativa. La titulación exigida para el acceso a este Cuerpo es la de Diplomado Universitario, Ingeniero Técnico, Arquitecto Técnico o equivalente.

        
				
        El Cuerpo de Tramitación Procesal y Administrativa. Para el acceso a este Cuerpo se exigirá estar en posesión del título de Bachiller o equivalente.

        
				
        El Cuerpo de Auxilio Judicial. Para cuyo ingreso se exigirá estar en posesión del título de graduado en ESO o equivalente.

        
				
        
          b)
          Cuerpos Especiales, cuando su cometido suponga esencialmente el desempeño de funciones objeto de una profesión o titulación específica.
        

        
				
        Son Cuerpos Especiales:

        
				
        El Cuerpo de Médicos Forenses. Para el acceso al Cuerpo de Médicos Forenses se exige estar en posesión de la Licenciatura en Medicina.

        
				
        El Cuerpo de Facultativos del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses. Para el ingreso en este Cuerpo se deberá ser licenciado en una carrera universitaria en Ciencias Experimentales y de la Salud, que se determinará en las correspondientes convocatorias, según la especialidad por la que se acceda al Cuerpo.

        
				
        El Cuerpo de Técnicos Especialistas del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses. Para el acceso a este Cuerpo se exigirá estar en posesión del título de Técnico Superior en Formación Profesional o equivalente de las familias profesionales que se determinen en las bases de las convocatorias de los procesos selectivos, de conformidad con el contenido de los puestos de trabajo que se oferten.

        
				
        
          El Cuerpo de Ayudantes de Laboratorio del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses. Para el acceso a este Cuerpo se exigirá estar en posesión del título de Técnico en Formación Profesional o equivalente de las familias profesionales que se determinen en las bases de las convocatorias de los procesos selectivos, de conformidad con el contenido de los puestos de trabajo que se oferten
          [146].
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          Art. 479.
          1. Los médicos forenses, son funcionarios de carrera que constituyen un Cuerpo Nacional de Titulados Superiores al servicio de la Administración de Justicia.
        

        
				
        
          2. Son funciones de los médicos forenses, la asistencia técnica a Juzgados, Tribunales, fiscalías y oficinas del Registro Civil en las materias de su disciplina profesional, tanto en el campo de la patología forense y prácticas tanatológicas como en la asistencia o vigilancia facultativa de los detenidos, lesionados o enfermos, que se hallaren bajo la jurisdicción de aquéllos, en los supuestos y en la forma que determinen las Leyes
          [147].
        

        
				
        A estos efectos emitirán informes y dictámenes médicos legales en el marco del proceso judicial, realizarán el control periódico de los lesionados y la valoración de los daños corporales que sean objeto de actuaciones procesales. Igualmente realizarán funciones de investigación y colaboración que deriven de su propia función.

        
				
        En el curso de las actuaciones procesales o de investigación de cualquier naturaleza incoadas por el Ministerio Fiscal estarán a las órdenes de los jueces, magistrados, fiscales y encargados del Registro Civil, ejerciendo sus funciones con plena independencia y bajo criterios estrictamente científicos.

        
				
        3. Los médicos forenses estarán destinados en un Instituto de Medicina Legal o en el Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses.

        
				
        Excepcionalmente, y cuando las necesidades del servicio lo requieran, podrán ser adscritos a órganos jurisdiccionales, Fiscalías u oficinas del Registro Civil.

        
				
        4. Existirá un Instituto de Medicina Legal en las capitales de provincia en las que tenga su sede un Tribunal Superior de Justicia, así como en aquellas en las que tengan su sede Salas de los Tribunales Superiores de Justicia con jurisdicción en una o más provincias.

        
				
        No obstante, el Gobierno, a propuesta del Ministerio de Justicia, previa petición, en su caso, de una Comunidad Autónoma con competencia en la materia, podrá autorizar que dicha sede sea la de la capitalidad administrativa de la Comunidad Autónoma de que se trate, cuando sea distinta de la del Tribunal Superior de Justicia.

        
				
        Asimismo, el Gobierno podrá autorizar el establecimiento de Institutos de Medicina Legal en las restantes ciudades del ámbito territorial del Tribunal Superior de Justicia de que se trate, con el ámbito de actuación que se determine.

        
				
        
          Mediante real decreto, a propuesta del Ministro de Justicia y previo informe del Consejo General del Poder Judicial y de las Comunidades Autónomas que han recibido los traspasos de medios para el funcionamiento de la Administración de Justicia, se determinarán las normas generales de organización y funcionamiento de los Institutos de Medicina Legal y de actuación de los médicos forenses, pudiendo el Ministerio de Justicia o el órgano competente de la Comunidad Autónoma dictar, en el ámbito de sus respectivas competencias, las disposiciones pertinentes para su desarrollo y aplicación
          [148].
        

        
				
        
          Art. 480.
          1. El Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses es un órgano técnico adscrito al Ministerio de Justicia, cuya misión es auxiliar a la Administración de Justicia y contribuir a la unidad de criterio científico y a la calidad de la pericia analítica, así como al desarrollo de las ciencias forenses
          [149].
        

        
				
        Su organización y supervisión corresponde al Ministerio de Justicia. Tiene su sede en Madrid y su ámbito de actuación se extiende a todo el territorio nacional.

        
				
        Su estructura orgánica se determinará mediante real decreto.

        
				
        En el mismo prestarán servicios funcionarios de los Cuerpos Especiales a que se refieren los apartados siguientes de este artículo. Además podrán prestar servicios funcionarios de los restantes Cuerpos al servicio de la Administración de Justicia, así como de otras Administraciones, en las condiciones y con los requisitos que se establezcan en las correspondientes relaciones de puestos de trabajo, así como, en su caso, profesionales o expertos que sean necesarios para el desempeño de sus funciones u otro personal para la realización de actividades propias de oficios o de carácter instrumental, contratados en régimen laboral.

        
				
        2. Los Facultativos del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses son funcionarios de carrera que constituyen un Cuerpo Nacional de Titulados Superiores al servicio de la Administración de Justicia. Atendiendo a la actividad técnica y científica del Instituto, dentro del citado Cuerpo podrán establecerse especialidades.

        
				
        Son funciones del Cuerpo de Facultativos del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses la asistencia técnica en las materias de sus disciplinas profesionales a autoridades judiciales, gubernativas, al Ministerio Fiscal y a los médicos forenses, en el curso de las actuaciones judiciales o en las diligencias previas de investigación. A tal efecto llevarán a cabo los análisis e investigación que les sean solicitados, emitirán los dictámenes e informes pertinentes y evacuarán las consultas que les sean planteadas por las autoridades citadas, así como por los particulares en el curso de procesos judiciales y por organismos o empresas públicas que afecten al interés general, y contribuirán a la prevención de intoxicaciones.

        
				
        Prestarán sus servicios en el Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses, así como en los Institutos de Medicina Legal, en los supuestos y condiciones que se determinen en las correspondientes relaciones de puestos de trabajo.

        
				
        3. Los Técnicos Especialistas de Laboratorio del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses son funcionarios de carrera que constituyen un Cuerpo Nacional de auxilio especializado al servicio de la Administración de Justicia.

        
				
        Son funciones del Cuerpo de Técnicos Especialistas de Laboratorio del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses aquellas de auxilio técnico especializado en las actividades científicas y de investigación propias del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses.

        
				
        Prestarán sus servicios en el Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses, así como en los institutos de Medicina Legal, en los supuestos y condiciones que se determinen en las correspondientes relaciones de puestos de trabajo.

        
				
        4. Los ayudantes de laboratorio del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses son funcionarios de carrera que constituyen un Cuerpo Nacional al servicio de la Administración de Justicia, para la realización de funciones de apoyo propias de su formación, en las actividades científicas y de investigación del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses, así como de los institutos de Medicina Legal, en la forma y con los requisitos y condiciones que se establezcan en las relaciones de puestos de trabajo de los citados organismos.

        
				
        5. Los funcionarios de los Cuerpos Especiales del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses dependerán jerárquicamente del Director del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses o, en su caso, del Director del Instituto de Medicina Legal en que presten servicios.

        
				
        [.......]

        
				
        
          LIBRO VII
        

        
				
        
          
            Del Ministerio Fiscal y demás personas e instituciones que cooperan con la Administración de Justicia
            [150]
          
        

        
				
        
          TÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Del Ministerio Fiscal
        

        
				
        
          Art. 541.
          1. Sin perjuicio de las funciones encomendadas a otros órganos, el Ministerio Fiscal tiene por misión promover la acción de la Justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado por la Ley, de oficio o a petición de los interesados, así como velar por la independencia de los Tribunales y procurar ante éstos la satisfacción del interés social.
        

        
				
        
          2. El Ministerio Fiscal se regirá por lo que disponga su Estatuto Orgánico
          [151].
        

        
				
        
          TÍTULO II
        

        
				
        
          De los abogados y procuradores
        

        
				
        
          Art. 542.
          1. Corresponde, en exclusiva, la denominación y función de abogado al licenciado en Derecho que ejerza profesionalmente la dirección y defensa de las partes en toda clase de procesos, o el asesoramiento y consejo jurídico.
        

        
				
        2. En su actuación ante los Juzgados y Tribunales, los abogados son libres e independientes, se sujetarán al principio de buena fe, gozarán de los derechos inherentes a la dignidad de su función y serán amparados por aquéllos en su libertad de expresión y defensa.

        
				
        
          3. Los abogados deberán guardar secreto de todos los hechos o noticias de que conozcan por razón de cualquiera de las modalidades de su actuación profesional, no pudiendo ser obligados a declarar sobre los mismos
          [152].
        

        
				
        
          Art. 543.
          1. Corresponde exclusivamente a los procuradores la representación de las partes en todo tipo de procesos, salvo cuando la Ley autorice otra cosa.
        

        
				
        2. Podrán realizar los actos de comunicación a las partes del proceso que la Ley les autorice.

        
				
        3. Será aplicable a los procuradores lo dispuesto en el apartado 3 del artículo anterior.

        
				
        
          4. En el ejercicio de su profesión, los procuradores podrán ser sustituidos por otro procurador. También para los actos y en la forma que se determine reglamentariamente podrán ser sustituidos por Oficial habilitado
          [153].
        

        
				
        
          Art. 544.
          1. Los abogados y procuradores, antes de iniciar su ejercicio profesional, prestarán juramento o promesa de acatamiento a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.
        

        
				
        
          2. La colegiación de los abogados y procuradores será obligatoria para actuar ante los Juzgados y Tribunales en los términos previstos en esta Ley y por la legislación general sobre Colegios profesionales, salvo que actúen al servicio de las Administraciones públicas o entidades públicas por razón de dependencia funcionarial o laboral
          [154].
        

        
				
        
          Art. 545.
          1. Salvo que la Ley disponga otra cosa, las partes podrán designar libremente a sus representantes y defensores entre los procuradores y abogados que reúnan los requisitos exigidos por las Leyes.
        

        
				
        2. Se designarán de oficio, con arreglo a lo que en aquéllas se establezca, a quien lo solicite o se niegue a nombrarlos, siendo preceptiva su intervención. La defensa de oficio tendrá carácter gratuito para quien acredite insuficiencia de recursos para litigar en los términos que establezca la Ley.

        
				
        
          3. En los procedimientos laborales y de Seguridad Social, la representación técnica podrá ser ostentada por un graduado social colegiado, al que serán de aplicación las obligaciones inherentes a su función, de acuerdo con lo dispuesto en su ordenamiento jurídico profesional, en este título y especialmente en los artículos 187, 542.3 y 546 de esta Ley
          [155].
        

        
				
        
          Art. 546.
          1. Es obligación de los poderes públicos garantizar la defensa y la asistencia de abogado, en los términos establecidos en la Constitución y en las Leyes.
        

        
				
        2. Los abogados y Procuradores están sujetos en el ejercicio de su profesión a responsabilidad civil, penal y disciplinaria, según proceda.

        
				
        
          3. Las correcciones disciplinarias por su actuación ante los Juzgados y Tribunales se regirán por lo establecido en esta Ley y en las Leyes procesales. La responsabilidad disciplinaria por su conducta profesional compete declararla a los correspondientes Colegios y Consejos conforme a sus estatutos, que deberán respetar, en todo caso, las garantías de la defensa de todo el procedimiento sancionador
          [156].
        

        
				
        
          TÍTULO III
        

        
				
        
          
            De la Policía Judicial
            [157]
          
        

        
				
        
          Art. 547.
          La función de la Policía Judicial comprende el auxilio a los Juzgados y Tribunales y al Ministerio Fiscal en la averiguación de los delitos y en el descubrimiento y aseguramiento de los delincuentes. Esta función competerá, cuando fueren requeridos para prestarla, a todos los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, tanto si dependen del Gobierno central como de las Comunidades Autónomas o de los entes locales, dentro del ámbito de sus respectivas competencias.
        

        
				
        
          Art. 548.
          1. Se establecerán unidades de Policía Judicial que dependerán funcionalmente de las autoridades judiciales y del Ministerio Fiscal en el desempeño de todas las actuaciones que aquéllas les encomienden.
        

        
				
        2. Por Ley se fijará la organización de estas unidades y los medios de selección y régimen jurídico de sus miembros.

        
				
        
          Art. 549.
          1. Corresponden específicamente a las unidades de Policía Judicial las siguientes funciones:
        

        
				
        
          a)
          La averiguación acerca de los responsables y circunstancias de los hechos delictivos y la detención de los primeros, dando cuenta seguidamente a la autoridad judicial y fiscal, conforme a lo dispuesto en las Leyes.
        

        
				
        
          b)
          El auxilio a la autoridad judicial y fiscal en cuantas actuaciones deba realizar fuera de su sede y requieran la presencia policial.
        

        
				
        
          c)
          La realización material de las actuaciones que exijan el ejercicio de la coerción y ordenare la autoridad judicial o fiscal.
        

        
				
        
          d)
          La garantía del cumplimiento de las órdenes y resoluciones de la autoridad judicial o fiscal.
        

        
				
        
          e)
          Cualesquiera otras de la misma naturaleza en que sea necesaria su cooperación o auxilio y lo ordenare la autoridad judicial o fiscal.
        

        
				
        2. En ningún caso podrán encomendarse a los miembros de dichas unidades la práctica de actuaciones que no sean las propias de la Policía Judicial o las derivadas de las mismas.

        
				
        
          Art. 550.
          1. En las funciones de investigación penal, la Policía Judicial actuará bajo la dirección de los Juzgados y Tribunales y del Ministerio Fiscal.
        

        
				
        2. Los funcionarios de Policía Judicial a quienes se hubiera encomendado una actuación o investigación concreta dentro de las competencias a que se refiere el artículo 547 de esta Ley, no podrán ser removidos o apartados hasta que finalice la misma o, en todo caso, la fase del procedimiento judicial que la originó, si no es por decisión o con la autorización del Juez o Fiscal competente.

        
				
        
          TÍTULO IV
        

        
				
        
          De la representación y defensa del Estado y demás entes públicos
        

        
				
        
          Art. 551.
          1. La representación y defensa del Estado y de sus organismos autónomos, así como la representación y defensa de los órganos constitucionales, cuyas normas internas no establezcan un régimen especial propio, corresponderá a los Abogados del Estado integrados en el servicio jurídico del Estado. Los Abogados del Estado podrán representar y defender a los restantes organismos y entidades públicos, sociedades mercantiles estatales y fundaciones con participación estatal, en los términos contenidos en la Ley 52/1997, de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones Públicas y disposiciones de desarrollo. La representación y defensa de las entidades gestoras y de la Tesorería General de la Seguridad Social corresponderá a los Letrados de la Administración de la Seguridad Social, sin perjuicio de que, en ambos casos, y de acuerdo con lo que reglamentariamente se determine, puedan ser encomendadas a abogado colegiado especialmente designado al efecto.
        

        
				
        2. La representación y defensa de las Cortes Generales, del Congreso de los Diputados, del Senado, de la Junta Electoral Central y de los órganos e instituciones vinculados o dependientes de aquéllas corresponderá a los Letrados de las Cortes Generales integrados en las secretarías generales respectivas.

        
				
        3. La representación y defensa de las Comunidades Autónomas y las de los entes locales corresponderán a los letrados que sirvan en los servicios jurídicos de dichas Administraciones públicas, salvo que designen abogado colegiado que les represente y defienda. Los Abogados del Estado podrán representar y defender a las Comunidades Autónomas y a los entes locales en los términos contenidos en la Ley 52/1997, de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e instituciones públicas y su normativa de desarrollo.

        
				
        
          TÍTULO V
        

        
				
        
          De las sanciones que pueden imponerse a los que intervienen en los pleitos o causas
        

        
				
        
          Art. 552.
          Los abogados y procuradores que intervengan en los pleitos y causas, cuando incumplan las obligaciones que les impone esta Ley o las Leyes procesales, podrán ser corregidos a tenor de lo dispuesto en este título, siempre que el hecho no constituya delito.
        

        
				
        
          Art. 553.
          Los abogados y procuradores serán también corregidos disciplinariamente por su actuación ante los Juzgados y Tribunales:
        

        
				
        1.º Cuando en su actuación forense faltaren oralmente, por escrito o por obra, al respeto debido a los Jueces y Tribunales, fiscales, abogados, secretarios judiciales o cualquier persona que intervenga o se relacione con el proceso.

        
				
        2.º Cuando llamados al orden en las alegaciones orales no obedecieren reiteradamente al que presida el acto.

        
				
        3.º Cuando no comparecieren ante el Tribunal sin causa justificada una vez citados en forma.

        
				
        4.º Cuando renuncien injustificadamente a la defensa o representación que ejerzan en un proceso, dentro de los siete días anteriores a la celebración del juicio o vistas señaladas.

        
				
        
          Art. 554.
          1. Las correcciones que pueden imponerse a las personas a que se refieren los dos artículos anteriores son:
        

        
				
        
          a)
          Apercibimiento.
        

        
				
        
          b)
          Multa cuya máxima cuantía será la prevista en el Código Penal como pena correspondiente a las faltas.
        

        
				
        2. La imposición de la corrección de multa se hará atendiendo a la gravedad, antecedentes y circunstancias de los hechos cometidos y en todo caso, se impondrá siempre con audiencia del interesado.

        
				
        
          Art. 555.
          1. La corrección se impondrá por la autoridad ante la que se sigan las actuaciones.
        

        
				
        2. Podrá imponerse en los propios autos o en procedimiento aparte. En todo caso, por el secretario se hará constar el hecho que motive la actuación correctora, las alegaciones del implicado y el acuerdo que se adopte por el Juez o por la Sala.

        
				
        
          Art. 556.
          Contra el acuerdo de imposición de la corrección podrá interponerse, en el plazo de cinco días, recurso de audiencia en justicia ante el secretario judicial, el Juez o la Sala, que lo resolverán en el siguiente día. Contra este acuerdo o contra el de imposición de la sanción, en el caso de que no se hubiese utilizado el recurso de audiencia en justicia, cabrá recurso de alzada, en el plazo de cinco días, ante la Sala de Gobierno, que lo resolverá previo informe del secretario judicial, del Juez o de la Sala que impuso la corrección, en la primera reunión que celebre.
        

        
				
        
          Art. 557.
          Cuando fuere procedente alguna de las correcciones especiales previstas en las leyes procesales para casos determinados, se aplicará, en cuanto al modo de imponerla y recursos utilizables, lo que establecen los dos artículos anteriores.
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          DISPOSICIONES ADICIONALES
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          Quinta.
          1. El recurso de reforma podrá interponerse contra todos los autos del Juez de Vigilancia Penitenciaria.
        

        
				
        
          2. Las resoluciones del Juez de Vigilancia Penitenciaria en materia de ejecución de penas serán recurribles en apelación y queja ante el
          Tribunal sentenciador, excepto cuando se hayan dictado resolviendo un recurso de apelación contra resolución administrativa que no se refiera a la clasificación del penado.
        

        
				
        
          En el caso de que el penado se halle cumpliendo varias penas, la competencia para resolver el recurso corresponderá al
          Juzgado o
          Tribunal que haya impuesto la pena privativa de libertad más grave, y en el supuesto de que coincida que varios
          Juzgados o Tribunales hubieran impuesto pena de igual gravedad, la competencia corresponderá al que de ellos la hubiera impuesto en último lugar.        

        
				
      3. Las resoluciones del Juez de Vigilancia Penitenciaria en lo referente al régimen penitenciario y demás materias no comprendidas en el apartado anterior serán recurribles en apelación o queja siempre que no se hayan dictado resolviendo un recurso de apelación contra resolución administrativa. Conocerá de la apelación o de la queja la Audiencia Provincial que corresponda, por estar situado dentro de su demarcación el establecimiento penitenciario.

        
				
        4. El recurso de queja a que se refieren los apartados anteriores sólo podrá interponerse contra las resoluciones en que se deniegue la admisión de un recurso de apelación.

        
				
        5. Cuando la resolución objeto del recurso de apelación se refiera a materia de clasificación de penados o concesión de la libertad condicional y pueda dar lugar a la excarcelación del interno, siempre y cuando se trate de condenados por delitos graves, el recurso tendrá efecto suspensivo que impedirá la puesta en libertad del condenado hasta la resolución del recurso o, en su caso, hasta que la Audiencia Provincial o la Audiencia Nacional se haya pronunciado sobre la suspensión.

        
				
        
          Los recursos de apelación a que se refiere el párrafo anterior se tramitarán con carácter preferente y urgente
          [158].
        

        
				
        6. Cuando quien haya dictado la resolución recurrida sea un Juzgado Central de Vigilancia Penitenciaria, tanto en materia de ejecución de penas como de régimen penitenciario y demás materias, la competencia para conocer del recurso de apelación y queja, siempre que no se haya dictado resolviendo un recurso de apelación contra resolución administrativa, corresponderá a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional.

        
				
        
          6. Contra el auto por el que se determine el máximo de cumplimiento o se deniegue su fijación, cabrá recurso de casación por infracción de
          Ley ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo, que se sustanciará conforme a lo prevenido en la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
        

        
				
        7. Contra los autos de las Audiencias Provinciales y, en su caso, de la Audiencia Nacional, resolviendo recursos de apelación, que no sean susceptibles de casación ordinaria, podrán interponer, el Ministerio Fiscal y el letrado del penado, recurso de casación para la unificación de doctrina ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo, el cual se sustanciará conforme a lo prevenido en la Ley de Enjuiciamiento Criminal para el recurso de casación ordinario, con las particularidades que de su finalidad se deriven. Los pronunciamientos del Tribunal Supremo al resolver los recursos de casación para la unificación de doctrina en ningún caso afectarán a las situaciones jurídicas creadas por las sentencias precedentes a la impugnada.

        
				
        8. El recurso de apelación a que se refiere esta disposición se tramitará conforme a lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal para el procedimiento abreviado. Estarán legitimados para interponerlo el Ministerio Fiscal y el interno o liberado condicional. En el recurso de apelación será necesaria la defensa de letrado y, si no se designa procurador, el abogado tendrá también habilitación legal para la representación de su defendido. En todo caso, debe quedar garantizado siempre el derecho a la defensa de los internos en sus reclamaciones judiciales.

        
				
        
          9. En aquellas Audiencias donde haya más de una sección, mediante las normas de reparto, se atribuirá el conocimiento de los recursos que les correspondan según esta disposición, con carácter exclusivo, a una o dos secciones
          [159].
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          DISPOSICIONES DEROGATORIAS
        

        
				
        
          Primera.
          Quedan derogadas las siguientes Leyes y disposiciones:
        

        
				
        Ley provisional sobre organización del Poder Judicial de 15 de septiembre de 1870.

        
				
        Ley adicional a la Orgánica del Poder Judicial de 14 de octubre de 1882.

        
				
        Ley Orgánica de las Magistraturas de Trabajo de 17 de octubre de 1940.

        
				
        Ley de Bases de la Justicia Municipal de 19 de julio de 1944.

        
				
        Ley de 17 de julio de 1947, Orgánica del Cuerpo Nacional de Médicos Forenses.

        
				
        Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956, en los particulares que regulan aquella jurisdicción y la estructura de sus órganos.

        
				
        Ley 11/1966, de 18 de marzo, sobre ordenación orgánica de los Funcionarios de la Administración de Justicia.

        
				
        Ley 33/1966, de 31 de mayo, sobre Reforma Orgánica de los Cuerpos de la Jurisdicción de Trabajo.

        
				
        Las disposiciones de la Ley 42/1974, de 28 de noviembre, de Bases, Orgánica de la Justicia, declaradas en vigor por el Real Decreto-Ley 24/1976, de 26 de noviembre, por el que se prorroga el plazo para la articulación de la Ley 42/1974, de 28 de noviembre, de Bases, Orgánica de la Justicia.

        
				
        Real Decreto-Ley 1/1977, de 4 de enero, por el que se crea la Audiencia Nacional.

        
				
        Real Decreto 2104/1977, de 29 de julio, por el que se aprueba el texto articulado parcial de la Ley de Bases Orgánica de la Justicia de 28 de noviembre de 1974, sobre Juzgados de Distrito y otros extremos.

        
				
        Ley Orgánica 1/1980, de 10 de enero, del Consejo General del Poder Judicial.

        
				
        La disposición adicional primera de la Ley 17/1980, de 24 de abril, por la que se establece el régimen retributivo de los funcionarios al servicio del Poder Judicial.

        
				
        La Ley Orgánica 5/1981, de 16 de noviembre, sobre integración de la Carrera Judicial y del Secretariado de la Administración de Justicia.

        
				
        Ley Orgánica 12/1983, de 16 de noviembre, de modificación de competencias de la Audiencia Nacional.

        
				
        Ley Orgánica 4/1984, de 30 de abril, por la que se modifica la 5/1981, de 16 de noviembre.

        
				
        Cuantas otras Leyes y disposiciones se opongan a lo establecido por esta Ley Orgánica.

        
				
        
          Segunda.
          Queda, no obstante, en vigor la Ley Orgánica 6/1984, de 24 de mayo, reguladora del procedimiento de hábeas corpus
          [160].
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [1] Aprobado por Ley Orgánica 13/1985, de 9 de diciembre («BOE» núm. 296, de 11 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [2] Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio («BOE» núm. 134, de 5 de junio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [3] Artículos 35 a 37 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [4] Véase el artículo 106 de la Constitución Española.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [5] Véanse los artículos 12 a 15 de la Ley Orgánica 4/1987, de 15 de julio («BOE» núm. 171, de 18 de julio), en la redacción dada por la Ley Orgánica 2/1989, de 13 de abril, de la competencia y organización de la jurisdicción militar.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [6] Apartado redactado de conformidad con la Ley Orgánica 1/2010, de 19 de febrero («BOE» núm. 45, de 20 de febrero), de modificación de las leyes orgánicas del Tribunal Constitucional y del Poder Judicial. Véanse los artículos 1 a 5 de la Ley 29/1998, de 13 de julio («BOE» núm. 167, de 14 de julio), reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [7] Véanse los artículos 3 a 7 y 114 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [8] Artículos 227.1 y 437.1 de esta Ley Orgánica y 7 del Código Civil.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [9] Véanse los artículos 6.4, 7 y 12.4 del Código Civil.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [10] Véanse los artículos 238.2 y 239 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [11] Artículo 435 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [12] Véanse los artículos 405 a 409 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [13] Artículo 26 de la Constitución Española.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [14] Artículo 118 de la Constitución Española.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [15] Véase la Ley de 18 de junio de 1870 que figura como parágrafo 3.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [16] Artículo 406 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [17] Véase la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo, del Tribunal del Jurado, que figura como parágrafo 15.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [18] Apartado adicionado por Ley Orgánica 13/1999, de 14 de mayo («BOE» núm. 116, de 15 de mayo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [19] Véase la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita (§ 18).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [20] Letra redactada de acuerdo con la Ley Orgánica 11/1999, de 30 de abril («BOE» núm. 104, de 1 de mayo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [21] La Ley Orgánica 1/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre), complementaria de la Ley de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial dio nueva redacción a los apartados 4 y 5.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [22] Redactado conforme a la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre («BOE» núm. 313, de 29 de diciembre), de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [23] Derogado por la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre), de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [24] Párrafo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre), de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [25] Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y Planta Judicial.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [26] Apartado redactado conforme a la Ley Orgánica 16/1994, de 8 de noviembre («BOE» núm. 268, de 9 de noviembre), por la que se reforma la presente Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [27] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre), de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [28] Apartado redactado conforme a la Ley Orgánica 4/1987, de 15 de julio («BOE» núm. 171, de 18 de julio), de la Competencia y Organización de la Jurisdicción Militar.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [29] Véase la Ley Orgánica 2/1987, de 18 de mayo, de Conflictos Jurisdiccionales que figura como parágrafo 12.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [30] Véanse los artículos 19 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [31] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 4/1987, de 15 de julio («BOE» núm. 171, de 18 de julio), de la Competencia y Organización de la Jurisdicción Militar.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [32] Apartado adicionado conforme a la Ley Orgánica 7/1988, de 28 de diciembre («BOE» núm. 313, de 30 de diciembre), de los Juzgados de lo Penal y por la que se modifican las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [33] Número adicionado por Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio («BOE» núm. 154, de 28 de junio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [34] Apartado adicionado por Ley Orgánica 7/1988, de 28 de diciembre («BOE» núm. 313, de 30 de diciembre), de los Juzgados de lo Penal y por la que se modifican las Leyes Orgánica del Poder Judicial y de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [35] Apartado adicionado por Ley Orgánica 6/1998, de 13 de julio («BOE» núm. 167, de 14 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [36] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre), de modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [37] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre), de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [38] Añadido por la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [39] Número redactado conforme a la Ley Orgánica 7/1988, de 28 de diciembre excepto la letra
              b)
              que está redactada de acuerdo con la Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio («BOE» núm. 152, de 23 de junio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [40] Número redactado de conformidad con la Ley Orgánica 2/2008, de 4 de diciembre («BOE» núm. 293, de 5 de diciembre), de modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. Véase la Ley 1/2008, de 4 de diciembre, para la ejecución en la Unión Europea de Resoluciones que impongan sanciones pecuniarias (§27).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [41] En relación con las competencias de la Audiencia Nacional, hay que tener en cuenta las que le atribuye la Ley Orgánica 18/2003, de 10 de diciembre («BOE» núm. 296, de 11 de diciembre), de Cooperación con la Corte Penal Internacional que figura como parágrafo 25.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [42] Número redactado conforme a la Ley Orgánica 2/2003, de 14 de marzo («BOE» núm. 65, de 17 de marzo), complementaria de la Ley sobre la orden europea de detención y entrega.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [43] Número redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 7/2000, de 22 de diciembre («BOE» núm. 307, de 23 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [44] Apartado adicionado por Ley Orgánica 5/2003, de 27 de mayo («BOE» núm. 127, de 28 de mayo), pasando el antiguo apartado 6.º, a ser el actual apartado 7.º
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [45] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre), de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [46] Redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre), de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [47] Redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre), de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [48] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 1/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [49] Apartado redactado conforme a la Ley Orgánica del Tribunal del Jurado, que figura como parágrafo 15.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [50] Rúbrica redactada conforme a la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [51]
              Véase la Ley Orgánica 6/1984, de 24 de mayo (§ 8), reguladora del procedimiento de hábeas corpus.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [52] Redactado conforme a la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre («BOE» núm. 313, de 29 de diciembre; corrección de errores en «BOE» núm. 87, de 12 de abril de 2005), de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género. Ténganse en cuenta el Reglamento del Pleno del Consejo General del Poder Judicial 1/2005, de 15 de septiembre («BOE» núm. 231, de 27 de septiembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [53] Apartado
              g)
              añadido por la Ley Orgánica 5/2006, de 5 de junio («BOE» núm. 134, de 6 de junio; corrección de errores en «BOE» núm. 141, de 14 de junio), complementaria de la Ley para la eficacia en la Unión Europea de las resoluciones de embargo y de aseguramiento de pruebas en procedimientos penales, por la que se modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [54] Apartado redactado conforme a la Ley Orgánica 2/2009, de 11 de diciembre («BOE» núm. 299, de 12 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [55] Artículo añadido por la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [56] Véase el Acuerdo Reglamentario 1/2005, de 27 de abril, del Pleno del Consejo General del Poder Judicial («BOE» núm. 109, de 7 de mayo), por el que se modifica el Reglamento 5/1995, de 7 de junio de los aspectos accesorios de las actuaciones judiciales y el Acuerdo del Pleno del Consejo General del Poder Judicial de 22 de junio de 2005 («BOE» núm. 153, de 28 de junio), complementario del anterior, por el que se dispone la compatibilización del conocimiento con carácter exclusivo de la materia relativa a la violencia sobre la mujer con el resto de las materias correspondientes al orden civil y penal en determinados Juzgados de Instrucción o de Primera Instancia e Instrucción.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [57] Artículo añadido por la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre («BOE» núm. 313, de 29 de diciembre), de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género. La letra
              e)
              del apartado 1 fue adicionada por la Ley Orgánica 3/2005, de 8 de julio («BOE» núm. 163, de 9 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [58] Redacción dada por la Ley Orgánica 6/2010, de 27 de julio («BOE» núm. 182, de 28 de julio).
            

            
						
            Véase la Ley de Extradición Pasiva, que figura como parágrafo 9.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [59] Artículo añadido por la Ley Orgánica 7/1988, de 28 de diciembre («BOE» núm. 313, de 30 de diciembre), excepto el párrafo segundo del apartado 2 que fue adicionado por la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre («BOE» núm. 313, de 29 de diciembre), y los últimos párrafos de los apartados 2.º y 3.º que se añadieron de conformidad con la Ley Orgánica 2/2008, de 4 de diciembre («BOE» núm. 293, de 5 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [60] El último apartado ha sido adicionado por la Ley Orgánica 3/2010, de 10 de marzo («BOE» núm. 61, de 11 de marzo), complementaria de la Ley para la ejecución en la Unión Europea de resoluciones judiciales de decomiso por la comisión de infracciones penales que figura en esta obra como parágrafo 28.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [61] Véanse los artículos 76 a 78 de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre («BOE» núm. 239, de 5 de octubre), General Penitenciaria.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [62] Apartado redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 5/2003, de 27 de mayo («BOE» núm. 127, de 28 de mayo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [63] Artículo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 7/2000, de 22 de diciembre («BOE» núm. 307, de 23 de diciembre). Ténganse en cuenta los artículos 17 a 24 del Acuerdo del Pleno del Consejo General del Poder Judicial de 15 de septiembre de 2005 («BOE» núm. 231, de 27 de septiembre), por el que se aprueba el Reglamento 1/2005, de los aspectos accesorios de las actuaciones judiciales.
            

            
						
            Véase la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores, que figura como paragráfo 22.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [64] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre), de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [65] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [66] Apartado redactado conforme a la Ley Orgánica 7/1988, de 28 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [67] Artículo redactado de conformidad con la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre. Véanse los artículos 8 y 9 del Acuerdo de 15 de septiembre de 2005 («BOE» núm. 231, de 27 de septiembre), del Pleno del Consejo General del Poder Judicial, por el que se aprueba el Reglamento 1/2005, de los aspectos accesorios de las actuaciones judiciales, que disponen lo siguiente:
            

            
						
            
              «Art. 8.
              1. Los días y horas hábiles para las actuaciones judiciales son los establecidos en los artículos 182 y siguientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
            

            
						
            2. Los sábados se considerarán días hábiles para atender los siguientes servicios:

            
						
            
              a)
              Guardia de los Juzgados de Instrucción.
            

            
						
            
              b)
              Oficinas de los órganos jurisdiccionales del orden penal, a los efectos de información y traslado documental al Juzgado de Guardia de los particulares necesarios, en lo relativo a la presentación de sujetos sometidos a requisitoria o busca y captura.
            

            
						
            3. En las oficinas de los órganos judiciales podrán llevarse a cabo en sábado actividades no procesales inherentes a la información y atención al público y a funciones gubernativas cuando así lo acuerden el CGPJ, el Ministerio de Justicia o las Comunidades Autónomas con competencias en materia de personal y medios materiales al servicio de la Administración de Justicia.

            
						
            
              Art. 9.
              De conformidad con lo dispuesto en el artículo 184.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, los Jueces y Tribunales habilitarán aquellos días y horas inhábiles que sean necesarios para la adecuada y puntual tramitación de los diferentes procesos sin dilaciones indebidas.»
            

            
						
            Téngase, asimismo, en cuenta el artículo 45 del Real Decreto 2001/1983, de 28 de julio («BOE» núm. 180, de 29 de julio), en la redacción dada por Real Decreto 1346/1989, de 3 de noviembre («BOE» núm. 267, de 7 de noviembre), que dispone:

            
						
            «1. Las fiestas laborales de ámbito nacional, de carácter retribuido y no recuperable, serán las siguientes:

            
						
            
              a)
              De carácter cívico:
            

            
						
            12 de octubre, Fiesta Nacional de España.

            
						
            6 de diciembre, Día de la Constitución Española.

            
						
            
              b)
              De acuerdo con el Estatuto de los Trabajadores:
            

            
						
            1 de enero, Año Nuevo.

            
						
            1 de mayo, Fiesta del Trabajo.

            
						
            25 de diciembre, Natividad del Señor.

            
						
            
              c)
              En cumplimiento del artículo 3 del Acuerdo con la Santa Sede de 3 de enero de 1979:
            

            
						
            15 de agosto, Asunción de la Virgen.

            
						
            1 de noviembre, Todos los Santos.

            
						
            8 de diciembre, Inmaculada Concepción.

            
						
            Viernes Santo.

            
						
            
              d)
              En cumplimiento del artículo 3 del Acuerdo con la Santa Sede de 3 de enero de 1979:
            

            
						
            Jueves Santo.

            
						
            6 de enero, Epifanía del Señor.

            
						
            19 de marzo, San José, o 25 de julio, Santiago Apóstol.

            
						
            2. Cuando alguna de las fiestas comprendidas en el número anterior coincida con domingo, el descanso laboral correspondiente a la misma se disfrutará el lunes inmediatamente posterior.

            
						
            3. Corresponde a las Comunidades Autónomas la opción entre la celebración de la fiesta de San José o la de Santiago Apóstol en su correspondiente territorio. De no ejercerse esta opción antes de la fecha indicada en el número 4 de este artículo, corresponderá la celebración de la primera de dichas fiestas.

            
						
            
              Además de lo anterior, las Comunidades Autónomas podrán sustituir las fiestas señaladas en el apartado
              d)
              del número 1 de este artículo por otras que, por tradición, les sean propias. Asimismo, las Comunidades Autónomas podrán también sustituir el descanso del lunes de las fiestas nacionales que coincidan con domingo por la incorporación a la relación de fiestas de la Comunidad Autónoma de otras que les sean tradicionales.
            

            
						
            4. La relación de las fiestas tradicionales de las Comunidades Autónomas, así como la opción prevista en el número 3, deberán ser remitidas por éstas cada año al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con anterioridad al día 30 de septiembre, a fin de que por dicho departamento se proceda a dar publicidad a las mismas a través del «Boletín Oficial del Estado» y al cumplimiento de las obligaciones en esta materia derivadas del Reglamento del Consejo de las Comunidades Europeas 1182/1971, de 3 de junio. No obstante lo anterior, las Comunidades Autónomas cuya relación de fiestas tradicionales que sustituyen a las de ámbito nacional sea adoptada con carácter permanente, no deberán reiterar anualmente el envío de esta relación.

            
						
            5. Lo dispuesto en esta norma para el descanso semanal en cuanto a régimen retributivo, sistema de descansos alternativos y otras condiciones de disfrute será, asimismo, de aplicación a las fiestas laborales.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [68] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre), de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código Penal. Véase el artículo 201 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [69] Apartado redactado conforme a la Ley Orgánica 1/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [70] Véase el artículo 5 del Código Civil.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [71] Véase el artículo 10 del Acuerdo de 15 de septiembre de 2005 («BOE» núm. 231, de 27 de septiembre), del Pleno del Consejo General del Poder Judicial, por el que se aprueba el Reglamento 1/2005, de los aspectos accesorios de las actuaciones judiciales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [72] El apartado 1 figura redactado conforme a la Ley Orgánica 16/1994, de 8 de noviembre («BOE» núm. 268, de 11 de noviembre). Véanse, los artículos 11 y 12 del Reglamento 1/2005, de 15 de septiembre («BOE» núm. 231, de 27 de septiembre), de los aspectos accesorios de las actuaciones judiciales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [73] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre), de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [74] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [75] Redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre, de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código Penal.
            

            
						
            Véanse los artículos 684 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y 558 y 633 del Código Penal.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [76] Multa de dos meses.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [77] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [78] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre), de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [79] Véase el artículo 684 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [80] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre.
            

            
						
            Véanse los artículos 52 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [81] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre), de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código Penal. Véase el artículo 53 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [82] Véase el artículo 54 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [83] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre), de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [84] Derogado por la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [85] Véase el artículo 55 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [86] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre), de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [87] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [88] Véanse los artículos 56 y 57 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [89] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre, de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [90] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre, de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [91] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [92] Redactado según la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre), de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código Penal. Véanse los artículos 72 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [93] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003 de 23 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [94] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre, de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [95] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre, de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código Penal, que modificó el apartado 2, y la Ley Orgánica 13/2003, de 24 de octubre, que añadió el apartado 3. Respecto de la asistencia de medios de comunicación a los actos procesales celebrados en audiencia pública, véase el artículo 6 del Reglamento 1/2005, de 15 de septiembre («BOE» núm. 231, de 27 de septiembre), de los aspectos accesorios de las actuaciones judiciales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [96] Expresamente derogada por Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre («BOE» núm. 298, de 14 de diciembre), de Protección de Datos de Carácter Personal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [97] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 16/1994, de 8 de noviembre. Véanse los artículos 86 y siguientes del Reglamento 1/2005, de 15 de septiembre («BOE» núm. 231, de 17 de septiembre), de los aspectos accesorios de las actuaciones judiciales. Véase también la instrucción 2/2003, de 26 de febrero («BOE» núm. 59, de 10 de marzo), del Pleno del Consejo General del Poder Judicial, sobre Código de Conducta para usuarios de equipos y sistemas informáticos al servicio de la Administración de Justicia.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [98] Apartado redactado conforme a la Ley Orgánica 16/1994, de 8 de noviembre.
            

            
						
            La Sentencia del Tribunal Constitucional número 105/2000, de 13 de abril (suplemento al «BOE» núm. 119, de 18 de mayo), declara que el artículo 231.4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en la redacción que le otorga el artículo 8.3 de la Ley Orgánica 16/1994, no es inconstitucional, interpretado en el sentido indicado en el último párrafo del fundamento jurídico 12 de dicha Sentencia.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [99] Apartado redactado conforme a la Ley Orgánica 1/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [100] Véanse los artículos 680 a 682 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, y 1 y 2 del Acuerdo de 15 de septiembre de 2005 («BOE» núm. 231, de 27 de septiembre), del Pleno del Consejo General del Poder Judicial, por elque se aprueba el Reglamento 1/2005, de los aspectos accesorios de las actuaciones judiciales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [101] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [102] Véanse los artículos 2, 4 y 5 del Acuerdo del Pleno del Consejo General del Poder Judicial de 15 de septiembre de 2005 («BOE» núm. 231, de 27 de septiembre), por el que se aprueba el Reglamento 1/2005, de los aspectos accesorios de las actuaciones judiciales. Téngase, también, en cuenta, el artículo 7 del Real Decreto 937/2003, de 18 de julio («BOE» núm. 181, de 30 de julio), de modernización de los archivos judiciales que establece:
            

            
						
            
              «Artículo 7.
               
              Acceso a la documentación del Archivo Judicial de Gestión.
            

            
						
            1. Quienes hubiesen sido parte en los procesos judiciales o sean titulares de un interés legítimo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 235 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, podrán acceder a la documentación conservada en los Archivos Judiciales de Gestión, mediante las formas de exhibición, testimonio o certificación legalmente previstas, salvo cuando tenga carácter reservado.

            
						
            Corresponde al Secretario del Juzgado o Tribunal respectivo facilitar a los interesados el acceso a los documentos judiciales que consten en sus archivos o procedan de éstos, en la forma y con los requisitos establecidos en el capítulo I del título I del Reglamento 5/1995, de 7 de junio, del Consejo General del Poder Judicial.

            
						
            2. El acceso por el propio afectado a sus datos de carácter personal recogidos en el Archivo Judicial de Gestión sólo podrá ser denegado en los supuestos previstos en la legislación vigente.

            
						
            Si el acceso a documentos que contuvieran datos de carácter personal fuese solicitado por quien no hubiera sido parte en el procedimiento, sólo será concedido cuando el procedimiento hubiera concluido y exclusivamente en los supuestos previstos por el artículo 11.2 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, o cuando el interesado hubiera prestado su consentimiento a dicho acceso.

            
						
            
              3. En todo caso, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 57.1.
              e)
              de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, los documentos que puedan afectar a la seguridad de las personas, a su honor, a la intimidad de su vida privada y familiar y a su propia imagen, no podrán ser públicamente consultados sin que medie consentimiento expreso de los afectados o hasta que haya transcurrido un plazo de 25 años desde su muerte, si su fecha es conocida o, en otro caso, de 50 años a partir de la fecha de los documentos.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [103] Párrafo añadido conforme a la Ley Orgánica 8/2003, de 9 de julio, para la Reforma Concursal («BOE» núm. 164, de 10 de junio), por la que se modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [104] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre), de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [105] Párrafo redactado conforme a la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo («BOE» núm. 125, de 25 de mayo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [106] Los artículos 238 a 243 que componen el presente capítulo figuran redactados de conformidad con la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre), con la salvedad expresada en el artículo 241.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [107] Véanse los artículos 455 y 456 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [108] Artículo 141 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [109] Véase el artículo 142 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [110] Artículo 167 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [111] Véase el artículo 149 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [112] Artículo 151 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [113] Véase el artículo 156 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [114] Artículo 153 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [115] Redactado conforme a la Ley Orgánica 16/1994, de 8 de noviembre. Véase el artículo 155 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [116] Véase el artículo 158 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [117] Artículo 163 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [118] Véase el artículo 159 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [119] Redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre), de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [120] Véase el artículo 161 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [121] Artículo redactado de conformidad con la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre), y con la Ley Orgánica 1/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre), que dio nueva redacción a los apartados 7 y 8, y adicionó el apartado 9.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [122] Artículos 275 de esta Ley Orgánica y 323 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Acerca de la constitución de los órganos judiciales fuera de su sede, véanse los artículos 14 a 16 del Acuerdo del Pleno del Consejo General del Poder Judicial de 15 de septiembre de 2005 («BOE» núm. 231, de 27 de septiembre), por el que se aprueba el Reglamento 1/2005, de los aspectos accesorios de las actuaciones judiciales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [123] Apartado 3 adicionado por Ley Orgánica 7/1988, de 28 de diciembre. Véase el artículo 665 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [124] Véanse los artículos 166 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [125] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre), de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [126] Redactado conforme a la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre, de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [127] Véanse los artículos 183 y siguientes de la Ley de Enjuciamiento Criminal, y 64 a 73 del Acuerdo del Pleno del Consejo General del Poder Judicial de 15 de septiembre de 2005 («BOE» núm. 231, de 27 de septiembre), por el que se aprueba el Reglamento 1/2005, de los aspectos accesorios de las actuaciones judiciales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [128] Véanse los artículos 268 de la presente Ley Orgánica y 323 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [129] Véanse los artículos 193 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, y 74 a 85 del Acuerdo del Pleno del Consejo General del Poder Judicial de 15 de septiembre de 2005 («BOE» núm. 231, de 27 de septiembre), por el que se aprueba el Reglamento 1/2005, de los aspectos accesorios de las actuaciones judiciales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [130] Véase la Ley de Extradición Pasiva (§ 9).
            

            
						
            Véase también la Decisión Marco del Consejo de 13 de junio de 2002 («DOCE» L, núm. 190, de 18 de julio), que sustituyó al Convenio Europeo de extradición y sus Protocolos Adicionales y al Convenio de 27 de septiembre de 1996 en lo referente a los procedimientos de extradición entre los paises miembros de la Unión Europea. De conformidad con dicha Decisión Marco se dictó la Ley 3/2003, de 14 de marzo («BOE» núm. 65, de 17 de marzo), sobre la Orden Europea de Detención y Entrega (apéndice 22).

            
						
            Han de tenerse en cuenta el Convenio Europeo de 20 de abril de 1959, de asistencia judicial en materia penal, ratificado por Instrumento de 14 de julio de 1982 («BOE» núm. 223, de 17 de septiembre), y Protocolo Adicional al mismo de 17 de marzo de 1978, ratificado por Instrumento de 27 de mayo de 1991 («BOE» núm. 184, de 2 de agosto); Convenio Europeo de 5 de mayo de 1972, sobre transmisión de procedimientos en materia penal, ratificado por Instrumento de 24 de junio de 1988 («BOE» núm. 270, de 10 de noviembre); Convenio Europeo de 21 de marzo de 1982, sobre traslado de personas condenadas, ratificado por Instrumento de 18 de febrero de 1985 («BOE» núm. 138, de 10 de junio); Convenio Europeo de 27 de enero de 1977, para la represión del terrorismo, ratificado por Instrumento de 9 de mayo de 1980 («BOE» núm. 242, de 8 de octubre; corrección de errores en «BOE» núm. 208, de 31 de agosto de 1982), y la Convención de 17 de diciembre de 1979 contra la toma de rehenes a la que España se adhirió mediante Instrumento de 9 de marzo de 1984 («BOE» núm. 162, de 7 de julio).

            
						
            Véase la Ley 3/2003, de 14 de marzo, sobre la orden europea de detención y entrega (§ 24).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [131] La Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre), de modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Código Penal, derogó expresamente todo el título IV del libro III, «De la fe pública judicial y de la documentación», dejando sin contenido los artículos 279 a 291 que lo integraban.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [132] Véanse los artículos 121 de la Constitución; 139.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre («BOE» núm. 285, de 27 de noviembre; corrección de errores en «BOE» núms. 311, de 28 de diciembre, y 23, de 26 de enero de 1993), de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, que dispone: «La responsabilidad patrimonial del Estado por el funcionamiento de la Administración de Justicia se regirá por la Ley Orgánica del Poder Judicial», y disposición adicional segunda del Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo («BOE» núm. 106, de 4 de mayo; corrección de erratas en «BOE» núm. 136, de 8 de junio), por el que se aprueba el Reglamento de los procedimientos de las Administraciones públicas en materia de responsabilidad patrimonial, que establece: «En las reclamaciones en materia de responsabilidad patrimonial del Estado por el funcionamiento anormal de la Administración de Justicia, será preceptivo el informe del Consejo General del Poder Judicial.
            

            
						
            El plazo para dictar resolución quedará suspendido durante dos meses desde la solicitud del informe a dicho Consejo.»

            
						
            Véase el artículo 960 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [133] El inciso final de este apartado se incluye conforme a la redacción dada por Ley Orgánica 4/1987, de 15 de julio.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [134] Artículo 508 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [135] Artículo 412.5.5.º de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [136] Véase el artículo 16 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [137] Artículo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [138] Libro redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [139] Véase el Reglamento Orgánico del Cuerpo de Secretarios Judiciales, aprobado por Real Decreto 1608/2005, de 30 de diciembre («BOE» núm. 17, de 20 de enero de 2006; corrección en «BOE» núm. 41, de 17 de febrero). Por Sentencia de 9 de abril de 2007 («BOE» núm. 139, de 11 de junio), de la Sala Tercera del Tribunal Supremo se anulan determinados preceptos del Reglamento citado.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [140] Apartado redactado de conformidad con la Ley Orgánica 1/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [141] Apartado redactado de conformidad con la Ley Orgánica 1/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [142]            Véase el artículo 206 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (§ 1).            

            
					
        

          
					
          
            
						
            
              [143] Véase el Real Decreto 937/2003, de 18 de julio («BOE» núm. 181, de 30 de julio), de modernización de los archivos judiciales, cuyos artículos 4, 5 y 6 disponen:
            

            
						
            
              «Artículo 4.
               
              Clases de archivos.
            

            
						
            Existirán tres clases de archivos:

            
						
            
              a)
              Archivos Judiciales de Gestión.
            

            
						
            
              b)
              Archivos Judiciales Territoriales.
            

            
						
            
              c)
              Archivo Judicial Central.
            

            
						
            
              Art. 5.
               
              Archivos Judiciales de Gestión.–
              1. En las oficinas judiciales o unidades análogas existirá un Archivo Judicial de Gestión en el que se clasificarán y custodiarán los documentos judiciales correspondientes a cada proceso o actuación judicial que se encuentre en tramitación, en donde permanecerán mientras constituyan asuntos susceptibles de resolución judicial o de terminación de la ejecución iniciada.
            

            
						
            Asimismo, para una mejor gestión y teniendo en cuenta las circunstancias concurrentes en cada caso, podrá encomendarse a un Servicio Común que atienda los Archivos Judiciales de Gestión de diferentes salas o secciones de uno o más Tribunales, o de varios juzgados.

            
						
            2. Transcurridos cinco años desde la incoación de los procedimientos o expedientes gubernativos, aquellos asuntos que no estuvieren pendientes de actuación procesal alguna, tanto en fase declarativa como de ejecución, podrán ser remitidos para su conservación y custodia al Archivo Judicial Territorial que le corresponda, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 15. Excepcionalmente, el plazo anterior podrá ser reducido cuando el espacio disponible aconsejara que el período de permanencia en el Archivo Judicial de Gestión fuera menor.

            
						
            Los procedimientos con sentencia firme o cualquier otra resolución que ponga fin a éstos podrán ser remitidos para su conservación y custodia al Archivo Judicial Territorial transcurrido un año desde la firmeza de la resolución, salvo que deba procederse conforme a lo dispuesto en el artículo 15.

            
						
            3. La decisión de remitir los documentos anteriores corresponderá al responsable del Archivo Judicial de Gestión donde se hallasen los documentos judiciales.

            
						
            
              Art. 6.
               
              Ordenación, custodia y conservación del Archivo Judicial de Gestión.–
              De conformidad con lo dispuesto en los artículos 287 y 473.3 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, corresponderá al secretario judicial la ordenación, custodia y conservación de los documentos, para lo cual contará con la asistencia y asesoramiento del personal técnico que se determine al efecto.
            

            
						
            Lo anterior se entiende sin perjuicio de la determinación del responsable del fichero o tratamiento que corresponda conforme a lo establecido en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.»

            
						
            Véase, asimismo, la Orden JUS/1926/2006, de 15 de junio («BOE» núm. 145, de 19 de junio), por la que se aprueban las normas y los modelos de relaciones documentales que regulan la remisión de documentación jurídica a los diferentes archivos judiciales en las Comunidades Autónomas sin traspasos recibidos del Ministerio de Justicia. Téngase, finalmente, en cuenta, el Real Decreto 95/2009, de 6 de febrero («BOE» núm. 33, de 7 de febrero), por el que se regula el sistema de registros administrativos de apoyo a la Administración de justicia (§7).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [144] Véase el Acuerdo de 9 de julio de 2003 («BOE» núm. 173, de 21 de julio), del Pleno del Consejo General del Poder Judicial, por el que se aprueba el Reglamento 1/2003, de Estadística Judicial.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [145] Libro redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [146]            Véase el Real Decreto 1451/2005, de 7 de diciembre («BOE» núm. 309, de 27 de diciembre), por el que se aprueba el Reglamento de Ingreso, Provisión de Puestos de Trabajo y Promoción Profesional del Personal Funcionario al Servicio de la Administración de Justicia. Por Real Decreto 796/2005, de 1 de julio («BOE» núm. 175, de 23 de julio), se aprueba el Reglamento general de régimen disciplinario del personal al servicio de la Administración de Justicia.            

            
					
        

          
					
          
            
						
            
              [147] Véase el Reglamento Orgánico del Cuerpo de Médicos Forenses, aprobado por Real Decreto 296/1996, de 23 de febrero («BOE» núm. 53, de 1 de marzo; corrección en «BOE» núm. 88, de 11 de abril), modificado por Real Decreto 1619/1997, de 24 de octubre («BOE» núm. 260, de 30 de octubre), y derogado en cuanto se le oponga, por los Reales Decretos 796/2005, de 1 de julio («BOE» núm. 175, de 23 de julio) y 1451/2005, de 7 de diciembre («BOE» núm. 309, de 27 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [148] Por Real Decreto 386/1996, de 1 de marzo («BOE» núm. 60, de 9 de marzo), se aprueba el Reglamento de los Institutos de Medicina Legal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [149] La organización y supervisión del citado Instituto corresponde a la Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia, conforme al artículo 5 del Real Decreto 1125/2008, de 4 de julio («BOE» num. 165, de 9 de julio), de estructura orgánica básica del Ministerio de Justicia. Por Real Decreto 862/1998, de 8 de mayo («BOE» núm. 134, de 5 de junio), se aprueba el Reglamento de dicho Instituto. Véase, por último, la Orden de 8 de noviembre de 1996 («BOE» núm. 308, de 23 de diciembre), por la que se aprueban las normas para la preparación y remisión de muestras objeto de análisis por el Instituto.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [150] Libro añadido por la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 26 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [151] Dicho Estatuto fue aprobado por la Ley 50/1981, de 30 de diciembre («BOE» núm. 11, de 13 de enero de 1992), y modificado, además de por la presente Ley Orgánica, por las Leyes Orgánicas 9/2000, de 22 de diciembre («BOE» núm. 307, de 23 de diciembre); 19/2003, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 23 de diciembre); 2/2004, de 28 de diciembre («BOE» núm. 313, de 29 de diciembre) y 3/2007, de 22 de marzo («BOE» núm. 71, de 23 de marzo); y por las Leyes 5/1988, de 24 de marzo («BOE» núm. 76, de 29 de marzo); 10/1995, de 24 de abril («BOE» núm. 98, de 25 de abril); 12/2000, de 28 de diciembre («BOE» núm. 312, de 29 de diciembre); 14/2003, de 26 de mayo («BOE» núm. 126, de 27 de mayo); 10/2006, de 28 de abril («BOE» núm. 102, de 29 de abril), 24/2007, de 9 de octubre («BOE» núm. 243, de 10 de octubre) y 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [152] Véase el artículo 263 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y el artículo 32 del Estatuto General de la Abogacía Española aprobado por Real Decreto 658/2001, de 22 de junio («BOE» núm. 164, de 10 de julio). Por Ley 34/2006, de 30 de octubre («BOE» núm. 260, de 31 de octubre), se regula el acceso a las profesiones de Abogado y Procurador de los Tribunales.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [153] Véase el artículo 263 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y el artículo 39.
              e)
              del Estatuto General de los Procuradores, aprobado por Real Decreto 1281/2002, de 5 de diciembre («BOE» núm. 305, de 21 de diciembre), que ha sido objeto de numerosas modificaciones.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [154] La Sentencia del Tribunal Constitucional 56/1990, de 29 de marzo (suplemento al «BOE» núm. 107, de 4 de mayo; corrección de errores en «BOE» núm. 160, de 5 de julio), declara que este apartado no es inconstitucional interpretarlo en el sentido del fundamento jurídico 43, que dice:
            

            
						
            «El artículo 439.2 de la LOPJ dispone que «la colegiación de los abogados y procuradores será obligatoria para actuar ante los Juzgados y Tribunales en los términos previstos en esta ley y por la legislación general sobre Colegios profesionales, salvo que actúen al servicio de las Administraciones públicas o entidades por razón de dependencia funcionarial o laboral».

            
						
            El Parlamento y el Consejo Ejecutivo de la Generalidad y el Gobierno Vasco entienden que la exigencia de que la colegiación obligatoria de abogados y procuradores deba exigir conforme a lo previsto, al margen de en la propia LOPJ, en la «legislación general sobre Colegios profesionales», desconoce las competencias exclusivas que tienen asumidas en materia de Colegios profesionales y ejercicio de profesiones tituladas (arts. 9.23 del EAC y 10.22 del EAPV), salvo que se interprete que la remisión a la legislación sobre Colegios profesionales viene referida a la correspondiente legislación autonómica.

            
						
          El precepto orgánico presenta una doble faz: de un lado, la exigencia de que para poder actuar válidamente ante los órganos jurisdiccionales, los abogados y procuradores deban estar colegiados y, de otro, la precisión de que esa colegiación lo ha de ser, además de en conformidad con lo previsto en la propia LOPJ, en los términos establecidos por «la legislación general sobre Colegios profesionales». Desde la primera perspectiva no cabe la menor duda de que la exigencia de colegiación de los indicados profesionales tiene una clara dimensión procesal, presentándose como uno de los requisitos formales de los actos realizados por las partes en el proceso. Siendo la legislación procesal de exclusiva competencia estatal (art. 149.1.6 de la CE), es claro que la previsión del precepto impugnado en modo alguno invade las competencias autonómicas.

            
						
            Ahora bien, una cosa es la anterior exigencia y otra bien distinta la forma de llevarse a cabo. Una vez establecido que para poder actuar en un proceso judicial los abogados y procuradores deban estar colegiados, cómo haya de llevarse a efecto la colegiación debe determinarse por quien tenga la competencia para ello. Las Comunidades Autónomas a las que pertenecen los órganos impugnantes han asumido competencias exclusivas en materia de Colegios profesionales y ejercicio de profesiones tituladas y el Estado tiene competencia, también exclusiva, para regular las bases de régimen jurídico de los Colegios profesionales en los limitados aspectos en que actúan funciones públicas y en los que, en consecuencia, su naturaleza es de Administraciones públicas (art. 149.1.18 de la CE y STC 76/1983). La LOPJ en el precepto impugnado no pretende hacer una regulación de la colegiación como requisito general y abstracto, sino tan sólo exigir la misma a los efectos expresados, por lo que la remisión a «la legislación general sobre Colegios profesionales» que el citado precepto efectúa debe entenderse referida a la legislación dictada por quien sea competente para ello de acuerdo con el cuadro de distribución de competencias en la materia diseñado por la Constitución y los Estatutos de Autonomía.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [155] Los Estatutos de los Colegios Oficiales de graduados sociales fueron aprobados por Real Decreto 1415/2006, de 1 de diciembre («BOE» núm. 300, de 12 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [156] Respecto a las correcciones disciplinarias aplicables a abogados y procuradores, véanse los artículos 552 a 557 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [157] Véanse los artículos 126 de la Constitución Española; 282 a 298, 769 a 772, y 796 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (§ 1); 29 a 36 de la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad (§ 10), y el Real Decreto 769/1987, de 19 de junio (§ 11) modificado por el Real Decreto 54/2002, de 18 de enero («BOE» núm. 25, de 29 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [158] La Ley Orgánica 7/2003, de 30 de junio («BOE» núm. 156, de 1 de julio), de medidas de reforma para el cumplimiento íntegro y efectivo de las penas, dispuso en su artículo segundo, que se añadiese este nuevo apartado 5, y que el antiguo apartado 5, pasase a ser el actual apartado 6, pero no suprimió ningún apartado, ni estableció nueva numeración.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [159] Disposición redactada de acuerdo con la Ley Orgánica 5/2003, de 27 de mayo («BOE» núm. 127, de 28 de mayo), con la salvedad expresada en nota al apartado 5 de esta misma disposición.
            

            
						
            Véanse los artículos 216 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [160] Figura como parágrafo 8.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          INDULTO
        

        
				
        
          § 3
          
            LEY DE 18 DE JUNIO DE 1870, ESTABLECIENDO REGLAS PARA EL EJERCICIO DE LA GRACIA DE INDULTO
            [1]
          
        

        
				
        
          («Gaceta» núm
          . 175,
          de 24 de junio de 1870)
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          De los que pueden ser indultados
        

        
				
        
          Artículo 1.
          Los reos de toda clase de delitos podrán ser indultados, con arreglo a las disposiciones de esta Ley, de toda o parte de la pena en que por aquéllos hubiesen incurrido.
        

        
				
        
          Art. 2.
          Se exceptúan de lo establecido en el artículo anterior:
        

        
				
        1.º Los procesados criminalmente que no hubieren sido aún condenados por sentencia firme.

        
				
        2.º Los que no estuvieren a disposición del Tribunal sentenciador para el cumplimiento de la condena.

        
				
        
          3.º Los reincidentes en el mismo o en otro cualquier delito por el cual hubiesen sido condenados por sentencia firme. Se exceptúa, sin embargo, el caso en que, a juicio del Tribunal sentenciador, hubiese razones suficientes de justicia, equidad o conveniencia pública para otorgarles la gracia
          [2].
        

        
				
        
          Art. 3.
          Lo dispuesto en el artículo anterior no será aplicable a los penados por delitos comprendidos en el capítulo I, secciones primera y segunda del capítulo II, y en los capítulos III, IV y V, todos del título II del libro II del Código Penal
          [3].
        

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          De las clases y efectos del indulto
        

        
				
        
          Art. 4.
          El indulto podrá ser total o parcial. Será indulto total la remisión de todas las penas a que hubiese sido condenado y que todavía no hubiese cumplido el delincuente.
        

        
				
        Será indulto parcial la remisión de alguna o algunas de las penas impuestas, o de parte de todas las en que hubiese incurrido y no hubiese cumplido todavía el delincuente.

        
				
        Se reputará también indulto parcial la conmutación de la pena o penas impuestas al delincuente en otras menos graves.

        
				
        
          Art. 5.
          Será nula, y no producirá efecto ni deberá ejecutarse por el Tribunal a quien corresponda, la concesión del indulto en que no se hiciese mención expresa a lo menos de la pena principal sobre que recaiga la gracia.
        

        
				
        
          Art. 6.
          El indulto de la pena principal llevará consigo el de las accesorias que con ella se hubiesen impuesto al penado, a excepción de las de inhabilitación para cargos públicos y derechos políticos y sujeción a la vigilancia de la Autoridad, las cuales no se tendrán por comprendidas si de ellas no se hubiese hecho mención especial en la concesión.
        

        
				
        Tampoco se comprenderá nunca en ésta la indemnización civil.

        
				
        
          Art. 7.
          Podrá concederse indulto de las penas accesorias, con exclusión de las principales y viceversa, a no ser de aquellas que sean inseparables por su naturaleza y efectos.
        

        
				
        
          Art. 8.
          El indulto de pena pecuniaria eximirá al indultado del pago de la cantidad que aún no hubiese satisfecho; pero no comprenderá la devolución de la ya pagada, a no ser que así se determinare expresamente.
        

        
				
        
          Art. 9.
          El indulto no se extenderá a las costas procesales
          [4].
        

        
				
        
          Art. 10.
          Si el penado hubiere fallecido al tiempo o después de existir causas bastantes para la concesión de su indulto, podrá relevarse a sus herederos de la pena accesoria de multa, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 8 y 9.
        

        
				
        
          Art. 11.
          El indulto total se otorgará a los penados tan sólo en el caso de existir a su favor razones de justicia, equidad o utilidad pública, a juicio del Tribunal sentenciador
          [5].
        

        
				
        
          Art. 12.
          En los demás casos se concederá tan sólo el parcial, y con preferencia la conmutación de la pena impuesta en otra menos grave dentro de la misma escala gradual.
        

        
				
        
          Sin embargo de lo dispuesto en el párrafo anterior, podrá también conmutarse la pena en otra de distinta escala cuando haya méritos suficientes para ello, a juicio del Tribunal sentenciador o del
          Consejo de Estado,
          y el penado además se conformare con la conmutación
          [6].
        

        
				
        
          Art. 13.
          Conmutada la pena principal, se entenderán también conmutadas las accesorias por las que correspondan, según las prescripciones del Código, a la que hubiere de sufrir el indultado.
        

        
				
        Se exceptúa, sin embargo, el caso en que se hubiese dispuesto otra cosa en la concesión de la gracia.

        
				
        
          Art. 14.
          La conmutación de la pena quedará sin efecto desde el día en que el indultado deje de cumplir, por cualquier causa dependiente de su voluntad, la pena a que por la conmutación hubiere quedado sometido.
        

        
				
        
          Art. 15.
          Serán condiciones tácitas de todo indulto:
        

        
				
        1.ª Que no cause perjuicio a tercera persona o no lastime sus derechos.

        
				
        
          2.ª Que haya sido oída la parte ofendida, cuando el delito por el que hubiese sido condenado el reo fuere de los que solamente se persiguen a instancia de parte
          [7].
        

        
				
        
          Art. 16.
          Podrán además imponerse al penado en la concesión de la gracia las demás condiciones que la justicia, la equidad o la utilidad pública aconsejen.
        

        
				
        
          Art. 17.
          El Tribunal sentenciador no dará cumplimiento a ninguna concesión de indulto cuyas condiciones no hayan sido previamente cumplidas por el penado, salvas las que por su naturaleza no lo permitan.
        

        
				
        
          Art. 18.
          La concesión del indulto es por su naturaleza irrevocable con arreglo a las cláusulas con que hubiere sido otorgada.
        

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          
            Del procedimiento para solicitar y conceder la gracia de indulto
            [8]
          
        

        
				
        
          Art. 19.
          Pueden solicitar el indulto los penados, sus parientes o cualquier otra persona en su nombre, sin necesidad de poder escrito que acredite su representación
          [9].
        

        
				
        
          Art. 20.
          Pueden también proponer el indulto el Tribunal sentenciador, o el Tribunal Supremo, o el Fiscal de cualquiera de ellos, con arreglo a lo que se dispone en el párrafo 2.º del artículo 2 del Código Penal
          [10]
          y se disponga además en las leyes de procedimientos y casación criminal
          [11].
        

        
				
        
          La propuesta será reservada hasta que el Ministro de Justicia con su vista decrete la formación del oportuno expediente
          [12].
        

        
				
        
          Art. 21.
          Podrá también el Gobierno mandar formar el oportuno expediente, con arreglo a las disposiciones de esta Ley, para la concesión de indultos que no hubiesen sido solicitados por los particulares ni propuestos por los Tribunales de Justicia.
        

        
				
        
          Art. 22.
          Las solicitudes de indulto se dirigirán al Ministro de Justicia por conducto del Tribunal sentenciador, del Jefe del establecimiento o del
          Gobernador
          de la provincia en que el penado se halle cumpliendo la condena, según los respectivos casos
          [13].
        

        
				
        
          Art. 23.
          Las solicitudes de indulto, inclusas las que directamente se presentaren al Ministro de Justicia, se remitirán a informe del Tribunal sentenciador
          [14].
        

        
				
        
          Art. 24.
          Éste pedirá, a su vez, informe sobre la conducta del penado al Jefe del establecimiento en que aquél se halle cumpliendo la condena, o al
          Gobernador
          de la provincia de su residencia, si la pena no consistiese en la privación de la libertad, y oirá después al Fiscal y a la parte ofendida, si la hubiere
          [15].
        

        
				
        
          Art. 25.
          El Tribunal sentenciador hará constar en su informe, siendo posible, la edad, estado y profesión del penado, su fortuna si fuere conocida, sus méritos y antecedentes, si el penado fue con anterioridad procesado y condenado por otro delito, y si cumplió la pena impuesta o fue de ella indultado, por qué causa y en qué forma, las circunstancias agravantes o atenuantes que hubiesen concurrido en la ejecución del delito, el tiempo de prisión preventiva que hubiese sufrido durante la causa, la parte de la condena que hubiere cumplido, su conducta posterior a la ejecutoria, y, especialmente, las pruebas o indicios de su arrepentimiento que se hubiesen observado, si hay o no parte ofendida, y si el indulto perjudica derecho de tercero, y cualesquiera otros datos que puedan servir para el mejor esclarecimiento de los hechos, concluyendo por consignar su dictamen sobre la justicia o conveniencia y forma de la concesión de la gracia.
        

        
				
        
          Art. 26.
          El Tribunal sentenciador remitirá con su informe al Ministro de Justicia la hoja histórico-penal y el testimonio de la sentencia ejecutoria del penado, con los demás documentos que considere necesarios para la justificación de los hechos
          [16].
        

        
				
        
          Art. 27.
          Los Tribunales Supremo o sentenciador que de oficio propongan al Gobierno el indulto de un penado acompañarán desde luego con la propuesta el informe y documentos a que se refieren los artículos anteriores.
        

        
				
        
          Art. 28.
          Los expedientes que se formen al amparo del párrafo segundo del artículo 2 del Código Penal
          [17]
          se tramitarán en turno preferente cuando los informes del Ministerio Fiscal y del establecimiento penitenciario y del ofendido, en su caso, no se opusieran a la propuesta del Tribunal.
        

        
				
        
          También se tramitarán en turno preferente los expedientes calificados de especial urgencia o importancia
          [18].
        

        
				
        
          Art. 29.
          Sin embargo, de lo dispuesto en los artículos anteriores, podrá concederse la conmutación de la
          
            pena de muerte
            [19]
          
          y de las impuestas por los delitos comprendidos en los capítulos I y II, título II, libro II, y capítulos I, II y III, título III del mismo libro del Código Penal últimamente reformado sin oír previamente al Tribunal sentenciador
          [20].
        

        
				
        
          Art. 30.
          La concesión de los indultos, cualquiera que sea su clase, se hará en Real Decreto, que se insertará en el «Boletín Oficial del Estado»
          [21].
        

        
				
        
          Art. 31.
          La aplicación de la gracia habrá de encomendarse indispensablemente al Tribunal sentenciador.
        

        
				
        
          Art. 32.
          La solicitud o propuesta de indulto no suspenderá el cumplimiento de la sentencia ejecutoria
          [22],
          
            salvo el caso en que la pena impuesta fuese la de muerte, la cual no se ejecutará hasta que el Gobierno haya acusado el recibo de la solicitud o propuesta al Tribunal sentenciador
            [23]
          
          .
        

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [1] Declarada expresamente vigente por Decreto de 22 de abril de 1938 («BOE» núm. 550, de 24 de abril).
            

            
						
            
              De acuerdo con el artículo 62.
              i)
              de la Constitución Española, corresponde al Rey «ejercer el derecho de gracia con arreglo a la
              l
              ey, que no podrá autorizar indultos generales».
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [2] Redactado de acuerdo con la modificación operada por la Ley 1/1988, de 14 de enero («BOE» núm. 13, de 15 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [3] Artículo redactado de acuerdo con la Ley 1/1988, de 14 de enero.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [4] Artículo redactado de acuerdo con la Ley 1/1988, de 14 de enero («BOE» núm. 13, de 15 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [5] Redactado de acuerdo con las modificaciones operadas por la Ley 1/1988, de 14 de enero.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [6] La Ley 1/1988, de 14 de enero, modificativa de la presente, suprimió todas las referencias al Consejo de Estado, salvo la de este artículo, sin duda por omisión.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [7] Redactado de acuerdo con la Ley 1/1988, de 14 de enero.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [8] La Orden de 10 de septiembre de 1993 («BOE» núm. 226, de 21 de septiembre), por la que se dictan instrucciones sobre la tramitación de solicitudes de indulto, establece:
            

            
						
            «Primero.–Cuando, a criterio de la Subsecretaría de Justicia, la propuesta de un indulto requiera ampliar el tiempo de su tramitación, se podrá prolongar ésta durante el plazo de seis meses a partir de la recepción de los informes preceptivos.

            
						
            
            Segundo.–De la anterior decisión se dará traslado al Tribunal sentenciador, al solicitante o proponente del indulto si no fuera aquél y al Director del establecimiento en que se halle cumpliendo condena el penado o, en otro caso, al Gobernador            Civil de su residencia, a efectos de que, si lo consideran oportuno, puedan comunicar a la Subsecretaría de Justicia la producción, en su caso, la determinación, conocimiento y comprobación de los datos requeridos para la concesión del indulto. 

            
						
          Tercero.–La tramitación de los expedientes para el ejercicio del derechho de gracia por indulto en ningún caso podrá interferir el ejercicio de la potestad jurisdiccional ni condicionar las medidas que pudieran adoptarse por el órgano judicial en orden al inmediato cumplimiento o a la suspensión en el cumplimiento de la ejecutoria.

            
						
            Cuarto.–Queda derogada la Real Orden de 24 de diciembre de 1914, sobre normativa para cursar instancia de penados.

            
						
            Quinto.–La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el “Boletín Oficial del Estado”».

            
						
            El artículo 6.1 del Real Decreto 1879/1994, de 16 de septiembre («BOE» núm. 240, de 7 de octubre), por el que se aprueban determinadas normas procedimentales en materia de justicia, dispone:

            
						
            «Los procedimientos a los que dé lugar el ejercicio del derecho de gracia habrán de ser resueltos en el plazo máximo de un año, pudiendo entenderse desestimadas las solicitudes cuando no haya recaído resolución expresa en el indicado plazo.»

            
						
            
              Véase la disposición adicional vigésima novena y anexo II a la misma de la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de            Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, en relación con el régimen jurídico aplicable a la resolución administrativa en el ejercicio del derecho de gracia. 

            
					
        

          
					
          
            
						
            
              [9] El artículo 206 del Reglamento Penitenciario, aprobado por Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero, dispone:
            

            
						
            
              «Art. 206.
               
              Indulto particular.–
              1. La Junta de Tratamiento, previa propuesta del Equipo Técnico, podrá solicitar del Juez de Vigilancia Penitenciaria la tramitación de un indulto particular, en la cuantía que aconsejen las circunstancias, para los penados en los que concurran, de modo continuado durante un tiempo mínimo de dos años y en un grado que se pueda calificar de extraordinario, todas y cada una de las siguientes circunstancias:
            

            
						
            
              a)
              Buena conducta.
            

            
						
            
              b)
              Desempeño de una actividad laboral normal, bien en el establecimiento o en el exterior, que se pueda considerar útil para su preparación para la vida en libertad.
            

            
						
            
              c)
              Participación en las actividades de reeducación y reinserción social.
            

            
						
            2. La tramitación del indulto a que se refiere el párrafo anterior se regulará por lo dispuesto en la vigente legislación sobre el ejercicio del derecho de gracia y en las disposiciones que la complementen o modifiquen.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [10] Artículo 4.3 del Código Penal vigente, que establece:
            

            
						
            «Del mismo modo acudirá al Gobierno exponiendo lo conveniente sobre la derogación o modificación del precepto o la concesión de indulto, sin perjuicio de ejecutar desde luego la sentencia, cuando de la rigurosa aplicación de las disposiciones de la Ley resulte penada una acción u omisión que, a juicio del Juez o Tribunal, no debiera serlo, o cuando la pena sea notablemente excesiva, atendidos el mal causado por la infracción y las circunstancias personales del reo.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            [11] Véase el artículo 60.3 de la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo, del Tribunal del Jurado, que figura como parágrafo 15.



          
					
    
            
						
            
              [12] Redactado de acuerdo con la Ley 1/1988, de 14 de enero («BOE» núm. 13, de 15 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [13] Artículo redactado de acuerdo con la Ley 1/1988, de 14 de enero.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [14] Redactado de acuerdo con la Ley 1/1988, de 14 de enero.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [15] Artículo redactado de acuerdo con la Ley 1/1988, de 14 de enero («BOE» núm. 13, de 15 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [16] Este artículo figura redactado de acuerdo con la Ley 1/1988, de 14 de enero.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [17] Artículo 4.3 de Código Penal vigente, transcrito en nota al artículo 20 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [18] Artículo redactado de acuerdo con la Ley 1/1988, de 14 de enero («BOE» núm. 13, de 15 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [19] Abolida por el artículo 15 de la Constitución Española, salvo lo que puedan disponer las            Leyes penales militares para tiempo de guerra, excepción que se materializó por Ley Orgánica 13/1985, de 9 de diciembre, del Código Penal Militar, y se suprimió por Ley Orgánica 11/1995, de 27 de noviembre, de Abolición de la Pena de Muerte en Tiempo de Guerra. 

            
					
        

          
					
          
            
						
            
              [20] Redactado de acuerdo con la Ley 1/1988, de 14 de enero.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [21] Artículo redactado de acuerdo con la Ley 1/1988, de 14 de enero.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [22] El artículo 4.4 del Código Penal vigente establece:
            

            
						
            «Si mediara petición de indulto, y el Juez o Tribunal hubiere apreciado en resolución fundada que por el cumplimiento de la pena puede resultar vulnerado el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas, suspenderá la ejecución de la misma en tanto no se resuelva sobre la petición formulada.

            
						
            También podrá el Juez o Tribunal suspender la ejecución de la pena, mientras no se resuelva sobre el indulto cuando, de ser ejecutada la sentencia, la finalidad de éste pudiera resultar ilusoria.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [23] La pena de muerte ha sido abolida por el artículo 15 de la Constitución Española.            



          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          SENADORES Y DIPUTADOS
        

        
				
        
          § 4
          
            LEY DE 9 DE FEBRERO DE 1912 DECLARANDO LOS TRIBUNALES QUE HAN DE ENTENDER EN EL CONOCIMIENTO DE LAS CAUSAS CONTRA SENADORES Y DIPUTADOS
            [1]
          
        

        
				
        («Gaceta» núm. 41, de 10 de febrero)

        
				
        
          Artículo 1.
          Corresponderá a la Sala de lo Criminal del Tribunal Supremo el conocimiento de las causas contra senadores y diputados, aun cuando sólo tengan carácter de electos.
        

        
				
        De las causas a que se refiere esta ley conocerá el Consejo Supremo de Guerra y Marina, constituido en Consejo reunido, siempre que concurran todas las circunstancias siguientes:

        
				
        1.ª Que los senadores o diputados contra quienes se proceda fuesen militares o marinos no retirados.

        
				
        2.ª Que el hecho por el cual haya de perseguírseles esté comprendido en las leyes penales especiales del Ejército o de la Armada.

        
				
        3.ª Que el procedimiento no se dirija además contra otros senadores o diputados ni sobre otros hechos respecto de los cuales tenga competencia la jurisdicción ordinaria.

        
				
        
          La competencia de ambos Tribunales se extenderá hasta la conclusión del proceso, con independencia de la vida legal de las Cortes a que pertenecieren los acusados
          [2].
        

        
				
        
          Art. 2.
          Si incoado un sumario por un juez de instrucción o por un Juzgado instructor de Guerra o Marina, ya de oficio, ya por denuncia o querella, apareciesen indicios de responsabilidad contra algún senador o diputado, tan pronto como fuesen practicadas las medidas necesarias para evitar la ocultación del delito o la fuga del delincuente, se remitirán las diligencias en el plazo más breve posible al Tribunal Supremo o al Consejo Supremo de Guerra y Marina, si procediese con arreglo a lo establecido en el artículo 1.
        

        
				
        Igualmente remitirán los autos que estuvieren instruyéndose contra persona que, hallándose procesada, fuese elegida senador o diputado, inmediatamente que tuviere noticia de su proclamación.

        
				
        En caso de flagrante delito que lleve consigo pena aflictiva, podrá el juez instructor acordar desde luego la detención del delincuente, dando inmediata cuenta al Tribunal o al Consejo Supremo, el cual comunicará con toda urgencia el caso al Cuerpo Colegislador al que pertenezca el procesado.

        
				
        
          Art. 3.
          El Tribunal Supremo o el Consejo Supremo de Guerra y Marina, procederán en los casos que se les atribuyen por la presente Ley, de conformidad a lo prevenido en la ley de Enjuiciamiento criminal para la instrucción de las causas que les competen, con arreglo a la misma ley y a las Orgánicas del Poder judicial, a lo establecido en el Código de Justicia Militar y demás disposiciones que regulan el ejercicio de su jurisdicción respectiva.
        

        
				
        
          Art. 4.
          Las denuncias o querellas contra senadores o diputados, se formularán ante el Tribunal Supremo o el Consejo Supremo de Guerra y Marina, observándose lo dispuesto en las Leyes y disposiciones de procedimiento.
        

        
				
        
          Art. 5.
          Sólo al Tribunal Supremo, o en su caso Consejo Supremo de Guerra y Marina, corresponde la facultad de pedir autorización al Senado o al Congreso para procesar a un senador o diputado.
        

        
				
        Al efecto, dirigirá suplicatorio al Cuerpo Colegislador correspondiente, acompañando testimonio de las actuaciones que estime necesarias y del dictamen fiscal, si lo hubiere.

        
				
        El Tribunal Supremo o el Consejo Supremo de Guerra y Marina, en los respectivos casos, resolverán lo que proceda, según las leyes, acerca de la prisión de los senadores y diputados sorprendidos en flagrante delito y contra los cuales se hayan incoado diligencias.

        
				
        
          Art. 6.
          Mientras que el Senado o el Congreso no resuelvan sobre la autorización pedida, se suspenderán las diligencias de las cansas, excepto las encaminadas a la reforma de los autos y providencias en que con anterioridad se hubiese acordado la detención, prisión o procesamiento.
        

        
				
        La suspensión de las diligencias sólo se aplicará a aquellas que afecten al senador o diputado a quien se refiera la autorización solicitada.

        
				
        
          Art. 7.
          Si el Senado o el Congreso denegase la autorización para procesar, se comunicará el acuerdo al Tribunal requirente, que dispondrá el sobreseimiento libre respecto al senador o diputado. Si la autorización fuese concedida, continuará el procedimiento hasta que recaiga resolución o sentencia firme, aun cuando antes de dictarla fueren disueltas las Cortes a que perteneciere el senador o diputado objeto del suplicatorio.
        

        
				
        
          Art. 8.
          Negada por el Senado o el Congreso la admisión como senador o diputado de la persona a quien se refiera un suplicatorio, el presidente de la Cámara lo comunicará al Tribunal Supremo o al Consejo Supremo de Guerra y Marina para que éste remita la causa al juez o Tribunal competente, con arreglo a derecho, y prosiga la sustanciación que proceda.
        

        
				
        
          Art. 9.
          Las providencias o autos de detención, arresto, prisión o procesamiento, dictadas contra un senador o diputado por el Tribunal Supremo o el Consejo Supremo de Guerra y Marina, en uso de la jurisdicción que les atribuye la presente ley y con sujeción a las reglas que la misma establece, así como las de reforma o revocación de dichas providencias o autos, serán comunicadas al Cuerpo Colegislador a que corresponda la persona objeto de las mismas.
        

        
				
        
          Art. 10.
          Los preceptos de la presente ley regirán desde la fecha de su promulgación, aplicándose a los procesos en curso contra senadores y diputados, salvo que el senador o diputado comprendido en el procedimiento reclame ser juzgado por el juez o Tribunal competente, con arreglo a las leyes o disposiciones que vinieran rigiendo antes de dicha fecha.
        

        
				
        A fin de que este derecho pueda ejercitarse, el juez o Tribunal que conozca de las causas pendientes dará audiencia, por el término de cinco días, al senador o diputado de quien se trate para que manifieste si opta por seguir en la misma jurisdicción, entendiéndose que de no hacerlo expresamente queda sometido a la nueva ley.

        
				
        
          Artículo adicional.
          –
          Para los efectos de esta ley, no se considerarán incluidos en el párrafo 2.º del artículo 1 los senadores y diputados que hayan prestado servicio militar en filas, sino durante su permanencia en las mismas.
        

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [1] Véanse los artículos 750 a 756 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y notas a los mismos.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [2] Téngase presente que, de acuerdo con el artículo 71.3 de la Constitución Española, en las causas contra diputados y senadores sólo será competente la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          ASEGURAMIENTO DE PRUEBAS Y PIEZAS DE CONVICCIÓN
        

        
				
        
          § 5
          LEY 18/2006, DE 5 DE JUNIO, PARA LA EFICACIA EN LA UNIÓN EUROPEA DE LAS RESOLUCIONES DE EMBARGO Y DE ASEGURAMIENTO DE PRUEBAS EN PROCEDIMIENTOS PENALES
        

        
				
        («BOE» núm. 134, de 6 de junio)

        
				
        
          EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
        

        
				
        
          I
        

        
				
        La creación del espacio de libertad, seguridad y justicia en la Unión Europea encuentra en la cooperación judicial internacional una de sus piezas esenciales. Una importancia que contrasta con las dificultades que han de superarse para su consecución, y que se derivan de sus implicaciones con la soberanía de los Estados, de las diferencias entre los sistemas penales y procesales de los distintos Estados, las barreras lingüísticas y la lentitud de los instrumentos tradicionales de cooperación.

        
				
        Para la superación de estos obstáculos la Unión Europea propone un avance definitivo que supere las formas clásicas de cooperación judicial internacional a través, entre otros, de la recuperación del concepto de reconocimiento mutuo de resoluciones judiciales, que se consagró en la Cumbre de Tampere como «piedra angular» de la cooperación judicial en materia civil y penal en la Unión.

        
				
        
          La primera plasmación de este principio se concretó en la Decisión Marco 2002/584/JAI del Consejo, de 13 de junio de 2002, relativa a la orden de detención europea y a los procedimientos de entrega entre Estados miembros que dio lugar a la Ley 3/2003, de 14 de marzo, sobre la orden europea de detención y entrega
          [1], y a la Ley Orgánica 2/2003, de 14 de marzo, complementaria de la anterior.
        

        
				
        
          El siguiente paso en esta dirección se ha dado con la aprobación en la Unión Europea de la Decisión Marco 2003/577/JAI del Consejo, de 22 de julio de 2003
          [2], relativa a la ejecución en la Unión Europea de las resoluciones de embargo preventivo de bienes y de aseguramiento de pruebas, que se incorpora al Derecho español con esta Ley. Un paso al que seguirán otros en un plazo previsiblemente breve, que darán forma a una nueva cooperación judicial en materia penal.
        

        
				
        
          II
        

        
				
        El objeto de esta norma es establecer el mecanismo a través del cual se van a transmitir por parte de las autoridades judiciales españolas las medidas de embargo de bienes o de aseguramiento de pruebas acordadas en procedimientos penales cuando los objetos, datos o documentos objeto de la medida se encuentren en otro Estado miembro de la Unión Europea. E, igualmente, de qué forma las autoridades judiciales españolas van a reconocer y cumplir tales resoluciones cuando provengan de una autoridad judicial de otro Estado miembro.

        
				
        Nuevamente, siguiendo las pautas acordadas para la orden europea de detención y entrega, una de las principales novedades de la Ley es la renuncia a la exigencia del control de la doble incriminación para una serie de infracciones que se establecen en la decisión marco, siempre que la pena prevista para ellos en el Estado de emisión supere el umbral señalado, y que comprende las «penas privativas de libertad cuya duración máxima sea de al menos tres años». Para el resto de los casos se prevé el mantenimiento de la exigencia de la doble tipicidad.

        
				
        Como consecuencia de la actuación del principio de reconocimiento mutuo, la decisión de la autoridad judicial de reconocer y ejecutar la orden acordada por la autoridad judicial extranjera es casi automática sin necesidad de verificar su conformidad con su ordenamiento jurídico interno, y se limitan los supuestos de denegación de la ejecución de la decisión transmitida a causas tasadas y estrictamente previstas en esta Ley.

        
				
        En este caso, a diferencia de la decisión marco que crea la orden europea de detención y entrega, la norma europea no crea un título «ad hoc», sino que se limita a especificar que junto a la decisión original que adopte la medida de embargo o aseguramiento de pruebas se enviará un certificado conforme al modelo que se establece en el anexo de esta Ley, traducido a la lengua que en cada caso resulte oportuno.

        
				
        
          III
        

        
				
        De conformidad con la Decisión Marco 2003/577/JAI, el ámbito de esta norma no comprende cualquier medida de embargo que pueda adoptarse en el curso de un proceso penal. Por lo pronto, no se incluyen en su ámbito de aplicación ni las medidas cautelares personales, como sería la entrega de detenidos, ni las medidas cautelares reales propias del proceso civil, incluso aunque se ejerciten –como de ordinario ocurre en el proceso español– acumuladas al proceso penal, cuyo objeto será la restitución de cosas determinadas, la reparación del daño y la indemnización de daños y perjuicios. Tampoco se comprenden cualesquiera medidas cautelares reales propias del proceso penal, como serían aquellas que pretendieran asegurar la efectividad de la imposición de una pena de multa o el pago de las costas procesales.

        
				
        Es preciso aclarar que el empleo del término embargo en esta ley se separa del concepto que hoy recoge la vigente Ley de Enjuiciamiento Criminal, como medida que afecta a aquellos bienes del procesado que sean suficientes para cubrir su responsabilidad civil. Frente a ello, esta Ley se enmarca en el ámbito de la cooperación judicial internacional, lo que ha llevado a asimilar el término embargo con el significado que esta expresión tiene en el ordenamiento de los países de nuestro entorno, por lo que con ello se comprenderán una amplia gama de diligencias aseguratorias del cuerpo del delito, tales como su recogida, bloqueo, conservación, intervención, incautación o puesta en depósito judicial.

        
				
        Es así como las medidas que se adoptarán y tramitarán conforme a esta Ley, bien cuando sean solicitadas por una autoridad judicial de otro Estado miembro de la Unión Europea, bien cuando su cumplimiento sea pedido por una autoridad judicial española, serán las que tengan por objeto asegurar la efectividad de un futuro decomiso o el aseguramiento de los elementos de prueba que hayan de utilizarse posteriormente en el proceso. Se trata, por tanto, de dar agilidad a aquellas actuaciones que se llevan a cabo con el propósito de permitir a las autoridades judiciales competentes actuar rápidamente para asegurar las pruebas y proceder al embargo de bienes que sean fácilmente transferibles.

        
				
        Tratándose de una ley relativa a la cooperación judicial internacional, conviene recordar que el concepto de autoridad judicial no se limita a los órganos judiciales sino que incluye al Ministerio Fiscal, de conformidad con lo que ya disponen los convenios internacionales en esta materia y la Ley 50/1981, de 30 diciembre, por la que se regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal.

        
				
        
          IV
        

        
				
        La Ley se estructura en tres capítulos. El primero de ellos contiene las disposiciones generales de la Ley, que comprenden la determinación de su objeto, las medidas a las que se refiere y los reembolsos a que este auxilio judicial podrá dar lugar entre España y el Estado miembro del tribunal que solicita o al que se pide la adopción de estas medidas.

        
				
        El capítulo II regula la solicitud activa de las autoridades judiciales españolas para la ejecución en otro Estado de decisiones de embargo de bienes o aseguramiento de pruebas que se encuentren en el territorio de otro Estado miembro. Y el capítulo III contiene las normas aplicables desde el punto de vista pasivo, es decir las normas reguladoras de la actividad de las autoridades judiciales españolas cuando presten auxilio judicial para la ejecución de las medidas a las que se refiere la Ley y que sean transmitidas por las autoridades judiciales de otros Estados miembros de la Unión Europea. Unas normas que comienzan por la declaración del principio de no control de doble incriminación de determinados delitos, en la línea que siguen las Decisiones Marco de la Unión Europea, y que no excluyen supuestos en los que sí se exige tal control.

        
				
        
          V
        

        
				
        Toda esta regulación se basa en el principio de reconocimiento mutuo y ejecución inmediata de las resoluciones judiciales, de tal forma que la cooperación entre Estados miembros se entiende en la confianza de que las resoluciones que se han de reconocer y ejecutar se dictarán siempre de acuerdo con los principios de legalidad, subsidiariedad y proporcionalidad.

        
				
        Una novedad importante de la Ley viene constituida por la recepción en nuestro Derecho de la regla «forum regit actum», que significa el respeto a los procedimientos exigidos por la ley del Estado requirente en la prestación del auxilio judicial, aun cuando no sean los acostumbrados en el Estado requerido o de ejecución y siempre que no sean contrarios a los principios generales de su derecho. Y es que, en este ámbito de la cooperación judicial internacional, las leyes de cada Estado no pueden determinar todos los aspectos que habrán de observarse por sus autoridades judiciales en el desarrollo de esta actividad, por cuanto en muchas ocasiones también tendrán que cumplir las previsiones que exija la legislación del Estado con el que se lleva a cabo esta cooperación. Este es el caso de las previsiones de la Ley relativas a las comunicaciones entre las autoridades judiciales, en las que las autoridades españolas deberán realizarlas en la forma que exija la legislación del Estado al que se dirigen para asegurarse de su autenticidad, mientras que los demás Estados miembros de la Unión Europea tendrán que ajustarse en sus comunicaciones a las autoridades españolas a los requisitos que establece nuestro ordenamiento.

        
				
        La Ley se ocupa de preservar los derechos que asisten a las partes y a los terceros interesados de buena fe. Se prevén los limitados supuestos de denegación del reconocimiento y la ejecución de la medida, así como las posibilidades de suspensión de la ejecución. Por último, como garantía para los ciudadanos afectados, se prevén los recursos que los posibles interesados podrán utilizar.

        
				
        Finalmente, como complemento de esta Ley, se modifica el artículo 338 y se introduce un nuevo capítulo en el título V del libro II de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en el cual se regula la destrucción y realización anticipada de los efectos judiciales. Unas medidas que han de servir, con carácter general, para agilizar la gestión de los bienes embargados en los procesos penales, y que también se van a aplicar cuando se trate de bienes embargados a petición de autoridades judiciales extranjeras.

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Disposiciones generales
        

        
				
        
          Artículo 1.
          Objeto y definiciones.–
          1. Esta Ley tiene por objeto regular el procedimiento que deben seguir las autoridades judiciales españolas para transmitir, a las autoridades correspondientes de los demás Estados miembros de la Unión Europea, una resolución en la que se acuerde el embargo de bienes o una medida de aseguramiento de pruebas, adoptada en el curso de un procedimiento penal, cuando los bienes de que se trate se encuentren en el territorio de aquéllos.
        

        
				
        2. Se regula, asimismo, la actuación que habrá de desarrollarse por parte de las autoridades judiciales españolas cuando reciban una resolución de embargo o de aseguramiento de pruebas emitida por una autoridad judicial de otro Estado miembro de la Unión Europea, en el curso de un procedimiento penal, para su reconocimiento y ejecución sobre bienes que se encuentren en territorio español.

        
				
        3. A los efectos de esta Ley, se entenderá por «autoridad judicial de emisión» la autoridad judicial del Estado miembro que sea competente para acordar las medidas a las que se refiere esta Ley en virtud del Derecho de ese Estado.

        
				
        Asimismo, se entenderá por «autoridad judicial de ejecución» la autoridad judicial del Estado miembro en cuyo territorio se encuentre el bien o documento que sea competente para ejecutar las medidas a las que se refiere esta Ley en virtud del Derecho de ese Estado.

        
				
        
          Art. 2.
          Resoluciones de embargo de bienes o de aseguramiento de pruebas.–
          Las resoluciones de embargo de bienes o de aseguramiento de pruebas a las que se refiere esta Ley se dirigen a impedir provisionalmente la destrucción, transformación, desplazamiento, transferencia o enajenación de bienes que pudieran ser sometidos a decomiso o utilizarse como medios de prueba.
        

        
				
        Las resoluciones de embargo podrán adoptarse en relación a cualquier tipo de bien, sea material o inmaterial, mueble o inmueble, así como a los documentos acreditativos de un título o derecho.

        
				
        El aseguramiento de pruebas podrá adoptarse en relación a los objetos, documentos o datos que posteriormente puedan utilizarse como medio de prueba en un procedimiento penal.

        
				
        
          Art. 3.
          Autoridades judiciales españolas competentes.–
          1. En España, son autoridades judiciales competentes para emitir una resolución de embargo y aseguramiento de pruebas el juez o tribunal que conozca de la causa en la que se deba adoptar la medida, así como los fiscales que dirijan las diligencias de investigación en las que se deba adoptar una medida de aseguramiento de pruebas que no sea limitativa de derechos fundamentales.
        

        
				
        2. En España, son autoridades judiciales competentes para ejecutar una resolución de embargo y aseguramiento de pruebas los jueces de instrucción del lugar donde se encuentren los bienes objeto de embargo o las pruebas que deban ser aseguradas, así como los fiscales para la ejecución de aquellas medidas de aseguramiento de pruebas que pueden realizar dentro de sus competencias.

        
				
        
          3.
           
          Los fiscales remitirán trimestralmente al Fiscal General del Estado un listado de las resoluciones emitidas o recibidas en España, que se transmitirán al Ministerio de Justicia, a efectos estadísticos.
        

        
				
        
          Art. 4.
          Indemnizaciones y reembolsos.–
          1. El Estado español reembolsará al Estado al que se haya transmitido la resolución las cantidades abonadas en concepto de reparación de daños y perjuicios causados a los titulares de derechos e intereses legítimos, siempre y cuando éstos no se debieran exclusivamente a la actividad de dicho Estado.
        

        
				
        2. El Estado español reclamará al Estado de la autoridad judicial de emisión el reembolso de las cantidades abonadas en concepto de reparación de daños y perjuicios causados a los titulares de derechos e intereses legítimos, siempre y cuando éstos no sean consecuencia exclusivamente del funcionamiento anormal de la Administración de Justicia o de error judicial.

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          Transmisión por las autoridades españolas de una resolución de embargo o aseguramiento de pruebas para su ejecución en otro Estado miembro de la Unión Europea
        

        
				
        
          Art. 5.
          Transmisión de las resoluciones de embargo de bienes y de aseguramiento de pruebas.–
          1. Cuando una autoridad judicial española considere necesaria una medida de embargo de bienes o de aseguramiento de pruebas que se encuentren en el territorio de otro Estado miembro de la Unión Europea, enviará su resolución a la autoridad judicial competente para que proceda a su ejecución.
        

        
				
        
          2.
           
          Cuando no se conozca la autoridad judicial de ejecución competente, se solicitará la información correspondiente por todos los medios necesarios, incluidos los puntos de contacto españoles de la Red Judicial Europea (RJE)
          [3].
        

        
				
        
          Art. 6.
          Documentación.–
          1. La medida de embargo de bienes o de aseguramiento de pruebas que se dirija a una autoridad judicial de otro Estado miembro de la Unión Europea se adoptará mediante auto o resolución motivada. Irá acompañada del certificado previsto en el anexo de esta Ley y se transmitirá directamente a la autoridad judicial de ejecución competente, por cualquier medio que deje constancia escrita en condiciones que permitan a la autoridad judicial a la que se dirige establecer su autenticidad.
        

        
				
        2. En la resolución se expresará con claridad si la cooperación judicial que se requiere consiste en la transferencia a la autoridad judicial española de los elementos de prueba o de los bienes objeto de embargo, o su permanencia en ese Estado.

        
				
        3. El certificado, que irá firmado por la autoridad judicial española que lo expida, se traducirá a la lengua oficial, o a una de las lenguas oficiales, del Estado miembro al que pertenece la autoridad judicial al que se dirige o, en su caso, a una lengua oficial de las instituciones comunitarias que hubiera aceptado dicho Estado.

        
				
        
          Art. 7.
          
            Derecho aplicable a la medida acordada. 
          
          La medida acordada se ejecutará con arreglo al ordenamiento jurídico del Estado en el que haya de tener lugar.
        

        
				
        
          Cuando sea necesario para garantizar la validez de los medios de prueba, la autoridad judicial española solicitará a la autoridad judicial requerida que observe para la ejecución de la medida las formalidades y los procedimientos que expresamente se indiquen
          [4].
        

        
				
        
          Art. 8.
          Cese de las medidas.–
          El cese de las medidas se comunicará inmediatamente a la autoridad judicial a la que se transmitió la resolución.
        

        
				
        
          Art. 9.
          Recursos.–
          Contra las resoluciones de una autoridad judicial española que acuerden la adopción de alguna de las medidas contempladas en este capítulo, se podrán interponer los recursos previstos en el ordenamiento jurídico español.
        

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          Ejecución en España de las resoluciones de embargo de bienes o de aseguramiento de pruebas emitidas por las autoridades judiciales de otro Estado miembro de la Unión Europea
        

        
				
        
          Art. 10.
          Doble tipificación de los delitos.–
          1. Las resoluciones sobre aseguramiento de prueba o posterior decomiso de bienes acordada por el Estado de emisión para su ejecución en España no estarán sujetas a control de la doble tipificación cuando se refieran a hechos enjuiciados como algunos de los delitos que se enuncian a continuación, siempre que estén castigados en dicho Estado con penas privativas de libertad cuya duración máxima sea de al menos tres años. Estos delitos son los siguientes:
        

        
				
        Pertenencia a una organización delictiva.

        
				
        Terrorismo.

        
				
        Trata de seres humanos.

        
				
        Explotación sexual de menores y pornografía infantil.

        
				
        Tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.

        
				
        Tráfico ilícito de armas, municiones y explosivos.

        
				
        Corrupción.

        
				
        Fraude, incluido el que afecte a los intereses financieros de las Comunidades Europeas.

        
				
        Blanqueo del producto del delito.

        
				
        Falsificación de moneda, incluida la falsificación del euro.

        
				
        Delitos de alta tecnología, en particular, el delito informático.

        
				
        Delitos contra el medio ambiente, incluido el tráfico ilícito de especies animales protegidas y de especies y variedades vegetales protegidas.

        
				
        Ayuda a la entrada y residencia en situación ilegal.

        
				
        Homicidio voluntario, agresión con lesiones graves.

        
				
        Tráfico ilícito de órganos y tejidos humanos.

        
				
        Secuestro, detención ilegal y toma de rehenes.

        
				
        Racismo y xenofobia.

        
				
        Robos organizados o a mano armada.

        
				
        Tráfico ilícito de bienes culturales, incluidas las antigüedades y las obras de arte.

        
				
        Estafa.

        
				
        Chantaje y extorsión de fondos.

        
				
        Violación de derechos de propiedad intelectual o industrial y falsificación de mercancías.

        
				
        Falsificación de documentos administrativos y tráfico de documentos falsos.

        
				
        Falsificación de medios de pago.

        
				
        Tráfico ilícito de sustancias hormonales y otros factores de crecimiento.

        
				
        Tráfico ilícito de materiales radiactivos o sustancias nucleares.

        
				
        Tráfico de vehículos robados.

        
				
        Violación.

        
				
        Incendio voluntario.

        
				
        Delitos incluidos en la jurisdicción de la Corte Penal Internacional.

        
				
        Secuestro de aeronaves y buques.

        
				
        Sabotaje.

        
				
        
          2. Cuando una autoridad judicial española reciba la resolución de una autoridad judicial de otro Estado miembro de la Unión Europea para que ejecute una medida de embargo de bienes o de aseguramiento de pruebas, que se refiera a un supuesto no previsto en el apartado anterior, supeditará su reconocimiento y ejecución a la condición de que los hechos por los cuales se haya dictado la resolución sean constitutivos de delito con arreglo a la ley española, con independencia de cuáles sean los elementos constitutivos o la descripción del delito en la legislación del Estado de emisión
          [5].
        

        
				
        3. En materia de impuestos o de derechos de aduana y de cambio, no podrá denegarse la ejecución de la medida aduciendo que la legislación española no impone el mismo tipo de impuestos o derechos o no contiene la misma regulación que el Estado de emisión.

        
				
        
          Art. 11.
          Reconocimiento y ejecución inmediata.–
          1. Las autoridades judiciales españolas competentes reconocerán sin más trámite y ejecutarán de inmediato la resolución de embargo de bienes o de aseguramiento de pruebas transmitida por una autoridad judicial de otro Estado miembro de la Unión Europea cuando se trate de alguno de los supuestos previstos en el apartado 1 del artículo 10.
        

        
				
        Cuando el certificado que acompañe a la resolución de ejecución de una medida no venga traducido al español, se remitirá inmediatamente a la autoridad judicial que lo hubiera firmado para que lleve a cabo la traducción correspondiente.

        
				
        Las autoridades judiciales españolas admitirán las resoluciones de ejecución de las medidas que regula esta Ley que se efectúen mediante correo certificado, fax o medios informáticos o telemáticos cuando en estos dos últimos casos se trate de documentos firmados electrónicamente, que permitan verificar su autenticidad.

        
				
        2. Cuando la autoridad judicial que reciba la resolución no sea competente para reconocerla y adoptar las medidas necesarias para su cumplimiento, deberá transmitir dicha resolución, de oficio, a la autoridad que resulte competente para su ejecución y notificarlo a la autoridad judicial de emisión.

        
				
        3. La decisión de ejecución de la resolución deberá ser adoptada inmediatamente y comunicada sin dilación a la autoridad judicial de emisión y al Ministerio Fiscal, por cualquier medio que deje constancia escrita. Las autoridades judiciales españolas resolverán lo procedente y lo comunicarán dentro de las 24 horas siguientes a la recepción de la resolución.

        
				
        4. La medida de embargo o de aseguramiento de la prueba se ajustará a la solicitud, sin que pueda extenderse a bienes o documentos no solicitados.

        
				
        
          Art. 12.
          Normas aplicables para la ejecución de la resolución.–
          1. Las medidas que hayan de ser adoptadas en ejecución de la resolución de embargo o aseguramiento de pruebas se regirán por el ordenamiento jurídico español
          [6].
        

        
				
        No obstante lo anterior, la autoridad judicial española observará las formalidades y los procedimientos expresamente indicados por la autoridad judicial de emisión para garantizar la validez de las pruebas admitidas, siempre que esas formalidades y procedimientos no sean contrarios a los principios fundamentales del Derecho español.

        
				
        2. Cuando la autoridad judicial de emisión haya solicitado la transferencia de los bienes o elementos de prueba, la autoridad judicial española resolverá conforme a las normas de asistencia judicial penal aplicables al caso. No se podrá denegar la transferencia de los elementos de prueba por ausencia de doble tipificación cuando la petición se refiera a alguno de los supuestos del apartado 1 del artículo 10.

        
				
        
          3. Las medidas coercitivas complementarias que pueda requerir la ejecución de la resolución de embargo de bienes o de aseguramiento de pruebas se adoptarán según las normas procesales aplicables en España
          [7].
        

        
				
        
          Art. 13.
          Duración de la medida.–
          1. La medida se mantendrá durante el tiempo que se requiera y, en su caso, hasta que se resuelva definitivamente la solicitud de transferencia o decomiso cursada por la autoridad judicial de emisión.
        

        
				
        2. Sin embargo, previa consulta a la autoridad judicial de emisión, la autoridad judicial española, de conformidad con las normas procesales nacionales, podrá imponer condiciones, adecuadas a las circunstancias del caso, para limitar la duración o modificar la medida de que se trate, incluyendo la destrucción y la realización anticipada de los efectos judiciales. Si, de conformidad con esas condiciones, se propusiera dejar sin efecto o modificar la medida, lo comunicará inmediatamente a la autoridad judicial de emisión, para que exponga lo que estime oportuno.

        
				
        3. Cuando la autoridad judicial de emisión comunique que la medida que solicitó ha sido dejada sin efecto, ésta se alzará sin dilación.

        
				
        
          Art. 14.
          Motivos de no reconocimiento o no ejecución de las medidas solicitadas.–
          1. Las autoridades judiciales españolas no reconocerán ni ejecutarán las medidas de embargo de bienes o de aseguramiento de pruebas en los siguientes casos:
        

        
				
        
          a)
          Cuando falte el certificado que ha de acompañar a la solicitud de adopción de las medidas o bien sea incompleto o no corresponda manifiestamente a la medida, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 3.
        

        
				
        
          b)
          Cuando en España la medida solicitada esté prohibida por la ley.
        

        
				
        
          c)
          Cuando resulte manifiestamente de la información facilitada en el certificado que la prestación de asistencia judicial para la infracción que motivó la medida vulneraría el principio de cosa juzgada, en los términos previstos en las leyes y en los convenios o tratados internacionales ratificados por España.
        

        
				
        2. En los casos de insuficiencia del certificado, la autoridad judicial podrá adoptar alguna de las siguientes decisiones:

        
				
        
          a)
          Fijar un plazo para que el certificado sea presentado, completado o modificado.
        

        
				
        
          b)
          Aceptar un documento equivalente.
        

        
				
        
          c)
          Dispensar a la autoridad judicial de emisión de presentarlo si considera suficiente la información suministrada.
        

        
				
        3. Las decisiones de denegación de reconocimiento o de ejecución de las medidas deberán adoptarse sin dilación y de forma motivada, y se notificarán inmediatamente a las autoridades judiciales de emisión por cualquier medio que deje constancia escrita.

        
				
        4. En el caso de que sea imposible en la práctica ejecutar la medida, debido a que los bienes o las pruebas hayan desaparecido, hayan sido destruidos, no se hayan encontrado en el lugar indicado en el certificado o no se haya indicado con la suficiente precisión dónde se encuentra el bien o el elemento de prueba, incluso tras consultar a la autoridad judicial de emisión, le será comunicada esta circunstancia inmediatamente.

        
				
        
          Art. 15.
          Motivos de suspensión de la ejecución.–
          1. Se podrá suspender la ejecución de una resolución de embargo de bienes o de aseguramiento de pruebas transmitida por la autoridad judicial de otro Estado miembro de la Unión Europea en los casos siguientes:
        

        
				
        
          a)
          Cuando la ejecución pueda impedir el buen desarrollo de una investigación penal en curso en España, durante el tiempo necesario.
        

        
				
        
          b)
          Cuando sobre los bienes o pruebas de que se trate se haya dictado una medida anterior en un procedimiento judicial o administrativo, hasta que se deje sin efecto ésta, siempre que dicha medida tenga prioridad sobre posteriores resoluciones de intervención de efectos e instrumentos dictadas en causas penales con arreglo al derecho nacional.
        

        
				
        2. La suspensión de la ejecución de la resolución, así como los motivos de la suspensión y, si es posible, su duración prevista, se comunicarán inmediatamente a la autoridad judicial de emisión por cualquier medio que deje constancia escrita.

        
				
        3. Tan pronto como desaparezcan los motivos de suspensión, la autoridad judicial española tomará de inmediato las medidas oportunas para ejecutar la resolución e informará de ello a la autoridad judicial de emisión por cualquier medio que deje constancia escrita.

        
				
        4. La autoridad judicial española competente comunicará a la autoridad judicial de emisión cualesquiera otras medidas restrictivas que hayan recaído sobre el bien de que se trate.

        
				
        
          Art. 16.
          Recursos.–
          1. Contra los autos dictados por el Juez de Instrucción que resuelvan acerca del reconocimiento y ejecución de las resoluciones de embargo, incautación de bienes o de aseguramiento de pruebas emitidas por la autoridad judicial de otro Estado miembro de la Unión Europea, el Ministerio Fiscal, el sujeto pasivo del proceso penal de que trae causa la resolución o los titulares de derechos e intereses legítimos que puedan verse afectados podrán interponer el recurso de reforma y el de apelación, que no suspenderán la ejecución.
        

        
				
        
          El recurso de apelación podrá interponerse subsidiariamente con el de reforma o por separado. En ningún caso será necesario interponer previamente el de reforma para presentar la apelación. Todos estos recursos se tramitarán de acuerdo con lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal para la recurribilidad de los autos de los jueces de instrucción en el procedimiento abreviado
          [8].
        

        
				
        2. Tan pronto como se interpongan los recursos de reforma o de apelación, el Juez de Instrucción comunicará esta circunstancia al órgano judicial del Estado emisor, por cualquier medio que deje constancia escrita, en condiciones que permitan a la autoridad judicial a la que se dirige establecer su autenticidad, para que exponga, en su caso, las consideraciones que estime oportunas en el plazo de cinco días desde la recepción del certificado.

        
				
        3. El Juez de Instrucción informará a la autoridad judicial de emisión del resultado del recurso de reforma o apelación.

        
				
        4. Los motivos de fondo por los que se haya adoptado la resolución sólo podrán ser impugnados mediante un recurso interpuesto en el Estado miembro de la autoridad judicial de emisión.

        
				
        
          DISPOSICIÓN ADICIONAL
        

        
				
        
          Única.
           
          Transmisión de medidas con el Reino Unido y la República de Irlanda.–
          La transmisión de las medidas con el Reino Unido y la República de Irlanda se efectuará con arreglo a lo dispuesto en esta ley, a menos que estos Estados manifiesten mediante declaración depositada ante la Secretaría General del Consejo y notificada a la Comisión que optan por la transmisión de sus resoluciones y del certificado correspondiente por conducto de una autoridad central o de las autoridades especificadas en la declaración.
        

        
				
        
          DISPOSICIÓN TRANSITORIA
        

        
				
        
          Única.
           
          Resoluciones en curso.–
          1. Esta Ley será aplicable a las resoluciones de embargo de bienes o de aseguramiento de pruebas que se emitan con posterioridad a su entrada en vigor, aun cuando se refieran a hechos anteriores a la misma.
        

        
				
        2. Las resoluciones de embargo de bienes o de aseguramiento de pruebas que se encuentren en curso en el momento de la entrada en vigor de esta Ley seguirán tramitándose conforme a las normas vigentes en aquel momento hasta su conclusión.

        
				
        
          DISPOSICIONES FINALES
        

        
				
        
          Primera.
           
          
            Modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal
            [9]
          
          .
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          Segunda.
           
          Competencia estatal.–
          Esta Ley se dicta en ejercicio de las competencias atribuidas al Estado en materia de legislación procesal por el artículo 149.1.6.ª de la Constitución.
        

        
				
        
          Tercera.
           
          Incorporación de derecho de la Unión Europea.
          En esta Ley se incorpora al derecho español la Decisión Marco 2003/577/JAI del Consejo, de 22 de julio de 2003, relativa a la ejecución en la Unión Europea de las resoluciones de embargo preventivo de bienes y de aseguramiento de pruebas.
        

        
				
        
          Cuarta.
           
          Entrada en vigor.–
          La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          ANEXO
        

        
				
        
          
            Certificado para la ejecución de medidas de embargo 
            y de aseguramiento de pruebas en otro estado miembro de la Unión Europea
            [10]
          
           
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [1] Parágrafo 24.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [2](«DOUE» L núm. 196, de 2 de agosto, de 2003).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [3] Véase la disposición adicional segunda de la Ley 16/2006, de 26 de mayo (§ 26) y su nota.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [4] Por Acuerdo del Pleno del Consejo General del Poder Judicial de 15 de septiembre de 2005 («BOE» núm. 231, de 27 de septiembre), se regula la práctica de actuaciones judiciales en el extranjero. Véanse, especialmente, sus artículos 74 a 77.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [5] Véase el artículo 3 del Real Decreto 95/2009, de 6 de febrero, por el que se regula el Sistema de Registros administrativos de apoyo a la Administración de Justicia (§ 7). Téngase también en cuenta el artículo 15 del Acuerdo de 25 de febrero de 2010 («BOE» núm. 62, de 12 de marzo), del Pleno del Consejo General del Poder Judicial
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [6] Artículos 273 y siguientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2). Ténganse en cuenta los artículos 78 a 80 del Acuerdo del Pleno del Consejo General del Poder Judicial de 15 de septiembre de 2005 («BOE» núm. 231, de 27 de septiembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [7] Véanse los artículos 367 ter a 367 quinquies de la Ley de Enjuiciamiento Criminal
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [8] Artículo 766 de dicho texto legal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [9] De conformidad con esta disposición se ha dado nueva redacción al artículo 338 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, y se ha añadido un capítulo II bis al título V del libro II .
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [10] Dada la naturaleza de esta obra, se omite la inclusión del anexo.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          § 6
          REAL DECRETO 2783/1976, DE 15 DE OCTUBRE (JUSTICIA), SOBRE CONSERVACIÓN Y DESTINO DE PIEZAS DE CONVICCIÓN
        

        
				
        («BOE» núm. 294, de 8 de diciembre de 1976)

        
				
        La custodia y conservación de las piezas de convicción que los Jueces instructores han de intervenir y retener al conocer de hechos de carácter delictivo plantean problemas de suma gravedad, derivados del gran número de dichas piezas que actualmente existen ocupadas por los distintos órganos jurisdiccionales, lo que obliga, para evitar su destrucción, a disponer de locales adecuados no siempre a disposición del organismo judicial competente. Ello aconseja, en principio, la creación de depósitos judiciales únicos en Madrid y Barcelona, sin perjuicio del ulterior establecimiento en otras capitales.

        
				
        La aplicación de las normas vigentes en la materia, constituidas por los artículos trescientos treinta y cuatro al trescientos treinta y ocho, seiscientos veinte, seiscientos veintidós, seiscientos veintiséis, seiscientos veintinueve, seiscientos treinta y uno, seiscientos treinta y cuatro, seiscientos treinta y cinco, seiscientos cincuenta y cuatro, seiscientos ochenta y ocho, ochocientos veintidós y ochocientos cuarenta y cuatro de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, Orden de diez de diciembre de mil novecientos treinta y tres y Reglamento de Armas y Explosivos de veintisiete de diciembre de mil novecientos cuarenta y cuatro, entre otras, han puesto de manifiesto su insuficiencia ante la enorme cantidad de objetos intervenidos de procedencia desconocida, o que siendo conocida no fueron reclamados en ningún momento por sus propietarios legítimos, por lo que se hace preciso, sin derogar aquellas normas, dictar una disposición legal complementaria encaminada a dar oportuna solución a los referidos problemas y lograr, de una parte, el aprovechamiento de muchas de dichas piezas y, de otra, evitar su deterioro o su total desaparición innegablemente presumibles con el transcurso del tiempo.

        
				
        En su virtud, a propuesta del Ministro de Justicia y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día quince de octubre de mil novecientos setenta y seis, dispongo:

        
				
        
          Artículo 1.
          En los Decanatos de los Juzgados de Primera Instancia y los de Instrucción de Madrid y Barcelona se organizará un Depósito judicial con el fin de conservar, de modo unificado, los objetos intervenidos en causas criminales y los efectos de delito de todos los Juzgados de la capital, dotándose a este servicio de personal auxiliar suficiente.
        

        
				
        Los distintos Juzgados de Instrucción de las capitales expresadas remitirán todos los objetos referidos a dicho Depósito Judicial, de cuya oficina recibirán el resguardo correspondiente para su unión a los autos.

        
				
        
          Se faculta al Ministerio de Justicia, cuando las circunstancias lo hagan necesario o conveniente, para la creación de Depósitos Judiciales en otras capitales de provincia
          [1].
        

        
				
        
          Art. 2.
          La conservación y destino de los objetos que, en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos trescientos treinta y cuatro y trescientos treinta y ocho de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, hayan sido intervenidos por los Jueces de Instrucción en las causas sometidas a su conocimiento, así como los efectos de delitos que hayan sido puestos a su disposición, se regirán por las normas que a continuación se expresan:
        

        
				
        1.ª Los efectos de delito podrán depositarse con carácter provisional, en poder de su propietario, si fuere conocido, con observancia por parte de éste de las obligaciones que establecen el Código Civil y la Ley de Enjuiciamiento Civil para el secuestro judicial. Los que no fueron depositados y los intervenidos se custodiarán en los Depósitos Judiciales que se organizan por este Real Decreto.

        
				
        2.ª Concluso el procedimiento a que estén afectos los objetos a que se refiere el número anterior, se les dará el destino que se haya determinado en la sentencia o el que estuviere señalado por la Ley.

        
				
        3.ª Los objetos y efectos ocupados al delincuente, que sean de su propiedad, distintos de los que se expresan en los apartados A) y B) de la regla siguiente, podrán ser objeto de embargo durante el procedimiento para cubrir con su importe el de las responsabilidades pecuniarias derivadas de la causa.

        
				
        
          4.ª Si no existiere norma legal que imponga un destino determinado, ni tampoco se hubiese dispuesto en la sentencia cosa alguna sobre él, se observarán las reglas siguientes
          [2]:
        

        
				
        A) Las piezas de convicción consistentes en armas blancas, objetos contundentes, ganzúas, llaves falsas y otros objetos semejantes pasarán al Museo Criminal si tuvieran interés criminológico; en caso contrario se inutilizarán.

        
				
        
          B) Las armas de fuego y los objetos de ilícito comercio que hubieren sido intervenidos, sean propiedad del delincuente o de un tercero, recibirán el destino que determinen los respectivos Reglamentos, según su naturaleza
          [3].
        

        
				
        C) Los demás objetos, sin perjuicio de lo establecido en la regla tercera, se devolverán a su propietario. Si éste no fuere conocido, se ignore su paradero o no compareciere para hacerse cargo de los mismos después de emplazado al efecto, se procederá en la forma que se prescribe en el artículo cuarto.

        
				
        
          Art. 3.
          A las piezas de convicción y efectos del delito que, por disposición legal, deban conservarse en depósito, no obstante el sobreseimiento de la causa o la declaración de rebeldía, se les dará el destino que corresponda conforme a lo establecido en las normas segunda y cuarta del artículo segundo del presente Real Decreto, una vez que haya transcurrido el plazo prevenido para el expurgo de las causas criminales.
        

        
				
        
          Art. 4.
          Los objetos de lícito comercio que no tengan propietario conocido y los que teniéndolo no hayan sido retirados por sus propietarios previamente citados a tal fin serán vendidos en pública subasta una vez transcurridos dos y tres años, respectivamente, a contar de la fecha de la ocupación o del llamamiento al interesado, ingresándose su importe en el Tesoro, previa detracción de costas judiciales si procediere, a no ser que carecieren de valor, en cuyo caso, acreditada su inutilidad y oído el Ministerio Fiscal, se destruirán.
        

        
				
        
          Art. 5.
          Si los objetos o artículos ocupados o intervenidos fuesen perecederos, o de los que sufrieren notable depreciación por el transcurso del tiempo, el Juez o Tribunal que conozca de la causa, oído el Ministerio Fiscal, podrá ordenar su venta en pública subasta, ingresándose su precio en la Caja General de Depósitos a resultas de lo que en definitiva se acordare en la sentencia.
        

        
				
        
          Art. 6.
          Por el Ministerio de Justicia se dictarán las normas que sean precisas para el desarrollo y cumplimiento de cuanto en este Real Decreto se dispone y por el de Hacienda se habilitarán los créditos necesarios para la puesta en funcionamiento de los Depósitos Judiciales de Piezas de convicción que se crean.
        

        
				
        
          DISPOSICIÓN TRANSITORIA
        

        
				
        Las normas de este Real Decreto se aplicarán a los efectos y objetos actualmente depositados o intervenidos en los distintos Juzgados, procediéndose a darles el destino que corresponda si hubieren transcurrido los plazos señalados en los distintos supuestos.

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [1] La Orden de 14 de julio de 1983 («BOE» núm. 173, de 21 de julio), sobre depósitos judiciales para la conservación de piezas de convicción, dispone:
            

            
						
            
              «Artículo 1.
              Se crean en los Decanatos de los Juzgados de Primera Instancia y de Instrucción de Bilbao, Sevilla, Valencia y Zaragoza los Depósitos Judiciales establecidos y regulados en el Decreto 2783/1976, de 15 de octubre, para la conservación y destino de las piezas de convicción.
            

            
						
            
              Art. 2.
              1. Los Depósitos judiciales creados por el artículo 1 del Real Decreto 2783/1976, de 15 de octubre, así como los relacionados en el artículo anterior, funcionarán bajo la dirección de los respectivos Jueces Decanos y la gestión inmediata de los Secretarios de los Decanatos.
            

            
						
            2. Para el servicio de cada uno de dichos Depósitos se adscribirán a los respectivos órganos jurisdiccionales un Oficial de la Administración de Justicia, un Auxiliar y un Agente Judicial, que quedarán incorporados a las plantillas de los respectivos Decanatos.

            
						
            
              Art. 3.
              El personal adscrito al servicio del Depósito judicial desempeñará bajo la dirección del Secretario los siguientes cometidos:            


              a)
              Recibir los objetos intervenidos y efectos de delitos que remitan los Juzgados de la capital, documentando debidamente las entregas.
            

            
						
            
              b)
              Comprobar y clasificar los objetos y efectos recibidos y disponer su almacenaje adecuado.
            

            
						
            
              c)
              Custodiar los mismos y velar por su conservación, informando inmediatamente de cualquier anormalidad que apreciase.
            

            
						
            
              d)
              Reintegrar, previa constancia documental, los objetos y efectos cuando fueren reclamados por los Juzgados depositantes, registrando las operaciones.
            

            
						
            
              e)
              Cumplir con puntualidad y prontitud las demás obligaciones que se deriven de lo dispuesto en el Real Decreto 2783/1976, de 15 de octubre, y en esta disposición.
            

            
						
            
              Art. 4.
              1. Los Juzgados de las capitales donde se hallen establecidos Depósitos judiciales remitirán a los Decanatos los objetos intervenidos y los efectos procedentes de delito que deban quedar depositados conforme a la regla 1.ª del artículo 2 del referido Real Decreto, una vez reconocidos y clasificados.
            

            
						
            2. La remisión se verificará acompañando a los objetos y efectos de que se trate relación circunstanciada de la causa o procedimiento a que corresponda, al objeto de que pueda abrirse un legajo por cada objeto o grupo de ellos, en el que se incorporarán cuantas comunicaciones se reciban o expidan.

            
						
            
              Art. 5.
              1. Comprobada la identidad de los efectos, se anotará la remesa en un libro-registro y se expedirán los resguardos que procedan.            

2. En el libro-registro de efectos depositados se hará constar el número de orden de cada asiento, su fecha, el Juzgado de procedencia y el procedimiento a que correspondan los efectos, la reseña de éstos y el número de armario o estantería donde quedan custodiados, y se dejarán los espacios en blanco necesarios para anotar la devolución, su fecha, la resolución que termine el procedimiento, el destino dado a los efectos y cuantas observaciones permitan conocer las vicisitudes del depósito.

            
						
            3. Los resguardos se extenderán en un talonario de tres cuerpos: la matriz, que se conservará en él; una de las partes separables que se entregará al Juzgado depositante, y la tercera se unirá al objeto u objetos de que se trate, todas las cuales llevarán un número general de control, impreso, y contendrá las indicaciones del Juzgado y procedimiento a que correspondan los efectos y objetos, el número de registro, la fecha del depósito, y una descripción detallada del objeto u objetos depositados.

            
						
            4. Cualquier alteración, modificación o rectificación del asiento en el libro-registro o del resguardo será debidamente salvada por el funcionario que lo autorizó, una vez acreditado el motivo de la corrección.

            
						
            
              Art. 6.
              Por regla general, cada objeto depositado originará un solo resguardo, aunque se exceptúan los grupos de objetos que constituyan una unidad evidente.            


              Art. 7.
              1. La retirada del Depósito de los efectos depositados, sea temporal o definitiva, exigirá la presentación del resguardo y del testimonio de la resolución que lo acuerde.
            

            
						
            2. El resguardo y el testimonio presentado para instar la devolución del objeto depositado se archivarán en el legajo correspondiente, se anotarán en el libro-registro y en la matriz del talonario, con expresión de la fecha de la devolución.

            
						
            
              Art. 8.
              1. Los Jueces de Instrucción comunicarán al Depósito Judicial:
            

            
						
            Primero.–Los cambios que se produzcan en la tramitación y conocimiento de los asuntos, para que puedan acomodarse los resguardos y los asientos en el Libro de Depósitos a la situación real de dependencia de los objetos y efectos.

Segundo.–La fecha y forma de terminación de los procedimientos a que correspondan los efectos depositados, indicando los que deban continuar en el Depósito y el motivo que lo determina.

            
						
            Tercero.–Los embargos que decreten sobre efectos pertenecientes a procesados, conforme a la regla 3.ª del artículo 2 del Real Decreto.

            
						
            2. A la vista de las anteriores comunicaciones, se efectuarán las rectificaciones y asientos complementarios que resulten procedentes.


              Art. 9.
              Los Juzgados de Instrucción reclamarán, en su caso, del Depósito los objetos o efectos de que se traten, para darles el destino que en derecho proceda.
            

            
						
            
              Art. 10.
              El Encargado del Depósito Judicial, cuando los objetos o efectos ofrezcan peligro de perecimiento o deterioro, dará cuenta al Juez Decano de esta circunstancia, quien lo pondrá en conocimiento de los Jueces a cuya disposición estuvieren para que adopten la resolución que estimen pertinente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5 del Real Decreto 2783/1976.
            

            
						
            
              Art. 11.
              Semestralmente se confeccionarán relaciones circunstanciadas de los objetos y efectos comprendidos en el apartado C) de la regla 4.ª del artículo 2 y en los artículos 3 y 4 del Real Decreto 2783/1976, las cuales se comunicarán a los Jueces respectivos a cuya disposición se encuentren para que decidan lo procedente de acuerdo con las mismas disposiciones indicadas.
            

            
						
            
              Art. 12.
              1. Los acuerdos de destrucción de efectos, por inutilidad, que adopten los Jueces de instrucción se comunicarán al Depósito para su cumplimiento.
            

            
						
            2. El Juez Decano, como titular del Depósito Judicial de Piezas de Convicción, llevará a cabo directamente las subastas que para la venta de los objetos y efectos depositados hubieren de realizarse cuando así lo acordare el Juez a cuya disposición se encuentren, al cual deberá participarse el resultado de la licitación. En todo caso se dará al producto obtenido el destino que corresponda.

            
						
            
              Art. 13.
              Las normas sobre depósitos y destino de los objetos y efectos de delito serán aplicables a los Juzgados de Distrito, en la medida y con las adaptaciones que resulten procedentes con arreglo a la legislación vigente.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [2] La Real Orden de 22 de mayo de 1907 («Gaceta» núm. 143, de 23 de mayo), sobre reconocimiento, depósito, custodia y traslado de materias y objetos explosivos, dispuso:            

«1.º Que para el reconocimiento, depósito, custodia y traslación de las materias y objetos explosivos cuando constituyan cuerpo de delito sean únicos competentes los Jueces de instrucción, los cuales, en uso de las facultades propias de su cargo, dispondrán cuanto consideren necesario o conveniente a tales objetos.

            
						
            2.º Que los expresados Jueces de instrucción puedan reclamar el concurso de las autoridades administrativas, singularmente en cuanto a la custodia de los objetos depositados o transportados, y de los encargados de conducirlos o custodiarlos.

            
						
            3.º Que cuando no dispusieren de los medios de ejecución, ni las autoridades locales pudieran facilitarlos, los mismos Jueces de instrucción reclamen, por conducto de este Ministerio, los auxilios que necesiten de los demás elementos de la Administración activa, empleando a este fin la vía más rápida para evitar todo riesgo.

            
						
            4.º Que siempre que sea posible, y cuando el transporte de un punto a otro no sea indispensable, procuren que se practiquen los reconocimientos de los objetos o materias explosivas con la inteligencia debida y las precauciones necesarias en lugar al aire libre, según las circunstancias respectivas de la localidad que se trate.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [3] Véanse los artículos 166, 167 y 169 del Reglamento de Armas, aprobado por Real Decreto 137/1993, de 29 de enero («BOE» núm. 55, de 5 de marzo; corrección de errores en «BOE» núm. 95, de 21 de abril).            



          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          REGISTROS ADMINISTRATIVOS DE APOYO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA
        

        
				
        
          § 7
          REAL DECRETO 95/2009, DE 6 DE FEBRERO (JUSTICIA), POR EL QUE SE REGULA EL SISTEMA DE REGISTROS ADMINISTRATIVOS DE APOYO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA
        

        
				
        («BOE» núm. 33, de 7 de febrero)

Por Real Decreto de 2 de octubre de 1878 se dispuso ya el establecimiento en el Ministerio de Gracia y Justicia de un Registro Central de Procesados y otro de Penados, consecuencia de la necesidad de satisfacer un fin jurídico elemental: hacer posible la demostración de la reincidencia para la aplicación más justificada de los correspondientes preceptos del Código Penal, así como para poder establecer las medidas cautelares necesarias que aseguraran la presencia del inculpado en el juicio.

La promulgación de leyes generales de tanta trascendencia pública y privada como son la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, y la Ley 11/2007, de 22 de junio, de Acceso Electrónico de los Ciudadanos a los Servicios Públicos, constituyen elementos determinantes en su evolución. Por otro lado, los acuerdos o convenios suscritos con Estados en ámbitos de cooperación bilateral o multilateral y las normas comunitarias obligan al Registro a una continua evaluación de sus procedimientos, innovándolos cuando sea necesario, pero con respeto a los principios a que responde su creación.

        
				
        Con posterioridad, y en virtud de los Reales Decretos 231/2002, de 1 de marzo, 232/2002, de 1 de marzo y 355/2004, de 5 de marzo, entraron en funcionamiento los Registros Centrales de Rebeldes Civiles, de Sentencias de Responsabilidad Penal de los Menores y para la Protección de las Victimas de Violencia Doméstica.

        
				
        El Plan de Transparencia Judicial, aprobado por Acuerdo del Consejo de Ministros de 25 de octubre de 2005, establece dentro de sus objetivos la mejora del sistema de Registros Judiciales, que constituye un referente ineludible para el ejercicio eficaz de las funciones que, en materia penal, y en el caso del Registro Central de Rebeldes Civiles, en materia civil, las leyes atribuyen a la Administración de Justicia.

        
				
        La consecución de este objetivo pasa por proporcionar a los jueces, fiscales, secretarios judiciales y policía judicial nuevas herramientas de trabajo que faciliten el manejo de la información y permita que determinados usuarios –previamente definidos, en función del tipo de información que van a manejar– tengan un conocimiento completo de la información que precisan para el ejercicio de las funciones que tienen encomendadas y para la correcta toma de decisiones.

        
				
        
          Ahora, como novedad más destacada, mediante este real decreto, se lleva a cabo la creación y puesta en funcionamiento del Registro de Medidas Cautelares, Requisitorias y Sentencias no Firmes, previsto en la disposición adicional segunda de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que, en el orden jurisdiccional penal, constituirá un instrumento de gran utilidad que permitirá al órgano judicial disponer de otros elementos de juicio, además de los ya existentes, a fin de ponderar sus resoluciones en las distintas fases del proceso penal. Igualmente es importante ofrecer información sobre la existencia de órdenes en vigor de busca y captura o de detención y puesta a disposición, que permiten al Juez valorar la existencia de riesgo de fuga, en la resolución en la que decida sobre la prisión o libertad provisional del imputado, tal como se establece en el artículo 503.1.3.º
          a),
          párrafo 3.º, de la Ley de Enjuiciamiento Criminal de 14 de septiembre de 1882.
        

        
				
        La peligrosidad del sujeto es un dato fundamental a la hora de individualizar la pena en la sentencia, ya que el Juez debe tener en cuenta al imponer aquélla no sólo la gravedad del hecho, sino también las circunstancias personales del culpable, conforme a lo dispuesto en el artículo 66.1.6.º de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, y para la concesión del beneficio de suspensión de la condena no sólo es necesario que se cumplan los requisitos que se determinan en el artículo 81 del Código Penal, sino que es preciso que el Tribunal también tenga en cuenta la peligrosidad del sujeto, así como la existencia de otros procedimientos penales contra éste, de conformidad con el artículo 80.1 del mismo texto legal, para lo que puede ser un dato fundamental si se encuentra en prisión provisional o sufriendo otra medida cautelar en causa penal distinta. También para el instituto de la sustitución de las penas de prisión por las de localización permanente o de multa, es preciso tener en cuenta las circunstancias personales del reo, y su conducta, tal como prevé el artículo 88.1 del Código Penal, para cuya valoración es igualmente preciso conocer si se encuentra incurso en otras causas criminales por delito, y si en esas causas se han acordado medidas cautelares contra él.

        
				
        Además, aunque este Registro no está concebido como registro específico de agresores sexuales, sin duda alguna su puesta en funcionamiento contribuirá a prevenir la especial reincidencia que se produce en estos tipos delictivos. Por otro lado, uno de los objetivos perseguidos es la protección específica de las víctimas de delitos contra la libertad e indemnidad sexual que sean menores de edad. Así, uno de los aspectos novedosos que reflejará la información contenida en el Registro será precisamente la condición de menor de edad de las víctimas de esta clase de delitos, proporcionando tanto a los Juzgados y Tribunales como a la Policía Judicial nuevos elementos de conocimiento que permitan una protección más eficaz de los menores.

        
				
        Estas, y otras muchas razones, avalan la necesidad de organizar este nuevo Registro, no en forma aislada sino en un conjunto organizado que constituya un sistema de información integrado en el que los distintos usuarios puedan obtener, en función del acceso que les ha sido concedido, una información adecuada a sus necesidades, rápida y veraz.

        
				
        Todo lo expuesto justifica la conveniencia de publicar una norma en la que, en un sistema único, se recojan y sistematicen todas las disposiciones, con frecuencia obsoletas, que regulan las competencias, organización y ámbito de actuación de diferentes Registros. La finalidad pretendida es que desde un único punto los Juzgados y Tribunales gestionen, tanto la incorporación de datos a los distintos Registros como las consultas que realicen. En un periodo razonable, se logrará que la información acceda a los Registros mediante el volcado de datos desde el sistema de gestión procesal, de ese modo el tiempo invertido en la gestión ordinaria de los expedientes servirá para la inscripción en el Registro. Al mismo tiempo, se establece para todos los Registros que la trasmisión y el acceso a la información contenida en los mismos se realice a través de procedimientos telemáticos.

        
				
        En definitiva, este Sistema de registros administrativos de apoyo a la Administración de Justicia, tiene como objeto principal servir de apoyo a la actividad de los órganos judiciales e impulsar su modernización. Al mismo tiempo, se persigue contribuir a la conexión del Sistema de registros con los Registros de otros países de la Unión Europea conforme a lo previsto en la Decisión 2005/876/JAI del Consejo, de 21 de noviembre de 2005 y la propuesta de Decisión Marco del Consejo relativa a la organización y al contenido del intercambio de información de los registros de antecedentes penales entre los Estados miembros.

        
				
        El real decreto dedica el capítulo I a establecer una serie de disposiciones generales sobre el objeto y naturaleza del Sistema de registros, destacando su carácter no público y su dependencia del Ministerio de Justicia. El artículo tercero se refiere a la inscripción de la información procedente de órganos judiciales extranjeros y el artículo cuarto a la organización del Sistema integrado.

        
				
        El capítulo II establece quienes pueden acceder a los diferentes niveles de información en función del perfil adjudicado.

        
				
        El capítulo III detalla la información que debe contenerse en cada uno de los Registros y los plazos para el envío de la misma. Como novedad destacada, se ha optado por incluir los autos de rebeldía dentro de la información que debe inscribirse en el Registro de Medidas Cautelares, Requisitorias y Sentencias No Firmes al entender que la declaración de rebeldía puede adoptarse en distintas fases del procedimiento.

        
				
        Las medidas de seguridad del Sistema y de los datos contenidos en el mismo, de conformidad con lo previsto en la legislación sobre protección de datos, son objeto de regulación en el capítulo IV.

        
				
        El capítulo V se ocupa de la emisión del certificado de las inscripciones contenidas en el Sistema de registros administrativos de apoyo a la Administración de Justicia. Se regula su emisión a instancia del titular, extremando las cautelas con el fin de evitar que los datos registrales sean obtenidos por persona diferente del afectado. Se establece el procedimiento de la certificación de datos penales obtenidos directamente por los órganos judiciales, respecto a las causas que se tramiten en los juzgados; eliminando trámites burocráticos sin ninguna merma de la seguridad jurídica y regulando el marco de colaboración entre administraciones públicas, en línea con lo que se establece en la Ley 30/1992 de 26 de noviembre.

        
				
        El capítulo VI desarrolla cuestiones relativas a la cancelación de inscripciones. De este modo, se ha podido regular de forma unitaria algunos aspectos importantes del sistema registral, con las particularidades propias de cada tipo de asiento y respetando, por lo que a los antecedentes penales se refiere, la regulación contenida en el artículo 136 del Código Penal. Concluye el real decreto con una referencia a la elaboración de la información estadística que de los datos contenidos en el sistema de Registros puede derivarse, información de calidad y de enorme significado que debe configurarse como un importante aspecto del Plan de Transparencia Judicial.

        
				
        El presente real decreto ha sido informado por el Consejo General del Poder Judicial, la Fiscalía General del Estado, la Agencia Española de Protección de Datos, y el Consejo del Secretariado.

        
				
        En su virtud, a propuesta del Ministro de Justicia, con la aprobación previa de la Ministra de Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 6 de febrero de 2009, dispongo:

        
				
        CAPÍTULO I

        
				
        Disposiciones generales

        
				
        
          Artículo 1.
          Objeto.–
          1. El presente real decreto tiene por objeto crear el sistema de registros administrativos de apoyo a la Administración de Justicia, y regular su organización y funcionamiento.
        

        
				
        2. Dicho Sistema de registros estará integrado por el Registro Central de Penados, el Registro Central para la Protección de las Víctimas de la Violencia Doméstica, el Registro Central de Medidas Cautelares, Requisitorias y Sentencias no Firmes, el Registro Central de Rebeldes Civiles y el Registro de Sentencias de Responsabilidad Penal de los Menores.

        
				
        
          Art. 2.
          Naturaleza del sistema de registros de apoyo a la Administración de Justicia.–
          1. El sistema de registros constituye un sistema de información de carácter no público cuyo objetivo fundamental es servir de apoyo a la actividad de los órganos judiciales y del Ministerio Fiscal, de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y Cuerpos de Policía de las comunidades autónomas con competencias plenas en materia de seguridad pública, y de otros órganos administrativos, en el ámbito de las competencias delimitadas en el presente real decreto.
        

        
				
        2. Su ámbito de actividad se extiende a todo el territorio nacional, sin perjuicio de lo dispuesto por los tratados internacionales suscritos en esta materia por España.

        
				
        3. Este sistema, integrado por las bases de datos de los Registros que a continuación se relacionan, tiene por objeto, en cada caso:

        
				
        
          a)
          Registro Central de Penados: la inscripción de las resoluciones firmes por la comisión de un delito o falta que impongan penas o medidas de seguridad, dictadas por los Juzgados o Tribunales del orden jurisdiccional penal.
        

        
				
        
          b)
          Registro Central de Medidas Cautelares, Requisitorias y Sentencias No Firmes: la inscripción de penas y medidas de seguridad impuestas en sentencia no firme por delito o falta y medidas cautelares notificadas al imputado que no sean objeto de inscripción en el Registro Central para la Protección de las Víctimas de la Violencia Doméstica, autos de declaración de rebeldía y requisitorias adoptadas en el curso de un procedimiento penal por los Juzgados o Tribunales del orden jurisdiccional penal.
        

        
				
        
          c)
          Registro Central para la Protección de las Víctimas de Violencia Doméstica: la inscripción de penas y medidas de seguridad impuestas en sentencia por delito o falta, medidas cautelares y órdenes de protección acordadas en procedimientos penales en tramitación, contra alguna de las personas a las que se refiere el artículo 173.2 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. Asimismo, la inscripción de los quebrantamientos de cualquier pena, medida u orden de protección acordada en dichos procedimientos penales.
        

        
				
        
          d)
          Registro Central de Rebeldes Civiles: la inscripción de demandados en cualquier procedimiento civil cuyo domicilio se desconozca y siempre que no hayan tenido resultado positivo las averiguaciones de domicilio a que se refiere el artículo 156 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.
        

        
				
        
          e)
          Registro Central de Sentencias de Responsabilidad Penal de los Menores: la inscripción de sentencias condenatorias firmes dictadas por los Juzgados y Tribunales en aplicación de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores.
        

        
				
        
          Art. 3.
          Información procedente de órganos jurisdiccionales extranjeros.–
          Además de las sentencias y autos a que se refiere el apartado 3.
          a)
          del artículo anterior, se inscribirán en el Registro Central de Penados las siguientes sentencias firmes dictadas por los órganos jurisdiccionales extranjeros:
        

        
				
        
          a)
          Las dictadas por los Juzgados y Tribunales de cualquier Estado extranjero, cuando así se determine por los tratados internacionales sobre esta materia suscritos por España.
        

        
				
        
          b)
          Las dictadas por Juzgados y Tribunales europeos, de acuerdo con lo previsto en los tratados internacionales de asistencia judicial en materia penal suscritos por España y las disposiciones dictadas por la Unión Europea.
        

        
				
        
          c)
          Las dictadas por Juzgados y Tribunales extranjeros cuando la ejecución de las mismas se realice en España. La inscripción se practicará a instancia del órgano judicial español que conozca de la ejecución.
        

        
				
        
          Art. 4.
          Organización.–
          1. La gestión de las bases de datos que integran el Sistema de registros administrativos de apoyo a la Administración de Justicia corresponde al Ministerio de Justicia, a través de la Secretaría de Estado de Justicia.
        

        
				
        2. En cada Registro existirá un encargado, que será responsable de su organización y gestión, adoptará las medidas necesarias para asegurar su correcto funcionamiento, velará por la veracidad, confidencialidad e integridad de las inscripciones e impulsará el cumplimiento de lo previsto en materia de cancelaciones de las mismas.

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        Acceso a la información

        
				
        
          Art. 5.
          Acceso general a la información contenida en el Sistema de Registros.–
          1. El Ministerio de Justicia autorizará, estableciendo las medidas de seguridad oportunas, el acceso directo a la información contenida en los Registros Centrales integrados en el Sistema, a:
        

        
				
        
          a)
          Los órganos judiciales, a través del personal de cada oficina judicial autorizado por el Secretario Judicial, a los efectos de su utilización en los procedimientos y actuaciones de los que están conociendo en el ámbito de sus respectivas competencias, conforme a las disposiciones legales vigentes.
        

        
				
        
          b)
          El Ministerio Fiscal, a través del personal de cada Fiscalía autorizado por el Fiscal Jefe, cuando ello resulte necesario para el cumplimiento de las funciones atribuidas al mismo por la Ley de Enjuiciamiento Criminal aprobada por real decreto de 14 de septiembre de 1882, la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad Penal de los menores y la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal.
        

        
				
        2. En cualquier caso, los interesados, acreditando su identidad, tendrán derecho a solicitar el acceso, mediante exhibición, únicamente a los datos relativos a su persona contenidos en cualquiera de los Registros a los que se refiere este real decreto.

        
				
        
          Art. 6.
          Acceso a la información contenida en el Registro Central de Penados y en el Registro Central de Medidas Cautelares, Requisitorias y Sentencias no Firmes.–
          Además de los indicados en el artículo anterior, el Ministerio de Justicia autorizará, estableciendo las medidas de seguridad oportunas, el acceso directo a la información contenida en el Registro Central de Penados y en el Registro Central de Medidas Cautelares, Requisitorias y Sentencia no Firmes, siempre que en uno y otro caso se refiera a inscripciones no canceladas, a:
        

        
				
        
          a)
          La policía judicial, a través de los funcionarios autorizados que desempeñen estas funciones, en tanto sea necesario para el ejercicio de las competencias previstas en el artículo 549.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
        

        
				
        
          b)
          Las unidades de Intervención de Armas y Explosivos de la Guardia Civil responsables de la concesión de los permisos de armas, a través de los funcionarios autorizados en relación con los fines que tienen encomendados.
        

        
				
        
          c)
          Las unidades del Cuerpo Nacional de Policía responsables de la expedición del pasaporte, a través de los funcionarios autorizados en relación con los fines que tienen encomendados.
        

        
				
        
          d)
          Las unidades del Cuerpo Nacional de Policía responsables del control de entrada y salida del territorio nacional, a través de los funcionarios autorizados en relación con los fines que tienen encomendados.
        

        
				
        
          Art. 7.
          Acceso a la información contenida en el Registro Central de Protección a las Victimas de Violencia Doméstica.–
          1. Además de los indicados en el artículo 5, el Ministerio de Justicia autorizará, estableciendo las medidas de seguridad oportunas, el acceso directo a la información contenida en el Registro Central de Protección a las Víctimas de Violencia Doméstica, a:
        

        
				
        
          a)
          La policía judicial, a través de los funcionarios autorizados que desempeñen estas funciones, en tanto sea necesario para el ejercicio de las competencias previstas en el artículo 549.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
        

        
				
        
          b)
          Las unidades de Intervención de Armas y Explosivos de la Guardia Civil responsables de la concesión de los permisos de armas, a través de los funcionarios autorizados en relación con los fines que tienen encomendados.
        

        
				
        
          c)
          Las unidades del Cuerpo Nacional de Policía responsables de la expedición del pasaporte, a través de los funcionarios autorizados en relación con los fines que tienen encomendados.
        

        
				
        
          d)
          Las unidades del Cuerpo Nacional de Policía responsables del control de entrada y salida del territorio nacional, a través de los funcionarios autorizados en relación con los fines que tienen encomendados.
        

        
				
        
          e)
          Las unidades de policía especialmente encargadas del control y seguimiento de la violencia doméstica, exclusivamente en el ámbito de sus competencias de protección de víctimas de violencia doméstica o de género, a través de los funcionarios autorizados.
        

        
				
        
          f)
          Las comunidades autónomas, exclusivamente en el ámbito de sus competencias de protección de las víctimas de violencia doméstica o de género, a través del responsable del punto de coordinación o, en su caso, a través de las personas designadas por dicho responsable. Este acceso directo se entenderá sin perjuicio de las comunicaciones previstas por la disposición adicional primera de este real decreto.
        

        
				
        
          g)
          Las delegaciones y subdelegaciones del Gobierno, exclusivamente en el ámbito de sus competencias de protección de víctimas de violencia doméstica o de género. En el caso de las delegaciones del Gobierno, a través del responsable de la unidad de coordinación contra la violencia sobre la mujer o las personas que éste designe; en el caso de las subdelegaciones del Gobierno, a través del responsable de la unidad contra la violencia sobre la mujer o las personas que éste designe.
        

        
				
        
          h)
          La Administración Penitenciaria, exclusivamente en el ámbito de sus competencias de protección de las víctimas de la violencia doméstica o de género, a través de los funcionarios autorizados.
        

        
				
        2. El encargado del Registro Central de Protección de Víctimas de Violencia Doméstica comunicará al menos semanalmente al Instituto Nacional de la Seguridad Social, al Instituto Social de la Marina y a la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas del Ministerio de Economía y Hacienda la información relativa a los procedimientos terminados por sentencia firme condenatoria que se inscriban en dicho Registro por la comisión de un delito doloso de homicidio en cualquiera de sus formas o de lesiones cuando la ofendida por el delito fuera cónyuge o ex cónyuge del condenado o estuviera o hubiera estado ligada a él por una análoga relación de afectividad a efectos de dar cumplimiento a lo previsto en la disposición adicional primera de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Genero.

        
				
        CAPÍTULO III

        
				
        Información contenida en el sistema

        
				
        
          Art. 8.
          Información de carácter general contenida en los Registros integrados en el Sistema.–
          La información contenida en los Registros Centrales integrados en el Sistema deberá comprender, con carácter general, los siguientes datos:
        

        
				
        
          a)
          Nombre y apellidos del condenado, rebelde, sometido a medidas de seguridad o medida cautelar, alias en su caso, sexo, fecha de nacimiento, nombre de los padres, localidad, provincia, país de nacimiento, domicilio conocido, nacionalidad y documento nacional de identidad o NIE, pasaporte o tarjeta de identidad en el caso de los extranjeros.
        

        
				
        
          b)
          Órgano judicial que acuerda la resolución, fecha de la misma, clase y número de procedimiento, y número de identificación general.
        

        
				
        
          c)
          Los datos personales identificativos de la víctima, domicilio o domicilios conocidos de la víctima, y relación de parentesco entre la víctima y el condenado o denunciado siempre que sea necesario y, en todo caso, en los procedimientos de violencia doméstica o de género.
        

        
				
        
          d)
          La condición de menor de edad de la víctima cuando se trate de delitos contra la libertad e indemnidad sexuales.
        

        
				
        
          Art. 9.
          Información contenida en la inscripción de sentencias firmes que impongan penas o medidas de seguridad a mayores de edad.–
          Cuando se trate de sentencias firmes que impongan penas o medidas de seguridad a mayores de edad se inscribirán, además, los siguientes datos:
        

        
				
        
          a)
          Fecha de la sentencia que imponga la pena o medida de seguridad.
        

        
				
        
          b)
          Fecha de firmeza de la sentencia.
        

        
				
        
          c)
          Órgano judicial sentenciador.
        

        
				
        
          d)
          Condición de reincidente y/o reo habitual del condenado en su caso.
        

        
				
        
          e)
          Órgano judicial de ejecución de la sentencia, en su caso.
        

        
				
        
          f)
          Número y año de la ejecutoria.
        

        
				
        
          g)
          Delito o delitos y precepto penal aplicado.
        

        
				
        
          h)
          Pena o penas principales y accesorias, medida de seguridad y su duración y cuantía de la multa con referencia a su duración y cuota diaria o multa proporcional.
        

        
				
        
          i)
          Fecha de comisión del delito.
        

        
				
        
          j)
          Participación como autor o cómplice y grado.
        

        
				
        
          k)
          Sustitución de las penas o medidas de seguridad, en su caso.
        

        
				
        
          l)
          Suspensión de la ejecución de las penas o medidas de seguridad, en su caso, fecha de notificación, así como plazo por el que se concede la suspensión.
        

        
				
        
          m)
          Prórroga del auto de suspensión de las penas.
        

        
				
        
          n)
          Fecha de la revocación del auto de suspensión de las penas o medidas de seguridad.
        

        
				
        
          ñ)
          Fecha de la remisión definitiva de la pena, cumplimiento efectivo de la misma o prescripción.
        

        
				
        
          o)
          Fecha del cese de la medida de seguridad.
        

        
				
        
          p)
          Expulsión y fecha de la misma, cuando se acuerde como sustitución de la pena o medida de seguridad.
        

        
				
        
          q)
          Cumplimiento.
        

        
				
        
          r)
          Acumulación de penas.
        

        
				
        
          s)
          Responsabilidad civil derivada de la infracción penal.
        

        
				
        
          Art. 10.
          Información contenida en la inscripción de medidas cautelares, requisitorias, autos de rebeldía o Sentencias no Firmes impuestas a mayores de edad.–
          Cuando se trate de medidas cautelares, requisitorias, autos de rebeldía o Sentencias no Firmes impuestas a mayores de edad se inscribirán, además, los siguientes datos:
        

        
				
        
          a)
          Medidas cautelares, personales o reales y órdenes de protección en los procedimientos de violencia doméstica o de género, indicando fecha de adopción, de notificación al sometido a la medida u orden de protección y de cancelación y, en su caso tipo, contenido, ámbito y duración, así como sus modificaciones o sustituciones, y delito o falta objeto del procedimiento. En relación con las órdenes de protección se indicará la situación y origen de la solicitud.
        

        
				
        
          b)
          Sentencias no Firmes indicando órgano enjuiciador, procedimiento, fecha de la misma y, en su caso, delitos o faltas declarados, penas o medidas de seguridad impuestas, su duración o cuantía.
        

        
				
        
          c)
          Órdenes de busca, indicando el órgano judicial que la acuerda, fecha de la misma, tipo de procedimiento, delito objeto del procedimiento, pena y duración de la misma.
        

        
				
        
          d)
          Órdenes europeas de detención y entrega emitidas por las autoridades judiciales españolas.
        

        
				
        
          e)
          Auto de rebeldía indicando fecha del auto y de su anulación.
        

        
				
        
          Art. 11.
          Información contenida en las inscripciones en el Registro Central de Sentencias Firmes de Menores. Cuando se trate de inscripciones en el Registro Central de Sentencias Firmes de Menores, se inscribirán, además, los siguientes datos:
        

        
				
        
          a)
          Fecha en que adquiere firmeza la sentencia, así como la suspensión, reducción o sustitución de la medida que acuerde el Juez mediante auto motivado, cuando éste sea firme, y demás datos de la ejecutoria.
        

        
				
        
          b)
          Las medidas impuestas al menor, su duración y, en su caso, el lugar de cumplimiento.
        

        
				
        
          c)
          La fecha de prescripción, de cumplimiento o finalización por cualquier causa de la medida o medidas impuestas.
        

        
				
        
          Art. 12.
          Información contenida en las inscripciones en el Registro Central de Rebeldes Civiles.–
          Cuando se trate de inscripciones en el Registro Central de Rebeldes Civiles, se inscribirán, además, los siguientes datos:
        

        
				
        
          a)
          Órganos judiciales que hubieran promovido la inscripción o solicitado información sobre la localización de la persona inscrita, así como referencia a los procesos en que aparezca como demandado.
        

        
				
        
          b)
          Fecha de la resolución en que se acuerde la comunicación mediante edictos al demandado, cuyo domicilio se desconoce y no hayan tenido resultado positivo las averiguaciones practicadas.
        

        
				
        
          Art. 13.
          Inclusión de datos en el sistema.–
          1. La trasmisión de datos a los Registros Centrales se realizará a través de procedimientos electrónicos por el secretario judicial que corresponda. A tal efecto, el secretario judicial verificará la exactitud del contenido de la información que, previamente cumplimentada por el personal de la oficina judicial bajo su dirección, se trasmita a los Registros Centrales. Esta información deberá remitirse en los siguientes plazos:
        

        
				
        
          a)
          De forma inmediata y, en cualquier caso, en el plazo máximo de cinco días desde la firmeza de la sentencia o auto de rebeldía, desde que se adopte la medida cautelar o sentencia no firme o desde que se acuerde la comunicación edictal cuando se trate de inscripciones en los Registros Centrales de Penados, Medidas Cautelares, Requisitorias y Sentencias No Firmes, Rebeldes Civiles y Sentencias de Responsabilidad Penal de los Menores.
        

        
				
        
          b)
          De forma inmediata y, en cualquier caso, en el plazo máximo de veinticuatro horas desde la firmeza de la sentencia o desde que se adopte la medida cautelar o sentencia no firme cuando se trate de inscripciones en el Registro Central para la Protección de las Víctimas de Violencia Doméstica
          [1]. Cuando las circunstancias técnicas impidan la trasmisión telemática a este Registro Central, la trasmisión de datos podrá realizarse mediante la remisión al encargado del registro de los modelos aprobados por Orden del Ministro de Justicia. Los secretarios judiciales ordenarán que se remita en dicho plazo copia impresa de los mismos a la policía judicial a efectos de su ejecución y seguimiento.
        

        
				
        2. En cuanto las condiciones técnicas lo permitan, la transmisión de la información se realizará directamente desde las aplicaciones de gestión procesal y las firmas plasmadas en los documentos serán sustituidas por las correspondientes firmas electrónicas reconocidas.

        
				
        CAPÍTULO IV

        
				
        Medidas de seguridad

        
				
        
          Art. 14.
          Seguridad del sistema.–
          1. Se implantarán en el Sistema de registros administrativos de apoyo a la Administración de Justicia las medidas de seguridad que correspondan, de conformidad con el Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.
        

        
				
        De cada intento de acceso se guardará como mínimo la identificación del usuario, la fecha y hora en que se realizó, el fichero accedido, el tipo de acceso y si ha sido autorizado o denegado. En el caso de que el acceso haya sido autorizado, será preciso guardar la información que permita identificar el registro accedido.

        
				
        2. Las redes de comunicación electrónica gestionadas por las comunidades autónomas que den soporte a los órganos judiciales estarán conectadas con el Sistema de Registros Centrales, en un entorno integrado en red, que garantice la confidencialidad y autenticidad de dichas comunicaciones.

        
				
        
          Art. 15.
          Seguridad de los datos.–
          Se aplicarán a los datos de carácter personal contenidos en el Sistema de registros administrativos de apoyo a la Administración de Justicia las medidas de seguridad que correspondan, de conformidad con el Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.
        

        
				
        CAPÍTULO V

        
				
        Certificación de los datos

        
				
        
          Art. 16.
          Certificación de los datos inscritos en el Sistema de registros administrativos de apoyo a la Administración de Justicia.–
          Se emitirán certificaciones de los datos inscritos en el Sistema de registros administrativos de apoyo a la Administración de Justicia en los siguientes casos:
        

        
				
        
          a)
           
          Los órganos judiciales, en relación con las causas que tramiten y para su unión al procedimiento, podrán, a través del personal de la oficina judicial autorizado por el Secretario Judicial, obtener directamente los datos incluidos en de las Bases de Datos del Sistema de registros administrativos de apoyo a la Administración de Justicia. Los datos así obtenidos se aportarán al procedimiento judicial mediante diligencia de constancia del Secretario Judicial con plena validez jurídica, sin necesidad de solicitar certificación al Responsable de Registro.
        

        
				
        Sin perjuicio de lo anterior, los órganos judiciales podrán recabar del Registro, por vía telemática y de acuerdo con un modelo normalizado, la certificación.

        
				
        
          b)
          Por el encargado de los Registros integrados en el Sistema de Registros Administrativos de Apoyo a la Administración de Justicia se informará a las autoridades de Estados extranjeros, en la forma que determinen las normas comunitarias y los tratados internacionales de asistencia judicial en materia penal suscritos por España, acerca de las sentencia condenatorias firmes impuestas a mayores de edad relativas a extranjeros o españoles de las que exista constancia.
        

        
				
        
          c)
          Por el encargado de los Registros integrados en el Sistema de Registros Administrativos de Apoyo a la Administración de Justicia, siempre que no se trate de información reservada a Jueces y Tribunales, se informará igualmente de los datos contenidos en las inscripciones de los Registros Centrales de Penados, de Medidas Cautelares, Requisitorias y Sentencias No Firmes, de Protección de las Víctimas de Violencia Doméstica y de Rebeldes Civiles, a instancia de cualquier órgano de las Administraciones Públicas ante el que se tramite un procedimiento en el que sea preceptivo este certificado para acceder a un derecho o adquirir una condición determinada con consentimiento del interesado, salvo que una norma con rango de Ley lo exceptúe. Dicha información se limitará únicamente a los datos relativos a la persona del interesado.
        

        
				
        
          Art. 17.
          Certificación a petición del titular interesado.–
          1. A petición del titular interesado, podrán certificarse directamente los datos relativos a su persona contenidos en las inscripciones de los Registros Centrales de Penados, de Medidas Cautelares Requisitorias y Sentencias No Firmes, de Protección de las Víctimas de Violencia Doméstica, de Sentencias de Responsabilidad Penal de los Menores y de Rebeldes Civiles y suscribir certificaciones negativas respecto a personas que no figuren inscritas en los mismos.
        

        
				
        2. Las certificaciones podrán solicitarse respecto de uno o varios registros integrados en el sistema o respecto de todos ellos. Tratándose de menores de edad la solicitud deberá efectuarse, en todo caso, por su representante legal. La certificación positiva contendrá la transcripción de los datos inscritos, tal y como obren en el Registro en el momento de su expedición, excluyendo las inscripciones que, conforme a una norma con rango de Ley, se hallen a disposición únicamente de los órganos jurisdiccionales.

        
				
        3. Las certificaciones serán entregadas directamente al titular de la información penal o a su representante debidamente acreditado por cualquier medio válido en derecho que deje constancia fidedigna.

        
				
        4. Los particulares podrán solicitar y recibir por correo el certificado correspondiente a sus datos personales. Mediante Orden del Ministro de Justicia se determinarán los requisitos y condiciones para que dichas solicitudes puedan tramitarse por vía telemática.

        
				
        5. Los españoles que se encuentran en el extranjero podrán solicitar el certificado en la oficina consular de España, previa acreditación de su personalidad. Podrán solicitar la remisión del certificado a dicho consulado, por correo al lugar señalado al efecto, o nombrar un representante para recoger la certificación en el Registro Central o en una Gerencia Territorial del Ministerio de Justicia.

        
				
        6. Las certificaciones a que se refiere este artículo y el apartado c) del artículo anterior no incluirán datos relativos a las inscripciones derivadas de la comisión de faltas.

        
				
        CAPÍTULO VI

        
				
        Cancelación o rectificación de inscripciones

        
				
        
          Art. 18.
          Normas generales de cancelación o rectificación de inscripciones.–
          1.
          La cancelación de las inscripciones se practicará de oficio, a instancia del interesado, o por comunicación del órgano judicial.
        

        
				
        Corresponde al Ministerio de Justicia resolver el procedimiento para la cancelación de las inscripciones, cualquiera que sea la forma de iniciación del procedimiento.

        
				
        2. Los interesados podrán solicitar la cancelación o rectificación de sus datos contenidos en el Sistema de registros administrativos del Ministerio de Justicia de apoyo a la Administración de Justicia. A estos efectos, dirigirán una solicitud en la que se hará constar, nombre y apellidos, filiación, localidad, provincia, fecha de nacimiento y documento nacional de identidad, NIE o tarjeta de identidad o pasaporte en el caso de extranjeros, acompañando al modelo de solicitud, original de los documentos anteriores o copia compulsada de los mismos. En dicha solicitud deberá hacerse constar de manera obligatoria un domicilio a efectos de notificaciones. Mediante Orden del Ministro de Justicia, se determinarán los requisitos y condiciones para que dichas solicitudes puedan tramitarse por vía telemática.

        
				
        3. También deberá hacerse constar la causa o causas de la cancelación o rectificación que se solicita, pudiendo aportar cuantos documentos puedan ser determinantes para el fin solicitado.

        
				
        4. Al expediente iniciado a instancia del interesado se llevarán las inscripciones afectadas y si del análisis de las mismas, o de lo aportado por el solicitante, se dedujera que no se dan los requisitos necesarios para proceder a la cancelación o rectificación, el Ministerio de Justicia denegará motivadamente la petición.

        
				
        5. El encargado del Registro, de oficio, cuando tenga conocimiento a través de los datos obrantes en el Registro de que se dan los requisitos legalmente establecidos para la cancelación de una inscripción, procederá a elevar propuesta de cancelación.

        
				
        Cuando se trate de procedimientos penales que hayan dado lugar a inscripciones en los que no se haya comunicado modificación alguna durante los plazos de prescripción establecidos en los artículos 131 y 133 del Código Penal, el encargado del Registro Central se dirigirá al secretario judicial del correspondiente órgano judicial a los efectos de verificar su estado procesal, procediendo a cancelar la inscripción cuando así resulte de la comunicación que este le remita.

        
				
        
          Art. 19.
          Cancelación de inscripciones de antecedentes penales.–
          1. Las inscripciones de antecedentes penales se cancelarán, de oficio o a instancia del titular de los datos, o por comunicación del órgano judicial, cuando habiéndose extinguido la responsabilidad penal, hubiesen trascurrido, sin delinquir de nuevo los plazos previstos y se hubiesen cumplido los restantes requisitos señalados en el artículo 136 del Código Penal.
        

        
				
        2. Cuando el procedimiento se inicie de oficio o a instancia del interesado y no constara el informe del Juzgado o Tribunal en relación con el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 136 del Código Penal, el Registro de Penados remitirá el expediente en el plazo de quince días a fin de que informe preceptivamente en el plazo máximo de dos meses sobre la cancelación solicitada. El plazo máximo para resolver y notificar el procedimiento será de tres meses.

        
				
        3. La información relativa a las inscripciones canceladas se conservará en una sección especial y separada a disposición únicamente de los Juzgados y Tribunales españoles.

        
				
        
          Art. 20.
          Cómputo del plazo de cancelación de inscripciones de penas suspendidas.–
          Cuando la cancelación de las inscripciones de antecedentes penales se refiera a penas privativas de libertad suspendidas por habérseles aplicado la remisión condicional, el plazo de cancelación, una vez obtenida la remisión definitiva, se computará en la forma establecida en el artículo 136.3 del Código Penal.
        

        
				
        
          Art. 21.
          Pluralidad de antecedentes penales.–
          Cuando se inicie un expediente de cancelación de antecedentes penales de oficio o a instancia de parte, y deba cursarse a varios Juzgados o Tribunales, se remitirá el original al que hubiera dictado la última sentencia y copias autenticadas a cada uno de los restantes, debiendo constar en el oficio de remisión el listado de Juzgados o Tribunales a los que se solicita información.
        

        
				
        
          Art. 22.
          Cancelación de inscripciones de medidas cautelares, ordenes de protección, ordenes de busca, Sentencias No Firmes y autos de rebeldía penal.–
          1. La cancelación se producirá con carácter automático cuando se produzca la comunicación judicial en la que se exprese el cese de su vigencia.
        

        
				
        2. También se cancelarán las inscripciones de medidas cautelares, órdenes de protección y Sentencias No Firmes relativas a un procedimiento en tramitación cuando se proceda a la inscripción de una sentencia firme recaída en el mismo procedimiento.

        
				
        3. Asimismo, la acumulación de un procedimiento o la inhibición en favor de otro juzgado, producirán la cancelación de las correspondientes anotaciones cuando el encargado del Registro verifique la inscripción de la medida cautelar, orden de protección, orden de busca o auto de rebeldía penal en el procedimiento resultante de la acumulación o la inhibición.

        
				
        
          Art. 23.
          Cancelación de las inscripciones de rebeldes civiles.–
          1. Procederá la cancelación de la inscripción del rebelde civil a instancia del interesado. También podrá el interesado dirigirse al órgano judicial remitente de la comunicación originaria para que sea el órgano judicial el que se dirija al Registro solicitando la cancelación de la inscripción en cuestión. En la solicitud deberá indicar el domicilio al que se puedan dirigir las comunicaciones judiciales.
        

        
				
        2. Cuando se acuerde la cancelación, el Registro deberá comunicar el nuevo domicilio a los órganos judiciales que aparecieran anotados junto a la inscripción.

        
				
        3. En el caso de que se deniegue la cancelación instada por el interesado por existir dudas racionales sobre la exactitud del domicilio facilitado, el Registro deberá indicarle los defectos que haya apreciado y recordarle la posibilidad de instar nuevamente esa cancelación en cuanto hayan quedado subsanados.

        
				
        
          Art. 24.
          Cancelación de las inscripciones del Registro Central de Sentencias sobre Responsabilidad Penal de los Menores.–
          Trascurridos diez años, a contar desde que el menor hubiera alcanzado la mayoría de edad y siempre que las medidas judicialmente impuestas hayan sido ejecutadas en su plenitud o hayan prescrito, el Ministerio de Justicia procederá de oficio a la cancelación de cuantas inscripciones de sentencias referentes al mismo consten en el Registro.
        

        
				
        
          Art. 25.
          Efectos de la cancelación.–
          La cancelación registral prevista en este real decreto dará lugar a la eliminación de los datos de carácter personal, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 19.3 del presente real Decreto y a excepción de aquellos que resulten necesarios para que sea posible elaborar las estadísticas previstas en su artículo 27.
        

        
				
        
          Art. 26.
          Tutela de derechos.–
          De conformidad con lo dispuesto en el artículo 18.2 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, los interesados podrán recabar la tutela de la Agencia Española de Protección de Datos en relación con el ejercicio de sus derechos de acceso, rectificación o cancelación.
        

        
				
        
          Art. 27.
          Información estadística.–
          La Administración General del Estado y las comunidades autónomas con competencias en materia de justicia, en el marco del Plan de Transparencia Judicial, podrán elaborar estadísticas de los datos contenidos en los Registros Centrales, eludiendo toda referencia personal en la información y teniendo en cuenta lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre de Protección de Datos y sus disposiciones complementarias. En particular, el Registro para la Protección de las Victimas de Violencia Doméstica proporcionará a la Delegación de Gobierno para la Violencia de Género la información necesaria para permitir el adecuado conocimiento, análisis y evaluación de la violencia de género, con excepción de los datos de carácter personal de los intervinientes en los procedimientos judiciales. Los datos estadísticos deberán seguir los criterios que establezca la Comisión Nacional de Estadística Judicial.
        

        
				
        DISPOSICIONES ADICIONALES

        
				
        
          Primera.
          Comunicación de las órdenes de protección a las Administraciones públicas competentes en materia de protección social.–
          1. Los secretarios de los juzgados y tribunales comunicarán las órdenes de protección de las víctimas de violencia doméstica que se adopten y sus respectivas solicitudes, mediante testimonio íntegro, a aquel o aquellos puntos de coordinación designados por la comunidad autónoma correspondiente, que constituirán el canal único de notificación de estas resoluciones a centros, unidades, organismos e instituciones competentes en materia de protección social en relación con estas víctimas, de acuerdo con lo establecido en el apartado 8 del articulo 544 ter de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
        

        
				
        La comunicación del secretario judicial se remitirá en un plazo nunca superior a 24 horas desde su adopción, por vía telemática o electrónica o, en su defecto, por medio de fax o correo urgente.

        
				
        2. El punto de coordinación designado hará referencia al centro, unidad, organismo o institución que centraliza la información, su dirección postal y electrónica, números de teléfono y fax, régimen horario y persona o personas responsables de aquél. En el caso de comunidades autónomas pluriprovinciales, podrá identificarse un punto de conexión específico para cada provincia.

        
				
        3. El Consejo General del Poder Judicial mantendrá una relación actualizada de los puntos de coordinación designados, remitirá tal identificación en su integridad y sus modificaciones o actualizaciones a los Ministerios de Justicia, de Igualdad y del Interior, así como a la Fiscalía General del Estado y al Tribunal Superior de Justicia, decanatos y juzgados de instrucción del ámbito autonómico correspondiente.

        
				
        
          Segunda.
          Prestación de consentimiento.–
          A efectos de lo dispuesto en los artículos 6.b) y c) y 7.1.b) y c) del presente real decreto, el acceso de las Unidades de Intervención de Armas y Explosivos de la Guardia Civil y de las Unidades del Cuerpo Nacional de Policía responsables de la expedición del pasaporte, a la información contenida en las Bases de Datos del Sistema de registros administrativos de apoyo a la Administración de Justicia, requerirá el previo consentimiento del interesado, quien podrá manifestarlo en la propia solicitud.
        

        
				
        
          Tercera.
          Jurisdicción militar.–
          Los órganos de la Jurisdicción Militar estarán sujetos a lo dispuesto en la presente norma salvo en lo que no les sea de aplicación.
        

        
				
        DISPOSICIONES TRANSITORIAS

        
				
        
          Primera.
          Comunicaciones anteriores a la entrada en vigor del real decreto.–
          Las comunicaciones que los órganos judiciales hayan dirigido al Ministerio de Justicia antes de la entrada en vigor del presente real decreto, se regirán por la normativa anterior, si la hubiese.
        

        
				
        
          Segunda.
          Inscripción de medidas cautelares personales, requisitorias y Sentencias No Firmes acordadas con anterioridad a la entrada en vigor del presente real decreto.–
          Las medidas cautelares de carácter personal y las requisitorias y las Sentencias No Firmes acordadas o dictadas con anterioridad a la entrada en vigor del presente real decreto y que se encuentren en vigor, deberán inscribirse en el Registro Central de Medidas Cautelares, Requisitorias y Sentencias no Firmes.
        

        
				
        Estas inscripciones deberán efectuarse en el plazo de tres meses desde la entrada en vigor del presente real decreto.

        
				
        
          Tercera.
          
            Inscripción de penas derivadas de la comisión de una falta en los Registros de Penados y Rebeldes y Medidas Cautelares, Requisitorias y Sentencias no Firmes.–            La inscripción de resoluciones firmes en los Registros de Penados y Rebeldes y Medidas Cautelares, Requisitorias y Sentencias No Firmes por la comisión de una falta, se producirá a partir del momento en que se encuentre en funcionamiento el sistema de envío automático de datos previsto en el artículo 13.2 del presente real decreto.        

        
				
      DISPOSICIÓN DEROGATORIA

        
				
        
          Única.
          Derogación normativa.–
          Quedan expresamente derogados el Real Decreto de 2 de Octubre de 1878, la Real Orden de 1 de Abril de 1896, el Real Decreto 2012/1983, de 28 de Julio, sobre cancelación de antecedentes penales, Real Decreto 231/2002, de 1 de marzo, por el que se regula el Registro Central de Rebeldes Civiles, el Real Decreto 232/2002, de 1 de marzo, por el que se regula el Registro de Sentencias Firmes sobre Responsabilidad Penal de los Menores, el Real Decreto 355/2004, de 5 de marzo, por el que se regula el Registro Central para la protección de las víctimas de la violencia doméstica y cuantas disposiciones contenidas en normas de igual o inferior rango al presente real decreto se opongan a lo previsto en él.
        

        
				
        DISPOSICIONES FINALES

        
				
        
          Primera.
           
          Título competencial.–
          El presente real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.5 de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de Administración de Justicia.
        

        
				
        
          Segunda.
          Facultades de desarrollo.–
          Se autoriza al Ministro de Justicia a dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo de la presente norma.
        

        
				
        
          Tercera.
           
          Alimentación automática de la información contenida en el Sistema.–
          El Ministerio de Justicia y las comunidades autónomas con traspasos recibidos en materia de Justicia deberán realizar las modificaciones oportunas en los respectivos sistemas de gestión procesal para que la transmisión de la información prevista en el artículo 13.2 del presente real decreto tenga lugar en el plazo máximo de dieciocho meses, a partir de la entrada en vigor del presente real decreto.
        

        
				
        
          Cuarta.
           
          Entrada en vigor.–
          El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
        

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [1] Por Orden JUS/242/2009, de 10 de febrero («BOE» núm. 39, de 14 de febrero), se aprueban los modelos de remisión al Registro Central para la Protección de las Víctimas de Violencia Doméstica, de la información que debe inscribirse en el mismo.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          HÁBEAS CORPUS
        

        
				
        
          § 8
          LEY ORGÁNICA 6/1984, DE 24 DE MAYO (JEFATURA DEL ESTADO), REGULADORA DEL PROCEDIMIENTO DE HÁBEAS CORPUS
        

        
				
        («BOE» núm. 126, de 26 de mayo de 1984)

        
				
        EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

        
				
        El constitucionalismo moderno tiene un objetivo fundamental, que constituye, al mismo tiempo, su raíz última: el reconocimiento y la protección de la vida y la libertad de los ciudadanos. Las constituciones que son verdaderamente tales se caracterizan, precisamente, porque establecen un sistema jurídico y político que garantiza la libertad de los ciudadanos y porque suponen, por consiguiente, algo más que una mera racionalización de los centros de poder.

        
				
        Nuestra Constitución ha configurado, siguiendo esa línea, un ordenamiento cuya pretensión máxima es la garantía de la libertad de los ciudadanos, y ello hasta el punto de que la libertad queda instituida, por obra de la propia Constitución, como un valor superior del ordenamiento. De ahí que el texto constitucional regule con meticulosidad los derechos fundamentales, articulando unas técnicas jurídicas que posibilitan la eficaz salvaguarda de dichos derechos, tanto frente a los particulares como, muy especialmente, frente a los poderes públicos.

        
				
        Una de estas técnicas de protección de los derechos fundamentales –del más fundamental de todos ellos: el derecho a la libertad personal– es la institución del hábeas corpus. Se trata, como es sabido, de un instituto propio del Derecho anglosajón, donde cuenta con una antiquísima tradición y se ha evidenciado como un sistema particularmente idóneo para resguardar la libertad personal frente a la eventual arbitrariedad de los agentes del poder público. Su origen anglosajón no puede ocultar, sin embargo, su raigambre en el Derecho histórico español, donde cuenta con antecedentes lejanos como el denominado «recurso de manifestación de personas» del Reino de Aragón y las referencias que sobre presuntos supuestos de detenciones ilegales se contienen en el Fuero de Vizcaya y otros ordenamientos forales, así como con antecedentes más próximos en las Constituciones de 1869 y 1876, que regulaban este procedimiento, aun cuando no le otorgaban denominación específica alguna.

        
				
        El hábeas corpus ha demostrado históricamente su funcionalidad para proteger la libertad de los ciudadanos. De ahí que la Constitución, en el número 4 del artículo 17, recoja esta institución y obligue al legislador a regularla, completando, de esta forma, el complejo y acabado sistema de protección de la libertad personal diseñado por nuestra norma fundamental. La regulación de hábeas corpus es, por consiguiente, un mandato constitucional y un compromiso de los poderes públicos ante los ciudadanos.

        
				
        La pretensión del hábeas corpus es establecer remedios eficaces y rápidos para los eventuales supuestos de detenciones de la persona no justificados legalmente o que transcurran en condiciones ilegales. Por consiguiente, el hábeas corpus se configura como una comparecencia del detenido ante el Juez, comparecencia de la que proviene etimológicamente la expresión que da nombre al procedimiento, y que permite al ciudadano, privado de libertad, exponer sus alegaciones contra las causas de la detención o las condiciones de la misma, al objeto de que el Juez resuelva, en definitiva, sobre la conformidad a Derecho de la detención.

        
				
        La eficaz regulación del hábeas corpus exige, por tanto, la articulación de un procedimiento lo suficientemente rápido como para conseguir la inmediata verificación judicial de la legalidad y las condiciones de la detención, y lo suficientemente sencillo como para que sea accesible a todos los ciudadanos y permita, sin complicaciones innecesarias, el acceso a la autoridad judicial.

        
				
        Éstos son los objetivos de la presente Ley Orgánica, que se inspira para ello en cuatro principios complementarios. El primero de estos principios es la agilidad, absolutamente necesaria para conseguir que la violación ilegal de la libertad de la persona sea reparada con la máxima celeridad, y que se consigue instituyendo un procedimiento judicial sumario y extraordinariamente rápido, hasta el punto de que tiene que finalizar en veinticuatro horas. Ello supone una evidente garantía de que las detenciones ilegales, o mantenidas en condiciones ilegales, finalizarán a la mayor brevedad.

        
				
        En segundo lugar, la sencillez y la carencia de formalismos, que se manifiestan en la posibilidad de la comparecencia verbal y en la no necesidad del abogado y procurador, evitarán dilaciones indebidas y permitirán el acceso de todos los ciudadanos, con independencia de su nivel de conocimiento de sus derechos y de sus medios económicos, al recurso de hábeas corpus.

        
				
        En tercer lugar, el procedimiento establecido por esta Ley se caracteriza por la generalidad que implica, por un lado, que ningún particular o agente de la autoridad puede sustraerse al control judicial de la legalidad de la detención de las personas, sin que quepa en este sentido excepción de ningún género, ni siquiera en lo referente a la Autoridad Militar, y que supone, por otro lado, la legitimación conferida al Ministerio Fiscal y al Defensor del Pueblo como garantes, respectivamente, de la legalidad y de la defensa de los derechos de los ciudadanos.

        
				
        En fin, la Ley está presidida por una pretensión de universalidad, de manera que el procedimiento de hábeas corpus que regula alcanza no sólo a los supuestos de detención ilegal –ya porque la detención se produzca contra lo legalmente establecido, ya porque tenga lugar sin cobertura jurídica–, sino también a las detenciones que, ajustándose originariamente a la legalidad, se mantienen o prolongan ilegalmente o tienen lugar en condiciones ilegales.

        
				
        Parece fuera de toda duda que la regulación de un procedimiento con las características indicadas tiene una enorme importancia en orden a la protección de la libertad de las personas, así como que permite añadir un eslabón más, y un eslabón importante, en la cadena de garantías de la libertad personal que la Constitución impone a nuestro ordenamiento. España se incorpora, con ello, al reducido número de países que establecen un sistema acelerado de control de las detenciones o de las condiciones de las mismas.

        
				
        
          Artículo 1.
          Mediante el procedimiento del hábeas corpus, regulado en la presente Ley, se podrá obtener la inmediata puesta a disposición de la Autoridad judicial competente de cualquier persona detenida ilegalmente
          [1].
        

        
				
        A los efectos de esta Ley se consideran personas ilegalmente detenidas:

        
				
        
          a)
          Las que lo fueren por una autoridad, agente de la misma, funcionario público o particular, sin que concurran los supuestos legales, o sin haberse cumplido las formalidades prevenidas y requisitos exigidos por las leyes.
        

        
				
        
          b)
          Las que estén ilícitamente internadas en cualquier establecimiento o lugar.
        

        
				
        
          c)
          Las que lo estuvieran por plazo superior al señalado en las leyes si, transcurrido el mismo, no fuesen puestas en libertad o entregadas al Juez más próximo al lugar de la detención.
        

        
				
        
          d)
          Las privadas de libertad a quienes no les sean respetados los derechos que la Constitución y las Leyes Procesales garantizan a toda persona detenida.
        

        
				
        
          Art. 2.
          Es competente para conocer la solicitud de hábeas corpus el Juez de Instrucción del lugar en que se encuentre la persona privada de libertad; si no constare, el del lugar en que se produzca la detención y, en defecto de los anteriores, el del lugar donde se hayan tenido las últimas noticias sobre el paradero del detenido.
        

        
				
        Si la detención obedece a la aplicación de la Ley Orgánica que desarrolla los supuestos previstos en el artículo 55.2 de la Constitución, el procedimiento deberá seguirse ante el Juez Central de Instrucción correspondiente.

        
				
        
          En el ámbito de la Jurisdicción Militar será competente para conocer de la solicitud de hábeas corpus el Juez Togado Militar de Instrucción, constituido en la cabecera de la circunscripción jurisdiccional en la que se efectuó la detención
          [2].
        

        
				
        
          Art. 3.
          Podrán instar el procedimiento de hábeas corpus que esta Ley establece:
        

        
				
        
          a)
          El privado de libertad, su cónyuge o persona unida por análoga relación de afectividad; descendientes, ascendientes, hermanos y, en su caso, respecto a los menores y personas incapacitadas, sus representantes legales.
        

        
				
        
          b)
          El Ministerio Fiscal.
        

        
				
        
          c)
          El Defensor del Pueblo.
        

        
				
        Asimismo, lo podrá iniciar, de oficio, el Juez competente a que se refiere el artículo anterior.

        
				
        
          Art. 4.
          El procedimiento se iniciará, salvo cuando se incoe de oficio, por medio de escrito o comparecencia, no siendo preceptiva la intervención de abogado ni de procurador.
        

        
				
        En dicho escrito o comparecencia deberá constar:

        
				
        
          a)
          El nombre y circunstancias personales del solicitante y de la persona para la que se solicita el amparo judicial regulado en esta Ley.
        

        
				
        
          b)
          El lugar en que se halle el privado de libertad, autoridad o persona, bajo cuya custodia se encuentre, si fueren conocidos, y todas aquellas otras circunstancias que pudieran resultar relevantes.
        

        
				
        
          c)
          El motivo concreto por el que se solicita el hábeas corpus.
        

        
				
        
          Art. 5.
          La autoridad gubernativa, agente de la misma o funcionario público estarán obligados a poner inmediatamente en conocimiento del Juez competente la solicitud de hábeas corpus, formulada por la persona privada de libertad que se encuentre bajo su custodia.
        

        
				
        Si incumplieren esta obligación, serán apercibidos por el Juez, sin perjuicio de las responsabilidades penales y disciplinarias en que pudieran incurrir.

        
				
        
          Art. 6.
          Promovida la solicitud de hábeas corpus, el Juez examinará la concurrencia de los requisitos para su tramitación y dará traslado de la misma al Ministerio Fiscal. Seguidamente, mediante auto, acordará la incoación del procedimiento o, en su caso, denegará la solicitud por ser ésta improcedente. Dicho auto se notificará, en todo caso, al Ministerio Fiscal. Contra la resolución que en uno u otro se adopte no cabrá recurso alguno
          [3].
        

        
				
        
          Art. 7.
          En el auto de incoación, el Juez ordenará a la autoridad a cuya disposición se halle la persona privada de libertad o a aquel en cuyo poder se encuentre que la ponga de manifiesto ante él, sin pretexto ni demora alguna o se constituirá en el lugar donde aquélla se encuentre.
        

        
				
        Antes de dictar resolución, oirá el Juez a la persona privada de libertad o, en su caso, a su representante legal y abogado, si lo hubiera designado, así como al Ministerio Fiscal; acto seguido, oirá en justificación de su proceder a la autoridad, agentes, funcionario público o representante de la institución o persona que hubiere ordenado o practicado la detención o internamiento y, en todo caso, a aquella bajo cuya custodia se encontrase la persona privada de libertad; a todos ellos dará a conocer el Juez las declaraciones del privado de libertad.

        
				
        El Juez admitirá, si las estima pertinentes, las pruebas que aporten las personas a que se refiere el párrafo anterior y las que propongan que puedan practicarse en el acto.

        
				
        En el plazo de veinticuatro horas, contadas desde que sea dictado el auto de incoación, los Jueces practicarán todas las actuaciones a que se refiere este artículo y dictarán la resolución que proceda.

        
				
        
          Art. 8.
          Practicadas las actuaciones a que se refiere el artículo anterior, el Juez, mediante auto motivado, adoptará seguidamente alguna de estas resoluciones:
        

        
				
        1. Si estima que no se da ninguna de las circunstancias a que se refiere el artículo primero de esta Ley, acordará el archivo de las actuaciones, declarando ser conforme a Derecho la privación de libertad y las circunstancias en que se está realizando.

        
				
        2. Si estima que concurren alguna de las circunstancias del artículo primero de esta Ley, se acordará en el acto alguna de las siguientes medidas:

        
				
        
          a)
          La puesta en libertad del privado de ésta, si lo fue ilegalmente.
        

        
				
        
          b)
          Que continúe la situación de privación de libertad de acuerdo con las disposiciones legales aplicables al caso, pero si lo considerase necesario, en establecimiento distinto, o bajo la custodia de personas distintas de las que hasta entonces la detentaban.
        

        
				
        
          c)
          Que la persona privada de libertad sea puesta inmediatamente a disposición judicial, si ya hubiere transcurrido el plazo legalmente establecido para su detención.
        

        
				
        
          Art. 9.
          El Juez deducirá testimonio de los particulares pertinentes para la persecución y castigo de los delitos que hayan podido cometerse por quienes hubieran ordenado la detención, o tenido bajo su custodia a la persona privada de libertad.
        

        
				
        En los casos de delito de denuncia falsa o simulación de delito se deducirá, asimismo, testimonio de los particulares pertinentes, al efecto de determinar las responsabilidades penales correspondientes.

        
				
        En todo caso, si se apreciase temeridad o mala fe, será condenado el solicitante al pago de las costas del procedimiento; en caso contrario, éstas se declararán de oficio.

        
				
        DISPOSICIÓN FINAL

        
				
        La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [1] Véanse los artículos 489 a 501 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y 163 a 168 del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [2] Artículo 61 de la Ley Orgánica 4/1987, de 15 de julio («BOE» núm. 171, de 18 de julio), de competencia y organización de la jurisdicción militar.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [3] Véase el artículo 6 de la Ley Orgánica de Conflictos Jurisdiccionales (§12).
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          EXTRADICIÓN PASIVA
        

        
				
        
          § 9
          LEY 4/1985, DE 21 DE MARZO (JEFATURA DEL ESTADO), DE EXTRADICIÓN PASIVA
        

        
				
        («BOE» núm. 73, de 26 de marzo de 1985; corrección en «BOE» núm. 90, de 15 de abril)

        
				
        
          PREÁMBULO
        

        
				
        El régimen de la extradición pasiva, especialmente en cuanto al procedimiento que ha de seguirse para su concesión, ha venido regulado por Ley de 26 de diciembre de 1958.

        
				
        En el relativamente escaso tiempo de su vigencia, tal régimen ha evidenciado su inadecuación, tanto en su aspecto interno como internacional.

        
				
        En el primero, la Constitución española extrema las garantías y formalidades a seguir para el respeto de derecho tan fundamental como la libertad de las personas, que por su propia esencia, en todo caso, queda bajo el control de la Autoridad judicial, y, lógicamente, también cuando el reclamado de extradición ha de ser privado de aquélla como medida precautoria que garantice la entrega al país reclamante, si tal extradición fuera acordada.

        
				
        Por otra parte, la ratificación por España de varios Convenios europeos sobre la materia –Represión del Terrorismo, en 9 de mayo de 1980; el de Asistencia Judicial en Materia Penal, en 14 de julio de 1982, y, especialmente, el de Extradición, de 21 de abril de 1982– hace indispensable una revisión a fondo de nuestra ley interna para suprimir obsoletos criterios y recoger aquellos otros que la técnica internacional ha perfeccionado a través del tiempo hasta ser aceptados por la generalidad de los países.

        
				
        La presente Ley mantiene el mismo sistema y principio cardinal de la anterior, en cuanto que la extradición, como acto de soberanía en relación con otros Estados, es función del Poder Ejecutivo, bajo el imperio de la Constitución y de la Ley, sin perjuicio de su aspecto técnico penal y procesal que han de resolver los Tribunales en cada caso con la intervención del Ministerio Fiscal.

        
				
        Por lo demás, las novedades más sustanciales que la Ley contiene son las siguientes:

        
				
        1.ª En materia tan fundamental como la prisión preventiva se sigue íntegramente el criterio constitucional de dar intervención al Juez desde un principio, suprimiendo, en consecuencia, el régimen antiguo que permita la detención sin intervención judicial, hasta la resolución del expediente en vía gubernativa. Su duración se acomoda al criterio de los nuevos Convenios europeos no sólo por unificar criterios sobre la materia, sino porque, al propio tiempo, se suprimen plazos intermedios que podían inducir, y con frecuencia han inducido, a confusión.

        
				
        El plazo de prisión preventiva para casos de urgencia se fija en cuarenta días, tiempo ya consagrado en reciente práctica judicial y que se estima suficiente para que el Estado reclamante curse la demanda de extradición, habida cuenta que ésta debe formularse en base a la misma sentencia condenatoria o auto de prisión que justifica aquella medida provisional.

        
				
        A este plazo sigue otro de cuarenta días, a partir de la presentación formal de la demanda, lo que supone un total máximo de ochenta días, que, unido al tiempo que exija la tramitación en fase puramente judicial, no debe sobrepasar, en ningún caso, por respeto al principio de presunción de inocencia y al derecho fundamental a la libertad que a toda persona alcanza los límites máximos señalados en nuestro derecho para la prisión provisional.

        
				
        Tampoco contiene esta Ley previsiones que puedan limitar el arbitrio judicial o contradecir el régimen general instaurado por Ley Orgánica 7/1983, de 23 de abril, sobre esta materia en desarrollo de preceptos constitucionales.

        
				
        2.ª En cuanto a los hechos que puedan dar lugar a la extradición, se sigue el sistema de identidad normativa o doble incriminación junto al de apertura en los tipos. Basta, pues, que la infracción esté tipificada en la legislación de ambos países, sin que, en consecuencia, deba estar incluida en la lista cerrada; sistema éste olvidado en la actualidad, aunque continúe imperando en viejos Convenios bilaterales del pasado siglo.

        
				
        Novedad importante en esta materia es la fijación de un límite mínimo a la gravedad del hecho, determinada por la pena aplicable –un año– o aplicada en sentencia condenatoria –cuatro meses–. Se sigue así la orientación marcada por el Convenio europeo; ya que éste comprende, además de las penas, las medidas de seguridad privativas de libertad de la misma duración.

        
				
        3.ª Como excepciones a la extradición, se mantiene la de los nacionales y los supuestos que sean de la competencia de nuestros Tribunales, uno y otros por razón de soberanía, lo que no implica impunidad, ya que, en ambos supuestos, se invitará al país reclamante a que remita las actuaciones seguidas para que los presuntos culpables puedan ser juzgados en España.

        
				
        Por lo demás, se mantienen también otras excepciones, delitos militares, de prensa, privados con algunas limitaciones, etc. Pero se silencian otros casos como faltas o contravenciones administrativas, cuya cita era innecesaria.

        
				
        En todo caso y por la misma razón de no existir Tratado vinculante, se declara siempre potestativa la concesión de la extradición, artículo segundo, con la que España, a la vista de las circunstancias concurrentes, podrá decidir con libertad cada demanda de extradición.

        
				
        4.ª Se establece la facultad del Gobierno de no proceder a la extradición, aun habiéndola considerado procedente el Tribunal en base al principio de reciprocidad, soberanía, seguridad, orden público y demás intereses de España. Con ello se siguen los sistemas francés e italiano en los que la decisión favorable a la extradición no es obligatoria, si bien se precisan los criterios de esta última decisión del Gobierno tal y como establece la legislación suiza.

        
				
        Ello es lógico, y en ningún caso implicará incumplimiento de resoluciones judiciales, habida cuenta del distinto campo y finalidad en que actúan y persiguen los Tribunales y el Gobierno; técnico y, sobre todo, tutelar del derecho a la libertad los primeros y políticos esencialmente el segundo. Otra cosa sería que, denegada la extradición por el Tribunal, pudiera el Gobierno decretar la entrega.

        
				
        5.ª Se mantienen las dos fases del procedimiento extradicional, incluso los trámites para casos de urgencia, debidamente acomodados a las facultades judiciales para acordar la prisión preventiva. No obstante, y en atención a precedentes que así lo aconsejan, se admite el recurso de súplica contra los autos del propio Tribunal, que, con el de reforma y admitido en la Ley hasta ahora vigente, permiten posibles correcciones, antes vedadas en esta segunda parte del procedimiento judicial, que pudieran resultar aconsejables ante circunstancias concretas puestas de manifiesto por los propios interesados o el Ministerio Fiscal.

        
				
        6.ª Otras adaptaciones afectan especialmente a la extradición en tránsito que, por circunstancias no muy comprensibles, ha sido objeto de reserva por parte de España al ratificar el Convenio Europeo de Extradición, y que, en consecuencia, sólo se concederá a los países que lo han ratificado, en las mismas condiciones que la extradición ordinaria, marginando así el procedimiento más racional, ágil y aconsejable que admite el propio Convenio. No parece que deban concederse a los demás países beneficios o ventajas que por esta reserva se niegan a los que han ratificado el Convenio europeo y, en régimen de reciprocidad, al propio Estado español. Únicamente se admite el supuesto excepcional.

        
				
        7.ª Quizá también, como novedad digna de mención, debe citarse el procedimiento consignado para la ampliación de extradición como complemento indispensable del principio de especialidad, que permitirá otorgar autorización para proceder por hechos anteriores y distintos a los que motivaron la entrega. Se recoge así el criterio del Convenio europeo, el seguido con otros países y, en definitiva, el que resulta aconsejable para evitar situaciones anteriores de impunidad por delitos, incluso más graves y rechazables en el concierto social, que el que motivó la extradición concedida.

        
				
        
          8.ª Por lo demás, se ha suprimido la autorización que la anterior Ley concedía al Gobierno para «convenir reciprocidad en materia de extradición», por estimar que tal autorización podría vulnerar el artículo 94 de la Constitución, que, para los supuestos que contempla en su apartado
          c),
          requiere previa autorización de las Cortes Generales, autorización que debe entenderse para cada «Convenio», cuyo contenido ha de someterse previamente al Parlamento. Lo que no excluye la aplicación del principio de reciprocidad en cada caso concreto, según el artículo 1.º, autorizado por el artículo13.3 de la misma Constitución, incluso existiendo tantos Tratados como Leyes de Extradición.
        

        
				
        9.ª También se han suprimido las referencias al grado de participación (autores, cómplices y encubridores) o al de ejecución del delito (intentado, frustrado y consumado), por anticuadas e innecesarias. El Convenio europeo tampoco las recoge. Bastará, en consecuencia, que al reclamado le corresponda una de las penas que pueden motivar la extradición para que, con o sin aquellas indicaciones, pueda acordarse su entrega.

        
				
        Por último, se trata de una Ley que, si bien se inspira en el Convenio europeo, tal vez el más perfecto, no supone necesariamente una ejecución, cumplimiento o desarrollo del mismo ni de ningún otro. De no existir Convenio o no habiéndolo ratificado España, la Ley seguiría siendo necesaria. Así, pues, no se considera preceptiva la consulta al Consejo de Estado que prevé el artículo 21.2 de su Ley orgánica reguladora.

        
				
        
          Artículo 1.
          Las condiciones, los procedimientos y los efectos de la extradición pasiva se regirán por la presente Ley, excepto en lo expresamente previsto en los Tratados en los que España sea parte
          [1].
        

        
				
        
          En todo caso, la extradición sólo se concederá atendiendo al principio de reciprocidad. El Gobierno podrá exigir una garantía de reciprocidad al Estado requirente
          [2].
        

        
				
        
          Art. 2.
          Se podrá conceder la extradición por aquellos hechos para los que las Leyes españolas y las de la parte requirente señalen una pena o medida de seguridad cuya duración no sea inferior a un año de privación de libertad en su grado máximo o a una pena más grave; o cuando la reclamación tuviere por objeto el cumplimiento de condena a una pena o medida de seguridad no inferior a cuatro meses de privación de libertad por hechos también tipificados en la legislación española.
        

        
				
        Cuando la solicitud se refiera a varios hechos y sólo concurran en algunos de ellos los requisitos del párrafo anterior sobre duración de las penas o medidas de seguridad, el acuerdo de extradición podrá extenderse también a los que tengan señalada penalidad inferior.

        
				
        Si la solicitud de extradición se basa en sentencia dictada en rebeldía del reclamado, en la que éste haya sido condenado a pena que, con arreglo a la legislación española, no puede ser impuesta a quien no haya estado presente en el acto del juicio oral, se concederá la extradición, condicionándola a que la representación diplomática en España del país requirente, en el plazo que se le exija, ofrezca garantías suficientes de que el reclamado será sometido a nuevo juicio en el que deberá estar presente y debidamente defendido.

        
				
        
          Art. 3.
          1. No se concederá la extradición de españoles, ni de los extranjeros por delitos de que corresponda conocer a los Tribunales españoles, según el Ordenamiento nacional. La cualidad de nacional será apreciada por el Tribunal competente para conocer de la extradición en el momento de la decisión sobre la misma, con arreglo a los preceptos correspondientes del Ordenamiento jurídico español, y siempre que no fuera adquirida con el fraudulento propósito de hacer imposible la extradición.
        

        
				
        2. Cuando proceda denegar la extradición por el motivo previsto en el apartado anterior, si el Estado en que se hayan ejecutado los hechos así lo pidiere, el Gobierno español dará cuenta del hecho que motivó la demanda al Ministerio Fiscal a fin de que se proceda judicialmente, en su caso, contra el reclamado. Si así se acordare, solicitará del Estado requirente que remita las actuaciones practicadas o copia de las mismas para continuar el procedimiento penal en España.

        
				
        3. Cuando el delito se hubiere cometido fuera del territorio del país que solicite la extradición, ésta podrá ser denegada si la legislación española no autorizare la persecución de un delito del mismo género cometido fuera de España.

        
				
        
          Art. 4.
          No se concederá la extradición en los casos siguientes:
        

        
				
        
          1.º Cuando se trate de delitos de carácter político, no considerándose como tales los actos de terrorismo; los crímenes contra la Humanidad previstos por el Convenio para la prevención y penalización del crimen de genocidio adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas
          [3], ni el atentado contra la vida de un Jefe de Estado o de un miembro de su familia.
        

        
				
        2.º Cuando se trate de delitos militares tipificados por la legislación española y sin perjuicio de lo establecido al respecto en los Convenios internacionales suscritos y ratificados por España; de los cometidos a través de los medios de comunicación social en el ejercicio de la libertad de expresión, y de los que sólo son perseguibles a instancia de parte, con excepción de los delitos de violación, estupro, rapto y abusos deshonestos.

        
				
        3.º Cuando la persona reclamada deba ser juzgada por un Tribunal de excepción.

        
				
        4.º Cuando se haya extinguido la responsabilidad criminal, conforme a la legislación española o la del Estado requirente.

        
				
        5.º Cuando la persona reclamada haya sido juzgada o lo esté siendo en España por los mismos hechos que sirvan de base a la solicitud de extradición. Podrá, no obstante, acceder a ésta cuando se hubiere decidido no entablar persecución o poner fin al procedimiento pendiente por los referidos hechos y no haya tenido lugar por sobreseimiento libre o cualquier otra resolución que deba producir el efecto de cosa juzgada.

        
				
        6.º Cuando el Estado requirente no diera la garantía de que la persona reclamada de extradición no será ejecutada o que no será sometida a penas que atenten a su integridad corporal o a tratos inhumanos o degradantes.

        
				
        7.º Cuando el Estado requirente no hubiera dado las garantías exigidas en el párrafo 3.º del artículo segundo.

        
				
        8.º Cuando a la persona reclamada le hubiere sido reconocida la condición de asilado. El no reconocimiento de la condición de asilado, cualquiera que sea su causa, no impedirá la denegación de la extradición por cualquiera de las causas previstas en esta Ley.

        
				
        
          Art. 5.
          Asimismo, podrá denegarse la extradición:
        

        
				
        1.º Si se tuvieran razones fundadas para creer que la solicitud de extradición, motivada por un delito de naturaleza común, se ha presentado con el fin de perseguir o castigar a una persona por consideraciones de raza, religión, nacionalidad u opiniones políticas, o que la situación de dicha persona corre el riesgo de verse agravada por tales consideraciones.

        
				
        2.º Cuando la persona reclamada sea menor de dieciocho años en el momento de la demanda de extradición y teniendo residencia habitual en España se considere que la extradición puede impedir su reinserción social, sin perjuicio de adoptar, de acuerdo con las autoridades del Estado requirente, las medidas más apropiadas.

        
				
        
          Art. 6.
          Si la resolución firme del Tribunal denegare la extradición, dicha resolución será definitiva y no podrá concederse aquélla.
        

        
				
        La resolución del Tribunal declarando procedente la extradición no será vinculante para el Gobierno, que podrá denegarla en el ejercicio de la soberanía nacional, atendiendo al principio de reciprocidad o a razones de seguridad, orden público o demás intereses esenciales para España.

        
				
        Contra lo acordado por el Gobierno no cabrá recurso alguno.

        
				
        
          Art. 7.
          1. La solicitud de extradición se formulará por vía diplomática, o directamente por escrito del Ministro de Justicia de la parte requirente al Ministro de Justicia español, debiendo acompañarse:
        

        
				
        
          a)
          La sentencia condenatoria o el auto de procesamiento y prisión o resolución análoga según la legislación del país requirente con expresión sumaria de los hechos y lugar y fecha en que fueron realizados.
        

        
				
        
          b)
          Cuantos datos sean conocidos sobre la identidad, nacionalidad y residencia del sujeto reclamado y, a ser posible, su fotografía y huellas dactilares.
        

        
				
        
          c)
          Copia de los textos legales con expresión de la pena aplicable.
        

        
				
        
          d)
          Si el hecho estuviere castigado con alguna de las penas a que se refiere el número 6.º del artículo 4, el Estado requirente dará seguridades, suficientes a juicio del Gobierno español, de que tales penas no serán ejecutadas.
        

        
				
        2. Los referidos documentos, originales o en copia auténtica, se acompañarán de una traducción oficial al español.

        
				
        
          Art. 8.
          1. En caso de urgencia podrá ser interesada la detención como medida preventiva, si bien deberá hacerse constar expresamente en la solicitud que ésta responde a una sentencia condenatoria o mandamiento de detención firmes con expresión de la fecha y hechos que lo motiven, tiempo y lugar de la comisión de éstos y filiación de la persona cuya detención se interesa, con ofrecimiento de presentar seguidamente demanda de extradición.
        

        
				
        2. La solicitud de detención preventiva se remitirá por vía postal, telegráfica o cualquier otro medio que deje constancia escrita, bien por vía diplomática, bien directamente al Ministerio de Justicia, bien por conducto de la Organización Internacional de Policía Criminal, y si en ella constaren todas las circunstancias necesarias, se procederá a la detención del reclamado, poniéndolo a disposición del Juzgado Central de Instrucción de guardia en plazo no superior a veinticuatro horas para que, si lo estima procedente, decrete la prisión provisional, que dejará sin efecto si transcurridos cuarenta días el país requirente no hubiere presentado en forma la solicitud de extradición.

        
				
        3. El Juez podrá, en cualquier momento y en atención a las circunstancias del caso, acordar la libertad del detenido, adoptando alguna o algunas de las medidas siguientes para evitar su fuga: vigilancia a domicilio, orden de no ausentarse de un lugar determinado sin la autorización del Juez, orden de presentarse periódicamente ante la autoridad designada por el Juez, retirada de pasaporte y prestación de una fianza. El incumplimiento de estas medidas dará lugar a la prisión provisional dentro del plazo establecido en el apartado anterior.

        
				
        La puesta en libertad, con o sin medidas alternativas de la prisión provisional, no será obstáculo para una nueva detención ni para la extradición si la solicitud de ésta llegara después de la expiración del plazo mencionado en el apartado anterior.

        
				
        4. En todo caso, se informará al país reclamante de las resoluciones adoptadas, especialmente y con la urgencia posible, de la detención y del plazo dentro del cual deberá presentarse la demanda de extradición.

        
				
        
          Art. 9.
          1. Cuando la solicitud se hubiera formulado por vía diplomática, el Ministerio de Asuntos Exteriores
          [4]
          remitirá al de Justicia la solicitud de extradición con expresión de la fecha en que se hubiere recibido.
        

        
				
        2. El Ministerio de Justicia, atendidas las circunstancias de la solicitud y cuando el reclamado no estuviera ya detenido preventivamente, podrá interesar del Ministerio del Interior que proceda a la detención de la persona reclamada y la ponga a disposición del Juzgado Central de Instrucción de guardia, y remitirá a este Juez información bastante acerca de la demanda de extradición.

        
				
        Puesto a disposición judicial el reclamado y a la vista de la información recibida, el Juez podrá acordar la prisión provisional del detenido.

        
				
        3. El Ministerio de Justicia, en un plazo máximo de ocho días, computados desde el siguiente al de la recepción de la solicitud o, en su caso, de los justificantes, aclaraciones o traducciones por él reclamados, elevará al Gobierno propuesta motivada sobre si ha lugar o no a continuar en vía judicial del procedimiento de extradición en base a los artículos 2 a 5 de esta Ley.

        
				
        4. El Gobierno adoptará su decisión dentro del plazo de quince días, contados desde la elevación de la propuesta por el Ministerio de Justicia. Transcurrido este plazo sin que el Gobierno haya adoptado resolución, el Ministerio de Justicia lo hará en su nombre, dentro de los tres días siguientes a la expiración del mismo, sin perjuicio de lo establecido en el apartado 5 de este artículo.

        
				
        5. Cuando el acuerdo fuere denegatorio, se pondrá en conocimiento del Estado requirente. Si el reclamado estuviere en prisión, se notificará al Juez que la hubiere decretado para que acuerde su libertad.

        
				
        
          Art. 10.
          Cuando el procedimiento se inicie, por petición urgente de detención preventiva, conforme al artículo 8, uno y dos, la prisión preventiva se dejará sin efecto si transcurridos cuarenta días el Estado requirente no hubiere presentado en forma la solicitud de extradición por vía diplomática ante el Ministerio de Asuntos Exteriores o directamente ante el Ministerio de Justicia españoles. Si se hubiese presentado dentro de dicho plazo de cuarenta días, éste se ampliará a cuarenta días más, para dar tiempo a que el Ministerio de Justicia y el Gobierno españoles puedan cumplir lo establecido en el artículo anterior, números tres y cuatro.
        

        
				
        Si el procedimiento se inicia por la recepción de la solicitud de extradición por vía diplomática ante el Ministerio de Asuntos Exteriores o directamente ante el Ministerio de Justicia españoles, el Juez central de Instrucción competente dejará sin efecto la prisión provisional del reclamado que hubiese decretado, si no recibe dentro del plazo de cuarenta días el acuerdo gubernativo de continuación de la vía judicial del procedimiento de extradición.

        
				
        El límite máximo de la prisión provisional del reclamado y los derechos que corresponden al detenido por causa de extradición se regirán, en lo no previsto por esta Ley, por los preceptos correspondientes de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

        
				
        
          Art. 11.
          Si el Gobierno acordare la continuación del procedimiento en vía judicial, remitirá el expediente al Juzgado Central de Instrucción, y si el reclamado no estuviere en prisión, el Ministerio de Justicia oficiará también al Ministerio del Interior para que se practique la detención, se redacte el oportuno estado y, en el plazo de veinticuatro horas siguientes, se ponga al detenido, con los documentos, efectos o dinero que le hubieren sido ocupados, a disposición de la misma autoridad judicial.
        

        
				
        
          Art. 12.
          1. Acordada la continuación del procedimiento en vía judicial, el Juez, a cuya disposición estuviere el reclamado, ordenará la inmediata comparecencia de éste, quien deberá hacerlo asistido de abogado y, en su caso, de intérprete. Se citará siempre al Ministerio Fiscal.
        

        
				
        2. Identificado el detenido, el Juez le invitará a que manifieste, con expresión de sus razones, si consiente en la extradición o intenta oponerse a ella; si consintiera y no se suscitaran obstáculos legales que a ello se opongan, el Juez podrá acceder, desde luego, a la demanda de extradición. En otro caso adoptará la resolución que proceda, bien ordenando la libertad del detenido o bien elevando su detención a prisión, si antes no hubiera decretado ésta, con o sin fianza u otras medidas previstas en el apartado 3 del artículo 8, a resultas del procedimiento subsiguiente, a cuyo fin acordará elevar lo actuado a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional.

        
				
        
          3. Las resoluciones anteriores adoptarán la forma de auto, que se dictará dentro de las veinticuatro horas siguientes a la comparecencia y del que el Secretario judicial dará traslado inmediato al Ministerio de Justicia. Contra este auto sólo procederá el recurso de reforma por los trámites de la Ley de Enjuiciamiento Criminal
          [5].
        

        
				
        4. El Juez, de oficio, a instancia del Fiscal o del reclamado, podrá acordar que se complete la información aportada con los datos necesarios referentes a la identidad del reclamado y a los supuestos de hecho y de derecho justificativos de la solicitud de extradición, pudiendo señalar un plazo que en ningún caso excederá de treinta días. Las resoluciones del Juez, en esta materia, serán recurribles conforme a lo establecido en el apartado anterior.

        
				
        
          Art. 13.
          1. Recibido el expediente, el Secretario judicial lo pondrá de manifiesto en la Oficina judicial al Fiscal y al Abogado defensor por plazo sucesivo de tres días, y el Tribunal podrá reclamar, a petición de cualquiera de ambos o de oficio, los antecedentes que juzgue convenientes en relación con el artículo siguiente, sin que contra la resolución del Tribunal sobre este extremo quepa recurso alguno.
        

        
				
        
          2. Si el reclamado de extradición no tuviera defensor, el Secretario judicial interesará que se le nombre de oficio antes de ponerle de manifiesto el expediente
          [6].
        

        
				
        
          Art. 14.
          1. Dentro de los quince días siguientes al período de instrucción, el Secretario judicial señalará la vista que tendrá lugar con intervención del Fiscal, del reclamado de extradición asistido, si fuera necesario, de intérprete y del Abogado defensor. En la vista podrá intervenir, y a tal efecto será citado, el representante del Estado requirente cuando así lo hubiere solicitado y el Tribunal lo acuerde atendido el principio de reciprocidad, a cuyo fin reclamará, en su caso, la garantía necesaria a través del Ministerio de Justicia
          [7].
        

        
				
        2. El reclamado prestará declaración durante la vista, pero solamente se admitirá y practicará la prueba que verse sobre extremos relacionados con las condiciones exigidas por el Tratado aplicable o por esta Ley.

        
				
        
          Art. 15.
          1. El Tribunal resolverá, por auto motivado, en el plazo improrrogable de los tres días siguientes a la vista, sobre la procedencia de la extradición y, al propio tiempo, sobre si ha lugar a la entrega al Estado requirente de los valores, objetos o dinero que hubiesen sido ocupados al reclamado.
        

        
				
        2. Contra este auto sólo cabrá recurso de súplica, que deberá ser resuelto por el Pleno de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional y sin que pueda ser designado ponente ninguno de los Magistrados que dictaren el auto suplicado.

        
				
        
          Art. 16.
          Si la extradición hubiere sido solicitada por varios Estados, bien por el mismo hecho o por hechos diferentes, se decidirá sobre aquélla por el Gobierno y en su caso la entrega del reclamado, teniendo en cuenta todas las circunstancias concurrentes y, especialmente, la existencia o no de Tratado, la gravedad relativa y lugar de la comisión del delito, fechas de las respectivas solicitudes, nacionalidad de la persona reclamada y posibilidad de una ulterior extradición a otro Estado.
        

        
				
        
          Art. 17.
          Cuando sea firme la resolución denegatoria de la extradición, el Secretario judicial, sin dilación, librará testimonio de la misma al Ministerio de Justicia, que a su vez lo comunicará al de Asuntos Exteriores para su notificación a la representación diplomática del país que formuló la demanda de extradición
          [8].
        

        
				
        Asimismo, el Tribunal ordenará la inmediata puesta en libertad de la persona requerida de extradición.

        
				
        
          Art. 18.
          1. Si el Tribunal dictare auto declarando procedente la extradición, el Secretario judicial librará sin dilación testimonio del mismo al Ministerio de Justicia. El Gobierno decidirá la entrega de la persona reclamada o denegará la extradición de conformidad con lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 6.
        

        
				
        
          Asimismo, el Secretario judicial notificará las indicaciones que el Tribunal, de oficio o a instancia del representante diplomático, estime pertinente formular para la entrega de la persona reclamada, así como del tiempo en que ésta fue privada de libertad a fines de extradición, que quedará condicionada a que se compute como período de cumplimiento de condena
          [9].
        

        
				
        2. Acordada la entrega de la persona requerida de extradición, el Ministerio de Justicia lo comunicará al de Asuntos Exteriores para su notificación a la representación diplomática del país que formuló la demanda de extradición. Dicho acuerdo será comunicado asimismo a la persona requerida de extradición.

        
				
        3. Si el Gobierno denegare la extradición de conformidad con el párrafo segundo del artículo 6, el Ministerio de Justicia lo comunicará al Tribunal para que acuerde la puesta en libertad de la persona reclamada, sin perjuicio de su posible expulsión de España, de conformidad con la legislación de extranjeros. Igualmente, lo comunicará al de Asuntos Exteriores para su notificación a la representación diplomática que formuló la demanda de extradición.

        
				
        
          Art. 19.
          1. La entrega de la persona cuya extradición haya sido acordada se realizará por agente de la autoridad española, previa notificación del lugar y fecha fijados, observándose la legislación nacional vigente en este orden. Con aquélla, se entregarán a las autoridades o agentes del Estado requirente acreditados a tal fin los documentos, efectos y dinero que deban ser igualmente puestos a su disposición. Si la entrega del individuo reclamado no puede efectuarse, se procederá a la de dichos documentos, efectos y dinero, quedando a salvo, en todo caso, los derechos que pudieran corresponder sobre los mismos a otros interesados. El lugar y fecha fijados para la entrega serán comunicados asimismo al Tribunal que entendió de la solicitud.
        

        
				
        2. Si la persona reclamada se encontrara sometida a procedimiento o condena por los Tribunales españoles o sancionada por cualquier otra clase de organismos o autoridades nacionales, la entrega podrá aplazarse hasta que deje extinguidas sus responsabilidades en España o efectuarse temporal o definitivamente en las condiciones que se fijen de acuerdo con el Estado requirente.

        
				
        3. Si la persona reclamada no hubiera sido recibida en la fecha y lugar fijados podrá ser puesta en libertad transcurridos quince días a contar de dicha fecha y necesariamente a los treinta, y se podrá denegar su extradición por el mismo hecho si de nuevo se solicitara.

        
				
        
          Art. 20.
          1. La extradición en tránsito se otorgará previo el cumplimiento de los requisitos y con las mismas condiciones que para la extradición exige la presente Ley.
        

        
				
        2. Excepcionalmente, por razones de urgencia, y cuando se utilizare la vía aérea y no estuviera previsto aterrizaje en territorio español, el Gobierno podrá autorizar el tránsito previa recepción de una solicitud con el contenido a que se refiere el número 1 del artículo 8 y que producirá los efectos previstos en el citado artículo en caso de aterrizaje fortuito.

        
				
        
          Art. 21.
          1. Para que la persona que haya sido entregada pueda ser juzgada, sentenciada o sometida a cualquier restricción de su libertad personal, por hechos anteriores y distintos a los que hubieran motivado su extradición, será preciso autorización ampliatoria de la extradición concedida, a cuyo fin se presentará otra solicitud acompañada de los documentos previstos en el artículo séptimo y testimonio judicial de la declaración de la persona entregada, que se tramitará como nueva demanda de extradición. Iguales requisitos será necesario cumplir para conceder la reextradición de la persona entregada a un tercer Estado.
        

        
				
        2. No será necesaria esta autorización cuando la persona entregada, habiendo tenido la posibilidad de abandonar el territorio del Estado al que se entregó, permanezca en él más de cuarenta y cinco días o regrese al mismo después de abandonarlo.

        
				
        
          Art. 22.
          Los gastos ocasionados por la extradición en territorio nacional serán, en régimen de reciprocidad, a cargo del Gobierno español. Los causados por extradición en tránsito serán de cuenta del Estado requirente.
        

        
				
        
          DISPOSICIÓN DEROGATORIA
        

        
				
        Queda derogada la Ley de Extradición de 26 de diciembre de 1958.

        
				
        
          DISPOSICIÓN TRANSITORIA
        

        
				
        Las disposiciones de naturaleza procesal contenidas en esta Ley sólo serán aplicables a las extradiciones que se soliciten a partir de su entrada en vigor.

        
				
        Las de naturaleza sustantiva sólo tendrán efecto retroactivo en cuanto favorezcan al reclamado, el cual, en todo caso, será oído para que manifieste lo que le resulta más ventajoso, atendidas sus personales circunstancias.

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [1] El artículo 31 de la Decisión Marco del Consejo, de 13 de junio de 2002 («DOCE» L núm. 190, de 18 de julio), relativa a la orden europea de detención y a los procedimientos de entrega entre Estados miembros, dispone:
            

            
						
            
              «Artículo 31.–
              Relación con otros instrumentos jurídicos:
            

            
						
            1. Sin perjuicio de su aplicación en las relaciones entre Estados miembros y terceros Estados, las disposiciones contenidas en la presente Decisión marco sustituirán a partir del 1 de enero de 2004 a las disposiciones correspondientes de los convenios siguientes aplicables en materia de extradición en las relaciones entre Estados miembros:

            
						
            
              a)
              El Convenio europeo de extradición, de 13 de diciembre de 1957, su protocolo adicional, de 15 de octubre de 1975, su segundo protocolo adicional, de 17 de marzo de 1978, y el Convenio europeo para la represión del terrorismo, de 27 de enero de 1977, en lo que se refiere a la extradición;
            

            
						
            
              b)
              El Acuerdo entre los doce Estados miembros de las Comunidades Europeas relativo a la simplificación y a la modernización de las formas de transmisión de las solicitudes de extradición, de 26 de mayo de 1989;
            

            
						
            
              c)
              El Convenio relativo al procedimiento simplificado de extradición entre los Estados miembros de la Unión Europea, de 10 de marzo de 1995;
            

            
						
            
              d)
              El Convenio relativo a la extradición entre los Estados miembros de la Unión Europea, de 27 de septiembre de 1996;
            

            
						
            
              e)
              El capítulo IV del título III del Convenio de aplicación del Acuerdo de Schengen, de 14 de junio de 1985, relativo a la supresión gradual de los controles en las fronteras comunes, de 19 de junio de 1990.
            

            
						
            2. Los Estados miembros podrán seguir aplicando los acuerdos o convenios bilaterales o multilaterales en vigor en el momento de la adopción de la presente Decisión marco en la medida en que éstos permitan ir más allá de los objetivos de la misma y contribuyan a simplificar o facilitar más los procedimientos de entrega de las personas que fueren objeto de una orden de detención europea.

            
						
            Los Estados miembros podrán celebrar acuerdos o convenios bilaterales o multilaterales después de la entrada en vigor de la presente Decisión marco en la medida en que éstos permitan ir más allá de las disposiciones de la misma y contribuyan a simplificar o facilitar más los procedimientos de entrega de las personas que fueren objeto de una orden de detención europea, en particular, estableciendo plazos más reducidos que los contemplados en el artículo 17, ampliando la lista de infracciones previstas en el apartado 2 del articulo 2, limitando más los motivos de denegación previstos en los artículos 3 y 4, o reduciendo el umbral previsto en los apartados 1 o 2 del artículo 2.

            
						
            Los acuerdos y convenios contemplados en el segundo párrafo no podrán en ningún caso afectar a las relaciones con los Estados miembros que no sean parte en los mismos.

            
						
            Los Estados miembros notificarán, en el plazo de tres meses desde la entrada en vigor de la presente Decisión marco, al Consejo y a la Comisión los acuerdos o convenios existentes contemplados en el primer párrafo que desean seguir aplicando. Los Estados miembros notificarán asimismo al Consejo y a la Comisión, en el plazo de 3 meses desde su firma, cualquier nuevo acuerdo o convenio como se contempla en el segundo párrafo.

            
						
            3. En la medida en que los convenios o acuerdos contemplados en el apartado 1 se apliquen a territorios de los Estados miembros, o a territorios cuyas relaciones exteriores asuma un Estado miembro, a los cuales no se aplique la presente Decisión marco, esos instrumentos seguirán regulando las relaciones existentes entre dichos territorios y los demás Estados miembros.»

            
						
            Téngase en cuenta, asimismo, que en cumplimiento de lo dispuesto en el articulo 34, de la citada Decisión, se dictó la Ley 3/2003, de 14 de marzo (§ 24).

            
						
            En materia de extradición véanse, además:

            
						
            Resolución de 26 de abril de 2005 («BOE» núm. 112, de 11 de mayo), de la Secretaría General Técnica, relativa al Convenio Europeo de extradición, hecho en París el 13 de diciembre de 1957. Declaración de la República Francesa.

            
						
            Resolución de 31 de marzo de 2006 («BOE» núm. 89, de 14 de abril), de la Secretaría General Técnica, sobre la declaración de Letonia al Convenio Europeo de Extradicción (número 24 del Consejo de Europa), hecho en París el 13 de diciembre de 1957.

            
						
            Decisión 2009/820/PESC del Consejo, de 23 de octubre de 2009 («DOUE» núm. 291, de 7 de noviembre), sobre la celebración, en nombre de la Unión Europea, del Acuerdo de Extradición entre la Unión Europea y los Estados Unidos de América y del Acuerdo de Asistencia Judicial en materia penal entre la Unión Europea y los Estados Unidos de América.

            
						
            Decisión 2009/933/PESC del Consejo, de 30 de noviembre de 2009 («DOUE» núm. 325, de 11 de diciembre de 2009), sobre la ampliación, en nombre de la Unión Europea, del alcance territorial del Acuerdo de Extradición entre la Unión Europea y los Estados Unidos de América.

            
						
            Decisión del Consejo de 6 de junio de 2003 («DOUE» L núm. 181, de 19 de julio de 2003), relativa a la firma de los Acuerdos entre la Unión Europea y los Estados Unidos de América sobre Extradición y Asistencia Judicial en Materia Penal.

            
						
            Decisión del Consejo, de 29 de abril de 2004 («DOUE» L núm. 261, de 26 de agosto), relativa a la celebración, en nombre de la Comunidad Europea, de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional.

            
						
            Decisión del Consejo, de 27 de junio de 2006 («DOUE» L, núm. 292, de 21 de octubre), relativa a la firma del Acuerdo entre la Unión Europea y la República de Islandia y el Reino de Noruega sobre el procedimiento de entrega entre los Estados miembros de la Unión Europea e Islandia y Noruega.

            
						
            Instrumento de Ratificación del Convenio del Consejo de Europa para la prevención del terrorismo (Convenio n.º 196 del Consejo de Europa), hecho en Varsovia el 16 de mayo de 2005, («BOE» núm. 250, de 16 de octubre de 2009).

            
						
            Véanse, asimismo, los siguientes Convenios bilaterales suscritos por España:

            
						
            
              Alemania:
              Convenio de extradición de 2 de mayo de 1878, canje de las ratificaciones el 25 de junio de 1878 («Gaceta» núm. 327, de 23 de noviembre).
            

            
						
            
              Argelia:
              Convenio relativo a la extradición entre la República Argelina Democrática y Popular y el Reino de España, hecho en Argel el 12 de diciembre de 2006, ratificado por Instrumento de 12 de mayo de 2008 («BOE» núm. 178, de 24 de julio).
            

            
						
            
              Argentina.
              Tratado de 3 de marzo de 1987, de extradición y asistencia judicial penal, ratificado por Instrumento de 26 de febrero de 1990 («BOE» núm. 170, de 17 de julio; corrección de errores en «BOE» núm. 222, de 15 de septiembre), y Canje de Notas de 12 y 20 de febrero de 1991 («BOE» núm. 122, de 22 de mayo), desarrollando el Tratado.
            

            
						
            
              Australia.
              Tratado de 22 de abril de 1987, de extradición entre España y Australia, firmado en Madrid («BOE» núm. 101, de 27 de abril de 1988; corrección de errores en «BOE» núm. 241, de 7 de octubre de 1988).
            

            
						
            
              Bélgica.
              Convenio de 17 de junio de 1870, para la recíproca extradición de malhechores; canje de las ratificaciones el 28 de julio de 1870 («Gaceta» núm. 232, de 20 de agosto); Declaración de 28 de enero de 1876 («Gaceta» núm. 67, de 7 de marzo); Declaración de 4 de marzo de 1903 («Gaceta» núm. 91, de 1 de abril); Canje de Notas de 24 de enero de 1947 («BOE» núm. 84, de 25 de marzo); Canje de Notas de 6 de marzo y 6 de abril de 1958 («BOE» núm. 24, de 27 de enero de 1990), y Canje de Notas de 30 de abril de 1992 y 13 de abril de 1993 («BOE» núm. 177, de 26 de julio).
            

            
						
            
              Bolivia.
              Tratado de extradición entre España y Bolivia, firmado en Madrid el 24 de abril de 1990 («BOE» núm. 128, de 30 de mayo de 1995; corrección de erratas en «BOE» núm. 160, de 6 de julio de 1995).
            

            
						
            
              Brasil.
              Tratado de extradición de 2 de febrero de 1988, ratificado por Instrumento de 18 de abril de 1990 («BOE» núm. 148, de 21 de junio de 1990).
            

            
						
            
              Bulgaria.
              Convenio de 23 de mayo de 1993, de extradición y asistencia judicial en materia penal («BOE» núm. 156, de 1 de julio de 1994), entre el Reino de España y la República de Bulgaria, hecho en Sofía.
            

            
						
            
              Cabo Verde.
              Convenio de Extradición entre el Reino de España y la República de Cabo Verde, hecho «ad referendum» en Madrid el 20 de marzo de 2007 («BOE» núm. 224, de 16 de septiembre de 2009).
            

            
						
            
              Canadá.
              Tratado de extradición de 31 de mayo de 1989 («BOE» núm. 189, de 8 de agosto de 1990).
            

            
						
            
              China.
              Tratado de Extradición entre el Reino de España y la República Popular China, hecho en Madrid el 14 de noviembre de 2005, ratificado por Instrumento de 30 de junio de 2006 («BOE» núm. 75, de 28 de marzo de 2007).
            

            
						
            
              Chile.
              Tratado de 14 de abril de 1992, de extradición y asistencia judicial penal, ratificado por Instrumento de 20 de diciembre de 1994 («BOE» núm. 8, de 10 de enero de 1995; corrección de erratas en «BOE» núm. 53, de 3 de marzo).
            

            
						
            
              Colombia.
              Convenio de extradición de 23 de julio de 1892; canje de las ratificaciones el 17 de julio de 1893 («Gaceta» núm. 51, de 20 de febrero de 1894); Canje de Notas de 19 de septiembre de 1991 («BOE» núm. 159, de 3 de julio de 1992), de desarrollo del Convenio; Protocolo modificativo del Convenio de extradición de 23 de julio de 1982 entre el Reino de España y la República de Colombia, hecha «ad referendum» en Madrid el 16 de marzo de 1999 («BOE» núm. 219, de 13 de septiembre de 2005).
            

            
						
            
              Costa Rica.
              Tratado de extradición entre el Reino de España y la República de Costa Rica, hecho en Madrid el 23 de octubre de 1997 («BOE» núm. 175, de 23 de julio de 1998; corrección de erratas en «BOE» núm. 229, de 24 de septiembre de 1998).
            

            
						
            
              Corea.
              Tratado de extradición entre el Reino de España y la República de Corea de 17 de enero de 1994 («BOE» núm. 30, de 4 de febrero de 1995).
            

            
						
            
              Cuba.
              Tratado de extradición de 26 de octubre de 1905; canje de las ratificaciones el 16 de julio de 1906 («Gaceta» núm. 213, de 1 de agosto).
            

            
						
            
              El Salvador.
              Tratado de extradición entre el Reino de España y la República de El Salvador, hecho en Madrid el 10 de marzo de 1997 («BOE» núm. 38, de 13 de febrero de 1998).
            

            
						
            
              Estados Unidos de América.
              Tratado de extradición de 29 de mayo de 1970, ratificado por Instrumento de 8 de mayo de 1971 («BOE» núm. 220, de 14 de septiembre); Tratado de 25 de enero de 1975, suplementario de extradición, ratificado por Instrumento de 10 de octubre de 1975 («BOE» núm. 152, de 27 de junio de 1978); Segundo Tratado Suplementario de Extradición de 9 de febrero de 1988, ratificado por Instrumento de 23 de abril de 1993 («BOE» núm. 156, de 1 de julio; corrección de erratas en «BOE» núm. 192, de 12 de agosto), y Tercer Tratado Suplementario de extradición de 12 de marzo de 1996, ratificado por Instrumento de 14 de mayo de 1999 («BOE» núm. 162, de 8 de julio); Instrumento previsto en el artículo 3(2) del Acuerdo de Extradición entre la Unión Europea y los Estados Unidos de América de 25 de junio de 2003, para la aplicación del Tratado de Extradición entre España y EEUU de 29 de mayo de 1979 y Tratado Suplementario de Extradición de 25 de enero de 1975, 9 de febrero de 1988 y 12 de marzo de 1996, hecho «ad referendum» en Madrid el 17 de diciembre de 2004 («BOE» núm. 22, de 26 de enero de 2010).
            

            
						
            
              Estonia.
              Acuerdo de extradición entre el Reino de España y la República de Estonia, hecho en Tallinn el 28 de junio de 1999 («BOE» núm. 115, de 13 de mayo de 2000).
            

            
						
            
              Francia.
              Convenio de extradición de 14 de diciembre de 1877; canje de las ratificaciones de 5 de junio de 1878 («Gaceta» núm. 180, de 29 de junio), y Convenio de 9 de abril de 1969, de asistencia judicial en materia penal, ratificado por Instrumento de 25 de agosto de 1969 («BOE» núm. 197, de 18 de agosto de 1970), que sustituye los artículos 13, 14 y 15 del Convenio antes citado.
            

            
						
            
              Guatemala.
              Tratado de extradición de 7 de noviembre de 1895; canje de las ratificaciones el 11 de mayo de 1897 («Gaceta» núm. 161, de 10 de junio), y Protocolo adicional de 23 de febrero de 1897 («Gaceta» núm. 174, de 23 de junio).
            

            
						
            
              Honduras.
              Tratado de 13 de noviembre de 1999 («BOE» núm. 129, de 30 de mayo de 2002), de extradición entre el Reino de España y la República de Honduras.
            

            
						
            
              Hungría.
              Convenio de 10 de mayo de 1985 («BOE» núm. 25, de 29 de enero de 1988), sobre extradición y asistencia judicial en materia penal, hecho en Budapest.
            

            
						
            
              India.
              Tratado de extradición entre el Reino de España y la República de la India, hecho en Madrid el 20 de junio de 2002 («BOE» núm. 74, de 27 de marzo de 2003).
            

            
						
            
              Irlanda.
              Canje de Notas de 13 y 21 de febrero de 2003, constitutivo de Acuerdo entre España e Irlanda para la extradición de nacionales, complementario al artículo 6 del Convenio Europeo de Extradición de 13 de diciembre de 1957 («BOE» núm. 294, de 9 de diciembre).
            

            
						
            
              Liberia.
              Tratado de extradición de 12 de diciembre de 1894; canje de las ratificaciones el 2 de mayo de 1895 («Gaceta» núm. 166, de 15 de junio).
            

            
						
            
              Marruecos.
              Convenio de extradición entre el Reino de España y el Reino de Marruecos, hecho en Rabat el 24 de junio de 2009, cuya aplicación provisional que suspendió el anterior Convenio hecho en Madrid el 30 de mayo de 1997, fue publicada en el «BOE» núm. 238, de 2 de octubre de 2009.
            

            
						
            
              Mauritania.
              Convenio de extradición entre el Reino de España y la República Islámica de Mauritania, hecho el 12 de septiembre de 2006. Aplicación provisional de 25 de septiembre de 2006 («BOE» núm. 267, de 8 de noviembre; corrección de errores en «BOE» núm. 296, de 12 de diciembre).
            

            
						
            
              Méjico.
              Tratado de 21 de noviembre de 1978, de extradición y asistencia mutua en materia penal, ratificado por Instrumento de 14 de marzo de 1980 («BOE» núm. 145, de 17 de junio) cuyo Título II ha sido sustituido por el Tratado de Asistencia Mutua en materia penal entre el Reino de España y los Estados Unidos Mexicanos («BOE» núm. 182, de 31 de julio de 2007), hecho en Las Palmas de Gran Canaria el 29 de septiembre de 2006 que también modificó el artículo 5 del Segundo Protocolo, firmado en Ciudad de México el 6 de diciembre de 1999; Canje de Notas de 1 de diciembre de 1984 («BOE» núm. 267, de 7 de noviembre de 1986), que desarrolla el Tratado y Protocolos de 23 de junio de 1995, ratificado por Instrumento de 23 de enero de 1996 («BOE» núm. 190, de 7 de agosto) y 6 de diciembre de 1999, ratificado por Instrumento de 16 de febrero de 2001 («BOE» núm. 80, de 3 de abril), de modificación del citado Tratado.
            

            
						
            
              Nicaragua.
              Tratado de extradición entre el Reino de España y la República de Nicaragua, hecho ad referéndum en Managua el 12 de noviembre de 1997 («BOE» núm. 235, de 30 de septiembre de 2000).
            

            
						
            
              Panamá.
              Tratado de extradición entre el Reino de España y la República de Panamá, hecho en Panamá el 10 de noviembre de 1997 («BOE» núm. 213, de 5 de septiembre de 1998; corrección de erratas en «BOE» núm. 231, de 26 de septiembre de 1998).
            

            
						
            
              Paraguay.
              Tratado de extradición entre el Reino de España y la República de Paraguay, hecho en Asunción el 27 de julio de 1998 («BOE» núm. 89, de 13 de abril de 2001; corrección de erratas en «BOE» núm. 119, de 18 de mayo de 2001).
            

            
						
            
              Perú.
              Tratado de 28 de junio de 1989, de extradición entre el Reino de España y la República del Perú, hecho en Madrid, ratificado por Instrumento de 19 de noviembre de 1993 («BOE» núm. 21, de 25 de enero de 1994).
            

            
						
            
              Portugal.
              Convenio de 25 de junio de 1867 para la recíproca extradición de malhechores, prófugos y desertores; canje de las ratificaciones el 14 de enero de 1869, que incluye los artículos adicionales de 27 de mayo de 1868 («Gaceta» núm. 38, de 7 de febrero de 1869); artículos adicionales de 7 de febrero de 1873; canje de ratificaciones de 6 de diciembre de 1875 («Gaceta» núm. 9, de 9 de enero de 1876), y Canje de Notas de 10 de mayo de 1884 («Gaceta» núm. 151, de 30 de mayo), modificando el Convenio.
            

            
						
            
              Principado de Mónaco.
              Tratado de extradición de 3 de abril de 1882; canje de las ratificaciones el 11 de noviembre de 1882 («Gaceta» núm. 337, de 5 de diciembre).
            

            
						
            
              Reino Unido.
              Tratado de extradición de 22 de julio de 1985, ratificado por Instrumento de 24 de marzo de 1986 («BOE» núm. 101, de 29 de abril); Canje de notas de 1 de febrero de 1991 («BOE» núm. 153, de 27 de junio) para extender el Tratado bilateral a territorios cuyas relaciones internacionales asume dicho país, realizado en Madrid; Canje de Notas de 1 de febrero de 1991 para extender el Tratado a Gibraltar («BOE» núm. 153, de 27 de junio; corrección de errores en «BOE» núm. 104, de 26 de agosto de 1991).
            

            
						
            
              República del Ecuador.
              Tratado sobre extradición entre el Reino de España y la República del Ecuador, hecho en Madrid el 28 de junio de 1989, ratificado por Instrumento de 12 de noviembre de 1997 («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre de 1997; corrección de erratas en «BOE» núm. 25, de 29 de enero de 1998).
            

            
						
            
              República Dominicana.
              Tratado de extradición y asistencia judicial en materia penal, hecho en Madrid el 4 de mayo de 1981, ratificado por Instrumento de 24 de febrero de 1984 («BOE» núm. 273, de 14 de noviembre de 1984).
            

            
						
            
              República Italiana.
              Convenio de 22 de mayo de 1973 de asistencia judicial penal y extradición, ratificado por Instrumento de 27 de julio de 1977 («BOE» núm. 281, de 24 de noviembre).
            

            
						
            
              Uruguay.
              Tratado de 28 de febrero de 1996, de extradición, ratificado por Instrumento de 7 de enero de 1997 («BOE» núm. 93, de 18 de abril).
            

            
						
            
              Venezuela.
              Tratado de extradición de 4 de enero de 1989 («BOE» núm. 294, de 8 de diciembre de 1990).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            Véase el artículo 13.3 de la Constitución Española.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [3] El Estatuto de la Corte Penal Internacional adoptado en Roma el 17 de julio de 1998 y ratificado por España mediante Instrumento de Ratificación de 19 de octubre de 2000 («BOE» núm. 126, de 27 de mayo de 2002), dispone en su artículo 5 que los crímenes de guerra, de lesa humanidad y de genocidio serán competencia de la Corte Penal Internacional. En cuanto al procedimiento de detención y entrega a la Corte de los acusados de estos delitos, véase la Ley Orgánica 18/2003, de 10 de diciembre, de cooperación con la Corte Penal Internacional («BOE» núm. 296, de 11 de diciembre), que figura en esta obra como parágrafo 25.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [4] Actualmente, Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [5] Apartado redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre), de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [6] Artículo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [7] Apartado redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre), de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [8] La Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre), modificó la redacción del párrafo primero.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [9] Apartado redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre), de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          FUERZAS Y CUERPOS DE SEGURIDAD
        

        
				
        
          § 10
          LEY ORGÁNICA 2/1986, DE 13 DE MARZO (JEFATURA DEL ESTADO), DE FUERZAS Y CUERPOS DE SEGURIDAD
        

        
				
        («BOE» núm. 63, de 14 de marzo de 1986)

        
				
        [.......]

        
				
        
          TÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          De los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          Principios básicos de actuación
        

        
				
        
          Art. 5.
          Son principios básicos de actuación de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad los siguientes:
        

        
				
        1. Adecuación al ordenamiento jurídico, especialmente:

        
				
        
          a)
          Ejercer su función con absoluto respeto a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.
        

        
				
        
          b)
          Actuar, en el cumplimiento de sus funciones, con absoluta neutralidad política e imparcialidad y, en consecuencia, sin discriminación alguna por razón de raza, religión u opinión.
        

        
				
        
          c)
          Actuar con integridad y dignidad. En particular, deberán abstenerse de todo acto de corrupción y oponerse a él resueltamente.
        

        
				
        
          d)
          Sujetarse en su actuación profesional, a los principios de jerarquía y subordinación. En ningún caso, la obediencia debida podrá amparar órdenes que entrañen la ejecución de actos que manifiestamente constituyan delito o sean contrarios a la Constitución o a las Leyes.
        

        
				
        
          e)
          Colaborar con la Administración de Justicia y auxiliarla en los términos establecidos en la Ley.
        

        
				
        2. Relaciones con la comunidad. Singularmente:

        
				
        
          a)
          Impedir, en el ejercicio de su actuación profesional, cualquier práctica abusiva, arbitraria o discriminatoria que entrañe violencia física o moral.
        

        
				
        
          b)
          Observar en todo momento un trato correcto y esmerado en sus relaciones con los ciudadanos, a quienes procurarán auxiliar y proteger, siempre que las circunstancias lo aconsejen o fueren requeridos para ello. En todas sus intervenciones, proporcionarán información cumplida, y tan amplia como sea posible, sobre las causas y finalidad de las mismas.
        

        
				
        
          c)
          En el ejercicio de sus funciones deberán actuar con la decisión necesaria, y sin demora cuando de ello dependa evitar un daño grave, inmediato e irreparable; rigiéndose al hacerlo por los principios de congruencia, oportunidad y proporcionalidad en la utilización de los medios a su alcance.
        

        
				
        
          d)
          Solamente deberán utilizar las armas en las situaciones en que exista un riesgo racionalmente grave para su vida, su integridad física o las de terceras personas, o en aquellas circunstancias que puedan suponer un grave riesgo para la seguridad ciudadana y de conformidad con los principios a que se refiere el apartado anterior.
        

        
				
        3. Tratamiento de detenidos, especialmente:

        
				
        
          a)
          Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad deberán identificarse debidamente como tales en el momento de efectuar una detención.
        

        
				
        
          b)
          Velarán por la vida e integridad física de las personas a quienes detuvieren o que se encuentren bajo su custodia y respetarán el honor y la dignidad de las personas.
        

        
				
        
          c)
          Darán cumplimiento y observarán con la debida diligencia los trámites, plazos y requisitos exigidos por el ordenamiento jurídico, cuando se proceda a la detención de una persona.
        

        
				
        4. Dedicación profesional:

        
				
        Deberán llevar a cabo sus funciones con total dedicación, debiendo intervenir siempre, en cualquier tiempo y lugar, se hallaren o no de servicio, en defensa de la Ley y de la seguridad ciudadana.

        
				
        5. Secreto profesional:

        
				
        Deberán guardar riguroso secreto respecto a todas las informaciones que conozcan por razón o con ocasión del desempeño de sus funciones. No estarán obligados a revelar las fuentes de información salvo que el ejercicio de sus funciones o las disposiciones de la ley les impongan actuar de otra manera.

        
				
        6. Responsabilidad:

        
				
        Son responsables personal y directamente por los actos que en su actuación profesional llevaren a cabo, infringiendo o vulnerando las normas legales, así como las reglamentarias que rijan su profesión y los principios enunciados anteriormente, sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial que pueda corresponder a las Administraciones Públicas por las mismas.

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          Disposiciones estatutarias comunes
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          Art. 8.
          1. La jurisdicción ordinaria será la competente para conocer de los delitos que se cometan contra miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, así como de los cometidos por éstos en el ejercicio de sus funciones.
        

        
				
        
          
            Iniciadas unas actuaciones por los Jueces de instrucción, cuando éstos entiendan que existen indicios racionales de criminalidad por la conducta de miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, suspenderán sus actuaciones y las remitirán a la Audiencia provincial correspondiente, que será la competente para seguir la instrucción, ordenar, en su caso, el procesamiento y dictar el fallo que corresponda
            [1]
          
          .
        

        
				
        Cuando el hecho fuese constitutivo de falta, los Jueces de instrucción serán competentes para la instrucción y el fallo, de conformidad con las normas de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

        
				
        Se exceptúan de lo dispuesto en los párrafos anteriores los supuestos en que sea competente la jurisdicción militar.

        
				
        2. El cumplimiento de la prisión preventiva y de las penas privativas de libertad por los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad se realizarán en establecimientos penitenciarios ordinarios, con separación del resto de detenidos o presos.

        
				
        3. La iniciación de procedimiento penal contra miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad no impedirá la incoación y tramitación de expedientes gubernativo o disciplinarios por los mismos hechos. No obstante, la resolución definitiva del expediente sólo podrá producirse cuando la sentencia recaída en el ámbito penal sea firme, y la declaración de hechos probados vinculará a la Administración. Las medidas cautelares que puedan adoptarse en estos supuestos podrán prolongarse hasta que recaiga resolución definitiva en el procedimiento judicial, salvo en cuanto a la suspensión de sueldo en que se estará a lo dispuesto en la legislación general de funcionarios.

        
				
        [.......]

        
				
        
          TÍTULO II
        

        
				
        
          De las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado
        

        
				
        
          CAPÍTULO V
        

        
				
        
          
            De la Organización de Unidades de Policía Judicial
            [2]
          
        

        
				
        
          Art. 29.
          1. Las funciones de Policía judicial que se mencionan en el artículo 126 de la Constitución serán ejercidas por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, a través de las Unidades que se regulan en el presente capítulo.
        

        
				
        2. Para el cumplimiento de dicha función tendrán carácter colaborador de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, el personal de Policía de las Comunidades Autónomas y de las Corporaciones Locales.

        
				
        
          Art. 30.
          1. El Ministerio del Interior organizará con funcionarios de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado que cuenten con la adecuada formación especializada, Unidades de Policía Judicial, atendiendo a criterios territoriales y de especialización delictual, a las que corresponderá esta función con carácter permanente y especial.
        

        
				
        
          2. Las referidas Unidades
          O
          rgánicas de Policía Judicial podrán adscribirse, en todo o en parte, por el Ministerio del Interior, oído el Consejo General del Poder Judicial, a determinados Juzgados y Tribunales. De igual manera podrán adscribirse al Ministerio Fiscal, oído el Fiscal
          G
          eneral del Estado.
        

        
				
        
          Art. 31.
          1. En el cumplimiento de sus funciones, los funcionarios adscritos a Unidades de Policía Judicial dependen orgánicamente del Ministerio del Interior y funcionalmente de los Jueces, Tribunales o Ministerio Fiscal que estén conociendo del asunto objeto de su investigación.
        

        
				
        
          2. Los Jueces o Presidentes de los respectivos órganos del orden jurisdiccional penal, así como los Fiscales Jefes podrán solicitar la intervención en una investigación de funcionarios o medios adscritos a Unidades
          O
          rgánicas de Policía Judicial por conducto del Presidente del Tribunal Supremo o de los Presidentes de los Tribunales Superiores de Justicia o del Fiscal
          G
          eneral del Estado, respectivamente.
        

        
				
        
          Art. 32.
          La Policía Judicial constituye una función cuya especialización se cursará en los Centros de Formación y Perfeccionamiento de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad de Estado, con participación de miembros de la Judicatura y del Ministerio Fiscal, o, complementariamente, en el Centro de Estudios Judiciales.
        

        
				
        La posesión del diploma correspondiente será requisito necesario para ocupar puestos en las unidades de Policía Judicial que se constituyan.

        
				
        
          Art. 33.
          Los funcionarios adscritos a las Unidades de Policía Judicial desempeñarán esa función con carácter exclusivo, sin perjuicio de que puedan desarrollar también las misiones de prevención de la delincuencia y demás que se les encomienden, cuando las circunstancias lo requieran, de entre las correspondientes a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.
        

        
				
        
          Art. 34.
          1. Los funcionarios de las Unidades de Policía Judicial no podrán ser removidos o apartados de la investigación concreta que se les hubiera encomendado, hasta que finalice la misma o la fase de procedimiento judicial que la originara, si no es por decisión o con la autorización del Juez o Fiscal competente.
        

        
				
        2. En las diligencias o actuaciones que lleven a cabo, por encargo y bajo la supervisión de los Jueces, Tribunales o Fiscales competentes de lo Penal, los funcionarios integrantes de las Unidades de Policía Judicial tendrán el carácter de comisionados de dichos Jueces, Tribunales y Fiscales, y podrán requerir el auxilio necesario de las autoridades y, en su caso, de los particulares.

        
				
        
          Art. 35.
          Los Jueces y Tribunales de lo Penal y el Ministerio Fiscal tendrán, respecto de los funcionarios integrantes de Unidades de Policía Judicial que le sean adscritas y de aquellos a que se refiere el número 2 del artículo 31 de esta
          L
          ey, las siguientes facultades:
        

        
				
        
          a)
          Les darán las órdenes e instrucciones que sean necesarias, en ejecución de lo dispuesto en las normas de Enjuiciamiento Criminal y Estatutos del Ministerio Fiscal.
        

        
				
        
          b)
          Determinarán, en dichas órdenes o instrucciones, el contenido y circunstancias de las actuaciones que interesen dichas Unidades.
        

        
				
        
          c)
          Controlarán la ejecución de tales actuaciones, en cuanto a la forma y los resultados.
        

        
				
        
          d)
          Podrán instar el ejercicio de la potestad disciplinaria, en cuyo caso emitirán los informes que puedan exigir la tramitación de los correspondientes expedientes, así como aquellos otros que consideren oportunos. En estos casos recibirán los testimonios de las resoluciones recaídas.
        

        
				
        
          Art. 36.
          Salvo lo dispuesto en este capítulo, el régimen funcionarial del personal integrado en las Unidades de Policía Judicial será el de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [1] Párrafo declarado inconstitucional y, por tanto, nulo por Sentencia del Tribunal Constitucional 55/1990, de 28 de marzo (suplemento al «BOE» núm. 92, de 17 de abril).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [2] Véanse los artículos 282 a 298 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 547 a 550 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2) y el Real Decreto 769/1987, de 19 de junio, que se incluye en el parágrafo siguiente.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
  
          § 11
          REAL DECRETO 769/1987, DE 19 DE JUNIO (RELACIONES CON LAS CORTES Y SECRETARÍA DEL GOBIERNO), SOBRE REGULACIÓN DE LA POLICÍA JUDICIAL
        

        
				
        («BOE» núm. 150, de 24 de junio de 1987)

        
				
        El artículo 126 de la Constitución establece que la Policía Judicial depende de los Jueces, Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus funciones de averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente, en los términos que la Ley establezca. Este mandato constitucional ha venido a ser desarrollado por la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, en el título III de su libro V (arts. 443 a 446), y, más recientemente, por la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, que, en el capítulo V de su título II, configura las que denomina «Unidades de Policía Judicial».

        
				
        La necesidad de proceder al desenvolvimiento de ese marco normativo para extraer todas las posibilidades que en el mismo subyacen, exige abordar el tratamiento de toda una gama de cuestiones diversas, como las relativas a organización, distribución territorial de Unidades Orgánicas de la Policía Judicial, régimen jurídico de las mismas y procedimientos o mecanismos de selección de sus componentes. Al servicio de estos fines, el presente Real Decreto se orienta preferentemente a delimitar las funciones de la Policía Judicial en sentido estricto, es decir, las que se refieren al esclarecimiento de las conductas presuntamente delictivas e identificación y aprehensión de sus responsables, aunque tangencialmente ha sido necesario referirse en alguna ocasión al deber genérico de auxilio a la Administración de Justicia.

        
				
        Cuestión inicial que ha debido abordarse en esta nueva regulación es, a no dudarlo, la propia delimitación y fijación del concepto de Policía Judicial que, lejos de tener un significado único o monovalente, se presta a interpretaciones dispares. Por ello, se ha tratado de deslindar la consideración funcional general que refleja el artículo 283 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, de lo que debe ser una conceptuación moderna de la Policía Judicial como policía científica que requiere la aplicación de principios de unidad orgánica y, sobre todo, de especialización. Consecuentemente con estos criterios de unidad y especialización se ha centrado la regulación alrededor de lo que el artículo 30.1 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, denomina Unidades Orgánicas de Policía Judicial, integradas bien por funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía, bien por miembros de la Guardia Civil, pero, en cualquier caso, presididos por principios de permanencia, estabilidad, especialización y estricta sujeción o dependencia funcional respecto de Jueces, Tribunales y Ministerio Fiscal.

        
				
        Motivo de regulación, especialmente detallada en el capítulo tercero, ha sido precisamente la concreción y desarrollo del principio de dependencia funcional que tan claramente recoge el artículo 126 de la Constitución Española. Se ha tratado así de establecer una estrecha vinculación entre los específicos estamentos policiales que centran su actividad alrededor de la investigación criminal y las autoridades judiciales y fiscales, lo que se ha pretendido traducir, no sólo en la sujeción exclusiva de aquéllos a las directrices que éstas marcan en el cumplimiento de sus misiones, sino también en la participación de dichas autoridades en aspectos fundamentales del régimen orgánico de los funcionarios policiales, tales como el ejercicio de las potestades disciplinarias o de concesión de recompensas, los procesos selectivos para el acceso a la especialización o, incluso, la distribución territorial de efectivos especialmente asignados a concretos órganos judiciales.

        
				
        A esta última materia se consagra de modo especial el capítulo cuarto del presente Real Decreto, que desarrolla la posibilidad contenida en el artículo 30.2 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, fijándose así las bases generales para la asignación de dichos efectivos y los criterios fundamentales de actuación de los mismos, cuya específica distribución territorial habrá de hacerse en una fase posterior por el Ministerio del Interior, con intervención del Consejo General del Poder Judicial o la Fiscalía General del Estado, en su caso. Se trata, en definitiva, de que los órganos judiciales puedan disponer de modo inmediato del apoyo técnico imprescindible para las diligencias de investigación criminal en los procesos penales que ante los mismos se tramitan.

        
				
        De otra parte, la existencia de diversos escalones en la estructura orgánica de la Policía Judicial que se proyecta, la independencia de los Jueces y Tribunales y la necesidad de hacer efectivo el principio de dependencia funcional son razones que demandan un sistema de coordinación y de dirección unitaria para aquellos casos en que la investigación criminal desborde el ámbito territorial de un solo órgano judicial, refiriéndose a conductas delictivas que produzcan sus efectos en diferentes localidades, provincias o regiones, y sean objeto de procedimientos tramitados por Juzgados diversos. Para tales supuestos, así como para los de puesta en marcha de campañas de lucha frente a la criminalidad en general, o frente a la delincuencia organizada e, incluso, para la armonización de directrices, la eficacia en la actuación parece requerir la adopción de criterios de unidad de dirección que evite la dispersión de esfuerzos y el desconcierto operativo. Se ha entendido que tales fines pueden obtenerse mediante la configuración a nivel provincial de órganos de coordinación en cuya composición habrían de figurar miembros del Poder Judicial, del Ministerio Fiscal y de la propia estructura policial. La conformación de estas instancias coordinadoras culmina en un órgano a nivel nacional cuya misión fundamental viene a ser la de fijar las grandes líneas de actuación de la Policía Judicial. Todo ello se regula en el capítulo quinto del presente Real Decreto.

        
				
        Finalmente, el capítulo sexto se consagra a la primordial materia de la selección, formación y perfeccionamiento de los miembros de las Unidades Orgánicas de Policía Judicial. Se introducen importantes novedades, tales como el establecimiento de cursos de especialización a realizar, con la necesaria distinción de diferentes niveles, tanto en los Centros docentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, como en el propio Centro de Estudios Judiciales, y con intervención de jueces, magistrados, fiscales y miembros de otras profesiones jurídicas. Sin perjuicio del establecimiento de un sistema de derecho transitorio, se prevé que la posesión de la titulación obtenida a través de dichos cursos será requisito necesario para la obtención de destino en las Unidades Orgánicas de Policía Judicial.

        
				
        En su virtud, con informe del Consejo General del Poder Judicial, a propuesta de los Ministros de Justicia y del Interior, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 19 de junio de 1987, dispongo:

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          
            De la función de Policía Judicial
            [1]
          
        

        
				
        
          Artículo 1.
          Las funciones generales de Policía Judicial corresponden a todos los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, cualquiera que sea su naturaleza y dependencia, en la medida en que deben prestar la colaboración requerida por la Autoridad Judicial o el Ministerio Fiscal en actuaciones encaminadas a la averiguación de delitos o descubrimiento y aseguramiento de delincuentes, con estricta sujeción al ámbito de sus respectivas competencias, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 283 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal
          [2].
        

        
				
        
          Art. 2.
          Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, en sus funciones de
          P
          olicía
          J
          udicial, desarrollarán los cometidos expresados en el artículo 1, a requerimiento de la Autoridad Judicial, del Ministerio Fiscal o de sus superiores policiales o por propia iniciativa a través de estos últimos, en los términos previstos en los artículos siguientes.
        

        
				
        
          Art. 3.
          Los Jueces, Tribunales y miembros del Ministerio Fiscal podrán, en defecto de Unidades de Policía Judicial, con carácter transitorio o en supuestos de urgencia y siempre con sujeción a su respectivo ámbito legal y territorial de atribuciones, encomendar a los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad la práctica de concretas diligencias de investigación, en los términos previstos en el artículo 288 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
        

        
				
        
          Art. 4.
          Todos los componentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, cualquiera que sean su naturaleza y dependencia, practicarán por su propia iniciativa y según sus respectivas atribuciones, las primeras diligencias de prevención y aseguramiento así que tengan noticia de la perpetración del hecho presuntamente delictivo, y la ocupación y custodia de los objetos que provinieren del delito o estuvieren relacionados con su ejecución, dando cuenta de todo ello en los términos legales a la Autoridad Judicial o Fiscal, directamente o a través de las Unidades Orgánicas de Policía Judicial.
        

        
				
        
          Art. 5.
          Cualquiera que sea el funcionario policial que haya iniciado la investigación, habrá de cesar en la misma al comparecer para hacerse cargo de ella la Autoridad Judicial o el Fiscal encargado de las actuaciones, directamente o a través de la correspondiente Unidad Orgánica de Policía Judicial, a quienes hará entrega de las diligencias practicadas y de los efectos intervenidos, así como de las personas cuya detención se hubiese acordado.
        

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          De las Unidades de Policía Judicial
        

        
				
        
          Art. 6.
          La Policía Judicial, con la composición y estructuración que en esta norma se determinan, desarrollará, bajo la dependencia funcional directa de los Jueces y Tribunales y del Ministerio Fiscal, funciones de averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente, con arreglo a lo dispuesto en la Ley.
        

        
				
        
          Art. 7.
          Constituyen la Policía Judicial en sentido estricto las Unidades Orgánicas previstas en el artículo 30.1 de la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad
          [3]
          integradas por miembros del Cuerpo Nacional de Policía y de la Guardia Civil.
        

        
				
        
          Art. 8.
          Dichas Unidades actuarán conforme a lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y con sujeción a los principios y normas contenidos en el capítulo siguiente de este Real Decreto.
        

        
				
        
          Art. 9.
          Las Unidades Orgánicas de la Policía Judicial se estructurarán con arreglo a criterios de distribución territorial sobre una base provincial. También podrán constituirse secciones de las mismas en aquellas poblaciones cuyo índice de criminalidad así lo aconseje.
        

        
				
        Asimismo, se constituirán Unidades con ámbito de actuación que exceda el provincial, por razones de especialización delictual o de técnicas de investigación.

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          De los criterios y normas de actuación de las Unidades Orgánicas de la Policía Judicial
        

        
				
        
          Sección 1.ª De la dependencia funcional
        

        
				
        
          Art. 10.
          En la ejecución de sus cometidos referentes a la averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente, así como de los previstos en los apartados
          b)
          a
          e),
          del artículo 445 de la Ley Orgánica del Poder Judicial
          [4]
          las Unidades Orgánicas de la Policía Judicial y los funcionarios a ellas adscritos dependen funcionalmente de los Jueces, Tribunales o miembros del Ministerio Fiscal que estén conociendo del asunto objeto de su investigación.
        

        
				
        
          Art. 11.
          Los funcionarios policiales comisionados por la Autoridad Judicial o Fiscal con arreglo al artículo 21 para la práctica de alguna concreta investigación se atendrán en el desarrollo de ésta a las órdenes y directrices que hubieren recibido, sin que las instrucciones de carácter técnico que obtuvieren de sus superiores policiales inmediatos puedan contradecir las primeras.
        

        
				
        
          Art. 12.
          Los referidos funcionarios policiales informarán de la evolución de sus investigadores y rendirán cumplida cuenta del resultado final de su actuación a la Autoridad Judicial o del Ministerio Fiscal que la hubiere ordenado, en los términos y forma que la misma haya dispuesto.
        

        
				
        
          Art. 13.
          En las diligencias o actuaciones que lleven a cabo o por encargo y bajo la supervisión de los Jueces, Tribunales o Fiscales competentes, los funcionarios integrantes de las Unidades Orgánicas de la Policía Judicial tendrán el carácter de comisionados de aquéllos y, en tal concepto, podrán requerir el auxilio necesario de las autoridades y, en su caso, de los particulares.
        

        
				
        
          Art. 14.
          Las diligencias y actuaciones llevadas a cabo por las Unidades Orgánicas de la Policía Judicial tendrán el valor reconocido en las Leyes y gozarán de la especial consideración derivada de la adscripción y del carácter de comisionados de Jueces, Tribunales y Fiscales.
        

        
				
        
          Art. 15.
          Los funcionarios integrantes de las Unidades Orgánicas de la Policía Judicial deberán guardar rigurosa reserva sobre la evolución y resultado de las concretas investigaciones que les hubieren sido encomendadas, así como de todas las informaciones que, a través de ellas, obtengan.
        

        
				
        La infracción de dicho deber será corregida disciplinariamente, sin perjuicio de otras responsabilidades a que la misma pudiere dar lugar.

        
				
        La obligación de reserva no impedirá, salvo prohibición expresa del Juez o Fiscal competentes, el intercambio interno de información dentro de la Unidad Orgánica para la mejor coordinación y eficacia de los servicios.

        
				
        
          Art. 16.
          Los funcionarios de las Unidades Orgánicas de la Policía Judicial no podrán ser removidos o apartados de la investigación concreta que se les hubiere encomendado, hasta que finalice la misma o la fase procesal que la originó, si no es por decisión o con la autorización del Juez o Fiscal competente. Cuando los funcionarios a quienes esté encomendada una concreta investigación hayan de cesar en su destino por causas legalmente establecidas, su cese se participará a la Autoridad Judicial o Fiscal para su conocimiento.
        

        
				
        
          Art. 17.
          Con independencia de las facultades conferidas por la Ley de Enjuiciamiento Criminal a la Autoridad Judicial y al Ministerio Fiscal, el Juez o Tribunal del que dependan los funcionarios adscritos a las Unidades Orgánicas de la Policía Judicial, o, en su caso, el Fiscal competente, podrán instar el ejercicio de la potestad disciplinaria respecto de aquéllos cuando fundadamente entiendan que su conducta ha sido merecedora de sanción. A tal efecto podrán practicar las informaciones reservadas que consideren pertinentes.
        

        
				
        En los casos en que los hechos objeto del expediente tengan relación directa con el desarrollo de la investigación, el Juez, Tribunal o Fiscal del que dependan informará con carácter preceptivo en el mismo y podrá emitir cualquier otro informe que considere oportuno durante su tramitación.

        
				
        Igualmente, podrá instar la concesión de recompensas cuando estime que existen méritos para ello.

        
				
        En uno y otro caso, se le remitirán puntualmente testimonios de las resoluciones recaídas.

        
				
        
          En todo caso, se le comunicará cualquier medida de suspensión cautelar o provisional del funcionario o los funcionarios policiales afectados
          [5].
        

        
				
        
          
            Sección 2.ª Principios que caracterizan su actuación y formas en que la misma se exterioriza
          
        

        
				
        
          Art. 18.
          A las Unidades Orgánicas de la Policía Judicial corresponderá la función de investigación criminal con carácter permanente y especial. A tal fin, contarán con los efectivos y medios necesarios para el eficaz desenvolvimiento de sus cometidos, estableciéndose, en aquellas Unidades en cuyo ámbito de actuación el nivel de delincuencia lo hiciere preciso, los correspondientes equipos de especialización delictual.
        

        
				
        
          Art. 19.
          Los Jueces, Tribunales o Fiscales competentes no podrán encargar a las Unidades de la Policía Judicial otras funciones que las previstas en el artículo 445.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial
          [6], sin perjuicio de las que con carácter excepcional puedan encomendárseles con arreglo al artículo 33 de la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad
          [7]. De estas últimas, se dará cuenta a la Comisión Provincial de Coordinación de la Policía Judicial.
        

        
				
        
          Art. 20.
          Cuando los funcionarios integrantes de las Unidades Orgánicas de la Policía Judicial realicen diligencias de investigación criminal formalmente concretadas a un supuesto presuntamente delictivo, pero con carácter previo a la apertura de la correspondiente actuación judicial, actuarán bajo la dependencia del Ministerio Fiscal. A tal efecto, darán cuenta de sus investigaciones a la Fiscalía correspondiente que, en cualquier momento, podrá hacerse cargo de la dirección de aquéllas, en cuyo caso los miembros de la Policía Judicial actuarán bajo su dependencia directa y practicarán sin demora las diligencias que el Fiscal les encomiende para la averiguación del delito y el descubrimiento y aseguramiento del delincuente
          [8].
        

        
				
        
          Art. 21.
          El Juez o Tribunal competente, una vez iniciado el procedimiento penal, y el Fiscal encargado de las actuaciones, en los casos a que se refiere el artículo anterior, se entenderán directamente, y sin necesidad de acudir a instancias administrativas superiores, con el Jefe de la Unidad correspondiente, sea del Cuerpo Nacional de Policía o de la Guardia Civil, para encomendarle la práctica de cualquier investigación o la realización de otras misiones propias de la Policía Judicial. El responsable policial requerido habrá de disponer lo que sea preciso para el eficaz cumplimiento del servicio, participando a la Autoridad Judicial o Fiscal los funcionarios que habrán de llevar a efecto la investigación ordenada.
        

        
				
        
          Igualmente, podrá la Autoridad Judicial o Fiscal ordenar que comparezcan ante su presencia, cuantas veces lo considere conveniente el o los concretos funcionarios policiales a quienes dicha Jefatura haya encargado la ejecución, con el fin de impartir las instrucciones que estime pertinentes, indicar las líneas de actuación y controlar el cumplimiento de sus cometidos o la evolución de sus investigaciones
          [9].
        

        
				
        
          Art. 22.
          Excepcionalmente, para realizar actuaciones o pesquisas que, por su trascendencia o complejidad, requieran la permanente adscripción de funcionarios o de medios pertenecientes a grupos policiales especializados, no integrados en la correspondiente Unidad Orgánica, o cuya investigación haya de extenderse a varias provincias con ámbito territorial superior al de la Autoridad Judicial o Fiscal que ordene la investigación, el encargo habrá de cursarse por conducto del Presidente del Tribunal Supremo o del Fiscal General del Estado, del Presidente o Fiscal de la Audiencia Nacional o de los del Tribunal Superior de Justicia respectivo.
        

        
				
        
          Cuando se trate de la adscripción permanente a una concreta investigación de funcionarios integrados en la correspondiente Unidad Orgánica, en caso de discrepancia, resolverá el Jefe de la correspondiente Unidad Orgánica, previo informe de la Comisión Provincial de Coordinación de la Policía Judicial
          [10].
        

        
				
        
          CAPÍTULO IV
        

        
				
        
          De las Unidades de la Policía Judicial adscritas a determinados Juzgados, Tribunales o Fiscalías
        

        
				
        
          
            Sección 1.ª De la composición y régimen de las Unidades adscritas
          
        

        
				
        
          Art. 23.
          El Ministerio del Interior, previo informe favorable del Consejo General del Poder Judicial o a su propuesta, podrá asignar con carácter permanente y estable a los Juzgados y Tribunales que por su ritmo de actividades lo requieran Unidades de Policía Judicial especialmente adscritas a los mismos. De igual manera se adscribirán a aquellas Fiscalías que se estimen precisas, oído el Fiscal General del Estado y atendiendo preferentemente a aquellas con respecto a las cuales exista propuesta o informe favorable de éste.
        

        
				
        
          Art. 24.
          Las Unidades adscritas de la Policía Judicial formarán parte integrante de la correspondiente Unidad Orgánica provincial en cuya estructura se incardinarán y de cuyos medios materiales y humanos se surtirán.
        

        
				
        
          Los funcionarios que las integren se mantendrán de modo permanente y estable asignados a las mismas. Ello no obstante, la pertenencia a estas Unidades podrá dejarse sin efecto por el órgano competente, previo informe favorable que, con carácter preceptivo y vinculante, emitirá la Comisión Provincial de Coordinación. También quedará sin efecto cuando concurra alguna otra causa legal que determine su cese o traslado
          [11].
        

        
				
        
          Art. 25.
          Las Unidades de la Policía Judicial, especialmente adscritas a órganos jurisdiccionales o Fiscalías, deberán, en lo posible, tener su sede en las propias dependencias o edificios judiciales y Fiscalías. A tal fin se habilitarán los locales adecuados.
        

        
				
        
          Art. 26.
          Tales Unidades quedarán asignadas a los respectivos Decanatos, en los que radicará la función de coordinación general, pero su dependencia funcional directa en la realización de cometidos específicos de investigación criminal se establecerá respecto de cada órgano jurisdiccional y, muy especialmente, respecto del Juzgado de Guardia y Fiscal de Guardia, a los que atenderán de modo preferente.
        

        
				
        En los supuestos en que dichas Unidades se adscriban a órganos jurisdiccionales o fiscales de ámbito nacional, autonómico, supraprovincial o provincial, la dependencia directa se entenderá referida al respectivo Presidente o Fiscal Jefe.

        
				
        
          Art. 27.
          Las Unidades especialmente adscritas se compondrán, tanto de funcionarios diplomados y especializados en Policía Judicial que hayan superado los cursos de selección previstos en el capítulo V de esta disposición como de otros efectivos policiales no necesariamente dotados de aquella formación especializada, para funciones auxiliares y de apoyo.
        

        
				
        
          Sección 2.ª De las atribuciones y cometidos de las Unidades adscritas
        

        
				
        
          Art. 28.
          Las
          U
          nidades especialmente adscritas, en su labor de asistencia directa a los órganos del orden jurisdiccional penal y muy en especial al Juzgado y Fiscal de Guardia, desempeñarán cometidos de investigación criminal especializada propios de una Policía científica.
        

        
				
        Dentro de este ámbito de funciones podrá encomendárseles la práctica de las siguientes:

        
				
        
          a)
          Inspecciones oculares.
        

        
				
        
          b)
          Aportación de primeros datos, averiguación de domicilios y paraderos y emisión de informes de solvencia o de conducta.
        

        
				
        
          c)
          Emisión, incluso verbal, de informes periciales provisionales, pero de urgente necesidad para adoptar decisiones judiciales que no admiten dilación.
        

        
				
        
          d)
          Intervención técnica en levantamiento de cadáveres.
        

        
				
        
          e)
          Recogida de pruebas.
        

        
				
        
          f)
          Actuaciones de inmediata intervención.
        

        
				
        
          g)
          Cualesquiera otras de similar naturaleza a las anteriores.
        

        
				
        
          h)
          Ejecución de órdenes inmediatas de Presidentes, Jueces y Fiscales.
        

        
				
        
          Art. 29.
          Cuando de las actuaciones iniciales realizadas por la correspondiente Unidad adscrita se desprenda la necesidad de practicar una más extensa investigación o que requiera la utilización de medios de los que aquélla no disponga, se dará traslado de las diligencias a la Unidad Orgánica, que recibirá de la Autoridad Judicial las instrucciones y orientaciones precisas para la eficaz culminación del servicio, sin perjuicio de que en dichas actuaciones adicionales pueda contarse con la colaboración de los funcionarios que practicaron las primeras diligencias.
        

        
				
        
          Art. 30.
          Corresponde al Jefe de la respectiva Unidad adscrita la determinación concreta de los funcionarios que habrán de asumir, en cada caso, uno u otros cometidos, dando cuenta a la Autoridad Judicial o Fiscal de la que emanase la orden.
        

        
				
        Igualmente el Jefe de la Unidad adscrita mantendrá respecto de la Unidad Orgánica, de la que forma parte, estrechas relaciones de coordinación en aras de la mayor eficacia.

        
				
        
          CAPÍTULO V
        

        
				
        
          De las Comisiones de Coordinación de la Policía Judicial
        

        
				
        
          Sección 1.ª De su composición
        

        
				
        
          Art. 31.
          Se crean las Comisiones Nacional y Provinciales de Coordinación de la Policía Judicial con el fin de armonizar y lograr la unidad de dirección en las fuerzas policiales adscritas a la investigación criminal.
        

        
				
        
          Art. 32.
          La Comisión Nacional de Coordinación de la Policía Judicial estará integrada por:
        

        
				
        
          a)
          El Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, que la presidirá cuando asista personalmente.
        

        
				
        
          b)
          El Ministro de Justicia.
        

        
				
        
          c)
          El Ministro del Interior.
        

        
				
        
          d
          ) El Fiscal General del Estado.
        

        
				
        
          e)
          El Secretario de Estado para la Seguridad.
        

        
				
        
          f)
          Un vocal del Consejo General del Poder Judicial, nombrado y separado libremente por el Pleno de dicho órgano.
        

        
				
        
          g)
          Un miembro de la Carrera Judicial nombrado y separado por el Consejo General del Poder Judicial, que tenga, al menos, la categoría de magistrado.
        

        
				
        
          h)
          Un representante de cada una de las Comunidades Autónomas con competencia estatutaria para la protección de las personas y bienes y para el mantenimiento del orden público, que ejerzan efectivamente funciones de        Policía Judicial [12].        

        
				
        En caso de ausencia personal del Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, ostentará la presidencia el miembro de la Comisión a quien corresponda por razón de precedencia.


          Art. 33.
        El Presidente del Tribunal Supremo podrá delegar en un Magistrado de la Sala Segunda de dicho Alto Tribunal. 

        
				
  
        El Ministro de Justicia, en el Subsecretario o en el Director general de  Relaciones con la Administración de Justicia. 

        
				
      El Ministro del Interior y el Secretario de Estado para la Seguridad, en el Director general de la Policía o en el Director general de la Guardia Civil.

        
				
        El Fiscal General del Estado, en un Fiscal de Sala del Tribunal Supremo.

        
				
        
          Art. 34.
          Las Comisiones Provinciales de Coordinación de la Policía Judicial estarán compuestas por:
        

        
				
        
          a)
          El Presidente de la Audiencia Provincial, que la presidirá.
        

        
				
        
          b)
          El Fiscal Jefe de la Audiencia.
        

        
				
        
          c)
          El Magistrado Juez Decano de los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción de la capital de la provincia.
        

        
				
        
          d)
          El Jefe de la Unidad Orgánica de la Policía Judicial del Cuerpo Nacional de Policía.
        

        
				
        
          e)
          El Jefe de la Unidad Orgánica de Policía Judicial de la Guardia Civil.
        

        
				
        
          f)
          En el caso de Comunidades Autónomas con competencia estatutaria para la protección de las personas y bienes y para el mantenimiento del orden público, y que ejerzan efectivamente funciones de policía judicial, el responsable de la misma a nivel provincial
          [13].
        

        
				
        
          Art. 35.
          Eventualmente podrán incorporarse a las Comisiones Nacionales y Provinciales, para el tratamiento de materias concretas o para realizar tareas de auxilio técnico y documentación, otras Autoridades o funcionarios, cuyo criterio o asesoramiento se estime necesario.
        

        
				
        Igualmente, podrán constituirse Comités técnicos para el estudio de temas específicos.

        
				
        
          El nombramiento de Secretario de la Comisión se regirá por lo dispuesto en el
          
            artículo 13 de la Ley de Procedimiento Administrativo
            [14]
          
          .
        

        
				
        
          Sección 2.ª De sus atribuciones y régimen de funcionamiento
        

        
				
        
          Art. 36.
          La Comisión Nacional tendrá las siguientes atribuciones:
        

        
				
        
          a)
          Efectuar estudios permanentemente actualizados acerca de la evolución y desarrollo de la delincuencia.
        

        
				
        
          b
          ) Emitir informes o realizar propuestas de planes generales de actuaciones de la Policía Judicial contra la criminalidad.
        

        
				
        
          c)
          Intervenir, con estricto respeto al principio de independencia judicial en las actuaciones jurisdiccionales, para unificar criterios o resolver eventuales incidencias que dificulten el adecuado funcionamiento de la Policía Judicial o cualesquiera otras que puedan surgir en las relaciones entre la Autoridad Judicial o Fiscal y la Policía Judicial.
        

        
				
        
          d)
          Emitir informe sobre la fijación o modificación de las plantillas de las Unidades Orgánicas de Policía Judicial, así como sobre los medios materiales a las mismas asignados, adoptando las iniciativas que estime pertinentes sobre la materia.
        

        
				
        
          e)
          Conocer de las incidencias que puedan producirse en orden a la especial adscripción de funcionarios o medios a que se refieren los artículos 31.2 de la Ley de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad
          [15]
          y 22 de este Real Decreto.
        

        
				
        
          f)
          Unificar criterios e impartir instrucciones en relación con la actuación de las Comisiones Provinciales.
        

        
				
        
          g)
          Armonizar las actuaciones de investigación de la criminalidad cuyo ámbito territorial desborde el de una Unidad Orgánica.
        

        
				
        
          h)
          Conocer previamente de los nombramientos de los altos responsables de las Unidades Orgánicas de la Policía Judicial en sus distintos niveles.
        

        
				
        
          i)
          Informar los anteproyectos de disposiciones generales reguladoras de la Policía Judicial.
        

        
				
        
          j)
          Cualesquiera otras de análoga naturaleza o que le sean asignadas en el futuro.
        

        
				
        
          Art. 37.
          Las Comisiones Provinciales tendrán las siguientes competencias:
        

        
				
        
          a)
          Las reguladas en los apartados
          a), b), c)
          y
          d)
          del artículo anterior, dentro de su ámbito provincial.
        

        
				
        
          b)
          Informar con carácter preceptivo las peticiones de adscripción de funcionarios o equipos de la Unidad Orgánica Provincial a un determinado órgano judicial o Fiscalía para una investigación concreta y que le hayan sido sometidas por el Jefe de aquélla.
        

        
				
        
          c)
          Informar con carácter preceptivo y vinculante las propuestas de remoción de funcionarios pertenecientes a las Unidades adscritas a que se refiere el artículo 24 de este Real Decreto.
        

        
				
        
          d)
          Aplicar las directrices emanadas de la Comisión Nacional y elevar a la misma los informes y propuestas correspondientes.
        

        
				
        
          e)
          Informar las propuestas de recompensas y tener conocimiento de los expedientes disciplinarios incoados en los demás supuestos no contemplados en el artículo 17 de este Real Decreto.
        

        
				
        
          f)
          Cualesquiera otras de análoga naturaleza o que le sean asignadas en el futuro.
        

        
				
        
          Art. 38.
          La Comisión Nacional celebrará, al menos, una reunión trimestral.
        

        
				
        Las Comisiones Provinciales se reunirán con periodicidad mensual, a convocatoria de su Presidente que fijará el orden del día.

        
				
        
          El régimen jurídico de las Comisiones será el previsto para los órganos colegiados en la
          
            Ley de Procedimiento Administrativo
            [16]
          
          .
        

        
				
        
          CAPÍTULO VI
        

        
				
        
          De la selección, formación y perfeccionamiento de los integrantes de las Unidades Orgánicas de la Policía Judicial
        

        
				
        
          Sección 1.ª Disposiciones generales
        

        
				
        
          Art. 39.
          La integración de funcionarios policiales en Unidades Orgánicas de la Policía Judicial requerirá una previa formación especializada, que se acreditará mediante el correspondiente título obtenido tras la superación de las pruebas que al efecto se establezcan.
        

        
				
        Para la obtención de dicho título será requisito imprescindible estar en posesión del diploma expedido por el Centro de Estudios Judiciales.

        
				
        
          Art. 40.
          La referida especialización, con los niveles que se determinen, se cursará en dos fases, de las cuales, la primera tendrá lugar en los Centros de Formación y Perfeccionamiento de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, y la segunda, en el Centro de Estudios Judiciales, con la participación docente en ambas fases de miembros de la Judicatura y del Ministerio Fiscal, Catedráticos y Profesores de Universidad y de otras profesiones jurídicas.
        

        
				
        
          Sección 2.ª De la formación y perfeccionamiento en los Centros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado
        

        
				
        
          Art. 41.
          Los Centros de Formación y Perfeccionamiento de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado intervendrán en los procesos de selección a través de los cursos generales de acceso a los respectivos Cuerpos y de los cursos de especialización que se establezcan al efecto.
        

        
				
        
          Art. 42.
          En el plan de estudios de los cursos de acceso a la Escala Ejecutiva del Cuerpo Nacional de Policía y al empleo de Oficial en el Cuerpo de la Guardia Civil se incluirán cuantas materias sean necesarias para la adquisición de una formación especializada, orientada al desarrollo de funciones de
          P
          olicía
          J
          udicial.
        

        
				
        
          En el plan de estudios de los cursos de acceso a las demás Escalas del Cuerpo Nacional de Policía y a los restantes empleos del Cuerpo de la Guardia Civil, se incluirán, al menos, las disciplinas necesarias para posibilitar el desempeño de la función de
          P
          olicía
          J
          udicial en sentido genérico.
        

        
				
        
          Art. 43.
          Dichos Centros docentes programarán, asimismo, cursos de actualización y cursos monográficos de Policía Judicial en sus diversas manifestaciones, al objeto de atender a la formación permanente y al perfeccionamiento de los funcionarios que hayan de desempeñar cometidos de
          P
          olicía
          J
          udicial en las correspondientes Unidades Orgánicas.
        

        
				
        
          Sección 3.ª De la formación y perfeccionamiento en el Centro de Estudios Judiciales
        

        
				
        
          Art. 44.
          Los funcionarios que hayan superado los cursos de especialización en Policía Judicial impartidos por los Centros de Formación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado podrán acceder a los cursos específicos que se programen al efecto por el Centro de Estudios Judiciales.
        

        
				
        En este proceso selectivo se tendrá también en consideración la necesidad de establecer dos niveles formativos, referidos, respectivamente, a las Escalas y Empleos superiores e inferiores de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

        
				
        
          Art. 45.
          Una vez superado el curso programado por el Centro de Estudios Judiciales, se expedirá el correspondiente diploma, que habilitará para obtener la correspondiente titulación y ocupar destinos en Unidades Orgánicas de la Policía Judicial.
        

        
				
        
          DISPOSICIONES TRANSITORIAS
        

        
				
        
          Primera.
          –Todos los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado que, a la entrada en vigor de este Real Decreto, estén desempeñando funciones de
          P
          olicía
          J
          udicial, continuarán desarrollándolas integrados en las correspondientes Unidades Orgánicas, hasta tanto se cubran dichos puestos con funcionarios especializados. Asimismo, podrán acceder a dicha especialización y a la obtención del oportuno diploma, mediante la realización de los cursos especiales y, en su caso, descentralizados que se establezcan.
        

        
				
        
          Los integrantes del Cuerpo Nacional de Policía y de la Guardia Civil que, a la entrada en vigor de este Real Decreto, no realicen funciones de
          P
          olicía
          J
          udicial, podrán acceder a los cursos de especialización del Centro de Estudios Judiciales, previa superación de los procesos internos de aptitud.
        

        
				
        
          Segunda.
          –Las atribuciones que este Real Decreto confiere a los Presidentes de los Tribunales de Justicia se entenderán hechas, en cuanto subsistan, a los de las Audiencias Territoriales.
        

        
				
        
          DISPOSICIÓN FINAL
        

        
				
        El presente Real Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [1] Véanse los artículos 547 a 550 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (parágrafo 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [2] Téngase en cuenta la Ley 11/2003, de 21 de mayo («BOE» núm. 122, de 22 de mayo), que regula los equipos conjuntos de investigación penal en el ámbito de la Unión Europea, y es complementada por la Ley Orgánica 3/2003, de 21 de mayo («BOE» núm. 122, de 22 de mayo), por la que se establece el régimen de responsabilidad penal de los miembros destinados en dichos equipos cuando actúen en España.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [3] Figura como parágrafo 10.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [4] Se incluye como parágrafo 2.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [5] Véase el artículo 37.
              e)
              de este Real Decreto.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [6] Figura como parágrafo 2.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [7] Se incluye como parágrafo 10.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [8] La Instrucción de la Fiscalía General del Estado de 4 de mayo de 1988 (suplemento al «Boletín de Información del Ministerio de Justicia» núm. 1.518, de 15 de febrero de 1989), sobre relación del Ministerio Fiscal con la Policía Judicial, considera necesario para el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo:
            

            
						
            «1.º Los Fiscales Jefes de las Audiencias respectivas, despachen, al menos semanalmente, con los Jefes de las Unidades Orgánicas Provinciales de Policía Judicial, tanto del Cuerpo Nacional de Policía como de la Guardia Civil, aquellos asuntos que deba conocer el Ministerio Fiscal en virtud de lo dispuesto en el artículo 20 del citado Real Decreto.

            
						
            2.º El Ministerio Fiscal asuma la dirección de las investigaciones correspondientes en los supuestos que sean necesarios.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [9] Véase el artículo 11 de este Real Decreto.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [10] Véase el artículo 36.
              e)
              de este Real Decreto.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [11] Artículo 37.
              c)
              de este Real Decreto.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [12] Letra adicionada por Real Decreto 54/2002, de 18 de enero («BOE» núm. 25, de 29 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [13] Letra adicionada por Real Decreto 54/2002, de 18 de enero.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [14] Artículo 25 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre («BOE» núm. 285, de 27 de noviembre), de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [15] Figura como parágrafo 10.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [16] Artículos 22 a 27 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre («BOE» núm. 285, de 27 de noviembre), de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
			
    

      
			
    

      
		
  

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          CONFLICTOS JURISDICCIONALES
        

        
				
        
          § 12
          LEY ORGÁNICA 2/1987, DE 18 DE MAYO (JEFATURA DEL ESTADO), DE CONFLICTOS JURISDICCIONALES
        

        
				
        («BOE» núm. 120, de 20 de mayo de 1987)

        
				
        La ordenación actual de los conflictos jurisdiccionales está contenida en la Ley de 17 de julio de 1948 que, inspirada en el principio de concentración de poder propio de un régimen autoritario, atribuyó al Jefe del Estado la competencia para resolver por Decreto tales conflictos. Tal principio es incompatible con nuestro ordenamiento constitucional, y con la posición que en el mismo ocupa el Rey. La Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial ha solucionado esa primera incompatibilidad con la Constitución, al otorgar a órganos mixtos, formados por representantes del Poder Judicial y del Consejo de Estado, en unos casos, y de aquél y de la jurisdicción militar, en otros, siempre bajo la presidencia de la más alta autoridad judicial de la nación, la competencia para la resolución de los conflictos de jurisdicción.

        
				
        No obstante, la ordenación procedimental de la resolución de los conflictos ha de ser modificada para cubrir las insuficiencias que aún son imputables a la Ley de 1948. En efecto, la nueva organización de los poderes del Estado hace precisa una nueva y correlativa enumeración de los órganos legitimados para suscitar los conflictos. Desde el punto de vista del Poder Judicial tal legitimación se extiende a todos sus órganos, a diferencia de lo que dispone la Ley de 1948. Desde el punto de vista de las Administraciones Públicas, la Ley, congruente con la nueva organización territorial del Estado, extiende la legitimación a las Comunidades Autónomas y a las diversas Administraciones Locales, asumiendo así, en lo que a estas últimas respecta, la doctrina del Tribunal Constitucional.

        
				
        La regulación del procedimiento para el planteamiento y la resolución de los conflictos es objeto de una notoria simplificación. Esta es especialmente visible en la regulación de los llamados conflictos negativos, inspirada en la que se contiene en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

        
				
        La Ley no contiene norma alguna sobre las llamadas «competencias» como conflictos intrajurisdiccionales que son, ni sobre los «conflictos de atribuciones». Las «competencias» están hoy reguladas bajo el nombre de «conflictos de competencia» en el capítulo II del título III del libro I de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Los conflictos de atribuciones, en todo aquello que no son conflictos sometidos a la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, han de ser objeto de una norma distinta. La exclusión de esta materia hace imposible proceder a la derogación total e incondicionada de la Ley de 17 de julio de 1948.

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          
            De los conflictos de jurisdicción entre los Juzgados o Tribunales y la Administración
            [1]
          
        

        
				
        
          Artículo 1.
          Los conflictos de jurisdicción entre los Juzgados o Tribunales y la Administración serán resueltos por el órgano colegiado a que se refiere el artículo 38 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial
          [2]
          que recibirá el nombre de Tribunal de Conflictos de Jurisdicción.
        

        
				
        
          Art. 2.
          Cualquier Juzgado o Tribunal podrá plantear conflictos jurisdiccionales a la Administración. Sin embargo, los Juzgados de Paz tramitarán la cuestión al Juez de Primera Instancia e Instrucción, que, de estimarlo, actuará conforme a lo dispuesto en el artículo 9.
        

        
				
        
          Art. 3.
          Podrán plantear conflictos de jurisdicción a los Juzgados y Tribunales
          [3]:
        

        
				
        1.º En la Administración del Estado:

        
				
        
          a)
          Los miembros del Gobierno.
        

        
				
        
          b)
          Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas.
        

        
				
        
          c)
          Los Generales con mando de región militar o zona militar, los Almirantes con mando de zona marítima, el Almirante Jefe de la jurisdicción central, el Comandante General de la Flota y los Generales Jefes de región aérea o zona aérea.
        

        
				
        
          d)
           
          Los Gobernadores civiles.
        

        
				
        
          e)
          Los Delegados de Hacienda.
        

        
				
        2.º En la Administración autonómica, el órgano que señale el correspondiente Estatuto de Autonomía. A falta de previsión en el Estatuto de Autonomía, podrán plantear conflictos el Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma o cualquiera de sus miembros, por conducto del Presidente.

        
				
        3.º En la Administración Local:

        
				
        
          a)
          Los Presidentes de las Diputaciones Provinciales u órganos de la Administración Local de ámbito provincial.
        

        
				
        
          b)
          Los Presidentes de los Cabildos y Consejos Insulares.
        

        
				
        
          c)
          Los Alcaldes Presidentes de los Ayuntamientos.
        

        
				
        
          Art. 4.
          1. Cuando los demás órganos de las Administraciones Públicas estimen que deben proponer la promoción de un conflicto jurisdiccional en defensa de su esfera de competencias, podrán solicitar su planteamiento al órgano correspondiente de los mencionados en el artículo anterior. A tal efecto, se dirigirán a él por conducto reglamentario, destacando los motivos que aconsejen el planteamiento del conflicto y razonando, con invocación de los preceptos legales en que se funde, los términos de la propuesta.
        

        
				
        2. Si el órgano que recibió la propuesta decide aceptarla, promoverá el conflicto y dirigirá las demás actuaciones que se sigan, sin perjuicio de recabar del órgano solicitante toda la información que necesite.

        
				
        
          Art. 5.
          Sólo los titulares de los órganos a que se refiere el artículo 3 podrán plantear conflictos de jurisdicción a los Juzgados y Tribunales, y únicamente lo harán para reclamar el conocimiento de los asuntos que, de acuerdo con la legislación vigente, les corresponda entender a ellos mismos, a las autoridades que de ellos dependan, o a los órganos de la Administración Pública en los ramos que representan.
        

        
				
        
          Art. 6.
          No podrán plantearse conflictos frente a la iniciación o seguimiento de un procedimiento de hábeas corpus o de adopción en el mismo de las resoluciones de puesta en libertad o a disposición judicial.
        

        
				
        
          Art. 7.
          No podrán plantearse conflictos de jurisdicción a los Juzgados y Tribunales en los asuntos judiciales resueltos por auto o sentencia firmes o pendientes sólo de recurso de casación o de revisión, salvo cuando el conflicto nazca o se plantee con motivo de la ejecución de aquéllos o afecte a facultades de la Administración que hayan de ejercitarse en trámite de ejecución.
        

        
				
        
          Art. 8.
          Los Jueces y Tribunales no podrán suscitar conflictos de jurisdicción a las Administraciones Públicas en relación con los asuntos ya resueltos por medio de acto que haya agotado la vía administrativa, salvo cuando el conflicto verse sobre la competencia para la ejecución del acto.
        

        
				
        
          Art. 9.
          1. El Juez o Tribunal que, por su propia iniciativa o a instancia de parte, considere de su jurisdicción un asunto de que está conociendo un órgano administrativo, deberá, antes de requerirle de inhibición, solicitar el informe del Ministerio Fiscal, que habrá de evacuarlo en plazo de cinco días. Si decide a su vista formalizar el conflicto de jurisdicción, dirigirá directamente al órgano que corresponda de los enumerados en el artículo 3, un requerimiento de inhibición citando los preceptos legales que sean de aplicación al caso y aquellos en que se apoye para reclamar el conocimiento del asunto.
        

        
				
        
          2. El órgano requerido, una vez que reciba el oficio de inhibición, dará vista, si los hubiere, a los interesados en el procedimiento, para que se pronuncien en el plazo común de diez días, debiendo, en nuevo término de cinco días, pronunciar si mantiene su jurisdicción o si acepta la solicitud de inhibición. Contra esta decisión no cabrá recurso alguno
          [4].
        

        
				
        
          Art. 10.
          1. Cuando un órgano administrativo de los habilitados especialmente para ello por esta Ley entienda, de oficio o a instancia de parte, que debe plantear a un Juzgado o Tribunal un conflicto de jurisdicción, dará, en primer lugar, audiencia a los interesados en el expediente, si los hubiere.
        

        
				
        2. Si el órgano administrativo acuerda, cumpliendo los requisitos establecidos por las normas sobre procedimiento administrativo y, en su caso, las previsiones de la presente Ley, tomar la iniciativa para plantear el conflicto de jurisdicción, dirigirá oficio de inhibición al Juez o Tribunal que esté conociendo de las actuaciones, expresando los preceptos legales a que se refiere el artículo 9.1.

        
				
        3. Si el órgano que planteare el conflicto fuere uno de los comprendidos en el número 3 del artículo 3, el acuerdo de suscitarlo deberá ser adoptado, en todo caso, por la mayoría absoluta de los miembros del Pleno de la Corporación, previo informe del Secretario, quien deberá emitirlo en un plazo no superior a diez días.

        
				
        4. Recibido el requerimiento, el Juez o Tribunal dará vista a las partes y al Ministerio Fiscal por plazo común de diez días para que se pronuncien y dictará auto, en el plazo de cinco días, manteniendo o declinando su jurisdicción.

        
				
        
          5. Si el Juez o Tribunal declinara su competencia, podrán las partes personadas y el Ministerio Fiscal interponer recurso de apelación ante el órgano jurisdiccional superior, a cuya resolución se dará preferencia y sin que contra ella quepa ulterior recurso. Los autos que dicte el Tribunal Supremo no serán, en ningún caso, susceptibles de recurso
          [5].
        

        
				
        
          Art. 11.
          1. El órgano administrativo o jurisdiccional, tan pronto como reciba el oficio de inhibición, suspenderá el procedimiento en lo que se refiere al asunto cuestionado, hasta la resolución del conflicto, adoptando, en todo caso, con carácter provisional, aquellas medidas imprescindibles para evitar que se eluda la acción de la justicia, que se cause grave perjuicio al interés público o que se originen daños graves e irreparables.
        

        
				
        
          2. Cuando el requerimiento se dirija a un órgano jurisdiccional del orden penal o que esté conociendo de un asunto tramitado por el procedimiento preferente para la tutela de los derechos y libertades fundamentales previsto en el artículo 53.2 de la Constitución, no se suspenderá el procedimiento, sino, en su caso, hasta el momento de dictar sentencia. El Tribunal de conflictos otorgará preferencia a la tramitación de los conflictos en que concurran estas circunstancias
          [6].
        

        
				
        3. Al remitirse las actuaciones al Tribunal de conflictos se expresarán las medidas que, en su caso, se hubieren adoptado en cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo primero de este artículo.

        
				
        
          Art. 12.
          1. Cuando el requerido muestre su conformidad con el oficio de inhibición lo hará saber, en el plazo de cinco días, al órgano que tomó la iniciativa, remitiéndole las actuaciones y extendiendo la oportuna diligencia, sin perjuicio de lo previsto en el párrafo 5 del artículo 10.
        

        
				
        
          2. Si el requerido decide mantener su jurisdicción, oficiará inmediatamente al órgano administrativo o Tribunal requirente, anunciándole que queda así formalmente planteado el conflicto de jurisdicción, y que envía en el mismo día las actuaciones al Presidente del Tribunal de conflictos, requiriéndole a que él haga lo propio en el mismo día de recepción. Ello no obstante, requirente y requerido conservarán, en su caso, testimonio de lo necesario para realizar las actuaciones provisionales que hayan de adoptarse o mantenerse para evitar que se eluda la acción de la justicia, que se cause grave perjuicio al interés público o que se originen daños graves e irreparables
          [7].
        

        
				
        
          Art. 13.
          1. Quien viere rechazado el conocimiento de un asunto de su interés, tanto por el Juez o Tribunal como por el órgano administrativo que él estime competentes, podrá instar un conflicto negativo de jurisdicción.
        

        
				
        2. Una vez que se haya declarado incompetente, en resolución firme, la autoridad judicial o administrativa a la que inicialmente se hubiese dirigido, el interesado se dirigirá, acompañando copia auténtica o testimonio fehaciente de la resolución denegatoria dictada, a la otra autoridad.

        
				
        
          3. Si también se declara incompetente, el interesado podrá formalizar sin más trámites y en el plazo improrrogable de quince días el conflicto negativo de jurisdicción, mediante escrito dirigido al Tribunal de
          C
          onflictos de
          J
          urisdicción al que se unirán copias de las resoluciones de las autoridades administrativa y judicial, que se presentará ante el órgano jurisdiccional que se hubiera declarado incompetente. Éste elevará las actuaciones al Tribunal de
          C
          onflictos de
          J
          urisdicción y requerirá al órgano administrativo que hubiera intervenido para que actúe de igual forma, todo ello en plazo de diez días.
        

        
				
        
          4. En todo caso se notificarán al interesado las resoluciones que se adopten
          [8].
        

        
				
        
          Art. 14.
          1. Para resolver cualquier conflicto de jurisdicción, el Tribunal de conflictos dará vista de las actuaciones al Ministerio Fiscal y a la Administración interviniente por plazo común de diez días, dictando sentencia dentro de los diez días siguientes.
        

        
				
        
          2. Las actuaciones del Tribunal de conflictos jurisdiccionales se regirán, en cuanto a deliberación y votación, por lo previsto en el título III del libro III de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial
          [9], sin perjuicio del voto de calidad que corresponde al Presidente en caso de empate.
        

        
				
        
          Art. 15.
          1. Si en cualquier momento anterior a la sentencia apreciare el Tribunal la existencia de irregularidades procedimentales de tal entidad que impidan la formulación de un juicio fundado acerca del contenido del conflicto planteado, pero que puedan ser subsanadas, oficiará al contendiente o contendientes que hubieren ocasionado las irregularidades, dándoles a su discreción un breve plazo para subsanarlas.
        

        
				
        2. Igualmente, el Tribunal podrá, si lo estima conveniente para formar su juicio, requerir a las partes en conflicto o a otras autoridades, para que en el plazo que señale le remitan los antecedentes que estime pertinentes.

        
				
        
          3. De estimar el Tribunal de Conflictos de Jurisdicción que a través de las actuaciones previstas en los párrafos anteriores se han incorporado nuevos datos relevantes, dará nueva vista al Ministerio Fiscal y a la Administración Pública contendiente, por plazo común de cinco días, y en los diez días siguientes dictará su sentencia
          [10].
        

        
				
        
          Art. 16.
          1. El Tribunal de Conflictos de Jurisdicción podrá apercibir o imponer multa, no superior a 50.000 pesetas, a aquellas personas, investidas o no de poder público, que no prestaren la necesaria colaboración y diligencia para la tramitación de los conflictos de jurisdicción, previo, en todo caso, el pertinente requerimiento.
        

        
				
        
          2. La multa a que hace referencia el párrafo anterior podrá ser reiterada, si es preciso, y se impondrá sin perjuicio de las demás responsabilidades a que hubiere lugar
          [11].
        

        
				
        
          Art. 17.
          1. La sentencia declarará a quién corresponde la jurisdicción controvertida, no pudiendo extenderse a cuestiones ajenas al conflicto jurisdiccional planteado.
        

        
				
        
          2. El Tribunal podrá también declarar que el conflicto fue planteado incorrectamente, en cuyo caso ordenará la reposición de las actuaciones al momento en que se produjo el defecto procedimental
          [12].
        

        
				
        
          Art. 18.
          1. El Tribunal de conflictos podrá imponer una multa no superior a 100.000 pesetas, a aquellas personas, investidas o no de poder público, que hubieren promovido un conflicto de jurisdicción con manifiesta temeridad o mala fe o para obstaculizar el normal funcionamiento de la Administración o de la Justicia.
        

        
				
        2. Igual sanción podrá imponerse a la autoridad administrativa o judicial que, por haberse declarado incompetente de forma manifiestamente injustificada, hubiere dado lugar a un conflicto de jurisdicción.

        
				
        
          3. Lo dispuesto en los párrafos anteriores se entiende sin perjuicio de la exigencia de las demás responsabilidades a que hubiere lugar
          [13].
        

        
				
        
          Art. 19.
          La sentencia se notificará inmediatamente a las partes y se publicará en el «Boletín Oficial del Estado», devolviéndose las actuaciones a quien corresponda
          [14].
        

        
				
        
          Art. 20.
          1. Contra las sentencias del Tribunal de Conflictos de Jurisdicción no cabrá otro recurso que el de amparo constitucional, cuando proceda. No obstante, podrá interponerse escrito de aclaración en los tres días siguientes a la notificación de la sentencia.
        

        
				
        
          2. Las demás resoluciones del Tribunal de conflictos serán susceptibles de recurso de súplica ante el propio Tribunal que se interpondrá en los tres días siguientes a la notificación de la resolución recurrida
          [15].
        

        
				
        
          Art. 21.
          El procedimiento para la sustanciación y resolución de los conflictos de jurisdicción será gratuito
          [16].
        

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          
            De los conflictos de jurisdicción entre los Juzgados o Tribunales y la jurisdicción militar
            [17]
          
        

        
				
        
          Art. 22.
          Los dinarios y los órganos de la jurisdicción militar serán resueltos por la Sala a que se refiere el artículo 39 de la Ley Orgánica del Poder Judicial
          [18], que se denominará Sala de Conflictos de Jurisdicción.
        

        
				
        
          Art. 23.
          1. El Juez o Tribunal que, por propia iniciativa o a instancia de parte, considere de su jurisdicción un asunto del que esté conociendo un órgano de la jurisdicción militar, solicitará el informe del Ministerio Fiscal, que deberá evacuarlo en término de cinco días. Si decide a su vista formalizar el conflicto de jurisdicción, se dirigirá directamente al órgano de la jurisdicción militar requerido.
        

        
				
        2. Si un órgano de la jurisdicción militar considera de su jurisdicción un asunto del que esté conociendo un Juez o Tribunal ordinario, solicitará el parecer del Fiscal Jurídico Militar. Si visto éste, decide formalizar el conflicto, se dirigirá directamente al Juez o Tribunal requerido.

        
				
        
          3. En los dos supuestos previstos en los párrafos anteriores, el requerimiento deberá ir acompañado de una exposición de los argumentos jurídicos y preceptos legales en que se funda
          [19].
        

        
				
        
          Art. 24.
          Recibido el requerimiento, el órgano requerido actuará según lo previsto en los párrafos 1 y, en su caso, 2, del artículo 11, y dará vista a las partes y al Ministerio Fiscal o Fiscal Jurídico Militar, según corresponda, por plazo común de diez días, transcurrido el cual dictará auto, contra el que no cabrá recurso alguno, manteniendo o declinando su jurisdicción.
        

        
				
        
          Art. 25.
          Cuando el requerido muestre su conformidad con el oficio de inhibición, lo hará saber inmediatamente al órgano que tomó la iniciativa, remitiéndole las actuaciones y extendiendo la oportuna diligencia
          [20].
        

        
				
        
          Art. 26.
          1. Si el requerido decide mantener su jurisdicción, lo comunicará inmediatamente al órgano requirente, anunciándole que queda así planteado formalmente el conflicto de jurisdicción y que envía en el mismo día las actuaciones a la Sala de Conflictos de Jurisdicción, instándole a que él haga lo propio.
        

        
				
        
          2. No obstante, ambos órganos conservarán los testimonios precisos para garantizar las medidas cautelares que, en su caso, hubiera adoptado
          [21].
        

        
				
        
          Art. 27.
          1. Quien viere rechazado el conocimiento de un asunto de su interés, tanto por los Jueces y Tribunales ordinarios como por los órganos de la jurisdicción militar, podrá instar un conflicto negativo de jurisdicción.
        

        
				
        2. A tal fin, deberá agotar la vía jurisdiccional, ordinaria o militar, por la que inicialmente hubiera deducido su pretensión, y se dirigirá después a la alternativa, acompañando copia auténtica o testimonio fehaciente de la resolución denegatoria dictada por los órganos de la jurisdicción a la que inicialmente se dirigió.

        
				
        3. Si también este órgano jurisdiccional se declara incompetente, podrá formalizar sin más trámite, y en el plazo improrrogable de quince días, el conflicto negativo de jurisdicción, mediante escrito dirigido a la Sala de Conflictos de Jurisdicción, al que se acompañarán copias de las resoluciones de los órganos de la jurisdicción ordinaria y militar y que se presentará ante el órgano de aquella que se hubiera declarado incompetente. Éste elevará las actuaciones a la Sala de Conflictos, y requerirá al órgano de la jurisdicción militar que hubiera intervenido para que actúe de igual forma, todo ello en el plazo de diez días.

        
				
        
          4. En todo caso, se notificarán al interesado las resoluciones que se adopten
          [22].
        

        
				
        
          Art. 28.
          Recibidas las actuaciones, la Sala de Conflictos de Jurisdicción dará vista de las mismas al Ministerio Fiscal y al Fiscal Jurídico Militar, por plazo de quince días, dictando sentencia dentro de los diez días siguientes.
        

        
				
        
          Art. 29.
          Será de aplicación, para la tramitación de los conflictos regulados en este capítulo, lo dispuesto en los artículos 15 a 21 de la presente Ley, sin más especialidades que las derivadas de la sustitución de la autoridad administrativa por los órganos correspondientes de la jurisdicción militar.
        

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          
            De los conflictos de jurisdicción entre los Juzgados o Tribunales de la jurisdicción militar y la Administración
            [23]
          
        

        
				
        
          Art. 30.
          Lo dispuesto en esta Ley en su capítulo I es aplicable en su totalidad a los conflictos de jurisdicción que surjan entre los Juzgados o Tribunales de la jurisdicción militar y la Administración, sin más que entender referida la expresión Juzgados o Tribunales del articulado del capítulo a los Juzgados Militares o Tribunales Militares y la del Ministerio Fiscal a la Fiscalía Jurídico Militar.
        

        
				
        
          CAPÍTULO IV
        

        
				
        
          
            De los conflictos con la jurisdicción contable
            [24]
          
        

        
				
        
          Art. 31.
          1. Los conflictos de jurisdicción que se susciten entre los órganos de la jurisdicción contable y la Administración y los que surjan entre los primeros y los órganos de la jurisdicción militar, serán resueltos por el Tribunal de Conflictos de Jurisdicción y por la Sala de Conflictos de Jurisdicción, respectivamente, según el procedimiento establecido en la presente Ley Orgánica.
        

        
				
        2. A los efectos de los conflictos de competencia y cuestiones de competencia regulados en los capítulos II y III del título III de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, los órganos de la jurisdicción contable se entenderán comprendidos en el orden jurisdiccional contencioso-administrativo.

        
				
        
          DISPOSICIONES ADICIONALES
        

        
				
        
          Primera.
          Se autoriza al Gobierno para revisar la cuantía de las multas previstas en los artículos 16 y 18 a fin de adaptarla a las modificaciones del índice de precios al consumo, así como para dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y ejecución de la presente Ley.
        

        
				
        
          Segunda.
          Al artículo 12 de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado, se añadirá un nuevo párrafo redactado en los siguientes términos:
        

        
				
        «3. Sin perjuicio de las otras funciones que les encomiende la presente Ley Orgánica, tres Consejeros Permanentes designados para cada año por el Pleno a propuesta de la Comisión Permanente se integrarán en el Tribunal de Conflictos previsto en el artículo 38 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio.»

        
				
        
          Tercera.
          Se suprime el inciso «y cuestiones de competencia» que figura en el texto del párrafo séptimo del artículo 22 de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado.
        

        
				
        
          Cuarta.
          No tienen carácter orgánico los artículos 9, 10, 12, 13, 15, 17.2, 19, 20, 21, 23, 25, 26 y 27, así como las disposiciones adicionales primera y transitoria primera.
        

        
				
        
          Quinta.
          Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 6.7 de esta Ley, los funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía estarán sometidos al mismo régimen de incompatibilidades del personal al servicio de las Administraciones públicas. En lo que se refiere a los funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía que se encuentren en segunda actividad sin destino, se aplicarán las normas que regulan estas situaciones
          [25].
        

        
				
        
          DISPOSICIONES TRANSITORIAS
        

        
				
        
          Primera.
          Los conflictos jurisdiccionales en curso seguirán tramitándose, cualquiera que sea su estado, de acuerdo con lo dispuesto en la presente Ley Orgánica, si bien no retrocederán en su tramitación.
        

        
				
        
          Segunda.
          En tanto no se promulgue y entre en vigor la Ley Orgánica de competencia y organización de la jurisdicción militar
          [26], y a los efectos del artículo 30, tendrán competencia para promover y sostener conflictos jurisdiccionales con la Administración, las Autoridades Judiciales Militares que enumera el artículo 49 del Código de Justicia Militar y el Consejo Supremo de Justicia Militar, en el ámbito de sus respectivas competencias. Los autos que dicte el Consejo Supremo de Justicia Militar, a los efectos del número 5 del artículo 10, no serán susceptibles de recurso.
        

        
				
        
          DISPOSICIONES DEROGATORIAS
        

        
				
        
          Primera.
          1. Quedan derogados:
        

        
				
        
          a)
          La Ley de 17 de julio de 1948, de Conflictos Jurisdiccionales, salvo los artículos 48 a 53, ambos inclusive, subsistiendo la vigencia, a los solos efectos de lo dispuesto en dichos artículos, de los capítulos II y III.
        

        
				
        
          b)
          El título III del libro I de la Ley de Enjuiciamiento Civil, cuyos artículos 125 a 152 quedan sin contenido y los artículos 48 a 50 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y 381 del Código Penal, que también quedan sin contenido.
        

        
				
        2. Quedan derogados, igualmente, los artículos 459 y 460 del Código de Justicia Militar, en cuanto tengan por objeto conflictos jurisdiccionales de los comprendidos en esta Ley, así como el artículo 462 del mismo Código.

        
				
        
          Segunda.
          Quedan derogadas, además, cuantas disposiciones se opongan a la presente Ley Orgánica.
        

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [1] Véase el artículo 30 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [2] Figura como parágrafo 2.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [3] Véanse los artículos 5, 9.1 y 10.3 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [4] Véanse el artículo 2 y la disposición adicional cuarta de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [5] Véase la disposición adicional cuarta de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [6] Artículo 24 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [7] Téngase en cuenta la disposición adicional cuarta de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [8] Disposición adicional cuarta de la presente Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [9] Figura como parágrafo 2.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [10] Véase la disposición adicional cuarta de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [11] Disposición adicional primera de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [12] Téngase en cuenta la disposición adicional cuarta de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [13] Véase la disposición adicional primera de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [14] Disposición adicional cuarta de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [15] Véase la disposición adicional cuarta de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [16] Téngase en cuenta la disposición adicional cuarta de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [17] El artículo 19 de la Ley Orgánica 4/1987, de 15 de julio («BOE» núm. 171, de 18 de julio), de la Competencia y Organización de la Jurisdicción Militar, dispone:
            

            
						
            «Todos los órganos judiciales militares podrán promover y sostener conflictos de jurisdicción con las Administraciones Públicas y con los Juzgados y Tribunales de la jurisdicción ordinaria.

            
						
            El procedimiento para su tramitación será el establecido en la Ley de Conflictos Jurisdiccionales.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [18] Figura como parágrafo 2.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [19] Véase la disposición adicional cuarta de esta
              l
              ey Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [20] Disposición adicional cuarta de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [21] Téngase en cuenta la disposición adicional cuarta de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [22] Véase la disposición adicional cuarta de la presente Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [23] Véase la nota al epígrafe que precede al artículo 22 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [24] El artículo 50 de la Ley 7/1988, de 5 de abril («BOE» núm. 84, de 7 de abril), de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas, dispone:
            

            
						
            «Los conflictos que se susciten entre los órganos de la jurisdicción contable y la Administración o las restantes jurisdicciones serán resueltos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica de Conflictos Jurisdiccionales.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [25] Disposición adicionada por la Ley Orgánica 4/2010, de 20 de mayo («BOE» núm. 124, de 21 de mayo), del Régimen disciplinario del Cuerpo Nacional de Policía.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [26] Téngase en cuenta la nota al epígrafe que precede al artículo 22 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
  
          PAGOS, DEPÓSITOS Y CONSIGNACIONES
        

        
				
        
          § 13
          REAL DECRETO 467/2006, DE 21 DE ABRIL (JUSTICIA), POR EL QUE SE REGULAN LOS DEPÓSITOS Y CONSIGNACIONES JUDICIALES EN METÁLICO DE EFECTOS O VALORES
        

        
				
        («BOE» núm. 113, de 12 de mayo)

        
				
        El Real Decreto 34/1988, de 21 de enero, por el que se regulan los pagos, depósitos y consignaciones judiciales, supuso un importante avance respecto a la regulación anterior: suprimió la recepción material de dinero en los Juzgados y Tribunales, estableció la obligatoriedad de una única entidad de crédito para prestar el servicio y fijó determinados parámetros de homogeneización en la gestión de las cuentas. Sin embargo, el tiempo transcurrido, la experiencia acumulada durante el mismo, la entrada en vigor de la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre, de modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas Medidas de Prevención del Blanqueo de Capitales, y, sobre todo, el progreso de la tecnología y el desarrollo de la sociedad de la información, hacen necesaria la elaboración de una nueva normativa que incorpore las técnicas electrónicas, informáticas y telemáticas en la actividad administrativa, garantizando con ello la rapidez, eficacia y seguridad en la prestación del servicio público y, en concreto, en lo relativo a la gestión de los fondos de los depósitos y consignaciones judiciales. La Sentencia del Tribunal Constitucional 50/2006, de 16 de febrero, resuelve a favor del Estado la titularidad de la competencia para fijar las condiciones y contratar el servicio de gestión de las cuentas de depósitos y consignaciones judiciales, así como para ingresar los intereses generados en dichas cuentas.

        
				
        Este real decreto se dicta en virtud de la habilitación concedida al Gobierno por la disposición adicional segunda de la Ley 19/1986, de 14 de mayo, de reforma de los procedimientos de ejecución hipotecaria y ha sido informado por el Consejo General del Poder Judicial y por el Consejo Fiscal.

        
				
        En su virtud, a propuesta del Ministro de Justicia, con la aprobación previa del Ministro de Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 21 de abril de 2006, dispongo:

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Disposiciones generales
        

        
				
        
          Artículo 1.
          Objeto y ámbito de aplicación.
          –1. Este real decreto tiene por objeto la regulación de los depósitos y consignaciones judiciales en metálico, de efectos o valores.
        

        
				
        2. Tanto los depósitos como las consignaciones judiciales en metálico, de efectos o valores son aquellos que como tales se constituyen a disposición de los órganos de la Administración de Justicia en el ámbito de los procesos judiciales, tal y como se establece en la disposición adicional segunda de la Ley 19/1986, de 14 de mayo, de reforma de los procedimientos de ejecución hipotecaria. A estos efectos, se entiende por:

        
				
        
          a)
          Depósitos judiciales:
        

        
				
        Los que se constituyan en cumplimiento de garantías, fianzas, cauciones u otros requisitos procesales establecidos por las leyes.

        
				
        Los que se realicen como consecuencia de la intervención, aprehensión o incautación de moneda metálica, billetes de banco, cheques bancarios o valores realizables, efectuadas por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, por Vigilancia Aduanera o cualquier otro funcionario público, poniéndolos a disposición de la autoridad judicial competente.

        
				
        Cualquier ingreso que se realice como consecuencia o aseguramiento del embargo de bienes, y el de las cantidades que se hallaren durante la práctica de diligencias judiciales.

        
				
        
          b)
          Consignaciones judiciales:
        

        
				
        Aquellas que se realicen en ejecución voluntaria o forzosa de títulos que lleven aparejada ejecución.

        
				
        Las que se realicen con finalidad liberatoria por el obligado al pago de una cantidad, o en otros supuestos legalmente establecidos.

        
				
        3. Los depósitos y consignaciones judiciales regulados en este real decreto se realizarán mediante ingreso de cantidades de moneda nacional o divisa extranjera convertible en una «Cuenta de Depósitos y Consignaciones», con los requisitos establecidos en el artículo 8 del mismo.

        
				
        4. Queda expresamente prohibida la utilización de cuentas distintas de las previstas en este real decreto para el objeto y ámbito al que éste hace referencia.

        
				
        
          Art. 2.
          Adjudicación del contrato de apertura y gestión de las Cuentas de Depósitos y Consignaciones Judiciales.
        –1. El Ministerio de Justicia designará la entidad de crédito en la que se prestará el servicio de apertura y gestión de las «Cuentas de Depósitos y Consignaciones Judiciales», previamente seleccionada de acuerdo con lo previsto en el Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, en las normas reglamentarias dictadas en desarrollo de ésta y en lo dispuesto en este real decreto.        

        
				
      2. La forma de adjudicación del contrato de servicios será el concurso que deberá tener en cuenta, en todo caso, las mejores condiciones económicas y técnicas ofrecidas por los licitadores, así como su implantación territorial para el servicio de la Administración de Justicia.

        
				
        3. La entidad prestadora de los servicios bancarios deberá desarrollar, mantener y poner a disposición del Ministerio de Justicia la aplicación informática descrita en este real decreto, y cuya propiedad será en todo caso del mencionado Ministerio.

        
				
        
          4. Los intereses que se liquiden por la entidad de crédito correspondiente a las Cuentas de Depósitos y Consignaciones se abonarán al Tesoro Público en la cuantía y forma que se especifique en el pliego de bases del expediente del procedimiento de contratación que se hubiese seguido para la selección de la entidad de crédito establecida en el párrafo primero del presente artículo, que respetará en todo caso los medios de pago determinados en el artículo 110 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria
          [1], y de conformidad con el artículo 70 de la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden Social, o las normas que le sustituyan en su caso.
        

        
				
        
          Art. 3.
          Nomenclatura y autorización para disponer de los fondos.
          –1. Las cuentas que regula este real decreto llevarán el nombre del órgano judicial, fiscal o del Servicio Común Procesal en cuestión, al que se añadirá la denominación «Cuenta de Depósitos y Consignaciones» y en ella se llevarán a cabo los ingresos mencionados en el artículo 1.
        

        
				
        2. Las Cuentas de Depósitos y Consignaciones podrán ser multidivisas, debiendo permanecer diferenciados los saldos existentes en moneda nacional y en divisas extranjeras convertibles.

        
				
        
          3. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 459.2 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial
          [2], el secretario judicial, responsable directo del debido depósito en las instituciones legales de cuantas cantidades y valores, consignaciones y fianzas se produzcan, será la única persona autorizada para disponer de los fondos existentes en la Cuenta de Depósitos y Consignaciones, y estará obligado al cumplimiento de lo establecido en este real decreto, de cuantas normas se dicten en su desarrollo, y de las instrucciones operativas que reciba al respecto del Ministerio de Justicia.
        

        
				
        4. Asimismo, podrán disponer de los fondos de las Cuentas de Depósitos y Consignaciones los miembros de la Carrera Fiscal, en los supuestos establecidos en las Disposiciones adicionales primera y segunda de este real decreto, y los secretarios relatores en la jurisdicción militar, debiendo cumplir con las normas establecidas en el apartado anterior.

        
				
        5. Corresponde al Ministerio de Justicia autorizar la apertura de las Cuentas de Depósitos y Consignaciones, así como la cancelación y, en su caso, cambio de denominación de las mismas.

        
				
        
          Art. 4.
          Cuenta general y cuentas de expediente
          .–La Cuenta de Depósitos y Consignaciones de cada órgano será única y en ella se recogerán los movimientos y saldos de las distintas cuentas de expedientes judiciales, integradas dentro de aquélla.
        

        
				
        Para realizar operaciones de ingreso o disposición de los fondos será necesario actuar sobre una cuenta de expediente.

        
				
        
          Art. 5.
          Gestión y control de la Cuenta de Depósitos y Consignaciones.
          –1. Los secretarios judiciales, y demás personas autorizadas según el artículo 3.4 del este real decreto, gestionarán y efectuarán el control sobre la Cuenta de Depósitos y Consignaciones a través de la aplicación informática de titularidad del Ministerio de Justicia que éste determine, la cual deberá ser validada por el Consejo General del Poder Judicial y por la Fiscalía General del Estado.
        

        
				
        
          La aplicación dispondrá de los mecanismos adecuados de control y seguridad, siendo las medidas de seguridad a implantar, con carácter mínimo, de nivel medio, según se prevé en el artículo 4.2 del
          Reglamento de medidas de seguridad de los ficheros automatizados que contengan datos de carácter personal,
          aprobado por
          
            Real Decreto 994/1999, de 4 de junio
            [3]
          
          ,
           
          pudiéndose incorporar por parte de la Entidad de Crédito adjudicataria del contrato un nivel de seguridad mayor según las condiciones técnicas ofrecidas por ésta en el proceso de contratación. Deberá garantizar la autenticidad, confidencialidad, integridad y disponibilidad de los datos, permitir la disposición de fondos mediante la expedición de órdenes telemáticas de transferencia y/o mandamientos de pago, así como proporcionar información sobre los movimientos y saldos de las cuentas.
        

        
				
        Corresponde al Ministerio de Justicia el establecimiento de perfiles de acceso a la información, el otorgamiento de autorizaciones de usuario a los distintos órganos y, en su caso, la comprobación del cumplimiento de las limitaciones establecidas, así como la disposición de los diversos sistemas de incorporación, altas y bajas de usuarios. La aplicación tendrá perfiles de acceso diferentes para los funcionarios especialmente designados por el Secretario judicial para prestar su colaboración en el uso de la misma.

        
				
        2. Sólo en los casos de falta de medios informáticos adecuados o imposibilidad técnica sobrevenida, se podrán emitir mandamientos de pago u órdenes de transferencia de forma manual utilizando los impresos normalizados, y cuidando en estos casos los Secretarios judiciales del control de los mandamientos u órdenes así emitidos.

        
				
        3. Las órdenes de transferencia a cuentas judiciales, ya sea a otra cuenta expediente del propio órgano o a cuenta de distinto órgano, se llevarán a cabo de forma electrónica y automática, mediante la aplicación informática. Igualmente se operará de esta manera con las órdenes de transferencia a cuentas bancarias no judiciales.

        
				
        Sólo las órdenes de transferencia expedidas de forma manual necesitarán de su entrega en la oficina de la entidad de crédito.

        
				
        4. El Libro de Registro de la Cuenta se obtendrá de la propia aplicación informática.

        
				
        5. El Ministerio de Justicia podrá supervisar el estado de las Cuentas de Depósitos y Consignaciones mediante el aplicativo informático desarrollado al efecto por la entidad de crédito adjudicataria.

        
				
        
          Art. 6.
          Suministro de información.
          –1. Se establecerán los procedimientos necesarios para que los órganos judiciales o, en su caso, el Servicio Común Procesal de que se trate, la entidad de crédito, los depositantes y demás interesados tengan justificación suficiente de la realización de los ingresos y de las disposiciones de fondos de la Cuenta de Depósitos y Consignaciones.
        

        
				
        2. La entidad de crédito en la que se preste el servicio de apertura y gestión de las Cuentas de Depósitos y Consignaciones estará obligada a facilitar la información que en relación a las mismas le solicite tanto el Ministerio de Justicia, para el ejercicio de sus funciones de dirección y control de las cuentas, como los Secretarios Judiciales o, en su caso, los Servicios Comunes Procesales, para la adecuada gestión de sus respectivas cuentas. Esta información será facilitada en soporte papel y/o por medios telemáticos.

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          Operaciones en la Cuenta de Depósitos y Consignaciones
        

        
				
        
          Art. 7.
          Recepción material y ocupación de dinero.
        –Cuando se reciba u ocupe el depósito material de moneda metálica, billetes de banco, cheques bancarios o valores realizables en las oficinas judiciales, el secretario judicial del órgano judicial o del Servicio Común Procesal de que se trate, ordenará su depósito, el mismo día, en la Cuenta de Depósitos y Consignaciones y, de no ser ello posible por producirse fuera de las horas de apertura de las oficinas bancarias, en el primer día hábil siguiente.        

        
				
  
          Art. 8.
          Requisitos formales de las operaciones.
          –1. Tanto las operaciones de ingreso como las de disposición de los fondos de las Cuentas de Depósitos y Consignaciones se podrán realizar por medios electrónicos, informáticos, telemáticos o de forma manual, debiéndose utilizar en este último caso los impresos normalizados oficiales de documento de ingreso, mandamiento de pago y transferencia a cuenta judicial. Cualquier medio empleado para operar con las cuentas deberá disponer de las condiciones de seguridad adecuadas y deberá contar con la aprobación del Ministerio de Justicia.
        

        
				
        2. En todas las operaciones de ingreso o transferencia a una Cuenta de Depósitos y Consignaciones deberán constar siempre el órgano judicial o, en su caso, el Servicio Común Procesal y, al menos, los siguientes datos: nombre o razón social de quien realiza el ingreso y de la persona por cuenta de quien se realiza, Número de Identificación Fiscal y domicilio del ordenante, cantidad de la operación reflejada en letras y cifras, concepto en el que se realiza la misma, fecha de la operación y código completo de la cuenta expediente sobre la que se realiza ésta.

        
				
        3. En las operaciones de disposición de fondos desde una Cuenta de Depósitos y Consignaciones, deberán constar al menos los siguientes datos: nombre o razón social del beneficiario, cantidad de la operación reflejada en letras y cifras, concepto en el que se realiza la misma, fecha de la operación, código completo de la cuenta expediente sobre la que se realiza ésta y, en caso de mandamientos de pago, plazo de presentación al cobro. El Número de Identificación Fiscal del beneficiario deberá constar cuando esté recogido o así se desprenda del expediente judicial.

        
				
        4. No se permite la emisión de mandamientos de pago al portador, ni la realización de transferencias a cuentas no judiciales de las que no conste la identidad de su titular.

        
				
        
          5. Los secretarios judiciales y demás personal de la oficina judicial informarán a quien deba realizar un ingreso en las Cuentas de Depósitos y Consignaciones de los requisitos necesarios para ello y, en todo caso, le facilitarán el código completo de la cuenta general y de la cuenta expediente en el que se deba realizar aquél, así como la clave de la Entidad de crédito y la de la sucursal en la que se encuentre abierta la cuenta correspondiente. Asimismo informarán de lo establecido en el artículo 5.1 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal
          [4].
        

        
				
        6. La entidad de crédito no dará curso a ninguna operación de ingreso o disposición de fondos que no reúna los requisitos enumerados en el apartado 2 de este artículo.

        
				
        
          Sección 1.ª Ingresos
        

        
				
        
          Art. 9.
          Ingresos específicos sin existencia previa de expediente judicial.
          –1. Los ingresos que deban realizarse sin existencia previa de un expediente judicial se efectuarán en la Cuenta de Depósitos y Consignaciones del Juzgado Decano o, en su caso, del Servicio Común Procesal correspondiente, en la cuenta expediente que a tal efecto se indique por el Secretario Judicial o demás personal de estas oficinas judiciales y, en cualquier caso, por la entidad de crédito adjudicataria.
        

        
				
        2. Si se tratara de ingresos previos o coetáneos a la presentación de demanda, o escrito que inicie el expediente judicial, se acompañará a estos escritos el resguardo de ingreso o justificante del mismo, para que sea reclamado por el Secretario judicial competente al secretario del Decanato o, en su caso, del Servicio Común Procesal correspondiente, comunicándole el código completo de la cuenta expediente a la que ha de efectuar la transferencia.

        
				
        
          Art. 10.
           
          Ingresos específicos en el orden penal.
        –1. Cuando se hayan intervenido cantidades por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, por Vigilancia Aduanera o por cualquier otro funcionario público en la práctica de diligencias acordadas judicialmente o que obedezcan a la existencia de un procedimiento judicial previo, se ingresarán aquéllas en la Cuenta de Depósitos y Consignaciones de dicho Juzgado o, en su caso, del Servicio Común Procesal correspondiente.        

        
				
      2. Cuando no exista constancia del Juzgado competente se ingresarán en la Cuenta de Depósitos del Juzgado Decano o, en su caso, en la de aquel que se encuentre en funciones de guardia, dejando como referencia el número de registro de la actuación policial y el Cuerpo o Policía actuante.

        
				
        3. Una vez se hayan incoado las diligencias judiciales por el Juzgado competente, se transferirán por el Secretario del Juzgado Decano o, en su caso, del de guardia, las cantidades ingresadas en la cuenta de éstos en el modo previsto en el artículo anterior.

        
				
        
          Art. 11.
          Ingresos específicos en el orden social.
          –Los depósitos y consignaciones que se realicen en el ámbito del orden jurisdiccional social sin existencia previa de un procedimiento incoado, al amparo de lo dispuesto en el artículo 56.2 del Estatuto de los Trabajadores, se ingresarán en la Cuenta de Depósitos y Consignaciones del Juzgado Decano o en aquélla que sea facilitada por el Juzgado de lo Social territorialmente competente. La persona o entidad consignante, inmediatamente después de efectuada la consignación deberá poner la misma en conocimiento del Juzgado de lo Social, salvo que lo hubiera hecho con anterioridad.
        

        
				
        
          Sección 2.ª Disposición de fondos
        

        
				
        
          Art. 12.
           
          Reintegros de cantidades: mandamientos de pago y transferencias a cuentas bancarias no judiciales.
          –1. El reintegro de las cantidades se realizará mediante la expedición del mandamiento de pago a favor del beneficiario. El mandamiento de pago, que no será un documento compensable, deberá ser hecho efectivo mediante su presentación al cobro por el beneficiario en la entidad de crédito adjudicataria, debidamente firmado y sellado por el secretario judicial.        

        
				
      2. Los mandamientos deberán ser presentados al cobro en un plazo de tres meses a contar desde el día siguiente a la fecha de emisión de los mismos, no excluyéndose los días inhábiles, pero si el día del vencimiento lo fuere, se entenderá que el mandamiento vence el primer día hábil siguiente.

        
				
        En el supuesto de que el mandamiento hubiere caducado por su falta de presentación al cobro en el plazo señalado, el beneficiario del mismo podrá solicitar al secretario judicial la expedición de un nuevo mandamiento sujeto a igual plazo de caducidad.

        
				
        3. La entidad adjudicataria no hará efectivo el pago de ningún mandamiento caducado.

        
				
        En los supuestos en que el mandamiento hubiera sido librado por importe superior al saldo existente en la cuenta expediente en el momento de su presentación al cobro, se pagará hasta el límite de éste, debiendo la entidad de crédito informar de esta situación al secretario judicial.

        
				
        4. El reintegro de cantidades también podrá hacerse a través de transferencias a cuentas bancarias no judiciales, siendo necesario que conste suficientemente en el expediente judicial el número de código de cuenta cliente o número internacional de cuenta bancaria (IBAN) y la titularidad de la misma, que habrá de incluir en todo caso a la persona o entidad que deba percibir la cantidad, la cual deberá ser informada del carácter público, en general, de las actuaciones judiciales y de que el número facilitado por ella para este fin queda incorporado en el expediente judicial.

        
				
        5. En aquellos supuestos en que el beneficiario del reintegro de cantidad resida en distinto municipio a aquél en que estuviere la sede del órgano emisor, el secretario judicial utilizará la transferencia a cuenta bancaria no judicial siempre que concurran los requisitos previstos en el apartado anterior. Sólo en el caso excepcional de no poder utilizar la transferencia a cuenta bancaria no judicial, se podrá diligenciar la entrega del mandamiento de pago a través de la entidad de crédito adjudicataria.

        
				
        
          Art. 13.
          Transferencias al Tesoro Público.
          –1. El importe de las multas y demás pagos que deban efectuarse a favor de la Administración General del Estado y sus organismos autónomos se ingresará en la Cuenta de Depósitos y Consignaciones del órgano correspondiente.
        

        
				
        Los secretarios judiciales, mediante orden de transferencia, ingresarán las cantidades referidas anteriormente en la cuenta especial de ingresos al Tesoro Público, «Multas y pagos a favor del Estado», que será única para todo el territorio nacional.

        
				
        Del mismo modo se procederá cuando el titular haya renunciado expresamente a la cantidad.

        
				
        2. Las cantidades que se encuentren ingresadas en las Cuentas de Depósitos y Consignaciones y que hayan sido objeto de decomiso en aplicación del artículo 374 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, y del artículo 5 de la Ley Orgánica 12/1995, de 12 de diciembre, de Represión del Contrabando, una vez haya ganado firmeza la sentencia en la que se decrete su decomiso y adjudicación definitiva al Estado, serán transferidas por el secretario judicial a la cuenta especial de ingresos al Tesoro Público, «Decomisos por Delito de Narcotráfico u otros delitos relacionados», que será única para todo el territorio nacional.

        
				
        3. La entidad de crédito adjudicataria del servicio hará efectivo el ingreso al Tesoro Público de las cantidades de estas cuentas especiales con la periodicidad determinada en el pliego de bases del procedimiento de contratación que se hubiese seguido para la selección de la misma.

        
				
        4. El Ministerio de Justicia tendrá conocimiento de estos ingresos a través de la aplicación informática desarrollada por la entidad de crédito adjudicataria del contrato.

        
				
        
          Art. 14.
          Transferencias a la Cuenta de Fondos Provisionalmente Abandonados.
          –1. Los secretarios judiciales ingresarán, mediante orden de transferencia a la cuenta especial «Fondos Provisionalmente Abandonados»:
        

        
				
        
          a)
          Las cantidades que no hayan podido ser entregadas a sus destinatarios, tras haber utilizado los medios oportunos para la averiguación de su domicilio o residencia.
        

        
				
        
          b)
          Las cantidades correspondientes a mandamientos de pago entregados y no presentados al cobro por sus beneficiarios.
        

        
				
        Esta cuenta especial será única para todo el territorio nacional.

        
				
        2. El plazo para proceder a transferir los referidos fondos será de un año, contado desde la fecha del requerimiento en las formas legalmente previstas o desde la fecha de emisión del mandamiento.

        
				
        3. El secretario judicial estará obligado a indicar, en el momento de ordenar la transferencia a esta cuenta, la fecha desde la que los fondos se encuentren a disposición del interesado, o aquella en la que se haya practicado alguna gestión por el interesado que implique el ejercicio de su derecho sobre la cantidad si esta fuera posterior, y ello al objeto de cumplir con lo establecido en el artículo 18 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas o norma que lo sustituya.

        
				
        
          4. Si el beneficiario reclamara antes del plazo establecido en el artículo 18 de la Ley 33/2003
          [5], el secretario judicial reintegrará la cantidad, mediante orden de transferencia, a la cuenta expediente correspondiente, y actuará seguidamente según lo preceptuado en el artículo 12.
        

        
				
        5. Si el beneficiario de la cantidad ingresada en esta cuenta renunciara expresamente a la misma, el secretario judicial reintegrará la misma, mediante orden de transferencia, a la cuenta expediente correspondiente, y actuará seguidamente según lo preceptuado en el artículo 13.1.

        
				
        6. Transcurrido el plazo para que los fondos de esta cuenta se consideren abandonados por sus titulares, el Ministerio de Justicia ordenará su ingreso al Tesoro Público, previo anuncio de prescripción de depósitos a favor del Estado, el cual tendrá el carácter de resolución de inserción obligatoria, a efectos de lo dispuesto en el artículo 20 del Real Decreto 1511/1986, de 6 de junio, sobre Ordenación del Boletín Oficial del Estado.

        
				
        
          DISPOSICIONES ADICIONALES
        

        
				
        
          Primera.
           
          Cuenta de Depósitos y Consignaciones de las Secciones de Menores de las fiscalías
          .–1. En el marco de los procedimientos derivados de la aplicación de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores, existirá una Cuenta de Depósitos y Consignaciones a disposición de las secciones de menores de las fiscalías. Las personas autorizadas para la disposición de sus fondos serán indistintamente el fiscal delegado de la Jefatura para la Sección de Menores u otro fiscal de la sección designado por el fiscal jefe.
        

        
				
        2. Esta cuenta llevará el nombre de la Sección de Menores de la Fiscalía de la Audiencia Nacional o de la Fiscalía Territorial correspondiente, adicionado con la denominación «Cuenta de Depósitos y Consignaciones» y su régimen será el mismo que el previsto en este real decreto para las Cuentas de Depósitos y Consignaciones de órganos judiciales; las referencias que en el mismo se hacen a las diligencias judiciales deben entenderse hechas igualmente respecto a las diligencias del Ministerio Fiscal.

        
				
        3. Cuando el fiscal remita los efectos y piezas al Juzgado al concluir el expediente, se transferirán las cantidades depositadas en la cuenta de la sección de menores a la del Juzgado de Menores que deba conocer del mismo. En el supuesto de que no proceda la incoación de expediente, y una vez que el fiscal haya resuelto sobre el destino de las cantidades ingresadas en la Cuenta de Depósitos y Consignaciones, transferirá las mismas, si procede, a las cuentas del Tesoro Público que se contemplan en el artículo 13 o a la Cuenta de Fondos Provisionalmente Abandonados del artículo 14, o bien, pondrá a disposición a favor del legítimo titular en la forma prevista en el artículo 12.

        
				
        
          Segunda.
           
          Cuenta de Depósitos y Consignaciones de las Fiscalías en el marco de las Diligencias de Investigación.
        –1. En el marco de las diligencias de investigación que el Ministerio Fiscal puede tramitar de conformidad con lo previsto en el artículo 5 de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se aprueba el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, y en el artículo 773.2 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, existirá una Cuenta de Depósitos y Consignaciones a disposición de las fiscalías. Las personas autorizadas para la disposición de sus fondos serán indistintamente el fiscal jefe respectivo, u otro fiscal de la plantilla por él designado; podrán estar autorizados también los delegados de jefatura de las adscripciones permanentes que sean designados por el fiscal jefe.        

        
				
      2. Esta cuenta llevará el nombre de la fiscalía correspondiente adicionado con la denominación «Cuenta de Depósitos y Consignaciones», y su régimen será el mismo que el previsto en este real decreto para las Cuentas de Depósitos y Consignaciones de órganos judiciales; las referencias que en el mismo se hacen a las diligencias judiciales deben entenderse hechas igualmente respecto a las diligencias del Ministerio Fiscal, en su actuación en el ámbito de las diligencias de investigación.

        
				
        3. Cuando el fiscal concluya las diligencias de investigación mediante la presentación de denuncia o querella ante los juzgados, transferirá las cantidades ingresadas a la Cuenta de Depósitos y Consignaciones del Juzgado decano, aportando posteriormente al Juzgado competente para conocer de la denuncia o querella, el justificante de ingreso para que sea reclamado por el secretario judicial competente al secretario de decanato. En el supuesto de que las diligencias de investigación concluyeran con un archivo, el fiscal transferirá, si procede, las cantidades que se hubieran ingresado, a las cuentas contempladas en los artículos 13 y 14 de este real decreto, o las pondrá a disposición de quien resulte legítimo titular, conforme a lo previsto en el artículo 12.

        
				
        
          Tercera.
           
          Cuentas de Depósitos y Consignaciones de los Juzgados de Paz.–
          1. Los juzgados de paz o agrupaciones de secretarías de juzgados de paz no dispondrán de una Cuenta de Depósitos y Consignaciones abierta de manera individual a su nombre. El Ministerio de Justicia establecerá la operativa concreta a seguir para que estos órganos judiciales puedan actuar en este ámbito.
        

        
				
        2. Los juzgados de paz o agrupaciones de secretarías de juzgados de paz ordenarán que el importe de las multas y demás pagos que deban efectuarse a favor de la Administración General del Estado y sus organismos autónomos se ingrese en la cuenta especial «Juzgados de Paz. Multas», que será única para todo el territorio nacional. La entidad de crédito adjudicataria del servicio hará efectivo el ingreso al Tesoro Público del importe de esta cuenta especial con la periodicidad determinada en el pliego de bases del procedimiento de contratación que se hubiese seguido para la selección de la misma.

        
				
        3. Los juzgados de paz o agrupaciones de secretarías de juzgados de paz realizarán la gestión de las cantidades establecidas en sentencia a través de la cuenta especial «Juzgados de Paz. Indemnizaciones y otros», que será única para todo el territorio nacional.

        
				
        4. El Ministerio de Justicia llevará un control de los ingresos y de las disposiciones de fondos de estas cuentas especiales a través de la aplicación informática desarrollada por la entidad de crédito adjudicataria del contrato.

        
				
        
          Cuarta.
           
          Cuentas de Depósitos y Consignaciones en los órganos de la Jurisdicción Militar.–
          Este real decreto será de aplicación a los órganos judiciales de la jurisdicción militar, siendo los secretarios relatores los autorizados para la disposición de los fondos que existan en las respectivas cuentas. Las referencias que en el mismo se hacen al secretario judicial deben entenderse hechas al secretario relator.
        

        
				
        
          DISPOSICIONES TRANSITORIAS
        

        
				
        
          Primera.
           
          Depósitos y Consignaciones en la Caja General de Depósitos.
          –Los depósitos y consignaciones judiciales que a la entrada en vigor de este real decreto se encuentren en la Caja General de Depósitos se seguirán rigiendo, hasta su extinción, por lo establecido en el Reglamento de la Caja General de Depósitos, aprobado por el Real Decreto 161/1997, de 7 de febrero, y sus disposiciones de aplicación y desarrollo.
        

        
				
        
          Segunda.
           
          Mandamientos de devolución expedidos.–
          Los mandamientos de devolución expedidos con anterioridad a la entrada en vigor de este real decreto caducarán en el plazo de tres meses a partir de esta fecha.
        

        
				
        
          Tercera.
           
          Órdenes de transferencias a cuentas no judiciales.
          –1. Las órdenes de transferencia a cuentas no judiciales que se emitan con posterioridad a la entrada en vigor de este real decreto se generarán a través de la aplicación informática a que hace referencia el artículo 5, pero no serán automáticas en tanto no se dispongan de medios tecnológicos que garanticen la seguridad y la eficacia de las mismas, y se dicten las oportunas instrucciones al respecto.
        

        
				
        2. Hasta ese momento, las órdenes de transferencia a cuentas no judiciales necesitarán de su entrega en la oficina de la entidad de crédito para su ejecución.

        
				
        
          Cuarta.
           
          Juzgados de paz o agrupaciones de secretarías de juzgados de paz con cuenta
          .–Los juzgados de paz o agrupaciones de secretarías de juzgados de paz que, a la entrada en vigor de este real decreto, cuenten con una Cuenta de Depósitos y Consignaciones a su nombre, podrán seguir disponiendo de ella bajo autorización del Ministerio de Justicia, y por un tiempo máximo de dos años a contar desde la entrada en vigor de este real decreto.
        

        
				
        
          Quinta.
           
          Contrato vigente.
          –Las obligaciones impuestas en este real decreto a la entidad de crédito adjudicataria del contrato de apertura y gestión de las Cuentas de Depósitos y Consignaciones Judiciales serán de aplicación a la entidad que en el momento de la entrada en vigor de este real decreto venga prestando el servicio, en tanto en cuanto dichas obligaciones no supongan modificación o alteración de lo pactado y ello durante toda la vigencia del contrato.
        

        
				
        
          DISPOSICIÓN DEROGATORIA
        

        
				
        
          Única.
          Derogación normativa.
          –Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en este real decreto y expresamente el Real Decreto 34/1988, de 21 de enero, por el que se regulan los pagos, depósitos y consignaciones judiciales, y la Orden Ministerial de 5 de junio de 1992, por la que se desarrolla el Real Decreto 34/1988, de 21 de enero.
        

        
				
        
          DISPOSICIÓN FINAL
        

        
				
        
          Primera.
           
          Facultades de desarrollo y ejecución.
          –Se autoriza a los titulares de los Ministerios de Justicia y de Economía y Hacienda para dictar, en el ámbito de sus respectivas competencias, las normas que sean necesarias para el desarrollo y ejecución de lo establecido en este real decreto.
        

        
				
        
          Segunda.
           
          Modelos de formularios
          .–1. El Ministerio de Justicia aprobará, mediante orden, los modelos de formularios de ingreso, de mandamientos de pago y de órdenes de transferencia, así como los requisitos que éstas han de reunir para su correcta recepción, y de cuantos instrumentos de pago puedan ser admisibles en el futuro
          [6].
        

        
				
        2. En tanto no sean aprobados los nuevos modelos de formularios, tendrán validez y podrán usarse los actualmente vigentes.

        
				
        
          Tercera.
          Entrada en vigor.
          –El presente real decreto entrará en vigor a los dos meses desde su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
        

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [1] El mencionado artículo 110 de la Ley General Presupuestaria dispone:
            

            
						
            «En las condiciones que establezcan los Ministros de Economía y de Hacienda, en sus respectivos ámbitos, los ingresos y los pagos de la Administración General del Estado y sus organismos autónomos podrán realizarse mediante transferencia bancaria, cheque, efectivo o cualesquiera otros medios de pago, sean o no bancarios. En las mencionadas condiciones podrá establecerse que, en la realización de determinados ingresos o pagos de la Administración General del Estado, sólo puedan utilizarse ciertos medios de pago especificando en cada caso las particulares condiciones de utilización.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            [2] Parágrafo 2.

            
					
        

          
					
    
            
						
            
              [3] Dicho Reglamento ha sido derogado por el Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre («BOE» núm. 17, de 19 de enero de 2008). Véase su artículo 81, teniendo en cuenta que ha sido modificado por el Real Decreto 3/2010, de 8 de enero («BOE» núm. 25, de 29 de enero), por el que se regula el Esquema Nacional de Seguridad en el ámbito de la Administración Electrónica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [4] Según establece dicho artículo, la información que, obligatoriamente, debe proporcionarse a los interesados será la siguiente:
            

            
						
            «1. Los interesados a los que se soliciten datos personales deberán ser previamente informados de modo expreso, preciso e inequívoco:

            
						
            
              a)
              De la existencia de un fichero o tratamiento de datos de carácter personal, de la finalidad de la recogida de éstos y de los destinatarios de la información.
            

            
						
            
              b)
              Del carácter obligatorio o facultativo de su respuesta a las preguntas que les sean planteadas.
            

            
						
            
              c)
              De las consecuencias de la obtención de los datos o de la negativa a suministrarlos.
            

            
						
            
              d)
              De la posibilidad de ejercitar los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición.
            

            
						
            
              e)
              De la identidad y dirección del responsable del tratamiento o, en su caso, de su representante.
            

            
						
            Cuando el responsable del tratamiento no esté establecido en el territorio de la Unión Europea y utilice en el tratamiento de datos medios situados en territorio español, deberá designar, salvo que tales medios se utilicen con fines de trámite, un representante en España, sin perjuicio de las acciones que pudieran emprenderse contra el propio responsable del tratamiento.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [5] Ley del Patrimonio de las Administraciones Públicas, publicada en «BOE» núm. 264, de 4 de noviembre. El precepto mencionado dispone lo siguiente:
            

            
						
            «Corresponden a la Administración General del Estado los valores, dinero y demás bienes muebles depositados en la Caja General de Depósitos y en entidades de crédito, sociedades o agencias de valores o cualesquiera otras entidades financieras, así como los saldos de cuentas corrientes, libretas de ahorro u otros instrumentos similares abiertos en estos establecimientos, respecto de los cuales no se haya practicado gestión alguna por los interesados que implique el ejercicio de su derecho de propiedad en el plazo de veinte años.»

            
						
            Téngase, asimismo, en cuenta, el artículo 21 de su Reglamento aprobado por Real Decreto 1373/2009, de 28 de agosto («BOE» núm. 226, de 18 de septiembre).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [6] Véase al respecto la Orden JUS/1623/2007, de 4 de abril («BOE» núm. 137, de 8 de junio).
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
			
    

      
			
    

      
		
  

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          TESTIGOS Y PERITOS
        

        
				
        
          § 14
          LEY ORGÁNICA 19/1994, DE 23 DE DICIEMBRE (JEFATURA DEL ESTADO), DE PROTECCIÓN A TESTIGOS Y PERITOS EN CAUSAS CRIMINALES        

(«BOE» núm. 307, de 24 de diciembre de 1994)

        
				
        
          EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
        

        
				
        La experiencia diaria pone de manifiesto en algunos casos las reticencias de los ciudadanos a colaborar con la policía judicial y con la Administración de Justicia en determinadas causas penales ante el temor a sufrir represalias.

        
				
        Ello conlleva, con frecuencia, que no se pueda contar con testimonios y pruebas muy valiosos en estos procesos.

        
				
        Ante esta situación, el legislador debe proceder a dictar normas que resulten eficaces en la salvaguarda de quienes, como testigos o peritos, deben cumplir con el deber constitucional de colaboración con la justicia.

        
				
        De no hacerlo así, podrían encontrarse motivos que comportasen retraimientos e inhibiciones por parte de posibles testigos y peritos no deseables en un Estado de Derecho, con el añadido de verse perjudicada la recta aplicación del ordenamiento jurídico-penal y facilitada, en su caso, la impunidad de los presuntos culpables.

        
				
        Es obvio, sin embargo, que las garantías arbitradas en favor de los testigos y peritos no pueden gozar de un carácter absoluto e ilimitado; es decir, no pueden violar los principios del proceso penal. De ahí que la presente Ley tenga como norte hacer posible el necesario equilibrio entre el derecho a un proceso con todas las garantías y la tutela de derechos fundamentales inherentes a los testigos y peritos y a sus familiares.

        
				
        El sistema implantado confiere al Juez o Tribunal la apreciación racional del grado de riesgo o peligro y la aplicación de todas o alguna de las medidas legales de protección que considere necesarias, previa ponderación, a la luz del proceso, de los distintos bienes jurídicos constitucionalmente protegidos; medidas que, en el marco del derecho de defensa, serán susceptibles de recurso en ambos efectos.

        
				
        El propósito protector al que responde la Ley no es, por lo demás, exclusivo de nuestro país. De acuerdo con directrices señaladas por el Derecho comparado, se ha entendido ser imperiosa e indeclinable la promulgación de las normas precisas para hacer realidad aquel propósito de protección de testigos y peritos que, además, ha sido admitido por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, cuyo principio general se hace también patente en la Resolución 827/1993, de 25 de mayo, del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, concerniente a la antigua Yugoslavia.

        
				
        El contenido de la Ley es breve. Junto a su ámbito de aplicación, regulado en el artículo 1, y las medidas protectoras y garantías del justiciable recogidos en los artículos 2 y 3, contiene el artículo 4 y último una serie de medidas complementarias de protección que habrán de aplicar, cada uno en su esfera, los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, el Ministerio Fiscal y la autoridad judicial.

        
				
        
          Artículo 1.
          1. Las medidas de protección previstas en esta Ley son aplicables a quienes en calidad de testigos o peritos intervengan en procesos penales.
        

        
				
        2. Para que sean de aplicación las disposiciones de la presente Ley será necesario que la autoridad judicial aprecie racionalmente un peligro grave para la persona, libertad o bienes de quien pretenda ampararse en ella, su cónyuge o persona a quien se halle ligado por análoga relación de afectividad o sus ascendientes, descendientes o hermanos.

        
				
        
          Art. 2.
          Apreciada la circunstancia prevista en el artículo anterior, el Juez instructor acordará motivadamente, de oficio o a instancia de parte, cuando lo estime necesario en atención al grado de riesgo o peligro, las medidas necesarias para preservar la identidad de los testigos y peritos, su domicilio, profesión y lugar de trabajo, sin perjuicio de la acción de contradicción que asiste a la defensa del procesado, pudiendo adoptar las siguientes decisiones:
        

        
				
        
          a)
          Que no consten en las diligencias que se practiquen su nombre, apellidos, domicilio, lugar de trabajo y profesión, ni cualquier otro dato que pudiera servir para la identificación de los mismos, pudiéndose utilizar para ésta un número o cualquier otra clave.
        

        
				
        
          b)
          Que comparezcan para la práctica de cualquier diligencia utilizando cualquier procedimiento que imposibilite su identificación visual normal.
        

        
				
        
          c)
          Que se fije como domicilio, a efectos de citaciones y notificaciones, la sede del órgano judicial interviniente, el cual las hará llegar reservadamente a su destinatario.
        

        
				
        
          Art. 3.
          1. Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, el Ministerio Fiscal y la autoridad judicial cuidarán de evitar que a los testigos o peritos se les hagan fotografías o se tome su imagen por cualquier otro procedimiento, debiéndose proceder a retirar el material fotográfico, cinematográfico, videográfico o de cualquier otro tipo a quien contraviniere esta prohibición. Dicho material será devuelto a su titular una vez comprobado que no existen vestigios de tomas en las que aparezcan los testigos o peritos de forma tal que pudieran ser identificados.
        

        
				
        
          2. A instancia del Ministerio Fiscal y para todo el proceso, o si, una vez finalizado éste, se mantuviera la circunstancia de peligro grave prevista en el artículo 1.2 de esta Ley, se brindará a los testigos y peritos, en su caso, protección policial. En casos excepcionales podrán facilitárseles documentos de una nueva identidad y medios económicos para cambiar su residencia o lugar de trabajo. Los testigos y peritos podrán solicitar ser conducidos a las dependencias judiciales, al lugar donde hubiere de practicarse alguna diligencia o a su domicilio en vehículos oficiales y durante el tiempo que permanezcan en dichas dependencias se les facilitará un local reservado para su exclusivo uso, convenientemente custodiado
          [1].
        

        
				
        
          Art. 4.
          1. Recibidas las actuaciones, el órgano judicial competente para el enjuiciamiento de los hechos se pronunciará motivadamente sobre la procedencia de mantener, modificar o suprimir todas o algunas de las medidas de protección de los testigos y peritos adoptadas por el Juez de Instrucción, así como si procede la adopción de otras nuevas, previa ponderación de los bienes jurídicos constitucionalmente protegidos de los derechos fundamentales en conflicto y de las circunstancias concurrentes en los testigos y peritos en relación con el proceso penal de que se trate.
        

        
				
        2. Las medidas adoptadas podrán ser objeto de recurso de reforma o súplica.

        
				
        3. Sin perjuicio de lo anterior, si cualquiera de las partes solicitase motivadamente en su escrito de calificación provisional, acusación o defensa, el conocimiento de la identidad de los testigos o peritos propuestos, cuya declaración o informe sea estimado pertinente, el Juez o Tribunal que haya de entender la causa, en el mismo auto en el que declare la pertinencia de la prueba propuesta, deberá facilitar el nombre y los apellidos de los testigos y peritos, respetando las restantes garantías reconocidas a los mismos en esta Ley.

        
				
        En tal caso, el plazo para la recusación de peritos a que se refiere el artículo 662 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal se computará a partir del momento en que se notifique a las partes la identidad de los mismos.

        
				
        En los cinco días siguientes a la notificación a las partes de la identidad de los testigos, cualquiera de ellos podrá proponer nueva prueba tendente a acreditar alguna circunstancia que pueda influir en el valor probatorio de su testimonio.

        
				
        4. De igual forma, las partes podrán hacer uso del derecho previsto en el apartado anterior, a la vista de las pruebas solicitadas por las otras partes y admitidas por el órgano judicial, en el plazo previsto para la interposición de recurso de reforma y apelación.

        
				
        5. Las declaraciones o informes de los testigos y peritos que hayan sido objeto de protección en aplicación de esta Ley durante la fase de instrucción, solamente podrán tener valor de prueba, a efectos de sentencia, si son ratificados en el acto del juicio oral en la forma prescrita en la Ley de Enjuiciamiento Criminal por quien los prestó. Si se consideraran de imposible reproducción, a efectos del artículo 730 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, habrán de ser ratificados mediante lectura literal a fin de que puedan ser sometidos a contradicción por las partes.

        
				
        
          DISPOSICIONES ADICIONALES
        

        
				
        
          Primera.
           
          El artículo 3.2 de esta Ley tendrá el carácter de Ley ordinaria.
        

        
				
        
          Segunda.
           
          El Gobierno, en el plazo de un año a partir de la publicación de la presente Ley, dictará las disposiciones reglamentarias que resulten necesarias para su ejecución.
        

        
				
        
          DISPOSICIÓN DEROGATORIA
        

        
				
        
          Única.
          Quedan derogados cuantos preceptos se opongan a lo dispuesto en la presente Ley.
        

        
				
        
          DISPOSICIÓN FINAL
        

        
				
        
          Única.
          Esta Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
        

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [1] De acuerdo con la disposición adicional primera de esta Ley Orgánica, el apartado 2 del artículo 3 tiene el carácter de Ley Ordinaria.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          TRIBUNAL DEL JURADO
        

        
				
        
          § 15
          
            LEY ORGÁNICA 5/1995, DE 22 DE MAYO (JEFATURA DEL ESTADO), DEL TRIBUNAL DEL JURADO
            [1]                  

(«BOE» núm. 122, de 23 de mayo de 1995)

        
				
        
          EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
        

        
				
        
          I
        

        
				
        
          Fundamento constitucional
        

        
				
        El artículo 125 de la Constitución española de 1978 establece que «los ciudadanos podrán participar en la Administración de Justicia mediante la institución del Jurado, en la forma y con respecto a aquellos procesos penales que la ley determine».

        
				
        Nuestro texto constitucional cumple con ello lo que puede considerarse una constante en la historia del derecho constitucional español; cada período de libertad ha significado la consagración del jurado; así en la Constitución de Cádiz de 1812, y en las de 1837, 1869 y 1931, y por el contrario cada época de retroceso de las libertades públicas ha eliminado o restringido considerablemente ese instrumento de participación ciudadana, en paralelo y como complemento a las restricciones del conjunto de sus derechos y de los instrumentos de participación en los asuntos públicos.

        
				
        Se retoma por tanto un instrumento de indiscutible raigambre liberal, y se hace desde el dato indiscutible de que, desde el primer esbozo de 1820 hasta su suspensión en el año de 1936, pocas instituciones jurídicas han padecido –y por tanto han sido enriquecidas– con una depuración crítica tan acentuada como el Tribunal del Jurado, lo que ha permitido extraer la masa ingente de datos sueltos, experiencias y precedentes que han facilitado la captación íntegra de la institución.

        
				
        Por encima de concepciones pro o antijuradistas, nuestra Norma Fundamental enlaza el instrumento del jurado, de forma indiscutible, con dos derechos fundamentales: La participación directa de los ciudadanos en los asuntos públicos, del artículo 23.1 de la Constitución española, y el derecho al juez ordinario predeterminado por la ley del 24.2 de nuestro texto fundamental.

        
				
        En efecto, nos encontramos, de una parte ante una modalidad del ejercicio del derecho subjetivo a participar en los asuntos públicos, perteneciente a la esfera del «status activae civitatis», cuyo ejercicio no se lleva a cabo a través de representantes, sino que se ejercita directamente al acceder el ciudadano personalmente a la condición de jurado. De ahí que deba descartarse el carácter representativo de la institución y deba reconocerse exclusivamente su carácter participativo y directo.

        
				
        Por ello, puede predicarse que el instituto que se regula difiere de otros modelos por la forma peculiar en que se articula el derecho-deber del ciudadano a participar de manera directa en un poder real del Estado; nos encontramos ante un derecho-deber, lo que tiene reflejo en el texto legal al adoptar medidas coercitivas que aseguren el cumplimiento de la obligación y, consiguientemente, el establecimiento de aquellas otras encaminadas a mitigar, en lo posible, la excesiva onerosidad del cumplimiento del deber, a través de la retribución de la función y la indemnización de los gastos ocasionados por su ejercicio. La Ley parte de la concepción de que el Estado democrático se caracteriza por la participación del ciudadano en los asuntos públicos. Entre ellos no hay razón alguna para excepcionar los referidos a impartir justicia, sino que por el contrario se debe establecer un procedimiento que satisfaga ese derecho constitucional de la forma más plena posible.

        
				
        No se trata, en definitiva, de confiar en la capacidad de los ciudadanos, como si fuera tolerable en un sistema democrático la alternativa negativa. Se trata sólo de tener por superadas cualesquiera razones explicativas no ya de su discutible fracaso histórico, sino de su autoritaria y antidemocrática suspensión.

        
				
        Pero la institución del Jurado es al mismo tiempo y de forma complementaria, una manifestación del artículo 24 de la Constitución que declara que todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la Ley; cumple por tanto una función necesaria para el debido proceso, pero lo hace desde una óptica distinta a la que tenía atribuida en su recepción en el Estado liberal burgués; no hay reticencia alguna al Juez profesional; no se trata de instaurar una Justicia alternativa en paralelo y menos aún en contradicción a la de los Jueces y Magistrados de carrera a que se refiere el artículo 122 de la Constitución, sino de establecer unas normas procedimentales que satisfagan al mismo tiempo y en paralelo todas las exigencias de los procesos penales con el derecho-deber de los ciudadanos a participar directamente en la función constitucional de juzgar.

        
				
        El artículo 125 de la Constitución supone en definitiva un inequívoco emplazamiento constitucional que fuerza el largo paréntesis de limitadas vivencias y expectativas de participación del ciudadano en los asuntos públicos, y en el que la institución del Jurado reaparece con una renovada carga de sugerencias y matices capaces de dar sentido y proyección a la realidad social, hoy suficientemente contrastada, que demanda un cambio urgente en los modos de administrar justicia.

        
				
        Su desarrollo no es, en consecuencia, tan sólo un imperativo constitucional, sino que es una urgente necesidad en cuanto que pieza decisiva de una reforma en profundidad del conjunto de la Administración de Justicia, que es sentida como necesidad inaplazable por buena parte de los ciudadanos.

        
				
        Esta realidad ha sido también reconocida por el Consejo General del Poder Judicial. Así, en las memorias elaboradas en los años 1991 y 1992 y en Relación Circunstanciada de las Necesidades de la Administración de Justicia para el año 1993, en el epígrafe referente a las modificaciones legislativas que estimaba convenientes para el adecuado ejercicio de la potestad jurisdiccional tendentes a conseguir una agilización de los procesos, al referirse al proceso penal, destaca que «la implantación del Jurado, prevista en el artículo 125 de la Constitución española, requerirá una sustancial modificación de la institución mediante su incardinación en el sistema procesal, sin que ello suponga un elemento retardatario de la justicia penal».

        
				
        Con la aprobación de esta Ley se da un paso cualitativo más, desde una perspectiva técnico-legal, encaminada a cerrar el modelo básico de la Justicia diseñado por la Constitución y la Ley Orgánica del Poder Judicial, facilitando la participación de los ciudadanos en la Administración de Justicia. El establecimiento del Tribunal del Jurado debe ser considerado como uno de los contenidos constitucionales aún pendientes de desarrollo. Con su regulación en esta Ley se da cumplimiento a un mandato constitucional tantas veces diferido y se establece una de las piezas básicas en el funcionamiento de la Administración de Justicia diseñado por el constituyente.

        
				
        
          II
        

        
				
        
          Los ciudadanos jurados
        

        
				
        
          Ya hemos advertido que la presente Ley parte de que el Jurado implica una manifestación del derecho de participación, y ello determina sin duda que las cuestiones verdaderamente esenciales a dilucidar sean las del ámbito 
          de conocimiento del Tribunal del Jurado y, dentro de éste, la función que viene reconocida a los ciudadanos participantes.
        

        
				
        Una elemental prudencia aconseja la graduación en el proceso de instauración de la institución, tanto a la hora de seleccionar el número de asuntos, cuanto la naturaleza de éstos. Razones para su adecuada implantación aconsejan que todos los que han de intervenir en este tipo de procesos se familiaricen con sus peculiaridades tan distintas a la actual manera de celebrarse los juicios. La concreción del objeto del juicio, las alegaciones de las partes, el material probatorio a atender, el lenguaje a utilizar, el contenido mismo de las resoluciones, deben variar sustancialmente.

        
				
        La Ley tiene muy en cuenta que el juicio por Jurados constituye expresión plena de los principios básicos procesales de inmediación, prueba formada con fundamento en la libre convicción, exclusión de pruebas ilegales, publicidad y oralidad. Por ello se han seleccionado aquellos delitos en los que la acción típica carece de excesiva complejidad o en los que los elementos normativos integrantes son especialmente aptos para su valoración por ciudadanos no profesionalizados en la función judicial.

        
				
        El ámbito competencial correspondiente al Tribunal del Jurado se fija en el artículo 1. Sin embargo, el legislador en el futuro valorará sin duda a la vista de la experiencia y de la consolidación social de la institución, la ampliación progresiva de los delitos que han de ser objeto de enjuiciamiento.

        
				
        La conformación del colegio decisor dentro del Tribunal del Jurado requiere una respuesta legislativa cuyo acierto no pasa necesariamente por resolver la vieja cuestión lógica sobre la escindibilidad entre el hecho y el derecho.

        
				
        Los autores de nuestra vieja Ley de Jurado, vinculando el origen histórico del instituto al testimonio de los vecinos como fórmula de decidir el litigio, patrocinaron para el ciudadano jurado una intervención limitada a la proclamación del hecho probado.

        
				
        Tal origen es discutible y, además, no siempre es posible decidir sobre la veracidad de una afirmación histórica, presupuesto típico del delito, sin pensar en valoraciones jurídicas. Pero, en todo caso, y ello es lo más relevante, el modelo ahora propuesto en la Ley alcanza una profundidad legitimadora entonces inatendida. Por eso, en la Ley, el Jurado no se limita a decidir si el hecho está o no probado, sino que valora aspectos como son los componentes normativos que dan lugar a la exención o no de la responsabilidad penal.

        
				
        En la Ley, la opción adoptada respecto al proceso selectivo de los jurados es coherente con la consideración de que su participación constituye un derecho-deber. La ciudadanía, en las condiciones que habilitan para el pleno ejercicio de los derechos cívicos, constituye el índice de la capacidad presunta no necesitada de otras exclusiones o acreditaciones de capacidad probada, salvo aquellas que notoriamente impedirían el ejercicio de la función de enjuiciamiento.

        
				
        La conveniencia de una participación lo más aceptada posible, lleva a reconocer un régimen de excusas generoso y remitido a la prudencia de la jurisdicción que ha de apreciarlas.

        
				
        
          El sistema selectivo se caracteriza:
          a)
          por la sucesión de etapas que permitan garantizar la presencia de candidatos en número adecuado para evitar suspensiones en los señalamientos y el anticipado conocimiento por aquéllos de su eventual llamada a intervenir;
          b)
          por la transparencia y publicidad del proceso selectivo en que se insertan no sólo los mecanismos que permitan detectar las causas de exclusión, sino las garantías jurisdiccionales tanto para el candidato como, en momento ulterior, para las partes en el juicio;
          c)
          por el sorteo a partir de las listas censales como sistema, no sólo democrático en cuanto excluye criterios elitistas –ni aun a fuero de científicos–, sino coherente con el fundamento mismo de la participación.
        

        
				
        Se ha considerado que, si se admitiese en esta Ley un criterio de exclusión, diverso del antes indicado, so pretexto de alcanzar un plus de capacidad sobre la presunta derivada de la inclusión en el censo, se estaría distorsionando el concepto mismo de pueblo.

        
				
        Pero ello no debe impedir una cierta conciliación entre el derecho a participar en el sorteo con el derecho de las partes a procurar un cierto pluralismo en el colegio jurisdicente. En alguna medida a ello tiende el número de jurados a designar (nueve), pero lo hace aún más la posibilidad de que las partes puedan recusar sin necesidad de alegar causa atendiendo a subjetivas valoraciones acerca de los criterios de decisión del candidato.

        
				
        Aunque esta posibilidad haya de someterse a fuertes limitaciones de número que eviten los funestos resultados producidos en la experiencia histórica.

        
				
        
          III
        

        
				
        
          Necesarias reformas procesales como garantía de la viabilidad del funcionamiento del Jurado
        

        
				
        
          1
        

        
				
        
          En la denominada fase intermedia
        

        
				
        Algunos han proclamado que cualquier especialidad procedimental debe comenzar allí donde empieza la intervención del Jurado, esto es, en la fase de juicio oral. Se ha sostenido que si el Jurado se limita a intervenir en el juicio oral, no debe modificarse el modelo acusatorio formal o mixto de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

        
				
        
          Tal opinión hace caso omiso de obligadas consideraciones:
        

        
				
        
          a)
          El actual sistema de enjuiciamiento mediante jueces técnicos se sustenta sobre premisas normativas difícilmente trasladables al juicio oral ante el Tribunal del Jurado, que de mantenerse podría determinar el fracaso del enjuiciamiento por ciudadanos no profesionalizados. Las modificaciones necesarias deberán inexorablemente proyectarse sobre la fase preparatoria del juicio oral.
        

        
				
        
          b)
          Nuestro Tribunal Constitucional ha venido estableciendo un cuerpo de doctrina que no sólo resulta enriquecedora, por enervar tradicionales defectos de nuestra ley procesal, sino que sería difícilmente tolerable ignorarla en la Ley.
        

        
				
        Se quejaba Alonso Martínez de la costumbre, tan arraigada de nuestros Jueces y Tribunales, de dar escaso o ningún valor a las pruebas del plenario, buscando principal o casi exclusivamente la verdad en las diligencias sumariales practicadas a espaldas del acusado. La presente Ley concibe que el juicio oral ante el Tribunal del Jurado debe culminar la erradicación de esa malformación procesal mediante la práctica ante él de toda la prueba.

        
				
        El consiguiente riesgo de prolongación excesiva del acto del juicio aconseja la introducción de mecanismos de simplificación. De ellos el más esencial es la precisa definición del objeto del enjuiciamiento que habrá de efectuarse en la fase precedente al mismo.

        
				
        El vigente sistema de resolución sobre la apertura del juicio oral se manifiesta bajo dos modalidades procedimentales diferentes –según se trate de procedimiento ordinario o abreviado– aunque, en ambas, se limita a una decisión meramente negativa que resulta disfuncional para el enjuiciamiento por jurado. Por ello, el modelo debía optar por uno u otro procedimiento, siendo difícilmente explicable que, transcendiendo la fase intermedia o juicio de acusación a la de juicio, la unidad procedimental de ésta no exigiese igual unidad en aquélla.

        
				
        De otra parte, el carácter meramente negativo de la decisión sobre la apertura del juicio oral resulta poco apto para la precisa definición del objeto del juicio, presupuesto imprescindible para asegurar un desarrollo de éste que garantice la ausencia de confusión de los hechos a probar, que evite las dilaciones inherentes a aquella falta de precisión objetiva y que con la información adecuada e imparcialmente elaborada, permita prescindir de la no deseada «reproducción» del sumario o diligencias previas.

        
				
        También ha proclamado nuestro Tribunal Constitucional la exigencia de promover, en la fase intermedia del procedimiento, el debate procesal en condiciones que respeten la contradicción e igualdad de acusación y defensa.

        
				
        Con tales precedentes la Ley ha considerado oportuno:

        
				
        
          a)
          Optar por una resolución sobre la apertura del juicio oral precisa y fundada. Desde luego, conforme venía advirtiendo una parte de la doctrina, difícilmente puede efectuarse un control jurisdiccional sobre la apertura del juicio oral sin la previa formalización de la acusación. De esta manera el control judicial previo sobre la razonabilidad de la acusación no se limita al reenvío. Por el contrario, el ámbito de decisión atribuido al órgano jurisdiccional se incrementa pudiendo adoptar la decisión de sobreseimiento por cualquiera de sus motivos.
        

        
				
        
          b)
          Tal control culmina no sólo decidiendo una genérica viabilidad del juicio oral sino precisando qué hechos concretos, de los múltiples posibles alegados por acusación y defensa, deben constituir objeto de la actividad probatoria y determinantes para su resolución en el juicio.
        

        
				
        Debe retenerse que el contenido de la anterior decisión se erige en una de las más relevantes condiciones del éxito o fracaso de la Institución.

        
				
        
          c)
          A su vez el contenido y función de tal resolución se relaciona, en mutua exigencia, con la exclusión del auto de procesamiento, que vendría exigido por la necesaria unidad de sistema en lo concerniente a la inculpación.
        

        
				
        
          2
        

        
				
        
          En la fase de instrucción
        

        
				
        La opción que acoge la Ley sobre el sistema para adoptar la decisión que remite a juicio oral, se proyecta sobre la fase del procedimiento que le precede:

        
				
        
          a)
          Por garantía de imparcialidad del órgano jurisdiccional que se refuerza especialmente. Así deberá valorarse la suficiencia y aun el éxito de la investigación, pero atendiendo, a la vez, a pretensiones y resistencias contrapuestas o de signo contrario, formuladas las unas por la acusación, las otras por la defensa. Se valorará, asimismo, la probabilidad de veracidad de unas afirmaciones históricas y aun de la transcendencia en cuanto a la calificación jurídica.
        

        
				
        El modelo que se adopta exige, por elemental coherencia, permitir, tan pronto como conste la imputación de un hecho justiciable determinado a persona concreta, la reubicación del Juez de Instrucción que luego habrá de resolver sobre la apertura del juicio oral, en una reforzada posición de imparcialidad, con la función de controlar la imputación del delito mediante la previa valoración de su verosimilitud y con la facultad de investigar de forma complementaria sobre los hechos afirmados por las partes.

        
				
        Lo que es ineludible es que una excesiva tendencia hacia pesquisas generales, inacabables en el tiempo, no contribuya al fracaso de la viabilidad del enjuiciamiento por Jurado.

        
				
        
          De otra parte, mal puede admitirse el reproche de que el sistema que acoge la Ley dejase sin mecanismo de efectividad el principio de obligatoriedad de la acción penal. Dejando a un lado lo que hay de acusación indiscriminada sobre una posible actitud de inhibición del Ministerio Fiscal, tal reproche olvida que para iniciarse este procedimiento tiene que haber precedido denuncia o querella de alguien que, de no ser el Ministerio Fiscal, bien puede, dada la afortunada previsión constitucional de la acción popular, suplir la falta de instancia del acusador público. Y a tal fin tiende la convocatoria a la acción pública que el Juez discrepante puede hacer al modo previsto para la fase intermedia en nuestra Ley 
          de Enjuiciamiento Criminal dentro del procedimiento ordinario.
        

        
				
        Se olvida cuando se reprocha la habilitación del Juez instructor en la determinación del hecho y persona a investigar, que otro tanto ocurre en el actual sistema de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en la que, en definitiva, sólo será objeto y sujeto pasivo en el juicio oral cuanto venga determinado previamente por la acusación. La Ley sigue en este punto idéntico principio al acogido por la vigente legislación procesal.

        
				
        
          b)
          Por la exigencia de imputación judicial previa a toda acusación, ya que la decisión sobre la apertura del juicio oral exige como presupuesto que se haya formalizado tal exigencia.
        

        
				
        Ya denunciaba el Tribunal Constitucional cómo durante casi un siglo el sistema procesal permitía, entre nosotros, que el Juez Instructor inquiriese sin comunicar lo que buscaba e interrogase a un sospechoso de él, sin hacer posible su autodefensa y sin proveerle de asistencia de letrado. La Constitución de 1978 y la reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal por Ley 53/1978 obligaron a un sesgo crucial. El Tribunal Constitucional reconoció la nueva categoría de imputado a toda persona a quien se atribuya, más o menos fundadamente, un acto punible.

        
				
        La presentación de denuncia o querella o la existencia de una actuación procesal en curso de la que derive la atribución de un hecho delictivo a persona determinada, ha de ser objeto de una imprescindible valoración circunstanciada por el Juez para decidir sobre el seguimiento de causa penal. Tal decisión no podrá demorarse arbitrariamente, debiendo sancionarse, conforme a aquella doctrina, como nulas e ilícitas las investigaciones verificadas sin esa previa comunicación, cuando correspondiera.

        
				
        La relación de la referida doctrina con la que promueve el debate en condiciones de igualdad y con la que exige que quien va a realizar funciones de enjuiciamiento no formule acusaciones, han determinado que la Ley se decante por una instrucción que, desde el momento en que el hecho justiciable y la persona sean determinadas y corresponda este procedimiento, obliga a:

        
				
        
          a)
          Que alguien ajeno al Juez formule una imputación, precisamente antes de iniciar la investigación,
        

        
				
        
          b)
          Que la prosecución de ésta exija una valoración por un órgano jurisdiccional precedida de la oportunidad de debate entre las partes,
        

        
				
        
          c)
          Que durante la investigación que el Juez estime razonable seguir, éste mantenga una posición diferenciada de las partes, y
        

        
				
        
          d)
          Que sea este Juez, así preservado en una cierta imparcialidad, el que controle la procedencia de la apertura o no del juicio oral, de manera positiva y no sólo negativa, con precisión del objeto del juicio y decisión de la información necesaria a remitir al Tribunal del Jurado que, sin embargo, impida la disposición del material sumarial que podría limitar la efectiva incidencia de los principios de oralidad, inmediación y celeridad necesarios en dicho enjuiciamiento.
        

        
				
        
          IV
        

        
				
        
          El juicio oral
        

        
				
        
          1
        

        
				
        
          Cuestiones previas
        

        
				
        La preocupación por una adecuada preparación del juicio oral obstinadamente dirigida a impedir su fracaso, lleva en la Ley a intensificar el papel asignado al Magistrado en ese preámbulo de la celebración del juicio oral ya abierto.

        
				
        La decisión, adoptada por el Instructor sobre la apertura del juicio oral, puede, sin duda, ser objeto de la discrepancia de las partes. La que concierne a la procedencia o no del juicio recibe un tratamiento en la Ley similar al de la Ley de Enjuiciamiento Criminal; apelación contra el sobreseimiento e irrecurribilidad de la apertura, sin perjuicio de que en este último supuesto las partes al personarse puedan plantear las cuestiones previas o excepciones a que se refiere el artículo 36 de la Ley.

        
				
        Pero la discrepancia puede suscitarse en relación a aspectos particulares de la resolución referidos al objeto del juicio y en este supuesto la técnica del recurso resulta innecesariamente dilatoria, ya que el mismo objetivo puede lograrse mediante el planteamiento de la reclamación como cuestión previa al Magistrado que ha de presidir el Tribunal.

        
				
        Esa facultad revisora se complementa en la Ley con la de dirección del debate que se traduce en la formulación, ajustada a la estructura del veredicto de su objeto.

        
				
        La decisión sobre la admisión de la prueba, supeditada a su pertinencia, viene atribuida en la Ley al Magistrado que anteriormente ya ha configurado el objeto del juicio y con ello los hechos objetivos de prueba, y a él también le corresponde valorar la imposibilidad del aplazamiento que exija la práctica anticipada y, en definitiva, resolver sobre las eventuales alegaciones de ilicitud probatoria.
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          Constitución del Tribunal del Jurado
        

        
				
        El Tribunal del Jurado no constituye, y ello es una de sus notas más definidoras, un órgano jurisdiccional permanente, lo que exigió siempre el señalamiento del período durante el cual el constituido iba a conocer. De esa manera las causas a conocer se determinaban en función de dos datos: El tiempo para el que se había conformado el Tribunal y el Partido Judicial de procedencia de las causas.

        
				
        El primer criterio ha sido sustituido en la Ley por la conformación de un Jurado para cada causa acentuándose así la nota de temporalidad del órgano judicial. Varias razones aconsejan esta solución. La primera que, al menos, en el inicio de la reinstauración de la institución, no se haga recaer sobre unos pocos Jurados la carga de examinar todas las causas a enjuiciar en un período, repartiéndose entre más ciudadanos esa labor. La segunda que, de la forma propuesta, se contribuya, por efecto de una mayor rotación en el desempeño de la función, al logro de uno de los efectos más beneficiosos de la institución, a saber: Que la experiencia del ejercicio de la función de juzgar actúe como escuela de ciudadanía para el mayor número posible de ciudadanos.

        
				
        Mantener una disposición que fija los períodos de sesiones ha perdido hoy su carácter necesario. Sin embargo, mantiene con ella no sólo el efecto simbólico, recordando esa transitoriedad de la función judicial en el ciudadano, sino también una pauta de organización de señalamientos. Conforme a ella podrá efectuarse el sorteo con tiempo suficiente para un determinado período en un solo acto. Al mismo tiempo, nada impedirá, al conformarse Jurados por cada causa que, la naturaleza y circunstancias del Tribunal en fecha a señalar prudentemente por el Magistrado-Presidente.

        
				
        No menor trascendencia tiene la segunda opción adoptada en la Ley en relación con el origen de los candidatos a jurado. La vecindad ha sido históricamente una de las notas esenciales de los llamados a juzgar como jurados. De ahí que éstos hayan de ser, si no de la localidad o del partido judicial, al menos de la provincia en cuyo territorio el hecho ha tenido lugar.

        
				
        La prudencia aconseja la apertura de tiempos hasta donde sea posible que permitan la anticipada comunicación de cualquier causa que pueda implicar el defecto de número de jurados hábiles el día señalado para el juicio. A ello responde en la Ley con la ausencia de rígidas preclusiones y la anticipación en la formación de listas de candidatos a jurado, así como la previsión de la reiteración de sorteos antes de dicho día.

        
				
        La Ley prevé la posible recusación por las partes presentes en el inicio de las sesiones. El fundamento de la recusación admitida, incluso sin alegación de causa por el recusante, no es otro que el de lograr, no ya la imparcialidad de los llamados a juzgar, sino que tal imparcialidad se presente como real ante los que acuden a instar la Justicia. Pero tal ideal, que exigiría la inexistencia de límites en la recusación, ha de conciliarse con las exigencias de que la institución no se vea frustrada en su funcionamiento efectivo.
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          El debate
        

        
				
        Aun cuando la Ley apenas se limita a una remisión a las normas comunes, sería un error olvidar que precisamente en la dirección del debate del juicio oral se encuentra una de las claves esenciales de éxito o fracaso de la institución. Si hubiere de fracasar, quizá fuere tan imputable a la falta de acierto del Juez técnico en la preparación del juicio a que le emplaza la Ley, como al ciudadano no profesional que carezca de la aptitud necesaria para el desempeño de la función que aquélla le asigna.

        
				
        La brevedad de la remisión en este apartado viene permitida porque antes, como se expuso, la Ley se ha preocupado de resolver aspectos esenciales. De una parte, la minuciosa precisión del «thema probandi», rígida e inteligente referencia que debe guiar inexorablemente lo que en el juicio oral pueda ocurrir. Aquella determinación del objeto del juicio, precisamente articulada en la forma en que debe ser examinada la prueba para la emisión del veredicto, y en lenguaje inteligible al ciudadano no profesional, se presenta en la Ley como preferible a las experiencias de ilustración al Jurado mediante notas o relaciones.

        
				
        De otra, la exclusión de la presencia, incluso física, del sumario en el juicio oral evita indeseables confusiones de fuentes cognoscitivas atendibles, contribuyendo así a orientar sobre el alcance y la finalidad de la práctica probatoria a realizar en el debate.

        
				
        La oralidad, inmediación y publicidad en la prueba que ha de derogar la presunción de inocencia lleva en la Ley a incidir en una de las cuestiones que más polémica ha suscitado cual es la del valor probatorio dado a las diligencias sumariales o previas al juicio y que se veta en el texto del mismo.

        
				
        Un aspecto que merece especial consideración es la participación del Jurado en la actividad probatoria. De la misma manera que nuestra Ley de Enjuiciamiento Criminal ha optado por una transacción entre el principio de aportación de parte y el de investigación de oficio, autorizando al Tribunal a contribuir a la producción de medios de prueba en el juicio oral, se traslada esa posibilidad al Jurado que es precisamente quien tiene ahora la responsabilidad de la valoración probatoria sobre la veracidad de la imputación.
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          La disolución del Jurado
        

        
				
        La disolución del Jurado, sin duda, constituye una de las más llamativas novedades respecto de nuestra experiencia histórica. La proclamación constitucional del derecho fundamental a la presunción de inocencia no podía dejar de proyectar su influencia en la Ley proyectada. Una influencia que es tributaria en buena parte del modelo en que aquella garantía constitucional surgió.

        
				
        Como antecedente en el derecho comparado, cabe así citar la previsión de las reglas federales para el procedimiento criminal en los Estados Unidos de América que permiten instar la disolución del Jurado después de terminada la prueba de ambas partes, si dicha prueba fuera insuficiente para sostener la convicción por dicho delito o delitos.

        
				
        
          Sin duda el alcance y efectos del derecho que garantiza el artículo 24.2 de nuestra Constitución es discutible y discutido. La ley parte de dos premisas:
          a)
          la distinción en el contenido de la garantía de un aspecto objetivo concerniente a la existencia de una verdadera prueba y otro, subjetivo, referido al momento de valoración de aquélla; y
          b)
          la distribución de funciones entre el Magistrado y los Jurados, atribuyendo al primero el control de aquella dimensión objetiva como cuestión jurídica.
        

        
				
        Tal control se resuelve en la Ley en consideraciones sobre la licitud u observancia de garantías en la producción probatoria. Aunque también en la apreciación objetiva sobre la existencia de elementos incriminadores. No tanto de la suficiencia para justificar la condena. Esta forma parte también del contenido del derecho fundamental, pero exige ya la labor de valoración del medio de prueba, lo que corresponde al Jurado.

        
				
        En definitiva, el criterio que separa la valoración de la existencia de prueba respecto del de la suficiencia de la misma, puede ser el imperante en la jurisprudencia del ámbito cultural del que es oriunda la garantía: no existirá prueba si, ni aun en la interpretación de la practicada más favorable a las tesis de la acusación, ésta habría de ser rechazada.

        
				
        Limitada la atribución del Magistrado a un aspecto tan evidente, no resulta extemporánea al final del debate. Cierto que antes ya se habrá valorado por el Juez la existencia de indicios que justificaron la apertura del juicio oral, por lo que puede caerse en el error de creer que la mínima actividad probatoria, lícita y de cargo ha sido ya alcanzada. Una tesis tal desconocería que hasta el juicio oral no existe verdadera prueba, que la valoración de su existencia como tal corresponde al órgano del juicio y, lo importante, que en el juicio, durante todo él, se pueda poner de manifiesto la ilegalidad o la absoluta falta de fuerza incriminadora de los medios de prueba de que se dispuso.

        
				
        También aconseja tal medida la experiencia histórica que da noticia de uno de los reproches más generalizados respecto al funcionamiento del Jurado: la emisión de veredictos sorprendentes. Una vez más la Ley deposita un alto grado de confianza en la magistratura como garantía del buen funcionamiento de la institución.

        
				
        
          V
        

        
				
        
          El veredicto
        

        
				
        
          1
        

        
				
        
          El objeto
        

        
				
        Entendió Alonso Martínez que extender la competencia al «nomen iuris» del delito era manifestación de la confusión entre el hecho y el derecho y, aún más, suponía la invasión por el Jurado de facultades del legislador. Ni esto último parece fácilmente compatible, ni la escisión de lo histórico y lo normativo en el enjuiciamiento es fácil. Por otro lado, ha sido constante el reproche por la ausencia de motivación hacia sistemas organizativos del Jurado que admiten la emisión de veredicto por sólo ciudadanos.

        
				
        A una y otra objeción trata de dar prudente respuesta la Ley. De una parte, porque el hecho no se estima concebible desde una reduccionista perspectiva naturalista, sino, precisa y exclusivamente, en cuanto jurídicamente relevante. Un hecho, en una concreta selección de su proteica accidentalidad, se declara probado sólo en tanto en cuanto jurídicamente constituye un delito.

        
				
        Privar al Jurado de la toma en consideración de ese inescindible vínculo entre la configuración del dato histórico y su consecuencia normativa es, por un lado, inútil ya que el debate le habrá advertido de la consecuencia de su decisión sobre la verdad proclamada y no podrá omitir en su decisión la referencia de las consecuencias de su veredicto pretendidamente sólo fáctico.

        
				
        Pero, además, con tal escisión se reproduciría una de las causas de mayor reproche al Tribunal del Jurado en nuestra experiencia. La difícil articulación de las cuestiones, con exclusión de los proscritos aspectos de técnica jurídica, produjo constantes debates sobre la corrección de los veredictos y sentencias.

        
				
        También era necesario optar entre el sistema de respuesta única o articulación secuencial. Aquella fórmula se acomoda más a una concepción ajena al de plena vigencia y supremacía del principio de legalidad. Allí donde el Jurado puede, desde la irresponsabilidad, sustituir el genérico y apriorístico criterio del legislador por su concepción en el caso concreto, el apodíctico veredicto no está necesitado ni de articulación ni de motivación.

        
				
        En nuestro sistema el Jurado debe sujetarse inexorablemente al mandato del legislador. Y tal adecuación sólo es susceptible de control en la medida en que el veredicto exterioriza el curso argumental que lo motivó.

        
				
        Y a ello tiende la Ley:

        
				
        
          a)
          Confirmando al Magisterio la articulación racional de los hechos a proclamar como probados en una secuencia lógica.
        

        
				
        
          b)
          Reclamando como criterio la necesaria inequivocidad de la cuestión.
        

        
				
        
          c)
          Permitiendo al Jurado una flexibilidad, que, sin abdicar de la obligada respuesta a la cuestión que le es formulada, pueda introducir las matizaciones o complementos que permita adecuar el veredicto a su conciencia en el examen del hecho. Lo que, además, conseguirá evitar previsibles veredictos sorprendentes de inculpabilidad a que llevaría la rigidez en la exigencia de respuesta que situase al Jurado en insoportables incomodidades para expresar su opinión. Con ello se elude el catálogo de preguntas a contestar con monosílabos, porque éste no puede recoger la total opinión del Jurado, pero se evita el sistema ya rechazado por una doctrina cualificada de conferir a éste la carga de la redacción del hecho probado.
        

        
				
        
          d)
          Exigiendo del Jurado que su demostrada capacidad para decidirse por una u otra versión alcance el grado necesario para la exposición de sus motivos. Bien es cierto que la exposición de lo tenido por probado explicita la argumentación de la conclusión de culpabilidad o inculpabilidad. Pero hoy, la existencia constitucional de motivación no se satisface con ello. También la motivación de esos argumentos es necesaria. Y desde luego posible si se considera que en modo alguno requiere especial artificio y cuenta en todo caso el Jurado con la posibilidad de instar el asesoramiento necesario.
        

        
				
        
          e)
          Añadiendo a ese contenido el pronunciamiento sobre la valoración que el hecho merece en función de su tipificación legal. Para tal pronunciamiento, no estribará tanto la dificultad en una tarea de calificación técnica del hecho, como en optar en las diversas versiones de éste. Una vez más la prudencia y buen hacer del Magistrado viene a constituir una garantía del éxito del modelo.
        

        
				
        
          f)
          La conformidad del objeto del veredicto no puede prescindir de la consideración del objeto del proceso como vinculado a las alegaciones de todas las partes, a los intereses de la defensa y de la acusación y, también, al derecho de éstas a participar en la definitiva redacción mediando la oportuna audiencia.
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          Instrucciones
        

        
				
        En ellas radica otra de las condiciones del éxito o fracaso del enjuiciamiento por Jurado. Pero su justificación, que no es otra que suplir las deficiencias que puedan derivarse del desconocimiento técnico de la Ley, impide que puedan extenderse a aspectos en los que los Jurados deben y pueden actuar con espontaneidad.

        
				
        Por ello se estima adecuado suprimir entre sus contenidos uno cuya inclusión determinó una gran polémica en nuestra pasada experiencia histórica: el resumen de la prueba practicada.

        
				
        Sin embargo, el asesoramiento técnico no puede prescindir de la advertencia de no atendibilidad de aquellas actividades probatorias que adolezcan de defectos legales que obligan a desecharlas. En la medida en que las instrucciones tienen consustancial trascendencia en la determinación del veredicto, parece oportuno que se sometan al control de las partes para que éstas resulten convencidas de la imparcialidad de aquéllas y, si no, dispongan de la oportunidad de combatir la infracción.

        
				
        Necesidad de instrucción y espontaneidad del Jurado son objetivos que pueden estorbarse y que hacen necesaria su conciliación. Así, aun cuando el Jurado debe reunirse para deliberar sin interferencias mediatizadoras, no se ha querido prescindir de la permanente disponibilidad de acceso al asesoramiento que, libremente, quieran exigir.

        
				
        Especial consideración merece la posibilidad que se permite en la Ley para que, aun sin mediar petición de los Jurados, pueda el Magistrado impartir aquellas instrucciones que tienden a evitar una innecesaria prolongación de la deliberación. Se trata de evitar que la inexperiencia de los deliberantes, unida a su reticencia a instar la instrucción, produzca una injustificada dilación en la emisión del veredicto que afectaría al prestigio de la institución.
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          Deliberación y votación
        

        
				
        El secreto de la deliberación no ha de impedir la imprescindible responsabilidad de los jurados. Por ello la votación se impone nominal, lo que permite identificar la abstención prohibida en la Ley.

        
				
        Sin duda la regla de decisión que exige la unanimidad en el sentido de la misma para tener por producido el veredicto, se presenta como la más adecuada para compeler a los jurados a un debate más rico. Sin embargo, tal regla lleva implícito un elevadísimo riesgo de fracaso de no alcanzarse tal unanimidad. Una adecuada transacción entre los objetivos de una deliberación indirectamente orientada a la votación desde su inicio, por formación de fáciles mayorías simples, y la evitación de excesivas disoluciones del Jurado, que puedan venir motivadas por la simple e injustificable obstinación de uno o pocos jurados, ha aconsejado, al menos en el inicio del funcionamiento de la institución, una regla de decisión menos exigente.

        
				
        Para el adecuado funcionamiento de la institución la Ley rechaza la posibilidad, históricamente admitida, de devolución del veredicto por discrepancia en el sentido del mismo. Pero ello no debe impedir que la presencia en él de defectos, de los que darían lugar a su revocación por vía de recurso dada su oposición a la Ley, pueda subsanarse mediante la intervención del Magistrado, con la presencia de las partes, haciendo presente dichos defectos e indicando lo necesario al Jurado para dicha subsanación.

        
				
        
          VI
        

        
				
        
          Sentencia
        

        
				
        La vinculación del Magistrado por el veredicto se refleja en la recepción que de éste ha de hacerse en la sentencia y en el sentido absolutorio o condenatorio del fallo. El Magistrado, vinculado también por el título jurídico de la condena, procederá a la calificación necesaria para determinar el grado de ejecución, participación del condenado y sobre la procedencia o no de las circunstancias modificativas de la responsabilidad y, en consecuencia, a la concreción de la pena aplicable.

        
				
        Es de resaltar que la preocupación en la Ley por la motivación de la resolución lleva también a exigir al Magistrado que, con independencia de la motivación que los jurados hagan de la valoración de la prueba existente, aquél ha de motivar por qué consideró que existía dicha prueba sobre la que autorizó el veredicto. De esta suerte pretende la Ley obstar las críticas suscitadas en torno a la fórmula de separación del colegio decisor, tanto en lo relativo a la inescindibilidad del hecho y del derecho, como en lo concerniente a la supuesta irresponsabilidad por falta de motivación en el veredicto y sentencia, que, se dice, deberían ser inherentes a dicho sistema.

        
				
        
          VII
        

        
				
        
          Modificaciones de cuerpos legales y especialidades procesales
        

        
				
        
          1
        

        
				
        
          Modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial
        

        
				
        Los criterios contenidos en la Ley recogen sustancialmente los principios que el artículo 83.2 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, remitía a la futura Ley del Jurado, por lo que, aprobada la completa regulación de esta institución, resulta innecesaria tal previsión. Dado que la doctrina constitucional ha venido exigiendo un texto normativo unitario para el desarrollo del artículo 122.1 de la Constitución, se ha procedido a modificar el referido precepto de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en la medida que la presente Ley afecta a las competencias y funciones de los órganos jurisdiccionales, estableciendo en el artículo 83.2 la obligada referencia a la Ley Orgánica del Tribunal del Jurado.
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          El Ministerio Fiscal en la fase de instrucción
        

        
				
        Si bien debe corresponder al Juez la realización de los actos sumariales, las peculiaridades que deben presidir el procedimiento ante el Jurado y la oportunidad de que se consolide el principio acusatorio, hacen necesaria la potenciación de las atribuciones del Ministerio Fiscal. De esta forma, la incoación y su adaptación al nuevo procedimiento, así como la constitución del Ministerio Fiscal junto al Juez instructor y la inmediata puesta en conocimiento de la imputación, en los términos previstos en los artículos 24 y 25 de la Ley, tienen también su marco procesal mediante la incorporación de sendas previsiones en el artículo 309, para el procedimiento ordinario, y en los artículos 780 y 789.3 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, para el abreviado.

        
				
        Resulta coherente, por otra parte, con la remisión del artículo 36 de la Ley a los artículos 668 a 677 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para la tramitación de incidentes por el planteamiento de cuestiones previas, adicionar al artículo 678 de la misma la exclusión de la posibilidad –en los procedimientos ante el Jurado– de reproducir en el juicio oral las cuestiones desestimadas. La misma coherencia se predica de la sustitución del recurso procedente contra el auto resolutorio de la declinatoria o de la admisión de las excepciones del artículo 666 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que introduce el de apelación, en congruencia con la recurribilidad prevista contra las sentencias de la Audiencia Provincial.
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          Medidas cautelares
        

        
				
        
          La introducción de un nuevo
          
            artículo 504 bis 2
            [2]
          
          en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, respecto a la adopción de medidas cautelares de privación o restricción de la libertad, incorpora una necesaria audiencia del Ministerio Fiscal, las partes y el imputado asistido de letrado, inspirada en el principio acusatorio, y suprime la exigencia de ratificación del auto de prisión. De esta forma, la limitación de la iniciativa judicial se equilibra con la instauración de los beneficios del contradictorio, sin perjuicio del carácter reformable de las medidas adoptadas durante todo el curso de la causa.
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          Recursos de apelación y casación
        

        
				
        El nuevo Libro V de la Ley de Enjuiciamiento Criminal denominado «De los recursos de apelación, casación y revisión», está encaminado a extender la apelación contra autos y sentencias derivados del procedimiento ante el Tribunal del Jurado, así como para determinadas resoluciones del penal ordinario en los supuestos del artículo 676 de la norma procesal. La nueva apelación aspira a colmar el derecho al «doble examen» o «doble instancia», en tanto su régimen cumple suficientemente con la exigencia de que tanto el fallo condenatorio como la pena impuesta sean sometidos a un Tribunal superior, en función del carácter especial del procedimiento ante el Jurado, y sin perjuicio de la función propia que debe desempeñar, respecto de todos los delitos, el recurso de casación.

        
				
        Para ello, la Ley adecua los motivos de impugnación previstos a ese carácter especialísimo del procedimiento y atribuye la competencia resolutiva a las Salas de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia, lo cual, aparte de los necesarios ajustes en medios personales, responde a una ya antigua aspiración en la delimitación competencial para el conocimiento de la apelación.

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Disposiciones generales
        

        
				
        
          Artículo 1.
          Competencia del Tribunal del Jurado.
          –1. El Tribunal del Jurado, como institución para la participación de los ciudadanos en la Administración de Justicia, tendrá competencia para el enjuiciamiento de los delitos atribuidos a su conocimiento y fallo por esta u otra Ley respecto de los contenidos en las siguientes rúbricas:        

        
				
  
          a)
          Delitos contra las personas.
        

        
				
        
          b)
          Delitos cometidos por los funcionarios públicos en el ejercicio de sus cargos.
        

        
				
        
          c)
          Delitos contra el honor.
        

        
				
        
          d)
          Delitos contra la libertad y seguridad.
        

        
				
        
          e)
          Delitos de incendios.
        

        
				
        2. Dentro del ámbito de enjuiciamiento previsto en el apartado anterior, el Tribunal del Jurado será competente para el conocimiento y fallo de las causas por los delitos tipificados en los siguientes preceptos del Código Penal:

        
				
        
          a)
          Del homicidio (arts. 138 a 140).
        

        
				
        
          b)
          De las amenazas (art. 169.1.º).
        

        
				
        
          c)
          De la omisión del deber de socorro (arts. 195 y 196).
        

        
				
        
          d)
          Del allanamiento de morada (arts. 202 y 204).
        

        
				
        
          e)
          De los incendios forestales (arts. 352 a 354).
        

        
				
        
          f)
          De la infidelidad en la custodia de documentos (arts. 413 a 415).
        

        
				
        
          g)
          Del cohecho (arts. 419 a 426).
        

        
				
        
          h)
          Del tráfico de influencias (arts. 428 a 430).
        

        
				
        
          i)
          De la malversación de caudales públicos (arts. 432 a 434).
        

        
				
        
          j)
          De los fraudes y exacciones ilegales (arts. 436 a 438).
        

        
				
        
          k)
          De las negociaciones prohibidas a funcionarios (arts. 439 y 440).
        

        
				
        
          l)
          De la infidelidad en la custodia de presos (art. 471).
        

        
				
        
          3. El juicio del Jurado se celebrará sólo en el ámbito de la Audiencia Provincial y, en su caso, de los Tribunales que correspondan por razón del aforamiento del acusado. En todo caso quedan excluidos de la competencia del Jurado, los delitos cuyo enjuiciamiento venga atribuido a la Audiencia Nacional
          [3].
        

        
				
        
          Art. 2.
          Composición del Tribunal del Jurado.
          –1. El Tribunal del Jurado se compone de nueve jurados y un Magistrado integrante de la Audiencia Provincial, que lo presidirá.
        

        
				
        
          Si, por razón del aforamiento del acusado, el juicio del Jurado debe celebrarse en el ámbito del Tribunal Supremo o de un Tribunal Superior de Justicia, el Magistrado-Presidente del Tribunal del Jurado será un Magistrado de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo o de la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia, respectivamente
          [4].
        

        
				
        2. Al juicio del Jurado asistirán, además, dos jurados suplentes, a los que les será aplicable lo previsto en los artículos 6 y 7.

        
				
        
          Art. 3.
          Función de los jurados.
          –1. Los Jurados emitirán veredicto declarando probado o no probado el hecho justificable que el Magistrado-Presidente haya determinado como tal, así como aquellos otros hechos que decidan incluir en su veredicto y no impliquen variación sustancial de aquél.
        

        
				
        2. También proclamarán la culpabilidad o inculpabilidad de cada acusado por su participación en el hecho o hechos delictivos respecto de los cuales el Magistrado-Presidente hubiese admitido acusación.

        
				
        3. Los jurados en el ejercicio de sus funciones actuarán con arreglo a los principios de independencia, responsabilidad y sumisión a la Ley, a los que se refiere el artículo 117 de la Constitución para los miembros del Poder Judicial.

        
				
        
          4. Los jurados que en el ejercicio de su función se consideren inquietados o perturbados en su independencia, en los términos del artículo 14 de la Ley Orgánica del Poder Judicial
          [5], podrán dirigirse al Magistrado-Presidente para que les ampare en el desempeño de su cargo
          [6].
        

        
				
        
          Art. 4.
          Función del Magistrado-Presidente.
          –El Magistrado-Presidente, además de otras funciones que le atribuye la presente Ley, dictará sentencia en la que recogerá el veredicto del Jurado e impondrá, en su caso, la pena y medida de seguridad que corresponda.
        

        
				
        También resolverá, en su caso, sobre la responsabilidad civil del penado o terceros respecto de los cuales se hubiera efectuado reclamación.

        
				
        
          Art. 5.
          Determinación de la competencia del Tribunal del Jurado.
          –1. La determinación de la competencia del Tribunal del Jurado se hará atendiendo al presunto hecho delictivo, cualquiera que sea la participación o el grado de ejecución atribuido al acusado. No obstante, en el supuesto del artículo 1.1.
          a)
          sólo será competente si el delito fuese consumado
          [7].
        

        
				
        
          2. La competencia del Tribunal del Jurado se extenderá al enjuiciamiento de los delitos conexos, siempre que la conexión tenga su origen en alguno de los siguientes supuestos:
          a)
          Que dos o más personas reunidas cometan simultáneamente los distintos delitos;
          b)
          que dos o más personas cometan más de un delito en distintos lugares o tiempos, si hubiere precedido concierto para ello;
          c)
          que alguno de los delitos se haya cometido para perpetrar otros, facilitar su ejecución o procurar su impunidad.
        

        
				
        
          No obstante lo anterior, y sin perjuicio de lo previsto en el artículo 1 de la presente Ley, en ningún caso podrá enjuiciarse por conexión el delito de prevaricación, así como aquellos delitos conexos cuyo enjuiciamiento pueda efectuarse por separado sin que se rompa la continencia de la causa
          [8].
        

        
				
        3. Cuando un solo hecho pueda constituir dos o más delitos será competente el Tribunal del Jurado para su enjuiciamiento si alguno de ellos fuera de los atribuidos a su conocimiento.

        
				
        Asimismo, cuando diversas acciones y omisiones constituyan un delito continuado será competente el Tribunal del Jurado si éste fuere de los atribuidos a su conocimiento.

        
				
        4. La competencia territorial del Tribunal del Jurado se ajustará a las normas generales.

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          Los jurados
        

        
				
        
          Sección 1.ª Disposiciones generales
        

        
				
        
          Art. 6.
          Derecho y deber de jurado.
          –La función de jurado es un derecho ejercitable por aquellos ciudadanos en los que no concurra motivo que lo impida y su desempeño un deber para quienes no estén incursos en causa de incompatibilidad o prohibición ni puedan excusarse conforme a esta Ley
          [9].
        

        
				
        
          Art. 7.
          Retribución y efectos laborales y funcionariales del desempeño de la función de jurado.
          –1. El desempeño de las funciones de jurado será retribuido e indemnizado en la forma y cuantía que reglamentariamente se determine
          [10].
        

        
				
        
          2. El desempeño de la función de jurado tendrá, a los efectos de ordenamiento laboral y funcionarial, la consideración de cumplimiento de un deber inexcusable de carácter público y personal
          [11].
        

        
				
        
          Sección 2.ª Requisitos, incapacidades, incompatibilidades, prohibiciones y excusas
        

        
				
        
          Art. 8.
          Requisitos para ser jurado.
          –Son requisitos para ser jurado
          [12]:
        

        
				
        1. Ser español mayor de edad.

        
				
        2. Encontrarse en el pleno ejercicio de sus derechos políticos.

        
				
        3. Saber leer y escribir.

        
				
        4. Ser vecino, al tiempo de la designación, de cualquiera de los municipios de la provincia en que el delito se hubiere cometido.

        
				
        
          5. No estar impedido física, psíquica o sensorialmente para el desempeño de la función de jurado
          [13].
        

        
				
        
          Art. 9.
          Falta de capacidad para ser jurado.
          –Están incapacitados para ser jurado
          [14]:
        

        
				
        1. Los condenados por delito doloso, que no hayan obtenido la rehabilitación.

        
				
        2. Los procesados y aquellos acusados respecto de los cuales se hubiera acordado la apertura de juicio oral y quienes estuvieren sufriendo detención, prisión provisional o cumpliendo pena por delito.

        
				
        3. Los suspendidos, en un procedimiento penal, en su empleo o cargo público, mientras dure dicha suspensión.

        
				
        
          Art. 10.
          Incompatibilidades para ser jurado.
          –Serán incompatibles para el desempeño de la función de jurado
          [15]:
        

        
				
        
          1. El Rey y los demás miembros de la Familia Real Española incluidos en el Registro Civil que regula el Real Decreto 2917/1981, de 27 de noviembre
          [16], así como sus cónyuges.
        

        
				
        2. El Presidente del Gobierno, los Vicepresidentes, Ministros, Secretarios de Estado, Subsecretarios, Directores generales y cargos asimilados. El Director y los Delegados provinciales de la Oficina del Censo Electoral. El Gobernador y el Subgobernador del Banco de España.

        
				
        3. Los Presidentes de las Comunidades Autónomas, los componentes de los Consejos de Gobierno, Viceconsejeros, Directores generales y cargos asimilados de aquéllas.

        
				
        4. Los Diputados y Senadores de las Cortes Generales, los Diputados del Parlamento Europeo, los miembros de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas y los miembros electos de las Corporaciones locales.

        
				
        5. El Presidente y los Magistrados del Tribunal Constitucional. El Presidente y los miembros del Consejo General del Poder Judicial y el Fiscal general del Estado. El Presidente y los miembros del Tribunal de Cuentas y del Consejo de Estado, y de los órganos e instituciones de análoga naturaleza de las Comunidades Autónomas.

        
				
        6. El Defensor del Pueblo y sus adjuntos, así como los cargos similares de las Comunidades Autónomas.

        
				
        7. Los miembros en activo de la Carrera Judicial y Fiscal, de los Cuerpos de Secretarios Judiciales, Médicos Forenses, Oficiales, Auxiliares y Agentes y demás personal al servicio de la Administración de Justicia, así como los miembros en activo de las unidades orgánicas de Policía Judicial. Los miembros del Cuerpo Jurídico Militar de la Defensa y los Auxiliares de la Jurisdicción y Fiscalía Militar, en activo.

        
				
        
          8. Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas, en las Autonomías de Ceuta y Melilla, los
          Delegados insulares del Gobierno
          y los
          Gobernadores Civiles.
        

        
				
        
          9. Los letrados en activo al servicio de los órganos constitucionales y de las Administraciones Públicas o de cualesquiera Tribunales, y los abogados y procuradores en ejercicio. Los Profesores universitarios de disciplinas jurídicas o de medicina legal
          [17].
        

        
				
        10. Los miembros en activo de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

        
				
        11. Los funcionarios de Instituciones Penitenciarias.

        
				
        12. Los Jefes de Misión Diplomática acreditados en el extranjero, los Jefes de las Oficinas Consulares y los Jefes de Representaciones Permanentes ante Organizaciones Internacionales.

        
				
        
          Art. 11.
          Prohibición para ser jurado.
          –Nadie podrá formar parte como jurado del Tribunal que conozca de una causa en la que:
        

        
				
        1. Sea acusador particular o privado, actor civil, acusado o tercero responsable civil.

        
				
        
          2. Mantenga con quien sea parte alguna de las relaciones a que se refiere el artículo 219 en sus apartados 1 al 8, de la Ley Orgánica del Poder Judicial
          [18]
          que determinan el deber de abstención de los Jueces y Magistrados.
        

        
				
        
          3. Tenga con el Magistrado-Presidente del Tribunal, miembro del Ministerio Fiscal o Secretario Judicial que intervenga en la causa o con los abogados o procuradores el vínculo de parentesco o relación a que se refieren los apartados 1, 2, 3, 4, 7, 8 y 11 del artículo 219 de la Ley Orgánica del Poder Judicial
          [19].
        

        
				
        4. Haya intervenido en la causa como testigo, perito, fiador o intérprete.

        
				
        5. Tenga interés, directo o indirecto en la causa.

        
				
        
          Art. 12.
          Excusa para actuar como jurado.
          –Podrán excusarse para actuar como jurado:
        

        
				
        1. Los mayores de sesenta y cinco años.

        
				
        2. Los que hayan desempeñado efectivamente funciones de jurado dentro de los cuatro años precedentes al día de la nueva designación.

        
				
        3. Los que sufran grave trastorno por razón de las cargas familiares.

        
				
        4. Los que desempeñen trabajo de relevante interés general, cuya sustitución originaría importantes perjuicios al mismo.

        
				
        5. Los que tengan su residencia en el extranjero.

        
				
        6. Los militares profesionales en activo cuando concurran razones de servicio.

        
				
        7. Los que aleguen y acrediten suficientemente cualquier otra causa que les dificulte de forma grave el desempeño de la función de jurado.

        
				
        
          Sección 3.ª Designación de los jurados
        

        
				
        
          Art. 13.
          Lista de candidatos a jurados.
          –1. Las Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral efectuarán un sorteo por cada provincia, dentro de los quince últimos días del mes de septiembre de los años pares, a fin de establecer la lista bienal de candidatos a jurados.
        

        
				
        A tal efecto, los Presidentes de las Audiencias Provinciales, con una antelación mínima de tres días a la fecha prevista para el sorteo, determinarán y comunicarán al Delegado de aquella Oficina el número de candidatos a jurados que estimen necesario obtener por sorteo dentro de la provincia. Dicho número se calculará multiplicando por 50 el número de causas que se prevea vaya a conocer el Tribunal del Jurado, en estimación hecha atendiendo a las enjuiciadas en años anteriores en la respectiva provincia, más su posible incremento.

        
				
        2. Los candidatos a jurados a obtener por sorteo se extraerán de la lista del censo electoral vigente a la fecha del sorteo, ordenada por municipios, relacionada, dentro de éstos, alfabéticamente y numerada correlativamente dentro del conjunto de la provincia. Dicha lista se remitirá para su anticipada exposición durante siete días a los respectivos Ayuntamientos.

        
				
        
          El sorteo, que se celebrará en sesión pública previamente anunciada en un local habilitado al efecto por la correspondiente Audiencia Provincial, se desarrollará en la forma que reglamentariamente se determine
          [20].
        

        
				
        3. Dentro de los siete días siguientes a la celebración del sorteo, cualquier ciudadano podrá formular, ante la Audiencia Provincial, reclamación contra el acto de sorteo.

        
				
        
          La Audiencia, constituida por el Presidente y el Magistrado más antiguo y más moderno de los destinados en el Tribunal, y actuando como Secretario el del Tribunal o, en su caso, el de la Sección Primera, procederá a recabar informe del Delegado provincial de la Oficina del Censo Electoral y practicar las diligencias que estime pertinentes
          [21].
        

        
				
        Antes del quince de octubre, resolverá por resolución motivada no susceptible de recurso, comunicando lo decidido a la Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral para que, si así se resuelve, reitere el sorteo.

        
				
        4. La Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral enviará la lista de los candidatos a jurados a la respectiva Audiencia Provincial quien la remitirá a los Ayuntamientos y al «Boletín Oficial» de la provincia correspondiente, para su debida exposición o publicación, respectivamente, durante los quince últimos días del citado mes de octubre. Igualmente, en dicho plazo, se procederá por el Secretario de la Audiencia Provincial, mediante oficio remitido por correo, a notificar a cada candidato a jurado su inclusión en la referida lista, al tiempo que se le hará entrega de la pertinente documentación en la que se indicarán las causas de incapacidad, incompatibilidad y excusa, y el procedimiento para su alegación.

        
				
        
          Art. 14.
          Reclamaciones contra la inclusión en las listas.–
          1. Durante los quince primeros días del mes de noviembre, los candidatos a jurados, si entendieren que concurre en ellos la falta de requisitos establecidos en el artículo 8, o una causa de incapacidad, incompatibilidad o excusa, podrán formular reclamación ante el Juez Decano de los de Primera Instancia e Instrucción del partido judicial al que corresponda el Municipio de su vecindad a efectos de su exclusión de la lista.
        

        
				
        También podrá formular dicha reclamación cualquier ciudadano que entienda que alguno de los candidatos a jurados carece de los requisitos, de la capacidad o incurre en las causas de incompatibilidad a que se refieren los artículos 8, 9 y 10 de esta Ley.

        
				
        2. Culminado el período de exposición, los Secretarios de los Ayuntamientos remitirán al Juez Decano de los del partido judicial relación de personas que, incluidas en la lista de candidatos a jurados, pudieran, en esa fecha, estar incursas en la falta de requisitos o causa de incapacidad o incompatibilidad a que se refieren los artículos 8, 9 y 10 de esta Ley.

        
				
        
          Art. 15.
          Resolución de las reclamaciones.
          –El Juez Decano dará traslado de la reclamación o advertencia, en su caso, al interesado no reclamante, por tres días. Practicará las diligencias informativas que le propongan y las que estime imprescindibles y dictará resolución motivada sobre cada una de las reclamaciones o advertencias efectuadas antes del día 30 del mismo mes de noviembre.
        

        
				
        Si alguna fuese estimada, mandará hacer las rectificaciones o exclusiones que corresponda, comunicando su resolución a la Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral y notificándola al interesado. Contra dicha resolución no cabe recurso.

        
				
        
          Art. 16.
          Comunicación y rectificación de las listas definitivas.
          –1. Ultimada la lista definitiva por cada provincia, la Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral la enviará al Presidente de la Audiencia Provincial respectiva, quien remitirá copia al Presidente del Tribunal Superior de Justicia correspondiente y al Presidente de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. Asimismo, remitirá copia a los Ayuntamientos de la respectiva provincia para su exposición durante los dos años de vigencia de la citada lista.
        

        
				
        2. Los incluidos en la lista de candidatos a jurados podrán ser convocados a formar parte del Tribunal del Jurado durante dos años a contar del uno de enero siguiente. A tal efecto, tendrán la obligación de comunicar a la Audiencia Provincial cualquier cambio de domicilio o circunstancia que influya en los requisitos, en su capacidad o determine incompatibilidad para intervenir como jurado.

        
				
        3. Asimismo, cualquier ciudadano podrá comunicar a la Audiencia Provincial las causas de incapacidad o incompatibilidad en que, durante el citado período, pueda incurrir el candidato a jurado. También el Alcalde del Ayuntamiento respectivo deberá comunicar esa incidencia, si de ella existiera constancia.

        
				
        4. La Audiencia Provincial, con la composición prevista en el apartado 3 del artículo 13, practicará las diligencias informativas que estime oportunas y, tras oír, en su caso, al interesado no reclamante, resolverá motivadamente, sin que contra su resolución quepa recurso, notificándolo al interesado y efectuando, en su caso, la exclusión oportuna en la lista de candidatos a jurados.

        
				
        
          Art. 17.
          Alardes de causas y períodos de sesiones.
          –Las Audiencias Provinciales, y, en su caso, la Sala de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia y la Sala Segunda del Tribunal Supremo, efectuarán, antes del cuadragésimo día anterior al período de sesiones correspondiente, un alarde de las causas señaladas para juicio oral, en las que hayan de intervenir Jurados.
        

        
				
        A ese efecto, los períodos de sesiones serán: 1) desde el 1 de enero al 20 de marzo; 2) desde el 21 de marzo al 10 de junio; 3) desde el 11 de junio al 30 de septiembre, y 4) del 1 de octubre al 31 de diciembre.

        
				
        
          Art. 18.
          Designación de candidatos a jurados para cada causa.
          –Con anticipación de al menos treinta días al día señalado para la primera vista de juicio oral, habiendo citado a las partes, el Magistrado que, conforme a las normas de reparto, haya de presidir el Tribunal del Jurado, dispondrá que el Secretario, en audiencia pública, realice el sorteo, de entre los candidatos a jurados de la lista de la provincia correspondiente, de 36 candidatos a jurados por cada causa señalada en el período de sesiones siguiente. El sorteo no se suspenderá por la inasistencia de cualquiera de dichas representaciones
          [22].
        

        
				
        
          Art. 19.
          Citación de los candidatos a jurados designados para una causa.
          –1. El Secretario del Tribunal ordenará lo necesario para la motivación a los candidatos a jurados de su designación y para la citación a fin de que comparezcan el día señalado para la vista del juicio oral en el lugar en que se haya de celebrar.
        

        
				
        
          2. La cédula de citación contendrá un cuestionario, en el que se especificarán las eventuales falta de requisitos, causas de incapacidad, incompatibilidad o prohibición que los candidatos a jurados designados vienen obligados a manifestar así como los supuestos de excusa que por aquéllos puedan alegarse
          [23].
        

        
				
        3. A la cédula se acompañará la necesaria información para los designados acerca de la función constitucional que están llamados a cumplir, los derechos y deberes inherentes a ésta y la retribución que les corresponda.

        
				
        
          4.
          
            El citado cuestionario habrá de ser devuelto por correo con franqueo oficial dentro de los cinco días hábiles al de su recepción
            [24]
          
          .
        

        
				
        
          Art. 20.
          Devolución del cuestionario.
          –Dentro de los cinco días siguientes a la recepción del cuestionario, los candidatos a jurados designados lo devolverán, por correo con franqueo oficial, debidamente cumplimentado y acompañado de las justificaciones documentales que estimen oportunas, al Magistrado que haya de presidir el Tribunal del Jurado
          [25].
        

        
				
        
          Art. 21.
          Recusación.
          –El Ministerio Fiscal y las demás partes, a quienes se ha debido entregar previamente el cuestionario cumplimentado por los candidatos a jurados, podrán formular recusación, dentro de los cinco días siguientes al de dicha entrega, por concurrir falta de requisitos o cualquiera de las causas de incapacidad, incompatibilidad o prohibición previstas en esta Ley. También propondrán la prueba de que intenten valerse
          [26].
        

        
				
        Cualquier causa de recusación de la que se tenga conocimiento en este tiempo, que no sea formulada, no podrá alegarse posteriormente.

        
				
        
          Art. 22.
          Resolución de las excusas, advertencias y recusaciones.
          –El Magistrado-Presidente señalará día para la vista de la excusa, advertencia o recusación presentada, citando a las partes y a quienes hayan expresado advertencia o excusa. Practicadas en el acto las diligencias propuestas, resolverá dentro de los tres días siguientes
          [27].
        

        
				
        
          Art. 23.
          Nuevo sorteo para completar la lista de candidatos a jurados designados para una causa.
          –1. Si, como consecuencia de la resolución anterior, la lista de candidatos a jurados designados para una causa quedase reducida a menos de veinte, el Magistrado-Presidente dispondrá que el Secretario proceda al inmediato sorteo, en igual forma que el inicial, de los candidatos a jurados necesarios para completar dicho número, entre los de la lista bienal de la provincia correspondiente, previa convocatoria de las partes, citando a los designados para el día del juicio oral.
        

        
				
        
          2. A los candidatos a jurados así designados les será, asimismo, de aplicación lo dispuesto en los artículos 19 a 22 de esta Ley
          [28].
        

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          
            Del procedimiento para las causas ante el Tribunal del Jurado
            [29]
          
        

        
				
        
          Sección 1.ª Incoación e instrucción complementaria
        

        
				
        
          Art. 24.
          Incoación del procedimiento ante el Tribunal del Jurado.
          –1. Cuando de los términos de la denuncia o de la relación circunstanciada del hecho en la querella, y tan pronto como de cualquier actuación procesal, resulte contra persona o personas determinadas la imputación de un delito, cuyo enjuiciamiento venga atribuido al Tribunal del Jurado, previa valoración de su verosimilitud, procederá el Juez de Instrucción a dictar resolución de incoación del procedimiento para el juicio ante el Tribunal del Jurado, cuya tramitación se acomodará a las disposiciones de esta Ley, practicando, en todo caso, aquellas actuaciones inaplazables a que hubiere lugar
          [30].
        

        
				
        2. La aplicación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal será supletoria en lo que no se oponga a los preceptos de la presente Ley.

        
				
        
          Art. 25.
          Traslado de la imputación.
          –1. Incoado el procedimiento por delito cuyo enjuiciamiento venga atribuido al Tribunal del Jurado, el Juez de Instrucción lo pondrá inmediatamente en conocimiento de los imputados. Con objeto de concretar la imputación les convocará en el plazo de cinco días a una comparecencia así como al Ministerio Fiscal y demás partes personadas. Al tiempo de la citación, dará traslado a los imputados de la denuncia o querella admitida a trámite, si no se hubiese efectuado con anterioridad. El imputado estará necesariamente asistido de letrado de su elección o, caso de no designarlo, de letrado de oficio
          [31].
        

        
				
        
          2. Si son conocidos los ofendidos o los perjudicados por el delito no personados, se les citará para ser oídos en la comparecencia prevista en el apartado anterior y, al tiempo de la citación, se les instruirá por medio de escrito, de los derechos a que hacen referencia los artículos 109 y 110 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, si tal diligencia no se efectuó con anterioridad. Especialmente se les indicará el derecho a formular alegaciones y solicitar lo que estimen oportuno si se personan en legal forma en dicho acto y a solicitar, en las condiciones establecidas en el
          artículo 119
          de aquella Ley, el derecho de asistencia jurídica gratuita.
        

        
				
        
          3. En la citada comparecencia, el Juez de Instrucción comenzará por oír al Ministerio Fiscal y, sucesivamente, a los acusadores personados, quienes concretarán la imputación. Seguidamente, oirá al letrado del imputado, quien manifestará lo que estime oportuno en su defensa y podrá instar el sobreseimiento, si hubiere causa para ello, conforme a lo dispuesto en los artículos 637 ó 641 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. En sus intervenciones, las partes podrán solicitar las diligencias de investigación que estimen oportunas
          [32].
        

        
				
        
          Art. 26.
          Decisión sobre la continuación del procedimiento.
          –1. Oídas las partes, el Juez de Instrucción decidirá la continuación del procedimiento, o el sobreseimiento, si hubiera causa para ello, conforme a lo dispuesto en los artículos 637 ó 641 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal
          [33].
        

        
				
        2. Si el Ministerio Fiscal y demás partes personadas instan el sobreseimiento, el Juez podrá adoptar las resoluciones a que se refieren los artículos 642 y 644 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

        
				
        El auto por el que acuerde el sobreseimiento será apelable ante la Audiencia Provincial.

        
				
        
          Art. 27.
          Diligencias de investigación.
          –1. Si el Juez de Instrucción acordase la continuación del procedimiento, resolverá sobre la pertinencia de las diligencias solicitadas por las partes, ordenando practicar o practicando por sí solamente las que considere imprescindibles para decidir sobre la procedencia de la apertura del juicio oral y no pudieren practicarse directamente en la audiencia preliminar prevista en la presente Ley.
        

        
				
        2. También podrán las partes solicitar nuevas diligencias dentro de los cinco días siguientes al de la comparecencia o al de aquel en que se practicase la última de las ordenadas. Esta circunstancia será notificada a las partes al objeto de que puedan instar lo que a su derecho convenga.

        
				
        3. Además podrá el Juez ordenar, como complemento de las solicitadas por las partes, las diligencias que estime necesarias, limitadas a la comprobación del hecho justiciable y respecto de las personas objeto de imputación por las partes acusadoras.

        
				
        
          4. Si el Juez considerase improcedentes las solicitadas y no ordenase ninguna de oficio, conferirá nuevo traslado a las partes a fin de que insten, en el plazo de cinco días, lo que estimen oportuno respecto a la apertura del juicio oral, formulando escrito de conclusiones provisionales. Lo mismo mandará el Juez cuando estime innecesaria la práctica de más diligencias, aun cuando no haya finalizado la práctica de las ya ordenadas
          [34].
        

        
				
        
          Art. 28.
          Indicios de distinto delito.
          –Si de las diligencias practicadas resultaren indicios racionales de delito distinto del que es objeto de procedimiento o la participación de personas distintas de las inicialmente imputadas, se actuará en la forma establecida en el artículo 25 de esta Ley o, en su caso, se incoará el procedimiento que corresponda si el delito no fuese de los atribuidos al Tribunal del Jurado
          [35].
        

        
				
        
          Art. 29.
          Escrito de solicitud de juicio oral y calificación.
          –1. El escrito solicitando la apertura del juicio oral tendrá el contenido a que se refiere el artículo 650 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
        

        
				
        2. De dicho escrito se dará traslado a la representación del acusado, quien formulará escrito en los términos del artículo 652 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

        
				
        3. En ambos casos, se podrá hacer uso de las alternativas previstas en el artículo 653 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

        
				
        4. En sus respectivos escritos, las partes podrán proponer diligencias complementarias para su práctica en la audiencia preliminar, sin que puedan ser reiteradas las que hayan sido ya practicadas con anterioridad.

        
				
        
          5. Las partes, cuando entiendan que todos los hechos delictivos objeto de acusación no son de los que tienen atribuido su enjuiciamiento al Tribunal del Jurado, instarán en sus respectivos escritos de solicitud de juicio oral la pertinente adecuación del procedimiento
          [36].
        

        
				
        Si estiman que la falta de competencia ocurre sólo respecto de alguno de los delitos objeto de la acusación, la solicitud se limitará a la correspondiente deducción de testimonio suficiente, en relación con el que deba excluirse del procedimiento seguido para ante el Tribunal del Jurado y a la remisión al órgano jurisdiccional competente para el seguimiento de la causa que corresponda.

        
				
        
          Sección 2.ª Audiencia preliminar
        

        
				
        
          Art. 30.
          Convocatoria de la audiencia preliminar.
          –1. Una vez presentado el escrito de calificación de la defensa, el Juez señalará el día más próximo posible para audiencia preliminar de las partes sobre la procedencia de la apertura del juicio oral, salvo que estén pendientes de practicarse las diligencias de investigación solicitadas por la defensa del imputado y declaraciones pertinentes por el Juez. Una vez practicadas éstas, el Juez procederá a efectuar el referido señalamiento. Al tiempo resolverá sobre la admisión y práctica de las diligencias interesadas por las partes para el acto de dicha audiencia preliminar
          [37].        

        
				
      Si el Juez no acordare la convocatoria de la audiencia preliminar, las partes podrán acudir en queja ante la Audiencia Provincial.

        
				
        2. La audiencia preliminar podrá ser renunciada por la defensa de los acusados, aquietándose con la apertura del juicio oral, en cuyo caso, el Juez decretará ésta, sin más, en los términos del artículo 33 de la presente Ley. Para que dicha renuncia surta efecto ha de ser solicitada por la defensa de todos los acusados.

        
				
        
          Art. 31.
          Celebración de la audiencia preliminar.
          –1. En el día y hora señalados se celebrará la audiencia preliminar comenzando por la práctica de las diligencias propuestas por las partes.
        

        
				
        2. Las partes podrán proponer en este momento diligencias para practicarse en el acto. El Juez denegará toda diligencia propuesta que no sea imprescindible para la adecuada decisión sobre la procedencia de la apertura del juicio oral.

        
				
        3. Terminada la práctica de las diligencias admitidas, se oirá a las partes sobre la procedencia de la apertura del juicio oral y, en su caso, sobre la competencia del Tribunal del Jurado para el enjuiciamiento. Las acusaciones pueden modificar los términos de su petición de apertura de juicio oral, sin que sea admisible la introducción de nuevos elementos que alteren el hecho justiciable o la persona acusada.

        
				
        
          Art. 32.
          Auto de sobreseimiento o de apertura de juicio oral.
          –1. Concluida la audiencia preliminar, en el mismo acto o dentro de los tres días siguientes, el Juez dictará auto por el que decidirá la apertura o no del juicio oral. Si decide la no apertura del juicio oral acordará el sobreseimiento. Podrá asimismo decretar la apertura del juicio oral y el sobreseimiento parcial en los términos del artículo 640 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal si concurre en alguno de los acusados lo previsto en el artículo 637.3.º de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
        

        
				
        2. La resolución por la que se acuerda el sobreseimiento es apelable ante la Audiencia Provincial. La que acuerda la apertura del juicio oral no es recurrible, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 36 de la presente Ley.

        
				
        3. También podrá el Juez ordenar la práctica de alguna diligencia complementaria, antes de resolver, si la estimase imprescindible de resultas de lo actuado en la audiencia preliminar.

        
				
        
          4. En su caso, podrá el Juez ordenar la acomodación al procedimiento que corresponda, cuando no fuese aplicable el regulado en esta Ley. Si considera que el que corresponde es el regulado en el Título II, del Libro IV de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, acordará la apertura del juicio oral, si la estima procedente, y remitirá la causa a la Audiencia Provincial o al Juez de lo Penal competente para que prosigan el conocimiento de la causa en los términos de los artículos 785 y siguientes de dicha Ley
          [38].
        

        
				
        
          Art. 33.
          Contenido del auto de apertura del juicio oral.
          –El auto que decrete la apertura del juicio oral determinará:
        

        
				
        
          a)
          El hecho o hechos justiciables de entre los que han sido objeto de acusación y respecto de los cuales estime procedente el enjuiciamiento.
        

        
				
        
          b)
          La persona o personas que podrán ser juzgadas como acusados o terceros responsables civilmente.
        

        
				
        
          c)
          La fundamentación de la procedencia de la apertura del juicio, con indicación de las disposiciones legales aplicables
          [39].
        

        
				
        
          d)
          El órgano competente para el enjuiciamiento.
        

        
				
        
          Art. 34.
          Testimonios.
          –1. En la misma resolución, el Juez acordará que se deduzca testimonio de
          [40]:
        

        
				
        
          a)
          Los escritos de calificación de las partes.
        

        
				
        
          b)
          La documentación de las diligencias no reproducibles y que hayan de ser ratificadas en el juicio oral.
        

        
				
        
          c)
          El auto de apertura del juicio oral.
        

        
				
        2. El testimonio, efectos e instrumentos del delito ocupados y demás piezas de convicción, serán inmediatamente remitidos al Tribunal competente para el enjuiciamiento.

        
				
        3. Las partes podrán pedir, en cualquier momento, los testimonios que les interesen para su ulterior utilización en el juicio oral.

        
				
        
          Art. 35.
          Emplazamiento de las partes y designación del Magistrado-Presidente.
          –1. El Juez mandará emplazar a las partes para que se personen dentro del término de quince días ante el Tribunal competente para el enjuiciamiento.
        

        
				
        2. Recibidas las actuaciones en la Audiencia Provincial, se designará al Magistrado que por turno corresponda.

        
				
        
          Sección 3.ª Cuestiones previas al juicio ante el Tribunal del Jurado
        

        
				
        
          Art. 36.
          Planteamiento de cuestiones previas.
          –1. Al tiempo de personarse las partes podrán
          [41]:
        

        
				
        
          a)
          Plantear alguna de las cuestiones o excepciones previstas en el artículo 666 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal o alegar lo que estimen oportuno sobre la competencia o inadecuación del procedimiento.
        

        
				
        
          b)
          Alegar la vulneración de algún derecho fundamental.
        

        
				
        
          c)
          Interesar la ampliación del juicio a algún hecho respecto del cual hubiese inadmitido la apertura el Juez de Instrucción.
        

        
				
        
          d)
          Pedir la exclusión de algún hecho sobre el que se hubiera abierto el juicio oral, si se denuncia que no estaba incluido en los escritos de acusación.
        

        
				
        
          e)
          Impugnar los medios de prueba propuestos por las demás partes y proponer nuevos medios de prueba. En este caso, se dará traslado a las demás partes para que en el término de tres días puedan instar por escrito su inadmisión.
        

        
				
        2. Si se plantease alguno de estos incidentes se le dará la tramitación establecida en los artículos 668 a 677 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

        
				
        
          Art. 37.
          Auto de hechos justiciables, procedencia de prueba y señalamiento de día para la vista del juicio oral.
          –Personadas las partes y resueltas, en su caso, las cuestiones propuestas, si ello no impidiese el juicio oral, el Magistrado que vaya a presidir el Tribunal del Jurado dictará auto cuyo contenido se ajustará a las siguientes reglas:        

        
				
  
          a)
          Precisará, en párrafos separados, el hecho o hechos justiciables. En cada párrafo no se podrán incluir términos susceptibles de ser tenidos por probados unos y por no probados otros. Excluirá, asimismo, toda mención que no resulte absolutamente imprescindible para la calificación.
        

        
				
        En dicha relación se incluirán tanto los hechos alegados por las acusaciones como por la defensa. Pero, si la afirmación de uno supone la negación del otro, sólo se incluirá una proposición.

        
				
        
          b)
          Seguidamente, con igual criterio, se expondrán en párrafos separados los hechos que configuren el grado de ejecución de delito y el de participación del acusado, así como la posible estimación de la exención, agravación o atenuación de la responsabilidad criminal.
        

        
				
        
          c)
          A continuación, determinará el delito o delitos que dichos hechos constituyan
          [42].
        

        
				
        
          d)
          Asimismo, resolverá sobre la procedencia de los medios de prueba propuestos por las partes y sobre la anticipación de su práctica.
        

        
				
        Contra la resolución que declare la procedencia de algún medio de prueba no se admitirá recurso. Si se denegare la práctica de algún medio de prueba podrán las partes formular su oposición a efectos de ulterior recurso.

        
				
        
          e)
          También señalará día para la vista del juicio oral adoptando las medidas a que se refieren los artículos 660 a 664 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
        

        
				
        
          Sección 4.ª Constitución del Tribunal del Jurado
        

        
				
        
          Art. 38.
          Concurrencia de los integrantes del Tribunal del Jurado y recusación de candidatos a jurados.
          –1. El día y hora señalado para el juicio se constituirá el Magistrado que haya de presidir el Tribunal del Jurado con la asistencia del Secretario y la presencia de las partes. Si concurriesen al menos veinte de los candidatos a jurados convocados, el Magistrado-Presidente abrirá la sesión. Si no concurriese dicho número, se procederá en la forma indicada en el artículo siguiente.
        

        
				
        
          2. El Magistrado-Presidente interrogará nuevamente a los candidatos a jurados por si en ellos concurriera falta de requisitos, alguna causa de incapacidad, incompatibilidad, prohibición o excusa prevista en esta Ley. También podrán las partes por sí o a través del Magistrado-Presidente interrogar a los candidatos a jurados respecto a las materias relacionadas en el párrafo anterior
          [43].
        

        
				
        3. También las partes podrán recusar a aquellos en quienes afirmen concurre causa de incapacidad, incompatibilidad o prohibición.

        
				
        Las recusaciones se oirán y resolverán en el propio acto por el Magistrado-Presidente, ante la presencia de las partes y oído el candidato a jurado afectado.

        
				
        4. El Magistrado-Presidente decidirá sobre la recusación, sin que quepa recurso, pero sí protesta a los efectos del recurso que pueda ser interpuesto contra la sentencia.

        
				
        
          Art. 39.
          Forma de completar el número mínimo de candidatos a jurados y posibles sanciones.
          –1. Si, como consecuencia de la incomparecencia de algunos de los candidatos a jurados convocados, o de las exclusiones que se deriven de lo dispuesto en el artículo anterior, no resultasen al menos veinte candidatos a jurados, se procederá a un nuevo señalamiento dentro de los quince días siguientes. Se citará al efecto a los comparecidos y a los ausentes y a un número no superior a ocho que serán designados por sorteo en el acto de entre los de la lista bienal. Si las partes alegasen en ese momento alguna causa de incapacidad, incompatibilidad o prohibición de los así designados que fuese aceptada por el Magistrado-Presidente sin protesta de las demás partes no recusantes, se completará con un nuevo sorteo hasta obtener la cifra de los ocho complementarios.
        

        
				
        2. El Magistrado-Presidente impondrá la multa de 25.000 pesetas al candidato jurado convocado que no hubiera comparecido a la primera citación ni justificado su ausencia. Si no compareciera a la segunda citación, la multa será de 100.000 a 250.000 pesetas.

        
				
        Al tiempo de la segunda citación, el Magistrado-Presidente acordará que se les advierta de la sanción que les puede corresponder si no comparecen.

        
				
        En la determinación de la cuantía de la segunda multa se tendrá en cuenta la situación económica del jurado que no ha comparecido.

        
				
        
          3. Si en la segunda convocatoria tampoco se obtuviera el número mínimo de candidatos a jurados concurrentes, se procederá de igual manera que en la primera a sucesivas convocatorias y sorteos complementarios, hasta obtener la concurrencia necesaria
          [44].
        

        
				
        4. En todo caso, se adoptarán las medidas necesarias respecto de los medios de prueba propuestos para hacer posible su práctica una vez constituido el Tribunal del Jurado.

        
				
        
          Art. 40.
          Selección de los jurados y constitución del Tribunal.
          –1. Si concurriese el número suficiente de candidatos a jurados, se procederá a un sorteo sucesivo para seleccionar a los nueve jurados que formarán parte del Tribunal, y otros dos más como suplentes.
        

        
				
        2. Introducidos los nombres de los candidatos a jurados en una urna, serán extraídos, uno a uno, por el Secretario quien leerá su nombre en alta voz.

        
				
        3. Las partes, después de formular al nombrado las preguntas que estimen oportunas y el Magistrado-Presidente declare pertinentes, podrán recusar sin alegación de motivo determinado hasta cuatro de aquéllos por parte de las acusaciones y otros cuatro por parte de las defensas.

        
				
        Si hubiere varios acusadores y acusados, deberán actuar de mutuo acuerdo para indicar los candidatos a jurados que recusan sin alegación de causa. De no mediar acuerdo, se decidirá por sorteo el orden en que las partes acusadoras o acusadas pueden formular la recusación, hasta que se agote el cupo de recusables.

        
				
        
          El actor civil y los terceros responsables civiles no pueden formular recusación sin causa
          [45].
        

        
				
        4. A continuación se procederá de igual manera para la designación de los suplentes. Cuando sólo resten dos para ser designados suplentes, no se admitirá recusación sin causa.

        
				
        5. Culminado el sorteo, del que el Secretario extenderá acta, se constituirá el Tribunal.

        
				
        
          Art. 41.
          Juramento o promesa de los designados.
          –1. Una vez que el Tribunal se haya constituido, se procederá a recibir juramento o promesa a los seleccionados para actuar como jurados. Puestos en pie el Magistrado-Presidente dirá:        

        
				
  
          «¿Juran o prometen desempeñar bien y fielmente la función del jurado, con imparcialidad, sin odio ni afecto, examinando la acusación, apreciando las pruebas y resolviendo si son culpables o no culpables de los delitos objeto del procedimiento los acusados…, así como guardar secreto de las deliberaciones?»
          [46].
        

        
				
        2. Los jurados se irán aproximando, de uno en uno, a la presencia del Magistrado-Presidente y, colocados frente a él, dirán: «sí juro» o «sí prometo», y tomarán asiento en el lugar destinado al efecto.

        
				
        
          3. El Magistrado-Presidente, cuando todos hayan jurado o prometido, mandará comenzar la audiencia pública
          [47].
        

        
				
        
          4. Nadie podrá ejercer las funciones de jurado sin prestar el juramento o promesa indicados. Quien se negase a prestarlo será conminado con el pago de una multa de 50.000 pesetas que el Magistrado-Presidente impondrá en el acto. Si el llamado persiste en su negativa se deduciría el oportuno tanto de culpa y en su lugar será llamado el suplente
          [48].
        

        
				
        
          Sección 5.ª El Juicio oral
        

        
				
        
          Art. 42.
          Aplicación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
          –1. Tras el juramento o promesa, se dará comienzo a la celebración del juicio oral siguiendo lo dispuesto en los artículos 680 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
        

        
				
        2. El acusado o acusados se encontrarán situados de forma que sea posible su inmediata comunicación con los defensores.

        
				
        
          Art. 43.
          Celebración a puerta cerrada.
          –Para la decisión de celebración a puerta cerrada, el Magistrado-Presidente, oídas las partes decidirá lo que estime pertinente, previa consulta al Jurado.
        

        
				
        
          Art. 44.
          Asistencia del acusado y del abogado defensor.
          –La celebración del juicio oral requiere la asistencia del acusado y del abogado defensor. Este último estará a disposición del Tribunal del Jurado hasta que se emita el veredicto, teniendo el juicio oral ante este Tribunal prioridad frente a cualquier otro señalamiento o actuación procesal sea cual sea el orden jurisdiccional ante el que tenga lugar
          [49].
        

        
				
        No obstante, si hubiere varios acusados y alguno de ellos deja de comparecer, podrá el Magistrado-Presidente acordar, oídas las partes, la continuación del juicio para los restantes.

        
				
        La ausencia injustificada del tercero responsable civil citado en debida forma no será por sí misma causa de suspensión del juicio, ni de su enjuiciamiento.

        
				
        
          Art. 45.
          Alegaciones previas de las partes al Jurado.
          –El juicio comenzará mediante la lectura por el Secretario de los escritos de calificación. Seguidamente el Magistrado-Ponente abrirá un turno de intervención de las partes para que expongan al Jurado las alegaciones que estimen convenientes a fin de explicar el contenido de sus respectivas calificaciones y la finalidad de la prueba que han propuesto. En tal ocasión podrán proponer al Magistrado-Presidente nuevas pruebas para practicarse en el acto, resolviendo éste tras oír a las demás partes que deseen oponerse a su admisión.        

        
				
  
          Art. 46.
          Especialidades probatorias
          .–1. Los jurados, por medio del Magistrado-Presidente y previa declaración de pertinencia, podrán dirigir, mediante escrito, a testigos, peritos y acusados las preguntas que estimen conducentes a fijar y aclarar los hechos sobre los que verse la prueba.
        

        
				
        2. Los jurados verán por sí los libros, documentos, papeles y demás piezas de convicción a que se refiere el artículo 726 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

        
				
        3. Para la prueba de inspección ocular, se constituirá el Tribunal en su integridad, con los jurados, en el lugar del suceso.

        
				
        4. Las diligencias remitidas por el Juez Instructor podrán ser exhibidas a los jurados en la práctica de la prueba.

        
				
        5. El Ministerio Fiscal, los letrados de la acusación y los de la defensa podrán interrogar al acusado, testigos y peritos sobre las contradicciones que estimen que existen entre lo que manifiesten en el juicio oral y lo dicho en la fase de instrucción. Sin embargo, no podrá darse lectura a dichas previas declaraciones, aunque se unirá al acta el testimonio que quien interroga debe presentar en el acto.

        
				
        Las declaraciones efectuadas en la fase de instrucción, salvo las resultantes de prueba anticipada, no tendrán valor probatorio de los hechos en ellas afirmados.

        
				
        
          Art. 47.
          Suspensión del procedimiento.
          –Cuando, conforme a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, haya de suspenderse la celebración del juicio oral, el Magistrado-Presidente podrá decidir la disolución del Jurado, que acordará, en todo caso, siempre que dicha suspensión se haya de prolongar durante cinco o más días.
        

        
				
        
          Art. 48.
          Modificación de las conclusiones provisionales y conclusiones definitivas.
          –1. Concluida la práctica de la prueba, las partes podrán modificar sus conclusiones provisionales.
        

        
				
        
          2. El Magistrado-Presidente requerirá a las partes en los términos previstos en el apartado 3 del artículo 788 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal estándose, en su caso, a lo dispuesto en el apartado 4 del citado precepto
          [50].
        

        
				
        3. Aun cuando en sus conclusiones definitivas las partes calificasen los hechos como constitutivos de un delito de los no atribuidos al enjuiciamiento del Tribunal del Jurado, éste continuará conociendo.

        
				
        
          Art. 49.
          Disolución anticipada del Jurado.
          –Una vez concluidos los informes de la acusación, la defensa puede solicitar del Magistrado-Presidente, o éste decidir de oficio, la disolución del Jurado si estima que del juicio no resulta la existencia de prueba de cargo que pueda fundar una condena del acusado.
        

        
				
        Si la inexistencia de prueba de cargo sólo afecta a algunos hechos o acusados, el Magistrado-Presidente podrá decidir que no ha lugar a emitir veredicto en relación con los mismos.

        
				
        En tales supuestos se dictará, dentro de tercero día, sentencia absolutoria motivada.

        
				
        
          Art. 50.
          Disolución del Jurado por conformidad de las partes.
          –1. Igualmente, procederá la disolución del Jurado si las partes interesaren que se dicte sentencia de conformidad con el escrito de calificación que solicite pena de mayor gravedad, o con el que presentaren en el acto, suscrito por todas, sin inclusión de otros hechos que los objeto de juicio, ni calificación más grave que la incluida en las conclusiones provisionales. La pena conformada no podrá exceder de seis años de privación de libertad, sola o conjuntamente con las de multa y privación de derechos.
        

        
				
        2. El Magistrado-Presidente dictará la sentencia que corresponda, atendidos los hechos admitidos por las partes, pero, si entendiese que existen motivos bastantes para estimar que el hecho justiciable no ha sido perpetrado o que no lo fue por el acusado, no disolverá el Jurado y mandará seguir el juicio.

        
				
        3. Asimismo, si el Magistrado-Presidente entendiera que los hechos aceptados por las partes pudieran no ser constitutivos de delito, o que pueda resultar la concurrencia de una causa de exención o de preceptiva atenuación, no disolverá el Jurado, y, previa audiencia de las partes, someterá a aquél por escrito el objeto del veredicto.

        
				
        
          Art. 51.
          Disolución del Jurado por desistimiento en la petición de condena.
          –Cuando el Ministerio Fiscal y demás partes acusadoras, en sus conclusiones definitivas, o en cualquier momento anterior del juicio, manifestasen que desisten de la petición de condena del acusado, el Magistrado-Presidente disolverá el Jurado y dictará sentencia absolutoria.
        

        
				
        
          CAPÍTULO IV
        

        
				
        
          Del veredicto
        

        
				
        
          Sección 1.ª Determinación del objeto del veredicto
        

        
				
        
          Art. 52.
          Objeto del veredicto.
          –1. Concluido el juicio oral, después de producidos los informes y oídos los acusados, el Magistrado-Presidente procederá a someter al Jurado por escrito el objeto del veredicto conforme a las siguientes reglas:
        

        
				
        
          a)
          Narrará en párrafos separados y numerados los hechos alegados por las partes y que el Jurado deberá declarar probados o no, diferenciando entre los que fueren contrarios al acusado y los que resultaren favorables. No podrá incluir en un mismo párrafo hechos favorables y desfavorables o hechos de los que unos sean susceptibles de tenerse por probados y otros no.
        

        
				
        Comenzará por exponer los que constituyen el hecho principal de la acusación y después narrará los alegados por las defensas. Pero si la consideración simultánea de aquéllos y éstos como probados no es posible sin contradicción, sólo incluirá una proposición.

        
				
        Cuando la declaración de probado de un hecho se infiera de igual declaración de otro, éste habrá de ser propuesto con la debida prioridad y separación.

        
				
        
          b)
          Expondrá después, siguiendo igual criterio de separación y numeración de párrafos, los hechos alegados que puedan determinar la estimación de una causa de exención de responsabilidad.
        

        
				
        
          c)
          A continuación incluirá, en párrafos sucesivos, numerados y separados, la narración del hecho que determine el grado de ejecución, participación y modificación de la responsabilidad.
        

        
				
        
          d)
          Finalmente precisará el hecho delictivo por el cual el acusado habrá de ser declarado culpable o no culpable.
        

        
				
        
          e)
          Si fueren enjuiciados diversos delitos, efectuará la redacción anterior separada y sucesivamente por cada delito.
        

        
				
        
          f)
          Igual hará si fueren varios los acusados.
        

        
				
        
          g)
          El Magistrado-Presidente, a la vista del resultado de la prueba, podrá añadir hechos o calificaciones jurídicas favorables al acusado siempre que no impliquen una variación sustancial del hecho justiciable, ni ocasionen indefensión
          [51].
        

        
				
        Si el Magistrado-Presidente entendiese que de la prueba deriva un hecho que implique tal variación sustancial, ordenará deducir el correspondiente tanto de culpa.

        
				
        
          2. Asimismo, el Magistrado-Presidente recabará, en su caso, el criterio del jurado sobre la aplicación de los beneficios de remisión condicional de la pena y la petición o no de indulto en la propia sentencia
          [52].
        

        
				
        
          Art. 53.
          
            Audiencia a las partes
            [53]
          
          .–1. Antes de entregar a los jurados el escrito con el objeto del veredicto, el Magistrado-Presidente oirá a las partes, que podrán solicitar las inclusiones o exclusiones que estimen pertinentes, decidiendo aquél de plano lo que corresponda.
        

        
				
        2. Las partes cuyas peticiones fueran rechazadas podrán formular protesta a los efectos del recurso que haya lugar contra la sentencia.

        
				
        
          3. El Secretario del Tribunal del Jurado incorporará el escrito con el objeto del veredicto al acta del juicio, entregando copia de ésta a las partes y a cada uno de los jurados, y hará constar en aquélla las peticiones de las partes que fueren denegadas
          [54].
        

        
				
        
          Art. 54.
          Instrucciones a los jurados.
          –1. Inmediatamente, el Magistrado-Presidente en audiencia pública, con asistencia del Secretario, y en presencia de las partes, procederá a hacerles entrega a los jurados del escrito con el objeto del veredicto. Al mismo tiempo, les instruirá sobre el contenido de la función que tienen conferida, reglas que rigen su deliberación y votación y la forma en que deben reflejar su veredicto.
        

        
				
        
          2. También les expondrá detenidamente, en forma que puedan entender, la naturaleza de los hechos sobre los que haya versado la discusión, determinando las circunstancias constitutivas del delito imputado a los acusados y las que se refieran a supuestos de exención o modificación de la responsabilidad. Todo ello con referencia a los hechos recogidos en el escrito que se les entrega
          [55].
        

        
				
        3. Cuidará el Magistrado-Presidente de no hacer alusión alguna a su opinión sobre el resultado probatorio, pero sí sobre la necesidad de que no atiendan a aquellos medios probatorios cuya ilicitud o nulidad hubiese sido declarada por él. Asimismo informará que, si tras la deliberación no les hubiese sido posible resolver las dudas que tuvieran sobre la prueba, deberán decidir en el sentido más favorable al acusado.

        
				
        
          Sección 2.ª Deliberación y veredicto
        

        
				
        
          Art. 55.
          Deliberación del Jurado.
          –1. Seguidamente el Jurado se retirará a la sala destinada para su deliberación.
        

        
				
        2. Presididos inicialmente por aquel cuyo nombre fuese el primero en salir en el sorteo, procederán a elegir al portavoz.

        
				
        3. La deliberación será secreta, sin que ninguno de los jurados pueda revelar lo en ella manifestado.

        
				
        
          Art. 56.
          Incomunicación del Jurado.
          –1. La deliberación tendrá lugar a puerta cerrada, sin que les sea permitida comunicación con persona alguna hasta que hayan emitido el veredicto, adoptándose por el Magistrado-Presidente las medidas oportunas al efecto.
        

        
				
        
          2. Si la deliberación durase tanto tiempo que fuese necesario el descanso, el Magistrado-Presidente, de oficio o a petición del Jurado, lo autorizará, manteniendo la incomunicación
          [56].
        

        
				
        
          Art. 57.
          Ampliación de instrucciones.
          –1. Si alguno de los jurados tuviere duda sobre cualquiera de los aspectos del objeto del veredicto, podrá pedir, por escrito y a través del Secretario, la presencia del Magistrado-Presidente para que amplíe las instrucciones. La comparecencia de éste se hará en audiencia pública, asistido del Secretario y en presencia del Ministerio Fiscal y demás partes.
        

        
				
        2. Transcurridos dos días desde el inicio de la deliberación sin que los jurados hicieren entrega del acta de la votación, el Magistrado-Presidente podrá convocarles a la comparecencia prevista en el apartado anterior. Si en dicha comparecencia ninguno de los jurados expresara duda sobre cualquiera de los aspectos del objeto del veredicto, el Magistrado-Presidente emitirá las instrucciones previstas en el apartado 1 del artículo 64 de esta Ley con los efectos atribuidos en la misma a la devolución del acta.

        
				
        
          Art. 58.
          Votación nominal.
          –1. La votación será nominal, en alta voz y por orden alfabético, votando en último lugar el portavoz.
        

        
				
        
          2. Ninguno de los jurados podrá abstenerse de votar. Si alguno insistiere en abstenerse, después de requerido por el portavoz, se hará constar en acta y, en su momento, será sancionado por el Magistrado-Presidente con 75.000 pesetas de multa. Si, hecha la constancia y reiterado el requerimiento, persistiera la negativa de voto, se dejará nueva constancia en acta de la que se deducirá el testimonio correspondiente para la exacción de la derivada responsabilidad penal
          [57].
        

        
				
        3. En todo caso, la abstención se entenderá voto a favor de no considerar probado el hecho perjudicial para la defensa y de la no culpabilidad del acusado.

        
				
        
          Art. 59.
          Votación sobre los hechos.
          –1. El portavoz someterá a votación cada uno de los párrafos en que se describen los hechos, tal y como fueron propuestos por el Magistrado-Presidente. Los jurados votarán si estiman probados o no dichos hechos. Para ser declarados tales, se requiere siete votos, al menos, cuando fuesen contrarios al acusado, y cinco votos, cuando fuesen favorables.
        

        
				
        2. Si no se obtuviese dicha mayoría, podrá someterse a votación el correspondiente hecho con las precisiones que se estimen pertinentes por quien proponga la alternativa y, nuevamente redactado así el párrafo, será sometido a votación hasta obtener la indicada mayoría.

        
				
        La modificación no podrá suponer dejar de someter a votación la parte del hecho propuesta por el Magistrado-Presidente. Pero podrá incluirse un párrafo nuevo, o no propuesto, siempre que no suponga una alteración sustancial ni determine una agravación de la responsabilidad imputada por la acusación.

        
				
        
          Art. 60.
          Votación sobre culpabilidad o inculpabilidad, remisión condicional de la pena y petición de indulto.
          –1. Si se hubiese obtenido la mayoría necesaria en la votación sobre los hechos, se someterá a votación la culpabilidad o inculpabilidad de cada acusado por cada hecho delictivo imputado
          [58].
        

        
				
        2. Serán necesarios siete votos para establecer la culpabilidad y cinco votos para establecer la inculpabilidad.

        
				
        3. El criterio del Jurado sobre la aplicación al declarado culpable de los beneficios de remisión condicional de la pena, así como sobre la petición de indulto en la sentencia, requerirán el voto favorable de cinco jurados.

        
				
        
          Art. 61.
          Acta de la votación.
          –1. Concluida la votación, se extenderá un acta con los siguientes apartados:
        

        
				
        
          a)
          Un primer apartado, iniciado de la siguiente forma: «Los jurados han deliberado sobre los hechos sometidos a su resolución y han encontrado probados, y así lo declaran por (unanimidad o mayoría), los siguientes…».
        

        
				
        Si lo votado fuera el texto propuesto por el Magistrado-Presidente, podrán limitarse a indicar su número.

        
				
        Si el texto votado incluyese alguna modificación, escribirán el texto tal como fue votado.

        
				
        
          b)
          Un segundo apartado, iniciado de la siguiente forma: «Asimismo, han encontrado no probados, y así lo declaran por (unanimidad o mayoría), los hechos descritos en los números siguientes del escrito sometido a nuestra decisión». Seguidamente indicarán los números de los párrafos de dicho escrito, pudiendo reproducir su texto.
        

        
				
        
          c)
          Un tercer apartado, iniciado de la siguiente forma: «Por lo anterior, los jurados por (unanimidad o mayoría) encontramos al acusado… culpable/no culpable del hecho delictivo de…»
          [59].
        

        
				
        En este apartado harán un pronunciamiento separado por cada delito y acusado. De la misma forma se pronunciarán, en su caso, sobre el criterio del Jurado en cuanto a la aplicación al declarado culpable de los beneficios de remisión condicional de la pena que se impusiere, para el caso de que concurran los presupuestos legales al efecto, y sobre la petición o no de indulto en la sentencia.

        
				
        
          d)
          Un cuarto apartado, iniciado de la siguiente forma: «Los jurados han atendido como elementos de convicción para hacer las precedentes declaraciones a los siguientes: …». Este apartado contendrá una sucinta explicación de las razones por las que han declarado o rechazado declarar determinados hechos como probados.
        

        
				
        
          e)
          Un quinto apartado en el que harán constar los incidentes acaecidos durante la deliberación, evitando toda identificación que rompa el secreto de la misma, salvo la correspondiente a la negativa a votar.
        

        
				
        2. El acta será redactada por el portavoz, a no ser que disienta del parecer mayoritario, en cuyo caso los jurados designarán al redactor.

        
				
        Si lo solicitara el portavoz, el Magistrado-Presidente podrá autorizar que el Secretario o un oficial le auxilie, estrictamente en la confección o escrituración del acta. En los mismos términos podrá solicitarlo quien haya sido designado redactor en sustitución de aquél.

        
				
        3. El acta será firmada por todos los jurados, haciéndolo el portavoz por el que no pueda hacerlo por sí. Si alguno de los jurados se negara a firmar, se hará constar en el acta tal circunstancia.

        
				
        
          Art. 62.
          Lectura del veredicto.
          –Extendida el acta, lo harán saber al Magistrado-Presidente entregándole una copia. Éste, salvo que proceda la devolución, conforme a lo dispuesto en el artículo siguiente, convocará a las partes por un medio que permita su inmediata recepción para que, seguidamente, se lea el veredicto en audiencia pública por el portavoz del Jurado.
        

        
				
        
          Art. 63.
          Devolución del acta al Jurado.
          –1. El Magistrado-Presidente devolverá el acta al Jurado si, a la vista de la copia de la misma, apreciase alguna de las siguientes circunstancias:
        

        
				
        
          a)
          Que no se ha pronunciado sobre la totalidad de los hechos.
        

        
				
        
          b)
          Que no se ha pronunciado sobre la culpabilidad o inculpabilidad de todos los acusados y respecto de la totalidad de los hechos delictivos imputados.
        

        
				
        
          c)
          Que no se ha obtenido en alguna de las votaciones sobre dichos puntos la mayoría necesaria.
        

        
				
        
          d)
          Que los diversos pronunciamientos son contradictorios, bien los relativos a los hechos declarados probados entre sí, bien al pronunciamiento de culpabilidad respecto de dicha declaración de hechos probados.
        

        
				
        
          e)
          Que se ha incurrido en algún defecto relevante en el procedimiento de deliberación y votación.
        

        
				
        2. Si el acta incluyese la declaración de probado de un hecho que, no siendo de los propuestos por el Magistrado, implique una alteración sustancial de éstos o determine una responsabilidad más grave que la imputada, se tendrá por no puesta.

        
				
        3. Antes de devolver el acta se procederá en la forma establecida en el artículo 53 de la presente Ley.

        
				
        
          Art. 64.
          Justificación de la devolución del acta.
          –1. Al tiempo de devolver el acta, constituido el Tribunal, asistido del Secretario y en presencia de las partes, el Magistrado-Presidente explicará detenidamente las causas que justifican la devolución y precisará la forma en que se deben subsanar los defectos de procedimiento o los puntos sobre los que deberán emitir nuevos pronunciamientos.
        

        
				
        2. De dicha incidencia extenderá el Secretario la oportuna acta.

        
				
        
          Art. 65.
          Disolución del Jurado y nuevo juicio oral.
          –1. Si después de una tercera devolución permaneciesen sin subsanar los defectos denunciados o no se hubiesen obtenido las necesarias mayorías, el Jurado será disuelto y se convocará juicio oral con un nuevo Jurado.        

        
				
      2. Si celebrado el nuevo juicio no se obtuviere un veredicto por parte del segundo Jurado, por cualquiera de las causas previstas en el apartado anterior, el Magistrado-Presidente procederá a disolver el Jurado y dictará sentencia absolutoria.

        
				
        
          Art. 66.
          Cese del Jurado en sus funciones.
          –1. Leído el veredicto, el Jurado cesará en sus funciones.
        

        
				
        2. Hasta ese momento los suplentes habrán permanecido a disposición del Tribunal en el lugar que se les indique.

        
				
        
          CAPÍTULO V
        

        
				
        
          De la sentencia
        

        
				
        
          Art. 67.
          Veredicto de inculpabilidad.
          –Si el veredicto fuese de inculpabilidad, el Magistrado-Presidente dictará en el acto sentencia absolutoria del acusado a que se refiera, ordenando, en su caso, la inmediata puesta en libertad.
        

        
				
        
          Art. 68.
          Veredicto de culpabilidad.
          –Cuando el veredicto fuese de culpabilidad, el Magistrado-Presidente concederá la palabra al Fiscal y demás partes para que, por su orden, informen sobre la pena o medidas que debe imponerse a cada uno de los declarados culpables y sobre la responsabilidad civil. El informe se referirá, además, a la concurrencia de los presupuestos legales de la aplicación de los beneficios de remisión condicional, si el Jurado hubiere emitido un criterio favorable a ésta.
        

        
				
        
          Art. 69.
          Acta de las sesiones.
          –1. El Secretario extenderá acta de cada sesión haciendo constar de forma sucinta lo más relevante de lo acaecido y de forma literal las protestas que se formulen por las partes y las resoluciones del Magistrado-Presidente respecto de los incidentes que fuesen suscitados.
        

        
				
        2. El acta se leerá al final de cada sesión, y se firmará por el Magistrado-Presidente, los jurados y los abogados de las partes.

        
				
        
          Art. 70.
          Contenido de la sentencia
          .–1. El Magistrado-Presidente procederá a dictar sentencia en la forma ordenada en el artículo 248.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial
          [60], incluyendo, como hechos probados y delito objeto de condena o absolución, el contenido correspondiente del veredicto.
        

        
				
        2. Asimismo, si el veredicto fuese de culpabilidad, la sentencia concretará la existencia de prueba de cargo exigida por la garantía constitucional de presunción de inocencia.

        
				
        3. La sentencia, a la que se unirá el acta del Jurado, se publicará y se archivará en legal forma, extendiendo en la causa certificación de la misma.

        
				
        
          DISPOSICIONES ADICIONALES
        

        
				
        
          Primera.
          Supresión del antejuicio.
          –Quedan derogados el artículo 410 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y el título II del libro IV de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
        

        
				
        
          Segunda.
          Infracciones penales.
          –1. Los jurados que abandonen sus funciones sin causa legítima, o incumplan las obligaciones que les imponen los artículos 41.4 y 58.2 de esta Ley incurrirán en la pena de multa de 100.000 a 500.000 pesetas.
        

        
				
        2. Los jurados que incumplan las obligaciones impuestas en el apartado 3 del artículo 55, incurrirán en la pena de arresto mayor y multa de 100.000 a 500.000 pesetas.

        
				
        
          DISPOSICIONES TRANSITORIAS
        

        
				
        
          Primera.
          Causas penales en tramitación.
          –Los procesos penales incoados o que se incoen por hechos acaecidos con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley se tramitarán ante el órgano jurisdiccional competente conforme a las normas vigentes en el momento de acontecer aquéllos.
        

        
				
        
          Segunda.
          Régimen de recursos.
          –El régimen de recursos previsto en esta Ley será de aplicación únicamente a las resoluciones judiciales que se dicten en los procedimientos incoados con posterioridad a su entrada en vigor
          [61].
        

        
				
        
          Tercera.
          Primera lista de candidatos a jurados.
          –La primera lista de candidatos a jurados, que extenderá su eficacia hasta el 31 de diciembre de 1996, se obtendrá aplicando las previsiones contenidas en los artículos 13, 14, 15 y 16 de la presente Ley, si bien las referencias que en ellos se hace a los meses de septiembre, octubre y noviembre se entenderán hechas, repectivamente, a los tres meses correlativos siguientes a la entrada en vigor de la presente disposición transitoria.
        

        
				
        
          DISPOSICIONES FINALES
        

        
				
        
          Primera.
          Modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          Segunda.
          Modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          Tercera.
          Carácter de la Ley.
          –La presente Ley tiene naturaleza de orgánica a excepción del capítulo III, la disposición transitoria segunda y los apartados 1, 2, 3, 4, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16 y 17 de la disposición final segunda que tienen el carácter de ley ordinaria
          [62].
        

        
				
        
          Cuarta.
          
            Futuras reformas procesales
            [63]
          
          .–En el plazo de un año, desde la aprobación de la presente Ley, el Gobierno enviará a las Cortes Generales, un proyecto de Ley de modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, generalizando los criterios procesales instaurados en esta Ley y en el que se establezca un procedimiento fundado en los principios acusatorio y de contradicción entre las partes, previstos en la Constitución, simplificando asimismo el proceso de investigación para evitar su prolongación excesiva.
        

        
				
        Asimismo, en dicho plazo, se adoptarán las reformas legales necesarias que adapten a tal procedimiento el Estatuto y funciones del Ministerio Fiscal, y se habilitarán por las Cortes Generales y el Gobierno los medios materiales, técnicos y humanos necesarios.

        
				
        
          Quinta.
          Entrada en vigor.
          –La presente Ley Orgánica entrará en vigor a los seis meses de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado», con excepción de lo prevenido en su capítulo II y en su disposición transitoria tercera, que entrará en vigor a los dos meses de dicha publicación.
        

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [1] Modificada por Leyes Orgánicas 8/1995, de 16 de noviembre («BOE» núm. 275, de 17 de noviembre; corrección de erratas en «BOE» núm. 278, de 21 de noviembre), y 10/1995, de 23 de noviembre («BOE» núm. 281, de 24 de noviembre de 1995; corrección en «BOE» núm. 54, de 2 de marzo de 1996), del Código Penal, y por Ley 38/2002, de 24 de octubre («BOE» núm. 258, de 28 de octubre), de reforma parcial de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [2] Artículo derogado por la Ley Orgánica 13/2003, de 24 de octubre («BOE» núm. 257, de 27 de octubre), de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en materia de prisión provisional.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [3] Artículo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre, excepto el apartado 2, que figura redactado de conformidad con la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [4] Este párrafo figura redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [5] Figura como parágrafo 2.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [6] Apartado redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [7] Redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [8] Párrafo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [9] Véase el artículo 22 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [10] Véase el Real Decreto 385/1996, de 1 de marzo, por el que se establece el régimen retributivo e indemnizatorio del desempeño de las funciones de jurado, que figura como parágrafo 17.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [11] Artículo 2.2 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [12] Véase el artículo 14 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [13] Este apartado figura redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [14] Artículo 14 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [15] Téngase presente el artículo 14 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [16] El artículo 1 del citado Real Decreto dispone:
            

            
						
            «En el Registro Civil de la Familia Real se inscribirán los nacimientos, matrimonios y defunciones, así como cualquier otro hecho o acto inscribible con arreglo a la legislación sobre Registro Civil, que afecten al Rey de España, su Augusta Consorte, sus ascendentes de primer grado, sus descendientes y al Príncipe heredero de la Corona.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [17] Los apartados 7, 8 y 9 de este artículo figuran redactados de conformidad con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [18] Figura como parágrafo 2.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [19] Apartado redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [20] Véase al respecto el Real Decreto 1398/1995, de 4 de agosto, que figura como parágrafo 16.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [21] Véase el artículo 16.4 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [22] Artículo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [23] El título y los apartados 1 y 2 de este artículo figuran redactados de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [24] Apartado suprimido por Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [25] Artículo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [26] Este párrafo figura redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [27] Artículo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [28] Este artículo figura redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [29] Véase la disposición final tercera de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [30] Apartado redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [31] Redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [32] Véase el artículo 28 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [33] Este apartado figura redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [34] Artículo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [35] Redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [36] Párrafo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [37] Redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [38] Apartado redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [39] Letra redactada de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [40] Redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [41] Artículo 30.2 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [42] Letra adicionada por Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre, pasando las anteriores letras
              c)
              y
              d)
              a designarse como
              d)
              y
              e).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [43] Título y apartados 1 y 2 de este artículo redactados de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [44] El título y los apartados 1 a 3 de este artículo figuran redactados de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [45] Los apartados 1 a 3 de este artículo figuran redactados de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [46] Apartado redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [47] Redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [48] Véase la disposición adicional 2.ª1 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [49] Párrafo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [50] Apartado redactado de acuerdo con la Ley 38/2002, de 24 de octubre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [51] Redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [52] Apartado redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [53] Véase el artículo 63.3 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [54] Véase la disposición adicional 2.ª2 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [55] Redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [56] Apartado redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [57] Véase la disposición adicional 2.ª1 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [58] Redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [59] Letra redactada de acuerdo con la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [60] Figura como parágrafo 2.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [61] Véase la disposición final segunda de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [62] De acuerdo con la disposición final única de la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre, tienen el carácter de ley ordinaria los apartados 24 a 43 del artículo 1.º de la misma, que modifican los artículos 24.1, 25.1, 26.1, 27, 28, 29.5, 30.1, 33,
              c),
              34.1, 37,
              c),
              38.1 y 2, 39.1 a 3, 40.1 a 3, 41.1 y 3 y 44, de la presente Ley Orgánica.
            

            
						
            
              Asimismo, de acuerdo con la citada disposición final única, tienen el carácter de ley ordinaria los apartados 2, 3, 4 y 5 del artículo 2 de la misma Ley Orgánica, que modifican los artículos 846 bis
              a),
              párrafo segundo, 846 bis
              b),
              846 bis
              f)
              y 847
              b)
              de la Ley de Enjuiciamiento Criminal introducidos por la disposición final segunda de la presente Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [63] Título adicionado por la Ley Orgánica 8/1995, de 16 de noviembre.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          § 16
          REAL DECRETO 1398/1995, DE 4 DE AGOSTO (PRESIDENCIA), POR EL QUE SE REGULA EL SORTEO PARA LA FORMACIÓN DE LAS LISTAS DE CANDIDATOS A JURADOS
        

        
				
        («BOE» núm. 186, de 5 de agosto de 1995)

        
				
        La Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo, del Tribunal del Jurado, regula en la sección tercera del capítulo II la designación de los Jurados y el párrafo segundo del apartado 2 del artículo 13 establece que «el sorteo, que se celebrará en sesión pública previamente anunciada en un local habilitado al efecto por la correspondiente Audiencia Provincial, se desarrollará en la forma que reglamentariamente se determine».

        
				
        El presente Real Decreto, que ha sido informado por el Consejo General del Poder Judicial y por la Junta Electoral Central, contiene el desarrollo reglamentario previsto en el artículo 13.2 de la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo, especificando las reglas a que deberán de ajustar su actuación las correspondientes Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral en el sorteo que, conforme a las exigencias de la citada Ley Orgánica, han de efectuar por cada provincia a fin de obtener la lista bienal de candidatos a jurados.

        
				
        En su virtud, a propuesta de los Ministros de Justicia e Interior y Economía y Hacienda, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros, en su reunión del día 4 de agosto de 1995, dispongo:

        
				
        
          Artículo 1.
          1. Las Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral fijarán la fecha del sorteo, dentro del plazo fijado en el artículo 13.1 de la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo, del Tribunal del Jurado, lo que comunicarán al Presidente de la respectiva Audiencia Provincial, quien dará a conocer a la correspondiente Delegación Provincial, con la antelación suficiente, el local habilitado al efecto para la celebración del sorteo.
        

        
				
        2. Las Delegaciones provinciales de la Oficina del Censo Electoral ordenarán la publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia y en dos periódicos de máxima difusión provincial, con una antelación mínima de siete días a la fecha señalada, del anuncio en el que se haga constar el día y la hora de la celebración del sorteo, en sesión pública, en el local habilitado al efecto por la Audiencia Provincial.

        
				
        
          Art. 2.
          1. Los candidatos a jurados se extraerán de la lista del censo electoral vigente a la fecha del sorteo, ordenada según determina el artículo 13.2 de la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo del Tribunal del Jurado, que habrá sido expuesta anticipadamente en los respectivos Ayuntamientos durante siete días y en la que a cada elector se le habrá asignado un número de orden correlativo dentro de la provincia.
        

        
				
        2. El sorteo será realizado por el Delegado provincial de la Oficina del Censo Electoral o funcionario que reglamentariamente le sustituya, asistido por el personal de la Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral designado al efecto. A dicho acto asistirá el Secretario de la Sección Primera de la Audiencia Provincial correspondiente, o quien le sustituya reglamentariamente, que actuará como fedatario público.

        
				
        
          Art. 3.
          El sorteo de los candidatos a jurados se realizará utilizando medios informáticos mediante el método de selección sistemática con arranque aleatorio, conforme a las siguientes reglas
          [1]:
        

        
				
        
          a)
          Se dividirá el número total de electores de la provincia (N) entre el de candidatos a jurados (n), obteniéndose el cociente «k»:
        

        
				
        [image: ]

        
				
      calculándolo con cinco decimales y redondeando, en su caso, el último de ellos por defecto, si el siguiente decimal es menor que 5, o por exceso, en caso contrario.

        
				
        
          b)
          Mediante la aplicación informática diseñada al efecto por el Instituto Nacional de Estadística, se seleccionará de forma aleatoria un número (u), con cinco decimales, mayor que 0 y menor o igual que k.
        

        
				
        
          c)
          Se obtendrá la siguiente sucesión:
        

        
				
        u, u + k, u + 2k, .............. u + (n–1)k, tomando k con cinco decimales.

        
				
        
          d)
          Los términos de la sucesión anterior se aproximarán al número entero más próximo por defecto, si el primer decimal es menor que 5, o por exceso, en caso contrario.
        

        
				
        
          e)
          Los candidatos seleccionados serán aquellos cuyo número de orden, que figura en las listas del censo electoral expuestas en los Ayuntamientos, coincida con los términos aproximados referidos en el apartado anterior. Si al aproximar el primer término de la sucesión anterior resultase 0, el candidato a jurado seleccionado será el último de la lista provincial.
        

        
				
        Ejemplo práctico:

        
				
        En una provincia de 412.505 electores en la que hay que obtener por sorteo 2.250 candidatos a jurados.

        
				
        El valor de k es:

        
				
        [image: ]

				
      A continuación se obtiene un número aleatorio mayor que 0 y menor o igual que 183,33556; por ejemplo, el 37,12345.

        
				
      La sucesión referida en el párrafo c) será:

        
				
        37,12345, 220,45901, 403,79457, ............ 412.358,79789.

        
				
        Aproximando los términos de la sucesión anterior, los candidatos seleccionados serán los correspondientes a los números de orden siguientes, según la lista electoral:

        
				
        37,220,404,........... 412.359.»

        
				
        
          Art. 4.
          1. Finalizado el sorteo se extenderá la correspondiente acta que deberá ser firmada por el fedatario y por el Delegado provincial de la Oficina del Censo Electoral. En el acta se hará constar el número total de electores de la provincia, el número de candidatos a jurados, el primer número de la selección aleatoria y el cociente «k», así como cualquier incidencia que se haya presentado durante el acto del sorteo.
        

        
				
        2. Dentro de los tres días siguientes, la Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral remitirá a la respectiva Audiencia Provincial la lista de los candidatos a jurados.

        
				
        
          Art. 5.
          1. En el supuesto de que, conforme a lo previsto en el artículo 13.3 de la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo, del Tribunal del Jurado, se haya de reiterar el sorteo, la respectiva Delegación Provincial del Censo Electoral indicará la fecha en que habrá de realizarse que, en cualquier caso, será en los quince días posteriores al día en que se tenga constancia de la resolución anulatoria del anterior sorteo.
        

        
				
        2. La convocatoria de este nuevo sorteo será objeto de publicación en la forma y plazos establecidos en el artículo 1.2 del presente Real Decreto y a la misma se adjuntará la resolución que anule el sorteo anterior. El nuevo sorteo se efectuará siguiendo las mismas reglas establecidas para el primer sorteo en el presente Real Decreto.

        
				
        
          DISPOSICIÓN ADICIONAL
        

        
				
        
          Única.
          Conforme a lo dispuesto en el artículo 3.3 de la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y de Planta Judicial, las Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral de Cádiz y Málaga efectuarán, además, un sorteo independiente con base en la lista del censo electoral vigente en las ciudades de Ceuta y Melilla, respectivamente, a fin de obtener la lista de candidatos a jurados para los juicios que se celebren en cada una de estas ciudades. A tal objeto, los Presidentes de las Audiencias Provinciales de Cádiz y Málaga comunicarán a los respectivos Delegados provinciales de la Oficina del Censo Electoral el número de candidatos a obtener en las mencionadas ciudades.
        

        
				
        
          DISPOSICIÓN TRANSITORIA
        

        
				
        
          Única.
          En el año 1995, el sorteo para la primera lista de candidatos a jurados y sucesivos trámites se efectuará, de conformidad con lo dispuesto en la disposición transitoria tercera de la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo, del Tribunal del Jurado, en relación con el artículo 183 de la Ley Orgánica 6/1995, de 1 de julio, del Poder Judicial
          [2], en los meses previstos en los artículos 13, 14, 15 y 16 de la citada Ley Orgánica del Tribunal del Jurado.
        

        
				
        
          DISPOSICIONES FINALES
        

        
				
        
          Primera.
          Se faculta a los Ministros de Justicia
          e Interior
          y de Economía y Hacienda para, en el ámbito de sus respectivas competencias, dictar las normas complementarias que sean necesarias para el cumplimiento de lo dispuesto en el presente Real Decreto.
        

        
				
        
          Segunda.
          El presente Real Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
        

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [1] Este artículo figura redactado de acuerdo con el Real Decreto 2067/1996, de 13 de septiembre («BOE» núm. 223, de 14 de septiembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [2] Debe querer decir, Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
			
      
			

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          § 17
          REAL DECRETO 385/1996, DE 1 DE MARZO (JUSTICIA E INTERIOR), POR EL QUE SE ESTABLECE EL RÉGIMEN RETRIBUTIVO E INDEMNIZATORIO DEL DESEMPEÑO DE LAS FUNCIONES DE JURADO
        

        
				
        («BOE» núm. 64, de 14 de marzo de 1996; corrección de errores en «BOE» núm. 90, de 13 de abril)

        
				
        El artículo 125 de la Constitución Española de 1978 configura el Tribunal del Jurado como una institución para la participación de los ciudadanos en la Administración de Justicia. En cumplimiento del precepto constitucional, la Ley Orgánica 5/1995, del Tribunal del Jurado, modificada por la Ley Orgánica 8/1995; de 16 de noviembre, desarrolla dicha institución, definiendo en su artículo 6 la función de jurado como un derecho ejercitable por aquellos en los que no concurra motivo que lo impida y su desempeño como un deber para quienes no estén incursos en causa de incompatibilidad o prohibición ni puedan excusarse conforme a dicha Ley.

        
				
        A su vez, en el artículo 7 se dispone que el desempeño de la función del jurado será retribuido e indemnizado en la forma y cuantía que reglamentariamente se determine, y tendrá, a los efectos del ordenamiento laboral y funcionarial, la consideración de un deber inexcusable de carácter público y personal.

        
				
        En cumplimiento de este mandato el presente Real Decreto regula el régimen de retribuciones e indemnizaciones de aquellos ciudadanos que intervengan en el Tribunal del Jurado.

        
				
        En su virtud, a propuesta del Ministro de Justicia e Interior, con informe del Consejo General del Poder Judicial, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 1 de marzo de 1996, dispongo:

        
				
        
          Artículo 1.
          Ámbito de aplicación.–
          El presente Real Decreto será de aplicación a los jurados, tanto titulares como suplentes, durante el tiempo que desempeñen su función como tales, así como a los candidatos a jurados designados para cada causa que, previa citación, concurran al proceso de selección contemplado en los artículos 38 y siguientes de la Ley Orgánica 5/1995.
        

        
				
        
          Art. 2.
          Conceptos.–
          Las cantidades a percibir por los candidatos a jurados y por los jurados responderán a los conceptos de retribuciones e indemnizaciones.
        

        
				
        
          Art. 3.
          Retribuciones.–
          1. El desempeño de la función de jurado será retribuido con el importe diario especificado en el anexo I del presente Real Decreto.
        

        
				
        2. Los candidatos que no sean seleccionados como jurados titulares o suplentes percibirán, por una sola vez, la retribución equivalente a media jornada establecida en el anexo I.

        
				
        3. La retribución contemplada en el apartado anterior será también percibida por los jurados titulares y suplentes en el caso de que el comienzo del juicio oral no se realice el mismo día en que tenga lugar el proceso de selección.

        
				
        
          Art. 4.
          Indemnizaciones.–
          Las indemnizaciones corresponderán a los conceptos de gastos de viaje, alojamiento y manutención, de acuerdo a lo desarrollado en los artículos siguientes y en la cuantía que en cada momento se halle reglamentariamente establecida.
        

        
				
        
          Art. 5.
          Gastos de viaje.
          –1. Los desplazamientos a la capital de la provincia podrán efectuarse en líneas de transporte de viajeros, tanto regulares como discrecionales, o mediante la utilización de vehículos particulares.
        

        
				
        2. Los gastos de viaje, cuando éste se efectúe en líneas regulares de transporte colectivo, serán los correspondientes al importe del billete o pasaje utilizado dentro de la tarifa correspondiente a la clase segunda o turista.

        
				
        3. Si se tratare de desplazamientos interinsulares se abonará el importe del billete de avión en clase turista o el del medio de transporte colectivo utilizado.

        
				
        
          4. Si se utiliza para el desplazamiento vehículo particular u otra forma de desplazamiento distinta de las contempladas en los apartados 2 y 3 anteriores, se abonará exclusivamente la cantidad reglamentariamente establecida por kilómetro recorrido, teniendo en cuenta la distancia entre el municipio de residencia habitual y el municipio sede de la capital de la provincia. Dicha cantidad se fija inicialmente en las cuantías recogidas en el anexo II del presente Real Decreto. A dichas cantidades se añadirá 
          el importe de los peajes de autopista debidamente acreditados.
        

        
				
        
          5. Excepcionalmente y cuando las Gerencias Territoriales del Ministerio de Justicia
          e Interior
          autoricen, previamente su utilización se abonarán a los candidatos como gastos de viaje los desplazamientos acreditados que se efectúen en taxi entre la sede del Tribunal y las estaciones de ferrocarril, autobuses, puertos y aeropuertos.
        

        
				
        6. Si los candidatos a jurados al realizar su desplazamiento tuvieren que desembolsar una cantidad elevada con arreglo a su situación económica, preferentemente en desplazamientos interinsulares, podrán solicitar a través del órgano jurisdiccional, al tiempo de la devolución del cuestionario a que hace referencia el artículo 20 de la Ley Orgánica 5/1995, que les sea facilitado el desplazamiento.

        
				
        
          7. A estos efectos, las Gerencias Territoriales del Ministerio de Justicia
          e Interior
          podrán hacer entrega del correspondiente título de transporte.
        

        
				
        8. En ningún supuesto se abonarán gastos de viaje a los candidatos a jurados y jurados vecinos del municipio sede de la capital de la provincia.

        
				
        
          Art. 6.
          Gastos de alojamiento y manutención.–
          1. El Ministerio de Justicia
          e Interior,
          a través de sus Gerencias Territoriales, facilitará el alojamiento y la manutención de los candidatos a jurados y de los jurados durante el desempeño de su función.
        

        
				
        
          2. Con esta finalidad, los gastos de alojamiento y manutención serán gestionados a través de empresas de servicios por el Ministerio de Justicia
          e Interior.
        

        
				
        3. A estos efectos, las cuantías diarias máximas por cada candidato a jurado o jurados serán las establecidas en el anexo III del presente Real Decreto.

        
				
        4. Excepcionalmente podrá autorizarse la elevación de la cuantía de los gastos de alojamiento en aquellas capitales de provincia en que las condiciones de la oferta hotelera así lo exijan, no pudiendo en ningún caso sobrepasarse la cantidad diaria, resultante de la suma de las cuantías máximas que para gastos de alojamiento y manutención se recogen en el anexo III.

        
				
        5. El alojamiento de los candidatos a jurado únicamente procederá en los supuestos en los que, a juicio del Magistrado-Presidente, se entienda justificado pernoctar fuera del municipio en que radique la residencia habitual.

        
				
        6. En ningún caso se facilitará el alojamiento a los candidatos a jurados vecinos del municipio sede de la capital de la provincia.

        
				
        7. Durante la celebración del juicio oral, se estará a lo que el Magistrado-Presidente disponga en cuanto a la necesidad de facilitar alojamiento a los jurados.

        
				
        Igualmente se facilitará dicho alojamiento a los jurados cuando, a la vista de la duración de la deliberación, el Magistrado-Presidente así lo acuerde, a efectos de garantizar la incomunicación prevista en el artículo 56 de la Ley Orgánica 5/1995, del Tribunal del Jurado.

        
				
        
          Art. 7.
          Imputación presupuestaria de los gastos por retribuciones e indemnizaciones.–
          Las retribuciones e indemnizaciones contempladas en el presente Real Decreto se imputarán a los créditos presupuestarios que se destinen a la atención de los gastos de funcionamiento del Tribunal del Jurado por el Ministerio de Justicia
          e Interior
          en la forma que reglamentariamente se disponga.
        

        
				
        
          DISPOSICIONES ADICIONALES
        

        
				
        
          Primera.
          Modificación normativa.–
          Se añade un nuevo apartado al artículo 4 del Reglamento del impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado por el artículo 1 del Real Decreto 1841/1991, de 30 de diciembre, con el siguiente contenido:
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          Segunda.
          Aplicación normativa.–
          El presente Real Decreto será de directa aplicación en todo el territorio nacional en virtud de las competencias estatales previstas en el artículo 149.1.1.ª y 5.ª de la Constitución, salvo lo establecido en los apartados 5 y 7 del artículo 5, en los apartados 1 y 2 del artículo 6 y en el artículo 7, que lo será en defecto de regulación específica por parte de las Comunidades Autónomas que hayan asumido el ejercicio efectivo de las competencias en materia de provisión de medios materiales y económicos para el funcionamiento de la Administración de Justicia. En estos casos, las referencias a órganos del Ministerio de Justicia
          e Interior
          se entenderán hechas a los órganos correspondientes de dichas Comunidades Autónomas.
        

        
				
        
          DISPOSICIONES FINALES
        

        
				
        
          Primera.
          Facultad de ejecución.–
          Se faculta a los Ministros de Justicia
          e Interior
          y de Economía y Hacienda para establecer mediante Orden ministerial el procedimiento de ejecución del presente Real Decreto, así como para adoptar en el ámbito de su competencia cuantas medidas exija dicha ejecución.
        

        
				
        
          Segunda.
          Habilitación de créditos.–
          Por el Ministerio de Economía y Hacienda se realizarán las habilitaciones de créditos necesarias para el cumplimiento de lo previsto en el presente Real Decreto.
        

        
				
        
          Tercera.
          Revisión periódica de retribuciones e indemnizaciones.–
          Las cuantías de las retribuciones e indemnizaciones contempladas en el presente Real Decreto serán revisadas periódicamente mediante Acuerdo de Consejo de Ministros que será publicado en el «Boletín Oficial del Estado»
          [1].
        

        
				
        
          Cuarta.
          Entrada en vigor.–
          El presente Real Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
        

        
				
        
          
            ANEXO I
            [2]
          
        

        
				
        
          Retribuciones
        

        
				
        Retribución diaria de los jurados: 67 euros.

        
				
        Retribución única de los candidatos no seleccionados como jurados: 33,50 euros.

        
				
        
          ANEXO II
        

        
				
        
          Gastos de viaje con utilización de vehículo particular
        

        
				
        Por el uso de motocicleta: 0,078 euros por kilómetro.

        
				
        Por el uso de automóvil: 0,19 euros por kilómetro.

        
				
        
          ANEXO III
        

        
				
        
          Gastos de alojamiento y manutención
        

        
				
        Gastos de alojamiento, incluido desayuno: 65,97 euros.

        
				
        Gastos de manutención:

        
				
        Comida: 18,70 euros.

        
				
        Cena: 18,70 euros.

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [1] Por Resolución de 21 de julio de 2006 («BOE» núm. 177, de 26 de julio), se dispone la actualización de las cuantías correspondientes a dichas retribuciones e indemnizaciones.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [2] Anexos revisados de conformidad con la Resolución de 21 de julio de 2006 («BOE» núm. 177, de 26 de julio), que publicó el Acuerdo del Consejo de Ministros de 14 de julio de 2006, por el que se revisan las cuantías e indemnizaciones correspondientes al desempeño de la función del jurado.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
  
          ASISTENCIA JURÍDICA GRATUITA
        

        
				
        
          § 18
          LEY 1/1996, DE 10 DE ENERO (JEFATURA DEL ESTADO), DE ASISTENCIA JURÍDICA GRATUITA
          [1]
        

        
				
        («BOE» núm. 11, de 12 de enero de 1996)

        
				
        EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

        
				
        
          1.
          Justificación de la reforma
        

        
				
        Los derechos otorgados a los ciudadanos por los artículos 24 y 25 de la Constitución son corolario evidente de la concepción social o asistencial del Estado Democrático de Derecho, tal y como ha sido configurado por nuestra Norma Fundamental. En lógica coherencia con los contenidos de estos preceptos constitucionales, y al objeto de asegurar a todas las personas el acceso a la tutela judicial efectiva, el artículo 119 del propio texto constitucional previene que la Justicia será gratuita cuando así lo disponga la ley y, en todo caso, respecto de quienes acrediten insuficiencia de recursos para litigar. Con todo ello, nuestra Norma Fundamental diseña un marco constitucional regulador del derecho a la tutela judicial que incluye, por parte del Estado, una actividad prestacional encaminada a la provisión de los medios necesarios para hacer que este derecho sea real y efectivo incluso cuando quien desea ejercerlo carezca de recursos económicos.

        
				
        Suprimidas por la Ley 25/1986 las tasas judiciales, el núcleo de los costes económicos derivados del acceso a la tutela judicial viene determinado por la intervención en el mismo, por imperativo legal, en la mayor parte de las ocasiones, de profesionales especializados en la defensa y representación de los derechos e intereses legítimos. En efecto, una vez que el Estado ha renunciado a la percepción de cualquier cantidad por el acceso al aparato judicial, son los honorarios de abogados, de procuradores y, en su caso, de cualesquiera otros profesionales, así como el coste de la obtención de las pruebas documentales o periciales necesarias, los que implican un coste económico inasumible para los ciudadanos que no disponen de los recursos económicos necesarios para hacerles frente.

        
				
        La previsión constitucional del artículo 119 ha sido ya objeto de desarrollo por la Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial, que en sus artículos 20.2 y 440.2 recoge el mandato constitucional y remite, para la regulación del sistema de justicia gratuita, a la ley ordinaria. En virtud de esta reserva de ley, corresponde al legislador ordinario dar cumplimiento a la encomienda constitucional de que se articule un sistema de justicia gratuita para aquellos que carezcan de recursos.

        
				
        
          2.
          Vocación unificadora
        

        
				
        A esa finalidad responde la presente Ley, cuyo objeto es regular un sistema de justicia gratuita que permita a los ciudadanos que acrediten insuficiencia de recursos para litigar, proveerse de los profesionales necesarios para acceder a la tutela judicial efectiva y ver adecuadamente defendidos sus derechos e intereses legítimos. Se trata, pues, de una ley cuyos beneficiarios y destinatarios directos son todos los ciudadanos que pretendan acceder a la tutela judicial efectiva y vean obstaculizado dicho acceso en razón de su situación económica. La finalidad es, por tanto, garantizar el acceso a la Justicia en condiciones de igualdad a todos los ciudadanos.

        
				
        Frente a la dispersa legislación procesal que hasta ahora ha regulado la justicia gratuita, esta norma viene a unificar en sí misma el nuevo sistema legal de justicia gratuita; así pues, tal y como fue entendido por la Cámara Baja al aprobar por unanimidad en su sesión celebrada el 10 de mayo de 1994 la moción consecuencia de interpelación presentada por el Grupo Parlamentario Federal Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, ratificada por la Resolución de 9 de febrero de 1995, la presente Ley regula un sistema único, concentrado en una sola norma, con las lógicas consecuencias de claridad y certeza que redundan, en definitiva, en un incremento de la seguridad jurídica.

        
				
        
          3.
          Ampliación del contenido material del derecho
        

        
				
        Al objeto de remover los obstáculos que impiden que los ciudadanos más desprotegidos accedan a la tutela judicial efectiva en condiciones de igualdad, la presente Ley opera una notable transformación en el contenido material del derecho a la asistencia jurídica gratuita, configurándolo de forma más amplia.

        
				
        En efecto, frente a los beneficios hasta ahora recogidos por la Ley de Enjuiciamiento Civil, el nuevo sistema configura un derecho más completo y por tanto más garantizador de la igualdad de las partes en el proceso, eliminando onerosidades excesivas que no son sino negaciones prácticas de aquélla; así pues, a los beneficios ya consagrados por nuestro ordenamiento jurídico como propios del derecho a la asistencia jurídica gratuita, la Ley añade nuevas prestaciones tales como el asesoramiento y la orientación previos a la iniciación del proceso –lo cual ha de evitar en numerosas ocasiones litigios artificiales tan costosos en todos los sentidos para la Justicia–, la asistencia pericial en el mismo y la reducción sustancial del coste para la obtención de escrituras y documentos notariales y de aquellos documentos emanados de los Registros Públicos, que puedan ser precisos para las partes en el proceso.

        
				
        
          4.
          El reconocimiento del derecho
        

        
				
        De igual modo, la Ley supone un paso más en la protección de esos ciudadanos más desfavorecidos que necesitan acceder a la tutela judicial para ver realizadas sus legítimas pretensiones o defendidos sus derechos.

        
				
        Bajo la amplia libertad de configuración legal que se deriva del artículo 119 de la Constitución Española –libertad que nuestro Tribunal Constitucional ya reconoció expresamente–, la presente Ley llega más lejos que el sistema anterior al adoptar los criterios para reconocer el derecho de asistencia jurídica gratuita, estableciendo un doble mecanismo: por un lado, un criterio objetivo para el reconocimiento del derecho, basado en la situación económica de los solicitantes, y complementado por un mecanismo flexible de apreciación subjetiva acorde con nuestra jurisprudencia constitucional, que posibilita efectuar el reconocimiento excepcional del derecho a personas cuya situación económica excede del módulo legal pero que, sin embargo, afrontan unas circunstancias de una u otra índole que deben ser ponderadas y que hacen conveniente ese reconocimiento. En estos segundos supuestos excepcionales, y he aquí precisamente la diferencia con el régimen que la Ley de Enjuiciamiento Civil tenía establecido hasta hoy, la extensión del derecho puede llegar a ser total, incluyendo todas las prestaciones que lo integran.

        
				
        Sin perjuicio de todo lo anterior, quedará siempre garantizado el derecho de los interesados a la libre designación de abogado y procurador.

        
				
        
          5.
          Actuación administrativa
        

        
				
        A pesar de que la evaluación del cumplimiento de los requisitos para gozar del derecho a la asistencia jurídica gratuita no es en sentido estricto una función jurisdiccional, así se ha mantenido tradicionalmente en nuestra legislación procesal.

        
				
        Lejos de esa concepción, constituye esencial propósito de la Ley la «desjudicialización» del procedimiento para reconocer el derecho a la asistencia jurídica gratuita, optándose así por las más modernas pautas que configuran dicha función como una actividad esencialmente administrativa.

        
				
        La traslación del reconocimiento del derecho a sede administrativa responde a dos motivos: en primer término, se descarga a los Juzgados y Tribunales de una tarea que queda fuera de los márgenes constitucionales del ejercicio de la potestad jurisdiccional y, en segundo lugar, se agiliza la resolución de las solicitudes de los ciudadanos mediante una tramitación sumaria y normalizada. El reconocimiento del derecho pasa, por tanto, a convertirse en una función que descansa sobre el trabajo previo de los Colegios profesionales, que inician la tramitación ordinaria de las solicitudes, analizan las pretensiones y acuerdan designaciones o denegaciones provisionales, y, por otra parte, sobre la actuación de unos nuevos órganos administrativos, las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita, como órganos formalmente responsables de la decisión final, y en cuya composición se hallan representadas las instancias intervinientes en el proceso.

        
				
        No quiere ello decir que los órganos jurisdiccionales pierdan todo su peso en el reconocimiento, ya que la Ley garantiza suficientemente el control judicial sobre la aplicación efectiva del derecho, habilitando a aquéllos para decidir sobre el mismo, en vía de recurso.

        
				
        
          6.
          Financiación pública
        

        
				
        Esta meta legal de proporcionar a los ciudadanos que lo precisen un sistema rápido y eficaz de justicia gratuita se articula, como hasta ahora, sobre la base de un servicio público, prestado por la Abogacía y la Procuraduría, financiado con fondos igualmente públicos. De hecho, conforme a la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos y de nuestro Tribunal Constitucional, el Estado es el responsable del recto funcionamiento del servicio por la sola obligación constitucional de proveer a la defensa de quienes carezcan de recursos; esta jurisprudencia ha dejado claramente establecida la responsabilidad pública en tal sentido, como deber positivo del Estado de garantizar el derecho de acceso a la Justicia o, lo que es lo mismo, a la tutela judicial efectiva como derecho fundamental que es.

        
				
        Ello conduce a la obligación de establecer mecanismos de control que aseguren el adecuado destino de los fondos públicos asignados al servicio, de tal forma que no se beneficien de dichos fondos quienes no precisen de asistencia alguna.

        
				
        
          Así pues, la Ley fija los criterios básicos de la financiación del servicio, cuyo coste deberá ser periódicamente evaluado por los poderes públicos, que en todo caso deberán seguir el principio de que el servicio de asistencia jurídica gratuita esté digna y suficientemente remunerado, haciéndose efectiva su retribución en plazos razonables. Tanto lo relativo a la financiación, como las reglas referentes a la prestación y funcionamiento del servicio se conciben con la flexibilidad y generalidad propias de una norma de rango legal, que habrán de permitir que su desarrollo por normas de rango inferior facilite el adecuado ajuste a las cambiantes situaciones económicas y sociales, evitando así la petrificación del ordenamiento y la consagración en normas con la rigidez legal de materias que, por su propia naturaleza, son susceptibles de sucesivas transformaciones en muy poco tiempo. Tal regulación reglamentaria fue llevada a cabo con carácter urgente, y como paso inicial y transitorio de la actual reforma del sistema de justicia gratuita, mediante el
          Real Decreto 108/1995, de 27 de enero
          , sobre medidas para instrumentar la subvención estatal a la asistencia jurídica gratuita.
        

        
				
        
          7.
           
          Ordenación competencial
        

        
				
        La Ley resulta, en fin, respetuosa con la ordenación competencial que deriva de nuestra Norma Fundamental y de los Estatutos de Autonomía, explicitando los títulos competenciales que, de conformidad con las reglas 3.ª, 5.ª, 6.ª y 18.ª del artículo 149.1 de la Constitución Española, habilitan al Estado para establecer la nueva regulación, y permitiendo que ésta pueda complementarse con naturalidad con las normas que dicten las Comunidades Autónomas en ejercicio de sus competencias estatutarias.

        
				
        CAPÍTULO PRIMERO

        
				
        Derecho a la asistencia jurídica gratuita

        
				
        
          Artículo 1.
          Objeto de la Ley.
          –La presente Ley tiene por objeto determinar el contenido del derecho a la asistencia jurídica gratuita al que se refiere el artículo 119 de la Constitución
          [2]
          y regular el procedimiento para su reconocimiento y efectividad.
        

        
				
        Las disposiciones de esta Ley serán de aplicación general en todo tipo de procesos judiciales, incluidos los recursos de amparo constitucional, así como el asesoramiento previo al proceso contemplado en el artículo 6.1.

        
				
        
          Art. 2.
          En los términos y con el alcance previstos en esta ley y en los tratados y convenios internacionales sobre la materia en los que España sea parte, tendrán derecho a la asistencia jurídica gratuita
          [3]:
        

        
				
        
          a)
          Los ciudadanos españoles, los nacionales de los demás Estados miembros de la Unión Europea y los extranjeros que se encuentren en España, cuando acrediten insuficiencia de recursos para litigar.
        

        
				
        
          b)
          Las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social, en todo caso.
        

        
				
        
          c)
          Las siguientes personas jurídicas cuando acrediten insuficiencia de recursos para litigar:
        

        
				
        1.º Asociaciones de utilidad pública, previstas en el artículo 32 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho de Asociación.

        
				
        2.º Fundaciones inscritas en el Registro Público correspondiente.

        
				
        
          d)
          En el orden jurisdiccional social, además, los trabajadores y beneficiarios del sistema de Seguridad Social, tanto para la defensa en juicio como para el ejercicio de acciones para la efectividad de los derechos laborales en los procedimientos concursales.
        

        
				
        Asimismo, el derecho a la asistencia jurídica gratuita se reconoce a los trabajadores y beneficiarios de la Seguridad Social para los litigios que sobre esta materia se sustancien ante el orden contencioso-administrativo.

        
				
        
          e)
          En el orden contencioso-administrativo, así como en la vía administrativa previa, los ciudadanos extranjeros que acrediten insuficiencia de recursos para litigar tendrán derecho a la asistencia letrada y a la defensa y representación gratuita en los procedimientos que puedan llevar a la denegación de su entrada en España, a su devolución o expulsión del territorio español, y en todos los procedimientos en materia de asilo.
        

        
				
        
          f)
          En los litigios tranfronterizos en materia civil y mercantil, las personas físicas contempladas en el Capítulo VIII de esta ley, en los términos que en él se establecen
          [4].
        

        
				
        
          Art. 3.
          Requisitos básicos.
          –1. Se reconocerá el derecho de asistencia jurídica gratuita a aquellas personas físicas cuyos recursos e ingresos económicos, computados anualmente por todos los conceptos y por unidad familiar, no superen el doble del salario mínimo interprofesional vigente en el momento de efectuar la solicitud
          [5].
        

        
				
        2. Constituyen modalidades de unidad familiar las siguientes:

        
				
        
          a)
          La integrada por los cónyuges no separados legalmente y, si los hubiere, los hijos menores con excepción de los que se hallaren emancipados.
        

        
				
        
          b)
          La formada por el padre o la madre y los hijos que reúnan los requisitos a que se refiere la regla anterior.
        

        
				
        3. Los medios económicos podrán, sin embargo, ser valorados individualmente, cuando el solicitante acredite la existencia de intereses familiares contrapuestos en el litigio para el que se solicita la asistencia.

        
				
        4. El derecho a la asistencia jurídica gratuita sólo podrá reconocerse a quienes litiguen en defensa de derechos o intereses propios.

        
				
        5. En el supuesto del apartado 2 del artículo 6, no será necesario que el detenido o preso acredite previamente carecer de recursos, sin perjuicio de que si no se le reconoce con posterioridad el derecho a la asistencia jurídica gratuita, éste deberá abonar al abogado los honorarios devengados por su intervención.

        
				
        
          Tampoco será necesario que las víctimas de violencia de género, ni las víctimas del terrorismo, acrediten previamente carecer de recursos cuando soliciten defensa jurídica gratuita especializada, en su caso, que se les prestará de inmediato, sin perjuicio de que si no se le reconoce con posterioridad el derecho a la misma, éstas deban abonar al abogado, y al procurador cuando intervenga, los honorarios devengados
          [6].
        

        
				
        
          6. Tratándose de las personas jurídicas mencionadas en el apartado
          c)
          del artículo anterior, se entenderá que hay insuficiencia de recursos económicos para litigar, cuando su base imponible en el Impuesto de Sociedades fuese inferior a la cantidad equivalente al triple del salario mínimo interprofesional en cómputo anual.
        

        
				
        
          Art. 4.
          Exclusión por motivos económicos.–
          A los efectos de comprobar la insuficiencia de recursos para litigar, se tendrá en cuenta además de las rentas y otros bienes patrimoniales o circunstancias que declare el solicitante, los signos externos que manifiesten su real capacidad económica, negándose el derecho a la asistencia jurídica gratuita si dichos signos, desmintiendo la declaración del solicitante, revelan con evidencia que éste dispone de medios económicos que superan el límite fijado por la Ley.
        

        
				
        La circunstancia de ser el solicitante propietario de la vivienda en que resida habitualmente, no constituirá por sí misma obstáculo para el reconocimiento del derecho, siempre que aquélla no sea suntuaria.

        
				
        
          Art. 5.
          Reconocimiento excepcional del derecho.–
          En atención a las circunstancias de familia del solicitante, número de hijos o familiares a su cargo, estado de salud, obligaciones económicas que sobre él pesen, costes derivados de la iniciación del proceso u otras de análoga naturaleza, objetivamente evaluadas, y, en todo caso, cuando el solicitante ostente la condición de ascendiente de una familia numerosa de categoría especial, la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita ante la que se presente la solicitud podrá conceder excepcionalmente, mediante resolución motivada, el reconocimiento del derecho a las personas cuyos recursos e ingresos, aun superando los límites previstos en el artículo 3, no excedan del cuádruplo del salario mínimo interprofesional
          [7].
        

        
				
        En las mismas condiciones señaladas en el párrafo anterior, se podrá reconocer el derecho a la asistencia jurídica gratuita a las personas con discapacidad señaladas en el artículo 1.2 de la «Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad», así como a las personas que los tengan a su cargo cuando actúen en un proceso en su nombre e interés.

        
				
        
          En tales casos, la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita correspondiente determinará expresamente qué beneficios de los contemplados en el artículo 6, y en qué proporción, son de aplicación al solicitante
          [8].
        

        
				
        
          Art. 6.
          Contenido material del derecho.–
          El derecho a la asistencia jurídica gratuita comprende las siguientes prestaciones
          [9]:
        

        
				
        1. Asesoramiento y orientación gratuitos previos al proceso a quienes pretendan reclamar la tutela judicial de sus derechos e intereses, cuando tengan por objeto evitar el conflicto procesal, o analizar la viabilidad de la pretensión.

        
				
        
          2. Asistencia de abogado al detenido o preso que no lo hubiera designado, para cualquier diligencia policial que no sea consecuencia de un procedimiento penal en curso o en su primera comparecencia ante un órgano jurisdiccional, o cuando ésta se lleve a cabo por medio de auxilio judicial y el detenido o preso no hubiere designado Letrado en el lugar donde se preste
          [10].
        

        
				
        3. Defensa y representación gratuitas por abogado y procurador en el procedimiento judicial, cuando la intervención de estos profesionales sea legalmente preceptiva o, cuando no siéndolo, sea expresamente requerida por el Juzgado o Tribunal mediante auto motivado para garantizar la igualdad de las partes en el proceso.

        
				
        4. Inserción gratuita de anuncios o edictos, en el curso del proceso, que preceptivamente deban publicarse en periódicos oficiales.

        
				
        5. Exención del pago de depósitos necesarios para la interposición de recursos.

        
				
        6. Asistencia pericial gratuita en el proceso a cargo del personal técnico adscrito a los órganos jurisdiccionales, o, en su defecto, a cargo de funcionarios, organismos o servicios técnicos dependientes de las Administraciones públicas.

        
				
        
          Excepcionalmente y cuando por inexistencia de técnicos en la materia de que se trate, no fuere posible la asistencia pericial de peritos dependientes de los órganos jurisdiccionales o de las Administraciones públicas, ésta se llevará a cabo, si el Juez o Tribunal lo estima pertinente, en resolución motivada, a cargo de peritos designados de acuerdo a lo que se establece en las leyes procesales, entre los técnicos privados que correspondan
          [11].
        

        
				
        7. Obtención gratuita de copias, testimonios, instrumentos y actas notariales, en los términos previstos en el artículo 130 del Reglamento Notarial.

        
				
        8. Reducción del 80 por 100 de los derechos arancelarios que correspondan por el otorgamiento de escrituras públicas y por la obtención de copias y testimonios notariales no contemplados en el número anterior, cuando tengan relación directa con el proceso y sean requeridos por el órgano judicial en el curso del mismo, o sirvan para la fundamentación de la pretensión del beneficiario de la justicia gratuita.

        
				
        9. Reducción del 80 por 100 de los derechos arancelarios que correspondan por la obtención de notas, certificaciones, anotaciones, asientos e inscripciones en los Registros de la Propiedad y Mercantil, cuando tengan relación directa con el proceso y sean requeridos por el órgano judicial en el curso del mismo, o sirvan para la fundamentación de la pretensión del beneficiario de la justicia gratuita.

        
				
        10. Los derechos arancelarios a que se refieren los apartados 8 y 9 de este artículo no se percibirán cuando el interesado acredite ingresos por debajo del salario mínimo interprofesional.

        
				
        
          Art. 7.
          Extensión temporal.
          –1. La asistencia jurídica gratuita en el transcurso de una misma instancia se extiende a todos sus trámites e incidencias, incluida la ejecución, pero no podrá aplicarse a un proceso distinto
          [12].
        

        
				
        2. El derecho a la asistencia jurídica gratuita se mantendrá para la interposición y sucesivos trámites de los recursos contra las resoluciones que pongan fin al proceso en la correspondiente instancia, aplicándose en este caso lo dispuesto en el artículo 32 de la presente Ley.

        
				
        
          3. Cuando la competencia para el conocimiento de los recursos a los que se refiere el apartado anterior corresponda a un órgano jurisdiccional cuya sede se encuentre en distinta localidad, el Secretario judicial, una vez recibido el expediente judicial, requerirá a los respectivos Colegios la designación de abogado y procurador de oficio ejercientes en dicha sede jurisdiccional
          [13].
        

        
				
        
          Art. 8.
          Insuficiencia económica sobrevenida.
          –No se reconocerá el derecho a la asistencia jurídica gratuita al actor una vez presentada la demanda, o al demandado una vez formulada su contestación, salvo que en su solicitud acrediten ante la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita que las circunstancias y condiciones necesarias para obtener aquél sobrevinieron con posterioridad a la demanda o contestación, respectivamente.
        

        
				
        Cuando el actor o el demandado pretendan el reconocimiento del derecho en la segunda instancia sin haberlo solicitado en la primera, deberán acreditar ante la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita que las circunstancias y condiciones precisas sobrevinieron en el curso de la primera instancia o con posterioridad a ella.

        
				
        La misma regla será aplicable al que pretenda el reconocimiento del derecho para interponer o seguir el recurso de casación respecto de la segunda instancia.

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        
          Competencia y procedimiento para el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita
          [14]
        

        
				
        
          Art. 9.
          Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita.
          –En cada capital de provincia, en las ciudades de Ceuta y Melilla y en cada isla en que existan uno o más partidos judiciales, se constituirá una Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita, como órgano responsable, en su correspondiente ámbito territorial, de efectuar el reconocimiento del derecho regulado en la presente Ley.
        

        
				
        No obstante, el órgano competente en la Comunidad Autónoma podrá determinar un ámbito territorial distinto para la Comisión.

        
				
        
          Asimismo, en relación con los Juzgados y Tribunales con competencia en todo el territorio nacional, se constituirá en la capital del Estado una Comisión Central de Asistencia Juridica Gratuita dependiente de la Administración General del Estado
          [15].
        

        
				
        
          Art. 10.
          Composición de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita.–
          1. La Comisión Central de Asistencia Jurídica Gratuita estará presidida por un miembro del Ministerio Fiscal, designado por el Fiscal general del Estado, y compuesta por los Decanos del Colegio de Abogados y del Colegio de Procuradores de Madrid, o el abogado o procurador que ellos designen, un Abogado del Estado y un funcionario del Ministerio de Justicia perteneciente a Cuerpos o Escalas del grupo A, que además actuará como Secretario.
        

        
				
        2. Las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita dependientes de las Comunidades Autónomas estarán integradas por un miembro del Ministerio Fiscal, designado por el Fiscal Jefe del Tribunal Superior de Justicia o de la Audiencia Provincial e integradas además por el Decano del Colegio de Abogados y el del Colegio de Procuradores, o el abogado o el procurador que ellos designen, y por dos miembros que designen las Administraciones públicas de las que dependen. El órgano competente de la Comunidad Autónoma determinará cuáles de sus integrantes desempeñarán la Presidencia y la Secretaría.

        
				
        
          3. En las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita dependientes de la Administración General del Estado, los miembros que corresponden a la Administración pública serán un Abogado del Estado y un funcionario, que actuará como secretario, perteneciente a cuerpos o escalas del grupo A, con destino en la Gerencia Territorial del Ministerio de Justicia correspondiente o, en su defecto, un funcionario de los citados cuerpos o escalas que preste sus servicios en la Delegación o Subdelegación del Gobierno del territorio de que se trate
          [16].
        

        
				
        
          En las provincias donde exista más de un Colegio de Abogados o de Procuradores, el representante de estas Corporaciones en la Comisión se designará de común acuerdo por los Decanos de aquéllos
          [17].
        

        
				
        
          Cuando el volumen de asuntos u otras circunstancias justificadas lo aconsejen, podrán crearse Delegaciones de la Comisión Provincial de Asistencia Jurídica Gratuita, con la composición y ámbito de actuación que reglamentariamente se determinen y garantizando, en todo caso, la homogeneidad de criterios para reconocer el derecho a la asistencia jurídica gratuita
          [18].
        

        
				
        
          Art. 11.
          Funcionamiento de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita.
          –El funcionamiento de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita se ajustará a lo establecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, para los órganos colegiados
          [19].
        

        
				
        
          El Ministerio de Justicia e
          Interior
          prestará el soporte administrativo y el apoyo técnico necesarios para el funcionamiento de las Comisiones dependientes de la Administración General del Estado.
        

        
				
        
          Los Colegios de Abogados y de Procuradores pondrán a disposición de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita, la lista de colegiados ejercientes adscritos a los servicios de justicia gratuita, con indicación, en su caso, de especializaciones
          [20].
        

        
				
        
          Art. 12.
          Solicitud del derecho.–
          El reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita se instará por los solicitantes ante el Colegio de Abogados del lugar en que se halle el Juzgado o Tribunal que haya de conocer del proceso principal para el que aquél se solicita, o ante el Juzgado de su domicilio. En este último caso, el órgano judicial dará traslado de la petición al Colegio de Abogados territorialmente competente.
        

        
				
        Cuando haya concurrencia de litigantes en un proceso, el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita deberá ser instado individualmente por cada uno de los interesados.

        
				
        Cuando con arreglo a las leyes procesales, los solicitantes deban litigar bajo una sola defensa o representación, deberán computarse, a efectos del reconocimiento del derecho, la totalidad de los ingresos y haberes patrimoniales de los solicitantes. En este caso, si se acreditara que los ingresos y haberes patrimoniales de cada uno de los solicitantes no sobrepasan el doble del salario mínimo interprofesional, se procederá a nombrar abogado y, en su caso, procurador del turno de oficio que deberán asumir la representación y defensa conjunta de todos ellos.

        
				
        Si se acreditara que los ingresos y haberes patrimoniales de cada uno de los solicitantes superan el doble del salario mínimo interprofesional pero no alcanzan el cuádruple, la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita podrá determinar cuáles de los beneficios establecidos en el artículo 6 se otorgará a los solicitantes.

        
				
        
          Art. 13.
          Requisitos de la solicitud.
          –En la solicitud se harán constar, acompañando los documentos que reglamentariamente se determinen para su acreditación
          [21], los datos que permitan apreciar la situación económica del interesado y de los integrantes de su unidad familiar, sus circunstancias personales y familiares, la pretensión que se quiere hacer valer y la parte o partes contrarias en el litigio, si las hubiere.
        

        
				
        
          Art. 14.
          Subsanación de deficiencias.
          –Si el Colegio de Abogados constatara que existen deficiencias en la solicitud o que la documentación presentada resulta insuficiente, lo comunicará al interesado, fijando con precisión los defectos o carencia advertidas y las consecuencias de la falta de subsanación, requiriéndole para que la complete en el plazo de diez días hábiles.
        

        
				
        
          Transcurrido este plazo sin que se haya aportado la documentación requerida, el Colegio de Abogados archivará la petición
          [22].
        

        
				
        
          Art. 15.
          Designaciones provisionales y traslados
          .–Si de la solicitud y sus documentos justificativos resulta acreditado que el peticionario se encuentra incluido en el ámbito definido en el artículo 2 de esta Ley, el Colegio de Abogados, subsanados los defectos advertidos, procederá en el plazo máximo de quince días, contado a partir de la recepción de la solicitud por dicho Colegio o de la subsanación de los defectos, a la designación provisional de abogado, comunicándolo inmediatamente al Colegio de Procuradores a fin de que, en caso de ser preceptivo, en el plazo máximo de tres días, se designe procurador que asuma la representación.
        

        
				
        En el caso de que el Colegio de Abogados estimara que el peticionario no cumple las citadas condiciones, o que la pretensión principal contenida en la solicitud es manifiestamente insostenible o carente de fundamento, notificará en el plazo de cinco días al solicitante que no ha efectuado el nombramiento provisional de abogado previsto en el párrafo anterior y trasladará la solicitud a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita.

        
				
        Del expediente correspondiente y las designaciones provisionales efectuadas, se dará traslado en el plazo de tres días a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita a los efectos de su verificación y resolución.

        
				
        
          En el caso de que el Colegio de Abogados no dictara resolución alguna en el plazo de quince días, el solicitante podrá reiterar su solicitud ante la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita, la cual, de modo inmediato, recabará el expediente al Colegio de Abogados ordenando, al mismo tiempo, la designación provisional de abogado y procurador, si éste fuera preceptivo, y seguirá, posteriormente, el procedimiento fijado en el artículo 17 de esta Ley
          [23].
        

        
				
        
          Art. 16.
          Suspensión del curso del proceso.–
          La solicitud de reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita no suspenderá el curso del proceso.
        

        
				
        
          No obstante, a fin de evitar que el transcurso de los plazos pueda provocar la preclusión de un trámite o la indefensión de cualquiera de las partes, el Juez, de oficio o a petición de éstas, podrá decretar la suspensión hasta que se produzca la decisión sobre el reconocimiento o la denegación del derecho a litigar gratuitamente, o la designación provisional de abogado y procurador si su intervención fuera preceptiva o requerida en interés de la justicia, siempre que la solicitud del derecho se hubiera formulado en los plazos establecidos en las leyes procesales
          [24].
        

        
				
        
          Cuando la presentación de la solicitud de reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita se realice antes de iniciar el proceso y la acción pueda resultar perjudicada por el transcurso de los plazos de prescripción, ésta quedará interrumpida, siempre que dentro de los plazos establecidos en esta ley no sea posible nombrar al solicitante abogado y de ser preceptivo, procurador del turno de oficio que ejerciten la acción en nombre del solicitante. Cuando la acción pueda resultar perjudicada por el transcurso de los plazos de caducidad, ésta quedará suspendida hasta que recaiga resolución definitiva en vía administrativa, reconociendo o denegando el derecho, momento a partir del cual se reanudará el cómputo del plazo
          [25].
        

        
				
        El cómputo del plazo de prescripción se reanudará desde la notificación al solicitante de la designación provisional de abogado por el Colegio de Abogados o, en su caso, desde la notificación del reconocimiento o denegación del derecho por la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita y, en todo caso, en el plazo de dos meses desde la presentación de la solicitud.

        
				
        En el supuesto de que esta petición hubiere sido denegada, fuere claramente abusiva y únicamente esté preordenada a dilatar los plazos, el órgano judicial que conozca de la causa podrá computar los plazos en los estrictos términos legalmente previstos, con todas las consecuencias que de ello se deriven.

        
				
        
          Art. 17.
          Resolución y notificación.
          –Para verificar la exactitud y realidad de los datos económicos declarados por el solicitante del derecho a la asistencia jurídica gratuita, la Comisión podrá realizar las comprobaciones y recabar la información que estime necesarias. En especial, podrá requerir de la Administración Tributaria correspondiente la confirmación de la exactitud de los datos de carácter tributario que consten en la documentación de esta naturaleza presentada con la solicitud. También podrá la Comisión oír a la parte o partes contrarias en el pleito o contra las que se pretenda ejercitar la acción, cuando sean conocidas y se estime que pueden aportar datos para conocer la real situación económica del solicitante
          [26].
        

        
				
        
          La Comisión, una vez efectuadas las comprobaciones anteriores, dictará resolución, en el plazo máximo de treinta días, contados a partir de la recepción del expediente por la Comisión, reconociendo o denegando el derecho a la asistencia jurídica gratuita y, en el caso contemplado en el artículo 5, determinando cuáles de los beneficios son de aplicación a la solicitud. Transcurrido dicho plazo sin que la comisión haya resuelto expresamente la solicitud, quedarán ratificadas las decisiones previamente adoptadas por el Colegio de Abogados y el Colegio de Procuradores, sin perjuicio de la obligación de resolver de dicho órgano de conformidad con lo dispuesto en la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común
          [27].
        

        
				
        
          La resolución se notificará en el plazo común de tres días al solicitante, al Colegio de Abogados y, en su caso, al Colegio de Procuradores, así como a las partes interesadas y se comunicará al Juzgado o Tribunal que esté conociendo del proceso, o al Juez Decano de la localidad si aquél no se hubiera iniciado
          [28].
        

        
				
        Si el Colegio de Abogados no hubiera dictado ninguna resolución, el silencio de la Comisión será positivo, procediendo a petición del interesado el Juez o Tribunal que conozca del proceso o si la solicitud se realiza con anterioridad a la iniciación del mismo el Juez Decano competente, a declarar el derecho en su integridad y a requerir, a los Colegios profesionales la designación provisional de abogado y procurador, en su caso. Ello sin perjuicio de lo que resulte de las eventuales impugnaciones contra tal estimación presunta.

        
				
        
          Art. 18.
          Efectos de la resolución.
          –El reconocimiento del derecho implicará la confirmación de las designaciones de abogado y de procurador efectuadas provisionalmente por los Colegios profesionales.
        

        
				
        Si, por el contrario, la Comisión desestimara la pretensión, las designaciones que eventualmente se hubieran realizado quedarán sin efecto y el peticionario deberá, en su caso, abonar los honorarios y derechos económicos ocasionados por la intervención de los profesionales designados con carácter provisional, en los mismos términos previstos en el artículo 27 de esta Ley.

        
				
        
          Art. 19.
          Revocación del derecho.
          –La declaración errónea, el falseamiento u ocultación de datos por los solicitantes de asistencia jurídica gratuita, que hayan sido determinantes para el reconocimiento del derecho, darán lugar, en todo caso, a su revocación por parte de la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita, que, a estos fines, tendrá potestades de revisión de oficio.
        

        
				
        
          La revocación contemplada en el párrafo anterior llevará consigo la obligación del pago de todos los honorarios de abogado y procurador devengados desde la concesión del derecho, así como la cantidad equivalente al costo de las demás prestaciones obtenidas en razón de dicha concesión, sin perjuicio de las responsabilidades de otro orden que, en su caso, correspondan
          [29].
        

        
				
        
          Art. 20.
          Impugnación de la resolución
          .–Quienes sean titulares de un derecho o de un interés legítimo podrán impugnar las resoluciones que, de modo definitivo, reconozcan o denieguen el derecho a la asistencia jurídica gratuita.
        

        
				
        Tal impugnación, para la que no será preceptiva la intervención de Letrado, habrá de realizarse por escrito y de forma motivada, en el plazo de cinco días desde la notificación de la resolución o desde que haya sido conocida por cualquiera de los legitimados para interponerla, ante el Secretario de la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita. Éste remitirá el escrito de impugnación, junto con el expediente correspondiente a la resolución impugnada y una certificación de ésta, al juzgado o Tribunal competente o al Juez Decano para su reparto, si el procedimiento no se hubiera iniciado.

        
				
        Recibido el escrito de impugnación y los documentos y certificación a que alude el párrafo anterior, el Secretario judicial citará de comparecencia a las partes y al Abogado del Estado o al Letrado de la Comunidad Autónoma correspondiente cuando de ella dependa la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita, dentro de los ocho días siguientes y, el Juez o Tribunal, tras oírles y practicar la prueba que estime pertinente en el plazo de los cinco días siguientes, dictará auto en el plazo de los cinco días siguientes manteniendo o revocando la resolución impugnada.

        
				
        
          El Juez o Tribunal competente para conocer de la impugnación, en el auto por el que resuelva sobre la misma, podrá imponer a quien la hubiere promovido de manera temeraria o con abuso de derecho una sanción pecuniaria de 30 a 300 euros
          [30].
        

        
				
        Contra el auto dictado por el Juez o el Tribunal no cabrá recurso alguno.

        
				
        
          Art. 21.
          Requerimiento judicial de designación de abogado y procurador.
          –Si, conforme a la legislación procesal, el órgano judicial que esté conociendo del proceso estimara que, por las circunstancias o la urgencia del caso, fuera preciso asegurar de forma inmediata los derechos de defensa y representación de las partes, y alguna de ellas manifestara carecer de recursos económicos, dictará una resolución motivada requiriendo de los Colegios profesionales el nombramiento provisional de abogado y de procurador, cuando las designaciones no hubieran sido realizadas con anterioridad.
        

        
				
        
          El Secretario judicial comunicará dicha resolución por el medio más rápido posible a los Colegios de Abogados y de Procuradores, tramitándose a continuación la solicitud según lo previsto en los artículos precedentes
          [31].
        

        
				
        CAPÍTULO III

        
				
        
          Organización de los servicios de asistencia letrada, defensa y representación gratuitas
          [32]
        

        
				
        
          Art. 22.
          Gestión colegial de los servicios de asistencia letrada, de defensa y de representación gratuitas.
          –Los Consejos Generales de la Abogacía Española y de los Colegios de Procuradores de los Tribunales de España y sus respectivos Colegios regularán y organizarán, a través de sus Juntas de Gobierno, los servicios de asistencia letrada y de defensa y representación gratuitas, garantizando, en todo caso, su prestación continuada y atendiendo a criterios de funcionalidad y de eficiencia en la aplicación de los fondos públicos puestos a su disposición.
        

        
				
        Los Colegios de Abogados implantarán servicios de asesoramiento a los peticionarios de asistencia jurídica gratuita, con la finalidad de orientar y encauzar sus pretensiones. Dicho asesoramiento tendrá, en todo caso, carácter gratuito para los solicitantes.

        
				
        Los Colegios de Abogados facilitarán a los solicitantes de asistencia jurídica gratuita la información necesaria en relación al cumplimiento de los requisitos para su concesión, así como el auxilio en la redacción de las solicitudes correspondientes.

        
				
        
          Art. 23.
          Autonomía profesional y disciplina colegial
          .Los profesionales inscritos en los servicios de justicia gratuita, a los que se refiere esta Ley, desarrollarán su actividad con libertad e independencia de criterio, con sujeción a las normas deontológicas y a las normas que disciplinan el funcionamiento de los servicios colegiales de justicia gratuita
          [33].
        

        
				
        
          Art. 24.
          Distribución por turnos.
          –Los Colegios profesionales establecerán sistemas de distribución objetiva y equitativa de los distintos turnos y medios para la designación de los profesionales de oficio. Dichos sistemas serán públicos para todos los colegiados y podrán ser consultados por los solicitantes de asistencia jurídica gratuita.
        

        
				
        
          Los Colegios de Abogados, salvo aquellos en los que por la reducida dimensión de la actividad no sea necesario, constituirán turnos de guardia permanente para la prestación del servicio de asistencia letrada al detenido
          [34].
        

        
				
        
          Art. 25.
          Formación y especialización.–
          El Ministerio de Justicia e Interior, previo informe de los Consejos Generales de la Abogacía y de los Colegios de Procuradores de los Tribunales de España, establecerá los requisitos generales mínimos de formación y especialización necesarios para prestar los servicios de asistencia jurídica gratuita, con objeto de asegurar un nivel de calidad y de competencia profesional que garantice el derecho constitucional a la defensa. Dichos requisitos serán de obligado cumplimiento para todos los Colegios profesionales, sin perjuicio de los requisitos complementarios que puedan establecer las Comunidades Autónomas competentes
          [35].
        

        
				
        
          Art. 26.
          Responsabilidad patrimonial.
          –En lo que afecta al funcionamiento de los servicios de asistencia jurídica gratuita, los Colegios de Abogados y de Procuradores estarán sujetos a los mismos principios de responsabilidad patrimonial establecidos para las Administraciones públicas por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común
          [36].
        

        
				
        CAPÍTULO IV

        
				
        Designación de abogado y de procurador de oficio

        
				
        
          Art. 27.
          Efectos del reconocimiento del derecho.
          –El reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita llevará consigo la designación de abogado y, cuando sea preciso, de procurador de oficio, sin que en ningún caso puedan actuar simultáneamente un abogado de oficio y un procurador libremente elegido, o viceversa, salvo que el profesional de libre elección renunciara por escrito a percibir sus honorarios o derechos ante el titular del derecho a la asistencia jurídica gratuita y ante el Colegio en el que se halle inscrito.
        

        
				
        
          Si el derecho no fuera reconocido, los profesionales intervinientes podrán percibir de sus defendidos o representados los honorarios correspondientes a las actuaciones practicadas
          [37].
        

        
				
        
          Art. 28.
          Renuncia a la designación.
          –Quienes tengan derecho en los términos previstos en esta Ley a la asistencia jurídica gratuita podrán, no obstante lo previsto en el artículo anterior, renunciar expresamente a la designación de abogado y procurador de oficio, nombrando libremente a profesionales de su confianza debiendo constar expresamente este extremo en la solicitud y afectando simultáneamente esta renuncia al abogado y procurador.
        

        
				
        La renuncia posterior a la designación, que, asimismo, deberá afectar simultáneamente al abogado y procurador designados de oficio, tendrá que ser comunicada expresamente a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita y a los correspondientes Colegios Profesionales y no implicará la pérdida de las demás prestaciones reconocidas en la concesión del derecho de asistencia jurídica gratuita.

        
				
        
          Art. 29.
          Especialidades del orden jurisdiccional penal
          .–En el orden penal se aplicarán, además de las reglas contenidas en la presente Ley, las garantías previstas en la Ley de Enjuiciamiento Criminal con objeto de asegurar, en todo caso, el derecho a la defensa desde el mismo momento de la detención.
        

        
				
        
          Art. 30.
          Aplicación de fondos públicos.
          –La intervención de profesionales designados de oficio para la asistencia, defensa y representación gratuita sólo podrá ser retribuida con cargo a los fondos públicos contemplados en el art.
           
          37, cuando exista reconocimiento expreso del derecho a la asistencia jurídica gratuita efectuado en los términos contemplados en esta Ley.
        

        
				
        
          Art. 31.
          Obligaciones profesionales
          .–Los abogados y procuradores designados desempeñarán sus funciones de asistencia y representación de forma real y efectiva hasta la terminación del proceso en la instancia judicial de que se trate y, en su caso, la ejecución de las sentencias, si las actuaciones procesales en ésta se produjeran dentro de los dos años siguientes a la resolución judicial dictada en la instancia, sin perjuicio del efecto de las causas de renuncia o excusa que estén previstas en la Ley.
        

        
				
        Sólo en el orden penal podrán los abogados designados excusarse de la defensa. Para ello deberá concurrir un motivo personal y justo, que será apreciado por los Decanos de los Colegios.

        
				
        
          La excusa deberá formularse en el plazo de tres días desde la notificación de la designación y resolverse en el plazo de cinco días desde su presentación
          [38].
        

        
				
        
          Art. 32.
          Insostenibilidad de la pretensión.
          –Cuando el abogado designado para un proceso considere insostenible la pretensión que pretende hacerse valer, deberá comunicarlo a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita, dentro de los quince días siguientes a su designación, exponiendo los motivos jurídicos en los que fundamenta su decisión. Transcurrido dicho plazo sin que se produzca tal comunicación, o sin que el abogado pida su interrupción por falta de la documentación necesaria para evaluar la pretensión, éste quedará obligado a asumir la defensa.
        

        
				
        
          Salvo lo dispuesto en el artículo anterior, la defensa del acusado o imputado será obligatoria
          [39].
        

        
				
        
          Art. 33.
          Tramitación
          .–1. Solicitada por el abogado la interrupción del plazo previsto en el artículo anterior, por falta de la documentación necesaria, la Comisión requerirá al interesado para que la presente en un plazo máximo de diez días.
        

        
				
        Transcurrido este plazo sin que el interesado haya presentado dicha documentación, la Comisión archivará la solicitud.

        
				
        Presentada la documentación, ésta se aportará al abogado, reanudándose el plazo para analizar la viabilidad de la pretensión.

        
				
        Si la Comisión estima que la documentación con la que cuenta el abogado, en el momento de la solicitud, es suficiente para analizar la viabilidad de la pretensión principal, inadmitirá la solicitud de interrupción, reanudándose el plazo para formulación de la insostenibilidad desde la notificación de la resolución de inadmisión.

        
				
        2. Formulada la insostenibilidad de la pretensión, la Comisión recabará del Colegio de Abogados un dictamen sobre su viabilidad que deberá emitirse en el plazo de quince días.

        
				
        
          Se solicitará, asimismo, informe fundado del Ministerio Fiscal cuando el dictamen del Colegio de Abogados coincidiera con el del abogado designado. Dicho informe se emitirá en el plazo de seis días
          [40].
        

        
				
        
          Art. 34.
          Nombramiento de segundo abogado.–
          Si el Colegio de Abogados o el Ministerio Fiscal estimaran defendible la pretensión, se procederá al nombramiento de un segundo abogado. Los dictámenes emitidos por el Colegio de Abogados y por el Ministerio Fiscal serán aportados al nuevo abogado, para quien será obligatoria la defensa.
        

        
				
        En caso de que el Colegio de Abogados y el Ministerio Fiscal estimaran indefendible la pretensión, la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita desestimará la solicitud.

        
				
        
          Art. 35.
          Insostenibilidad en vía de recurso.
          –El mismo procedimiento previsto en los artículos anteriores se seguirá cuando se trate de interponer recursos contra resoluciones que hayan puesto fin al proceso en la instancia correspondiente, si el abogado del recurrente considerase inviable la pretensión.
        

        
				
        El cómputo del plazo para la interposición de los recursos quedará suspendido hasta tanto se resuelve materialmente la viabilidad de la pretensión.

        
				
        En el orden penal y respecto de los condenados no cabrá formular insostenibilidad de la pretensión.

        
				
        
          Art. 36.
          Reintegro económico.
          –1. Si en la sentencia que ponga fin al proceso hubiera pronunciamiento sobre costas, a favor de quien obtuvo el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita o de quien lo tuviera legalmente reconocido, deberá la parte contraria abonar las costas causadas en la defensa de aquélla.
        

        
				
        2. Cuando en la sentencia que ponga fin al proceso fuera condenado en costas quien hubiera obtenido el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita o quien lo tuviera legalmente reconocido, éste quedará obligado a pagar las causadas en su defensa y las de la parte contraria, si dentro de los tres años siguientes a la terminación del proceso viniere a mejor fortuna, quedando mientras tanto interrumpida la prescripción del artículo 1.967 del Código Civil. Se presume que ha venido a mejor fortuna cuando sus ingresos y recursos económicos por todos los conceptos superen el doble del módulo previsto en el artículo 3, o si se hubieran alterado sustancialmente las circunstancias y condiciones tenidas en cuenta para reconocer el derecho conforme a la presente Ley.

        
				
        3. Cuando la sentencia que ponga fin al proceso no contenga expreso pronunciamiento en costas, venciendo en el pleito el beneficiario de la justicia gratuita, deberá éste pagar las costas causadas en su defensa, siempre que no excedan de la tercera parte de lo que en él haya obtenido. Si excedieren se reducirán a lo que importe dicha tercera parte, atendiéndose a prorrata sus diversas partidas.

        
				
        4. Cuando se reconozca el derecho a asistencia jurídica gratuita para procesos en los que proceda la petición de «litis expensas» y éstas fueren concedidas en resolución firme a favor de la parte que litiga con el reconocimiento del derecho a asistencia jurídica gratuita, el letrado y procurador intervinientes podrán exigir a ésta el pago de sus honorarios, hasta el importe total de la partida aprobada judicialmente para este concepto.

        
				
        5. Obtenido el pago por los profesionales designados de oficio conforme a las reglas contempladas en los apartados anteriores, estarán obligados a devolver las cantidades eventualmente percibidas con cargo a fondos públicos por su intervención en el proceso.

        
				
        
          Para el cálculo de sus honorarios y derechos, se estará a las normas sobre honorarios de abogados de cada Colegio, así como a los aranceles de los procuradores vigentes en el momento de la sustanciación del proceso
          [41].
        

        
				
        CAPÍTULO V

        
				
        Subvención y supervisión de los servicios de asistencia jurídica gratuita

        
				
        
          Art. 37.
          Subvención.
          –El Ministerio de Justicia
          e Interior
          subvencionará, con cargo a sus dotaciones presupuestarias, la implantación y prestación de los servicios de asistencia jurídica gratuita por los Colegios de Abogados y de Procuradores.
        

        
				
        
          El importe de la subvención se aplicará fundamentalmente a retribuir las actuaciones profesionales previstas en los apartados 1 a 3 del artículo 6 de esta Ley, cuando tengan por destinatarios a quienes hayan obtenido el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita
          [42].
        

        
				
        
          Art. 38.
          Gastos de funcionamiento.
          –Reglamentariamente se establecerá el sistema a través del cual se subvencionará, con cargo a las dotaciones presupuestarias del Ministerio de Justicia, el coste que genere a los Consejos Generales y Colegios Profesionales de Abogados y Procuradores el funcionamiento operativo de los servicios de asistencia jurídica gratuita, de las unidades encargadas del asesoramiento y la orientación previos al proceso a los ciudadanos y de la calificación provisional de las pretensiones solicitadas.
        

        
				
        Dicho sistema se ajustará en todo caso a las siguientes reglas:

        
				
        
          a)
          La subvención se determinará para cada Colegio con un sistema de módulos compensatorios por expediente tramitado.
        

        
				
        
          b)
          Hasta tanto no se cumpla el mencionado requisito, los Colegios percibirán la cuantía que resulte de aplicar el 8 por 100 al coste económico generado en cada período de liquidación por las actuaciones profesionales mencionadas en el artículo anterior
          [43].
        

        
				
        
          Art. 39.
          Gestión colegial de la subvención
          .–Los Consejos Generales de la Abogacía Española y de los Colegios de los Procuradores de los Tribunales de España distribuirán entre los Colegios de Abogados y de Procuradores el importe de la subvención que corresponda a la actividad desarrollada por cada uno.
        

        
				
        
          Los Consejos Generales y los Colegios, en cuanto entidades colaboradoras para la gestión de la subvención, estarán sometidos a las obligaciones establecidas para dichos sujetos por la Ley General Presupuestaria
          [44].
        

        
				
        
          Art. 40.
          Retribución por baremo.
          –En atención a la tipología de procedimientos en los que intervengan los profesionales designados de oficio, se establecerán, previo informe del Consejo General de la Abogacía Española y del Consejo General de los Colegios de los Procuradores de los Tribunales de España, las bases económicas y módulos de compensación por la prestación de los servicios de asistencia jurídica gratuita
          [45].
        

        
				
        
          Art. 41.
          Quejas y denuncias.–Las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita darán traslado a los Colegios profesionales correspondientes a su ámbito territorial de las quejas o denuncias formuladas como consecuencia de las actuaciones de los profesionales encargados de los servicios colegiales de asistencia jurídica gratuita, sin perjuicio de aquellas actuaciones judiciales que resultaren procedentes.
        

        
				
        Los Colegios estarán obligados a comunicar a las citadas Comisiones las resoluciones y medidas adoptadas como consecuencia de los expedientes disciplinarios que, en su caso, fueran incoados. Dichas resoluciones podrán ser recurridas por las Comisiones.

        
				
        CAPÍTULO VI

        
				
        Régimen disciplinario

        
				
        
          Art. 42.
          Correcciones disciplinarias.
          –El régimen disciplinario de los abogados y procuradores de los servicios de asistencia jurídica gratuita se regirá por las mismas reglas establecidas con carácter general para el desempeño de dichas profesiones, con las siguientes especialidades:
        

        
				
        
          a)
          La indebida percepción de honorarios, derechos o beneficios económicos tendrá siempre la consideración de falta muy grave.
        

        
				
        
          b)
          La imposición de sanciones por infracciones graves o muy graves, relacionadas con las actuaciones desarrolladas en aplicación de lo establecido en esta Ley, llevará aparejada, en todo caso, la exclusión del profesional de los servicios de asistencia jurídica gratuita.
        

        
				
        
          Art. 43.
          Separación cautelar.
          –Abierto un expediente disciplinario por un Colegio profesional como consecuencia de quejas o denuncias formuladas por los usuarios de los servicios de asistencia jurídica gratuita, y cuando la gravedad de los hechos denunciados así lo aconseje, podrá acordarse la separación cautelar del servicio del profesional presuntamente responsable de aquellos hechos, por un periodo máximo de seis meses hasta tanto se resuelva el expediente disciplinario incoado al efecto.
        

        
				
        CAPÍTULO VII

        
				
        Aplicación en España de tratados y convenios internacionales sobre asistencia jurídica gratuita

        
				
        
          Art. 44.
          Autoridad Central
          .–El Ministerio de Justicia
          e Interior,
          a través de la Autoridad Central receptora de la aplicación en España del Convenio Europeo relativo a la transmisión de solicitudes de asistencia jurídica gratuita de 27 de enero de 1977
          [46]
          y del Convenio de La Haya de acceso internacional a la Justicia de 25 de octubre de 1980
          [47], formulará ante las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita la solicitudes de justicia gratuita formuladas al amparo de dichos Convenios.
        

        
				
        
          Art. 45.
          Tramitación
          .–La tramitación de las solicitudes de justicia gratuita a que se refiere el artículo anterior, se ajustará a las reglas de procedimiento establecidas en esta Ley, con las siguientes excepciones:
        

        
				
        
          a)
          El plazo para la impugnación prevista en el artículo 20 será de dos meses.
        

        
				
        
          b)
          El plazo para la subsanación de deficiencias contemplado en el artículo 14 será de dos meses, contados a partir de la fecha en que la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita notifique la insuficiencia documental.
        

        
				
        
          c)
          Los documentos presentados estarán redactados o traducidos al castellano, quedando dispensados de cualquier formalidad de legalización o apostilla.
        

        
				
        CAPÍTULO VIII

        
				
        
          Asistencia
           
          jurídica
           
          gratuita
           
          en
           
          los
           
          litigios
           
          transfronterizos
           
          de
           
          la
           
          Unión
           
          Europea
          [48]
        

        
				
        
          Sección 1.ª Normas generales
        

        
				
        
          Art. 46.
          Ámbito de aplicación.–
          1. En los litigios transfronterizos tendrán derecho a la asistencia jurídica gratuita regulada en este Capítulo exclusivamente las personas físicas, que sean ciudadanos de la Unión Europea o nacionales de terceros países que residan legalmente en uno de los Estados miembros. A los efectos de este Capítulo, se entenderá por Estado miembro de la Unión Europea todos los Estados miembros excepto Dinamarca.
        

        
				
        2. El beneficio de asistencia jurídica gratuita se reconocerá únicamente en los litigios en materia civil o mercantil, así como en los procedimientos extrajudiciales en estas mismas materias cuando la ley los imponga a las partes o el Juzgado o Tribunal remita a éstas a dichos procedimientos.

        
				
        
          En aplicación del Reglamento (CE) n.º 44/2001 del Consejo, de 22 de diciembre de 2000, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil
          [49], el beneficio de asistencia jurídica gratuita se reconocerá, igualmente, en los litigios transfronterizos derivados de un contrato de trabajo.
        

        
				
        La asistencia jurídica gratuita podrá concederse también, cuando se cumplan los requisitos que se exigen en esta ley, para:

        
				
        
          a)
          La ejecución de sentencias dictadas por los Tribunales de otros Estados miembros de la Unión Europea en los que se hubiera obtenido el beneficio de la justicia gratuita.
        

        
				
        
          b)
          La ejecución de documentos públicos con fuerza ejecutiva.
        

        
				
        
          3. En el ámbito de aplicación de este capítulo, sus disposiciones prevalecerán entre los Estados miembros sobre los convenios y tratados multilaterales y bilaterales ratificados por ellos. En las relaciones con los demás Estados, la aplicación de este capítulo no afectará a los restantes convenios y tratados multilaterales y bilaterales ratificados por España
          [50].
        

        
				
        
          Art. 47.
          Litigios transfronterizos.–
          1. A los efectos de esta ley, se entiende por litigio transfronterizo aquel en el que la parte que solicita la asistencia jurídica gratuita reside habitualmente o está domiciliada en un Estado miembro de la Unión Europea distinto de aquel otro donde se halle el Juzgado o Tribunal competente para su conocimiento o en el que deba ejecutarse la resolución.
        

        
				
        
          2. Para la determinación del Estado miembro en el que está domiciliada una parte del litigio transfronterizo, se aplicará lo dispuesto en el artículo 59 del Reglamento (CE) número 44/2001 del Consejo, de 22 de diciembre de 2000, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil
          [51].
        

        
				
        3. El momento que se tendrá en cuenta para determinar si existe un litigio transfronterizo será el de presentación de la solicitud con arreglo a este Capítulo.

        
				
        
          Art. 48.
          Autoridades expedidoras y receptoras.–
          En el ámbito de aplicación de este Capítulo, serán autoridades expedidoras y receptoras de las solicitudes de asistencia jurídica gratuita a que se envíen o se reciban en España los Colegios de Abogados.
        

        
				
        
          Sección 2.ª Reconocimiento del Derecho en España
        

        
				
        
          Art. 49.
          Requisitos para el reconocimiento del derecho.
          1. Quien solicite asistencia jurídica gratuita al amparo de esta Sección habrá de residir o estar domiciliado en un Estado miembro de la Unión Europea distinto de España. Para el reconocimiento de este derecho se observarán los requisitos establecidos en los artículos 3 a 5 de esta ley.
        

        
				
        2. Los límites económicos establecidos en esta ley no impedirán que el solicitante que los supere pueda obtener el beneficio si prueba que no puede hacer frente a los gastos procesales debido a las diferencias en el coste de la vida entre el Estado miembro de su residencia o domicilio y España. En tal caso, se tendrá en cuenta el cumplimiento por el solicitante de los criterios de carácter económico aplicables en el Estado miembro de su domicilio o residencia habitual para conceder la justicia gratuita.

        
				
        
          Art. 50.
          Contenido material del derecho.–
          1. El derecho de asistencia jurídica gratuita reconocido al amparo de esta Sección comprende todas las prestaciones indicadas en el artículo 6, con excepción de su apartado 2, con la extensión temporal del artículo 7, y, además:
        

        
				
        
          a)
          Los servicios de interpretación.
        

        
				
        
          b)
          La traducción de los documentos presentados por el beneficiario a instancias del Juzgado o Tribunal o de la autoridad competente y que sean necesarios para resolver el asunto.
        

        
				
        
          c)
          Los gastos de desplazamiento que corran por cuenta del solicitante, cuando las normas aplicables o el Juzgado o Tribunal requieran su comparecencia personal para la defensa de su pretensión, y el Juzgado o Tribunal decida que no existen otros medios satisfactorios de tomar declaración. Al objeto de considerar si es necesaria la asistencia personal del solicitante, de un testigo o de un perito, los Juzgados y Tribunales tendrán en cuenta lo previsto en el Reglamento (CE) número 1206/2001 del Consejo, de 28 de mayo de 2001, relativo a la cooperación entre los órganos jurisdiccionales de los Estados miembros en el ámbito de la obtención de pruebas en materia civil o mercantil, así como, en su caso, otros convenios o normas aplicables
          [52].
        

        
				
        
          d)
          La defensa y representación gratuitas por abogado y procurador en el procedimiento judicial cuando, no siendo legalmente preceptiva la intervención de estos profesionales, sea expresamente requerida por el Juzgado o Tribunal mediante Auto motivado en vista de la complejidad del asunto o para garantizar la igualdad de las partes en el proceso.
        

        
				
        2. Los documentos remitidos por las autoridades expedidoras competentes en aplicación de este Capítulo estarán exentos de legalización y de cualquier otra formalidad equivalente.

        
				
        
          Art. 51.
          Solicitud del derecho.–
          1. Las solicitudes de asistencia jurídica gratuita que provengan de otro Estado miembro de la Unión Europea para un litigio transfronterizo se presentarán ante el Colegio de Abogados del lugar donde se halle el Juzgado o Tribunal que haya de conocer del proceso principal para el que aquella se solicita o ante el que se solicite el reconocimiento o ejecución de una resolución.
        

        
				
        Cuando el Colegio de Abogados que recibe la solicitud estime que es incompetente para su tramitación, la remitirá al Colegio que considere competente, de manera razonada. Si éste rechazara también la solicitud, la enviará al Consejo General de la Abogacía Española para que decida cuál es el Colegio de Abogados de la circunscripción del Juzgado o Tribunal al que corresponde su tramitación, determinado éste de acuerdo con las reglas de los artículos 44 y siguientes de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, o, en su caso, en las normas internacionales que resulten de aplicación.

        
				
        Cuando se solicite el reconocimiento excepcional del derecho por concurrir cualesquiera de las circunstancias previstas en el artículo 5 de esta ley o cuando se alegue la imposibilidad de hacer frente a los gastos procesales prevista en su artículo 49.2, el Colegio de Abogados remitirá inmediatamente a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita la solicitud y documentación para que resuelva sobre la pretensión deducida.

        
				
        
          Las solicitudes se cumplimentarán en el modelo oficial establecido al efecto, y podrán presentarse bien directamente por el interesado, bien a través de la autoridad expedidora competente del Estado miembro en que el solicitante tenga su residencia habitual o su domicilio
          [53]. Las solicitudes se acompañarán de los documentos en los que se funde la pretensión.
        

        
				
        2. En el supuesto de concurrencia de litigantes en un mismo proceso, el reconocimiento del derecho deberá ser instado de manera individualizada para cada uno de los interesados, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 12.

        
				
        3. El Ministerio de Justicia, a través del órgano competente en virtud de lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, notificará a la Comisión Europea los nombres y direcciones de las autoridades receptoras o expedidoras competentes en España, los ámbitos geográficos sobre los que tienen competencia, los medios para recibir las solicitudes y, en su caso, la lengua o las lenguas oficiales de las instituciones de la Comunidad, además del español y, en su caso, de las lenguas oficiales de la Comunidad Autónoma en la que tengan su sede las autoridades expedidoras y receptoras, en las cuales se aceptará que se cumplimenten las solicitudes de justicia gratuita así como la documentación acreditativa correspondiente.

        
				
        Cuando una solicitud o la documentación correspondiente se reciban en una lengua no aceptada en España, serán inmediatamente devueltas a quien los hubiera presentado para que proceda a su traducción y presentación en el plazo de 15 días contados desde la recepción del requerimiento.

        
				
        4. Una vez presentada la solicitud, se seguirán en estos casos las normas previstas en los artículos 13 a 21 con la especialidad de que el plazo de subsanación de deficiencias del artículo 14 será de 15 días. Asimismo, se observarán las normas recogidas en el Capítulo IV, en lo que resulten de aplicación.

        
				
        En todo caso, deberá informarse al solicitante sobre la tramitación de su solicitud, cuya resolución será motivada en caso de denegación total o parcial.

        
				
        5. En los casos en que haya de tener lugar en España el reconocimiento o ejecución de una resolución judicial dictada por un Juzgado o Tribunal de otro Estado miembro de la Unión Europea en el que se hubiera obtenido el beneficio de la justicia gratuita, el derecho a la asistencia jurídica gratuita se instará mediante solicitud en la que se acredite el reconocimiento del derecho en ese Estado y el cumplimiento de los requisitos del artículo 49.

        
				
        Se podrá conceder, asimismo, el beneficio de la asistencia jurídica gratuita para la ejecución en España de documentos públicos con fuerza ejecutiva cuando el solicitante acredite el cumplimiento de los requisitos del artículo 49.

        
				
        
          Sección 3.ª Reconocimiento del derecho en otros Estados miembros
        

        
				
        
          Art. 52.
          Derechos en España.–
          Las personas físicas que tengan su residencia habitual o su domicilio en España que pretendan beneficiarse de asistencia jurídica gratuita en otro Estado miembro de la Unión Europea para un litigio transfronterizo de los previstos en este Capítulo podrán acceder en España a los siguientes derechos:
        

        
				
        
          a)
          Asistencia de los servicios de orientación jurídica del Colegio de Abogados correspondiente a la residencia o domicilio del solicitante hasta que se presente la solicitud de justicia gratuita en el Estado miembro donde se halle el Tribunal. Esta asistencia incluirá el asesoramiento al solicitante para que la solicitud vaya acompañada de toda la documentación acreditativa que sea necesaria para que pueda resolverse sobre ella.
        

        
				
        
          b)
          Traducción de la solicitud y de la documentación acreditativa necesaria que deba presentarse a las autoridades de dicho Estado miembro.
        

        
				
        
          Art. 53.
          Tramitación.–
          1. Los derechos contemplados en el artículo 52 podrán solicitarse ante el Colegio de Abogados que corresponda a la residencia habitual o domicilio del solicitante.
        

        
				
        Si el Colegio de Abogados estimara que la petición carece de modo manifiesto de fundamento o no entra dentro del ámbito de aplicación de este Capítulo, se lo notificará al solicitante en el plazo de cinco días, y trasladará la solicitud a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita para que decida de manera definitiva sobre la negativa a remitir la solicitud.

        
				
        2. Corresponderá al Colegio de Abogados transmitir la solicitud de asistencia jurídica gratuita a las autoridades receptoras del Estado miembro de la Unión Europea donde se encuentre el Tribunal competente para el litigio de que se trate. Se remitirá en el plazo de 15 días a partir de la fecha en que la solicitud se encuentre cumplimentada en la lengua o en una de las lenguas aceptadas por el Estado miembro de la autoridad receptora y también los documentos acreditativos, traducidos, si fuera necesario, a alguna de dichas lenguas.

        
				
        3. Sin perjuicio de lo previsto en el apartado anterior, el solicitante podrá beneficiarse de los derechos contemplados en el artículo 52 y presentar por sí mismo la solicitud de justicia gratuita ante la autoridad receptora competente del Estado miembro en el que se halle el Tribunal o en el que deba ejecutarse la resolución.

        
				
        
          Art. 54.
          Denegación del derecho.–
          Cuando la autoridad competente de otro Estado miembro deniegue la solicitud de justicia gratuita realizada desde España con ejercicio de los derechos del artículo 52, se exigirá, si concurren las circunstancias previstas en el artículo 19, el reintegro de los gastos correspondientes a las traducciones.
        

        
				
        DISPOSICIONES ADICIONALES

        
				
        
          Primera.
          1. El capítulo I, los artículos 9, 10.1, 12 y 16 a 21 del capítulo II, los artículos 27 a 29 y 31 a 36 del capítulo IV, el capítulo VII, las disposiciones adicionales tercera, cuarta y quinta, y la disposición derogatoria, se dictan al amparo de las competencias que al Estado atribuye el artículo 149.1.3.ª, 5.ª y 6.ª de la Constitución Española, sobre «Relaciones Internacionales», «Administración de Justicia» y «Legislación procesal», respectivamente
          [54].
        

        
				
        2. Los artículos 25 y 26 del capítulo III y el capítulo VI, se dictan en virtud de la competencia del Estado reconocida en el artículo 149.1.18.ª de la Constitución Española, conforme al cual corresponde a éste dictar las «Bases del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas».

        
				
        3. Los restantes preceptos serán de aplicación en defecto de normativa específica de las Comunidades Autónomas que hayan asumido el ejercicio efectivo de las competencias en materia de provisión de medios para la Administración de Justicia.

        
				
        
          Segunda.
          Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2, la Cruz Roja Española tendrá reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita, sin necesidad de acreditar insuficiencia de recursos para litigar.
        

        
				
        
          Igual derecho asistirá a las Asociaciones de Consumidores y Usuarios, en los términos previstos en el artículo 2.2 de la
          
            Ley 26/1984, de 19 de julio, para la Defensa de los Consumidores y Usuarios
            [55]
          
          .
        

        
				
        
          También se reconoce el derecho a la asistencia jurídica gratuita, sin necesidad de acreditar insuficiencia de recursos para litigar, a las asociaciones de utilidad pública que tengan como fin la promoción y defensa de los derechos de las personas con discapacidad señaladas en el artículo 1.2 de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad
          [56].
        

        
				
        
          Tercera.
          Los artículos que a continuación se relacionan de la Ley de Enjuiciamiento Civil, tendrán la siguiente redacción:
        

        
				
        [.......]

        
				
        
          Cuarta.
          Los artículos y rúbrica que a continuación se relacionan de la Ley de Enjuiciamiento Criminal tendrán la siguiente redacción:
        

        
				
        
          [.......]
          [57]
        

        
				
        
          Quinta.
          El artículo 21 de la Ley de Procedimiento Laboral, texto refundido aprobado por el Real Decreto legislativo 2/1995, de 7 de abril, tendrá la siguiente redacción:
        

        
				
        
          «1. La defensa por abogado tendrá carácter facultativo en la instancia, con excepción de lo previsto en el artículo siguiente, pero podrá utilizarla cualquiera de los litigantes, en cuyo caso será de su cuenta el pago de los honorarios o derechos respectivos, con las excepciones fijadas en el artículo 2.
          d)
          , de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita.
        

        
				
        2. Si el demandante pretendiese comparecer en el juicio asistido de abogado o representado por procurador o graduado social colegiado, lo hará constar en la demanda. Asimismo, el demandado pondrá esta circunstancia en conocimiento del Juzgado o Tribunal por escrito, dentro de los dos días siguientes al de su citación para el juicio, con objeto de que, traslada tal intención al actor, pueda éste estar representado por procurador o graduado social colegiado, designar abogado en otro plazo igual o solicitar su designación a través del turno de oficio. La falta de cumplimiento de estos requisitos supone la renuncia de la parte al derecho de valerse en el acto de juicio de abogado, procurador o graduado social colegiado.

        
				
        3. Si en cualquier otra actuación, diversa al acto de juicio, cualquiera de las partes pretendiese actuar asistido de Letrado, el Juez o Tribunal adoptará las medidas oportunas para garantizar la igualdad de las partes.

        
				
        4. La solicitud de designación de abogado por el turno de oficio por los trabajadores y los beneficiarios del Sistema de Seguridad Social comportará la suspensión de los plazos de caducidad o la interrupción de la prescripción de acciones.»

        
				
        
          Sexta.
          Información al Ministerio de Justicia sobre los litigios transfronterizos.–
          A efectos estadísticos, los Colegios de Abogados enviarán semestralmente una relación de solicitudes de reconocimiento de asistencia jurídica gratuita en los litigios transfronterizos celebrados en los demás Estados miembros, con indicación expresa del Estado de que se trate, cuando el solicitante del derecho tenga su residencia habitual o su domicilio en España, así como de solicitudes de reconocimiento de asistencia jurídica gratuita en los litigios transfronterizos celebrados en España, con indicación expresa del Estado de residencia habitual o domicilio 
          del solicitante del derecho, al Consejo General de la Abogacía Española, que éste remitirá al Ministerio de Justicia
          [58].
        

        
				
        
          Séptima.
          Empleo de medios electrónicos, informáticos y telemáticos.–
          Las Administraciones Públicas competentes procurarán e impulsarán el empleo de medios electrónicos, informáticos y telemáticos en los trámites ligados al reconocimiento de derecho de asistencia jurídica gratuita, y en particular cuando se trate de los supuestos previstos en el Capítulo VIII de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita
          [59].
        

        
				
        
          Octava.
          Asistencia jurídica gratuita a las víctimas del terrorismo.–
          1. Las personas declaradas víctimas del terrorismo que acrediten insuficiencia de recursos para litigar, en los términos establecidos en la presente Ley, tienen derecho a la representación y defensa gratuitas por abogado y procurador en todos los procesos y procedimientos administrativos que tengan causa directa o indirecta en la situación que provoca la citada condición. En estos supuestos, una misma dirección letrada asumirá la defensa de la víctima.
        

        
				
        Este derecho asistirá también a los causahabientes en caso de fallecimiento de la víctima.

        
				
        2. En todo caso, se garantizará la defensa jurídica gratuita y especializada de forma inmediata a todas las víctimas del terrorismo que lo soliciten, sin perjuicio de que si no se les reconoce con posterioridad el derecho a la asistencia jurídica gratuita, éstas deberán abonar al abogado y al procurador, en su caso, los honorarios devengados por su intervención.

        
				
        
          3. Los Colegios de Abogados adoptarán las medidas necesarias para la designación urgente de letrado de oficio para garantizar la asistencia y defensa de las víctimas del terrorismo
          [60].
        

        
				
        DISPOSICIÓN TRANSITORIA

        
				
        
          Única.
          Las solicitudes de justicia gratuita, presentadas con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley, se regirán por la normativa vigente en el momento de efectuar la solicitud.
        

        
				
        DISPOSICIÓN DEROGATORIA

        
				
        
          Única.
          Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo establecido en esta Ley, y en particular:
        

        
				
        
          a)
          De la Ley de Enjuiciamiento Civil:
        

        
				
        – El inciso primero del número 4.º del artículo 4, cuando dice «justicia gratuita».

        
				
        – Los artículos 13 a 50, ambos inclusive.

        
				
        – Las reglas 3.ª, 4.ª y 5.ª del artículo 1.708.

        
				
        – El artículo 1.719.

        
				
        
          b)
          De la Ley de Enjuiciamiento Criminal:
        

        
				
        – El artículo 119.

        
				
        – El artículo 120.

        
				
        – Los artículos 123 a 140, ambos inclusive.

        
				
        – Los apartados 2, 4 y 5 del artículo 788.

        
				
        – El último párrafo del artículo 874.

        
				
        – Los tres primeros párrafos del artículo 876.

        
				
        
          c)
          Del Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral:
        

        
				
        – Los artículos 25 y 26.

        
				
        
          d)
          De la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956:
        

        
				
        – El artículo 132.

        
				
        
          e)
          El artículo 6.3 del Real Decreto-ley 18/1982, de 24 de septiembre, de régimen de los fondos de Garantía de Depósitos de Bancos Privados, Cajas de Ahorro y Cooperativas de Crédito.
        

        
				
        
          f)
          El artículo 59.3 del Real Decreto legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de Seguridad Social.
        

        
				
        DISPOSICIONES FINALES

        
				
        
          Primera.
           
          En el plazo de seis meses desde la publicación de la presente Ley, el Gobierno, en el ámbito de sus competencias, dictará el Reglamento General de desarrollo de la misma
          [61]
          en el que se contendrán necesariamente los siguientes extremos:
        

        
				
        
          a)
          Las normas de organización y funcionamiento de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita.
        

        
				
        
          b)
          Normalización de los documentos a presentar por los solicitantes de asistencia jurídica gratuita.
        

        
				
        
          c)
          El procedimiento para la aplicación de la subvención.
        

        
				
        
          d)
          El sistema de determinación de las bases económicas y módulos de compensación con cargo a fondos públicos por la prestación de los servicios de asistencia jurídica gratuita.
        

        
				
        
          e)
          El sistema de provisión de la asistencia pericial gratuita prevista en el apartado 6 del artículo 6.
        

        
				
        
          Segunda.
          La presente Ley entrará en vigor a los seis meses de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
        

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [1] Por Instrumento de 14 de noviembre de 1985 («BOE» núm. 305, de 21 de diciembre), España ratificó el Acuerdo Europeo de 27 de enero de 1977 relativo a la transmisión de solicitudes de asistencia jurídica gratuita.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [2] El citado artículo dispone:
            

            
						
            «La justicia será gratuita cuando así lo disponga la ley y, en todo caso, respecto de quienes acrediten insuficiencia de recursos para litigar.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [3] Véase la disposición adicional segunda de esta Ley.            



          
					
          
            
						
            
              [4] Artículo redactado de acuerdo con la Ley 16/2005, de 18 de julio («BOE» núm. 171, de 19 de julio), por la que se modifica la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita, para regular las especialidades de los litigios transfronterizos civiles y mercantiles en la Unión Europea.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [5] Véanse los artículos 5 y 36.2 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [6] Apartado redactado de acuerdo con la Ley 16/2005, de 18 de julio.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [7] Véanse los artículos 9.2 y 18.3 del Reglamento de asistencia jurídica gratuita (parágrafo siguiente).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [8] Artículo redactado de acuerdo con la disposición adicional cuarta de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre («BOE» núm. 277, de 19 de noviembre), de protección a las familias numerosas, excepto el párrafo segundo que está redactado de conformidad con la Ley 16/2005, de 18 de julio («BOE» núm. 171, de 19 de julio). Véase el artículo 17 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [9] Véase el artículo 37 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [10] Véase el artículo 3.5 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [11] Apartado redactado de acuerdo con la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. Véase, en el parágrafo siguiente, el artículo 45.1 del Reglamento de asistencia jurídica gratuita (§ 19).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [12] El artículo 20 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre («BOE» núm. 313 de 29 de diciembre), de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género dice:
            

            
						
            «1. Las mujeres víctimas de violencia de género que acrediten insuficiencia de recursos para litigar, en los términos establecidos en la Ley 1/1996, de 10 enero, de Asistencia Jurídica Gratuita, tienen derecho a la defensa y representación gratuitas por abogado y procurador en todos los procesos y procedimientos administrativos que tengan causa directa o indirecta en la violencia padecida. En estos supuestos una misma dirección letrada asumirá la defensa de la víctima. Este derecho asistirá también a los causahabientes en caso de fallecimiento de la víctima. En todo caso, se garantizará la defensa jurídica, gratuita y especializada de forma inmediata a todas las víctimas de violencia de género que lo soliciten, sin perjuicio de que si no se les reconoce con posterioridad el derecho a la asistencia jurídica gratuita, éstas deberán abonar al abogado los honorarios devengados por su intervención». Véase, en el parágrafo siguiente, el artículo 27.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [13] Apartado redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre), de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [14] Véanse los artículos 8 y siguientes del Reglamento de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita (§ 19).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [15] Artículo redactado de acuerdo con la Ley 53/2002, de 30 de diciembre («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre), de Medidas Fiscales Administrativas y del Orden Social.
            

            
						
            Véase el artículo 1 del Reglamento de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, que se incluye en el parágrafo siguiente (§ 19).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [16] Párrafo redactado por la Ley 7/2003, de 1 de abril («BOE» núm. 79 de 2 de abril), de la sociedad limitada Nueva Empresa por la que se modifica la Ley 2/1995, de 23 de marzo, de Sociedades de Responsabilidad Limitada.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [17] Véase el artículo 3 del Reglamento de asistencia jurídica gratuita (§ 19).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [18] Redactado de conformidad con la Ley 53/2002, de 30 de diciembre.
            

            
						
            Véase el artículo 2 del Reglamento de asistencia jurídica gratuita (§ 19).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [19] Artículos 22 y siguientes de la citada Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [20] Véase el artículo 6 del Reglamento de asistencia jurídica gratuita (§ 19).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [21] Véanse el artículo 8 y el anexo I.I del Reglamento de asistencia jurídica gratuita, que se incluye en el parágrafo siguiente.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [22] Véase el artículo 10 del Reglamento de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita (§ 19).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [23] Véanse los artículos 11, 12, 13 y 14 del Reglamento de asistencia jurídica 
              gratuita (§ 19).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [24] Párrafo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [25] Párrafo redactado conforme a la Ley 16/2005, de 18 de julio («BOE» núm. 171, de 19 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [26] Artículo 15 del Reglamento de asistencia jurídica gratuita (§ 19).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [27] Véanse los artículos 16 y 18 del Reglamento de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [28] Artículo 17 del Reglamento de asistencia jurídica gratuita (§ 19).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [29] Véase el artículo 20 del Reglamento de la presente Ley (§ 19).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [30] La Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre), dio nueva redacción a los párrafos tercero y cuarto.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [31] Párrafo redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [32] Artículos 26 y siguientes del Reglamento de asistencia jurídica gratuita y notas a los mismos (§ 19).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [33] Véase el artículo 27 del Reglamento de asistencia jurídica gratuita (§ 19).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [34] Véanse los artículos 28 y 29 del Reglamento de asistencia jurídica gratuita (§ 19).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [35] Véanse el artículo 33 del Reglamento de asistencia jurídica gratuita y su nota correspondiente (§ 19).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [36] Artículos 139 y siguientes de la mencionada Ley.
            

            
						
            Véase el artículo 34 del Reglamento de asistencia jurídica gratuita (§ 19).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [37] Véase el artículo 18 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [38] Artículo 27 del Reglamento de asistencia jurídica gratuita, que se incluye en el parágrafo siguiente.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [39] Artículo redactado conforme a la Ley 16/2005, de 18 de julio que modificó el párrafo primero. Véase el artículo 7.2 de esta Ley. Véase asimismo, el artículo 35 del Reglamento de Asistencia Jurídica Gratuita.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [40] Apartado redactado de acuerdo con la Ley 16/2005, de 18 de julio («BOE» núm. 171, de 19 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [41] Por Real Decreto 1373/2003, de 7 de noviembre («BOE» núm. 278, de 20 de noviembre), se aprobó el arancel de los derechos de los Procuradores, modificado por el Real Decreto 1/2006, de 13 de enero («BOE» núm. 24, de 28 de enero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [42] Véase el artículo 30 de esta Ley. Véase, asimismo, el artículo 36 del Reglamento de asistencia jurídica gratuita (§ 19).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [43] Artículo redactado de acuerdo con la Ley 14/2000, de 29 de diciembre («BOE» núm. 313, de 30 de diciembre), de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [44] Véase el artículo 40 del Reglamento de asistencia jurídica gratuita (§ 19).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [45] Artículo 37 del Reglamento de asistencia jurídica gratuita (§ 19).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [46] Ratificado por Instrumento de 14 de noviembre de 1985 («BOE» núm. 305, de 21 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [47] Ratificado por Instrumento de 20 de enero de 1988 («BOE» núm. 77, de 30 de marzo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [48] Capítulo añadido por la Ley 16/2005, de 18 de julio («BOE» núm. 171, de 19 de julio).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [49] Publicado en «DOUE»
              L
              12 de 16 de enero de 2001; corrección de errores en «DOUE»
              L
              307 de 24 de noviembre y «DOUE»
              L
              176 de 5 de julio de 2002.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [50] Apartado redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre), de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [51] El mencionado precepto
              ,
              dispone:
            

            
						
            «1. Para determinar si una parte está domiciliada en el Estado miembro cuyos tribunales conocieren del asunto, el tribunal aplicará su ley interna.

            
						
            2. Cuando una parte no estuviere domiciliada en el Estado miembro cuyos tribunales conocieren del asunto, el tribunal, para determinar si dicha parte lo está en otro Estado miembro, aplicará la ley de dicho Estado miembro.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [52] El citado Reglamento, publicado en el «DOCE»
              L
              174, de 27 de junio de 2001,
               
              establece:            


              «Art. 11.
              Realización en presencia y con participación de las partes.–1. En caso de que así lo prevea el Derecho del Estado miembro del órgano jurisdiccional requirente, las partes y, en su caso, sus representantes tendrán derecho a estar presentes cuando el órgano jurisdiccional requerido realice las diligencias de obtención de pruebas.
            

            
						
            2. En su solicitud, el órgano jurisdiccional requirente informará al órgano jurisdiccional requerido de la presencia de las partes y, en su caso, de sus representantes y, si ha lugar, de que se solicita su participación, mediante el formulario A que figura en el anexo. Dicha información podrá transmitirse asimismo en cualquier otro momento conveniente.

            
						
            3. Si se solicita la participación de las partes y, en su caso, de sus representantes, en la realización de las diligencias de obtención de pruebas, el órgano jurisdiccional requerido determinará, de acuerdo con el artículo 10, las condiciones en las que podrán participar.

            
						
            4. El órgano jurisdiccional requerido notificará a las partes y, en su caso, a sus representantes, el momento y el lugar en que las diligencias tendrán lugar, y, si procede, las condiciones en las que podrán participar, mediante el formulario F que figura en el anexo.

            
						
            5. Lo dispuesto en los apartados 1 al 4 no obstar a la posibilidad de que el órgano jurisdiccional requerido solicite a las partes y, en su caso, a sus representantes, que estén presentes o que participen en la realización de la obtención de pruebas si así lo prevé el Derecho de su Estado miembro.

            
						
            [.......]

            
						
            
              Art. 17.
              1. Si un órgano jurisdiccional solicita obtener pruebas directamente en otro Estado miembro, presentará una solicitud al órgano central o a la autoridad competente de dicho Estado a que se refiere el apartado 3 del artículo 3 mediante el formulario I que figura en el anexo.
            

            
						
            2. Únicamente podrá efectuarse la obtención directa de pruebas en caso de que pueda llevarse a cabo de forma voluntaria, sin necesidad de aplicar medidas coercitivas.

            
						
            Si la obtención directa de pruebas implica que debe tomarse declaración a una persona, el órgano jurisdiccional requirente informará a dicha persona de que las diligencias tendrán carácter voluntario.

            
						
            3. La obtención de pruebas será efectuada por un miembro del personal judicial o por cualquier otra persona, como, por ejemplo, un experto, designados con arreglo al Derecho del Estado miembro del órgano jurisdiccional requirente.

            
						
            4. En un plazo de treinta días tras la recepción de la solicitud, el órgano central o la autoridad competente del Estado miembro requerido, informará al órgano jurisdiccional requirente si se ha aceptado la solicitud y, en su caso, en qué condiciones con arreglo al Derecho de su Estado miembro deben practicarse dichas diligencias, mediante el formulario J.

            
						
            En particular, el órgano central o la autoridad competente podrán designar a un órgano jurisdiccional de su Estado miembro para que participe en las diligencias de obtención de pruebas a fin de garantizar la correcta aplicacin del presente artículo y de las condiciones que se hayan establecido.

            
						
            El órgano central o la autoridad competente fomentará la utilización de los medios tecnológicos de comunicación como videoconferencias y teleconferencias.

            
						
            5. El órgano central o la autoridad competente podrá denegar la obtención directa de pruebas sólo si:

            
						
            
              a)
              La solicitud no tiene cabida en el ámbito de aplicación del presente Reglamento con arreglo a lo dispuesto en el artículo 1.
            

            
						
            
              b)
              La solicitud no contiene todos los datos necesarios con arreglo a lo dispuesto en el artículo 4.
            

            
						
            
              c)
              La obtención directa de pruebas solicitada es contraria a los principios fundamentales del Derecho de su Estado miembro.
            

            
						
            6. Sin perjuicio de las condiciones establecidas con arreglo al apartado 4, el órgano jurisdiccional requirente ejecutará la solicitud de conformidad con el Derecho de su Estado miembro.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [53] La Decisión de la Comisión Europea de 9 de noviembre de 2004 («DOUE», serie L, núm. 365, de 10 de diciembre), estableció un formulario para la solicitud de Asistencia Jurídica Gratuita con arreglo a la Directiva 2003/8/CE del Consejo, destinada a mejorar el acceso a la justicia en los litigios transfronterizos mediante el establecimiento de reglas comunes relativas a la justicia gratuita para dichos litigios, y la Decisión 2005/630/CE de la Comisión («DOUE», serie L, núm. 225, de 31 de agosto), estableció un formulario para la transmisión de las solicitudes de justicia gratuita en aplicación de la Directiva citada.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [54] La Sentencia del Tribunal Constitucional 97/2001, de 5 de abril (suplemento al «BOE» núm. 104, de 1 de mayo), declara que la referencia a los incisos que indica de los artículos 9 y 10.1 de esta disposición adicional vulnera las competencias de la Generalidad de Cataluña y, por ello, no es de aplicación en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Cataluña.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [55] Adviértase que dicha Ley ha sido derogada por el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre («BOE» núm. 287, de 30 de noviembre), por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias. Téngase en cuenta su artículo 9 que dice:
            

            
						
            
              «
              Bienes y servicios de uso común.
              -Los poderes públicos protegerán prioritariamente los derechos de los consumidores y usuarios cuando guarden relación directa con bienes o servicios de uso o consumo común, ordinario y generalizado.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [56] Esta disposición adicional figura redactada de acuerdo con la Ley 16/2005, de 18 de julio.
            

            
						
            Téngase en cuenta que el mencionado artículo de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre («BOE» núm. 289, de 3 de diciembre), de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad dispone lo siguiente:

            
						
            «2. A los efectos de esta Ley, tendrán la consideración de personas con discapacidad aquellas a quienes se les haya reconocido un grado de minusvalía igual o superior al 33 por 100. En todo caso, se considerarán afectados por una minusvalía en grado igual o superior al 33 por 100 los pensionistas de la Seguridad Social que tengan reconocida una pensión de incapacidad permanente en el grado de total, absoluta o gran invalidez, y a los pensionistas de clases pasivas que tengan reconocida una pensión de jubilación o de retiro por incapacidad permanente para el servicio o inutilidad.

La acreditación del grado de minusvalía se realizará en los términos establecidos reglamentariamente y tendrá validez en todo el territorio nacional.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [57] La nueva redacción de los artículos y rúbrica aludidos se incorporan al texto de la citada Ley de Enjuiciamiento Criminal.            



          
					
          
            
						
            
              [58] Disposición adicional incorporada por la Ley 16/2005.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [59] Disposición adicional añadida por la Ley 16/2005, de 18 de julio.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [60] Disposición adicional adicionada por la Ley 16/2005.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [61] El citado Reglamento, aprobado por Real Decreto 996/2003, de 25 de julio, se incluye en el parágrafo siguiente.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
			
    

      
		
  

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          § 19
          REAL DECRETO 996/2003, DE 25 DE JULIO (PRESIDENCIA), POR EL QUE SE APRUEBA EL REGLAMENTO DE ASISTENCIA JURÍDICA GRATUITA
        

        
				
        («BOE» núm. 188, de 7 de agosto de 2003; corrección de errores en «BOE» núm. 230, de 25 de septiembre)

        
				
        La Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita, y su reglamento de desarrollo aprobado por el Real Decreto 2103/1996, de 20 de septiembre, modificado por el Real Decreto 1949/2000, de 1 de diciembre, y por el Real Decreto 1162/2001, de 26 de octubre, operaron una profunda reforma en el sistema de reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita, así como en el funcionamiento de los servicios colegiales de abogados y procuradores encargados de su prestación.

        
				
        La Ley 38/2002, de 24 de octubre, de reforma parcial de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, ha incorporado importantes novedades con el fin de conseguir la celeridad en la respuesta ante la delincuencia, con la creación de un proceso especial para el enjuiciamiento rápido de determinados delitos que permita su enjuiciamiento inmediato.

        
				
        La más importante aceleración de estos procesos es la que ha de darse en el tiempo que transcurre desde la incoación del proceso penal hasta la celebración del juicio oral, siendo por tanto, pieza clave del nuevo procedimiento, la instrucción concentrada ante el Juzgado de guardia y durante el tiempo que dure el servicio de guardia de dicho órgano judicial, prorrogable en aquellos partidos judiciales en que dicho servicio no tenga carácter permanente.

        
				
        Junto a esta instrucción concentrada y con el fin de alcanzar su objetivo, la norma prevé así mismo que el juicio oral, la emisión de la sentencia, así como la tramitación de los eventuales recursos que puedan interponerse, se realicen con rapidez, por lo que establece para ello plazos reducidos.

        
				
        Esta agilización y concentración de actuaciones ante el juzgado de guardia hace preciso asegurar la presencia en aquéllas de forma inmediata de abogados, que aseguren el derecho de asistencia letrada y de defensa y representación de las partes, y se prevé, en el ámbito de la justicia gratuita y en este tipo de procedimientos, que sea un único letrado el que preste la asistencia, desde la detención, si la hubiera, hasta la finalización del proceso, así como que las solicitudes de reconocimiento del derecho gocen de prioridad en su tramitación.

        
				
        Esta reforma parcial de la Ley de Enjuiciamiento Criminal tiene una repercusión directa en el Reglamento de asistencia jurídica gratuita, por lo que es necesario abordar su modificación, mediante la incorporación de las previsiones necesarias a las que debe ajustarse el procedimiento para la tramitación de solicitudes correspondientes a procesos de enjuiciamiento rápido.

        
				
        Se modifica, pues, la estructura del vigente Reglamento de asistencia jurídica gratuita, dividiendo el capítulo II, «Procedimiento para el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita», en dos secciones: una sección 1.ª, de «Procedimiento general», y una sección 2.ª, de «Procedimiento especial para los procesos de enjuiciamiento rápido de determinados delitos». Asimismo, con el fin de clarificar los conceptos «asistencia letrada de oficio» y «asistencia y representación gratuitas», el capítulo III pasa a denominarse «Organización de los servicios de asistencia letrada, defensa y representación», que se divide asimismo en dos secciones, sección 1.ª, «Asistencia letrada de oficio», y sección 2.ª, «Asistencia jurídica gratuita».

        
				
        Por lo que se refiere a la composición de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita, se procede a su adaptación a la reciente modificación efectuada por la Ley 7/2003, de 1 de abril, de la sociedad limitada Nueva Empresa por la que se modifica la Ley 2/1995, de 23 de marzo, de Sociedades de Responsabilidad Limitada, que modifica la regulación que en esta materia se contenía en la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social.

        
				
        Por último, las nuevas previsiones que se establecen determinan la modificación del modelo normalizado de solicitud que figuraba como anexo I del citado reglamento y los módulos y bases de compensación económica establecidos en el anexo II.

        
				
        Por razones de técnica legislativa y para evitar la dispersión normativa, se ha optado por elaborar un nuevo texto que deroga el anterior y al que se incorporan, además de las mencionadas modificaciones, aquéllas que se han venido produciendo desde la entrada en vigor del Real Decreto 2103/1996, operadas por el Real Decreto 1949/2000, de 1 de diciembre, y por el Real Decreto 1162/2001, de 26 de octubre, texto en el que se regula el procedimiento para el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita por la Administración General del Estado, de conformidad con lo dispuesto por la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita, y que se aplicará al reconocimiento del derecho en relación con todo tipo de procesos ante órganos jurisdiccionales españoles, cuya sede radique en el territorio de comunidades autónomas que no hayan recibido los traspasos en materia de provisión de medios al servicio de la Administración de Justicia, o que extiendan su competencia a todo el territorio nacional, con las excepciones que en aquél se establecen.

        
				
        Este real decreto se dicta al amparo de la habilitación conferida al Gobierno por la disposición final primera de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita. Ha sido informado por el Consejo General del Poder Judicial, por las comunidades autónomas con competencias asumidas en materia de Justicia y por los Consejos Generales de la Abogacía Española y de los Colegios de Procuradores de los Tribunales de España.

        
				
        En su virtud, a propuesta de los Ministros de Justicia y de Hacienda, con la aprobación previa del Ministro de Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 25 de julio de 2003, dispongo:

        
				
        
          Artículo único.
          Aprobación de Reglamento.–
          Se aprueba el Reglamento de asistencia jurídica gratuita, cuyo texto se inserta a continuación de este real decreto.
        

        
				
        DISPOSICIÓN ADICIONAL

        
				
        
          Única.
          Asistencia jurídica gratuita en los procedimientos administrativos de extranjería y asilo
          
            .–Este real decreto será aplicable al derecho a la asistencia jurídica gratuita en los procedimientos administrativos de extranjería y asilo, sin perjuicio de lo que disponga su normativa específica
            [1].
          
        

        
				
        DISPOSICIÓN TRANSITORIA

        
				
        
          Única.
          Devengo de retribuciones.–
          Las retribuciones derivadas de intervenciones en procesos iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de este real decreto se realizarán conforme a los módulos y bases económicas establecidas por el Real Decreto 1949/2000, de 1 de diciembre, por el que se modifica el Reglamento de asistencia jurídica gratuita, excepto en el orden penal para aquellos procesos a que se refiere la Ley 38/2002, de 24 de octubre, de reforma parcial de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, iniciados con posterioridad a la entrada en vigor de dicha norma, que se retribuirán conforme a los módulos establecidos en este real decreto.
        

        
				
        DISPOSICIÓN DEROGATORIA

        
				
        
          Única.
          Derogación normativa.–
          Queda derogado el Real Decreto 2103/1996, de 20 de septiembre, así como las modificaciones a éste operadas por el Real Decreto 1949/2000, de 1 de diciembre, y por el Real Decreto 1162/2001, de 26 de octubre, así como cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en este real decreto.
        

        
				
        DISPOSICIONES FINALES

        
				
        
          Primera.
          Desarrollo normativo.–
          Se autoriza al Ministro de Justicia para dictar, en el ámbito de sus competencias, las disposiciones necesarias para la aplicación de este real decreto.
        

        
				
        
          Segunda.
          Efectos económicos.–
          Los módulos y bases de compensación económicos establecidos en el anexo II del reglamento que se aprueba por este real decreto serán de aplicación para la retribución de abogados y procuradores por su asistencia a beneficiarios de asistencia jurídica gratuita en los procesos que se inicien a partir de su entrada en vigor.
        

        
				
        
          Tercera.
          Entrada en vigor.–
          El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
        

        
				
        
          REGLAMENTO DE ASISTENCIA JURÍDICA GRATUITA
        

        
				
        
          TÍTULO PRELIMINAR
        

        
				
        
          Disposiciones generales
        

        
				
        
          Artículo 1.
          Objeto y ámbito de aplicación.–
          1. Este reglamento regula el procedimiento para el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita.
        

        
				
        
          2.
           
          Este reglamento será de aplicación al reconocimiento por la Administración General del Estado del derecho de asistencia jurídica gratuita en relación con:
        

        
				
        
          a)
          Todo tipo de procesos ante juzgados y tribunales con jurisdicción en todo el territorio nacional o en el territorio de una comunidad autónoma que no haya recibido los traspasos en materia de provisión de medios al servicio de la Administración de Justicia.
        

        
				
        
          b)
          Los procedimientos administrativos cuya tramitación y resolución corresponda a órganos de la Administración General del Estado, siempre que se encuentren legalmente comprendidos en el derecho de asistencia jurídica gratuita.
        

        
				
        
          3. Se exceptúan de lo dispuesto en los apartados anteriores los artículos 16, 20; apartados 1, 3 y 4 del artículo 27; 33, 34 y 35 de este reglamento, que, de conformidad con lo previsto en la disposición adicional primera de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita, serán de aplicación general en todo el territorio nacional
          [2].
        

        
				
        
          TÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Órganos competentes y procedimientos
        

        
				
        CAPÍTULO PRIMERO

        
				
        
          Normas de organización y funcionamiento de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita
        

        
				
        
          Art. 2.
          Ámbito territorial de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita.–
          1. Se constituirá una Comisión Central de Asistencia Jurídica Gratuita en la ciudad de Madrid para el reconocimiento de este derecho en relación con los procesos seguidos ante órganos jurisdiccionales que extiendan su competencia a todo el territorio nacional, así como una en cada capital de provincia del ámbito competencial del Ministerio de Justicia, en las ciudades de Ceuta y Melilla y en las islas de Menorca e Ibiza, a las que corresponderán las funciones y competencias de estas comisiones previstas en la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita y en este reglamento, en su respectivo ámbito territorial.
        

        
				
        2. Por real decreto, previa aprobación del Ministro de Administraciones Públicas, se podrá acordar la creación de delegaciones de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita en aquellos casos en los que el volumen de asuntos a tratar, las circunstancias geográficas u otras causas justificadas lo aconsejen.

        
				
        
          Cuando se trate de delegaciones de comisiones en cuya composición se integren funcionarios de Delegaciones o Subdelegaciones del Gobierno, conforme a lo establecido en el artículo 3.2.
          b),
          su creación se llevará a cabo a propuesta conjunta del Ministro de Justicia y del Ministro de Administraciones Públicas.
        

        
				
        3. El real decreto de creación de las delegaciones determinará su ámbito territorial y fijará su composición, en la que estarán representadas las mismas instituciones que integran con carácter general las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita.

        
				
        4. Las delegaciones, que tendrán las mismas funciones que las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita, estarán sujetas a las directrices de actuación y a los criterios generales que, para reconocer el derecho a la asistencia jurídica gratuita, adopten las comisiones provinciales, y les serán de aplicación las reglas de funcionamiento que se prevén en este reglamento.

        
				
        
          Art. 3.
          Composición y designación de miembros.–
          1. La Comisión Central de Asistencia Jurídica Gratuita estará presidida por un miembro del Ministerio Fiscal, designado por el Fiscal General del Estado, y compuesta por los Decanos del Colegio de Abogados y del Colegio de Procuradores de Madrid o por el abogado y procurador que ellos designen; por un Abogado del Estado y por un funcionario del Ministerio de Justicia, perteneciente a un cuerpo o escala del grupo A que, además, actuará como secretario.
        

        
				
        2. Las restantes Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita estarán presididas por un miembro del Ministerio Fiscal, que será designado por el Fiscal Jefe de la Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia o, en su caso, de la Audiencia Provincial. Asimismo formarán parte de las comisiones los siguientes vocales:

        
				
        
          a)
          Un Abogado del Estado, designado por el Abogado General del Estado-Director del Servicio Jurídico del Estado.
        

        
				
        
          b)
          Un funcionario que ocupe un puesto de trabajo cuyo desempeño corresponda a funcionarios pertenecientes a cuerpos o escalas del grupo A, que ejercerá las funciones de secretario de la comisión y que será designado conforme a las siguientes reglas:
        

        
				
        1.ª Para las comisiones de aquellas provincias en las que exista Gerencia Territorial del Ministerio de Justicia, el funcionario será designado por el Subsecretario de Justicia, de entre los destinados en dicha Gerencia.

        
				
        2.ª Para las comisiones de aquellas provincias en las que no exista Gerencia Territorial del Ministerio de Justicia, el funcionario será designado por el Delegado o Subdelegado de Gobierno, en su caso, de entre los destinados en la Delegación o Subdelegación de Gobierno respectiva.

        
				
        3.ª Para las comisiones de las islas, en las que no radica la capital de provincia, el funcionario será designado por el Director Insular de la Administración General del Estado, de entre los destinados en la respectiva Dirección Insular.

        
				
        
          c)
          El Decano del Colegio de Abogados de la provincia, o el abogado que aquél designe.
        

        
				
        
          d)
          El Decano del Colegio de Procuradores de la provincia, o el procurador que aquél designe.
        

        
				
        En las provincias donde exista más de un Colegio de Abogados o de Procuradores, su representante será designado de común acuerdo por los Decanos de éstos.

        
				
        3. Al objeto de garantizar la continuidad de los trabajos y el buen funcionamiento de las comisiones, las instituciones encargadas de la designación nombrarán, además, un suplente por cada miembro de la comisión, incluido el presidente. Los miembros titulares y suplentes podrán actuar indistintamente.

        
				
        
          4. Los miembros de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita tendrán derecho a una indemnización en concepto de asistencia a las reuniones que celebren, en los términos, condiciones y por el importe que se establezca por el Ministerio de Hacienda, a propuesta del Ministerio de Justicia, de conformidad con lo establecido en los artículos 27 y 28 del Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo, sobre indemnizaciones por razón del servicio
          [3].
        

        
				
        
          Art. 4.
          Dependencia orgánica, soporte administrativo y sede.–
          1. Las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita quedarán adscritas orgánicamente a las Gerencias Territoriales del Ministerio de Justicia o, donde no existan, a las Delegaciones o Subdelegaciones del Gobierno. Estos órganos prestarán el soporte administrativo y el apoyo técnico necesarios para su funcionamiento.
        

        
				
        2. Las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita tendrán su sede en las dependencias que los órganos mencionados en el apartado anterior pongan a su disposición o, en su caso, en los de órganos judiciales radicados en su ámbito territorial.

        
				
        
          Art. 5.
          Información sobre los servicios de justicia gratuita.–
          1. Las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita dispondrán de las listas de colegiados ejercientes adscritos a los servicios de justicia gratuita, con indicación de su domicilio profesional y, en su caso, de especializaciones por órdenes jurisdiccionales o en las diversas ramas jurídicas.
        

        
				
        En las sedes de las comisiones se expondrán las normas de funcionamiento, sede y horarios de atención al público de los servicios de orientación jurídica de los colegios de abogados.

        
				
        2. La información a la que se refiere el apartado anterior estará a disposición de toda persona interesada en acceder a los servicios de justicia gratuita, y será semestralmente actualizada por los respectivos colegios.

        
				
        
          Art. 6.
          Normas de funcionamiento.–
          1. El funcionamiento de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita se ajustará a lo establecido en la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita y, con carácter general, se regirá por lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, para los órganos colegiados.
        

        
				
        2. Las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita se reunirán, con carácter ordinario, una vez cada 15 días, sin perjuicio de que el presidente de la comisión acuerde variar dicha periodicidad, atendiendo al volumen de los asuntos a tratar.

        
				
        
          Art. 7.
          Funciones.–
          Son funciones de las comisiones, en los términos previstos en la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, las siguientes:
        

        
				
        
          a)
          Reconocer, denegar o revocar, en su caso, el derecho a la asistencia jurídica gratuita, mediante confirmación o modificación, en su caso, de las decisiones previamente adoptadas por los colegios profesionales.
        

        
				
        
          b)
          Efectuar las comprobaciones y recabar la información que a lo largo de la tramitación de las solicitudes de asistencia jurídica gratuita se estimen necesarias, y requerir de la Administración correspondiente la confirmación de la exactitud de los datos alegados por los solicitantes, para lo cual podrán utilizarse, a tal efecto, los procedimientos telemáticos de transmisión de datos, siempre que el interesado así lo autorice.
        

        
				
        
          c)
          Adoptar, previa consulta a los respectivos colegios profesionales, aquellas medidas que permitan conocer, con la periodicidad que se estime conveniente, la situación de los expedientes.
        

        
				
        
          d)
          Recibir y trasladar al Juzgado o Tribunal correspondiente el escrito de impugnación de las resoluciones que, de modo definitivo, reconozcan o denieguen el derecho.
        

        
				
        
          e)
          Tramitar las comunicaciones relativas a la insostenibilidad de la pretensión presentadas por los abogados.
        

        
				
        
          f)
          Supervisar las actuaciones de los servicios de orientación jurídica previstos en el artículo 32, y actuar como órganos de comunicación con los colegios profesionales, a efectos de canalizar las quejas o denuncias formuladas como consecuencia de las actuaciones relacionadas con los servicios de asistencia jurídica gratuita, en aquellos casos en que tales iniciativas no se hayan planteado directamente ante los colegios.
        

        
				
        
          g)
          Cualquier otra competencia que le atribuya la normativa reguladora de la asistencia jurídica gratuita.
        

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        
          Procedimientos para el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita
        

        
				
        
          Sección 1.ª Procedimiento general
        

        
				
        
          Art. 8.
          Iniciación.–
          El procedimiento para reconocer el derecho a la asistencia jurídica gratuita se iniciará a instancia de parte, mediante la presentación del modelo normalizado incluido en el anexo I.I, debidamente firmado por el peticionario, y acompañándose la solicitud de la documentación que se señala en dicho anexo.
        

        
				
        Los impresos se facilitarán en las dependencias judiciales, en los servicios de orientación jurídica de los Colegios de Abogados y en las sedes de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita.

        
				
        
          Los Colegios de Abogados adoptarán las medidas necesarias para que los profesionales faciliten los impresos a los interesados y recaben de éstos su cumplimentación
          [4].
        

        
				
        
          Art. 9.
          Presentación de la solicitud.–
          1. Las solicitudes de asistencia jurídica gratuita se presentarán ante los servicios de orientación jurídica del Colegio de Abogados del lugar en que se halle el juzgado o tribunal que haya de conocer del proceso principal, o ante el juzgado del domicilio del solicitante si el proceso no se hubiera iniciado.
        

        
				
        En este último caso, el órgano judicial dará traslado inmediato de la petición al Colegio de Abogados territorialmente competente.

        
				
        2. Cuando el interesado fundamente su pretensión en las circunstancias excepcionales previstas en el artículo 5 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita para obtener el reconocimiento del derecho, la solicitud se presentará directamente ante la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita, que resolverá determinando cuáles de los beneficios del artículo 6 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, y con qué alcance, son de aplicación al solicitante.

        
				
        3. En el orden penal y en el supuesto de que el juzgado o tribunal hubiera acordado cualquiera de las medidas privativas de libertad o restrictivas de derechos en los casos en que procedan conforme a la ley, de forma que no sea posible presentar la documentación exigida y en los plazos establecidos, el letrado designado remitirá directamente a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita la solicitud debidamente firmada por el interesado, en la que constará, de modo expreso, la identidad del solicitante y del asunto o procedimiento de que se trate y a la que se unirá una diligencia acreditativa de la situación.

        
				
        
          Art. 10.
          Subsanación de deficiencias.–
          Los servicios de orientación jurídica de los Colegios de Abogados examinarán la documentación presentada y, si apreciaran que es insuficiente o que en la solicitud existen deficiencias, concederán al interesado un plazo de 10 días hábiles para la subsanación de los defectos advertidos.
        

        
				
        Transcurrido este plazo sin que se produzca la subsanación, el Colegio de Abogados archivará la petición, y lo notificará en el plazo de tres días a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita correspondiente.

        
				
        
          Art. 11.
          Designaciones provisionales.–
          1. Analizada la solicitud, y subsanados en su caso los defectos advertidos, si el Colegio de Abogados estimara que el peticionario cumple los requisitos legalmente establecidos para obtener el derecho a la asistencia jurídica gratuita, procederá en el plazo máximo de 15 días, contados a partir de la recepción de la solicitud o desde la subsanación de los defectos, a la designación provisional de abogado y lo comunicará en el mismo momento al Colegio de Procuradores para que, dentro de los tres días siguientes, se designe procurador si su intervención fuera preceptiva.
        

        
				
        En este último caso, el Colegio de Procuradores comunicará inmediatamente al de Abogados la designación efectuada.

        
				
        2. Realizada la designación provisional de abogado, y en su caso comunicada la del procurador, el Colegio de Abogados tendrá un plazo de tres días para trasladar a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita correspondiente el expediente completo, así como las designaciones efectuadas, a los efectos de la verificación y resolución definitiva de la solicitud.

        
				
        
          Art. 12.
          Ausencia de designaciones provisionales.–
          En el caso de que el Colegio de Abogados estimara que el peticionario no cumple los requisitos referidos en el apartado 1 del artículo anterior, o que la pretensión principal contenida en la solicitud es manifiestamente insostenible o carente de fundamento, comunicará al solicitante en un plazo de cinco días que no ha efectuado el nombramiento provisional de abogado y, al mismo tiempo, trasladará la solicitud a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita para que ésta resuelva definitivamente.
        

        
				
        
          Art. 13.
          Designación provisional a requerimiento judicial.–
          1. El órgano judicial que esté conociendo de un proceso podrá dictar resolución motivada, y requerirá de los colegios profesionales el nombramiento provisional de abogado y, en su caso, procurador si estimara preciso asegurar de forma inmediata los derechos de defensa y representación de las partes y alguna de ellas manifestara carecer de recursos económicos.
        

        
				
        2. Con dicha resolución, se adjuntará la solicitud del beneficio de justicia gratuita del interesado, debidamente firmada, solicitud que previamente le habrá sido facilitada por el propio órgano judicial.

        
				
        El nombramiento provisional de abogado y procurador a requerimiento judicial no obstará para que el posible interesado deba facilitar la correspondiente documentación para la obtención del beneficio de asistencia jurídica gratuita.

        
				
        
          Art. 14.
          Reiteración de la solicitud.–
          1. Cuando el Colegio de Abogados, en el plazo de 15 días a contar desde la recepción de la solicitud o, en su caso, desde la subsanación de los defectos advertidos, no haya realizado ninguna de las actuaciones previstas en los artículos 11 y 12, el solicitante podrá reiterar su solicitud ante la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita correspondiente.
        

        
				
        2. Reiterada la solicitud, la comisión recabará del colegio la inmediata remisión del expediente junto con un informe sobre la petición, y ordenará al mismo tiempo la designación provisional de abogado y, si fuera preceptivo, de procurador.

        
				
        
          Art. 15.
          Instrucción del procedimiento.–
          1. Recibido el expediente en cualquiera de los supuestos contemplados en los artículos 11, 12, 13 y 14, la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita dispondrá de un plazo de 30 días para efectuar las comprobaciones y recabar la información que estime necesarias para verificar la exactitud y realidad de los datos declarados por el solicitante.
        

        
				
        2. A los efectos previstos en el apartado anterior, la comisión podrá recabar de la Administración correspondiente la confirmación de los datos que consten en la documentación presentada con la solicitud, siempre que lo estime indispensable para dictar resolución, especialmente los de naturaleza tributaria.

        
				
        
          La petición de esta información, siempre que el interesado así lo autorice, podrá obtenerse por la comisión mediante los procedimientos de transmisión de datos a que se refiere el Real Decreto 209/2003, de 21 de febrero, por el que se regulan los registros y las notificaciones telemáticas, así como la utilización de medios telemáticos para la sustitución de la aportación de certificaciones por los ciudadanos
          [5].
        

        
				
        3. Asimismo, dentro del plazo establecido en el apartado 1 de este artículo, la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita podrá oír a la parte o partes contrarias en el pleito o contra las que se pretenda ejercitar la acción, cuando sean conocidas y se estime que pueden aportar datos para conocer la real situación económica del solicitante.

        
				
        En el caso de no comparecer éstas en el plazo de 10 días desde que fueran citadas, continuará la tramitación de la solicitud, sin perjuicio de su derecho a personarse en el procedimiento en cualquier momento anterior a su resolución definitiva y su posterior impugnación.

        
				
        4. La fase de instrucción del procedimiento para reconocer el derecho a la asistencia jurídica gratuita se regirá en todo caso por los principios de celeridad y sumariedad.

        
				
        
          Art. 16.
          Resolución: contenido y efectos.–
          1. Realizadas las comprobaciones pertinentes, la comisión dictará resolución que reconozca o deniegue el derecho a la asistencia jurídica gratuita en el plazo máximo de 30 días, a contar desde la recepción del expediente completo.
        

        
				
        En el caso de dictar resolución estimatoria, la comisión determinará, cuando sea necesario conforme a lo establecido en la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, cuáles de las prestaciones que integran el derecho son de aplicación al solicitante.

        
				
        Asimismo, a los efectos previstos por el artículo 6.10 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, cuando el solicitante a quien se reconozca el derecho acredite ingresos por debajo del salario mínimo interprofesional, se hará mención expresa de esta circunstancia en la resolución.

        
				
        2. La resolución estimatoria del derecho implicará la confirmación de las designaciones de abogado y, en su caso, de procurador, efectuadas provisionalmente por los colegios profesionales.

        
				
        En el supuesto de que dichas designaciones no se hubieran producido, la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita requerirá inmediatamente de los colegios el nombramiento de los profesionales que defiendan y, en su caso, representen al titular del derecho.

        
				
        3. La resolución desestimatoria implicará que las eventuales designaciones de oficio realizadas previamente queden sin efecto y, por tanto, el solicitante habrá de designar abogado y procurador de libre elección. En tales casos, el peticionario deberá abonar los honorarios y derechos económicos ocasionados por los servicios efectivamente prestados por los profesionales designados de oficio con carácter provisional, pero el abogado no podrá reclamar al procurador el pago de sus honorarios.

        
				
        
          Art. 17.
          Notificación de la resolución.–
          1. La resolución de la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita se notificará en el plazo común de tres días al solicitante, al Colegio de Abogados y, en su caso, al Colegio de Procuradores, así como a las partes interesadas, y se comunicará al juzgado o tribunal que esté conociendo del proceso, o al juez decano de la localidad si aquél no se hubiera iniciado.
        

        
				
        2. Las notificaciones y comunicaciones las realizarán los secretarios de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita, a través de los órganos mencionados en el artículo 4.1.

        
				
        
          Art. 18.
          Silencio administrativo.–
          1. Transcurrido el plazo de 30 días establecido en el artículo 16 sin que la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita haya dictado resolución expresa, quedarán ratificadas las decisiones previas adoptadas por el Colegio de Abogados, sin perjuicio de la obligación de dictar resolución expresa a que se refiere el artículo 42 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
        

        
				
        2. Si los colegios no hubieran adoptado decisión alguna en el supuesto a que se refiere el artículo 14.2, la falta de resolución expresa de la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita, dará lugar a que la solicitud se considere estimada, por lo que, a petición del interesado, el juez o tribunal que conozca del proceso, o el juez decano competente si la solicitud se realizó antes de la iniciación de aquél, procederá a requerir de los colegios profesionales la designación de abogado y, en su caso, de procurador y a declarar el derecho en su integridad.

        
				
        3. Cuando el interesado haya fundado su pretensión en las circunstancias excepcionales previstas en el artículo 5 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita, la falta de resolución expresa de la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita dará lugar a que la solicitud se entienda estimada y, por tanto, reconocido el derecho.

        
				
        4. La estimación o desestimación presunta de la solicitud, se podrán hacer valer de conformidad con lo establecido en el artículo 43.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

        
				
        
          Art. 19.
          Impugnación de la resolución.–
          Las resoluciones que reconozcan o denieguen el derecho a la asistencia jurídica gratuita podrán ser impugnadas por quienes sean titulares de un derecho o interés legítimo, según el procedimiento establecido en el artículo 20 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita.
        

        
				
        
          Art. 20.
          Revocación del derecho.–
          1. La declaración errónea, el falseamiento u ocultación de datos por los solicitantes de asistencia jurídica gratuita que hayan sido determinantes para el reconocimiento del derecho darán lugar, en todo caso, a su revocación, que llevará consigo la obligación de pago de todos los honorarios de abogado y procurador devengados desde la concesión del derecho, así como el reembolso de la cantidad equivalente al coste de las demás prestaciones obtenidas.
        

        
				
        
          2. La Administración podrá exigir dicho reembolso mediante el procedimiento de apremio previsto en el Reglamento General de Recaudación, aprobado por el
          
            Real Decreto 1684/1990, de 20 de diciembre
            [6]
          
          , todo ello sin perjuicio de las responsabilidades de otro orden que correspondan.
        

        
				
        3. La revocación del derecho será acordada por la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita competente, de conformidad con lo previsto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

        
				
        
          Sección 2.ª Procedimiento en los procesos especiales para el enjuiciamiento rápido de delitos
        

        
				
        
          Art. 21.
          
            Iniciación y presentación de la solicitud.–1. Cuando se trate de la prestación del servicio de asistencia letrada al detenido, preso o denunciado en el procedimiento especial, para el enjuiciamiento rápido de delitos en los que se haya procedido a la designación de abogado de oficio, éste informará a su defendido del derecho que le asiste para solicitar el beneficio de asistencia jurídica gratuita, y le advertirá que, de no serle reconocido el derecho, deberá abonar a su cargo los honorarios correspondientes.        

        
				
      Cuando proceda, el letrado recabará de su defendido la cumplimentación del modelo de solicitud correspondiente establecido en el anexo I.II, debidamente firmada, y dará traslado de ésta, en el plazo de 48 horas al servicio de orientación jurídica del Colegio de Abogados competente para su tramitación.

        
				
        2. Dada la inmediatez en la prestación de asistencia letrada, no será precisa la acreditación previa de la carencia de recursos económicos por parte del asistido, sin perjuicio de la obligación de presentar la documentación necesaria ante el Colegio de Abogados.

        
				
        3. No obstante, si el abogado designado para la defensa apreciara que el posible beneficiario carece, de manera notoria, de medios económicos, elaborará un informe conforme al modelo del anexo I.III que se unirá a la solicitud, para su valoración por la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita, que procederá, en su caso, a recabar las informaciones que estime necesarias sobre la situación económica del interesado.

        
				
        4. En la solicitud deberán constar los datos identificativos del solicitante y deberá estar debidamente firmada por éste. No obstante, si por cualquier circunstancia el asistido no firmara la solicitud y el letrado apreciara que es posible beneficiario de asistencia jurídica gratuita, se hará constar esta circunstancia, a fin de que continúe la tramitación, lo cual se acreditará mediante certificación expedida por el secretario del órgano judicial en el que se lleva a cabo la instrucción del procedimiento judicial.

        
				
        Si al asistido no le fuese reconocida posteriormente la condición de beneficiario de asistencia jurídica gratuita, el letrado actuante habrá de rembolsar a la Administración el importe de las retribuciones percibidas con motivo de su intervención profesional cuando perciba de aquél sus honorarios conforme a las reglas ordinarias.

        
				
        Este documento, en su caso, junto con el informe del letrado a que se refiere el párrafo anterior, se remitirá por el letrado al Colegio de Abogados correspondiente que, tras su registro, emitirá la oportuna valoración y lo remitirá a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita para su resolución.

        
				
        
          Art. 22.
          Presentación de documentación y remisión a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita.–
          1. El solicitante de asistencia jurídica gratuita estará obligado a presentar la documentación prevista en el anexo I.II en el servicio de orientación jurídica del Colegio de Abogados, en los cinco días siguientes a la fecha de la solicitud.
        

        
				
        2. Transcurrido dicho plazo, si el interesado no aportase la documentación, se le tendrá por desistido de su solicitud, y procederá el Colegio de Abogados a su archivo y notificación a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita correspondiente.

        
				
        3. Analizada la solicitud y documentación presentada, si ésta fuere insuficiente, se le requerirá para que subsane los defectos advertidos en el plazo de 10 días; de no hacerlo así, se le tendrá igualmente por desistido. Si la documentación fuese suficiente o subsanase los defectos advertidos, una vez analizado el informe emitido por el letrado, el Colegio de Abogados adoptará una primera decisión provisional sobre si el solicitante reúne los requisitos legalmente exigidos para la concesión del derecho y la trasladará, junto con el expediente completo, en el plazo de tres días a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita para su verificación y resolución definitiva, comunicándole asimismo la designación de letrado efectuada.

        
				
        
          Art. 23.
          Instrucción y resolución del procedimiento.–
          Recibido el expediente en la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita, ésta dará preferencia absoluta a la tramitación de estas solicitudes procurando que la resolución, que reconozca o deniegue el derecho, se dicte con anterioridad a la fecha de celebración del juicio oral y sin que en ningún caso el plazo para efectuar comprobaciones y recabar la información necesaria para verificar la exactitud de los datos declarados, así como para dictar resolución, exceda de 30 días desde su recepción.
        

        
				
        
          Art. 24.
          Ausencia de resolución expresa.–
          La falta de resolución expresa de la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita en el plazo establecido en el artículo anterior producirá la confirmación de las decisiones previas adoptadas por el Colegio de Abogados referentes al cumplimiento por parte del solicitante de los requisitos legalmente establecidos para ser beneficiario del derecho a la asistencia jurídica gratuita o al archivo de la solicitud por falta de documentación.
        

        
				
        
          Art. 25.
          Aplicación supletoria de las normas comunes.
          En lo no previsto expresamente en esta sección, se aplicarán a este procedimiento las normas comunes contenidas en la sección 1.ª
        

        
				
        
          
            Sección 3.ª Procedimiento en aquellos procesos judiciales y procedimientos administrativos que tengan causa directa o indirecta en la violencia de género
            [7]
             
          
        

        
				
        
          Art. 25 bis.
          Iniciación y presentación de la solicitud.–1. Cuando se trate de la prestación del servicio de orientación jurídica, defensa y asistencia letrada a las mujeres víctimas de violencia de género, éste se asegurará a todas las que lo soliciten, procediéndose de forma inmediata a la designación de abogado de oficio dentro del turno especializado en la defensa de las víctimas de violencia de género que a tal efecto se establezca por los Colegios de Abogados en sus respectivos ámbitos.        

        
				
      2. Designado el abogado de oficio, éste informará a su defendida del derecho que le asiste para solicitar el beneficio de asistencia justicia gratuita, le informará de los requisitos necesarios para su reconocimiento, auxiliándola si fuese necesario en la redacción de los impresos de solicitud, y le advertirá que, de no serle reconocido con posterioridad el derecho a la asistencia jurídica gratuita, deberá abonar a su cargo los honorarios correspondientes.

        
				
        3. Si la interesada desea solicitar el derecho de asistencia jurídica gratuita, cumplimentará el modelo que se une como anexo I.IV y lo presentará en el Servicio de orientación jurídica del Colegio de Abogados territorialmente competente en el plazo máximo de 48 horas a contar desde el momento en que hubiese recibido la primera atención, o bien en el registro correspondiente del Juzgado de su domicilio dentro de ese mismo plazo máximo de 48 horas. En este último caso, el juzgado remitirá la solicitud al Colegio de Abogados territorialmente competente de forma inmediata.

        
				
        
          
            En la solicitud constarán los datos identificativos de la solicitante y deberá estar debidamente firmada por ésta; dada la inmediatez en la prestación de asistencia jurídica, no será precisa la acreditación previa de la carencia de recursos económicos por parte de la asistida, sin perjuicio de la obligación de presentar la documentación necesaria en el Colegio de Abogados
            [8]
          
          .
        

        
				
        
          Art. 25 ter.
          Presentación de la documentación.–
          1. La solicitante de asistencia jurídica gratuita deberá presentar la documentación necesaria relacionada en el anexo I.IV en el Servicio de orientación jurídica del Colegio de Abogados juntamente con la solicitud, o bien en el plazo máximo de cinco días a partir de la presentación de la misma.
        

        
				
        2. Transcurrido dicho plazo, si la interesada no aportase la documentación se le tendrá por desistida de su solicitud y el Colegio de Abogados procederá a su archivo, dando cuenta al letrado para que actúe en consecuencia.

        
				
        3. Analizada la solicitud y la documentación presentada, si ésta fuese insuficiente, se requerirá a la solicitante para que subsane los defectos advertidos en el plazo de 10 días hábiles; de no hacerlo así, se le tendrá igualmente por desistida en su solicitud.

        
				
        
          4. Si la documentación fuese suficiente, subsanados en su caso los defectos advertidos, el Colegio de Abogados, en el plazo de tres días, trasladará el expediente a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita junto con un informe sobre la procedencia de la pretensión, comunicando asimismo la designación efectuada del letrado que ha asumido la asistencia de oficio
          [9].
        

        
				
        
          Art. 25 quáter.
          
            Instrucción y resolución del procedimiento.
          
          –1. Recibido el expediente en la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita y realizadas las comprobaciones pertinentes, ésta dictará resolución que reconozca o deniegue el derecho en el plazo máximo de 30 días a contar desde la recepción del expediente completo.
        

        
				
        Cuando se trate de la prestación del servicio de asistencia letrada a la mujer víctima de un delito susceptible de enjuiciamiento rápido, la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita dará preferencia a la tramitación de la solicitud, procurando que la resolución por la que se reconozca o deniegue el derecho se dicte con anterioridad a la fecha de celebración del juicio oral.

        
				
        2. La resolución se notificará en el plazo común de tres días a la solicitante, al Colegio de Abogados y, en su caso al Colegio de Procuradores, a las partes interesadas y al juzgado o tribunal que esté conociendo del proceso, o al Juez Decano de la localidad si aquél no se hubiera iniciado.

        
				
        Si la resolución fuese estimatoria, el letrado del turno de oficio designado inicialmente y, en su caso, el procurador quedarán confirmados, asumiendo la asistencia jurídica, la defensa y, en su caso, la representación gratuitas en todos los procesos y procedimientos administrativos que se deriven de la violencia padecida.

        
				
        
          3. Si fuese desestimatoria, la solicitante podrá designar abogado y procurador de libre elección, debiendo abonar los honorarios y derechos económicos ocasionados por los servicios efectivamente prestados a los profesionales designados de oficio con carácter provisional. En este caso, el letrado actuante habrá de reembolsar a la Administración el importe de las retribuciones percibidas con motivo de su intervención profesional
          [10].
        

        
				
        
          Art. 25 quinquies.
          Aplicación supletoria de las normas comunes.–
          En lo no previsto expresamente en esta sección, se aplicarán a este procedimiento las normas comunes contenidas en la sección 1.ª
          [11].
        

        
				
        
          TÍTULO II
        

        
				
        
          
            Organización de los servicios de asistencia letrada, defensa y representación
            [12]
             
          
        

        
				
        CAPÍTULO PRIMERO

        
				
        
          Organización de la asistencia letrada de oficio
        

        
				
        
          Art. 26.
          Regulación y organización.–
          1. Los Consejos Generales de la Abogacía Española y del Colegio de Procuradores de los Tribunales de España aprobarán las directrices generales sobre organización y funcionamiento de los servicios de asistencia letrada de oficio.
        

        
				
        2. Las Juntas de Gobierno de los Colegios de Abogados y de Procuradores regularán y organizarán los servicios de asistencia letrada y de defensa y representación de quienes soliciten abogado de oficio en cualquier jurisdicción o no designen abogado en la jurisdicción penal, conforme a las directrices adoptadas por los órganos a que se refiere el apartado anterior, que serán, en todo caso, de obligado cumplimiento.

        
				
        3. La organización de los servicios deberá garantizar su continuidad y, cuando el censo de profesionales lo permita, la especialización por órdenes jurisdiccionales, atendiendo a criterios de eficiencia y funcionalidad en la aplicación de los fondos públicos puestos a su disposición, velando por la distribución objetiva de turnos y medios.

        
				
        Los sistemas de distribución de turnos y medios serán públicos para todos los colegiados, así como para los solicitantes de asistencia jurídica gratuita.

        
				
        
          Art. 27.
          Obligaciones profesionales.–
          1. Los abogados y procuradores designados de oficio desempeñarán sus funciones de forma real y efectiva hasta la finalización del procedimiento en la instancia judicial de que se trate y, en su caso, la ejecución de las sentencias, si las actuaciones procesales en ésta se produjeran dentro de los dos años siguientes a la resolución judicial dictada en la instancia.
        

        
				
        2. En el procedimiento especial para el enjuiciamiento rápido de delitos, la asistencia letrada se prestará por el mismo abogado desde el momento de la detención, si la hubiese, o desde que se requiera dicha asistencia y hasta la finalización del procedimiento, incluido el juicio oral y, en su caso, la ejecución de la sentencia.

        
				
        3. En el supuesto de asistencia a las mujeres víctimas de violencia de género, la orientación jurídica, defensa y asistencia se asumirán por una misma dirección letrada desde el momento en que se requiera, y abarcará todos los procesos y procedimientos administrativos que tengan causa directa o indirecta en la violencia padecida hasta su finalización, incluida la ejecución de sentencia. Este mismo derecho asistirá también a los causahabientes en caso de fallecimiento de la víctima.

        
				
        
          4. Sólo en el orden penal los letrados designados podrán excusarse de la defensa, siempre que concurra un motivo personal y justo, que será apreciado por los decanos de los colegios. En el supuesto de atención a las víctimas de violencia de género, la aceptación de la excusa en el orden penal implicará el cese en los demás procedimientos y la designación de un nuevo letrado
          [13].
        

        
				
        
          Art. 28.
          Régimen de guardias.–
          1. Para la atención letrada al detenido durante la detención y la realización de las primeras diligencias de instrucción criminal que resulten procedentes, así como para la asistencia letrada a quien se le atribuya un delito en el atestado policial, haya sido detenido o no, para cuya instrucción y enjuiciamiento es de aplicación el procedimiento especial previsto en el título III de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en su redacción dada por la Ley 38/2002, de 24 de octubre, todos los Colegios 
          de Abogados establecerán un régimen de guardias que garantice, de forma permanente, la asistencia y defensa de aquéllos.
        

        
				
        2. Para la orientación jurídica, defensa y asistencia letrada inmediatas de las mujeres víctimas de violencia de género en todos los procesos y procedimientos que tengan causa directa o indirecta en la violencia padecida y desde el momento en que lo requieran, todos los Colegios de Abogados establecerán un régimen de guardias especializado en la defensa de las víctimas de violencia de género.

        
				
        
          3. El régimen de guardias así como el número de letrados que integran cada servicio de guardia se determinará, entre otras circunstancias, en función del volumen de litigiosidad, ámbito territorial, características geográficas o situación y distancia de los centros de detención. A tal efecto, el Consejo General de la Abogacía Española, con la conformidad del Ministerio de Justicia, determinará los parámetros a que han de ajustarse los colegios profesionales en la determinación del número de letrados que ha de integrar el servicio de guardia
          [14].
        

        
				
        
          Art. 29.
          
            Prestación de los servicios de guardia.–1. Con carácter general, los servicios de guardia se prestarán con periodicidad diaria, y se incorporarán a éstos, en situación de disponibilidad o de presencia física, todos los letrados que lo integren conforme al régimen establecido por el colegio respectivo, y que realizarán cuantas asistencias sean necesarias durante el servicio de guardia.        

        
				
      2. Excepcionalmente, en aquellos colegios en los que la reducida dimensión de sus actividades u otras características así lo aconsejen, se podrán establecer servicios de guardia con diferente periodicidad, a los que se irán incorporando los letrados a medida que se produzca alguna incidencia que requiera asistencia letrada.

        
				
        3. Para la orientación jurídica, defensa y asistencia letrada inmediata de las mujeres víctimas de violencia de género se establecerá en cada Colegio de Abogados una guardia de disponibilidad de la que formarán parte letrados especializados en la defensa de las víctimas de violencia de género, en el número que se determine por el propio colegio de conformidad con los parámetros que a tal efecto se determinen conforme a lo dispuesto en el apartado 3 del artículo anterior y con la periodicidad que asimismo se determine.

        
				
        
          4. El régimen de prestación de servicios de guardia que se determine requerirá ser conocido, con carácter previo, por el Ministerio de Justicia
          [15].
        

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        
          Reconocimiento, renuncia y cuestiones organizativas de la asistencia jurídica gratuita
        

        
				
        
          Art. 30.
          Efectos del reconocimiento del derecho.–
          1. El reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita llevará consigo la confirmación de las designaciones provisionales de abogado y, en su caso, procurador de oficio, y si éstas no se hubiesen producido, el nombramiento inmediato de los profesionales que defiendan y en su caso, representen al titular del derecho, así como del resto de las prestaciones que integren el derecho. En cada ámbito territorial, los Colegios de Abogados y los Colegios de Procuradores actuarán de manera coordinada para efectuar las designaciones que procedan en cada caso, y no podrá actuar, al mismo tiempo, un abogado de oficio y un procurador libremente elegido o viceversa, salvo que el profesional de libre elección renuncie por escrito a percibir sus honorarios o derechos ante el titular del derecho a la asistencia jurídica gratuita y ante el colegio ante el que se halle inscrito.
        

        
				
        2. En el orden penal, se asegurará en todo caso la defensa desde el momento mismo de la detención, sin perjuicio del abono por el cliente de los honorarios devengados si no le fuese reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita.

        
				
        
          3. Cuando se trate de asistencia a la mujer víctima de violencia de género, se asegurará dicha asistencia desde el momento en que la mujer lo solicite, produciendo la falta de reconocimiento del derecho iguales efectos a los señalados en el apartado anterior
          [16].
        

        
				
        
          Art. 31.
          Renuncia a la designación.–
          1. Quienes crean tener derecho a la asistencia jurídica gratuita podrán renunciar expresamente a la designación de abogado y procurador de oficio, nombrando libremente a profesionales de su confianza, y deberá hacer constar este extremo en la solicitud. La renuncia afectará a ambos.
        

        
				
        2. La renuncia posterior a la designación, que asimismo deberá afectar a ambos profesionales, tendrá que ser comunicada expresamente a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita y a los colegios profesionales, y no implicará la pérdida de las demás prestaciones del derecho a asistencia jurídica gratuita que se hubiesen reconocido.

        
				
        3. Para asegurar la efectiva y mutua comunicación de las renuncias de los profesionales a la percepción de honorarios y derechos, así como las de los interesados a las designaciones de oficio, los Colegios de Abogados y Procuradores adoptarán cuantas medidas sean necesarias.

        
				
        
          Art. 32.
          Servicios de orientación jurídica.–
          1. Cada Colegio de Abogados contará necesariamente con un servicio de orientación jurídica que asumirá, además de las funciones que le asigne la Junta de Gobierno, el asesoramiento previo a los peticionarios de asistencia jurídica gratuita, la información sobre el cumplimiento de los requisitos necesarios para su reconocimiento y el auxilio en la redacción de los impresos normalizados de solicitud. Este servicio tendrá carácter gratuito para los solicitantes.
        

        
				
        2. Los Colegios de Abogados adoptarán las medidas precisas para facilitar el acceso de los ciudadanos a los servicios de orientación jurídica y para difundir adecuadamente la localización de sus dependencias y sus funciones.

        
				
        
          Art. 33.
          Formación y especialización.–
          1. De conformidad con lo previsto en el artículo 25 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, el Ministerio de Justicia, previo informe de los Consejos Generales de la Abogacía Española y de los Colegios de Procuradores de los Tribunales de España, establecerá los requisitos generales mínimos de formación y especialización necesarios para prestar los servicios de asistencia jurídica gratuita, así como aquellos relativos a experiencia profesional previa
          [17].
        

        
				
        2. Dichos requisitos serán de obligado cumplimiento para todos los colegios profesionales.

        
				
        
          Art. 34.
          Responsabilidad patrimonial.–
          1. Los daños producidos por el funcionamiento de los servicios colegiales de asistencia jurídica gratuita serán resarcidos conforme a las reglas y principios generales de responsabilidad patrimonial contenidos en la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común
          [18].
        

        
				
        2. La anulación o modificación de las decisiones adoptadas por los colegios profesionales respecto de las designaciones provisionales de abogado y de procurador, que sean acordadas por las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita en el momento de dictar resolución, o por los órganos judiciales que resuelvan las impugnaciones previstas en el artículo 20 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, no suponen en sí mismas título de imputación de responsabilidad a los colegios profesionales.

        
				
        3. La tramitación de las reclamaciones de indemnización se ajustará a lo previsto por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de los procedimientos de las Administraciones públicas en materia de responsabilidad patrimonial, en lo que sea de aplicación y, en todo caso, con las siguientes precisiones:

        
				
        
          a)
          El procedimiento de reclamación de indemnización se iniciará mediante solicitud del interesado, que se dirigirá y presentará ante el colegio profesional que corresponda.
        

        
				
        
          b)
          La resolución final, que acuerde o desestime la indemnización reclamada, será adoptada, previo dictamen del Consejo de Estado, por la Junta de Gobierno del colegio respectivo.
        

        
				
        
          Art. 35.
          Insostenibilidad de la pretensión.–
          1. Cuando el abogado designado para un proceso considere insostenible la pretensión que pretende hacerse valer, deberá comunicarlo a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita dentro de los seis días siguientes a su designación, mediante la presentación de un informe debidamente motivado en el que exponga los argumentos jurídicos en los que fundamenta su decisión, y se tramitará a continuación conforme a lo previsto en los artículos 32 a 35 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita.
        

        
				
        Este mismo procedimiento se seguirá cuando se trate de interponer recursos contra resoluciones que hayan puesto fin al proceso en la instancia correspondiente, si el abogado del recurrente considerase inviable la pretensión.

        
				
        2. Los Colegios de Abogados llevarán un registro especial en el que se dejará constancia de los expedientes tramitados con motivo de la insostenibilidad de la pretensión formulada por los colegiados.

        
				
        
          TÍTULO III
        

        
				
        
          Subvención y supervisión de los servicios de asistencia jurídica gratuita
        

        
				
        
          Art. 36.
          Subvención.–
          1. El Ministerio de Justicia subvencionará con cargo a sus dotaciones presupuestarias la implantación y prestación de los servicios de asistencia jurídica gratuita por los Colegios de Abogados y Procuradores en su ámbito de gestión.
        

        
				
        El importe de la subvención se aplicará a retribuir las actuaciones profesionales previstas por la ley siempre que tengan por destinatarios a quienes sean beneficiarios del derecho a la asistencia jurídica gratuita. Asimismo, se destinará a retribuir los gastos devengados por la tramitación de los expedientes de asistencia jurídica gratuita, así como, en su caso, el asesoramiento y la orientación previos al proceso.

        
				
        
          2. Los libramientos de las subvenciones se efectuarán trimestralmente
          [19].
        

        
				
        
          Art. 37.
          Retribución de abogados y procuradores.–
          1. La retribución de los abogados y procuradores se realizará conforme a bases económicas y módulos de compensación fijados en atención a la tipología de procedimientos en los que intervengan dichos profesionales.
        

        
				
        Los módulos y bases económicas de referencia, aplicables a partir de la entrada en vigor de este reglamento, serán los que se determinan en el anexo II.

        
				
        2. Para años sucesivos, el Ministro de Justicia, previo informe del Consejo General de la Abogacía Española, del Consejo General de los Colegios de Procuradores de los Tribunales de España y del Ministerio de Hacienda, determinará, en función de las dotaciones presupuestarias, el importe económico que, en atención a su complejidad, se asignará a cada una de las actuaciones previstas en el citado anexo II.

        
				
        
          Art. 38.
          Devengo de la indemnización.–
          1. Los abogados y procuradores devengarán la retribución correspondiente a su actuación, en los porcentajes establecidos en el anexo III, una vez acrediten documentalmente ante sus respectivos colegios la intervención profesional realizada, que habrá de ser verificada por éstos. Dicha documentación se conservará por los colegios, quienes la pondrán a disposición del Consejo General de la Abogacía Española y, en su caso, del Ministerio de Justicia cuando sea solicitada.
        

        
				
        2. Cuando se trate del servicio de asistencia letrada al detenido, la indemnización se devengará por servicio de guardia de 24 horas al finalizar éste y las asistencias realizadas se considerarán, con las limitaciones que se establezcan, como una única actuación.

        
				
        Si, excepcionalmente, el servicio de guardia fuese de duración superior, se retribuirá por asistencia individualizada, sin que la retribución diaria de cada letrado, sea cual sea el número de las realizadas, pueda exceder del doble de la cantidad asignada por día a cada letrado por servicio de guardia de 24 horas.

        
				
        Las actuaciones posteriores a la primera declaración del detenido o preso se considerarán incluidas en la retribución que corresponda al procedimiento de que se trate conforme al baremo establecido en el anexo II.

        
				
        3. Cuando se trate de asesoramiento y asistencia a la mujer víctima de violencia de género, el servicio de guardia se retribuirá conforme al baremo establecido en el anexo II. Las actuaciones posteriores en procesos o procedimientos administrativos que tengan su origen directo o indirecto en la violencia padecida se retribuirán igualmente conforme a las bases y módulos establecidos en el anexo II correspondientes al procedimiento de que se trate.

        
				
        4. Cuando se trate de un procedimiento de enjuiciamiento rápido, excepto en el supuesto a que se refiere el apartado anterior, en el que las actuaciones que se realicen se retribuirán en la forma indicada en él, todas las actuaciones, incluida la asistencia letrada al detenido, si la hubiera, se considerarán incluidas en la retribución que corresponda al procedimiento conforme al baremo establecido en el anexo II. No obstante, si una vez prestada la asistencia letrada al detenido en las diligencias policiales o en la primera comparecencia judicial, el juez determinara que el procedimiento no es susceptible de tramitación rápida, la actuación letrada de asistencia al detenido se considerará, a efectos de su retribución, como asistencia individualizada, y se devengará una vez adoptada la resolución judicial y previa su acreditación.

        
				
        5. Asimismo, si durante el servicio de guardia los letrados a quienes por turno corresponda no hubiesen efectuado ninguna intervención, serán retribuidos por haber permanecido en disponibilidad en la cuantía que se fija en el anexo II.

        
				
        Si, por el contrario, durante el tiempo de la guardia el número de letrados que constituye el servicio de guardia de asistencia para el enjuiciamiento rápido de delitos excepcionalmente resultase insuficiente, los letrados que forman parte del servicio de guardia de asistencia al detenido podrán pasar a reforzar dicho servicio, sin perjuicio de percibir la indemnización correspondiente por servicio de guardia al detenido. Este refuerzo, en cualquier caso, será acordado por el colegio correspondiente, a la vista de la situación planteada.

        
				
        
          6. En todos los casos, la documentación acreditativa de la actuación profesional realizada ha de ser presentada en el colegio, dentro del plazo de un mes natural, contado a partir de la fecha de su realización
          [20].
        

        
				
        
          Art. 39.
          
            Gastos de funcionamiento e infraestructura.
            

          
          1. El coste que genera a los Colegios Profesionales de Abogados y Procuradores el funcionamiento operativo de los servicios de asistencia jurídica gratuita, de las unidades encargadas del asesoramiento y la orientación previos al proceso a los ciudadanos y de la calificación provisional de las pretensiones solicitadas se compensará en función de la aplicación a cada expediente del siguiente módulo:
        

        
				
        
          a)
          Colegios de Abogados: 30 euros por expediente tramitado.
        

        
				
        
          b)
          Colegios de Procuradores: 3 euros por expediente tramitado.
        

        
				
        2. La cantidad resultante de multiplicar el módulo por cada expediente se devengará cuando quede constancia de que éste está completo y ha sido enviado a la correspondiente Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita para su resolución definitiva.

        
				
        3. Dentro del mes natural siguiente al de finalización de cada trimestre, los Consejos Generales de la Abogacía Española y de los Procuradores de los Tribunales de España, así como las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita, remitirán, por separado, al Ministerio de Justicia una certificación que contenga el número de expedientes completos tramitados por cada Colegio de Abogados y de Procuradores que han tenido entrada en las respectivas comisiones. En función de dichas certificaciones, el Ministerio de Justicia efectuará reglamentariamente los libramientos trimestrales que correspondan con cargo a sus dotaciones presupuestarias.

        
				
        4. Para subvencionar el coste que generen al Consejo General de la Abogacía Española y al Consejo General de los Colegios de Procuradores de los Tribunales de España sus actuaciones en materia de asistencia jurídica gratuita, trimestralmente los Consejos percibirán una cantidad igual a la resultante de aplicar el 11,5 por ciento al importe que corresponda a los colegios por los expedientes tramitados, según lo dispuesto en los apartados 1 y 2 de este artículo.

        
				
        
          Art. 40.
          Gestión colegial de la subvención.–
          1. Los Consejos Generales de la Abogacía Española y de los Colegios de Procuradores de los Tribunales de España distribuirán entre sus respectivos colegios el importe de la subvención que corresponda a cada uno, en función del número de actuaciones profesionales realizadas y acreditadas por éstos ante los citados Consejos Generales, así como de los expedientes tramitados, durante el trimestre inmediatamente anterior al de cada libramiento.
        

        
				
        2. Los Consejos Generales y los Colegios, en cuanto entidades colaboradoras para la gestión de la subvención, estarán sujetos a las reglas y obligaciones establecidas para dichos sujetos por la Ley General Presupuestaria.

        
				
        
          Art. 41.
          Procedimiento de aplicación de la subvención.–
          1. Dentro del mes natural siguiente al de la finalización de cada trimestre, el Consejo General de la Abogacía Española y el Consejo General de los Colegios de Procuradores de los Tribunales de España remitirán al Ministerio de Justicia una certificación que contenga los datos relativos al número y clase de actuaciones realizadas por cada colegio a lo largo del trimestre anterior, junto con la justificación del coste económico total asociado a aquéllas.
        

        
				
        2. En función de dichas certificaciones, el Ministerio de Justicia efectuará a continuación los libramientos trimestrales que correspondan, sin perjuicio de las posteriores regularizaciones que procedan una vez cumplimentada en su totalidad la justificación anual regulada en los artículos siguientes.

        
				
        
          Art. 42.
          Justificación anual de la aplicación de la subvención.–
          Dentro de los cuatro primeros meses de cada año, los Consejos Generales justificarán ante el Ministerio de Justicia la aplicación de la subvención percibida durante todo el ejercicio inmediatamente anterior. Si incumplieran dicha obligación, se suspenderán los sucesivos libramientos hasta que se rinda la cuenta. En el supuesto de que la cuenta justificativa fuese incompleta por retraso u omisión de algún Colegio de Abogados o de Procuradores, se detraerá de los libramientos posteriores una cantidad igual a la última distribuida por los Consejos Generales a dichos colegios.
        

        
				
        Las diferencias que puedan resultar de los libramientos a cuenta realizados conforme a lo previsto en el apartado 2 del artículo anterior se regularizarán una vez cumplimentado el trámite de justificación anual.

        
				
        
          Art. 43.
          Contenido de la justificación anual.–
          1. La justificación anual de la aplicación de los fondos percibidos a que se refiere el artículo anterior comprenderá, en el caso del Consejo General de la Abogacía Española, los siguientes extremos:
        

        
				
        
          a)
          Número total de prestaciones de asistencia letrada realizadas, así como su distribución en cada uno de los colegios.
        

        
				
        
          b)
          Número total de servicios de guardia realizados en los colegios.
        

        
				
        
          c)
          Cantidad distribuida a cada colegio para indemnizar las prestaciones de asistencia letrada en servicio de guardia y relación, por colegios, de las indemnizaciones percibidas por cada profesional que haya intervenido en la prestación del servicio.
        

        
				
        
          d)
          Número total de prestaciones de asistencia jurídica gratuita, excluidas las correspondientes a los servicios de guardia, así como su distribución entre cada uno de los colegios, desglosados ambos datos por tipo de procedimiento.
        

        
				
        
          e)
          Cantidades distribuidas a cada colegio para indemnizar las anteriores prestaciones y relación por colegios de las indemnizaciones percibidas por cada profesional que haya intervenido en aquéllas.
        

        
				
        
          f)
          Importe destinado a atender los gastos de infraestructura y funcionamiento operativo de los servicios de asistencia jurídica gratuita.
        

        
				
        
          g)
          Relación de las cantidades distribuidas a cada colegio por el Consejo General, para atender los gastos de organización, infraestructura y funcionamiento de los servicios, con indicación de los criterios seguidos para ello y detalle de la aplicación que de dichas cantidades haya realizado cada colegio.
        

        
				
        
          h)
          Importe de los intereses devengados, en su caso, por los sucesivos libramientos y aplicación de aquéllos.
        

        
				
        
          i)
          Aplicación de los requisitos de formación y especialización necesarios para prestar los servicios de asistencia jurídica gratuita.
        

        
				
        
          2. La justificación anual que deberá presentar el Consejo General de los Colegios de Procuradores de los Tribunales de España comprenderá los extremos mencionados en los párrafos
          d)
          a
          i)
          del apartado anterior.
        

        
				
        
          Art. 44.
          Contabilización separada.–
          Tanto el Consejo General de la Abogacía Española como los Colegios de Abogados, deberán contabilizar separadamente las cantidades libradas para atender a las finalidades referidas en la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita y en este reglamento.
        

        
				
        Idéntica obligación corresponderá al Consejo General de los Colegios de Procuradores de los Tribunales de España y a los Colegios de Procuradores.

        
				
        
          TÍTULO IV
        

        
				
        
          Asistencia pericial gratuita
        

        
				
        
          Art. 45.
          Abono de honorarios.–
          1. El abono de los honorarios devengados por los profesionales a los que se refiere el segundo párrafo del artículo 6.6 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita correrá a cargo del Ministerio de Justicia, excepto en los siguientes casos:
        

        
				
        
          a)
          Cuando en la sentencia que ponga fin al proceso haya pronunciamiento sobre costas a favor del titular del derecho a la asistencia jurídica gratuita.
        

        
				
        
          b)
          Cuando, venciendo en el pleito el titular del derecho a la asistencia jurídica gratuita y no existiendo en la sentencia pronunciamiento expreso sobre costas, los beneficios obtenidos por aquél en el procedimiento superen en tres veces la cuantía de las costas causadas en su defensa.
        

        
				
        2. En el supuesto de que en la sentencia que ponga fin al proceso fuera condenado en costas el titular del derecho a la asistencia jurídica gratuita, quedará éste obligado a abonar las peritaciones realizadas por técnicos privados, si dentro de los tres años siguientes a la terminación del proceso viniese a mejor fortuna.

        
				
        Para hacer efectiva dicha obligación, será de aplicación el procedimiento al que hace referencia el artículo 20.

        
				
        
          Art. 46.
          
            Coste económico de las pruebas periciales.–1. Antes de la realización de la prueba pericial, el técnico privado designado conforme a lo previsto en el párrafo segundo del artículo 6.6 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita remitirá a la Gerencia del Ministerio de Justicia competente por razón del territorio, para su aprobación, una previsión del coste económico de aquélla, que incluirá necesariamente los extremos siguientes:        

        
				
  
          a)
          Tiempo previsto para la realización de la pericia y valoración del coste por hora.
        

        
				
        
          b)
          Gastos necesarios para su realización.
        

        
				
        
          c)
          Copia de la resolución judicial que dio lugar a la realización de la prueba.
        

        
				
        La previsión inicial del coste quedará automáticamente aprobada si en el plazo de un mes, desde su remisión, la Gerencia Territorial no formula ningún reparo a su cuantificación.

        
				
        2. La minuta de honorarios se ajustará a la previsión del coste económico, aprobada conforme a lo dispuesto en el apartado anterior. Para su devengo, el profesional aportará, además, documentos que acrediten el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita de quien instó la prueba pericial y pronunciamiento del órgano judicial sobre las costas generadas por el proceso.

        
				
        DISPOSICIÓN ADICIONAL

        
				
        
          Única.
          
            Autorización de cesión de datos de naturaleza tributaria a las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita.–La presentación de la solicitud de asistencia jurídica gratuita supondrá la autorización del solicitante para que la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita obtenga de forma directa de la Administración tributaria la acreditación, en su caso, de que no está obligado a presentar declaración por el Impuesto de la Renta de las Personas Físicas, en cuyo caso el solicitante no deberá aportar la correspondiente certificación.        

        
				
  
          No obstante, el solicitante podrá denegar expresamente el consentimiento, en cuyo caso deberá aportar la mencionada certificación
          [21].
        

        
				
        ANEXO I

        
				
        
          [.......]
          [22]
        

        
				
        
          ANEXO II
          [23]
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      ANEXO III

        
				
        
          Momento del devengo de la indemnización
        

        
				
        Los abogados y procuradores devengarán la indemnización correspondiente a su actuación en el turno de oficio, con arreglo a los siguientes porcentajes:

        
				
        1. Un 70 por 100.

        
				
        
          a)
          En procesos civiles, incluidos los de familia, a la presentación de la copia de la providencia de admisión de demanda o teniendo por formulada la contestación de ésta.
        

        
				
        
          b)
          En apelaciones civiles, a la presentación de la copia de providencia admitiendo a trámite el recurso o, en su caso, la personación en la alzada.
        

        
				
        
          c)
          En procedimientos penales, a la presentación de la copia de la diligencia o solicitud de actuación procesal en la que intervenga el letrado o procurador, o de la apertura del juicio oral.
        

        
				
        
          d)
          En apelaciones penales, a la presentación de la copia de la resolución judicial teniendo por formalizado o impugnado el recurso o del señalamiento para la vista.
        

        
				
        
          e)
          En los demás procedimientos, a la presentación de la copia de la diligencia judicial acreditativa de la intervención del letrado, o procurador de los tribunales.
        

        
				
        
          f)
          En los recursos de casación formalizados, a la presentación de la copia de la providencia por la que se tenga por formalizado el recurso.
        

        
				
        
          g)
          En los recursos de casación no formalizados, a la presentación de la copia del informe dirigido al colegio, fundamentando la inviabilidad del recurso.
        

        
				
        2. El restante 30 por 100 de los asuntos procedentes, a la presentación de la copia de la sentencia o resolución que ponga fin a la instancia.

        
				
        3. En las transacciones extrajudiciales e informe de insostenibilidad de la pretensión, se devengará la totalidad de la indemnización correspondiente a la presentación de documento suscrito por el interesado o del informe de insostenibilidad.

        
				
        4. En las salidas a centros de prisión, se devengarán la totalidad de la indemnización a la presentación de certificación expedida por el centro penitenciario, acreditativa de la actuación realizada.

        
				
        5. En la vía administrativa previa (extranjería y asilo), se devengará la totalidad de la indemnización a la presentación de la copia de la resolución o acto administrativo que suponga la finalización del procedimiento.

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [1] Disposición adicional derogada por el Real Decreto 1455/2005 de 2 de diciembre («BOE» núm. 301, de 17 de diciembre), por el que se modifica el Reglamento de asistencia jurídica gratuita, aprobado por el Real Decreto 996/2003, de 25 de julio.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [2] Artículo redactado conforme al Real Decreto 1455/2005 de 2 de diciembre («BOE» núm. 301, de 17 de diciembre), por el que se modifica el Reglamento de asistencia jurídica gratuita.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [3] Los citados artículos del Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo («BOE” núm. 129, de 30 de mayo), sobre indemnizaciones por razón de servicio preceptúan lo siguiente:
            

            
						
            
              «Art. 27.
               
              Normas generales sobre asistencias.–
              1. Se entenderá por “asistencia” la indemnización reglamentaria que, de acuerdo con lo previsto en los artículos siguientes, proceda abonar por:
            

            
						
            
              a)
              Concurrencia a las reuniones de Órganos Colegiados de la Administración, de Órganos de Administración de Organismos públicos y de Consejos de Administración de empresas con capital o control públicos.
            

            
						
            
              b)
              Participación en “tribunales de oposiciones y concursos encargados de la selección de personal o de pruebas cuya superación sea necesaria para el ejercicio de profesiones o para la realización de actividades”.
            

            
						
            
              c)
              Colaboración con carácter no permanente ni habitual en institutos, escuelas o unidades de formación y perfeccionamiento del personal al servicio de las Administraciones públicas.
            

            
						
            2. Los Ministerios, Organismos, empresas y demás entidades que abonen las asistencias a que se refiere el presente artículo comunicarán semestralmente a los Ministerios de Hacienda y de Administraciones Públicas el detalle de las cantidades satisfechas por los conceptos a que se refiere el apartado anterior.

            
						
            3. Dichas cantidades en ningún caso podrán totalizar, para el conjunto de los tres tipos de asistencias, un importe por año natural superior al 50 por 100 de las retribuciones anuales, excluidas las de carácter personal derivadas de la antigüedad, que se perciban por el puesto de trabajo desempeñado.

            
						
            Las cantidades devengadas que superen los límites fijados para la percepción de asistencias en el párrafo anterior de este apartado y en los artículos 28.3, 32 y 33 del presente Real Decreto serán ingresadas directamente en el Tesoro Público por los centros pagadores a que se refiere el apartado anterior.

            
						
            4. Las percepciones correspondientes a las asistencias reguladas en este artículo serán compatibles con las dietas que puedan corresponder a los que para la asistencia o concurrencia se desplacen de su residencia oficial.

            
						
            5. Los centros pagadores efectuarán las retenciones a efectos del IRPF que correspondan según la normativa vigente en cada caso para dicho impuesto.

            
						
            
              Art. 28.
              Asistencias por la concurrencia a reuniones de Órganos Colegiados, y Órganos de Administración de Organismos públicos y Consejos de Administración de Empresas con capital o control públicos.–
              1. Las asistencias por la concurrencia, personal o por representación, a reuniones de Órganos colegiados de la Administración y Órganos de Administración de Organismos públicos se abonarán, excepcionalmente, en aquellos casos en que así se autorice por el Ministro de Hacienda. A tal efecto, este Ministerio, a iniciativa del Departamento interesado, fijará inicialmente las correspondientes cuantías máximas a percibir en concepto de asistencias que tendrán validez durante el ejercicio en curso y el siguiente. Para períodos bianuales sucesivos el Ministerio de Hacienda autorizará, en su caso, a solicitud del propio órgano, la continuidad de las mismas una vez tenido en cuenta el cumplimiento de lo previsto sobre la comunicación periódica a que se refiere el apartado 2 del artículo anterior.
            

            
						
            2. Las empresas con capital o control públicos fijarán las compensaciones económicas por la asistencia a sus Consejos de Administración de acuerdo con los criterios generales establecidos en sus propios Estatutos o Reglamentos, dentro de las cuantías máximas establecidas por el Ministerio de Hacienda con carácter general para cada grupo de empresas según la importancia de las mismas.

            
						
            3. En ningún caso se podrá percibir por las asistencias a que se refieren los dos apartados anteriores un importe anual superior al 40 por 100 de las retribuciones, excluidas las de carácter personal derivadas de la antigüedad, que correspondan, asimismo anualmente, por el puesto de trabajo principal.»

            
						
            Ténganse asimismo presentes, la Orden EHA/3770/2005, de 1 de diciembre («BOE» núm. 289, de 3 de diciembre), por la que se revisa el importe de la indemnización por uso de vehículo particular, y la Resolución de 2 de diciembre de 2005, de la Secretaría de Estado de Hacienda y Presupuestos («BOE» núm. 289, de 3 de diciembre), por la que se hace público el Acuerdo de Consejo de Ministros de 2 de diciembre de 2005, por el que, en cumplimiento de lo dispuesto en la disposición final 4.ª del Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo, se revisa el importe de las dietas en territorio nacional establecidas en su anexo II.



          
					
          
            
						
            
              [4] La Orden de 23 de septiembre de 1997 («BOE» núm. 237, de 3 de octubre), sobre tramitación de las solicitudes de asistencia jurídica gratuita en el ámbito de la jurisdicción penal, estableció:
            

            
						
            «Primero.–En los procedimientos penales, cuando el Colegio de Abogados aprecie la imposibilidad de acreditar la documentación a la que se refiere el artículo 8 del Reglamento de Asistencia Jurídica Gratuita, remitirá el expediente que haya podido aportar el interesado a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita correspondiente para que continúe la tramitación.

Dicho expediente habrá de ir acompañado de una acreditación de las gestiones realizadas por el Colegio y por el Abogado designado para recabar dicha documentación, así como de un informe sobre la valoración que al Abogado le merece la concreta situación del interesado a efectos del reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [5] Véase asimismo la Orden PRE/1551/2003, de 10 de junio («BOE» núm. 141, de 13 de junio), por la que se desarrolla la disposición final 1.ª del Real Decreto citado.            



          
					
    
            
						
            
              [6] El citado Real Decreto ha sido derogado por el Real Decreto 939/2005, de 29 de julio («BOE» núm. 210 de 2 de septiembre), por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación, cuyos artículos 70 a 73 regulan el procedimiento de apremio.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [7] Esta sección tercera y los artículos 25 bis a quinquies que la integran han sido incorporados a este Reglamento por el Real Decreto 1455/2005 de 2 de diciembre. Téngase en cuenta el artículo 20 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre («BOE» núm. 313, de 29 de diciembre), de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género que dice:
            

            
						
            
              «Art. 20.
              Asistencia jurídica
              .–1. Las mujeres víctimas de violencia de género que acrediten insuficiencia de recursos para litigar, en los términos establecidos en la Ley 1/1996, de 10 enero, de Asistencia Jurídica Gratuita, tienen derecho a la defensa y representación gratuitas por Abogado y Procurador en todos los procesos y procedimientos administrativos que tengan causa directa o indirecta en la violencia padecida. En estos supuestos una misma dirección letrada asumirá la defensa de la víctima. Este derecho asistirá también a los causahabientes en caso de fallecimiento de la víctima. En todo caso, se garantizará la defensa jurídica, gratuita y especializada de forma inmediata a todas las víctimas de violencia de género que lo soliciten, sin perjuicio de que si no se les reconoce con posterioridad el derecho a la asistencia jurídica gratuita, éstas deberán abonar al abogado los honorarios devengados por su intervención.
            

            
						
            2. En todo caso, cuando se trate de garantizar la defensa y asistencia jurídica a las víctimas de violencia de género, se procederá de conformidad con lo dispuesto en la Ley 1/1996, de 10 enero, de Asistencia Jurídica Gratuita.

            
						
            3. Los Colegios de Abogados, cuando exijan para el ejercicio del turno de oficio cursos de especialización, asegurarán una formación específica que coadyuve al ejercicio profesional de una defensa eficaz en materia de violencia de género.

            
						
            4. Igualmente, los Colegios de Abogados adoptarán las medidas necesarias para la designación urgente de letrado de oficio en los procedimientos que se sigan por violencia de género.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [8] Adicionado por el Real Decreto 1455/2005, de 2 de diciembre («BOE» núm. 301, de 17 de diciembre).            



          
					
          
            
						
            
              [9] Adicionado por el Real Decreto 1455/2005, de 2 de diciembre («BOE» núm. 301, de 17 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [10] Añadido por el Real Decreto 1455/2005, de 2 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [11] Artículo adicionado por el Real Decreto 1455/2005, de 2 de diciembre («BOE» núm. 301, de 17 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [12] Véanse los artículos 45 y 46 del Estatuto General de la Abogacía Española aprobado por Real Decreto 658/2001, de 22 de junio («BOE» núm. 164, de 10 de julio), 42 a 46 del Estatuto General de los Procuradores, aprobado por Real Decreto 1281/2002, de 5 de diciembre («BOE» núm. 305, de 21 de diciembre) y modificado por Real Decreto 351/2006, de 24 de marzo («BOE» núm. 87, de 12 de abril).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [13] Artículo redactado conforme al Real Decreto 1455/2005, de 2 de diciembre («BOE» núm. 301, de 17 de diciembre). Véase el artículo 7 de la Ley 1/1996, de 10 de enero (§ 18), y el 20 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre («BOE» núm. 313, de 29 de diciembre) reproducido en nota al epígrafe de la sección 3.ª de esta disposición.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [14] Redactado conforme al Real Decreto 1455/2005, de 2 de diciembre («BOE» núm. 301, de 17 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [15] Artículo redactado conforme al Real Decreto 1455/2005, de 2 de diciembre («BOE» núm. 301, de 17 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [16] Artículo redactado de conformidad con el Real Decreto 1455/2005, de 2 de diciembre («BOE» núm. 301, de 17 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [17] Téngase en cuenta la Ley 34/2006, de 30 de octubre («BOE» núm. 260, de 31 de octubre), sobre el acceso a las profesiones de Abogado y Procurador de los Tribunales, y la Orden de 3 de junio de 1997 («BOE» núm. 144, de 17 de junio), por la que se establecen los requisitos mínimos de formación y especialización necesarios para prestar los servicios de asistencia jurídica gratuita, que dispone lo siguiente:
            

            
						
            
              «Primero.
              Requisitos generales mínimos exigibles a los abogados:
            

            
						
            1. Se establecen como requisitos generales mínimos exigibles a los abogados para prestar los servicios de asistencia jurídica gratuita los siguientes:


              a)
              Tener residencia habitual y despacho abierto en el ámbito del colegio respectivo y, en el caso de que el colegio tenga establecidas demarcaciones territoriales especiales, tener despacho en la demarcación territorial correspondiente, salvo que, en cuanto a este último requisito, la Junta de Gobierno del Colegio lo dispense excepcionalmente para una mejor organización y eficacia del servicio.
            

            
						
            
              b)
              Acreditar más de tres años en el ejercicio efectivo de la profesión.
            

            
						
            
              c)
              Estar en posesión del diploma del curso de Escuela de Práctica Jurídica o de cursos equivalentes homologados por los Colegios de Abogados, o haber superado los cursos o pruebas de acceso a los servicios de turno de oficio y asistencia letrada al detenido establecidos por las Juntas de Gobierno de los Colegios de Abogados.
            

            
						
            
              2. Excepcionalmente, la Junta de Gobierno de cada colegio podrá dispensar motivadamente el cumplimiento del requisito establecido en la letra
              c)
              del punto anterior, si concurrieren en el solicitante méritos y circunstancias que acreditasen su capacidad para la prestación del servicio.
            

            
						
            
              Segundo.
              Requisitos generales mínimos exigibles a los procuradores:
            

            
						
            1. Se establecen como requisitos generales mínimos exigibles a los procuradores de los Tribunales para prestar los servicios de asistencia jurídica gratuita los siguientes:

            
						
            
              a)
              Tener residencia habitual y despacho abierto en el territorio del partido judicial en el que se haya de actuar.            


              b)
              Acreditar la asistencia a los cursos de formación que, al efecto, hayan organizado los Colegios de Procuradores, así como la superación de las pruebas de aptitud celebradas a la finalización de los mismos.
            

            
						
            
              2. La Junta de Gobierno de cada colegio podrá, con carácter excepcional y de forma motivada, eximir del cumplimiento del requisito establecido en la letra
              b)
              del punto anterior, si en el solicitante concurrieren méritos y circunstancias que acreditasen su capacidad para la prestación del servicio.            


              Tercero.
              Ámbito de aplicación
              .–Los requisitos establecidos en la presente Orden serán de obligado cumplimiento para todos los Colegios de Abogados y de Procuradores, sin perjuicio de los requisitos complementarios que puedan establecer las Comunidades Autónomas que hayan asumido el ejercicio efectivo de competencias en materia de provisión de medios materiales para el funcionamiento de la Administración de Justicia.»            



          
					
          
            
						
            [18] Artículos 139 y siguientes de la citada Ley.



          
					
    
            
						
            
              [19] Artículo redactado conforme al Real Decreto 1455/2005, de 2 de diciembre («BOE» núm. 301, de 17 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [20] Artículo redactado según el Real Decreto 1455/2005, de 2 de diciembre («BOE» núm. 301, de 17 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [21] Disposición adicional añadida por el Real Decreto 1455/2005 de 2 de diciembre («BOE» núm. 301, de 17 de diciembre), por el que se modifica el Reglamento de asistencia jurídica gratuita, aprobado por Real Decreto 996/2003, de 25 de julio.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [22] Dadas las características de esta obra, se omite la publicación de este anexo.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [23] Este anexo se incluye con las modificaciones introducidas por el Real Decreto 1455/2005, de 2 de diciembre, («BOE» núm. 301, de 17 de diciembre), por el que se modifica el Real Decreto de Asistencia Jurídica Gratuita.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          VÍCTIMAS DE DELITOS
        

        
				
        
          § 20
          LEY 35/1995, DE 11 DE DICIEMBRE (JEFATURA DEL ESTADO), DE AYUDAS Y ASISTENCIA A LAS VÍCTIMAS DE DELITOS VIOLENTOS Y CONTRA LA LIBERTAD SEXUAL
          [1]
        

        
				
        («BOE» núm. 296, de 12 de diciembre de 1995)

        
				
        EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

        
				
        I

        
				
        La víctima del delito ha padecido un cierto abandono desde que el sistema penal sustituyó la venganza privada por una intervención pública e institucional, ecuánime y desapasionada, para resolver los conflictos generados por la infracción de la ley penal. Pero, desde una perspectiva más global, la pretensión punitiva del Estado debe acercarse al problema social y comunitario en que el delito consiste para prevenirlo y recuperar al infractor, desde luego, pero además para recuperar en lo posible el daño padecido por la víctima. En muchas ocasiones, el abandono social de la víctima a su suerte tras el delito, su etiquetamiento, la falta de apoyo psicológico, la misma intervención en el proceso, las presiones a que se ve sometida, la necesidad de revivir el delito a través del juicio oral, los riesgos que genera su participación en el mismo, etc., producen efectos tan dolorosos para la víctima como los que directamente se derivan del delito.

        
				
        En esta línea, desde hace ya bastantes años la ciencia penal pone su atención en la persona de la víctima, reclamando una intervención positiva del Estado dirigida a restaurar la situación en que se encontraba antes de padecer el delito o al menos a paliar los efectos que el delito ha producido sobre ella.

        
				
        En el caso de los delitos violentos, las víctimas sufren, además, las consecuencias de una alteración grave e imprevista de su vida habitual, evaluable en términos económicos. En el supuesto de que la víctima haya sufrido lesiones corporales graves, la pérdida de ingresos y la necesidad de afrontar gastos extraordinarios acentúan los perjuicios del propio hecho delictivo. Si se ha producido la muerte, las personas dependientes del fallecido se ven abocadas a situaciones de dificultad económica, a menudo severa. Estas consecuencias económicas del delito golpean con especial dureza a las capas sociales más desfavorecidas y a las personas con mayores dificultades para insertarse plenamente en el tejido laboral y social.

        
				
        II

        
				
        La preocupación por la situación de las víctimas de los delitos registra ya importantes manifestaciones normativas tanto en Convenios y Recomendaciones de organismos internacionales como en la legislación comparada.

        
				
        Debe destacarse el Convenio número 116, del Consejo de Europa, de 24 de noviembre de 1983, sobre la indemnización a las víctimas de delitos violentos. Su entrada en vigor se produjo en 1988 y aunque no firmado aún por España, constituye un referente jurídico de primer orden en el tratamiento de esta materia, al lado de la Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa a los Estados miembros, de 28 de junio de 1985, sobre la posición de la víctima en el marco del derecho penal y del procesado penal.

        
				
        En el ámbito de la legislación comparada, aunque iniciándose en primer lugar en el área anglosajona, se ha ido extendiendo la protección a las víctimas por los países de nuestro entorno geográfico, a raíz de la aprobación del citado Convenio del Consejo de Europa.

        
				
        Por otra parte, en el ámbito interno, el fenómeno de la victimización ha encontrado eco en los programas de partidos políticos y en iniciativas parlamentarias desde hace una década.

        
				
        III

        
				
        La Ley regula, por una parte, las ayudas de contenido económico a las víctimas de delitos violentos y, por otra parte, la asistencia a las víctimas de todo tipo de delitos.

        
				
        El concepto legal de ayudas públicas contemplado en esta Ley debe distinguirse de figuras afines y, señaladamente, de la indemnización. No cabe admitir que la prestación económica que el Estado asume sea una indemnización ya que éste no puede asumir sustitutoriamente las indemnizaciones debidas por el culpable del delito ni, desde otra perspectiva, es razonable incluir el daño moral provocado por el delito. La Ley, por el contrario, se construye sobre el concepto de ayudas públicas –plenamente recogido en nuestro Ordenamiento– referido directamente al principio de solidaridad en que se inspira.

        
				
        La presente Ley contempla los delitos violentos y dolorosos cometidos en España. El concepto de dolo excluye de entrada los delitos de imprudencia cuya admisión haría inviable económicamente esta iniciativa legislativa. Por otra parte, tanto el Convenio del Consejo de Europa como el grueso de la legislación comparada aluden únicamente a los delitos intencionales, es decir, dolosos.

        
				
        Los delitos susceptibles de generar ayudas públicas serán aquellos cuyo resultado sea la muerte, lesiones corporales graves o daños graves en la salud física o mental. Por lo que respecta a la gravedad de las lesiones o los daños en la salud, la Ley se remite a efectos de su valoración a la legislación de la Seguridad Social.

        
				
        De esta forma se opta por acotar aquellos delitos violentos con resultado de máxima gravedad con el propósito de avanzar de forma rigurosa aunque selectiva, cubriendo inicialmente los daños de carácter más grave pero afianzando la convicción social de que esta función debe ser paulatinamente ejercida por el Estado.

        
				
        El concepto de beneficiario se ha construido atendiendo a considerar como víctimas tanto a quien sufre directamente las lesiones corporales o daños en su salud como a las personas que dependieran del fallecido en los supuestos con resultado de muerte.

        
				
        La cuantificación de las ayudas es un aspecto central del sistema. Se parte de la fijación de cuantías máximas correspondientes a cada una de las clases de incapacidad contempladas por la legislación de la Seguridad Social. Sobre estos importes máximos la ayuda a percibir se establecerá aplicando coeficientes correctores en atención a la situación económica de la víctima, al número de personas que dependieran económicamente de ella y al grado de afectación o menoscabo sufrido. Igual criterio se sigue en el supuesto de muerte: fijación de una cuantía máxima de ayuda y aplicación sobre ella de coeficientes correctores.

        
				
        La ayuda económica se declara incompatible con la percepción de las indemnizaciones de los perjuicios y daños causados por el delito que se establezcan mediante sentencia judicial. El círculo se cierra declarando la subrogación del Estado en los derechos que asistan a la víctima contra el autor del delito y hasta el total importe de la ayuda concedida.

        
				
        La gestión de este sistema de ayudas se confía al Ministerio de Economía y Hacienda, con objeto de no crear una nueva estructura administrativa.

        
				
        La revisión en vía administrativa de las resoluciones de dicho Departamento se encomienda a una Comisión Nacional de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual, creada al amparo de las previsiones del artículo 107.2 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Se considera que un procedimiento de impugnación ante una Comisión integrada por representantes de distintos Departamentos y, eventualmente, por representantes de organizaciones o sectores sociales especialmente vinculados a este tema permitirá una actuación más ajustada que la vía clásica del recurso administrativo ante el órgano superior jerárquico.

        
				
        La concesión de la ayuda se condiciona, como regla general, a que se haya producido la resolución judicial firme que ponga fin al proceso penal. Los plazos con los que trabaja la Justicia penal hacen que esta solución sea insatisfactoria en aquellos casos en los que la precaria situación de la víctima reclame una ayuda económica desde el momento en que se ha cometido el delito. La Ley contempla la concesión de ayudas provisionales, atendiendo a la precaria situación de la víctima del delito.

        
				
        Un punto particularmente sensible es el de la confluencia de este nuevo sistema de ayudas con el régimen de resarcimientos vigentes para las víctimas de bandas armadas y elementos terroristas.

        
				
        Elementales razones de prudencia financiera impiden en estos momentos establecer un sistema de ayudas a las víctimas de los delitos violentos equiparable al de las víctimas de bandas armadas y elementos terroristas, tanto en la cuantía de las ayudas como en la cobertura de los daños materiales. Por otra parte, una confluencia de regímenes que supusiera minorar las cuantías percibidas por las víctimas de delitos terroristas sería sin duda inaceptable para la actual sensibilidad política y social.

        
				
        Se ha optado por una solución intermedia basada en dos elementos. Por una parte, se deslegaliza por completo el régimen de resarcimientos por daños a las víctimas de bandas armadas y elementos terroristas. Por otra parte, se prevé la confluencia de ambos regímenes en sus aspectos procedimentales en el momento en que se apruebe el Reglamento de desarrollo de la presente Ley.

        
				
        En cuanto a la asistencia a las víctimas, se contempla en la Ley como concepto diferenciado de las estrictas ayudas económicas a las víctimas de delitos violentos.

        
				
        Con ello pretende generalizar la atención psicológica y social a las víctimas de delitos de todo tipo, a través de la red de Oficinas de asistencia a las víctimas, que canalizarán sus primeras necesidades atendiendo a las más perentorias que se produzcan como consecuencia del delito, generalizando las experiencias surgidas ya en varios puntos de la geografía española con resultado muy positivo.

        
				
        CAPÍTULO PRIMERO

        
				
        Ayudas públicas

        
				
        
          Artículo 1.
          Objeto.
          –1. Se establece un sistema de ayudas públicas en beneficio de las víctimas directas e indirectas de los delitos dolosos y violentos, cometidos en España, con el resultado de muerte, o de lesiones corporales graves, o de daños graves en la salud física o mental.
        

        
				
        2. Se beneficiarán asimismo de las ayudas contempladas por esta Ley las víctimas de los delitos contra la libertad sexual aun cuando éstos se perpetraran sin violencia.

        
				
        
          Art. 2.
          Beneficiarios.
          –1. Podrán acceder a estas ayudas quienes, en el momento de perpetrarse el delito, sean españoles o nacionales de algún otro Estado miembro de la Unión Europa o quienes, no siéndolo, residan habitualmente en España o sean nacionales de otro Estado que reconozca ayudas análogas a los españoles en su territorio.
        

        
				
        En el caso de fallecimiento, lo previsto en el párrafo anterior será exigible respecto de los beneficiarios a título de víctimas indirectas, con independencia de la nacionalidad o residencia habitual del fallecido.

        
				
        2. Podrán acceder a estas ayudas, a título de víctimas directas, las personas que sufran lesiones corporales graves o daños graves en su salud física o mental como consecuencia directa del delito.

        
				
        
          3.
          Son beneficiarios a título de víctimas indirectas, en el caso de muerte, y con referencia siempre a la fecha de ésta, las personas que reúnan las condiciones que se indican a continuación:
        

        
				
        
          a)
          El cónyuge del fallecido, si no estuviera separado legalmente, o la persona que hubiera venido conviviendo con el fallecido de forma permanente con análoga relación de afectividad a la de cónyuge, con independencia de su orientación sexual, durante, al menos, los dos años anteriores al momento del fallecimiento, salvo que hubieran tenido descendencia en común, en cuyo caso bastará la mera convivencia.
        

        
				
        
          b)
          Los hijos del fallecido, siempre que dependieran económicamente de él, con independencia de su filiación y edad, o de su condición de póstumos.
        

        
				
        
          c)
          Los hijos que, no siéndolo del fallecido, lo fueran de las personas contempladas en el párrafo
          a)
          anterior, siempre que dependieran económicamente de aquél.
        

        
				
        
          d)
          En defecto de las personas contempladas por los párrafos
          a), b)
          y
          c)
          anteriores, serán beneficiarios los padres de la persona fallecida si dependieran económicamente de ella.
        

        
				
        4. De concurrir varios beneficiarios a título de víctimas indirectas, la distribución de la cantidad a que ascienda la ayuda se efectuará de la siguiente forma:

        
				
        
          a)
          La cantidad se dividirá en dos mitades. Corresponderá una al cónyuge o a la persona que hubiera venido conviviendo con el fallecido en los términos del párrafo
          a)
          del apartado anterior. Corresponderá la otra mitad a los hijos contemplados por los párrafos
          b)
          y
          c)
          del apartado anterior, y se distribuirá entre todos ellos por partes iguales.
        

        
				
        
          b)
          De resultar beneficiario los padres del fallecido, la cantidad a que ascienda la ayuda se repartirá entre ellos por partes iguales.
        

        
				
        5. Serán también beneficios a título de víctimas indirectas los padres del menor que fallezca a consecuencia directa del delito.

        
				
        
          Art. 3.
          Supuestos especiales de denegación o limitación.
          –1. Se podrá denegar la ayuda pública o reducir su importe cuando su concesión total o parcial fuera contraria a la equidad o al orden público atendidas las siguientes circunstancias declaradas por sentencia:
        

        
				
        
          a)
          El comportamiento del beneficiario si hubiera contribuido, directa o indirectamente, a la comisión del delito, o al agravamiento de sus perjuicios.
        

        
				
        
          b)
          Las relaciones del beneficiario con el autor del delito, o su pertenencia a una organización dedicada a las acciones delictivas violentas.
        

        
				
        
          2. Si el fallecido a consecuencia del delito estuviera incurso en alguna de las causas de denegación o limitación de las ayudas contempladas en el apartado anterior, podrán acceder a las mismas los beneficiarios a título de víctimas indirectas, si quedaran en situación de desamparo económico
          [2].
        

        
				
        
          Art. 4.
          Concepto de lesiones y daños.
          –1. A los efectos de la presente Ley, son lesiones graves aquellas que menoscaben la integridad corporal o la salud física o mental y que incapaciten con carácter temporal o permanente a la persona que las hubiera sufrido.
        

        
				
        No se considerará incapacidad permanente aquella que no suponga un grado de minusvalía de, al menos, el 33 por 100.

        
				
        2. Las lesiones corporales o los daños a la salud física o mental habrán de tener entidad suficiente como para que, conforme a la legislación de la Seguridad Social, tuviera lugar una declaración de invalidez permanente en cualquiera de sus grados o una situación de incapacidad temporal superior a seis meses.

        
				
        3. Reglamentariamente se determinarán el procedimiento y el órgano competente para la calificación de las lesiones o daños a la salud.

        
				
        
          Art. 5.
          Incompatibilidades.–
          1. La percepción de las ayudas reguladas en la presente Ley no será compatible con la percepción de las indemnizaciones por daños y perjuicios causados por el delito, que se establezcan mediante sentencia.
        

        
				
        No obstante lo establecido en el párrafo anterior, procederá el eventual abono de toda o parte de la ayuda regulada en la presente Ley y normas de desarrollo cuando el culpable del delito haya sido declarado en situación de insolvencia parcial, sin que en ningún caso pueda percibirse por ambos conceptos importe mayor del fijado en la resolución judicial.

        
				
        2. Asimismo, las ayudas contempladas en esta Ley serán incompatibles con las indemnizaciones o ayudas económicas a que el beneficiario de las mismas tuviera derecho a través de un sistema de seguro privado, así como, en el supuesto de incapacidad temporal de la víctima, con el subsidio que pudiera corresponder por tal incapacidad en un régimen público de Seguridad Social.

        
				
        No obstante lo establecido en el párrafo anterior, procedería el eventual abono de la ayuda regulada en la presente Ley y normas de desarrollo, al beneficiario de un seguro privado cuando el importe de la indemnización a percibir en virtud del mismo fuera inferior a la fijada en la sentencia sin que la diferencia a pagar pueda superar el baremo fijado.

        
				
        3. En los supuestos de lesiones o daños determinantes de la incapacidad permanente o muerte de la víctima, la percepción de las ayudas será compatible con la de cualquier pensión pública que el beneficiario tuviera derecho a percibir.

        
				
        4. Las ayudas por incapacidad permanente serán compatibles con las de incapacidad temporal.

        
				
        
          Art. 6.
          Criterios para determinar el importe de las ayudas.–
          1. El importe de las ayudas no podrá superar en ningún caso la indemnización fijada en la sentencia. Tal importe se determinará mediante la aplicación de las siguientes reglas, en cuanto no supere la cuantía citada:
        

        
				
        
          a)
          De producirse situación de incapacidad temporal, la cantidad a percibir será la equivalente al duplo del salario mínimo interprofesional diario vigente, durante el tiempo en que el afectado se encuentre en tal situación después de transcurridos los seis primeros meses.
        

        
				
        
          b)
          De producirse lesiones invalidantes, la cantidad a percibir como máximo se referirá al salario mínimo interprofesional mensual vigente en la fecha en que se consoliden las lesiones o daños a la salud y dependerá del grado de incapacitación de acuerdo con la siguiente escala:
        

        
				
        Incapacidad permanente parcial: cuarenta mensualidades.

        
				
        Incapacidad permanente total: sesenta mensualidades.

        
				
        Incapacidad permanente absoluta: noventa mensualidades.

        
				
        Gran invalidez: ciento treinta mensualidades.

        
				
        
          c)
          En los casos de muerte, la ayuda máxima a percibir será de ciento veinte mensualidades del salario mínimo interprofesional vigente en la fecha en que se produzca el fallecimiento.
        

        
				
        2. El importe de la ayuda se establecerá mediante la aplicación de coeficientes correctores sobre las cuantías máximas previstas en el apartado anterior, en la forma que reglamentariamente se determine y en atención a:

        
				
        
          a)
          La situación económica de la víctima y del beneficiario.
        

        
				
        
          b)
          El número de personas que dependieran económicamente de la víctima y del beneficiario.
        

        
				
        
          c)
          El grado de afectación o menoscabo que sufriera la víctima dentro de los límites de aquella situación que le correspondiera de entre las previstas por el artículo 6.1.
          b)
          de esta Ley.
        

        
				
        
          3. En el supuesto contemplado por el artículo 2.5 de esta Ley, la ayuda consistirá únicamente en el resarcimiento de los gastos funerarios que hubieran satisfecho efectivamente los padres o tutores del menor fallecido, en la cuantía máxima que reglamentariamente se determine
          [3].
        

        
				
        
          4. En los supuestos de delitos contra la libertad sexual que causaren a la víctima daños en su salud mental, el importe de la ayuda sufragará los gastos del tratamiento terapéutico libremente elegido por ella, en la cuantía máxima que reglamentariamente se determine
          [4].
        

        
				
        Será procedente la concesión de esta ayuda aun cuando las lesiones o daños sufridos por la víctima no sean determinantes de incapacidad temporal.

        
				
        En cualquier caso, la ayuda prevista por este apartado será compatible con la que correspondiera a la víctima si las lesiones o daños sufridos produjeran incapacidad temporal o lesiones invalidantes.

        
				
        
          Art. 7.
          Prescripción de la acción.–
          1. La acción para solicitar las ayudas prescribe por el transcurso del plazo de un año contado desde la fecha en que se produjo el hecho delictivo. El plazo de prescripción quedará suspendido desde que se inicie el proceso penal por dichos hechos, volviendo a correr una vez recaiga resolución judicial firme que ponga fin provisional o definitivamente al proceso y le haya sido notificada personalmente a la víctima.
        

        
				
        2. En los supuestos en que a consecuencia directa de las lesiones corporales o daños en la salud se produjese el fallecimiento, se abrirá un nuevo plazo de igual duración para solicitar la ayuda o, en su caso, la diferencia que procediese entre la cuantía satisfecha por tales lesiones o daños y la que corresponda por el fallecimiento; lo mismo se observará cuando, como consecuencia directa de las lesiones o daños, se produjese una situación de mayor gravedad a la que corresponda una cantidad superior.

        
				
        Reglamentariamente se determinará el procedimiento para comprobar el nexo causal en los supuestos contemplados por este apartado.

        
				
        
          Art. 8.
          Competencias.–
          1. Las solicitudes de ayuda presentadas al amparo de la presente Ley serán tramitadas y resueltas por el Ministerio de Economía y Hacienda
          [5].
        

        
				
        2. Sus resoluciones y actos de trámite que determinen la imposibilidad de continuar el procedimiento o produzcan indefensión, podrán ser impugnadas por los interesados ante la Comisión Nacional de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual, creada por el artículo 11 de esta Ley.

        
				
        
          Este procedimiento de impugnación tendrá carácter sustitutivo del recurso
          ordinario,
          en los términos del artículo 107.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común
          [6].
        

        
				
        
          Art. 9.
          Procedimiento.–
          1. Las solicitudes de las ayudas, dirigidas al Ministerio de Economía y Hacienda, se podrán presentar por el interesado o por su representante en cualquiera de las formas previstas por el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y contendrán los extremos a que se refiere el artículo 70.1 de dicha Ley.
        

        
				
        2. Las solicitudes de ayuda que se formulen deberán contener además, los siguientes datos:

        
				
        
          a)
          Acreditación documental del fallecimiento, en su caso, y de la condición de beneficiario a título de víctima indirecta
          [7].
        

        
				
        
          b)
          Descripción de las circunstancias en que se hubiera cometido el hecho que presente caracteres de delito doloso violento, con indicación de la fecha y el lugar de su comisión.
        

        
				
        
          c)
          Acreditación de que los hechos fueron denunciados ante la autoridad pública.
        

        
				
        
          d)
          Declaración sobre las indemnizaciones y ayudas percibidas por el interesado o de los medios de que dispone para obtener cualquier tipo de indemnización o ayuda por dichos hechos.
        

        
				
        
          e)
          Copia de la resolución judicial firme que ponga fin al proceso penal, ya sea sentencia, auto de rebeldía o que declare el archivo por fallecimiento del culpable, o declare el sobreseimiento provisional de la causa o el sobreseimiento libre por darse los supuestos previstos por los artículos 641.2.º ó 637.3.º de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, respectivamente.
        

        
				
        3. El Ministerio de Economía y Hacienda podrá solicitar a las autoridades policiales, al Ministerio Fiscal o a los Juzgados o Tribunales la información que necesite para resolver sobre las solicitudes de ayuda. Podrá proceder, u ordenar que se proceda, a cualquier clase de investigación pertinente a sus propios fines.

        
				
        4. El Ministerio de Economía y Hacienda podrá también recabar de cualquier persona física o jurídica, entidad o Administración pública, la aportación de informes sobre la situación profesional, financiera, social o fiscal del autor del hecho delictivo y de la víctima, siempre que tal información resulte necesaria para la tramitación y resolución de los expedientes de concesión de ayudas, o el ejercicio de las acciones de subrogación o repetición. Podrá igualmente ordenar las investigaciones periciales precisas con vistas a la determinación de la duración y gravedad de las lesiones o daños de salud producidas a la víctima. La información así obtenida no podrá ser utilizada para otros fines que los de la instrucción del expediente de solicitud de ayuda, quedando prohibida su divulgación.

        
				
        
          A fin de que el órgano concedente de la ayuda constate con carácter previo el cumplimiento de las obligaciones fiscales a que se refiere el apartado anterior, aquél solicitará al órgano competente de la Agencia Estatal de Administración Tributaria información sobre ello en relación con los beneficiarios de la correspondiente ayuda
          [8].
        

        
				
        5. La resolución será adoptada tras oír las alegaciones del interesado en trámite de audiencia y conocer el informe del Servicio Jurídico del Estado, que intervendrá siempre en la tramitación de los expedientes.

        
				
        
          Art. 10.
          Concesión de ayudas provisionales.–
          1. Podrán concederse ayudas provisionales con anterioridad a que recaiga resolución judicial firme que ponga fin al proceso penal, siempre que quede acreditada la precaria situación económica en que hubiese quedado la víctima o sus beneficiarios.
        

        
				
        
          Reglamentariamente se determinarán los criterios en virtud de los cuales se considerará precaria la situación económica de la víctima del delito, a los efectos de poder acceder a la concesión de ayudas provisionales
          [9].
        

        
				
        2. Podrá solicitarse la ayuda provisional una vez que la víctima haya denunciado los hechos ante las autoridades competentes o cuando se siga de oficio proceso penal por los mismos.

        
				
        3. La solicitud de ayuda provisional deberá contener, además de los extremos a que se refiere el artículo 70.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, los siguientes datos:

        
				
        
          a)
          La calificación de las lesiones o daños a la salud, realizada por el órgano y mediante el procedimiento que se determine reglamentariamente.
        

        
				
        
          b)
          Acreditación documental del fallecimiento en su caso y de la condición de beneficiario a título de víctima indirecta
          [10].
        

        
				
        
          c)
          Informe del Ministerio Fiscal que indique la existencia de indicios razonables para suponer que el fallecimiento, las lesiones o los daños se han producido por un hecho con caracteres de delito violento y doloso.
        

        
				
        4. La ayuda provisional no podrá ser superior al 80 por 100 del importe máximo de ayuda establecido por esta Ley para los supuestos de muerte, lesiones corporales graves o daños graves en la salud, según corresponda.

        
				
        Su cuantía se establecerá mediante la aplicación de los coeficientes correctores a los que se refiere el artículo 6.2.

        
				
        5. La ayuda provisional podrá ser satisfecha de una sola vez o mediante abonos periódicos, que se suspenderán de producirse alguno de los supuestos previstos por el artículo 14 de esta Ley.

        
				
        
          Art. 11.
          
            Comisión Nacional de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual.–          1. Se crea la Comisión Nacional de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual, que será competente para resolver los procedimientos de impugnación de las resoluciones del Ministerio de Economía y Hacienda en materia de las ayudas reguladas por esta Ley.        

        
				
      La Comisión Nacional no estará sometida a instrucciones jerárquicas y resolverá los procedimientos de impugnación de las resoluciones del Ministerio de Economía y Hacienda, así como los recursos extraordinarios de revisión contra sus propios acuerdos con respeto a los principios, garantías y plazos que las leyes reconocen a los ciudadanos y a los interesados en todo procedimiento administrativo.

        
				
        
          2. El Gobierno, a propuesta de los Ministros de Justicia, de Economía y Hacienda y del Interior, establecerá la composición y el régimen de funcionamiento de la Comisión Nacional. Estará presidida por un Magistrado nombrado a propuesta del Consejo General del Poder Judicial, e integrada por representantes de la Administración General del Estado y, en su caso, de las organizaciones vinculadas a la asistencia y defensa de las víctimas. En cualquier caso, corresponderá una de sus vocalías a un representante del Ministerio Fiscal, nombrado a propuesta del Fiscal General del Estado
          [11].
        

        
				
        3. Los acuerdos de la Comisión Nacional, al resolver los procedimientos de impugnación previstos por la presente Ley, pondrán fin a la vía administrativa.

        
				
        
          Art. 12.
          Procedimiento de impugnación.–
          1. Los interesados podrán impugnar las resoluciones del Ministerio de Economía y Hacienda en materia de las ayudas reguladas por esta Ley ante la Comisión Nacional en el plazo de un mes desde su notificación personal a los interesados.
        

        
				
        Transcurrido dicho plazo sin haberse impugnado la resolución, ésta será firme a todos los efectos, sin perjuicio, en su caso, de la procedencia del recurso extraordinario de revisión ante el Ministerio de Economía y Hacienda.

        
				
        2. La impugnación podrá fundarse en cualquiera de los motivos de nulidad o anulabilidad previstos en los artículos 2 y 63 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

        
				
        Los vicios y defectos que hagan anulable el acto no podrán ser alegados por los causantes de los mismos.

        
				
        3. La impugnación podrá formularse ante el Ministerio de Economía y Hacienda o ante la Comisión Nacional.

        
				
        De formularse ante el Ministerio de Economía y Hacienda, éste deberá remitirla a la Comisión Nacional en el plazo de diez días, con su informe y una copia completa y ordenada del expediente.

        
				
        
          4. Transcurridos tres meses desde la formulación de la impugnación sin que se adopte acuerdo por la Comisión Nacional, se podrá entender desestimada la impugnación, salvo en el supuesto previsto por el artículo 43.3.
          b
          ) de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común
          [12], y quedará expedita la vía del recurso contencioso-administrativo.
        

        
				
        
          Art. 13.
          Acción de subrogación del Estado.–
          El Estado se subrogará de pleno derecho, hasta el total importe de la ayuda provisional o definitiva satisfecha a la víctima o beneficiarios en los derechos que asistan a los mismos contra el obligado civilmente por el hecho delictivo. La repetición del importe de la ayuda contra el obligado civilmente por el hecho delictivo se realizará, en su caso, mediante el procedimiento administrativo de apremio previsto en el Reglamento General de Recaudación.
        

        
				
        El Estado podrá mostrarse parte en el proceso penal o civil que se siga, sin perjuicio de la acción civil que ejercite el Ministerio Fiscal.

        
				
        
          Art. 14.
          Acción de repetición del Estado.–
          El Estado podrá exigir el reembolso total o parcial de la ayuda concedida, por el procedimiento previsto en el Reglamento General de Recaudación, en los siguientes casos:
        

        
				
        
          a)
          Cuando por resolución judicial firme se declare la inexistencia de delito a que se refiere la presente Ley.
        

        
				
        
          b)
          Cuando con posterioridad a su abono, la víctima o sus beneficiarios obtuvieran por cualquier concepto la reparación total o parcial del perjuicio sufrido en los tres años siguientes a la concesión de la ayuda, en los términos establecidos en el artículo 5 de esta Ley.
        

        
				
        
          c)
          Cuando la ayuda se hubiera obtenido en base a la aportación de datos falsos o deliberadamente incompletos o a través de cualquier otra forma fraudulenta, así como la omisión deliberada de circunstancias que determinaran la denegación o reducción de la ayuda solicitada.
        

        
				
        
          d)
          Cuando la indemnización reconocida en la sentencia sea inferior a la ayuda provisional.
        

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        Asistencia a las víctimas

        
				
        
          Art. 15.
          Deberes de información.–
          1. Los Jueces y Magistrados, miembros de la Carrera Fiscal, autoridades y funcionarios públicos que intervengan por razón de su cargo en la investigación de hechos que presenten caracteres de delitos dolosos violentos y contra la libertad sexual, informarán a las presuntas víctimas sobre la posibilidad y procedimiento para solicitar las ayudas reguladas en esta Ley.
        

        
				
        2. Las autoridades policiales encargadas de la investigación de hechos que presenten caracteres de delito recogerán en los atestados que instruyan todos los datos precisos de identificación de las víctimas y de las lesiones que se les aprecien. Asimismo, tienen la obligación de informar a la víctima sobre el curso de sus investigaciones, salvo que con ello se ponga en peligro su resultado.

        
				
        3. En todas las fases del procedimiento de investigación el interrogatorio de la víctima deberá hacerse con respeto a su situación personal, a sus derechos y a su dignidad.

        
				
        
          4. El Secretario judicial cuidará de que la víctima de un hecho que presente caracteres de delito, en el mismo momento de realizar la denuncia o, en todo caso, en su primera comparecencia ante el órgano competente, sea informada en términos claros de las posibilidades de obtener en el proceso penal la restitución y reparación del daño sufrido y de las posibilidades de lograr el beneficio de la justicia gratuita. Igualmente cuidará de que la víctima sea informada de la fecha y lugar de celebración del juicio correspondiente y de que le sea notificada personalmente la resolución que recaiga, aunque no sea parte en el proceso
          [13].
        

        
				
        5. El Ministerio Fiscal cuidará de proteger a la víctima de toda publicidad no deseada que revele datos sobre su vida privada o su dignidad, pudiendo solicitar la celebración del proceso penal a puerta cerrada, de conformidad con lo previsto por la legislación procesal.

        
				
        
          Art. 16.
          Oficinas de asistencia a las víctimas.–
          1. El Ministerio de Justicia
          e
           
          Interior
          procederá, de conformidad con las previsiones presupuestarias, a la implantación de Oficinas de asistencia a las víctimas en todas aquellas sedes de Juzgados y Tribunales o en todas aquellas Fiscalías en las que las necesidades lo exijan.
        

        
				
        
          2. En relación con las actividades desarrolladas por estas Oficinas, el Ministerio de Justicia
          e Interior
          podrá establecer convenios para la encomienda de gestión con las Comunidades Autónomas y con las Corporaciones locales.
        

        
				
        DISPOSICIONES ADICIONALES

        
				
        
          Primera.
          El Gobierno, a propuesta de los Ministros de Justicia
          e
           
          Interior
          y de Economía y Hacienda, podrá revisar las cuantías contempladas en la presente Ley.
        

        
				
        
          Segunda.
          1. La percepción de las ayudas contempladas en esta Ley no será compatible en ningún caso con los resarcimientos por daños a las víctimas de bandas armadas y elementos terroristas.
        

        
				
        
          2.
          Con el fin de homogeneizar paulatinamente el régimen jurídico de las víctimas de los delitos, se habilita al Gobierno para modificar el régimen de resarcimientos por daños a las víctimas de bandas armadas y elementos terroristas, contemplado por el artículo 64 de la Ley 33/1987, con las modificaciones introducidas en dicho precepto por la disposición adicional decimosexta de la Ley 4/1990, y por la disposición adicional decimonovena de la Ley 31/1991, todo ello sin perjuicio de las especialidades propias de este último sistema.
        

        
				
        
          3.
          
            El Reglamento que se dicte para el desarrollo y aplicación de la presente Ley contemplará que la tramitación, resolución e impugnación de los expedientes de resarcimientos por daños a víctimas de bandas armadas y elementos terroristas se sustanciarán por los órganos contemplados por esta Ley
            [14]
          
          .
        

        
				
        
          Tercera.
          Quedan excluidos del ámbito de aplicación de la presente Ley los daños y perjuicios contemplados por la Ley 52/1984, de 26 de diciembre, de protección de medios de transporte por carretera que se hallen en territorio español realizando viajes de carácter internacional, cuya indemnización se resolverá mediante la aplicación de su legislación especial.
        

        
				
        DISPOSICIÓN TRANSITORIA

        
				
        
          Única.
          El Gobierno depositará el instrumento de ratificación del Convenio 116 del Consejo de Europa de 1983 en el plazo de seis meses, a partir de la entrada en vigor de la presente Ley
          [15].
        

        
				
        DISPOSICIONES FINALES

        
				
        
          Primera.
          El Gobierno, a propuesta de los Ministros de Justicia
          e Interior
          y de Economía y Hacienda, aprobará en el plazo máximo de seis meses las disposiciones necesarias para el desarrollo y ejecución de esta Ley
          [16].
        

        
				
        
          Segunda.
          La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
        

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [1] Véase, en el parágrafo siguiente, el Real Decreto 738/1997, de 23 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento de esta Ley (§ 21).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [2] Véase el artículo 7.4 del Reglamento de esta Ley, que se incluye en el parágrafo siguiente.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [3] Artículos 3 y 16 del Reglamento de esta Ley (§ 21).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [4] Véase el artículo 17 del Reglamento de esta Ley (§ 21).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [5] Artículo 21 del Reglamento de esta Ley (§ 21).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [6] La Ley 4/1999, de 13 de enero («BOE» núm. 12, de 14 de enero), que dio nueva redacción al artículo 107 citado, sustituye la referencia al recurso ordinario, que suprime, por la de recurso de alzada.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [7] Artículo 45 del Reglamento de esta Ley (§ 21).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [8] Véase el artículo 29 del Reglamento de esta Ley (§ 21).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [9] Artículo 8 del Reglamento de esta Ley (§ 21).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [10] Véase el artículo 60.1.
              f)
              del Reglamento de esta Ley (§ 21).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [11] Apartado redactado de acuerdo con la Ley 38/1998, de 27 de noviembre («BOE» núm. 285, de 28 de noviembre).
            

            
						
            Véanse los artículos 72 y siguientes del Reglamento de la presente Ley (§ 21).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [12] En la actualidad, párrafo segundo del apartado 2 del mencionado artículo, después de la modificación operada por la Ley 4/1999, de 13 de enero.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [13] Apartado redactado conforme a la Ley 13/2009, de 3 de noviembre («BOE» núm. 266, de 4 de noviembre), de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [14] Los números 2 y 3 de esta disposición adicional se derogaron por la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden Social.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [15] Por Instrumento de 20 de octubre de 2001 («BOE» núm. 312, de 29 de diciembre), España ratificó el Convenio Europeo de 24 de noviembre de 1983, sobre indemnización a las víctimas de delitos violentos.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [16] Véase en el parágrafo siguiente el Real Decreto 738/1997, de 23 de mayo.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          § 21
          REAL DECRETO 738/1997, DE 23 DE MAYO (PRESIDENCIA) POR EL QUE SE APRUEBA EL REGLAMENTO DE AYUDAS A LAS VÍCTIMAS DE DELITOS VIOLENTOS Y CONTRA LA LIBERTAD SEXUAL
        

        
				
        («BOE» núm. 126, de 27 de mayo de 1997)

        
				
        La Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de ayudas y asistencia a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual, prevé en su disposición final primera que el Gobierno, a propuesta de los Ministros de Justicia e Interior y de Economía y Hacienda, aprobará las disposiciones necesarias para su desarrollo y ejecución.

        
				
        Por su parte, la disposición adicional segunda de la referida Ley había previsto, con el fin de ir homogeneizando paulatinamente el régimen jurídico de ayudas a las víctimas de los delitos, habilitar al Gobierno para modificar el régimen de resarcimientos por daños a las víctimas de bandas armadas y elementos terroristas (disposición adicional segunda, apartado 2), asimismo se prescribía que el Reglamento necesario para el desarrollo y aplicación de la Ley 35/1995 habría de ordenar la confluencia de ambos regímenes en sus aspectos procedimentales (disposición adicional segunda, apartado 3).

        
				
        Sin embargo, la ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas fiscales, administrativas y del orden social, ha venido a derogar expresamente los mencionados apartados 2 y 3 de la disposición adicional segunda de la Ley 35/1995 (disposición derogatoria única, apartado 4), atribuyendo, en su artículo 96, al Ministerio del Interior la competencia para el reconocimiento de las distintas ayudas a los afectados por delitos de terrorismo, ampliando las modalidades de resarcimiento para las víctimas del terrorismo, incluyendo nuevos supuestos objeto de protección, e incrementando las cuantías de las modalidades resarcitorias hasta entonces vigentes, dadas las singularidades del colectivo afectado.

        
				
        De ahí que el presente Real Decreto tenga por único objeto aprobar el Reglamento de ayudas a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual, obviando toda referencia al régimen jurídico aplicable a los resarcimientos por actos terroristas, cuyo desarrollo reglamentario, previsto en el artículo 93 de la Ley de Medidas fiscales, administrativas y del orden social, habrá de efectuarse separadamente.

        
				
        El texto del Real Decreto se estructura en un artículo único, una disposición derogatoria y dos disposiciones finales.

        
				
        El artículo único aprueba el Reglamento de ayudas a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual. Las normas contenidas en el Reglamento se apoyan tanto en las remisiones específicas que la propia Ley 35/1995, reguladora de las ayudas, efectúa a tal tipo de disposición, como en la habilitación general contenida en la disposición final primera de la referida Ley. De ahí que las materias desarrolladas por el citado Reglamento puedan agruparse en dos campos.

        
				
        De una parte, se aborda la reglamentación de determinadas cuestiones en las cuales la Ley se remitió expresamente a esta norma. Entre ellas cabe citar: el procedimiento y órgano competente para la calificación de las lesiones o daños a la salud; la fijación de los coeficientes correctores para determinar el importe de la ayuda a percibir en los supuestos de lesiones invalidantes y de fallecimiento; la cuantía máxima de las ayudas por gastos funerarios y por tratamiento terapéutico en los delitos contra la libertad sexual; el procedimiento para comprobar el nexo causal en los supuestos en que, a consecuencia directa de las lesiones o daños en la salud, se produjese el fallecimiento o la agravación de las lesiones, dando lugar a una ayuda de cuantía superior a la inicialmente reconocida; los criterios para determinar la concesión de las ayudas provisionales en situaciones de precariedad, así como la composición y régimen de funcionamiento de la Comisión Nacional de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual, órgano administrativo colegiado de nueva creación, con competencia exclusiva en todo el territorio nacional, para resolver las impugnaciones que se formulen sobre esta materia.

        
				
        De otra, y atendiendo a su función tradicional, el Reglamento completa la norma legal en aquellas cuestiones en las que se ha creído conveniente una mayor precisión normativa, pudiendo destacar, entre otras, la delimitación del concepto de residencia habitual; la definición y deslinde de las diferentes situaciones económicas a que alude la Ley, tales como dependencia económica, desamparo o situación de precariedad; la determinación de la situación de incapacidad temporal y los grados de minusvalía de las víctimas que no estuvieran incluidas en ningún régimen público de Seguridad Social.

        
				
        El Reglamento ha intentado, en la medida de lo posible, acomodarse a la estructura de la Ley, si bien dadas las peculiares características de los distintos tipos de ayudas, así como la complejidad de los requisitos exigidos por aquélla para acceder a las mismas, se ha considerado oportuno, por razones de sistemática y agilidad en la gestión, regular, con carácter previo, unas normas comunes a todos los procedimientos, y establecer, posteriormente, de forma individualizada, las especialidades procedimentales para los diferentes tipos de ayudas.

        
				
        El Reglamento, que consta de 88 artículos, distribuidos en cuatro Títulos y una disposición final, pretende, en definitiva, recoger en un solo texto todos los aspectos que puedan plantearse en orden a la concesión de las ayudas económicas establecidas por la Ley 35/1995.

        
				
        En su virtud, a propuesta del Vicepresidente Segundo del Gobierno y Ministro de Economía y Hacienda, y de los Ministros de Justicia y del Interior, con la aprobación del Ministro de Administraciones Públicas, de acuerdo con el dictamen del Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 23 de mayo de 1997, dispongo:

        
				
        
          Artículo único.
          Aprobación del Reglamento.
          –Se aprueba el Reglamento de ayudas a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual, cuyo texto se inserta como anexo al presente Real Decreto.
        

        
				
        DISPOSICIÓN DEROGATORIA

        
				
        
          Única.
          Derogación normativa
          .–Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan o contradigan a lo previsto en el presente Real Decreto.
        

        
				
        DISPOSICIONES FINALES

        
				
        
          Primera.
          Habilitación de créditos.
          –Por el Ministerio de Economía y Hacienda se habilitarán los créditos necesarios, con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, para hacer efectivas las previsiones de este Real Decreto.
        

        
				
        
          Segunda.
          Facultades de aplicación y desarrollo, y entrada en vigor.
          –Se faculta a los Ministros de Economía y Hacienda, de Justicia, de Trabajo
          y Asuntos Sociales,
          de Administraciones Públicas y del Interior para dictar, en el ámbito de sus respectivas competencias, cuantas disposiciones sean necesarias para la aplicación y desarrollo de lo dispuesto en el presente Real Decreto.
        

        
				
        El presente Real Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

        
				
        ANEXO

        
				
        
          REGLAMENTO DE AYUDAS A LAS VÍCTIMAS DE DELITOS VIOLENTOS Y CONTRA LA LIBERTAD SEXUAL
        

        
				
        
          TÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Normas generales
        

        
				
        
          Artículo 1.
          Ámbito de aplicación.
          –1. El presente Reglamento establece las normas de desarrollo y ejecución del capítulo I de la Ley 35/1995, de 11 de diciembre (en adelante la Ley), de ayudas y asistencia a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual, regulándose específicamente:
        

        
				
        
          a)
          Los procedimientos para la tramitación y resolución de las solicitudes de ayudas, tanto provisionales como definitivas, a las víctimas directas o indirectas de los delitos contemplados en la Ley.
        

        
				
        
          b)
          El procedimiento para el ejercicio de las acciones de subrogación y repetición del Estado para el reintegro total o parcial de las ayudas concedidas, en los casos previstos en la Ley.
        

        
				
        
          c)
          La organización, funcionamiento y procedimiento de la Comisión Nacional de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual, creada por la Ley para el conocimiento y resolución de los procedimientos de impugnación de las resoluciones del Ministerio de Economía y Hacienda en materia de las ayudas en ella establecidas.
        

        
				
        2. Tendrán derecho a las ayudas cuya concesión se regula en el presente Reglamento todas aquellas personas que, reuniendo las condiciones y requisitos exigidos por la Ley, hayan sido víctimas directas o indirectas de los delitos dolosos violentos o contra la libertad sexual previstos en la misma y que se hayan producido desde el día 13 de diciembre de 1995, fecha de su entrada en vigor.

        
				
        No obstante, de acuerdo con lo establecido en el apartado 3 de la disposición adicional primera de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, no tendrá la consideración de beneficiario, a título de víctima indirecta, de las ayudas previstas en la ley, quien fuera condenado por delito doloso de homicidio en cualquiera de sus formas, cuando la fallecida fuera su cónyuge o persona con la que estuviera o hubiera estado ligado de forma estable por análoga relación de afectividad, con independencia de su orientación sexual.

        
				
        
          3. Se establecen también las normas para facilitar a las víctimas del delito, en situaciones transfronterizas, el acceso a las ayudas
          [1].
        

        
				
        
          Art. 2.
          Residencia habitual.
          –A efectos de lo dispuesto en el artículo 2.1 de la Ley, se entenderá que residen habitualmente en España los extranjeros que permanezcan en su territorio en la situación de residencia legal que se regula en el
          
            artículo 13 de la Ley Orgánica 7/1985, de 1 de julio
            [2]
          
          ,
          sobre los derechos y libertades de los extranjeros en España.
        

        
				
        
          Art. 3.
          Ayudas análogas.
          –Cuando los extranjeros que no sean nacionales de ningún Estado miembro de la Unión Europea, ni residan habitualmente en España en los términos del artículo anterior, pretendan acceder a estas ayudas con fundamento en el reconocimiento en su país de ayudas análogas en favor de los españoles, deberán invocar su legislación aplicable, conforme establece el artículo 12.6, del Código Civil, sin perjuicio de que la Administración verifique el contenido y vigencia del Derecho extranjero invocado, y determine su analogía con lo establecido en la Ley.
        

        
				
        
          Art. 4.
          Concurrencia de beneficiarios
          .–1. Cuando concurra el cónyuge del fallecido, no separado legalmente, con la persona que hubiera venido conviviendo con el mismo en los términos previstos en el artículo 2.3, párrafo
          a),
          de la Ley, la condición de beneficiario a título de víctima indirecta sólo la ostentará el cónyuge del fallecido no separado legalmente.
        

        
				
        No obstante, si existieran hijos que, no siéndolo del fallecido, lo fueran de la persona que hubiera venido conviviendo con el mismo, aquéllos también tendrán la condición de beneficiarios a título de víctimas indirectas, siempre que dependieran económicamente del fallecido.

        
				
        
          2. Cuando los beneficiarios a que se refiere el artículo 2.3, párrafos
          b)
          y
          c),
          de la Ley, no concurriesen con el cónyuge o persona que hubiera venido conviviendo con el fallecido, la distribución de la cantidad a que ascienda la ayuda se dividirá por partes iguales entre todos ellos.
        

        
				
        
          Art. 5.
          Dependencia económica.
          –1. A efectos del reconocimiento de la ayuda en favor de las personas incluidas en el artículo 2.3, párrafos
          b)
          y
          c),
          de la Ley, se entenderá que un beneficiario dependía económicamente del fallecido cuando aquél viniera conviviendo con éste a sus expensas y en la fecha del fallecimiento no percibiera, en cómputo anual, rentas o ingresos de cualquier naturaleza, superiores al 150 por 100 del salario mínimo interprofesional, también en cómputo anual vigente en dicho momento.
        

        
				
        2. Se entenderá que los padres del fallecido dependían económicamente del mismo cuando aquéllos vinieran conviviendo con éste a sus expensas y en la fecha del fallecimiento no percibieran conjuntamente, con independencia del régimen económico matrimonial, en cómputo anual, rentas o ingresos de cualquier naturaleza superiores al 225 por 100 del salario mínimo interprofesional, también en cómputo anual, vigente en dicho momento.

        
				
        Si al tiempo del fallecimiento sólo conviviera con el hijo uno de los padres, se considerará que existe dependencia económica cuando éste en dicho momento viviera a sus expensas y no viniera percibiendo, en cómputo anual, rentas o ingresos de cualquier naturaleza superiores al 150 por 100 del salario mínimo interprofesional, también en cómputo anual, vigente en el referido momento.

        
				
        3. Se entenderá, en todo caso, que la separación transitoria de las personas mencionadas en los apartados anteriores, motivada por razón de estudios, trabajo, tratamiento médico, rehabilitación u otras causas similares, no rompe el requisito de la convivencia entre el fallecido y el beneficiario.

        
				
        
          Art. 6.
          Ayudas generadas por los menores de edad y mayores incapacitados.
          –1. El menor de edad que fallezca a consecuencia directa del delito podrá generar simultáneamente el derecho al resarcimiento de gastos funerarios previsto en el artículo 6.3 de la Ley y la ayuda por fallecimientos establecida en el artículo 6.1.
          c)
          de la Ley.
        

        
				
        No obstante, si los padres del menor tuvieran derecho a la ayuda por fallecimiento, no procede el reconocimiento a su favor de la ayuda por gastos funerarios.

        
				
        2. Los incapacitados antes de la mayoría de edad que fallezcan después de alcanzar la misma a consecuencia directa del delito se equipararán a los menores de edad a efectos de lo establecido en el apartado anterior.

        
				
        A efectos de lo dispuesto en este Reglamento, se considerarán incapacitados quienes hayan sido declarados incapaces por sentencia judicial o quienes tuvieran un grado de minusvalía igual o superior al 65 por 100.

        
				
        
          Art. 7.
          Supuestos especiales de denegación o reducción.
          –1. Procederá la denegación de la ayuda pública cuando las circunstancias a que se refiere el artículo 3.1 de la Ley, concurriesen en el beneficiario a título de víctima directa o, en caso de fallecimiento, en el único o en todos los beneficiarios a título de víctimas indirectas.
        

        
				
        
          La denegación de la ayuda por dichas circunstancias respecto de las personas comprendidas en el artículo 2.3, párrafos
          a), b)
          y
          c),
          de la Ley, no dará lugar al reconocimiento de la ayuda en favor de las personas incluidas en el párrafo
          d)
          del citado artículo.
        

        
				
        2. La reducción de la ayuda se producirá cuando existiendo varios beneficiarios a título de víctimas indirectas, sólo uno o algunos de ellos estuvieran incursos en alguna de las causas de denegación previstas en el artículo 3.1 de la Ley.

        
				
        En tal caso, la porción de la ayuda que hubiera correspondido al beneficiario excluido no acrecerá a los demás.

        
				
        3. Cuando el fallecido a consecuencia del delito hubiera podido estar incurso en causa de denegación, sólo podrán acceder a las ayudas los beneficiarios a título de víctimas indirectas que se encuentren en situación de desamparo económico siguiendo el orden de llamamientos establecido en el artículo 2.3 de la Ley.

        
				
        Si en el supuesto previsto en el párrafo anterior, todos o alguno de los beneficiarios estuvieran a su vez incursos en causa de denegación, se aplicará, respectivamente, según proceda, lo dispuesto en los apartados 1 y 2 del presente artículo.

        
				
        4. A efectos de la aplicación del artículo 3.2 de la Ley, se considerará que un beneficiario a título de víctima indirecta se encuentra en situación de desamparo económico cuando viniera conviviendo con el fallecido y a sus expensas en el momento del fallecimiento. No impedirá considerar que el beneficiario vive a expensas del fallecido el hecho de que aquél percibiese rentas o ingresos de cualquier naturaleza, siempre que los mismos, en cómputo anual, no fuesen superiores al 50 por 100 del salario mínimo interprofesional, también en cómputo anual, vigente en el referido momento.

        
				
        5. No procederá la denegación, limitación o reducción de las ayudas que puedan corresponder a los beneficiarios, a título de víctimas indirectas, cuando el condenado por el delito sea cónyuge o conviviente de la persona fallecida.

        
				
        
          No obstante, cuando concurran en alguno de los beneficiarios las circunstancias previstas en el artículo 3.1 de la Ley, serán de aplicación, según proceda, las normas contenidas en los apartados precedentes de este artículo
          [3].
        

        
				
        
          Art. 8.
          Situación de precariedad y condición de beneficiario en las ayudas provisionales.
          –1. A efectos del reconocimiento de las ayudas provisionales establecidas en el artículo 10 de la Ley, se considerará precaria la situación económica de la víctima o de sus beneficiarios si, en la fecha en que se solicite la ayuda, aquélla o éstos no percibieran, en cómputo anual, rentas o ingresos de cualquier naturaleza superiores al salario mínimo interprofesional, también en cómputo anual, vigente en el mencionado momento.
        

        
				
        2. En todo caso, para el reconocimiento de la ayuda provisional de que se trate deberá quedar acreditado que el solicitante reúne los requisitos para ser beneficiario de la ayuda definitiva que pudiera corresponderle.

        
				
        
          Art. 9.
          Situación de incapacidad temporal de las víctimas directas incluidas en un régimen público de Seguridad Social
          .–La situación de incapacidad temporal en que se encuentren las víctimas directas incluidas en un régimen público de Seguridad Social se regirá por la normativa aplicable al régimen de que se trate.
        

        
				
        
          El derecho al subsidio que por tal incapacidad pudiera corresponder a través de un régimen público de Seguridad Social, excluirá el reconocimiento de la ayuda prevista en el artículo 6.1.
          a)
          de la Ley, para la situación de incapacidad temporal.
        

        
				
        
          Art. 10.
          Situación de incapacidad temporal de las víctimas directas que no tengan derecho a un subsidio por tal incapacidad en un régimen público de Seguridad Social.
          —1. Las víctimas directas que no estén incluidas en un régimen público de Seguridad Social, o que estando incluidas no tengan derecho en el mismo al subsidio por incapacidad temporal, se encontrarán en tal situación, a los efectos de la Ley 35/1995, cuando precisen asistencia sanitaria y estén impedidas para realizar las actividades de su vida habitual.
        

        
				
        
          La situación regulada en el presente artículo vendrá determinada por la resolución judicial firme que ponga fin al proceso penal, por el informe del Ministerio Fiscal a que se refiere el artículo 10.3, párrafo
          c),
          de la Ley, o por los informes periciales emitidos por el médico forense que intervenga en las actuaciones judiciales seguidas con motivo del hecho delictivo. A la vista de dichos documentos, se determinará si la incapacidad se ha producido como consecuencia directa de la acción delictiva, así como la fecha de inicio de la situación de incapacidad temporal a efectos de fijar, de acuerdo con el artículo 6.1, párrafo
          a),
          de la Ley, el momento a partir del cual procede el reconocimiento de la ayuda.
        

        
				
        
          Asimismo, corresponderá al médico forense, de acuerdo con el artículo 3, párrafo
          c),
          del Reglamento Orgánico del Cuerpo de Médicos Forenses, aprobado por Real Decreto 296/1996, de 23 de febrero, la constatación de la permanencia de la víctima en la situación de incapacidad temporal, así como la finalización de la misma.
        

        
				
        
          La duración de la situación de incapacidad establecida en este artículo será la misma que la regulada en el artículo 128 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto legislativo 1/1994, de 20 de junio, pudiendo ampliarse hasta un máximo de treinta meses en el supuesto previsto en el artículo 131 bis, apartado 2, de dicho texto refundido
          [4].
        

        
				
        2. El derecho a la ayuda se extinguirá por el transcurso del plazo máximo establecido para la situación de incapacidad temporal, por fallecimiento, o por ser dado de alta médica el beneficiario con o sin la declaración de la minusvalía a que se refiere el artículo 12 siguiente. Asimismo, se podrá declarar la suspensión del pago de la ayuda cuando, sin causa razonable, el beneficiario rechace o abandone el tratamiento que le fuese indicado, o cuando trabaje por cuenta propia o ajena.

        
				
        
          Art. 11.
          Calificación de lesiones invalidantes de las víctimas directas.–
          1. Los grados de incapacidad de las víctimas directas previstos en el artículo 6.1, párrafo
          b),
          de la Ley, respecto del personal incluido en cualesquiera de los regímenes que integran el sistema de la Seguridad Social, exceptuado el Régimen especial de los funcionarios públicos, civiles y militares, vendrán determinados, en cada caso, por la resolución dictada por el Director provincial del Instituto Nacional de la Seguridad Social conforme a lo establecido en el artículo 6 del Real Decreto 1300/1995, de 21 de julio, por el que se desarrolla, en materia de incapacidades laborales del sistema de la Seguridad Social, la Ley 42/1994, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y de orden social.
        

        
				
        
          No obstante, en el supuesto regulado en el párrafo anterior, cuando la víctima no sea declarada afectada de alguno de los grados de incapacidad a que se refiere el citado artículo 6.1
          .b)
          de la Ley por no estar previsto dicho grado en el régimen de Seguridad Social en el que estuviera incluida aquélla, así como en los supuestos en los que aun cuando pudiera existir situación de invalidez la resolución del Director provincial del Instituto Nacional de la Seguridad Social deniegue el derecho a la prestación sin efectuar declaración expresa del grado de incapacidad de la víctima, se procederá a efectuar la calificación de las lesiones de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 del presente artículo.
        

        
				
        2. Las lesiones invalidantes que sufran las víctimas directas no incluidas en el apartado anterior se calificarán mediante dictamen emitido, según proceda en función del lugar de residencia del interesado, por el Equipo de Valoración y Orientación dependiente del Instituto de Migraciones y Servicios Sociales o por el órgano correspondiente de las Comunidades Autónomas, que establecerá el grado de minusvalía del mismo.

        
				
        Cuando se trate de víctimas no residentes en España, sean españoles o no, la calificación de las lesiones invalidantes se efectuará por el Equipo de Valoración y Orientación u órgano correspondiente de las Comunidades Autónomas, en función del lugar de comisión del hecho delictivo, a la vista de los informes periciales emitidos con motivo del proceso penal. Los informes o pruebas complementarias que sean precisos se recabarán de la legación española más próxima al lugar de residencia de la víctima.

        
				
        
          Art. 12.
          Grados de minusvalía.–
          En el supuesto contemplado en el artículo 11.2 del presente Reglamento, los importes máximos de las ayudas que, referidas al salario mínimo interprofesional, se establecen en el artículo 6.1, párrafo
          b),
          de la Ley, se asignarán a los grados de minusvalía que se declaren por el Equipo de Valoración y Orientación u órgano correspondiente de las Comunidades Autónomas, con arreglo a la siguiente escala:
        

        
				
        
          a)
          Del 33 al 44 por 100: 40 mensualidades.
        

        
				
        
          b)
          Entre el 45 y el 64 por 100: 60 mensualidades.
        

        
				
        
          c)
          Más del 65 por 100: 90 mensualidades.
        

        
				
        
          d)
          A partir del 75 por 100 con ayuda de tercera persona: 130 mensualidades.
        

        
				
        Se considerará que existe un grado de minusvalía del 75 por 100 con ayuda de tercera persona cuando concurran las circunstancias previstas en el artículo 145.6 del texto refundido de la Ley General de Seguridad Social.

        
				
        Las declaraciones de gran invalidez efectuadas respecto del personal funcionario por los órganos competentes surtirán efectos para el reconocimiento de la ayuda que corresponda al grado de minusvalía del 75 por 100 con ayuda de tercera persona.

        
				
        
          Art. 13.
          Coeficientes correctores en el supuesto de lesiones invalidantes.
          –Para determinar el importe de la ayuda a percibir en los supuestos de lesiones invalidantes, se aplicarán sobre las cuantías máximas previstas en el artículo 6.1.
          b)
          de la Ley, los siguientes coeficientes correctores en función de:
        

        
				
        
          a)
          Las rentas o ingresos de cualquier naturaleza, en cómputo anual, percibidos por la víctima en la fecha en que se consoliden las lesiones o daños en la salud, según la siguiente escala:
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La consolidación de las lesiones se entenderá producida, cuando la víctima estuviese incluida en el artículo 11.1 de este Reglamento, en la fecha de la resolución del Director provincial del Instituto Nacional de la Seguridad Social, y cuando se trate de una víctima comprendida en el apartado 2 del mencionado artículo, en la fecha del dictamen emitido por el Equipo de Valoración y Orientación u órgano correspondiente de las Comunidades Autónomas.

        
				
        
          b)
          El número de personas que dependieran económicamente de la víctima en la fecha de consolidación de las lesiones o daños, entendiendo por tales, además de las personas que en caso de fallecimiento ostentasen la condición de beneficiario conforme al artículo 2.3, párrafos
          a), b), c)
          y
          d),
          de la Ley, los parientes de la víctima hasta el segundo grado de consanguinidad, cuando unas y otros convivan con la misma y a sus expensas y siempre que no perciban rentas o ingresos de cualquier naturaleza, en cómputo anual, superiores al 150 por 100 del salario mínimo interprofesional, también en cómputo anual, vigente en la mencionada fecha, conforme a la siguiente escala:
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          Art. 14.
          Coeficientes correctores en los supuestos de fallecimiento.
          –Para determinar el importe de la ayuda a percibir en el supuesto de fallecimiento, sobre la cuantía máxima de 120 mensualidades del salario mínimo interprofesional, establecida en el artículo 6.1, párrafo
          c),
          de la Ley, se aplicarán los siguientes coeficientes correctores en función de:
        

        
				
        
          a)
          Las rentas o ingresos de cualquier naturaleza, en cómputo anual, percibidos en la fecha de fallecimiento de la víctima, por el beneficiario o, conjuntamente, por todos los beneficiarios, si fueran varios, según la siguiente escala:
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          b)
          El número de personas que en el momento del fallecimiento de la víctima dependieran económicamente de ésta y del beneficiario o beneficiarios. A tal efecto se computarán como personas dependientes todos los beneficiarios que concurran y los parientes hasta el segundo grado de consanguinidad de la víctima y de los beneficiarios, siempre que todos y cada uno de ellos reúnan las siguientes condiciones:
        

        
				
        1.ª Que en el momento del fallecimiento de la víctima convivieran con ésta o con el beneficiario o beneficiarios, y en ambos casos a expensas de los mismos, y

        
				
        2.ª Que no perciban rentas o ingresos de cualquier naturaleza, en cómputo anual, superiores al 150 por 100 del salario mínimo interprofesional, también en cómputo anual, vigente en la mencionada fecha, conforme a la siguiente escala:
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          Art. 15.
          Reglas para la aplicación de los coeficientes correctores y para la determinación del importe de la ayuda y su distribución.
          –1. Para determinar el importe de la ayuda se aplicarán los coeficientes correctores establecidos en los artículos 13 y 14 del presente Reglamento conforme a las siguientes reglas:
        

        
				
        
          a)
          En el supuesto de lesiones invalidantes la cuantía máxima de la ayuda que corresponda se multiplicará sucesivamente por los coeficientes establecidos en los párrafos
          a)
          y
          b)
          del artículo 13 de este Reglamento.
        

        
				
        
          b)
          En caso de muerte, la cuantía máxima de la ayuda se multiplicará sucesivamente por los coeficientes previstos en los párrafos
          a)
          y
          b)
          del artículo 14 del presente Reglamento. Cuando concurriesen varios beneficiarios, una vez determinado el importe de la ayuda conforme a la regla mencionada, la cantidad resultante se distribuirá entre los mismos según se dispone en el artículo 2.4 de la Ley y en el artículo 4 del presente Reglamento. La porción que se atribuya a un beneficiario podrá ser minorada o suprimida cuando en él concurran las causas de incompatibilidad previstas en el artículo 5, apartados 1 y 2 de la Ley.
        

        
				
        2. En el supuesto de ayudas provisionales por lesiones invalidantes y por fallecimiento, si el importe de la ayuda que resulte de la aplicación de las reglas establecidas en el apartado 1 de este artículo fuera superior al 80 por 100 del importe máximo de la ayuda que corresponda, aquél se minorará en la cuantía necesaria para no sobrepasar el mencionado límite.

        
				
        3. Cuando en el procedimiento de reconocimiento de ayuda provisional por fallecimiento concurran beneficiarios en situación económica precaria con otros que sin encontrarse en dicha situación pudieran ser beneficiarios de la ayuda definitiva, se observarán las reglas del presente artículo, efectuándose la distribución de la ayuda entre todos los beneficiarios se encuentren o no en situación de precariedad, si bien el derecho a la ayuda provisional sólo se reconocerá en favor de quienes se encuentren en tal situación.

        
				
        4. La cantidad a abonar en concepto de ayuda definitiva o porción de la misma reconocida a favor de quien haya sido beneficiario de una ayuda provisional, se determinará deduciendo del importe de la ayuda definitiva o su porción la cantidad percibida como ayuda provisional. Si esta última fuera de mayor cuantía se exigirá el reintegro por la cantidad indebidamente percibida.

        
				
        
          Art. 16.
          Resarcimiento por gastos funerarios.
          –1. La ayuda por gastos funerarios regulada en el artículo 6.3 de la Ley y en el artículo 6 del presente Reglamento se hará efectiva en favor de los padres o tutores del menor o mayor incapacitado, que fallezca a consecuencia directa del delito.
        

        
				
        El importe de esta ayuda sufragará los gastos efectivamente satisfechos, que deberán justificarse documentalmente, con el límite máximo de cinco mensualidades del salario mínimo interprofesional vigente en la fecha del fallecimiento.

        
				
        Tendrán la consideración de gastos funerarios resarcibles los relativos a los servicios de velatorio, transporte, incineración o enterramiento.

        
				
        2. En el supuesto de que, conforme al artículo 10 de la Ley, procediese el reconocimiento provisional del mencionado resarcimiento, no será de aplicación lo establecido en el apartado 4 de dicho artículo.

        
				
        
          Art. 17.
          Ayuda por gastos de tratamiento terapéutico en los delitos contra la libertad sexual.
          –1. La cuantía máxima de la ayuda prevista en el artículo 6.4 de la Ley para sufragar los gastos del tratamiento terapéutico en los delitos contra la libertad sexual que causasen a la víctima daños en su salud mental será de cinco mensualidades del salario mínimo interprofesional vigente en la fecha de emisión del informe a que se refiere el párrafo siguiente.
        

        
				
        La existencia de daños en la salud mental de la víctima susceptibles de tratamiento terapéutico deberá acreditarse mediante informe del médico forense.

        
				
        2. En el supuesto de que, conforme al artículo 10 de la Ley, procediese el reconocimiento provisional de la mencionada ayuda no será de aplicación lo establecido en el apartado 4 de dicho artículo.

        
				
        
          Art. 18.
          Forma de pago de los gastos de tratamiento terapéutico en los delitos contra la libertad sexual.
          –El abono de la ayuda para sufragar los gastos de tratamiento terapéutico en los delitos contra la libertad sexual que causasen a la víctima daños en su salud mental se efectuará con arreglo a los siguientes criterios:
        

        
				
        
          a)
          Cuando la solicitud de la ayuda se formulase antes de iniciar el tratamiento, se podrá acordar el abono de una cantidad a cuenta de una mensualidad del salario mínimo interprofesional.
        

        
				
        Si el interesado no efectuase dicha justificación la Administración exigirá el reembolso de la cantidad concedida.

        
				
        Si la mencionada cantidad a cuenta no fuera suficiente para costear el tratamiento, los gastos que excedan de dicho importe se satisfarán, a solicitud del interesado, en un único o en sucesivos pagos hasta la finalización del tratamiento o, en su caso, hasta alcanzar la cuantía máxima establecida en el artículo 17 de este Reglamento.

        
				
        
          b)
          Si la ayuda se solicitase una vez iniciado el tratamiento, se abonará la cantidad correspondiente por los gastos que justifique el interesado, y los que se originen con posterioridad se abonarán, a solicitud de aquél, en un único o en sucesivos pagos, previa justificación de los mismos, hasta la finalización del tratamiento o, en su caso, hasta alcanzar la cuantía máxima establecida.
        

        
				
        
          c)
          Si en el momento de la solicitud se acreditase que se ha concluido el tratamiento, se abonará la ayuda de una sola vez, por el importe de los gastos justificados, con el límite de la cuantía máxima.
        

        
				
        
          d)
          En el supuesto previsto en el párrafo anterior, si se acreditase la necesidad de reanudar el tratamiento, y no se hubiese agotado la cuantía máxima establecida, se abonarán los nuevos gastos que se originen según el procedimiento previsto en los párrafos
          b)
          y
          c)
          anteriores.
        

        
				
        
          Art. 19.
          Incompatibilidad en los supuestos de insolvencia parcial y de percepción de indemnizaciones por seguro privado.
          –1. A los efectos de lo previsto en el artículo 5.1, párrafo segundo, de la Ley, la situación de insolvencia parcial del culpable del delito o de la persona o personas civilmente responsables del mismo, resultará acreditada a través de la pieza de responsabilidad civil o mediante resolución judicial dictada en fase de ejecución de sentencia.
        

        
				
        En dicho supuesto, de la cuantía de la indemnización fijada en la sentencia en favor de un beneficiario se deducirá el importe que de la misma se le haya hecho efectivo, y para cubrir la diferencia resultante se abonará total o parcialmente la ayuda o la parte de la misma que le correspondiera si hubiera varios beneficiarios.

        
				
        2. La incompatibilidad a que se refiere el artículo 5.2 de la Ley, entre la percepción de las ayudas reguladas en la misma y las indemnizaciones o ayudas económicas a que el beneficiario tuviera derecho a través de un sistema de seguro privado se entenderá existente cuando unas y otras cubran los mismos riesgos y situaciones de necesidad.

        
				
        3. En el supuesto del artículo 5.2, párrafo segundo, de la Ley, cuando la cantidad a percibir en virtud de un seguro privado fuera inferior a la fijada en la sentencia, se abonará la ayuda en la modalidad que corresponda, sin que la suma de los importes a percibir por el seguro y por la ayuda pueda exceder de la cantidad fijada en la sentencia. Si la suma excediera de la cantidad fijada en la sentencia, se minorará el importe de la ayuda en la cuantía necesaria para no sobrepasar el mencionado límite.

        
				
        
          Art. 20.
          Prescripción de la acción en los supuestos de agravación de lesiones invalidantes.–
          1. En los supuestos en que a consecuencia directa de las lesiones corporales o daños en la salud se produjese una situación de mayor gravedad, distinta del fallecimiento, a la que corresponda una cantidad superior, el plazo de prescripción de un año para solicitar la nueva ayuda se computará a partir de la fecha establecida en la resolución por la que se reconoció la ayuda inicial para instar la revisión del grado de incapacidad o minusvalía.
        

        
				
        2. El reconocimiento de una ayuda por agravación de lesiones o daños a que se refiere el apartado anterior sólo podrá efectuarse por una sola vez.

        
				
        
          TÍTULO II
        

        
				
        
          Procedimientos de reconocimiento de las ayudas
        

        
				
        CAPÍTULO PRIMERO

        
				
        Normas generales

        
				
        
          Art. 21.
          Competencia.
          –La competencia para la tramitación y resolución de las solicitudes de las ayudas públicas establecidas en la Ley corresponderá a la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas del Ministerio de Economía y Hacienda.
        

        
				
        
          Art. 22.
          Normativa aplicable a los procedimientos.
          –Los procedimientos para el reconocimiento de las ayudas se ajustarán a lo establecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común
          [5], y en la Ley 35/1995, con las especialidades que se establecen en el presente Reglamento.        

        
				

          Art. 23.
          Iniciación de los procedimientos.
          –1. Los procedimientos para el reconocimiento de las ayudas se iniciarán siempre a solicitud de la persona interesada ante el órgano competente, impulsándose de oficio en todos sus trámites.
        

        
				
        2. Si con posterioridad a la resolución dictada en un procedimiento de ayuda provisional, el interesado solicitara la correspondiente ayuda definitiva, no estará obligado a aportar de nuevo los documentos que obraran en poder de la Administración, como consecuencia de la tramitación del procedimiento previo.

        
				
        
          Art. 24.
          Transformación de procedimientos.–
          Cuando durante la tramitación de un procedimiento de reconocimiento de ayuda provisional recayese resolución judicial firme que ponga fin al proceso penal, se acordará de oficio la iniciación del procedimiento de reconocimiento de la ayuda definitiva que corresponda, lo que se notificará al interesado.
        

        
				
        En el supuesto a que se refiere el presente artículo, los trámites efectuados en el procedimiento de ayuda provisional surtirán plenos efectos en el de ayuda definitiva.

        
				
        
          Art. 25.
          Prueba de la existencia del delito y del nexo causal.
          –1. Para el reconocimiento de la ayuda definitiva será imprescindible que conste en el expediente la existencia de un delito doloso violento o de un delito contra la libertad sexual, que resultará acreditado, de acuerdo con lo establecido en el artículo 9.2.
          e)
          de la Ley, mediante la resolución judicial firme que ponga fin al proceso penal.
        

        
				
        
          2. Cuando se trate del reconocimiento de una provisional, deberá quedar acreditada la existencia de indicios razonables de un hecho que revista caracteres de delito doloso violento o contra la libertad sexual, mediante el informe del Ministerio Fiscal previsto en el artículo 10,3, párrafo
          c),
          de la Ley.
        

        
				
        3. Asimismo, la relación de causalidad entre el hecho delictivo y las lesiones o daños en la salud o, en su caso, el fallecimiento, se deducirá de la resolución judicial firme que ponga fin al proceso penal o del informe del Ministerio Fiscal según se trate, respectivamente, de ayuda definitiva o provisional.

        
				
        En los supuestos de agravación de lesiones, la relación de causalidad entre la agravación de las lesiones y el hecho delictivo se deducirá, según proceda, de la resolución dictada por el Director provincial del Instituto Nacional de la Seguridad Social o del dictamen pericial emitido por el Equipo de Valoración y Orientación dependiente del Instituto de Migraciones y Servicios Sociales u órgano correspondiente de las Comunidades Autónomas.

        
				
        
          Art. 26.
          Suspensión del procedimiento en los supuestos de ejecución de sentencia.
          –1. Cuando en los procedimientos para el reconocimiento de ayudas definitivas conste la existencia de una sentencia firme en la que se fije una indemnización por daños y perjuicios causados por el delito, el órgano instructor solicitará del Juzgado o Tribunal que corresponda, conforme al artículo 9.3 de la Ley, el informe preceptivo necesario para conocer si dicha indemnización se ha hecho efectiva en todo o en parte o, en su caso, si la persona o personas civilmente responsables han sido declaradas insolventes.
        

        
				
        2. En dicho supuesto el órgano instructor acordará la suspensión del procedimiento administrativo hasta tanto tenga conocimiento fehaciente de la cuantía de la indemnización que se haya hecho efectiva o, en su caso, de la insolvencia de la persona o personas civilmente responsables.

        
				
        
          Art. 27.
          Comunicación sobre indemnizaciones y ayudas.
          –El órgano instructor comunicará al interesado que queda obligado a comunicarle las indemnizaciones o ayudas económicas que como consecuencia directa del delito perciba o esté en disposición de percibir durante la tramitación del procedimiento administrativo y hasta la concesión de la ayuda que, de acuerdo con la Ley, pudiera corresponderle, advirtiéndole de las responsabilidades en que pudiera incurrir por el incumplimiento de dicha obligación.
        

        
				
        
          Con posterioridad al pago se mantendrá la referida obligación por un período de tres años, lo que se expresará en la resolución, conforme se establece en el artículo 33.2, párrafo
          c),
          de este Reglamento.
        

        
				
        
          No obstante, en ningún caso será exigible justificación o documentación alguna sobre las ayudas sociales que pudieran corresponder al amparo de lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre
          [6].
        

        
				
        
          Art. 28.
          Informes facultativos.
          –El órgano instructor realizará de oficio cuantas actuaciones estime necesarias para la determinación, conocimiento y comprobación de los hechos y datos en virtud de los cuales deba pronunciarse la resolución.
        

        
				
        A tal efecto, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 9.3 de la Ley, el órgano instructor podrá solicitar a las autoridades policiales, al Ministerio Fiscal o a los Juzgados o Tribunales la información que se precise para resolver las solicitudes de ayudas.

        
				
        Cuando se proceda a recabar cualesquiera de los informes a que se refiere el artículo 9.4, párrafo primero, de la Ley, en la correspondiente petición, se citará el precepto legal que la fundamente, concretando el extremo o extremos a que se refiere la misma, y estableciendo, asimismo que el plazo para su remisión será de quince días, salvo que el cumplimiento del resto de los plazos del procedimiento permita o exija un plazo mayor o menor.

        
				
        
          Art. 29.
          Información sobre el cumplimiento de las obligaciones fiscales.
          –De acuerdo con el artículo 9.4, último párrafo, de la Ley, será preceptiva la solicitud a la Agencia Estatal de la Administración Tributaria del informe sobre el cumplimiento de las obligaciones fiscales del beneficiario.
        

        
				
        
          Evacuado dicho informe, si del mismo resultase que el beneficiario tuviera contraídas deudas con la Hacienda Pública en fase de gestión recaudatoria, y procediese el reconocimiento de la ayuda, en la resolución que se dicte se dispondrá la suspensión del abono de la misma y la comunicación de lo acordado a la Agencia Estatal a efectos de que inicie, en su caso, el procedimiento de compensación regulado en el
          
            Real Decreto 1684/1990, de 20 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación
            [7]
          
          .
        

        
				
        A la vista de lo que se resuelva por la Agencia Estatal, la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas acordará el abono de la ayuda en la parte no compensada.

        
				
        
          Art. 30.
          Trámite de audiencia e informe del Servicio Jurídico del Estado.
          –1. Instruido el procedimiento e inmediatamente antes de redactar la propuesta de resolución, se dará trámite de audiencia al interesado, conforme a lo establecido en el artículo 84 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.
        

        
				
        2. Concluido el trámite anterior, en los procedimientos de ayudas definitivas, el órgano instructor elaborará propuesta de resolución que, junto con el expediente remitirá al Servicio Jurídico del Estado para que emita el informe preceptivo a que se refiere el artículo 9.5 de la Ley.

        
				
        En los procedimientos de ayudas provisionales, podrá prescindirse del informe del Servicio Jurídico del Estado cuando no se considere necesario para resolver el expediente.

        
				
        3. Si como consecuencia de lo regulado en el artículo 42.2 de este Reglamento, procediese efectuar un trámite de audiencia común a todos los interesados, una vez evacuado el mismo, el órgano instructor procederá de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 del presente artículo.

        
				
        
          Art. 31.
          Plazos para resolver.
          –1. Los plazos para resolver los procedimientos de reconocimiento de las ayudas, ya sean definitivas o provisionales, serán los siguientes:
        

        
				
        
          a)
          Por lesiones invalidantes, agravación de las mismas y fallecimiento: Seis meses.
        

        
				
        
          b)
          Por incapacidad temporal: Cuatro meses.
        

        
				
        
          c)
          Por gastos de tratamiento terapéutico en los delitos contra la libertad sexual y por gastos funerarios: Dos meses.
        

        
				
        2. Los plazos de resolución de los procedimientos se computarán a partir de la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en cualesquiera de los registros del órgano competente.


          Art. 32.
          Efectos de los actos presuntos.–
          Se podrán entender desestimadas las solicitudes de los interesados cuando transcurrido el plazo máximo para resolver el procedimiento de que se trate no haya recaído resolución expresa.
        

        
				
        
          La desestimación presunta se podrá hacer valer mediante la certificación prevista en el artículo
          44
          de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre
          [8].
        

        
				
        
          Art. 33.
          
            Contenido general de las resoluciones.
          –1. Las resoluciones que pongan fin a los respectivos procedimientos se ajustarán a lo establecido en el artículo 89 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y, además de las especialidades reguladas en este Reglamento, contendrán:        

        
				
  
          a)
          La fecha, órgano que las dicta y tipo de procedimiento seguido.
        

        
				
        
          b)
          Los nombres y domicilios de los interesados personados en el procedimiento administrativo y, en su caso, de sus representantes.
        

        
				
        
          c)
          La mención sucinta de la existencia de un delito doloso violento o contra la libertad sexual, con indicación de la fecha y el lugar de comisión o, si se tratase de una ayuda provisional, de la existencia de indicios razonables de un hecho que revista los caracteres de tales delitos; o, en su caso, la inexistencia de tales extremos.
        

        
				
        
          d)
          La constancia o no del nexo causal entre el hecho delictivo y las lesiones, daños en la salud, o fallecimiento, en su caso.
        

        
				
        
          e)
          Los demás hechos que resulten relevantes para la resolución del expediente y la referencia expresa de haberse observado los trámites legales y reglamentarios.
        

        
				
        
          f)
          Los fundamentos de derecho que motiven la resolución que se adopte.
        

        
				
        
          g)
          La decisión propiamente dicha con alguno de los siguientes pronunciamientos:
        

        
				
        1.º Reconocimiento de la ayuda, provisional o definitiva, determinación de su importe y, si existieran varios beneficiarios, de la cuantía que corresponda a cada uno de ellos, indicando cuando concurran las causas de incompatibilidad previstas en el artículo 5, apartados 1 y 2, de la Ley, la minoración o supresión que deba efectuarse de la ayuda o, de la porción de la misma que corresponda al beneficiario en quien concurran las referidas causas de incompatibilidad.

        
				
        2.º Denegación de la ayuda, especificando, cuando dicha denegación se produjese por alguno de los supuestos especiales regulados en el artículo 7.1 de este Reglamento, las circunstancias declaradas por sentencia que motiven tal pronunciamiento.

        
				
        3.º Inadmisión de la solicitud con arreglo al artículo 89.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

        
				
        
          h)
          La facultad de impugnar la resolución ante la Comisión Nacional de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual en el plazo de un mes, contado a partir de su notificación personal, conforme al procedimiento establecido en el artículo 12 de la Ley y en el capítulo IV del título IV del presente Reglamento.
        

        
				
        2. En los supuestos de reconocimiento de la ayuda, además de lo establecido en los párrafos anteriores, la resolución expresará lo siguiente:

        
				
        
          a)
          La subrogación de pleno derecho del Estado, hasta el total importe de la ayuda provisional o definitiva satisfecha al beneficiario o beneficiarios, en los derechos que asistan a los mismos contra el obligado civilmente por el hecho delictivo, de conformidad con el artículo 13 de la Ley.
        

        
				
        
          b)
          La potestad del Estado para exigir en los supuestos del artículo 14 de la Ley el reembolso total o parcial de la ayuda concedida.
        

        
				
        
          c)
          La obligación del interesado de comunicar a la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas las ayudas o indemnizaciones que, como consecuencia directa del delito, perciba en los tres años siguientes a la concesión de la ayuda, advirtiéndole de las responsabilidades en que pudiera incurrir por el incumplimiento de dicha obligación.
        

        
				
        
          d)
          Si se tratase de una ayuda de pago periódico, la suspensión de su abono cuando se produzca alguno de los supuestos previstos en el artículo 14 de la Ley.
        

        
				
        
          e)
          Cuando se reconozca una ayuda provisional, la obligación del interesado de comunicar a la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas que ha recaído resolución judicial firme que pone fin al proceso penal.
        

        
				
        
          Art. 34.
          Comunicación de resoluciones estimatorias a Juzgados y autoridades
          .–1. La resolución de reconocimiento de la ayuda definitiva se comunicará al Juzgado o Tribunal que hubiese dictado la resolución judicial firme que puso fin al proceso penal.
        

        
				
        2. Cuando se reconozca una ayuda provisional, se dará traslado de la resolución al Ministerio Fiscal y al Juzgado o Tribunal que conozca de los hechos. Asimismo, dicha resolución se notificará al Servicio Jurídico del Estado para su conocimiento y a los efectos previstos en el artículo 13 de la Ley.

        
				
        
          Art. 35.
          Incorporación de la resolución judicial al expediente de ayuda provisional.
          –Cuando los órganos judiciales tuvieran conocimiento de la concesión de ayuda provisional, facilitarán a la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas copia de la resolución judicial firme que ponga fin al proceso penal.
        

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        Procedimiento para el reconocimiento de las ayudas definitivas por incapacidad temporal y lesiones invalidantes

        
				
        
          Sección 1.ª Iniciación del procedimiento
        

        
				
        
          Art. 36.
          Iniciación.
          –1. El procedimiento para el reconocimiento de las ayudas por incapacidad temporal y lesiones invalidantes se iniciará mediante solicitud del interesado o de su representante, que se formulará conforme a lo establecido en el artículo 70.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y con los datos y documentos que se establecen en el artículo 9.2, párrafos
          b), c), d)
          y
          e)
          de la Ley.
        

        
				
        2. Asimismo, junto con la solicitud deberán acompañarse preceptivamente los siguientes documentos:

        
				
        
          a)
          Si la víctima es española, copia del documento nacional de identidad.
        

        
				
        
          b)
          Si se tratase de nacionales de un Estado miembro de la Unión Europea, documento acreditativo de su nacionalidad.
        

        
				
        
          c)
          Quienes no sean españoles ni nacionales de un Estado miembro de la Unión Europea pero en el momento de perpetrarse el delito residieran habitualmente en España, deberán aportar el correspondiente permiso de residencia referido a dicho momento.
        

        
				
        
          d)
          Si se tratase de extranjeros que no fueran nacionales de un Estado miembro de la Unión Europea ni residentes en España deberán acreditar su identidad y justificar, mediante la presentación del correspondiente visado, que en el momento de perpetrarse el delito se encontraban autorizados para permanecer en España, salvo en los casos en que aquél no sea necesario.
        

        
				
        Asimismo, deberán acreditar el reconocimiento en su país de ayudas análogas en favor de los españoles, de acuerdo con lo establecido en el artículo 3 del presente Reglamento.

        
				
        
          e)
          Certificación expedida por el órgano o entidad gestora competente acreditativa de la inclusión del interesado en un régimen público de Seguridad Social en el momento de perpetrarse el hecho delictivo. En caso negativo bastará la declaración del interesado, que posteriormente se verificará por el órgano instructor.
        

        
				
        Si la solicitud de ayuda se formulase por incapacidad temporal y el interesado estuviese incluido en un régimen público de Seguridad Social, la certificación que se aporte hará constar, asimismo, que no se ha reconocido el derecho al subsidio por tal incapacidad.

        
				
        
          f)
          Cuando la solicitud de ayuda por lesiones invalidantes se formule por las personas a que se refiere el artículo 11.1 de este Reglamento deberá aportarse la resolución sobre la calificación de tales lesiones dictada por el Director provincial del Instituto Nacional de la Seguridad Social o, en caso de que aún no hubiera recaído, declaración del interesado de que se ha iniciado el oportuno procedimiento de invalidez.
        

        
				
        3. Si faltasen cualesquiera de los datos o documentos citados en los apartados anteriores, se requerirá al interesado conforme al artículo 71 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, para que subsane su omisión.

        
				
        
          Sección 2.ª Fase de instrucción
        

        
				
        
          Art. 37.
          Actividades de instrucción para determinar la existencia de incapacidad temporal o de lesiones invalidantes.
          –1. En el procedimiento de reconocimiento de la ayuda por incapacidad temporal respecto de las víctimas a que se refiere el artículo 10 de este Reglamento, cuando a la vista de la resolución judicial firme resulte necesario, se recabarán, con el carácter de preceptivos, los informes periciales emitidos por el médico forense que haya intervenido en el proceso penal a efectos de determinar el nexo causal, inicio, duración y extinción de la situación de incapacidad.
        

        
				
        2. A efectos de la calificación de las lesiones invalidantes sufridas por la víctima será necesario incorporar al expediente la siguiente documentación:

        
				
        
          a)
          Cuando, según el artículo 11.1 de este Reglamento, la calificación de las lesiones se determine por la resolución dictada por el Director provincial del Instituto Nacional de la Seguridad Social, y ésta no se hubiese aportado por el interesado por no haber recaído al tiempo de formular la solicitud de ayuda, se recabará del referido organismo.
        

        
				
        No impedirá la continuación del procedimiento y el reconocimiento de la ayuda que la resolución remitida por el Instituto Nacional de la Seguridad Social no haya ganado firmeza.

        
				
        
          b)
          Si de acuerdo con el artículo 11.2, la calificación de las lesiones debiera efectuarse por el Equipo de Valoración y Orientación u órgano correspondiente de las Comunidades Autónomas, la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas requerirá a dicho órgano para que proceda al reconocimiento de la víctima remitiéndole copia de la resolución judicial firme y, en su caso, de los informes médicos que obraran en el expediente.
        

        
				
        El Equipo de Valoración y Orientación u órgano correspondiente de las Comunidades Autónomas proveerá lo necesario para efectuar, previa citación del interesado, los reconocimientos y pruebas que considere necesarios en orden a la valoración de las lesiones o daños consecuencia del hecho delictivo, emitiendo un dictamen pericial razonado, de carácter preceptivo, en el que consten las lesiones o daños en la salud física o mental que se aprecien en la víctima, el grado de minusvalía que, de acuerdo con el artículo 12 de este Reglamento, los mismos lleven aparejado, así como el plazo a partir del cual se podrá instar, en su caso, la revisión del grado de minusvalía por agravación de las lesiones o daños.

        
				
        3. Conforme establece el artículo 83.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, se podrá interrumpir el plazo de los trámites sucesivos del procedimiento desde que se soliciten los informes del médico forense a que se refiere el apartado 1 de este artículo o, en su caso, desde que se recaben del Director provincial del Instituto Nacional de la Seguridad Social o del Equipo de Valoración y Orientación u órgano correspondiente de las Comunidades Autónomas, según proceda, la resolución o el dictamen de calificación de las lesiones.

        
				
        
          Art. 38.
          Actividades de instrucción para la aplicación de los coeficientes correctores en el supuesto de lesiones invalidantes.–
          1. Para la aplicación de los coeficientes correctores establecidos en el artículo 13 de este Reglamento, se requerirá al interesado para que en el plazo de quince días acredite, conforme se dispone en los apartados siguientes, su situación económica y el número de personas dependientes económicamente.
        

        
				
        2. La situación económica se acreditará mediante la presentación de los siguientes documentos:

        
				
        
          a)
          Declaración de las rentas o ingresos de cualquier naturaleza percibidos durante los doce meses inmediatamente anteriores a la fecha de consolidación de las lesiones o daños en la salud.
        

        
				
        
          b)
          Copia de la declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas correspondiente al ejercicio durante el cual se haya producido la consolidación de las lesiones o daños o, en su defecto, la del ejercicio inmediatamente anterior. Si no se hubiesen efectuado dichas declaraciones, se aportará certificación negativa expedida por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria.
        

        
				
        Sin perjuicio de lo que resulte de dicha documentación, el órgano instructor podrá recabar, de conformidad con el artículo 9.4 de la Ley, los informes que estime pertinentes para determinar la situación económica de la víctima.

        
				
        3. El número de personas que venían conviviendo con el interesado a sus expensas en la fecha de consolidación de las lesiones o daños en la salud se acreditará documentalmente conforme se establece a continuación:

        
				
        
          a)
          La vinculación familiar o asimilada respecto de las personas comprendidas en los párrafos
          a), b), c)
          y
          d)
          del artículo 2.3 de la Ley, mediante los documentos que para cada caso se establecen en el artículo 40.2 del presente Reglamento.
        

        
				
        Cuando se trate de parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, distintos de los mencionados en el párrafo anterior, mediante las correspondientes certificaciones del Registro Civil.

        
				
        
          b)
          La prueba de la convivencia con la víctima de las personas dependientes, se efectuará mediante la oportuna certificación expedida por el Ayuntamiento.
        

        
				
        
          c)
          La prueba de que dichas personas viven a expensas de la víctima, se justificará mediante las declaraciones del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o certificaciones negativas en su caso.
        

        
				
        A la vista de lo que resulte de la documentación aportada por el interesado y de las diligencias que se considere oportuno practicar, el órgano instructor determinará el número de personas que a efectos de la aplicación de los coeficientes correctores deben considerarse dependientes de la víctima.

        
				
        
          4. Si el interesado no cumplimentarse lo dispuesto en el apartado 2 de este artículo, se aplicará el coeficiente corrector del 0,70, establecido en el artículo 13, párrafo
          a),
          de este Reglamento, para ingresos o rentas. Asimismo, cuando no se acredita el número de personas dependientes se aplicará el coeficiente del 0,80, previsto en el párrafo
          b)
          del citado artículo 13.
        

        
				
        
          Sección 3.ª Terminación del procedimiento
        

        
				
        
          Art. 39.
          Resolución.
          –1. Una vez recibido el informe del Servicio Jurídico del Estado a que se refiere el artículo 30 de este Reglamento, el órgano instructor dictará resolución que se ajustará a lo establecido en el artículo 33 del mismo, conteniendo además los siguientes pronunciamientos:
        

        
				
        Cuando se deniegue la ayuda por incapacidad temporal o por lesiones invalidantes, se motivará su decisión con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho.

        
				
        Si se reconociera el derecho a la ayuda por incapacidad temporal se determinará la fecha a partir de la cual procede el abono de la misma y la cuantía que corresponda. Asimismo, cuando en el momento del reconocimiento de la ayuda el interesado continuase en situación de incapacidad se señalarán, además, las cantidades devengadas en concepto de atrasos, la periodicidad y control del pago de la ayuda, así como las causas de suspensión y extinción de la misma.

        
				
        Si se reconociera el derecho a la ayuda por lesiones invalidantes, se recogerán de forma sucinta las lesiones o daños en la salud apreciadas al interesado, el grado de incapacidad o minusvalía, según proceda, que lleven aparejado los mismos, el importe de la ayuda a percibir una vez aplicados los coeficientes correctores que correspondan de acuerdo con lo establecido en el artículo 13 del Reglamento, así como el plazo a partir del cual se podrá instar, en su caso, la revisión del grado de incapacidad o minusvalía por agravación de las lesiones o daños, de acuerdo con el procedimiento regulado en los artículos 64 a 67 de este Reglamento.

        
				
        2. La resolución que se dicte no estará vinculada por las peticiones concretas del interesado, por lo que se podrá reconocer la ayuda que corresponda a la situación de incapacidad o grado de minusvalía padecido, ya sean éstos superiores o inferiores a los invocados por el interesado en su solicitud.

        
				
        CAPÍTULO III

        
				
        Procedimiento para el reconocimiento de la ayuda definitiva en supuestos con resultado de muerte

        
				
        
          Sección 1.ª Iniciación del procedimiento
        

        
				
        
          Art. 40.
          Iniciación.
          –1. El procedimiento para el reconocimiento de la ayuda por fallecimiento se iniciará mediante solicitud del interesado o su representante, que se formulará conforme a lo establecido en el artículo 70.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y con los datos y documentos que se establecen en el artículo 9.2, párrafos
          a), b), c), d)
          y
          e)
          de la Ley 35/1995.
        

        
				
        
          Asimismo, junto con la solicitud deberán acompañarse, preceptivamente, los documentos que procedan de entre los mencionados en los párrafos
          a), b), c)
          y
          d)
          del artículo 36.2 de este Reglamento, referidos al beneficiario a título de víctima indirecta.
        

        
				
        
          2. A efectos de lo establecido en el párrafo
          a)
          del artículo 9.2 de la Ley, deberá aportarse el certificado de defunción de la víctima del delito, así como la siguiente documentación en función de la vinculación del beneficiario con el fallecido:
        

        
				
        
          a)
          Si se tratase del cónyuge del fallecido no separado legalmente, certificación literal de la inscripción del matrimonio expedida por el Registro Civil con posterioridad a la fecha de defunción de la víctima.
        

        
				
        
          b)
          Si el solicitante fuera la persona que hubiera venido conviviendo con el fallecido en los términos del párrafo
          a)
          del artículo 2.3 de la Ley, deberá presentar certificado de convivencia en domicilio común, expedido por la autoridad municipal correspondiente.
        

        
				
        Asimismo, a efectos de acreditar la convivencia permanente, con análoga relación de afectividad a la de cónyuge, se aportará certificación expedida por un Registro de parejas de hecho o, en su defecto, otros documentos cuya valoración, libre y conjunta, se efectuará por el órgano instructor.

        
				
        Si hubiera existido descendencia en común, bastará certificación de la inscripción del nacimiento de los hijos y certificado de convivencia expedido por el Ayuntamiento.

        
				
        
          c)
          Cuando se tratase de los hijos del fallecido, se aportarán las correspondientes certificaciones de la inscripción del nacimiento expedidas por el Registro Civil.
        

        
				
        
          Los hijos del cónyuge no separado legalmente o de la persona que hubiera venido conviviendo con el fallecido en los términos del artículo 2.3.
          a)
          de la Ley deberán aportar, a efectos de acreditar su filiación, las respectivas certificaciones de la inscripción del nacimiento, expedidas por el Registro Civil. Asimismo, deberán acreditar, conforme a lo establecido en los párrafos
          a)
          y
          b)
          anteriores, el matrimonio de su progenitor con el fallecido, o las circunstancias de convivencia y afectividad de ambos, salvo que tales hechos estuvieran ya acreditados por haberse formulado por el progenitor solicitud de ayuda.
        

        
				
        Además, tanto los hijos del fallecido como los del cónyuge no separado legalmente o los de la persona que hubiera venido conviviendo con el fallecido, deberán probar que venían dependiendo económicamente de este último, mediante la siguiente documentación:

        
				
        1.º Certificación de convivencia expedida por el Ayuntamiento.

        
				
        2.º Declaración de las rentas o ingresos de cualquier naturaleza percibidos durante los doce meses inmediatamente anteriores a la fecha de fallecimiento de la víctima.

        
				
        3.º Copia de la declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas correspondiente al ejercicio durante el cual se haya producido el fallecimiento de la víctima o, en su defecto, la del ejercicio inmediatamente anterior. Si no se hubiesen efectuado dichas declaraciones, se aportará certificación negativa expedida por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria.

        
				
        
          d)
          Si se tratara de los padres del fallecido deberán acreditar su paternidad mediante la certificación de la inscripción del nacimiento del hijo fallecido. Asimismo, a efectos de determinar que no existen otros posibles beneficiarios con mejor derecho a la ayuda, deberá aportarse declaración sobre el estado civil del hijo en la fecha del fallecimiento, así como si tienen conocimiento de la existencia de alguna de las demás personas mencionadas en los párrafos
          a), b)
          y
          c)
          del artículo 2.3 de la Ley.
        

        
				
        
          La prueba de la dependencia económica respecto del fallecido se efectuará mediante los documentos que se especifican en el párrafo
          c)
          anterior.
        

        
				
        3. Si faltasen cualesquiera de los datos o documentos citados en los apartados anteriores, se requerirá al interesado, conforme al artículo 71 de la Ley 30/1992, de 26 de diciembre, para que subsane su omisión.

        
				
        
          Art. 41.
          Supuestos en que el fallecido a consecuencia del delito estuviera incurso en causas de denegación de la ayuda.
          –Cuando el fallecido a consecuencia del delito hubiera estado incurso, en alguna de las causas de denegación previstas en el artículo 3.1 de la Ley, la solicitud de la ayuda se formulará conforme a lo dispuesto en el artículo 40 de este Reglamento, con la especialidad de que cuando la misma se efectúe por las personas comprendidas en el artículo 2.3, párrafo
          a),
          de la Ley, deberán aportar la siguiente documentación, a efectos de acreditar la situación de desamparo económico, conforme al artículo 7.4 de este Reglamento:
        

        
				
        
          a)
          Declaración de las rentas o ingresos de cualquier naturaleza percibidos durante los doce meses inmediatamente anteriores a la fecha de fallecimiento de la víctima.
        

        
				
        
          b)
          Copia de la declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas correspondiente al ejercicio durante el cual se haya producido el fallecimiento de la víctima o, en su defecto, la del ejercicio inmediatamente anterior. Si no se hubiesen efectuado dichas declaraciones, se aportará certificación negativa expedida por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria.
        

        
				
        
          Respecto de las personas mencionadas en los párrafos
          b), c)
          y
          d)
          del artículo 2.3 de la Ley, la situación de desamparo económico se valorará mediante la documentación exigida en el artículo 40.2, párrafo
          c),
          de este Reglamento, para probar la dependencia económica.
        

        
				
        
          Art. 42.
          Solicitudes presentadas con posterioridad a la iniciación del procedimiento.
          –1. Sin perjuicio del deber de información establecido en el artículo 15 de la Ley, cuando el órgano instructor tuviese conocimiento de la eventual existencia de personas que, sin haber instado el procedimiento, pudieran tener igual o mejor derecho a la ayuda, realizará, si fuera posible, las actuaciones que estime necesarias para informar a las mismas de la incoación del expediente a los efectos que a su derecho convengan.
        

        
				
        2. Las solicitudes que, una vez iniciado el procedimiento, se formulen por personas distintas a las que hubiesen instado el mismo, se unirán al expediente siempre que se presenten antes de dictar la correspondiente resolución.

        
				
        Respecto de las nuevas solicitudes se realizarán las actividades de instrucción procedentes, dándose audiencia común a todos los beneficiarios que hubieran instado, aun cuando dicho trámite ya se hubiera efectuado respecto de alguno o algunos de ellos.

        
				
        3. El plazo máximo para resolver en el supuesto del apartado anterior se computará a partir de la fecha en que haya tenido entrada la última solicitud en cualquiera de los registros del órgano competente, lo que se notificará a los interesados.

        
				
        
          Sección 2.ª Fase de instrucción
        

        
				
        
          Art. 43.
          Actividades de instrucción para la aplicación de los coeficientes correctores.
          –1. Para la aplicación de los coeficientes correctores establecidos en el artículo 14 de este Reglamento, se requerirá al interesado o interesados que ostenten la condición de beneficiarios, para que, en el plazo de quince días, acrediten, conforme se dispone en los apartados siguientes, su situación económica y el número de personas dependientes económicamente.
        

        
				
        2. La situación económica del interesado o interesados se acreditará, cuando no conste en el expediente, mediante la presentación de la siguiente documentación:

        
				
        
          a)
          Declaración de las rentas o ingresos de cualquier naturaleza percibidos durante los doce meses inmediatamente anteriores a la fecha de fallecimiento de la víctima.
        

        
				
        
          b)
          Copia de la declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas correspondiente al ejercicio durante el cual se haya producido el fallecimiento de la víctima o, en su defecto, la del ejercicio inmediatamente anterior. Si no se hubiesen efectuado dichas declaraciones, se aportará certificación negativa expedida por la Agencia Estatal de Administración Tributaria.
        

        
				
        Sin perjuicio de lo que resulte de la mencionada documentación, el órgano instructor podrá recabar, de conformidad con el artículo 9.4 de la Ley 35/1995, los informes que estime pertinentes para determinar la situación económica del beneficiario.

        
				
        3. El número de personas que en el momento del fallecimiento de la víctima vinieran dependiendo económicamente de ésta y de los interesados se acreditará documentalmente, cuando no conste ya en el expediente, conforme se establece a continuación:

        
				
        
          a)
          Si hubiera parientes del fallecido o del interesado, hasta el segundo grado de consanguinidad, mediante las correspondientes certificaciones del Registro Civil que acrediten la relación de parentesco.
        

        
				
        
          b)
          La prueba de la convivencia con el fallecido o el interesado se efectuará mediante las respectivas certificaciones expedidas por el Ayuntamiento.
        

        
				
        
          c)
          La prueba de vivir a expensas del fallecido o del interesado se justificará mediante las declaraciones del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o certificaciones negativas en su caso.
        

        
				
        A la vista de lo que resulte de la documentación aportada por el interesado o interesados, y de las diligencias que se considere oportuno practicar, el órgano instructor determinará el número de personas que a efectos de la aplicación de los coeficientes correctores deben considerarse dependientes del fallecido y de los respectivos interesados.

        
				
        
          4. Si los interesados no cumplimentasen lo dispuesto en el apartado 2 de este artículo, se aplicará el coeficiente corrector del 0,70, establecido en el artículo 14, párrafo
          a),
          de este Reglamento, para ingresos o rentas. Asimismo, cuando no se acredite el número de personas dependientes se aplicará el coeficiente del 0,80, previsto en el párrafo
          b)
          del citado artículo 14.
        

        
				
        
          Sección 3.ª Terminación del procedimiento
        

        
				
        
          Art. 44.
          Resolución.
          –Una vez recibido el informe del Servicio Jurídico del Estado a que se refiere el artículo 30 de este Reglamento, el órgano instructor dictará resolución que se ajustará a lo establecido en el artículo 33 del mismo, conteniendo además los siguientes pronunciamientos:
        

        
				
        1. Cuando en la resolución se deniegue la ayuda al único o a todos los solicitantes, se motivará su decisión con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho.

        
				
        
          2. Cuando se reconozca el derecho a la ayuda al único o a todos los solicitantes, se expresará su cuantía, así como los coeficientes correctores aplicados de acuerdo con el artículo 14 de este Reglamento, especificando, si fueran varios los beneficiarios, la porción que se atribuye a cada uno de ellos, de acuerdo con lo dispuesto en el párrafo
          b)
          del artículo 15.1 de este Reglamento.
        

        
				
        Si existiendo varios solicitantes, alguno o algunos de ellos no reuniesen los requisitos establecidos en el artículo 2.3 de la Ley para tener la condición de beneficiario, se harán constar las causas de su exclusión, especificándose respecto de los que resulten beneficiarios lo dispuesto en el párrafo anterior.

        
				
        3. En los supuestos de reducción de la ayuda regulados en el artículo 7.2 de este Reglamento, la resolución, además de lo establecido en el apartado 2 de este artículo, deberá puntualizar las circunstancias declaradas por sentencia que determinen la exclusión del beneficiario, así como que la porción de la ayuda que lo hubiera correspondido no acrecerá a los demás.

        
				
        CAPÍTULO IV

        
				
        Procedimiento para el reconocimiento de la ayuda definitiva por gastos funerarios

        
				
        
          Art. 45.
          Iniciación.
          –1. El procedimiento para el reconocimiento de la ayuda por gastos funerarios se iniciará mediante solicitud de los padres o tutores del menor o mayor incapacitado o de los representantes de aquéllos, que se formulará conforme a lo establecido en el artículo 70.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, con los datos y documentos que se establecen en el artículo 9.2, párrafos
          a), b), c), d)
          y
          e)
          de la Ley 35/1995.
        

        
				
        
          De acuerdo con lo establecido en el párrafo
          a)
          del artículo 9.2 de la Ley, deberá aportarse el certificado de defunción del menor o incapaz y, a efectos de acreditar la condición de beneficiario, la certificación de la inscripción del nacimiento del menor o incapaz cuando la solicitud se formule por los padres, o documento público acreditativo de la tutela, si la petición se formulase por el tutor. Además, cuando el fallecido fuera mayor incapacitado, deberá aportarse el documento judicial declaratorio de la incapacidad o, en su caso, certificación acreditativa del grado de minusvalía, de conformidad con lo establecido en el artículo 6.2 del Reglamento.
        

        
				
        Asimismo, junto con la solicitud deberán acompañarse, preceptivamente, los siguientes documentos:

        
				
        
          a)
          Los que procedan de los mencionados en los párrafos
          a), b), c)
          y
          d)
          del artículo 36.2 de este Reglamento, referidos a los padres o tutores.
        

        
				
        
          b)
          Los justificantes de los gastos funerarios relativos a los servicios de velatorio, transporte e incineración o enterramiento.
        

        
				
        2. Si faltasen cualesquiera de los datos o documentos citados en los apartados anteriores, se requerirá al interesado, conforme al artículo 71 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, para que subsane su omisión.

        
				
        
          Art. 46.
          Resolución.
          –Una vez recibido el informe del Servicio Jurídico del Estado a que se refiere el artículo 30 de este Reglamento, el órgano instructor dictará resolución que se ajustará a lo establecido en el artículo 33 del mismo, conteniendo además los siguientes pronunciamientos:
        

        
				
        1. Cuando en la resolución se deniegue la ayuda se motivará su decisión con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho.

        
				
        2. Cuando se reconozca el derecho a la ayuda se señalará su importe, especificando los conceptos resarcibles, conforme al artículo 16 de este Reglamento.

        
				
        CAPÍTULO V

        
				
        Procedimiento para el reconocimiento de la ayuda definitiva por gastos de tratamiento terapéutico en los delitos contra la libertad sexual

        
				
        
          Art. 47.
          Iniciación.
          –1. El procedimiento para el reconocimiento de la ayuda por gastos de tratamiento terapéutico en los delitos contra la libertad sexual se iniciará mediante solicitud de la víctima o de su representante, que se formulará conforme a lo establecido en el artículo 70.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, conteniendo los datos y documentos que se establecen en el artículo 9.2, párrafos
          b), c), d)
          y
          e),
          de la Ley 35/1995.
        

        
				
        Asimismo, junto con la solicitud deberán acompañarse preceptivamente los siguientes documentos:

        
				
        
          a)
          Los que procedan de entre los mencionados en los párrafos
          a), b), c)
          y
          d)
          del artículo 36.2 de este Reglamento.
        

        
				
        
          b)
          Declaración de la víctima sobre si se ha iniciado o no el tratamiento terapéutico y, en su caso, presentación de los justificantes correspondientes a los gastos efectuados. Si no se hubiese concluido el tratamiento, se hará constar dicha circunstancia.
        

        
				
        2. Si faltasen cualesquiera de los datos o documentos citados en el apartado anterior, se requerirá a la víctima conforme al artículo 71 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, para que subsane su omisión.

        
				
        
          Art. 48.
          Actividades de instrucción para determinar la existencia de daños en la salud mental.
          –1. Para determinar la existencia de daños en la salud mental de la víctima susceptibles de tratamiento terapéutico; el órgano instructor recabará informe pericial preceptivo del médico forense que haya intervenido en las actuaciones judiciales, salvo en los supuestos en que el interesado lo aporte junto con su solicitud.
        

        
				
        Si el tratamiento terapéutico estuviera en curso o hubiese concluido, el mencionado informe deberá determinar la existencia de dichos daños en el momento de iniciación del tratamiento.

        
				
        2. Conforme al artículo 83.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, se podrá interrumpir el plazo de los trámites sucesivos del procedimiento desde que se solicite el citado informe del médico forense.

        
				
        
          Art. 49.
          Resolución.
          –Una vez recibido el informe del Servicio Jurídico del Estado a que se refiere el artículo 30 de este Reglamento, el órgano instructor dictará resolución que se ajustará a lo establecido en el artículo 33 del mismo, conteniendo además los siguientes pronunciamientos:
        

        
				
        Cuando en la resolución se deniegue la ayuda se motivará su decisión con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho.

        
				
        Si en la resolución se reconociese la ayuda se señalará su importe y la forma de pago que proceda; conforme a lo establecido en el artículo 18 de este Reglamento.

        
				
        CAPÍTULO VI

        
				
        Procedimiento para el reconocimiento de ayudas provisionales por incapacidad temporal y lesiones invalidantes

        
				
        
          Sección 1.ª Iniciación del procedimiento
        

        
				
        
          Art. 50.
          Iniciación.
          –1. El procedimiento para el reconocimiento de las ayudas provisionales por incapacidad temporal y lesiones invalidantes iniciará mediante solicitud del interesado o su representante, que se formulará conforme a lo establecido en el artículo 70.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y con los siguientes datos y documentos:
        

        
				
        
          a)
          Descripción de las circunstancias en que se hubiera cometido el hecho que presente caracteres de delito doloso violento o contra la libertad sexual, con indicación de la fecha y el lugar de su comisión.
        

        
				
        
          b)
          Acreditación de que los hechos fueron denunciados ante la autoridad competente o de que se sigue de oficio proceso penal por los mismos.
        

        
				
        
          c)
          Declaración sobre las indemnizaciones y ayudas percibidas por el interesado, de las solicitudes que se encontraran en tramitación o de los medios de que disponer para obtener cualquier tipo de indemnización o ayuda por dichos hechos.
        

        
				
        
          d)
          Solicitud del informe a que se refiere el artículo 10.3 párrafo
          c),
          de la Ley, mediante impreso en el que se pida al Ministerio Fiscal la emisión del mismo, que será cursado por el órgano instructor.
        

        
				
        
          e)
          Los documentos que procedan de entre los mencionados en el artículo 36.2 de este Reglamento.
        

        
				
        
          f)
          Declaración de las rentas o ingresos de cualquier naturaleza percibidos por el interesado durante el año inmediatamente anterior a la fecha de la solicitud, así como copia de la declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas correspondiente al último ejercicio o, si no se hubiese efectuado dicha declaración, certificación negativa expedida por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria.
        

        
				
        2. Si faltasen cualesquiera de los datos o documentos citados en el apartado anterior, se requerirá al interesado conforme al artículo 71 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, para que subsane su omisión.

        
				
        
          Sección 2.ª Fase de instrucción
        

        
				
        
          Art. 51.
          Actividades de instrucción para determinar la existencia de indicios razonables de delito.
          –El órgano instructor recabará del Ministerio Fiscal el informe preceptivo a que se refiere el artículo 50.1, párrafo
          d),
          de este Reglamento, a efectos de que quede acreditada la existencia de indicios razonables para suponer que las lesiones o los daños en la salud se han producido por un hecho con caracteres de delito violento y doloso.
        

        
				
        
          Art. 52.
          Actividades de instrucción para determinar la existencia de incapacidad temporal o de lesiones invalidantes.
          –1. En el procedimiento de reconocimiento de la ayuda provisional por incapacidad temporal respecto de las víctimas a que se refiere el artículo 10 de este Reglamento deberán recabarse, con el carácter de preceptivos, los informes periciales emitidos por el médico forense que esté interviniendo en el proceso penal, a efectos de determinar el nexo causal, inicio, duración y extinción de la situación de incapacidad.
        

        
				
        2. A efectos de la calificación de las lesiones invalidantes sufridas por la víctima será necesario incorporar al expediente la documentación a que se refiere el artículo 37, apartado 2, de este Reglamento.

        
				
        No obstante, cuando la calificación de las lesiones deba efectuarse por el Equipo de Valoración y Orientación u órgano correspondiente de las Comunidades Autónomas, únicamente se remitirán al mismo los informes médicos que obraran en el expediente.

        
				
        
          Art. 53.
          Interrupción de plazos.
          –Conforme establece el artículo 83.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, se podrá interrumpir el plazo de los trámites sucesivos del procedimiento desde que se soliciten los informes del médico forense cuando se trate del reconocimiento de ayuda provisional por incapacidad temporal o, en el supuesto de ayuda provisional por lesiones invalidantes, desde que se recaben del Director provincial del Instituto Nacional de la Seguridad Social o del Equipo de Valoración y Orientación u órgano correspondiente de las Comunidades Autónomas, según proceda, la resolución o el preceptivo dictamen de calificación de las lesiones.
        

        
				
        Lo mismo se observará respecto del informe del Ministerio Fiscal mencionado en el artículo 51.

        
				
        
          Art. 54.
          Actividades de instrucción para la aplicación de los coeficientes correctores en el supuesto de lesiones invalidantes.
          –1. Para la aplicación de los coeficientes correctores establecidos en el artículo 13 de este Reglamento, se requerirá al interesado para que en el plazo de quince días acredite, conforme se dispone en los apartados 2 y 3 del artículo 38 de este Reglamento, su situación económica y el número de personas dependientes económicamente.
        

        
				
        
          No obstante, no se requerirá al interesado justificación de su situación económica cuando, a juicio del órgano instructor, la misma resulte acreditada de la documentación aportada con la solicitud de ayuda a que se refiere el artículo 50.1, párrafo
          f),
          de este Reglamento.
        

        
				
        2. Si el interesado no aportase la documentación pertinente se procederá de acuerdo con lo establecido en el apartado 4 del artículo 38 de este Reglamento.

        
				
        
          Sección 3.ª Terminación del procedimiento
        

        
				
        
          Art. 55.
          Resolución.
          –Una vez evacuado el trámite de audiencia o recibido el informe del Servicio Jurídico del Estado cuando éste se haya solicitado de acuerdo con lo previsto en el artículo 30, segundo párrafo, de este Reglamento, el órgano instructor dictará resolución que se ajustará a lo establecido en los artículos 33 y 39 de este Reglamento.
        

        
				
        CAPÍTULO VII

        
				
        Procedimiento para el reconocimiento de ayudas provisionales en supuestos con resultado de muerte

        
				
        
          Sección 1.ª Iniciación del procedimiento
        

        
				
        
          Art. 56.
          Iniciación
          .–1. El procedimiento para el reconocimiento de la ayuda provisional por fallecimiento se iniciará mediante solicitud del interesado o su representante, que se formulará conforme a lo establecido en el artículo 70.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y con los siguientes datos y documentos:
        

        
				
        
          a)
          Descripción de las circunstancias en que se hubiera cometido el hecho que presente caracteres de delito doloso violento o contra la libertad sexual, con indicación de la fecha y el lugar de su comisión.
        

        
				
        
          b)
          Acreditación de que los hechos fueron denunciados ante la autoridad competente o de que se sigue de oficio proceso penal por los mismos.
        

        
				
        
          c)
          Declaración sobre las indemnizaciones y ayudas percibidas por el interesado, de las solicitudes que se encontraran en tramitación o de los medios de que disponer para obtener cualquier tipo de indemnización o ayuda por dichos hechos.
        

        
				
        
          d)
          Solicitud del informe a que se refiere el artículo 10.3, párrafo
          c),
          de la Ley, mediante impreso en el que se pida al Ministerio Fiscal la emisión del mismo, que será cursado por el órgano instructor.
        

        
				
        
          e)
          Los documentos que procedan de entre los mencionados en los párrafos
          a), b), c)
          y
          d)
          del artículo 36.2 de este Reglamento, referidos al beneficiario a título de víctima indirecta.
        

        
				
        
          f)
          A efectos de lo establecido en el artículo 10.3, párrafo
          b),
          de la Ley, deberá aportarse al certificado de defunción de la víctima del delito, así como, en función de la vinculación del beneficiario con el fallecido, la documentación que proceda, de acuerdo con el artículo 40.2 de este Reglamento, con la particularidad de que si la solicitud se formulase por el cónyuge del fallecido no separado legalmente o la persona que hubiera venido conviviendo con el mismo, deberá aportarse, además de la documentación a que se refieren los párrafos
          a)
          y
          b),
          del mencionado artículo 40.2, declaración de las rentas o ingresos de cualquier naturaleza percibidos por el solicitante durante el año inmediatamente anterior a la fecha de la solicitud, así como copia de la declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas correspondiente al último ejercicio o, si no se hubiese efectuado dicha declaración, certificación negativa expedida por la Agencia Estatal de Administración Tributaria.
        

        
				
        2. Si faltasen cualesquiera de los datos o documentos citados en el apartado anterior, se requerirá al interesado conforme al artículo 71 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, para que subsane su omisión.

        
				
        3. Se observará lo establecido en el artículo 42 del presente Reglamento cuando el órgano instructor tuviese conocimiento de la eventual existencia de personas que pudieran tener igual o mejor derecho a la ayuda, así como cuando, una vez iniciado el procedimiento, se formulen solicitudes por personas distintas de las que hubiesen instado el mismo.

        
				
        
          Sección 2.ª Fase de instrucción
        

        
				
        
          Art. 57.
          Actividades de instrucción para determinar la existencia de indicios razonables de delito
          .–El órgano instructor recabará del Ministerio Fiscal el informe preceptivo a que se refiere el artículo 56.1, párrafo
          d),
          de este Reglamento; a efectos de que quede acreditada la existencia de indicios razonables para suponer que el fallecimiento se ha producido por un hecho con caracteres de delito violento y doloso.
        

        
				
        Conforme establece el artículo 83.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, se podrá interrumpir el plazo de los trámites sucesivos del procedimiento desde que se solicite el informe del Ministerio Fiscal.

        
				
        
          Art. 58.
          Actividades de instrucción para la acreditación de la situación de precariedad y la aplicación de los coeficientes correctores.
          –1. La precariedad de la situación económica del beneficiario se determinará mediante la declaración de rentas o ingresos y la copia de la declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas aportadas junto con la solicitud inicial.
        

        
				
        No obstante, dado que la situación de precariedad del beneficiario debe valorarse con referencia a la fecha de la solicitud, si los documentos mencionados en el párrafo anterior fuesen insuficientes para determinar dicha situación, el órgano instructor requerirá al interesado la documentación pertinente.

        
				
        2. La aplicación de los coeficientes correctores establecidos en el artículo 14 de este Reglamento se efectuará conforme se establece en el artículo 43, apartados 2 y 3, del Reglamento, a cuyo efecto se requerirá al interesado para que en el plazo de quince días aporte los documentos a que se refiere el mencionado artículo 43, si no obrasen en el expediente.

        
				
        Si el interesado no aportase la documentación pertinente, se procederá de acuerdo con lo establecido en el apartado 4 del artículo 38 de este Reglamento.

        
				
        
          Sección 3.ª Terminación del procedimiento
        

        
				
        
          Art. 59.
          Resolución.
          –Una vez evacuado el trámite de audiencia o recibido el informe del Servicio Jurídico del Estado cuando éste se haya solicitado de acuerdo con lo previsto en el artículo 30, segundo párrafo, de este Reglamento, el órgano instructor dictará resolución que se ajustará a lo establecido en los artículos 33 y 44, apartados 1 y 2, del mismo.
        

        
				
        CAPÍTULO VIII

        
				
        Procedimiento para el reconocimiento de ayudas provisionales por gastos funerarios y gastos de tratamiento terapéutico

        
				
        
          Sección 1.ª Ayuda provisional por gastos funerarios
        

        
				
        
          Art. 60.
          Iniciación.
          –1. El procedimiento para el reconocimiento de la ayuda provisional por gastos funerarios se iniciará mediante solicitud de los padres o tutores del menor o mayor incapacitado o de los representantes de aquéllos, que se formulará conforme a lo establecido en el artículo 70.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y con los siguientes datos y documentos:
        

        
				
        
          a)
          Descripción de las circunstancias en que se hubiera cometido el hecho que presente caracteres de delito doloso violento o contra la libertad sexual, con indicación de la fecha y el lugar de su comisión.
        

        
				
        
          b)
          Acreditación de que los hechos fueron denunciados ante la autoridad competente o de que se sigue de oficio proceso penal por los mismos.
        

        
				
        
          c)
          Declaración sobre las indemnizaciones y ayudas percibidas por el interesado, de las solicitudes que se encontraran en tramitación o de los medios de que dispone para obtener cualquier tipo de indemnización o ayuda por dichos hechos.
        

        
				
        
          d)
          Solicitud de informe a que se refiere el artículo 10.3, párrafo
          c),
          de la Ley, mediante impreso en el que se pida al Ministerio Fiscal la emisión del mismo, que será cursado por el órgano instructor.
        

        
				
        
          e)
          Los documentos que procedan de entre los mencionados en los párrafos
          a), b), c)
          y
          d)
          del artículo 36.2 de este Reglamento, referidos a los padres o tutores.
        

        
				
        
          f)
          De acuerdo con lo establecido en el artículo 10.3, párrafo
          b),
          de la Ley, el certificado de defunción del menor o incapaz y, a efectos de acreditar la condición de beneficiario, la certificación de la inscripción del nacimiento del menor o incapaz, cuando la solicitud se formule por los padres, o documento público acreditativo de la tutela, si la petición se formulase por el tutor. Además, cuando el fallecido fuera mayor incapacitado, deberá aportarse el documento judicial declaratorio de la incapacidad o, en su caso, certificación acreditativa del grado de minusvalía, de conformidad con lo establecido en el artículo 6.2 del Reglamento.
        

        
				
        
          g)
          Declaración de las rentas o ingresos de cualquier naturaleza percibidos por los padres o tutores durante el año inmediatamente anterior a la fecha de la solicitud, así como copia de la declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas correspondiente al último ejercicio, o, si no se hubiese efectuado dicha declaración, certificación negativa expedida por la Agencia Estatal de Administración Tributaria.
        

        
				
        
          h)
          Los justificantes de los gastos funerarios relativos a los servicios de velatorio, transporte e incineración o enterramiento.
        

        
				
        2. Si faltasen cualesquiera de los datos o documentos citados en el apartado anterior, se requerirá al interesado, conforme al artículo 71 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, para que subsane su omisión.

        
				
        
          Art. 61.
          Instrucción y resolución.
          –1. El órgano instructor recabará del Ministerio Fiscal el informe preceptivo a que se refiere el artículo 60.1, párrafo
          d),
          de este Reglamento, a efectos de que quede acreditada la existencia de indicios razonables para suponer que el fallecimiento se ha producido por un hecho con caracteres de delito violento y doloso.
        

        
				
        Conforme establece el artículo 83.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, se podrá interrumpir el plazo de los trámites sucesivos del procedimiento desde que se solicite el informe del Ministerio Fiscal.

        
				
        2. Una vez evacuado el trámite de audiencia o recibido el informe del Servicio Jurídico del Estado cuando éste se haya solicitado de acuerdo con lo previsto en el artículo 30, segundo párrafo, de este Reglamento, el órgano instructor dictará resolución que se ajustará a lo establecido en los artículos 33 y 46 del mismo.

        
				
        
          Sección 2.ª Ayuda provisional por gastos de tratamiento terapéutico en los delitos contra la libertad sexual
        

        
				
        
          Art. 62.
          Iniciación.
          –1. El procedimiento para el reconocimiento de la ayuda provisional por gastos de tratamiento terapéutico en los delitos contra la libertad sexual se iniciará mediante solicitud del interesado o su representante, que se formulará conforme a lo establecido en el artículo 70.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y con los siguientes datos y documentos:
        

        
				
        
          a)
          Descripción de las circunstancias en que se hubiera cometido el hecho que presente caracteres de delito contra la libertad sexual, con indicación de la fecha y el lugar de su comisión.
        

        
				
        
          b)
          Acreditación de que los hechos fueron denunciados ante la autoridad competente o de que se sigue de oficio proceso penal por los mismos.
        

        
				
        
          c)
          Declaración sobre las indemnizaciones y ayudas percibidas por el interesado, de las solicitudes que se encontraran en tramitación o de los medios de que dispone para obtener cualquier tipo de indemnización o ayuda por dichos hechos.
        

        
				
        
          d)
          Solicitud de informe a que se refiere el artículo 10.3, párrafo
          c),
          de la Ley, mediante impreso en el que se pida al Ministerio Fiscal la emisión del mismo, que será cursado por el órgano instructor.
        

        
				
        
          e)
          Los documentos que procedan de entre los mencionados en el artículo 36.2, párrafos
          a), b), c)
          y
          d),
          de este Reglamento.
        

        
				
        
          f)
          Declaración de la víctima sobre si se ha iniciado o no el tratamiento terapéutico y, en su caso, presentación de los justificantes correspondientes a los gastos efectuados. Si no se hubiese concluido el tratamiento, se hará constar dicha circunstancia.
        

        
				
        
          g)
          Declaración de las rentas o ingresos de cualquier naturaleza percibidos por el interesado durante el año inmediatamente anterior a la fecha de la solicitud, así como copia de la declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas correspondiente al último ejercicio o, si no se hubiese efectuado dicha declaración, certificación negativa expedida por la Agencia Estatal de Administración Tributaria.
        

        
				
        2. Si faltasen cualesquiera de los datos o documentos citados en el párrafo anterior, se requerirá a la víctima conforme al artículo 71 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, para que subsane su omisión.

        
				
        
          Art. 63.
          Instrucción y resolución.
          –1. El órgano instructor recabará del Ministerio Fiscal el informe preceptivo a que se refiere el artículo 62.1, párrafo
          d),
          de este Reglamento, a efectos de que quede acreditada la existencia de indicios razonables para suponer que los daños en la salud mental de la víctima se han producido por un hecho con caracteres de delito contra la libertad sexual.
        

        
				
        2. Para determinar la existencia de daños en la salud mental de la víctima susceptibles de tratamiento terapéutico, el órgano instructor recabará asimismo informe pericial preceptivo del médico forense que esté interviniendo en el proceso penal, salvo en los supuestos en que el interesado lo aporte con su solicitud.

        
				
        Si el tratamiento terapéutico estuviera en curso o hubiese concluido, el mencionado informe deberá ir referido a la existencia de dichos daños en el momento de iniciación del tratamiento.

        
				
        3. Conforme establece el artículo 83.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, se podrá interrumpir el plazo de los trámites sucesivos del procedimiento desde que se soliciten los informes del Ministerio Fiscal y del médico forense.

        
				
        4. Una vez evacuado el trámite de audiencia o recibido el informe del Servicio Jurídico del Estado cuando éste haya solicitado de acuerdo con lo previsto en el artículo 30, párrafo segundo, de este Reglamento, el órgano instructor dictará resolución que se ajustará a lo establecido en los artículos 33 y 49 del mismo.

        
				
        CAPÍTULO IX

        
				
        Procedimiento para el reconocimiento de ayudas por agravación del resultado lesivo

        
				
        
          Art. 64.
          Iniciación.
          –1. En los supuestos en que habiéndose reconocido una ayuda por un determinado grado de incapacidad o minusvalía se produzca bien una situación de mayor gravedad a la que corresponde una cantidad superior, o bien el fallecimiento de la víctima por consecuencia directa de las lesiones o daños, el procedimiento para el reconocimiento de la ayuda por agravación del resultado lesivo se iniciará mediante solicitud del interesado o de su representante, que se formulará conforme a lo establecido en el artículo 70.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, efectuándose la declaración a que se refiere el artículo 9.2,
          d),
          de la Ley y aportando los siguientes documentos:
        

        
				
        
          a)
          Cuando se trate de solicitud de ayuda por agravación de las lesiones y la misma se formule por las personas a que se refiere el artículo 11.1 de este Reglamento, deberá aportarse la resolución del nuevo grado de incapacidad dictada por el Director provincial del Instituto Nacional de la Seguridad Social o, en su caso, declaración del interesado de que se ha iniciado el oportuno procedimiento de revisión.
        

        
				
        
          b)
          Si la ayuda por agravación se solicitase por haberse producido el fallecimiento de la víctima del delito, deberán aportarse los documentos que procedan de entre los mencionados en los párrafos
          a), b), c)
          y
          d)
          del artículo 36.2 de este Reglamento, referidos al beneficiario a título de víctima indirecta, así como la documentación a que se refiere el artículo 40.2 de dicho Reglamento.
        

        
				
        2. Si faltase cualesquiera de los documentos citados en el apartado anterior, se requerirá al interesado, conforme al artículo 71 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, para que subsane su omisión.

        
				
        
          Art. 65.
          Actividades de instrucción para determinar la agravación del resultado lesivo.
          –1. Cuando la ayuda se solicite por agravación de las lesiones, el nexo causal entre dicha agravación y el hecho delictivo se determinará de acuerdo con lo previsto en el artículo 25.3, segundo párrafo, de este Reglamento, siendo necesario incorporar al expediente la siguiente documentación:
        

        
				
        
          a)
          Si se tratase del personal a que se refiere el artículo 11.1 de este Reglamento, la calificación de la agravación de las lesiones vendrá determinada por la resolución dictada por el Director provincial del Instituto Nacional de la Seguridad Social. Si ésta no se hubiese aportado por el interesado por no haber recaído al tiempo de formular la solicitud de ayuda, se recabará del referido organismo.
        

        
				
        No impedirá la continuación del procedimiento y el reconocimiento de la ayuda que la resolución remitida por el Instituto Nacional de la Seguridad Social no haya ganado firmeza.

        
				
        
          b)
          Cuando por tratarse del personal comprendido en el artículo 11.2 de este Reglamento la revisión de las lesiones debiera efectuarse por el Equipo de Valoración y Orientación u órgano correspondiente de las Comunidades Autónomas se requerirá al mismo para que proceda al reconocimiento de la víctima.
        

        
				
        El Equipo de Valoración y Orientación u órgano correspondiente de las Comunidades Autónomas, emitirá un dictamen pericial razonado, de carácter preceptivo, en el que consten la agravación de las lesiones o daños en la salud física o mental que se aprecien a la víctima y el nuevo grado de minusvalía que, de acuerdo con el artículo 12 de este Reglamento, los mismos lleven aparejado.

        
				
        2. Cuando la ayuda se solicite por haberse producido el fallecimiento de la víctima del delito, el nexo causal entre las lesiones o daños en la salud producidos por el hecho delictivo y el fallecimiento se determinará de acuerdo con lo establecido en el artículo 25.3 de este Reglamento y, si fuera preciso, se recabará informe pericial del médico forense que corresponda.

        
				
        
          3. Conforme se establece en el artículo 83.3 de la 
          Ley 30/1992, de 26 de noviembre, se podrá interrumpir el plazo de los trámites sucesivos del procedimiento desde que se recabe por el órgano instructor la documentación a que se refieren los apartados anteriores del presente artículo.
        

        
				
        
          Art. 66.
          Actividades de instrucción para la aplicación de los coeficientes correctores.
          –1. En el supuesto de agravación de lesiones, para la aplicación de los coeficientes correctores establecidos en el artículo 13 de este Reglamento, se procederá conforme se establece en el artículo 38 del mismo. No obstante, a efectos de la determinación del número de personas dependientes económicamente del interesado, bastará con la mera declaración del mismo, excepto cuando existan nuevas personas dependientes que no figuren en el expediente previo de reconocimiento de ayuda, en cuyo caso se aportará la documentación relativa a las mismas a que se refiere el mencionado artículo 38.3.
        

        
				
        2. En el supuesto de fallecimiento, para la aplicación de los coeficientes correctores establecidos en el artículo 14 de este Reglamento se efectuarán las actividades de instrucción previstas en el artículo 43 del mismo.

        
				
        
          Art. 67.
          Resolución.
          –La resolución que ponga fin al procedimiento se ajustará a lo establecido en el artículo 33 de este Reglamento, conteniendo los siguientes pronunciamientos:
        

        
				
        
          a)
          Cuando se trate de agravación de lesiones y la resolución fuera desestimatoria, se motivará la decisión con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho.
        

        
				
        Si se reconociera el derecho a una ayuda de mayor cuantía por agravación de las lesiones invalidantes, se recogerán de forma sucinta las lesiones o daños en la salud apreciados al interesado, el nuevo grado de incapacidad o minusvalía, según proceda, que lleven aparejado los mismos, así como el importe de la ayuda a percibir una vez aplicados los coeficientes correctores que correspondan y efectuada la deducción de la ayuda ya percibida por el interesado.

        
				
        
          b)
          En los supuestos de agravación con resultado de muerte, la resolución se dictará conforme a lo establecido en el artículo 44 de este Reglamento, efectuándose sobre el importe de la ayuda determinada por aplicación de los coeficientes correctores la deducción de la cantidad percibida por el fallecido en concepto de ayuda por lesiones invalidantes.
        

        
				
        
          TÍTULO III
        

        
				
        
          Procedimiento para el ejercicio de las acciones de subrogación y de repetición
        

        
				
        
          Art. 68.
          Subrogación del Estado y acción de repetición contra el responsable civil.
          –1. Cuando el Estado se subrogue en los derechos que asistan a la víctima o a los beneficiarios contra el obligado civilmente por el hecho delictivo, de conformidad con lo previsto en el artículo 13 de la Ley, procederá la repetición contra éste hasta el importe total de la ayuda provisional o definitiva satisfecha.
        

        
				
        2. El ejercicio de la acción prevista en el apartado anterior se efectuará mediante la personación del Estado en el proceso penal o civil que se siga, sin perjuicio de la acción civil que ejercite el Ministerio Fiscal.

        
				
        Cuando no se produzca la repetición al Estado en el proceso penal o civil o en sus fases de ejecución, el importe de la ayuda satisfecha se exigirá a la persona civilmente responsable por el hecho delictivo mediante el procedimiento administrativo de apremio previsto en el Reglamento General de Recaudación, conforme a lo previsto en el artículo 71 del presente Reglamento. En este caso, la acción del Estado se sustentará en la resolución judicial firme que señale la persona o personas civilmente responsables por el hecho delictivo y el documento acreditativo del abono de las cantidades correspondientes a la ayuda pública.

        
				
        
          Art. 69.
          Acción de repetición contra los beneficiarios de las ayudas.
          –De acuerdo con lo establecido en el artículo 14 de la Ley, el Estado podrá exigir el reembolso total o parcial de las cantidades abonadas en concepto de ayuda provisional o definitiva al beneficiario de las mismas si se produce alguno de los siguientes supuestos:
        

        
				
        
          a)
          Declaración por resolución judicial firme de la inexistencia del delito a que se refiere la Ley. En este caso, procederá el reintegro total de la ayuda satisfecha.
        

        
				
        
          b)
          Pago por el responsable civil del hecho delictivo de la indemnización por daños y perjuicios fijada en la sentencia, dentro de los tres años siguientes al abono de la ayuda pública.
        

        
				
        Si el beneficiario de la ayuda hubiera percibido del responsable civil parte de la indemnización, la cantidad a reembolsar será la que, una vez sumadas las cuantías efectivamente percibidas por tal concepto y por ayuda pública, exceda de la cantidad fijada en la sentencia.

        
				
        Si se hubiera percibido la totalidad de la indemnización fijada en la sentencia, la cantidad a reembolsar será la que haya sido abonada en concepto de ayuda.

        
				
        
          c)
          Percepción de las indemnizaciones o ayudas económicas a que el beneficiario tuviera derecho a través de un seguro privado, dentro de los tres años siguientes al abono de la ayuda pública.
        

        
				
        Si la cantidad pagada por la entidad aseguradora fuera inferior a la indemnización fijada en la sentencia, el reintegro se exigirá por el importe que exceda de dicha indemnización, una vez sumadas la cantidad percibida por el seguro y la abonada en concepto de ayuda pública.

        
				
        Si a través del seguro privado se percibiese una cantidad igual o superior a la indemnización fijada en la sentencia, se reembolsará el importe total abonado en concepto de ayuda pública.

        
				
        Cuando no exista pronunciamiento judicial sobre indemnización de daños y perjuicios causados por el delito y en los tres años siguiente al abono de la ayuda, el beneficiario percibiese una indemnización por el mismo concepto a través de un seguro privado, de inferior cuantía a la ayuda pública, procederá el reembolso por la cantidad satisfecha por aquél. Si la cantidad pagada por la entidad aseguradora fuese igual o superior a la abonada en concepto de ayuda pública, procederá el reembolso de ésta en su totalidad.

        
				
        
          d)
          En los casos de incapacidad temporal, producida por consecuencia del delito, la percepción del subsidio que pudiera corresponder al beneficiario por tal situación en un régimen público de Seguridad Social dentro de los tres años siguientes al abono de la ayuda pública.
        

        
				
        En tal caso, procederá el reembolso por el importe total de la ayuda abonada.

        
				
        
          e)
          Cuando la ayuda se obtuviera mediante la aportación de datos falsos o deliberadamente incompletos o a través de cualquier otra forma fraudulenta o por la omisión deliberada de circunstancias que hubieran determinado su denegación o reducción. En dichos supuestos procederá el reembolso del importe total de la ayuda satisfecha.
        

        
				
        
          f)
          Reconocimiento por sentencia de una indemnización inferior a la concedida en concepto de ayuda provisional. En tal caso procederá el reembolso por la cantidad en que la ayuda abonada exceda a la indemnización fijada en la sentencia.
        

        
				
        
          Art. 70.
          Títulos necesarios para el ejercicio de la acción de repetición contra el perceptor de la ayuda.
          –Para el ejercicio de la acción a que se refiere el artículo anterior serán necesarios, además del documento acreditativo del abono de las cantidades satisfechas en concepto de ayuda pública, los siguientes títulos:
        

        
				
        
          a)
          En los supuestos contemplados en el párrafo
          a),
          la resolución judicial firme que declare la inexistencia del delito.
        

        
				
        
          b)
          En los casos previstos en los párrafos
          b), c)
          y
          d),
          el documento público o privado que acredite que el beneficiario de la ayuda ha percibido, dentro del plazo establecido, la indemnización por daños y perjuicios fijada en la sentencia, las indemnizaciones o ayudas económicas del seguro privado, o el subsidio por incapacidad temporal.
        

        
				
        
          c)
          En los supuestos contemplados en el párrafo
          e),
          la resolución administrativa dictada como consecuencia del correspondiente procedimiento de revisión de oficio, por la que se declare nulo o se anule el acto de concesión de la ayuda por concurrir las circunstancias a que se refiere el citado apartado o, en su caso, mediante la correspondiente resolución del Tribunal Contencioso-Administrativo.
        

        
				
        Si se siguieran actuaciones penales ante la posible existencia de delito, el procedimiento de revisión de oficio quedará en suspenso a resultas de lo que se declare en el proceso penal. Si en dicho proceso se exigiera el reembolso de la ayuda no procederá su ejercicio en vía administrativa.

        
				
        
          d)
          En los supuestos del párrafo
          f),
          la sentencia que determine la cuantía de la indemnización.
        

        
				
        
          Art. 71.
          Procedimiento para el ejercicio de las acciones de repetición.
          –1. Las cantidades que, conforme a lo previsto en los artículos 68 y 69 de este Reglamento, tengan que reembolsarse al Estado tendrán la consideración de recursos de derecho público.
        

        
				
        
          El procedimiento para exigir el reintegro de dichas cantidades se regirá por lo dispuesto en el
          
            Reglamento General de Recaudación, aprobado por el Real Decreto 1684/1990, de 20 de diciembre
            [9],
          
          modificado por el Real Decreto 448/1995, de 24 de marzo, así como por la normativa específica para reclamar la devolución de las prestaciones de Clases Pasivas indebidamente percibidas.
        

        
				
        2. No obstante lo anterior, y con carácter previo a la iniciación del expediente de reintegro que corresponda, la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas, informará al sujeto obligado de los hechos, motivos y título en que se fundamenta la acción de repetición, así como la cuantía a la que ascienda la deuda, concediéndole el plazo de un mes para que realice el reintegro de forma voluntaria.

        
				
        En el supuesto de que la persona obligada acreditase el pago en el plazo concedido, la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas dará por concluido el procedimiento, decretará el archivo de las actuaciones y se lo comunicará al interesado. En caso contrario, se comunicará tal circunstancia a la Delegación Provincial de Economía y Hacienda para que inicie el procedimiento de recaudación en período voluntario, acompañándose, junto con toda la documentación y los datos necesarios según la normativa vigente en la materia, copia del título en que se fundamente la acción del Estado.

        
				
        Si se acreditase el pago una vez efectuada la remisión de las actuaciones a la Delegación Provincial de Economía y Hacienda para la iniciación del expediente de reintegro, se comunicará dicha circunstancia a este órgano a fin de que, en su caso, proceda al archivo de lo actuado, dando por concluido dicho procedimiento.

        
				
        
          TÍTULO IV
        

        
				
        
          Organización, funcionamiento y procedimiento de la Comisión Nacional de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual
        

        
				
        CAPÍTULO PRIMERO

        
				
        Organización

        
				
        
          Art. 72.
          Naturaleza y competencia
          .–1. La Comisión Nacional de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual es un órgano administrativo colegiado, creado por la Ley 35/1995, de 11 de diciembre
          [10], con competencia exclusiva en todo el territorio nacional para el conocimiento y la resolución de las impugnaciones que se formulen contra las resoluciones dictadas por la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas del Ministerio de Economía y Hacienda en materia de ayudas a las víctimas de los delitos que se contemplan en dicha Ley.
        

        
				
        2. Las resoluciones que dicte la Comisión Nacional de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual agotarán la vía administrativa, por lo que únicamente podrán ser objeto del recurso contencioso-administrativo, de conformidad con lo establecido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, sin perjuicio, en su caso, del recurso extraordinario de revisión.

        
				
        
          Art. 73.
          Integración en la Administración General del Estado y autonomía funcional
          .–La Comisión Nacional de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual se integra en la Administración General del Estado, a través del Ministerio de Justicia y ejercerá sus funciones con plena autonomía y sin sometimiento a instrucciones jerárquicas.
        

        
				
        
          Art. 74.
          Composición.
          –1. La Comisión Nacional de Ayuda y Asistencia a Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual estará constituida por un Presidente, doce Vocales y un Secretario.
        

        
				
        2. El Presidente será un Magistrado nombrado por el Ministro de Justicia a propuesta del Consejo General del Poder Judicial.

        
				
        3. Uno de los Vocales será el representante del Ministerio Fiscal y sustituirá al Presidente en los casos de vacante, ausencia o enfermedad. Su nombramiento se hará por el Ministro de Justicia, entre miembros de la Carrera Fiscal pertenecientes a la segunda categoría, a propuesta del Fiscal General del Estado.

        
				
        
          4. Los restantes Vocales de la Comisión Nacional serán: dos representantes del Ministerio de Justicia, dos del Ministerio de Hacienda, dos del Ministerio del Interior y dos del Ministerio de Trabajo
          
            y Asuntos Sociales
            [11]
          
          ,
           
          todos ellos con nivel orgánico de Subdirector general y designados por el titular del respectivo departamento; y tres representantes de las organizaciones vinculadas a la asistencia y defensa de las víctimas de delitos violentos, designados por el Ministro de Justicia, a propuesta de las propias organizaciones.
        

        
				
        
          Simultáneamente a la designación de los titulares de estas vocalías se hará la de los que actuarán como suplentes de aquéllos
          [12].
        

        
				
        5. El Presidente y los Vocales tendrán derecho a percibir, por la asistencia a las sesiones de la Comisión Nacional, las dietas e indemnizaciones reglamentariamente establecidas. A estos efectos el representante del Ministerio Fiscal estará equiparado al Presidente de la Comisión.

        
				
        6. El Secretario general de la Comisión Nacional será designado por el Ministro de Justicia de entre los funcionarios adscritos al Departamento pertenecientes a Cuerpos y Escalas de la Administración General del Estado clasificados en el grupo A y habrá de ser licenciado en Derecho.

        
				
        La Secretaría General de la Comisión Nacional estará adscrita a la Secretaría General Técnica del Ministerio de Justicia y figurará en la relación de puestos de trabajo del Departamento.

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        Funcionamiento

        
				
        
          Art. 75.
          Modalidades.
          –1. La Comisión Nacional de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual funcionará en Pleno y en Comisiones o Ponencias técnicas.
        

        
				
        2. Para el estudio de aspectos concretos, dentro de las competencias de la Comisión Nacional podrán constituirse, por acuerdo del Pleno, Comisiones o Ponencias técnicas. Su composición y régimen de funcionamiento serán, asimismo, determinados por el Pleno de la Comisión Nacional.

        
				
        
          Art. 76.
          Composición y funcionamiento del Pleno.
          –1. El Pleno de la Comisión Nacional de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual, estará integrado por el Presidente y los once Vocales y será asistido por el Secretario general, con voz pero sin voto.        

        
				
      2. El Pleno de la Comisión Nacional establecerá su propio régimen de convocatorias y el carácter y periodicidad de sus sesiones. No obstante, para la válida constitución del órgano, a efectos de la celebración de sesiones y adopción de acuerdos, se requerirá la presencia del Presidente y Secretario o, en su caso, de quienes les sustituyan y la de la mitad, al menos, de los Vocales.

        
				
        3. Las resoluciones y acuerdos se adoptarán por mayoría de votos, decidiendo, en caso de empate, el voto del Presidente.

        
				
        4. Ninguno de los miembros podrá abstenerse de votar y el que disienta de la mayoría podrá hacer constar su voto particular, dentro de los dos días siguientes al de la votación, que se unirá al expediente en sobre cerrado a efectos de que pueda ser conocido por el órgano competente para resolver los recursos ulteriores que se interpongan, pero que, en ningún caso, será mencionado en la resolución que se adopte ni en su notificación.

        
				
        
          Art. 77.
          La Secretaría General.
          –1. Para garantizar la regularidad y eficacia de las funciones propias de la Comisión Nacional de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual, a la Secretaría General de la Comisión Nacional se adscribirán las unidades o servicios que procedan en función de las necesidades de gestión.
        

        
				
        2. Corresponderá a la Secretaría General impulsar la instrucción de los expedientes y vigilar y controlar el cumplimiento de los acuerdos y resoluciones de la Comisión Nacional recaídas en los procedimientos impugnatorios.

        
				
        3. En sus funciones de asistencia al Pleno de la Comisión Nacional corresponderán a la Secretaría General, entre otros, los siguientes cometidos:

        
				
        
          a)
          La recepción de las impugnaciones y recursos.
        

        
				
        
          b)
          Recabar los expedientes iniciales e instruir los procedimientos impugnatorios.
        

        
				
        
          c)
          Redactar y cursar las comunicaciones y órdenes del Presidente y del Pleno de la Comisión Nacional.
        

        
				
        
          d)
          Notificar las resoluciones y acuerdos.
        

        
				
        
          e)
          Practicar las citaciones, órdenes del día, etc., para 
          la celebración de las sesiones del Pleno de la Comisión Nacional.
        

        
				
        
          f)
          Elaboración de las actas.
        

        
				
        
          g)
          Elaboración de datos, dossieres y estadísticas de los procedimientos impugnatorios.
        

        
				
        
          h)
          El archivo y custodia de los expedientes de impugnación.
        

        
				
        4. Para la realización de los trabajos relacionados en los apartados anteriores se podrán adscribir a la Secretaría General los funcionarios que se estimen necesarios en función del número de procedimientos impugnatorios. El Secretario general será el Jefe inmediato del personal asignado a este órgano.

        
				
        CAPÍTULO III

        
				
        Abstención y recusación

        
				
        
          Art. 78.
          Abstención.
          –1. Los miembros de la Comisión Nacional de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual, así como los funcionarios que intervengan en la tramitación de los procedimientos sometidos a su competencia, en quienes se dé alguna de las circunstancias reseñadas en el apartado 2 del artículo 28 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, se abstendrán de intervenir en el procedimiento y lo comunicarán a la autoridad competente conforme a lo previsto en el artículo 80 del presente Reglamento, a fin de que resuelva lo pertinente.
        

        
				
        2. La actuación de las personas en las que concurran motivos de abstención no implicará necesariamente la invalidez de los actos en que hayan intervenido.

        
				
        3. La no abstención en los casos en que proceda dará lugar a responsabilidad.

        
				
        
          Art. 79.
          Recusación.
          –1. En los supuestos previstos en el apartado 1 del artículo anterior podrá promoverse recusación en cualquier momento de la tramitación del procedimiento.
        

        
				
        2. La recusación se sustanciará por el procedimiento establecido en el artículo 29 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

        
				
        
          Art. 80.
          Competencia para la adopción de los acuerdos y resoluciones.
          –Adoptarán los acuerdos que sean pertinentes sobre abstención y, en su caso, sustitución y tramitarán y resolverán las recusaciones que se promuevan:
        

        
				
        
          a)
          Respecto de los funcionarios adscritos a la Secretaría General, el Secretario general.
        

        
				
        
          b)
          Respecto del Secretario general y de los Vocales, el Presidente de la Comisión Nacional.
        

        
				
        
          c)
          Respecto del Presidente, el órgano colegiado constituido en Pleno y ocupando la Presidencia el Vocal representante del Ministerio Fiscal.
        

        
				
        CAPÍTULO IV

        
				
        Procedimiento impugnatorio

        
				
        
          Art. 81.
          Iniciación.
          –1. Contra las resoluciones dictadas por el Ministerio de Economía y Hacienda en materia de las ayudas reguladas por la Ley, podrán los interesados interponer escrito de impugnación, en el plazo de un mes desde la recepción de su notificación, ante la Comisión Nacional de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual.
        

        
				
        2. El escrito de impugnación, que podrá fundarse en cualquiera de los motivos de nulidad o anulabilidad previstos en los artículos 62 y 63 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, deberá expresar:

        
				
        
          a)
          El nombre y apellidos del interesado o interesados y el medio y lugar a efectos de notificaciones.
        

        
				
        
          b)
          La resolución que se impugna y la razón de su impugnación.
        

        
				
        
          c)
          El lugar y la fecha de la impugnación y la firma o identificación personal del interesado o interesados.
        

        
				
        
          d)
          El órgano al que se dirige.
        

        
				
        3. El escrito de impugnación podrá dirigirse, indistintamente a la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas del Ministerio de Economía y Hacienda o a la Comisión Nacional de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual.

        
				
        
          Art. 82.
          Remisión de la copia expediente.
          –1. Si el escrito de impugnación se dirigiese a la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas del Ministerio de Economía y Hacienda, la unidad administrativa competente lo remitirá, junto con su informe y una copia completa y ordenada del expediente inicial, a la Secretaría General de la Comisión Nacional de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual, en el plazo de diez días.
        

        
				
        2. Si el escrito de impugnación se dirigiese a la Comisión Nacional, el Secretario general reclamará, en el día siguiente al de la recepción, la copia del expediente y el informe de la citada Dirección general, que habrá de remitirlo en el plazo señalado en el apartado anterior.

        
				
        
          Art. 83.
          Trámite de alegaciones.
          –1. Una vez recibido en la Secretaría General el expediente e informe de la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas, se pondrá de manifiesto al interesado o interesados por un plazo de diez días, en el cual podrán formular escrito de alegaciones con aportación o, en su caso, proposición de las pruebas que estimen oportunas.
        

        
				
        2. El escrito de alegaciones expresará concisamente los antecedentes de hecho y los motivos en que se funda la impugnación, así como la petición o peticiones que deduzca el interesado o interesados.

        
				
        3. Junto al escrito de alegaciones se presentarán cuantos documentos públicos y privados y dictámenes periciales los interesados juzguen convenientes para la defensa de sus derechos e intereses.

        
				
        Si los documentos no estuvieran en su poder, los interesados podrán indicar el archivo, oficina, protocolo o persona que los posea y solicitar la intervención de la Comisión Nacional para la obtención de los mismos.

        
				
        4. También podrán los interesados solicitar en este trámite que se reclamen por la Comisión Nacional los antecedentes omitidos si apreciasen que el expediente está incompleto por no contener todas las actuaciones practicadas en la instancia inicial.

        
				
        Esta solicitud se formulará en el mismo escrito de alegaciones y se ponderará por el Secretario general de la Comisión Nacional la procedencia o improcedencia de su estimación.

        
				
        De reconocerse que el expediente está incompleto, el Secretario general interesará de la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas, el envío inmediato de las actuaciones que falten, obtenidas las cuales volverá a poner de manifiesto el expediente a los interesados por un nuevo plazo de diez días.

        
				
        
          Art. 84.
          Prueba.
          –1. Finalizado el trámite de alegaciones, el Secretario general resolverá lo procedente sobre la práctica de las pruebas propuestas o de las que, en su caso, el mismo acuerde de oficio.
        

        
				
        2. El plazo para la práctica de las pruebas no excederá de veinte días.

        
				
        Por el Secretario general se notificará a los interesados con antelación suficiente el lugar, fecha y hora en que se practicarán las pruebas con la advertencia, en su caso, de que pueden nombrar técnicos para que asistan al acto en que las mismas se realicen.

        
				
        3. En los casos en que, a petición del interesado, se practiquen pruebas cuya realización implique gastos, la Comisión Nacional podrá exigir a aquél su anticipo a reserva de la liquidación definitiva, una vez practicada la prueba. Dicha liquidación se realizará mediante la unión de los comprobantes que acrediten la realidad y cuantía de los gastos.

        
				
        4. Contra los acuerdos denegatorios de la admisión de pruebas propuestas por los interesados podrá recurrirse ante la propia Comisión Nacional dentro del plazo improrrogable de diez días, contados desde el siguiente al de la recepción de la notificación del acuerdo correspondiente. Contra la resolución que recaiga no se dará recurso alguno.

        
				
        5. Concluida la práctica de las pruebas se pondrá de manifiesto, de nuevo, el expediente a los interesados para que, en un plazo de diez días, aleguen lo que estimen procedente.

        
				
        
          Art. 85.
          Elaboración de la propuesta de resolución.
          –1. Terminada la instrucción del expediente la Secretaria General elaborará la propuesta de resolución en el plazo de diez días.        

        
				
      2. De la propuesta de resolución se harán las copias necesarias para que por el Secretario general sean distribuidas a cada uno de los miembros de la Comisión Nacional con diez días de antelación, al menos, al señalado para la sesión del Pleno en que se haya de deliberar y resolver sobre la impugnación.

        
				
        3. Durante dicho plazo permanecerá el expediente concluso en la Secretaría General a disposición de todos los miembros de la Comisión Nacional.

        
				
        
          Art. 86.
          Petición de informes.
          –1. El Pleno de la Comisión Nacional podrá acordar, antes de adoptar el acuerdo de resolución, que se solicite el informe de cualquier organismo, centro o institución, que habrán de emitirlo en el plazo de diez días contados desde la fecha en que se reciba la petición.
        

        
				
        2. El carácter de estos informes será facultativo y no vinculante y su falta de evacuación en plazo no paralizará, en ningún caso, la tramitación del procedimiento.

        
				
        
          Art. 87.
          Resolución.
          –1. La resolución de la impugnación, que será motivada con antecedentes de hecho y fundamentos de derecho, expresará el lugar y fecha en que se dicte y los datos identificativos de todos los interesados personados en el procedimiento y estimará, en todo o en parte, o desestimará las pretensiones formuladas por los mismos o declarará la inadmisión de la impugnación.
        

        
				
        2. Cuando existiendo vicio de forma no se estime procedente resolver sobre el fondo, se ordenará la retroacción del procedimiento al momento en el que el vicio fue cometido, salvo que se estime oportuno proceder a la convalidación del acto de que se trate mediante la subsanación del vicio de que adolezca.

        
				
        3. En el fallo o parte dispositiva de la resolución se decidirán cuantas cuestiones, tanto de forma como de fondo, plantee el procedimiento hayan sido o no alegadas por los interesados, si bien en este último caso habrá de oírseles previamente y sin que en ningún caso, pueda agravarse su situación inicial.

        
				
        
          Art. 88.
          Notificación y ejecución.
          –1. La resolución se notificará a los interesados en el plazo de diez días contados a partir del siguiente al de la fecha en que se dictó y contendrá el texto íntegro de la misma, con la indicación de que es definitiva en vía administrativa y sólo puede ser objeto de recurso contencioso-administrativo, sin perjuicio, en su caso, del extraordinario de revisión, por los motivos y procedimiento establecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.
        

        
				
        2. Una copia de la resolución, a la que se unirá el documento acreditativo de su recepción por el interesado, se unirá al expediente para su devolución a la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas que habrá de promover, en su caso, la ejecución.

        
				
        3. El Secretario general vigilará el cumplimiento de la resolución, adoptando por sí, o proponiendo al Presidente, según proceda, las medidas pertinentes para remover los obstáculos que se opongan a su ejecución.

        
				
        
          TÍTULO V
        

        
				
        
          
            Normas para facilitar a las víctimas del delito, en situaciones transfronterizas, el acceso a las ayudas públicas
            [13]
          
        

        
				
        
          Art. 89.
          Ámbito de aplicación.–
          1. Las disposiciones de este título resultarán de aplicación a los procedimientos para la tramitación y resolución de las ayudas, tanto provisionales como definitivas, a las víctimas directas o indirectas de los delitos contemplados en la Ley, cuando el lugar en que se cometa el delito sea España y el solicitante de la ayuda tenga su residencia habitual en otro Estado miembro de la Unión Europea.
        

        
				
        
          2. Las disposiciones de este título también serán de aplicación, cuando el lugar en que se cometa el delito sea un Estado miembro de la Unión Europea distinto a España y el solicitante de la ayuda tenga su residencia habitual en España. En este caso, la autoridad de asistencia llevará a cabo las funciones previstas en el artículo 90, a los efectos de cooperar en la iniciación y tramitación de los procedimientos para el reconocimiento de las ayudas por el Estado miembro de la Unión Europea en el que se haya cometido el delito
          [14].
        

        
				
        
          Art. 90.
          Designación y funciones de la autoridad de asistencia.–
          1. Las Oficinas de asistencia a las víctimas, previstas en el artículo 16 de la Ley, actuarán como autoridad de asistencia en los casos a que se refiere el apartado 2 del artículo anterior, para que el solicitante pueda acceder, desde España, al resarcimiento por el Estado en cuyo ámbito territorial se cometió el delito.
        

        
				
        2. A estos efectos, las Oficinas de asistencia a las víctimas facilitarán al solicitante de la ayuda:

        
				
        
          a)
          Información sobre las posibilidades de solicitar una ayuda económica o indemnización, los trámites e impresos necesarios, incluido el modo en que éstos han de cumplimentarse, y la documentación acreditativa que pueda precisarse.
        

        
				
        
          b)
          Orientación general sobre el modo de cumplimentar las peticiones de información suplementaria.
        

        
				
        3. Asimismo, las Oficinas de asistencia a las víctimas, como autoridad de asistencia deberán:

        
				
        
          a)
          Trasladar la solicitud y documentación acreditativa, y también la documentación que, en su caso, sea requerida posteriormente, a la autoridad de decisión designada por el Estado en cuyo territorio se cometió el delito.
        

        
				
        
          b)
          Cooperar con el organismo a que se refiere el párrafo anterior cuando, de conformidad con su legislación nacional, éste acuerde oír al solicitante o a cualquier otra persona.
        

        
				
        Esta cooperación por parte de las Oficinas de asistencia a las víctimas podrá consistir a petición de la autoridad de decisión, en disponer lo necesario, para que esta última realice directamente la audiencia, en particular por teléfono o por videoconferencia, o bien en dar audiencia al solicitante de la ayuda económica o a cualquier otra persona y remitir a la autoridad de decisión un acta de la audiencia.

        
				
        
          Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, la autoridad de decisión podrá realizar directamente la audiencia, si lo acepta la persona que deba ser oída
          [15].
        

        
				
        
          Art. 91.
          Autoridad de decisión.–
          1. En los casos a que se refiere el apartado 1 del artículo 89, cuando la solicitud de las ayudas públicas establecidas en la ley sea cursada a través de la autoridad de asistencia del Estado donde el solicitante resida habitualmente, la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas del Ministerio de Economía y Hacienda, como autoridad de decisión, deberá comunicar al solicitante y a la autoridad de asistencia:
        

        
				
        
          a)
          La recepción de la solicitud de ayuda pública, el órgano que instruye el procedimiento, el plazo para su resolución y, si es posible, la fecha previsible en la que se adoptará la resolución.
        

        
				
        
          b)
          La resolución que ponga fin al procedimiento.
        

        
				
        2. Asimismo, la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas, como autoridad de decisión, podrá recabar la cooperación de la autoridad de asistencia del Estado donde el solicitante de la ayuda tenga su residencia habitual, para oír al solicitante o a cualquier otra persona si lo estima necesario, de conformidad con el artículo 28 de este reglamento.

        
				
        A tal efecto, la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas podrá solicitar a la autoridad de asistencia a que se refiere el párrafo anterior que disponga lo necesario para que:

        
				
        
          a)
          El órgano instructor pueda realizar directamente la audiencia, en particular por teléfono o por videoconferencia, con la persona que deba ser oída, si ésta lo acepta.
        

        
				
        
          b)
          La autoridad de asistencia realice la audiencia y remita al órgano instructor un acta de ésta.
        

        
				
        
          La realización de la audiencia por la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas, se ajustará a lo establecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y en el Real Decreto 263/1996, de 16 de febrero, por el que se regula la utilización de técnicas electrónicas, informáticas y telemáticas por la Administración General del Estado
          [16].
        

        
				
        
          Art. 92.
          Impresos para la transmisión de solicitudes y comunicación de la resolución.–
          Para el traslado de la solicitud y documentación acreditativa previsto en el artículo 90.3.
          a)
          y para la comunicación de la resolución que ponga fin al procedimiento, prevista en el artículo 91.1.
          b)
          se utilizarán los impresos que se establezcan por orden conjunta del Ministro de Justicia y del Ministro de Economía y Hacienda
          [17].
        

        
				
        
          Art 93.
          Impugnación.–
          1. Cuando el escrito de impugnación de la resolución dictada por la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas sea cursado a través de la autoridad de asistencia del Estado miembro donde la víctima del delito tiene su residencia habitual, corresponde a la Comisión Nacional de Ayuda y Asistencia a Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual actuar como autoridad de decisión. A tal efecto la Secretaría General de la Comisión Nacional deberá comunicar al interesado y a la autoridad de asistencia:
        

        
				
        
          a)
          La recepción del escrito de impugnación, el órgano que instruye el procedimiento, el plazo para su resolución y, si es posible, la fecha previsible en la que se adoptará la resolución.
        

        
				
        
          b)
          La resolución que ponga fin al procedimiento.
        

        
				
        2. Asimismo, la Secretaría General de la Comisión Nacional podrá recabar la cooperación de la autoridad de asistencia del Estado donde el solicitante de la ayuda tenga su residencia habitual, para oír al interesado o a cualquier otra persona si lo estima necesario, para la determinación, conocimiento y comprobación de los hechos y datos en virtud de los cuales deba pronunciarse la resolución.

        
				
        A tal efecto, la Secretaría General de la Comisión Nacional podrá solicitar a la autoridad de asistencia a que se refiere el párrafo anterior que disponga lo necesario para que:

        
				
        
          a)
          El órgano instructor pueda realizar directamente la audiencia, en particular por teléfono o por videoconferencia, con la persona que deba ser oída, si ésta lo acepta.
        

        
				
        
          b)
          La autoridad de asistencia realice la audiencia y remita al órgano instructor un acta de ésta.
        

        
				
        
          La realización de la audiencia por la Secretaría General de la Comisión Nacional, se ajustará a lo establecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y en el Real Decreto 263/1996, de 16 de febrero, por el que se regula la utilización de técnicas electrónicas, informáticas y telemáticas por la Administración General del Estado
          [18].
        

        
				
        DISPOSICIÓN FINAL

        
				
        
          Única.
          Régimen supletorio
          .–En lo no previsto en el capítulo II del título IV del presente Reglamento se estará a lo que, particularmente, acuerde el Pleno de la Comisión Nacional de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual y, en su defecto, a las normas que regulan el funcionamiento de los órganos colegiados y las funciones de sus diferentes miembros, contenidas en el capítulo II del título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. Asimismo, en lo no previsto en el capítulo IV del título IV, se estará a las normas generales del Procedimiento Administrativo Común.
        

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [1] El párrafo segundo del apartado 2 y el apartado 3 fueron añadidos por Real Decreto 199/2006, de 17 de febrero, («BOE» núm. 43, de 20 de febrero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [2] Derogada por la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, modificada por Ley Orgánica 8/2000, de 22 de diciembre, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [3] Apartado añadido por Real Decreto 199/2006, de 17 de febrero, («BOE» núm. 43, de 20 de febrero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [4] Adviértase que la Ley 26/2009, de 23 de diciembre («BOE» núm. 309, de 24 de diciembre), de Presupuestos Generales del Estado para el año 2010, ha modificado la redacción de dichos preceptos.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [5] Téngase en cuenta que la Ley 4/1999 modificó la Ley 30/1992 y cambió la numeración de algunos de sus artículos.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [6] Párrafo añadido por Real Decreto 199/2006, de 17 de febrero («BOE» núm. 43, de 20 de febrero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [7] Adviértase que dicho Real Decreto ha sido derogado por el Real Decreto 939/2005 («BOE» núm. 210 de 2 de septiembre), de 29 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [8] En la actualidad, artículo 43.5 de la citada Ley, después de la modificación operada por la Ley 4/1999, de 13 de enero.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [9] Téngase presente que la citada disposición ha sido derogada por el Real Decreto 939/2005, de 29 de julio («BOE» núm. 210, de 2 de septiembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [10] Artículo 11 de la citada disposición, que se incluye en esta obra como parágrafo 20.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [11] En la actualidad, Ministerio de Trabajo e Inmigración.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [12] Los apartados 1 a 4 figuran redactados de conformidad con el Real Decreto 429/2003, de 11 de abril («BOE» núm. 100, de 26 de abril).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [13] El presente Título y los artículos 89 a 93 que lo integran, han sido incorporados a esta disposición por el Real Decreto 199/2006, de 17 de febrero («BOE» núm. 43, de 20 de febrero). No obstante, conforme a lo dispuesto en su disposición transitoria 1.ª, sólo se aplicará este procedimiento a las solicitudes de ayudas y resarcimientos por delitos cometidos después del 30 de junio de 2005. En consecuencia, las solicitudes de ayudas y resarcimientos por delitos cometidos con anterioridad a esta fecha se regirán por las normas vigentes en el momento de su comisión.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [14] Artículo adicionado por el Real Decreto 199/2006, de 17 de febrero («BOE» núm. 43, de 20 de febrero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [15] Artículo añadido por el Real Decreto 199/2006, de 17 de febrero («BOE» núm. 43, de 20 de febrero).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [16] Este artículo ha sido añadido por el Real Decreto 199/2006, de 17 de febrero.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [17] Artículo adicionado por el Real Decreto 199/2006, de 17 de febrero.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [18] Artículo adicionado por el Real Decreto 199/2006, de 17 de febrero.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          PROCESO DE MENORES
        

        
				
        
          § 22
          
            LEY ORGÁNICA 5/2000, DE 12 DE ENERO (JEFATURA DEL ESTADO), REGULADORA DE LA RESPONSABILIDAD PENAL DE LOS MENORES
            [1]
          
        

        
				
        («BOE» núm. 11, de 13 de enero de 2000)

        
				
        
          EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
        

        
				
        I

        
				
        1. La promulgación de la presente Ley Orgánica reguladora de la responsabilidad penal de los menores era una necesidad impuesta por lo establecido en la Ley Orgánica 4/1992, de 5 de junio, sobre reforma de la Ley reguladora de la competencia y el procedimiento de los Juzgados de Menores; en la moción aprobada por el Congreso de los Diputados el 10 de mayo de 1994, y en el artículo 19 de la vigente Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.

        
				
        2. La Ley Orgánica 4/1992, promulgada como consecuencia de la sentencia del Tribunal Constitucional 36/1991, de 14 de febrero, que declaró inconstitucional el artículo 15 de la Ley de Tribunales Tutelares de Menores, texto refundido de 11 de junio de 1948, establece un marco flexible para que los Juzgados de Menores puedan determinar las medidas aplicables a éstos en cuanto infractores penales, sobre la base de valorar especialmente el interés del menor, entendiendo por menores a tales efectos a las personas comprendidas entre los doce y los dieciséis años. Simultáneamente, encomienda al Ministerio Fiscal la iniciativa procesal, y le concede amplias facultades para acordar la terminación del proceso con la intención de evitar, dentro de lo posible, los efectos aflictivos que el mismo pudiera llegar a producir. Asimismo, configura al equipo técnico como instrumento imprescindible para alcanzar el objetivo que persiguen las medidas y termina estableciendo un procedimiento de naturaleza sancionadora-educativa, al que otorga todas las garantías derivadas de nuestro ordenamiento constitucional, en sintonía con lo establecido en la aludida sentencia del Tribunal Constitucional y lo dispuesto en el artículo 40 de la Convención de los Derechos del Niño de 20 de noviembre de 1989.

        
				
        Dado que la expresada Ley Orgánica se reconocía a sí misma expresamente «el carácter de una reforma urgente, que adelanta parte de una renovada legislación sobre reforma de menores, que será objeto de medidas legislativas posteriores», es evidente la oportunidad de la presente Ley Orgánica, que constituye esa necesaria reforma legislativa, partiendo de los principios básicos que ya guiaron la redacción de aquélla (especialmente, el principio del superior interés del menor), de las garantías de nuestro ordenamiento constitucional, y de las normas de Derecho internacional, con particular atención a la citada Convención de los Derechos del Niño de 20 de noviembre de 1989, y esperando responder de este modo a las expectativas creadas en la sociedad española, por razones en parte coyunturales y en parte permanentes, sobre este tema concreto.

        
				
        3. Los principios expuestos en la moción aprobada unánimemente por el Congreso de los Diputados el día 10 de mayo de 1994, sobre medidas para mejorar el marco jurídico vigente de protección del menor, se refieren esencialmente al establecimiento de la mayoría de edad penal en los dieciocho años y a la promulgación de «una ley penal del menor y juvenil que contemple la exigencia de responsabilidad para los jóvenes infractores que no hayan alcanzado la mayoría de edad penal, fundamentada en principios orientados hacia la reeducación de los menores de edad infractores, en base a las circunstancias personales, familiares y sociales, y que tenga especialmente en cuenta las competencias de las Comunidades Autónomas en esta materia…».

        
				
        4. El artículo 19 del vigente Código Penal, aprobado por la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, fija efectivamente la mayoría de edad penal en los dieciocho años y exige la regulación expresa de la responsabilidad penal de los menores de dicha edad en una Ley independiente. También para responder a esta exigencia se aprueba la presente Ley Orgánica, si bien lo dispuesto en este punto en el Código Penal debe ser complementado en un doble sentido. En primer lugar, asentando firmemente el principio de que la responsabilidad penal de los menores presenta frente a la de los adultos un carácter primordial de intervención educativa que trasciende a todos los aspectos de su regulación jurídica y que determina considerables diferencias entre el sentido y el procedimiento de las sanciones en uno y otro sector, sin perjuicio de las garantías comunes a todo justiciable. En segundo término, la edad límite de dieciocho años establecida por el Código Penal para referirse a la responsabilidad penal de los menores precisa de otro límite mínimo a partir del cual comience la posibilidad de exigir esa responsabilidad y que se ha concretado en los catorce años, con base en la convicción de que las infracciones cometidas por los niños menores de esta edad son en general irrelevantes y que, en los escasos supuestos en que aquéllas pueden producir alarma social, son suficientes para darles una respuesta igualmente adecuada los ámbitos familiar y asistencial civil, sin necesidad de la intervención del aparato judicial sancionador del Estado.

        
				
        5. Asimismo, han sido criterios orientadores de la redacción de la presente Ley Orgánica, como no podía ser de otra manera, los contenidos en la doctrina del Tribunal Constitucional, singularmente en los fundamentos jurídicos de las sentencias 36/1991, de 14 de febrero, y 60/1995, de 17 de marzo, sobre las garantías y el respeto a los derechos fundamentales que necesariamente han de imperar en el procedimiento seguido ante los Juzgados de Menores, sin perjuicio de las modulaciones que, respecto del procedimiento ordinario, permiten tener en cuenta la naturaleza y finalidad de aquel tipo de proceso, encaminado a la adopción de unas medidas que, como ya se ha dicho, fundamentalmente no pueden ser represivas, sino preventivo-especiales, orientadas hacia la efectiva reinserción y el superior interés del menor, valorados con criterios que han de buscarse primordialmente en el ámbito de las ciencias no jurídicas.

        
				
        II

        
				
        6. Como consecuencia de los principios, criterios y orientaciones a que se acaba de hacer referencia, puede decirse que la redacción de la presente Ley Orgánica ha sido conscientemente guiada por los siguientes principios generales: naturaleza formalmente penal pero materialmente sancionadora-educativa del procedimiento y de las medidas aplicables a los infractores menores de edad, reconocimiento expreso de todas las garantías que se derivan del respeto de los derechos constitucionales y de las especiales exigencias del interés del menor, diferenciación de diversos tramos a efectos procesales y sancionadores en la categoría de infractores menores de edad, flexibilidad en la adopción y ejecución de las medidas aconsejadas por las circunstancias del caso concreto, competencia de las entidades autonómicas relacionadas con la reforma y protección de menores para la ejecución de las medidas impuestas en la sentencia y control judicial de esta ejecución.

        
				
        7. La presente Ley Orgánica tiene ciertamente la naturaleza de disposición sancionadora, pues desarrolla la exigencia de una verdadera responsabilidad jurídica a los menores infractores, aunque referida específicamente a la comisión de hechos tipificados como delitos o faltas por el Código Penal y las restantes leyes penales especiales. Al pretender ser la reacción jurídica dirigida al menor infractor una intervención de naturaleza educativa, aunque desde luego de especial intensidad, rechazando expresamente otras finalidades esenciales del Derecho penal de adultos, como la proporcionalidad entre el hecho y la sanción o la intimidación de los destinatarios de la norma, se pretende impedir todo aquello que pudiera tener un efecto contraproducente para el menor, como el ejercicio de la acción por la víctima o por otros particulares.

        
				
        Y es que en el Derecho Penal de menores ha de primar, como elemento determinante del procedimiento y de las medidas que se adopten, el superior interés del menor. Interés que ha de ser valorado con criterios técnicos y no formalistas por equipos de profesionales especializados en el ámbito de las ciencias no jurídicas, sin perjuicio desde luego de adecuar la aplicación de las medidas a principios garantistas generales tan indiscutibles como el principio acusatorio, el principio de defensa o el principio de presunción de inocencia.

        
				
        8. Sin embargo, la Ley tampoco puede olvidar el interés propio del perjudicado o víctima del hecho cometido por el menor, estableciendo un procedimiento singular, rápido y poco formalista para el resarcimiento, en su caso, de daños y perjuicios, dotando de amplias facultades al Juez de Menores para la incorporación a los autos de documentos y testimonios relevantes de la causa principal. En este ámbito de atención a los intereses y necesidades de las víctimas, la Ley introduce el principio en cierto modo revolucionario de la responsabilidad solidaria con el menor responsable de los hechos de sus padres, tutores, acogedores o guardadores, si bien permitiendo la moderación judicial de la misma y recordando expresamente la aplicabilidad en su caso de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, así como de la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de ayudas y asistencia a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual.

        
				
        Asimismo, la Ley regula, para procedimientos por delitos graves cometidos por mayores de dieciséis años, un régimen de intervención del perjudicado en orden a salvaguardar el interés de la víctima en el esclarecimiento de los hechos y su enjuiciamiento por el orden jurisdiccional competente, sin contaminar el procedimiento propiamente educativo y sancionador del menor.

        
				
        Esta Ley arbitra un amplio derecho de participación a las víctimas ofreciéndoles la oportunidad de intervenir en las actuaciones procesales proponiendo y practicando prueba, formulando conclusiones e interponiendo recursos. Sin embargo, esta participación se establece de un modo limitado ya que respecto de los menores no cabe reconocer a los particulares el derecho a constituirse propiamente en parte acusadora con plenitud de derechos y cargas procesales. No existe aquí ni la acción particular de los perjudicados por el hecho criminal, ni la acción popular de los ciudadanos, porque en estos casos el interés prioritario para la sociedad y para el Estado coincide con el interés del menor.

        
				
        9. Conforme a las orientaciones declaradas por el Tribunal Constitucional, anteriormente aludidas, se instaura un sistema de garantías adecuado a la pretensión procesal, asegurando que la imposición de la sanción se efectuará tras vencer la presunción de inocencia, pero sin obstaculizar los criterios educativos y de valoración del interés del menor que presiden este proceso, haciendo al mismo tiempo un uso flexible del principio de intervención mínima, en el sentido de dotar de relevancia a las posibilidades de no apertura del procedimiento o renuncia al mismo, al resarcimiento anticipado o conciliación entre el infractor y la víctima, y a los supuestos de suspensión condicional de la medida impuesta o de sustitución de la misma durante su ejecución.

        
				
        La competencia corresponde a un Juez ordinario, que, con categoría de Magistrado y preferentemente especialista, garantiza la tutela judicial efectiva de los derechos en conflicto. La posición del Ministerio Fiscal es relevante, en su doble condición de institución que constitucionalmente tiene encomendada la función de promover la acción de la Justicia y la defensa de la legalidad, así como de los derechos de los menores, velando por el interés de éstos. El Letrado del menor tiene participación en todas y cada una de las fases del proceso, conociendo en todo momento el contenido del expediente, pudiendo proponer pruebas e interviniendo en todos los actos que se refieren a la valoración del interés del menor y a la ejecución de la medida, de la que puede solicitar la modificación.

        
				
        La adopción de medidas cautelares sigue el modelo de solicitud de parte, en audiencia contradictoria, en la que debe valorarse especialmente, una vez más, el superior interés del menor.

        
				
        En defensa de la unidad de doctrina, el sistema de recursos ordinario se confía a las Salas de Menores de los Tribunales Superiores de Justicia, que habrán de crearse, las cuales, con la inclusión de Magistrados especialistas, aseguran y refuerzan la efectividad de la tutela judicial en relación con las finalidades que se propone la Ley. En el mismo sentido, procede destacar la instauración del recurso de casación para unificación de doctrina, reservado a los casos de mayor gravedad, en paralelismo con el proceso penal de adultos, reforzando la garantía de la unidad de doctrina en el ámbito del derecho sancionador de menores a través de la jurisprudencia del Tribunal Supremo.

        
				
        10. Conforme a los principios señalados, se establece, inequívocamente, el límite de los catorce años de edad para exigir este tipo de responsabilidad sancionadora a los menores de edad penal y se diferencian, en el ámbito de aplicación de la Ley y de la graduación de las consecuencias por los hechos cometidos, dos tramos, de catorce a dieciséis y de diecisiete a dieciocho años, por presentar uno y otro grupo diferencias características que requieren, desde un punto de vista científico y jurídico, un tratamiento diferenciado, constituyendo una agravación específica en el tramo de los mayores de dieciséis años la comisión de delitos que se caracterizan por la violencia, intimidación o peligro para las personas.

        
				
        La aplicación de la presente Ley a los mayores de dieciocho años y menores de veintiuno, prevista en el artículo 69 del Código Penal vigente, podrá ser acordada por el Juez atendiendo a las circunstancias personales y al grado de madurez del autor, y a la naturaleza y gravedad de los hechos. Estas personas reciben, a los efectos de esta Ley, la denominación genérica de «jóvenes».

        
				
        Se regulan expresamente, como situaciones que requieren una respuesta específica, los supuestos en los que el menor presente síntomas de enajenación mental o la concurrencia de otras circunstancias modificativas de su responsabilidad, debiendo promover el Ministerio Fiscal, tanto la adopción de las medidas más adecuadas al interés del menor que se encuentre en tales situaciones, como la constitución de los organismos tutelares previstos por las leyes. También se establece que las acciones u omisiones imprudentes no puedan ser sancionadas con medidas de internamiento en régimen cerrado.

        
				
        11. Con arreglo a las orientaciones expuestas, la Ley establece un amplio catálogo de medidas aplicables, desde la referida perspectiva sancionadora-educativa, debiendo primar nuevamente el interés del menor en la flexible adopción judicial de la medida más idónea, dadas las características del caso concreto y de la evolución personal del sancionado durante la ejecución de la medida. La concreta finalidad que las ciencias de la conducta exigen que se persiga con cada una de las medidas relacionadas, se detalla con carácter orientador en el apartado III de esta exposición de motivos.

        
				
        12. La ejecución de las medidas judicialmente impuestas corresponde a las entidades públicas de protección y reforma de menores de las Comunidades Autónomas, bajo el inexcusable control del Juez de Menores. Se mantiene el criterio de que el interés del menor tiene que ser atendido por especialistas en las áreas de la educación y la formación, pertenecientes a esferas de mayor inmediación que el Estado. El Juez de Menores, a instancia de las partes y oídos los equipos técnicos del propio Juzgado y de la entidad pública de la correspondiente Comunidad Autónoma, dispone de amplias facultades para suspender o sustituir por otras las medidas impuestas, naturalmente sin mengua de las garantías procesales que constituyen otro de los objetivos primordiales de la nueva regulación, o permitir la participación de los padres del menor en la aplicación y consecuencias de aquéllas.

        
				
        13. Un interés particular revisten en el contexto de la Ley los temas de la reparación del daño causado y la conciliación del delincuente con la víctima como situaciones que, en aras del principio de intervención mínima, y con el concurso mediador del equipo técnico, pueden dar lugar a la no incoación o sobreseimiento del expediente, o a la finalización del cumplimiento de la medida impuesta, en un claro predominio, una vez más, de los criterios educativos y resocializadores sobre los de una defensa social esencialmente basada en la prevención general y que pudiera resultar contraproducente para el futuro.

        
				
        La reparación del daño causado y la conciliación con la víctima presentan el común denominador de que el ofensor y el perjudicado por la infracción llegan a un acuerdo, cuyo cumplimiento por parte del menor termina con el conflicto jurídico iniciado por su causa. La conciliación tiene por objeto que la víctima reciba una satisfacción psicológica a cargo del menor infractor, quien ha de arrepentirse del daño causado y estar dispuesto a disculparse. La medida se aplicará cuando el menor efectivamente se arrepienta y se disculpe, y la persona ofendida lo acepte y otorgue su perdón. En la reparación el acuerdo no se alcanza únicamente mediante la vía de la satisfacción psicológica, sino que requiere algo más: el menor ejecuta el compromiso contraído con la víctima o perjudicado de reparar el daño causado, bien mediante trabajos en beneficio de la comunidad, bien mediante acciones, adaptadas a las necesidades del sujeto, cuyo beneficiario sea la propia víctima o perjudicado.

        
				
        
          III
        

        
				
        14. En la medida de amonestación, el Juez, en un acto único que tiene lugar en la sede judicial, manifiesta al menor de modo concreto y claro las razones que hacen socialmente intolerables los hechos cometidos, le expone las consecuencias que para él y para la víctima han tenido o podían haber tenido tales hechos, y le formula recomendaciones para el futuro.

        
				
        15. La medida de prestaciones en beneficio de la comunidad, que, en consonancia con el artículo 25.2 de nuestra Constitución, no podrá imponerse sin consentimiento del menor, consiste en realizar una actividad, durante un número de sesiones previamente fijado, bien sea en beneficio de la colectividad en su conjunto, o de personas que se encuentren en una situación de precariedad por cualquier motivo. Preferentemente, se buscará relacionar la naturaleza de la actividad en que consista esta medida con la de los bienes jurídicos afectados por los hechos cometidos por el menor.

        
				
        Lo característico de esta medida es que el menor ha de comprender, durante su realización, que la colectividad o determinadas personas han sufrido de modo injustificado unas consecuencias negativas derivadas de su conducta. Se pretende que el sujeto comprenda que actuó de modo incorrecto, que merece el reproche formal de la sociedad, y que la prestación de los trabajos que se le exigen es un acto de reparación justo.

        
				
        16. Las medidas de internamiento responden a una mayor peligrosidad, manifestada en la naturaleza peculiarmente grave de los hechos cometidos, caracterizados en los casos más destacados por la violencia, la intimidación o el peligro para las personas. El objetivo prioritario de la medida es disponer de un ambiente que provea de las condiciones educativas adecuadas para que el menor pueda reorientar aquellas disposiciones o deficiencias que han caracterizado su comportamiento antisocial, cuando para ello sea necesario, al menos de manera temporal, asegurar la estancia del infractor en un régimen físicamente restrictivo de su libertad. La mayor o menor intensidad de tal restricción da lugar a los diversos tipos de internamiento, a los que se va a aludir a continuación. El internamiento, en todo caso, ha de proporcionar un clima de seguridad personal para todos los implicados, profesionales y menores infractores, lo que hace imprescindible que las condiciones de estancia sean las correctas para el normal desarrollo psicológico de los menores.

        
				
        El internamiento en régimen cerrado pretende la adquisición por parte del menor de los suficientes recursos de competencia social para permitir un comportamiento responsable en la comunidad, mediante una gestión de control en un ambiente restrictivo y progresivamente autónomo.

        
				
        El internamiento en régimen semiabierto implica la existencia de un proyecto educativo en donde desde el principio los objetivos sustanciales se realizan en contacto con personas e instituciones de la comunidad, teniendo el menor su residencia en el centro, sujeto al programa y régimen interno del mismo.

        
				
        El internamiento en régimen abierto implica que el menor llevará a cabo todas las actividades del proyecto educativo en los servicios normalizados del entorno, residiendo en el centro como domicilio habitual.

        
				
        El internamiento terapéutico se prevé para aquellos casos en los que los menores, bien por razón de su adicción al alcohol o a otras drogas, bien por disfunciones significativas en su psiquismo, precisan de un contexto estructurado en el que poder realizar una programación terapéutica, no dándose, ni, de una parte, las condiciones idóneas en el menor o en su entorno para el tratamiento ambulatorio, ni, de otra parte, las condiciones de riesgo que exigirían la aplicación a aquél de un internamiento en régimen cerrado.

        
				
        17. En la asistencia a un centro de día, el menor es derivado a un centro plenamente integrado en la comunidad, donde se realizan actividades educativas de apoyo a su competencia social. Esta medida sirve el propósito de proporcionar a un menor un ambiente estructurado durante buena parte del día, en el que se lleven a cabo actividades socio-educativas que puedan compensar las carencias del ambiente familiar de aquél. Lo característico del centro de día es que en ese lugar es donde toma cuerpo lo esencial del proyecto socio-educativo del menor, si bien éste puede asistir también a otros lugares para hacer uso de otros recursos de ocio o culturales. El sometido a esta medida puede, por lo tanto, continuar residiendo en su hogar, o en el de su familia, o en el establecimiento de acogida.

        
				
        18. En la medida de libertad vigilada, el menor infractor está sometido, durante el tiempo establecido en la sentencia, a una vigilancia y supervisión a cargo de personal especializado, con el fin de que adquiera las habilidades, capacidades y actitudes necesarias para un correcto desarrollo personal y social. Durante el tiempo que dure la libertad vigilada, el menor también deberá cumplir las obligaciones y prohibiciones que, de acuerdo con esta Ley, el Juez puede imponerle.

        
				
        19. La realización de tareas socio-educativas consiste en que el menor lleve a cabo actividades específicas de contenido educativo que faciliten su reinserción social. Puede ser una medida de carácter autónomo o formar parte de otra más compleja. Empleada de modo autónomo, pretende satisfacer necesidades concretas del menor percibidas como limitadoras de su desarrollo integral. Puede suponer la asistencia y participación del menor a un programa ya existente en la comunidad, o bien a uno creado «ad hoc» por los profesionales encargados de ejecutar la medida. Como ejemplos de tareas socio-educativas, se pueden mencionar las siguientes: asistir a un taller ocupacional, a un aula de educación compensatoria o a un curso de preparación para el empleo; participar en actividades estructuradas de animación sociocultural, asistir a talleres de aprendizaje para la competencia social, etc.

        
				
        20. El tratamiento ambulatorio es una medida destinada a los menores que disponen de las condiciones adecuadas en su vida para beneficiarse de un programa terapéutico que les ayude a superar procesos adictivos o disfunciones significativas de su psiquismo. Previsto para los menores que presenten una dependencia al alcohol o las drogas, y que en su mejor interés puedan ser tratados de la misma en la comunidad, en su realización pueden combinarse diferentes tipos de asistencia médica y psicológica. Resulta muy apropiado para casos de desequilibrio psicológico o perturbaciones del psiquismo que puedan ser atendidos sin necesidad de internamiento. La diferencia más clara con la tarea socio-educativa es que ésta pretende lograr una capacitación, un logro de aprendizaje, empleando una metodología, no tanto clínica, sino de orientación psicoeducativa. El tratamiento ambulatorio también puede entenderse como una tarea socio-educativa muy específica para un problema bien definido.

        
				
        21. La permanencia de fin de semana es la expresión que define la medida por la que un menor se ve obligado a permanecer en su hogar desde la tarde o noche del viernes hasta la noche del domingo, a excepción del tiempo en que realice las tareas socio-educativas asignadas por el Juez. En la práctica, combina elementos del arresto de fin de semana y de la medida de tareas socio-educativas o prestaciones en beneficio de la comunidad. Es adecuada para menores que cometen actos de vandalismo o agresiones leves en los fines de semana.

        
				
        22. La convivencia con una persona, familia o grupo educativo es una medida que intenta proporcionar al menor un ambiente de socialización positivo, mediante su convivencia, durante un período determinado por el Juez, con una persona, con una familia distinta a la suya o con un grupo educativo que se ofrezca a cumplir la función de la familia en lo que respecta al desarrollo de pautas socioafectivas prosociales en el menor.

        
				
        23. La privación del permiso de conducir ciclomotores o vehículos a motor, o del derecho a obtenerlo, o de licencias administrativas para caza o para el uso de cualquier tipo de armas, es una medida accesoria que se podrá imponer en aquellos casos en los que el hecho cometido tenga relación con la actividad que realiza el menor y que ésta necesite autorización administrativa.

        
				
        24. Por último, procede poner de manifiesto que los principios científicos y los criterios educativos a que han de responder cada una de las medidas, aquí sucintamente expuestos, se habrán de regular más extensamente en el Reglamento que en su día se dicte en desarrollo de la presente Ley Orgánica.

        
				
        
          TÍTULO PRELIMINAR
        

        
				
        
          Artículo 1.
          Declaración general.
          –1. Esta Ley se aplicará para exigir la responsabilidad de las personas mayores de catorce años y menores de dieciocho por la comisión de hechos tipificados como delitos o faltas en el Código Penal o las leyes penales especiales.
        

        
				
        
          2. Las personas a las que se aplique la presente Ley gozarán de todos los derechos reconocidos en la Constitución y en el ordenamiento jurídico, particularmente en la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del menor
          [2], así como en la Convención sobre los Derechos del Niño de 20 de noviembre de 1989
          [3]
          y en todas aquellas normas sobre protección de menores contenidas en los Tratados válidamente celebrados por España
          [4].
        

        
				
        
          TÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Del ámbito de aplicación de la Ley
        

        
				
        
          Art. 2.
          Competencia de los Jueces de Menores.–
          1. Los Jueces de Menores serán competentes para conocer de los hechos cometidos por las personas mencionadas en el artículo 1 de esta Ley, así como para hacer ejecutar las sentencias, sin perjuicio de las facultades atribuidas por esta Ley a las Comunidades Autónomas respecto a la protección y reforma de menores.
        

        
				
        2. Los Jueces de Menores serán asimismo competentes para resolver sobre las responsabilidades civiles derivadas de los hechos cometidos por las personas a las que resulta aplicable la presente Ley.

        
				
        3. La competencia corresponde al Juez de Menores del lugar donde se haya cometido el hecho delictivo, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 20.3 de esta Ley.

        
				
        4. La competencia para conocer de los delitos previstos en los artículos 571 a 580 del Código Penal corresponderá al Juzgado Central de Menores de la Audiencia Nacional.

        
				
        
          La referencia del último inciso del apartado 4 del artículo 17 y cuantas otras se contienen en la presente Ley al Juez de Menores se entenderán hechas al Juez Central de Menores en lo que afecta a los menores imputados por cualquiera de los delitos a que se refieren los artículos 571 a 580 del Código Penal
          [5].
        

        
				
        
          Art. 3.
          
            Régimen de los menores de catorce años.– Cuando el autor de los hechos mencionados en los artículos anteriores sea menor de catorce años, no se le exigirá responsabilidad con arreglo a la presente Ley, sino que se le aplicará lo dispuesto en las normas sobre protección de menores previstas en el Código Civil
          [6]
          y demás disposiciones vigentes. El Ministerio Fiscal deberá remitir a la entidad pública de protección de menores testimonio de los particulares que considere precisos respecto al menor, a fin de valorar su situación, y dicha entidad habrá de promover las medidas de protección adecuadas a las circunstancias de aquél conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero.        

        
				
  
          Art. 4.
          Derechos de las víctimas y de los perjudicados.– El Ministerio Fiscal y el Juez de Menores velarán en todo momento por la protección de los derechos de las víctimas y de los perjudicados por las infracciones cometidas por los menores.        

        
				
      De manera inmediata se les instruirá de las medidas de asistencia a las víctimas que prevé la legislación vigente.

        
				
        Las víctimas y los perjudicados tendrán derecho a personarse y ser parte en el expediente que se incoe al efecto, para lo cual el secretario judicial les informará en los términos previstos en los artículos 109 y 110 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, instruyéndoles de su derecho a nombrar abogado o instar el nombramiento de abogado de oficio en caso de ser titulares del derecho a la asistencia jurídica gratuita. Asimismo, les informará de que, de no personarse en el expediente y no hacer renuncia ni reserva de acciones civiles, el Ministerio Fiscal las ejercitará si correspondiere.

        
				
        Los que se personaren podrán desde entonces tomar conocimiento de lo actuado e instar la práctica de diligencias y cuanto a su derecho convenga.

        
				
        Sin perjuicio de lo anterior, el secretario judicial deberá comunicar a las víctimas y perjudicados, se hayan o no personado, todas aquellas resoluciones que se adopten tanto por el Ministerio Fiscal como por el Juez de Menores, que puedan afectar a sus intereses.

        
				
        En especial, cuando el Ministerio Fiscal, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 18 de esta Ley, desista de la incoación del expediente deberá inmediatamente ponerlo en conocimiento de las víctimas y perjudicados haciéndoles saber su derecho a ejercitar las acciones civiles que les asisten ante la jurisdicción civil.

        
				
        
          Del mismo modo, el secretario judicial notificará por escrito la sentencia que se dicte a las víctimas y perjudicados por la infracción penal, aunque no se hayan mostrado parte en el expediente
          [7].
        

        
				
        
          Art. 5.
          Bases de la responsabilidad de los menores.–
          1. Los menores serán responsables con arreglo a esta Ley cuando hayan cometido los hechos a los que se refiere el artículo 1 y no concurra en ellos ninguna de las causas de exención o extinción de la responsabilidad criminal previstas en el vigente Código Penal
          [8].
        

        
				
        
          2. No obstante lo anterior, a los menores en quienes concurran las circunstancias previstas en los números 1.º, 2.º y 3.º del artículo 20 del vigente Código Penal les serán aplicables, en caso necesario, las medidas terapéuticas a las que se refiere el artículo 7.1, letras
          d)
          y
          e),
          de la presente Ley
          [9].
        

        
				
        3. Las edades indicadas en el articulado de esta Ley se han de entender siempre referidas al momento de la comisión de los hechos, sin que el haberse rebasado las mismas antes del comienzo del procedimiento o durante la tramitación del mismo tenga incidencia alguna sobre la competencia atribuida por esta misma Ley a los Jueces y Fiscales de Menores.

        
				
        
          Art. 6.
          
            De la intervención del Ministerio Fiscal.– Corresponde al Ministerio Fiscal la defensa de los derechos que a los menores reconocen las leyes, así como la vigilancia de las actuaciones que deban efectuarse en su interés y la observancia de las garantías del procedimiento, para lo cual dirigirá personalmente la investigación de los hechos y ordenará que la Policía judicial practique las actuaciones necesarias para la comprobación de aquéllos y de la participación del menor en los mismos, impulsando el procedimiento.        

        
				

          TÍTULO II
        

        
				
        
          De las medidas
        

        
				
        
          Art. 7.
           
          Definición de las medidas susceptibles de ser impuestas a los menores y reglas generales de determinación de las mismas.–
          1. Las medidas que pueden imponer los Jueces de Menores, ordenadas según la restricción de derechos que suponen, son las siguientes:
        

        
				
        
          a)
          Internamiento en régimen cerrado. Las personas sometidas a esta medida residirán en el centro y desarrollarán en el mismo las actividades formativas, educativas, laborales y de ocio
          [10].
        

        
				
        
          b)
          Internamiento en régimen semiabierto. Las personas sometidas a esta medida residirán en el centro, pero podrán realizar fuera del mismo alguna o algunas de las actividades formativas, educativas, laborales y de ocio establecidas en el programa individualizado de ejecución de la medida. La realización de actividades fuera del centro quedará condicionada a la evolución de la persona y al cumplimiento de los objetivos previstos en las mismas, pudiendo el Juez de Menores suspenderlas por tiempo determinado, acordando que todas las actividades se lleven a cabo dentro del centro
          [11].
        

        
				
        
          c)
          Internamiento en régimen abierto. Las personas sometidas a esta medida llevarán a cabo todas las actividades del proyecto educativo en los servicios normalizados del entorno, residiendo en el centro como domicilio habitual, con sujeción al programa y régimen interno del mismo
          [12].
        

        
				
        
          d)
          Internamiento terapéutico en régimen cerrado, semiabierto o abierto. En los centros de esta naturaleza se realizará una atención educativa especializada o tratamiento específico dirigido a personas que padezcan anomalías o alteraciones psíquicas, un estado de dependencia de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas o sustancias psicotrópicas, o alteraciones en la percepción que determinen una alteración grave de la conciencia de la realidad. Esta medida podrá aplicarse sola o como complemento de otra medida prevista en este artículo. Cuando el interesado rechace un tratamiento de deshabituación, el Juez habrá de aplicarle otra medida adecuada a sus circunstancias
          [13].
        

        
				
        
          e)
          Tratamiento ambulatorio. Las personas sometidas a esta medida habrán de asistir al centro designado con la periodicidad requerida por los facultativos que las atiendan y seguir las pautas fijadas para el adecuado tratamiento de la anomalía o alteración psíquica, adicción al consumo de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas o sustancias psicotrópicas, o alteraciones en la percepción que padezcan. Esta medida podrá aplicarse sola o como complemento de otra medida prevista en este artículo. Cuando el interesado rechace un tratamiento de deshabituación, el Juez habrá de aplicarle otra medida adecuada a sus circunstancias
          [14].
        

        
				
        
          f)
          Asistencia a un centro de día. Las personas sometidas a esta medida residirán en su domicilio habitual y acudirán a un centro, plenamente integrado en la comunidad, a realizar actividades de apoyo, educativas, formativas, laborales o de ocio
          [15].
        

        
				
        
          g)
          Permanencia de fin de semana. Las personas sometidas a esta medida permanecerán en su domicilio o en un centro hasta un máximo de treinta y seis horas entre la tarde o noche del viernes y la noche del domingo, a excepción, en su caso, del tiempo que deban dedicar a las tareas socio-educativas asignadas por el Juez que deban llevarse a cabo fuera del lugar de permanencia
          [16]
        

        
				
        
          h)
          Libertad vigilada. En esta medida se ha de hacer un seguimiento de la actividad de la persona sometida a la misma y de su asistencia a la escuela, al centro de formación profesional o al lugar de trabajo, según los casos, procurando ayudar a aquélla a superar los factores que determinaron la infracción cometida. Asimismo, esta medida obliga, en su caso, a seguir las pautas socio-educativas que señale la entidad pública o el profesional encargado de su seguimiento, de acuerdo con el programa de intervención elaborado al efecto y aprobado por el Juez de Menores. La persona sometida a la medida también queda obligada a mantener con dicho profesional las entrevistas establecidas en el programa y a cumplir, en su caso, las reglas de conducta impuestas por el Juez, que podrán ser alguna o algunas de las siguientes:
        

        
				
        1.ª Obligación de asistir con regularidad al centro docente correspondiente, si el menor está en edad de escolarización obligatoria, y acreditar ante el Juez dicha asistencia regular o justificar en su caso las ausencias, cuantas veces fuere requerido para ello.

        
				
        2.ª Obligación de someterse a programas de tipo formativo, cultural, educativo, profesional, laboral, de educación sexual, de educación vial u otros similares.

        
				
        3.ª Prohibición de acudir a determinados lugares, establecimientos o espectáculos.

        
				
        4.ª Prohibición de ausentarse del lugar de residencia sin autorización judicial previa.

        
				
        5.ª Obligación de residir en un lugar determinado.

        
				
        6.ª Obligación de comparecer personalmente ante el Juzgado de Menores o profesional que se designe, para informar de las actividades realizadas y justificarlas.

        
				
        
          7.ª Cualesquiera otras obligaciones que el Juez, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal, estime convenientes para la reinserción social del sentenciado, siempre que no atenten contra su dignidad como persona. Si alguna de estas obligaciones implicase la imposibilidad del menor de continuar conviviendo con sus padres, tutores o guardadores, el Ministerio Fiscal deberá remitir testimonio de los particulares a la entidad pública de protección del menor, y dicha entidad deberá promover las medidas de protección adecuadas a las circunstancias de aquél, conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica 1/1996
          [17].
        

        
				
        
          i)
          La prohibición de aproximarse o comunicarse con la víctima o con aquellos de sus familiares u otras personas que determine el Juez. Esta medida impedirá al menor acercarse a ellos, en cualquier lugar donde se encuentren, así como a su domicilio, a su centro docente, a sus lugares de trabajo y a cualquier otro que sea frecuentado por ellos. La prohibición de comunicarse con la víctima, o con aquellos de sus familiares u otras personas que determine el Juez o Tribunal, impedirá al menor establecer con ellas, por cualquier medio de comunicación o medio informático o telemático, contacto escrito, verbal o visual. Si esta medida implicase la imposibilidad del menor de continuar viviendo con sus padres, tutores o guardadores, el Ministerio Fiscal deberá remitir testimonio de los particulares a la entidad pública de protección del menor, y dicha entidad deberá promover las medidas de protección adecuadas a las circunstancias de aquél, conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica 1/1996.
        

        
				
        
          j)
          Convivencia con otra persona, familia o grupo educativo. La persona sometida a esta medida debe convivir, durante el período de tiempo establecido por el Juez, con otra persona, con una familia distinta a la suya o con un grupo educativo, adecuadamente seleccionados para orientar a aquélla en su proceso de socialización
          [18].
        

        
				
        
          k)
          Prestaciones en beneficio de la comunidad. La persona sometida a esta medida, que no podrá imponerse sin su consentimiento, ha de realizar las actividades no retribuidas que se le indiquen, de interés social o en beneficio de personas en situación de precariedad
          [19].
        

        
				
        
          l)
          Realización de tareas socio-educativas. La persona sometida a esta medida ha de realizar, sin internamiento ni libertad vigilada, actividades específicas de contenido educativo encaminadas a facilitarle el desarrollo de su competencia social
          [20].
        

        
				
        
          m)
          Amonestación. Esta medida consiste en la reprensión de la persona llevada a cabo por el Juez de Menores y dirigida a hacerle comprender la gravedad de los hechos cometidos y las consecuencias que los mismos han tenido o podrían haber tenido, instándole a no volver a cometer tales hechos en el futuro.
        

        
				
        
          n)
          Privación del permiso de conducir ciclomotores y vehículos a motor, o del derecho a obtenerlo, o de las licencias administrativas para caza o para uso de cualquier tipo de armas. Esta medida podrá imponerse como accesoria cuando el delito o falta se hubiere cometido utilizando un ciclomotor o un vehículo a motor, o un arma, respectivamente.
        

        
				
        
          ñ)
          Inhabilitación absoluta. La medida de inhabilitación absoluta produce la privación definitiva de todos los honores, empleos y cargos públicos sobre el que recayere, aunque sean electivos; así como la incapacidad para obtener los mismos o cualesquiera otros honores, cargos o empleos públicos, y la de ser elegido para cargo público, durante el tiempo de la medida
          [21].
        

        
				
        2. Las medidas de internamiento constarán de dos períodos: el primero se llevará a cabo en el centro correspondiente, conforme a la descripción efectuada en el apartado anterior de este artículo, el segundo se llevará a cabo en régimen de libertad vigilada, en la modalidad elegida por el Juez. La duración total no excederá del tiempo que se expresa en los artículos 9 y 10. El equipo técnico deberá informar respecto del contenido de ambos períodos, y el Juez expresará la duración de cada uno en la sentencia.

        
				
        
          3. Para la elección de la medida o medidas adecuadas se deberá atender de modo flexible, no sólo a la prueba y valoración jurídica de los hechos, sino especialmente a la edad, las circunstancias familiares y sociales, la personalidad y el interés del menor, puestos de manifiesto los dos últimos en los informes de los equipos técnicos y de las entidades públicas de protección y reforma de menores cuando éstas hubieran tenido conocimiento del menor por haber ejecutado una medida cautelar o definitiva con anterioridad, conforme a lo dispuesto en el artículo 27 de la presente Ley. El Juez deberá motivar en la sentencia las razones por las que aplica una determinada medida, así como el plazo de duración de la misma, a los efectos de la valoración del mencionado interés del menor
          [22].
        

        
				
        
          4. El Juez podrá imponer al menor una o varias medidas de las previstas en esta Ley con independencia de que se trate de uno o más hechos, sujetándose si procede a lo dispuesto en el artículo 11 para el enjuiciamiento conjunto de varias infracciones; pero, en ningún caso, se impondrá a un menor en una misma resolución más de una medida de la misma clase, entendiendo por tal cada una de las que se enumeran en el apartado 1 de este artículo
          [23].
        

        
				
        
          Art. 8.
          Principio acusatorio.
          –El Juez de Menores no podrá imponer una medida que suponga una mayor restricción de derechos ni por un tiempo superior a la medida solicitada por el Ministerio Fiscal o por el acusador particular
          [24].
        

        
				
        
          Tampoco podrá exceder la duración de las medidas privativas de libertad contempladas en el artículo 7.1
          .a), b), c), d)
          y
          g),
          en ningún caso, del tiempo que hubiera durado la pena privativa de libertad que se le hubiere impuesto por el mismo hecho, si el sujeto, de haber sido mayor de edad, hubiera sido declarado responsable, de acuerdo con el Código Penal.
        

        
				
        
          Art. 9.
          Régimen general de aplicación y duración de las medidas.
          –No obstante lo establecido en los apartados 3 y 4 del artículo 7, la aplicación de las medidas se atendrá a las siguientes reglas
          [25]:
        

        
				
        1. Cuando los hechos cometidos sean calificados de falta, sólo se podrán imponer las medidas de libertad vigilada hasta un máximo de seis meses, amonestación, permanencia de fin de semana hasta un máximo de cuatro fines de semana, prestaciones en beneficio de la comunidad hasta cincuenta horas, privación del permiso de conducir o de otras licencias administrativas hasta un año, la prohibición de aproximarse o comunicarse con la víctima o con aquellos de sus familiares u otras personas que determine el Juez hasta seis meses, y la realización de tareas socio-educativas hasta seis meses.

        
				
        
          2. La medida de internamiento en régimen cerrado sólo podrá ser aplicable cuando
          [26]:
        

        
				
        
          a)
          Los hechos estén tipificados como delito grave por el Código Penal o las leyes penales especiales.
        

        
				
        
          b)
          Tratándose de hechos tipificados como delito menos grave, en su ejecución se haya empleado violencia o intimidación en las personas o se haya generado grave riesgo para la vida o la integridad física de las mismas.
        

        
				
        
          c)
          Los hechos tipificados como delito se cometan en grupo o el menor perteneciere o actuare al servicio de una banda, organización o asociación, incluso de carácter transitorio, que se dedicare a la realización de tales actividades.
        

        
				
        3. La duración de las medidas no podrá exceder de dos años, computándose, en su caso, a estos efectos el tiempo ya cumplido por el menor en medida cautelar, conforme a lo dispuesto en el artículo 28.5 de la presente Ley. La medida de prestaciones en beneficio de la comunidad no podrá superar las cien horas. La medida de permanencia de fin de semana no podrá superar los ocho fines de semana.

        
				
        4. Las acciones u omisiones imprudentes no podrán ser sancionadas con medidas de internamiento en régimen cerrado.

        
				
        
          5. Cuando en la postulación del Ministerio Fiscal o en la resolución dictada en el procedimiento se aprecien algunas de las circunstancias a las que se refiere el artículo 5.2 de esta Ley, sólo podrán aplicarse las medidas terapéuticas descritas en el artículo 7.1, letras
          d)
          y
          e)
          de la misma
          [27].
        

        
				
        
          Art. 10.
          Reglas especiales de aplicación y duración de las medidas.–
          1. Cuando se trate de los hechos previstos en el apartado 2 del artículo anterior, el Juez, oído el Ministerio Fiscal, las partes personadas y el equipo técnico, actuará conforme a las reglas siguientes:
        

        
				
        
          a)
          Si al tiempo de cometer los hechos el menor tuviere catorce o quince años de edad, la medida podrá alcanzar tres años de duración. Si se trata de prestaciones en beneficio de la comunidad, dicho máximo será de ciento cincuenta horas, y de doce fines de semana si la medida impuesta fuere la de permanencia de fin de semana.
        

        
				
        
          b)
          Si al tiempo de cometer los hechos el menor tuviere dieciséis o diecisiete años de edad, la duración máxima de la medida será de seis años; o, en sus respectivos casos, de doscientas horas de prestaciones en beneficio de la comunidad o permanencia de dieciséis fines de semana.
        

        
				
        En este supuesto, cuando el hecho revista extrema gravedad, el Juez deberá imponer una medida de internamiento en régimen cerrado de uno a seis años, complementada sucesivamente con otra medida de libertad vigilada con asistencia educativa hasta un máximo de cinco años. Sólo podrá hacerse uso de lo dispuesto en los artículos 13 y 51.1 de esta Ley Orgánica una vez transcurrido el primer año de cumplimiento efectivo de la medida de internamiento.

        
				
        A los efectos previstos en el párrafo anterior, se entenderán siempre supuestos de extrema gravedad aquellos en los que se apreciara reincidencia.

        
				
        2. Cuando el hecho sea constitutivo de alguno de los delitos tipificados en los artículos 138, 139, 179, 180 y 571 a 580 del Código Penal, o de cualquier otro delito que tenga señalada en dicho Código o en las leyes penales especiales pena de prisión igual o superior a quince años, el Juez deberá imponer las medidas siguientes:

        
				
        
          a)
          Si al tiempo de cometer los hechos el menor tuviere catorce o quince años de edad, una medida de internamiento en régimen cerrado de uno a cinco años de duración, complementada en su caso por otra medida de libertad vigilada de hasta tres años.
        

        
				
        
          b)
          Si al tiempo de cometer los hechos el menor tuviere dieciséis o diecisiete años de edad, una medida de internamiento en régimen cerrado de uno a ocho años de duración, complementada en su caso por otra de libertad vigilada con asistencia educativa de hasta cinco años. En este supuesto sólo podrá hacerse uso de las facultades de modificación, suspensión o sustitución de la medida impuesta a las que se refieren los artículos 13, 40 y 51.1 de esta Ley Orgánica, cuando haya transcurrido al menos, la mitad de la duración de la medida de internamiento impuesta.
        

        
				
        3. En el caso de que el delito cometido sea alguno de los comprendidos en los artículos 571 a 580 del Código Penal, el Juez, sin perjuicio de las demás medidas que correspondan con arreglo a esta Ley, también impondrá al menor una medida de inhabilitación absoluta por un tiempo superior entre cuatro y quince años al de la duración de la medida de internamiento en régimen cerrado impuesta, atendiendo proporcionalmente a la gravedad del delito, el número de los cometidos y a las circunstancias que concurran en el menor.

        
				
        
          4. Las medidas de libertad vigilada previstas en este artículo deberán ser ratificadas mediante auto motivado, previa audiencia del Ministerio Fiscal, del letrado del menor y del representante de la entidad pública de protección o reforma de menores al finalizar el internamiento, y se llevará a cabo por las instituciones públicas encargadas del cumplimiento de las penas
          [28].
        

        
				
        
          Art. 11.
          Pluralidad de infracciones.
          –1. Los límites máximos establecidos en el artículo 9 y en el apartado 1 del artículo 10 serán aplicables, con arreglo a los criterios establecidos en el artículo 7, apartados 3 y 4, aunque el menor fuere responsable de dos o más infracciones, en el caso de que éstas sean conexas o se trate de una infracción continuada, así como cuando un sólo hecho constituya dos o más infracciones. No obstante, en estos casos, el Juez, para determinar la medida o medidas a imponer, así como su duración, deberá tener en cuenta, además del interés del menor, la naturaleza y el número de las infracciones, tomando como referencia la más grave de todas ellas.
        

        
				
        Si pese a lo dispuesto en el artículo 20.1 de esta Ley dichas infracciones hubiesen sido objeto de diferentes procedimientos, el último Juez sentenciador señalará la medida o medidas que debe cumplir el menor por el conjunto de los hechos, dentro de los límites y con arreglo a los criterios expresados en el párrafo anterior.

        
				
        2. Cuando alguno o algunos de los hechos a los que se refiere el apartado anterior fueren de los mencionados en el artículo 10.2 de esta Ley, la medida de internamiento en régimen cerrado podrá alcanzar una duración máxima de diez años para los mayores de dieciséis años y de seis años para los menores de esa edad, sin perjuicio de la medida de libertad vigilada que, de forma complementaria, corresponda imponer con arreglo a dicho artículo.

        
				
        
          3. Cuando el menor hubiere cometido dos o más infracciones no comprendidas en el apartado 1 de este artículo será de aplicación lo dispuesto en el artículo 47 de la presente Ley
          [29].
        

        
				
        
          Art. 12.
          Procedimiento de aplicación de medidas en supuestos de pluralidad de infracciones.–
          1. A los fines previstos en el artículo anterior, en cuanto el Juez sentenciador tenga conocimiento de la existencia de otras medidas firmes en ejecución, pendientes de ejecución o suspendidas condicionalmente, impuestas al mismo menor por otros jueces de menores en anteriores sentencias, y una vez que la medida o medidas por él impuestas sean firmes, ordenará al secretario judicial que dé traslado del testimonio de su sentencia, por el medio más rápido posible, al Juez que haya dictado la primera sentencia firme, el cual será el competente para la ejecución de todas, asumiendo las funciones previstas en el apartado 2 de este artículo.
        

        
				
        
          2. El Juez competente para la ejecución procederá a la refundición y a ordenar la ejecución de todas las medidas impuestas conforme establece el artículo 47 de esta Ley. Desde ese momento, pasará a ser competente a todos los efectos con exclusión de los órganos judiciales que hubieran dictado las posteriores resoluciones
          [30].
        

        
				
        
          Art. 13.
          Modificación de la medida impuesta.–
          1. El Juez competente para la ejecución, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o del letrado del menor, previa audiencia de éstos e informe del equipo técnico y, en su caso, de la entidad pública de protección o reforma de menores, podrá en cualquier momento dejar sin efecto la medida impuesta, reducir su duración o sustituirla por otra, siempre que la modificación redunde en el interés del menor y se exprese suficientemente a éste el reproche merecido por su conducta.
        

        
				
        
          2. En los casos anteriores, el Juez resolverá por auto motivado, contra el cual se podrán interponer los recursos previstos en la presente Ley
          [31].
        

        
				
        
          Art. 14.
          Mayoría de edad del condenado.–
          1. Cuando el menor a quien se le hubiere impuesto una medida de las establecidas en esta Ley alcanzase la mayoría de edad, continuará el cumplimiento de la medida hasta alcanzar los objetivos propuestos en la sentencia en que se le impuso conforme a los criterios expresados en los artículos anteriores.
        

        
				
        2. Cuando se trate de la medida de internamiento en régimen cerrado y el menor alcance la edad de dieciocho años sin haber finalizado su cumplimiento, el Juez de Menores, oído el Ministerio Fiscal, el letrado del menor, el equipo técnico y la entidad pública de protección o reforma de menores, podrá ordenar en auto motivado que su cumplimiento se lleve a cabo en un centro penitenciario conforme al régimen general previsto en la Ley Orgánica General Penitenciaria si la conducta de la persona internada no responde a los objetivos propuestos en la sentencia.

        
				
        
          3. No obstante lo señalado en los apartados anteriores, cuando las medidas de internamiento en régimen cerrado sean impuestas a quien haya cumplido veintiún años de edad o, habiendo sido impuestas con anterioridad, no hayan finalizado su cumplimiento al alcanzar la persona dicha edad, el Juez de Menores, oídos el Ministerio Fiscal, el letrado del menor, el equipo técnico y la entidad pública de protección o reforma de menores, ordenará su cumplimiento en centro penitenciario conforme al régimen general previsto en la Ley Orgánica General Penitenciaria
          [32], salvo que, excepcionalmente, entienda en consideración a las circunstancias concurrentes que procede la utilización de las medidas previstas en los artículos 13 y 51 de la presente Ley o su permanencia en el centro en cumplimiento de tal medida cuando el menor responda a los objetivos propuestos en la sentencia.
        

        
				
        4. Cuando el menor pase a cumplir la medida de internamiento en un centro penitenciario, quedarán sin efecto el resto de medidas impuestas por el Juez de Menores que estuvieren pendientes de cumplimiento sucesivo o que estuviera cumpliendo simultáneamente con la de internamiento, si éstas no fueren compatible con el régimen penitenciario, todo ello sin perjuicio de que excepcionalmente proceda la aplicación de los artículos 13 y 51 de esta Ley.

        
				
        
          5. La medida de internamiento en régimen cerrado que imponga el Juez de Menores con arreglo a la presente Ley se cumplirá en un centro penitenciario conforme al régimen general previsto en la Ley Orgánica General Penitenciaria siempre que, con anterioridad al inicio de la ejecución de dicha medida, el responsable hubiera cumplido ya, total o parcialmente, bien una pena de prisión impuesta con arreglo al Código Penal, o bien una medida de internamiento ejecutada en un centro penitenciario conforme a los apartados 2 y 3 de este artículo
          [33].
        

        
				
        
          Art. 15.
          De la prescripción.–
          1. Los hechos delictivos cometidos por los menores prescriben:
        

        
				
        1.º Con arreglo a las normas contenidas en el Código Penal, cuando se trate de los hechos delictivos tipificados en los artículos 138, 139, 179, 180 y 571 a 580 del Código Penal o cualquier otro sancionado en el Código Penal o en las leyes penales especiales con pena de prisión igual o superior a quince años.

        
				
        2.º A los cinco años, cuando se trate de un delito grave sancionado en el Código Penal con pena superior a diez años.

        
				
        3.º A los tres años, cuando se trate de cualquier otro delito grave.

        
				
        4.º Al año, cuando se trate de un delito menos grave.

        
				
        5.º A los tres meses, cuando se trate de una falta.

        
				
        
          2. Las medidas que tengan una duración superior a los dos años prescribirán a los tres años. Las restantes medidas prescribirán a los dos años, excepto la amonestación, las prestaciones en beneficio de la comunidad y la permanencia de fin de semana, que prescribirán al año
          [34].
        

        
				
        
          TÍTULO III
        

        
				
        
          De la instrucción del procedimiento
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Reglas generales
        

        
				
        
          Art. 16.
          Incoación del expediente.–
          1. Corresponde al Ministerio Fiscal la instrucción de los procedimientos por los hechos a los que se refiere el artículo 1 de esta Ley.
        

        
				
        2. Quienes tuvieren noticia de algún hecho de los indicados en el apartado anterior, presuntamente cometido por un menor de dieciocho años, deberán ponerlo en conocimiento del Ministerio Fiscal, el cual admitirá o no a trámite la denuncia, según que los hechos sean o no indiciariamente constitutivos de delito; custodiará las piezas, documentos y efectos que le hayan sido remitidos, y practicará, en su caso, las diligencias que estime pertinentes para la comprobación del hecho y de la responsabilidad del menor en su comisión, pudiendo resolver el archivo de las actuaciones cuando los hechos no constituyan delito o no tengan autor conocido. La resolución recaída sobre la denuncia deberá notificarse a quienes hubieran formulado la misma.

        
				
        3. Una vez efectuadas las actuaciones indicadas en el apartado anterior, el Ministerio Fiscal dará cuenta de la incoación del expediente al Juez de Menores, quien iniciará las diligencias de trámite correspondientes.

        
				
        4. El Juez de Menores ordenará al propio tiempo la apertura de la pieza separada de responsabilidad civil, que se tramitará conforme a lo establecido en las reglas del artículo 64 de esta Ley.

        
				
        
          5. Cuando los hechos mencionados en el artículo 1 hubiesen sido cometidos conjuntamente por mayores de edad penal y por personas de las edades indicadas en el mismo artículo 1, el Juez de Instrucción competente para el conocimiento de la causa, tan pronto como compruebe la edad de los imputados, adoptará las medidas necesarias para asegurar el éxito de la actividad investigadora respecto de los mayores de edad y ordenará remitir testimonio de los particulares precisos al Ministerio Fiscal, a los efectos prevenidos en el apartado 2 de este artículo
          [35].
        

        
				
        
          Art. 17.
          Detención de los menores.
          –1. Las autoridades y funcionarios que intervengan en la detención de un menor deberán practicarla en la forma que menos perjudique a éste y estarán obligados a informarle, en un lenguaje claro y comprensible y de forma inmediata, de los hechos que se le imputan, de las razones de su detención y de los derechos que le asisten, especialmente los reconocidos en el artículo 520 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, así como a garantizar el respeto de los mismos. También deberán notificar inmediatamente el hecho de la detención y el lugar de la custodia a los representantes legales del menor y al Ministerio Fiscal. Si el menor detenido fuera extranjero, el hecho de la detención se notificará a las correspondientes autoridades consulares cuando el menor tuviera su residencia habitual fuera de España o cuando así lo solicitaran el propio menor o sus representantes legales.
        

        
				
        2. Toda declaración del detenido, se llevará a cabo en presencia de su Letrado y de aquéllos que ejerzan la patria potestad, tutela o guarda del menor –de hecho o de derecho–, salvo que, en este último caso, las circunstancias aconsejen lo contrario. En defecto de estos últimos, la declaración se llevará a cabo en presencia del Ministerio Fiscal, representado por persona distinta del instructor del expediente.

        
				
        
          El menor detenido tendrá derecho a la entrevista reservada con su abogado con anterioridad y al término de la práctica de la diligencia de toma de declaración
          [36].
        

        
				
        3. Mientras dure la detención, los menores deberán hallarse custodiados en dependencias adecuadas y separadas de las que se utilicen para los mayores de edad, y recibirán los cuidados, protección y asistencia social, psicológica, médica y física que requieran, habida cuenta de su edad, sexo y características individuales.

        
				
        4. La detención de un menor por funcionarios de policía no podrá durar más tiempo del estrictamente necesario para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, dentro del plazo máximo de veinticuatro horas, el menor detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición del Ministerio Fiscal. Se aplicará, en su caso, lo dispuesto en el artículo 520 bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, atribuyendo la competencia para las resoluciones judiciales previstas en dicho precepto al Juez de Menores.

        
				
        
          5. Cuando el detenido sea puesto a disposición del Ministerio Fiscal, éste habrá de resolver, dentro de las cuarenta y ocho horas a partir de la detención, sobre la puesta en libertad del menor, sobre el desistimiento al que se refiere el artículo siguiente, o sobre la incoación del expediente, poniendo a aquél a disposición del Juez de Menores competente e instando del mismo las oportunas medidas cautelares, con arreglo a lo establecido en el artículo 28
          [37].
        

        
				
        6. El Juez competente para el procedimiento de hábeas corpus en relación a un menor será el Juez de Instrucción del lugar en el que se encuentre el menor privado de libertad; si no constare, el del lugar donde se produjo la detención, y, en defecto de los anteriores, el del lugar donde se hayan tenido las últimas noticias sobre el paradero del menor detenido.

        
				
        
          Cuando el procedimiento de hábeas corpus sea instado por el propio menor, la fuerza pública responsable de la detención lo notificará inmediatamente al Ministerio Fiscal, además de dar curso al procedimiento conforme a la ley orgánica reguladora
          [38].
        

        
				
        
          Art. 18.
          Desistimiento de la incoación del expediente por corrección en el ámbito educativo y familiar.
          –El Ministerio Fiscal podrá desistir de la incoación del expediente cuando los hechos denunciados constituyan delitos menos graves sin violencia o intimidación en las personas o faltas, tipificados en el Código Penal o en las leyes penales especiales. En tal caso, el Ministerio Fiscal dará traslado de lo actuado a la entidad pública de protección de menores para la aplicación de lo establecido en el artículo 3 de la presente Ley. Asimismo, el Ministerio Fiscal comunicará a los ofendidos o perjudicados conocidos el desistimiento acordado
          [39].
        

        
				
        No obstante, cuando conste que el menor ha cometido con anterioridad otros hechos de la misma naturaleza, el Ministerio Fiscal deberá incoar el expediente y, en su caso, actuar conforme autoriza el artículo 27.4 de la presente Ley.

        
				
        
          Art. 19.
          Sobreseimiento del expediente por conciliación o reparación entre el menor y la víctima.
          –1. También podrá el Ministerio Fiscal desistir de la continuación del expediente, atendiendo a la gravedad y circunstancias de los hechos y del menor, de modo particular a la falta de violencia o intimidación graves en la comisión de los hechos, y a la circunstancia de que además el menor se haya conciliado con la víctima o haya asumido el compromiso de reparar el daño causado a la víctima o al perjudicado por el delito, o se haya comprometido a cumplir la actividad educativa propuesta por el equipo técnico en su informe.
        

        
				
        
          El desistimiento en la continuación del expediente sólo será posible cuando el hecho imputado al menor constituya delito menos grave o falta
          [40].
        

        
				
        
          2. A efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, se entenderá producida la conciliación cuando el menor reconozca el daño causado y se disculpe ante la víctima, y ésta acepte sus disculpas, y se entenderá por reparación el compromiso asumido por el menor con la víctima o perjudicado de realizar determinadas acciones en beneficio de aquéllos o de la comunidad, seguido de su realización efectiva. Todo ello sin perjuicio del acuerdo al que hayan llegado las partes en relación con la responsabilidad civil
          [41].
        

        
				
        3. El correspondiente equipo técnico realizará las funciones de mediación entre el menor y la víctima o perjudicado, a los efectos indicados en los apartados anteriores, e informará al Ministerio Fiscal de los compromisos adquiridos y de su grado de cumplimiento.

        
				
        4. Una vez producida la conciliación o cumplidos los compromisos de reparación asumidos con la víctima o perjudicado por el delito o falta cometido, o cuando una u otros no pudieran llevarse a efecto por causas ajenas a la voluntad del menor, el Ministerio Fiscal dará por concluida la instrucción y solicitará del Juez el sobreseimiento y archivo de las actuaciones, con remisión de lo actuado.

        
				
        5. En el caso de que el menor no cumpliera la reparación o la actividad educativa acordada, el Ministerio Fiscal continuará la tramitación del expediente.

        
				
        6. En los casos en los que la víctima del delito o falta fuere menor de edad o incapaz, el compromiso al que se refiere el presente artículo habrá de ser asumido por el representante legal de la misma, con la aprobación del Juez de Menores.

        
				
        
          Art. 20.
          Unidad de expediente.
          –1. El Ministerio Fiscal incoará un procedimiento por cada hecho delictivo, salvo cuando se trate de hechos delictivos conexos.
        

        
				
        2. Todos los procedimientos tramitados a un mismo menor se archivarán en el expediente personal que del mismo se haya abierto en la Fiscalía. De igual modo se archivarán las diligencias en el Juzgado de Menores respectivo.

        
				
        3. En los casos en los que los delitos atribuidos al menor expedientado hubieran sido cometidos en diferentes territorios, la determinación del órgano judicial competente para el enjuiciamiento de todos ellos en unidad de expediente, así como de las entidades públicas competentes para la ejecución de las medidas que se apliquen, se hará teniendo en cuenta el lugar del domicilio del menor y, subsidiariamente, los criterios expresados en el artículo 18 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

        
				
        
          4. Los procedimientos de la competencia de la Audiencia Nacional no podrán ser objeto de acumulación con otros procedimientos instruidos en el ámbito de la jurisdicción de menores, sean o no los mismos los sujetos imputados
          [42].
        

        
				
        
          Art. 21.
          Remisión al órgano competente.–
          Cuando el conocimiento de los hechos no corresponda a la competencia de los Juzgados de Menores, el Fiscal acordará la remisión de lo actuado al órgano legalmente competente.
        

        
				
        
          Art. 22.
          De la incoación del expediente.–
          1. Desde el mismo momento de la incoación del expediente, el menor tendrá derecho a:
        

        
				
        
          a)
          Ser informado por el Juez, el Ministerio Fiscal, o agente de policía de los derechos que le asisten.
        

        
				
        
          b)
          Designar abogado que le defienda, o a que le sea designado de oficio y a entrevistarse reservadamente con él, incluso antes de prestar declaración.
        

        
				
        
          c)
          Intervenir en las diligencias que se practiquen durante la investigación preliminar y en el proceso judicial, y a proponer y solicitar, respectivamente, la práctica de diligencias.
        

        
				
        
          d)
          Ser oído por el Juez o Tribunal antes de adoptar cualquier resolución que le concierna personalmente.
        

        
				
        
          e)
          La asistencia afectiva y psicológica en cualquier estado y grado del procedimiento, con la presencia de los padres o de otra persona que indique el menor, si el Juez de Menores autoriza su presencia.
        

        
				
        
          f)
          La asistencia de los servicios del equipo técnico adscrito al Juzgado de Menores
          [43].
        

        
				
        
          2. El expediente será notificado al menor desde el momento mismo de su incoación, a salvo lo dispuesto en el artículo 24. A tal fin, el Fiscal requerirá al menor y a sus representantes legales para que designen letrado en el plazo de tres días, advirtiéndoles que, de no hacerlo, se le nombrará de oficio de entre los integrantes del turno de especialistas del correspondiente Colegio de Abogados. Una vez producida dicha designación, el Fiscal la comunicará al Juez de Menores
          [44].
        

        
				
        3. Igualmente, el Ministerio Fiscal notificará a quien aparezca como perjudicado, desde el momento en que así conste en la instrucción del expediente, la posibilidad de ejercer las acciones civiles que le puedan corresponder, personándose ante el Juez de Menores en la pieza de responsabilidad civil que se tramitará por el mismo.

        
				
        
          Art. 23.
          Actuación instructora del Ministerio Fiscal.–
          1. La actuación instructora del Ministerio Fiscal tendrá como objeto, tanto valorar la participación del menor en los hechos para expresarle el reproche que merece su conducta, como proponer las concretas medidas de contenido educativo y sancionador adecuadas a las circunstancias del hecho y de su autor y, sobre todo, al interés del propio menor valorado en la causa.
        

        
				
                2. El Ministerio Fiscal deberá dar vista del expediente al letrado del menor y, en su caso, a quien haya ejercitado la acción penal, en un plazo no superior a veinticuatro horas, tantas veces como aquel lo solicite [45].        

        
				
  
          3. El Ministerio Fiscal no podrá practicar por sí mismo diligencias restrictivas de derechos fundamentales, sino que habrá de solicitar del Juzgado la práctica de las que sean precisas para el buen fin de las investigaciones. El Juez de Menores resolverá sobre esta petición por auto motivado. La práctica de tales diligencias se documentará en pieza separada
          [46].
        

        
				
        
          Art. 24.
          Secreto del expediente.–
          El Juez de Menores, a solicitud del Ministerio Fiscal, del menor o de su familia, o de quien ejercite la acción penal, podrá decretar mediante auto motivado el secreto del expediente, en su totalidad o parcialmente, durante toda la instrucción o durante un período limitado de ésta. No obstante, el letrado del menor y quien ejercite la acción penal deberán, en todo caso, conocer en su integridad el expediente al evacuar el trámite de alegaciones. Este incidente se tramitará por el Juzgado en pieza separada
          [47].
        

        
				
        
          Art. 25.
          De la acusación particular.–
          Podrán personarse en el procedimiento como acusadores particulares, a salvo de las acciones previstas por el artículo 61 de esta ley, las personas directamente ofendidas por el delito, sus padres, sus herederos o sus representantes legales si fueran menores de edad o incapaces, con las facultades y derechos que derivan de ser parte en el procedimiento, entre los que están, entre otros, los siguientes:
        

        
				
        
          a)
          Ejercitar la acusación particular durante el procedimiento.
        

        
				
        
          b)
          Instar la imposición de las medidas a las que se refiere esta ley.
        

        
				
        
          c)
          Tener vista de lo actuado, siendo notificado de las diligencias que se soliciten y acuerden.
        

        
				
        
          d)
          Proponer pruebas que versen sobre el hecho delictivo y las circunstancias de su comisión, salvo en lo referente a la situación psicológica, educativa, familiar y social del menor.
        

        
				
        
          e)
          Participar en la práctica de las pruebas, ya sea en fase de instrucción ya sea en fase de audiencia; a estos efectos, el órgano actuante podrá denegar la práctica de la prueba de careo, si esta fuera solicitada, cuando no resulte fundamental para la averiguación de los hechos o la participación del menor en los mismos.
        

        
				
        
          f)
          Ser oído en todos los incidentes que se tramiten durante el procedimiento.
        

        
				
        
          g)
          Ser oído en caso de modificación o de sustitución de medidas impuestas al menor.
        

        
				
        
          h)
          Participar en las vistas o audiencias que se celebren.
        

        
				
        
          i)
          Formular los recursos procedentes de acuerdo con esta ley.
        

        
				
        
          Una vez admitida por el Juez de Menores la personación del acusador particular, se le dará traslado de todas las actuaciones sustanciadas de conformidad con esta ley y se le permitirá intervenir en todos los trámites en defensa de sus intereses
          [48].
        

        
				
        
          Art. 26.
          Diligencias propuestas por las partes.–
          1. Las partes podrán solicitar del Ministerio Fiscal la práctica de cuantas diligencias consideren necesarias. El Ministerio Fiscal decidirá sobre su admisión, mediante resolución motivada que notificará al letrado del menor y a quien en su caso ejercite la acción penal y que pondrá en conocimiento del Juez de Menores. Las partes podrán, en cualquier momento, reproducir ante el Juzgado de Menores la petición de las diligencias no practicadas.
        

        
				
        2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, cuando alguna de las partes proponga que se lleve a efecto la declaración del menor, el Ministerio Fiscal deberá recibirla en el expediente, salvo que ya hubiese concluido la instrucción y el expediente hubiese sido elevado al Juzgado de Menores.

        
				
        
          3. Si las diligencias propuestas por alguna de las partes afectaren a derechos fundamentales del menor o de otras personas, el Ministerio Fiscal, de estimar pertinente la solicitud, se dirigirá al Juez de Menores conforme a lo dispuesto en el artículo 23.3, sin perjuicio de la facultad de quien haya propuesto la diligencia de reproducir su solicitud ante el Juez de Menores conforme a lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo
          [49].
        

        
				
        
          Art. 27.
          Informe del equipo técnico.
          –1. Durante la instrucción del expediente, el Ministerio Fiscal requerirá del equipo técnico, que a estos efectos dependerá funcionalmente de aquél, sea cual fuere su dependencia orgánica, la elaboración de un informe o actualización de los anteriormente emitidos, que deberá serle entregado en el plazo máximo de diez días, prorrogable por un período no superior a un mes en casos de gran complejidad, sobre la situación psicológica, educativa y familiar del menor, así como sobre su entorno social, y en general sobre cualquier otra circunstancia relevante a los efectos de la adopción de alguna de las medidas previstas en la presente Ley.
        

        
				
        2. El equipo técnico podrá proponer, asimismo, una intervención socio-educativa sobre el menor, poniendo de manifiesto en tal caso aquellos aspectos del mismo que considere relevantes en orden a dicha intervención.

        
				
        
          3. De igual modo, el equipo técnico informará, si lo considera conveniente y en interés del menor, sobre la posibilidad de que éste efectúe una actividad reparadora o de conciliación con la víctima, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19 de esta Ley, con indicación expresa del contenido y la finalidad de la mencionada actividad. En este caso, no será preciso elaborar un informe de las características y contenidos del apartado 1 de este artículo
          [50].
        

        
				
        
          4. Asimismo podrá el equipo técnico proponer en su informe la conveniencia de no continuar la tramitación del expediente en interés del menor, por haber sido expresado suficientemente el reproche al mismo a través de los trámites ya practicados, o por considerar inadecuada para el interés del menor cualquier intervención, dado el tiempo transcurrido desde la comisión de los hechos. En estos casos, si se reunieran los requisitos previstos en el artículo 19.1 de esta Ley, el Ministerio Fiscal podrá remitir el expediente al Juez con propuesta de sobreseimiento, remitiendo, además, en su caso, testimonio de lo actuado a la entidad pública de protección de menores que corresponda, a los efectos de que actúe en protección del menor
          [51].
        

        
				
        5. En todo caso, una vez elaborado el informe del equipo técnico, el Ministerio Fiscal lo remitirá inmediatamente al Juez de Menores y dará copia del mismo al Letrado del menor.

        
				
        6. El informe al que se refiere el presente artículo podrá ser elaborado o complementado por aquellas entidades públicas o privadas que trabajen en el ámbito de la educación de menores y conozcan la situación del menor expedientado.

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          De las medidas cautelares
        

        
				
        
          Art. 28.
          Reglas generales.–
          1. El Ministerio Fiscal, de oficio o a instancia de quien haya ejercitado la acción penal, cuando existan indicios racionales de la comisión de un delito y el riesgo de eludir u obstruir la acción de la justicia por parte del menor o de atentar contra los bienes jurídicos de la víctima, podrá solicitar del Juez de Menores, en cualquier momento, la adopción de medidas cautelares para la custodia y defensa del menor expedientado o para la debida protección de la víctima.
        

        
				
        Dichas medidas podrán consistir en internamiento en centro en el régimen adecuado, libertad vigilada, prohibición de aproximarse o comunicarse con la víctima o con aquellos de sus familiares u otras personas que determine el Juez, o convivencia con otra persona, familia o grupo educativo.

        
				
        El Juez, oído el letrado del menor, así como el equipo técnico y la representación de la entidad pública de protección o reforma de menores, que informarán especialmente sobre la naturaleza de la medida cautelar, resolverá sobre lo propuesto tomando en especial consideración el interés del menor. La medida cautelar adoptada podrá mantenerse hasta que recaiga sentencia firme.

        
				
        2. Para la adopción de la medida cautelar de internamiento se atenderá a la gravedad de los hechos, valorando también las circunstancias personales y sociales del menor, la existencia de un peligro cierto de fuga, y, especialmente, el que el menor hubiera cometido o no con anterioridad otros hechos graves de la misma naturaleza.

        
				
        El Juez de Menores resolverá, a instancia del Ministerio Fiscal o de la acusación particular, en una comparecencia a la que asistirán también el letrado del menor, las demás partes personadas, el representante del equipo técnico y el de la entidad pública de protección o reforma de menores, los cuales informarán al Juez sobre la conveniencia de la adopción de la medida solicitada en función de los criterios consignados en este artículo. En dicha comparecencia el Ministerio Fiscal y las partes personadas podrán proponer los medios de prueba que puedan practicarse en el acto o dentro de las veinticuatro horas siguientes.

        
				
        
          3. El tiempo máximo de la medida cautelar de internamiento será de seis meses, y podrá prorrogarse, a instancia del Ministerio Fiscal, previa audiencia del letrado del menor y mediante auto motivado, por otros tres meses como máximo
          [52].
        

        
				
        4. Las medidas cautelares se documentarán en el Juzgado de Menores en pieza separada del expediente.

        
				
        
          5. El tiempo de cumplimiento de las medidas cautelares se abonará en su integridad para el cumplimiento de las medidas que se puedan imponer en la misma causa o, en su defecto, en otras causas que hayan tenido por objeto hechos anteriores a la adopción de aquéllas. El Juez, a propuesta del Ministerio Fiscal y oídos el Letrado del menor y el equipo técnico que informó la medida cautelar, ordenará que se tenga por ejecutada la medida impuesta en aquella parte que estime razonablemente compensada por la medida cautelar
          [53].
        

        
				
        
          Art. 29.
          Medidas cautelares en los casos de exención de la responsabilidad.–
          Si en el transcurso de la instrucción que realice el Ministerio Fiscal quedara suficientemente acreditado que el menor se encuentra en situación de enajenación mental o en cualquiera otra de las circunstancias previstas en los apartados 1.º, 2.º ó 3.º del artículo 20 del Código Penal vigente, se adoptarán las medidas cautelares precisas para la protección y custodia del menor conforme a los preceptos civiles aplicables, instando, en su caso, las actuaciones para la incapacitación del menor y la constitución de los organismos tutelares conforme a derecho, sin perjuicio todo ello de concluir la instrucción y de efectuar las alegaciones previstas en esta Ley conforme a lo que establecen sus artículos 5.2 y 9, y de solicitar, por los trámites de la misma, en su caso, alguna medida terapéutica adecuada al interés del menor de entre las previstas en esta Ley
          [54].
        

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          De la conclusión de la instrucción
        

        
				
        
          Art. 30.
          Remisión del expediente al Juez de Menores.– 1. Acabada la instrucción, el Ministerio Fiscal resolverá la conclusión del expediente, notificándosela a las partes personadas, y remitirá al Juzgado de Menores el expediente, junto con las piezas de convicción y demás efectos que pudieran existir, con un escrito de alegaciones en el que constará la descripción de los hechos, la valoración jurídica de los mismos, el grado de participación del menor, una breve reseña de las circunstancias personales y sociales de éste, la proposición de alguna medida de las previstas en esta Ley con exposición razonada de los fundamentos jurídicos y educativos que la aconsejen, y, en su caso, la exigencia de responsabilidad civil.        

        
				
      2. En el mismo acto propondrá el Ministerio Fiscal la prueba de que intente valerse para la defensa de su pretensión procesal.

        
				
        3. Asimismo, podrá proponer el Ministerio Fiscal la participación en el acto de la audiencia de aquellas personas o representantes de instituciones públicas y privadas que puedan aportar al proceso elementos valorativos del interés del menor y de la conveniencia o no de las medidas solicitadas. En todo caso serán llamadas al acto de audiencia las personas o instituciones perjudicadas civilmente por el delito, así como los responsables civiles.

        
				
        
          4. El Ministerio Fiscal podrá también solicitar del Juez de Menores el sobreseimiento de las actuaciones por alguno de los motivos previstos en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, así como la remisión de los particulares necesarios a la entidad pública de protección de menores en su caso
          [55].
        

        
				
        
          TÍTULO IV
        

        
				
        
          De la fase de audiencia
        

        
				
        
          Art. 31.
          Apertura de la fase de audiencia.–
          Recibido el escrito de alegaciones con el expediente, las piezas de convicción, los efectos y demás elementos relevantes para el proceso remitidos por el Ministerio Fiscal, el secretario del Juzgado de Menores los incorporará a las diligencias, y el Juez de Menores procederá a abrir el trámite de audiencia, para lo cual el secretario judicial dará traslado simultáneamente a quienes ejerciten la acción penal y la civil para que en un plazo común de cinco días hábiles formulen sus respectivos escritos de alegaciones y propongan las pruebas que consideren pertinentes. Evacuado este trámite, el secretario judicial dará traslado de todo lo actuado al letrado del menor y, en su caso, a los responsables civiles, para que en un plazo de cinco días hábiles formule a su vez escrito de alegaciones y proponga la prueba que considere pertinente
          [56].
        

        
				
        
          Art. 32.
          Sentencia de conformidad.–
          Si el escrito de alegaciones de la acusación solicitara la imposición de alguna o algunas de las medidas previstas en las letras e) a ñ) del apartado 1 del artículo 7, y hubiere conformidad del menor y de su letrado, así como de los responsables civiles, la cual se expresará en comparecencia ante el Juez de Menores en los términos del artículo 36, éste dictará sentencia sin más trámite.
        

        
				
        Cuando el menor y su letrado disintiesen únicamente respecto de la responsabilidad civil, se limitará la audiencia a la prueba y discusión de los puntos relativos a dicha responsabilidad.

        
				
        
          Cuando la persona o personas contra quienes se dirija la acción civil no estuvieren conformes con la responsabilidad civil solicitada, se sustanciará el trámite de la audiencia sólo en lo relativo a este último extremo, practicándose la prueba propuesta a fin de determinar el alcance de aquélla
          [57].
        

        
				
        
          Art. 33.
          Otras decisiones del Juez de Menores.–
          En los casos no previstos en el artículo anterior, a la vista de la petición del Ministerio Fiscal y de los escritos de alegaciones de las partes, el Juez adoptará alguna de las siguientes decisiones:
        

        
				
        
          a)
          La celebración de la audiencia.
        

        
				
        
          b)
          El sobreseimiento, mediante auto motivado, de las actuaciones.
        

        
				
        
          c)
          El archivo por sobreseimiento de las actuaciones con remisión de particulares a la entidad pública de protección de menores correspondiente cuando así se haya solicitado por el Ministerio Fiscal.
        

        
				
        
          d)
          La remisión de las actuaciones al Juez competente, cuando el Juez de Menores considere que no le corresponde el conocimiento del asunto.
        

        
				
        
          e)
          Practicar por sí las pruebas propuestas por las partes y que hubieran sido denegadas por el Fiscal durante la instrucción, conforme a lo dispuesto en el artículo 26.1 de la presente Ley, y que no puedan celebrarse en el transcurso de la audiencia, siempre que considere que son relevantes a los efectos del proceso. Una vez practicadas, dará traslado de los resultados al Ministerio Fiscal y a las partes personadas, antes de iniciar las sesiones de la audiencia.
        

        
				
        
          Contra las precedentes resoluciones cabrán los recursos previstos en esta Ley
          [58].
        

        
				
        
          Art. 34.
          Pertinencia de pruebas y señalamiento de la audiencia.–
          El Juez de Menores, dentro del plazo de cinco días desde la presentación del escrito de alegaciones del letrado del menor y, en su caso, de los responsables civiles, o una vez transcurrido el plazo para la presentación sin que ésta se hubiere efectuado, acordará, en su caso, lo procedente sobre la pertinencia de las pruebas propuestas, mediante auto de apertura de la audiencia, y el secretario judicial señalará el día y hora en que deba comenzar ésta dentro de los diez días siguientes
          [59].
        

        
				
        
          Art. 35.
          Asistentes y no publicidad de la audiencia.–
          1. La audiencia se celebrará con asistencia del Ministerio Fiscal, de las partes personadas, del letrado del menor, de un representante del equipo técnico que haya evacuado el informe previsto en el artículo 27 de esta Ley, y del propio menor, el cual podrá estar acompañado de sus representantes legales, salvo que el Juez, oídos los citados Ministerio Fiscal, letrado del menor y representante del equipo técnico, acuerde lo contrario. También podrá asistir el representante de la entidad pública de protección o reforma de menores que haya intervenido en las actuaciones de la instrucción, cuando se hubiesen ejecutado medidas cautelares o definitivas impuestas al menor con anterioridad. Igualmente, deberán comparecer la persona o personas a quienes se exija responsabilidad civil; aunque su inasistencia injustificada no será por sí misma causa de suspensión de la audiencia.
        

        
				
        
          2. El Juez podrá acordar, en interés de la persona imputada o de la víctima, que las sesiones no sean públicas y en ningún caso se permitirá que los medios de comunicación social obtengan o difundan imágenes del menor ni datos que permitan su identificación
          [60].
        

        
				
        
          3. Quienes ejerciten la acción penal en el procedimiento regulado en la presente Ley, habrán de respetar rigurosamente el derecho del menor a la confidencialidad y a la no difusión de sus datos personales o de los datos que obren en el expediente instruido, en los términos que establezca el Juez de Menores. Quien infrinja esta regla será acreedor de las responsabilidades civiles y penales a que haya lugar
          [61].
        

        
				
        
          Art. 36.
          Conformidad del menor.
          –1. El secretario judicial informará al menor expedientado, en un lenguaje comprensible y adaptado a su edad, de las medidas y responsabilidad civil solicitadas por el Ministerio Fiscal y, en su caso, la acusación particular y el actor civil, en sus escritos de alegaciones, así como de los hechos y de la causa en que se funden.
        

        
				
        2. El Juez seguidamente preguntará al menor si se declara autor de los hechos y si está de acuerdo con las medidas solicitadas y con la responsabilidad civil. Si mostrase su conformidad con dichos extremos, oídos el letrado del menor y la persona o personas contra quienes se dirija la acción civil, el Juez podrá dictar resolución de conformidad. Si el letrado no estuviese de acuerdo con la conformidad prestada por el propio menor, el Juez resolverá sobre la continuación o no de la audiencia, razonando esta decisión en la sentencia.

        
				
        3. Si el menor estuviere conforme con los hechos pero no con la medida solicitada, se sustanciará el trámite de la audiencia sólo en lo relativo a este último extremo, practicándose la prueba propuesta a fin de determinar la aplicación de dicha medida o su sustitución por otra más adecuada al interés del menor y que haya sido propuesta por alguna de las partes.

        
				
        
          4. Cuando el menor o la persona o personas contra quienes se dirija la acción civil no estuvieren conformes con la responsabilidad civil solicitada, se sustanciará el trámite de la audiencia sólo en lo relativo a este último extremo, practicándose la prueba propuesta a fin de determinar el alcance de aquélla
          [62].
        

        
				
        
          Art. 37.
          Celebración de la audiencia.
          –1. Cuando proceda la celebración de la audiencia, el Juez invitará al Ministerio Fiscal, a quienes hayan ejercitado, en su caso, la acción penal, al letrado del menor, y eventualmente y respecto de las cuestiones que estrictamente tengan que ver con la responsabilidad civil al actor civil y terceros responsables civilmente, a que manifiesten lo que tengan por conveniente sobre la práctica de nuevas pruebas o sobre la vulneración de algún derecho fundamental en la tramitación del procedimiento, o, en su caso, les pondrá de manifiesto la posibilidad de aplicar una distinta calificación o una distinta medida de las que hubieran solicitado. Seguidamente, el Juez acordará la continuación de la audiencia o la subsanación del derecho vulnerado, si así procediere. Si acordara la continuación de la audiencia, el Juez resolverá en la sentencia sobre los extremos planteados.
        

        
				
        
          2. Seguidamente se iniciará la práctica de la prueba propuesta y admitida y la que, previa declaración de pertinencia, ofrezcan las partes para su práctica en el acto, oyéndose, asimismo, al equipo técnico sobre las circunstancias del menor. A continuación, el Juez oirá al Ministerio Fiscal, a quien haya ejercitado en su caso la acción penal, al letrado del menor y al actor civil y terceros responsables civilmente respecto de los derechos que le asisten, sobre la valoración de la prueba, su calificación jurídica y la procedencia de las medidas propuestas; sobre este último punto, se oirá también al equipo técnico y, en su caso, a la entidad pública de protección o reforma de menores. Por último, el Juez oirá al menor, dejando el expediente visto para sentencia
          [63].
        

        
				
                3. En su caso, en este procedimiento se aplicará lo dispuesto en la legislación relativa a la protección de testigos y peritos en causas penales [64].        

        
				
    4. Si en el transcurso de la audiencia el Juez considerara, de oficio o a solicitud de las partes, que el interés del menor aconseja que éste abandone la sala, podrá acordarlo así motivadamente, ordenando que continúen las actuaciones hasta que el menor pueda retornar a aquélla. 

        
				
  
          TÍTULO V
        

        
				
        
          De la sentencia
        

        
				
        
          Art. 38.
          Plazo para dictar sentencia.–
          Finalizada la audiencia, el Juez de Menores dictará sentencia en un plazo máximo de cinco días
          [65].
        

        
				
        
          Art. 39.
          Contenido y registro de la sentencia.–
          1. La sentencia contendrá todos los requisitos previstos en la vigente Ley Orgánica del Poder Judicial y en ella, valorando las pruebas practicadas, las razones expuestas por el Ministerio Fiscal, por las partes personadas y por el letrado del menor, lo manifestado en su caso por éste, tomando en consideración las circunstancias y gravedad de los hechos, así como todos los datos debatidos sobre la personalidad, situación, necesidades y entorno familiar y social del menor, la edad de éste en el momento de dictar la sentencia, y la circunstancia de que el menor hubiera cometido o no con anterioridad otros hechos de la misma naturaleza, resolverá sobre la medida o medidas propuestas, con indicación expresa de su contenido, duración y objetivos a alcanzar con las mismas. La sentencia será motivada, consignando expresamente los hechos que se declaren probados y los medios probatorios de los que resulte la convicción judicial.
        

        
				
        En la misma sentencia se resolverá sobre la responsabilidad civil derivada del delito o falta, con el contenido indicado en el artículo 115 del Código Penal.

        
				
        También podrá ser anticipado oralmente el fallo al término de las sesiones de la audiencia, sin perjuicio de su documentación con arreglo al artículo 248.3 de la citada Ley Orgánica del Poder Judicial.

        
				
        2. El Juez, al redactar la sentencia, procurará expresar sus razonamientos en un lenguaje claro y comprensible para la edad del menor.

        
				
        
          3. Cada Juzgado de Menores llevará un registro de sentencias en el que se incluirán firmadas todas las definitivas. La llevanza y custodia de dicho registro es responsabilidad del secretario judicial
          [66].
        

        
				
        
          Art. 40.
          Suspensión de la ejecución del fallo.
          –1. El Juez competente para la ejecución, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o del letrado del menor, y oídos en todo caso éstos, así como el representante del equipo técnico y de la entidad pública de protección o reforma de menores, podrá acordar motivadamente la suspensión de la ejecución del fallo contenido en la sentencia, cuando la medida impuesta no sea superior a dos años de duración, durante un tiempo determinado y hasta un máximo de dos años. Dicha suspensión se acordará en la propia sentencia o por auto motivado del Juez competente para la ejecución cuando aquélla sea firme, debiendo expresar, en todo caso, las condiciones de la misma. Se exceptúa de la suspensión el pronunciamiento sobre la responsabilidad civil derivada del delito o falta
          [67].
        

        
				
        2. Las condiciones a las que estará sometida la suspensión de la ejecución del fallo contenido en la sentencia dictada por el Juez de Menores serán las siguientes:

        
				
        
          a)
           
          No ser condenado en sentencia firme por delito cometido durante el tiempo que dure la suspensión, si ha alcanzado la mayoría de edad, o no serle aplicada medida en sentencia firme en procedimiento regulado por esta Ley durante el tiempo que dure la suspensión.
        

        
				
        
          b)
          Que el menor asuma el compromiso de mostrar una actitud y disposición de reintegrarse a la sociedad, no incurriendo en nuevas infracciones.
        

        
				
        
          c)
          Además, el Juez puede establecer la aplicación de un régimen de libertad vigilada durante el plazo de suspensión o la obligación de realizar una actividad socio-educativa, recomendada por el equipo técnico o la entidad pública de protección o reforma de menores en el precedente trámite de audiencia, incluso con compromiso de participación de los padres, tutores o guardadores del menor, expresando la naturaleza y el plazo en que aquella actividad deberá llevarse a cabo
          [68].
        

        
				
        3. Si las condiciones expresadas en el apartado anterior no se cumplieran, el Juez alzará la suspensión y se procederá a ejecutar la sentencia en todos sus extremos. Contra la resolución que así lo acuerde se podrán interponer los recursos previstos en esta Ley.

        
				
        
          TÍTULO VI
        

        
				
        
          Del régimen de recursos
        

        
				
        
          Art. 41.
          Recursos procedentes y tramitación.–
          1. Contra la sentencia dictada por el Juez de Menores en el procedimiento regulado en esta Ley cabe recurso de apelación ante la correspondiente Audiencia Provincial, que se interpondrá ante el Juez que dictó aquélla en el plazo de cinco días a contar desde su notificación, y se resolverá previa celebración de vista pública, salvo que en interés de la persona imputada o de la víctima, el Juez acuerde que se celebre a puerta cerrada. A la vista deberán asistir las partes y, si el Tribunal lo considera oportuno, el representante del equipo técnico y el representante de la entidad pública de protección o reforma de menores que hayan intervenido en el caso concreto. El recurrente podrá solicitar del Tribunal la práctica de la prueba que, propuesta y admitida en la instancia, no se hubiera celebrado, conforme a las reglas de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
        

        
				
        2. Contra los autos y providencias de los Jueces de Menores cabe recurso de reforma ante el propio órgano, que se interpondrá en el plazo de tres días a partir de la notificación. El auto que resuelva la impugnación de la providencia será susceptible de recurso de apelación.

        
				
        3. Contra los autos que pongan fin al procedimiento o resuelvan el incidente de los artículos 14, 28, 29 y 40 de esta Ley, cabe recurso de apelación ante la Audiencia Provincial por los trámites que regula la Ley de Enjuiciamiento Criminal para el procedimiento abreviado.

        
				
        4. Contra los autos y sentencias dictados por el Juzgado Central de Menores de la Audiencia Nacional cabe recurso de apelación ante la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional.

        
				
        
          5. Contra las resoluciones dictadas por los secretarios judiciales caben los mismos recursos que los expresados en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que se sustanciarán en la forma que en ella se determina
          [69].
        

        
				
        
          Art. 42.
          Recurso de casación para unificación de doctrina.–
          1. Son recurribles en casación, ante la Sala Segunda del Tribunal Supremo, las sentencias dictadas en apelación por la Audiencia Nacional y por las Audiencias Provinciales cuando se hubiere impuesto una de las medidas a las que se refiere el artículo 10.
        

        
				
        2. El recurso tendrá por objeto la unificación de doctrina con ocasión de sentencias dictadas en apelación que fueran contradictorias entre sí, o con sentencias del Tribunal Supremo, respecto de hechos y valoraciones de las circunstancias del menor que, siendo sustancialmente iguales, hayan dado lugar, sin embargo, a pronunciamientos distintos.

        
				
        3. El recurso podrá prepararlo el Ministerio Fiscal o cualquiera de las partes que pretenda la indicada unificación de doctrina dentro de los diez días siguientes a la notificación de la sentencia de la Audiencia Nacional o Provincial, en escrito dirigido a la misma.

        
				
        El escrito de preparación deberá contener una relación precisa y circunstanciada de la contradicción alegada, con designación de las sentencias aludidas y de los informes en que se funde el interés del menor valorado en sentencia.

        
				
        4. Si la Audiencia Nacional o Provincial ante quien se haya preparado el recurso estimara acreditados los requisitos a los que se refiere el apartado anterior, el secretario judicial requerirá testimonio de las sentencias citadas a los Tribunales que las dictaron, y en un plazo de diez días remitirá la documentación a la Sala Segunda del Tribunal Supremo, emplazando al recurrente y al Ministerio Fiscal, si no lo fuera, ante dicha Sala.

        
				
        
          5. El recurso de casación se interpondrá ante la Sala Segunda del Tribunal Supremo, siendo de aplicación en la interposición, sustanciación y resolución del recurso lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en cuanto resulte aplicable
          [70].
        

        
				
        
          TÍTULO VII
        

        
				
        
          De la ejecución de las medidas
        

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Disposiciones generales
        

        
				
        
          Art. 43.
          Principio de legalidad.–
          1. No podrá ejecutarse ninguna de las medidas establecidas en esta Ley sino en virtud de sentencia firme dictada de acuerdo con el procedimiento regulado en la misma.
        

        
				
        2. Tampoco podrán ejecutarse dichas medidas en otra forma que la prescrita en esta Ley y en los reglamentos que la desarrollen.

        
				
        
          Art. 44.
          Competencia judicial.
          –1. La ejecución de las medidas previstas en esta Ley se realizará bajo el control del Juez de Menores que haya dictado la sentencia correspondiente, salvo cuando por aplicación de lo dispuesto en los artículos 12 y 47 de esta Ley sea competente otro, el cual resolverá por auto motivado, oídos el Ministerio Fiscal, el letrado del menor y la representación de la entidad pública que ejecute aquélla, sobre las incidencias que se puedan producir durante su transcurso
          [71].
        

        
				
        2. Para ejercer el control de la ejecución, corresponden especialmente al Juez de Menores, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o del Letrado del menor, las funciones siguientes:

        
				
        
          a)
          Adoptar todas las decisiones que sean necesarias para proceder a la ejecución efectiva de las medidas impuestas.
        

        
				
        
          b)
          Resolver las propuestas de revisión de las medidas
          [72].
        

        
				
        
          c)
          Aprobar los programas de ejecución de las medidas.
        

        
				
        
          d)
          Conocer de la evolución de los menores durante el cumplimiento de las medidas a través de los informes de seguimiento de las mismas.
        

        
				
        
          e)
          Resolver los recursos que se interpongan contra las resoluciones dictadas para la ejecución de las medidas, conforme establece el artículo 52 de esta Ley.
        

        
				
        
          f)
          Acordar lo que proceda en relación a las peticiones o quejas que puedan plantear los menores sancionados sobre el régimen, el tratamiento o cualquier otra circunstancia que pueda afectar a sus derechos fundamentales.
        

        
				
        
          g)
          Realizar regularmente visitas a los centros y entrevistas con los menores.
        

        
				
        
          h)
          Formular a la entidad pública de protección o reforma de menores correspondiente las propuestas y recomendaciones que considere oportunas en relación con la organización y el régimen de ejecución de las medidas.
        

        
				
        
          i)
          Adoptar las resoluciones que, en relación con el régimen disciplinario, les atribuye el artículo 60 de esta Ley.
        

        
				
        
          3. Cuando, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 14 de esta Ley, la medida de internamiento se cumpla en un establecimiento penitenciario, el Juez de Menores competente para la ejecución conservará la competencia para decidir sobre la pervivencia, modificación o sustitución de la medida en los términos previstos en esta Ley, asumiendo el Juez de Vigilancia Penitenciaria el control de las incidencias de la ejecución de la misma en todas las cuestiones y materias a que se refiere la legislación penitenciaria
          [73].
        

        
				
        
          Art. 45.
          Competencia administrativa.–
          1. La ejecución de las medidas adoptadas por los Jueces de Menores en sus sentencias firmes es competencia de las Comunidades Autónomas y de las Ciudades de Ceuta y Melilla, con arreglo a la disposición final vigésima segunda de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor
          [74]. Dichas entidades públicas llevarán a cabo, de acuerdo con sus respectivas normas de organización, la creación, dirección, organización y gestión de los servicios, instituciones y programas adecuados para garantizar la correcta ejecución de las medidas previstas en esta Ley.
        

        
				
        2. La ejecución de las medidas corresponderá a las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, donde se ubique el Juzgado de Menores que haya dictado la sentencia, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 3 del artículo siguiente.

        
				
        
          3. Las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla podrán establecer los convenios o acuerdos de colaboración necesarios con otras entidades, bien sean públicas, de la Administración del Estado, Local o de otras Comunidades Autónomas, o privadas sin ánimo de lucro, para la ejecución de las medidas de su competencia, bajo su directa supervisión, sin que ello suponga en ningún caso la cesión de la titularidad y responsabilidad derivada de dicha ejecución
          [75].
        

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          Reglas para la ejecución de las medidas
        

        
				
        
          Art. 46
          .
          Liquidación de la medida y traslado del menor a un centro.–
          1. Una vez firme la sentencia y aprobado el programa de ejecución de la medida impuesta, el secretario del Juzgado de Menores competente para la ejecución de la medida practicará la liquidación de dicha medida, indicando las fechas de inicio y de terminación de la misma, con abono en su caso del tiempo cumplido por las medidas cautelares impuestas al interesado, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 28.5. Al propio tiempo, abrirá un expediente de ejecución en el que se harán constar las incidencias que se produzcan en el desarrollo de aquélla conforme a lo establecido en la presente Ley.
        

        
				
        2. De la liquidación mencionada en el apartado anterior y del testimonio de particulares que el Juez considere necesario y que deberá incluir los informes técnicos que obren en la causa, el secretario judicial dará traslado a la entidad pública de protección o reforma de menores competente para el cumplimiento de las medidas acordadas en la sentencia firme. También notificará al Ministerio Fiscal el inicio de la ejecución, y al letrado del menor si así lo solicitara del Juez de Menores.

        
				
        
          3. Recibidos por la entidad pública el testimonio y la liquidación de la medida indicados en el apartado anterior, aquélla designará de forma inmediata un profesional que se responsabilizará de la ejecución de la medida impuesta, y, si ésta fuera de internamiento, designará el centro más adecuado para su ejecución de entre los más cercanos al domicilio del menor en los que existan plazas disponibles para la ejecución por la entidad pública competente en cada caso. El traslado a otro centro distinto de los anteriores sólo se podrá fundamentar en el interés del menor de ser alejado de su entorno familiar y social y requerirá en todo caso la aprobación del Juzgado de Menores competente para la ejecución de la medida. En todo caso los menores pertenecientes a una banda, organización o asociación no podrán cumplir la medida impuesta en el mismo centro, debiendo designárseles uno distinto aunque la elección del mismo suponga alejamiento del entorno familiar o social
          [76].
        

        
				
        
          Art. 47.
          Refundición de medidas impuestas.
          –1. Si se hubieran impuesto al menor varias medidas en la misma resolución judicial, y no fuere posible su cumplimiento simultáneo, el Juez competente para la ejecución ordenará su cumplimiento sucesivo conforme a las reglas establecidas en el apartado 5 de este artículo.
        

        
				
        La misma regla se aplicará a las medidas impuestas en distintas resoluciones judiciales, siempre y cuando dichas medidas sean de distinta naturaleza entre sí. En este caso será el Juez competente para la ejecución quien ordene el cumplimiento simultáneo o sucesivo con arreglo al apartado 5 de este artículo, según corresponda.

        
				
        2. Si se hubieren impuesto al menor en diferentes resoluciones judiciales dos o más medidas de la misma naturaleza, el Juez competente para la ejecución, previa audiencia del letrado del menor, refundirá dichas medidas en una sola, sumando la duración de las mismas, hasta el límite del doble de la más grave de las refundidas.

        
				
        El Juez, previa audiencia del letrado del menor, deberá proceder de este modo respecto de cada grupo de medidas de la misma naturaleza que hayan sido impuestas al menor, de modo que una vez practicada la refundición no quedará por ejecutar más de una medida de cada clase de las enumeradas en el artículo 7 de esta Ley.

        
				
        3. En caso de que, estando sujeto a la ejecución de una medida, el menor volviera a cometer un hecho delictivo, el Juez competente para la ejecución, previa audiencia del letrado del menor, dictará la resolución que proceda en relación a la nueva medida que, en su caso se haya impuesto, conforme a lo dispuesto en los dos apartados anteriores. En este caso podrá aplicar además las reglas establecidas en el artículo 50 para el supuesto de quebrantamiento de la ejecución.

        
				
        4. A los fines previstos en este artículo, en cuanto el Juez sentenciador tenga conocimiento de la existencia de otras medidas firmes de ejecución, pendientes de ejecución o suspendidas condicionalmente, y una vez que la medida o medidas por él impuestas sean firmes, procederá conforme a lo dispuesto en el artículo 12 de esta Ley.

        
				
        5. Cuando las medidas de distinta naturaleza, impuestas directamente o resultantes de la refundición prevista en los números anteriores, hubieren de ejecutarse de manera sucesiva, se atenderá a los siguientes criterios:

        
				
        
          a)
          La medida de internamiento terapéutico se ejecutará con preferencia a cualquier otra.
        

        
				
        
          b)
          La medida de internamiento en régimen cerrado se ejecutará con preferencia al resto de las medidas de internamiento.
        

        
				
        
          c)
          La medida de internamiento se cumplirá antes que las no privativas de libertad, y en su caso interrumpirá la ejecución de éstas.
        

        
				
        
          d)
          Las medidas de libertad vigilada contempladas en el artículo 10 se ejecutarán una vez finalizado el internamiento en régimen cerrado que se prevé en el mismo artículo.
        

        
				
        
          e)
          En atención al interés del menor, el Juez podrá, previo informe del Ministerio Fiscal, de las demás partes y de la entidad pública de reforma o protección de menores, acordar motivadamente la alteración en el orden de cumplimiento previsto en las reglas anteriores.
        

        
				
        6. Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjuicio de las previsiones del artículo 14 para el caso de que el menor pasare a cumplir una medida de internamiento en centro penitenciario al alcanzar la mayoría de edad.

        
				
        7. Cuando una persona que se encuentre cumpliendo una o varias medidas impuestas con arreglo a esta Ley sea condenada a una pena o medida de seguridad prevista en el Código Penal o en leyes penales especiales, se ejecutarán simultáneamente aquéllas y éstas si fuere materialmente posible, atendida la naturaleza de ambas, su forma de cumplimiento o la eventual suspensión de la pena impuesta, cuando proceda.

        
				
        
          No siendo posible la ejecución simultánea, se cumplirá la sanción penal, quedando sin efecto la medida o medidas impuestas en aplicación de la presente Ley, salvo que se trate de una medida de internamiento y la pena impuesta sea de prisión y deba efectivamente ejecutarse. En este último caso, a no ser que el Juez de Menores adopte alguna de las resoluciones previstas en el artículo 13 de esta Ley, la medida de internamiento terminará de cumplirse en el centro penitenciario en los términos previstos en el artículo 14, y una vez cumplida se ejecutará la pena
          [77].
        

        
				
        
          Art. 48.
          Expediente personal de la persona sometida a la ejecución de una medida.–
          1. La entidad pública abrirá un expediente personal único a cada menor respecto del cual tenga encomendada la ejecución de una medida, en el que se recogerán los informes relativos a aquél, las resoluciones judiciales que le afecten y el resto de la documentación generada durante la ejecución.
        

        
				
        2. Dicho expediente tendrá carácter reservado y solamente tendrán acceso al mismo el Defensor del Pueblo o institución análoga de la correspondiente Comunidad Autónoma, los Jueces de Menores competentes, el Ministerio Fiscal y las personas que intervengan en la ejecución y estén autorizadas por la entidad pública de acuerdo con sus normas de organización. El menor, su Letrado y, en su caso, su representante legal, también tendrán acceso al expediente.

        
				
        
          3. La recogida, cesión y tratamiento automatizado de datos de carácter personal de las personas a las que se aplique la presente Ley, sólo podrá realizarse en ficheros informáticos de titularidad pública dependientes de las entidades públicas de protección de menores, Administraciones y Juzgados de Menores competentes o del Ministerio Fiscal, y se regirá por lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal
          [78], y sus normas de desarrollo
          [79].
        

        
				
        
          Art. 49.
          Informes sobre la ejecución.
          –1. La entidad pública remitirá al Juez de Menores y al Ministerio Fiscal, con la periodicidad que se establezca reglamentariamente en cada caso y siempre que fuese requerida para ello o la misma entidad lo considerase necesario, informes sobre la ejecución de la medida y sus incidencias, y sobre la evolución personal de los menores sometidos a las mismas. Dichos informes se remitirán también al Letrado del menor si así lo solicitare a la entidad pública competente
          [80].
        

        
				
        
          2. En los indicados informes la entidad pública podrá solicitar del Ministerio Fiscal, cuando así lo estime procedente, la revisión judicial de las medidas en el sentido propugnado por el artículo 14.1 de la presente Ley
          [81].
        

        
				
        
          Art. 50.
          Quebrantamiento de la ejecución.
          –1. Cuando el menor quebrantare una medida privativa de libertad, se procederá a su reingreso en el mismo centro del que se hubiera evadido o en otro adecuado a sus condiciones, o, en caso de permanencia de fin de semana, en su domicilio, a fin de cumplir de manera ininterrumpida el tiempo pendiente.
        

        
				
        2. Si la medida quebrantada no fuere privativa de libertad, el Ministerio Fiscal podrá instar del Juez de Menores la sustitución de aquélla por otra de la misma naturaleza. Excepcionalmente, y a propuesta del Ministerio Fiscal, oídos el Letrado y el representante legal del menor, así como el equipo técnico, el Juez de Menores podrá sustituir la medida por otra de internamiento en centro semiabierto, por el tiempo que reste para su cumplimiento.

        
				
        
          3. Asimismo, el Juez de Menores acordará que el secretario judicial remita testimonio de los particulares relativos al quebrantamiento de la medida al Ministerio Fiscal, por si el hecho fuese constitutivo de alguna de las infracciones a que se refiere el artículo 1 de la presente Ley Orgánica y merecedora de reproche sancionador
          [82].
        

        
				
        
          Art. 51.
          Sustitución de las medidas.
          –1. Durante la ejecución de las medidas el Juez de Menores competente para la ejecución podrá, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal, del letrado del menor o de la Administración competente, y oídas las partes, así como el equipo técnico y la representación de la entidad pública de protección o reforma de menores, dejar sin efecto aquellas o sustituirlas por otras que se estimen más adecuadas de entre las previstas en esta Ley, por tiempo igual o inferior al que reste para su cumplimiento, siempre que la nueva medida pudiera haber sido impuesta inicialmente atendiendo a la infracción cometida. Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 2 del artículo anterior y de acuerdo con el artículo 13 de la presente Ley.
        

        
				
        2. Cuando el Juez de Menores haya sustituido la medida de internamiento en régimen cerrado por la de internamiento en régimen semiabierto o abierto, y el menor evolucione desfavorablemente, previa audiencia del letrado del menor, podrá dejar sin efecto la sustitución, volviéndose a aplicar la medida sustituida de internamiento en régimen cerrado. Igualmente, si la medida impuesta es la de internamiento en régimen semiabierto y el menor evoluciona desfavorablemente, el Juez de Menores podrá sustituirla por la de internamiento en régimen cerrado, cuando el hecho delictivo por la que se impuso sea alguno de los previstos en el artículo 9.2 de esta Ley.

        
				
        
          3. La conciliación del menor con la víctima, en cualquier momento en que se produzca el acuerdo entre ambos a que se refiere el artículo 19 de la presente Ley, podrá dejar sin efecto la medida impuesta cuando el Juez, a propuesta del Ministerio Fiscal o del Letrado del menor y oídos el equipo técnico y la representación de la entidad pública de protección o reforma de menores, juzgue que dicho acto y el tiempo de duración de la medida ya cumplido expresan suficientemente el reproche que merecen los hechos cometidos por el menor
          [83].
        

        
				
        
          4. En todos los casos anteriores, el Juez resolverá por auto motivado, contra el cual se podrán interponer los recursos previstos en la presente Ley
          [84].
        

        
				
        
          Art. 52.
          Presentación de recursos.
          –1. Cuando el menor pretenda interponer ante el Juez de Menores recurso contra cualquier resolución adoptada durante la ejecución de las medidas que le hayan sido impuestas, lo presentará de forma escrita ante el Juez o Director del centro de internamiento, quien lo pondrá en conocimiento de aquél dentro del siguiente día hábil.
        

        
				
        El menor también podrá presentar un recurso ante el Juez de forma verbal, o manifestar de forma verbal su intención de recurrir al Director del centro, quien dará traslado de esta manifestación al Juez de Menores en el plazo indicado. En este último caso, el Juez de Menores adoptará las medidas que resulten procedentes a fin de oír la alegación del menor.

        
				
        
          El Letrado del menor también podrá interponer los recursos, en forma escrita, ante las autoridades indicadas en el párrafo primero
          [85].
        

        
				
        
          2. Si el Juez de Menores admitiese a trámite el recurso, el secretario judicial recabará informe del Ministerio Fiscal y, previa audiencia del letrado del menor, aquél resolverá el recurso en el plazo de dos días, mediante auto motivado. Contra este auto cabrá recurso de apelación ante la correspondiente Audiencia Provincial, conforme a lo dispuesto en el artículo 41 de la presente Ley
          [86].
        

        
				
        
          Art. 53.
          Cumplimiento de la medida.–
          1. Una vez cumplida la medida, la entidad pública remitirá a los destinatarios designados en el artículo 49.1 un informe final, y el Juez de Menores dictará auto acordando lo que proceda respecto al archivo de la causa. Dicho auto será notificado por el secretario judicial al Ministerio Fiscal, al letrado del menor, a la entidad pública y a la víctima
          [87].
        

        
				
        2. El Juez, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o del Letrado del menor, podrá instar de la correspondiente entidad pública de protección o reforma de menores, una vez cumplida la medida impuesta, que se arbitren los mecanismos de protección del menor conforme a las normas del Código Civil, cuando el interés de aquél así lo requiera.

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          Reglas especiales para la ejecución de las medidas privativas de libertad
        

        
				
        
          Art. 54.
          Centros para la ejecución de las medidas privativas de libertad.–
          1. Las medidas privativas de libertad, la detención y las medidas cautelares de internamiento que se impongan de conformidad con esta Ley se ejecutarán en centros específicos para menores infractores, diferentes de los previstos en la legislación penitenciaria para la ejecución de las condenas penales y medidas cautelares privativas de libertad impuestas a los mayores de edad penal.
        

        
				
        La ejecución de la detención preventiva, de las medidas cautelares de internamiento o de las medidas impuestas en la sentencia, acordadas por el Juez Central de Menores o por la Sala correspondiente de la Audiencia Nacional, se llevará a cabo en los establecimientos y con el control del personal especializado que el Gobierno ponga a disposición de la Audiencia Nacional, en su caso, mediante convenio con las Comunidades Autónomas.

        
				
        
          La ejecución de las medidas impuestas por el Juez Central de Menores o por la Sala correspondiente de la Audiencia Nacional será preferente sobre las impuestas, en su caso, por otros Jueces o Salas de Menores
          [88].
        

        
				
        
          2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, las medidas de internamiento también podrán ejecutarse en centros socio-sanitarios cuando la medida impuesta así lo requiera. En todo caso se requerirá la previa autorización del Juez de Menores
          [89].
        

        
				
        
          3. Los centros estarán divididos en módulos adecuados a la edad, madurez, necesidades y habilidades sociales de los menores internados y se regirán por una normativa de funcionamiento interno cuyo cumplimiento tendrá como finalidad la consecución de una convivencia ordenada, que permita la ejecución de los diferentes programas de intervención educativa y las funciones de custodia de los menores internados
          [90].
        

        
				
        
          Art. 55.
          Principio de resocialización.
          –1. Toda la actividad de los centros en los que se ejecuten medidas de internamiento estará inspirada por el principio de que el menor internado es sujeto de derecho y continúa formando parte de la sociedad.
        

        
				
        2. En consecuencia, la vida en el centro debe tomar como referencia la vida en libertad, reduciendo al máximo los efectos negativos que el internamiento pueda representar para el menor o para su familia, favoreciendo los vínculos sociales, el contacto con los familiares y allegados, y la colaboración y participación de las entidades públicas y privadas en el proceso de integración social, especialmente de las más próximas geográfica y culturalmente.

        
				
        3. A tal fin se fijarán reglamentariamente los permisos ordinarios y extraordinarios de los que podrá disfrutar el menor internado, a fin de mantener contactos positivos con el exterior y preparar su futura vida en libertad.

        
				
        
          Art. 56.
          Derechos de los menores internados.–
          1. Todos los menores internados tienen derecho a que se respete su propia personalidad, su libertad ideológica y religiosa y los derechos e intereses legítimos no afectados por el contenido de la condena, especialmente los inherentes a la minoría de edad civil cuando sea el caso.
        

        
				
        2. En consecuencia, se reconocen a los menores internados los siguientes derechos:

        
				
        
          a)
          Derecho a que la entidad pública de la que depende el centro vele por su vida, su integridad física y su salud, sin que puedan, en ningún caso, ser sometidos a tratos degradantes o a malos tratos de palabra o de obra, ni ser objeto de un rigor arbitrario o innecesario en la aplicación de las normas.
        

        
				
        
          b)
          Derecho del menor de edad civil a recibir una educación y formación integral en todos los ámbitos y a la protección específica que por su condición le dispensan las leyes.
        

        
				
        
          c)
          Derecho a que se preserve su dignidad y su intimidad, a ser designados por su propio nombre y a que su condición de internados sea estrictamente reservada frente a terceros.
        

        
				
        
          d)
          Derecho al ejercicio de los derechos civiles, políticos, sociales, religiosos, económicos y culturales que les correspondan, salvo cuando sean incompatibles con el objeto de la detención o el cumplimiento de la condena.
        

        
				
        
          e)
          Derecho a estar en el centro más cercano a su domicilio, de acuerdo a su régimen de internamiento, y a no ser trasladados fuera de su Comunidad Autónoma excepto en los casos y con los requisitos previstos en esta Ley y sus normas de desarrollo.
        

        
				
        
          f)
          Derecho a la asistencia sanitaria gratuita, a recibir la enseñanza básica obligatoria que corresponda a su edad, cualquiera que sea su situación en el centro, y a recibir una formación educativa o profesional adecuada a sus circunstancias.
        

        
				
        
          g)
          Derecho de los sentenciados a un programa de tratamiento individualizado y de todos los internados a participar en las actividades del centro.
        

        
				
        
          h)
          Derecho a comunicarse libremente con sus padres, representantes legales, familiares u otras personas, y a disfrutar de salidas y permisos, con arreglo a lo dispuesto en esta Ley y sus normas de desarrollo.
        

        
				
        
          i)
          Derecho a comunicarse reservadamente con sus letrados, con el Juez de Menores competente, con el Ministerio Fiscal y con los servicios de Inspección de centros de internamiento.
        

        
				
        
          j)
          Derecho a una formación laboral adecuada, a un trabajo remunerado, dentro de las disponibilidades de la entidad pública, y a las prestaciones sociales que pudieran corresponderles, cuando alcancen la edad legalmente establecida
          [91].
        

        
				
        
          k)
          Derecho a formular peticiones y quejas a la Dirección del centro, a la entidad pública, a las autoridades judiciales, al Ministerio Fiscal, al Defensor del Pueblo o institución análoga de su Comunidad Autónoma y a presentar todos los recursos legales que prevé esta Ley ante el Juez de Menores competente, en defensa de sus derechos e intereses legítimos.
        

        
				
        
          l)
          Derecho a recibir información personal y actualizada de sus derechos y obligaciones, de su situación personal y judicial, de las normas de funcionamiento interno de los centros que los acojan, así como de los procedimientos concretos para hacer efectivos tales derechos, en especial para formular peticiones, quejas o recursos.
        

        
				
        
          m)
          Derecho a que sus representantes legales sean informados sobre su situación y evolución y sobre los derechos que a ellos les corresponden, con los únicos límites previstos en esta Ley.
        

        
				
        
          n)
          Derecho de las menores internadas a tener en su compañía a sus hijos menores de tres años, en las condiciones y con los requisitos que se establezcan reglamentariamente
          [92].
        

        
				
        
          Art. 57.
          Deberes de los menores internados.–
          Los menores internados estarán obligados a:
        

        
				
        
          a)
          Permanecer en el centro a disposición de la autoridad judicial competente hasta el momento de su puesta en libertad, sin perjuicio de las salidas y actividades autorizadas que puedan realizar en el exterior.
        

        
				
        
          b)
          Recibir la enseñanza básica obligatoria que legalmente les corresponda.
        

        
				
        
          c)
          Respetar y cumplir las normas de funcionamiento interno del centro y las directrices o instrucciones que reciban del personal de aquél en el ejercicio legítimo de sus funciones.
        

        
				
        
          d)
          Colaborar en la consecución de una actividad ordenada en el interior del centro y mantener una actitud de respeto y consideración hacia todos, dentro y fuera del centro, en especial hacia las autoridades, los trabajadores del centro y los demás menores internados.
        

        
				
        
          e)
          Utilizar adecuadamente las instalaciones del centro y los medios materiales que se pongan a su disposición.
        

        
				
        
          f)
          Observar las normas higiénicas y sanitarias, y sobre vestuario y aseo personal establecidas en el centro.
        

        
				
        
          g)
          Realizar las prestaciones personales obligatorias previstas en las normas de funcionamiento interno del centro para mantener el buen orden y la limpieza del mismo.
        

        
				
        
          h)
          Participar en las actividades formativas, educativas y laborales establecidas en función de su situación personal a fin de preparar su vida en libertad.
        

        
				
        
          Art. 58.
          Información y reclamaciones.–
          1. Los menores recibirán, a su ingreso en el centro, información escrita sobre sus derechos y obligaciones, el régimen de internamiento en el que se encuentran, las cuestiones de organización general, las normas de funcionamiento del centro, las normas disciplinarias y los medios para formular peticiones, quejas o recursos. La información se les facilitará en un idioma que entiendan. A los que tengan cualquier género de dificultad para comprender el contenido de esta información se les explicará por otro medio adecuado
          [93].
        

        
				
        
          2. Todos los internados podrán formular, verbalmente o por escrito, en sobre abierto o cerrado, peticiones y quejas a la entidad pública sobre cuestiones referentes a su situación de internamiento. Dichas peticiones o quejas también podrán ser presentadas al Director del centro, el cual las atenderá si son de su competencia o las pondrá en conocimiento de la entidad pública o autoridades competentes, en caso contrario
          [94].
        

        
				
        
          Art. 59.
          Medidas de vigilancia y seguridad.
          –1. Las actuaciones de vigilancia y seguridad interior en los centros podrán suponer, en la forma y con la periodicidad que se establezca reglamentariamente, inspecciones de los locales y dependencias, así como registros de personas, ropas y enseres de los menores internados
          [95].
        

        
				
        
          2. De igual modo se podrán utilizar exclusivamente los medios de contención que se establezcan reglamentariamente para evitar actos de violencia o lesiones de los menores, para impedir actos de fuga y daños en las instalaciones del centro o ante la resistencia activa o pasiva a las instrucciones del personal del mismo en el ejercicio legítimo de su cargo
          [96].
        

        
				
        
          Art. 60.
          Régimen disciplinario.
          –1. Los menores internados podrán ser corregidos disciplinariamente en los casos y de acuerdo con el procedimiento que se establezca reglamentariamente, de acuerdo con los principios de la Constitución, de esta Ley y del título IX de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, respetando en todo momento la dignidad de aquéllos y sin que en ningún caso se les pueda privar de sus derechos de alimentación, enseñanza obligatoria y comunicaciones y visitas, previstos en esta Ley y disposiciones que la desarrollen
          [97].
        

        
				
        2. Las faltas disciplinarias se clasificarán en muy graves, graves y leves, atendiendo a la violencia desarrollada por el sujeto, su intencionalidad, la importancia del resultado y el número de personas ofendidas.

        
				
        3. Las únicas sanciones que se podrán imponer por la comisión de faltas muy graves serán las siguientes:

        
				
        
          a)
          La separación del grupo por un período de tres a siete días en casos de evidente agresividad, violencia y alteración grave de la convivencia.
        

        
				
        
          b)
          La separación del grupo durante tres a cinco fines de semana.
        

        
				
        
          c)
          La privación de salidas de fin de semana de quince días a un mes.
        

        
				
        
          d)
          La privación de salidas de carácter recreativo por un período de uno a dos meses.
        

        
				
        4. Las únicas sanciones que se podrán imponer por la comisión de faltas graves serán las siguientes:

        
				
        
          a)
          Las mismas que en los cuatro supuestos del apartado anterior, con la siguiente duración: dos días, uno o dos fines de semana, uno a quince días, y un mes respectivamente.
        

        
				
        
          b)
          La privación de participar en las actividades recreativas del centro durante un período de siete a quince días.
        

        
				
        5. Las únicas sanciones que se podrán imponer por la comisión de faltas leves serán las siguientes:

        
				
        
          a)
          La privación de participar en todas o algunas de las actividades recreativas del centro durante un período de uno a seis días.
        

        
				
        
          b)
          La amonestación.
        

        
				
        6. La sanción de separación supondrá que el menor permanecerá en su habitación o en otra de análogas características a la suya, durante el horario de actividades del centro, excepto para asistir, en su caso, a la enseñanza obligatoria, recibir visitas y disponer de dos horas de tiempo al día al aire libre.

        
				
        7. Las resoluciones sancionadoras podrán ser recurridas, antes del inicio de su cumplimiento, ante el Juez de Menores. A tal fin, el menor sancionado podrá presentar el recurso por escrito o verbalmente ante el Director del establecimiento, quien, en el plazo de veinticuatro horas, remitirá dicho escrito o testimonio de la queja verbal, con sus propias alegaciones, al Juez de Menores y éste, en el término de una audiencia y oído el Ministerio Fiscal, dictará auto, confirmando, modificando o anulando la sanción impuesta, sin que contra dicho auto quepa recurso alguno. El auto, una vez notificado al establecimiento, será de ejecución inmediata. En tanto se sustancia el recurso, en el plazo de dos días, la entidad pública ejecutora de la medida podrá adoptar las decisiones precisas para restablecer el orden alterado, aplicando al sancionado lo dispuesto en el apartado 6 de este artículo.

        
				
        
          El Letrado del menor también podrá interponer los recursos a que se refiere el párrafo anterior
          [98].
        

        
				
        
          TÍTULO VIII
        

        
				
        
          
            De la responsabilidad civil
            [99]
          
        

        
				
        
          Art. 61.
          Reglas generales.–
          1. La acción para exigir la responsabilidad civil en el procedimiento regulado en esta Ley se ejercitará por el Ministerio Fiscal, salvo que el perjudicado renuncie a ella, la ejercite por sí mismo en el plazo de un mes desde que se le notifique la apertura de la pieza separada de responsabilidad civil o se la reserve para ejercitarla ante el orden jurisdiccional civil conforme a los preceptos del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
        

        
				
        2. Se tramitará una pieza separada de responsabilidad civil por cada uno de los hechos imputados.

        
				
        3. Cuando el responsable de los hechos cometidos sea un menor de dieciocho años, responderán solidariamente con él de los daños y perjuicios causados sus padres, tutores, acogedores y guardadores legales o de hecho, por este orden. Cuando éstos no hubieren favorecido la conducta del menor con dolo o negligencia grave, su responsabilidad podrá ser moderada por el Juez según los casos.

        
				
        
          4. En su caso, se aplicará también lo dispuesto en el artículo 145 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y en la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de ayudas y asistencia a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual, y sus disposiciones complementarias
          [100].
        

        
				
        
          Art. 62.
          Extensión de la responsabilidad civil.–
          La responsabilidad civil a la que se refiere el artículo anterior se regulará, en cuanto a su extensión, por lo dispuesto en el capítulo I del título V del Libro I del Código Penal vigente.
        

        
				
        
          Art. 63.
          Responsabilidad civil de los aseguradores.– Los aseguradores que hubiesen asumido el riesgo de las responsabilidades pecuniarias derivadas de los actos de los menores a los que se refiere la presente Ley serán responsables civiles directos hasta el límite de la indemnización legalmente establecida o convencionalmente pactada, sin perjuicio de su derecho de repetición contra quien corresponda.        

        
				
  
          Art. 64.
          Reglas de procedimiento.–
          Los trámites para la exigencia de la responsabilidad civil aludida en los artículos anteriores se acomodarán a las siguientes reglas:
        

        
				
        1.ª Tan pronto como el Juez de Menores reciba el parte de la incoación del expediente por el Ministerio Fiscal, ordenará abrir de forma simultánea con el proceso principal una pieza separada de responsabilidad civil, notificando el secretario judicial a quienes aparezcan como perjudicados su derecho a ser parte en la misma, y estableciendo el plazo límite para el ejercicio de la acción.

        
				
        2.ª En la pieza de referencia, que se tramitará de forma simultánea con el proceso principal, podrán personarse los perjudicados que hayan recibido notificación al efecto del Juez de Menores o del Ministerio Fiscal, conforme establece el artículo 22 de la presente Ley, y también espontáneamente quienes se consideren como tales. Asimismo, podrán personarse las compañías aseguradoras que se tengan por partes interesadas, dentro del plazo para el ejercicio de la acción de responsabilidad civil. En el escrito de personación, indicarán las personas que consideren responsables de los hechos cometidos y contra las cuales pretendan reclamar, bastando con la indicación genérica de su identidad.

        
				
        3.ª El secretario judicial notificará al menor y a sus representantes legales, en su caso, su condición de posibles responsables civiles.

        
				
        4.ª Una vez personados los presuntos perjudicados y responsables civiles, el Juez de Menores resolverá sobre su condición de partes, continuándose el procedimiento por las reglas generales.

        
				
        
          5.ª La intervención en el proceso a los efectos de exigencia de responsabilidad civil se realizará en las condiciones que el Juez de Menores señale con el fin de preservar la intimidad del menor y que el conocimiento de los documentos obrantes en los autos se refiera exclusivamente a aquellos que tengan una conexión directa con la acción ejercitada por los mismos
          [101].
        

        
				
        
          DISPOSICIONES ADICIONALES
        

        
				
        
          Primera.
          Aplicación en la Jurisdicción Militar.
          
            –Lo dispuesto en el artículo 4 de esta Ley se aplicará a quienes hubieren cometido delitos o faltas de los que deba conocer la Jurisdicción Militar, conforme a lo que se establezca sobre el particular en las leyes penales militares
            [102]
          
          .
        

        
				
        
          Segunda.
          Aplicación de medidas en casos de riesgo para la salud.–
          Cuando los Jueces de Menores aplicaren alguna de las medidas terapéuticas a las que se refieren los artículos 5.2, 7.1 y 29 de esta Ley, en caso de enfermedades transmisibles u otros riesgos para la salud de los menores o de quienes con ellos convivan, podrán encomendar a las autoridades o Servicios de Salud correspondientes su control y seguimiento, de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica 3/1986, de 14 de abril, de medidas especiales en materia de salud pública
          [103].
        

        
				
        
          Tercera.
          Registro de sentencias firmes dictadas en aplicación de lo dispuesto en la presente Ley.–
          En el Ministerio de Justicia se llevará un Registro de sentencias firmes dictadas en aplicación de lo dispuesto en la presente Ley
          [104], cuyos datos sólo podrán ser utilizados por los Jueces de Menores y por el Ministerio Fiscal a efectos de lo establecido en los artículos 6, 30 y 47 de esta Ley, teniendo en cuenta lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, y sus disposiciones complementarias
          [105].
        

        
				
        
          Cuarta.
          [.......]
          [106]
          .
        

        
				
        
          Quinta.
          El Gobierno dentro del plazo de cinco años desde la entrada en vigor de esta Ley Orgánica remitirá al Congreso de los Diputados un informe, en el que se analizarán y evaluarán los efectos y las consecuencias de la aplicación de la
          
            disposición adicional cuarta
            [107]
          
          .
        

        
				
        
          Sexta.
          Evaluada la aplicación de esta Ley Orgánica, oídos el Consejo General del Poder Judicial, el Ministerio Fiscal, las comunidades autónomas y los grupos parlamentarios, el Gobierno procederá a impulsar las medidas orientadas a sancionar con más firmeza y eficacia los hechos delictivos cometidos por personas que, aun siendo menores, revistan especial gravedad, tales como los previstos en los artículos 138, 139, 179 y 180 del Código Penal.
        

        
				
        
          A tal fin, se establecerá la posibilidad de prolongar el tiempo de internamiento, su cumplimiento en centros en los que se refuercen las medidas de seguridad impuestas y la posibilidad de su cumplimiento a partir de la mayoría de edad en centros penitenciarios
          [108].
        

        
				
        
          DISPOSICIÓN TRANSITORIA
        

        
				
        
          Única.
          Régimen transitorio.–
          1. A los hechos cometidos con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley por los menores sujetos a la Ley Orgánica 4/1992, de 5 de junio, sobre Reforma de la Ley Reguladora de la Competencia y el Procedimiento de los Juzgados de Menores, que se deroga, les será de aplicación la legislación vigente en el momento de su comisión. Quienes estuvieren cumpliendo una medida de las previstas en la citada Ley Orgánica 4/1992 continuarán dicho cumplimiento hasta la extinción de la responsabilidad en las condiciones previstas en dicha Ley.
        

        
				
        2. A la entrada en vigor de la presente Ley, cesará inmediatamente el cumplimiento de todas las medidas previstas en la Ley Orgánica 4/1992 que estuvieren cumpliendo personas menores de catorce años, extinguiéndose las correspondientes responsabilidades.

        
				
        3. A los menores de dieciocho años, juzgados con arreglo a lo dispuesto en el Código Penal de 1973, en las leyes penales especiales derogadas o en la disposición derogatoria del Código Penal vigente, a quienes se hubiere impuesto una pena de dos años de prisión menor o una pena de prisión superior a dos años, que estuvieren pendientes de cumplimiento a la entrada en vigor de la presente Ley, dichas penas les serán sustituidas por alguna de las medidas previstas en esta Ley, a instancia del Ministerio Fiscal, previo informe del equipo técnico o de la correspondiente entidad pública de protección o reforma de menores. A tal efecto, se habrá de dar traslado al Ministerio Fiscal de la ejecutoria y de la liquidación provisional de las penas impuestas a los menores comprendidos en los supuestos previstos en este apartado.

        
				
        4. Si, en los supuestos a los que se refiere el apartado anterior, la pena impuesta o pendiente de cumplimiento fuera de prisión inferior a dos años o de cualquiera otra naturaleza, se podrá imponer al condenado una medida de libertad vigilada simple por el tiempo que restara de cumplimiento de la condena, si el Juez de Menores, a petición del Ministerio Fiscal y oídos el Letrado del menor, su representante legal, la correspondiente entidad pública de protección o reforma de menores y el propio sentenciado, lo considerara acorde con la finalidad educativa que persigue la presente Ley. En otro caso, el Juez de Menores podrá tener por cumplida la pena y extinguida la responsabilidad del sentenciado.

        
				
        
          5. Las decisiones del Juez de Menores a que se refieren los apartados anteriores se adoptarán mediante auto recurrible directamente en apelación, en el plazo de cinco días hábiles, ante la Audiencia Provincial. Los Jueces de Menores deberán adoptar estas decisiones en el plazo de dos meses desde la entrada en vigor de esta Ley. Durante este plazo la situación del menor no se verá afectada
          [109].
        

        
				
        6. En los procedimientos penales en curso a la entrada en vigor de la presente Ley, en los que haya imputadas personas por la comisión de hechos delictivos cuando aún no hayan cumplido los dieciocho años, el Juez o Tribunal competente remitirá las actuaciones practicadas al Ministerio Fiscal para que instruya el procedimiento regulado en la misma.

        
				
        
          Los que se hallaren sujetos a prisión preventiva a la entrada en vigor de la Ley serán excarcelados y conducidos a un centro de reforma a disposición del Ministerio Fiscal. Si el Ministerio Fiscal estima procedente el mantenimiento del internamiento, deberá solicitarlo en el plazo de cuarenta y ocho horas del Juez de Menores, quien convocará la comparecencia prevista en el artículo 28.2
          [110].
        

        
				
        Si el imputado lo fuere por hechos cometidos cuando era mayor de dieciocho años y menor de veintiuno, el Juez instructor acordará lo que proceda, según lo dispuesto en el artículo 4 de esta Ley.

        
				
        
          DISPOSICIONES FINALES
        

        
				
        
          Primera.
          Derecho supletorio.
          –Tendrán el carácter de normas supletorias, para lo no previsto expresamente en esta Ley Orgánica, en el ámbito sustantivo, el Código Penal y las leyes penales especiales, y, en el ámbito del procedimiento, la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en particular lo dispuesto para los trámites del procedimiento abreviado regulado en el título III del libro IV de la misma.
        

        
				
        
          Segunda.
          Modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial y del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal.–
          1. El Gobierno, en el plazo de seis meses a partir de la publicación de la presente Ley en el «Boletín Oficial del Estado», elevará al Parlamento un proyecto de Ley Orgánica de reforma de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, para la creación de las Salas de Menores de los Tribunales Superiores de Justicia y para la adecuación de la regulación y competencia de los Juzgados de Menores y de la composición de la Sala Segunda del Tribunal Supremo a lo establecido en la presente Ley.
        

        
				
        2. El Gobierno, en el plazo de seis meses a partir de la publicación de la presente Ley en el «Boletín Oficial del Estado», elevará al Parlamento un proyecto de Ley de reforma de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, a fin de adecuar la organización del Ministerio Fiscal a lo establecido en la presente Ley.

        
				
        
          Tercera.
          Reformas en materia de personal.–
          1. El Gobierno, a través del Ministerio de Justicia, oído el Consejo General del Poder Judicial, la Fiscalía General del Estado y las Comunidades Autónomas afectadas, en el plazo de seis meses desde la publicación de la presente Ley en el «Boletín Oficial del Estado» adoptará las disposiciones oportunas para adecuar la planta de los Juzgados de Menores y las plantillas de las Carreras Judicial y Fiscal a las necesidades orgánicas que resulten de la aplicación de lo dispuesto en la presente Ley.
        

        
				
        2. Las plazas de Jueces de Menores deberán ser servidas necesariamente por Magistrados pertenecientes a la Carrera Judicial. A la entrada en vigor de esta Ley los titulares de un Juzgado de Menores que ostenten la categoría de Juez deberán cesar en dicho cargo, quedando, en su caso, en la situación que prevé el artículo 118.2 y concordantes de la vigente Ley Orgánica del Poder Judicial, procediéndose a cubrir tales plazas por concurso ordinario entre Magistrados.

        
				
        3. El Gobierno, a través del Ministerio de Justicia, y las Comunidades Autónomas con competencia en la materia, a través de las correspondientes Consejerías, adecuarán las plantillas de funcionarios de la Administración de Justicia a las necesidades que presenten los Juzgados y las Fiscalías de Menores para la aplicación de la presente Ley, y determinarán el número de los equipos técnicos adscritos a los Juzgados y Fiscalías de Menores, su composición y la plantilla de los mismos.

        
				
        4. Asimismo, el Gobierno, a través del Ministerio del Interior, y sin perjuicio de las competencias de las Comunidades Autónomas, adecuará las plantillas de los Grupos de Menores de las Brigadas de Policía Judicial, con objeto de establecer la adscripción a las Secciones de Menores de las Fiscalías de los funcionarios necesarios a los fines propuestos por esta Ley.

        
				
        
          5. [.......]
          [111].
        

        
				
        
          Cuarta.
          Especialización de Jueces, Fiscales y abogados.–
          1. El Consejo General del Poder Judicial y el Ministerio de Justicia, en el ámbito de sus competencias respectivas, procederán a la formación de miembros de la Carrera Judicial y Fiscal especialistas en materia de Menores con arreglo a lo que se establezca reglamentariamente. Dichos especialistas tendrán preferencia para desempeñar los correspondientes cargos en las Salas de Menores de los Tribunales Superiores de Justicia y en los Juzgados y Fiscalías de Menores, conforme a lo que establezcan las leyes y reglamentos.
        

        
				
        2. En todas las Fiscalías existirá una Sección de Menores compuesta por miembros de la Carrera Fiscal, especialistas, con las dotaciones de funcionarios administrativos que sean necesarios, según se determine reglamentariamente.

        
				
        3. El Consejo General de la Abogacía deberá adoptar las disposiciones oportunas para que en los Colegios en los que resulte necesario se impartan cursos homologados para la formación de aquellos letrados que deseen adquirir la especialización en materia de menores a fin de intervenir ante los órganos de esta Jurisdicción.

        
				
        
          Quinta.
          Cláusula derogatoria.–
          1. Se derogan: la Ley Orgánica reguladora de la competencia y el procedimiento de los Juzgados de Menores, texto refundido aprobado por Decreto de 11 de junio de 1948, modificada por la Ley Orgánica 4/1992, de 5 de junio; los preceptos subsistentes del Reglamento para la ejecución de la Ley Orgánica reguladora de la competencia y el procedimiento de los Juzgados de Menores, aprobado por Decreto de 11 de junio de 1948;la disposición transitoria duodécima de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal; y los artículos 8.2, 9.3, la regla 1.ª del artículo 20, en lo que se refiere al número 2.º del artículo 8, el segundo párrafo del artículo 22 y el artículo 65 del texto refundido del Código Penal, publicado por el Decreto 3096/1973, de 14 de septiembre, conforme a la Ley 44/1971, de 15 de noviembre.
        

        
				
        2. Quedan asimismo derogadas cuantas otras normas, de igual o inferior rango, se opongan a lo establecido en la presente Ley.

        
				
        
          Sexta.
          Naturaleza de la presente Ley.–
          Los artículos 16, 20, 21, 23 a 27, 30 a 35, 37 a 39, 41, 42 y 61 a 64, la disposición adicional tercera y la disposición final tercera de la presente Ley Orgánica tienen naturaleza de Ley ordinaria.
        

        
				
        
          Séptima.
          Entrada en vigor y desarrollo reglamentario.–
          1. La presente Ley Orgánica entrará en vigor al año de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». En dicha fecha entrarán también en vigor los artículos 19 y 69 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.
        

        
				
        2. Durante el plazo mencionado en el apartado anterior, las Comunidades Autónomas con competencia respecto a la protección y reforma de menores adaptarán su normativa para la adecuada ejecución de las funciones que les otorga la presente Ley.

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [1] La disposición adicional 2.ª de la Ley Orgánica 9/2000, de 22 de diciembre («BOE» núm. 307, de 23 de diciembre), sobre medidas urgentes para la agilización de la Administración de Justicia, establece:
            

            
						
            «Todas las referencias a las Salas de Menores de los Tribunales Superiores de Justicia contenidas en la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, deben entenderse realizadas a las Audiencias Provinciales.»

            
						
            Véase la Circular de la Fiscalía General del Estado 2/2001, de 28 de junio («Boletín de Información del Ministerio de Justicia», núm. 1912, de 1 de marzo de 2002), sobre la incidencia de las Leyes Orgánicas 7 y 9/2000, de 22 de diciembre, que modifican la presente Ley Orgánica, en los términos que se indica en las notas a su articulado.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [2] Publicada en «BOE» núm. 15, de 17 de enero de 1996.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [3] Ratificada por Instrumento de 30 de noviembre de 1990 («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [4] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre («BOE» núm. 290, de 5 de diciembre), que suprimió los antiguos apartados 2 y 4, pasando el antiguo apartado 3 a ser el nuevo apartado 2.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [5] Por Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre («BOE» núm. 290, de 5 de diciembre), se modificó el apartado 1 y se añadió el apartado 4.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [6] Básicamente, artículos 172 y siguientes.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [7] Artículo redactado de conformidad con la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre («BOE» núm. 290, de 5 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [8] Artículos 19, 20 y 130 del citado Cuerpo Legal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [9] Véanse la regla 5.ª del artículo 9 y la disposición adicional 2.ª de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [10] Véase el artículo 9.2.ª de esta Ley Orgánica y el 24 del Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [11] Véase el artículo 25 del Reglamento de esta Ley Orgánica (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [12] Véase el artículo 26 del Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [13] Véase el artículo 27 del Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [14] Véase el artículo 16 del Reglamento de esta Ley Orgánica (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [15] Véase el artículo 17 del Reglamento de esta Ley Orgánica (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [16] Véase el artículo 28 del Reglamento de esta Ley Orgánica (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [17] Véase el artículo 18 del Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [18] Véase el artículo 19 del Reglamento de esta Ley Orgánica (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [19] Véase el artículo 20 del Reglamento de esta Ley Orgánica (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [20] Véase el artículo 21 del Reglamento de esta Ley Orgánica (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [21] Véanse el artículo 10.3 y la disposición adicional 2.ª de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [22] Véanse los artículos 9 y 10 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [23] Artículo redactado de conformidad con la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre («BOE» núm. 290, de 5 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [24] Párrafo redactado conforme a la Ley Orgánica 15/2003 de 25 de noviembre (BOE núm. 283 de 26 de noviembre), por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995 de 23 de noviembre, del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [25] Ténganse, también, en cuenta los artículos 10 y 11 de la presente Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [26] Véanse los artículos 24, 45.7, 46.7, 47 y 48.6 del Reglamento de esta Ley Orgánica (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [27] Redactado de conformidad con la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre («BOE» núm. 290, de 5 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [28] Artículo redactado de conformidad con la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre («BOE» núm. 290, de 5 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [29] Artículo redactado conforme determina la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre («BOE» núm. 290, de 5 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [30] Artículo redactado de conformidad con la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre («BOE» núm. 290, de 5 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [31] Artículo redactado de conformidad con la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre que suprimió el antiguo artículo 13, y renumeró el antiguo artículo 14, que pasó a ser 13. Véanse los artículos 10.2.
              b)
              y 41 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [32] Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [33] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre («BOE» núm. 290, de 5 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [34] Artículo redactado de conformidad con la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [35] Los apartados 4 y 5 han sido redactados conforme a la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre. Véase la disposición final sexta de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [36] Párrafo añadido por la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre («BOE» núm. 290, de 5 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [37] Véase el artículo 3 del Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio («BOE» núm. 209 de 30 de agosto), por el que se aprueba el Reglamento de esta Ley Orgánica (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [38] Ley Orgánica 6/1984, de 24 de mayo, reguladora del procedimiento de hábeas corpus, que figura como parágrafo 8.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [39] Párrafo redactado conforme a la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [40] Artículo 27.4 de esta Ley Orgánica y 5 del Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio («BOE» núm. 209 de 30 de agosto), por el que se aprueba el Reglamento de esta Ley Orgánica (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [41] El apartado 2 ha sido redactado conforme a la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre («BOE» núm. 290, de 5 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [42] Artículo redactado según la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre. Véase el artículo 2.4 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [43] Véase el artículo 27.1 de la presente Ley Orgánica y el artículo 4 de su Reglamento (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [44] Apartado redactado conforme a la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre («BOE» núm. 290, de 5 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [45] Apartado redactado conforme a la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre («BOE» núm. 290, de 5 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [46] Véase la disposición adicional 6.ª de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [47] Artículo redactado de conformidad con la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre. Véase el artículo 22.2 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [48] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 15/2003 de 25 de noviembre («BOE» núm. 283 de 26 de noviembre), por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995 de 23 de noviembre, del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [49] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [50] Véase el artículo 5.2 del Reglamento de esta Ley Orgánica (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [51] Véase el artículo 18 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [52] Los tres primeros apartados de este artículo figuran redactados conforme a la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [53] Véase el artículo 22 del Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio, por el que se aprobó el Reglamento de esta Ley Orgánica (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [54] Véase la disposición adicional 2.ª de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [55] Los apartados 1 y 3 de este artículo han sido redactados conforme a la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [56] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [57] Redactado de conformidad con la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [58] Redactado conforme a la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [59] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [60] Disposición adicional 6.ª de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [61] Los apartados 1 y 3 figuran redactados conforme a la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [62] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [63] Los dos primeros apartados de este artículo están redactados de conformidad con la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [64] Véase, al respecto, la Ley Orgánica 19/1994, de 23 de diciembre (§ 14).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [65] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [66] Los apartados 1 y 3 de este artículo han sido redactados conforme a la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre. Véase la disposición adicional tercera de esta Ley Orgánica.
            

            
						
            Respecto al Registro de Sentencias de Responsabilidad Penal de los Menores, véase el Real Decreto 95/2009, de 6 de febrero (§ 7).

            
						
            Véase asimismo la Orden JUS/1294/2003, de 30 de abril (BOE núm. 125 de 26 de mayo), por la que se determinan los ficheros automatizados con datos de carácter personal del departamento de Justicia y de sus organismos públicos, que concreta el contenido, del fichero informático que recoge el Registro de Sentencias sobre Responsabilidad Penal de los Menores, teniendo en cuenta sus numerosas modificaciones.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [67] Apartado redactado de conformidad con la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [68] Véanse los artículos 10.2.
              b)
              y 7.1.
              h)
              de la presente Ley Orgánica, y el artículo 18 de su Reglamento (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [69] Los apartados 1 y 3 de este artículo figuran redactados de acuerdo con la Ley Orgánica 9/2000, de 22 de diciembre («BOE» núm. 307, de 23 de diciembre), a excepción de la referencia al artículo 14 contenida en el apartado 3, que fue introducida por la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre («BOE» núm. 290, de 5 de diciembre), que también modificó la rúbrica y adicionó los apartados 4 y 5. Véase la disposición final sexta de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [70] Artículo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre («BOE» núm. 290, de 5 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [71] Apartado redactado de conformidad con la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre («BOE» núm. 290, de 5 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [72] Letra redactada conforme a la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre («BOE» núm. 290, de 5 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [73] Apartado adicionado por la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre («BOE» núm. 290, de 5 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [74] Publicada en «BOE» núm. 15, de 17 de enero de 1996.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [75] Véase el artículo 8 del Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio («BOE» núm. 209, de 30 de agosto), por el que se aprueba el Reglamento de esta Ley Orgánica (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [76] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre («BOE» núm. 290, de 5 de diciembre). Véase el artículo 10 del Reglamento de esta Ley Orgánica (§23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [77] Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre («BOE» núm. 290, de 5 de diciembre). Véase, en el párrafo siguiente, el artículo 11 del Reglamento de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [78]«BOE» núm. 298, de 14 de diciembre de 1999.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [79] Véase el artículo 12 del Reglamento de esta Ley (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [80] Véase el artículo 53.1 de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [81] La Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre («BOE» núm. 290, de 5 de diciembre), sustituyó, en el apartado 2, la referencia al artículo 13.1, por 14.1. Véase, en el parágrafo siguiente, el artículo 13 del Reglamento de esta Ley Orgánica.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [82] Apartado redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre («BOE» núm. 290, de 5 de diciembre). Véase el artículo 14 del Reglamento de esta Ley Orgánica (§23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [83] Véase el artículo 15 del Reglamento de esta Ley Orgánica (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [84] Por Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre, se adicionaron los dos primeros apartados de este artículo, pasando los antiguos apartados 1 y 2, a ser los actuales apartados 3 y 4.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [85] Véase el artículo 57.4 del Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [86] Apartado redactado conforme a la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [87] Apartado redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [88] Apartado redactado de conformidad con la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [89] Véase el artículo 10.1.2.ª
              b)
              del Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio 
              (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [90] Véase, en el parágrafo siguiente, el artículo 30 del Reglamento de esta Ley Orgánica (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [91] El artículo 39 de la Ley 53/2002, de 30 de diciembre («BOE» núm. 313, de 31 de diciembre), de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, dispone:
            

            
						
            
              «Relación laboral de carácter especial de los menores internados.–
              Se considerará relación laboral de carácter especial la de los menores incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, sometidos a la ejecución de medidas de internamiento.            

            
						
          Con respecto a la relación laboral de carácter especial a que se refiere la presente disposición, tendrá la consideración de empleador la entidad pública correspondiente o la persona física a jurídica con la que tenga establecido el oportuno concierto, sin perjuicio de la responsabilidad solidaria de la entidad pública respecto de los incumplimientos en materia salarial y de Seguridad Social.

            
						
            Se autoriza al Gobierno para establecer un marco de protección de Seguridad Social para los menores a que se refiere la presente disposición, que tenga en cuenta las especiales características y necesidades del colectivo.»

            
						
            Por otra parte, la disposición adicional trigésima de la Ley General de la Seguridad Social, en la redacción dada por la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, otorga, para los menores internados, las mismas bonificaciones en las cotizaciones establecidas para los penados que realicen actividades laborales en instituciones penitenciarias. Véase, también en el parágrafo siguiente, el artículo 53 del Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio (§ 23).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [92] Véase el artículo 34 del Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [93] Véase el artículo 7 del Reglamento de esta Ley Orgánica (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [94] Véase el artículo 57 del Reglamento de esta Ley Orgánica (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [95] Véase el artículo 54 del Reglamento de esta Ley Orgánica (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [96] Véase el artículo 55 del Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [97] El régimen disciplinario de los centros de Menores se regula en los artículos 59 a 85 del Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [98] Véase el artículo 57 del Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio (§ 23).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [99] Véase la disposición final sexta de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [100] La Ley 35/1995, de 11 de diciembre, citada, y su Reglamento, aprobado por Real Decreto 738/1997, de 23 de mayo, figuran como parágrafos 20 y 21.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [101] Artículo redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [102] Derogada por la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [103] Publicada en el «BOE» núm. 102, de 29 de abril de 1986.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [104] Véase el artículo 11 del Real Decreto 95/2009, de 6 de febrero (§ 7).
            

            
						
            Véase también la Orden JUS/1294/2003, de 30 de abril («BOE» núm. 125, de 26 de mayo), teniendo en cuenta sus modificaciones.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [105]«BOE» núm. 298, de 14 de diciembre de 1999.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [106] Derogada por la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [107] Añadida por Ley Orgánica 7/2000, de 22 de diciembre. Téngase en cuenta que la disposición adicional cuarta ha sido derogada por la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [108] Disposición adicional añadida por la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre («BOE» núm. 283 de 26 de noviembre), por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [109] Apartado redactado de acuerdo con la Ley Orgánica 9/2000, de 22 de diciembre («BOE» núm. 307, de 23 de diciembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [110] Párrafo adicionado por Ley Orgánica 9/2000, de 22 de diciembre.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [111] Apartado suprimido por Ley Orgánica 9/2000, de 22 de diciembre («BOE» núm. 307, de 23 de diciembre).
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
			
      
			

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          § 23
          REAL DECRETO 1774/2004, DE 30 DE JULIO (JUSTICIA), POR EL QUE SE APRUEBA EL REGLAMENTO DE LA LEY ORGÁNICA 5/2000, DE 12 DE ENERO, REGULADORA DE LA RESPONSABILIDAD PENAL DE LOS MENORES
        

        
				
        («BOE» núm. 209, de 30 de agosto de 2004)

        
				
        La Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, en el apartado 24 de su exposición de motivos, prevé una regulación más extensa de algunos de sus aspectos en el reglamento que en su día se dicte en su desarrollo. Asimismo, en diferentes artículos de la ley orgánica hay llamamientos concretos al desarrollo reglamentario para establecer: la periodicidad con que se remitirá al Juez de Menores y al Ministerio Fiscal los informes sobre la ejecución de la medida y sus incidencias, y sobre la evolución personal de los menores sometidos a ellas; los permisos ordinarios y extraordinarios de los que podrá disfrutar el menor internado; los requisitos para trasladar al menor de centro fuera de la comunidad autónoma; el derecho del menor a comunicarse libremente con sus padres y familiares, y a disfrutar de salidas y permisos; el derecho de las menores internadas a tener en su compañía a sus hijos menores de tres años; la forma y la periodicidad de las actuaciones de vigilancia y seguridad en los centros; los medios de contención para evitar actos de violencia, impedir actos de fuga y daños en las instalaciones, o ante la resistencia a las instrucciones del personal del centro, y el régimen disciplinario de los centros para la ejecución de las medidas privativas de libertad.

        
				
        A la vista de esta previsiones, se ha elaborado un reglamento que, conforme a su artículo 1, pretende abordar un desarrollo parcial de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, en lo relativo a tres materias concretas: la actuación de la Policía Judicial y del equipo técnico, la ejecución de las medidas cautelares y definitivas y el régimen disciplinario de los centros.

        
				
        El capítulo II, rubricado «De la actuación de la Policía Judicial y del equipo técnico», regula en términos generales la intervención de ambos colectivos. Los artículos 2 y 3 se dedican a la actuación de la Policía Judicial, dependiente funcionalmente del Ministerio Fiscal y del Juez de Menores, prestando especial atención al modo de llevar a cabo la detención del menor. El artículo 4 se refiere a la actuación del equipo técnico, integrado por psicólogos, educadores y trabajadores sociales, y responsables de prestar asistencia al menor desde el momento de su detención, de asistir técnicamente a los jueces de menores y al Ministerio Fiscal y de intervenir activamente en la mediación entre el menor y la víctima o perjudicado, función ampliamente desarrollada por el artículo 5 del reglamento.

        
				
        El capítulo III («De las reglas para la ejecución de las medidas») se divide en tres secciones. La primera destinada a regular las reglas comunes; la segunda, a algunas medidas no privativas de libertad, y la tercera, a las medidas privativas de libertad.

        
				
        Las denominadas reglas comunes comprenden el establecimiento de los principios que deben inspirar la ejecución de las medidas y los derechos de los menores, con expresa mención en el último a los tratados internacionales ratificados por España (artículos 6 y 7) y la delimitación de la competencia de las Administraciones públicas para la ejecución de las medidas (artículos 8 a 11). Pero también regula el expediente personal del menor, único en la comunidad autónoma que ejecute la medida, de carácter reservado y sometido a la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal (artículo 12), así como los llamados «informes de seguimiento» que la entidad pública competente deberá remitir al Juez de Menores y al Ministerio Fiscal (artículo 13). Seguidamente, reglamenta la actuación de la entidad pública en los casos de incumplimiento de las medidas de internamiento y de permanencia de fin de semana en el centro o en el domicilio y otras medidas no privativas de libertad. La sección concluye con un precepto que regula los casos en que el menor desee conciliarse con la víctima o reparar el daño causado. En estos casos, se encomiendan a la entidad pública las funciones de mediación.

        
				
        La sección 2.ª del capítulo III contempla reglas específicas para la ejecución de determinadas medidas no privativas de libertad, en desarrollo del artículo 7 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, comprendiendo la regulación de las medidas de tratamiento ambulatorio, asistencia a un centro de día, libertad vigilada, convivencia con otra persona, familia o grupo educativo, prestaciones en beneficio de la comunidad y realización de tareas socioeducativas. Es nota común a todas ellas la elaboración de un programa individualizado de ejecución.

        
				
        La sección 3.ª es la más extensa y heterogénea del reglamento y bajo la rúbrica «Reglas específicas para la ejecución de las medidas privativas de libertad», regula tanto las medidas como los trámites para el ingreso, la asistencia del menor, su régimen de comunicación, etc. Atendiendo a su contenido, los 36 artículos que integran esta sección pueden estructurarse en los siguientes apartados: disposiciones relativas a los regímenes de internamiento (artículos 23 a 29, 34 y 53), disposiciones relativas al funcionamiento de los centros (artículos 30, 33, 35 y 53 a 58), disposiciones relativas al ingreso y a la libertad del menor (artículos 31, 32, 34 y 36), disposiciones relativas a la asistencia del menor (artículos 37, 38 y 39), disposiciones relativas a las comunicaciones (artículos 40 a 44) y disposiciones relativas a las salidas y permisos (artículos 45 a 52).

        
				
        El capítulo IV («Del régimen disciplinario de los centros») da cumplimiento al tercer objetivo que apunta el artículo 1 del reglamento, inspirándose en el título X del Reglamento Penitenciario, aprobado por el Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero. Aunque no se divide en secciones, su contenido permite apreciar un bloque de temática homogénea: los artículos 59 y 60 regulan, respectivamente, el fundamento y ámbito de aplicación y los principios de la potestad disciplinaria; los artículos 61 a 64 regulan las faltas disciplinarias clasificándolas en muy graves, graves y leves, «atendiendo a la violencia desarrollada por el sujeto, su intencionalidad, la importancia del resultado y el número de personas ofendidas»; los artículos 65 a 69 regulan las sanciones con carácter general y taxativo; los artículos 70 a 80 regulan los procedimientos para la imposición de sanciones; finalmente, los artículos 81 a 85 contienen reglas especiales sobre las sanciones (ejecución y cumplimiento, reducción, suspensión y anulación, extinción y prescripción) y sobre incentivos o recompensas de un modo similar al artículo 263 del Reglamento Penitenciario.

        
				
        Este reglamento ha sido sometido al preceptivo informe de la Agencia Española de Protección de Datos, la Fiscalía General del Estado y el Consejo General del Poder Judicial.

        
				
        En su virtud, a propuesta del Ministro de Justicia, con la aprobación previa del Ministro de Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 30 de julio de 2004, dispongo:

        
				
        
          Artículo único.
          Aprobación del Reglamento de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.
        

        
				
        Se aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, cuyo texto se inserta a continuación.

        
				
        
          DISPOSICIÓN ADICIONAL
        

        
				
        
          Única.
          Evaluación de resultados.
          –Transcurrido un año desde la entrada en vigor del reglamento de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, el Gobierno procederá a evaluar los resultados de su aplicación, consultando para ello a las comunidades autónomas, al Consejo General del Poder Judicial y al Fiscal General del Estado.
        

        
				
        
          DISPOSICIÓN FINAL
        

        
				
        
          Única.
          Entrada en vigor.–
          El presente real decreto entrará en vigor a los seis meses de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
        

        
				
        
          REGLAMENTO DE LA LEY ORGÁNICA 5/2000, DE 12 DE ENERO, REGULADORA DE LA RESPONSABILIDAD PENAL DE LOS MENORES        

        
				

          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Disposiciones generales
        

        
				
        
          Artículo 1.
          Objeto y ámbito de aplicación.–
          1. Este reglamento tiene por objeto el desarrollo de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, en lo referente a la actuación del equipo técnico y de la Policía Judicial, a la ejecución de las medidas cautelares y definitivas adoptadas de conformidad con aquella y al régimen disciplinario de los centros para la ejecución de las medidas privativas de libertad, sin perjuicio de las normas que en aplicación de lo dispuesto en el artículo 45.1 y la disposición final séptima de la citada Ley Orgánica establezcan las comunidades autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla, en el ámbito de sus competencias.
        

        
				
        2. Al efecto de designar a las personas a quienes se aplica este reglamento, en su articulado se utiliza el término menores para referirse a las personas que no han cumplido 18 años, sin perjuicio de lo previsto en los artículos 4 y 15 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, cuando sea aplicable.

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          De la actuación de la Policía Judicial y del equipo técnico
        

        
				
        
          Art. 2.
          Actuación de la Policía Judicial.
          –1. La Policía Judicial actúa en la investigación de los hechos cometidos por menores que pudieran ser constitutivos de delitos o faltas, bajo la dirección del Ministerio Fiscal.
        

        
				
        
          2. La actuación de la Policía Judicial se atendrá a las órdenes del Ministerio Fiscal y se sujetará a lo establecido en la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, y en la Ley de Enjuiciamiento Criminal
          [1].
        

        
				
        Salvo la detención, toda diligencia policial restrictiva de derechos fundamentales será interesada al Ministerio Fiscal para que, por su conducto, se realice la oportuna solicitud al Juez de Menores competente.

        
				
        
          3. Los registros policiales donde consten la identidad y otros datos que afecten a la intimidad de los menores serán de carácter estrictamente confidencial y no podrán ser consultados por terceros. Solo tendrán acceso a dichos archivos las personas que participen directamente en la investigación de un caso en trámite o aquellas personas que, en el ejercicio de sus respectivas competencias, autoricen expresamente el Juez de Menores o el Ministerio Fiscal, todo ello sin perjuicio de las disposiciones que, en materia de regulación de ficheros y registros automatizados, dicten las comunidades autónomas de acuerdo con sus respectivas competencias
          [2].
        

        
				
        4. A tal efecto, cuando, de conformidad con el artículo 17 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, se proceda a la detención de un menor, se podrá proceder a tomar reseña de sus impresiones dactilares, así como fotografías de su rostro, que se remitirán, como parte del atestado policial, al Ministerio Fiscal para la instrucción del expediente, y constarán en la base de datos de identificación personal.

        
				
        5. El cacheo y aseguramiento físico de los menores detenidos se llevará a cabo en los casos en que sea estrictamente necesario y como medida proporcional de seguridad para el propio menor detenido y los funcionarios actuantes, cuando no sea posible otro medio de contención física del menor.

        
				
        6. Además de lo anterior, existirá un registro o archivo central donde, de modo específico para menores, se incorporará la información relativa a los datos de estos resultantes de la investigación. Tal registro o archivo solo podrá facilitar información a requerimiento del Ministerio Fiscal o del Juez de Menores.

        
				
        Tanto los registros policiales como el registro central al que se refiere este apartado estarán sometidos a lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

        
				
        7. Cuando el Ministerio Fiscal o el Juez de Menores, en el ejercicio de sus competencias atribuidas por la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, deseen consultar datos relativos a la identidad o edad de un menor, requerirán del mencionado registro o archivo central que se comparen los datos que obran en su poder con los que existan en dicho registro, a fin de acreditar la identidad u otros datos del menor expedientado. A tal fin, dirigirán comunicación, directamente o a través del Grupo de Menores u otras unidades similares, al mencionado registro, que facilitará los datos y emitirá un informe sobre los extremos requeridos.

        
				
        8. Los registros de menores a que se refiere este artículo no podrán ser utilizados en procesos de adultos relativos a casos subsiguientes en los que esté implicada la misma persona.

        
				
        
          9. Cuando la policía judicial investigue a una persona como presunto autor de una infracción penal de cuya minoría de edad se dude y no consten datos que permitan su determinación, se pondrá a disposición de la autoridad judicial de la jurisdicción ordinaria para que proceda a determinar la identidad y edad del presunto delincuente por las reglas de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Una vez acreditada la edad, si esta fuese inferior a los 18 años, se procederá conforme a lo previsto en la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores
          [3].
        

        
				
        10. Cuando para la identificación de un menor haya de acudirse a la diligencia de reconocimiento prevista en el artículo 369 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, dicha diligencia solo podrá llevarse a cabo con orden o autorización del Ministerio Fiscal o del Juez de Menores según sus propias competencias.

        
				
        Para la práctica de la diligencia de reconocimiento, se utilizarán los medios que resulten menos dañinos a la integridad del menor, debiendo llevarse a cabo en las dependencias de los Grupos de Menores o en las sedes del Ministerio Fiscal o autoridad judicial competente. La rueda deberá estar compuesta por otras personas, menores o no, conforme a los requisitos de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

        
				
        Cuando la rueda esté compuesta por otros menores de edad, se deberá contar con su autorización y con la de sus representantes legales o guardadores de hecho o de derecho, a salvo el supuesto de los mayores de 16 años no emancipados y de los menores emancipados en que sea de aplicación lo dispuesto para las limitaciones a la declaración de voluntad de los menores en el artículo 2 de la Ley Orgánica 1/1996, de protección jurídica del menor.

        
				
        
          Art. 3.
          Modo de llevar a cabo la detención del menor.– 1. Las autoridades y funcionarios que intervengan en la detención de un menor deberán practicarla en la forma que menos le perjudique, y estarán obligados a informarle, en un lenguaje claro y comprensible y de forma inmediata, de los hechos que se le imputan, de las razones de su detención y de los derechos que le asisten, especialmente los reconocidos en el artículo 520 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, así como a garantizar el respeto de tales derechos. También deberán notificar inmediatamente el hecho de la detención y el lugar de la custodia a los representantes legales del menor y al Ministerio Fiscal. Si el menor detenido fuera extranjero, el hecho de la detención se notificará a las correspondientes autoridades consulares cuando el menor tuviera su residencia habitual fuera de España o cuando así lo solicitaran el propio menor o sus representantes legales.        

        
				
      2. Toda declaración del detenido se llevará a cabo en presencia de su letrado y de aquellos que ejerzan la patria potestad, tutela o guarda del menor, de hecho o de derecho, salvo que, en este último caso, las circunstancias aconsejen lo contrario. En defecto de estos últimos, la declaración se llevará a cabo en presencia del Ministerio Fiscal, representado por un fiscal distinto del instructor del expediente.

        
				
        
          3. Mientras dure la detención los menores deberán hallarse custodiados en dependencias adecuadas conforme establece la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores
          [4].
        

        
				
        La custodia de los menores detenidos a que se refiere el párrafo anterior corresponderá a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes hasta que el fiscal resuelva sobre la libertad del menor, el desistimiento o la incoación del expediente, con puesta a disposición del juez a que se refiere el artículo 17.5 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores. El fiscal resolverá en el menor espacio de tiempo posible y, en todo caso, dentro de las 48 horas siguientes a la detención.

        
				
        4. Durante la detención debe garantizarse que todo menor disponga de alimentación, vestimenta y condiciones de intimidad, seguridad y sanidad adecuadas.

        
				
        5. En los establecimientos de detención deberá llevarse un libro registro, de carácter confidencial, que al menos deberá contar con la siguiente información:

        
				
        
          a)
          Datos relativos a la identidad del menor.
        

        
				
        
          b)
          Circunstancias de la detención, motivos y en su caso autoridad que la ordenó.
        

        
				
        
          c)
          Día y hora del ingreso, traslado o libertad.
        

        
				
        
          d)
          Indicación de la persona o personas que custodian al menor.
        

        
				
        
          e)
          Detalle de la notificación a los padres o representantes legales del menor y al Ministerio Fiscal de la detención del menor.
        

        
				
        
          f)
          Expresión de las circunstancias psicofísicas del menor.
        

        
				
        
          g)
          Constatación de que se le ha informado de las circunstancias de la detención y de sus derechos.
        

        
				
        Los datos de dicho registro estarán exclusivamente a disposición del Ministerio Fiscal y de la autoridad judicial competente.

        
				
        Este libro registro será único para todo lo concerniente a la detención del menor, y no se consignará ninguno de sus datos en ningún otro libro de la dependencia.

        
				
        
          Art. 4.
          Actuación del equipo técnico.
          –1. Los equipos técnicos estarán formados por psicólogos, educadores y trabajadores sociales cuya función es asistir técnicamente en las materias propias de sus disciplinas profesionales a los jueces de menores y al Ministerio Fiscal, elaborando los informes, efectuando las propuestas, siendo oídos en los supuestos y en la forma establecidos en la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, y, en general, desempeñando las funciones que tengan legalmente atribuidas.
        

        
				
        Del mismo modo, prestarán asistencia profesional al menor desde el momento de su detención y realizarán funciones de mediación entre el menor y la víctima o perjudicado.

        
				
        Podrán también incorporarse de modo temporal o permanente a los equipos técnicos otros profesionales relacionados con las funciones que tienen atribuidas, cuando las necesidades planteadas lo requieran y así lo acuerde el órgano competente.

        
				
        2. Los profesionales integrantes de los equipos técnicos dependerán orgánicamente del Ministerio de Justicia o de las comunidades autónomas con competencias asumidas y estarán adscritos a los juzgados de menores. Durante la instrucción del expediente, desempeñarán las funciones establecidas en la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, bajo la dependencia funcional del Ministerio Fiscal y del Juez de Menores cuando lo ordene.

        
				
        No obstante lo anterior, en el ejercicio de su actividad técnica actuarán con independencia y con sujeción a criterios estrictamente profesionales.

        
				
        3. En todo caso, la Administración competente garantizará que el equipo técnico realice sus funciones en los términos que exijan las necesidades del servicio, adoptando las medidas oportunas al efecto.

        
				
        4. El Ministerio de Justicia y las comunidades autónomas con competencias asumidas en sus respectivos ámbitos determinarán el número de equipos técnicos necesarios, su composición y plantilla de conformidad con las necesidades que presenten los juzgados de menores y fiscalías garantizando que cada fiscal instructor cuente con los medios personales adecuados y suficientes para la emisión de los informes determinados por la ley y en los plazos establecidos.

        
				
        
          5. Los informes serán firmados por los profesionales del equipo técnico que intervengan en cada caso. La representación del equipo la ostentará aquel que sea designado por el Ministerio Fiscal o el Juez de Menores en la actuación concreta de que se trate
          [5].
        

        
				
        
          Art. 5.
          Modo de llevar a cabo las soluciones extrajudiciales.
          –1. En el supuesto previsto en el artículo 19 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, se procederá del siguiente modo:
        

        
				
        
          a)
          Si el Ministerio Fiscal, a la vista de las circunstancias concurrentes o a instancia del letrado del menor, apreciara la posibilidad de desistir de la continuación del expediente, solicitará del equipo técnico informe sobre la conveniencia de adoptar la solución extrajudicial más adecuada al interés del menor y al de la víctima.
        

        
				
        
          b)
          Recibida la solicitud por el equipo técnico, citará a su presencia al menor, a sus representantes legales y a su letrado defensor.
        

        
				
        
          c)
          El equipo técnico expondrá al menor la posibilidad de solución extrajudicial prevista en el artículo 19 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, y oirá a sus representantes legales. Si, con audiencia de su letrado, el menor aceptara alguna de las soluciones que el equipo le propone, a ser posible en el mismo acto, se recabará la conformidad de sus representantes legales.
        

        
				
        Si el menor o sus representantes legales manifestaran su negativa a aceptar una solución extrajudicial, el equipo técnico lo comunicará al Ministerio Fiscal e iniciará la elaboración del informe al que alude el artículo 27 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero.

        
				
        
          d)
          El equipo técnico se pondrá en contacto con la víctima para que manifieste su conformidad o disconformidad a participar en un procedimiento de mediación, ya sea a través de comparecencia personal ante el equipo técnico, ya sea por cualquier otro medio que permita dejar constancia.
        

        
				
        Si la víctima fuese menor de edad o incapaz, este consentimiento deberá ser confirmado por sus representantes legales y ser puesto en conocimiento del Juez de Menores competente.

        
				
        
          e)
          Si la víctima se mostrase conforme a participar en la mediación, el equipo técnico citará a ambos a un encuentro para concretar los acuerdos de conciliación o reparación. No obstante, la conciliación y la reparación también podrán llevarse a cabo sin encuentro, a petición de la víctima, por cualquier otro medio que permita dejar constancia de los acuerdos.
        

        
				
        
          f)
          No siendo posible la conciliación o la reparación directa o social, o cuando el equipo técnico lo considere más adecuado al interés del menor, propondrá a este la realización de tareas socioeducativas o la prestación de servicios en beneficio de la comunidad.
        

        
				
        
          g)
          El equipo técnico pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal el resultado del proceso de mediación, los acuerdos alcanzados por las partes y su grado de cumplimiento o, en su caso, los motivos por los que no han podido llevarse a efecto los compromisos alcanzados por las partes, a efectos de lo dispuesto en el artículo 19.4 y 5 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.
        

        
				
        2. Si, conforme a lo previsto en el artículo 27.3 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, el equipo técnico considera conveniente que el menor efectúe una actividad reparadora o de conciliación con la víctima, informará de tal extremo al Ministerio Fiscal y al letrado del menor. Si este apreciara la posibilidad de desistir de la continuación del expediente, solicitará del equipo técnico informe sobre la solución extrajudicial más adecuada y se seguirán los trámites previstos en el apartado anterior.

        
				
        3. Lo dispuesto en este artículo podrá ser aplicable al procedimiento de mediación previsto en el artículo 51.2 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, sin perjuicio de la competencia de la entidad pública y de lo dispuesto en el artículo 15 de este reglamento. Las referencias al equipo técnico hechas en este artículo se entenderán efectuadas a la entidad pública cuando, de conformidad con lo establecido en el artículo 8.7 de este reglamento, dicha entidad realice las funciones de mediación.

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          De las reglas para la ejecución de las medidas
        

        
				
        
          Sección 1.ª Reglas comunes para la ejecución de las medidas
        

        
				
        
          Art. 6.
          Principios inspiradores de la ejecución de las medidas.–
          Los profesionales, organismos e instituciones que intervengan en la ejecución de las medidas ajustarán su actuación con los menores a los principios siguientes:
        

        
				
        
          a)
          El superior interés del menor de edad sobre cualquier otro interés concurrente.
        

        
				
        
          b)
          El respeto al libre desarrollo de la personalidad del menor.
        

        
				
        
          c)
          La información de los derechos que les corresponden en cada momento y la asistencia necesaria para poder ejercerlos.
        

        
				
        
          d)
          La aplicación de programas fundamentalmente educativos que fomenten el sentido de la responsabilidad y el respeto por los derechos y libertades de los otros.
        

        
				
        
          e)
          La adecuación de las actuaciones a la edad, la personalidad y las circunstancias personales y sociales de los menores.
        

        
				
        
          f)
          La prioridad de las actuaciones en el propio entorno familiar y social, siempre que no sea perjudicial para el interés del menor. Asimismo en la ejecución de las medidas se utilizarán preferentemente los recursos normalizados del ámbito comunitario.
        

        
				
        
          g)
          El fomento de la colaboración de los padres, tutores o representantes legales durante la ejecución de las medidas.
        

        
				
        
          h)
          El carácter preferentemente interdisciplinario en la toma de decisiones que afecten o puedan afectar a la persona.
        

        
				
        
          i)
          La confidencialidad, la reserva oportuna y la ausencia de injerencias innecesarias en la vida privada de los menores o en la de sus familias, en las actuaciones que se realicen.
        

        
				
        
          j)
          La coordinación de actuaciones y la colaboración con los demás organismos de la propia o de diferente Administración, que intervengan con menores y jóvenes, especialmente con los que tengan competencias en materia de educación y sanidad.
        

        
				
        
          Art. 7.
          Derechos de los menores durante la ejecución de las medidas.–
          Los menores y los jóvenes gozarán durante la ejecución de las medidas de los derechos y libertades que a todos reconocen la Constitución, los tratados internacionales ratificados por España y el resto del ordenamiento jurídico vigente, a excepción de los que se encuentren expresamente limitados por la ley, el contenido del fallo condenatorio o el sentido de la medida impuesta
          [6].
        

        
				
        
          Art. 8.
          Competencia funcional.
          –1. Corresponde a las comunidades autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla, mediante las entidades públicas que estas designen con arreglo a la disposición final vigésima segunda de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de protección jurídica del menor:
        

        
				
        
          a)
          La ejecución de las medidas cautelares adoptadas de conformidad con el artículo 28 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.
        

        
				
        
          b)
           
          La ejecución de las medidas adoptadas por los jueces de menores en sus sentencias firmes, previstas en los párrafos
          a)
          a
          k)
          del artículo 7.1 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero.
        

        
				
        
          c)
          La ejecución del régimen de libertad vigilada y de la actividad socioeducativa a la que alude el artículo 40.2.
          c)
          de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero.
        

        
				
        Dichas entidades públicas llevarán a cabo, de acuerdo con sus respectivas normas de organización, la creación, dirección, organización y gestión de los servicios, instituciones y programas adecuados para garantizar la correcta ejecución de las medidas, sin perjuicio de los convenios y acuerdos de colaboración que puedan establecer de conformidad con el artículo 45.3 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.

        
				
        2. Corresponde al Estado, en los establecimientos y con el control del personal especializado que ponga a disposición de la Audiencia Nacional, la ejecución de la detención preventiva, de las medidas cautelares de internamiento y de las medidas adoptadas en sentencia firme que, de conformidad con la disposición adicional cuarta de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, acuerden el Juzgado Central de Menores o la sala correspondiente de la Audiencia Nacional, sin perjuicio de los convenios que, en su caso, pueda establecer para dicha finalidad con las comunidades autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla.

        
				
        
          3. Corresponde a las instituciones públicas que en el respectivo territorio tengan encomendada la ejecución de las medidas penales a las que alude el artículo 105.1 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, la ejecución de la medida de libertad vigilada impuesta de conformidad con la regla 5.ª del artículo 9 y, en su caso, con el apartado 2.
          c)
          de la disposición adicional cuarta de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.
        

        
				
        
          4. Las medidas de privación del permiso de conducir ciclomotores o vehículos a motor, o del derecho a obtenerlo, o de las licencias administrativas para caza o para cualquier tipo de armas y la inhabilitación absoluta, previstas en los párrafos
          m)
          y
          n)
          del artículo 7.1 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, si no fueran ejecutadas directamente por el Juez de Menores, se ejecutarán por los órganos administrativos competentes por razón de la materia.
        

        
				
        
          5. Si en virtud de lo dispuesto en el artículo 15 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, se ordena el cumplimiento de la medida de internamiento del menor en un centro penitenciario, la competencia para la ejecución de esta será de la Administración penitenciaria, sin perjuicio de las facultades propias del Juez de Menores competente. Esta competencia será extensiva a la ejecución de las medidas pendientes de cumplimiento del artículo 7.1.
          e)
          a
          k)
          de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, una vez finalizado el internamiento.
        

        
				
        6. Cuando de conformidad con la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, el Juez de Menores o el Ministerio Fiscal remitan a la entidad pública de protección de menores testimonio de particulares sobre un menor de 14 años, será dicha entidad la competente para valorar la situación y decidir si se ha de adoptar alguna medida, conforme a las normas del Código Civil y la legislación de protección de menores.

        
				
        7. Sin perjuicio de las funciones de mediación atribuidas en el artículo 19.3 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, a los equipos técnicos correspondientes, también las entidades públicas podrán poner a disposición del Ministerio Fiscal y de los juzgados de menores, en su caso, los programas necesarios para realizar las funciones de mediación a las que alude el citado artículo.

        
				
        
          Art. 9.
          Punto de conexión para determinar la Administración competente en la ejecución de las medidas.
          –1. Para la ejecución de las medidas previstas en el apartado 1 del artículo anterior, serán competentes las comunidades autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla donde se ubique el juzgado de menores que las haya acordado.
        

        
				
        En el caso de que la entidad pública haya designado un centro de internamiento para la ejecución situado fuera de su comunidad autónoma, de acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, y en este reglamento, será la comunidad autónoma a la que pertenezca dicho centro la competente para la ejecución de la medida, en los términos previstos en el artículo 46.3 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.

        
				
        2. Si la aprobación judicial prevista en el artículo 46.3 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, se adopta una vez iniciada la ejecución de la medida, dejará de ser competente la comunidad autónoma respectiva desde el momento del traslado efectivo del menor al nuevo centro o desde la notificación judicial a la comunidad autónoma de residencia para que designe el profesional responsable de la ejecución de la medida no privativa de libertad impuesta.

        
				
        
          3. En caso de traslado de centro por las circunstancias previstas en el artículo 35.1.
          b)
          y
          c)
          de este reglamento, continuará siendo competente de la ejecución de la medida la comunidad autónoma donde se ubique el juzgado de menores que la haya acordado, sin perjuicio de la colaboración prestada por la comunidad autónoma responsable del centro de destino.
        

        
				
        
          Art. 10.
          
            Inicio de la ejecución
            [7]
          
          .–1. Para dar inicio a la ejecución de las medidas acordadas en sentencia firme, que sean competencia de las entidades públicas, se procederá conforme a las reglas siguientes:
        

        
				
        
          1.ª Recibidos en la entidad pública la ejecutoria y el testimonio de particulares del juzgado de menores, así como los informes técnicos que obren en la causa y la identificación del letrado del menor, la entidad pública competente, cuando la medida impuesta sea alguna de las previstas en los párrafos
          a)
          a
          d)
          del artículo 7.1 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, o la de permanencia de fin de semana en un centro, designará de forma inmediata el centro que considere más adecuado para su ejecución de entre los más cercanos al domicilio del menor en los que existan plazas disponibles correspondientes al régimen o al tipo de internamiento impuesto. La designación se comunicará al juzgado de menores competente para que ordene el ingreso del menor si no estuviera ingresado cautelarmente.
        

        
				
        2.ª Se requerirá la previa aprobación judicial del centro propuesto por la entidad pública en los casos siguientes:

        
				
        
          a)
          Cuando de conformidad con el artículo 46.3 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, se proponga, en interés del menor, el ingreso en un centro de la comunidad autónoma que se encuentre alejado de su domicilio y de su entorno social y familiar, aun existiendo plaza en un centro más cercano adecuada al régimen o al tipo de internamiento impuesto.
        

        
				
        
          b)
          Cuando se proponga para la ejecución de la medida el ingreso del menor en un centro sociosanitario, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 54.2 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero.
        

        
				
        
          c)
          Cuando se proponga el ingreso del menor en un centro de otra comunidad autónoma, por los motivos descritos en el artículo 35.1 de este reglamento.
        

        
				
        
          3.ª La entidad pública designará de forma inmediata y, en todo caso, en el plazo máximo de cinco días un profesional que se responsabilizará de la ejecución de la medida impuesta, siempre que esta sea alguna de las previstas en los párrafos
          e), f), g),
          cuando en este caso la permanencia se ordene en el domicilio,
          h), i), j)
          y
          k)
          del artículo 7.1 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores. Dicha designación se comunicará al juzgado correspondiente.
        

        
				
        4.ª En la medida de libertad vigilada y en las medidas de internamiento, el profesional o el centro designado elaborarán el programa individualizado de ejecución en el plazo de 20 días desde el inicio de aquéllas, prorrogable previa autorización judicial.

        
				
        En el resto de las medidas, el programa individualizado de ejecución se elaborará, previamente a su inicio, en el plazo de 20 días desde la fecha de la designación del profesional, prorrogable previa autorización judicial.

        
				
        5.ª El programa individualizado de ejecución de la medida se comunicará al juez competente para su aprobación. Si el juez rechazase, en todo o en parte, el programa propuesto, se someterá a su consideración uno nuevo o la modificación correspondiente del anterior, conforme a lo previsto en el artículo 44 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.

        
				
        6.ª Una vez aprobado el programa individualizado de ejecución de la medida, la entidad pública la iniciará, salvo que ya estuviese iniciada por tratarse de una medida de internamiento o de libertad vigilada, y comunicará la fecha al juzgado de menores para que el secretario judicial practique la liquidación de la medida y la comunique al menor. A efectos de la liquidación, que practicará el secretario judicial, se considerarán como fechas de inicio las siguientes:

        
				
        
          a)
          En las medidas de internamiento, la del día del ingreso o la de firmeza de la sentencia si estuviera internado cautelarmente.
        

        
				
        
          b)
          En las medidas de libertad vigilada, el día de la primera entrevista del profesional aludido en la regla 3.ª con el menor, que deberá llevarse a cabo en la fecha señalada por el Juez de Menores de entre las propuestas por la entidad pública y comunicada al menor una vez firme la sentencia. Si la medida ya estuviera iniciada cautelarmente, la fecha de inicio será la de la firmeza de la sentencia.
        

        
				
        Si el menor no compareciera, citado en debida forma, incurrirá en el quebrantamiento previsto en el artículo 50.2 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero.

        
				
        
          c)
          En las medidas de permanencia de fin de semana, el primer día de permanencia en el centro o en el domicilio.
        

        
				
        
          d)
          En las medidas de tratamiento ambulatorio y de asistencia a un centro de día, la fecha en que el menor asiste por primera vez al centro ambulatorio o al centro de día asignado.
        

        
				
        
          e)
          En las medidas de prestaciones en beneficio de la comunidad y de realización de tareas socioeducativas, la fecha en que comienzan de forma efectiva las prestaciones o las tareas asignadas.
        

        
				
        
          f)
          En la medida de convivencia con otra persona, familia o grupo educativo, el primer día de convivencia. Si ya estuviera en medida de convivencia cautelar, el día de la firmeza de la sentencia, sin perjuicio del abono que corresponda.
        

        
				
        
          g)
          En las medidas a las que alude el artículo 8.4 de este reglamento, el día en que el menor entregue en la secretaría del juzgado el permiso o licencia correspondiente, o en la fecha que el juez señale a la autoridad administrativa.
        

        
				
        7.ª En la liquidación de la medida practicada por el secretario del juzgado, se abonará en su caso el tiempo cumplido de las medidas cautelares en los términos del artículo 28.5 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores. Una vez aprobada la liquidación por el juez, previo informe del Ministerio Fiscal y del letrado del menor, se comunicará a la entidad pública competente.

        
				
        2. El inicio de la ejecución de las medidas acordadas en sentencia firme por el Juzgado Central de Menores se ajustará a las reglas anteriores, excepto en lo referente a la competencia administrativa, que siempre será del Gobierno, y a los centros o profesionales designados, que serán los que el Gobierno ponga a disposición de la Audiencia Nacional, sin perjuicio de los convenios que, en su caso, pueda establecer con las comunidades autónomas.

        
				
        3. Para dar inicio a la ejecución de las medidas cautelares que se acuerden de conformidad con el artículo 28 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, una vez adoptado y comunicado a la entidad pública el auto correspondiente, se aplicarán en lo que proceda las reglas 1.ª, 2.ª y 3.ª del apartado 1 de este artículo.

        
				
        
          Art. 11.
          
            Ejecución de varias medidas
            [8].
          
          –1. La ejecución de varias medidas se llevará a cabo en todo caso teniendo en cuenta lo acordado por el juez, de acuerdo con lo previsto en los artículos 13 y 47.1 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.
        

        
				
        Cuando concurran varias medidas impuestas en el mismo o en diferentes procedimientos, se cumplirán simultáneamente las que se relacionan a continuación:

        
				
        
          a)
          Las medidas no privativas de libertad cuando concurran con otras medidas no privativas de libertad diferentes.
        

        
				
        
          b)
          La medida de permanencia de fin de semana cuando concurra con otra medida no privativa de libertad.
        

        
				
        
          c)
          La amonestación, la privación del permiso de conducir ciclomotores o vehículos a motor, o del derecho a obtenerlo, o de las licencias administrativas para caza o para uso de cualquier tipo de armas y la inhabilitación absoluta, cuando concurran con otra medida diferente.
        

        
				
        
          2. El segundo período de las medidas de internamiento descritas en los párrafos
          a)
          a
          d)
          del artículo 7.1 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, acordado en la sentencia en régimen de libertad vigilada, se cumplirá inmediatamente después de finalizado el primer período de internamiento en centro. No obstante, cuando existan otras medidas o penas privativas de libertad, su cumplimiento se regirá por lo previsto en los apartados 2 y 3 del artículo 47 de la citada Ley Orgánica.
        

        
				
        
          3. De igual forma, la medida de libertad vigilada prevista en la regla 5.ª del artículo 9 y en el apartado 2.
          c)
          de la disposición adicional cuarta de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, habrá de ejecutarse una vez finalizada la medida de internamiento en régimen cerrado, salvo que concurra con otras medidas o penas privativas de libertad; en tal caso, será de aplicación lo dispuesto en el inciso último del apartado anterior.
        

        
				
        4. Cuando concurran varias medidas de internamiento, definitivas o cautelares, de diferente régimen, se cumplirá antes la de régimen más restringido y, en su caso, se interrumpirá la de régimen menos restringido que se estuviera ejecutando, salvo que el Juez de Menores haya dispuesto otro orden en aplicación del apartado 3 del artículo 47 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.

        
				
        5. En todo caso, la ejecución de las medidas impuestas por el Juez Central de Menores o por la sala correspondiente de la Audiencia Nacional será preferente sobre las impuestas por otros jueces o salas de menores.

        
				
        6. La ejecución de varias medidas, en todos los casos previstos en los apartados anteriores, se llevará a cabo cumpliendo las resoluciones dictadas por el juez.

        
				
        7. En los casos en que al menor se le hayan impuesto varias medidas de internamiento y se haya acordado por el Juez de Menores su acumulación en un único expediente de ejecución, el centro donde el menor sea ingresado elaborará un programa individualizado de ejecución que comprenda la totalidad de las medidas, así como un único informe final, sin perjuicio de los correspondientes informes de seguimiento que establece el artículo 13 de este reglamento.

        
				
        
          Art. 12.
          
            Expediente personal del menor en la ejecución de la medida
            [9]
          
          .–1. La entidad pública competente abrirá un expediente personal a cada menor del que tenga encomendada la ejecución de una medida. Dicho expediente será único en el ámbito territorial de la comunidad autónoma, aun cuando se ejecuten medidas sucesivas.
        

        
				
        2. El expediente deberá contener una copia de todos los informes y documentos de cualquier tipo que haya remitido la entidad pública a los órganos judiciales competentes y al Ministerio Fiscal durante la ejecución; las resoluciones y documentos que los acompañen, comunicadas por los órganos judiciales o el Ministerio Fiscal a la entidad pública, y el resto de documentos administrativos que se generen a consecuencia del cumplimiento de la medida, y que, en uno u otro caso, afecten al menor. En dicho expediente deberán constar igualmente los datos del letrado del menor y la comunicación del secretario del juzgado de cualquier modificación en ellos.

        
				
        3. El expediente personal tiene carácter reservado y a este solamente podrán acceder:

        
				
        
          a)
          El Defensor del Pueblo o institución análoga de la correspondiente comunidad autónoma, los jueces de menores competentes y el Ministerio Fiscal cuando así lo requieran a la entidad pública.
        

        
				
        
          b)
          Los profesionales que de manera directa tienen encomendada la responsabilidad de planificar y desarrollar los programas individualizados de ejecución de la medida, y solo sobre los datos personales de los menores que tengan a su cargo si están expresamente autorizados para ello por la entidad pública de acuerdo con sus normas de organización, debiendo observar en todo momento el deber de sigilo.
        

        
				
        
          c)
          El menor, su letrado y, en su caso, el representante legal del menor, si lo solicitan de forma expresa a la entidad pública, conforme al procedimiento de acceso que esta establezca. Será de aplicación lo dispuesto en los artículos 35 y 37 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
        

        
				
        4. Los profesionales que intervengan en la ejecución de la medida, pertenecientes a otras entidades públicas o privadas con las que la entidad pública competente haya establecido convenios o acuerdos de colaboración, podrán acceder al fichero informático dependiente de dicha entidad, al que alude el artículo 48.3 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, cuando así lo autorice dicha entidad, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, y sus normas de desarrollo.

        
				
        
          5.
           
          Todos los que intervengan en la ejecución de la medida tienen el deber de mantener la reserva oportuna de la información que obtengan con relación a los menores y jóvenes en el ejercicio de sus funciones, y de no facilitarla a terceras personas ajenas a la ejecución, deber que persiste una vez finalizada esta.        

6. Una vez finalizada la estancia en el centro, deberán remitirse a la entidad pública, por los medios que se establezcan, todos los documentos relativos al menor, con objeto de que se integren en su expediente personal, sin que pueda quedarse el centro con copia alguna.

        
				
        
          Art. 13.
          
            Informes durante la ejecución
            [10]
          
          .–1. Durante la ejecución de la medida, la entidad publica remitirá al Juez de Menores y al Ministerio Fiscal los informes de seguimiento. Su contenido será suficiente, de acuerdo con la naturaleza y finalidad de cada medida, para conocer el grado de cumplimiento de esta, las incidencias que se produzcan y la evolución personal del menor.
        

        
				
        2. La periodicidad mínima con la que se elaborarán y tramitarán los informes de seguimiento será la siguiente:

        
				
        
          a)
          En la medida de permanencia de fin de semana, un informe cada cuatro fines de semana cumplidos.
        

        
				
        
          b)
          En la medida de prestaciones en beneficio de la comunidad, un informe cada 25 horas cumplidas si la medida impuesta es igual o inferior a 50 horas, y uno cada 50 horas cumplidas si la duración es superior.
        

        
				
        
          c)
          En el resto de las medidas, un informe trimestral.
        

        
				
        3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, la entidad pública remitirá informes de seguimiento al Juez de Menores y al Ministerio Fiscal, siempre que fuera requerida por estos o cuando la propia entidad lo considere necesario.

        
				
        4. Cuando el informe de seguimiento contenga una propuesta de revisión de la medida en alguno de los sentidos previstos en los artículos 14.1 ó 51 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, se hará constar expresamente.

        
				
        5. Una vez cumplida la medida, la entidad pública elaborará un informe final dirigido al Juez de Menores y al Ministerio Fiscal, en el que además de indicar dicha circunstancia se hará una valoración de la situación en la que queda el menor.

        
				
        6. Una copia de los informes de seguimiento y final al que aluden los apartados anteriores se remitirá también al letrado que acredite ser el defensor del menor y lo solicite de forma expresa a la entidad pública.

        
				
        
          Art. 14.
          
            Incumplimientos
            [11].–
          
          La entidad pública comunicará al Juez de Menores y al Ministerio Fiscal a los efectos, en su caso, de lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, los incumplimientos siguientes de los que tenga constancia:
        

        
				
        
          a)
          En las medidas de internamiento y de permanencia de fin de semana en un centro: la fuga del centro, el no retorno en la fecha o la hora indicadas después de una salida autorizada y la no presentación en el centro el día o la hora señalados para el cumplimiento de las permanencias establecidas.
        

        
				
        
          b)
          En la medida de permanencia de fin de semana en el domicilio: la no presentación en su domicilio y la ausencia no autorizada del domicilio, durante los días y horas establecidos de permanencia, así como el no retorno a este para continuar el cumplimiento de la medida después de una salida autorizada.
        

        
				
        
          c)
          En las medidas no privativas de libertad, la falta de presentación a las entrevistas a las que el menor haya sido citado para elaborar el programa de ejecución y el incumplimiento de cualquiera de las obligaciones que, según lo dispuesto en el artículo 7 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, conforman el contenido de cada medida.
        

        
				
        
          Además, la entidad pública comunicará a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad el incumplimiento de las medidas de internamiento y de permanencia de fin de semana en un centro a que se refiere el párrafo
          a),
          así como de las medidas de permanencia de fin de semana en el domicilio prevista en el párrafo
          b).
          Asimismo, se pondrá en conocimiento de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad el ingreso del menor en el centro en los términos previstos en el artículo 31.2 cuando se hubiese solicitado su búsqueda.
        

        
				
        
          Art. 15.
          
            Revisión de la medida por conciliación
            [12]          
          .–1. Si durante la ejecución de la medida el menor manifestara su voluntad de conciliarse con la víctima o perjudicado, o de repararles por el daño causado, la entidad pública informará al juzgado de menores y al Ministerio Fiscal de dicha circunstancia, realizará las funciones de mediación correspondientes entre el menor y la víctima e informará de los compromisos adquiridos y de su grado de cumplimiento al juez y al Ministerio Fiscal, a los efectos de lo dispuesto en el artículo 51.2 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores. Si la víctima fuera menor, deberá recabarse autorización del Juez de Menores en los términos del artículo 19.6 de la citada Ley Orgánica.        

        
				
      2. Las funciones de mediación llevadas a cabo con menores internados no podrán suponer una alteración del régimen de cumplimiento de la medida impuesta, sin perjuicio de las salidas que para dicha finalidad pueda autorizar el juzgado de menores competente.

        
				
        
          Sección 2.ª Reglas específicas para la ejecución de determinadas medidas no privativas de libertad
        

        
				
        
          Art. 16.
          
            Tratamiento ambulatorio
            [13]
          
          .–1. Para elaborar el programa individualizado de ejecución de la medida, la entidad pública designará el centro, el servicio o la institución más adecuada a la problemática detectada, objeto del tratamiento, entre los más cercanos al domicilio del menor en los que exista plaza disponible.
        

        
				
        2. Los especialistas o facultativos correspondientes elaborarán, tras examinar al menor, un programa de tratamiento que se adjuntará al programa individualizado de ejecución de la medida que elabore el profesional designado por la entidad pública.

        
				
        3. En dicho programa de tratamiento se establecerán las pautas sociosanitarias recomendadas, los controles que ha de seguir el menor y la periodicidad con la que ha de asistir al centro, servicio o institución designada, para su tratamiento, seguimiento y control.

        
				
        4. Cuando el tratamiento tenga por objeto la deshabituación del consumo de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas y el menor no preste su consentimiento para iniciarlo o, una vez iniciado, lo abandone o no se someta a las pautas sociosanitarias o a los controles establecidos en el programa de tratamiento aprobado, la entidad pública no iniciará el tratamiento o lo suspenderá y lo pondrá en conocimiento del Juez de Menores a los efectos oportunos.

        
				
        
          Art. 17.
          
            Asistencia a un centro de día
            [14]
          
          .–1. Para elaborar el programa individualizado de ejecución de la medida, la entidad pública designará el centro de día más adecuado, entre los más cercanos al domicilio del menor en los que exista plaza disponible.
        

        
				
        2. El profesional designado por la entidad pública, en coordinación con dicho centro, se entrevistará con el menor para evaluar sus necesidades y elaborar el programa de ejecución, en el que constarán las actividades de apoyo, educativas, formativas, laborales o de ocio que el menor realizará, la periodicidad de la asistencia al centro de día y el horario de asistencia, que deberá ser compatible con su actividad escolar si está en el período de la enseñanza básica obligatoria y, en la medida de lo posible, con su actividad laboral.

        
				
        3. A los efectos de lo establecido en este artículo, tendrán la condición de centro de día los recursos incluidos en la red de servicios sociales de cada comunidad autónoma, siempre que se encuentren plenamente integrados en la comunidad y sean adecuados a la finalidad de la medida.

        
				
        
          Art. 18.
          
            Libertad vigilada
            [15]
          
          .–1. Una vez designado el profesional encargado de la ejecución de la medida y notificada la designación al juzgado de menores, se entrevistará con el menor al efecto de elaborar el programa individualizado de ejecución de la medida.
        

        
				
        2. En el programa individualizado de ejecución de la medida, el profesional expondrá la situación general detectada, los aspectos concretos referentes a los ámbitos personal, familiar, social, educativo, formativo o laboral en los que se considera necesario incidir, así como las pautas socioeducativas que el menor deberá seguir para superar los factores que determinaron la infracción cometida. También propondrá la frecuencia mínima de las entrevistas con el menor, que posibiliten el seguimiento y el control de la medida, sin perjuicio de otras que puedan mantener el profesional y el menor en el curso de la ejecución, cuando el primero las considere necesarias.

        
				
        3. Si con la medida se hubiera impuesto al menor alguna regla de conducta que requiera para su cumplimiento un programa o recurso específico, este se elaborará o designará por la entidad pública y se adjuntará al programa individualizado de ejecución de la medida.

        
				
        
          4. Lo dispuesto en este artículo será también de aplicación para la ejecución del período de libertad vigilada previsto en los artículos 7.2, 9.5, 40.2.
          c)
          y apartado 2.
          c)
          de la disposición adicional cuarta de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.
        

        
				
        
          Art. 19.
          
            Convivencia con otra persona, familia o grupo educativo
            [16]
          
          .–1. Para la ejecución de la medida, la entidad pública seleccionará la persona, familia o grupo educativo que considere más idóneo, entre los que se hayan ofrecido y acepten voluntariamente la convivencia. En el proceso de selección se escuchará necesariamente al menor y, cuando sea el caso, a sus representantes legales.
        

        
				
        2. La persona o personas que integren la familia o grupo educativo, que acepten convivir con el menor, deberán estar en pleno ejercicio de sus derechos civiles, no estar incursas en alguna de las causas de inhabilidad establecidas para los tutores en el Código Civil y tener unas condiciones personales, familiares y económicas adecuadas, a criterio de la entidad pública, para orientar al menor en su proceso de socialización.

        
				
        3. Una vez hechas las entrevistas pertinentes el profesional designado elaborará el programa individualizado de ejecución de la medida en el que deberá constar la aceptación expresa de la convivencia por la persona, familia o grupo educativo seleccionado, la predisposición mostrada por el menor para la convivencia y, en su caso, la opinión de los representantes legales.

        
				
        4. La inexistencia de persona, familia o grupo educativo idóneo que acepte la convivencia se pondrá en conocimiento inmediato del Juez de Menores. Igualmente, se comunicará el desistimiento de la persona, familia o grupo educativo de la aceptación de la convivencia, una vez iniciada la ejecución de la medida.

        
				
        5. La persona, familia o grupo educativo que asuma la convivencia adquirirá las obligaciones civiles propias de la guarda y deberá colaborar con el profesional designado en el seguimiento de la medida.

        
				
        6. Durante la ejecución de la medida el menor conservará el derecho de relacionarse con su familia, salvo que haya una prohibición judicial expresa.

        
				
        
          Art. 20.
          
            Prestaciones en beneficio de la comunidad
            [17]
          
          .–1. La entidad pública es la responsable de proporcionar las actividades de interés social o en beneficio de personas en situación de precariedad, para la ejecución de la medida, sin perjuicio de los convenios o acuerdos de colaboración que al efecto haya suscrito con otras entidades públicas, o privadas sin ánimo de lucro.
        

        
				
        2. Las actividades a las que hace referencia el apartado anterior reunirán las condiciones siguientes:

        
				
        
          a)
          Han de tener un interés social o realizarse en beneficio de personas en situación de precariedad.
        

        
				
        
          b)
          Estarán relacionadas, preferentemente, con la naturaleza del bien jurídico lesionado por los hechos cometidos por el menor.
        

        
				
        
          c)
          No podrán atentar a la dignidad del menor.
        

        
				
        
          d)
          No estarán supeditadas a la consecución de intereses económicos.
        

        
				
        3. Las prestaciones del menor no serán retribuidas, pero podrá ser indemnizado por la entidad a beneficio de la cual se haga la prestación por los gastos de transporte y, en su caso, de manutención, salvo que estos servicios los preste dicha entidad o sean asumidos por la entidad pública.

        
				
        4. Durante la prestación de la actividad, el menor que tenga la edad legal requerida gozará de la misma protección prevista en materia de Seguridad Social para los sometidos a la pena de trabajo en beneficio de la comunidad por la legislación penitenciaria y estará protegido por la normativa laboral en materia de prevención de riesgos laborales. Al menor que no tenga dicha edad, la entidad pública le garantizará una cobertura suficiente por los accidentes que pudiera padecer durante el desempeño de la prestación y una protección que en ningún caso será inferior a la regulada por la normativa laboral en materia de prevención de riesgos laborales.

        
				
        5. Cada jornada de prestaciones no podrá exceder de cuatro horas diarias si el menor no alcanza los 16 años, ni de ocho horas si es mayor de dicha edad.

        
				
        6. La determinación de la duración de las jornadas, el plazo de tiempo en el que deberán cumplirse y la ejecución de esta medida estará regida por el principio de flexibilidad a fin de hacerla compatible, en la medida de lo posible, con las actividades diarias del menor. En ningún caso la realización de las prestaciones podrá suponer la imposibilidad de la asistencia al centro docente si el menor se encuentra en el período de la enseñanza básica obligatoria.

        
				
        7. El profesional designado se entrevistará con el menor para conocer sus características personales, sus capacidades, sus obligaciones escolares o laborales y su entorno social, personal y familiar, con la finalidad de determinar la actividad más adecuada. En esta entrevista le ofertará las distintas plazas existentes con indicación expresa de su contenido y los horarios posibles de realización.

        
				
        8. El programa individualizado de ejecución de la medida elaborado por el profesional deberá contener las actividades a realizar, su cometido, el beneficiario, el lugar de realización, la persona responsable de la actividad, el número de horas de cada jornada, el horario y el consentimiento expreso del menor a realizar dichas actividades en las condiciones establecidas.

        
				
        9. Si el menor no aceptara las actividades propuestas o sus condiciones de realización y no hubiera otras actividades disponibles adecuadas a sus aptitudes personales o no se pudieran variar las condiciones, el profesional designado lo pondrá en conocimiento inmediato del Juez de Menores a los efectos oportunos.

        
				
        
          Art. 21.
          
            Realización de tareas socioeducativas
            [18]          
          .–1. El profesional designado, después de entrevistarse con el menor para conocer sus características personales, su situación y sus necesidades, elaborará el programa individualizado de ejecución de la medida en el que expondrá las tareas específicas de carácter formativo, cultural y educativo que debe realizar el menor, encaminadas a facilitarle el desarrollo de su competencia social, el lugar donde se realizarán y el horario de realización, que deberá ser compatible con el de la actividad escolar si el menor se encuentra en el período de la enseñanza básica obligatoria, y, en la medida de lo posible, con su actividad laboral.        

        
				
  
          2. Lo dispuesto en el apartado anterior será de aplicación para la ejecución de la actividad socioeducativa prevista en el artículo 40.2.
          c)
          de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.
        

        
				
        
          Art. 22.
          Medidas cautelares.–
          Cuando al menor se le impongan las medidas cautelares de libertad vigilada o convivencia con otra persona, familia o grupo educativo, previstas en el artículo 28 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, serán de aplicación las reglas descritas en los artículos 18 y 19, respectivamente, de este reglamento, para su ejecución, respetando, no obstante, el principio de presunción de inocencia.
        

        
				
        
          Sección 3.ª Reglas específicas para la ejecución de las medidas privativas de libertad
        

        
				
        
          Art. 23.
          Regímenes de internamiento.–
          Los menores cumplirán la medida de internamiento en el régimen acordado en resolución motivada por el Juez de Menores, de acuerdo con lo establecido en los párrafos
          a), b)
          y
          c)
          del artículo 7.1 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.
        

        
				
        
          Art. 24.
          Internamiento en régimen cerrado.–
          Los menores sometidos a esta medida residirán en el centro y desarrollarán en este las actividades formativas, educativas, laborales y de ocio, planificadas en el programa individualizado de ejecución de la medida.
        

        
				
        
          Art. 25.
          Internamiento en régimen semiabierto.
          –1. Los menores en régimen semiabierto residirán en el centro, pero realizarán fuera de éste alguna o algunas de las actividades formativas, educativas, laborales y de ocio, establecidas en el programa individualizado de ejecución de la medida. Este programa podrá establecer un régimen flexible que deje a la entidad pública un margen de decisión para su aplicación concreta.
        

        
				
        2. La actividad o actividades que se realicen en el exterior se ajustarán a los horarios y condiciones establecidos en el programa individualizado de ejecución de la medida, sin perjuicio de que, en función de la evolución personal del menor, la entidad pública pueda aumentar o disminuir las actividades en el exterior o los horarios, siempre dentro del margen establecido en el propio programa.

        
				
        
          Art. 26.
          
            Internamiento en régimen abierto
            [19].–
          
          1. Los menores sujetos a esta medida llevarán a cabo en los servicios normalizados del entorno todas las actividades de carácter escolar, formativo y laboral establecidas en el programa individualizado de ejecución de la medida, residiendo en el centro como domicilio habitual.
        

        
				
        2. Las actividades en el exterior se llevarán a cabo conforme a los horarios y condiciones de realización establecidas en el programa individualizado de ejecución de la medida.

        
				
        3. En general, el tiempo mínimo de permanencia en el centro será de ocho horas, y el menor deberá pernoctar en este. No obstante, cuando el menor realice en el exterior una actividad formativa o laboral cuyas características lo requieran, la entidad pública podrá proponer al juzgado de menores la posibilidad de no pernoctar en el centro durante un período determinado de tiempo y acudir a este solamente con la periodicidad concreta establecida, para realizar actividades determinadas del programa individualizado de ejecución de la medida, entrevistas y controles presenciales.

        
				
        4. Cuando la entidad pública entienda que las características personales del menor y la evolución de la medida de internamiento en régimen abierto lo aconsejan, podrá proponer al juzgado de menores que aquella continúe en viviendas o instituciones de carácter familiar ubicadas fuera del recinto del centro, bajo el control de dicha entidad.

        
				
        
          Art. 27.
          
            Internamiento terapéutico
            [20]
          
          .–1. Los menores sometidos a esta medida residirán en el centro designado para recibir la atención educativa especializada o el tratamiento específico de la anomalía o alteración psíquica, dependencia de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, o alteraciones en la percepción que determinen una alteración grave de la conciencia de la realidad, que padezcan, de acuerdo con el programa de ejecución de la medida elaborado por la entidad pública.
        

        
				
        2. Los especialistas o facultativos correspondientes elaborarán un programa de tratamiento de la problemática objeto del internamiento, con las pautas sociosanitarias recomendadas y, en su caso, los controles para garantizar el seguimiento, que formará parte del programa individualizado de ejecución de la medida que elabore la entidad pública.

        
				
        3. Cuando el tratamiento tenga por objeto la deshabituación del consumo de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas o sustancia psicotrópicas y el menor no preste su consentimiento para iniciarlo o para someterse a los controles de seguimiento establecidos o, una vez iniciado, lo abandone o rechace someterse a los controles, la entidad pública no iniciará el tratamiento o lo suspenderá y lo pondrá en conocimiento del Juez de Menores a los efectos oportunos.

        
				
        4. Cuando la entidad pública, en atención al diagnóstico realizado por los facultativos correspondientes o a la evolución en la medida considere que lo más adecuado es el internamiento en un centro sociosanitario, lo solicitará al Juez de Menores.

        
				
        
          Art. 28.
          
            Permanencia de fin de semana
            [21]
          
          .–1. Una vez recibido en la entidad pública el testimonio de la resolución firme con el número de fines de semana impuestos y las horas de permanencia de cada fin de semana, el profesional designado se entrevistará con el menor al efecto de elaborar el programa individualizado de ejecución de la medida, en el que deberán constar las fechas establecidas para el cumplimiento de las permanencias, los días concretos de cada fin de semana en los que se ejecutará la medida y la distribución de las horas entre los días de permanencia, así como el lugar donde se cumplirá la medida.
        

        
				
        2. El profesional designado también propondrá las tareas socioeducativas que deberá realizar el menor, de carácter formativo, cultural o educativo, el lugar donde se realizarán y el horario de realización.

        
				
        3. Una vez aprobado el programa individualizado de ejecución de la medida por el Juez de Menores, la entidad pública lo pondrá en conocimiento del menor con indicación de la fecha en la que se dará inicio al cumplimiento de la medida, en el domicilio o en el centro designado, el lugar donde deberá presentarse para realizar las tareas socioeducativas asignadas y el horario de estas.

        
				
        
          Art. 29.
          Internamiento cautelar.
          –1. Los menores a los que se aplique la medida de internamiento cautelar en aplicación de lo dispuesto en el artículo 28 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, ingresarán en el centro designado por la entidad pública, en el régimen de internamiento que el juez haya establecido y les será de aplicación, en función de dicho régimen, lo dispuesto en los artículos anteriores de este capítulo.
        

        
				
        2. No obstante, para salvaguardar y respetar el principio de presunción de inocencia, el programa individualizado de ejecución de la medida se sustituirá por un modelo individualizado de intervención que deberá contener una planificación de actividades adecuadas a sus características y circunstancias personales, compatible con el régimen de internamiento y su situación procesal. Dicho modelo individualizado de intervención deberá someterse a la aprobación del Juez de Menores, conforme a lo previsto en el artículo 44 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.

        
				
        
          Art. 30.
          
            Normativa de funcionamiento interno
            [22]          
          .–1. Todos los centros se regirán por una normativa de funcionamiento interno, cuyo cumplimiento tendrá como finalidad la consecución de una convivencia ordenada, que permita la ejecución de los diferentes programas de intervención educativa y las funciones de custodia de los menores internados, y asegurar la igualdad de trato a todos los menores, prestando especial atención a aquellos que presenten alguna discapacidad.        

        
				
      2. Serán normas de convivencia comunes a todos los centros las siguientes:

        
				
        
          a)
          El menor internado ocupará, como norma general, una habitación individual. No obstante, si no existen razones de tratamiento, médicas o de orden y seguridad que lo desaconsejen, se podrán compartir los dormitorios, siempre que estos reúnan las condiciones suficientes y adecuadas para preservar la intimidad. En todo caso, cada menor dispondrá de un lugar adecuado para guardar sus pertenencias.
        

        
				
        
          b)
          El menor internado tiene derecho a vestir su propia ropa, siempre que sea adecuada a la disciplina y orden interno del centro, u optar por la que le facilite el centro que deberá ser correcta, adaptada a las condiciones climatológicas y desprovista de cualquier elemento que pueda afectar a su dignidad o que denote, en sus salidas al exterior, su condición de internado. Por razones médicas o higiénicas se podrá ordenar la inutilización de las ropas y efectos contaminantes propiedad de los menores internados.
        

        
				
        
          c)
          El menor podrá conservar en su poder el dinero y los objetos de valor de su propiedad si la dirección del centro o el órgano que la entidad pública haya establecido en su normativa lo autoriza en cada caso de forma expresa. Los que no sean autorizados han de ser retirados y conservados en lugar seguro por el centro, con el resguardo previo correspondiente, y devueltos al menor en el momento de su salida del centro. También podrán ser entregados a los representantes legales del menor.
        

        
				
        
          d)
          En cada centro ha de haber una lista de objetos y sustancias cuya tenencia en el centro se considera prohibida por razones de seguridad, orden o finalidad del centro. Si se encontraran a los menores internados drogas tóxicas, armas u otros objetos peligrosos, se pondrán a disposición de la fiscalía o del juzgado competente. En todo caso, se consideran objetos o sustancias prohibidos:
        

        
				
        1.º Las bebidas alcohólicas.

        
				
        2.º Las drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas.

        
				
        3.º Cualquier otro producto o sustancia tóxica.

        
				
        4.º Dinero de curso legal en cuantía que supere lo establecido en la norma de régimen interior del centro.

        
				
        5.º Cualquier material o utensilio que pueda resultar peligroso para la vida o la integridad física o la seguridad del centro.

        
				
        6.º Aquellos previstos por la normativa de funcionamiento interno de los centros.

        
				
        
          e)
          En todos los centros habrá un horario por el que se regulen las diferentes actividades y el tiempo libre. Dicho horario ha de garantizar un mínimo de ocho horas diarias de descanso nocturno y, siempre que sea posible, dos horas al aire libre.
        

        
				
        
          f)
          Todos los menores observarán las normas higiénicas, sanitarias y sobre vestuario y aseo personal que se establezcan en la normativa de funcionamiento interno del centro. También estarán obligados a realizar las prestaciones no retribuidas que se establezcan en dicha normativa para mantener el buen orden y la limpieza del centro, que en ningún caso tendrán la condición de actividad laboral.
        

        
				
        
          g)
          Los incumplimientos de deberes podrán ser objeto de corrección educativa siempre que no tengan como fundamento la seguridad y el buen orden del centro. En este caso, si la conducta también fuese constitutiva de una infracción disciplinaria por atentar a la seguridad y al buen orden del centro, podrá ser objeto de la correspondiente sanción, que en ningún caso podrá extenderse al fundamento o motivo de la corrección educativa.
        

        
				
        
          Art. 31.
          Ingreso en el centro.–
          1. El ingreso de un menor en un centro sólo se podrá realizar en cumplimiento de un mandamiento de internamiento cautelar o de una sentencia firme adoptada por la autoridad judicial competente.
        

        
				
        2. También podrá ingresar por presentación voluntaria el menor sobre el que se haya dictado un mandamiento de internamiento cautelar o una sentencia firme de internamiento pendiente de ejecutar, el menor evadido de un centro y el no retornado a este después de una salida autorizada.

        
				
        En estos casos, el director del centro recabará del Juez de Menores, dentro de las 24 horas siguientes al ingreso, el correspondiente mandamiento, así como, en su caso, el testimonio de sentencia y liquidación de condena. Cuando se trate de internos evadidos que decidiesen voluntariamente reingresar en un centro distinto del originario, se solicitará del centro del que se hubiesen evadido los datos necesarios de su expediente personal, sin perjuicio de lo que se determine en relación con su traslado.

        
				
        
          Art. 32.
          Trámites después del ingreso.–
          1. Una vez ingresado el menor en el centro, se procurará que el procedimiento de ingreso se lleve a cabo con la máxima intimidad posible y que durante el período de adaptación cuente con el apoyo técnico necesario para reducir los efectos negativos que la situación de internamiento pueda representar para él.
        

        
				
        2. En todos los centros se llevará un registro autorizado por la entidad pública en el que han de constar los datos de identidad de los menores internados, la fecha y hora de los ingresos, traslados y puestas en libertad, sus motivos, las autoridades judiciales que los acuerden y los datos del letrado del menor.

        
				
        3. El ingreso del menor será comunicado al juzgado de menores que lo haya ordenado, al Ministerio Fiscal y a los representantes legales del menor o, en su defecto, a la persona que el menor designe. Tratándose de menor de edad extranjero, el ingreso se pondrá en conocimiento de las autoridades consulares de su país cuando el menor tuviera su residencia habitual fuera de España o cuando así lo solicitaran el propio menor o sus representantes legales.

        
				
        4. En el momento del ingreso, el menor, sus ropas y enseres personales podrán ser objeto de registro, de conformidad con lo establecido en el artículo 54.5, retirándose los enseres y objetos no autorizados y los prohibidos. También se adoptarán las medidas de higiene personal necesarias y se entregarán al menor las prendas de vestir que precise.

        
				
        5. Todos los menores internados serán examinados por un médico en el plazo más breve posible y siempre antes de 24 horas. Del resultado se dejará constancia en la historia clínica individual que deberá serle abierta en ese momento. A estos datos solamente tendrá acceso el personal que autorice expresamente la entidad pública, el Ministerio Fiscal o el Juez de Menores.

        
				
        6. Los menores recibirán, en el momento de su ingreso en el centro, información escrita sobre sus derechos y obligaciones, el régimen de internamiento en el que se encuentran, las cuestiones de organización general, las normas de funcionamiento del centro, las normas disciplinarias y los medios para formular peticiones, quejas o recursos. La información se les facilitará en un idioma que entiendan. A los que tengan cualquier género de dificultad para comprender el contenido de esta información, se les explicará por otro medio adecuado.

        
				
        
          Art. 33.
          Grupos de separación interior.–
          1. Los centros estarán divididos en módulos adecuados a la edad, madurez, necesidades y habilidades sociales de los menores internados y se regirán por una normativa de funcionamiento interno cuyo cumplimiento tendrá como finalidad la consecución de una convivencia ordenada, que permita la ejecución de los diferentes programas de intervención educativa y las funciones de custodia de los menores internados.
        

        
				
        2. Los menores que por cualquier circunstancia personal requieran de una protección especial estarán separados de aquellos que les puedan poner en situación de riesgo o de peligro mediante su traslado bien a otro módulo del mismo centro, bien a otro centro, previa autorización del Juez de Menores en este último caso.

        
				
        
          Art. 34.
          Internamiento de madres con hijos menores.–
          1. Las menores internadas podrán tener en su compañía, dentro del centro, a sus hijos menores de tres años, siempre y cuando:
        

        
				
        
          a)
          En el momento del ingreso o una vez ingresada, la madre lo solicite expresamente a la entidad pública o a la dirección del centro.
        

        
				
        
          b)
          Se acredite fehacientemente la filiación.
        

        
				
        
          c)
          A criterio de la entidad pública, dicha situación no entrañe riesgo para los hijos.
        

        
				
        
          d)
          Lo autorice el Juez de Menores.
        

        
				
        2. Los posibles conflictos que surjan entre los derechos del hijo y los de la madre originados por el internamiento en el centro se resolverán por el Juez de Menores, con independencia de lo que acuerde respecto al hijo la autoridad competente.

3. Admitido el niño en el centro de internamiento, deberá ser reconocido por el médico del centro y, salvo que éste dispusiera otra cosa, pasará a ocupar con su madre la habitación que se le asigne, que será en todo caso individual y acondicionada a las necesidades del niño.

        
				
        
          Art. 35.
          
            Traslados
            [23].–
          
          1. El menor internado podrá ser trasladado a un centro de una comunidad autónoma diferente a la del juzgado de menores que haya dictado la resolución de internamiento, previa autorización de este, en los casos siguientes:
        

        
				
        
          a)
          Cuando quede acreditado que el domicilio del menor o el de sus representantes legales se encuentra en dicha comunidad autónoma.
        

        
				
        
          b)
          Cuando la entidad pública competente proponga el internamiento en un centro de otra comunidad autónoma distinta, con la que haya establecido el correspondiente acuerdo de colaboración, fundamentado en el interés del menor de alejarlo de su entorno familiar y social, durante el tiempo que subsista dicho interés.
        

        
				
        
          c)
          Cuando la entidad pública competente, por razones temporales de plena ocupación de sus centros o por otras causas, carezca de plaza disponible adecuada al régimen o al tipo de internamiento impuesto y disponga de plaza en otra comunidad autónoma con la que haya establecido el correspondiente acuerdo de colaboración, mientras se mantenga dicha situación.
        

        
				
        2. No se podrá trasladar al menor fuera del centro si no se recibiera orden o autorización del Juez de Menores a cuya disposición se encuentre, conforme a lo previsto en el artículo 46.3 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.

        
				
        3. El traslado del menor a una institución o centro hospitalario por razones de urgencia no requerirá la previa autorización del juzgado de menores competente, sin perjuicio de su comunicación inmediata al juez.

        
				
        4. Las salidas de los menores internados para la práctica de diligencias procesales se harán previa orden del órgano judicial correspondiente. Dichas salidas se comunicarán por la entidad pública al juzgado de menores competente, si no fuera este quien las hubiera ordenado.

        
				
        5. De conformidad con lo previsto en la disposición adicional única, el director del centro podrá solicitar a la autoridad competente que las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad lleven a cabo los desplazamientos, conducciones y traslados del menor cuando exista un riesgo fundado para la vida o la integridad física de las personas o para los bienes.

        
				
        En todo caso, los desplazamientos, conducciones y traslados se realizarán respetando la dignidad, la seguridad y la intimidad de los menores.

        
				
        
          Art. 36.
          Adopción y cumplimiento de la decisión sobre la libertad del menor.–
          1. La libertad de los menores internados solamente podrá ser acordada por resolución de la autoridad judicial competente remitida a la entidad pública o por cumplimiento de la fecha aprobada por el juez en la liquidación de la medida.
        

        
				
        2. La entidad pública ejecutará inmediatamente el mandamiento de libertad, excepto cuando hechas las comprobaciones pertinentes el menor haya de permanecer internado por estar sujeto a otras responsabilidades.

        
				
        3. La ejecución del mandamiento de libertad se pondrá en conocimiento del Juez de Menores competente. Cuando el mandamiento de libertad se refiera a un menor de edad, el centro lo comunicará inmediatamente a sus representantes legales para que se hagan cargo de él, y de no ser localizados, se pondrá a disposición de la entidad pública de protección de menores a los efectos oportunos.

        
				
        
          Art. 37.
          
            Asistencia escolar y formativa
            [24].–
          
          1. La entidad pública y el organismo que en el respectivo territorio tenga atribuida la competencia en la materia adoptarán las medidas oportunas para garantizar el derecho de los menores internados a recibir la enseñanza básica obligatoria que legalmente le corresponda, cualquiera que sea su situación en el centro. También facilitarán a los menores el acceso a los otros estudios que componen los diferentes niveles del sistema educativo y otras enseñanzas no regladas que contribuyan a su desarrollo personal y sean adecuadas a sus circunstancias.
        

        
				
        2. Al efecto de lo dispuesto en el apartado anterior, cuando el menor no pueda asistir a los centros docentes de la zona a causa del régimen o tipo de internamiento impuesto, la entidad pública y el organismo competente en la materia arbitrarán los medios necesarios para que pueda recibir la enseñanza correspondiente en el centro de internamiento.

        
				
        3. El organismo que en el territorio de residencia del menor tenga atribuidas las competencias en materia de educación garantizará la incorporación inmediata del menor que haya sido puesto en libertad y que se encuentre en el período de la enseñanza básica obligatoria al centro docente que le corresponda. Con esta finalidad, la entidad pública comunicará esta circunstancia y la documentación escolar correspondiente al citado organismo.

        
				
        4. Los certificados y diplomas de estudio, expediente académico y libros de escolaridad no han de indicar, en ningún caso, que se han tramitado o conseguido en un centro para menores infractores.

        
				
        
          Art. 38.
          
            Asistencia sanitaria
            [25]
          
          .
          –
          1. La entidad pública y el organismo que en el respectivo territorio tengan atribuida la competencia en la materia adoptarán las medidas oportunas para garantizar el derecho de los menores internados a la asistencia sanitaria gratuita reconocida por la ley.
        

        
				
        2. La entidad pública adoptará las medidas oportunas para que se dispense a los menores internados la asistencia sanitaria en los términos y con las garantías previstos en la legislación aplicable, incluida la realización de pruebas analíticas para la detección de enfermedades infecto-contagiosas que pudieran suponer un peligro para la salud o la vida del propio menor o de terceras personas.

        
				
        3. Se dará conocimiento al Juez de Menores competente y, en su caso, al representante legal del menor de las intervenciones médicas que se le efectúen.

        
				
        4. Cuando a criterio facultativo se precise el ingreso del menor en un centro hospitalario y no se cuente con la autorización del menor, o de su representante legal, la entidad pública solicitará al Juez de Menores competente la autorización del ingreso, salvo en caso de urgencia en que la comunicación al juez se hará posteriormente de forma inmediata.

        
				
        5. La entidad pública permitirá que se facilite al menor información sobre su estado de salud de forma adecuada a su grado de comprensión. Dicha información también será puesta en conocimiento de su representante legal.

        
				
        6. De conformidad con lo previsto en la disposición adicional única, el director del centro en el que se encuentre internado el menor podrá solicitar a la autoridad competente que la vigilancia y custodia del menor, durante su permanencia en el centro sanitario, se lleve a cabo por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad cuando exista riesgo fundado para la vida o la integridad física de las personas o para las instalaciones sanitarias.

        
				
        
          Art. 39.
          
            Asistencia religiosa
            [26].–
          
          1. Todos los menores internados tendrán derecho a dirigirse a una confesión religiosa registrada, de conformidad con lo previsto por la legislación vigente.
        

        
				
        2. Ningún menor internado podrá ser obligado a asistir o participar en los actos de una confesión religiosa.

        
				
        3. La entidad pública facilitará que los menores puedan respetar la alimentación, los ritos y las fiestas de su propia confesión, siempre que sea compatible con los derechos fundamentales de los otros internos y no afecte a la seguridad del centro y al desarrollo de la vida en el centro.

        
				
        
          Art. 40.
          
            Comunicaciones y visitas de familiares y de otras personas
            [27].–
          
          1. Los menores internados tienen derecho a comunicarse libremente de forma oral y escrita, en su propia lengua, con sus padres, representantes legales, familiares u otras personas, y a recibir sus visitas, dentro del horario establecido por el centro. Como mínimo, se autorizarán dos visitas por semana, que podrán ser acumuladas en una sola.
        

        
				
        2. Además de las comunicaciones y visitas ordinarias establecidas en el apartado anterior, el director del centro o el órgano que la entidad pública haya establecido en su normativa podrá conceder otras de carácter extraordinario o fuera del horario establecido, por motivos justificados o como incentivo a la conducta y buena evolución del menor.

        
				
        3. Los familiares deberán acreditar el parentesco con los menores internados en el momento de la visita, y los visitantes que no sean familiares habrán de obtener la autorización previa del director del centro para poder comunicarse con el menor o visitarle. Cuando el comunicante o visitante sea menor de edad no emancipado, deberá contar con la autorización de su representante legal.

        
				
        4. El horario de visitas será suficiente para permitir una comunicación de 40 minutos de duración como mínimo. No podrán visitar al menor más de cuatro personas simultáneamente, salvo que las normas de funcionamiento interno del centro o el director del mismo, por motivos justificados, autoricen la presencia de más personas.

        
				
        Al menos una vez al mes, podrá tener lugar una visita de convivencia familiar por un tiempo no inferior a tres horas.

        
				
        
          5. Los visitantes y comunicantes no podrán ser portadores, durante la visita o la comunicación, de bolsos o paquetes ni de objetos o sustancias prohibidas por las normas del centro. Los visitantes deberán pasar los controles de identidad y seguridad establecidos por el centro, incluido el registro superficial de su persona, que se llevará a cabo según lo establecido en el artículo 54.5.
          c).
          En caso de negativa del visitante a someterse a dichos controles, el director del centro podrá denegar la comunicación o la visita, poniéndolo en conocimiento del Juez de Menores competente.
        

        
				
        6. El director del centro ordenará la suspensión temporal o terminación de cualquier visita cuando en su desarrollo se produzcan amenazas, coacciones, agresiones verbales o físicas, se advierta un comportamiento incorrecto, existan razones fundadas para creer que el interno o los visitantes puedan estar preparando alguna actuación delictiva o que atente contra la convivencia o la seguridad del centro, o entienda que los visitantes pueden perjudicar al menor porque afecten negativamente al desarrollo integral de su personalidad.

        
				
        7. Cuando se considere que las comunicaciones previstas en este artículo perjudican o pueden perjudicar al menor porque afecten negativamente a su derecho fundamental a la educación y al desarrollo integral de su personalidad, el director del centro lo pondrá en conocimiento del Juez de Menores competente, sin perjuicio de suspender cautelarmente este derecho a la comunicación hasta tanto este resuelva, oídos el Ministerio Fiscal y el equipo técnico. También podrá el director suspender cautelarmente el derecho de comunicación cuando, en atención a la seguridad y buena convivencia en el centro, se aprecie razonadamente la concurrencia de peligro grave y cierto para estas.

        
				
        En ambos casos, la suspensión cautelar acordada por el director debe ser comunicada de manera inmediata al Juez de Menores.

        
				
        8. Los menores que durante un plazo superior a un mes no disfruten de ninguna salida de fin de semana o de permisos ordinarios de salida tendrán derecho, previa solicitud al centro, a comunicaciones íntimas con su cónyuge o con persona ligada por análoga relación de afectividad, siempre que dicha relación quede acreditada. Como mínimo se autorizará una comunicación al mes, de una duración mínima de una hora. Estas comunicaciones se llevarán a cabo en dependencias adecuadas del centro y respetando al máximo la intimidad de los comunicantes.

        
				
        9. En todos los centros se llevará un libro de visitas en el que queden registrados la fecha de la visita, el nombre del interno, el nombre del visitante, su dirección y documento nacional de identidad, así como el parentesco o relación que tiene con el interno.

        
				
        
          Art. 41.
          
            Comunicaciones con el juez, el Ministerio Fiscal, el abogado y con otros profesionales y autoridades
            [28].– 1. Los menores internados tienen derecho a comunicarse reservadamente, en local apropiado, con sus abogados y procuradores, con el Juez de Menores competente, con el Ministerio Fiscal y con los servicios de inspección de centros de internamiento.        

        
				
      2. Tendrán derecho, igualmente, a comunicarse reservadamente con otros profesionales acreditados y ministros de su religión para la realización de las funciones propias de su profesión o ministerio.

        
				
        El menor solicitará la presencia de tales profesionales o ministros al director del centro o al órgano que la entidad pública haya establecido en su normativa, dentro de los horarios que establezca la entidad pública o acuerde el director en cada caso, previa acreditación de su identidad y condición profesional y autorización del director del centro.

        
				
        3. Los menores extranjeros se podrán comunicar, en locales apropiados y dentro de los horarios establecidos, con los representantes diplomáticos o consulares de su país o con las personas que las respectivas embajadas o consulados indiquen, previa acreditación y autorización del director del centro o del órgano que la entidad pública haya establecido en su normativa.

        
				
        4. El menor podrá realizar la solicitud de comunicación con las personas relacionadas en los apartados anteriores directamente por escrito. También podrá manifestar al director del centro, verbalmente o por escrito, la solicitud de comunicación, el cual dará traslado de esta de forma inmediata a su destinatario y, en todo caso, dentro de las 24 horas siguientes.

        
				
        5. El lugar, el día y la hora para la comunicación telefónica o personal del menor con el Juez de Menores o con el Ministerio Fiscal serán los que estos determinen. La comunicación telefónica o personal con el abogado o con las personas responsables de la inspección de centros se llevará a cabo en el centro en la fecha que estos requieran.

        
				
        6. En el momento de la visita, el abogado o el procurador presentarán al director del centro o al órgano que la entidad pública haya establecido en su normativa el carné profesional que los acredite como tales, además de la designación o documento en el que consten como defensor o representante del menor en las causas que se sigan contra él o por las cuales estuviera internado. Las comunicaciones del menor con su abogado o procurador no podrán ser suspendidas, en ningún caso, por decisión administrativa. Solamente podrán ser suspendidas previa orden expresa de la autoridad judicial.

        
				
        7. Las comunicaciones de los menores con el Defensor del Pueblo, sus Adjuntos o delegados, o con instituciones análogas de las comunidades autónomas, autoridades judiciales y miembros del Ministerio Fiscal, se llevarán a cabo en locales adecuados y en el horario que estos estimen oportuno.

        
				
        8. Las comunicaciones previstas en este artículo no podrán ser suspendidas ni ser objeto de intervención, restricción o limitación administrativa de ningún tipo.

        
				
        9. Todas las autoridades y funcionarios a que hace mención este artículo deberán acreditarse convenientemente al personal de seguridad del centro.

        
				
        
          Art. 42.
          Comunicaciones telefónicas.–
          1. Los menores podrán efectuar y recibir comunicaciones telefónicas de sus padres, representantes legales y familiares, dentro del horario establecido en el centro. Para recibir y efectuar comunicaciones con otras personas o fuera del horario establecido, se requerirá la previa autorización del director.
        

        
				
        2. El número mínimo de llamadas que podrán efectuar los menores será el de dos por semana con derecho a una duración mínima de 10 minutos. El abono de las llamadas correrá a cargo del menor internado, de acuerdo con las tarifas vigentes, salvo que la entidad pública establezca lo contrario en atención a las circunstancias del menor o al objeto de la llamada.

        
				
        
          Art. 43.
          Comunicaciones escritas.–
          1. Los menores podrán enviar y recibir correspondencia libremente, sin ningún tipo de censura, salvo prohibición expresa del juez, acordada en el correspondiente expediente conforme a los preceptos de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.
        

        
				
        2. Toda la correspondencia que expidan y reciban los internos será registrada con indicación del nombre del interno remitente o destinatario y la fecha correspondiente en el libro que para tal fin se llevará en el centro.

        
				
        3. La recepción de correspondencia dirigida a los menores internados se llevará a cabo previa comprobación de la identidad de quien la deposita. La correspondencia de entrada será entregada a su destinatario, quien la abrirá en presencia del personal del centro, con el único fin de controlar que su interior no contiene objetos o sustancias prohibidas.

        
				
        4. Los menores deberán cerrar la correspondencia que envíen en presencia del personal designado por la dirección del centro, con la única finalidad de comprobar que no contiene objetos y sustancias prohibidos o que no les pertenecen legítimamente.

        
				
        
          Art. 44.
          Paquetes y encargos.–
          Los menores podrán enviar y recibir paquetes sin ningún tipo de limitación, salvo prohibición expresa del juez. El contenido de los que se pretendan enviar o el de los recibidos será revisado en su presencia para comprobar que lo enviado pertenece legítimamente al menor y para evitar, en los recibidos, la entrada de objetos o sustancias prohibidos o en deficientes condiciones higiénicas.
        

        
				
        La recepción de paquetes dirigidos a los menores internados se llevará a cabo previa comprobación de la identidad de quien lo deposita.

        
				
        
          Art. 45.
          Permisos de salida ordinarios.–
          1. Los menores internados por sentencia en régimen abierto o semiabierto podrán disfrutar de permisos de salida ordinarios, siempre que concurran los requisitos que se establecen en este artículo.
        

        
				
        2. Los permisos ordinarios serán de un máximo de 60 días por año para los internados en régimen abierto y de un máximo de 40 días por año para los internados en régimen semiabierto, distribuidos proporcionalmente en los dos semestres del año, no computándose dentro de estos topes los permisos extraordinarios, ni las salidas de fin de semana ni las salidas programadas. La duración máxima de cada permiso no excederá nunca de 15 días.

        
				
        3. No obstante, cuando se trate de menores que se encuentren en el período de la enseñanza básica obligatoria, no se podrán conceder permisos ordinarios de salida en días que sean lectivos según el calendario escolar oficial. La distribución a la que hace referencia el apartado anterior se hará en los días en que se interrumpa la actividad escolar.

        
				
        4. Serán requisitos imprescindibles para la concesión de permisos ordinarios de salida los siguientes:

        
				
        
          a)
          La petición previa del menor.
        

        
				
        
          b)
          Que no se encuentre cumpliendo o pendiente de cumplir sanciones disciplinarias por faltas muy graves o graves impuestas de conformidad con este reglamento.
        

        
				
        
          c)
          Que participe en las actividades previstas en su programa individualizado de ejecución de la medida.
        

        
				
        
          d)
          Que se hayan previsto los permisos en el programa individualizado de ejecución de la medida o en sus modificaciones posteriores, aprobados por el Juez de Menores competente.
        

        
				
        
          e)
          Que en el momento de decidir la concesión no se den las circunstancias previstas en el artículo 52.2.
        

        
				
        
          f)
          Que no exista respecto del menor internado un pronóstico desfavorable del centro por la existencia de variables cualitativas que indiquen el probable quebrantamiento de la medida, la comisión de nuevos hechos delictivos o una repercusión negativa de la salida sobre el menor desde la perspectiva de su preparación para la vida en libertad o de su programa individualizado de ejecución de la medida.
        

        
				
        La dirección del centro o el órgano que la entidad pública haya establecido en su normativa podrá suspender el derecho a la concesión de los permisos ordinarios de salida a un menor internado, dando cuenta de ello al Juez de Menores cuando concurran las circunstancias previstas en el apartado anterior.

        
				
        5. La concesión del permiso compete al director del centro o al órgano que la entidad pública haya establecido en su normativa, y se disfrutará en las fechas, con la duración y en las condiciones establecidas.

        
				
        6. De la concesión, o denegación en su caso, del permiso, de las condiciones, duración y fechas de disfrute se dará cuenta al Juez de Menores competente. Cuando se acuerde denegar o suspender el permiso se notificará al menor, quien podrá recurrir la decisión conforme a lo dispuesto en el artículo 52 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.

        
				
        7. Los menores internados por sentencia firme en régimen cerrado, una vez cumplido el primer tercio del período de internamiento, cuando la buena evolución personal durante la ejecución de la medida lo justifique y ello favorezca el proceso de reinserción social, y cumplan los requisitos establecidos en el apartado 4, podrán disfrutar de hasta 12 días de permiso al año, con una duración máxima de hasta cuatro días, cuando el Juez de Menores competente lo autorice.

        
				
        
          Art. 46.
          Salidas de fin de semana.–
          1. Podrán disfrutar de salidas de fin de semana los menores internados por sentencia firme en régimen abierto y semiabierto, siempre que concurran los requisitos establecidos en este artículo y en el apartado 4 del artículo anterior.
        

        
				
        2. Como norma general, las salidas de fin de semana se disfrutarán desde las 16.00 horas del viernes hasta las 20.00 horas del domingo. Si el viernes o el lunes es festivo, la duración de la salida de fin de semana podrá incrementarse 24 horas más.

        
				
        3. Los menores internados en régimen abierto podrán disfrutar de salidas todos los fines de semana, salvo que la evolución en el tratamiento aconseje otra frecuencia de salidas y ello se haya comunicado motivadamente al fiscal y al Juez de Menores competente. Como regla general, los internados en régimen semiabierto podrán disfrutar de una salida al mes hasta cumplir el primer tercio del período de internamiento y de dos salidas al mes durante el resto, salvo que la evolución del menor aconseje otra cosa.

        
				
        4. La autorización para la salida compete al director del centro o al órgano que la entidad pública haya establecido en su normativa.

        
				
        5. En estas salidas se podrá establecer que personal del centro u otras personas autorizadas por la entidad pública acompañen al menor, cuando las circunstancias así lo aconsejen.

        
				
        6. De la autorización de las salidas de fin de semana y de su periodicidad se dará cuenta al Juez de Menores competente. Asimismo, se les dará cuenta del acuerdo de denegar o suspender el permiso o el derecho a su concesión.

        
				
        7. Los menores internados por sentencia firme en régimen cerrado, una vez cumplido el primer tercio del período de internamiento, cuando la buena evolución personal durante la ejecución de la medida lo justifique y ello favorezca el proceso de reinserción social, podrán disfrutar de una salida de fin de semana al mes, siempre que cumplan los requisitos de este artículo y el Juez de Menores competente lo autorice.

        
				
        
          Art. 47.
          Permisos extraordinarios.–
          1. En caso de fallecimiento o enfermedad grave de los padres, cónyuge, hijos, hermanos u otras personas íntimamente vinculadas con los menores o de nacimiento de un hijo, así como por importantes y comprobados motivos de análoga naturaleza, se concederán, con las medidas de seguridad adecuadas en su caso, permisos de salida extraordinarios, salvo que concurran circunstancias excepcionales que lo impidan.
        

        
				
        2. La duración de cada permiso extraordinario vendrá determinada por su finalidad y no podrá exceder de cuatro días.

        
				
        3. La concesión del permiso compete al director del centro o al órgano que la entidad pública haya establecido en su normativa.

        
				
        4. De la concesión de permisos extraordinarios se dará cuenta al Juez de Menores competente. Cuando se trate de menores internados en régimen cerrado, será necesaria su autorización expresa.

        
				
        
          Art. 48.
          Salidas programadas.–
          1. Son salidas programadas aquellas que, sin ser propias del régimen de internamiento abierto o semiabierto, ni constituir permisos ni salidas de fin de semana, organiza el centro para el desarrollo del programa individualizado de ejecución de la medida.
        

        
				
        2. Podrán disfrutar de salidas programadas los menores internados en régimen abierto y semiabierto cuando formen parte del programa individualizado de ejecución de la medida.

        
				
        3. Las salidas programadas se llevarán a cabo preferentemente durante los fines de semana y festivos. También podrán programarse en días laborales siempre que sean compatibles con los horarios de actividades del menor.

        
				
        4. Como regla general, su duración será inferior a 48 horas, sin perjuicio de que se pueda autorizar otra cosa con carácter excepcional.

        
				
        5. Los requisitos de concesión y el órgano competente para autorizar la salida serán los establecidos en el artículo 45.

        
				
        6. Los menores internados por sentencia firme en régimen cerrado, una vez cumplido el primer tercio del período de internamiento, cuando la buena evolución personal durante la ejecución de la medida lo justifique y ello favorezca el proceso de integración social, podrán disfrutar de salidas programadas de acuerdo con lo establecido en este artículo, cuando el Juez de Menores competente lo autorice.

        
				
        
          Art. 49.
          Salidas y permisos de menores sometidos a medida cautelar de internamiento.—
          La autorización de cualquier permiso o salida a los menores sometidos a medida cautelar de internamiento se someterá al mismo régimen que el previsto cuando se imponga por sentencia.
        

        
				
        
          Art. 50.
          Salidas y permisos de menores en internamiento terapéutico.–
          1. Las salidas, permisos y comunicaciones con el exterior de los menores sometidos a internamiento terapéutico se autorizarán, en el marco del programa individual de tratamiento, por el Juez de Menores en los términos previstos en el artículo 44 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.
        

        
				
        2. Las salidas, permisos y comunicaciones con el exterior podrán ser dejadas sin efecto por el Juez de Menores, conforme prevé el artículo 44 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, en cualquier momento, si el menor incumple las condiciones.

        
				
        
          Art. 51.
           
          Domicilio durante las salidas y permisos.– 1. Los menores de edad deberán estar bajo la responsabilidad de sus padres o representantes legales o de las personas que estos autoricen durante las salidas y permisos que se hagan en su compañía, designando un domicilio a efectos de comunicaciones.        

        
				
      2. Cuando el menor esté bajo la tutela de la entidad pública de protección de menores, será competencia de dicha entidad determinar las personas o instituciones con las que estará el menor durante los permisos y salidas autorizadas, designándose igualmente un domicilio.

        
				
        3. Si los padres o representantes legales del menor no estuviesen localizables, se negasen a acogerlos durante las salidas y permisos, o si el menor se negase a estar en su compañía o en la de las personas que aquellos determinen, el Juez de Menores competente podrá autorizar el permiso o la salida con otras personas o instituciones conforme prevé el artículo 44 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.

        
				
        4. Los menores que disfruten de salidas o permisos indicarán un domicilio a efectos de poder ser localizados en caso necesario.

        
				
        
          Art. 52.
          Suspensión y revocación de permisos y salidas.–
          1. Cuando antes de iniciarse el disfrute de un permiso ordinario, de un permiso extraordinario o de las salidas a los que hacen referencia los artículos 45, 46, 47 y 48 se produzcan hechos que modifiquen las circunstancias que propiciaron su concesión, la entidad pública podrá suspenderlos motivadamente. Si el permiso o la salida se hubiese autorizado por el Juez de Menores, la suspensión tendrá carácter provisional y se pondrá inmediatamente en conocimiento del juez para que resuelva lo que proceda.
        

        
				
        2. El permiso o la salida quedará sin efecto desde el momento en que el menor se vea imputado en un nuevo hecho constitutivo de infracción penal.

        
				
        
          Art. 53.
          Trabajo.–
          1. Los menores internos que tengan la edad laboral legalmente establecida tienen derecho a un trabajo remunerado, dentro de las disponibilidades de la entidad pública, y a las prestaciones sociales que legalmente les correspondan.
        

        
				
        2. A estos efectos, la entidad pública llevará a cabo las actuaciones necesarias para facilitar que dichos menores desarrollen actividades laborales remuneradas de carácter productivo, dentro o fuera de los centros, en función del régimen o tipo de internamiento.

        
				
        3. La relación laboral de los internos que se desarrolle fuera de los centros y esté sometida a un sistema de contratación ordinaria con empresarios se regulará por la legislación laboral común, sin perjuicio de la supervisión que en el desarrollo de estos contratos se pueda realizar por la entidad pública competente sobre su adecuación con el programa de ejecución de la medida.

        
				
        4. El trabajo productivo que se desarrolle en los centros específicos para menores infractores será dirigido por la entidad pública correspondiente, directamente o a través de personas físicas o jurídicas con las que se establezcan conciertos, y les será de aplicación la normativa reguladora de la relación laboral especial penitenciaria y de la protección de Seguridad Social establecida en la legislación vigente para este colectivo, con las siguientes especialidades:

        
				
        
          a)
          Tendrá la consideración de empleador la entidad pública correspondiente o la persona física o jurídica con la que tenga establecido el oportuno concierto, sin perjuicio de la responsabilidad solidaria de la entidad pública, respecto de los incumplimientos en materia salarial y de Seguridad Social.
        

        
				
        
          b)
          A los trabajadores menores de 18 años se les aplicarán las normas siguientes:
        

        
				
        1.ª No podrán realizar trabajos nocturnos, ni aquellas actividades o puestos de trabajo prohibidos a los menores.

        
				
        2.ª No podrán realizar horas extraordinarias.

        
				
        3.ª No podrán realizar más de ocho horas diarias de trabajo efectivo, incluyendo, en su caso, el tiempo dedicado a la formación y, si trabajasen para varios empleadores, las horas realizadas para cada uno de ellos.

        
				
        4.ª Siempre que la duración de la jornada diaria continuada exceda de cuatro horas y media, deberá establecerse un período de descanso durante dicha jornada no inferior a 30 minutos.

        
				
        5.ª La duración del descanso semanal será como mínimo de dos días ininterrumpidos.

        
				
        6.ª En su caso, se podrán establecer reglamentariamente otras especialidades que se consideren necesarias en relación con la normativa existente para los penados.

        
				
        5. En todo caso, el trabajo que realicen los internos tendrá como finalidad esencial su inserción laboral, así como su incorporación al mercado de trabajo. A estos efectos, la práctica laboral se complementará con cursos de formación profesional ocupacional u otros programas que mejoren su competencia y capacidad laboral y favorezcan su futura inserción laboral.

        
				
        
          Art. 54.
          
            Vigilancia y seguridad
            [29]
          
          .–1. Las funciones de vigilancia y seguridad interior de los centros corresponde a sus trabajadores, con arreglo a los cometidos propios de cada uno y a la distribución de servicios que el director del centro o la entidad pública haya acordado en su interior.
        

        
				
        2. Las actuaciones encaminadas a garantizar la seguridad interior de los centros consistirán en la observación de los menores internados. También podrán suponer, en la forma y con la periodicidad establecida en este artículo, inspecciones de locales y dependencias, así como registros de personas, ropas y enseres de los menores internados.

        
				
        3. En aquellas dependencias que a criterio del centro lo requieran, podrán utilizarse medios electrónicos para la detección de presencia de metales o para el examen del contenido de paquetes u objetos.

        
				
        4. Las inspecciones de las dependencias y locales del centro se harán con la periodicidad que la entidad pública o el director del centro establezca.

        
				
        5. El registro de la persona, ropa y enseres del menor se ajustará a las siguientes normas:

        
				
        
          a)
          Su utilización se regirá por los principios de necesidad y proporcionalidad y se llevarán siempre a cabo con el respeto debido a la dignidad y a los derechos fundamentales de la persona. Ante la opción de utilizar medios de igual eficacia, se dará preferencia a los de carácter electrónico.
        

        
				
        
          b)
          Los registros de las ropas y enseres personales del menor se practicarán, normalmente, en su presencia.
        

        
				
        
          c)
           
          El registro de la persona del menor se llevará a cabo por personal del mismo sexo, en lugar cerrado sin la presencia de otros menores y preservando, en todo lo posible, la intimidad.
        

        
				
        
          d)
          Solamente por motivos de seguridad concretos y específicos, cuando existan razones individuales y contrastadas que hagan pensar que el menor oculta en su cuerpo algún objeto peligroso o sustancia susceptible de causar daño a la salud o integridad física de las personas o de alterar la seguridad o convivencia ordenada del centro, y cuando no sea posible la utilización de medios electrónicos, se podrá realizar el registro con desnudo integral, con autorización del director del centro, previa notificación urgente al Juez de Menores de guardia y al fiscal de guardia, con explicación de las razones que aconsejan dicho cacheo. En todo caso, será de aplicación lo dispuesto en los párrafos
          a)
          y
          c)
          anteriores.
        

        
				
        Una vez efectuado en su caso el cacheo, se dará cuenta al Juez de Menores y al Ministerio Fiscal de su realización y del resultado obtenido.

        
				
        
          e)
          Si el resultado del registro con desnudo integral fuese infructuoso y persistiese la sospecha, se podrá solicitar por el director del centro a la autoridad judicial competente la autorización para la aplicación de otros medios de control adecuados.
        

        
				
        
          6. De los registros establecidos en el apartado anterior se formulará informe escrito, que deberá especificar los registros con desnudo integral efectuados y los demás extremos previstos en el párrafo
          d).
          El informe deberá estar firmado por los profesionales del centro que hayan practicado los registros y dirigirlo al director del centro y al Juez de Menores.
        

        
				
        
          7. Se intervendrán el dinero u objetos de valor no autorizados, así como los objetos no permitidos y los que se entiendan peligrosos para la seguridad o convivencia ordenada o de ilícita procedencia. Cuando se trate de dinero u objetos de valor se aplicará lo dispuesto en el artículo 30.2
          .d).
        

        
				
        8. La entidad pública podrá autorizar, en aquellos centros donde la necesidad de seguridad así lo requiera, el servicio de personal especializado, en funciones de vigilancia y de apoyo a las actuaciones de los trabajadores del centro previstas en los apartados anteriores de este artículo. Este personal dependerá funcionalmente del director del centro y no podrá portar ni utilizar dentro del centro otros medios que los contemplados en el artículo 55.2.

        
				
        9. Cuando exista riesgo inminente de graves alteraciones del orden con peligro para la vida o la integridad física de las personas o para las instalaciones, la entidad pública o el director del centro podrá solicitar la intervención de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes en cada territorio.

        
				
        
          Art. 55.
           
          
            Medios de contención
            [30].–
          
          1. Solamente podrán utilizarse los medios de contención descritos en el apartado 2 de este artículo por los motivos siguientes:
        

        
				
        
          a)
          Para evitar actos de violencia o lesiones de los menores a sí mismos o a otras personas.
        

        
				
        
          b)
          Para impedir actos de fuga.
        

        
				
        
          c)
          Para impedir daños en las instalaciones del centro.
        

        
				
        
          d)
          Ante la resistencia activa o pasiva a las instrucciones del personal del centro en el ejercicio legítimo de su cargo.
        

        
				
        2. Los medios de contención que se podrán emplear serán:

        
				
        
          a)
          La contención física personal.
        

        
				
        
          b)
          Las defensas de goma.
        

        
				
        
          c)
          La sujeción mecánica.
        

        
				
        
          d)
          Aislamiento provisional.
        

        
				
        3. El uso de los medios de contención será proporcional al fin pretendido, nunca supondrá una sanción encubierta y solo se aplicarán cuando no exista otra manera menos gravosa para conseguir la finalidad perseguida y por el tiempo estrictamente necesario.

        
				
        4. Los medios de contención no podrán aplicarse a las menores gestantes, a las menores hasta seis meses después de la terminación del embarazo, a las madres lactantes, a las que tengan hijos consigo ni a los menores enfermos convalecientes de enfermedad grave, salvo que de la actuación de aquellos pudiera derivarse un inminente peligro para su integridad o para la de otras personas.

        
				
        5. Cuando se aplique la medida de aislamiento provisional se deberá cumplir en una habitación que reúna medidas que procuren evitar que el menor atente contra su integridad física o la de los demás. El menor será visitado durante el período de aislamiento provisional por el médico o el personal especializado que precise.

        
				
        6. La utilización de los medios de contención será previamente autorizada por el director del centro o por quien la entidad pública haya establecido en su normativa, salvo que razones de urgencia no lo permitan; en tal caso, se pondrá en su conocimiento inmediatamente. Asimismo, comunicará inmediatamente al Juez de Menores la adopción y cese de tales medios de contención, con expresión detallada de los hechos que hubieren dado lugar a su utilización y de las circunstancias que pudiesen aconsejar su mantenimiento.

        
				
        7. Los medios materiales de contención serán depositados en el lugar o lugares que el director o quien la entidad pública haya establecido en su normativa considere idóneos.

        
				
        8. En los casos de graves alteraciones del orden con peligro inminente para la vida, la integridad física de las personas o para las instalaciones, la entidad pública o el director del centro podrán solicitar el auxilio de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que en cada territorio tenga atribuida la competencia, dando cuenta inmediata al juzgado de menores y al Ministerio Fiscal.

        
				
        
          Art. 56.
          Informaciones.–
          1. Todos los menores internados tienen derecho a recibir de la entidad pública, con la periodicidad adecuada y, en todo caso, siempre que lo requieran, información personal y actualizada de sus derechos y deberes, previstos en los artículos 56 y 57 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores. Dicha información será explicada de forma que se garantice su comprensión, en atención a la edad y a las circunstancias del menor.
        

        
				
        2. Los representantes legales del menor internado serán informados por la dirección del centro o por el órgano que la entidad pública haya designado sobre la situación y la evolución del menor, y sobre los derechos que como representantes legales les corresponden durante la situación de internamiento.

        
				
        Salvo prohibición judicial expresa, esta información será facilitada cuando la soliciten los representantes legales del menor o lo considere necesario la dirección del centro o el órgano que la entidad pública haya establecido en su normativa.

        
				
        3. En caso de enfermedad, accidente o cualquier otra circunstancia grave que afecte al menor, la entidad pública ha de informar inmediatamente a sus representantes legales. Dichas personas también serán informadas de los ingresos en el centro, de los traslados entre centros y de los ingresos en instituciones hospitalarias, salvo que exista una prohibición expresa del Juez de Menores competente.

        
				
        4. El menor ha de ser informado sin dilación de la defunción, accidente o enfermedad grave de un pariente cercano o de otra persona íntimamente vinculada con él, y de cualquier otra noticia importante comunicada por la familia.

        
				
        
          Art. 57.
          
            Peticiones, quejas y tramitación de recursos
            [31]
          
          .–1. Todos los menores internados y, en su caso, sus representantes legales podrán formular, verbalmente o por escrito, en sobre abierto o cerrado, peticiones y quejas a la entidad pública o al director del centro, sobre cuestiones referentes a su situación de internamiento, que serán atendidas cuando correspondan al ámbito propio de sus competencias. En caso contrario, el director del centro o la entidad pública harán llegar las presentadas, en el plazo más breve posible, a la autoridad u organismo competente.
        

        
				
        2. El menor podrá dirigir la petición o queja por escrito, en sobre abierto o cerrado, a las autoridades judiciales, al Ministerio Fiscal y al Defensor del Pueblo o institución análoga de su comunidad autónoma. Los que se entreguen directamente al director del centro o a la entidad pública se harán llegar a sus destinatarios en el plazo más breve posible.

        
				
        3. Las peticiones y quejas que presenten los menores a través del centro o la entidad pública serán registradas. La tramitación que se le haya dado y, en su caso, la resolución adoptada se comunicará al menor, con indicación de los recursos que procedan.

        
				
        4. Los recursos que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52.1 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, interponga el menor contra cualquier resolución dictada para la ejecución de las medidas, que fueran presentados por el menor o por su letrado de forma escrita al director del centro, se pondrán en conocimiento del Juez de Menores competente dentro del siguiente día hábil. Si el menor manifestara al director del centro, de forma verbal, su intención de recurrir la resolución dictada, el director dará traslado de esta manifestación al Juez de Menores, dentro del plazo indicado anteriormente, y, en su caso, dará cumplimiento a las medidas que adopte el juez para oír la alegación del menor.

        
				
        
          Art. 58.
          Inspección de centros.–
          1. Sin perjuicio de las funciones de inspección que correspondan a los jueces de menores, al Ministerio Fiscal y al Defensor del Pueblo o institución análoga de la comunidad autónoma, la entidad pública, con los medios personales y materiales y los procedimientos que articule para esta finalidad, ejercerá las funciones de inspección para garantizar que la actuación de los centros propios y colaboradores y la de sus profesionales se lleva a cabo con respeto a los derechos y garantías de los menores internados.
        

        
				
        2. Los menores podrán solicitar la comunicación con el órgano de inspección correspondiente, de conformidad con lo establecido en el artículo 41, sin perjuicio de las comunicaciones que dicho órgano realice con el menor en el ejercicio de sus funciones.

        
				
        3. Los hechos descubiertos en el ejercicio de sus funciones por el órgano de inspección, que supongan una vulneración de los derechos de los menores, se pondrán en conocimiento de la entidad pública, del Juez de Menores competente y del Ministerio Fiscal.

        
				
        
          CAPÍTULO IV
        

        
				
        
          Del régimen disciplinario de los centros
        

        
				
        
          Art. 59.
          Fundamento y ámbito de aplicación.–
          1. El régimen disciplinario de los centros tendrá como finalidad contribuir a la seguridad y convivencia ordenada en estos y estimular el sentido de la responsabilidad y la capacidad de autocontrol de los menores internados.
        

        
				
        2. El régimen disciplinario se aplicará a todos los menores que cumplan medidas de internamiento en régimen cerrado, abierto o semiabierto, y terapéuticos, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado siguiente, bien en centros propios o colaboradores, tanto dentro del centro como durante los traslados, conducciones o salidas autorizadas que aquellos realicen.

        
				
        3. El régimen disciplinario previsto en este capítulo no será aplicable a aquellos menores a los que se haya impuesto una medida de internamiento terapéutico como consecuencia de una anomalía o alteración psíquica o de una alteración en la percepción que les impida comprender la ilicitud de los hechos o actuar conforme a aquella comprensión, mientras se mantengan en tal estado.

        
				
        
          Art. 60.
          Principios de la potestad disciplinaria.–
          1. El ejercicio de la potestad disciplinaria en los centros propios y colaboradores, regulada en este reglamento, corresponderá a quien la tenga expresamente atribuida por la entidad pública. En defecto de esta atribución, el ejercicio de la potestad disciplinaria corresponderá al director del centro.
        

        
				
        2. No podrán atribuirse al mismo órgano las fases de instrucción y resolución del procedimiento.

        
				
        3. La potestad disciplinaria habrá de ejercerse siempre respetando la dignidad del menor. Ninguna sanción podrá implicar, de manera directa o indirecta, castigos corporales, ni privación de los derechos de alimentación, enseñanza obligatoria y comunicaciones y visitas previstos en la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, y en este reglamento.

        
				
        4. Las sanciones impuestas podrán ser reducidas, dejadas sin efecto en su totalidad, suspendidas o aplazadas en su ejecución, en los términos establecidos en este reglamento.

        
				
        5. La conciliación con la persona ofendida, la restitución de los bienes, la reparación de los daños y la realización de actividades en beneficio de la colectividad del centro, voluntariamente asumidos por el menor, podrán ser valoradas por el órgano competente para el sobreseimiento del procedimiento disciplinario o para dejar sin efecto las sanciones disciplinarias impuestas.

        
				
        6. Aquellos hechos que pudiesen ser constitutivos de infracción penal podrán ser también sancionados disciplinariamente cuando el fundamento de esta sanción, que ha de ser distinto del de la penal, sea la seguridad y el buen orden del centro. En estos casos, los hechos serán puestos en conocimiento del Ministerio Fiscal y de la autoridad judicial competente, sin perjuicio de que continúe la tramitación del expediente disciplinario hasta su resolución e imposición de la sanción si procediera.

        
				
        
          Art. 61.
          
            Clasificación de las faltas disciplinarias
            [32].–Las faltas disciplinarias se clasifican en muy graves, graves y leves, atendiendo a la violencia desarrollada por el sujeto, su intencionalidad, la importancia del resultado y el número de personas ofendidas.        

        
				

          Art. 62.
          
            Faltas muy graves
            [33]
          
          .–Son faltas muy graves:
        

        
				
        
          a)
          Agredir, amenazar o coaccionar de forma grave a cualquier persona dentro del centro.
        

        
				
        
          b)
          Agredir, amenazar o coaccionar de forma grave, fuera del centro, a otro menor internado o a personal del centro o autoridad o agente de la autoridad, cuando el menor hubiera salido durante el internamiento.
        

        
				
        
          c)
          Instigar o participar en motines, plantes o desórdenes colectivos.
        

        
				
        
          e)
          Intentar o consumar la evasión del interior del centro o cooperar con otros internos en su producción.
        

        
				
        
          f)
          Resistirse activa y gravemente al cumplimiento de órdenes recibidas del personal del centro en el ejercicio legítimo de sus atribuciones.
        

        
				
        
          g)
          Introducir, poseer o consumir en el centro drogas tóxicas, sustancias psicotrópicas o estupefacientes o bebidas alcohólicas.
        

        
				
        
          h)
          Introducir o poseer en el centro armas u objetos prohibidos por su peligro para las personas.
        

        
				
        
          i)
          Inutilizar deliberadamente las dependencias, materiales o efectos del centro o las pertenencias de otras personas, causando daños y perjuicios superiores a 300 euros.
        

        
				
        
          j)
          Sustraer materiales o efectos del centro o pertenencias de otras personas.
        

        
				
        
          Art. 63.
          
            Faltas graves
            [34]
          
          .–Son faltas graves:
        

        
				
        
          a)
          Agredir, amenazar o coaccionar de manera leve a cualquier persona dentro del centro.
        

        
				
        
          b)
          Agredir, amenazar o coaccionar de manera leve, fuera del centro, a otro menor internado, o a personal del centro o autoridad o agente de la autoridad, cuando el menor hubiese salido durante el internamiento.
        

        
				
        
          c)
          Insultar o faltar gravemente al respeto a cualquier persona dentro del centro.
        

        
				
        
          d)
          Insultar o faltar gravemente al respeto, fuera del centro, a otro menor internado, o a personal del centro o autoridad o agente de la autoridad, cuando el menor hubiera salido durante el internamiento.
        

        
				
        
          e)
          No retornar al centro, sin causa justificada, el día y hora establecidos, después de una salida temporal autorizada.
        

        
				
        
          f)
          Desobedecer las órdenes e instrucciones recibidas del personal del centro en el ejercicio legítimo de sus funciones, o resistirse pasivamente a cumplirlas.
        

        
				
        
          g)
          Inutilizar deliberadamente las dependencias, materiales o efectos del centro, o las pertenencias de otras personas, causando daños y perjuicios inferiores a 300 euros.
        

        
				
        
          h)
          Causar daños de cuantía elevada por negligencia grave en la utilización de las dependencias, materiales o efectos del centro, o las pertenencias de otras personas.
        

        
				
        
          i)
          Introducir o poseer en el centro objetos o sustancias que estén prohibidas por la normativa de funcionamiento interno distintas de las contempladas en los párrafos
          g)
          y
          h)
          del artículo anterior.
        

        
				
        
          j)
          Hacer salir del centro objetos cuya salida no esté autorizada.
        

        
				
        
          k)
          Consumir en el centro sustancias que estén prohibidas por las normas de funcionamiento interno, distintas de las previstas en el párrafo
          g)
          del artículo anterior.
        

        
				
        
          l)
          Autolesionarse como medida reivindicativa o simular lesiones o enfermedades para evitar la realización de actividades obligatorias.
        

        
				
        
          m)
          Incumplir las condiciones y medidas de control establecidas en las salidas autorizadas.
        

        
				
        
          Art. 64.
          
            Faltas leves
            [35]
          
          .–Son faltas leves:
        

        
				
        
          a)
          Faltar levemente al respeto a cualquier persona dentro del centro.
        

        
				
        
          b)
          Faltar levemente al respeto, fuera del centro, a otro menor internado, o a personal del centro o autoridad o agente de la autoridad, cuando el menor hubiera salido durante el internamiento.
        

        
				
        
          c)
          Hacer un uso abusivo y perjudicial en el centro de objetos y sustancias no prohibidas por las normas de funcionamiento interno.
        

        
				
        
          d)
          Causar daños y perjuicios de cuantía elevada a las dependencias materiales o efectos del centro o en las pertenencias de otras personas, por falta de cuidado o de diligencia en su utilización.
        

        
				
        
          e)
          Alterar el orden promoviendo altercados o riñas con compañeros de internamiento.
        

        
				
        
          f)
          Cualquier otra acción u omisión que implique incumplimiento de las normas de funcionamiento del centro y no tenga consideración de falta grave o muy grave.
        

        
				
        
          Art. 65.
          
            Sanciones disciplinarias
            [36].–
          
          1. Las únicas sanciones disciplinarias que se pueden imponer a los menores serán alguna de las especificadas en los apartados siguientes de este artículo.
        

        
				
        2. Por la comisión de faltas muy graves:

        
				
        
          a)
          La separación del grupo por tiempo de tres a siete días en casos de evidente agresividad, violencia y alteración grave de la convivencia.
        

        
				
        
          b)
          La separación del grupo por tiempo de tres a cinco fines de semana.
        

        
				
        
          c)
          La privación de salidas de fin de semana de 15 días a un mes.
        

        
				
        
          d)
          La privación de salidas de carácter recreativo por un tiempo de uno a dos meses.
        

        
				
        3. Por la comisión de faltas graves:

        
				
        
          a)
          La separación del grupo hasta dos días como máximo.
        

        
				
        
          b)
          La separación del grupo por un tiempo de uno a dos fines de semana.
        

        
				
        
          c)
          La privación de salidas de fin de semana de uno a 15 días.
        

        
				
        
          d)
          La privación de salidas de carácter recreativo por un tiempo máximo de un mes.
        

        
				
        
          e)
          La privación de participar en las actividades recreativas del centro por un tiempo de siete a 15 días.
        

        
				
        4. Por la comisión de faltas leves:

        
				
        
          a)
          La privación de participar en todas o en algunas de las actividades recreativas del centro por un tiempo de uno a seis días.
        

        
				
        
          b)
          La amonestación.
        

        
				
        5. A los menores que cumplan en el centro medidas de permanencia de fin de semana se les impondrán las sanciones correspondientes a la naturaleza de la infracción cometida adaptando su duración a la naturaleza y duración de la medida indicada.

        
				
        
          Art. 66.
          
            Sanción de separación
            [37]
          
          .–1. La sanción de separación por la comisión de faltas muy graves o faltas graves solamente se podrá imponer en los casos en los que se manifieste una evidente agresividad o violencia por parte del menor, o cuando éste, reiterada y gravemente, altere la normal convivencia en el centro.
        

        
				
        2. La sanción de separación se cumplirá en la propia habitación del menor o en otra de análogas características durante el horario de actividades del centro.

        
				
        3. Durante el cumplimiento de la sanción de separación, el menor dispondrá de dos horas al aire libre y deberá asistir, en su caso, a la enseñanza obligatoria y podrá recibir las visitas previstas en los artículos 40 y 41. Durante el horario general de actividades se programarán actividades individuales alternativas que podrán realizarse dentro de la habitación.

        
				
        4. Diariamente visitará al menor el médico o el psicólogo que informará al director del centro sobre el estado de salud física y mental del menor, así como sobre la conveniencia de suspender, modificar o dejar sin efecto la sanción impuesta.

        
				
        5. No obstante lo anterior, la sanción de separación de grupo no se aplicará a las menores embarazadas, a las menores hasta que hayan transcurrido seis meses desde la finalización del embarazo, a las madres lactantes y a las que tengan hijos en su compañía. Tampoco se aplicará a los menores enfermos y se dejará sin efecto en el momento en que se aprecie que esta sanción afecta a su salud física o mental.

        
				
        
          Art. 67.
          Graduación de las sanciones.–
          1. La determinación de las sanciones y su duración se llevará a efecto de acuerdo al principio de la proporcionalidad, atendiendo a las circunstancias del menor, la naturaleza de los hechos, la violencia o agresividad mostrada en la comisión de los hechos, la intencionalidad, la perturbación producida en la convivencia del centro, la gravedad de los daños y perjuicios ocasionados, el grado de ejecución y de participación y la reincidencia en otras faltas disciplinarias.
        

        
				
        2. Atendiendo a la escasa relevancia de la falta disciplinaria, a la evolución del interno en el cumplimiento de la medida, al reconocimiento por el menor de la comisión de la infracción y a la incidencia de la intervención educativa realizada para expresarle el reproche merecido por su conducta infractora, podrá imponerse al autor de una falta disciplinaria muy grave una sanción establecida para faltas disciplinarias graves y al autor de una falta disciplinaria grave una sanción prevista para las faltas disciplinarias leves.

        
				
        
          Art. 68.
          Concurso de infracciones y normas para el cumplimiento de las sanciones.–
          1. Al responsable de dos o más faltas enjuiciadas en el mismo expediente se le impondrán las sanciones correspondientes a cada una de las faltas. También se le podrá imponer una única sanción por todas las faltas cometidas, tomando como referencia la más grave de las enjuiciadas. En el caso de que se impongan varias sanciones, se cumplirán simultáneamente, si fuera posible. Si no lo fuera, se cumplirán sucesivamente por orden de gravedad y duración, sin que puedan exceder en duración del doble de tiempo por el que se imponga la más grave.
        

        
				
        2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, en ningún caso el cumplimiento sucesivo de diversas sanciones impuestas en el mismo o en diferentes procedimientos disciplinarios supondrá para el menor estar consecutivamente:

        
				
        
          a)
          Más de siete días o más de cinco fines de semana en situación de separación de grupo.
        

        
				
        
          b)
          Más de un mes privado de salidas de fin de semana.
        

        
				
        
          c)
          Más de dos meses privado de salidas programadas de carácter recreativo.
        

        
				
        
          d)
          Más de 15 días privado de todas las actividades recreativas del centro.
        

        
				
        
          Art. 69.
          Pluralidad de faltas e infracción continuada.–
          1. Cuando un mismo hecho sea constitutivo de dos o más faltas o cuando una de estas sea medio necesario para la comisión de otra, se impondrá al menor una sola sanción teniendo en cuenta la más grave de las faltas cometidas.
        

        
				
        2. Cuando se trate de una infracción continuada, se impondrá al menor una sola sanción teniendo en cuenta la más grave de las faltas cometidas.

        
				
        
          Art. 70.
          Necesidad de procedimientos sancionadores.–           Para la imposición de sanciones por faltas graves y muy graves será preceptiva la observancia del procedimiento regulado en los artículos 71 a 78, y para las sanciones impuestas por faltas leves podrá seguirse el procedimiento abreviado previsto en el artículo 79.        

        
				
  
          Art. 71.
          Procedimiento ordinario: inicio.–
          1. Cuando el órgano competente para la iniciación del procedimiento disciplinario aprecie en los menores internados indicios de conductas que pueden dar lugar a responsabilidad disciplinaria, acordará la iniciación del procedimiento de alguna de las siguientes formas:
        

        
				
        
          a)
          Por propia iniciativa.
        

        
				
        
          b)
          Como consecuencia de orden emitida por un órgano administrativo superior jerárquico.
        

        
				
        
          c)
          Por petición razonada de otro órgano administrativo que no sea superior jerárquico.
        

        
				
        
          d)
          Por denuncia de persona identificada.
        

        
				
        2. El órgano competente para la iniciación designará el instructor que considere conveniente, excluyendo a las personas que pudieran estar relacionadas con los hechos.

        
				
        3. Para el debido esclarecimiento de los hechos que pudieran ser determinantes de responsabilidad disciplinaria, el órgano competente podrá acordar la apertura de una información previa, que se practicará por el órgano administrativo o la persona que aquel determine.

        
				
        
          Art. 72.
          Instrucción y pliego de cargos.–
          1. El instructor, a la vista de los indicios de responsabilidad que existan, formulará pliego de cargos dirigido al menor, en un lenguaje claro, y en el plazo máximo de 48 horas desde su designación, el cual se incorporará, en su caso, al expediente, con el contenido siguiente:
        

        
				
        
          a)
          La identificación de la persona responsable.
        

        
				
        
          b)
          La relación detallada de los hechos imputados.
        

        
				
        
          c)
          La calificación de la falta o faltas en las que ha podido incurrir.
        

        
				
        
          d)
          Las posibles sanciones aplicables.
        

        
				
        
          e)
          El órgano competente para la resolución del expediente de acuerdo con lo previsto en la norma autonómica correspondiente o, en su caso, en la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, o en este reglamento.
        

        
				
        
          f)
          La identificación del instructor.
        

        
				
        
          g)
          Las medidas cautelares que se hayan acordado.
        

        
				
        
          h)
          Los posibles daños y perjuicios ocasionados.
        

        
				
        2. El pliego de cargos se notificará al menor infractor el mismo día de su redacción, mediante su lectura íntegra y con entrega de la correspondiente copia con indicación de:

        
				
        
          a)
          El derecho del menor a formular alegaciones y proponer las pruebas que considere oportunas en defensa de sus intereses, verbalmente ante el instructor en el mismo acto de notificación, o por escrito en el plazo máximo de 24 horas. Si formula alegaciones verbalmente, se levantará acta de estas, que deberá firmar el menor.
        

        
				
        
          b)
          La posibilidad de que un letrado le asesore en la redacción del pliego de descargos y ser asistido por personal del centro o por cualquier otra persona del propio centro.
        

        
				
        
          c)
          Al menor extranjero que desconozca el castellano o la lengua cooficial de la comunidad autónoma, la posibilidad de asistirse de una persona que hable su idioma.
        

        
				
        3. Por el instructor se admitirán verbalmente las pruebas propuestas por el menor o se rechazarán motivadamente por escrito las que fueran improcedentes, por no poder alterar la resolución final del procedimiento o por ser de imposible realización.

        
				
        
          Art. 73.
          Tramitación.–
          1. Notificado el pliego de cargos, el instructor realizará cuantas actuaciones resulten necesarias para el examen de los hechos y recabará los datos e informes que considere necesarios.
        

        
				
        2. Dentro de las 24 horas siguientes a la presentación del pliego de descargos o a la formulación verbal de alegaciones, o transcurrido este plazo si el menor no hubiera ejercitado su derecho, el menor será oído y se practicarán las pruebas propuestas y las que el instructor considere convenientes.

        
				
        3. Si el menor reconoce voluntariamente su responsabilidad, el instructor elevará el expediente al órgano competente, para que emita resolución, sin perjuicio de continuar el procedimiento si hay indicios racionales de engaño o encubrimiento de otras personas.

        
				
        4. Una vez finalizado el trámite de alegaciones y de la práctica de la prueba, el instructor, inmediatamente y en todo caso en el plazo de 24 horas, formulará la propuesta de resolución, que notificará al interno con indicación de los hechos imputados, la falta cometida y la sanción que deba imponerse, para que en el término de 24 horas pueda formular las alegaciones que considere procedentes. Una vez completado este trámite, el instructor elevará el expediente al órgano competente para que dicte la resolución correspondiente.

        
				
        
          Art. 74.
          Resolución.–
          El órgano competente, en el mismo día o como máximo en el plazo de 24 horas, habrá de resolver motivadamente sobre el sobreseimiento del expediente, la imposición de la sanción disciplinaria correspondiente o la práctica de nuevas actuaciones por parte del instructor. En este último caso, se estará a lo dispuesto en los artículos anteriores.
        

        
				
        
          Art. 75.
          Acuerdo sancionador.–
          1. El acuerdo sancionador se formulará por escrito y deberá contener las siguientes menciones:
        

        
				
        
          a)
          El lugar y la fecha del acuerdo.
        

        
				
        
          b)
          El órgano que lo adopta
        

        
				
        
          c)
          El número del expediente disciplinario y un breve resumen de los actos procedimentales básicos que lo hayan precedido. En el supuesto de haberse desestimado la práctica de alguna prueba, deberá expresarse la motivación formulada por el instructor en su momento.
        

        
				
        
          d)
          Relación circunstanciada de los hechos imputados al menor, que no podrán ser distintos de los consignados en el pliego de cargos formulado por el instructor, con independencia de que pueda variar su calificación jurídica.
        

        
				
        
          e)
          Artículo y apartado de este reglamento en el que se estima comprendida la falta cometida.
        

        
				
        
          f)
          Sanción impuesta y artículo y apartado de este reglamento que la contempla.
        

        
				
        
          g)
          Indicación del recurso que puede interponer.
        

        
				
        
          h)
          La firma del titular del órgano competente.
        

        
				
        2. La resolución será ejecutiva cuando ponga fin a la vía administrativa.

        
				
        En la resolución se adoptarán, en su caso, las disposiciones cautelares precisas para garantizar su eficacia en tanto no sea ejecutiva.

        
				
        3. La iniciación del procedimiento y las sanciones impuestas se anotarán en el expediente personal del menor sancionado. También se anotará la reducción o revocación de la sanción, así como la suspensión de su efectividad.

        
				
        
          Art. 76.
          Notificación de la resolución.–
          1. La notificación al menor del acuerdo sancionador deberá hacerse el mismo día o en el plazo máximo de 24 horas de ser adoptado, dando lectura íntegra de aquél y entregándole una copia.
        

        
				
        2. Asimismo, se notificará en igual plazo al Ministerio Fiscal y, en su caso, al letrado del menor.

        
				
        
          Art. 77.
          Caducidad.–
          Transcurrido el plazo máximo de un mes desde la iniciación del procedimiento disciplinario sin que la resolución se hubiera notificado al menor expedientado, se entenderá caducado el procedimiento disciplinario y se procederá al archivo de las actuaciones, siempre que la demora no fuera imputable al interesado.
        

        
				
        
          Art. 78.
          Recursos.–
          Las resoluciones sancionadoras podrán ser recurridas, antes del inicio del cumplimiento, ante el Juez de Menores, verbalmente en el mismo acto de la notificación o por escrito dentro del plazo de 24 horas, por el propio interesado o por su letrado, actuándose de conformidad con el artículo 60.7 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.
        

        
				
        
          Art. 79.
          Procedimiento abreviado.–
          Cuando el órgano competente para iniciar el procedimiento considere que existen elementos de juicio suficientes para calificar la infracción del menor como falta leve, se tramitará el procedimiento abreviado, con arreglo a las siguientes normas:
        

        
				
        
          a)
          El informe del personal del centro operará como pliego de cargos que se notificará, verbalmente, al presunto infractor, con indicación de la sanción que le puede corresponder.
        

        
				
        
          b)
          El menor podrá hacer las alegaciones que estime pertinentes y proponer las pruebas de que intente valerse, en el mismo acto de la notificación o por escrito 24 horas después.
        

        
				
        
          c)
          Transcurrido el plazo anterior, el órgano competente resolverá lo que proceda. Si acuerda imponer una sanción, se le notificará al menor y a su letrado por escrito.
        

        
				
        
          d)
          En todo caso, este procedimiento se documentará debidamente.
        

        
				
        
          Art. 80.
          
            Medidas cautelares durante el procedimiento
            [38]
          
          .–1. El órgano competente para iniciar el procedimiento, por sí o a propuesta del instructor del expediente disciplinario, podrá acordar en cualquier momento del procedimiento, mediante acuerdo motivado, las medidas cautelares que resulten necesarias para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer y el buen fin del procedimiento, así como para evitar la persistencia de los efectos de la infracción y asegurar la integridad del expedientado y de otros posibles afectados. Las únicas medidas cautelares que se podrán adoptar serán las previstas como sanción en el artículo 65 para la presunta falta cometida.
        

        
				
        2. Estas medidas quedarán reflejadas en el expediente del menor y deberán ajustarse a la intensidad, proporcionalidad y necesidades de los objetivos que se pretendan garantizar en cada supuesto concreto, y su adopción será notificada al menor y puesta inmediatamente en conocimiento del Juez de Menores y del Ministerio Fiscal. Si durante la tramitación del procedimiento hubiera alteración de las causas que motivaron la aplicación de estas medidas cautelares, podrán modificarse las medidas adoptadas. En el supuesto de que desaparezcan las causas que motivaron la aplicación de las medidas, se procederá a alzar la medida.

        
				
        3. Cuando la sanción que recayera, en su caso, coincida en naturaleza con la medida cautelar impuesta, esta se abonará para el cumplimiento de aquélla. Si no coincidiese, se deberá compensar en la parte que se estime razonable, siempre que sea posible.

        
				
        4. Las medidas cautelares no podrán exceder del tiempo máximo que corresponda a la sanción prevista, en función de la gravedad de la falta, en el artículo 65.

        
				
        
          Art. 81.
          Ejecución y cumplimiento de las sanciones.–          Los acuerdos sancionadores no se harán efectivos en tanto no haya sido resuelto el recurso interpuesto, o en caso de que no se haya interpuesto, hasta que haya transcurrido el plazo para su impugnación, sin perjuicio de las medidas cautelares previstas en el artículo anterior.        

        
				
      Durante la sustanciación del recurso, en el plazo de dos días, la entidad pública ejecutora de la medida podrá adoptar las decisiones precisas para restablecer el orden alterado de acuerdo con lo previsto en el artículo 60.7 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.

        
				
        
          Art. 82.
          Reducción, suspensión y anulación de sanciones.–
          1. El órgano competente podrá dejar sin efecto, reducir o suspender la ejecución de las sanciones disciplinarias en cualquier momento de su ejecución si el cumplimiento de la sanción se revela perjudicial en la evolución educativa del menor.
        

        
				
        2. Las medidas anteriores no podrán adoptarse sin autorización del Juez de Menores cuando este haya intervenido en su imposición por vía de recurso.

        
				
        
          Art. 83.
          Extinción automática de sanciones.–
          1. Cuando un menor ingrese nuevamente en un centro para la ejecución de otra medida, se extinguirán automáticamente la sanción o sanciones que hubiesen sido impuestas en un ingreso anterior y que hubiesen quedado incumplidas total o parcialmente.
        

        
				
        2. En caso de traslado de centro, el menor continuará el cumplimiento de las sanciones impuestas en el centro anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en el anterior artículo.

        
				
        
          Art. 84.
          Prescripción de faltas y sanciones.–
          1. Las faltas disciplinarias muy graves prescriben al año; las graves, a los seis meses, y las leves, a los dos meses, a contar desde la fecha de la comisión de la infracción.
        

        
				
        2. La prescripción de las faltas se interrumpe a partir del momento en que, con conocimiento del menor, se inicia el procedimiento disciplinario, volviendo a iniciarse el cómputo de la prescripción desde que se paralice el procedimiento durante un mes por causa no imputable al presunto infractor.

        
				
        3. Las sanciones impuestas por faltas muy graves, graves y leves prescriben, respectivamente, en los mismos plazos señalados en el apartado 1. El plazo de prescripción empieza a contar desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza el acuerdo sancionador o desde que se levante el aplazamiento de la ejecución o la suspensión de la efectividad, o desde que se interrumpa el cumplimiento de la sanción si este hubiese ya comenzado.

        
				
        
          Art. 85.
          Incentivos.–
          Los actos del menor que pongan de manifiesto buena conducta, espíritu de trabajo y sentido de la responsabilidad en el comportamiento personal y colectivo, así como la participación positiva en las actividades derivadas del proyecto educativo, podrán ser incentivados por la entidad pública con cualquier recompensa que no resulte incompatible con la ley y los preceptos de este reglamento.
        

        
				
        
          DISPOSICIÓN ADICIONAL
        

        
				
        
          Única.
          Actuaciones policiales de vigilancia, custodia y traslado.–
          1. Las actuaciones policiales de vigilancia, custodia y traslado de menores previstas en este reglamento serán realizadas por los cuerpos de policía autonómica o, en su caso, por las unidades adscritas del Cuerpo Nacional de Policía, en sus ámbitos territoriales de actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 45 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero.
        

        
				
        En caso de ausencia o insuficiencia de las anteriores, o cuando sean varias las comunidades autónomas afectadas, se realizarán por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.

        
				
        2. A los efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, el director del centro solicitará la intervención al órgano competente de la comunidad autónoma o, en su caso, al Delegado o al Subdelegado del Gobierno, con suficiente antelación para permitir su planificación.

        
				
        En situaciones de urgencia, cuando no sea posible actuar conforme a lo previsto en el párrafo anterior, el director del centro podrá solicitar directamente la intervención de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes, dando cuenta de ello inmediatamente a las autoridades antes mencionadas, con expresión de las causas de la urgencia.

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [1] Véase el artículo 17 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero), reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22) y 796 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [2] Véanse el artículo 7.5 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre («BOE» núm. 298 de 14 de diciembre), de Protección de Datos de Carácter Personal, y la Orden INT/1751/2002, de 20 de junio («BOE» núm. 165 de 11 de julio; corrección de errores en «BOE» núm. 184, de 2 de agosto), por la que se regulan los ficheros informáticos de la Dirección General de la Policía que contienen datos de carácter personal, adecuándolos a las previsiones establecidas en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, y demás normativa sobre la materia, completada por las Órdenes INT/2127/2007, de 28 de junio («BOE» núm. 168, de 14 de julio), e INT/803/2008, de 13 de marzo («BOE» núm. 74, de 26 de marzo).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [3] Véase el artículo 375 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [4] Véase el artículo 17.3 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [5] Véanse los artículos 22.
              f)
              y 27 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [6] Véase, en el parágrafo anterior, el artículo 56 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [7] Véase el artículo 46 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [8] Véase el artículo 47 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [9] Véase el artículo 48 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [10] Véase el artículo 49 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [11] Véase el artículo 50 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [12] Véase el artículo 51.2 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [13] Véase el artículo 7.1.
              e)
              de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [14] Artículo 7.1.
              f)
              de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [15] Artículo 7.1.
              h)
              de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [16] Artículo 7.1.
              j)
              de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [17] Artículo 7.1.
              k)
              de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [18] Artículo 7.1.
              l)
              de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [19] Artículo 7.1.
              c)
              de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [20] Artículo 7.1.
              d)
              de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [21] Artículo 7.1.
              g)
              de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [22] En relación con los Centros de Menores, véanse los artículos 54 y 55 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [23] Véase el artículo 56.2.
              e)
              de la Ley Orgánica 5/2000 (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [24] Véase el artículo 56.2.
              b)
              de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [25] Véase el artículo 56.2.
              f)
              de la Ley Orgánica 5/2000 (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [26] Véase, en el párrafo anterior, el artículo 56.2.
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              [27] Véase el artículo 56.2.
              h)
              de la Ley Orgánica 5/2000 (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [28] Téngase en cuenta, el artículo 56.2.
              i)
              de la Ley Orgánica 5/2000 (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [29] Artículo 59.1 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [30] Artículo 59.2 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [31] Artículo 60.7 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [32] Téngase en cuenta el artículo 60.2 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [33] Véase el artículo 60.3 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores
              (§ 22)
              .
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [34] Artículo 60.4 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [35] Artículo 60.5 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores
              (§ 22)
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              [36] Véase el artículo 60.1 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [37] Véase el artículo 60.6 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [38] Véanse los artículos 28 y 29 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores (§ 22).
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
			
      
			

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          COOPERACIÓN JUDICIAL
        

        
				
        
          § 24
          LEY 3/2003, DE 14 DE MARZO (JEFATURA DEL ESTADO), SOBRE LA ORDEN EUROPEA DE DETENCIÓN Y ENTREGA
        

        
				
        («BOE» núm. 65, de 17 de marzo de 2003)

        
				
        
          EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
        

        
				
        
          El día 13 de junio de 2002 se adoptó por el Consejo de Ministros de Justicia e Interior la Decisión marco relativa a la orden de detención europea y a los procedimientos de entrega entre Estados miembros
          (DOCE
          L 190/1, de 17 de julio de 2002)
          [1], primer instrumento jurídico de la Unión en el que se hace aplicación del principio de reconocimiento mutuo enunciado en las conclusiones del Consejo Europeo de Tampere
          [2].
        

        
				
        El mandato de crear un espacio de libertad, seguridad y justicia que el Tratado de Amsterdam ha encomendado a la Unión tiene por objeto asegurar que el derecho a la libre circulación de los ciudadanos pueda disfrutarse en condiciones de seguridad y justicia accesible a todos. Se trata, por tanto, de la creación de una verdadera comunidad de Derecho en la que se asegure la protección jurídica efectiva de los derechos ciudadanos y en la que la lesión de tales derechos cuente con la respuesta de un sistema judicial sin fronteras dentro de la Unión.

        
				
        En este contexto, los mecanismos tradicionales de cooperación judicial tienen que dejar paso a una nueva forma de entender las relaciones entre los sistemas jurídicos de los Estados miembros basada en la confianza. Aquí es donde se inserta el principio de reconocimiento mutuo, que permite la ejecución prácticamente automática de las resoluciones dictadas por las autoridades judiciales de los demás Estados.

        
				
        La presente ley tiene por objeto cumplir con las obligaciones que la Decisión marco establece para los Estados miembros, consistentes en la sustitución de los procedimientos extradicionales por un nuevo procedimiento de entrega de las personas sospechosas de haber cometido algún delito o que eluden la acción de la justicia después de haber sido condenadas por sentencia firme. Este procedimiento se articula en torno a un modelo de resolución judicial unificado a escala de la Unión, la orden europea de detención y entrega, que puede ser emitida por cualquier juez o tribunal español que solicite la entrega de una persona a otro Estado miembro para el seguimiento de actuaciones penales o para el cumplimiento de una condena impuesta. De la misma forma, la autoridad judicial competente en España deberá proceder a la entrega cuando sea requerida por la autoridad judicial de otro Estado miembro.

        
				
        La aplicación del principio de reconocimiento mutuo determina que, recibida la orden europea por la autoridad judicial competente para su ejecución, ésta se produzca de forma prácticamente automática, sin necesidad de que la autoridad judicial que ha de ejecutar la orden realice un nuevo examen de la solicitud para verificar la conformidad de la misma a su ordenamiento jurídico interno. De esta forma los motivos por los que la autoridad judicial puede negarse a la ejecución están tasados en el texto de la ley y su naturaleza permite una apreciación objetiva por parte de la autoridad judicial. Desaparecen, por tanto, motivos de denegación habituales en los procedimientos extradicionales, como los relativos a la no entrega de nacionales o a la consideración de los delitos como delitos políticos.

        
				
        El carácter profundamente innovador de este procedimiento se acentúa si se tiene en cuenta que el mismo se aplica en relación con una amplia lista de categorías delictuales que se establecen en la Decisión marco, y con respecto a las cuales ya no puede seguir controlándose la existencia de doble incriminación. De esta forma, recibida una orden europea por la autoridad judicial por alguno de los tipos delictivos establecidos en esta lista, y siempre que supere un determinado umbral de pena, ésta deberá proceder a la ejecución con independencia de que su ordenamiento penal recoja tal figura delictiva.

        
				
        Otra de las importantes aportaciones que se incorpora a nuestro ordenamiento con la presente ley consiste en configurar el procedimiento de detención y entrega como un procedimiento puramente judicial, sin apenas intervención del ejecutivo. Esta previsión tiene todo el sentido si se tiene en cuenta que, en el espacio en el que opera el principio de reconocimiento mutuo, que es un espacio de confianza recíproca, proceder a una verificación de la situación política del Estado emisor de la orden europea no parece tener ya mucho sentido. Puesto que desaparece del procedimiento el margen para la apreciación discrecional de la conveniencia a los intereses del Estado, la aplicación de las previsiones de la orden europea puede atribuirse como competencia judicial exclusiva.

        
				
        Ello lleva aparejada otra gran ventaja, como es la relativa a la agilidad del procedimiento. La orden europea es remitida directamente por la autoridad judicial que la emite a la autoridad que ha de proceder a su ejecución, sin necesidad de que intervenga la autoridad central. La entrega de la persona se efectúa tras haber seguido un procedimiento que la ley ha tomado especial cuidado en configurar como ágil y rápido, a fin de dar cumplimiento a los breves plazos a los que obliga la norma europea. Si hay consentimiento a la entrega, la decisión ha de adoptarse en los 10 días siguientes a la prestación del consentimiento. En caso de que la persona reclamada no consienta en la entrega, la decisión se adoptará en los 60 días siguientes a la detención. La entrega deberá producirse normalmente, en uno y otro caso, en los 10 días siguientes a la adopción de la decisión.

        
				
        Se trata, por tanto, de una ley que introduce modificaciones tan sustanciales en el clásico procedimiento de extradición que puede afirmarse sin reservas que éste ha desaparecido de las relaciones de cooperación judicial entre los Estados miembros de la Unión Europea. El procedimiento de entrega que se aplicará en su lugar permitirá a partir de ahora que esta forma de cooperación judicial directa opere de manera eficaz y rápida, entre Estados cuyos valores constitucionales se basan en el respeto de los derechos fundamentales y en los principios democráticos.

        
				
        
          CAPÍTULO PRIMERO
        

        
				
        
          Disposiciones generales
        

        
				
        
          Artículo 1.
          Definiciones.–
          1. La orden de detención europea (en adelante, la orden europea) es una resolución judicial dictada en un Estado miembro de la Unión Europea con vistas a la detención y la entrega por otro Estado miembro de una persona a la que se reclama para el ejercicio de acciones penales o para la ejecución de una pena o una medida de seguridad privativas de libertad.
        

        
				
        2. A los efectos de esta ley, se entiende por:

        
				
        «autoridad judicial de emisión»: la autoridad judicial del Estado miembro emisor que sea competente para dictar una orden europea en virtud del Derecho de ese Estado;

        
				
        «autoridad judicial de ejecución»: la autoridad judicial del Estado miembro de ejecución que sea competente para ejecutar la orden europea en virtud del derecho de ese Estado.

        
				
        
          Art. 2.
          Designación de autoridades competentes en España.–
          1. En España, son «autoridades judiciales de emisión» competentes a efectos de emitir la orden europea el juez o tribunal que conozca de la causa en la que proceda tal tipo de órdenes.
        

        
				
        
          2. En España, son «autoridades judiciales de ejecución» competentes a efectos de dar cumplimiento a la orden europea los Juzgados Centrales de Instrucción y la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional, en los casos y forma determinados por la presente ley
          [3].
        

        
				
        3. La Autoridad Central competente es el Ministerio de Justicia.

        
				
        
          Art. 3.
          Contenido de la orden de detención europea.–          La orden europea contendrá, en una de las lenguas oficiales del Estado miembro de ejecución o en cualquier otra lengua aceptada por éste, la información siguiente, establecida de conformidad con el formulario que figura en el anexo:        

        
				
  
          a)
          La identidad y nacionalidad de la persona reclamada
          [4].
        

        
				
        
          b)
          El nombre, la dirección, el número de teléfono y de fax y la dirección de correo electrónico de la autoridad judicial de emisión.
        

        
				
        
          c)
          La indicación de la existencia de una sentencia firme, de una orden de detención o de cualquier otra resolución judicial ejecutiva que tenga la misma fuerza prevista en el ámbito de aplicación de los artículos 5 y 9 de la presente ley.
        

        
				
        
          d)
          La naturaleza y tipificación legal del delito, en particular con respecto a los artículos 5 y 9 de la presente ley.
        

        
				
        
          e)
          Una descripción de las circunstancias en que se cometió el delito, incluidos el momento, el lugar y el grado de participación en el mismo de la persona reclamada.
        

        
				
        
          f)
          La pena dictada, si hay una sentencia firme, o bien, la escala de penas que establece la legislación para ese delito.
        

        
				
        
          g)
          Si es posible, otras consecuencias del delito.
        

        
				
        
          Art. 4.
          Gastos.–
          Los gastos ocasionados en territorio español por la ejecución de una orden europea de detención serán a cargo del Estado español. Los demás gastos correrán a cargo del Estado de emisión.
        

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          Emisión de una orden europea
        

        
				
        
          Art. 5.
          Objeto de la orden europea.–
          1. Las autoridades judiciales de emisión españolas podrán dictar una orden europea en los siguientes supuestos:
        

        
				
        
          a)
          Con el fin de proceder al ejercicio de acciones penales, por aquellos hechos para los que la ley penal española señale una pena o una medida de seguridad privativas de libertad cuya duración máxima sea, al menos, de 12 meses.
        

        
				
        
          b)
          Con el fin de proceder al cumplimiento de una condena a una pena o una medida de seguridad no inferior a cuatro meses de privación de libertad.
        

        
				
        2. Cuando se trate de delitos para los que se prevea una pena o medida de seguridad privativa de libertad cuya duración máxima sea de, al menos, tres años y sean susceptibles de integrarse en alguna de las categorías previstas en el artículo 9.1, la autoridad judicial de emisión deberá hacerlo constar expresamente.

        
				
        3. Asimismo, la autoridad judicial de emisión española podrá solicitar a las autoridades de ejecución que, de conformidad con su derecho interno, entreguen los objetos que constituyan medios de prueba o efectos del delito.

        
				
        4. Las autoridades judiciales de emisión españolas deducirán del período total de privación de libertad que haya de cumplirse en España como consecuencia de una condena a una pena o medida de seguridad privativas de libertad cualquier período de privación de libertad derivado de la ejecución de una orden europea.

        
				
        
          Art. 6.
          Transmisión de una orden europea–
          1. Cuando se conozca el paradero de la persona reclamada, la autoridad judicial de emisión española podrá comunicar directamente a la autoridad judicial competente de ejecución la orden europea.
        

        
				
        2. En caso de no ser conocido dicho paradero, la autoridad judicial de emisión española podrá decidir introducir una descripción de la persona reclamada en el Sistema de Información Schengen.

        
				
        3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 1 la autoridad judicial de emisión española podrá decidir, en cualquier circunstancia, introducir una descripción de la persona reclamada en el Sistema de Información Schengen.

        
				
        
          4. Las citadas descripciones se efectuarán de conformidad con lo dispuesto en el artículo 95 del Convenio de Aplicación del Acuerdo de Schengen de 14 de junio de 1985, relativo a la supresión gradual de los controles en fronteras comunes de 19 de junio de 1990
          [5]. Una descripción en el Sistema de Información Schengen, acompañada de la información que figura en el artículo 3 de la presente ley, equivaldrá a todos los efectos a una orden de detención europea.
        

        
				
        5. Si no es posible recurrir al Sistema de Información Schengen, la autoridad judicial de emisión española podrá recurrir a los servicios de Interpol para la comunicación de la orden europea.

        
				
        
          Art. 7.
          Procedimiento de transmisión.–
          La autoridad judicial española de emisión podrá transmitir la orden europea por cualesquier medio fiable que pueda dejar constancia escrita, en condiciones que permitan a la autoridad de ejecución establecer su autenticidad.
        

        
				
        Cualquier dificultad que surja en relación con la transmisión o la autenticidad de algún documento necesario para la ejecución de la orden europea se solventará mediante comunicación directa entre las autoridades judiciales implicadas.

        
				
        Con posterioridad de la transmisión de la orden europea, la autoridad judicial española de emisión podrá transmitir a la autoridad judicial de ejecución cuanta información complementaria sea de utilidad para proceder a su ejecución.

        
				
        
          Las autoridades judiciales de emisión españolas remitirán una copia de las órdenes europeas enviadas al Ministerio de Justicia
          [6].
        

        
				
        
          Art. 8.
          Entregas temporales.–
          1. Cuando se haya emitido una orden europea en el supuesto previsto en el apartado 1.
          a)
          del artículo 5, la autoridad judicial de emisión española podrá solicitar de la autoridad judicial de ejecución, antes de que ésta se haya pronunciado sobre la entrega definitiva, bien el traslado temporal a España de la persona reclamada para la práctica de diligencias penales o la celebración de la vista oral, o bien ser autorizada para trasladarse al Estado de ejecución con el fin de tomar declaración a dicha persona.
        

        
				
        2. Si la autoridad judicial de ejecución, tras haber acordado la entrega de la persona reclamada, decidiera suspender la misma hasta la celebración de juicio o hasta el cumplimiento de la pena impuesta en el Estado de ejecución, por un hecho distinto del que motivare la orden europea, la autoridad judicial de emisión española podrá solicitar el traslado temporal de dicha persona con el fin de proceder a la práctica de diligencias penales o para la celebración de la vista oral.

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          Ejecución de una orden europea
        

        
				
        
          Art. 9.
          Hechos que dan lugar a la entrega.
          –1. Cuando la orden europea hubiera sido emitida por un delito que, tal como se define en el Derecho del Estado de emisión, pertenezca a una de las categorías de delitos que a continuación se relacionan, y dicho delito estuviera castigado en el Estado de emisión con una pena o una medida de seguridad privativa de libertad cuya duración máxima sea, al menos, de tres años, se acordará la entrega de la persona reclamada sin control de la doble tipificación de los hechos:
        

        
				
        pertenencia a organización delictiva,

        
				
        terrorismo,

        
				
        trata de seres humanos,

        
				
        explotación sexual de los niños y pornografía infantil,

        
				
        tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas,

        
				
        tráfico ilícito de armas, municiones y explosivos,

        
				
        corrupción,

        
				
        
          fraude, incluido el que afecte a los intereses financieros de las Comunidades Europeas con arreglo al Convenio de 26 de julio de 1995, relativo a la protección de los intereses financieros de las Comunidades Europeas
          [7],
        

        
				
        blanqueo del producto del delito,

        
				
        falsificación de moneda, incluida la falsificación del euro,

        
				
        delitos de alta tecnología, en particular delito informático,

        
				
        delitos contra el medio ambiente, incluido el tráfico ilícito de especies animales protegidas y de especies y variedades vegetales protegidas,

        
				
        ayuda a la entrada y residencia en situación ilegal,

        
				
        homicidio voluntario, agresión con lesiones graves,

        
				
        tráfico ilícito de órganos y tejidos humanos,

        
				
        secuestro, detención ilegal y toma de rehenes,

        
				
        racismo y xenofobia,

        
				
        robos organizados o a mano armada,

        
				
        tráfico ilícito de bienes culturales, incluidas las antigüedades y las obras de arte,

        
				
        estafa,

        
				
        chantaje y extorsión de fondos,

        
				
        violación de derechos de propiedad industrial y falsificación de mercancías,

        
				
        falsificación de documentos administrativos y tráfico de documentos falsos,

        
				
        falsificación de medios de pago,

        
				
        tráfico ilícito de sustancias hormonales y otros factores de crecimiento,

        
				
        tráfico ilícito de materiales radiactivos o sustancias nucleares,

        
				
        tráfico de vehículos robados,

        
				
        violación,

        
				
        incendio voluntario,

        
				
        
          delitos incluidos en la jurisdicción de la Corte Penal Internacional
          [8],
        

        
				
        secuestro de aeronaves y buques,

        
				
        
          sabotaje
          [9].
        

        
				
        
          2. En los restantes supuestos no contemplados en el apartado anterior, siempre que estén castigados en el Estado de emisión con una pena o medida de seguridad privativa de libertad cuya duración máxima sea, al menos, de doce meses o, cuando la reclamación tuviere por objeto el cumplimiento de condena a una pena o medida de seguridad no inferior a cuatro meses de privación de libertad, la entrega podrá supeditarse al requisito de que los hechos que justifiquen la emisión de la orden europea sean constitutivos de un delito conforme a la legislación española, con independencia de los elementos constitutivos o la calificación del mismo
          [10].
        

        
				
        
          Art. 10.
          Actuaciones iniciales.–
          1. Si el órgano judicial español que recibe una orden europea no es competente para darle curso, transmitirá de oficio dicha orden a la Audiencia Nacional e informará de ello a la autoridad judicial de emisión.
        

        
				
        2. El Juzgado Central de Instrucción, como autoridad judicial de ejecución española, comprobará que la orden europea esté traducida al español.

        
				
        En el supuesto de que no se remita la orden traducida, la autoridad judicial de ejecución española lo comunicará a la autoridad judicial de emisión, al objeto de que la remita en el más breve plazo. El procedimiento se suspenderá hasta tanto no se reciba la misma.

        
				
        
          Cuando la detención de la persona reclamada sea consecuencia de la introducción de su descripción en el Sistema de Información Schengen, efectuada de conformidad con lo dispuesto en el artículo 95 del Convenio de aplicación del acuerdo de Schengen, de 14 de junio de 1985, relativo a la supresión gradual de los controles en las fronteras comunes
          [11], el Juzgado Central de Instrucción procederá, de oficio, a la traducción de la orden, sin suspender el procedimiento.
        

        
				
        3. El Juzgado Central de Instrucción comunicará al Ministerio de Justicia, a la mayor brevedad posible, la recepción de cuantas órdenes europeas le sean remitidas para su ejecución.

        
				
        
          Art. 11.
          Garantías que deberán ser solicitadas del Estado de emisión en casos particulares.
          –1. Cuando la infracción en que se basa la orden europea esté castigada con una pena o una medida de seguridad privativas de libertad a perpetuidad, la ejecución de la orden de detención europea por la autoridad judicial española estará sujeta a la condición de que el Estado miembro de emisión tenga dispuesto en su ordenamiento una revisión de la pena impuesta, o la aplicación de medidas de clemencia a las cuales la persona se acoja con arreglo al derecho o práctica del Estado de emisión, con vistas a la no ejecución de la pena o medida.
        

        
				
        2. Asimismo, cuando la persona que fuere objeto de la orden europea a efectos de entablar una acción penal fuera de nacionalidad española, su entrega se podrá supeditar, después de ser oída al respecto, a la condición de que sea devuelta a España para cumplir la pena o medida de seguridad privativas de libertad que pudiere pronunciar en su contra el Estado de emisión.

        
				
        
          Art. 12.
          Causas de denegación.
          –1. La autoridad judicial de ejecución española denegará la ejecución de la orden europea en los casos siguientes:
        

        
				
        
          a)
          Cuando de la información de que disponga la autoridad judicial de ejecución española se desprenda que la persona reclamada ha sido juzgada definitivamente por los mismos hechos por un Estado miembro distinto del Estado de emisión, siempre que, en caso de condena, la sanción haya sido ejecutada, o esté en esos momentos en curso de ejecución o ya no pueda ejecutarse en virtud del derecho del Estado miembro de condena.
        

        
				
        
          b)
          Cuando la persona que sea objeto de la orden de detención europea aún no pueda ser, por razón de su edad, considerada responsable penalmente de los hechos en que se base dicha orden, con arreglo al derecho español.
        

        
				
        
          c)
          Cuando la persona reclamada haya sido indultada en España de la pena impuesta por los mismos hechos en que se funda la orden europea y éste fuera perseguible por la jurisdicción española.
        

        
				
        2. La autoridad judicial de ejecución española podrá denegar la ejecución de la orden europea en los casos siguientes:

        
				
        
          a)
          Cuando se dé el supuesto previsto en el artículo 9.2; no obstante, en materia de tasas e impuestos, de aduana y de cambio, no podrá denegarse la ejecución de la orden europea por el motivo de que la legislación española no imponga el mismo tipo de tasas o de impuestos o no contenga el mismo tipo de reglamentación en materia de tasas e impuestos, de aduana y de cambio que la legislación del Estado miembro emisor.
        

        
				
        
          b)
          Cuando la persona que fuere objeto de la orden europea esté sometida a un procedimiento penal en España por el mismo hecho que haya motivado la orden europea.
        

        
				
        
          c)
          Cuando se haya acordado el sobreseimiento libre en España por los mismos hechos.
        

        
				
        
          d)
          Cuando sobre la persona que fuere objeto de la orden europea haya recaído en otro Estado miembro de la Unión Europea una resolución definitiva por los mismos hechos que impida definitivamente el posterior ejercicio de diligencias penales.
        

        
				
        
          e)
          Cuando la persona objeto de la orden europea haya sido juzgada definitivamente por los mismos hechos en un tercer Estado no miembro de la Unión Europea, siempre que, en caso de condena, la sanción haya sido ejecutada o esté en esos momentos en curso de ejecución o ya no pueda ejecutarse en virtud del derecho del Estado de condena.
        

        
				
        
          f)
          Cuando la orden europea se haya dictado a efectos de ejecución de una pena o medida de seguridad privativas de libertad, siendo la persona reclamada de nacionalidad española, salvo que consienta en cumplir la misma en el Estado de emisión. En otro caso, deberá cumplir la pena en España.
        

        
				
        
          g)
          Cuando la orden europea contemple delitos que el ordenamiento jurídico español considere cometidos en su totalidad o en parte en el territorio español.
        

        
				
        
          h)
          Cuando la orden europea contemple delitos que se hayan cometido fuera del territorio del Estado de emisión y el ordenamiento español no permita la persecución de esos mismos hechos cuando se hayan cometido fuera del territorio español.
        

        
				
        
          i)
          Cuando conforme a la legislación española el delito en que se funda la orden europea o la pena impuesta hubieran prescrito, si respecto de los hechos delictivos hubieran sido competentes para su persecución los tribunales españoles.
        

        
				
        
          Art. 13.
          Detención y puesta a disposición de la autoridad judicial.
          –1. La detención de una persona afectada por una orden europea de detención y entrega se practicará en la forma y con los requisitos y garantías previstos por la Ley de Enjuiciamiento Criminal
          [12].
        

        
				
        2. En el plazo máximo de 72 horas tras su detención, la persona detenida será puesta a disposición del Juez Central de Instrucción de la Audiencia Nacional.

        
				
        3. Puesta la persona detenida a disposición de la autoridad judicial, ésta le informará de la existencia de la orden europea, su contenido, la posibilidad de consentir con carácter irrevocable su entrega al Estado emisor, así como del resto de los derechos que le asisten.

        
				
        4. La detención de la persona reclamada será comunicada a la autoridad judicial de emisión por el Juzgado Central de Instrucción.

        
				
        
          Art. 14.
          Audiencia del detenido.
          –1. La audiencia de la persona detenida se celebrará ante el Juez Central de Instrucción, en el plazo máximo de 72 horas desde la puesta a disposición judicial, con asistencia del Ministerio Fiscal, del abogado de la persona detenida y, en su caso, de intérprete, debiendo realizarse conforme a lo previsto para la declaración del detenido por la Ley de Enjuiciamiento Criminal
          [13].
        

        
				
        2. En primer lugar, se oirá a la persona detenida sobre la prestación de su consentimiento irrevocable a la entrega.

        
				
        Si la persona detenida consintiera en su entrega, se extenderá acta comprensiva de este extremo, que será suscrita por la persona detenida, el secretario, el representante del Ministerio Fiscal y el juez. En la misma acta se hará constar la renuncia a acogerse al principio de especialidad, si se hubiere producido.

        
				
        En todo caso, el Juez Central de Instrucción comprobará si el consentimiento a la entrega por parte de la persona detenida ha sido prestado libremente, y con pleno conocimiento de sus consecuencias, en especial de su carácter irrevocable. De la misma forma procederá respecto de la renuncia a acogerse al principio de especialidad.

        
				
        A continuación, si no hubiere consentido, el juez oirá a las partes sobre la concurrencia de causas de denegación o condicionamiento de la entrega.

        
				
        3. En todo caso, se oirá al Ministerio Fiscal sobre la procedencia de la entrega o la imposición de condiciones a la misma.

        
				
        4. En la audiencia podrán proponerse por las partes los medios de prueba relativos a la concurrencia de causas de denegación o condicionamiento de dicha entrega.

        
				
        
          Si la prueba no pudiera practicarse en el curso de la audiencia, el juez fijará plazo para su práctica, teniendo en cuenta la necesidad de respetar los plazos máximos previstos en esta ley
          [14].
        

        
				
        
          Art. 15.
          Información adicional.
          –1. Cuando la orden europea transmitida no contenga la información preceptiva referida en el artículo 3, el Juez Central de Instrucción solicitará a la autoridad judicial de emisión la información omitida. Igualmente, podrá solicitar de la autoridad judicial de emisión información complementaria sobre los posibles motivos de denegación o condicionamiento de la ejecución.
        

        
				
        2. El Juez Central de Instrucción podrá fijar un plazo para que se le envíe dicha información, teniendo en cuenta la necesidad de respetar los plazos máximos previstos por el artículo 19.

        
				
        
          Art. 16.
          Traslado temporal o toma de declaración de la persona reclamada.
          –1. En los supuestos previstos en el apartado 1.
          a)
          del artículo 5, si la autoridad judicial de emisión lo solicitare, el Juzgado Central de Instrucción podrá acordar, bien que se tome declaración a la persona reclamada conforme lo dispuesto en el apartado segundo, o bien el traslado temporal de dicha persona al Estado de emisión.
        

        
				
        2. La toma de declaración de la persona reclamada se llevará a cabo por la autoridad judicial de emisión que se trasladará a España y, en su caso, con la asistencia de la persona designada de conformidad con el Derecho del Estado de emisión. Dicha declaración se practicará según lo previsto por la ley española y en las condiciones pactadas entre las autoridades judiciales concernidas. En todo caso, se respetará el derecho a la asistencia letrada del detenido, su derecho a no declarar contra sí mismo y a no confesarse culpable, así como a ser asistido de un intérprete.

        
				
        El Juzgado Central de Instrucción podrá establecer que dicha diligencia se practique en su presencia o con la de un secretario judicial que deje constancia del cumplimiento de las condiciones previstas en este artículo y las pactadas entre las autoridades judiciales que conocen del procedimiento.

        
				
        3. En caso de haberse acordado el traslado temporal de la persona detenida, se llevará a cabo dicho traslado en las condiciones y con la duración que se acuerde con la autoridad judicial de emisión. En todo caso, la persona reclamada deberá volver a España para asistir a las vistas orales que le conciernan en el marco del procedimiento de entrega.

        
				
        
          Art. 17.
          Situación personal de la persona reclamada.–          1. En el curso de la audiencia a que se refiere el artículo 14, el Juez Central de Instrucción, oído el Ministerio Fiscal, decretará la prisión provisional o la libertad provisional, adoptando cuantas medidas cautelares considere necesarias para asegurar la plena disponibilidad de los afectados, y de modo especial las previstas a tal efecto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal.        

        
				
      2. El juez resolverá atendiendo a las circunstancias del caso y la finalidad de asegurar la ejecución de la orden europea.

        
				
        3. En cualquier momento del procedimiento y en atención a las circunstancias del caso, el juez, oído el Ministerio Fiscal, podrá acordar que cese la situación de prisión provisional, pero en tal caso deberá adoptar alguna o algunas de las medidas cautelares referidas en el apartado 1 anterior.

        
				
        4. Contra las resoluciones judiciales a que se refiere este artículo cabrá recurso de apelación ante la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional.

        
				
        
          Art. 18.
          Decisión sobre la entrega de la persona reclamada.–
          1. Si la persona afectada hubiera consentido en ser entregada al Estado de emisión y el Ministerio Fiscal no advirtiera causas de denegación o condicionamiento de la entrega, el Juez Central de Instrucción podrá acordar mediante auto su entrega al Estado de emisión. Este auto se dictará en el plazo máximo de 10 días a partir de la celebración de la audiencia y contra él no cabrá recurso alguno.
        

        
				
        2. En los demás supuestos, el Juez Central de Instrucción elevará sus actuaciones a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional. La Sala resolverá mediante auto, con observancia del plazo máximo fijado por el artículo siguiente. Contra este auto no cabrá recurso alguno.

        
				
        
          Art. 19.
          
            Plazos
            [15]
          
          .–1. La orden europea de detención se tramitará y ejecutará con carácter de urgencia.
        

        
				
        2. Si la persona reclamada consiente la entrega, la decisión judicial deberá adoptarse en los 10 días siguientes.

        
				
        3. Si no media consentimiento, se adoptará la decisión en plazo de 60 días tras su detención.

        
				
        4. Cuando por razones justificadas no se pueda adoptar la decisión en los plazos señalados, éstos podrán prorrogarse por otros 30 días, comunicando a la autoridad judicial de emisión tal circunstancia y sus motivos, manteniendo entretanto las condiciones necesarias para la entrega.

        
				
        
          5. Cuando, excepcionalmente, no se puedan cumplir los plazos previstos en el presente artículo, la autoridad judicial de ejecución española informará a Eurojust precisando los motivos de la demora
          [16].
        

        
				
        
          Art. 20.
          Entrega de la persona reclamada.
          –1. La entrega de la persona reclamada se hará efectiva por agente de la autoridad española, previa notificación a la autoridad designada al efecto por la autoridad judicial de emisión del lugar y fechas fijados, siempre dentro de los 10 días siguientes a la decisión judicial de entrega.
        

        
				
        2. Si por causas ajenas al control de alguno de los Estados de emisión o de ejecución no pudiera verificarse en este plazo, las autoridades judiciales implicadas se pondrán en contacto inmediatamente para fijar una nueva fecha, dentro de un nuevo plazo de 10 días desde la fecha inicialmente fijada.

        
				
        3. Excepcionalmente, la autoridad judicial podrá suspender provisionalmente la entrega por motivos humanitarios graves, pero ésta deberá realizarse en cuanto dichos motivos dejen de existir. La entrega se verificará en los 10 días siguientes a la nueva fecha que se acuerde cuando dichos motivos dejen de existir.

        
				
        4. Transcurridos los plazos máximos para la entrega sin que la persona reclamada haya sido recibida por el Estado de emisión, se procederá a la puesta en libertad de la persona reclamada, sin que ello sea fundamento para la denegación de la ejecución de una posterior orden europea basada en los mismos hechos.

        
				
        5. En todo caso, en el momento de la entrega la autoridad judicial de ejecución española pondrá en conocimiento de la autoridad judicial de emisión el período de privación de libertad que haya sufrido la persona a que se refiera la orden europea, a fin de que sea deducido de la pena o medida de seguridad que se imponga.

        
				
        
          Art. 21.
          Entrega suspendida o condicional.
          –1. Cuando la persona reclamada tenga proceso penal pendiente ante la jurisdicción española por un hecho distinto del que motive la orden europea, la autoridad judicial de ejecución española, aunque haya resuelto dar cumplimiento a la orden, podrá suspender la entrega hasta la celebración de juicio o hasta el cumplimiento de la pena impuesta.
        

        
				
        2. En el supuesto del apartado anterior, la autoridad judicial de ejecución española acordará, si así lo solicitara la autoridad judicial de emisión, la entrega temporal de la persona reclamada en las condiciones que formalice por escrito con dicha autoridad judicial y que tendrán carácter vinculante para todas las autoridades del Estado miembro emisor.

        
				
        
          Art. 22.
          Entrega de objetos.
          –1. A petición de la autoridad judicial emisora o por propia iniciativa, la autoridad judicial de ejecución española intervendrá y entregará, de conformidad con el derecho interno, los objetos que constituyan medio de prueba o efectos del delito, sin perjuicio de los derechos que el Estado español o terceros puedan haber adquirido sobre los mismos. En este caso, una vez concluido el juicio, se procederá a su restitución.
        

        
				
        2. Los objetos mencionados en el apartado anterior deberán entregarse aun cuando la orden de detención europea no pueda ejecutarse debido al fallecimiento o la evasión de la persona reclamada.

        
				
        3. En el caso de que los bienes estén sujetos a embargo o comiso en España, la autoridad judicial de ejecución española podrá denegar la entrega o efectuarla con carácter meramente temporal, si ello es preciso para el proceso penal pendiente.

        
				
        
          Art. 23.
          Decisión en caso de concurrencia de solicitudes.–
          1. En el caso de que dos o más Estados miembros hubieran emitido una orden europea en relación con la misma persona, la decisión sobre la prioridad de ejecución será adoptada por la autoridad judicial de ejecución española, teniendo en cuenta todas las circunstancias y, en particular, el lugar y la gravedad relativa de los delitos, las respectivas fechas de las órdenes, así como el hecho de que la orden se haya dictado a efectos de la persecución penal o a efectos de ejecución de una pena o una medida de seguridad privativas de libertad.
        

        
				
        La autoridad judicial de ejecución española podrá solicitar, en su caso, el dictamen de Eurojust con vistas a la elección mencionada.

        
				
        
          2. En caso de concurrencia entre una orden europea y una solicitud de extradición presentada por un tercer Estado, la autoridad judicial de ejecución española suspenderá el procedimiento y remitirá toda la documentación a la Autoridad Central. La propuesta de decisión sobre si debe darse preferencia a la orden europea o a la solicitud de extradición se elevará por el Ministro de Justicia al Consejo de Ministros, una vez consideradas todas las circunstancias y, en particular, las contempladas en el apartado 1 y las mencionadas en el convenio o acuerdo aplicable. Este trámite se regirá por lo dispuesto en la Ley de Extradición Pasiva
          [17].
        

        
				
        3. En caso de que se decida otorgar preferencia a la solicitud de extradición, se notificará a la autoridad judicial de ejecución española, que lo pondrá en conocimiento de la autoridad judicial de emisión.

        
				
        En caso de que se decida otorgar preferencia a la orden europea, se notificará a la autoridad judicial de ejecución española al objeto de que se continúe con el procedimiento en el trámite en el que se suspendió.

        
				
        4. Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjuicio de las obligaciones derivadas del Estatuto de la Corte Penal Internacional.

        
				
        
          CAPÍTULO IV
        

        
				
        
          Otras disposiciones
        

        
				
        
          Art. 24.
          Principio de especialidad
          .–1. El consentimiento o autorización para el enjuiciamiento, condena o detención con vistas a la ejecución de una pena o de una medida de seguridad privativas de libertad, por toda infracción cometida antes de la entrega de una persona y que sea distinta de la que motivó dicha entrega al Estado español, se presumirá que existe siempre que el Estado de la autoridad judicial de ejecución haya notificado a la Secretaría General del Consejo de la Unión Europea su disposición favorable al respecto, salvo que en un caso particular la autoridad judicial de ejecución declare lo contrario en su resolución de entrega.
        

        
				
        
          2.
          Si se hubiese formulado la declaración, la persona entregada a España no podrá ser procesada, condenada o privada de libertad por una infracción cometida antes de su entrega distinta de la que hubiere motivado ésta, salvo que el Estado de ejecución lo autorizase. A tal efecto, la autoridad judicial de emisión española presentará a la autoridad judicial de ejecución una solicitud de autorización, acompañada de la información mencionada en el apartado 1 del artículo 3
          [18].
        

        
				
        3. En el supuesto de que España sea el Estado de ejecución, en tanto no se practique la notificación a la Secretaría General del Consejo a que se refiere el apartado 1, para el enjuiciamiento, condena o detención con vistas a la ejecución de una condena o medida de seguridad privativa de libertad por toda infracción cometida antes de la entrega de una persona y que sea distinta de la que motivó dicha entrega, el Estado de emisión deberá solicitar la autorización a la que se refiere el apartado anterior, que deberá adoptarse por la autoridad judicial de ejecución española en el plazo máximo de 30 días, si la infracción que motiva la solicitud fuese motivo de entrega de conformidad con lo dispuesto en la presente ley, y sin perjuicio de las garantías a que se refiere el artículo 11 de esta Ley.

        
				
        4. Los apartados anteriores no serán de aplicación cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

        
				
        
          a)
          Cuando la persona hubiere renunciado expresamente ante la autoridad judicial de ejecución al principio de especialidad antes de la entrega.
        

        
				
        
          b)
          Cuando la persona hubiere renunciado expresamente, después de la entrega, a acogerse al principio de especialidad en relación con determinadas infracciones anteriores a su entrega. La renuncia se efectuará ante la autoridad judicial competente del Estado miembro emisor, y se levantará acta de la misma con arreglo al derecho interno de éste. La renuncia se efectuará en condiciones que pongan de manifiesto que la persona lo ha hecho voluntariamente y con plena conciencia de las consecuencias que ello acarrea. Con este fin, la persona tendrá derecho a la asistencia de un abogado.
        

        
				
        
          c)
          Cuando, habiendo tenido la oportunidad de salir del territorio del Estado miembro al que haya sido entregada, la persona no lo haya hecho en un plazo de 45 días desde su puesta en libertad definitiva, o haya vuelto a dicho territorio después de haber salido del mismo.
        

        
				
        
          d)
          Cuando la infracción no sea sancionable con una pena o medida de seguridad privativas de libertad.
        

        
				
        
          e)
          Cuando el proceso penal no concluye con la aplicación de una medida restrictiva de la libertad individual de la persona.
        

        
				
        
          f)
          Cuando la persona esté sujeta a una pena o medida no privativas de libertad, incluidas las sanciones pecuniarias, o a una medida equivalente, aun cuando dicha pena o medida pudieren restringir su libertad individual.
        

        
				
        
          Art. 25.
          Tránsito.
          –1. El tránsito de una persona para la ejecución de una orden europea por territorio español requerirá únicamente la aportación por el Estado de emisión de los siguientes datos:
        

        
				
        
          a)
          La identidad y nacionalidad de la persona que es objeto de la orden europea.
        

        
				
        
          b)
          La existencia de una orden europea.
        

        
				
        
          c)
          La calificación jurídica del delito.
        

        
				
        
          d)
          La descripción de las circunstancias del delito, incluidos la fecha y el lugar.
        

        
				
        2. Se exceptúa el tránsito aéreo sin escalas, salvo si se produjera un aterrizaje forzoso.

        
				
        3. En España, la competencia para recibir la información sobre el tránsito corresponde a la Autoridad Central.

        
				
        
          Art. 26.
          Entrega ulterior.
          –1. El consentimiento para la entrega por el Estado español de una persona a otro Estado miembro, en virtud de una orden europea dictada para una infracción cometida antes de su entrega, se presumirá que ha sido dado respecto de todos aquellos Estados de ejecución que hayan notificado a la Secretaría General del Consejo su disposición favorable al respecto, a menos que en un caso particular la autoridad judicial de ejecución declare lo contrario en su resolución de entrega.
        

        
				
        2. El Estado español tampoco necesitará el consentimiento de la autoridad judicial de ejecución, para entregar a una persona que le haya sido entregada en ejecución de una orden europea por una infracción cometida antes de su entrega, en los siguientes casos:

        
				
        
          a)
          Si la persona reclamada, habiendo tenido ocasión de abandonar el territorio del Estado al que hubiere sido entregada, no lo hiciere en el plazo de 45 días desde su puesta en libertad definitiva, o hubiere regresado a dicho territorio después de abandonarlo.
        

        
				
        
          b)
          Si la persona reclamada hubiere consentido en ser entregada a otro Estado miembro distinto del Estado miembro de ejecución en virtud de una orden de detención europea. El consentimiento se prestará ante la autoridad judicial competente del Estado miembro emisor, y se levantará acta del mismo con arreglo al derecho interno de éste. El consentimiento se prestará en condiciones que pongan de manifiesto que la persona lo ha hecho libremente y con pleno conocimiento de sus consecuencias. Con este fin, la persona reclamada tendrá derecho a la asistencia de un abogado.
        

        
				
        
          c)
          Si la persona reclamada no se acoge al principio de la especialidad, de conformidad con lo dispuesto en los párrafos
          a), b)
          y
          c)
          del apartado 4 y en el apartado 2 del artículo 24.
        

        
				
        3. En los supuestos no contemplados en el apartado anterior, el Estado español necesitará la autorización de la autoridad judicial de ejecución, que se solicitará de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6 adjuntando a la solicitud la información mencionada en el apartado 1 del artículo 3 y una traducción.

        
				
        4. El consentimiento del Estado español para la entrega por el Estado de emisión a un tercer Estado, en virtud de una orden europea dictada para una infracción cometida antes de su entrega, en tanto no se realice por España la declaración a la que se refiere el apartado 1 de este artículo, exigirá la solicitud de autorización por el Estado de que se trate que deberá adoptarse por la autoridad judicial de ejecución española en el plazo máximo de 30 días, si la infracción que motiva la solicitud fuese motivo de entrega de conformidad con lo dispuesto en la presente Ley, y sin perjuicio de las garantías a que se refiere el artículo 11 de esta Ley.

        
				
        
          Art. 27.
          Entrega ulterior a una extradición.
          –1. En caso de que la persona reclamada haya sido extraditada a España desde un tercer Estado, y de que la misma estuviere protegida por disposiciones del acuerdo en virtud del cual hubiere sido extraditada relativas al principio de especialidad, la autoridad judicial española de ejecución solicitará la autorización del Estado que la haya extraditado para que pueda ser entregada al Estado de emisión. Los plazos contemplados en el artículo 19 empezarán a contar en la fecha en que dichas reglas relativas al principio de especialidad dejen de aplicarse.
        

        
				
        2. En tanto se tramita la autorización, la autoridad judicial española de ejecución garantizará que siguen dándose las condiciones materiales necesarias para una entrega efectiva.

        
				
        
          Art. 28.
          Extradición ulterior.
          –1. Cuando una persona haya sido entregada a España en virtud de una orden europea, si es solicitada posteriormente su extradición por un Estado que no sea miembro de la Unión Europea, no podrá otorgarse dicha extradición sin el consentimiento de la autoridad judicial de ejecución que acordó la entrega, a cuyo efecto el Juzgado Central de Instrucción cursará la pertinente solicitud.
        

        
				
        2. Si las autoridades judiciales españolas hubieran acordado la entrega de una persona a otro Estado miembro de la Unión Europea, en virtud de una orden europea, y les fuera solicitado su consentimiento por las autoridades judiciales de emisión con el fin de proceder a su extradición a un tercer Estado no miembro de la Unión Europea, dicho consentimiento se prestará de conformidad con los convenios bilaterales o multilaterales en los que España sea parte, teniendo la petición de autorización la consideración de demanda de extradición a estos efectos.

        
				
        
          Art. 29.
          Inmunidades y privilegios.
          –1. Cuando la persona a que se refiere la orden europea goce de inmunidad en España, la autoridad judicial de ejecución solicitará sin demora a la autoridad competente el levantamiento de dicho privilegio. Si compete a otro Estado o a una organización internacional, corresponderá hacer la solicitud a la autoridad judicial que haya emitido la orden europea, a cuyo efecto la autoridad judicial de ejecución comunicará a la de emisión dicha circunstancia.
        

        
				
        2. En tanto se resuelve sobre la solicitud de retirada de la inmunidad a la que se refiere el apartado anterior, la autoridad judicial de ejecución deberá adoptar las medidas cautelares que considere necesarias para garantizar una entrega efectiva cuando la persona haya dejado de disfrutar de un privilegio o inmunidad de este tipo.

        
				
        3. Una vez haya sido informada la autoridad judicial de ejecución de la retirada de la inmunidad o privilegio antes referidos, comenzarán a computarse los plazos previstos en esta Ley.

        
				
        4. Cuando la persona a que se refiere la orden europea haya llegado a España como consecuencia de una extradición de un tercer Estado no perteneciente a la Unión Europea, y la entrega esté limitada al delito para el que se concedió, los plazos de resolución citados en el apartado anterior comenzarán a correr desde que las autoridades del Estado que extraditó a la persona reclamada muestren su conformidad para que quede sin efecto el principio de especialidad y pueda entregarse el individuo al Estado emisor de la orden europea. Mientras se notifica la decisión, el juez o tribunal mantendrá las condiciones precisas para hacer la entrega, en su caso.

        
				
        
          DISPOSICIONES ADICIONALES
        

        
				
        
          Primera.
          Relación con otros instrumentos jurídicos.– Las condiciones, requisitos y procedimiento para emitir y dar cumplimiento a la orden de detención europea se regirán por lo establecido en la presente Ley, salvo lo previsto en los convenios bilaterales o multilaterales suscritos por España en los que se simplifique o facilite el procedimiento de entrega, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado segundo del artículo 31 de la Decisión marco.        

        
				
  
          Segunda.
          Transmisión de la orden europea a través de la Red Judicial Europea.
          –La transmisión de la orden europea a que se refiere el artículo 7, primer párrafo, de esta Ley, podrá efectuarse, en el momento en que sea operativo, a través del sistema de telecomunicaciones protegido de la Red Judicial Europea, regulada en la Decisión 2002/187/JAI, de 28 de febrero de 2002
          [19].
        

        
				
        
          Tercera.
          Remisión y ejecución de órdenes europeas provenientes o dirigidas a Gibraltar.
          –La aplicación de las disposiciones en lo que respecta a órdenes europeas provenientes o dirigidas a la colonia británica de Gibraltar se regirán por lo dispuesto en el «Régimen acordado sobre autoridades de Gibraltar en el contexto de los instrumentos de la Unión Europea y de la Comunidad Europea y Tratados Conexos», contenido en el documento del Consejo 7998/00 JAI 45 MI 73, de 19 de abril de 2000.
        

        
				
        
          DISPOSICIONES TRANSITORIAS
        

        
				
        
          Primera.
          Equivalencia de la descripción del Sistema de Información Schengen.–
          Con carácter provisional, hasta el momento en que el Sistema de Información Schengen tenga capacidad para transmitir toda la información que figura en el artículo 3, la descripción equivaldrá a una orden europea hasta que la autoridad judicial de ejecución reciba el original en buena y debida forma.
        

        
				
        
          Segunda.
          Régimen transitorio.
          –1. La presente Ley será aplicable a las órdenes europeas de detención y entrega que se emitan con posterioridad a su entrada en vigor, aun cuando se refieren a hechos anteriores a la misma.
        

        
				
        2. Los procedimientos de extradición que se encuentren en curso en el momento de la entrada en vigor de la presente ley seguirán tramitándose como tales hasta su conclusión.

        
				
        3. Las disposiciones de la presente Ley sólo serán aplicables respecto de los Estados miembros que hayan notificado a la Secretaría General del Consejo y a la Comisión de la Unión Europea el texto y la entrada en vigor de las disposiciones de adaptación de sus legislaciones nacionales, en virtud de las obligaciones derivadas de la Decisión Marco del Consejo de la Unión Europea 2002/584/JAI, de 13 de junio de 2002, relativa a la orden de detención europea y a los procedimientos de entrega entre Estados miembros. Entretanto, y respecto de los demás Estados miembros, se continuarán aplicando las disposiciones vigentes en materia de extradición hasta la fecha en que en dichos Estados miembros se apliquen aquellas disposiciones.

        
				
        
          DISPOSICIÓN FINAL
        

        
				
        
          Única.
          Entrada en vigor.
          –La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
        

        
				
        
          ANEXO
        

        
				
        
          
            Orden de detención europea
            [20]
          
        

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [1] Debe querer decir 18 de julio de 2002.
            

            
						
            De acuerdo con el artículo 31 de dicha Decisión marco, las disposiciones contenidas en la misma, sustituyeron, a partir del 1 de enero de 2004, a los siguientes Convenios, sin perjuicio de su aplicación en las relaciones con terceros Estados:

            
						
            
              a)
              El Convenio europeo de extradición, de 13 de diciembre de 1957, su protocolo adicional, de 15 de octubre de 1975, su segundo protocolo adicional, de 17 de marzo de 1978, y el Convenio europeo para la represión del terrorismo, de 27 de enero de 1977, en lo que se refiere a la extradición;
            

            
						
            
              b)
              El Acuerdo entre los doce Estados miembros de las Comunidades Europeas relativo a la simplificación y a la modernización de las formas de transmisión de las solicitudes de extradición, de 26 de mayo de 1989;
            

            
						
            
              c)
              El Convenio relativo al procedimiento simplificado de extradición entre los Estados miembros de la Unión Europea, de 10 de marzo de 1995;
            

            
						
            
              d)
              El Convenio relativo a la extradición entre los Estados miembros de la Unión Europea, de 27 de septiembre de 1996;
            

            
						
            
              e)
              El capítulo IV del título III del Convenio de aplicación del Acuerdo de Schengen, de 14 de junio de 1985, relativo a la supresión gradual de los controles en las fronteras comunes, de 19 de junio de 1990.
            

            
						
            Véase la nota al artículo 1 de la Ley 4/1985 (§ 9).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [2] En aplicación del mismo principio, deben tenerse en cuenta, la Ley 11/2003, de 21 de mayo, reguladora de los equipos conjuntos de investigación penal en el ámbito de la Unión Europea, y la Ley Orgánica 3/2003, de 21 de mayo, complementaria de la anterior, por la que se establece el régimen de responsabilidad penal de los miembros destinados en dichos equipos cuando actúen en España, ambas publicadas en el «BOE» núm. 122, de 22 de mayo.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [3] Véanse los artículos 193 y 194 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y 65.4 y 88 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [4] Artículo 6.3 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [5] España se adhiere al mismo, mediante Instrumento de 23 de julio de 1993 («BOE» num. 81, de 5 de abril de 1994).
            

            
						
            El mencionado precepto del Convenio de Aplicación establece lo siguiente:

            
						
            «1. Los datos relativos a las personas buscadas para su detención a efectos de extradición se introducirán a instancias de la autoridad judicial de la Parte contratante requirente.

            
						
            2. Con carácter previo a la descripción, la Parte contratante informadora comprobará si la detención está autorizada en virtud del Derecho nacional de las Partes contratantes requeridas. Si la Parte contratante informadora albergase dudas, deberá consultar a las demás Partes contratantes interesadas.

            
						
            La Parte contratante informadora enviará a las Partes contratantes requeridas, al mismo tiempo que la descripción por la vía más rápida, la siguiente información esencial relativa al asunto:

            
						
            
              a)
              La autoridad que pide la detención.
            

            
						
            
              b)
              La existencia de una orden de detención o de un documento que tenga la misma fuerza, o de una sentencia ejecutoria.
            

            
						
            
              c)
              El carácter y la calificación legal de la infracción.
            

            
						
            
              d)
              La descripción de las circunstancias en que se cometió la infracción, incluidos el momento, el lugar y el grado de participación de la persona mencionada.
            

            
						
            
              e)
              En la medida de lo posible, las consecuencias de la infracción.
            

            
						
            3. Una Parte contratante requerida podrá hacer que la descripción vaya acompañada en el fichero de la parte nacional del Sistema de Información de Schengen de una indicación destinada a prohibir, hasta que se suprima dicha indicación, la detención motivada por la descripción. La indicación deberá suprimirse a más tardar veinticuatro horas después de haberse introducido la descripción, a menos que dicha Parte contratante deniegue la detención solicitada por razones jurídicas o por razones especiales de oportunidad. En la medida en que, en casos particularmente excepcionales, la complejidad de los hechos que hayan motivado la descripción lo justifique, el plazo anteriormente citado podrá ampliarse hasta una semana. Sin perjuicio de una indicación o de una resolución denegatoria, las demás Partes contratantes podrán ejecutar la detención solicitada mediante la descripción.

            
						
            4. Si, por motivos particularmente urgentes, una Parte contratante solicitara una búsqueda inmediata, la Parte requerida examinará si puede renunciar a la indicación. La Parte contratante requerida adoptará las medidas necesarias para que la actuación pertinente pueda ejecutarse sin demora en caso de ratificarse la descripción.

            
						
            5. Si no fuera posible proceder a la detención por no haber concluido aún el examen o por una decisión denegatoria de una Parte contratante requerida, esta última deberá tratar la descripción como una indicación con vistas a la comunicación del lugar de estancia.

            
						
            6. Las Partes contratantes requeridas ejecutarán la actuación pertinente solicitada por la descripción de conformidad con los convenios de extradición vigentes y con el Derecho nacional. Cuando se trate de uno de sus nacionales, no estarán obligadas a ejecutar la actuación solicitada, sin perjuicio de la posibilidad de proceder a la detención con arreglo al Derecho nacional.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [6] Véase el artículo 10.
              c)
              del Real Decreto 95/2009, de 6 de febrero (§ 7).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [7] Publicado en «DOCE» serie C, núm. 316, de 27 de noviembre de 1995.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [8] El Estatuto de la Corte Penal Internacional, hecho en Roma el 17 de julio de 1998 y ratificado por España mediante Instrumento de Ratificación de 19 de octubre de 2000 (BOE núm. 126, de 27 de mayo de 2002) dispone en su artículo 5:
            

            
						
            «1. La competencia de la Corte se limitará a los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto. La Corte tendrá competencia, de conformidad con el presente Estatuto, respecto de los siguientes crímenes:

            
						
            
              a)
              El crimen de genocidio;
            

            
						
            
              b)
              Los crímenes de lesa humanidad;
            

            
						
            
              c)
              Los crímenes de guerra;
            

            
						
            
              d)
              El crimen de agresión.
            

            
						
            2. La Corte ejercerá competencia respecto del crimen de agresión una vez que se apruebe una disposición de conformidad con los artículos 121 y 123 en que se defina el crimen y se enuncien las condiciones en las cuales lo hará. Esa disposición será compatible con las disposiciones pertinentes de la Carta de las Naciones Unidas.»



          
					
          
            
						
            
              [9] Véanse los artículos 3.
              c), d)
              y 5 de esta ley. Téngase en cuenta que estos delitos son los que enumera la Decisión Marco en su artículo 2.2.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [10] El artículo 2.4 de la Decisión Marco del Consejo de 13 de junio de 2002, relativa a la orden de detención europea y a los procedimientos de entrega entre los estados miembros («DOCE», serie L, núm. 390 de 18 de julio de 2002), establece lo siguiente:
            

            
						
            «4. Para los delitos distintos de los mencionados en el apartado 2, la entrega podrá supeditarse al requisito de que los hechos que justifiquen la emisión de la orden de detención europea sean constitutivos de un delito respecto del Derecho del Estado miembro de ejecución, con independencia de los elementos constitutivos o la calificación del mismo.»

            
						
            
              Véase el artículo 12.2
              a)
              de esta Ley.            



          
					
          
            
						
            
              [11] Véase nota al artículo 6 de esta ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [12] Artículos 489 y siguientes del citado cuerpo legal.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [13] Artículos 520 y siguientes de la citada Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [14] Véase el artículo 19 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [15] Véanse los artículos 15.2 y 27 de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [16] Eurojust ha sido creado por Decisión del Consejo de la Unión Europea de fecha 28 de febrero de 2002, para reforzar la lucha contra las formas graves de delincuencia. («DOCE» núm. 63, de 6 de marzo de 2002). Véase la Ley 16/2006, de 26 de mayo, por la que se regula el Estatuto del Miembro Nacional de Eurojust y las relaciones con este órgano de la Unión Europea (§ 26).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [17] Figura como parágrafo 9.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [18] Véase el artículo 26.2.
              c)
              de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [19] Véase el artículo 26.2.
              c)
              de esta Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [20] Dadas las características de esta obra, se omite la publicación de este anexo.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          § 25
          LEY ORGÁNICA 18/2003, DE 10 DE DICIEMBRE (JEFATURA DEL ESTADO), DE COOPERACIÓN CON LA CORTE PENAL INTERNACIONAL
        

        
				
        («BOE» núm. 296, de 11 de diciembre)

        
				
        
          EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
        

        
				
        En virtud de la autorización concedida por la Ley Orgánica 6/2000, de 4 de octubre, España ratificó, por instrumento de 19 de octubre de 2000 (depositado el 25 de octubre), el Estatuto de la Corte Penal Internacional adoptado en Roma el 17 de julio de 1998. Dicho Estatuto entró en vigor, conforme a lo dispuesto en su artículo 126, el 1 de julio de 2002.

        
				
        La estructura de esta ley, comparable a la que se siguió en la Ley Orgánica 15/1994, de 1 de junio, para la cooperación con el Tribunal Internacional para el enjuiciamiento de los presuntos responsables de violaciones graves del Derecho internacional humanitario cometidas en el territorio de la ex-Yugoslavia, y en la Ley Orgánica 4/1998, de 1 de julio, para la cooperación con el Tribunal Internacional para Ruanda, parte del presupuesto del carácter autoejecutivo de numerosos preceptos del Estatuto de Roma, en condiciones de positividad que permiten su aplicación directa por los tribunales, en aquellos sistemas como el español, en los que los tratados pueden ser aplicados directamente cuando el contenido material de la norma internacional así lo permita.

        
				
        En lógico desarrollo de ese planteamiento, la ley sólo regula aquellos aspectos orgánicos, procesales y procedimentales que permitan la aplicación concreta del Estatuto, evitando reproducir preceptos de éste que serían redundantes.

        
				
        En el ámbito de las fuentes, se contemplan lógicamente, además del propio Estatuto y de esta ley, las demás leyes españolas aplicables, en lo que no esté regulado expresamente por ella. Además, habrán de tenerse en cuenta los acuerdos que puedan celebrarse entre España y la Corte, así como, en aquello que sea pertinente, las reglas de procedimiento y prueba de la Corte, que habrán de ser objeto de publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

        
				
        La ley regula con particular cuidado el llamado «mecanismo de activación», a través de la denuncia por España de una situación que podría ser de la competencia de la Corte, configurándose como una competencia exclusiva del Gobierno en razón a las diversas variables de política exterior que deben ser ponderadas por el órgano constitucionalmente responsable de la política exterior.

        
				
        La ley pone particular cuidado en la regulación de eventuales conflictos competenciales entre la Corte y los tribunales españoles, estableciéndose el deber del Ejecutivo de sostener la competencia española cuando ésta ha sido ejercida o se está ejerciendo, pero se establece un matiz o gradación en los deberes del Ejecutivo, inspirado en reciente doctrina tanto de la Sala Segunda como de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, en orden al deber de recurrir o la facultad de hacerlo ante órganos judiciales externos. Cuando la causa se halla en un estadio inicial, en el momento procesal en que el Fiscal de la Corte reclama la competencia, el Gobierno tiene el deber de recurrir ante la Sala de Cuestiones Preliminares, pero cuando ésta ya se ha pronunciado sosteniendo la competencia de la Corte, el Gobierno tiene la facultad de apreciar soberanamente si se aquieta a esta decisión o interpone recurso ante la Sala de Apelaciones.

        
				
        Un elemento significativo de esta ley es la entrega a la Corte de una persona reclamada por la misma, que resulta imprescindible, pues el Estatuto no permite dictar sentencias en rebeldía. Los preceptos del Estatuto y de las reglas de procedimiento y prueba son muy minuciosos y concordantes con el derecho interno español, por lo que esta ley sólo introduce los adecuados complementos. El aspecto más significativo se refiere al principio general que establece el Estatuto acerca de la obligatoriedad de decretar la prisión provisional, siendo excepción la libertad provisional, aunque no se establece un automatismo riguroso eliminando por completo la facultad de apreciación por el juez interno, sino solamente que examine y valore las recomendaciones de la Corte, tal y como establece el artículo 59.4 del Estatuto. En orden a la entrega a la Corte, la característica principal es la limitación de los motivos de denegación de la solicitud, apartándose de los modelos clásicos en materia de extradición, ya que ni siquiera la existencia de cosa juzgada puede impedir la entrega, sin perjuicio de la valoración que, en su caso, pueda efectuar la Corte.

        
				
        Junto al núcleo básico de la cooperación, constituido por la entrega a la Corte, la ley regula también diversos aspectos del auxilio judicial internacional, aunque teniendo en cuenta la precisión del Estatuto en la regulación de una variada tipología de comisiones rogatorias y otras formas de cooperación, ha parecido suficiente prever en la norma interna española mínimos complementos procesales.

        
				
        La ejecución de las sentencias de la Corte, tanto en cuanto a las penas principales como en cuanto a las consecuencias accesorias y la reparación a las víctimas, es también objeto de regulación y, siguiendo la misma técnica legislativa, se introducen desarrollos normativos mínimos, siendo aplicables las normas generales y eventuales acuerdos con la Corte. En lo que concierne a las penas privativas de libertad, España ha formulado al ratificar el Estatuto una declaración expresando la disposición a recibir en España personas condenadas por la Corte, para cumplimiento de la condena, bajo determinados límites temporales, de acuerdo con la habilitación concedida por la disposición adicional única de la Ley Orgánica 6/2000, de 4 de octubre.

        
				
        En el plano orgánico, se mantiene la competencia de la Audiencia Nacional para la cooperación pasiva concerniente a la entrega a la Corte, siendo competentes los restantes órganos judiciales, sea para la cooperación activa, sea para ciertos aspectos de la pasiva, como son las comisiones rogatorias, actos de notificación y otras formas de cooperación. En el orden político y administrativo, el Ministerio de Justicia es el órgano de relación con la Corte, sin perjuicio de tener que contar con el criterio del Ministerio de Asuntos Exteriores en los asuntos de su competencia.

        
				
        La competencia para la entrega se residencia en el Juez Central de Instrucción de la Audiencia Nacional, con un recurso de apelación ante la Sala de lo Penal, con motivos tasados, tal y como está previsto en el artículo 790 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en el procedimiento abreviado. A diferencia del modelo que inspira la Ley de Extradición Pasiva de 1985, la intervención del Poder Ejecutivo es reducida, judicializándose todo el sistema y eliminándose las llamadas fases gubernativas, y dentro de esta fase judicial ahora única, se reducen los motivos de oposición a la solicitud de entrega.

        
				
        
          Artículo 1.
          Objeto y fuentes jurídicas.
          –El objeto de esta ley orgánica es regular las relaciones de cooperación entre el Estado español y la Corte Penal Internacional en el ejercicio de la jurisdicción y funciones encomendadas a esta institución por el Estatuto de Roma de 17 de julio de 1998 –en lo sucesivo, el Estatuto– y su normativa complementaria, mediante la atribución de competencias a los órganos estatales y el establecimiento de procedimientos internos adecuados, aplicables en lo no previsto en el Estatuto y sus normas complementarias en la medida en que éstas resulten pertinentes, en particular las reglas de procedimiento y prueba, así como en los acuerdos específicos de cooperación que España pueda celebrar con la Corte.
        

        
				
        Con carácter supletorio a esta ley se aplicarán las normas orgánicas y procesales de aplicación general.

        
				
        
          Art. 2.
          De la cooperación pasiva.
          –España prestará plena cooperación a la Corte Penal Internacional –en lo sucesivo, la Corte– de conformidad con lo prevenido en el Estatuto y en especial en su artículo 86.
        

        
				
        
          Art. 3.
          De la cooperación activa.
          –Los órganos judiciales y el Ministerio Fiscal podrán dirigir, por conducto del Ministerio de Justicia, solicitudes de cooperación a la Corte que se consideren necesarias en el marco de un proceso que se siguiere en España y en los casos y condiciones que establece el artículo 93.10 del Estatuto
          [1].
        

        
				
        
          Art. 4.
          De las autoridades competentes.
          –Son autoridades competentes para la aplicación de esta ley:
        

        
				
        
          a)
          El Gobierno.
        

        
				
        
          b)
          El Ministerio de Justicia.
        

        
				
        
          c)
          El Ministerio de Asuntos Exteriores
          [2], en los casos previstos en esta ley, y, en todo caso, cuando intervinieran factores de política exterior.
        

        
				
        
          d)
          El Ministerio de Defensa y el Ministerio del Interior, cuando el acto de cooperación afecte a sus competencias.
        

        
				
        
          e)
          Los órganos judiciales de la jurisdicción ordinaria y, en particular, la Audiencia Nacional.
        

        
				
        
          f)
          Los órganos judiciales militares y, en particular, el Tribunal Militar Central.
        

        
				
        
          g)
          El Ministerio Fiscal.
        

        
				
        
          Art. 5.
          De la representación y defensa procesal.
          –1. La representación y defensa en juicio de España ante los órganos de la Corte corresponderá a los Abogados del Estado integrados en la Abogacía General del Estado y de acuerdo con las instrucciones impartidas conjuntamente, en cada caso, por el Ministerio de Justicia y el Ministerio de Asuntos Exteriores. En los supuestos en que el procedimiento afecte a materias propias de algún departamento ministerial, se oirá a éste antes de impartir las citadas instrucciones.
        

        
				
        2. El Gobierno, por motivos excepcionales y oído el Abogado General del Estado, podrá acordar que una persona, especialmente designada al efecto, actúe como agente de España en un determinado procedimiento ante los órganos de la Corte. La persona designada por el Gobierno asumirá en el desempeño de sus servicios las funciones de Abogado del Estado y se ajustará a las disposiciones que regulan el ejercicio de dichas funciones.

        
				
        
          Art. 6.
          De los órganos de relación y consulta con la Corte.–
          1. El Ministerio de Justicia es el único órgano de relación entre la Corte, por un lado, y los órganos judiciales y Ministerio Fiscal, por otro, sin perjuicio de las competencias del Ministerio de Asuntos Exteriores.
        

        
				
        2. El Ministerio de Justicia es también el órgano de consulta con la Corte en los casos previstos en el Estatuto, debiendo informar previamente de cada consulta al Ministerio de Asuntos Exteriores. En el supuesto de que la consulta afecte a materias propias del ámbito competencial de los Ministerios del Interior o Defensa, recabará el informe de estos departamentos.

        
				
        Cuando la consulta incluya, a juicio del Ministerio de Asuntos Exteriores, aspectos de política exterior, será éste el competente, en coordinación con el Ministerio de Justicia y, en su caso, con otros ministerios concernidos.

        
				
        
          Art. 7.
          De la solicitud para iniciar una investigación por el Fiscal de la Corte.
          –1. Corresponde exclusivamente al Gobierno, mediante Acuerdo del Consejo de Ministros, a propuesta conjunta del Ministro de Asuntos Exteriores y del Ministro de Justicia, decidir la presentación de la denuncia de una situación ante el Fiscal de la Corte, de conformidad con lo prevenido en los artículos 13, párrafo
          a),
          y 14 del Estatuto, y en su caso, para instar de la Sala de Cuestiones Preliminares que el Fiscal reconsidere su decisión de no iniciar actuaciones, conforme al artículo 53.3.
          a)
          del Estatuto.
        

        
				
        2. Cuando se presentare una denuncia o querella ante un órgano judicial o del Ministerio Fiscal o una solicitud en un departamento ministerial, en relación con hechos sucedidos en otros Estados, cuyos presuntos autores no sean nacionales españoles y para cuyo enjuiciamiento pudiera ser competente la Corte, dichos órganos se abstendrán de todo procedimiento, limitándose a informar al denunciante, querellante o solicitante de la posibilidad de acudir directamente al Fiscal de la Corte, que podrá, en su caso, iniciar una investigación, sin perjuicio de adoptar, si fuera necesario, las primeras diligencias urgentes para las que pudieran tener competencia. En iguales circunstancias, los órganos judiciales y el Ministerio Fiscal se abstendrán de proceder de oficio.

        
				
        3. No obstante, si el Fiscal de la Corte no acordara la apertura de la investigación o la Corte acordara la inadmisibilidad del asunto, la denuncia, querella o solicitud podrá ser presentada nuevamente ante los órganos correspondientes.

        
				
        
          Art. 8.
          Del requerimiento de inhibición al Fiscal de la Corte.
          –1. Recibida en el Ministerio de Justicia notificación del Fiscal de la Corte de inicio de una investigación conforme al artículo 18.1 del Estatuto, de tratarse de hechos cuyo conocimiento podría corresponder a la jurisdicción española por haber acaecido en territorio español u ostentar sus presuntos responsables la nacionalidad española, dicho departamento ministerial solicitará del Fiscal General del Estado información urgente sobre la existencia de actuaciones penales que se sigan o se hayan seguido en relación con los hechos objeto de la investigación, así como sobre si tienen competencia los tribunales españoles.
        

        
				
        2. Cuando de la información suministrada por el Fiscal General del Estado apareciera que se ha ejercido jurisdicción en España, se está ejerciendo o, como consecuencia de la notificación recibida, se ha iniciado una investigación por las autoridades españolas, los Ministros de Justicia y de Asuntos Exteriores, en plazo que no podrá rebasar los veinte días desde la recepción de la notificación del Fiscal de la Corte, elevarán propuesta conjunta al Consejo de Ministros para que resuelva sobre sostener la competencia de las autoridades españolas y, en su caso, pedir la inhibición al Fiscal de la Corte conforme al artículo 18.2 del Estatuto.

        
				
        3. Una vez aprobado el Acuerdo del Consejo de Ministros del apartado anterior, corresponderá al Ministerio de Justicia formular la petición de inhibición y realizar las restantes actuaciones previstas en el Estatuto para dar cumplimiento a dicho Acuerdo.

        
				
        4. El Ministerio de Justicia responderá con carácter urgente a cualquier petición de información del Fiscal de la Corte referida al estado de los procedimientos penales que se siguieren en España y que hubieren sido objeto de petición de inhibición, recabando dicha información del Fiscal General del Estado o directamente del órgano judicial que estuviere conociendo del asunto. La información se transmitirá con los límites de utilización que estableciere el órgano judicial que autorizare la información.

        
				
        5. Cuando de la información suministrada por el Fiscal General del Estado de conformidad con el apartado 1 resulte que no se ha ejercido jurisdicción, ni se está ejerciendo, ni se ha iniciado investigación en España, el Ministerio de Justicia lo comunicará urgentemente al Fiscal de la Corte.

        
				
        
          Art. 9.
          De la impugnación de la competencia de la Corte o de la admisibilidad de la causa.
          –1. Corresponde exclusivamente al Gobierno, mediante Acuerdo del Consejo de Ministros, a propuesta conjunta del Ministro de Justicia y del Ministro de Asuntos Exteriores, acordar la impugnación de la competencia de la Corte o de la admisibilidad de la causa, de conformidad con lo previsto en los artículos 17 y 19 del Estatuto, cuando los tribunales españoles hayan conocido del asunto y haya recaído sentencia, o se haya decretado el sobreseimiento libre de la causa o estén conociendo del asunto. Dicho acuerdo habilitará, en su caso, al Ministerio de Justicia para llevar a cabo la impugnación.
        

        
				
        2. Tal impugnación se formalizará a la mayor brevedad posible, antes del inicio del juicio en la Corte y, excepcionalmente, en el momento de su iniciación o en un momento posterior, fundándose en este último caso en el solo motivo de haberse producido ya cosa juzgada en España.

        
				
        
          Art. 10.
          De la inhibición de la jurisdicción española a favor de la Corte.
          –Si, a pesar de la solicitud de inhibición al Fiscal de la Corte prevista en el artículo 8 de esta ley o de la impugnación de la competencia o la admisibilidad de la causa contemplada en el artículo 9, la Sala competente de la Corte autoriza al Fiscal a proceder a la investigación o mantiene su competencia, el órgano jurisdiccional español se inhibirá a favor de la Corte y a su solicitud le remitirá lo actuado.
        

        
				
        
          Art. 11.
          De la detención.
          –1. Cuando fuere detenida una persona, en cumplimiento de una orden de la Corte de detención provisional o de detención y entrega, la autoridad que practicare la detención lo comunicará inmediatamente al Ministerio de Justicia y al Juez Central de Instrucción de la Audiencia Nacional, debiendo ser puesta dicha persona a disposición del Juez Central de Instrucción sin demora y, en todo caso, dentro del plazo de setenta y dos horas siguientes a la detención.
        

        
				
        2. El Juez Central de Instrucción oirá a la persona reclamada, asistida de letrado y, en su caso, de intérprete y al Ministerio Fiscal, dentro de las setenta y dos horas siguientes a su puesta a disposición judicial. Después de verificar la identidad del detenido, el contenido de la orden de detención y las circunstancias previstas en el artículo 59.2 del Estatuto informará al detenido del contenido de la orden de detención y de su derecho a solicitar la libertad provisional.

        
				
        3. Cuando la orden de detención de la Corte se refiera a una persona que se encuentra cumpliendo condena impuesta por los tribunales españoles o por los de un tercer Estado desde el cual hubiere sido trasladada a España para su cumplimiento, la autoridad penitenciaria competente informará con antelación suficiente sobre la fecha de excarcelación al Juez Central de Instrucción y al Ministerio de Justicia, que informará a la Corte sobre la fecha prevista de excarcelación.

        
				
        
          Art. 12.
          De la libertad provisional.
          –1. Si el detenido solicitara, en la comparecencia prevista en el artículo anterior, su libertad provisional, el Juez Central de Instrucción acordará remitir dicha solicitud a la Corte, a través del Ministerio de Justicia, con indicación del plazo para recibir sus recomendaciones, que no será inferior a veinte días. En la misma resolución el Juez Central de Instrucción acordará la prisión provisional del detenido por el tiempo estrictamente necesario para recibir las recomendaciones de la Corte sobre dicha solicitud y hasta que se resuelva sobre ésta.
        

        
				
        2. Una vez recibida, a través del Ministerio de Justicia, la comunicación de la Corte con las recomendaciones que ésta formule sobre la solicitud de libertad, o concluido el plazo señalado para su formulación, el Juez Central de Instrucción, previa valoración de dichas recomendaciones, podrá acordar la libertad provisional del detenido cuando existan circunstancias urgentes y excepcionales que lo justifiquen y adoptará las salvaguardias necesarias para cumplir la obligación de entregar la persona a la Corte y, en especial, las medidas recomendadas al efecto por ésta.

        
				
        3. Si en el plazo establecido en las reglas de procedimiento y prueba la Corte no hubiera remitido la documentación para la entrega prevista en el artículo 91.2 y 3 del Estatuto, el Juez Central de Instrucción podrá acordar la libertad provisional y las medidas cautelares adecuadas, que se mantendrán por un tiempo máximo de ciento ochenta días, sin perjuicio de volver a decretar la prisión una vez recibida la documentación de la Corte.

        
				
        4. Cuando se acordare la libertad provisional, se informará a la Sala de Cuestiones Preliminares y, posteriormente, cuantas veces ésta lo solicite.

        
				
        
          Art. 13.
          De la entrega simplificada.
          –1. En la comparecencia regulada en el artículo 11 de esta ley se interrogará a la persona reclamada acerca de si consiente en su entrega y, si diere el consentimiento, el Juez Central de Instrucción dictará auto acordando la entrega a la Corte sin más trámites y sin que sea necesario que la Corte remita la documentación prevista en el artículo 91 del Estatuto.
        

        
				
        Se procederá de la misma manera si también consiente en la entrega respecto a otros hechos no comprendidos en la solicitud de la Corte y que pudieren aparecer en el curso del proceso ante ésta, y, si no accediere, la entrega se efectuará sólo por los hechos contenidos en la solicitud, sin perjuicio de lo que proceda, después de la entrega, en aplicación del apartado 2 del artículo 101 del Estatuto. Fuera de este caso, no se admitirá un consentimiento parcial.

        
				
        2. El Juez Central de Instrucción remitirá urgentemente copia del auto al Ministerio de Justicia, que informará de inmediato a la Corte y solicitará indicaciones de ésta, en orden a la realización del traslado. Una vez recibidas dichas instrucciones, las transmitirá al Juzgado Central de Instrucción y al Ministerio del Interior a los fines de la entrega.

        
				
        3. La persona reclamada, aunque se hubiere opuesto a la entrega en la citada comparecencia, podrá dar su consentimiento dentro de los quince días siguientes, procediéndose en tal caso conforme a lo prevenido en los apartados precedentes.

        
				
        4. En la misma comparecencia se informará al detenido de que el consentimiento, una vez dado, es irrevocable.

        
				
        
          Art. 14.
          De la orden de comparecencia de un imputado ante la Corte.
          –Cuando, en lugar de una solicitud de detención, la Corte hubiere dictado una orden de comparecencia, el Ministerio de Justicia remitirá la solicitud de la Corte al juez de instrucción del domicilio o residencia de la persona buscada, el cual citará a ésta personalmente, informándole de la fecha y demás circunstancias relativas a dicha comparecencia, y adoptará las medidas de aseguramiento de la comparecencia previstas en la legislación procesal española que considere más adecuadas, con exclusión de las privativas de libertad, remitiendo las diligencias practicadas al Ministerio de Justicia, que las transmitirá a la Corte.
        

        
				
        
          Art. 15.
          De la entrega a la Corte.
          –1. No habiéndose accedido a la entrega simplificada, cuando hubiera sido detenida una persona en cumplimiento de una orden de la Corte de detención y entrega o una vez recibida en el Juzgado Central de Instrucción la documentación prevista en el artículo 91.2 o 3 del Estatuto, según los casos, se pondrá ésta de manifiesto en Secretaría y se convocará a una audiencia que tendrá lugar en el plazo máximo de diez días, con citación de la persona reclamada y su defensor y, en su caso, de un intérprete, así como del Ministerio Fiscal. A dicha audiencia podrá asistir e intervenir un delegado del Fiscal de la Corte.
        

        
				
        No se admitirán otras alegaciones o pruebas que las relativas a la concurrencia o no de los requisitos establecidos en los apartados 2 ó 3 del artículo 91 del Estatuto, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado siguiente.

        
				
        2. Cuando se alegare la excepción de cosa juzgada, el Juzgado Central de Instrucción lo comunicará al Ministerio de Justicia, aplazando la resolución sobre la entrega, mientras el Ministerio de Justicia efectúa las consultas con la Corte previstas en el artículo 89.2 del Estatuto. Si de tales consultas resultare que la causa ha sido declarada admisible por la Corte, el Juzgado Central de Instrucción alzará la suspensión. Dicho Juzgado podrá también acordar la suspensión de la vista cuando hubiere de practicar alguna información complementaria.

        
				
        3. Concluida la vista, el Juzgado Central de Instrucción resolverá sobre la petición de entrega, por medio de auto, en el plazo de tres días.

        
				
        4. Si en el citado auto se denegare la entrega, podrá mantenerse la situación de prisión provisional hasta la firmeza de dicha resolución.

        
				
        5. Si la resolución fuere estimatoria, una vez firme, se notificará de inmediato al Ministerio de Justicia y por éste se dará traslado seguidamente a la Corte, solicitando indicaciones para la realización del traslado, que una vez recibidas se comunicarán al Juzgado Central de Instrucción y al Ministerio del Interior.

        
				
        6. Si la resolución fuere denegatoria de la entrega, una vez firme, se pondrá urgentemente en libertad a la persona detenida y se comunicará al Ministerio de Justicia, que a su vez lo hará a la Corte.

        
				
        
          Art. 16.
          De las solicitudes concurrentes.
          –1. Cuando concurriere con la solicitud de entrega de la Corte una solicitud de extradición de un Estado, sea o no parte en el Estatuto, o una orden europea de detención y entrega, se notificará este hecho a la Corte y al Estado requirente y se tramitarán conjuntamente ambos procedimientos en el Juzgado Central de Instrucción que estuviere conociendo de la solicitud de entrega.
        

        
				
        2. El Juez Central de Instrucción se abstendrá de decidir sobre la entrega, elevando ambos procesos a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional, que resolverá de acuerdo con el Estatuto y, en su caso, de acuerdo con el tratado que existiere con el Estado requirente. Cuando no existiere tratado, se dará preferencia a la solicitud de la Corte.

        
				
        3. El Ministerio de Justicia informará a la Corte cuando, habiendo sido declarada inadmisible la causa por ésta, asimismo se hubiere denegado la extradición al Estado requirente.

        
				
        
          Art. 17.
          De los recursos.
          –1. Contra las resoluciones del Juez Central de Instrucción relativas a la situación personal del reclamado cabe recurso de apelación ante la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional, que se sustanciará conforme a lo previsto en el artículo 766 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y se resolverá por auto en el plazo de cinco días.
        

        
				
        2. Contra el auto del Juez Central de Instrucción en el que se resuelve sobre la entrega cabe recurso de apelación ante la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional, que se sustanciará conforme a lo prevenido en el artículo 790 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, si bien en el escrito de formalización del recurso no se podrán formular otras alegaciones que las relativas a quebrantamiento de las normas y garantías procesales en el expediente y las relativas a la concurrencia de los requisitos establecidos en los artículos 89.2 y 91.2 o 3, según los casos, del Estatuto.

        
				
        3. Los autos de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional resolviendo los recursos de los apartados anteriores no serán susceptibles de recurso alguno.

        
				
        
          Art. 18.
          De la entrega temporal a la Corte.
          –1. Cuando se hubiere acordado la entrega a la Corte y la persona que deba ser entregada estuviere cumpliendo condena en España o sujeta a proceso por hechos distintos de los que han servido de base para la entrega, el Ministerio de Justicia, si no se opusiere el Tribunal sentenciador o el instructor, celebrará consultas con la Corte, a efectos de decidir sobre la entrega temporal a la Corte mediante resolución motivada, con las modalidades de la restitución a España que se determinen y computándose en todo caso el período pasado a disposición de la Corte.
        

        
				
        2. Por el Ministerio de Justicia se transmitirán las informaciones precisas a los órganos judiciales competentes, según los casos, y al Ministerio del Interior, para efectuar el desplazamiento y en su momento el retorno.

        
				
        
          Art. 19.
          De las actuaciones posteriores a la entrega.–          1. Si, después de la entrega, la Corte pidiere autorización a España para proceder por una conducta anterior a la entrega, se trasladará la petición al Juzgado Central de Instrucción, o a la Sala de lo Penal en el caso previsto en el artículo 16 de esta ley, que resolverán de acuerdo con el criterio establecido en el apartado 2 del artículo 101 del Estatuto. Si a la solicitud de la Corte no se acompañare un acta en la que se contengan las observaciones de la persona entregada, el Ministerio de Justicia pedirá a la Corte que le sea transmitida y una vez recibida se remitirá al órgano judicial competente.        

        
				
  
          2. Cuando la persona entregada fuere puesta en libertad por la Corte por razones distintas del cumplimiento de la sentencia y la Corte se propusiera trasladarla a otro Estado, se remitirá esta información al Juzgado Central de Instrucción de la Audiencia Nacional y, en su caso, por el Ministerio de Justicia se dará el consentimiento de España para tal traslado o se solicitará su devolución a España si la razón de la puesta en libertad se debiere a que la causa fue declarada inadmisible por la Corte por el motivo previsto en el artículo 17.1.
          a)
          del Estatuto.
        

        
				
        
          Art. 20.
          De otras formas de cooperación con la Corte.–          1. Los órganos judiciales y las restantes autoridades intervinientes darán cumplimiento a las solicitudes de cooperación formuladas por la Corte previstas en el artículo 93 del Estatuto que no estuvieran prohibidas en la legislación española y cuyo fin fuera también facilitar el proceso ante la Corte
          [3].        

        
				
      El Ministerio de Justicia acusará recibo e informará a la Corte acerca del órgano interno al que se haya transmitido la solicitud.

        
				
        2. Cuando la solicitud de la Corte pudiera afectar a la defensa o a la seguridad nacionales o tenga por objeto documentos o informaciones que hubieren sido transmitidos a España con carácter confidencial por un Estado, una organización internacional o una organización intergubernamental, el Ministerio de Asuntos Exteriores, en coordinación con los Ministerios de Justicia, del Interior y de Defensa u otros Ministerios competentes, efectuará consultas con el Estado u organización de que proceda la información o documentación, informándose a la Corte del resultado de tales consultas.

        
				
        3. Cualquier otra dificultad en el cumplimiento de la solicitud será objeto de consultas por el Ministerio de Justicia con la Corte.

        
				
        4. El objeto de las consultas será exponer a la Corte la razón fundada por la que no puede prestarse la asistencia solicitada, considerar la posibilidad de atenderla de otra manera o con arreglo a otras condiciones, estudiar su modificación o retirada, así como asegurar la protección de informaciones de carácter confidencial o restringido.

        
				
        
          5. En el caso de concurrencia de solicitudes de asistencia de la Corte y de un Estado, si aparecieren dificultades para atender a ambas, el Ministerio de Justicia celebrará consultas con la Corte y dicho Estado, con el fin de postergar o condicionar una de ellas, informando en su caso a la Corte, conforme al artículo 93.9.
          b)
          del Estatuto, de que las informaciones, bienes o personas objeto de la solicitud están bajo el control de un tercer Estado u organización internacional.
        

        
				
        
          Art. 21.
          De las personas sujetas a la jurisdicción de la Corte.–
          1. Las personas citadas como peritos o testigos para comparecer ante los tribunales españoles en cumplimiento de una comisión rogatoria expedida por la Corte tendrán las mismas obligaciones y responsabilidades que si hubieren sido citadas en una causa que se siguiere en España.
        

        
				
        Si la comparecencia fuere en la sede de la Corte, tendrá carácter voluntario, solicitándose de ésta por el Ministerio de Justicia información acerca de las inmunidades y plazo de vigencia para la persona citada, que será transmitida a dicha persona, anticipándose los gastos por el Ministerio de Justicia. Si la Corte hubiere remitido alguna instrucción sobre la regla relativa a la autoinculpación, se entregará dicho documento al testigo y el órgano judicial se cerciorará de que ha sido debidamente entendido.

        
				
        No será necesario el consentimiento cuando se tratare de un condenado por la Corte que se encontrare cumpliendo condena en España, en cuyo caso se efectuará el traslado temporal, en las condiciones que se acuerden con la Corte.

        
				
        2. Cuando la solicitud de comparecencia en la sede de la Corte se refiriese a una persona detenida en España, el Ministerio de Justicia se dirigirá al órgano judicial que estuviere conociendo del asunto para que interrogue a dicha persona acerca de si consiente el traslado, y si lo consintiere y la autoridad judicial española no se opusiere, el Ministerio de Justicia autorizará el traslado, comunicándolo al citado órgano judicial y al Ministerio del Interior, en coordinación con la Corte.

        
				
        3. Las personas en tránsito en España para comparecer ante la Corte gozarán de inmunidad.

        
				
        4. Cuando hubieren de comparecer ante la Corte agentes o funcionarios españoles en calidad de perito o testigo, el Ministerio de Justicia, en coordinación, en su caso, con otros Ministerios o Administraciones de que dependan, solicitará de la Corte su protección.

        
				
        5. El Ministerio de Justicia, en coordinación con el Ministerio del Interior y, en su caso, con otras Administraciones competentes, podrá convenir con el Secretario de la Corte la acogida temporal de víctimas traumatizadas o de testigos que pudieran correr peligro por su testimonio.

        
				
        
          Art. 22.
          De la ejecución de las penas en España.
          –1. De conformidad con el acuerdo que eventualmente se celebre entre España y la Corte y con la disposición adicional única de la Ley Orgánica 6/2000, de 4 de octubre, por la que se autoriza la ratificación por España del Estatuto de la Corte Penal Internacional, el Ministerio de Justicia, previas las consultas oportunas, comunicará a la Corte las condiciones en las que España estuviese dispuesta a aceptar el traslado de un condenado a pena privativa de libertad o las razones que impidiesen la aceptación de dicho traslado.
        

        
				
        Por el Ministerio de Justicia se transmitirán las oportunas informaciones al Ministerio del Interior para la realización del traslado, debiendo comunicarse por las autoridades penitenciarias al juez de vigilancia penitenciaria competente la llegada del recluso, en un plazo de veinticuatro horas.

        
				
        2. En el caso de que, encontrándose cumpliendo condena en España una persona condenada por la Corte, ésta se propusiere designar a otro Estado para la continuación de la ejecución, el Ministerio de Justicia formulará las observaciones pertinentes.

        
				
        3. Los jueces de vigilancia penitenciaria y el Ministerio del Interior prestarán el máximo apoyo a Magistrados y funcionarios de la Corte que se personaren en España para supervisar la ejecución de las penas.

        
				
        4. Para que se pueda proceder en España contra un condenado que estuviere cumpliendo una condena impuesta por la Corte en un establecimiento penitenciario español, por hechos anteriores a su entrega a España, el juez instructor o el tribunal competente dirigirá la comunicación y la documentación pertinente al Ministerio de Justicia, que las trasladará a la Corte, absteniéndose de proceder hasta la decisión de ésta. Igualmente se actuará para la extradición a un Estado.

        
				
        5. Cuando se celebre una vista en la Sala de Apelaciones acerca de una posible reducción de la pena de quien estuviere cumpliendo condena en España, corresponderá al Ministerio de Justicia determinar la conveniencia de la intervención procesal y los términos en que deba producirse.

        
				
        6. En caso de evasión del condenado, el Ministerio de Justicia informará con urgencia al Secretario de la Corte de tal circunstancia y consultará con ella acerca de si España solicita su extradición al Estado en que se encuentre o si la Corte insta su entrega a dicho Estado.

        
				
        7. Cuando la petición de ejecución de la Corte se refiriese a una multa u orden de decomiso, el Ministerio de Justicia transmitirá la documentación pertinente al Fiscal General del Estado para que inste la ejecución ante el órgano judicial competente y, en su caso, se pongan a disposición del Ministerio de Justicia los bienes o sumas obtenidas para su transferencia a la Corte.

        
				
        
          Art. 23.
          De las medidas de reparación.
          –1. El Ministerio de Justicia, en el plazo indicado por la Corte o, en su caso, en el más breve plazo posible, remitirá observaciones sobre las cuestiones planteadas por la Corte, incluidas las relativas a las observaciones formuladas por los peritos, pudiendo recabar, a tal efecto, informaciones de organismos competentes.
        

        
				
        2. Cuando las observaciones se refiriesen a la atribución del importe de la reparación a una organización intergubernamental o internacional, el Ministerio de Justicia consultará con el Ministerio de Asuntos Exteriores.

        
				
        3. Cuando para cumplimentar la comunicación de la Corte hubieran de adoptarse medidas de ejecución, se procederá, en lo que sea pertinente, conforme al procedimiento previsto en el apartado 7 del artículo 22 de esta ley.

        
				
        
          Art. 24.
          De la intervención de España en calidad de «amicus curiae».–
          Si España recibiere una invitación de la Corte para participar en un proceso en calidad de «amicus curiae», el Ministerio de Justicia consultará con el Ministerio de Asuntos Exteriores para determinar la conveniencia u oportunidad de hacerlo y, en su caso, fijar los términos de dicha participación.
        

        
				
        
          Art. 25.
          De la celebración del juicio y otras actuaciones procesales en España.–
          Si la Corte propusiere la celebración del juicio u otras actuaciones procesales en España, el Ministerio de Justicia, previa consulta con los Ministerios de Asuntos Exteriores y del Interior y otras autoridades competentes, comunicará a la Corte la decisión al respecto. En su caso, los aspectos no jurisdiccionales de dichas actuaciones estarán sometidos al acuerdo específico que se celebre con la Corte.
        

        
				
        
          DISPOSICIONES ADICIONALES
        

        
				
        
          Primera.
          Reglas de procedimiento y prueba de la Corte.
          –Las reglas de procedimiento y prueba así como sus enmiendas se publicarán en el «Boletín Oficial del Estado».
        

        
				
        
          Segunda.
          Del modo de proceder por los delitos contra la Administración de Justicia por la Corte.
          –1. El Ministerio de Justicia remitirá a la Corte, a petición de ésta, el informe que se le solicitare con carácter previo a la decisión de la Corte para ejercer o no su jurisdicción.
        

        
				
        2. Sólo se podrá proceder en España en relación a estos delitos a solicitud de la Corte.

        
				
        3. Si la Corte se inhibiere en favor de la jurisdicción española, el Ministerio de Justicia remitirá la solicitud al Fiscal de la Audiencia Nacional, si el delito hubiera sido cometido por un español en el extranjero, o al Fiscal General del Estado cuando el delito se hubiera cometido en España.

        
				
        4. El Ministerio de Justicia informará a la Corte sobre el resultado del proceso.

        
				
        
          Tercera.
          De los órganos jurisdiccionales militares.—
          1. Las referencias que esta ley hace al Juzgado Central de Instrucción y a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional deben entenderse hechas, cuando la cooperación sea de la competencia de la jurisdicción militar, al Juzgado Togado Militar Central Decano y al Tribunal Militar Central, respectivamente.
        

        
				
        En los mismos casos, las referencias que la ley hace al Ministerio Fiscal y al juzgado de vigilancia penitenciaria deben entenderse hechas al Fiscal Jurídico Militar y al Juez Togado Militar de Vigilancia Penitenciaria.

        
				
        2. Lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 7 de esta ley se entenderá sin perjuicio de lo establecido en las leyes reguladoras de la jurisdicción militar con respecto a la competencia de esta última en los casos de presencia permanente o temporal, fuera de territorio nacional, de fuerzas o unidades militares españolas, ni afectará tampoco al desempeño de la función jurisdiccional por los órganos judiciales militares que las acompañen.

        
				
        
          DISPOSICIONES FINALES
        

        
				
        
          Primera.
          Carácter de esta ley.
          –Los preceptos contenidos en los artículos 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13 (excepto su apartado 2), 15 y 21.3, la disposición adicional segunda y el apartado 2 de la disposición adicional tercera de esta ley tienen carácter orgánico. Los restantes preceptos tienen carácter ordinario y han sido dictados en ejercicio de lo dispuesto en el artículo 149.1.3, 5 y 6 de la Constitución.
        

        
				
        
          Segunda.
          Entrada en vigor.
          –La presente ley orgánica entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
        

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [1] El Estatuto de la Corte Penal Internacional, hecho en Roma el 17 de julio de 1998 y ratificado por España mediante Instrumento de 19 de octubre de 2000 («BOE» núm. 126, de 27 de mayo de 2002), dispone en el referido artículo:
            

            
						
            
              «a)
              A solicitud de un Estado Parte que lleve a cabo una investigación o sustancie un juicio por una conducta que constituya un crimen de la competencia de la Corte o que constituya un crimen grave con arreglo al Derecho interno del Estado requirente, la Corte podrá cooperar con él y prestarle asistencia;            

            
						
      
              b)
              I) La asistencia prestada de conformidad con el apartado
              a)
              podrá comprender, entre otras cosas:
            

            
						
            a. La transmisión de declaraciones, documentos u otros elementos de prueba obtenidos en el curso de una investigación o de un proceso sustanciado por la Corte, y

            
						
            b. El interrogatorio de una persona detenida por orden de la Corte.

            
						
            
              II) En el caso de la asistencia prevista en el apartado
              b).
              I).a.:
            

            
						
            a. Si los documentos u otros elementos de prueba se hubieren obtenido con la asistencia de un Estado, su transmisión estará subordinada al consentimiento de dicho Estado.

            
						
            b. Si las declaraciones, los documentos u otros elementos de prueba hubieren sido proporcionados por un testigo o un perito, su transmisión estará subordinada a lo dispuesto en el artículo 68.

            
						
            
              c)
              La Corte podrá, de conformidad con el presente párrafo y en las condiciones enunciadas en él, acceder a una solicitud de asistencia presentada por un Estado que no sea parte en el presente Estatuto.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [2] Actualmente, Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [3] De conformidad con dicho artículo 93, las actuaciones de cooperación con la Corte que deben ser llevadas a cabo por las autoridades españolas, serán las siguientes:
            

            
						
            «1. Los Estados Partes, de conformidad con lo dispuesto en la presente Parte y con los procedimientos de su derecho interno, deberán cumplir las solicitudes de asistencia formuladas por la Corte en relación con investigaciones o enjuiciamientos penales a fin de:

            
						
            
              a)
              Identificar y buscar personas u objetos;
            

            
						
            
              b)
              Practicar pruebas, incluidos los testimonios bajo juramento, y producir pruebas, incluidos los dictámenes e informes periciales que requiera la Corte;
            

            
						
            
              c)
              Interrogar a una persona objeto de investigación o enjuiciamiento;
            

            
						
            
              d)
              Notificar documentos, inclusive los documentos judiciales;
            

            
						
            
              e)
              Facilitar la comparecencia voluntaria ante la Corte de testigos o expertos;
            

            
						
            
              f)
              Proceder al traslado provisional de personas, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 7;
            

            
						
            
              g)
              Realizar inspecciones oculares, inclusive la exhumación y el examen de cadáveres y fosas comunes;
            

            
						
            
              h)
              Practicar allanamientos y decomisos;
            

            
						
            
              i)
              Transmitir registros y documentos, inclusive registros y documentos oficiales;
            

            
						
            
              j)
              Proteger a víctimas y testigos y preservar pruebas;
            

            
						
            
              k)
              Identificar, determinar el paradero o inmovilizar el producto y los bienes y haberes obtenidos del crimen y de los instrumentos del crimen, o incautarse de ellos, con miras a su decomiso ulterior y sin perjuicio de los derechos de terceros de buena fe, y
            

            
						
            
              l)
              Cualquier otro tipo de asistencia no prohibida por la legislación del Estado requerido y destinada a facilitar la investigación y el enjuiciamiento de crímenes de la competencia de la Corte.»
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          § 26
          LEY 16/2006, DE 26 DE MAYO (JEFATURA DEL ESTADO), POR LA QUE SE REGULA EL ESTATUTO DEL MIEMBRO NACIONAL DE EUROJUST Y LAS RELACIONES CON ESTE ÓRGANO DE LA UNIÓN EUROPEA
        

        
				
        («BOE» núm. 126, de 27 de mayo)

        
				
        
          EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
        

        
				
        El Tratado de Amsterdam, firmado el 2 de octubre de 1997, incorporó a la Unión Europea la noción de «espacio de libertad, seguridad y justicia», e incluyó la cooperación judicial como uno de los elementos de la construcción europea. En aplicación de las previsiones de dicho tratado, el Consejo Europeo, reunido en la ciudad finesa de Tampere los días 15 y 16 de octubre de 1999, estableció un detallado programa de objetivos y prioridades en orden a la creación efectiva del referido espacio.

        
				
        Las nuevas formas de delincuencia y una Europa cada día más integrada, en la que se suprimen gradualmente los controles en las fronteras entre los Estados miembros, demandan de sus sistemas jurídicos respuestas novedosas y a la altura de los retos a los que se enfrentan. Con este propósito, en el Consejo Europeo de Tampere, los Jefes de Estado y de Gobierno acordaron la creación de «una unidad (Eurojust) integrada por magistrados, fiscales o agentes de policía de competencia equivalente», cuya misión «consistirá en facilitar la adecuada coordinación de las fiscalías nacionales y en apoyar las investigaciones penales en los casos de delincuencia organizada, en particular basándose en análisis de Europol, así como en cooperar estrechamente con la red judicial europea, con objeto, en particular, de simplificar la ejecución de comisiones rogatorias».

        
				
        Posteriormente, el Tratado de Niza, de 26 de febrero de 2001, otorgó a Eurojust un respaldo expreso, como uno de los instrumentos destinados a favorecer la cooperación judicial en materia penal en la Unión Europea.

        
				
        
          La creación definitiva de esta unidad tuvo lugar con la adopción de la Decisión 2002/187/JAI del Consejo, de 28 de febrero de 2002, por la que se crea Eurojust para reforzar la lucha contra las formas graves de delincuencia
          [1].
        

        
				
        Así, Eurojust se configura como un órgano de la Unión Europea, dotado de personalidad jurídica propia, financiado con cargo al presupuesto general de la Unión Europea, excepto en lo que respecta a los sueldos y retribuciones de los miembros nacionales y de sus asistentes, que correrán a cargo de los Estados miembros de origen.

        
				
        
          De conformidad con el artículo 34.2.
          c)
          del Tratado de la Unión Europea, la decisión es obligatoria en todos sus elementos, por lo que se hace necesario que los Estados miembros adopten determinadas disposiciones que hagan posible la aplicación efectiva de sus previsiones.
        

        
				
        Hay que señalar también que en el Tratado por el que se establece una Constitución para Europa se prevé expresamente en su artículo III-273 la función de Eurojust, consistente en apoyar y reforzar la coordinación y la cooperación entre las autoridades nacionales encargadas de investigar y perseguir la delincuencia grave que afecte a dos o más Estados miembros o que deba perseguirse según criterios comunes, basándose en las operaciones efectuadas y en la información proporcionada por las autoridades de los Estados miembros y por Europol.

        
				
        Por medio de esta Ley se adapta el ordenamiento jurídico español a las necesidades derivadas del cumplimiento de las obligaciones impuestas por la Decisión 2002/187/JAI del Consejo, al tiempo que se incorporan otras medidas complementarias, singularmente, las previstas en la Decisión 2005/671/JAI del Consejo, de 20 de septiembre de 2005, relativa al intercambio de información y a la cooperación sobre delitos de terrorismo.

        
				
        En la elaboración de esta Ley se han tenido en cuenta las recomendaciones efectuadas por el Consejo de Justicia y Asuntos de Interior de la Unión Europea, en su sesión de 2 de diciembre de 2004, sobre la mejor utilización de Eurojust en la lucha contra las formas graves de delincuencia.

        
				
        Esta Ley no tiene por objeto establecer una regulación completa de Eurojust, puesto que ésta le corresponde al Derecho de la Unión Europea, sino dictar las disposiciones necesarias para hacer posible la aplicación de este último, en especial, en lo que respecta al estatuto del miembro nacional español de Eurojust y a las relaciones de las autoridades españolas con dicho órgano de la Unión Europea.

        
				
        Al hilo de la regulación derivada de la Decisión 2002/187/JAI del Consejo, se ha querido incorporar a nuestro ordenamiento jurídico una regulación mínima relativa a otros órganos o estructuras que, en materia de cooperación judicial, han ido surgiendo en los últimos años y que carecían de reflejo normativo en nuestro derecho, como es el caso de las redes judiciales europeas y de la figura de los magistrados de enlace.

        
				
        
          CAPÍTULO I
        

        
				
        
          Del estatuto del miembro nacional, del asistente y del corresponsal nacional de Eurojust
        

        
				
        
          Artículo 1.
          Miembro nacional de Eurojust.–
          1. El miembro nacional de Eurojust será el representante de España en la Unidad Eurojust, y ejercerá las competencias que le atribuye el derecho de la Unión Europea, de conformidad con lo previsto en esta ley.
        

        
				
        2. El miembro nacional de Eurojust quedará adscrito orgánicamente al Ministerio de Justicia.

        
				
        
          Art. 2.
          Nombramiento.
          –1. El miembro nacional de Eurojust será nombrado por real decreto del Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de Justicia.
        

        
				
        2. El nombramiento se hará entre magistrados o fiscales con, al menos, diez años de servicio en la carrera y acreditada experiencia en la jurisdicción penal. Dichos extremos deberán ser acreditados mediante informe del Consejo General del Poder Judicial o de la Fiscalía General del Estado, según la carrera de procedencia del candidato propuesto. Este informe será solicitado por el Ministerio de Justicia y deberá evacuarse en el plazo máximo de quince días.

        
				
        3. El Gobierno notificará dicho nombramiento y su duración a la Unidad Eurojust y a la Secretaría General del Consejo, a través del órgano competente, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

        
				
        
          Art. 3.
          Duración del nombramiento y situación administrativa.
          –1. El miembro nacional de Eurojust será nombrado por un período de tres años, renovable por un segundo período de igual duración. No se computará a estos efectos el tiempo que hubiere empleado en el ejercicio del cargo de asistente previsto en el artículo 6 de esta Ley.
        

        
				
        2. El magistrado o fiscal nombrado pasará a la situación que le corresponda de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y en la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, respectivamente.

        
				
        3. Se aplicará al miembro nacional de Eurojust el régimen de incompatibilidades y abstención previsto para los miembros de su carrera de procedencia.

        
				
        
          Art. 4.
          Cese.
          –1. El miembro nacional de Eurojust cesará en sus funciones:
        

        
				
        
          a)
          Por expiración del plazo de nombramiento.
        

        
				
        
          b)
          Por renuncia.
        

        
				
        
          c)
          Por separación de la carrera judicial o fiscal, según su procedencia.
        

        
				
        
          d)
          Por libre remoción.
        

        
				
        2. El cese se acordará mediante real decreto del Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de Justicia.

        
				
        3. El Gobierno notificará dicho cese a la Unidad Eurojust y a la Secretaría General del Consejo, a través del órgano competente, en virtud de lo previsto en el artículo 10 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

        
				
        4. El miembro nacional de Eurojust cesado por expiración del plazo de nombramiento continuará desempeñando sus funciones hasta la toma de posesión del nuevo miembro designado.

        
				
        
          Art. 5.
          Memoria anual.
          –1. El miembro nacional de Eurojust elevará al Ministerio de Justicia un informe anual sobre las actividades desarrolladas en su calidad de miembro nacional de Eurojust.
        

        
				
        2. El miembro nacional de Eurojust podrá ser llamado para informar a las Comisiones de Justicia y de Interior del Congreso de los Diputados y del Senado sobre la actividad desempeñada, tras la remisión de la Memoria anual al Ministerio de Justicia. Una vez recibida aquélla, el Gobierno enviará copia a las Cámaras.

        
				
        
          Art. 6.
          Asistente del miembro nacional de Eurojust.
          –1. El Consejo de Ministros, mediante real decreto, podrá nombrar uno o varios asistentes del miembro nacional de Eurojust. El nombramiento de más de un asistente requerirá la previa aprobación del Colegio de Eurojust.        

        
				
      2. El nombramiento, cese, adscripción, situación administrativa y régimen de notificación a la Unidad Eurojust del asistente se regirán por lo dispuesto para el miembro nacional de Eurojust.

        
				
        
          Art. 7.
          Funciones del asistente.
          –1. El asistente del miembro nacional de Eurojust ejercerá las funciones previstas en el Derecho de la Unión Europea regulador de Eurojust y apoyará a aquél en el ejercicio ordinario de sus funciones.
        

        
				
        2. El asistente podrá actuar como miembro nacional en caso de ausencia, enfermedad, abstención o vacancia del miembro nacional de Eurojust. Si hubieran sido nombrados varios asistentes, ejercerán la suplencia por el orden de su antigüedad en el cargo y, de ser la misma, según su antigüedad en la carrera de procedencia.

        
				
        El asistente que actúe como miembro nacional ostentará las mismas facultades que la ley atribuye a éste.

        
				
        
          Art. 8.
          Corresponsales nacionales de Eurojust.
          –1. El Ministro de Justicia designará, mediante orden, un corresponsal nacional para asuntos de terrorismo.
        

        
				
        Además del corresponsal previsto en el párrafo anterior, el Ministro de Justicia podrá, mediante orden, designar uno o varios corresponsales nacionales de Eurojust para otro tipo de asuntos.

        
				
        Estas designaciones se notificarán a la Unidad Eurojust a través del órgano competente, en virtud de lo previsto en el artículo 10 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

        
				
        2. La designación como corresponsal nacional de Eurojust no alterará la situación administrativa del designado, ni comportará la provisión de un puesto de trabajo o destino distinto del que se viniera desempeñando.

        
				
        3. Los corresponsales nacionales tendrán la condición de punto de contacto de la red judicial europea.

        
				
        
          Art. 9.
          Funciones de los corresponsales nacionales.—
          1. A solicitud del miembro nacional de Eurojust, los corresponsales nacionales deberán transmitir a los órganos judiciales o del Ministerio Fiscal las solicitudes realizadas en el ejercicio de sus funciones. Asimismo, prestarán al miembro nacional el apoyo técnico necesario para el cumplimiento de sus misiones.
        

        
				
        Las relaciones entre el miembro nacional y los corresponsales nacionales no excluyen las relaciones directas entre el miembro nacional y las autoridades competentes.

        
				
        2. El corresponsal nacional para asuntos de terrorismo ejercerá las funciones previstas en el derecho de la Unión Europea. A tal fin, el corresponsal tendrá acceso a la información, que transmitirá a Eurojust, relativa a la existencia de cualquier investigación o procedimiento judicial por delitos de terrorismo y al menos:

        
				
        
          a)
          a la identificación de las personas o entidades sujetas a dichas investigaciones,
        

        
				
        
          b)
          a los actos objeto de investigación o enjuiciamiento y sus circunstancias específicas,
        

        
				
        
          c)
          a la relación con otros casos pertinentes de delitos de terrorismo,
        

        
				
        
          d)
          y a las eventuales actuaciones que en materia de cooperación jurídica internacional se hayan podido cursar en relación con aquéllas, así como a su resultado.
        

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          De las atribuciones del miembro nacional de Eurojust
        

        
				
        
          Art. 10.
          Facultades de cooperación jurídica internacional.
          –1. El miembro nacional de Eurojust podrá recibir y transmitir las solicitudes de asistencia judicial formuladas por las autoridades judiciales españolas o del Ministerio Fiscal.
        

        
				
        2. El miembro nacional de Eurojust recibirá y transmitirá las solicitudes de asistencia judicial formuladas por las autoridades competentes de otros Estados miembros de la Unión Europea a través de Eurojust. En caso de urgencia el miembro nacional de Eurojust podrá recibir solicitudes de asistencia judicial directamente de las autoridades de otro Estado miembro de la Unión Europea, que deberá transmitir a las autoridades competentes de manera inmediata.

        
				
        3. La atribución al miembro nacional de Eurojust de las anteriores facultades se entenderá de conformidad con lo previsto en los convenios y acuerdos vigentes en cuanto a la designación de las autoridades nacionales competentes para la recepción y transmisión de solicitudes de asistencia judicial.

        
				
        
          4. El miembro nacional de Eurojust podrá corregir errores, dividir la solicitud y realizar cualesquiera otras modificaciones en las solicitudes de auxilio judicial que resulten necesarias para su rápida y correcta tramitación, poniéndolo en conocimiento inmediato de la autoridad de la que provenga la solicitud
          [2].
        

        
				
        
          Art. 11.
           
          Acceso a la información.–
          El miembro nacional de Eurojust, para el ejercicio de sus competencias, podrá:
        

        
				
        
          a)
          Acceder al Registro central de antecedentes penales y demás registros públicos en las mismas condiciones que se prevén para los jueces y tribunales y para los miembros del Ministerio Fiscal.
        

        
				
        
          b)
          Solicitar o intercambiar con autoridades judiciales o administrativas españolas cualquier información necesaria para el cumplimiento de sus funciones.
        

        
				
        
          c)
          Recabar de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad cualquier información necesaria para el cumplimiento de sus funciones, en las mismas condiciones que se prevén para los jueces y tribunales y para los miembros del Ministerio Fiscal.
        

        
				
        
          d)
          Recibir información por parte de la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude
          (OLAF),
          como autoridad española competente, en los supuestos previstos en la normativa comunitaria.
        

        
				
        
          e)
          Acceder al Sistema de Información de Schengen en los términos establecidos en el Convenio de 19 de junio de 1990, de aplicación del Acuerdo de Schengen de 14 de junio de 1985
          [3], o en las disposiciones por las que se modifica, así como a otros sistemas de información de la Unión Europea de conformidad con sus disposiciones específicas.
        

        
				
        
          f)
          Acceder a la información centralizada recogida por la red judicial europea.
        

        
				
        
          Art. 12.
          Protección de datos.–
          La transmisión de datos personales que sea consecuencia del ejercicio de las atribuciones conferidas al miembro nacional de Eurojust se regirá por la normativa que le sea aplicable, en función de la naturaleza del fichero en cuestión.
        

        
				
        El miembro nacional de Eurojust podrá acceder a los datos de carácter personal en las mismas condiciones que los jueces y tribunales y los miembros del Ministerio Fiscal.

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          De las relaciones entre Eurojust y las autoridades españolas
        

        
				
        
          Art. 13.
          Deber de colaboración con Eurojust.
          –1. Los jueces y tribunales, los miembros del Ministerio Fiscal y todas las personas y entidades públicas están obligadas a prestar la colaboración requerida por Eurojust, colegiadamente o a través del miembro nacional o su asistente, así como por los corresponsales nacionales, dentro del marco de sus respectivas competencias, de conformidad con lo dispuesto en las leyes.
        

        
				
        2. La desatención a los requerimientos de Eurojust será objeto de sanción disciplinaria.

        
				
        
          Art. 14.
          Actuaciones a instancia de Eurojust.
          –1. Con carácter general, Eurojust se comunicará directamente con el órgano judicial o la fiscalía que conoce del asunto.
        

        
				
        2. El Fiscal General del Estado será competente para recibir las solicitudes de Eurojust, cuando se refieran a:

        
				
        
          a)
           
          La iniciación de una investigación o una actuación penal sobre hechos concretos.
        

        
				
        
          b)
          El reconocimiento de que las autoridades de un Estado miembro están en mejor condición para llevar a cabo una investigación o unas actuaciones judiciales sobre hechos concretos.
        

        
				
        Recibida una solicitud, el Fiscal General del Estado resolverá sobre su procedencia e impartirá, en su caso, las instrucciones oportunas para que por el Ministerio Fiscal se insten las actuaciones que sean pertinentes.

        
				
        3. Si la solicitud versara sobre la creación de un equipo conjunto de investigación, deberá ser remitida a la autoridad competente para su constitución.

        
				
        4. Si las autoridades competentes resolvieran rechazar una solicitud formulada por Eurojust, deberán motivar su decisión. Cuando la indicación de los motivos de denegación perjudicara intereses nacionales esenciales en materia de seguridad o comprometiese el correcto desarrollo de investigaciones en curso o la seguridad de las personas, bastará con invocar la concurrencia de tales circunstancias.

        
				
        
          Art. 15.
          Solicitudes de intervención de Eurojust.
          –1. Podrán solicitar la intervención de Eurojust los órganos judiciales, los miembros del Ministerio Fiscal y el Ministerio de Justicia, dentro del marco de sus respectivas competencias.
        

        
				
        Lo dispuesto en este apartado es también aplicable a los casos en los que las investigaciones o actuaciones afecten a un tercer Estado con el que Eurojust haya celebrado un acuerdo de cooperación, así como a las que afecten a los intereses de la Comunidad Europea.

        
				
        2. La Fiscalía General del Estado informará a Eurojust sobre la existencia de toda investigación o actuación judicial, comprendida en el ámbito de competencia de éste, que tenga repercusiones a escala de la Unión Europea o pueda afectar a otro Estado miembro de la Unión Europea. No obstante lo anterior, dicha comunicación podrá demorarse por el tiempo indispensable para no comprometer el resultado de las actuaciones.

        
				
        3. Las autoridades españolas competentes para la creación de un equipo conjunto de investigación comunicarán a Eurojust la creación de los equipos conjuntos en los que exista participación española, siempre que verse sobre materias de su competencia.

        
				
        4. Las solicitudes e informaciones a las que aluden los apartados anteriores serán transmitidas a través del miembro nacional de Eurojust.

        
				
        5. El miembro nacional de Eurojust comunicará al Fiscal General del Estado cualquier información que posea y que pueda ser de interés para las investigaciones o procedimientos penales que puedan desarrollarse por la jurisdicción española, o para su coordinación con los que se desarrollen en otro Estado miembro de la Unión Europea.

        
				
        
          Art. 16.
          Remisión a España de las actuaciones penales iniciadas en otro Estado miembro de la Unión Europea.
          –1. A solicitud del Colegio Eurojust o del miembro nacional de Eurojust, el Ministerio Fiscal podrá instar de los jueces centrales de instrucción y los jueces de instrucción que inicien un procedimiento judicial o amplíen a otros hechos el procedimiento ya abierto en España, como consecuencia de la declaración efectuada por una autoridad competente de otro Estado miembro de la Unión Europea por la que se acuerde la remisión a España del procedimiento.        

        
				
      2. La ampliación prevista en el apartado anterior sólo será posible mientras el estado del procedimiento judicial lo permita.

        
				
        3. Sólo se podrá acceder a lo solicitado cuando la jurisdicción española resultase competente para conocer de los hechos a los que se refiere el procedimiento judicial que se traslada y el delito presuntamente cometido no hubiera prescrito de conformidad con el Derecho español.

        
				
        4. Aceptada la iniciación o ampliación del procedimiento, se considerarán válidos en España los actos de instrucción realizados por el Estado que remite el procedimiento, siempre que no contradigan los principios fundamentales del ordenamiento jurídico español. En caso de delito que no fuese perseguible en España sino a instancia de parte, se considerará válida la instrucción comenzada en el Estado de remisión sin este requisito si la persona que tiene derecho a formular la acción penal expresamente acepta la investigación realizada, al tiempo que interpone la correspondiente querella.

        
				
        
          Art. 17.
          Miembro de la Autoridad Común de Control.
          –El Director de la Agencia Española de Protección de Datos formará parte, en representación del Estado español, de la Autoridad Común de Control de Eurojust.        

        
				
      El Gobierno notificará su nombramiento y cese a la Unidad Eurojust y a la Secretaría General del Consejo, a través del órgano competente, de acuerdo con lo previsto en el artículo 10 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

        
				
        
          DISPOSICIONES ADICIONALES
        

        
				
        
          Primera.
          De los magistrados de enlace.
          –1. Se habilita al Gobierno para crear o suprimir, mediante real decreto, a propuesta del Ministro de Justicia, plazas de magistrados de enlace en los destinos que proceda, de conformidad con lo previsto en el Derecho de la Unión Europea, los convenios internacionales o lo acordado en términos de reciprocidad.
        

        
				
        Hasta que el Gobierno ejerza esta potestad, el número y el destino de los magistrados de enlace será el que se establece en el anexo de esta Ley.

        
				
        2. Los magistrados de enlace tendrán, promoverán y facilitarán la cooperación jurídica en materia civil y penal entre España y el Estado ante el que están acreditados y favorecerán el contacto directo entre las autoridades judiciales y administrativas competentes. Asimismo, ejercerán todas aquellas funciones que les atribuyan el Derecho de la Unión Europea, los convenios internacionales o lo acordado en términos de reciprocidad.

        
				
        3. Los magistrados de enlace serán nombrados y removidos libremente mediante real decreto, a propuesta conjunta de los Ministros de Asuntos Exteriores y de Cooperación y de Justicia. El nombramiento se hará entre miembros de la carrera judicial o del Ministerio Fiscal con, al menos, cinco años de servicio en la respectiva carrera.

        
				
        4. Los magistrados de enlace dependerán orgánicamente de la misión diplomática a la que se asignen, y funcionalmente del Ministerio de Justicia.

        
				
        5. El miembro de la carrera judicial o del Ministerio Fiscal nombrado pasará a la situación que le corresponda de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y en la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, respectivamente.

        
				
        
          Segunda.
          De las redes judiciales europeas.–
          1. Dentro de los términos previstos en sus normas de creación, corresponde al Ministerio de Justicia designar los puntos de contacto españoles de las redes europeas existentes o que puedan crearse en la Unión Europea en materia de cooperación judicial.
        

        
				
        
          2. La designación asegurará la representación del Poder Judicial, del Ministerio Fiscal y del Ministerio de Justicia. Al efecto, corresponde al Consejo General del Poder Judicial y al Fiscal General del Estado proponer al Ministro de Justicia la designación de los correspondientes puntos de contacto
          [4].
        

        
				
        
          Tercera.
          Régimen retributivo.–
          El miembro nacional de Eurojust, los asistentes y los magistrados de enlace mantendrán el régimen retributivo de sus cuerpos de origen, a cuyo efecto el Consejo de Ministros fijará las cuantías de las retribuciones complementarias y de la correspondiente indemnización por destino en el extranjero.
        

        
				
        
          Cuarta.
          El Gobierno, en el plazo de tres meses, procederá a promover las modificaciones legislativas que sean necesarias a fin de adecuar la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, al contenido de la presente Ley.
        

        
				
        
          DISPOSICIONES TRANSITORIAS
        

        
				
        
          Primera.
          Vigencia de los nombramientos.–
          1. El actual miembro español de Eurojust y los magistrados de enlace continuarán desempeñando sus funciones hasta que se efectúen los nuevos nombramientos conforme a las previsiones de esta Ley.
        

        
				
        2. Los puntos de contactos de la red judicial europea actualmente designados continuarán desempeñando sus funciones hasta que se efectúen nuevas designaciones conforme a las previsiones de esta Ley.

        
				
        
          Segunda.
          Procuradores de los tribunales.–
          Lo dispuesto en la redacción que la disposición final primera da al artículo 23.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil no afectará a las situaciones anteriores a la entrada en vigor de la presente Ley.
        

        
				
        
          DISPOSICIÓN DEROGATORIA
        

        
				
        
          Única.
          Derogación normativa.–
          Queda derogado el artículo 65 de la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y de orden social, así como cuantas otras disposiciones, de igual o inferior rango, se opongan a lo dispuesto en esta Ley.
        

        
				
        
          DISPOSICIONES FINALES
        

        
				
        
          Primera.
          Modificación de la Ley de Enjuiciamiento Civil.–
          El apartado 1 del artículo 23 de la Ley de Enjuiciamiento Civil queda redactado así:
        

        
				
        «1. La comparecencia en juicio será por medio de Procurador, que habrá de ser licenciado en Derecho, legalmente habilitado para actuar en el Tribunal que conozca del juicio.»

        
				
        
          Segunda.
          Título competencial.–
          Esta Ley se dicta al amparo del artículo 149.1.3.ª, 5.ª y 6.ª de la Constitución, que reserva al Estado la competencia en materia de relaciones internacionales, Administración de Justicia y legislación procesal, respectivamente.
        

        
				
        
          Tercera.
          Habilitación reglamentaria.–
          El Gobierno, a propuesta del Ministro de Justicia, aprobará las disposiciones reglamentarias necesarias para el desarrollo y aplicación de esta Ley.
        

        
				
        
          Cuarta.
          Entrada en vigor.–
          La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
        

        
				
        
          ANEXO
        

        
				
        
          Relación de magistrados de enlace
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              [1] Publicado en «DOUE» L núm. 63, de 6 de marzo.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [2] Téngase en cuenta el Acuerdo de 25 de febrero de 2010 («BOE» núm. 62, de 12 de marzo), del Pleno del Consejo General del Poder Judicial, por el que se aprueba el Reglamento 2/2010, sobre criterios generales de homogeneización de las actuaciones de los servicios comunes procesales, cuyo artículo 15 dispone lo siguiente:
            

            
						
            
              «Solicitudes de cooperación judicial internacional.
              1. Las solicitudes de cooperación judicial internacional serán objeto de registro y reparto específico. En el registro deberá indicarse el órgano y el Estado de procedencia, detallando si pertenece o no al espacio judicial europeo, la diligencia interesada, la persona con quien ha de entenderse la diligencia y, en su caso, el plazo de cumplimiento.
            

            
						
            2. Repartida la solicitud al órgano que por turno haya correspondido, el servicio común acusará recibo a la autoridad judicial requirente, indicando el órgano judicial o servicio común procesal encargado de ejecutarla y los datos de contacto con dicho órgano o servicio.

            
						
            3. Sin perjuicio de lo que establece el artículo 8.5 anterior respecto a las funciones que en casos de urgencia corresponden a Presidentes de Audiencias Provinciales y de Tribunales Superiores de Justicia y a Jueces Decanos, cuando se trate de solicitudes urgentes en cuya gestión haya intervenido el Servicio de Relaciones Internacionales del Consejo General del Poder Judicial, y existan razones que lo justifiquen, aquél podrá solicitar del servicio común que corresponda que se proceda a su reparto urgente. En tal caso el reparto se llevará a cabo de modo inmediato, comunicando al Servicio de Relaciones Internacionales el órgano al que haya correspondido su ejecución.

            
						
            También se llevará a cabo el reparto urgente cuando así lo soliciten los miembros nacionales de Eurojust en ejercicio de las funciones que determine la ley, en consonancia con las competencias que en su condición de autoridades nacionales competentes les atribuyen los artículos 9 bis a 9 sexies de la Decisión 2002/187/JAI, del Consejo, de 28 de febrero de 2002, por la que se crea Eurojust para reforzar la lucha contra las formas graves de delincuencia, tal como quedaron redactados por la Decisión 2009/426/JAI del Consejo, de 16 de diciembre de 2008, por la que se refuerza Eurojust y se modifica la Decisión 2002/187/JAI por la que se crea Eurojust para reforzar la lucha contra las formas graves de delincuencia, o cuando lo decida el Secretario Director del servicio común en los casos en que la urgencia se deduzca de la propia naturaleza de la solicitud o de las actuaciones a que se refiera.

            
						
            A tal efecto el Consejo General del Poder Judicial elaborará un Protocolo para la homogeneización de las actuaciones a realizar en las solicitudes de cooperación judicial internacional, que podrá ser objeto de modificación posterior por Acuerdo del Consejo General del Poder Judicial o de la Comisión en quien delegue.

            
						
            4. Las decisiones del Secretario Judicial Director del servicio común relativas al reparto de solicitudes de cooperación judicial internacional, serán resueltas en vía gubernativa con carácter de urgencia por el Juez Decano o Presidente del Tribunal que corresponda.»

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [3] Artículos 93 y siguientes.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [4] La Red Judicial Europea fue creada por la Acción Común 98/428/JAI, adoptada por el Consejo sobre la base del artículo K.3 del Tratado de la Unión Europea («DOUE» L núm. 191, de 7 de julio). Su composición, régimen de funcionamiento y funciones, se recogen en sus artículos, 2, 3 y 4. Respecto a la Red Judicial Española de Cooperación Judicial Internacional, ténganse en cuenta los artículos 81 a 85 del Acuerdo del Pleno del Consejo General del Poder Judicial de 15 de septiembre de 2005 («BOE» núm. 191, de 27 de septiembre), por el que se aprueba el Reglamento 1/2005, de los aspectos accesorios de las actuaciones judiciales, que establecen lo siguiente:
            

            
						
            
              «
              De la Red Judicial Española de Cooperación Judicial Internacional
            

            
						
            
              Artículo 81.
              1. La Red Judicial Española de Cooperación Judicial Internacional (REJUE; en lo sucesivo, la Red) estará compuesta por Magistrados titulares de los distintos órdenes jurisdiccionales, cuyo número y distribución territorial se ajustarán a lo dispuesto en el artículo 82 del presente Reglamento.
            

            
						
            2. Es cometido de la Red prestar la asistencia necesaria a los órganos judiciales para la correcta remisión y eficaz cumplimiento de las solicitudes de cooperación jurisdiccional, así como el apoyo que precisen los puntos de contacto de la Red Judicial Europea y de otras instituciones de análoga naturaleza.

            
						
            3. A efectos operativos la Red estará integrada por dos divisiones:

            
						
            Una primera, denominada REJUE-civil, de la que formarán parte Magistrados con destino en los órdenes jurisdiccionales civil, social o contencioso-administrativo.

            
						
            Una segunda, denominada REJUE-penal, compuesta por Magistrados con destino en los órdenes jurisdiccionales penal o contencioso-administrativo.

            
						
            
              Art. 82.
              1. Los miembros de la Red serán seleccionados por un período de cinco años por la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial, mediante un procedimiento selectivo fundado en los principios de publicidad, igualdad, mérito y capacidad, entre Magistrados que hubieren prestado tres años de servicios en la categoría y lleven, al menos, cinco años perteneciendo a la Carrera Judicial. El proceso selectivo atenderá especialmente al dominio de lenguas extranjeras, así como a los conocimientos, experiencia e intervención directa de los solicitantes en el ámbito de la cooperación judicial internacional.
            

            
						
            2. Formarán parte de la división penal de la Red, en todo caso, dos Magistrados con destino en la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional o bien en Juzgados Centrales del orden penal.

            
						
            3. Además, a cada Tribunal Superior de Justicia le corresponderán, al menos, dos miembros en la Red, uno de los cuales asumirá las funciones en el ámbito civil y el otro en el ámbito penal. El número de miembros de la Red atribuido a cada Tribunal Superior de Justicia, que será determinado por el Consejo General del Poder Judicial, será el adecuado a las necesidades de aquéllos, garantizándose, en particular en las Comunidades Autónomas pluriprovinciales, la cobertura de todas sus provincias.

            
						
            4. La designación como miembro de la Red no comportará la relevación de las funciones jurisdiccionales atribuidas en el destino servido.

            
						
            5. La coordinación de la Red corresponderá a los órganos técnicos del Consejo General del Poder Judicial competentes por razón de la materia. Los órganos técnicos del Consejo serán responsables del adecuado funcionamiento de la Red, así como de su coordinación con la Unidad EUROJUST, con la Red del Ministerio Fiscal de Cooperación Judicial Internacional y con cuantas instituciones, organizaciones o estructuras, nacionales o internacionales, tengan atribuidas funciones en materia de auxilio judicial internacional.

            
						
            
              Art. 83.
              1. La condición de miembro de la Red se perderá por expiración del mandato, salvo que se le confirme en dicha condición por sucesivos períodos de cinco años, por renuncia, por pérdida de la condición de Magistrado en situación de servicio activo o por acuerdo, debidamente motivado, de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial.
            

            
						
            Asimismo, cuando un miembro de la Red obtenga destino en el territorio de otro Tribunal Superior de Justicia o cambie de orden jurisdiccional, perderá aquella condición, salvo que la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial acuerde lo contrario, atendidas las circunstancias concurrentes.

            
						
            
              2. No perderán su condición de miembros de la Red aquellos Magistrados que, aunque pasen a la situación de servicios especiales prevista en los artículos 351.
              b)
              y
              d)
              de la Ley Orgánica del Poder Judicial, continúen desempeñando en el marco de su nueva actividad funciones directamente relacionadas con las propias de la Red.
            

            
						
            
              Art. 84.
              1. Los miembros de la Red prestarán apoyo a los puntos de contacto integrados en las Redes Judiciales Europeas e Iberoamericanas, y actuarán como intermediarios activos para facilitar la cooperación judicial internacional.
            

            
						
            La intermediación activa comprende las funciones de informar, asesorar, coordinar, en su caso, y llevar a cabo aquellas otras gestiones tendentes a la agilización de la asistencia judicial en materia internacional, con pleno respeto a la potestad jurisdiccional de los órganos judiciales afectados.

            
						
            La mencionada intermediación se prestará a solicitud de cualquier órgano judicial español, de una autoridad central española, del Ministerio Fiscal o de una autoridad extranjera con competencia para solicitar el auxilio.

            
						
            2. Asimismo, les corresponden a los miembros de la Red las siguientes funciones:

            
						
            
              a)
              Promover y participar en las actividades de formación en materia de cooperación jurídica internacional, especialmente en aquellas que tengan lugar en el territorio en el que desarrollen sus funciones.
            

            
						
            
              b)
              Elaborar estudios, confeccionar documentos y proponer otros instrumentos destinados a favorecer la cooperación judicial internacional.
            

            
						
            
              c)
              Registrar cada una de sus actuaciones en el ejercicio de su función de intermediación en el soporte automatizado que determine el Consejo General del Poder Judicial.
            

            
						
            
              d)
              Redactar una memoria anual sobre sus actividades como miembro de la Red, que será elevada al Consejo General del Poder Judicial.
            

            
						
            3. Los miembros de la Red mantendrán actualizados y a disposición del Consejo General del Poder Judicial sus datos de identificación personal y sus direcciones de correo postal y electrónico.

            
						
            El Consejo podrá incluirlos en sus bases de datos a fin de crear o, en su caso, participar en las oportunas redes de comunicación que faciliten la operatividad de la Red.

            
						
            
              Art. 85.
              1. Cada miembro de la Red desempeñará la función de intermediación activa en el ámbito territorial determinado por el Consejo General del Poder Judicial, atendiendo a criterios de proximidad geográfica y de especialización en la materia.
            

            
						
            2. Las incidencias que se susciten serán atendidas por los órganos técnicos del Consejo General del Poder Judicial competentes por razón de la materia.»

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
			

      
			
      
        
				
        
          § 27
          LEY 1/2008, DE 4 DE DICIEMBRE (JEFATURA DEL ESTADO), PARA LA EJECUCIÓN EN LA UNIÓN EUROPEA DE RESOLUCIONES QUE IMPONGAN SANCIONES PECUNIARIAS
        

        
				
        («BOE» núm. 293, de 5 de diciembre de 2008)

        
				
        PREÁMBULO

        
				
        I

        
				
        El objetivo, establecido en el Tratado de Ámsterdam, de crear un espacio de libertad, seguridad y justicia en la Unión Europea, ha venido exigiendo un importante esfuerzo de cara a incrementar la cooperación judicial entre los Estados miembros.

        
				
        En este sentido, el principio de reconocimiento mutuo de resoluciones judiciales se reconoce como la base del espacio judicial europeo, desde que fuese consagrado en el Consejo Europeo de Tampere como la «piedra angular» de la cooperación judicial en materia civil y penal en la Unión Europea. Este principio se basa en la confianza mutua de que las resoluciones que van a reconocerse y a ejecutarse cumplen plenamente las exigencias básicas de legalidad y proporcionalidad en todos los países comunitarios.

        
				
        La primera vez que se incorporó a un instrumento jurídico de la Unión el principio de reconocimiento mutuo, fue con ocasión de la Decisión Marco 2002/584/JAl del Consejo, de 13 de junio de 2002, relativa a la orden de detención europea y a los procedimientos de entrega entre Estados miembros, incorporada al Derecho español a través de la Ley 3/2003, de 14 de marzo, sobre la orden europea de detención y entrega, y de la Ley Orgánica 2/2003, de 14 de marzo, complementaria de la anterior.

        
				
        Posteriormente, tuvo lugar la aprobación de la Decisión Marco 2003/577/JAl del Consejo, de 22 de julio de 2003, relativa a la ejecución en la Unión Europea de las resoluciones de embargo preventivo de bienes y de aseguramiento de pruebas, recientemente incorporada a nuestro derecho mediante la Ley 18/2006, de 5 de junio, para la eficacia en la Unión Europea de las resoluciones de embargo y de aseguramiento de pruebas en procedimientos penales, complementada por la Ley Orgánica 5/2006, de 5 de junio.

        
				
        El tercer paso en este proceso dirigido al incremento de la cooperación judicial a través del principio de reconocimiento mutuo, ha venido dado de nuevo con la aprobación de un instrumento jurídico, en este caso la Decisión Marco 2005/214/JAI del Consejo, de 24 de febrero de 2005, relativa a la aplicación del principio de reconocimiento mutuo de sanciones pecuniarias. Esta iniciativa se corresponde con la conclusión n.° 37 del Consejo de Tampere y la medida n.° 18 del Programa de medidas destinado a poner en práctica el principio de reconocimiento mutuo, que se refiere a la «elaboración de un instrumento que permita garantizar la recaudación por el Estado de residencia de las multas impuestas con carácter definitivo por otro Estado miembro a personas físicas o jurídicas».

        
				
        A través de esta ley se pretende, por tanto, incorporar al Derecho español la citada regulación, con el fin de garantizar en España la máxima cooperación judicial con el resto de Estados miembros de la Unión Europea.

        
				
        II

        
				
        El objeto de esta norma consiste, en primer lugar, en regular el procedimiento a través del cual se van a transmitir, por parte de las autoridades judiciales españolas, aquellas resoluciones firmes por las que se exija el pago de una sanción pecuniaria a una persona física o jurídica como consecuencia de la comisión de una infracción penal, a otros Estados miembros de la Unión Europea. Y, en segundo lugar, en establecer el modo en el que las autoridades judiciales españolas van a reconocer y a ejecutar tales resoluciones cuando les sean transmitidas por otro Estado miembro.

        
				
        Ello tendrá lugar en aquellos supuestos en que la persona sancionada posea propiedades, obtenga ingresos o tenga su residencia habitual o su sede en otro Estado miembro de la Unión Europea, distinto de aquel en el que ha sido dictada la resolución.

        
				
        En este sentido, es necesario aclarar que el término sanción pecuniaria se refiere no solamente a aquella cantidad de dinero exigida en concepto de multa impuesta como consecuencia de la comisión de una infracción, sino también a la impuesta en la misma resolución en concepto de costas judiciales, como compensación en beneficio de las víctimas o destinada a un fondo público u organización de apoyo a las víctimas. Además, las sanciones impuestas pueden derivar de la comisión de una infracción de carácter penal o administrativo.

        
				
        También resulta necesario aclarar que la referencia en la Decisión Marco 2005/214/JAI a las sanciones administrativas tan sólo se refiere a aquellas que sean recurribles en el orden penal. Se trata de una situación inexistente en nuestro ordenamiento jurídico, en el que si bien coexiste una tipificación penal con otra administrativa, las autoridades administrativas competentes no se encuentran en la situación prevista en la norma europea, ya que sus resoluciones son recurribles en vía contencioso-administrativa y no en vía penal. Por ello la ley no incluye estos supuestos como resoluciones dictadas en España cuya ejecución se pueda solicitar en otro Estado de la Unión Europea.

        
				
        III

        
				
        La base fundamental sobre la que se asienta ese procedimiento consiste en la aplicación del principio de reconocimiento mutuo, que permite la ejecución casi automática de la resolución transmitida, al no requerir de un proceso de verificación de su conformidad con el ordenamiento jurídico del Estado que va a ejecutarla.

        
				
        Asimismo, el procedimiento parte de la renuncia a la exigencia del control de doble incriminación para aquellas infracciones establecidas en la norma. Así pues, las resoluciones que castiguen la comisión de aquellas infracciones tendrán que ser llevadas a efecto por el Estado de ejecución aunque en dicho Estado no estuviesen castigadas.

        
				
        Respecto del resto de las infracciones no especificadas en la Decisión Marco 2005/214/JAI, se permite al Estado de ejecución supeditar el cumplimiento de la resolución recibida a la condición de que el hecho esté también castigado en su legislación.

        
				
        Como excepción al automatismo de la ejecución, la ley regula una serie de motivos que justifican la denegación del reconocimiento y la ejecución de la resolución.

        
				
        Por lo que respecta al procedimiento de transmisión de las resoluciones, éste se asemeja al previsto para la ejecución de las resoluciones de embargo y aseguramiento de pruebas en procedimientos penales, al no requerir de un título «ad hoc» como ocurre en la orden europea de detención y entrega, sino limitarse a especificar que junto con la resolución sancionadora habrá de acompañarse un certificado conforme al modelo que se establece en el anexo de la ley, traducido a la lengua que en cada caso resulte oportuno.

        
				
        Una vez transmitida la resolución y salvo que concurra alguno de los motivos de denegación o suspensión de la ejecución, la resolución será ejecutada de acuerdo con el ordenamiento jurídico del Estado encargado de aplicarla.

        
				
        IV

        
				
        La ley se estructura en tres capítulos, a los que se añaden dos disposiciones adicionales, una transitoria y tres finales, más un anexo.

        
				
        El primer capítulo contiene las disposiciones generales, referidas al objeto de la ley, a la definición de los conceptos fundamentales y a las autoridades que en España serán competentes tanto para emitir las resoluciones objeto de la ley, como para ejecutarlas, el destino de las cantidades cobradas en ejecución de las sanciones pecuniarias y la inexistencia de reembolso de gastos entre Estados.

        
				
        El segundo capítulo regula la transmisión por las autoridades españolas de las resoluciones por las que se exija el pago de sanciones pecuniarias a otros Estados miembros de la Unión Europea, para que éstos procedan a su ejecución. En especial se atiende a la forma de transmisión y al modo en que aquélla ha de documentarse, así como a las consecuencias que se desprenden de la transmisión de una resolución. Finalmente, se atiende al derecho que será aplicable a la resolución adoptada, así como al régimen de suspensión, impugnación de la sentencia, amnistía e indulto.

        
				
        Por último, el capítulo tercero se refiere a la ejecución en España de aquellas resoluciones que le sean transmitidas por otros Estados miembros de la Unión Europea.

        
				
        Esta regulación parte del reconocimiento del principio de no sujeción al control de la doble tipificación y por tanto del reconocimiento y ejecución automático de la resolución, para admitir a continuación la existencia de una serie de supuestos en que sí se exige la doble tipificación o en los que la autoridad competente puede denegar el reconocimiento y ejecución de la sanción. Regula también las normas aplicables a la ejecución de la resolución, los supuestos en que debe revisarse la cuantía de la sanción, las sanciones alternativas en el caso de impago y los supuestos de suspensión o concesión de la amnistía o el indulto.

        
				
        La parte final de la ley contiene dos disposiciones adicionales, la primera regula el régimen especial aplicable a la transmisión de medidas con el Reino Unido e Irlanda, y la segunda contiene una previsión relativa a la remisión de información estadística. Se incluyen también una disposición transitoria, que determina el régimen jurídico de las resoluciones que se encuentren en curso a la entrada en vigor de la ley, y tres disposiciones finales. La primera de ellas fundamenta la competencia estatal para dictar esta ley en el artículo 149.1.6.ª de la Constitución, la segunda señala que la nueva ley incorpora al Derecho español la Decisión Marco 2005/214/JAI y la última establece el momento de su entrada en vigor. Se incluye finalmente, en el anexo, el certificado que han de remitir los tribunales españoles para el reconocimiento de las sanciones pecuniarias impuestas por ellos en otros Estados miembros de la Unión Europea.

        
				
        CAPÍTULO I

        
				
        Disposiciones generales

        
				
        
          Art. 1.
          Objeto.
          –
          1. Esta ley tiene por objeto regular el procedimiento que deben seguir las autoridades judiciales españolas para transmitir, a las autoridades correspondientes de los demás Estados miembros de la Unión Europea, una resolución firme por la que se exija el pago de una sanción pecuniaria a una persona física o jurídica como consecuencia de la comisión de una infracción penal.
        

        
				
        2. Se regula, asimismo, la actuación que han de desarrollar las autoridades judiciales españolas cuando reciban una resolución firme emitida por la autoridad judicial competente de otro Estado miembro de la Unión Europea por la que se exija el pago de una sanción pecuniaria a una persona física o jurídica como consecuencia de la comisión de una infracción penal, para su reconocimiento y ejecución.

        
				
        Estas normas comprenderán también la ejecución en España de las sanciones pecuniarias impuestas por autoridades de otro Estado miembro de la Unión Europea distintas de órganos judiciales por contravención de la respectiva legislación. En este caso, se exigirá que esa resolución hubiera sido recurrible ante órganos jurisdiccionales con competencia en materia penal en dicho Estado.

        
				
        3. Las disposiciones de esta ley se entenderán sin perjuicio de la aplicación de aquellos Convenios con otros Estados miembros de la Unión Europea celebrados por España que contribuyan a una mayor simplificación y agilidad en los procedimientos de ejecución de las sanciones pecuniarias.

        
				
        
          Art. 2.
          Estado de emisión y Estado de ejecución.–
          A los efectos regulados en esta ley, se entenderá por:
        

        
				
        
          a)
          Estado de emisión: el Estado miembro en el que se ha dictado la resolución por la que se exige el pago de una sanción pecuniaria.
        

        
				
        
          b)
          Estado de ejecución: el Estado miembro al que se ha transmitido la resolución por la que se exige el pago de una sanción pecuniaria, para su reconocimiento y ejecución.
        

        
				
        
          Art. 3.
          Sanción pecuniaria.–
          1. Se entenderá por sanción pecuniaria la cantidad de dinero exigida por una resolución en concepto de multa impuesta como consecuencia de la comisión de una infracción penal o de una infracción administrativa, siempre que, en relación con estas últimas, las sanciones administrativas fueran recurribles ante un órgano jurisdiccional penal.
        

        
				
        2. A los efectos de esta ley, también se incluirán en las sanciones pecuniarias las cantidades que figuren en las correspondientes resoluciones y se refieran a los siguientes conceptos:

        
				
        
          a)
          Aquella cantidad de dinero impuesta en concepto de costas judiciales o gastos administrativos originados en el procedimiento.        


          b)
          Una compensación en beneficio de las víctimas, siempre que la víctima no pueda ser parte civil en el procedimiento y el órgano jurisdiccional actúe en el ejercicio de su competencia penal.
        

        
				
        
          c)
          Una cantidad destinada a un fondo público o a una organización de apoyo a las víctimas.
        

        
				
        
          3. La sanción pecuniaria a los efectos de esta ley no podrá comprender órdenes de confiscación de instrumentos o productos del delito, ni resoluciones de restitución, ni reparación del daño ni la indemnización de perjuicios materiales y morales, determinadas en un procedimiento penal, sin perjuicio de lo previsto en la letra
          b)
          del apartado anterior.        


          Art. 4.
          Autoridades judiciales españolas competentes.–
          1. Será competente para transmitir una resolución por la que se exija el pago de una sanción pecuniaria impuesta a una persona física o jurídica que posea propiedades u obtenga ingresos en otro Estado miembro de la Unión Europea el órgano jurisdiccional penal competente para su ejecución en España
          [1].
        

        
				
        
          2. Son autoridades competentes para ejecutar en España una resolución por la que se exija el pago de una sanción pecuniaria los Jueces de lo Penal del lugar donde se encuentren las propiedades o fuente de ingresos o la residencia habitual de la persona física o la sede social de la persona jurídica sobre la que recaiga la sanción pecuniaria
          [2].
        

        
				
        
          Art. 5.
          Destino de las cantidades cobradas.–
          Las cantidades percibidas en concepto de ejecución de una resolución en España se ingresarán en la cuenta de depósitos y consignaciones judiciales, salvo que se hubiese acordado otra cosa con el Estado de emisión respecto de las cantidades que constituyan una compensación en beneficio de las víctimas a que se refiere la letra b) del artículo 3.2.
      

        
				
        Fuera del caso de la citada compensación en beneficio de las víctimas, España no admitirá ningún otro acuerdo que pudiera variar la regla expresada en el párrafo anterior.

        
				
        
          Art. 6.
          Gastos.–
          Las actuaciones previstas en esta ley no conllevarán ninguna reclamación de reembolso de gastos al Estado al que se dirija o del que provenga el reconocimiento de la sanción pecuniaria, ni tampoco se pagará cantidad alguna a otro Estado por estas actuaciones.
        

        
				
        CAPÍTULO II

        
				
        Transmisión por las autoridades españolas de una resolución por la que se exija el pago de una sanción pecuniaria para su ejecución en otro Estado miembro de la Unión Europea

        
				
        
          Art. 7.
          Transmisión de una resolución por la que se exija el pago de una sanción pecuniaria.–
          1. La autoridad judicial penal española competente para ejecutar una resolución por la que se condene al pago de una sanción pecuniaria a una persona física o jurídica que posea propiedades, obtenga ingresos o tenga su residencia habitual o su sede social en otro Estado miembro de la Unión Europea, podrá transmitir la resolución, siempre que ésta sea firme, a la autoridad competente de dicho Estado para que proceda a su ejecución.
        

        
				
        2. En el caso de que la autoridad judicial penal española no conozca cuál es la autoridad competente para ejecutar la resolución, podrá efectuar todas las investigaciones que considere oportunas y valerse de todos los medios que resulten necesarios, incluidos los puntos de contacto de la Red Judicial Europea.

        
				
        3. La autoridad judicial penal española transmitirá la resolución a un único Estado de ejecución cada vez.

        
				
        
          Art. 8.
          Documentación y modo de transmisión.–
          1. La resolución que se pretende ejecutar deberá ir acompañada de un certificado, cuyo modelo figura en el anexo, el cual irá firmado por la autoridad judicial penal española que, conforme a la legislación interna, fuere competente para su ejecución.
        

        
				
        2. La autoridad judicial penal española transmitirá la resolución original o una copia testimoniada de la misma, junto con el certificado, directamente a la autoridad encargada de la ejecución, por cualquier medio que deje constancia escrita en condiciones que permitan a la autoridad a la que se dirige establecer su autenticidad.

        
				
        La autoridad judicial penal española mantendrá comunicación de forma directa con la autoridad a la que se dirige la resolución.

        
				
        
          3. El certificado deberá traducirse a la lengua oficial o a una de las lenguas oficiales del Estado al que se dirige o, en su caso, a una lengua oficial de las instituciones comunitarias que hubiera aceptado dicho Estado
          [3].
        

        
				
        
          Art. 9.
          Consecuencias de la transmisión de una resolución.–
          1. Una vez transmitida la resolución, la autoridad judicial penal española no podrá proceder a su ejecución, salvo en los casos en que se produzca su devolución.
        

        
				
        Tal suspensión alcanzará sólo a los pronunciamientos relativos a la imposición de una pena de multa y a las costas.

        
				
        2. Si, después de transmitir una resolución, la autoridad penal española recibiese una cantidad de dinero, sea porque hubiera sido pagada voluntariamente por la persona condenada o porque fuera resultado de actuaciones judiciales anteriores, aplicará el pago recibido en la forma legalmente prevista e informará inmediatamente de ello a la autoridad competente del Estado de ejecución, con indicación de la reducción que haya experimentado la cuantía y los conceptos incluidos en la sanción pecuniaria sometida a ejecución.

        
				
        
          Art. 10.
          Adopción de una medida de suspensión de la ejecución.–
          La autoridad judicial penal española informará inmediatamente a la autoridad encargada de la ejecución de la adopción de cualquier medida que tenga por objeto suspender o dejar sin efecto el carácter ejecutorio de la resolución, solicitando la devolución de la resolución.
        

        
				
        
          Art. 11.
          Impugnación de la sentencia, amnistía e indulto.–
          1. La autoridad judicial penal española conocerá de cualquier impugnación que se interponga contra la resolución.
        

        
				
        2. En caso de estimación de un recurso o de concesión de amnistía o indulto que afecte a alguna de las cantidades comprendidas en la sanción pecuniaria impuesta, la autoridad judicial penal española lo comunicará inmediatamente al Estado de ejecución.

        
				
        La concesión de amnistía o indulto no podrá alcanzar, en ningún caso, al concepto de costas o gastos administrativos generados en el proceso ni tampoco a la compensación otorgada en beneficio de la víctima.

        
				
        CAPÍTULO III

        
				
        Ejecución en España de una resolución por la que se exija el pago de una sanción pecuniaria emitida por la autoridad competente de otro Estado miembro de la Unión Europea

        
				
        
          Art. 12.
          Principio de doble tipificación.–
          1. Las resoluciones firmes que castiguen hechos enjuiciados como alguno de los delitos o infracciones enumerados a continuación, no estarán sujetas a control de doble tipificación, bastando con que estén castigados en el Estado de emisión.
        

        
				
        Estas infracciones son:

        
				
        Pertenencia a una organización delictiva.

        
				
        Terrorismo.

        
				
        Trata de seres humanos.

        
				
        Explotación sexual de menores y pornografía infantil.

        
				
        Tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.

        
				
        Tráfico ilícito de armas, municiones y explosivos. Corrupción.

        
				
        Fraude, incluido el que afecte a los intereses financieros de las Comunidades Europeas.

        
				
        Blanqueo del producto del delito.

        
				
        Falsificación de moneda, incluida la del euro.

        
				
        Delitos informáticos.

        
				
        Delitos contra el medio ambiente, incluido el tráfico ilícito de especies animales protegidas y de especies y variedades vegetales protegidas.

        
				
        Ayuda a la entrada y a la estancia irregulares.

        
				
        Homicidio voluntario y agresión con lesiones graves. Tráfico ilícito de órganos y tejidos humanos.

        
				
        Secuestro, retención ilegal y toma de rehenes. Racismo y xenofobia.

        
				
        Robos organizados o a mano armada.

        
				
        Tráfico ilícito de bienes culturales, incluidas las antigüedades y las obras de arte.

        
				
        Estafa.

        
				
        Chantaje y extorsión de fondos.

        
				
        Violación de derechos de propiedad intelectual o industrial y falsificación de mercancías.

        
				
        Falsificación de documentos administrativos y tráfico de documentos falsos.

        
				
        Falsificación de medios de pago.

        
				
        Tráfico ilícito de sustancias hormonales y otros factores de crecimiento.

        
				
        Tráfico ilícito de materias nucleares y radiactivas.

        
				
        Tráfico de vehículos robados.

        
				
        Violación.

        
				
        Incendio provocado.

        
				
        Delitos incluidos en la competencia de la Corte Penal Internacional.

        
				
        Apoderamiento ilícito de aeronaves y buques.

        
				
        Sabotaje.

        
				
        Conducta contraria a la legislación de tráfico, incluidas las infracciones a la legislación de conducción y de descanso y a las normas reguladoras de transporte de mercancías peligrosas.

        
				
        Contrabando de mercancías.

        
				
        Infracciones a los derechos de propiedad intelectual e industrial.

        
				
        Amenazas y actos de violencia contra las personas, incluida la violencia durante los acontecimientos deportivos.

        
				
        Vandalismo.

        
				
        Robo.

        
				
        Infracciones establecidas por el Estado de emisión en virtud de normas comunitarias.

        
				
        2. Cuando el Juez de lo Penal competente reciba la resolución de una autoridad judicial de otro Estado miembro de la Unión Europea para que ejecute una sanción pecuniaria impuesta por una infracción no prevista en el apartado anterior, supeditará el reconocimiento y la ejecución de la resolución a la condición de que el hecho por el que la misma se haya dictado sea también constitutivo de infracción según el Derecho español.

        
				
        
          Art. 13.
          Reconocimiento y ejecución de las resoluciones.–
          1. El Juez de lo Penal competente estará obligado a reconocer y a ejecutar, sin más trámite, una resolución por la que se condene al pago de una sanción pecuniaria a una persona física o jurídica que posea propiedades, obtenga ingresos o tenga su residencia habitual o sede social en España, que haya sido debidamente transmitida por la autoridad competente del Estado de emisión, salvo en aquellos casos en que concurra alguno de los motivos para el no reconocimiento o la no ejecución que se contemplan en el artículo siguiente.
        

        
				
        Cuando el certificado que acompañe a la resolución de ejecución de una sanción pecuniaria no venga traducido al español se remitirá inmediatamente a la autoridad judicial que lo hubiera firmado para que lleve a cabo la traducción correspondiente.

        
				
        Los Jueces de lo Penal competentes admitirán las resoluciones de ejecución de las sanciones pecuniarias que regula esta ley que se efectúen mediante correo certificado, fax o medios informáticos o telemáticos cuando se trate de documentos firmados electrónicamente, que permitan verificar su autenticidad.

        
				
        2. El Juez de lo Penal competente informará a la autoridad competente del Estado de emisión, por cualquier medio que deje constancia escrita, de la ejecución de la resolución tan pronto como ésta haya finalizado.

        
				
        
          3. Cuando un Juez de lo Penal reciba una resolución para su reconocimiento y ejecución y no sea competente para ello, la transmitirá de oficio al que lo sea, si así se desprende de la documentación recibida, e informará de ello inmediatamente y por cualquier medio que deje constancia escrita a la autoridad del Estado de emisión
          [4].
        

        
				
        
          Art. 14.
          Denegación del reconocimiento y la ejecución de la resolución.–
          1. El Juez de lo Penal competente denegará el reconocimiento y la ejecución de las resoluciones que exijan el pago de una sanción pecuniaria en los siguientes casos:
        

        
				
        
          a)
          Cuando se haya dictado en España una resolución contra la misma persona y respecto de los mismos hechos.
        

        
				
        
          b)
          Cuando se haya dictado una resolución contra la misma persona y respecto de los mismos hechos en un Estado distinto al de emisión y ejecución y la resolución haya sido ejecutada.
        

        
				
        
          c)
          Cuando la resolución castigue una infracción distinta de las reguladas en el artículo 12 y ésta no se encuentre tipificada en el Derecho español.
        

        
				
        
          d)
          Cuando la resolución se refiera a hechos para los que sean competentes las autoridades españolas y, de haberse dictado la condena por un órgano jurisdiccional español, la sanción impuesta hubiese prescrito de conformidad con el Derecho español.
        

        
				
        
          e)
          Cuando la resolución se refiera a hechos que el Derecho español considere cometidos en su totalidad o en parte en territorio español o cuando se hayan cometido fuera del Estado emisor y el Derecho español no permita la persecución de dichas infracciones cuando se hayan cometido fuera de su territorio.
        

        
				
        
          f)
          Cuando exista una inmunidad que impida la ejecución de la resolución.
        

        
				
        
          g)
          Cuando la resolución castigue a una persona física que, debido a su edad, no habría podido ser considerada responsable penal de acuerdo con lo previsto en la legislación española.
        

        
				
        
          h)
          Cuando falte el certificado que ha de acompañar a la solicitud de ejecución de la resolución, sea incompleto o no se corresponda manifiestamente con la resolución.
        

        
				
        
          i)
          Cuando con arreglo al certificado, el interesado:
        

        
				
        1.º En caso de procedimiento escrito, no hubiera sido informado en virtud de la legislación del Estado de emisión, personalmente o por medio de un representante competente con arreglo a su legislación nacional, de su derecho a impugnar la resolución y de los plazos para ello.

        
				
        2.º No hubiera comparecido en persona, salvo que el certificado indicara que, de conformidad con la legislación del Estado de emisión, le ha sido notificado el procedimiento al interesado personalmente o por medio de un representante competente con arreglo a su legislación nacional, o bien que el interesado haya indicado que no impugna la resolución.

        
				
        
          j)
          Cuando la sanción pecuniaria sea inferior a 70 euros o, tratándose de otra divisa, a un importe equivalente.
        

        
				
        
          k)
          Cuando, del certificado y resolución comunicada para su ejecución, se evidencie que se ha producido una vulneración de los derechos fundamentales y los principios jurídicos fundamentales consagrados en el artículo 6 del Tratado de la Unión Europea y reflejados en la Carta de los derechos fundamentales de la Unión Europea.
        

        
				
        
          2. En los casos a que hacen referencia los apartados
          d), h), i)
          y
          k)
          del apartado anterior, antes de denegar, ya sea parcial o totalmente, el reconocimiento y la ejecución de la resolución, el Juez de lo Penal habrá de consultar a la autoridad del Estado de emisión por cualquier medio que considere adecuado para que aclare y, en su caso, subsane la vulneración cometida.        

3. El Juez de lo Penal competente habrá de informar inmediatamente y mediante cualquier medio que deje constancia escrita al Estado de emisión, de cualquier resolución que suponga la denegación del reconocimiento o ejecución de una resolución previamente transmitida, así como de los motivos que llevaron a aquélla.

        
				
        
          Art. 15.
          Normas aplicables a la ejecución de la resolución.–
          1. La ejecución de la resolución se regirá por el Derecho español, llevándose a cabo del mismo modo que si se tratase de una sanción pecuniaria impuesta por una autoridad española, con las excepciones establecidas en materia de recursos en el artículo 19 de esta misma ley.        

No obstante, la ejecución se llevará a efecto sin que sea preciso que el ejecutado cuente con asistencia letrada. Todo ello, sin perjuicio de participar al obligado las resoluciones judiciales que le afecten cuando tenga su domicilio o residencia en España y reconociéndosele en todo caso el derecho a intervenir en el proceso con abogado y procurador, si lo tuviere por conveniente.

        
				
        2. También se ejecutará la sanción pecuniaria que se haya impuesto en el Estado de emisión a una persona jurídica por una infracción para la que no se prevea su responsabilidad de acuerdo con el Derecho español.

        
				
        
          Art. 16.
          Revisión de la cuantía de la sanción.–
          1. En el supuesto de que la persona sancionada presente una prueba de pago total o parcial en cualquier Estado, el Juez de lo Penal deberá consultar con la autoridad competente del Estado de emisión y deducir la parte de la sanción que haya sido efectivamente cobrada en otro Estado de la cantidad sometida a ejecución en España.
        

        
				
        2. Cuando se demuestre que la resolución se refiere a hechos que no fueron cometidos dentro del territorio del Estado de emisión y sobre los que las autoridades judiciales penales españolas tengan competencia, el Juez de lo Penal podrá decidir la reducción del importe de la multa ejecutada a la cuantía máxima prevista para hechos del mismo tipo conforme a lo previsto en el ordenamiento jurídico español.

        
				
        3. En estos casos, el Juez de lo Penal competente informará del carácter parcial de la ejecución de la resolución a la autoridad competente del Estado de emisión por cualquier medio que deje constancia escrita.

        
				
        4. En aquellos casos en que la sanción se hubiera impuesto en un Estado con distinta divisa, el Juez de lo Penal convertirá a euros la cuantía de la sanción, aplicando el tipo de cambio vigente en el momento en que se impuso la misma.

        
				
        
          Art. 17.
          Sanciones alternativas en caso de impago de la sanción pecuniaria.–
          1. Cuando sea imposible ejecutar total o parcialmente una resolución, el Juez de lo Penal competente podrá aplicar sanciones alternativas, incluida la privación de libertad, conforme a lo previsto en el ordenamiento jurídico español, en los casos en que el Estado de emisión hubiera aceptado aplicar dichas sanciones alternativas en el certificado presentado y, en todo caso, sin exceder del nivel máximo de la sanción previsto en el mismo.
        

        
				
        En ningún caso se aplicará como sanción alternativa la privación de libertad cuando la sanción pecuniaria cuya ejecución se solicite se hubiera impuesto por la comisión de una infracción administrativa, aun cuando hubiera sido recurrida ante un órgano jurisdiccional penal del Estado de emisión.

        
				
        2. El Juez de lo Penal competente informará inmediatamente y mediante cualquier medio que deje constancia escrita, de la aplicación de una sanción alternativa conforme a lo dispuesto en el apartado anterior.

        
				
        
          Art. 18.
          Suspensión de la ejecución.–
          El Juez de lo Penal estará obligado a suspender la ejecución de la resolución tan pronto como la autoridad competente del Estado de emisión le informe de la adopción de cualquier resolución o medida que tenga por efecto suspender o dejar sin efecto la resolución por cualquier otro motivo, incluida la concesión de la amnistía o el indulto.
        

        
				
        En cualquiera de estos casos, el Juez de lo Penal devolverá la resolución a la autoridad competente del Estado de emisión.

        
				
        
          Art. 19.
          Recursos.–
          1. Contra las resoluciones dictadas por el Juez de lo Penal que resuelvan acerca del reconocimiento y ejecución de las resoluciones emitidas por una autoridad de otro Estado miembro de la Unión Europea, el Ministerio Fiscal, el sujeto pasivo del proceso de que trae causa la resolución o los titulares de derechos e intereses legítimos que puedan verse afectados podrán interponer el recurso de reforma y el de apelación, que no suspenderán la ejecución.
        

        
				
        
          El recurso de apelación podrá interponerse subsidiariamente con el de reforma o por separado. En ningún caso será necesario interponer previamente el de reforma para presentar la apelación. Todos estos recursos se tramitarán de acuerdo con lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal para la recurribilidad de los autos de los Jueces de lo Penal en el procedimiento abreviado
          [5].
        

        
				
        2. Tan pronto como se interpongan los recursos de reforma o de apelación, el Juez de lo Penal comunicará esta circunstancia al órgano judicial del Estado emisor, por cualquier medio que deje constancia escrita, en condiciones que permitan a la autoridad judicial a la que se dirige establecer su autenticidad, para que exponga, en su caso, las consideraciones que estime oportunas en el plazo de cinco días desde la recepción del certificado.

        
				
        3. El Juez de lo Penal informará a la autoridad judicial de emisión del resultado del recurso de reforma o apelación.

        
				
        4. Los motivos de fondo por los que se haya adoptado la resolución sólo podrán ser impugnados mediante un recurso interpuesto en el Estado miembro de la autoridad judicial de emisión.

        
				
        DISPOSICIONES ADICIONALES

        
				
        
          Primera.
          Transmisión de medidas con el Reino Unido y la República de Irlanda.–
          La transmisión de las resoluciones por las que se exija el pago de una sanción pecuniaria con el Reino Unido y la República de Irlanda, se efectuará con arreglo a lo dispuesto en esta ley, a menos que estos Estados manifiesten mediante declaración depositada ante la Secretaría General del Consejo y notificada a la Comisión, que optan por la transmisión de sus resoluciones y del certificado correspondiente por conducto de su autoridad o autoridades centrales especificadas en la declaración.
        

        
				
        
          Segunda.
          Remisión de información estadística.–
          De conformidad con las directrices que, en su caso, se fijen por la Comisión Nacional de Estadística Judicial, los Juzgados o Tribunales que transmitan o reciban resoluciones de reconocimiento de sanciones pecuniarias, lo comunicarán al Consejo General del Poder Judicial.
        

        
				
        El Consejo General del Poder Judicial remitirá trimestralmente la información a la que se refiere el párrafo anterior al Ministerio de Justicia.

        
				
        DISPOSICIÓN TRANSITORIA

        
				
        
          Única.
          Resoluciones en curso.–
          1. Esta ley será aplicable a las resoluciones que se transmitan o reciban con posterioridad a su entrada en vigor, con independencia de que hubieran sido dictadas con anterioridad.
        

        
				
        2. Las resoluciones por las que se exija el pago de una sanción pecuniaria que se encuentren en ejecución a la entrada en vigor de esta ley seguirán tramitándose conforme a las normas hasta entonces vigentes.

        
				
        DISPOSICIONES FINALES

        
				
        
          Primera.
          Competencia estatal.–
          Esta ley se dicta en ejercicio de la competencia atribuida al Estado en materia de legislación procesal por el artículo 149.1.6.ª de la Constitución.
        

        
				
        
          Segunda.
          Incorporación de Derecho de la Unión Europea.–
          En esta ley se incorpora al Derecho español la Decisión Marco 2005/214/JAI del Consejo, de 24 de febrero de 2005, relativa a la aplicación del principio de reconocimiento mutuo de sanciones pecuniarias.
        

        
				
        
          Tercera.
          Entrada en vigor.–
          La presente ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
        

        
				
        
          ANEXO
          [6]
        

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [1] Véanse los artículos 7 a 11 de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [2] Véanse el artículo 89 bis.2.º de la Ley Orgánica del Poder Judicial (§ 2), y los artículos 12 y siguientes de la presente Ley.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [3] Véanse los artículos 74 a 77 del Reglamento 1/2005, de los aspectos accesorios de las Resoluciones Judiciales, aprobado por Acuerdo del Pleno del Consejo General del Poder Judicial de 15 de septiembre de 2005 («BOE» núm. 191, de 27 de septiembre).
            

            
						
            Téngase, también, en cuenta el artículo 15 del Acuerdo de 25 de febrero de 2010 («BOE» núm. 62, de 12 de marzo), del Pleno del Consejo General del Poder Judicial, por el que se aprueba el Reglamento 2/2010, sobre criterios generales de homogeneización de las actuaciones de los servicios comunes procesales, reproducido en nota al artículo 10 de la Ley 16/2006, de 26 de mayo (§26).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [4] Véanse los artículos 78 a 80 del Reglamento1/2005, de los aspectos accesorios de las Resoluciones Judiciales, aprobado por Acuerdo del Pleno del Consejo General del Poder Judicial de 15 de septiembre de 2005 («BOE» núm. 191, de 27 de septiembre).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [5] Artículo 766 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (§ 1).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [6] Dada la naturaleza de esta obra, se omite la publicación de este anexo.
            

            
					
          

          
				
        

        
			
      

      
			
      
			

      
		
    

    
	
  
    
		
    
      
			
      
        
				
        
          § 28
          LEY 4/2010 (JEFATURA DEL ESTADO), DE 10 DE MARZO, PARA LA EJECUCIÓN EN LA UNIÓN EUROPEA DE RESOLUCIONES JUDICIALES DE DECOMISO
        

        
				
        («BOE» núm. 134, de 6 de junio de 2006)

        
				
        
          PREÁMBULO
        

        
				
        La creación de un espacio de libertad, seguridad y justicia en la Unión Europea, exige un importante esfuerzo para mejorar la cooperación judicial entre los Estados miembros, que tiene su «piedra angular» en el principio de reconocimiento mutuo de resoluciones judiciales. Este principio se basa en la confianza mutua de que las resoluciones que van a reconocerse y a ejecutarse cumplen plenamente las exigencias básicas de legalidad y proporcionalidad en todos los países comunitarios.

        
				
        De manera progresiva, la Unión ha venido adoptando instrumentos jurídicos en los que se plasma el principio de reconocimiento mutuo. El primero de ellos fue la Decisión Marco 2002/584/JAI del Consejo, de 13 de junio de 2002, relativa a la orden de detención europea y a los procedimientos de entrega entre Estados miembros, que se incorporó al Derecho español a través de la Ley 3/2003, de 14 de marzo, sobre la orden europea de detención y entrega, y de la Ley Orgánica 2/2003, de 14 de marzo, complementaria de la anterior.

        
				
        A las citadas normas siguieron la Decisión Marco 2003/577/JAI del Consejo, de 22 de julio de 2003, relativa a la ejecución en la Unión Europea de las resoluciones de embargo preventivo de bienes y de aseguramiento de pruebas, incorporada a nuestro Derecho mediante la Ley 18/2006, de 5 de junio, para la eficacia en la Unión Europea de las resoluciones de embargo y de aseguramiento de pruebas en procedimientos penales, complementada por la Ley Orgánica 5/2006, de 5 de junio. Y después la Decisión Marco 2005/214/JAI del Consejo, de 24 de febrero de 2005, relativa a la aplicación del principio de reconocimiento mutuo de sanciones pecuniarias, cuya transposición se ha realizado en la Ley 1/2008, de 4 de diciembre, para la ejecución en la Unión Europea de resoluciones que impongan sanciones pecuniarias y la Ley Orgánica 2/2008, de 4 de diciembre, de modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y complementaria a la Ley para la ejecución en la Unión Europea de resoluciones que impongan sanciones pecuniarias.

        
				
        El siguiente paso en este proceso viene constituido por la Decisión Marco 2006/783/JAI del Consejo, de 6 de octubre de 2006, relativa a la aplicación del principio de reconocimiento mutuo de resoluciones de decomiso, cuya incorporación a nuestro Derecho se efectúa en esta ley, dirigida a garantizar en España la máxima cooperación judicial con el resto de Estados miembros de la Unión Europea.

        
				
        II

        
				
        El objeto de esta norma consiste, en primer lugar, en regular el procedimiento a través del cual se van a transmitir, por parte de las autoridades judiciales españolas, aquellas sentencias firmes por las que se imponga un decomiso, a otros Estados miembros de la Unión Europea. Y, en segundo lugar, en establecer el modo en el que las autoridades judiciales españolas van a reconocer y a ejecutar tales resoluciones cuando le sean transmitidas por otro Estado miembro.

        
				
        Al igual que en las decisiones marco señaladas, y las leyes que ya las han incorporado a nuestro Derecho, la renuncia a la exigencia de control de la doble incriminación para las infracciones que se establecen y siempre que para ellas se prevean «penas privativas de libertad cuya duración máxima sea de al menos tres años».

        
				
        La Ley recoge novedades que provienen de la Decisión marco 2006/783/JAI y que derivan de las exigencias de eficacia que ha de acompañar al reconocimiento mutuo de las resoluciones de decomiso. La primera es la de contar con un concepto homogéneo de decomiso, que viene dado por la incorporación a los ordenamientos nacionales de los Estados miembros de la Decisión marco 2005/212/JAI, del Consejo, de 24 de febrero de 2005, relativa al decomiso de los productos, instrumentos y bienes relacionados con el delito. En este sentido, el alcance que tiene el decomiso en esta ley alcanza a bienes que provienen de actividades delictivas desarrolladas por la persona condenada durante un período anterior a la condena, o cuando se tenga constancia de que el valor de la propiedad es desproporcionado con respecto a los ingresos legales de la persona condenada y un órgano judicial nacional, basándose en hechos concretos, esté plenamente convencido de su procedencia delictiva. En cambio, quedan fuera de esta ley los supuestos de restitución de bienes a sus legítimos propietarios.

        
				
        La ley también incorpora las novedades mediante las cuales se tratan de remediar los problemas derivados de las dudas de localización de los bienes objeto de decomiso, y ante los cuales se permite que una autoridad judicial transmita su resolución simultáneamente a varios Estados miembros de la Unión Europea. Una previsión que, a su vez, obliga a que haya una mayor comunicación entre las autoridades judiciales para evitar excesos de ejecución.

        
				
        Finalmente, la ley incluye previsiones, ya contenidas en la Decisión marco 2006/783/JAI, que remiten determinados aspectos al acuerdo tanto de las autoridades competentes de los Estados miembros como de sus autoridades judiciales, en cuestiones como el destino de los bienes decomisados o el reembolso de determinados gastos.

        
				
        También es nueva la previsión de que el Juez de lo Penal pida informe al Ministerio Fiscal antes de reconocer y ejecutar una resolución de decomiso procedente de otro Estado de la Unión Europea, habida cuenta de la complejidad que pueden conllevar esas resoluciones.

        
				
        Junto a estas novedades, también la ley viene a confirmar cuestiones que ya aparecen en las leyes anteriores que incorporaban las Decisiones marco sobre reconocimiento mutuo de resoluciones judiciales en la Unión Europea. Tal es el caso de las normas que han de cumplir los jueces españoles para transmitir y ejecutar las correspondientes resoluciones judiciales y, en especial, el empleo de formularios o certificados. Las Decisiones marco ya se basan en el uso de los formularios que se han de traducir a la lengua que señale el Estado donde esté la autoridad judicial que haya de ejecutar la resolución judicial de que se trate, lo que se concibe como fórmula de superación del obstáculo que puede suponer el desconocimiento por parte del juez del idioma en el que reciba una resolución proveniente de otro Estado.

        
				
        En este sentido y al igual que han hecho las leyes anteriores, se exige la traducción al español (término acuñado ante las instituciones comunitarias para designar a nuestro idioma) de los formularios que se remitan a nuestro país por las autoridades competentes de los demás Estados miembros. Con ello se consolida una línea de política lingüística que constituye una pieza básica para la eficacia del sistema, consistente en optar por la lengua que conocen todos los jueces de España, sin necesidad de nuevas traducciones en el supuesto de reenvíos de las resoluciones dentro del territorio español o de desconocimiento del juez de la lengua cooficial y, en definitiva, retrasos en la eficacia de las resoluciones a las que se refiere el certificado. Asimismo, esta es la única opción que se ajusta a las Decisiones marco que se refieren a la traducción a la lengua oficial del Estado de ejecución, condición que en España sólo corresponde al castellano o español, mientras que para las restantes lenguas españolas la cooficialidad se reduce al territorio de la Comunidad Autónoma de que se trate. Debe destacarse, además, que esta opción no excluye que en las actuaciones judiciales que tengan lugar en nuestro país resulte de aplicación el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que posibilita la utilización de las lenguas oficiales propias de las Comunidades Autónomas.

        
				
        III

        
				
        La ley se estructura en tres capítulos, a los que se añaden cinco disposiciones adicionales, otra transitoria y tres finales, más un anexo que incluye el certificado o formulario para la aplicación del principio de reconocimiento mutuo de resoluciones de decomiso.

        
				
        El primer capítulo contiene las disposiciones generales, referidas al objeto de la ley y la posibilidad de mejora del régimen que establece mediante convenios entre los Estados miembros, se concretan las autoridades que en España serán competentes tanto para emitir las resoluciones objeto de la ley como para ejecutarlas. Se precisa también el concepto de decomiso, así como el régimen de indemnizaciones y reembolsos que deriven de la ejecución de las resoluciones de decomiso.

        
				
        El segundo capítulo regula la transmisión por las autoridades judiciales españolas de las resoluciones de decomiso a otros Estados miembros de la Unión Europea, para que éstos procedan a su ejecución. En especial se atiende a la forma de transmisión y al modo en que aquélla ha de documentarse, así como a las consecuencias que se desprenden de la transmisión de una resolución, en especial cuando la petición de decomiso se envía a varios Estados.

        
				
        Se establece la regla de que la transmisión de la resolución, acompañada de su certificado, no impide que la autoridad judicial española pueda ejecutarla, pero sí la limita en cuanto a la cantidad de dinero que puede decomisar y le obliga a informar a la autoridad competente del Estado de ejecución que ella misma o la autoridad de otro Estado al que se haya remitido la misma resolución haya efectuado y el importe que, en su caso, no se haya ejecutado. Se prevé la transformación del decomiso que afecte a un bien en concreto en una cantidad de dinero equivalente.

        
				
        Este segundo capítulo se cierra con la obligación de información de la autoridad judicial española a la autoridad competente en el Estado de ejecución de la adopción de cualquier medida que deje sin efecto el decomiso y los recursos que proceden ante aquella.

        
				
        Por último, el capítulo tercero se refiere a la ejecución en España de aquellas resoluciones que le sean transmitidas por otros Estados miembros de la Unión Europea.

        
				
        Esta regulación parte del reconocimiento del principio de no sujeción al control de la doble tipificación y por tanto del reconocimiento y ejecución automático de la resolución, para admitir a continuación la existencia de una serie de supuestos en que sí se exige la doble tipificación o en los que la autoridad competente puede denegar el reconocimiento y ejecución del decomiso. Regula también las normas aplicables a la ejecución de la resolución. Como excepción al automatismo de la ejecución, la ley regula una serie de motivos que justifican la denegación del reconocimiento y la ejecución de la resolución, así como la suspensión de la resolución de decomiso, y el régimen de revisión de la sentencia e indulto. Se ha tenido en cuenta al regular estos aspectos la modificación que operada por la Decisión marco 2009/299/JAI, del Consejo, de 26 de febrero de 2009 por la que se modifican las Decisiones Marco 2002/584/JAI, 2005/214/JAI, 2006/783/JAI, 2008/909/JAI y 2008/947/JAI, destinada a reforzar los derechos procesales de las personas y a propiciar la aplicación del principio de reconocimiento mutuo de las resoluciones dictadas a raíz de juicios celebrados sin comparecencia del imputado. Esta reforma ha afectado tanto a la regulación de las causas de denegación del reconocimiento de una resolución como al formulario que se incluye como anexo en esta ley.

        
				
        La ley finaliza con la regulación de la disposición de los bienes decomisados en España, ya sean dinero u otro tipo de bienes. Un régimen que no desplaza la aplicación de aquellas normas especiales ya existentes, tales como las que se aplican al contrabando o tráfico ilícito de drogas.

        
				
        La parte final de la ley contiene una disposición adicional relativa a la remisión de información estadística. Se incluyen también una disposición transitoria, que determina el régimen jurídico de las resoluciones que se encuentren en curso a la entrada en vigor de la ley, y tres disposiciones finales. La primera de ellas fundamenta la competencia estatal para dictar esta ley en el artículo 149.1.6.ª de la Constitución, la segunda señala que la nueva ley incorpora al Derecho español la Decisión Marco 2006/783/JAI y la última establece el momento de su entrada en vigor. Se incluye finalmente, en el anexo, el certificado que han de remitir los tribunales españoles para el reconocimiento de las resoluciones de decomiso impuestas por ellos en otros Estados miembros de la Unión Europea.

        
				
        
          CAPÍTULO I
        

        
				
        
          Disposiciones generales
        

        
				
        
          Artículo 1.
          Objeto.
          –1. Esta ley tiene por objeto regular el procedimiento que deben seguir las autoridades judiciales españolas para transmitir a las autoridades correspondientes de los demás Estados miembros de la Unión Europea, una resolución de decomiso firme impuesta como consecuencia de la comisión de una infracción penal.
        

        
				
        2. Se regula, asimismo, la actuación que han de desarrollar las autoridades judiciales españolas cuando reciban una resolución de decomiso firme emitida por la autoridad competente de otro Estado miembro de la Unión Europea e impuesta como consecuencia de la comisión de una infracción penal, para su reconocimiento y ejecución.

        
				
        3. Las disposiciones de esta ley se entenderán sin perjuicio de la aplicación de aquellos Convenios con otros Estados miembros de la Unión Europea celebrados por España que contribuyan a una mayor simplificación y agilidad en los procedimientos de ejecución de resoluciones de decomiso.

        
				
        
          Art. 2.
          Estado de emisión y Estado de ejecución
          .–A los efectos regulados en esta ley, se entenderá por:
        

        
				
        
          a)
          Estado de emisión: El Estado miembro en el que se ha dictado la resolución de decomiso en relación con una causa penal.
        

        
				
        
          b)
          Estado de ejecución: El Estado miembro al que se ha transmitido la resolución de decomiso para su reconocimiento y ejecución.
        

        
				
        
          Art. 3.
          Resolución de decomiso.
          –1. Se entenderá por resolución de decomiso la sanción o medida firme impuesta por un órgano jurisdiccional a raíz de un procedimiento relacionado con una o varias infracciones penales, que tenga como resultado la privación definitiva de bienes.
        

        
				
        2. A los efectos de esta ley, la resolución de decomiso podrá afectar a cualquier tipo de bienes, ya sean materiales o inmateriales, muebles o inmuebles, así como los documentos con fuerza jurídica u otros documentos acreditativos de un título o derecho sobre esos bienes respecto de los cuales el órgano jurisdiccional del Estado de emisión haya decidido:

        
				
        
          a)
          Que constituyen el producto de una infracción penal o equivalen total o parcialmente al valor de dicho producto.
        

        
				
        
          b)
          Que constituyen los instrumentos de dicha infracción.
        

        
				
        
          c)
          Que pueden ser decomisados con motivo de la aplicación en el Estado de emisión de cualquiera de los supuestos de potestad de decomiso ampliada que se especifican en el artículo 3, apartados 1 y 2, de la Decisión Marco 2005/212/JAI del Consejo, de 24 de febrero de 2005, relativa al decomiso de los productos, instrumentos y bienes relacionados con el delito
          [1].
        

        
				
        
          d)
          O que pueden ser decomisados a tenor de cualesquiera otras disposiciones relacionadas con una potestad de decomiso ampliada de conformidad con el Derecho del Estado de emisión.
        

        
				
        
          Art. 4.
          Autoridades judiciales españolas competentes.
        –1. Será competente para transmitir una resolución de decomiso firme impuesta a una persona natural o jurídica a otro Estado miembro de la Unión Europea en el que se encuentren los bienes objeto de decomiso, el juez o tribunal penal competente para su ejecución en España.        

        
				
      2. Son autoridades competentes para ejecutar en España una resolución de decomiso transmitida por las autoridades judiciales competentes del Estado de emisión los Jueces de lo Penal del lugar donde se encuentren los bienes objeto de dicha resolución. Si la resolución transmitida no concreta el lugar donde se encuentran esos bienes, será competente el Juez de lo Penal del lugar de residencia del condenado y en tanto no se localicen aquellos bienes en otro lugar distinto.

        
				
        
          Art. 5.
          Indemnizaciones y reembolsos.–
          1. El Estado español reembolsará al Estado al que se haya transmitido la resolución las cantidades abonadas en concepto de reparación de daños y perjuicios causados a los titulares de derechos e intereses legítimos, siempre y cuando éstos no se debieran exclusivamente a la actividad de dicho Estado.
        

        
				
        2. El Estado español reclamará al Estado de la autoridad judicial de emisión el reembolso de las cantidades abonadas en concepto de reparación de daños y perjuicios causados a los titulares de derechos e intereses legítimos, siempre y cuando éstos no sean consecuencia exclusivamente del funcionamiento anormal de la Administración de Justicia o de error judicial.

        
				
        
          CAPÍTULO II
        

        
				
        
          Transmisión por las autoridades judiciales españolas de una resolución de decomiso para su ejecución en otro Estado miembro de la Unión Europea
        

        
				
        
          Art. 6.
          Transmisión de una resolución de decomiso.
          –1. La autoridad judicial penal española competente para ejecutar un decomiso impuesto a una persona natural o jurídica transmitirá la resolución a la autoridad competente de otro Estado miembro de la Unión Europea, siempre que ésta sea firme, y tenga motivos fundados de que los bienes objeto de decomiso se encuentran en dicho Estado.        

        
				
  
          En caso de que en relación con esos bienes se hubiera dictado y ejecutado con anterioridad una resolución en aplicación de la Ley 18/2006, de 5 de junio, para la eficacia en la Unión Europea de las resoluciones de embargo y de aseguramiento de prueba en procedimientos penales, el Juez de lo Penal recabará los antecedentes al Juez de Instrucción a los efectos de continuar su tramitación
          [2].
        

        
				
        
          2. En el caso de que la autoridad judicial penal española no conozca cuál es la autoridad competente para ejecutar la resolución, efectuará todas las investigaciones que considere oportunas y se valerá de todos los medios que resulten necesarios, incluidos los puntos de contacto de la Red Judicial Europea
          [3].
        

        
				
        3. Si la autoridad judicial penal española no tiene motivos fundados que le permitan determinar el Estado al que pueda trasladar la resolución de decomiso, la transmitirá a la autoridad competente del Estado miembro donde la persona natural o jurídica contra la que se ha dictado la resolución resida habitualmente o tenga su domicilio social, respectivamente.

        
				
        
          Art. 7.
          Documentación y modo de transmisión.
          –1. La resolución que se pretende ejecutar deberá ir acompañada de un certificado, cuyo modelo figura en el anexo, el cual irá firmado por la autoridad judicial penal española que, conforme a la legislación interna, fuere competente para su ejecución.
        

        
				
        2. La autoridad judicial penal española transmitirá la resolución original o una copia certificada de la misma, junto con el certificado, directamente a la autoridad encargada de la ejecución, por correo certificado, fax o medios informáticos o telemáticos que permitan acreditar la autenticidad del contenido, la certeza de la fecha y la identidad del remitente. Todas las comunicaciones entre autoridades judiciales se efectuarán por estos medios.

        
				
        La autoridad judicial penal española mantendrá comunicación de forma directa con la autoridad a la que se dirige la resolución.

        
				
        
          3. El certificado deberá traducirse a la lengua oficial o a una de las lenguas oficiales del Estado al que se dirige o, en su caso, a una lengua oficial de las instituciones comunitarias que hubiera aceptado dicho Estado
          [4].
        

        
				
        
          Art. 8.
          Transmisión de una resolución de decomiso a más de un Estado miembro.
          –1. Una resolución de decomiso referente a bienes concretos se podrá transmitir simultáneamente a más de un Estado de ejecución cuando se dé alguno de los siguientes supuestos:
        

        
				
        
          a)
          Que la autoridad judicial española competente tenga motivos fundados para creer que los distintos bienes objeto de la resolución de decomiso se encuentran en distintos Estados de ejecución.
        

        
				
        
          b)
          Que el decomiso de un bien concreto incluido en la resolución de decomiso requiera la intervención en más de un Estado de ejecución.
        

        
				
        
          c)
          Que la autoridad judicial española competente tenga motivos fundados para creer que un bien concreto incluido en la resolución de decomiso está localizado en uno de los dos o más Estados de ejecución determinados.
        

        
				
        2. Una resolución de decomiso referente a una cantidad de dinero podrá transmitirse simultáneamente a más de un Estado de ejecución cuando la autoridad judicial española competente considere que hay motivos específicos para hacerlo. Entre otros supuestos, se considera que concurren tales motivos:

        
				
        
          a)
          Cuando los bienes afectados no hayan sido embargados con arreglo a la Ley 18/2006, de 5 de junio, para la eficacia en la Unión Europea de las resoluciones de embargo y de aseguramiento de pruebas en procedimientos penales.
        

        
				
        
          b)
          Cuando el valor de los bienes que pueden ser decomisados en el Estado de emisión y en cualquier Estado de ejecución probablemente no sea suficiente para ejecutar la cantidad total objeto de la resolución de decomiso.
        

        
				
        3. Cuando no fuera posible llevar a cabo la transmisión simultánea a varios Estados miembros de la Unión Europea y siempre que no se haya cumplido en su totalidad la resolución de decomiso, se efectuará su remisión de forma sucesiva a los Estados en los que se presuma que se encuentran bienes del condenado.

        
				
        
          Art. 9.
          Consecuencias de la transmisión de una resolución de decomiso.
          –1. La transmisión de una resolución de decomiso no impedirá que la autoridad judicial penal española pueda proceder a su ejecución.
        

        
				
        2. En caso de transmisión a uno o más Estados de ejecución de una resolución de decomiso referente a una cantidad de dinero, la autoridad judicial española garantizará que el valor total derivado de la ejecución de la resolución no exceda del importe máximo especificado en la misma.

        
				
        3. La autoridad judicial penal española informará de inmediato a la autoridad competente de todo Estado de ejecución afectado, por cualquier medio que pueda dejar constancia escrita, en los siguientes casos:

        
				
        
          a)
          Cuando considere que hay riesgo de que la ejecución supere el importe máximo especificado. Informará, asimismo, cuando considere que el riesgo mencionado ha dejado de existir.
        

        
				
        
          b)
          Cuando la totalidad o parte de la resolución de decomiso haya sido ejecutada en España o en otro Estado de ejecución. En este caso, se especificará en la comunicación el importe de la sentencia de decomiso que aún no haya sido ejecutado.
        

        
				
        
          c)
          Si, con posterioridad a la transmisión de una resolución de decomiso, una autoridad española ha recibido una cantidad de dinero pagada voluntariamente por el condenado en cumplimiento de la resolución de decomiso. En este caso, se indicará si queda parte de la resolución por ejecutar y su importe.
        

        
				
        
          Art. 10.
          Transformación del decomiso.
          –Cuando una resolución de decomiso afecte a un bien en concreto y por cualquier circunstancia no fuera posible el decomiso del mismo, la autoridad judicial española solicitará a la autoridad competente del Estado de ejecución que el decomiso adopte la forma de obligación de pago de una cantidad de dinero equivalente al valor del bien de que se trate.
        

        
				
        
          Art. 11.
          Terminación de la ejecución
          .–La autoridad judicial penal española informará de inmediato a la autoridad competente del Estado de ejecución de toda decisión o medida que tenga por efecto anular el carácter ejecutorio de la sentencia o retirar la resolución del Estado de ejecución por cualquier otro motivo.
        

        
				
        
          Art. 12.
          Reembolso de gastos excepcionales
          .–La autoridad judicial española que reciba una comunicación de la autoridad del Estado de ejecución sobre gastos especiales que ha conllevado la ejecución de la resolución de decomiso, lo comunicará al Ministerio de Justicia a efectos de un posible acuerdo sobre el reparto de los costes con el Estado de ejecución.
        

        
				
        
          Art. 13.
          Revisión de la resolución de decomiso.
          –1. En caso de impugnación de la resolución de decomiso, la misma se resolverá por la autoridad judicial competente para el conocimiento del recurso interpuesto.
        

        
				
        2. En caso de estimación de un recurso que afecte a la resolución de decomiso, la autoridad judicial penal española lo comunicará inmediatamente al Estado de ejecución.

        
				
        
          CAPÍTULO III
        

        
				
        
          Ejecución en España de una resolución de decomiso emitida por la autoridad judicial de otro Estado miembro de la Unión Europea
        

        
				
        
          Art. 14.
          Principio de doble tipificación.
          –1. Las resoluciones de decomiso firmes adoptadas por el Estado de emisión para su ejecución en España no estarán sujetas a control de la doble tipificación cuando se refieran a hechos enjuiciados como algunos de los delitos que se enuncian a continuación, siempre que estén castigados en dicho Estado con penas privativas de libertad cuya duración máxima sea de al menos tres años. Estos delitos son los siguientes:
        

        
				
        Pertenencia a una organización delictiva.

        
				
        Terrorismo.

        
				
        Trata de seres humanos.

        
				
        Explotación sexual de menores y pornografía infantil.

        
				
        Tráfico ilícito de drogas y sustancias psicotrópicas.

        
				
        Tráfico ilícito de armas, municiones y explosivos.

        
				
        Corrupción.

        
				
        Fraude, incluido el que afecte a los intereses financieros de las Comunidades Europeas.

        
				
        Blanqueo de los productos del delito.

        
				
        Falsificación de moneda, con inclusión del euro.

        
				
        Delitos informáticos.

        
				
        Delitos contra el medio ambiente, incluido el tráfico ilícito de especies animales protegidas y de especies y variedades vegetales protegidas.

        
				
        Ayuda a la entrada y a la estancia irregulares.

        
				
        Homicidio y agresión con lesiones graves.

        
				
        Tráfico ilícito de órganos y tejidos humanos.

        
				
        Secuestro, retención ilegal y toma de rehenes.

        
				
        Racismo y xenofobia.

        
				
        Robos organizados o a mano armada.

        
				
        Tráfico ilícito de bienes culturales, incluidas las antigüedades y las obras de arte.

        
				
        Estafa.

        
				
        Chantaje y extorsión de fondos.

        
				
        Violación de derechos de propiedad intelectual o industrial y falsificación de mercancías.

        
				
        Falsificación de documentos administrativos y tráfico de documentos falsos.

        
				
        Falsificación de medios de pago.

        
				
        Tráfico ilícito de sustancias hormonales y otros factores de crecimiento.

        
				
        Tráfico ilícito de materias nucleares y radiactivas.

        
				
        Tráfico de vehículos robados.

        
				
        Violación.

        
				
        Incendio provocado.

        
				
        Delitos incluidos en la jurisdicción de la Corte Penal Internacional.

        
				
        Apoderamiento ilegal de aeronaves y buques.

        
				
        Sabotaje.

        
				
        2. Cuando el Juez de lo Penal competente reciba la resolución de una autoridad judicial de otro Estado miembro de la Unión Europea para que ejecute una resolución de decomiso impuesta por una infracción penal no prevista en el apartado anterior, supeditará el reconocimiento y la ejecución de la misma a la condición de que el hecho por el que la misma se haya dictado sea también constitutivo de infracción penal según el Derecho español.

        
				
        
          Art. 15.
          Reconocimiento de las resoluciones.
          –1. El Juez de lo Penal competente estará obligado a reconocer y a ejecutar, sin más trámite que el informe del Ministerio Fiscal, una resolución de decomiso cuando el bien sobre el que recaiga se encuentre en España, que haya sido debidamente transmitida por la autoridad competente del Estado de emisión, salvo en aquellos casos en que concurra alguno de los motivos para el no reconocimiento o la no ejecución que se contemplan en el artículo 19.
        

        
				
        El Juez de lo Penal, previo informe del Ministerio Fiscal emitido en el plazo de 7 días, acordará el despacho de ejecución de la resolución de decomiso debidamente transmitida mediante auto, en un plazo máximo de 15 días desde su recepción. La adopción de la resolución de decomiso de que se trate sucederá, en su caso, a las medidas que sobre los mismos bienes se hubieran acordado en aplicación de la Ley 18/2006, de 5 de junio, para la eficacia en la Unión Europea de las resoluciones de embargo y de aseguramiento de pruebas en procedimientos penales.

        
				
        Cuando el certificado que acompañe a la resolución de decomiso no venga traducido al español se remitirá inmediatamente a la autoridad judicial que lo hubiera firmado para que lleve a cabo la traducción correspondiente.

        
				
        Los Jueces de lo Penal competentes admitirán las resoluciones de decomiso que regula esta ley que se efectúen mediante correo certificado, fax o medios informáticos o telemáticos que permitan acreditar la autenticidad del contenido, la certeza de la fecha y la identidad del remitente.

        
				
        2. Cuando un Juez de lo Penal reciba una resolución para su reconocimiento y ejecución y no sea competente para ello, la transmitirá de oficio al que lo sea, si así se desprende de la documentación recibida, e informará de ello inmediatamente y por cualquier medio que deje constancia escrita a la autoridad del Estado de emisión.

        
				
        
          Art. 16.
          Ejecución de las resoluciones.
          –1. En caso de que una solicitud de decomiso afecte a un bien concreto y por cualquier circunstancia no fuera posible el decomiso del mismo, los Jueces de lo Penal competentes acordarán que el decomiso adopte la forma de la obligación de pago de una cantidad de dinero correspondiente al valor del bien de que se trate.
        

        
				
        2. En caso de que una resolución de decomiso se refiera a una cantidad de dinero, los Jueces de lo Penal competentes, en caso de que no puedan obtener el pago, ejecutarán la resolución de decomiso sobre cualquier bien disponible a tal efecto.

        
				
        3. En caso de que una resolución de decomiso se refiera a una cantidad de dinero, los Jueces de lo Penal competentes convertirán, cuando sea necesario, el importe que deba decomisarse a la moneda del Estado de ejecución, aplicando el tipo de cambio vigente en el momento de dictarse la resolución de decomiso.

        
				
        4. El Juez de lo Penal competente informará a la autoridad competente del Estado de emisión, por cualquier medio que deje constancia escrita, de la ejecución de la resolución tan pronto como ésta haya finalizado.

        
				
        
          Art. 17.
          Ejecución de resoluciones de decomiso múltiples.
          –1. Cuando el Juez de lo Penal competente estuviera tramitando dos o más resoluciones de decomiso referentes bien a una cantidad de dinero dictadas contra la misma persona natural o jurídica que no disponga de medios suficientes en España para que se ejecuten todas las resoluciones, o bien referentes a un mismo bien, habrá de decidir cuál o cuáles de las resoluciones de decomiso se ejecutarán, tras considerar debidamente todas las circunstancias. Para adoptar esta decisión se tendrá en cuenta principalmente y por este orden la existencia de un embargo preventivo, la gravedad relativa y el lugar de la infracción, las fechas de las resoluciones respectivas y las fechas de su transmisión. El Juez de lo Penal competente comunicará sin dilación su decisión a las autoridades competentes del Estado o Estados de emisión.
        

        
				
        2. En caso de que el condenado pudiera facilitar la prueba del decomiso, total o parcial, efectuado en otro Estado, el Juez de lo Penal competente consultará a la autoridad competente del Estado de emisión por cualquiera de los medios previstos en el artículo 7.2. En caso de decomiso de productos de un delito, toda porción del valor de los bienes afectados que se recupere en virtud de la resolución de decomiso en otro Estado se deducirá en su totalidad del valor de los bienes que se han de decomisar en España.

        
				
        
          Art. 18.
          Derecho por el que se regirá la ejecución.—
          1. La ejecución de la resolución se regirá por el Derecho español y se llevará a cabo del mismo modo que si el decomiso se hubiera impuesto por un tribunal español.
        

        
				
        2. También se ejecutará la resolución de decomiso que se haya impuesto en el Estado de emisión a una persona jurídica por una infracción para la que no se prevea su responsabilidad de acuerdo con el Derecho español.

        
				
        3. En caso de imposibilidad de ejecución de una resolución de decomiso, el Juez de lo Penal informará a la autoridad competente del Estado de emisión sin dilación, sin que se puedan ejecutar medidas alternativas no previstas en el Derecho español.

        
				
        
          Art. 19.
          Denegación del reconocimiento y ejecución de la resolución.–
          1. El Juez de lo Penal competente denegará el reconocimiento y la ejecución de las resoluciones de decomiso en los siguientes casos:
        

        
				
        
          a)
          Cuando se haya dictado en España o en otro Estado distinto al de emisión una resolución firme, condenatoria o absolutoria contra la misma persona y respecto de los mismos hechos, y su ejecución vulnerase el principio non bis in ídem en los términos previstos en las leyes y en los convenios o tratados internacionales ratificados por España, y aun cuando el condenado hubiera sido posteriormente indultado.
        

        
				
        
          b)
          Cuando se trate de una resolución de decomiso impuesta por una infracción distinta de las reguladas en el apartado 1 del artículo 14 y ésta no se encuentre tipificada en el Derecho español.
        

        
				
        No obstante lo anterior, cuando la resolución de decomiso se haya impuesto por una infracción penal en materia tributaria o de control de cambios, no podrá denegarse la ejecución de la resolución de decomiso si el fundamento fuere que la legislación española no establece el mismo tributo o no contiene la misma regulación en materia tributaria y de control de cambios que la legislación del Estado de emisión.

        
				
        
          c)
          Cuando exista una inmunidad que impida la ejecución de la resolución.
        

        
				
        
          d)
          Cuando los derechos de las partes interesadas, incluidos los terceros de buena fe con arreglo a la legislación española, impiden la ejecución de la resolución de decomiso.
        

        
				
        
          e)
          Cuando, según el certificado, el imputado no compareció en el juicio del que deriva la resolución de decomiso, salvo que en el certificado conste, con arreglo a otros requisitos procesales definidos en la legislación nacional del Estado de emisión alguna de las siguientes circunstancias:
        

        
				
        1.ª Que, con la suficiente antelación, el imputado fue citado en persona e informado del lugar y la fecha previstos para el juicio del que deriva la resolución, o recibió información oficial de la fecha y lugar previstos para el juicio por otros medios que dejen constancia de su efectivo conocimiento, y fue informado de que podría dictarse una resolución en caso de incomparecencia.

        
				
        2.ª Que, teniendo conocimiento de la celebración prevista del juicio, dio mandato a un letrado bien designado por él mismo o por el Estado, para que le defendiera en juicio, y fue efectivamente defendido por dicho letrado en el juicio.

        
				
        3.ª Que, tras serle notificada la resolución de decomiso y ser informado expresamente de su derecho a un nuevo juicio o a interponer un recurso con la posibilidad de que de ese nuevo proceso, en el que tendría derecho a comparecer, derivase una resolución contraria a la inicial, el imputado declaró expresamente que no impugnaba la resolución, o no solicitó la apertura de un nuevo juicio ni interpuso recurso dentro del plazo previsto para ello.

        
				
        
          f)
          Cuando la resolución se refiera a hechos que el Derecho español considere cometidos en su totalidad o en parte en territorio español o cuando se hayan cometido fuera del Estado emisor y el Derecho español no permita la persecución de dichas infracciones cuando se hayan cometido fuera de su territorio.
        

        
				
        
          g)
          Cuando el Juez considere incompatible con los derechos y libertades fundamentales reconocidos en la Constitución la resolución adoptada en aplicación de las disposiciones sobre la potestad de decomiso ampliada a que se refiere la letra d) del apartado 2 del artículo 3.
        

        
				
        
          h)
          Cuando la resolución se refiera a hechos para cuyo enjuiciamiento sean competentes las autoridades españolas y, de haberse dictado la condena por un órgano jurisdiccional español, la sanción impuesta hubiese prescrito de conformidad con el Derecho español.
        

        
				
        
          i)
          Cuando falte el certificado que ha de acompañar a la solicitud de ejecución de la resolución, sea incompleto o no se corresponda manifiestamente con la resolución.
        

        
				
        
          2. En los casos a que hacen referencia las letras
          a), e), f), g)
          e
          i),
          así como de la letra
          d)
          cuando no se hubiera informado de la interposición de un recurso en España, del apartado 1 de este artículo, antes de denegar el reconocimiento y la ejecución de la resolución, el Juez de lo Penal habrá de consultar a la autoridad del Estado de emisión, por cualquiera de los medios previstos en el artículo 7.2, para que aclare la situación y, en su caso, subsane el defecto en que se hubiera incurrido. En los demás casos del apartado 1 de este artículo, la consulta será potestativa para el Juez de lo Penal.
        

        
				
        
          Art. 20.
          Supuestos de imposibilidad de ejecución de la resolución de decomiso.
          –Cuando no sea posible ejecutar la resolución de decomiso debido a que el bien al que se refiera ya haya sido decomisado, hubiera desaparecido, haya sido destruido o no se encontrara en la localización indicada en el certificado o a que no se indicara con la suficiente precisión dónde se encuentra el bien, incluso tras consultar con el Estado de emisión, el Juez de lo Penal competente informará de ello sin demora a la autoridad competente del Estado de emisión.        

        
				
  
          Art. 21.
          Suspensión de la ejecución.
          –1. El Juez de lo Penal competente podrá suspender la ejecución de una resolución de decomiso transmitida en los siguientes supuestos:
        

        
				
        
          a)
          Cuando, en el caso de una resolución de decomiso referente a una cantidad de dinero, considere que hay riesgo de que el valor total derivado de su ejecución pueda exceder del importe especificado en la resolución como consecuencia de su ejecución simultánea en más de un Estado miembro.
        

        
				
        
          b)
          Cuando la ejecución de la resolución de decomiso pueda impedir el buen desarrollo de una investigación o actuación penal en curso, durante el tiempo que estime razonable.
        

        
				
        
          c)
          Cuando considere necesario traducir, sin repercutir su coste al Estado de emisión, la resolución de decomiso o partes de ella, por el tiempo necesario para obtener su traducción.
        

        
				
        
          d)
          Cuando el bien ya fuera objeto de un procedimiento de decomiso en España.
        

        
				
        2. El Juez de lo Penal competente adoptará, durante el período de suspensión, las medidas necesarias para asegurar la ejecución de la resolución de decomiso.

        
				
        
          3. En caso de suspensión de conformidad con la letra
          a)
          del apartado 1 de este artículo, el Juez de lo Penal competente informará de ello sin dilación a la autoridad competente del Estado de emisión por cualquier medio que pueda dejar constancia escrita.
        

        
				
        
          4. En los casos contemplados en letras
          b), c)
          y
          d)
          del apartado 1 de este artículo, el Juez de lo Penal comunicará sin dilación la suspensión de la ejecución de la resolución de decomiso, sus motivos y, si es posible, su duración prevista, a la autoridad competente del Estado de emisión por cualquier medio que pueda dejar constancia escrita.
        

        
				
        5. Tan pronto como hayan dejado de existir los motivos de suspensión, el Juez de lo Penal competente tomará de inmediato las medidas oportunas para ejecutar la resolución de decomiso e informará de ello a la autoridad competente del Estado de emisión por cualquier medio que pueda dejar constancia escrita.

        
				
        
          Art. 22.
          Comunicación al Ministerio Fiscal.
          –Cualquiera que sea la decisión adoptada, el Juez de lo Penal la notificará al Ministerio Fiscal al mismo tiempo que la transmite a la autoridad competente del Estado de emisión.
        

        
				
        
          Art. 23.
          Recursos.
          –1. Contra las resoluciones dictadas por el Juez de lo Penal que resuelvan acerca del reconocimiento y ejecución de las resoluciones emitidas por una autoridad de otro Estado miembro de la Unión Europea, el Ministerio Fiscal, el condenado o los titulares de derechos e intereses legítimos que puedan verse afectados podrán interponer el recurso de reforma y el de apelación, que no suspenderán la ejecución.
        

        
				
        El recurso de apelación podrá interponerse subsidiariamente con el de reforma o por separado. En ningún caso será necesario interponer previamente el de reforma para presentar la apelación. Todos estos recursos se tramitarán de acuerdo con lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal para la recurribilidad de los autos de los Jueces de lo Penal en el procedimiento abreviado.

        
				
        2. Tan pronto como se interpongan los recursos de reforma o de apelación, el Juez de lo Penal comunicará esta circunstancia al órgano judicial del Estado emisor, por cualquier medio que deje constancia escrita, en condiciones que permitan a la autoridad judicial a la que se dirige establecer su autenticidad, para que exponga, en su caso, las consideraciones que estime oportunas en el plazo de cinco días desde la recepción del certificado.

        
				
        3. El Juez de lo Penal informará a la autoridad judicial del Estado de emisión, de la resolución del recurso de reforma o apelación.

        
				
        4. Los motivos de fondo por los que se haya adoptado la resolución sólo podrán ser impugnados mediante un recurso interpuesto en el Estado miembro de la autoridad judicial de emisión.

        
				
        
          Art. 24.
          Disposición de los bienes decomisados
          .–1. El Juez de lo Penal competente dispondrá del dinero obtenido de la ejecución de la resolución de decomiso de acuerdo con las siguientes reglas:
        

        
				
        
          a)
          Si el importe obtenido de la ejecución de la resolución de decomiso es inferior a 10.000 euros o al equivalente a dicho importe, el mismo se ingresará en la cuenta de depósitos y consignaciones judiciales.
        

        
				
        
          b)
          En todos los demás casos, se transferirá al Estado de emisión el 50 por 100 del importe que se haya obtenido de la ejecución de la resolución de decomiso. El 50 por 100 restante se ingresará en la cuenta de depósitos y consignaciones judiciales.
        

        
				
        
          Las cantidades que, en aplicación de lo dispuesto anteriormente, correspondan a España serán transferidas por el Secretario judicial al Tesoro Público con aplicación, en su caso, de lo que se establezca en normas especiales y, particularmente, en lo previsto por el artículo 374 del Código Penal y por la Ley 17/2003, de 29 de mayo, por la que se regula el Fondo de bienes decomisados por tráfico ilícito de drogas y otros delitos relacionados y en su normativa de desarrollo
          [5].
        

        
				
        2. El Juez de lo Penal competente decidirá que los bienes que no sean dinero u otros instrumentos de pago al portador obtenidos de la ejecución de la resolución de decomiso sean enajenados y aplicados de la forma prevista en el apartado anterior.

        
				
        La enajenación de los bienes se realizará de acuerdo con la legislación española, observándose, cuando proceda, lo previsto por la Ley Orgánica 12/1995, de 12 de diciembre, de represión del contrabando y su normativa de desarrollo.

        
				
        
          3. Cuando de la ejecución de la resolución de decomiso resulten afectados bienes integrantes del patrimonio histórico español, el Juez de lo Penal, en ningún caso, procederá a su enajenación o restitución al Estado de emisión. En tal supuesto, lo comunicará a las autoridades españolas competentes y serán de aplicación las disposiciones de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español y su normativa de desarrollo
          [6].
        

        
				
        4. El Estado español no reclamará al Estado de emisión el reembolso de los gastos que resulten de la ejecución de la resolución de decomiso. No obstante, si la ejecución de la resolución ha conllevado gastos que considera de índole sustancial o excepcional, el Juez de lo Penal lo comunicará al Ministerio de Justicia para que éste llegue a un acuerdo con las autoridades competentes del Estado de emisión sobre el reparto de costes.

        
				
        
          DISPOSICIONES ADICIONALES
        

        
				
        
          Primera.
          Remisión de información estadística.–
          De conformidad con las directrices que, en su caso, se fijen por la Comisión Nacional de Estadística Judicial, los Juzgados o Tribunales que transmitan o reciban resoluciones de decomiso en los casos previstos en esta Ley, lo comunicarán al Consejo General del Poder Judicial.
        

        
				
        El Consejo General del Poder Judicial remitirá semestralmente la información a la que se refiere el párrafo anterior al Ministerio de Justicia.

        
				
        
          Segunda.
          Se modifica el artículo 98 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, que queda redactado como sigue:
        

        
				
        
          [.......]
          [7]
        

        
				
        
          Tercera.
          Se modifica la disposición adicional octava de la Ley 15/2003, de 26 de mayo, reguladora del régimen retributivo de las carreras judicial y fiscal, que queda redactada como sigue:
        

        
				
        [.......] (7)

        
				
  
          Cuarta.
          Se modifica la disposición adicional primera y se añade una nueva disposición adicional cuarta, en la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, quedando redactadas como siguen:
        

        
				
        [.......] (7)

        
				
  
          Quinta.
          Se adicionan un nuevo artículo 2 bis a la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y Planta Judicial, con la siguiente redacción:
        

        
				
        [.......] (7)

        
				
  
          DISPOSICIÓN TRANSITORIA
        

        
				
        
          Única.
          Resoluciones en curso.
          –1. Esta ley será aplicable a las resoluciones que se transmitan o reciban con posterioridad a su entrada en vigor, con independencia de que hubieran sido dictadas con anterioridad.
        

        
				
        2. Las resoluciones de decomiso que se encuentren en ejecución en el momento de la entrada en vigor de esta ley, seguirán tramitándose hasta su conclusión conforme a las normas vigentes en aquel momento.

        
				
        
          DISPOSICIONES FINALES
        

        
				
        
          Primera.
          Título competencial.–
          Esta ley se dicta en ejercicio de la competencia atribuida al Estado en materia de legislación procesal por el artículo 149.1.6.ª de la Constitución.
        

        
				
        
          Segunda.
          Incorporación de Derecho de la Unión Europea.–
          En esta ley se incorpora al Derecho español la Decisión Marco 2006/783/JAI del Consejo, de 6 de octubre de 2006, relativa a la aplicación del principio de reconocimiento mutuo de resoluciones de decomiso, así como la modificación que de esta norma efectúa la Decisión marco 2009/299/JAI del Consejo, de 26 de febrero, por la que se modifican las Decisiones Marco 2002/584/JAI, 2005/214/JAI, 2006/783/JAI, 2008/909/JAI y 2008/947/JAI, destinada a reforzar los derechos procesales de las personas y a propiciar la aplicación del principio de reconocimiento mutuo de las resoluciones dictadas a raíz de juicios celebrados sin comparecencia del imputado.
        

        
				
        
          Tercera.
          Entrada en vigor.–
          La presente ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
        

        
				
        Lo dispuesto en las disposiciones adicionales segunda, tercera, cuarta y quinta entrará en vigor el día siguiente del que lo haga la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la Nueva Oficina Judicial

        
				
        
          
            ANEXO
            [8]
          
        

        
				
        
          
					
          
            
						
            
              [1] Los preceptos citados establecen lo siguiente:
            

            
						
            «1. Cada Estado miembro adoptará como mínimo las medidas necesarias para poder proceder, en las circunstancias mencionadas en el apartado 2, al decomiso, total o parcial, de los bienes pertenecientes a una persona condenada por una infracción:

            
						
            
              a)
              cometida en el marco de una organización delictiva tal como se define en la Acción Común 98/733/JAI, de 21 de diciembre de 1998, relativa a la tipificación penal de la participación en una organización delictiva en los Estados miembros de la Unión Europea, cuando dicha infracción esté prevista en:            

– la Decisión marco 2000/383/JAI del Consejo, de 29 de mayo de 2000, sobre el fortalecimiento de la protección, por medio de sanciones penales y de otro tipo, contra la falsificación de moneda con miras a la introducción del euro,

            
						
            – la Decisión marco 2001/500/JAI del Consejo, de 26 de junio de 2001, relativa al blanqueo de capitales, la identificación, seguimiento, embargo, incautación y decomiso de los instrumentos y productos del delito,

            
						
            – la Decisión marco 2002/629/JAI del Consejo, de 19 de julio de 2002, relativa a la lucha contra la trata de seres humanos,

            
						
            – la Decisión marco 2002/946/JAI del Consejo, de 28 de noviembre de 2002, destinada a reforzar el marco penal para la represión de la ayuda a la entrada, a la circulación y a la estancia irregulares,

            
						
            – la Decisión marco 2004/68/JAI del Consejo, de 22 de diciembre de 2003, relativa a la lucha contra la explotación sexual de los niños y la pornografía infantil,

            
						
            – la Decisión marco 2004/757/JAI del Consejo, de 25 de octubre de 2004, relativa al establecimiento de disposiciones mínimas de los elementos constitutivos de delitos y las penas aplicables en el ámbito del tráfico ilícito de drogas;

            
						
            
              b)
              que esté prevista en la Decisión marco 2002/475/JAI del Consejo, de 13 de junio de 2002, sobre la lucha contra el terrorismo, y siempre que la infracción a tenor de las mencionadas Decisiones marco:
            

            
						
            – en relación con infracciones distintas al blanqueo de capitales, se castiguen con penas de prisión de al menos entre cinco y diez años en su grado máximo,

            
						
            – en relación con el blanqueo de capitales, se castiguen con penas de prisión de al menos cuatro años en su grado máximo,

            
						
            y la infracción sea de tal naturaleza que pueda generar un beneficio económico.

            
						
            2. Cada Estado miembro tomará las medidas necesarias para que se pueda proceder al decomiso al amparo del presente artículo como mínimo cuando:

            
						
            
              a)
              un órgano jurisdiccional nacional, basándose en hechos concretos, está plenamente convencido de que los bienes de que se trata provienen de actividades delictivas desarrolladas por la persona condenada durante un período anterior a la condena por la infracción a que se refiere el apartado 1, que el órgano jurisdiccional considere razonable a la vista de las circunstancias del caso concreto, o bien
            

            
						
            
              b)
              un órgano jurisdiccional nacional, basándose en hechos concretos, está plenamente convencido de que los bienes de que se trata provienen de actividades delictivas similares desarrolladas por la persona condenada durante un período anterior a la condena por la infracción a que se refiere el apartado 1 del presente artículo, que el órgano jurisdiccional considere razonable a la vista de las circunstancias del caso concreto, o bien
            

            
						
            
              c)
              se tenga constancia de que el valor de la propiedad es desproporcionado con respecto a los ingresos legales de la persona condenada y un órgano judicial nacional, basándose en hechos concretos, esté plenamente convencido de que los bienes en cuestión provienen de la actividad delictiva de la persona condenada.»
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [2] Véase el artículo 2 de la Ley 18/2006, de 5 de junio (§27).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [3] Téngase en cuenta la disposición adicional segunda de la Ley 16/2006, de 26 de mayo (§26).
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [4] Véanse los artículos 74 a 77 del Reglamento1/2005, de los aspectos accesorios de las Resoluciones Judiciales, aprobado por Acuerdo del Pleno del Consejo General del Poder Judicial de 15 de septiembre de 2005 ( «BOE» núm. 191, de 27 de septiembre).
            

            
						
            Téngase, también, en cuenta el artículo 15 del Acuerdo de 25 de febrero de 2010 («BOE» núm. 62, de 12 de marzo), del Pleno del Consejo General del Poder Judicial, por el que se aprueba el Reglamento 2/2010, sobre criterios generales de homogeneización de las actuaciones de los servicios comunes procesales, reproducido en nota al artículo 10 de la Ley 16/2006, de 26 de mayo (§26).

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [5] Publicada en «BOE» núm.129 de 30 de mayo.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [6] «BOE» núm. 155, de 29 de junio.
            

            
						
            Véanse sus artículos 1 y 5. Véase, además el Real Decreto 111/1986, de 10 de enero («BOE» núm. 24, de 28 de enero; Rectificación de errores en ««BOE» núm. 26, de 30 de enero), que la desarrolla parcialmente.

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [7] Dada la naturaleza de esta obra se omite la inclusión del texto.
            

            
					
          

          
					
          
            
						
            
              [8] Dada la naturaleza de esta obra se omite la inclusión de este Anexo.
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          Visitas a detenidos,
          § 1,
          523.
        

        
				
        
          Abono de tiempo:
        

        
				
        De condena:

        
				
        
          Indemnizaciones,
          § 1,
          960.
        

        
				
        
          Absolución:
        

        
				
        
          Efectos,
          § 1,
          983.
        

        
				
        
          Libre,
          § 1,
          144.
        

        
				
        
          (Véase
          Sobreseimiento.)
        

        
				
        
          Abstención:
        

        
				
        
          Del Ministerio fiscal,
          § 1,
          96 a 99.
        

        
				
        
          Jueces y Magistrados,
          § 1,
          55;
          § 2,
          217, 219 a 222.
        

        
				
        
          (Véase
          Recusación.)
        

        
				
        
          Abuso de derecho, § 2,
          11        .        

        
				

          Accidentes de ferrocarril, § 1,
          354. 

        
				

          Acción civil:
        

        
				
        
          Derecho a ejercitarla,
          § 1,
          109.
        

        
				
        
          Ejercicio por el Ministerio Fiscal,
          § 1,
          108.
        

        
				
        
          Ejercicio por los perjudicados,
          § 1,
          110 y ss.
        

        
				
        
          Extinción,
          § 1,
          117 y ss.
        

        
				
        
          Procedimiento abreviado para determinados delitos,
          § 1,
          761.
        

        
				
        
          Reclamación de piezas (de convicción),
          § 1,
          635 y 844.
        

        
				
        
          Renuncia,
          § 1,
          106 y 107.
        

        
				
        
          Reserva a favor de terceros,
          § 1,
          621 y 843.
        

        
				
        
          Acción penal:
        

        
				
        
          Delitos privados,
          § 1,
          104.
        

        
				
        
          Ejercicio mediante querella,
          § 1,
          270 y ss.
        

        
				
        
          Ejercicio por el Ministerio fiscal,
          § 1,
          105.
        

        
				
        
          Ejercicio por los perjudicados,
          § 1,
          110 y ss.
        

        
				
        
          En procedimiento abreviado para determinados delitos,
          § 1,
          761.
        

        
				
        
          Extinción,
          § 1,
          115 a 117.
        

        
				
        
          Forma de ejercicio,
          § 1,
          108 y 111 a 114.
        

        
				
        
          Irrenunciabilidad,
          § 1,
          106.
        

        
				
        
          Origen y finalidad,
          § 1,
          100.
        

        
				
        
          Prohibiciones de ejercicio,
          § 1,
          102 a 104.
        

        
				
        
          Renuncia,
          § 1,
          106.
        

        
				
        
          Acción popular, § 1,
          101 y 270;        § 2,
          19. 

        
				

          Acciones:
        

        
				
        
          Ofrecimiento de,
          § 1,
          109.
        

        
				
        
          Pluralidad de sujetos activos,
          § 1,
          113.
        

        
				
        
          (Véanse
          Acción civil
          y
          Acción penal.)
        

        
				
        
          Aclaración de sentencias, § 1,
          161. 

        
				

          Acreditación edad procesado, § 1,
          375 a 377. 

        
				

          Actas:
        

        
				
        
          De denuncia verbal,
          § 1,
          267.
        

        
				
        
          De sesiones del juicio oral,
          § 1,
          743 y 815.
        

        
				
        
          De votaciones del Jurado,
          § 15,
          61 y 69.
        

        
				
        
          Del juicio de faltas,
          § 1,
          972.
        

        
				
        
          Funciones atribuidas a los Secretarios,
          § 2,
          452 a 462.
        

        
				
        
          Objeto,
          § 2,
          453.1.
        

        
				
        
          Procedimiento por injuria o calumnia,
          § 1,
          815.
        

        
				
        
          Acto de comunicación:
        

        
				
        
          Competencia de los Secretarios judiciales,
          § 2,
          454.4.
        

        
				
        
          (Véanse
          Citaciones, Comunicación, Emplazamiento
          y
          Notificaciones.)
        

        
				
        
          Acto de conciliación:
        

        
				
        
          Certificación,
          § 1,
          278.
        

        
				
        
          Competencia de los
          S
          ecretarios judiciales,
          § 2,
          456.2.
        

        
				
        
          Previo a la querella por injuria o calumnia,
          § 1,
          804.
        

        
				
        
          Actor civil:
        

        
				
        
          Calificación del delito,
          § 1,
          651.
        

        
				
        
          Condena en costas,
          § 1,
          240.
        

        
				
        
          En cuestiones de competencia,
          § 1,
          37.
        

        
				
        
          Informe en el juicio oral,
          § 1,
          735.
        

        
				
        
          Intervención en el sumario,
          § 1,
          320 y 385.
        

        
				
        
          Recurso de casación,
          § 1,
          854.
        

        
				
        
          Actuación de oficio:
        

        
				
        
          Aclaración de sentencia,
          § 1,
          161.
        

        
				
        
          Alterando orden pruebas,
          § 1,
          701.
        

        
				
        
          Costas,
          § 1,
          240 y 242.
        

        
				
        
          Curso del proceso,
          § 1,
          385 y ss.
        

        
				
        
          Diligencias sumariales,
          § 1,
          622.
        

        
				
        
          Interrogatorios,
          § 1,
          708.
        

        
				
        
          Peritaje,
          § 1,
          483.
        

        
				
        
          Publicidad debate,
          § 1,
          680.
        

        
				
        
          Querella ilegal,
          § 1,
          638.
        

        
				
        
          Recurso desierto,
          § 1,
          228.
        

        
				
        
          Reforma autos prisión,
          § 1,
          539.
        

        
				
        
          Suspensión de juicio,
          § 1,
          746.
        

        
				
        
          Actuaciones judiciales:
        

        
				
        
          Impulso procesal,
          § 2,
          237.
        

        
				
        
          Lengua oficial,
          § 2,
          231.
        

        
				
        
          Lugar,
          § 2,
          268 y 269.
        

        
				
        
          Oralidad,
          § 2,
          229.
        

        
				
        
          Período ordinario,
          § 2,
          179 a 181.
        

        
				
        
          Publicidad,
          § 2,
          232.
        

        
				
        
          Tiempo hábil,
          § 2,
          182 a 185.
        

        
				
        
          Utilización de medios técnicos, electrónicos, informáticos y telemáticos, 306;
          § 2,
          229.3, 230 y 236.
        

        
				
        
          Acumulación de acciones, § 1,
          113. 

        
				

          Acusación:
        

        
				
        
          En el juicio oral,
          § 1,
          732 y ss.
        

        
				
        
          Principio acusatorio,
          § 1,
          733.
        

        
				
        
          Prohibición imponer pena más grave,
          § 1,
          789.3 y 851.4.º
        

        
				
        
          Acusador particular:
        

        
				
        
          Calificación del delito,
          § 1,
          651.
        

        
				
        
          En cuestiones de competencia,
          § 1,
          19 y 37.
        

        
				
        
          Facultad para recusar,
          § 1,
          53.
        

        
				
        
          Informe en el juicio oral,
          § 1,
          734.
        

        
				
        
          Acusador privado:
        

        
				
        
          Calificación del delito,
          § 1,
          649 y ss.
        

        
				
        
          Prohibición para ser
          J
          urado,
          § 15,
          11.1.
        

        
				
        
          Acusatorio
          (Principio),
          § 1,
          733.        

        
				

          Administrador judicial, § 1,
          601 y ss.        

        
				

          Aforados:
        

        
				
        
          Conoce la jurisdicción ordinaria,
          § 1,
          11 y 12.
        

        
				
        
          Diputados y Senadores,
          § 1,
          750 a 756;
          § 4.
        

        
				
        
          Prisión preventiva,
          § 1,
          309.
        

        
				
        
          Procesamiento,
          § 1,
          309.
        

        
				
        
          Agentes:
        

        
				
        
          Diplomáticos,
          § 1,
          411.
        

        
				
        
          Judiciales,
          § 1,
          283.8.º
        

        
				
        
          Municipales,
          § 1,
          283.5.
        

        
				
        
          (Véase
          Policía Judicial.)
        

        
				
        
          Alegaciones:
        

        
				
        
          En contradicción hechos probados,
          § 1,
          884.3.º
        

        
				
        
          Por escrito en juicio de faltas,
          § 1,
          970.
        

        
				
        
          Procedimiento abreviado,
          § 1,
          766.4, 788.4, 790.2, 5 y 6 y 791.1.
        

        
				
        
          Procedimiento para enjuiciamiento rápido,
          § 1,
          803.1.2.ª
        

        
				
        
          Procedimiento para las causas ante el Tribunal del Jurado,
          § 15,
          45.
        

        
				
        
          Allanamiento
        

        
				
        
          (Véase
          Entrada y registro en lugar cerrado.)
        

        
				
        
          Amnistía, § 1,
          666.4. 

        
				

          Análisis:
        

        
				
        
          De muestras y vestigios,
          § 1,
          363 y 778.3.
        

        
				
        
          De sangre,
          § 1,
          796.1.7.ª
        

        
				
        
          De sustancias aprehendidas,
          § 1,
          796.1.6.ª
        

        
				
        
          Químico,
          § 1,
          356 y 363.
        

        
				
        
          Antecedentes penales:
        

        
				
        
          Cancelación,
          § 7.
        

        
				
        
          Remisión,
          § 1,
          379.
        

        
				
        
          Anticipación de pruebas:
        

        
				
        
          En juicio oral,
          § 1,
          657.
        

        
				
        
          En procedimiento abreviado,
          § 1,
          785.1.
        

        
				
        
          En recurso de revisión,
          § 1,
          954.3.º
        

        
				
        
          Anulación:
        

        
				
        
          De actuaciones judiciales,
          § 2,
          241.
        

        
				
        
          De parte del juicio, por su prolongación indefinida,
          § 1,
          749.
        

        
				
        
          De sentencias,
          § 1,
          901, 958 a 961.
        

        
				
        
          Recurso de anulación,
          § 1,
          793.2.
        

        
				
        
          Año judicial, § 2.
          179 y 181.        

        
				

          Apelación
          (Recurso de):
        

        
				
        
          Contra auto acordando o denegando pedir la extradición,
          § 1,
          830.
        

        
				
        
          Contra auto calificando la suficiencia de la fianza,
          § 1,
          596.
        

        
				
        
          Contra auto de Jueces de Instrucción,
          § 1,
          766.
        

        
				
        
          Contra auto decretando, denegando o prorrogando la prisión provisional,
          § 1,
          507 y 518.
        

        
				
        
          Contra auto denegando diligencias sumariales,
          § 1,
          311 y 384.
        

        
				
        
          Contra auto denegatorio de la reforma del procesamiento,
          § 1,
          384.
        

        
				
        
          Contra auto desestimatorio de querella,
          § 1,
          313.
        

        
				
        
          Contra auto resolutorio de la declinatoria,
          § 1,
          676.
        

        
				
        
          Contra auto señalando fianza carcelaria,
          § 1,
          529.
        

        
				
        
          Contra autos de inhibición,
          § 1,
          25.
        

        
				
        
          Contra autos resolviendo excepciones,
          § 1,
          676.
        

        
				
        
          Contra resoluciones del Juez de Instrucción,
          § 1,
          216, 217, 219 y ss.
        

        
				
        
          Contra resoluciones sobre procedencia o no de la libertad provisional,
          § 1,
          507.
        

        
				
        
          Contra sentencias dictadas por Jueces de lo Penal,
          § 1,
          790.
        

        
				
        
          Contra sentencias en juicio de faltas,
          § 1,
          976.
        

        
				
        
          Cuándo procede,
          § 1,
          846 bis.
          a)
          .
        

        
				
        
          En materia de extradición,
          § 1,
          830.
        

        
				
        
          En recusación,
          § 1,
          78.
        

        
				
        
          En relación con el Fiscal,
          § 1,
          646 y ss.
        

        
				
        
          Escrito de interposición,
          § 1,
          846 bis.
          d)
          .
        

        
				
        
          Expresión de las apelaciones pendientes,
          § 1,
          622.
        

        
				
        
          Juicio de faltas,
          § 1,
          976.
        

        
				
        
          Motivos,
          § 1,
          846 bis.
          c)
          .
        

        
				
        
          Plazo,
          § 1,
          212 y 846 bis.
          b)
          .
        

        
				
        
          Procedimiento abreviado,
          § 1,
          766, 792 y 793.
        

        
				
        
          Procedimiento para juicios rápidos,
          § 1,
          803.
        

        
				
        
          Quiénes pueden interponerlo,
          § 1,
          846 bis.
          b)
          .
        

        
				
        
          Sentencia,
          § 1,
          846 bis.
          f)
          .
        

        
				
        
          Vista,
          § 1,
          846 bis.
          e)
          .
        

        
				
        
          Apertura de juicio oral:
        

        
				
        
          En procedimientos abreviados,
          § 1,
          783, 785 y ss.
        

        
				
        
          En procedimientos para las causas ante el Tribunal del Jurado,
          § 15,
          42.
        

        
				
        
          En procesos ordinarios,
          § 1,
          627, 632 y 645.
        

        
				
        
          Apremios:
        

        
				
        
          Para el pago de costas,
          § 1,
          242 y 245.
        

        
				
        
          Para la realización de fianzas,
          § 1,
          536.
        

        
				
        
          Arbitrio judicial, § 1,
          741. 

        
				

          Archivos de actuaciones:
        

        
				
        
          Procedimiento abreviado para determinados delitos,
          § 1,
          773.2, 778.2 y 779.1.1.ª
        

        
				
        
          Procedimiento en rebeldía,
          § 1,
          840 a 842.
        

        
				
        
          Sobreseimiento,
          § 1,
          634 y ss.
        

        
				
        
          Archivos judiciales, § 2,
          458. 

        
				

          Armas y otros instrumentos del delito, § 1,
          334 a 338. 

        
				

          (Véase
          Piezas de convicción.)
        

        
				
        
          Artículos de previo pronunciamiento, § 1,
          666 y ss.        

        
				

          Aseguramiento de pruebas en el ámbito de la Unión europea:
        

        
				
        
          Ámbito de aplicación,
          § 5,
          2.
        

        
				
        
          Aplicación del derecho interno,
        § 5, 7. 

        
				
         

Autoridades españolas competentes, § 5, 3. 


          Doble tipificación de los delitos,
          § 5,
          10.        

        
				
  
          Ejecución,
          § 5,
          11 y 12.
        

        
				
        
          No reconocimiento o no ejecución de las medidas solicitadas
          § 5,
          14.
        

        
				
        
          Recursos,
          § 5,
          16.
        

        
				
        
          Suspensión de la ejecución,
          § 5,
          15.
        

        
				
        
          Indemnizaciones,
          § 5,
          4.
        

        
				
        
          Transmisión de las resoluciones de embargo,
          § 5,
          5 y D.A. única.
        

        
				
        
          Recursos,
          § 5,
          9.
        

        
				
        
          Asistencia jurídica gratuita
        

        
				
        
          (Véase
          Justicia gratuita.)
        

        
				
        
          Asistencia letrada, § 1,
          520 y ss.        

        
				

          Servicios de,
          § 18,
          22 y ss.;
          § 19,
          26 y ss.
        

        
				
        
          Asociaciones de consumidores y usuarios:
        

        
				
        
          Derecho a la asistencia jurídica gratuita,
          § 18,
          D.A. 2.ª
        

        
				
        
          Atestados:
        

        
				
        
          Juicio de faltas,
          § 1,
          962 a 964.
        

        
				
        
          Nombramiento de
          P
          eritos,
          § 1,
          460 y 461.
        

        
				
        
          Por la        Policía Judicial, § 1,
          292 a 294 y 297.        

        
				

          Procedimiento abreviado,
          § 1,
          772.2 y 773.2.
        

        
				
        
          Procedimiento para el enjuiciamiento rápido,
          § 1,
          795.1, 796.1.1.ª y 3.ª, 797 y 799.2.
        

        
				
        
          Audiencia Nacional:
        

        
				
        
          Competencias de la Sala de lo Penal,
          § 2,
          65.
        

        
				
        
          Composición,
          § 2,
          63.
        

        
				
        
          Salas,
          § 2,
          64.
        

        
				
        
          Sede,
          § 2,
          62.
        

        
				
        
          Audiencia pública:
        

        
				
        
          Celebración,
          § 2,
          186.
        

        
				
        
          Expulsión,
          § 1,
          687;
          § 2,
          191 a 195.
        

        
				
        
          Facultades del Presidente,
          § 1,
          683 a 687;
          § 2,
          190.
        

        
				
        
          Horario,
          § 2,
          188.
        

        
				
        
          Publicidad,
          § 1,
          680.
        

        
				
        
          Uso de toga,
          § 2,
          187.
        

        
				
        
          (Véase
          Vistas.)
        

        
				
        
          Audiencias Provinciales:
        

        
				
        
          Competencias,
          § 1,
          14;
          § 2,
          82.
        

        
				
        
          Composición,
          § 2,
          81.
        

        
				
        
          Jurado,
          § 2,
          83.
        

        
				
        
          Sede,
          § 2,
          80.
        

        
				
        
          Ausencia:
        

        
				
        
          De denuncia,
          § 1,
          282.2.
        

        
				
        
          Del acusado,
          § 1,
          687, 746, 765.2, 775, 786, 792.3, 793.1, 803.2, 814 y 971.
        

        
				
        
          Procedimiento contra reos ausentes,
          § 1,
          834 a 846.
        

        
				
        
          Autopsia:
        

        
				
        
          Cuándo procede,
          § 1,
          343.
        

        
				
        
          Lugar y asistentes,
          § 1,
          353.
        

        
				
        
          Procedimiento abreviado,
          § 1,
          778.4.
        

        
				
        
          Autorización para proceder:
        

        
				
        
          A funcionarios públicos,
          § 1,
          666, núm. 5.º
        

        
				
        
          A Senadores y Diputados,
          § 1,
          750 a 756;
          § 4.
        

        
				
        
          Autos:
        

        
				
        
          Confirmatorio o revocatorio del que puso término al sumario,
          § 1,
          630.
        

        
				
        
          De apertura del juicio oral,
          § 1,
          632 y 633.
        

        
				
        
          De emisión o no de fianza,
          § 1,
          529.
        

        
				
        
          De extradición,
          § 1,
          830.
        

        
				
        
          De prisión,
          § 1,
          501, 515, 539 y 825.
        

        
				
        
          De procesamiento,
          § 1,
          384.
        

        
				
        
          De recusación,
          § 1,
          59, 69, 78, 87 y 90.
        

        
				
        
          De registro,
          § 1,
          550, 558 y 566.
        

        
				
        
          Declarando hecha la calificación del delito,
          § 1,
          658.
        

        
				
        
          Decretando la incomunicación,
          § 1,
          408.
        

        
				
        
          Denegatorio de diligencias pedidas,
          § 1,
          311.
        

        
				
        
          Desestimatorio de querella,
          § 1,
          313.
        

        
				
        
          Plazo para dictarlos,
          § 1,
          204 y ss.
        

        
				
        
          Procedencia,
          § 1,
          141.
        

        
				
        
          Procedimiento abreviado,
          § 1,
          764.1, 766, 779, 783.3, 785.1, 790.6, 792.3 y 794.
        

        
				
        
          Procedimiento para el enjuiciamiento rápido,
          § 1,
          798 y 800.1.
        

        
				
        
          Recursos contra los del Instructor,
          § 1,
          217 y 218.
        

        
				
        
          Recursos contra los del Tribunal,
          § 1,
          236 y 237.
        

        
				
        
          Resolutorio de la declinatoria,
          § 1,
          676.
        

        
				
        
          Sobre de previo pronunciamiento,
          § 1,
          674 y 676.
        

        
				
        
          Sobre no publicidad del juicio,
          § 1,
          680.
        

        
				
        
          Auxiliares:
        

        
				
        
          Recusación,
          § 1,
          84 a 93.
        

        
				
        
          Auxilio de fuerza pública, § 1,
          568 y 772.1. 

        
				

          Auxilio judicial, § 1,
          177, 179, 183 y ss.        

        
				

          Cooperación jurisdiccional,
          § 2,
          273 a 278.
        

        
				
        
          Para citación de
          P
          eritos y testigos,
          § 1,
          660.
        

        
				
        
          Para diligencias sumariales,
          § 1,
          322.
        

        
				
        
          Procedimiento de urgencia,
          § 1,
          784.
        

        
				
        
          Avocación:
        

        
				
        
          En casación,
          § 1,
          899.
        

        
				
        
          B
        

        
				
        
          Baleares:
        

        
				
        
          Casación (plazos),
          § 1,
          859.
        

        
				
        
          Bandas armadas
        

        
				
        
          (Véase
          Terrorismo.)
        

        
				
        
          Barrio
          (Alcaldes de):
        

        
				
        
          Policía        Judicial, § 1,
          283.        

        
				
  
          Beneficio de pobreza
        

        
				
        
          (Véase
          Justicia gratuita.)
        

        
				
        
          Bienes:
        

        
				
        
          Del penado,
          § 1,
          246.
        

        
				
        
          Inembargables,
          § 1,
          610.
        

        
				
        
          Boletín Oficial del Estado:
        

        
				
        
          Publicación de notificaciones, citaciones o emplazamientos,
          § 1,
          178.
        

        
				
        
          Requisitorias contra presuntos reos,
          § 1,
          512.
        

        
				
        
          Requisitorias contra reos ausentes,
          § 1,
          838.
        

        
				
        
          Buena fe, § 2,
          11. 

        
				

          Buques:
        

        
				
        
          Carácter,
          § 1,
          547 y 554.
        

        
				
        
          Entrada y registro,
          § 1,
          561 y 564.
        

        
				
        
          C
        

        
				
        
          Cadáveres:
        

        
				
        
          Exposición para su reconocimiento,
          § 1,
          341.
        

        
				
        
          Traslado a lugar adecuado,
          § 1,
          770.4.ª
        

        
				
        
          (Véanse
          Autopsia
          e
          Identificaciones.)
        

        
				
        
          Calificación del delito:
        

        
				
        
          En el proceso ordinario por delitos,
          § 1,
          649 y ss.
        

        
				
        
          Su modificación,
          § 1,
          732 y 733.
        

        
				
        
          Calumnia
        

        
				
        
          (Véase
          Procedimiento por delitos de injuria y calumnia.)
        

        
				
        
          Canarias:
        

        
				
        
          Recurso de casación (plazos),
          § 1,
          859.
        

        
				
        
          Cancelación de antecedentes penales, § 7,
          19 a 21. 

        
				

          Careos:
        

        
				
        
          En el juicio oral,
          § 1,
          713 y 729.
        

        
				
        
          En el sumario,
          § 1,
          451 a 455.
        

        
				
        
          Carné de conducir, § 1,
          529 bis, 762.11.ª, 764.4, 770.6.ª y 794.2.ª 

        
				

          Carné de identidad
        

        
				
        
          (Véase
          Documento nacional de identidad.)
        

        
				
        
          Carta orden
        

        
				
        
          (Véase
          Mandamientos.)
        

        
				
        
          Casación
          (Recurso de):
        

        
				
        
          Adhesión
          , § 1,
          861 y 882.
        

        
				
        
          Contra autos de inhibición
          , § 1,
          25 y 37.
        

        
				
        
          Contra autos de sobreseimiento
          , § 1,
          636.
        

        
				
        
          Contra autos decidiendo competencia
          , § 1,
          43.
        

        
				
        
          Contra autos denegando inhibición
          , § 1,
          35.
        

        
				
        
          Contra autos desistiendo de inhibición
          , § 1,
          40.
        

        
				
        
          Contra autos en materia de recusación
          , § 1,
          69.
        

        
				
        
          Costas
          , § 1,
          861 bis.
          c)
          , 878 y 901.
        

        
				
        
          Cuándo procede
          , § 1,
          847 y ss.
        

        
				
        
          Decisión
          , § 1,
          893 bis.
          a
          ) y ss.
        

        
				
        
          Ejecución de la sentencia
          , § 1,
          986.
        

        
				
        
          En caso de rebeldía
          , § 1,
          845.
        

        
				
        
          En materia de preguntas declaradas impertinentes
          , § 1,
          709 y 721.
        

        
				
        
          Forma
          , § 1,
          874.
        

        
				
        
          Impugnación
          , § 1,
          882.
        

        
				
        
          Inadmisibilidad
          , § 1,
          884 y ss.
        

        
				
        
          Interposición
          , § 1,
          873 y ss.
        

        
				
        
          Motivada por quebrantamiento de forma
          , § 1,
          850 y ss.
        

        
				
        
          Por falta de citación del procesado para el juicio oral
          , § 1,
          664.
        

        
				
        
          Preparación
          , § 1,
          212
          , § 1,
          853 y ss.
        

        
				
        
          Quiénes pueden interponerlo
          , § 1,
          854.
        

        
				
        
          Sustanciación
          , § 1,
          880 y ss.
        

        
				
        
          Caución, § 1,
          764.2 y 765.2. 

        
				

          Cédula personal
        

        
				
        
          (Véase
          Documento nacional de identidad.)
        

        
				
        
          Cédulas:
        

        
				
        
          De citación
          , § 1,
          175.
        

        
				
        
          De emplazamiento
          , § 1,
          175.
        

        
				
        
          De notificación
          , § 1,
          167.
        

        
				
        
          En procedimiento de urgencia
          , § 1,
          762.3.ª
        

        
				
        
          Celadores y Agentes municipales, § 1,
          283. 

        
				

          Certificaciones:
        

        
				
        
          De actuaciones judiciales,
          § 2,
          453.
        

        
				
        
          De sentencias,
          § 1,
          157.
        

        
				
        
          Cesión de jurisdicción, § 2,
          65.3.
        

        
				
        
          Citaciones, § 1,
          166
          ,
          175 a 178. 

        
				

          A inculpados,
          § 1,
          486 y ss.
        

        
				
        
          A        Peritos y testigos, § 1,
          661.        

        
				
  
          De candidatos a jurados designados para una causa,
          § 15,
          19.
        

        
				
        
          En juicio de faltas,
          § 1,
          962.3 y 4, 964.3, 965, 966 y 967.
        

        
				
        
          En procedimiento abreviado,
          § 1,
          765.2 y 781.1.
        

        
				
        
          En procedimiento para el enjuiciamiento rápido,
          § 1,
          796 y 800.3 y 6.
        

        
				
        
          Plazo para efectuarlas,
          § 1,
          207 y ss.
        

        
				
        
          Por exhorto, suplicatorio y mandamiento,
          § 1,
          177 y 179.
        

        
				
        
          Coacciones:
        

        
				
        
          A procesados,
          § 1,
          389 y 391.
        

        
				
        
          A testigos,
          § 1,
          439;
          § 14.
        

        
				
        
          Colección Legislativa, § 1,
          888, 905 y ss. 

        
				

          Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita
        

        
				
        
          (Véase
          Justicia gratuita.)
        

        
				
        
          Comisión Nacional de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y Contra la Libertad Sexual:
        

        
				
        
          Abstención,
          § 21,
          78.
        

        
				
        
          Composición,
          § 21,
          74.
        

        
				
        
          Creación,
          § 20,
          11.
        

        
				
        
          Funcionamiento,
          § 21,
          75 a 77.
        

        
				
        
          Integración en la Administración General del Estado y autonomía funcional,
          § 21,
          73.
        

        
				
        
          Naturaleza y competencia,
          § 21,
          72.
        

        
				
        Procedimiento impugnatorio:

        
				
        
          Elaboración de la propuesta de resolución,
          § 21,
          84.
        

        
				
        
          Iniciación,
          § 21,
          81.
        

        
				
        
          Notificación y ejecución,
          § 21,
          88.
        

        
				
        
          Petición de informes,
          § 21,
          86.
        

        
				
        
          Prueba,
          § 21,
          84.
        

        
				
        
          Régimen supletorio,
          § 21,
          disposición final única.
        

        
				
        
          Remisión de la copia del expediente,
          § 21,
          82.
        

        
				
        
          Resolución,
          § 21,
          87.
        

        
				
        
          Trámite de alegaciones,
          § 21,
          83.
        

        
				
        
          Comparecencias, § 1,
          486 a 488. 

        
				

          A través de videoconferencia,
          § 1,
          731 bis.
        

        
				
        
          Competencia:
        

        
				
        
          Cuestiones de
          , § 1,
          19 y ss.
        

        
				
        
          Delitos conexos
          , § 1,
          17 y 18.
        

        
				
        
          Del Tribunal del Jurado,
          § 15,
          1 y 5.
        

        
				
        
          Funcional
          , § 1,
          9.
        

        
				
        
          Procedimiento abreviado para determinados delitos
          , § 1,
          759.
        

        
				
        
          Territorial
          , § 1,
          14, 15 y 303.
        

        
				
        
          Comprobación del delito:
        

        
				
        
          En procedimiento abreviado para determinados delitos,
          § 1,
          759.1.ª y 773.2.ª
        

        
				
        
          En proceso ordinario,
          § 1,
          326 y ss.
        

        
				
        
          Comunicación
          (Actos de),
          § 1,
          166 y ss.        

        
				

          A Procuradores,
          § 1,
          182.
        

        
				
        
          Plazo,
          § 1,
          207 y ss.
        

        
				
        
          Validez y nulidad,
          § 1,
          180.
        

        
				
        
          Comunidades Autónomas:
        

        
				
        
          Ámbito territorial de los Tribunales Superiores de Justicia,
          § 2,
          34.
        

        
				
        
          Determinación de la capitalidad de los        Partidos Judiciales, § 2,
          35.        

        
				

          Lengua,
          § 2,
          231.
        

        
				
        
          Policía Judicial,
          § 2,
          443.
        

        
				
        
          Conciliación
        

        
				
        
          (Véase
          Acto de conciliación.)
        

        
				
        
          Conclusiones, § 1,
          732. 

        
				

          Conducción
          (Permiso de)
        

        
				
        
          (Véase
          Carné de conducir.)
        

        
				
        
          Confesión:
        

        
				
        
          De procesados y personas civilmente responsables,
          § 1,
          688 y ss.
        

        
				
        
          En causas por delitos de imprenta,
          § 1,
          820.
        

        
				
        
          Valor,
          § 1,
          406 y 820.
        

        
				
        
          Conflictos de competencia, § 2,
          42 a 50. 

        
				

          Conflictos de jurisdicción:
        

        
				
        
          Con la jurisdicción contable,
          § 12,
          31.
        

        
				
        
          Entre los Juzgados o Tribunales de la jurisdicción militar y la Administración,
          § 12,
          30.
        

        
				
        Entre los Juzgados o Tribunales y la Administración:

        
				
        
          Gratuidad del procedimiento,
          § 12,
          21.
        

        
				
        
          Órgano resolutorio,
          § 2,
          38;
          § 12,
          1.
        

        
				
        
          Planteamiento,
          § 12,
          2 a 10.
        

        
				
        
          Sentencia,
          § 12,
          17 a 20.
        

        
				
        
          Tramitación,
          § 12,
          11 a 16.
        

        
				
        
          Entre los Juzgados o Tribunales y la jurisdicción militar,
          § 2,
          39;
          § 12,
          22 a 29.        


          Consignaciones judiciales:
        

        
				
        
          Definición,
          § 13,
          1.
          a).
        

        
				
        
          Régimen,
          § 13.
        

        
				
        
          (Véase
          Cuentas de Depósitos y Consignaciones Judiciales.)
        

        
				
        
          Consorcio de Compensación a Seguros:
        

        
				
        
          Responsabilidades civiles,
          § 1,
          764.3 y 765.1.
        

        
				
        
          Constitución:
        

        
				
        
          Vinculación de Jueces y Tribunales,
          § 2,
          1 y 5 a 7.
        

        
				
        
          Cónsules:
        

        
				
        
          Entrada en habitaciones u oficinas de,
          § 1,
          562.
        

        
				
        
          Incompatibilidad para ser jurado,
          § 15,
          10.12.
        

        
				
        
          Convenios
        

        
				
        
          (Véase
          Tratados Internacionales.)
        

        
				
        
          Cónyuges:
        

        
				
        
          Acción penal
          , § 1,
          103.
        

        
				
        
          Denuncias
          , § 1,
          261.
        

        
				
        
          Dispensa de declarar
          , § 1,
          416.
        

        
				
        
          Ejercicio de la acción penal
          , § 1,
          103.
        

        
				
        
          Exención de fianza
          , § 1,
          281.
        

        
				
        
          Cooperación con la Corte Penal Internacional:
        

        
				
        
          Autoridades competentes,
          § 25,
          1.
        

        
				
        
          Celebración del juicio y otras actuaciones procesales en España,
          § 25,
          25.
        

        
				
        
          Cooperación activa,
          § 25,
          3.
        

        
				
        
          Cooperación pasiva,
          § 25,
          2.
        

        
				
        
          Detención,
          § 25,
          11.
        

        
				
        
          Ejecución de las penas en España,
          § 25,
          22.
        

        
				
        
          Impugnación de la Competencia de la Corte,
          § 25,
          9.
        

        
				
        
          Inhibición de la jurisdicción española a favor de la Corte, 
          § 25,
          10.
        

        
				
        
          Órganos de relación y consulta con la Corte,
          § 25,
          6.
        

        
				
        
          Otras formas de cooperación con la Corte,
          § 25,
          20.
        

        
				
        
          Personas que hayan de comparecer ante la Corte,
          § 25,
          21.
        

        
				
        
          Recursos,
          § 25,
          17.
        

        
				
        
          Representación y defensa procesal,
          § 25,
          5.
        

        
				
        
          Cooperación internacional, § 1,
          193 y 194;        § 2,
          276 a 278;        § 24
          y        25.        

        
				

          Copias:
        

        
				
        
          Del acto de incomunicación al procesado
          , § 1,
          408.
        

        
				
        
          En juicio de faltas
          , § 1,
          967.1.
        

        
				
        
          En procedimiento abreviado para determinados delitos
          , § 1,
          762.5.ª y 784.1.
        

        
				
        
          En procedimiento para el enjuiciamiento rápido
          , § 1,
          796.1.1.ª
        

        
				
        
          En procedimiento por injuria y calumnia
          , § 1,
          811.
        

        
				
        
          En recurso de queja
          , § 1,
          867.
        

        
				
        
          Correcciones disciplinarias:
        

        
				
        
          A abogados y procuradores,
          § 2,
          546.3 y 552 a 557;
          § 18,
          42 y 43.
        

        
				
        
          A auxiliares y subalternos que incurrieren en morosidad,
          § 1,
          181.
        

        
				
        
          A Policía Judicial,
          § 1,
          298.
        

        
				
        
          Durante el juicio oral,
          § 1,
          684.
        

        
				
        
          En general,
          § 1,
          258.
        

        
				
        
          Por infracción de términos,
          § 1,
          199.
        

        
				
        
          Correspondencia:
        

        
				
        
          De presos o detenidos,
          § 1,
          524.
        

        
				
        
          Detención y examen de la del procesado,
          § 1,
          579 y ss.
        

        
				
        
          Corte Penal Internacional, § 25.
        

        
				
        
          Cosa juzgada, § 1,
          666 y ss. 

        
				

          Costas:
        

        
				
        
          En cuestiones de competencia,
          § 1,
          44.
        

        
				
        
          En general,
          § 1,
          121, 122, 239 y ss.
        

        
				
        
          En recusaciones,
          § 1,
          70, 82 y 89.
        

        
				
        
          Impugnación,
          § 1,
          244.
        

        
				
        
          Recurso de casación,
          § 1,
          861 bis.
          c),
          878 y 901.
        

        
				
        
          Recurso de queja,
          § 1,
          866 y 870.
        

        
				
        
          Tasación y exacción,
          § 1,
          242 y ss.
        

        
				
        
          Cruz Roja Española:
        

        
				
        
          Derecho a la asistencia jurídica gratuita,
          § 18,
          D.A. 2.ª
        

        
				
        
          Cuentas de Depósitos y Consignaciones judiciales:
        

        
				
        
          Autorización para disponer de los fondos,
          § 13,
          3.
        

        
				
        
          Contrato de apertura y gestión,
          § 13,
          2.
        

        
				
        
          Contrato vigente,
          § 13,
          disposición transitoria quinta.
        

        
				
        
          Cuenta de las Fiscalías en el marco de la Diligencias de Investigación,
          § 13,
          disposición adicional segunda.
        

        
				
        
          Cuenta general y cuenta de expediente,
          § 13,
          4.
        

        
				
        
          Cuentas de las Secciones de Menores de las fiscalías,
          § 13,
          disposición adicional primera.
        

        
				
        
          Cuentas de los Juzgados de Paz,
          § 13,
          disposición adicional tercera.
        

        
				
        
          Cuentas de los órganos de la Jurisdicción Militar,
          § 13,
          disposición adicional cuarta.
        

        
				
        
          Depósitos y consignaciones en la Caja General de Depósitos,
          § 13,
          disposición transitoria primera.
        

        
				
        
          Gestión y control,
          § 13,
          5.
        

        
				
        
          Información a las autoridades judiciales,
          § 13,
          6.
        

        
				
        
          Juzgados de Paz,
          § 13,
          disposición transitoria cuarta.
        

        
				
        
          Libro de registro de cuentas,
          § 13,
          5.4.
        

        
				
        
          Mandamiento de devolución expedidos,
          § 13,
          disposición transitoria segunda.
        

        
				
        Operaciones en la Cuenta:

        
				
        
          Disposición de fondos, reintegros y transferencias,
          § 13,
          12 a 14.
        

        
				
        
          Ingresos,
          § 13,
          9.
        

        
				
        
          En el orden penal,
          § 13,
          10.
        

        
				
        
          En el orden social,
          § 13,
          11.
        

        
				
        
          Recepción material y ocupación de dinero,
          § 13,
          7.
        

        
				
        
          Requisitos de las operaciones,
          § 13,
          8.
        

        
				
        
          Órdenes de transferencia a cuentas no judiciales,
          § 13,
          disposición transitoria tercera.        


          Cuerpo del delito,
          334 y ss. 

        
				
      Reconocimiento por el procesado, 391.

        
				
        
          Cuestiones de competencia:
        

        
				
        
          Costas,
          § 1,
          44.
        

        
				
        
          En procedimiento abreviado para determinados delitos,
          § 1,
          759.
        

        
				
        
          Inhibitoria y declinatoria,
          § 1,
          26.
        

        
				
        
          Jueces de Instrucción,
          § 1,
          22.
        

        
				
        
          Negativas,
          § 1,
          46 y 47.
        

        
				
        
          Órganos para resolverlas,
          § 1,
          20;
          § 2,
          51.
        

        
				
        
          Órganos que pueden promoverlas y sostenerlas,
          § 1,
          19.
        

        
				
        
          Prohibición de suscitarlas,
          § 2,
          52.
        

        
				
        
          Resolución,
          § 2,
          51.
        

        
				
        
          Tribunal Supremo,
          § 1,
          21.
        

        
				
        
          Cuestiones prejudiciales, § 1,
          3 a 7,        § 2,
          10. 

        
				

          D
        

        
				
        
          Dación de cuenta, § 1,
          206;        § 2,
          455. 

        
				

          Daños:
        

        
				
        
          Acción civil,
          § 1,
          116.
        

        
				
        
          Ejecución de sentencias,
          § 1,
          984.
        

        
				
        
          Por error judicial,
          § 2,
          292 a 297.
        

        
				
        
          Debates:
        

        
				
        
          Facultades del Presidente,
          § 1,
          683 a 700.
        

        
				
        
          Publicidad,
          § 1,
          680 y ss.
        

        
				
        
          Declaraciones:
        

        
				
        
          De los procesados,
          § 1,
          385 a 409.
        

        
				
        
          Exención de la obligación de declarar,
          § 1,
          411 y 412.
        

        
				
        
          Por escrito,
          § 1,
          412.
        

        
				
        
          (Véase
          Testigos.)
        

        
				
        
          Declinatorias, § 1,
          26, 45, 674, 676 y 678. 

        
				

          Decretos, § 2,
          456. 

        
				

          Defensa:
        

        
				
        
          Ejercicio del derecho,
          § 1,
          118 y 118 bis.
        

        
				
        
          Defensor del Pueblo:
        

        
				
        
          Exención de concurrir al llamamiento del Juez,
          § 1,
          412.
        

        
				
        
          Incompatibilidad para ser Jurado,
          § 15,
          10.6.
        

        
				
        
          Delegación:
        

        
				
        
          Para práctica de diligencias sumariales,
          § 1,
          310.
        

        
				
        
          Delitos:
        

        
				
        
          Calificación,
          § 1,
          649 y ss.
        

        
				
        
          Conexos,
          § 1,
          16 a 18, 300, 762.6.ª y 795.2.
        

        
				
        
          Cuerpo del delito,
          § 1,
          334 y ss.
        

        
				
        
          Denuncia,
          § 1,
          259 y ss.
        

        
				
        
          Enjuiciamiento rápido,
          § 1,
          795.1.2.ª
        

        
				
        
          Procedimiento abreviado,
          § 1,
          757.
        

        
				
        
          Delitos cometidos por medio de la imprenta, grabado u otro medio mecánico de publicación
        

        
				
        
          (Véase
          Procedimiento por delitos cometidos por medio de la imprenta, grabado u otro medio mecánico de publicación.)
        

        
				
        
          Delitos de injuria y calumnia
        

        
				
        
          (Véase
          Procedimiento por delitos de injuria y calumnia.)
        

        
				
        
          Delitos flagrantes, § 1,
          795.1.1.ª 

        
				

          Delitos violentos y contra la libertad sexual:
        

        
				
        Asistencia a las víctimas:

        
				
        
          Deberes de información,
          § 20,
          15.
        

        
				
        
          Oficinas de asistencia,
          § 20,
          6.
        

        
				
        Ayudas públicas:

        
				
        
          Acción de repetición,
          § 20,
          14;
          § 21,
          68.
        

        
				
        
          Acción de subrogación del Estado,
          § 20,
          13;
          § 21,
          68 y ss.
        

        
				
        
          Beneficiarios,
          § 20,
          2;
          § 21,
          4.
        

        
				
        
          Competencias,
          § 20,
          8
        

        
				
        
          Concepto de lesiones y daños,
          § 20,
          4.
        

        
				
        
          Concesión de ayudas provisionales,
          § 20,
          10.
        

        
				
        
          Criterios para determinar el importe de las ayudas,
          § 20,
          6.
        

        
				
        
          Incompatibilidades,
          § 20,
          5.
        

        
				
        
          Objeto,
          § 20,
          1.
        

        
				
        
          Prescripción de la acción,
          § 20,
          7.
        

        
				
        
          Procedimiento de impugnación,
          § 20,
          12.
        

        
				
        
          Supuestos especiales de denegación o limitación,
          § 20,
          3;
          § 21,
          7.
        

        
				
        
          (Véanse
          Comisión Nacional de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y Contra la Libertad Sexual y Procedimientos de reconocimiento de ayudas a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual.)        

        
				

          Demencia, § 1,
          381 a 383, 991 a 994. 

        
				

          Denuncia de delito:
        

        
				
        
          Forma,
          § 1,
          265 y ss.
        

        
				
        
          Obligación de formularla,
          § 1,
          259 a 269.
        

        
				
        
          Denunciante:
        

        
				
        
          Identificación,
          § 1,
          268.
        

        
				
        
          Responsabilidad,
          § 1,
          264.
        

        
				
        
          Depósitos, § 13.
        

        
				
        
          Definición,
          § 13,
          1.
          a).
        

        
				
        
          Devolución,
          § 1,
          901.
        

        
				
        
          Para interponer recurso de casación,
          § 1,
          857 y 875.
        

        
				
        
          Pérdida de la mitad por desistimiento,
          § 1,
          861 bis.
          c).
        

        
				
        
          Pérdida por inadmisión del recurso,
          § 1,
          890.
        

        
				
        
          (Véase
          Cuentas de Depósitos y Consignaciones judiciales.)
        

        
				
        
          Derecho de gracia, § 2,
          18.3. 

        
				

          (Véase
          Indulto.)
        

        
				
        
          Desistimiento:
        

        
				
        
          En recurso de casación,
          § 1,
          861, bis.
          c).
        

        
				
        
          Detención, § 1,
          489 y ss., 520 y 553. 

        
				

          Entrega del detenido,
          § 1,
          496 y ss.
        

        
				
        
          Por faltas,
          § 1,
          495.
        

        
				
        
          Detenidos:
        

        
				
        
          Derechos,
          § 1,
          520.
        

        
				
        
          Incomunicación,
          § 1,
          527.
        

        
				
        
          Días hábiles, § 1,
          201;        § 2,
          184.        

        
				

          Días inhábiles, § 2,
          182 y 183. 

        
				

          Diligencias de ordenación, § 2,
          456. 

        
				

          Diligencias previas, § 1,
          774 y ss.        

        
				

          Diputados:
        

        
				
        
          Incompatibilidad para ser jurado,
          § 15,
          10.4.
        

        
				
        
          Obligación de declarar,
          § 1,
          412.5.1.ª
        

        
				
        
          Procesamiento,
          § 1,
          750 a 756;
          § 4.
        

        
				
        
          Responsabilidad penal,
          § 2,
          57.1.
        

        
				
        
          Documento nacional de identidad:
        

        
				
        
          Acreditación de la identidad,
          § 1,
          268.
        

        
				
        
          Reseña en declaraciones,
          § 1,
          762.7.ª
        

        
				
        
          Documentos:
        

        
				
        
          Prueba,
          § 1,
          726 y 727.
        

        
				
        
          Domicilio
        

        
				
        
          (Véase
          Entrada y registro en lugar cerrado.)
        

        
				
        
          Drogas:
        

        
				
        
          Circulación o entrega vigilada,
          § 1,
          263 bis.
        

        
				
        
          Destrucción,
          § 1,
          338.
        

        
				
        
          E
        

        
				
        
          Eclesiásticos:
        

        
				
        
          Exención de declarar como testigos,
          § 1,
          417.
        

        
				
        
          Exención de denunciar,
          § 1,
          263.
        

        
				
        
          Edad del procesado, § 1,
          375 y 376.
        

        
				
        
          En procedimiento de urgencia,
          § 1,
          762.7.ª y 779.1.3.ª
        

        
				
        
          Edificios y lugares públicos,
           
          § 1,
          546 y 547.
        

        
				
        
          (Véase
          Entrada y registro en lugar cerrado.)
        

        
				
        
          Eficacia en la Unión Europea de las resoluciones de embargo y de aseguramiento de pruebas en procedimientos penales, § 5
        

        
				
        
          (Véase
          Resoluciones de embargo y aseguramiento de pruebas en procedimientos penales de la Unión Europea.)
        

        
				
        
          Ejecución de resoluciones judiciales de decomiso en la Unión Europea, § 28.
        

        
				
        
          (Véase
          Resoluciones judiciales de decomiso en la Unión Europea.)
        

        
				
        
          Ejecución de sanciones pecuniarias en la Unión Europea:
        

        
				
        
          Competencia,
          § 27,
          4.
        

        
				
        
          Ejecución,
          § 27,
          12 a 19.
        

        
				
        
          Estadística,
          § 27,
          disposición adicional segunda.
        

        
				
        
          Estado de ejecución,
          § 27,
          2.
        

        
				
        
          Estado de emisión,
          § 27,
          2.
        

        
				
        
          Objeto,
          § 27,
          1.
        

        
				
        
          Recursos,
          § 27,
          19.
        

        
				
        
          Reino Unido y República de Irlanda,
          § 27,
          disposición adicional primera.
        

        
				
        
          Sanción pecuniaria,
          § 27,
          3.
        

        
				
        
          Transmisión,
          § 27
          , 7 a 11
        

        
				
        
          Ejecución de sentencias, § 1,
          983 y ss. 

        
				

          En procedimiento abreviado para determinados delitos,
          § 1,
          794.
        

        
				
        
          Ejecutorias,
           
          § 1,
          141, 143, 997 y ss.;        § 2,
          245.4. 

        
				

          Embajadores:
        

        
				
        
          Entrada en su casa,
          § 1,
          559 y 560.
        

        
				
        
          Exención del deber de declarar,
          § 1,
          411.
        

        
				
        
          Embargos:
        

        
				
        
          Ampliación
          , § 1,
          611.
        

        
				
        
          De bienes del procesado
          , § 1,
          597 y ss.
        

        
				
        
          De semovientes
          , § 1,
          601 y ss.
        

        
				
        
          Frutos y rentas
          , § 1,
          605.
        

        
				
        
          Inmuebles
          , § 1,
          603 y ss.
        

        
				
        
          Metálico y efectos públicos
          , § 1,
          600.
        

        
				
        
          Reducción
          , § 1,
          612.
        

        
				
        
          Salarios o jornales
          , § 1,
          610.
        

        
				
        
          Emplazamientos,
          166 y 175 a 178. 

        
				

          En el procedimiento abreviado para determinados delitos
          , § 1,
          765.2.
        

        
				
        
          En el recurso de casación
          , § 1,
          859 y 861.
        

        
				
        
          En el recurso de queja
          , § 1,
          863.
        

        
				
        
          Para comparecer ante el Juez municipal
          , § 1,
          625.
        

        
				
        
          Para comparecer ante la Audiencia
          , § 1,
          623.
        

        
				
        
          Plazo para hacerlo
          , § 1,
          207 y ss.
        

        
				
        
          Por exhorto
          , § 1,
          suplicatorio o mandamiento
          , § 1,
          177 y 179.
        

        
				
        
          Empleados públicos:
        

        
				
        
          Declaraciones
          , § 1,
          417 y 425.
        

        
				
        
          Denuncia
          , § 1,
          262.
        

        
				
        
          Enajenación mental:
        

        
				
        
          Advertida en el confinado
          , § 1,
          991 y ss.
        

        
				
        
          Advertida en el procesado
          , § 1,
          381 y ss.
        

        
				
        
          Entrada y registro en lugar cerrado:
        

        
				
        
          Auto de entrada
          , § 1,
          558.
        

        
				
        
          Notificación
          , § 1,
          566.
        

        
				
        
          Auxilio de la fuerza
          , § 1,
          568.
        

        
				
        
          Buques de extranjeros
          , § 1,
          561.
        

        
				
        
          Consentimiento
          , § 1,
          545 y 551.
        

        
				
        
          Consulados
          , § 1,
          562.
        

        
				
        
          Cuerpos Colegisladores
          , § 1,
          548.
        

        
				
        
          Diligencia de entrada
          , § 1,
          572.
        

        
				
        
          Domicilio (concepto)
          , § 1,
          554.
        

        
				
        
          Edificios y lugares públicos (concepto),
          § 1,
          547, 564 y 565.
        

        
				
        
          En presencia del interesado
          , § 1,
          569.
        

        
				
        
          Inspecciones inútiles
          , § 1,
          552.
        

        
				
        
          Medidas de vigilancia
          , § 1,
          567.
        

        
				
        
          Palacio Real
          , § 1,
          555.
        

        
				
        
          Por agentes de policía
          , § 1,
          553.
        

        
				
        
          Quién puede decretarla
          , § 1,
          546 y 550.
        

        
				
        
          Representantes de naciones extranjeras
          , § 1,
          559 y 560.
        

        
				
        
          Sitios Reales
          , § 1,
          556.
        

        
				
        
          Suspensión
          , § 1,
          571.
        

        
				
        
          Templos
          , § 1,
          549.
        

        
				
        
          Envenenamiento, § 1,
          350. 

        
				

          Error:
        

        
				
        
          De hecho a efectos del recurso en casación
          , § 1,
          849 y 855.
        

        
				
        
          En la apreciación de pruebas
          , § 1,
          849.
        

        
				
        
          En la calificación del delito
          , § 1,
          733.
        

        
				
        
          Rectificación de sentencias,
          § 2,
          267.
        

        
				
        
          Error judicial:
        

        
				
        
          Derecho a indemnización,
          § 2,
          292 y 294.
        

        
				
        
          Procedimiento para reclamar,
          § 2,
          293.
        

        
				
        
          Responsabilidad de Jueces y Magistrados,
          § 2,
          296 y 297.
        

        
				
        
          Estadística judicial,
          247 a 257;        § 2,
          461.        

        
				

          Eurojust:
        

        
				
        
          Actuación,
          § 26,
          14 a 16.
        

        
				
        
          Atribuciones,
          § 26,
          10 a 12.
        

        
				
        
          Autoridad común de control,
          § 26,
          17.
        

        
				
        
          Deber de colaboración de las autoridades españolas,
          § 26,
          13.
        

        
				
        
          Estatuto,
          § 26,
          1 a 9.
        

        
				
        
          Magistrados de enlace,
          § 26,
          disposición adicional primera.
        

        
				
        
          Excepciones, § 1,
          666 y ss. 

        
				

          Excusas:
        

        
				
        
          De        Peritos, § 1,
          463.        

        
				
  
          Del Ministerio Fiscal,
          § 1,
          96 a 99.
        

        
				
        
          Exhortos, § 1,
          184.
        

        
				
        
          A Tribunales extranjeros
          , § 1,
          193.
        

        
				
        
          Cumplimiento
          , § 1,
          191.
        

        
				
        
          De Tribunales extranjeros
          , § 1,
          194.
        

        
				
        
          Demora
          , § 1,
          192.
        

        
				
        
          Para citación de testigos y
          P
          eritos
          , § 1,
          660.
        

        
				
        
          Exposiciones, § 1,
          187, 195 y ss. 

        
				

          Extinción de acciones, § 1,
          106, 116 y 117. 

        
				

          Extradición
        

        
				
        
          (Véase
          Procedimientos para la extradición.)
        

        
				
        
          Extradición pasiva:
        

        
				
        
          Detención preventiva,
          § 9,
          8 y 10.
        

        
				
        
          Entrega,
          § 9,
          19 y 21.
        

        
				
        
          Gastos,
          § 9,
          22.
        

        
				
        
          Procedimiento,
          § 2,
          65.4.º;
          § 9,
          7 y ss.
        

        
				
        
          Régimen,
          § 9,
          1.
        

        
				
        
          Resolución,
          § 9,
          15 a 18.
        

        
				
        
          Supuestos,
          § 9,
          2 a 5.
        

        
				
        
          Extranjeros:
        

        
				
        
          Competencia de Juzgados y Tribunales,
          § 2,
          23.
        

        
				
        
          Cuándo pueden querellarse,
          § 1,
          270, 280 y 284.
        

        
				
        
          Declaraciones en juicio,
          § 1,
          398 y 440.
        

        
				
        
          Extradición,
          § 1,
          826.
        

        
				
        
          Procesados que no supieren el idioma español,
          § 1,
          398.
        

        
				
        
          Testigos que no supieren el idioma español,
          § 1,
          440.
        

        
				
        
          Extraterritorialidad, § 2,
          23. 

        
				

          F
        

        
				
        
          Fallo:
        

        
				
        
          En sentencias,
          § 1,
          142.4.
        

        
				
        
          Falsificación:
        

        
				
        
          Prueba de escritura,
          § 1,
          391.
        

        
				
        
          Reclamación de documentos,
          § 1,
          335.
        

        
				
        
          Falso testimonio, § 1,
          452 y 715.
        

        
				
        
          Faltas
        

        
				
        
          (Véase
          Juicio de faltas.)
        

        
				
        
          Familia Real:
        

        
				
        
          Declaración,
          § 1,
          411 y 412.
        

        
				
        
          Incompatibilidad para ser Jurado,
          § 15,
          10.1.
        

        
				
        
          Farmacéuticos, § 1,
          262. 

        
				

          Fe pública judicial, § 2,
          453. 

        
				

          Fedatario en sumario, § 1,
          321.        

        
				

          Ferrocarril:
        

        
				
        
          Accidentes de,
          § 1,
          354.
        

        
				
        
          Fiador, § 1,
          534 y 592. 

        
				

          Fianzas:
        

        
				
        
          Ampliación de,
          § 1,
          611.
        

        
				
        
          Cancelación,
          § 1,
          541.
        

        
				
        
          Clases,
          § 1,
          591 y ss.
        

        
				
        
          Constitución,
          § 1,
          591 y 784.5.
        

        
				
        
          Del querellante,
          § 1,
          280 y ss.
        

        
				
        
          Libertad provisional,
          § 1,
          529, 531 y ss.
        

        
				
        
          Modificación,
          § 1,
          539.
        

        
				
        
          Para asegurar responsabilidades pecuniarias,
          § 1,
          589 y ss.
        

        
				
        
          Procedimiento abreviado para determinados delitos,
          § 1,
          764.3, 765 y 783.2.
        

        
				
        
          Reducción,
          § 1,
          612.
        

        
				
        
          Responsabilidad civil,
          § 1,
          615.
        

        
				
        
          Fiscal
        

        
				
        
          (Véase
          Ministerio Fiscal.)
        

        
				
        
          Fiscal General del Estado:
        

        
				
        
          Declaraciones,
          § 1,
          412.2.5.ª y 703.
        

        
				
        
          Juicio de faltas,
          § 1,
          969.2.
        

        
				
        
          Procedimiento abreviado,
          § 1,
          773.1.
        

        
				
        
          Recurso de revisión,
          § 1,
          961.
        

        
				
        
          Forenses
        

        
				
        
          (Véase
          Médicos Forenses.)
        

        
				
        
          Fraude de ley, § 2,
          11. 

        
				

          Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, § 10
        

        
				
        
          Funcionarios públicos:
        

        
				
        
          Declaraciones,
          § 1,
          417 y 425.
        

        
				
        
          Denuncias,
          § 1,
          262.
        

        
				
        
          G
        

        
				
        
          Gastos:
        

        
				
        
          De instrucción de la causa,
          § 1,
          241.
        

        
				
        
          (Véase
          Costas.)
        

        
				
        
          Grabado
        

        
				
        
          (Véase
          Procedimiento por delitos cometidos por medio de la imprenta, el grabado u otro medio mecánico de publicación.)
        

        
				
        
          Gratuidad de la Justicia, § 2,
          20;        § 18; § 19.        

        
				

          (Véase
          Justicia gratuita.)
        

        
				
        
          Guardas jurados:
        

        
				
        
          Policía Judicial,
          § 1,
          283.
        

        
				
        
          Guardia Civil, § 1,
          283. 

        
				

          H
        

        
				
        
          Hábeas corpus:
        

        
				
        
          Concepto,
          § 8,
          1.
        

        
				
        
          Denegación,
          § 8,
          6.
        

        
				
        
          Extensión,
          § 8,
          1.
        

        
				
        
          Juez competente,
          § 8,
          2.
        

        
				
        
          Legitimación,
          § 8,
          3.
        

        
				
        
          Procedimiento,
          § 8,
          4 a 7.
        

        
				
        
          Resolución,
          § 8,
          8 y 9.
        

        
				
        
          Hechos probados, § 1,
          142, 851, 884, 897 y 900.        

        
				

          Herederos:
        

        
				
        
          Querellas interpuestas por causahabientes
          , § 1,
          276.
        

        
				
        
          Recurso de revisión
          , § 1,
          960.
        

        
				
        
          Subsistencia de acción civil
          , § 1,
          115.
        

        
				
        
          Hombres buenos:
        

        
				
        
          Intervención en el sumario,
          § 1,
          321.
        

        
				
        
          Homicidio, § 1,
          281, 954 y 958. 

        
				

          Honorarios:
        

        
				
        
          De Abogados,
          § 1,
          121 y 242.
        

        
				
        
          De Jurados,
          § 15,
          7;
          § 17.
        

        
				
        
          De Peritos,
          § 1,
          121, 241, 242, 358, 465 y 471;
          § 19,
          45 y 46.
        

        
				
        
          Horas hábiles:
        

        
				
        
          Horarios especiales,
          § 2,
          272.4.
        

        
				
        
          Para actuaciones judiciales,
          § 2,
          182.2.º
        

        
				
        
          Para actuaciones sumariales, 201;
          § 2,
          184.
        

        
				
        
          Para audiencia pública,
          § 2,
          188.
        

        
				
        
          Para registros domiciliarios,
          § 1,
          546, 550 y 570.
        

        
				
        
          I
        

        
				
        
          Identidad:
        

        
				
        
          De        Peritos y testigos (medidas para preservarla), § 14,
          2.        

        
				
  
          Del delincuente,
          § 1,
          368 a 384.
        

        
				
        
          Del denunciante
          , § 1,
          268.
        

        
				
        
          Del querellado
          , § 1,
          277.
        

        
				
        
          Del querellante
          , § 1,
          277.
        

        
				
        
          Identificaciones:
        

        
				
        
          Del cadáver
          , § 1,
          340 y ss.
        

        
				
        
          Del inculpado
          , § 1,
          378 y ss.
        

        
				
        
          Del procesado,
          § 1,
          373 y ss., 759.1.ª, 779.1.4.ª y 781.1.
        

        
				
        
          Idioma
          (Declaraciones):
        

        
				
        
          Actuaciones judiciales,
          § 2,
          231.
        

        
				
        
          En procedimiento abreviado para determinados delitos,
          § 1,
          762.8.ª
        

        
				
        En proceso ordinario, 398, 440 y 441.

        
				
        
          Iglesias, § 1,
          549. 

        
				

          Imposibilidad:
        

        
				
        
          Para votar sentencia,
          § 1,
          154.
        

        
				
        
          Imprenta, grabado u otro medio mecánico de publicación
        

        
				
        
          (Véase
          Procedimiento por delitos cometidos por medio de la imprenta, el grabado u otro medio mecánico de publicación.)
        

        
				
        
          Impúberes:
        

        
				
        
          No prestan juramento,
          § 1,
          433.
        

        
				
        
          No tienen obligación de denunciar,
          § 1,
          260.
        

        
				
        
          Impulso procesal, § 2.
          237 y 456. 

        
				

          Incapaces, § 1,
          102, 109 y 417.3. 

        
				

          Para ser Jurados, § 15,
          9.        

        
				
  
          Incidentes:
        

        
				
        
          Costas,
          § 1,
          239.
        

        
				
        
          De recusación,
          § 1,
          61, 65, 68, 74, 662 y 723.
        

        
				
        
          Sobre responsabilidad civil,
          § 1,
          619 y 621.
        

        
				
        
          Suspensión del juicio oral,
          § 1,
          746 y 747.
        

        
				
        
          Incomparecencias:
        

        
				
        
          Jurados.
          § 15,
          39.
        

        
				
        
          Partes,
          § 1,
          962.
        

        
				
        
          Procesados,
          § 1,
          492, 504, 537 y 797.1.3.ª y 4.ª
        

        
				
        
          Responsable civil,
          § 1,
          700.
        

        
				
        
          Testigos,
          § 1,
          718, 746 y 962.
        

        
				
        
          Incomunicación:
        

        
				
        
          De detenidos o presos,
          § 1,
          509, 510, 520 bis y 527.
        

        
				
        
          De los procesados,
          § 1,
          407 y 408.
        

        
				
        
          De los testigos,
          § 1,
          704.
        

        
				
        
          Indefensión:
        

        
				
        
          En el procedimiento abreviado,
          § 1,
          784.1 y 790.2.
        

        
				
        
          Indulto:
        

        
				
        
          Como artículo de previo pronunciamiento,
          § 1,
          666 y ss.
        

        
				
        
          Cuándo debe proponerlo el Tribunal Supremo,
          § 1,
          902.
        

        
				
        
          Petición por el Jurado,
          § 15,
          60.3.
        

        
				
        
          Regulación,
          § 3.
        

        
				
        
          Información a detenidos o presos, § 1,
          520. 

        
				

          Informes:
        

        
				
        
          Del Fiscal y las partes en el juicio,
          § 1,
          734 y ss.
        

        
				
        
          Del Fiscal y las partes en la vista del recurso de casación,
          § 1,
          896 y ss.
        

        
				
        
          Pericial (véase
          Peritos).
        

        
				
        
          Sobre procesados,
          § 1,
          377.
        

        
				
        
          Infracción de Ley, § 1,
          849. 

        
				

          Inhibición:
        

        
				
        
          Autos de,
          § 1,
          25.
        

        
				
        
          En procedimiento abreviado para determinados delitos,
          § 1,
          759.
        

        
				
        
          Inhibitoria, § 1,
          26. 

        
				

          Injuria y calumnia
        

        
				
        
          (Véase
          Procedimiento por delitos de injuria y calumnia.)
        

        
				
        
          Inmunidad judicial, § 2,
          398 a 400. 

        
				

          Insolvencia:
        

        
				
        
          Recurso de casación,
          § 1,
          857 y 890.
        

        
				
        
          (Véase
          Justicia gratuita.)
        

        
				
        
          Inspección ocular, § 1,
          326 y ss.
        

        
				
        
          En el juicio oral,
          § 1,
          727.
        

        
				
        
          Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses, § 2,
          479 y 480. 

        
				

          Institutos de Medicina Legal, § 2,
          479. 

        
				

          Instrucción:
        

        
				
        
          Al reo de sus derechos,
          § 1,
          2.
        

        
				
        De las partes:

        
				
        
          Momento y plazo,
          § 1,
          627 y ss.
        

        
				
        
          Procedimiento para las causas ante el Tribunal del Jurado,
          § 15,
          24 a 29.
        

        
				
        
          Instrucción sumarial
        

        
				
        
          (Véase
          Sumario.)
        

        
				
        
          Instructor especial, § 1,
          303 y ss. 

        
				

          Intérpretes:
        

        
				
        
          En declaraciones testificales,
          § 1,
          440 y ss., y 710.
        

        
				
        
          Interrogatorio:
        

        
				
        
          De testigos,
          § 1,
          410 y ss., y 435 y ss.
        

        
				
        
          Del procesado,
          § 1,
          389 y ss.
        

        
				
        
          Intervención del vehículo:
        

        
				
        
          En el procedimiento abreviado para determinados delitos,
          § 1,
          764.4 y 770.6.ª
        

        
				
        
          Interventores de efectos embargados, § 1,
          608 y 609. 

        
				

          J
        

        
				
        
          Jefatura Central de Tráfico, § 1,
          283.        

        
				

          Retirada del permiso de conducir,
          § 1,
          794.2.ª
        

        
				
        
          Jueces y Magistrados:
        

        
				
        
          Incompatibilidad para ser
          J
          urado,
          § 15,
          10.7.
        

        
				
        
          Responsabilidad penal,
          § 2,
          405 a 409.
        

        
				
        
          Juez Instructor:
        

        
				
        
          Especial,
          § 1,
          303 a 305.
        

        
				
        
          Procedimiento abreviado para determinados delitos,
          § 1,
          760, 762.9.ª y 784.5.
        

        
				
        
          Juicio de faltas:
        

        
				
        
          Asistencia del Ministerio Fiscal,
          § 1,
          969.
        

        
				
        
          Ejecución de sentencia,
          § 1,
          984.
        

        
				
        
          Tramitación,
          § 1,
          962 y ss.
        

        
				
        
          Juicio oral, § 1,
          680 y ss. 

        
				

          Práctica de pruebas,
          § 1,
          701 y ss.
        

        
				
        
          Procedimiento abreviado para determinados delitos,
          § 1,
          768, 777.2 y 780 y ss.
        

        
				
        
          Procedimiento para las causas ante el Tribunal del Jurado,
          § 15,
          42 a 51.
        

        
				
        
          Suspensión,
          § 1,
          744 y ss.
        

        
				
        
          Juicio verbal:
        

        
				
        
          En sumarios por injuria o calumnia contra particulares,
          § 1,
          808 y ss.
        

        
				
        
          Jurado:
        

        
				
        
          Ámbito orgánico,
          § 2,
          83.1;
          § 15,
          1.3.
        

        
				
        
          Cese,
          § 15,
          66.
        

        
				
        
          Derecho y deber,
          § 15,
          6.
        

        
				
        Designación:

        
				
        
          Alarde de causas y período de sesiones,
          § 15,
          17.        


          Citación,
          § 15,
          19.
        

        
				
        
          De candidato para cada causa,
          § 15,
          18.
        

        
				
        
          Devolución del cuestionario,
          § 15,
          20.
        

        
				
        
          Listas de candidatos (véase
          Listas de candidatos a Jurados).
        

        
				
        
          Recusación,
          § 15,
          21.
        

        
				
        
          Resolución de excusas, advertencias y recusaciones,
          § 15,
          22.
        

        
				
        
          Disolución,
          § 15,
          47, 49 a 51.        


          Efectos laborales y funcionariales,
          § 15,
          7.2.
        

        
				
        
          Excusas para actuar como,
          § 15,
          12.
        

        
				
        
          Funciones,
          § 15,
          3.
        

        
				
        
          Incapacidades,
          § 15,
          9.
        

        
				
        
          Incompatibilidades,
          § 15,
          10.
        

        
				
        
          Infracciones penales,
          § 15,
          D.A. 2.ª
        

        
				
        
          Multas,
          § 15,
          39.2, 58 y D.A. 2.ª
        

        
				
        
          Prohibiciones,
          § 15,
          11.
        

        
				
        
          Requisitos,
          § 15,
          8.
        

        
				
        Retribuciones:

        
				
        
          Conceptos,
          § 17,
          2.        


          Gastos de alojamiento y manutención,
          § 17,
          6 y anexo III.
        

        
				
        
          Gastos de viaje,
          § 17,
          5 y anexo II.
        

        
				
        
          Importe,
          § 17,
          3 y anexo I.
        

        
				
        
          Imputación presupuestaria,
          § 17,
          7.
        

        
				
        
          Indemnizaciones,
          § 17,
          4.
        

        
				
        
          Revisión,
          § 17,
          D.F. 3.ª
        

        
				
        
          (Véanse
          Lista de candidatos a Jurados, Procedimiento para las causas ante el Tribunal del Jurado, Sorteo para la formación de listas de candidatos a Jurados
          y
          Tribunal del Jurado.)        


          Juramento:
        

        
				
        
          Hombres buenos
          , § 1,
          321.
        

        
				
        
          Intérpretes
          , § 1,
          440 y 442.
        

        
				
        
          Jurados
          , § 15,
          41.
        

        
				
        
          Militares
          , § 1,
          429.
        

        
				
        
          No exigible a procesados
          , § 1,
          387.
        

        
				
        
          Peritos
          , § 1,
          474.
        

        
				
        
          Testigos
          , § 1,
          433 y ss. y 706.
        

        
				
        
          Jurisdicción:
        

        
				
        
          Ejercicio,
          § 2,
          3.1.
        

        
				
        
          Extensión,
          § 2,
          4.
        

        
				
        
          Improrrogabilidad,
          § 1,
          8;
          § 2,
          9.6.
        

        
				
        
          Ordinaria,
          § 1,
          1 y 10 a 12.
        

        
				
        
          Única,
          § 2,
          3.1.
        

        
				
        
          Justicia gratuita, § 1,
          118, 121 y 122;        § 2,
          20;        § 12,
          21. 

        
				

          Ámbito personal,
          § 18,
          2 y D.A. 2.ª
        

        
				
        
          Aplicación de Tratados y Convenios Internacionales,
          § 18,
          44 y 45.
        

        
				
        Comisiones de asistencia jurídica gratuita:

        
				
        
          Ámbito territorial,
          § 18,
          9;
          § 19,
          2.        


          Composición y designación,
          § 18,
          10;
          § 19,
          3.
        

        
				
        
          Delegaciones,
          § 18,
          10.2;
          § 19,
          2.
        

        
				
        
          Dependencia orgánica,
          § 19,
          4.
        

        
				
        
          Funcionamiento,
          § 18,
          11;
          § 19,
          6.
        

        
				
        
          Funciones,
          § 19,
          7.
        

        
				
        
          Información sobre los servicios,
          § 19,
          5.
        

        
				
        
          Sede,
          § 19,
          4.2.
        

        
				
        
          Contenido material,
          § 18,
          6.        


          Designación de
          A
          bogado y
          P
          rocurador de oficio:
        

        
				
        
          Aplicación de fondos públicos,
          § 18,
          30.        


          Efectos del reconocimiento del derecho,
          § 18,
          27.
        

        
				
        
          Especialidades del orden jurisdiccional penal,
          § 18,
          29.
        

        
				
        
          Insostenibilidad de la pretensión,
          § 18,
          32.
        

        
				
        
          Insostenibilidad en vía de recurso,
          § 18,
          35.
        

        
				
        
          Nombramiento de segundo abogado,
          § 18,
          31.
        

        
				
        
          Provisionales,
          § 19,
          11, 12 y 13.
        

        
				
        
          Reintegro económico,
          § 18,
          36.
        

        
				
        
          Renuncia,
          § 18,
          28.
        

        
				
        
          Tramitación,
          § 18,
          33.
        

        
				
        
          Empleo de medios electrónicos y telemáticos:
          § 18,
          D.A. séptima.
        

        
				
        
          En casación,
          § 1,
          860 y 875.
        

        
				
        
          En recurso de queja,
          § 1,
          868.
        

        
				
        
          Exclusión por motivos económicos,
          § 18,
          4.
        

        
				
        
          Extensión temporal,
          § 18,
          7.
        

        
				
        
          Insuficiencia económica sobrevenida,
          § 18,
          8.
        

        
				
        Litigios transfronterizos de la Unión Europea:

        
				
        
          Información al Ministerio de Justicia,
          § 18,
          D.A. sexta.        

        
				
      Normas generales:

        
				
        
          Ámbito de aplicación:
          § 18,
          46.        

        
				

          Autoridades expedidoras y receptoras:
          § 18,
          48.
        

        
				
        
          Litigios transfronterizos:
          § 18,
          47.
        

        
				
        Reconocimiento del derecho en España:

        
				

          Contenido material del derecho:
          § 18,
          50.        

        
				

          Requisitos:
          § 18,
          49.
        

        
				
        
          Solicitud del derecho:
          § 18,
          51.
        

        
				
        Reconocimiento del derecho en otros Estados miembros:

        
				

          Denegación:
          § 18,
          54.        

        
				

          Derechos en España:
          § 18,
          52.
        

        
				
        
          Tramitación:
          § 18,
          53.
        

        
				
        Organización de los servicios de asistencia letrada, defensa y representación gratuita:

        
				

          Autonomía profesional y disciplina colegial,
          § 18,
          23.        

        
				

          Coordinación entre los Colegios de Abogados y Procuradores,
          § 19,
          26.
        

        
				
        
          Distribución por turnos,
          § 18,
          24.
        

        
				
        
          Formación y especialización,
          § 18,
          25;
          § 19,
          33.
        

        
				
        
          Gestión colegial,
          § 18,
          22;
          § 19,
          26.
        

        
				
        
          Insostenibilidad de la pretensión,
          § 19,
          35.
        

        
				
        
          Obligaciones profesionales,
          § 19,
          27.
        

        
				
        
          Responsabilidad patrimonial,
          § 18,
          26;
          § 19,
          34.
        

        
				
        
          Servicios de orientación jurídica,
          § 19,
          32.
        

        
				
        
          Turnos de guardia,
          § 19,
          28 y 29.
        

        
				
        Procedimiento en los procesos especiales para el enjuiciamiento rápido de delitos:

        
				

          Aplicación supletoria de normas comunes,
          § 17,
          25.
        

        
				
        
          Ausencia de resolución expresa,
          § 17,
          24.
        

        
				
        
          Iniciación y presentación de la solicitud,
          § 17,
          21.
        

        
				
        
          Instrucción y resolución del procedimiento,
          § 17,
          23.
        

        
				
        
          Presentación de documentación,
          § 17,
          22 y anexo I.II.
        

        
				
        
          Remisión de la documentación a la Comisión,
          § 17,
          22.3.
        

        
				
        Procedimiento para el reconocimiento:

        
				
      Iniciación:

        
				

          Designaciones provisionales y traslados,
          § 18,
          15 y 21;
          § 19,
          11, 12 y 13.        

        
				
      Solicitud:

        
				
        
          Modelo normalizado,
          § 19,
          8 y anexo I.I.
        

        
				
        
          Presentación,
          § 18,
          12;
          § 19,
          9.
        

        
				
        
          Reiteración,
          § 19,
          14.
        

        
				
        
          Requisitos,
          § 18,
          13.
        

        
				
        
          Subsanación de deficiencias,
          § 18,
          14;
          § 19,
          10.
        

        
				
        
          Instrucción,
          § 19,
          15.        

        
				
      Resolución:

        
				
        
          Ausencia,
          § 19,
          18.
        

        
				
        
          Contenido,
          § 19,
          16.1.
        

        
				
        
          Efectos,
          § 18,
          18;
          § 19,
          16.2 y 3.
        

        
				
        
          Impugnación,
          § 18,
          20.
        

        
				
        
          Notificación,
          § 18,
          17;
          § 19,
          17.
        

        
				
        
          Nulidad,
          § 19,
          20.
        

        
				
        
          Plazo,
          § 18,
          17.
        

        
				
        
          Revocación del derecho,
          § 18,
          19;
          § 19,
          20.        

        
				

          Suspensión del curso del proceso,
          § 18,
          16.
        

        
				
        
          Reconocimiento excepcional,
          § 18,
          5.
        

        
				
        Régimen disciplinario:

        
				
        
          Correcciones disciplinarias,
          § 18,
          42.
        

        
				
        
          Separación cautelar,
          § 18,
          43.
        

        
				
        
          Requisitos básicos,
          § 18,
          3.
        

        
				
        Subvención y supervisión de los servicios de asistencia jurídica gratuita:

        
				
        
          Contabilización separada,
          § 19,
          44.
        

        
				
        
          Devengo de la indemnización,
          § 19,
          38.
        

        
				
        
          Gastos de funcionamiento,
          § 18,
          38;
          § 19,
          39.
        

        
				
        
          Gestión colegial de la subvención,
          § 18,
          39;
          § 19,
          40.
        

        
				
        
          Justificación anual,
          § 19,
          42 y 43.
        

        
				
        
          Procedimiento,
          § 19,
          41.
        

        
				
        
          Quejas y denuncias,
          § 18,
          41.
        

        
				
        
          Retribución por baremo,
          § 18,
          40;
          § 19,
          37.
        

        
				
        
          Subvención,
          § 18,
          37;
          § 19,
          36.
        

        
				
        
          Verificación de los servicios prestados,
          § 19,
          38.9.
        

        
				
        
          Víctimas del terrorismo,
          § 18,
          D.A. octava.
        

        
				
        
          Juzgados Centrales de Instrucción, § 2,
          88. 

        
				

          Juzgados Centrales de lo Penal, § 1,
          14;§ 2,
          89 bis. 

        
				

          Juzgados de lo Penal, § 1,
          14;§ 2,
          89 bis. 

        
				

          Juzgados de Menores, § 2,
          96 y 97. 

        
				

          Juzgados de Paz, § 1,
          14; § 2,
          99 y 100. 

        
				

          Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, § 2,
          84 y 87. 

        
				

          Juzgados de Vigilancia Penitenciaria, § 2,
          94 y 95. 

        
				

          Juzgados de Violencia sobre la Mujer, § 1,
          14, 15 bis, 160, 797 bis, 962.5, D.A. 4.ª;§ 2,
          26, 82, 87, 87 bis, 87 ter y 89 bis. 

        
				

          L
        

        
				
        

      
		
    

    
	
  

          Legalidad
        

        
				
        
          (Véase
          Principio de legalidad.)
        

        
				
        
          Lengua oficial:
        

        
				
        
          En actuaciones judiciales,
          § 2,
          231.
        

        
				
        
          Lesiones, § 1,
          350 y 355. 

        
				

          Letrados
        

        
				
        
          (Véase
          Abogados.)
        

        
				
        
          Libertad provisional, § 1,
          528 y ss. 

        
				

          Libros:
        

        
				
        
          De autos y sentencias,
          § 1,
          162;
          § 2,
          265.
        

        
				
        
          De votos reservados,
          § 1,
          156;
          § 2,
          265.
        

        
				
        
          Registro de penados,
          § 1,
          254.
        

        
				
        
          Registro de procesados en rebeldía,
          § 1,
          255 y ss.
        

        
				
        
          Su registro y ocupación por el Juzgado,
          § 1,
          573 y ss.
        

        
				
        
          Limitación de pruebas:
        

        
				
        
          Reglas generales,
          § 1,
          231, 695 y 728.
        

        
				
        
          Lista de candidatos a Jurados, § 15,
          13. 

        
				

          Comunicación y rectificación de listas definitivas,
          § 15,
          16.
        

        
				
        
          Exposición,
          § 16,
          2.
        

        
				
        
          Nuevo sorteo para completar la lista de candidatos designados para una causa,
          § 15,
          23.
        

        
				
        
          Reclamaciones contra la inclusión en listas,
          § 15,
          14.
        

        
				
        
          Resolución de reclamaciones,
          § 15,
          15.
        

        
				
        
          (Véanse
          Jurado
          y
          Sorteo para la formación de listas de candidatos a jurados.)
        

        
				
        
          Lista de Peritos y testigos, § 1,
          656 y 657. 

        
				

          Locura:
        

        
				
        
          Indicios de enajenación mental,
          § 1,
          381 a 383, 991 a 994.
        

        
				
        
          M
        

        
				
        
          Magistrados:
        

        
				
        
          Abstención y recusación,
          § 1,
          52 a 75;
          § 2,
          217 a 228.
        

        
				
        
          Ejercicio de la acción penal,
          § 1,
          102.
        

        
				
        
          Firma de sentencias,
          § 1,
          158;
          § 2,
          259.
        

        
				
        
          Incompatibilidad para ser Jurado,
          § 15,
          10.7.
        

        
				
        
          Independencia,
          § 2,
          1 y 12.
        

        
				
        
          Inmunidad,
          § 2,
          14, 15 y 398 a 400.
        

        
				
        
          Ponentes,
          § 1,
          146 y 147.
        

        
				
        
          Responsabilidad penal,
          § 2,
          405 a 409.
        

        
				
        
          Vinculación a la Constitución,
          § 2,
          5 y 7.
        

        
				
        
          Mala fe:
        

        
				
        
          Imposición de costas,
          § 1,
          240.
        

        
				
        
          Mandamientos, § 1,
          184 y 188. 

        
				

          Citación de
          P
          eritos y testigos,
          § 1,
          660 y 661.
        

        
				
        
          Embargo de inmuebles,
          § 1,
          604.
        

        
				
        
          Para inscripción de fianza hipotecaria,
          § 1,
          595.
        

        
				
        
          Médicos:
        

        
				
        
          Asistencia a lesionados,
          § 1,
          355 y 796.1.1.ª
        

        
				
        
          Cooperación con Médicos Forenses
          , § 1,
          347.
        

        
				
        
          Denuncia de delito público
          , § 1,
          262.
        

        
				
        
          Sustitución de Médicos Forenses
          , § 1,
          346.
        

        
				
        
          Visita a detenidos o presos
          , § 1,
          523.
        

        
				
        
          Médicos Forenses, § 1,
          343 y ss., y 778;        § 2.
          475 y 479. 

        
				

          Autopsias,
          § 1,
          343 y 778.4.
        

        
				
        
          Examen del procesado menor
          , § 1,
          380.
        

        
				
        
          Informes sobre la edad del procesado
          , § 1,
          375.
        

        
				
        
          Observaciones del enajenado mental
          , § 1,
          381.
        

        
				
        
          Partes
          , § 1,
          355.
        

        
				
        
          Vigilancia de lesiones
          , § 1,
          350 y ss.
        

        
				
        
          Menores de edad:
        

        
				
        
          Declaraciones cuando estuvieren procesados
          , § 1,
          409.
        

        
				
        
          Habilitación de Procurador y Abogado
          , § 1,
          384.
        

        
				
        
          Información sobre criterio del procesado
          , § 1,
          380.
        

        
				
        
          Información sobre su detención
          , § 1,
          520.3.
        

        
				
        
          Testigos
          , § 1,
          433.
        

        
				
        
          (Véase
          Proceso de menores.)
        

        
				
        
          Militares:
        

        
				
        
          Competencia,
          § 1,
          10.
        

        
				
        
          Juramento,
          § 1,
          429.
        

        
				
        
          Ministerio Fiscal:
        

        
				
        
          Abstención,
          § 1,
          96 y ss.
        

        
				
        
          Asistencia en juicio de faltas,
          § 1,
          969.
        

        
				
        
          Calificación del delito,
          § 1,
          649 y ss.
        

        
				
        
          Ejercicio de acción civil,
          § 1,
          108.
        

        
				
        
          Ejercicio de acción penal,
          § 1,
          105, 108 y 271.
        

        
				
        
          En cuestiones de competencia,
          § 1,
          23, 27, 29, 31, 37 y 43.
        

        
				
        
          En cuestiones prejudiciales,
          § 1,
          4.
        

        
				
        
          En el recurso de apelación,
          § 1,
          225, 229 y ss.
        

        
				
        
          En el recurso de queja,
          § 1,
          234 y 867.
        

        
				
        
          En la recusación,
          § 1,
          53.
        

        
				
        
          En la tasación de costas,
          § 1,
          243.
        

        
				
        
          En materia de fianza,
          § 1,
          538 y 594.
        

        
				
        
          En materia de términos judiciales,
          § 1,
          200.
        

        
				
        
          En recursos de casación,
          § 1,
          879, 901, 950 y 953.
        

        
				
        
          En recursos de revisión,
          § 1,
          956 y ss.
        

        
				
        
          Enfermedad (suspensión del juicio por),
          § 1,
          746.
        

        
				
        
          Estatuto Orgánico,
          § 2,
          541.
        

        
				
        
          Firma del acta de sesiones del juicio oral,
          § 1,
          743.
        

        
				
        
          Informe en el juicio oral,
          § 1,
          734.
        

        
				
        
          Inspección de sumarios,
          § 1,
          306.
        

        
				
        
          Interposición de querella,
          § 1,
          271.
        

        
				
        
          Juicio de faltas,
          § 1,
          964.3, 965, 969 y 971.9.
        

        
				
        
          Misión,
          § 2,
          541.
        

        
				
        
          Procedimiento abreviado,
          § 1,
          759, 760, 762.5.ª, 765.2, 767, 771.1.ª, 772.2, 773, 777.1, 779, 780, 782, 783, 785.1, 786.1, 788 y 789.2.
        

        
				
        
          Procedimiento para el enjuiciamiento rápido,
          § 1,
          797.1, 798.1 y 800.
        

        
				
        
          Prohibición para ser jurado,
          § 15,
          11.3.
        

        
				
        
          Promueve y sostiene la competencia,
          § 1,
          19 y 26.
        

        
				
        
          Relación con la Policía Judicial,
          § 1,
          288.
        

        
				
        
          Solicitud de aclaración de sentencia,
          § 1,
          161.
        

        
				
        
          Solicitud de extradición,
          § 1,
          824.
        

        
				
        
          Solicitud de sobreseimiento,
          § 1,
          627, 642 y 644.
        

        
				
        
          Traslado al lugar del suceso sumarial,
          § 1,
          319.
        

        
				
        
          Visitas a prisiones,
          § 1,
          526.
        

        
				
        
          Ministros:
        

        
				
        
          Auxilio a la Administración de justicia,
          § 1,
          196.
        

        
				
        
          Declaración,
          § 1,
          412 a 415.
        

        
				
        
          Incompatibilidad para ser
          J
          urado,
          § 15,
          10.2.
        

        
				
        
          Responsabilidad penal,
          § 2,
          57.2.
        

        
				
        
          Motivación:
        

        
				
        
          De autos o sentencias,
          § 1,
          141 y 142.
        

        
				
        
          Muerte:
        

        
				
        
          Accidente ferroviario
          , § 1,
          354.
        

        
				
        
          Autopsia
          , § 1,
          343 y 353.
        

        
				
        
          Caducidad de querella
          , § 1,
          276.
        

        
				
        
          Extinción de acción penal
          , § 1,
          115.
        

        
				
        
          Violenta
          , § 1,
          340.
        

        
				
        
          Multas:
        

        
				
        
          A abogado y procurador por revelar el secreto sumarial,
          § 1,
          301.
        

        
				
        
          A facultativos,
          § 1,
          770.1.ª
        

        
				
        
          A funcionarios de Policía Judicial,
          § 1,
          295.
        

        
				
        
          A Jurados por abstenerse en la votación,
          § 15,
          58.
        

        
				
        
          A Jurados por incomparecencia,
          § 15,
          39.2.
        

        
				
        
          A Jurados por no prestar juramento o promesa,
          § 15,
          41.4.
        

        
				
        
          A Jurados que abandonen sus funciones,
          § 15,
          D.A. 2.ª
        

        
				
        
          A peritos por incomparecencia o desobediencia,
          § 1,
          175.5.º, 463, 661 y 967.2.
        

        
				
        
          A peritos por ocultar circunstancias personales,
          § 1,
          464.
        

        
				
        
          A testigos de notificación,
          § 1,
          171.
        

        
				
        
          A testigos por incomparecencia o desobediencia,
          § 1,
          175.5.º, 420, 661, 716 y 967.2.
        

        
				
        
          A testigos por no comunicar cambio de domicilio,
          § 1,
          446.
        

        
				
        
          Al funcionario moroso en la práctica de actos de comunicación,
          § 1,
          181.
        

        
				
        
          Al recurrente en queja,
          § 1,
          870.
        

        
				
        
          En materia de recusación,
          § 1,
          70, 71 y 77.
        

        
				
        
          Por infracción del deber de denuncia,
          § 1,
          259 y 262.
        

        
				
        
          Por infringir el orden en el juicio oral, 684;
          § 2,
          192 a 194.
        

        
				
        
          Por negarse a exhibir documentos y objetos,
          § 1,
          575.
        

        
				
        
          Por no entregar cédula de notificación,
          § 1,
          173.
        

        
				
        
          Por retención de autos,
          § 1,
          215.
        

        
				
        
          N
        

        
				
        
          Notarios:
        

        
				
        
          Auxilio jurisdiccional
          , § 1,
          186.
        

        
				
        
          Intervención en sumarios en casos urgentes
          , § 1,
          321.
        

        
				
        
          Registro del protocolo
          , § 1,
          578.
        

        
				
        
          Notas:
        

        
				
        
          Al Registro de procesados y penados sobre condenas,
          § 1,
          252.
        

        
				
        
          De recurso de casación,
          § 1,
          880.
        

        
				
        
          Notificaciones, § 2,
          270 a 272. 

        
				

          A personas de ignorado domicilio
          , § 1,
          178.
        

        
				
        
          A Procuradores
          , § 1,
          182.
        

        
				
        
          A terceras personas
          , § 1,
          cuando no se hallare el destinatario
          , § 1,
          172 y 173.
        

        
				
        
          Cédulas (Menciones)
          , § 1,
          167.
        

        
				
        
          Convalidación de las que adolezcan de vicio de nulidad
          , § 1,
          180.
        

        
				
        
          Copias
          , § 1,
          166 y 169.
        

        
				
        
          De autos acordando la entrada y registro en domicilio particular
          , § 1,
          566.
        

        
				
        
          De autos de conclusión de sumarios
          , § 1,
          623.
        

        
				
        
          De autos que ratifiquen prisión
          , § 1,
          517.
        

        
				
        
          De autos que resuelvan incidentes
          , § 1,
          160.
        

        
				
        
          De sentencias definitivas
          , § 1,
          160.
        

        
				
        
          En general,
          § 1,
          160 y ss.
        

        
				
        
          En procedimiento abreviado,
          § 1,
          765.2, 768, 775 y 790.2 y 5.
        

        
				
        
          Inserción en el «Boletín Oficial del Estado» y en el de la provincia,
          § 1,
          178.
        

        
				
        
          Modo de practicarlas,
          § 1,
          166;
          § 2,
          271.
        

        
				
        
          Nulidad,
          § 1,
          180.
        

        
				
        
          Plazo,
          § 1,
          207 y 208.
        

        
				
        
          Por exhorto, suplicatorio o mandamiento,
          § 1,
          177 y 179.
        

        
				
        
          Que hayan de practicarse en el extranjero,
          § 1,
          177.
        

        
				
        
          Nulidad:
        

        
				
        
          De citaciones, notificaciones y emplazamientos,
          § 1,
          180.
        

        
				
        
          De la parte de un juicio por su suspensión indefinida,
          § 1,
          749.
        

        
				
        
          De los actos judiciales,
          § 2,
          238 a 243.
        

        
				
        
          De los debates del juicio oral,
          § 1,
          680.
        

        
				
        
          O
        

        
				
        
          Objeto del delito
        

        
				
        
          (Véase
          Cuerpo del delito.)
        

        
				
        
          Obligaciones de comparecencia:
        

        
				
        
          Jurados,
          § 15,
          39.
        

        
				
        
          Peritos,
          § 1,
          463.
        

        
				
        
          Procesados,
          § 1,
          530.
        

        
				
        
          Testigos,
          § 1,
          410 y 446.
        

        
				
        
          Obligaciones de exhibir libros y papeles:
        

        
				
        
          En registro de lugar cerrado,
          § 1,
          575.
        

        
				
        
          Ofendidos:
        

        
				
        
          En juicio de faltas,
          § 1,
          971.2, 974.1 y 976.3.
        

        
				
        
          En procedimientos abreviados para determinados delitos,
          § 1,
          761.1, 782.2.
          a
          ), 789.4 y 792.4.
        

        
				
        
          En procedimiento para juicios rápidos,
          § 1,
          796.4.ª y 800.5.
        

        
				
        
          Exención de fianza,
          § 1,
          281.
        

        
				
        
          Parte en el proceso,
          § 1,
          109.
        

        
				
        
          Renuncia de acciones (efectos),
          § 1,
          106 y ss.
        

        
				
        
          Oficina judicial, § 2,
          435. 

        
				

          Oficios y exposiciones:
        

        
				
        
          Procedencia,
          § 1,
          187, 195 y 196.
        

        
				
        
          Ofrecimiento de acciones, § 1,
          109. 

        
				

          Oralidad, § 2,
          229 a 231. 

        
				

          Orden europea de detención y entrega:
        

        
				
        
          Actuaciones iniciales,
          § 24,
          10.
        

        
				
        
          Audiencia del detenido,
          § 24,
          14.
        

        
				
        
          Causas de denegación,
          § 24,
          12.
        

        
				
        
          Concurrencia de solicitudes,
          § 24,
          23.
        

        
				
        
          Contenido,
          § 24,
          3.
        

        
				
        
          Decisión sobre entrega,
          § 24,
          18.
        

        
				
        
          Definición,
          § 24,
          1.
        

        
				
        
          Designación de autoridades competentes,
          § 24,
          2.
        

        
				
        
          Detención y puesta a disposición,
          § 24,
          13.
        

        
				
        
          Entrega de objeto,
          § 24,
          22.
        

        
				
        
          Entrega persona reclamada,
          § 24,
          20.
        

        
				
        
          Entrega suspendida o condicional,
          § 24,
          21.
        

        
				
        
          Entrega ulterior,
        § 24, 26. 

        
				
         

Entrega ulterior a una extradición, § 24, 27. 


          Entregas temporales,
          § 24,
          8.        

        
				
  
          Eurojust,
          § 24,
          19 y 23.
        

        
				
        
          Extradición ulterior,
          § 24,
          28.
        

        
				
        
          Garantías en casos particulares,
          § 24,
          11.
        

        
				
        
          Gastos,
          § 24,
          4.
        

        
				
        
          Hechos que dan lugar a la entrega,
          § 24,
          9.
        

        
				
        
          Información adicional,
          § 24,
          15.
        

        
				
        
          Inmunidades y privilegios,
          § 24,
          29.
        

        
				
        
          Objeto,
          § 24,
          5.
        

        
				
        
          Plazos,
          § 24,
          19.
        

        
				
        
          Principio de especialidad,
          § 24,
          24.
        

        
				
        
          Procedimiento de trasmisión,
          § 24,
          7.
        

        
				
        
          Red Judicial Europea,
          § 24,
          D.A. 2.ª
        

        
				
        
          Situación personal,
          § 24,
          17.
        

        
				
        
          Toma de declaración,
          § 24,
          16.
        

        
				
        
          Tránsito,
          § 24,
          25.
        

        
				
        
          Transmisión,
          § 24,
          6.
        

        
				
        
          Traslado temporal,
          § 24,
          16.
        

        
				
        
          Orden de sala:
        

        
				
        
          Alteración,
          § 1,
          684;
          § 2,
          191.
        

        
				
        
          Competencia del Presidente,
          § 1,
          684;
          § 2,
          190.
        

        
				
        
          Sanciones,
          § 1,
          687;
          § 2,
          192 a 195.
        

        
				
        
          P
        

        
				
        
          Pagos judiciales:
        

        
				
        
          Régimen,
          § 13.
        

        
				
        
          (Véase
          Cuentas de Depósitos y Consignaciones judiciales.)
        

        
				
        
          Palacios Reales:
        

        
				
        
          Registro,
          § 1,
          555.
        

        
				
        
          Son domicilio,
          § 1,
          554.
        

        
				
        
          Papel de oficio:
        

        
				
        
          En querella,
          § 1,
          277.
        

        
				
        
          Uso y reintegro,
          § 1,
          122 y 241.
        

        
				
        
          Papeles:
        

        
				
        
          Examen,
          § 1,
          629, 654 y 726.
        

        
				
        
          Obligación de exhibirlos en registro en lugar cerrado,
          § 1,
          575.
        

        
				
        
          Parentesco:
        

        
				
        
          Causa de exención del deber de declarar,
          § 1,
          416 y 418.
        

        
				
        
          Causa de recusación,
          § 1,
          54 y 468;
          § 2,
          219.
        

        
				
        
          Exención de fianza en querellas,
          § 1,
          281.
        

        
				
        
          Prohibición para ser
          J
          urado,
          § 15,
          11.3.
        

        
				
        
          Partes:
        

        
				
        
          De los Jueces de Instrucción,
          § 1,
          308 y 324.
        

        
				
        
          Partidos Judiciales:
        

        
				
        
          Determinación de la capitalidad por las Comunidades Autónomas,
          § 2,
          35.6.
        

        
				
        
          Penas:
        

        
				
        
          Ejecución,
          § 1,
          990 y ss.
        

        
				
        
          En procedimiento abreviado,
          § 1,
          779.
        

        
				
        
          En recurso de revisión,
          § 1,
          960.
        

        
				
        
          Imposición,
          § 1,
          1, 741 y 902.
        

        
				
        
          Pensión provisional:
        

        
				
        
          En delitos de circulación,
          § 1,
          765.1.
        

        
				
        
          Pensiones o sueldos:
        

        
				
        
          Embargos,
          § 1,
          610.
        

        
				
        
          Periódicos, § 1,
          817.        

        
				

          Citación de testigos,
          § 1,
          432.
        

        
				
        
          (Véase
          Procedimiento por delitos cometidos por medio de la imprenta, el grabado u otro medio mecánico de publicación.)
        

        
				
        
          Peritos:
        

        
				
        
          En caso de rebeldía,
          § 1,
          844.
        

        
				
        
          En el juicio de faltas,
          § 1,
          964.3 y 967.2.
        

        
				
        
          En el juicio oral,
          § 1,
          724 y ss.
        

        
				
        
          En general,
          § 1,
          456 y ss.
        

        
				
        
          Honorarios,
          § 1,
          121, 241, 242, 358, 465 y 471;
          § 19,
          45 y 46.
        

        
				
        
          Informe,
          § 1,
          478 y ss.
        

        
				
        
          Multas,
          § 1,
          463, 464 y 661.
        

        
				
        
          Presentación de listas,
          § 1,
          656 y ss.
        

        
				
        
          Procedimiento abreviado,
          § 1,
          781.1 y 784.2.
        

        
				
        
          Procedimiento para el enjuiciamiento rápido,
          § 1,
          800.7.
        

        
				
        
          Prohibición para ser Jurado,
          § 15,
          11.4.
        

        
				
        
          Protección,
          § 14.
        

        
				
        
          Reconocimiento del cuerpo del delito,
          § 1,
          336 y 339.
        

        
				
        
          Recusación,
          § 1,
          468 a 470, 662, 663 y 723.
        

        
				
        
          Sanciones,
          § 2,
          193.1.
        

        
				
        
          Valoraciones,
          § 1,
          365.
        

        
				
        
          Perjudicados:
        

        
				
        
          En juicio de faltas,
          § 1,
          962, 967, 969, 969.2, 973.2 y 976.3.
        

        
				
        
          En procedimiento abreviado para determinados delitos,
          § 1,
          761, 771.1, 776, 782.1.
          a
          ) 789.4 y 792.4.
        

        
				
        
          En procedimiento para juicios rápidos,
          § 1,
          800.5.
        

        
				
        
          Exención de fianza,
          § 1,
          281.
        

        
				
        
          Renuncia de acciones (efectos),
          § 1,
          106 y ss.
        

        
				
        
          Permisos de circulación y conducción:
        

        
				
        
          Intervención en el procedimiento abreviado,
          § 1,
          764.4, 770.6.ª 
          y 794.2.ª
        

        
				
        
          Privación al procesado,
          § 1,
          529 bis.
        

        
				
        
          Reseña,
          § 1,
          762.11.ª
        

        
				
        
          Retirada al penado,
          § 1,
          79.
        

        
				
        
          Personación:
        

        
				
        
          En el juicio de faltas,
          § 1,
          962.
        

        
				
        
          En el procedimiento abreviado,
          § 1,
          780.
        

        
				
        
          En el recurso de apelación,
          § 1,
          224, 227 y 228.
        

        
				
        
          En el recurso de casación,
          § 1,
          878.
        

        
				
        
          Piezas de convicción, § 1,
          334 a 338, 620, 654 y 688;        § 6.        

        
				

          Plano del lugar del delito, § 1,
          327.        

        
				

          Plazos judiciales, § 1,
          197 y ss.;§ 2,
          185. 

        
				

          Improrrogabilidad,
          § 1,
          202.
        

        
				
        
          (Véase
          Términos judiciales.)
        

        
				
        
          Plazos procesales:
        

        
				
        
          Cómputo,
          § 2,
          185.
        

        
				
        
          Pluralidad de procesados, § 1,
          691 y ss., 762.6.ª y 786.1.        

        
				

          Pobreza
        

        
				
        
          (Véase
          Justicia gratuita.)
        

        
				
        
          Policía Judicial, § 1,
          282 y ss.;        § 2,
          547 a 549;        § 11.        

        
				

          Comisiones de Coordinación,
          § 11,
          31 a 38.
        

        
				
        
          Componentes,
          § 1,
          283.
        

        
				
        
          Detenciones,
          § 1,
          492 y ss.
        

        
				
        
          Funcionamiento,
          § 1,
          284 y ss.
        

        
				
        
          Incompatibilidad para ser
          J
          urado,
          § 15,
          10.7.
        

        
				
        
          Investigación de hechos cometidos por menores,
          § 22,
          17.4;
          § 23,
          2.
        

        
				
        
          Objeto,
          § 1,
          282.
        

        
				
        
          Procedimiento abreviado,
          § 1,
          769 a 772.
        

        
				
        
          Procedimiento para el enjuiciamiento rápido,
          § 1,
          796.
        

        
				
        
          Unidades,
          § 11,
          29 a 36.
        

        
				
        
          Valor de las declaraciones de sus miembros,
          § 1,
          717.
        

        
				
        
          Ponente, § 1,
          146 y ss. 

        
				

          En el recurso de casación,
          § 1,
          880, 883 y 888.
        

        
				
        
          En el recurso de queja,
          § 1,
          867 y 869.
        

        
				
        
          Examen de las pruebas propuestas,
          § 1,
          658.
        

        
				
        
          Postulación
        

        
				
        
          (Véase
          Abogados.)
        

        
				
        
          Potestad jurisdiccional:
        

        
				
        
          Ejercicio,
          § 2,
          2.1 y 12.
        

        
				
        
          Predeterminación del fallo, § 1,
          851. 

        
				

          Preexistencia:
        

        
				
        
          De las cosas objeto de sustracción y defraudación,
          § 1,
          364 y 762.9.ª
        

        
				
        
          Prescripción del delito, § 1,
          666 y ss. 

        
				

          Presidente del Tribunal:
        

        
				
        
          Facultades,
          § 1,
          683 y ss.
        

        
				
        
          Presos:
        

        
				
        
          Derechos,
          § 1,
          520.
        

        
				
        
          Incomunicados,
          § 1,
          527.
        

        
				
        
          Prevención:
        

        
				
        
          En delitos cometidos por aforados,
          § 1,
          12.
        

        
				
        
          En la formación del sumario,
          § 1,
          303, 307 y 308.
        

        
				
        
          Previo pronunciamiento:
        

        
				
        
          Artículos de,
          § 1,
          666 y ss.
        

        
				
        
          Primeras diligencias, § 1,
          13 y 789. 

        
				

          Principio acusatorio, § 1,
          733. 

        
				

          Principio de legalidad:
        

        
				
        
          Aplicación,
          § 1,
          1;
          § 2,
          8.
        

        
				
        
          Constitución,
          § 2,
          5 y 6.
        

        
				
        
          Sometimiento de Jueces y Magistrados,
          § 2,
          1.
        

        
				
        
          Prisión provisional, § 1,
          502 y ss.        

        
				

          Aforados
          , § 1,
          309.
        

        
				
        
          Audiencia
          , § 1,
          505.
        

        
				
        
          Auto
          , § 1,
          506.
        

        
				
        
          Domiciliaria
          , § 1,
          508.
        

        
				
        
          Duración
          , § 1,
          504.
        

        
				
        
          Incomunicación
          , § 1,
          509 y 510.
        

        
				
        
          Indemnización
          , § 1, § 2,
          294.
        

        
				
        
          Ingreso en centros de desintoxicación
          , § 1,
          508.
        

        
				
        
          Procedencia
          , § 1,
          503.
        

        
				
        
          Recursos
          , § 1,
          507.
        

        
				
        
          Procedimiento abreviado:
        

        
				
        
          Actuaciones de la
          P
          olicía
          J
          udicial,
          § 1,
          769 a 772.
        

        
				
        
          Diligencias previas,
          § 1,
          774 a 779.
        

        
				
        Disposiciones generales:

        
				
        
          Ámbito,
          § 1,
          757.        

        
				

          Asistencia letrada,
          § 1,
          767 y 768.
        

        
				
        
          Cuestiones de competencia,
          § 1,
          759.
        

        
				
        
          Detención y otras medidas privativas de libertad,
          § 1,
          763.
        

        
				
        
          Ejercicio de la acción penal y civil,
          § 1,
          761.
        

        
				
        
          Hechos derivados del uso y circulación de vehículos,
          § 1,
          764 y 765.
        

        
				
        
          Medidas cautelares,
          § 1,
          764.
        

        
				
        
          Recursos de reforma y apelación,
          § 1,
          766.
        

        
				
        
          Régimen,
          § 1,
          758.
        

        
				
        
          Reglas de tramitación,
          § 1,
          762.
        

        
				
        Juicio oral:

        
				

          Celebración,
          § 1,
          785 a 788.        

        
				

          Preparación,
          § 1,
          780 a 784.
        

        
				
        
          Ministerio Fiscal,
          § 1,
          773.        

        
				

          Sentencia,
          § 1,
          789.
        

        
				
        
          Ejecución,
          § 1,
          794.        

        
				

          Impugnación,
          § 1,
          790.
        

        
				
        
          Procedimiento contra diputados y senadores, § 1,
          750 a 756;        § 4.        

        
				

          Procedimiento contra reos ausentes:
        

        
				
        
          Apertura de la causa por aparición del reo
          , § 1,
          846.
        

        
				
        
          Declaración de rebeldía
          , § 1,
          834 y 839.
        

        
				
        
          Devolución de efectos e instrumentos del delito
          , § 1,
          844.
        

        
				
        
          Pendencia de recurso de casación
          , § 1,
          845.
        

        
				
        
          Pluralidad de procesados
          , § 1,
          842.
        

        
				
        Requisitoria:

        
				
        
          Contenido
          , § 1,
          837.        

        
				

          Llamamiento y búsqueda por
          , § 1,
          835 y 836.
        

        
				
        
          Publicación
          , § 1,
          838.
        

        
				
        
          Reserva de acción civil a la parte ofendida
          , § 1,
          843.        

        
				
      Suspensión:

        
				
        
          Del juicio oral
          , § 1,
          841.        

        
				

          Del sumario
          , § 1,
          840.
        

        
				
        
          Procedimiento de hábeas corpus
        

        
				
        
          (Véase
          Hábeas corpus.)
        

        
				
        
          Procedimiento de delitos cometidos por medio de la imprenta, el grabado u otro medio mecánico de publicación:
        

        
				
        
          A través de medios sonoros o fotográficos
          , § 1,
          823 bis.
        

        
				
        
          Averiguación del autor
          , § 1,
          816 y 819 a 821.
        

        
				
        
          Instrumentos del delito
          , § 1,
          822.
        

        
				
        
          Por escrito o estampa sueltos
          , § 1,
          818.
        

        
				
        
          Por medio de periódico
          , § 1,
          817.
        

        
				
        
          Secuestro de ejemplares
          , § 1,
          816.
        

        
				
        
          Terminación del sumario
          , § 1,
          823.
        

        
				
        
          Procedimiento para el enjuiciamiento rápido:
        

        
				
        
          Actuaciones de la
          P
          olicía
          J
          udicial,
          § 1,
          796.
        

        
				
        
          Ámbito,
          § 1,
          795.
        

        
				
        
          Diligencias urgentes ante el Juzgado de Guardia,
          § 1,
          797 a 799.
        

        
				
        Juicio oral:

        
				
        
          Celebración,
          § 1,
          802.        

        
				

          Preparación,
          § 1,
          800 y 801.
        

        
				
        
          Sentencia,
          § 1,
          802.3.        

        
				

          Impugnación,
          § 1,
          803.        

        
				

          Procedimiento para la extradición, § 1,
          824 a 833. 

        
				

          Forma
          , § 1,
          831 a 833.
        

        
				
        
          Juez o Tribunal competente
          , § 1,
          828.
        

        
				
        
          Momento de la petición
          , § 1,
          829.
        

        
				
        
          Procedencia de la extradición
          , § 1,
          827.
        

        
				
        
          Quiénes pueden ser extraditados
          , § 1,
          826.
        

        
				
        
          Recurso de apelación
          , § 1,
          830.
        

        
				
        
          Requisitos
          , § 1,
          825.
        

        
				
        
          Solicitud
          , § 1,
          824.
        

        
				
        
          (Véase
          Extradición pasiva.)
        

        
				
        
          Procedimiento para las causas ante el Tribunal del Jurado:
        

        
				
        Audiencia preliminar:

        
				
        
          Auto de sobreseimiento o de apertura de juicio oral,
          § 15,
          32.        

        
				

          Celebración,
          § 15,
          31.
        

        
				
        
          Contenido del auto de apertura del juicio oral,
          § 15,
          33.
        

        
				
        
          Convocatoria,
          § 15,
          30.
        

        
				
        
          Emplazamiento de las partes y designación del Magistrado-Presidente,
          § 15,
          35.
        

        
				
        
          Testimonios,
          § 15,
          34.
        

        
				
        Constitución del Tribunal del Jurado:

        
				

          Concurrencia de los integrantes y recusación de candidatos,
          § 15,
          38.        

        
				

          Forma de completar el número mínimo de candidatos y posibles sanciones,
          § 15,
          39.
        

        
				
        
          Juramento o promesa de los designados,
          § 15,
          41.
        

        
				
        
          Selección de los jurados y constitución del Tribunal,
          § 15,
          40.
        

        
				
        Cuestiones previas al juicio:

        
				

          Auto de hechos justificables, procedencia de prueba y señalamiento de día para la vista del juicio oral,
          § 15,
          37.        

        
				

          Planteamiento de cuestiones previas,
          § 15,
          36.
        

        
				
        Incoación e instrucción complementaria:

        
				

          Decisión sobre la continuación del procedimiento,
          § 15,
          26.        

        
				

          Diligencias de investigación,
          § 15,
          27.
        

        
				
        
          Escrito de solicitud de juicio oral y calificación,
          § 15,
          29.
        

        
				
        
          Incoación del procedimiento,
          § 15,
          24.
        

        
				
        
          Indicios de distinto delito,
          § 15,
          28.
        

        
				
        
          Traslado de la imputación,
          § 15,
          25.
        

        
				
        Juicio oral:

        
				

          Alegaciones previas de las partes al Jurado,
          § 15,
          45.        

        
				

          Aplicación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal,
          § 15,
          42.
        

        
				
        
          Asistencia del acusado y del
          A
          bogado defensor,
          § 15,
          44.
        

        
				
        
          Celebración a puerta cerrada,
          § 15,
          43.
        

        
				
        Disolución del Jurado:

        
				
        
          Anticipada,
          § 15,
          49.        

        
				

          Por conformidad de las partes,
          § 15,
          50.
        

        
				
        
          Por desistimiento en la petición de condena,
          § 15,
          51.
        

        
				
        
          Especialidades probatorias,
          § 15,
          46.        

        
				

          Modificación de las conclusiones provisionales y conclusiones definitivas,
          § 15,
          48.
        

        
				
        
          Suspensión del procedimiento,
          § 15,
          47.
        

        
				
        Sentencia:

        
				

          Acta de las sesiones,
          § 15,
          69.        

        
				

          Contenido,
          § 15,
          70.
        

        
				
        
          Veredicto de culpabilidad,
          § 15,
          68.
        

        
				
        
          Veredicto de inculpabilidad,
          § 15,
          67.
        

        
				
        
          Veredicto (véase
          Veredicto.)        

        
				

          Procedimiento por delitos de injuria y calumnia:
        

        
				
        
          Acto de conciliación
          , § 1,
          804.
        

        
				
        
          Ausencia del querellado
          , § 1,
          814.
        

        
				
        
          Copia de la querella
          , § 1,
          811.
        

        
				
        
          Funcionarios públicos
          , § 1,
          810.
        

        
				
        
          Inadmisión de testigos de referencia
          , § 1,
          813.
        

        
				
        
          Juicio
          , § 1,
          809.
        

        
				
        
          Acta
          , § 1,
          815.        

        
				

          Por escrito
          , § 1,
          806 y 807.        

        
				

          Procesamiento del querellado
          , § 1,
          812.
        

        
				
        
          Verbales
          , § 1,
          808.
        

        
				
        
          Vertidas en juicio
          , § 1,
          805.
        

        
				
        
          Procedimientos de reconocimiento de ayudas a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual:
        

        
				
        Definitivas:

        
				
        
          En supuestos con resultado de muerte,
          § 21,
          40 a 44.        

        
				

          Por gastos de tratamiento terapéutico en delitos contra la libertad sexual,
          § 21,
          47 a 49.
        

        
				
        
          Por gastos funerarios,
          § 21,
          45 y 46.
        

        
				
        
          Por incapacidad temporal y lesiones invalidantes,
          § 21,
          36 a 39.
        

        
				
        Normas generales:

        
				

          Competencia,
          § 21,
          21.        

        
				

          Comunicación de resoluciones estimatorias a Juzgados y autoridades,
          § 21,
          34.
        

        
				
        
          Contenido general de las resoluciones,
          § 21,
          33.
        

        
				
        
          Efectos de los actos prescritos,
          § 21,
          32.
        

        
				
        
          Incorporación de la resolución judicial al expediente de ayuda provisional,
          § 21,
          35.
        

        
				
        
          Información sobre el cumplimiento de las obligaciones fiscales,
          § 21,
          29.
        

        
				
        
          Informes facultativos,
          § 21,
          28.
        

        
				
        
          Iniciación de los procedimientos,
          § 21,
          23.
        

        
				
        
          Normativa aplicable,
          § 21,
          22.
        

        
				
        
          Plazos para resolver,
          § 21,
          31.
        

        
				
        
          Prueba de la existencia del delito y del nexo causal,
          § 21,
          25.
        

        
				
        
          Suspensión del procedimiento en los supuestos de ejecución de sentencia,
          § 21,
          26.
        

        
				
        
          Trámite de audiencia e informe del Servicio Jurídico del Estado,
          § 21,
          30.
        

        
				
        
          Transformación de procedimiento,
          § 21,
          24.
        

        
				
        
          Para el ejercicio de las acciones de subrogación y repetición,
          § 21,
          68 a 71.        

        
				

          Por agravación del resultado lesivo,
          § 21,
          64 a 67.
        

        
				
        Provisionales:

        
				
        
          En supuestos con resultado de muerte,
          § 21,
          56 a 59.        

        
				

          Por gastos funerarios y gastos de tratamiento terapéutico,
          § 21,
          60 a 63.
        

        
				
        
          Por incapacidad temporal y lesiones invalidantes,
          § 21,
          50 a 55.
        

        
				
        
          Procesados:
        

        
				
        
          Absolución,
          § 1,
          983.
        

        
				
        
          Antecedentes penales,
          § 1,
          379.
        

        
				
        
          Calificación del delito,
          § 1,
          652.
        

        
				
        
          Citación para el juicio oral,
          § 1,
          664.
        

        
				
        
          Concurrencia al acto pericial,
          § 1,
          476.
        

        
				
        
          Confesión del delito,
          § 1,
          406, 688 y ss.
        

        
				
        
          Conformidad con la pena solicitada,
          § 1,
          655.
        

        
				
        
          Conocimiento del sumario
          , § 1,
          302.
        

        
				
        
          Correspondencia
          , § 1,
          579 y ss.
        

        
				
        
          Declaraciones
          , § 1,
          385 y ss.
        

        
				
        
          Detención
          , § 1,
          490.
        

        
				
        
          Edad
          , § 1,
          375 y ss.
        

        
				
        
          En cuestiones de competencia
          , § 1,
          37.
        

        
				
        
          En la recusación
          , § 1,
          58.
        

        
				
        
          En los careos
          , § 1,
          451 y ss.
        

        
				
        
          Enajenación mental
          , § 1,
          381.
        

        
				
        
          Enfermedad
          , § 1,
          746.
        

        
				
        
          Expulsión de la sala durante el juicio
          , § 1,
          687.
        

        
				
        
          Extradición
          , § 1,
          824.
        

        
				
        
          Extranjero
          , § 1,
          398.
        

        
				
        
          Incapacidad para ser Jurado
          , § 1, § 15, § 1,
          9.2.
        

        
				
        
          Incomunicación
          , § 1,
          407.
        

        
				
        
          Indagatoria
          , § 1,
          386 y ss.
        

        
				
        
          Informes de conducta
          , § 1,
          377 y ss.
        

        
				
        
          Intervención en la inspección ocular
          , § 1,
          333.
        

        
				
        
          Libertad provisional
          , § 1,
          528 y ss.
        

        
				
        
          Menor de edad
          , § 1,
          409.
        

        
				
        
          Nombramiento de médico para asistir al lesionado
          , § 1,
          350.
        

        
				
        
          Nombramiento de        Perito , § 1,
          471.        

        
				
  
          Nombramiento de  Peritos químicos , § 1,
          356.        

        
				
  
          Obligación de comparecer constituida
          apud acta
          , § 1,
          530.
        

        
				
        
          Presencia en el interrogatorio de testigos especiales
          , § 1,
          448.
        

        
				
        
          Privación del permiso de conducir
          , § 1,
          529 bis.
        

        
				
        
          Rebeldía
          , § 1,
          834 y ss.
        

        
				
        
          Sordomudo
          , § 1,
          398.
        

        
				
        
          Última manifestación en el juicio oral
          , § 1,
          739.
        

        
				
        
          Procesamiento:
        

        
				
        
          Auto de,
          § 1,
          384.
        

        
				
        
          Conductores de vehículos de motor
          , § 1,
          529 bis.
        

        
				
        
          De sometidos a Tribunal de excepción
          , § 1,
          309.
        

        
				
        
          En delitos de imprenta
          , § 1,
          819 y 821.
        

        
				
        
          Por injuria o calumnia
          , § 1,
          812.        

        
				
  
          Recursos
          , § 1,
          384.        

        
				
        Senadores y diputados , § 1, 750 a 756. 

 

Proceso de menores:


Audiencia:

        
				
        
          Apertura,
          § 22,
          31.        

        
				

          Asistentes y no publicidad de audiencia,
          § 22,
          35.
        

        
				
        
          Celebración de la audiencia,
          § 22,
          37.
        

        
				
        
          Conformidad del menor,
          § 22,
          36.
        

        
				
        
          Otras decisiones del Juez de Menores,
          § 22,
          33.
        

        
				
        
          Pertinencia de pruebas y señalamiento de la audiencia,
          § 22,
          34.
        

        
				
        
          Sentencia de conformidad,
          § 22,
          32.
        

        
				
        
          Bases de la responsabilidad,
          § 22,
          5.        

        
				

          Competencia de los Jueces de Menores,
          § 22,
          2.
        

        
				
        
          Concurso de infracciones,
          § 22,
          11.
        

        
				
        
          Declaración general,
          § 22,
          1.
        

        
				
        Ejecución de medidas:

        
				
        
          Disposiciones generales,
          § 22,
          43 a 45;
          § 23,
          6.        

        
				

          Imposición de varias medidas,
          § 22,
          13;
          § 23,
          11.
        

        
				
        
          Infracción continuada o con pluralidad de víctimas,
          § 20,
          12.
        

        
				
        Instrucción del procedimiento:

        
				
        
          Actuación del Ministerio Fiscal,
          § 22,
          23.        

        
				

          Conclusión,
          § 22,
          30.
        

        
				
        
          Desistimiento por corrección en el ámbito educativo y familiar,
          § 22,
          18.
        

        
				
        
          Detención de los menores,
          § 22,
          17;
          § 23,
          2.4 y 3.
        

        
				
        
          Diligencias propuestas por el
          L
          etrado del menor,
          § 22,
          26.
        

        
				
        
          Incoación del expediente,
          § 22,
          16 y 22.
        

        
				
        
          Informe del equipo técnico,
          § 22,
          27;
          § 23,
          4.
        

        
				
        
          Participación del perjudicado e inexistencia de acción particular y popular,
          § 22,
          25.
        

        
				
        
          Remisión al órgano competente,
          § 22,
          21.
        

        
				
        
          Secreto del expediente,
          § 22,
          24;
          § 23,
          12.
        

        
				
        
          Sobreseimiento del expediente por conciliación o reparación entre el menor y la víctima,
          § 20,
          19;
          § 23,
          15.
        

        
				
        
          Unidad de expediente,
          § 22,
          20.
        

        
				
        Reglas:

        
				

          Cumplimiento de la medida,
          § 22,
          53.        

        
				

          Ejecución de varias medidas,
          § 22,
          47;
          § 23,
          6 y ss.
        

        
				
        
          Expediente personal,
          § 22,
          48;
          § 23,
          12.
        

        
				
        
          Informes sobre la ejecución,
          § 22,
          49;
          § 23,
          13.
        

        
				
        
          Liquidación de la medida y traslado del menor a un centro,
          § 22,
          46;
          § 23,
          10.6 y 7.
        

        
				
        
          Presentación de recursos,
          § 22,
          52;
          § 23,
          57.4.
        

        
				
        
          Quebrantamiento de la ejecución,
          § 22,
          50; 
          § 23,
          14.
        

        
				
        
          Sustitución de medidas,
          § 22,
          51.
        

        
				
        Reglas especiales para la ejecución de las medidas privativas de libertad:

        
				

          Centros para su ejecución,
          § 22,
          54;
          § 23,
          8.2, 10.1, 17, 24, y 30 a 35.        

        
				

          Deberes de los menores internados,
          § 22,
          57.
        

        
				
        
          Derechos de los menores internados,
          § 22,
          56;
          § 23,
          7.
        

        
				
        
          Información y reclamaciones,
          § 22,
          58;
          § 23,
          56 y 57.
        

        
				
        
          Medidas de vigilancia y seguridad,
          § 22,
          59.
        

        
				
        
          Principio de resocialización,
          § 22,
          55.
        

        
				
        
          Régimen disciplinario,
          § 22,
          60;
          § 23,
          59 y ss.
        

        
				
        
          Intervención del Ministerio Fiscal,
          § 22,
          6.        

        
				

          Mayoría de edad del condenado,
          § 22,
          15.
        

        
				
        
          Medidas cautelares,
          § 22,
          28 y 29;
          § 23,
          22.
        

        
				
        
          Medidas susceptibles de ser impuestas a los menores,
          § 22,
          7;
          § 23,
          7 y ss.
        

        
				
        
          Modificación de la medida impuesta,
          § 22,
          14.
        

        
				
        
          Prescripción,
          § 22,
          10.
        

        
				
        
          Principio acusatorio,
          § 22,
          8.
        

        
				
        Recursos:

        
				
        
          De apelación y reforma,
          § 22,
          41.        

        
				

          De casación para unificación de doctrina,
          § 22,
          42.
        

        
				
        
          Régimen de los mayores de dieciocho años,
          § 22,
          4.        

        
				

          Régimen de los menores de catorce años,
          § 22,
          3.
        

        
				
        
          Reglas para la aplicación de las medidas,
          § 22,
          9;
          § 23,
          16 y ss.
        

        
				
        Responsabilidad civil:

        
				
        
          De los aseguradores,
          § 22,
          63.        

        
				

          Reglas de procedimiento,
          § 22,
          64.
        

        
				
        
          Reglas generales,
          § 22,
          61.
        

        
				
        Sentencia:

        
				

          Contenido y registro,
          § 22,
          39.        

        
				

          Plazo,
          § 22,
          38.
        

        
				
        
          Suspensión de la ejecución del fallo,
          § 22,
          40.
        

        
				
        
          Soluciones extrajudiciales,
          § 23,
          5.        

        
				

          Procuradores, § 2,
          543 y ss. 

        
				

          Correcciones disciplinarias,
          § 2,
          552 y ss.;
          § 18,
          42 y 43.
        

        
				
        
          Derechos,
          § 1,
          242.
        

        
				
        
          Designación de oficio,
          § 18,
          27 a 36.
        

        
				
        
          En recurso de queja,
          § 1,
          867.
        

        
				
        
          Escrito de calificación del acusador particular,
          § 1,
          651.
        

        
				
        
          Exceptuado de la obligación de denuncia,
          § 1,
          263.
        

        
				
        
          Honorarios,
          § 1,
          242.
        

        
				
        
          Incompatibilidad para ser Jurado,
          § 15,
          10.9.
        

        
				
        
          Indemnizaciones por actuaciones de oficio,
          § 19,
          37 y Anexo II.
        

        
				
        
          Intervención en la recusación,
          § 1,
          57.
        

        
				
        
          Juicio de faltas,
          § 1,
          970.
        

        
				
        
          Procedimiento abreviado,
          § 1,
          768 y 784.
        

        
				
        
          Querella,
          § 1,
          277.
        

        
				
        
          Recepción de notificaciones, citaciones o emplazamientos,
          § 1,
          182.
        

        
				
        
          Representación del procesado,
          § 1,
          118, 384 y 652.
        

        
				
        
          Protesta:
        

        
				
        
          Para recurrir en casación,
          § 1,
          709 y 721.
        

        
				
        
          Protocolo de Notario:
        

        
				
        
          Registro,
          § 1,
          578.
        

        
				
        
          Providencias, § 1,
          141;        § 2,
          245 y 248. 

        
				

          De tramitación,
          § 1,
          9.
        

        
				
        
          Notificación,
          § 2,
          270 a 272.
        

        
				
        
          Plazo para dictarlas,
          § 1,
          204 y ss.
        

        
				
        
          Testimonio de las apelables,
          § 1,
          646.
        

        
				
        
          Votación,
          § 1,
          153, 156, 163 y 164.
        

        
				
        
          Prueba:
        

        
				
        
          Admisión,
          § 1,
          659.
        

        
				
        
          Anticipación,
          § 1,
          657.
        

        
				
        
          Juicio de faltas,
          § 1,
          962.1, 963.1, 964.3, 967.1, 969.1 y 970.
        

        
				
        
          No propuesta,
          § 1,
          728 y ss.
        

        
				
        
          Procedimiento abreviado,
          § 1,
          770.2.ª y 3.ª, 773.1, 777.2, 781.1, 784.1 y 2, 785.1 y 2, 786.2, 787.1, 788, 790, 791.1 y 2, 794.1.ª y 797.1 y 2.
        

        
				
        
          Procedimiento para el enjuiciamiento rápido,
          § 1,
          800.7.
        

        
				
        
          Procedimiento para las causas ante el Tribunal del Jurado,
          § 15,
          46.
        

        
				
        
          Proposición,
          § 1,
          656.
        

        
				
        
          Valoración,
          § 1,
          741.
        

        
				
        
          Prueba de inspección ocular
        

        
				
        
          (Véase
          Inspección ocular.)
        

        
				
        
          Prueba documental, § 1,
          726. 

        
				

          Para recusarPeritos, § 1,
          469.        

        
				
  
          Prueba pericial
        

        
				
        
          (Véase
          Peritos.)
        

        
				
        
          Publicación de autos y sentencias, § 1,
          888 y 905. 

        
				

          Publicidad:
        

        
				
        
          De actuaciones judiciales,
          § 2,
          232.
        

        
				
        
          De los actos del proceso,
          § 1,
          649.
        

        
				
        
          De los debates del juicio oral,
          § 1,
          680 a 682.
        

        
				
        
          De requisitorias,
          § 1,
          858.
        

        
				
        
          Del sumario,
          § 1,
          396.
        

        
				
        
          Q
        

        
				
        
          Quebrantamiento de forma:
        

        
				
        
          En procedimiento abreviado para determinados delitos,
          § 1,
          790.2 y 792.2.        

        
				
  Estimación de recurso de casación, § 1, 901 bis. a). 

 

Queja
        (Recurso de):
      


          Contra denegación al Fiscal de diligencias sumariales,
          § 1,
          311.
        

        
				
        
          Informe del juez,
          § 1,
          233.
        

        
				
        
          Interposición,
          § 1,
          213, 216, 218 y ss.
        

        
				
        
          Por denegación de diligencias,
          § 1,
          384.
        

        
				
        
          Por denegación del testimonio para interponer el de casación,
          § 1,
          862 y ss.
        

        
				
        
          Tramitación,
          § 1,
          233 y ss.
        

        
				
        
          Querella y querellante:
        

        
				
        
          Abandono de
          , § 1,
          275 y ss.
        

        
				
        
          Admisión
          , § 1,
          312 y ss.
        

        
				
        
          Condena en costas
          , § 1,
          240.
        

        
				
        
          Desestimación
          , § 1,
          313.
        

        
				
        
          Fianza
          , § 1,
          280 y ss.
        

        
				
        
          Forma
          , § 1,
          277.
        

        
				
        
          Intervención en el sumario
          , § 1,
          317 y 385.
        

        
				
        
          Por injuria o calumnia contra particulares
          , § 1,
          804 y ss.
        

        
				
        
          Responsabilidad
          , § 1,
          274.
        

        
				
        
          Quórum:
        

        
				
        
          En autos
          , § 1,
          145.
        

        
				
        
          En providencia
          , § 1,
          145.
        

        
				
        
          En sentencias
          , § 1,
          145 y 851.5.º
        

        
				
        
          Para inadmisión recurso de casación
          , § 1,
          889.
        

        
				
        
          Para vista casación
          , § 1,
          898.
        

        
				
        
          Resoluciones
          , § 1,
          153.
        

        
				
        
          R
        

        
				
        
          Ratificación:
        

        
				
        
          De desistimiento del recurso de casación,
          § 1,
          861 bis.
          c).
        

        
				
        
          Reapertura de términos judiciales, § 1,
          202. 

        
				

          Rebeldía, § 1,
          834 y ss. 

        
				

          Apertura de correspondencia
          , § 1,
          585.
        

        
				
        
          Detención
          , § 1,
          490.7.º
        

        
				
        
          Fianza
          , § 1,
          534 y 535.
        

        
				
        
          Procedimiento abreviado
          , § 1,
          784.4.
        

        
				
        
          Registro Central de Penados y Rebeldes
          , § 1,
          252.
        

        
				
        
          Requisitorias
          , § 1,
          512 a 515.
        

        
				
        
          Recado de atención:
        

        
				
        
          Previo a registro de determinados lugares,
          § 1,
          549 y 562.
        

        
				
        
          Reconocimiento:
        

        
				
        
          De cadáveres
          , § 1,
          340 y 341.
        

        
				
        
          Del delincuente
          , § 1,
          368.
        

        
				
        
          Por peritos
          , § 1,
          725.
        

        
				
        
          Por testigos
          , § 1,
          438 y 712.
        

        
				
        
          Procedimiento para el enjuiciamiento rápido
          , § 1,
          797.1.6.ª
        

        
				
        
          Forma de practicarlo
          , § 1,
          369.
        

        
				
        
          Recordatorios:
        

        
				
        
          En general: Suplicatorios, exhortos y mandamientos,
          § 1,
          192.
        

        
				
        
          Rectificación:
        

        
				
        
          De hechos
          , § 1,
          738.
        

        
				
        
          De sentencias
          , § 1,
          161.
        

        
				
        
          Del acta de sesiones del juicio oral
          , § 1,
          743.
        

        
				
        
          En informes de recurso de casación
          , § 1,
          897.
        

        
				
        
          Recurso de apelación
        

        
				
        
          (Véase
          Apelación.)
        

        
				
        
          Recurso de casación
        

        
				
        
          (Véase
          Casación.)
        

        
				
        
          Recurso de queja
        

        
				
        
          (Véase
          Queja.)
        

        
				
        
          Recurso de reforma
        

        
				
        
          (Véase
          Reforma.)
        

        
				
        
          Recurso de responsabilidad, § 1,
          200. 

        
				

          Recurso de revisión
        

        
				
        
          (Véase
          Revisión.)
        

        
				
        
          Recurso de súplica, § 1,
          211, 236 a 238 y 763. 

        
				

          (Véase
          Súplica.)
        

        
				
        
          Recursos
        

        
				
        
          (Véanse
          Apelación, Casación, Queja, Reforma, Revisión
          y
          Súplica.)
        

        
				
        
          Recurrente, § 1,
          867, 868 y 878. 

        
				

          Recusación:
        

        
				
        
          Causas,
          § 1,
          54;
          § 2,
          219.
        

        
				
        
          Costas,
          § 1,
          70, 77, 82 y 89.
        

        
				
        
          En juicio de faltas,
          § 1,
          72 y ss.;
          § 2,
          226.
        

        
				
        
          Jueces y Magistrados,
          § 1,
          52 y ss.;
          § 2,
          217.
        

        
				
        
          Jurados,
          § 15,
          21.
        

        
				
        
          Legitimación,
          § 1,
          53;
          § 2,
          218.
        

        
				
        
          Peritos,
          § 1,
          467 y ss., 662 y ss. y 723.
        

        
				
        
          Secretarios,
          § 1,
          84 y ss.;
          § 2,
          446.
        

        
				
        
          Tramitación,
          § 1,
          57 y ss.
        

        
				
        
          Redacción de autos y sentencias, § 1,
          142, 147 y 149;        § 2,
          248. 

        
				

          Reforma
          (Recurso de):
        

        
				
        
          Contra el auto de procesamiento,
          § 1,
          384.
        

        
				
        
          Contra el auto denegatorio de procesamiento,
          § 1,
          384.
        

        
				
        
          En el procedimiento abreviado,
          § 1,
          766.
        

        
				
        
          En extradición pasiva,
          § 9,
          12.
        

        
				
        
          Interposición,
          § 1,
          211, 216 y ss.
        

        
				
        
          Tramitación,
          § 1,
          220 y ss.
        

        
				
        
          Registro Central de Medidas Cautelares, Requisitorias y Sentencias no Firmes, § 7,
          1, 6, 10, 22, disposición transitoria segunda y disposición transitoria tercera. 

        
				

          Registro Central de Penados, § 1,
          252, 379 y 988;§ 7.        

        
				

          Registro Central de Rebeldes Civiles, § 7,
          2 , 12 y 23. 

        
				

          Registro Central para la protección de las Víctimas de Violencia Doméstica, § 7,
          2, 7, y disposición adicional primera. 

        
				

          Registro Civil:
        

        
				
        
          Registro de sus libros,
          § 1,
          578.
        

        
				
        
          Registro de la Propiedad:
        

        
				
        
          Inscripción de fianza hipotecaria,
          § 1,
          595.
        

        
				
        
          Registro de sus libros,
          § 1,
          578.
        

        
				
        
          Registro de penados
          (Libro),
          § 1,
          254. 

        
				

          Registro de procesados en rebeldía
          (Libros),
          § 1,
          255 y ss. 

        
				

          Registro de sentencias, § 1,
          159;§ 7.        

        
				

          Registro de sentencias de Responsabilidad Penal de los Menores, § 22,
          29.3 y disposición adicional tercera;§ 7,
          1, 2, 11 y 24. 

        
				

          Registro en lugar cerrado, § 1,
          546 y ss. 

        
				

          Modo de practicarlo,
          § 1,
          569 y ss.
        

        
				
        
          Registros de apoyo a la Administración de Justicia
        

        
				
        
          (Véase
          Sistema de Registros de apoyo a la Administración de Justicia).
        

        
				
        
          Reincidentes:
        

        
				
        
          Tratamiento penal,
          § 1,
          521.
        

        
				
        
          Renuncia de acciones, § 1,
          106 y 107.        

        
				

          Reos ausentes:
        

        
				
        
          Procedimiento,
          § 1,
          834 a 846.
        

        
				
        
          Repreguntas:
        

        
				
        
          En testimonios,
          § 1,
          448.
        

        
				
        
          Requisitorias, § 1,
          512 y ss., 762.4.ª y 834 y ss. 

        
				

          Reserva de acción civil, § 1,
          843. 

        
				

          Resoluciones de embargo y aseguramiento de pruebas en procedimientos penales de la Unión Europea:
        

        
				
        
          Autoridades judiciales españolas competentes,
          § 5
          , 3.
        

        
				
        
          Definiciones,
          § 5,
          1.
        

        
				
        Ejecución en España de una resolución de otro Estado de la Unión Europea:

        
				
        
          Doble tipificación,
          § 5,
          10.
        

        
				
        
          Duración de la medida,
          § 5,
          13.
        

        
				
        
          Motivos de no reconocimiento o no ejecución,
          § 5,
          14.
        

        
				
        
          Normas aplicables,
          § 5,
          12.
        

        
				
        
          Reconocimiento y ejecución inmediata,
          § 5,
          11.
        

        
				
        
          Recursos,
          § 5,
          16.
        

        
				
        
          Suspensión de la ejecución,
          § 5,
          15.
        

        
				
        
          Indemnizaciones y reembolsos,
          § 5,
          4.
        

        
				
        
          Resoluciones de embargo o aseguramiento de pruebas,
          § 5,
          2.
        

        
				
        
          Transmisión de una resolución a otro estado de la Unión Europea,
          § 5,
          5 a 9.
        

        
				
        
          Transmisión de medidas con el Reino Unido y la República de Irlanda,
          § 5,
          disposición adicional.
        

        
				
        
          Resoluciones de los Secretarios Judiciales, § 1,
          144 bis. 

        
				

          Resoluciones judiciales, § 2,
          244 a 248. 

        
				

          Resoluciones judiciales de decomiso en la Unión Europea:
        

        
				
        
          Autoridades judiciales españolas competentes,
          § 28,
          4.
        

        
				
        Ejecución en España de una resolución de otro Estado de la Unión Europea:

        
				
        
          Comunicación al Ministerio Fiscal,
          § 28,
          22.
        

        
				
        
          Denegación del reconocimiento y ejecución,
          § 28,
          19.
        

        
				
        
          Derecho aplicable,
          § 28,
          18.
        

        
				
        
          Disposición de los bienes decomisados,
          § 28,
          24.
        

        
				
        
          Doble tipificación,
          § 28,
          14.
        

        
				
        
          Ejecución de las resoluciones,
          § 28,
          16 y 17.
        

        
				
        
          Imposibilidad de ejecución,
          § 28,
          20.
        

        
				
        
          Información estadística,
          § 28,
          disposición adicional primera.
        

        
				
        
          Reconocimiento de las resoluciones,
          § 28,
          15.
        

        
				
        
          Suspensión,
          § 28,
          21.
        

        
				
        
          Estado de ejecución,
          § 28,
          2.
          b).
        

        
				
        
          Estado de emisión,
          § 28,
          2.a).
        

        
				
        
          Indemnizaciones y reembolsos,
          § 28,
          5.
        

        
				
        
          Resolución de decomiso,
          § 28,
          3.
        

        
				
        
          Transmisión de una resolución a otro estado de la Unión Europea,
          § 28,
          6 a 13.
        

        
				
        
          Resoluciones procesales:
        

        
				
        
          Clases
          , § 1,
          141 y 144 bis.
        

        
				
        
          Discordias
          , § 1,
          163 y ss.
        

        
				
        
          Libros de autos y sentencias
          , § 1,
          159 y 162.
        

        
				
        
          Notificación
          , § 1,
          160.
        

        
				
        
          Órgano que debe dictarlas
          , § 1,
          145.
        

        
				
        
          Quórum
          , § 1,
          153.
        

        
				
        
          Términos
          , § 1,
          197 y ss.
        

        
				
        
          Responsabilidad civil, § 1,
          615 y ss. 

        
				

          Calificación del delito,
          § 1,
          652.
        

        
				
        
          Juicio de faltas,
          § 1,
          974.2.
        

        
				
        
          Procedimiento abreviado,
          § 1,
          764, 765, 788.1 y 794.1.ª
        

        
				
        
          Pronunciamiento,
          § 1,
          989.
        

        
				
        
          Responsabilidad criminal de jueces y magistrados, § 2,
          405 a 409. 

        
				

          Responsabilidad patrimonial:
        

        
				
        
          De Colegios de Abogados y Procuradores,
          § 18,
          26;
          § 19,
          34.
        

        
				
        
          Del Estado,
          § 2,
          292 a 297.
        

        
				
        
          Responsabilidad penal de los menores
        

        
				
        
          (Véase
          Proceso de menores.)
        

        
				
        
          Restitución de efectos o instrumentos,
           
          § 1,
          619 y 620. 

        
				

          Revisión
          (Recurso de),
          § 1,
          954 y ss. 

        
				

          Contra las Resoluciones de los Secretarios Judiciales,
          § 1,
          238 bis y ter.
        

        
				
        
          En procedimiento abreviado
          , § 1,
          792.3.
        

        
				
        
          Motivos
          , § 1,
          954.
        

        
				
        
          Quiénes pueden interponerlo
          , § 1,
          955 y ss. y 961.
        

        
				
        
          Resolución
          , § 1,
          958.
        

        
				
        
          Sentencia absolutoria
          , § 1,
          960.
        

        
				
        
          Tramitación
          , § 1,
          959.
        

        
				
        
          Rueda de presos, § 1,
          369, 370 y 797.1.6.ª 

        
				

          S
        

        
				
        
          Sacerdotes:
        

        
				
        
          No obligación de denuncia ni de declaración en relación con su ministerio
          , § 1,
          263 y 417.
        

        
				
        
          Visitas a detenidos o presos
          , § 1,
          523.
        

        
				
        
          Sanciones pecuniarias:
        

        
				
        
          Ejecución en la Unión europea,
          § 27.
        

        
				
        
          Secretarios:
        

        
				
        
          Abstención y recusación,
          § 1,
          84 a 93;
          § 2,
          446.
        

        
				
        
          Archivo Judicial de Gestión,
          § 2
          , 458.
        

        
				
        
          Asistencia a acto pericial,
          § 1,
          477.
        

        
				
        
          Dación de cuenta,
          § 1,
          206;
          § 2
          , 455.
        

        
				
        
          En autopsias,
          § 1,
          353.
        

        
				
        
          En la formación del sumario,
          § 1,
          321.
        

        
				
        
          En los careos,
          § 1,
          453.
        

        
				
        
          Estadística judicial,
          § 2
          , 461.
        

        
				
        
          Funciones,
          § 2,
          452 a 462.
        

        
				
        
          Responsabilidad disciplinaria,
          § 2
          , 468.
        

        
				
        
          Vencimiento del plazo,
          § 1,
          214.
        

        
				
        
          Secreto:
        

        
				
        
          Del sumario,
          § 1,
          301, 302 y 322.
        

        
				
        
          Durante el juicio oral,
          § 1,
          680 y ss.
        

        
				
        
          Profesional,
          § 1,
          263.
        

        
				
        
          Secuestro:
        

        
				
        
          De publicaciones,
          § 1,
          816.
        

        
				
        
          Seguro Obligatorio de Responsabilidad Civil, § 1,
          762.11.ª, 764.3 y 765. 

        
				

          Senadores:
        

        
				
        
          Incompatibilidad para ser        Jurado, § 15,
          10.4.        

        
				
  
          Obligación de declarar,
          § 1,
          412.5.1.º
        

        
				
        
          Procesamiento,
          § 1,
          750 a 756;
          § 4.
        

        
				
        
          Responsabilidad penal,
          § 2,
          57.
        

        
				
        
          Sentencias:
        

        
				
        
          Aclaración,
          § 1,
          161;
          § 2,
          267.
        

        
				
        
          Concepto,
          § 2,
          245.1.
          c).
        

        
				
        
          Contenido,
          § 1,
          742.
        

        
				
        
          Cuando confiese el reo,
          § 1,
          695.
        

        
				
        
          Del Tribunal de Conflictos,
          § 12,
          14 a 20.
        

        
				
        
          Depósito,
          § 2,
          266.
        

        
				
        
          Discusión y votación,
          § 1,
          149 y ss.;
          § 2,
          253 a 263.
        

        
				
        
          Ejecución,
          § 1,
          983 y ss.
        

        
				
        
          En casación,
          § 1,
          899 y ss. y 986.
        

        
				
        
          En juicio de faltas,
          § 1,
          973 a 977.
        

        
				
        
          En procedimiento abreviado,
          § 1,
          789.
        

        
				
        
          En procedimiento para el enjuiciamiento rápido,
          § 1,
          802.3.
        

        
				
        
          En procedimiento para las causas ante el Tribunal del Jurado,
          § 15,
          67 a 70.
        

        
				
        
          Firma,
          § 2,
          259.
        

        
				
        
          Firmes,
          § 2,
          245.3.
        

        
				
        
          Forma,
          § 1,
          142 y 143;
          § 2,
          248.3.
        

        
				
        
          Fundamentos,
          § 1,
          142.
        

        
				
        
          Lectura,
          § 1,
          160.
        

        
				
        
          Libro,
          § 2,
          265.
        

        
				
        
          Notificación,
          § 1,
          160.
        

        
				
        
          Plazo para dictarlas,
          § 1,
          203.
        

        
				
        
          Publicación,
          § 1,
          888, 905 y 906.
        

        
				
        
          Registro,
          § 1,
          159 y 162.
        

        
				
        
          Votos particulares,
          § 2,
          260.
        

        
				
        
          Señalamientos:
        

        
				
        
          En procedimiento abreviado
          , § 1,
          785.2.
        

        
				
        
          En procedimiento para el enjuiciamiento rápido
          , § 1,
          800.2 y 6.
        

        
				
        
          Juicio de faltas
          , § 1,
          962.
        

        
				
        
          Juicio oral
          , § 1,
          659.
        

        
				
        
          Para casación
          , § 1,
          893.
        

        
				
        
          Señas personales:
        

        
				
        
          De los acusados,
          § 1,
          374.
        

        
				
        
          Serenos:
        

        
				
        
          Policía
          J
          udicial,
          § 1,
          283.
        

        
				
        
          Servicio de Orientación Jurídica, § 19,
          32.
        

        
				
        
          Sigilo sacramental y profesional, § 1,
          263, 416 y 417.
        

        
				
        
          Sistema de Registros de apoyo a la Administración de Justicia:
        

        
				
        
          Alimentación del Sistema,
          § 7,
          disposición final tercera.
        

        
				
        
          Agencia Española de Protección de datos,
          § 7,
          26.
        

        
				
        
          Acceso a la información,
          § 7,
          5 a 7.
        

        
				
        
          Cancelación o rectificación de inscripciones,
          § 7,
          18 a 24.
        

        
				
        
          Efectos,
          § 7,
          25.
        

        
				
        
          Certificación de los datos inscritos,
          § 7,
          16 y 17.        

        
				

          Comunicación de órdenes de protección,
          § 7,
          disposición adicional primera.
        

        
				
        
          Consentimiento del interesado,
          § 7,
          disposición adicional segunda.
        

        
				
        
          Contenido,
          § 7,
          8 a 13.
        

        
				
        
          Creación,
          § 7,
          1.
        

        
				
        
          Estadística,
          § 7,
          27.
        

        
				
        
          Información de órganos jurisdiccionales extranjeros,
          § 7,
          3.
        

        
				
        
          Jurisdicción militar,
          § 7,
          disposición adicional tercera.
        

        
				
        
          Medidas de seguridad,
          § 7
          , 14 y 15.
        

        
				
        
          Naturaleza,
          § 7,
          2.1 y 2.
        

        
				
        
          Organización,
          § 7,
          4.
        

        
				
        
          Registros que lo integran,
          § 7,
          2.3.
        

        
				
        
          (Véanse
          Registro Central de Penados, Registro Central de Medidas cautelares, Requisitorias y Sentencias no Firmes, Registro Central de Rebeldes Civiles, Registro Central para la Protección de las Víctimas de la Violencia Doméstica
          y
          Registro de Sentencias de Responsabilidad Penal de los Menores.)
        

        
				
        
          Sobreseimiento:
        

        
				
        
          Clases,
          § 1,
          634.
        

        
				
        
          En procedimiento abreviado,
          § 1,
          778.2, 779.1.1.ª, 780.1, 782 y 783.
        

        
				
        
          En procedimiento para el enjuiciamiento rápido,
          § 1,
          800.1 y 5.
        

        
				
        
          Facultades del Tribunal,
          § 1,
          645.
        

        
				
        
          Libre,
          § 1,
          637 y ss. y 675.
        

        
				
        
          Prohibición en la sentencia,
          § 1,
          742.
        

        
				
        
          Provisional,
          § 1,
          641.
        

        
				
        
          Solicitud,
          § 1,
          627 y 642.
        

        
				
        
          Sordomudez, § 1,
          398, 440 a 442 y 711. 

        
				

          Sorteo para la formación de listas de candidatos a Jurados:
        

        
				
        
          Acta,
          § 16,
          4.
        

        
				
        
          Anulación,
          § 16,
          15.
        

        
				
        
          De lista bienal de candidatos a Jurados,
          § 15,
          13.
        

        
				
        
          Fecha,
          § 16,
          1.2.
        

        
				
        
          Nuevo sorteo para completar la lista de candidatos a Jurados designados para una causa,
          § 15,
          23.
        

        
				
        
          Publicación del anuncio,
          § 16,
          1.2.
        

        
				
        
          Reclamaciones,
          § 15,
          13.3.
        

        
				
        
          Reglas,
          § 16,
          4.
        

        
				
        
          Subasta:
        

        
				
        
          De bienes embargados,
          § 1,
          601.
        

        
				
        
          Subsanación:
        

        
				
        
          De actos judiciales,
          § 2,
          243.3.
        

        
				
        
          De notificaciones, citaciones y emplazamientos,
          § 1,
          180.
        

        
				
        
          Subvenciones:
        

        
				
        
          De los servicios de asistencia jurídica gratuita,
          § 19,
          28 y ss.
        

        
				
        
          Sumario:
        

        
				
        
          Conclusión
          , § 1,
          622 a 633.
        

        
				
        
          Constancia de diligencia
          , § 1,
          315.
        

        
				
        
          Delitos conexos
          , § 1,
          300.
        

        
				
        
          Demora en su terminación
          , § 1,
          324.
        

        
				
        
          Finalidad
          , § 1,
          299.
        

        
				
        
          Formación
          , § 1,
          306 a 324.
        

        
				
        
          Instrucción
          , § 1,
          299 a 305.
        

        
				
        
          Partes de estado y adelanto
          , § 1,
          324.
        

        
				
        
          Partes de incoación
          , § 1,
          308.
        

        
				
        
          Secreto,
          § 1,
          301, 302 y 322.
        

        
				
        
          Traslado del juez al lugar del delito,
          § 1,
          318 y 323.
        

        
				
        
          Súplica
          (Recurso de):
        

        
				
        
          Contra auto exigiendo fianza por responsabilidad criminal de jueces y magistrados,
          § 1,
          763.
        

        
				
        
          Contra auto sobre la procedencia de la extradición,
          § 9,
          15.
        

        
				
        
          Interposición,
          § 1,
          211, 236 y ss.
        

        
				
        
          Trámite,
          § 1,
          238.
        

        
				
        
          Suplicatorios, § 1,
          184 y ss. 

        
				

          De diputados y senadores,
          § 1,
          755 y 756.
        

        
				
        
          Para pedir extradición,
          § 1,
          831 y ss.
        

        
				
        
          Suspensión:
        

        
				
        
          De la diligencia de prueba pericial
          , § 1,
          482.
        

        
				
        
          De la diligencia de registro en lugar cerrado
          , § 1,
          571.
        

        
				
        
          De los permisos de conducción y circulación
          , § 1,
          785.
        

        
				
        
          De procedimientos
          , § 1,
          24.
        

        
				
        
          Del juicio oral
          , § 1,
          745 y ss. y 814.
        

        
				
        
          Del juicio oral en procedimiento para las causas ante el Tribunal del Jurado,
          § 15,
          47.
        

        
				
        
          Por rebeldía
          , § 1,
          814 y ss.
        

        
				
        
          T
        

        
				
        
          Tachaduras y enmiendas:
        

        
				
        
          Están prohibidas,
          § 1,
          403 y 450.
        

        
				
        
          Telegramas:
        

        
				
        
          Detención de,
          § 1,
          579, 582 y 583.
        

        
				
        
          Temeridad:
        

        
				
        
          Causa de imposición de costas,
          § 1,
          44, 240 y 776.
        

        
				
        
          Templos, § 1,
          549. 

        
				

          (Véase
          Entrada y registro en lugar cerrado.)
        

        
				
        
          Tercerías:
        

        
				
        
          En ejecución de sentencias,
          § 1,
          996.
        

        
				
        
          Inadmisión durante el sumario,
          § 1,
          367.
        

        
				
        
          Términos judiciales:
        

        
				
        
          Disposiciones generales,
          § 1,
          197 a 215.
        

        
				
        
          En cuestiones de competencia,
          § 1,
          28 a 32, 34 y 36 a 43.
        

        
				
        
          En incidentes de recusación,
          § 1,
          64, 77, 79 y ss.
        

        
				
        
          Improrrogabilidad
          , § 1,
          202.
        

        
				
        
          Para calificar
          , § 1,
          649.
        

        
				
        
          Para dictar sentencia
          , § 1,
          149.
        

        
				
        
          Para formar el sumario
          , § 1,
          324.
        

        
				
        
          Para instruirse
          , § 1,
          627 y 628.
        

        
				
        
          Para proponer prueba
          , § 1,
          656.
        

        
				
        
          Para recurrir
          , § 1,
          213 a 221.
        

        
				
        
          Para recusar a
          P
          eritos
          , § 1,
          662 y 663.
        

        
				
        
          Suspensión
          , § 1,
          202.
        

        
				
        
          Terrorismo:
        

        
				
        
          Detención
          , § 1,
          520 bis y 553.
        

        
				
        
          Observación de las comunicaciones
          , § 1,
          579.
        

        
				
        
          Procesamiento de cargos públicos
          , § 1,
          384 bis.
        

        
				
        
          Testigos:
        

        
				
        
          En el sumario,
          § 1,
          410 a 450.
        

        
				
        
          Careos,
          § 1,
          451 a 455.        

        
				

          En juicio de faltas,
          § 1,
          964.3, 966 y 969.1.        

        
				

          En juicio oral,
          § 1,
          701 a 722.
        

        
				
        
          Suspensión por no comparecencia,
          § 1,
          746.3.º        

        
				

          En procedimiento abreviado,
          § 1,
          762.8.ª, 781.1 y 784.2.        

        
				

          En procedimiento para enjuiciamiento rápido,
          § 1,
          796.1.4.ª, 797.1.4.ª y 7.ª y 800.7.
        

        
				
        
          En procedimiento por injuria y calumnia,
          § 1,
          813.
        

        
				
        
          Prohibición para ser
          J
          urado,
          § 15,
          11.4.
        

        
				
        
          Protección,
          § 14.
        

        
				
        
          Tráfico de drogas
        

        
				
        
          (Véase
          Drogas.)
        

        
				
        
          Tratados Internacionales:
        

        
				
        
          Sobre asistencia jurídica gratuita,
          § 18,
          44.
        

        
				
        
          Sobre extradición,
          § 9,
          1 (nota)
        

        
				
        
          Tribunal del Jurado:
        

        
				
        
          Competencia,
          § 2,
          83.2;
          § 15,
          1 y 5.
        

        
				
        
          Composición,
          § 2,
          83.2;
          § 15,
          2.
        

        
				
        Constitución:

        
				
        
          Concurrencia de los integrantes del Tribunal del Jurado y recusación de candidatos,
          § 15,
          38.        

        
				

          Forma de completar el número mínimo de candidatos y posibles sanciones,
          § 15,
          39.
        

        
				
        
          Juramento o promesa de los designados,
          § 15,
          41.
        

        
				
        
          Selección de los
          J
          urados y constitución del Tribunal,
          § 15,
          40.
        

        
				
        
          Magistrado-Presidente,
          § 15,
          4.        

        
				

          Procedimiento (véase
          Procedimiento para las causas ante el Tribunal del Jurado).
        

        
				
        
          Sentencia,
          § 15,
          67 a 70.
        

        
				
        
          (Véanse
          Jurado, Lista de candidatos a Jurados
          y
          Veredicto.)
        

        
				
        
          Tribunal Supremo:
        

        
				
        
          Causas de que conoce,
          § 2,
          57.
        

        
				
        
          Composición,
          § 2,
          54.
        

        
				
        
          Cuestiones de competencia,
          § 1,
          20 y 21.
        

        
				
        
          Recusaciones,
          § 1,
          68.
        

        
				
        
          Sala de lo Penal,
          § 2,
          57.
        

        
				
        
          Sede,
          § 2,
          53.
        

        
				
        
          Tribunales:
        

        
				
        
          Facultades del Presidente,
          § 1,
          683 y ss.
        

        
				
        
          Tribunales Superiores de Justicia, § 2,
          70 a 73. 

        
				

          Competencias,
          § 2,
          73.
        

        
				
        
          Turnos de guardia:
        

        
				
        
          Colegios de
          A
          bogados,
          § 18,
          24;
          § 19,
          28 y 29.
        

        
				
        
          U
        

        
				
        
          Unión Europea:
        

        
				
        
          (Véanse
          Eurojust, Eficacia en la Unión Europea de las resoluciones de embargo y de aseguramiento de pruebas en procedimientos penales, Ejecución de resoluciones judiciales de decomiso en la Unión Europea, Ejecución de Sanciones pecuniarias en la Unión Europea y Orden europea de detención y entrega
          ).
        

        
				
        
          V
        

        
				
        
          Vacaciones:
        

        
				
        
          No hay en el sumario,
          § 1,
          201.
        

        
				
        
          Valoración de la prueba, § 1,
          741. 

        
				

          Vencimiento de los términos, § 1,
          214. 

        
				

          Veredicto:
        

        
				
        
          De culpabilidad,
          § 15,
          68.
        

        
				
        
          De inculpabilidad,
          § 15,
          67.
        

        
				
        Deliberación y veredicto:

        
				
        
          Acta de la votación,
          § 15,
          61.        

        
				

          Ampliación de instrucciones,
          § 15,
          57.
        

        
				
        
          Cese del        Jurado en sus funciones, § 15,
          66.        

        
				
  
          Deliberación,
          § 15,
          55.
        

        
				
        
          Devolución del acta al Jurado,
          § 15,
          63.
        

        
				
        
          Disolución del Jurado y nuevo juicio oral,
          § 15,
          65.
        

        
				
        
          Incomunicación del Jurado,
          § 15,
          56.
        

        
				
        
          Justificación de la devolución del acta,
          § 15,
          64.
        

        
				
        
          Lectura del veredicto,
          § 15,
          58 y 62.
        

        
				
        
          Votación nominal,
          § 15,
          58.
        

        
				
        
          Votación sobre culpabilidad o inculpabilidad, remisión condicional de la pena y petición de indulto,
          § 15,
          60.
        

        
				
        
          Votación sobre los hechos,
          § 15,
          59.
        

        
				
        Determinación del objeto:

        
				

          Audiencia de las partes,
          § 15,
          53.        

        
				

          Instrucciones a los
          J
          urados,
          § 15,
          54.
        

        
				
        
          Objeto,
          § 15,
          52.
        

        
				
        
          Vía de apremio:
        

        
				
        
          Para el abono de costas,
          § 1,
          242 y 245.
        

        
				
        
          Para realizar fianzas,
          § 1,
          536.
        

        
				
        
          Vía pública:
        

        
				
        
          Traslado del cadáver,
          § 1,
          770.4.ª
        

        
				
        
          Víctimas de la violencia doméstica:
        

        
				
        
          Protección,
          § 1,
          13 y 544 ter.
        

        
				
        
          Violación, § 1,
          278.
        

        
				
        
          Violencia:
        

        
				
        
          Nulidad de pleno derecho de actos judiciales,
          § 2,
          238.
        

        
				
        
          Por parte de detenidos o presos,
          § 1,
          525.
        

        
				
        
          Recurso de revisión,
          § 1,
          954.3.º
        

        
				
        
          Visitas:
        

        
				
        
          A las cárceles, de Autoridades judiciales,
          § 1,
          526.
        

        
				
        
          A los presos,
          § 1,
          523.
        

        
				
        
          Vistas:
        

        
				
        
          De los artículos de previo pronunciamiento,
          § 1,
          673.
        

        
				
        
          De los recursos de casación,
          § 1,
          894 a 898.
        

        
				
        
          En general,
          § 2,
          249 a 251.
        

        
				
        
          Votación de sentencias, § 1,
          149 a 157 y 163 a 165;
          § 2,
          253 a 263. 

        
				

          Votos particulares, § 2,
          260. 

        
				

          Votos reservados, § 1,
          156, 157, 861 y 876. 

        
				

          (Véase
          Votos particulares.)
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        * CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA. 15.ª edición, abril 2010, 256 pp.
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        8. JURISDICCIÓN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA. 23.ª edición (en prensa).
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        13. CÓDIGO CIVIL. 27.ª edición, julio 2008, 984 pp.
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        23. LEY Y REGLAMENTO HIPOTECARIOS. 14.ª edición, junio 2010, 766 pp.

        
				
        24. CÓDIGO PENAL. 34.ª edición (en prensa).

        
				
        26. ESTATUTO DE LOS TRABAJADORES. 11.ª edición, enero 2009, 270 pp.

        
				
        27. LEGISLACIÓN SOBRE GARANTÍAS MOBILIARIAS, 1.ª edición, mayo 2009, 256 pp.

        
				
        29. LEY DE AGUAS. 12.ª edición, abril 2009, 912 pp.

        
				
        30. PLANES Y FONDOS DE PENSIONES. 4.ª edición, septiembre 2006, 384 pp.

        
				
        31. LEY GENERAL TRIBUTARIA. 20.ª edición, agosto 2008, 816 pp.

        
				
        34. ARRENDAMIENTOS URBANOS. 20.ª edición, junio 2009, 368 pp.

        
				
        35. ENJUICIAMIENTO CIVIL, 20.ª edición, mayo 2010, 1.088 pp.

        
				
        38. CONTRATOS DEL SECTOR PÚBLICO. 3.ª edición, enero 2010, 1184 pp.

        
				
        40. ENJUICIAMIENTO CRIMINAL. 21.ª edición, julio 2010, 1.248 pp.

        
				
        42. SEGURIDAD SOCIAL: RÉGIMEN GENERAL. 11.ª edición, septiembre 2008, 912 pp.

        
				
        43. LEGISLACIÓN ESTATAL DE SUELO. 1.ª edición, septiembre 2009, 608 pp.

        
				
        53. PROPIEDAD HORIZONTAL. 23.ª edición, octubre 2008, 224 pp.

        
				
        56. PROPIEDAD INTELECTUAL. 7.ª edición, abril 2008, 632 pp.

        
				
        69. TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. 7.ª edición, noviembre 2007, 178 pp.

        
				
        79. SEGURIDAD PRIVADA. 10.ª edición, mayo 2010, 544 pp.

        
				
        88. RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS Y DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN. 19.ª edición (en prensa).

        
				
        95. PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES. 10.ª edición, noviembre 2008, 1.088 pp.

        
				
        96. REGLAMENTO DE ARMAS. 4.ª edición, marzo 2009, 312 pp.

        
				
        97. LEGISLACIÓN PENITENCIARIA. 5.ª edición, junio 2010, 360 pp.

        
				
        99. PROTECCIÓN DE DATOS DE CARÁCTER PERSONAL. 4.ª edición, abril 2008, 344 pp.

        
				
        104. LEY CONCURSAL. 3.ª edición, mayo 2010, 244 pp.

        
				
        105. LEY DEL MERCADO DE VALORES. 2.ª edición, febrero 2008, 328 pp.

        
				
        106. LEGISLACIÓN BÁSICA DEL EMPLEADO PÚBLICO. 1.ª edición, diciembre 2009, 616 pp.

        
				
        107. ADMINISTRACIÓN ELECTRÓNICA. 2.ª edición, mayo 2010, 572 pp.

        
				
        108. DERECHO CIVIL FORAL DEL PAÍS VASCO. 1.ª edición, abril 2009, 112 pp.

        
				
        109. ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES DE DESARROLLO (ONGD), abril 2010, 572 pp.
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